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NÚMEHO  i/ 


COMPETENCIA. 


Nulidad  de  dos  disposiciones  testamentarias. —.Sentencia  de  21 
de  Setiembre ,  decidiendo  á  fisivor  del  Juzgado  de  primera  itis- 
tancia  de  Iznalloz  la  competencia  suscitada  entre  éste  y  el  del 
distrito  del  Hospicio  de  esta  capital  acerca  del  conocimiento  y 
acumulación  al  juicio  voluntario  de  testamentaria  de  D.  Anto* 
nió  Saínchez  Ramírez  Puerta .  de  la  demanda  propuesta  por  Don 
Domingo  y  D.  Antonio  Sánchez  Yago  contra  D.  Rafael  Gonza- 
lez  Perecí  sobre  nulidad  de  dos  disposiciones  testamentarías  del 
expresado  Saínchez  Ramírez . 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece: 

1.^    Q^eri  puede  decretarse  la  acumuladan  de  otro  jvtitio  alJk- 
teitaméntaria ;  ha  de  ser  conforme  á  la  cansa  4/  del  afi.  157  ¿0 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  cuando  en  él  se  haya  deducido  ó  Éé' 
deduzca- alguna  ácdon  contra  el  caudal,  y  que  sea  esta  acción  de 
naturaleza  acumulablé.  . 

8.^'    Que  pbrú  la  acumulación  de  acciones  diversas  bofo  un  sóló^ 
orden  Se  procedimiento^  és  indispensable,  entre  otros  requisitos  la 
umdai  i  identidad  de  la  cosa  litigiosa. 

In  lA. tilla  dto  Madrid,  á  91  de  Setíemtre  de  1870,  en  los  autos  de 
competencia  promo^Tidós  entre  eiJiusgaAdo  de  primert- instancia- .délr 
dlilrjto' del' Hospicia  tie  esta  capftai«  y  el  de  igual  ciase  de  Iznalla» 
M0eckU4l^  <soD0Clmie&to  yacamnliicioa  ai  Juicio  vetmilario  de  test^ 
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mentaría  de  D.  Antonio  Sánchez  Ramírez  Paerta  de  la  demanda  pro- 
pnesta  por  D.  J)om|ip8o^  J^^ntpnio  Sanchm.TaM.'yatrf  Jf-  Bafael 
González  Per^J  t'4lJ^a^l^4^|l^doB  ^qf^i|l^^^?d[i|.^  del 

expresado  Sanctíez'Bamirez: 

Besnltando  que  en  1.'  de  Octobce-  d&.iS&%  otorgd  tesumento  cer- 
rado D.  Antonio  Sánchez  Bamirez  Paerta  ante  el  Notarlo  y  vecino  de 
esta  capital  D.  Mariano  García  Sancha,  por  el  que,  entre  otras  cláa- 
salas,  legO  en  pleno  dominio  ta  mitad  del  remanente  del  quinto  de 
sus  bienes  á  su  sobrino  D.  Rafael  González  Pérez,  revocando  y  ana- 
lando  cnalqaiera  otra  disposición  testamentaria  anterior ;  siendo  sa 
voluntad  que  valiese  y  se  compílese  la  presente,  y  prohibiendo  ex- 
presamente la  intervención  de  los  Tribunales  de  justicia  en  cnanto  se 
refiera  á  su  testamentaría: 

fiesoltando  que  ocurrido  en  Montejicar  el  falleclmíenlo  del  testador 
en  9  de  Setiembre  de  1868,  sus  hijos  D.  Domingo  y  D.  Antonio  Sán- 
chez Tagú  entablaron  demai](ttitaB(f):el;Juzgado  de  Iznalloz  en  17  de 
'  Setiembre  de  18G9  contra  el  citado  D.  Rafael  González  Pérez,  pidiendo 
la  nulidad  del  mencionado  testamento  y  ta  del  que  otorgó  de  palabra 
en  S  de  Enero  de  1862,  oc.ht>}i9i6$:det|n)ef  deiiaber  sufrido  un  ataque 
apoplético,  en  la  villa  de  Monte][caE.aDte  el  Notario  D.  José  Haría  Vega, 
y  que  se  declarase  subsistente  el  ordenado  por  el  mismo  Sánchez 
P*art»:eniM-doKcieml>r#,'Íe.í8W.::Ti    ;-./:■:;.,. -!.;.,i. i  ^  .rr  :.  r  .i;.i:.;,/ 

-gft^snJmü^  «be.^oBtqitcadb  ««sUdf}  al  deiniw4a4<«jiíápv¡9Ívíd,lps 
atMa  6»  Proíw84or  i  ,mflitíféstftn4(Ji  qpfl<ío*(iab4iBis  eTsoflaW  po/r  yo- 
liiptaH  (Mfinulefesadb  i-j-^e^nit^.^n  reíjeldl^ifor  .lo»-#íi<)ri«  <,f«  hubo 
parittoptealadi.  I»  demanda,  "    '        ,i     .  ,  ,  i  , , 

-.Bíspll^ndo  41^)^6. preepQtB|i^eñ  ^i^WHP^o.cle  primera  instancia 
de^djstMtd  4oíla.:latína  de;  e^'a  W0titLía>opeir^aton  de  inventario, 
afalúo:,  «liWiOPf  cpem^f  particlon'de  lr)»IM«a^!irelictos  por  el  úbito 
de  D.  Antonio  Sánchez  Ramírez  Puertf^<j-^jf)eift8|)4,por  D.  ipsé  üp.naro 
Vilanova,  contador  y  partidor  nombrado  al  efecto  en  el  rilado  testa- 
mento de  1.*  de  Octubre  de  1863„l^tieeipañand(t;^er^.w|3^f  ^iptsto 
áim%,\^piítieaáa  se  poniese  «quella^ dé-iBasifi^to,,pf^a,^a,Aánien  y 
ífíolweioniJd  cual  ffu($,^tiniadt>  ppr  prpyidwícia  ^  8(i\^,^kj^tOf 
íB^p'.sa.SídO'saber.íJos  íAteresful^.:      ■  ,.  ,^.^■:,    ,  v;,i,{-;.v  .jV  „.  \  ,,' 

,^R«*»il«ndo..qW(6njtregadwl0|(.,ígÍ^s^4  GOBi»le)i  ^ere^-,,^pT^¿ntÍí' 
escrito  en  i  de  Octubre  siguiente,  solicitando  q4U.Be,pr^j»|l«9^  jul- 
dtlvol«nC>^4fl  testamentarla,  dttlitUWtQ'iP.  Antopfp>.^nflti'^  Bami- 
rek  rii«i^ ,  oitando  en  forma  á  todos,  tos  inieresftdov  4ecreun4Q  ^qide 
laego  la  intervención  y  depós)t».í|l{etV(;4WllU'niyepV>^49)ih^Mtv4Wv 
convocados  á  junta,  se  pusiesen  de  acuerdo  sobre  lít  administración; 
Hkndando  tambien^atatuular  i  diAo  jdfcio  vBHasideaen(t».t9rasio- 
tMss  por  0.íDomi^  y'<DLUtqtoilIoi  Saiuthez-YBgo.!ip:fattni^B»>te 
enUblada  coiunt' el  expresado  O.  Raftelea'el  Juzgado  delfzMJloai-Mr' 
bW  Milidad  dd<  dds  tenámffiítos',  dMitlenáo:  al  efntíKiil  «MceapAndiwit 
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x)6olo  j^lefitliMnto-á  4O8'JQ«C00  qué 'de  etlaaieonooian:|>ara  qüé^iitfaí- 
biénd08(^*<(W4(r  úbnodaiieiitol,  las  renilttosen:  para  sa  acamutodon  al 
jQfciO' «miv^sai^ dé  testamentaría :  '     -'  J  .i. 

Besaftandó  qtre  en  I6^del  mlsmo' mes  él  Jaez  de  primera  iBsta.ada 
del  Hefsplcio ,  á  qaien  QorrespoñdiéroD  las  diligencias,  'bobo  par  pre^ 
^enid»  m  }iiicio  de  te^raentarla ^ ^acordando  hi  niterveadoa  yidepd- 
«iKf  d€l  caudal  relicto ,.  y  qoe  le^re^uiíVe^a  de  inhibicioE  al  Juzgade^^ 
de  hnalloz  y  demás  ^ae*.babia  padido  GronzaiesPerezc  .  . 

BeaaütaBdo  ^ue  el  Jueat  de  ^hoalloz»' oídos  ios.  autores,  se  negd  4 
la inbibieioDy  aeamolaclon  propoeStiis,=  deeiaráudose oompeteote parat 
conocisr  dé  la  demanda  de^mitídad  inditadft/TJSe  fandd:  primarov? 
en  queso.faabia  última  vbliiDlad  reconocida  por  ios  heredenoa^.  y  por 
tanto  no*  podía  haber.  Juicio  vóluniamo  de:lesjtamentaria;,  según  el  ar-. 
tículo  114  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  owil  y  sen^nma.de  este  Suprema 
Tribun^lrde  10  de¡  Suero  de\lM&:  seguirdQ,  en  i^qe  firon^lez  Pérez 
carecía  de  facultad  :para  promover  dicho  Juicio  i  porque,  el  testamento 
de  1/  de  Octubre  jirohibi^  á.  Jos  herederos  liaMnteryencíoiiiiidicialren 
la  testamentaría «T<^16  precepto  tenia  qqe  ser  acatado  por  los.  hier^ 
deros  voluntairios:  tercerO:,  en  lo  prescrito  en. 'los  artículos. ]r&7,  casch 
4.*.^  1(7  y  ^80  de  la  jLey  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  la  demanc\%{ 
de  nulidad  era  anterior  ai  escrito  en  -quOrSe  pro^iotTia.  al  enunciado» 
juicio:;  y. en  que  personado' Pérez  en  aquellos  autos v:era  evidente. sa 
sumisión  al  mismo  Ju^ado;^  ^       /  '    :    ^ 

:  Resultando  iiue  comunicada  esta  resolución  ai  Juez  requtrente^  dictó 
^te  providencia,  desistiendo  de  la  acumulación  pretendida;  y  tvabiendo 
apelado  6oazatez.Perezi  la  Saja  tercera,  de  la  Audiencia  d^  esta:terri-.. 
torio  dictó:  seaiteneia  en  U*  d/^;Febrero  tlltimo,..  revocando  :)a  aivetada 
y  mandando*  se  devolviesen  tos  autos,  ai  Juzgado  ypafa  .que  sostuyj^va 
sa  jurisdicción  i  fin  de  obtener  la  acumulación  reCerida,  y  sefundórt 
primero ,  en  que  las  diligencias  á  que  habia  dado  lugar  el  eswita 
4élb!^ de. Octubre- de  1869.  deD.iAafeel  Oonzaiez  Peres 6onstUuian un 
^verdadero  juiGfo'.Vok»iiario  de  teatitmentaría,  ^segdn  ios  arlíoalos  de  la 
aeccionfílv*,  x^pítolo  10.  de:  la  Ley.  de  Enjulciaintento  clviU  cumplidos 
hasta»  el  -asomento  ide  jser  aplicable  el  tíB  de  la  misma  Jey,  en  qut<  sqr-j 
1^6  la  coeation  deacumaflacion:'.  segundo;  en  que  ftonzales  Peres  han 
biasldo  t>8rte  JejE^tima  para  promover  dicho.  Juiciei^i} con  arreglo  al 
artículo  406,  nüm.  3.',  por  sor  legatario  da  ^arte  alícnota:  del  caudaL.: 
t»y0!icaffteter>  debía  reccmocérsele  ínterjano:  se  dedaeara  ejecu^rla- 
neme.hi  :naUdad^de  dictaoi  iestattienlQ:  terceto^  en.  laa:f reiBoripclonet. 
<tel  aiStr.  ftt;  (debprsfer  1611),.  b&m.  L\  y  án  la  ¡úillmi  parte  del4ftaí  de  la> 
oltádft4e>r9'  enqoé  liBla^úittla^oni  noiitalpeditt>qne  fieitataraar.sefft^ 
Tadameota  ioa;  divenosíj  puntos  quase.  ventttanuiMea;'  la*  testamentaría^; 
y  no  pudieran  ser  objeto  de  un  mi3mó>aTamO' ide;^  hatos,  «invoo4ndotoL 
laaikiM  expresamente  la taentedcifi  dee5tef^iipvenio;Tribunai=de  tO^de 
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Resultando  que  remitidas  i  este'Sapi»emo  Tribunal  las  actaaciones.- 
de  ámboii  Jos^dos  para  la  resolucioQ  df^l  conflicto,  y  sustanoiándos»* 
la  competencia,  D.  Domingo  y  D.  Antonio -Sanebea  Tago  ban  presea^ 
lado,  una  ceriificacion,'«x|^dída  -por  eloonnespondiente  Escribano  de- 
Cámara  de  la  Audiencia  de  esta  capital,  4e  la  que  aparece  que  sultán-- 
ciado  un  incidente  en  el  luz{(ado  de  primera  instancia  del  Hospicio^ 
entre  los  expresados  Sánchez  Tsgo,  D.  losé.  Genaro  Yilanova  y  D«  Ra- 
feel  González  Pérez,  áóbré  acumulación  A  los  autos  de  testamentarte  de 
Sánchez  Ramírez  de  la  demanda  promovida  ante  el  mismo  por  los  pri- 
meros contra  Yilanova,  sobré  nulidad  de  dos -testamentos  del  citado. 
D.  Antonio  Sánchez  Ramiréz  Paerta,  dictó  sentencia  dicho  Juez  decla- 
rando no  haber  lugar  á  la  acumulación -solicitada  por  Yilanova;  y  que- 
apelada  esta  providencia*  fué  confirmada  por  la  Sala  segunda  de  la' 
misma  Audiencia  en  23  de  Mayo  último. 

Yistos,  siendo  Ponente,  el  Ministro  D:  José  fermin  de  Muro. . 
'-Considerando  que  la  demanda  propuesta  en  el  Juzgado  de  Iznalloc 
el  17  de  Setiembre  de  1869  por  D.  Domingo-  y  !k  Antonio  Sancbex 
Tago  contra  D.  Rafael  González  Pérez,  sobre  nulidad  de  dos  testa- 
mentos otorgados  por  D.  Antonio  Sanch(»z  Ramfrez  Puerta»  padre  de 
aquellos,  se  halla  establecida  en  el  Juzgado  coilipetente,  y  sometido 
tftcRsmeñte  é  él  D.  Rafael  González,  por  el  hecho  de  haber  gestionado 
en  él'fuioió  sin  proponer  la  declinatoria,  -conforme  á  lo  dispuesto  en- 
los  artículos  8.*  y  4.*  de  la  Ley  de  Enjuiciatni^to  civil: 

CoQSKierando  que  también  es  competente  el  Juzgado  del  Hospicio 
de  esta  caji^ital  para  conocer  del  juicio  de  testamentaría  promovido^ 
sobre  los^biéneá  de  D.  Antonio  Sánchez  Ramírez  pojK^eiD.  Rafael  Gon- 
zález f  erez;  y  que  el  conflicto  Jnrisdicdioual'  procede  de  la  ppetensiou- 
deebte  último,  para  que  se  acumule  al  Juicio  universal  la  demand» 
ittiierpuesta  en  Iználioz,  de  fecha  anterior  á  la-  testamentaría  vo- 
loálaria: 

Considerando  que  si  puede  decretarse  la  acumulación  de  otro  juido- 
a!  de  testamentaría;  ha  de  ser  conforme  á  la  oamsa  4Adrt  fart.  187  áer 
It  expresada  Ley  dé  Enjuiciamiento,  caando ^en  él  se  haya  deducido- 
6  lio  deduzca  alguna  acción  contra  el  caudal^  y  que  sea  esta  accioni 
de  faaturáleza'VüuriiHilablet;  circoostancias  que  no  reúne  la  demaiida* 
propuesta  en  Iznalloz,  porque  no  se  dirige  contra  el  calulai  jai  em^t 
baraza  el  curso  y  término  d!é  la  testamentaria; 

T  considerando,  por  último,  ^  que  para  la  acumuladon  da  aedanea: 
diversas  bajo  un  sólo  orden  de  procedimiemo,  ds  indispensable,  entraí 
Otros  requisitos,  la  unidad  é  identidad  d0j.la.66sa  lttigios$;Li^ndo  en> 
eale  caso  evidente  la  diversidad,  poixiae  al  pedir  fat  nulidad  «daíloRr 
testamentos^  nadai  se  rcclaiii&  contra  e|  caudal  fiaoftble»  de^cuyo  hechtt 
liabia.de  proceder  da  acumuiaoion;  -  '«i       7 

FUIamés,  queldebena^s  jdedarar  ff  declaramos: 4)DmpeteDteiai:Juiffi 
gado  de  primera  instancia  de  Iznalloz  para  conocer  de  ía  ¡demanda  dA 


>  » 

»  . 
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MlidM'moB'léiiúfittcbtós  qtie  'se  Boponen  oMrgadoB :  por  -  el  difunto 
Bt^ittdilo^ Saticibei  KaBiifez  PnerlaVénlconseóaeiiciaiimaDdamos  (|iifr> 
S9#eftrtfelVli'i(ji'  119  Pí'Al9í%  dé  átitos  ú  ¿ada  niMde  loa  iezgados  de  que; 
liMeed^  para  Ida"  eféecos  oonaigaientes! 

'  AdríMrrestti-'ViüMtrli'  «entienda,  qo'e  ae  .publicará '  en  la  Cai^tti:  44 
IMrfllittéQfro  de  rc^'tres  días  siguientes  á  sii  fetlia,  ó  idiertará  á  su 
tfetaipo  en  lá:  CéUeeUm' Ugiikitifm,  ^pasándoae  at  efecto  las  copias  nece* 
aaiits;  lé  proñudeiamoB ,  mandamos  y  flirmainlids.ieaMaurijCio  Garcfe.'»^ 
José  llarfit>(¡ácéres.fc=LaaireaDO  de  Arrleta;=a Valentín  6arralda.=Fhan^ 
tíaeo  'Márftt  Ifé  Cagtitta^siJoaqaTh  Jaumara=José  Fermín  deMidro. 

>ifblicff¿kiti : 

'  Éeiélaiy  paMIeUda  fbé  It  precedente  senténda  por  el  Bxcmo:  Sefior 
D.  José  Fermín  de  Muro,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Sii^ 
premir,'  celebrando  afudiencia  pública  la  misma,,  en  el  día  de  hoy,  de 
que  cMífieo  coau)  Escribano  de  CámaraJ 

MaNfridM*  de  Settemfbré  de  ISTe. «Rogelio  González  MoÉtés.. 

•■■■■      ''■'  ^    ■  N¿M.  2.  •    •       .   í. 

COMPETENCIA. 

/:    ■:    .'".'■      ■  ti"    '     .  ■       ■     ■  ■    _^  ■  '  '       ' 

'■-  .     ■    i.     ■         i  ■  ■  ■    ■     !  ■  "   •  ■:•;•.(   •■•■ii 

Pago  DE  giebta  cantidad. — Sentencia  de  24  de  Setiemtirer  dfe6í- 
dietodé' ir  fav^  M  Juagado  de  priitiei^  ibstancia  deMÍospitat 
.Vé  está  tlfh  ta  eompetebcia  snseitada  entre  éste  y  él  del  dis* 
Iríto'déSdH' 'Vicente  de  Valencia,  icerca  del  cooocímiento  de^ 
la  demanda  propuesta  por  Doña  Vicenta  Paséual  contra  Dido 

'  losélíiníii  y-D:  José  Icart,  sobre  pago  de  cierta  cantidad. 

Eft  isií  útfltlo'  ooNSTDEKAiVDO  Se  ostablH^o:  ^ 

';0i^  f^^BU^nWtíi  de  aeeitn^  persohakt,  é$  comjuftenfe  td  Jut^ch  ' 
éii^tvMkdóá  él  pertméoB  tú  villa  en  que  se  contra j<^  lavbHgokím»^- 
H  ef  áéktior  i^dMo'de  la  misma,  y  achmás  éste  seiía  sametuío  íá-^^ 
eitamente  á  la  jurisdicción  de  aquel. 

lé'W^llll  deilMUrkl;^  U  4p.86tieidbrd-del89«,:£n:k)s, aúllos  de/ 
eoi*pé1íéricíá''pr^mb?ldcaf*ntre'el  iuei  de  prlinera»  ioatancia  dl^t;  disr., 
tHto^de  SaacJViíoétae  de*  VAJencia  y  el  del  Hospital  de  esta  Tillan  aeerca 
del  conocimiento  de  la  demanda  proptresta  porúRoña  YiQeqta:P£|$cuai: 
coBtfarf^ijiesé'iSÍBs  y^D.  José ica^t,  ciobrepago  da  cantida^í 
v^leaMaaitir4ae<  Doña  ¡Vicenta,  en  10  de  Nx^i^br«de  186B,.;intepr. 
lA^tn  csáaifiaiaibaialKte  alJneÉHdle  paz. del  'diair>ÍtD'4e  Bue^ay^^tf  4e: 
oÉarjaqptiai, 'wiBlamuindD ái.'kárt. y  El(as;i.lMr9.t  íippQiYte  dtt.Los.gas*,, 
los  ocasionados  en  la  enfermedad  que  en  casa  de  la  DoÁa  lYHf^i^ta 
labfiiMel^úitipo;  ifiüébfasisti6ial:acliiic¿.  I 


so  /r»itv»jkh'mmKWíAü 

.. .  R(%iDlUindo  qoe  eq  Diciembre; sigaien^,:l>ofiaiYíe«iiU^pcf9epi6jff)9 

d  juzgado  del.  .EospiUl  la  mfeiida  :caflflta>:40!ffiirU)3.  por£4af^9IQ<¿(Ú 
y  «Bcrítodeiposlcioiieshpwra'qtie  las  tbMiviaran  J5l{f&:|$iI(»M4^;,|fv(^.7: 
dos,  compareció  el  último  y  cMfe8óiqaese;ba]»jUr;preiiPD|ado.^,.i^^f#, 
dd  Ift  Dofia  Vicenta  el' pripiero  d0,lQ8:trecd'/diai».QUQi£tfR|i.eMi(Vfí^>en- 
fermib  del  xólerá  es  Octubre  de  dicho' afio,  y  laTOgó^t^ae -a^Uti^  al 
enfermo,  prometiéndola  juagar  los  gastos  qud  beooasjftBQSfupr,  ^ae  Doña. 
¥>CAñta i  sufragó  eltos  é  Iriso  la  asistencia»  y  no  la.aatjaQso  la  cqenta 
que  13  presentó,  iraportante-ios  i^liO  rs.,  por^nB  bablésMtosela  reqií* 
tido.á  D«  J(Aé  JamaikdranV^eoino  de  Yaleneia»  portcncargp  <tel  qae 
habia  hecho  la  oferta  de  pagar,  le  contestó  que  dejase  «esle.  &<!gocio, 
comunicándotelo  así  á  DofiaYicenta  para:  qae  le  Yéotflara  coqíH,  José 
Elias:        :  T     '■■■.«      .  '     ..•■•     ::v  ,.     í^    -í.  r  "■/-.  -    . 

^.iResuItando'qiie  aquella  ofreció  información;  de  pobreza  .en  1St$7;  y 
citado  D.  José  Elias,  que  vivia  «n  ciencia,  por  mjBdio.  ófi  ei^borto,  «e 
decidió. el  incfdenfle  en.su  reb^^a  y  en  la  de  Icatt.-yeGlna:de. Madrid: 
Resultando  que  en  26  de  S3tiembre  de  1868  Doña  Vicenta  Pascual 
propuso  demanda  ordinaria  an(j^  el  jreferido  Juez  de  primera  instan- 
cia de  esta  capital  contra  D.  José  Elias  y  D.  José  Icart ,  fundada  en 
los  hechos  conteniios  en  las  pd$icK)ai9$'' al : principio  relacionadas;  y 
ejercitando  la  correspondiente  acción  personal ,  pidió  se .  declarase 
que  los  demandados  eran  responsables  solidariamente  al  pago  de  loa 
MÍQíf  Sp  Jifteréses  y  icodtís : !;  r.i  _    ...      ,;,.  i;;jn.     ;.  .. 

BdBttlKirt^O  que  eoHíf^idP  tras^adp  de  Ifii^e^n^^/r./sq^  notificó  y 
emplátó.á  Elias  ..por  medio  de  exhortp^y  á  Ic^rtr  personfilmente;  yacu- 
sa<úi  19*  reb^ldít?  A  Ib8:deqa.aDtdadojí,  .se  dió¡,aqi^e|la 'por  contestada, 
noUflcándoseieh  fontía  esta  pi^ovidenOia :      í:\.  ,.•    r: ;     !mi., 

BesLüliaúdo  qae  acordadp.  embargar  Víei)^  ,&.  lósq'd^n^i^dadpB,  el 
Juez  decano  de  Valencia  devolvió  cumplimentado  el  exhorto  que  ai 
efecto  se  le  habia  á\T'\g\áQ,r^p9ír;ec\^uA(^  ^,  jí\  m\i^^ 
eaJa  cfuéifiliis- manifestó  qué  al  notificárael^  la  x}eiiQ^andi|,  faábia*  pre- 
SQntádQ  .escrild  acerca  de  su  falta  de  personalidad,  para  xjua  s(^  jiiri- 
gíeae  la  reclao^ion  contra  su  pa^lre^  .vecino  \d6,B£^r<<elo.na,  xprotpstó 
el  embargo  :  ■.  ;,,  -,.   •    »..■.■..-    lA  i^  •^■.,r.,^./, 

Resultando  que  en  11  de  Agosto  de  1869  Elias  acuaió  con  escrito 
ante  el  referido  Jue^  de  San  Vicente;  tai4liiifestaaito. que  al  aei^.jBtnpla- 
zado  advirtió  que' se  bailaba  bajo  la  patria  potestad;- y: que  bal^lcjiído 
obtefl(kk>  autorización  para  comparecer  en  juicio,  solioifibaae  requi- 
riese dé'inhiblclon  al  Jue^  de  Madrid:  i^.    1  .)\    • .. 

Resultando  que  el  de  Valencia,  fitnÜáBdóséieii  ;qill$!  lA^accicta  ejer- 
citada i^or'lá  ifofia  Vicenta  era^personal  7  Eliaa'inO  se  ^allia;80iiiielfda 
á  ia  Jurisdicción  de  Madrid,  declaró  luiber:lügará  la  iblaMeíoii  pror' 
puesta  por -el  úUimó^  y  üe  requirió  eiil^fo#n£a  ái.JueK!faeJooti|Kiar.4o 
la  demánd'a^'''  *"  '*'  :   i»  •  ■    ■■!('■. .ití  ;.:  ."■.;'.'        :•■. 

Resultando  que  recibido!  el  oflcioi^ahibitorío^IMDr  el  Jsriü&jdel  Hoa- 
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pital  de  esta  villa,  oyó  á  la  demandante,  qae  se  opnso  á  la  inhibito- 
ria propuesta,  fandftndose  en  la  siimjsLOii  de  D.  José  Elias ;  en  que  la 
obligación  debia  cumplirse  en  IMfadriá.  éh  donde  se  hicieron  los  gastos 
de  enfermedad  y  pupilaje,  y  en  donde  Elias  había  comparecido  en  el 
acto  conciliatorio:  '         .    !  :  :  ' 

Resultando  que  el  referido  Juez  -del  Hospital  se  negó  á  la  inhibi- 
ción propuesta  por  el  de  Valencia,  y  se  fundó  en  que  si  bien  D.  José 
EliáK  tenia  su-  donlcUia  en  aorüolla,  ciudad,  D.  José  Iqari.  r^s^dla  ^;. 
MaMd,  y  éste  eratei  principal  obligado  :i  ;,'  -  -  .;  ;    j 

^estiltKÁdiT  qbe  iniisiieado  áinbos  JbecíBA  en  sv  respeol)va:f[X)mpp- 
Uftít\fí;^\§BLÍ  blevadó  ráa  acfttfaciones  ft  e^te  Supremo  Tribuna)  párala 
dedisioq  !(lélconQiotoc¿>        i    .   ;  .  -  j   .,. .    ; ,;  .■.      „  . 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Jíoaquia  J^mmairi. 

Considerando  que  la  obligación  cuyo  cumplimiento  se  reclama  por 
acción  personal  se  contrajo,  ea  .esta  villa;  que  el  deudor  piineípal  Don 
José  learé;  es  vecino  d&ia  misma,  y  ue  D^  José  EUas*  aonqu^,.lo  es 
de  Valencia,  4iabiehdo  sfdo'debidamebte  citado, y  emplazado',  ise  ha. 
solxet^do  ^tA¿ltamente  al  Juagado  del  Hospital,  eoosintíend^^  Q)\^Qto,ea, 
qué  dicho  iaez'dacláAó  cqn^^stáda  la  disipanda  en  $,uMi|i6^nci<f>  y  r&r. 
beldía;  vistos  los  artículos  2/  y  párrafo  tercero  del  5.*  de  la  ley  de 
Erijaiciatnlentoclvilf:'*'    *  • '^.       ^  ■'  ?i       m   ••/'       r    . 

Fallamos,  qaedet^mos  declarar  y  declaramos  qw  .el^  cx)iiocími^alo 
de  estos  autoá^dórresponde  alJazgado  de  primerai  Ínstasela  del.  Bf»». 
pitá]  de  está  villa,  ai  quip.  sé  remitan*]aiias  y  olra3(>actaaciof)e»  para^v 
lo  que  |>róced*' con  aiíreg4o  á  derecho.  :.».<.:      ;  ... 

k^'^6t  esta  nxiestra  sentencia ,  que  se  publicará-  ea  la Goct la  d$  ^Ibr. 
irii  dentro  de  los  tres  día»  siguientes  á-  sa  fecha,  é  in9ert9rá  f  sa 
tiettipo  en'l2Í*€6leecio94egMalim,  pasándose  aj^  eíe0^. las  .ix>pjas  .neos-:, 
sarüsi;-  id  pronünciamb»»  niandamo6«  y  :ftrmam<06.a4la4?ricio  Q^rciL^ 
Valentín  6arralda.=Francisco  María  de  Castiila.=Joaqq^lA.^  Jaumarnc» 
José  Fénñiñ  úJe  Muro.   ^  V..       :  .  ..r     »:?>•' 

'  "ítlfalicáclon-:' íí-^'  '  ■')  —ir.   ■;..",  ,.   '•.  ,    •..',  ;:,  .;( 

-  lieidia  y  fñiblteada  fué  la  preoedeate  senteneia  ppü  el  ^iícm0«  .&Sor. 
Dóh 'Jo^qbin  Jau4kiar«  Ministro  déla  Sala  primen»!  d^ltlrU^anal  Supre- 
mo, celebrando  audiencia  pública  la  nvismaviea  el  día  tierboy,  de  qm%, 
cápüféo  boitíd'llseribano  de  Cámara.   '^^   - '.      i.    i,,    .        :■  >' 
'  HádHd  ti'de  Setiembre  dé  1870;=9Rogelid  €k>»satez  Hontesf 
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APELACIÓN. 


SmdNDA  KCTÁSA -T  SÜBA^A  1ÍR  LC^  BveWeS  RMBABGAlMM  %N  lUICíO  EJE- 
CUTIVO.—SeDlPDCia  dé  ii-  de  Setiembre,  confirmando  el,  auto 
apelado  T^ue  en  9  de  Abril  anterior  dictó  ia  Sala  primera  ;4e 
-la  Audiencia  de  YaMadr^liA,  denegando  la  admiMon  del  recurso 
de  optación  por  infracción  de  ley  ^  doctrina  iegal  interpuesto 
por  D.  Ramón  6&rda  Solís.  ^ 

'  *Pn  sn  inico  coNSTDFBAKiK)  se  establece: 

^  Que  contra  nná  senten'éia  dictada  in  unas  diligencias  de  ar>re^  ■. 
mió,  que  snn  el  eomplmento  de  fm  juicio  ejecutivo  w  procede  el 
recurso  de  (*ntacion  por  infracción  de  ley  y  doctrina  legal  con  arre- 
gh  á  los  artículos  1.010  y  1  014  df^  la  Ley  de  Enjmeiamiento  civil. 

En  )a  villa  de  Madrid,  á  SI  de  Setiembre  de  1870,  en. los  satos  pen- 
dimites  snteNoic,  por  apelación  v  sp^nidos  en  el  Jo2gado  de  primera 
fnütalrcfa  dp  Síalamanca  y  en  láSala  prifnéra  de  la  Audiencia  de  Vaila-^ 
doMd  por  D.  Rsroon  García  Solfí  contra  D.  Justo  Martínez ,  por  si  y 
como  testamPTitsno  de  so  madre-  Dofla  Manuela  Echevarría,. sobre  se-. 
|rnfivla  rptasay  tea  basta  de  bienes  eip  harpados  en  jnicío  ejecatliRO;: 

Ripsultáfido  qne  sif^ftnfdó  (^áte  por  Solis  contra  MartínAss,  el  referida 
Inzcado  dfett^  sentAncia|de  remate  en  1t  de  Nai^o  de  1869,  mandando 
liicer  entero  y  completo  pá^o  al  efecotante  de  la  cantidad  de  il.80a 
escudos' y  rostas  :- 

Resultando  que,  prt^vías  las  debidas  diligencias,  se  anunció  la  siití. 
bafsfa  de  la  finca  embargada,  que  es  la  plaza  de  toros  doilieha  cin4ad 
deSivíaiñancfi,'con  los  'terr<i»ffos  -adyacentes,  be  practicó  la  diligencia 
fin  qtié  se  f^reisAÍtáHi  poftior;  y  i^etasada 'la  anca  f  publicado  el  remate» 
tampoco  tuvb  efecto  -por  falta  de  llcltador: 

Resnitando  que  el  ejecutante  manifestó  <(ue  no. le  ^nvepfa  laad-^ 
]ndfcackm^de  la  finca  einbárgadb,  y  pidió  que  por  loa  mismos  A  otros 
peritos  se  retasase  de  nuevo  y  se  procediera  á  otra  subasta: 

Regnltando  que  el  Juez  dictó  anto,  que  confirmó  la  referida  Sala 
en  f  I  de  Marzo  último,  por  el  qne,  fundándose  sustancia Iménte  en  que 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  sólo  permite  una  retasa  de  los  bienes 
embaniíados,  declaró  no  haber  lugar  á  lo  solicitado  por  el  ejecutante, 
y  qne  éste  usara  del  derecho  que  creyera  asistirle : 

Resultando  que  García  Solís  interpuso  recurso  de  casación  por  In- 
firaccion  de  ley  y  doctrina  legal,  y  expuso  qne  el  referido  auto  tenia  el 
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carActer  dé  nna  verdadera  8()nteiicla  defiaülVa»  porque  á  pesar  4a  Ja 
reserva  que  contenia,  no  cabía  promover  otro  Juicio  sobre  la  snive 
ónestion  que  resolvía:  ' 

'  ResoUándo  qne  la  Sala  sentenciadora,  atendiendo  á  que  al  prece- 
dente recurso  se  interponía  contra  sentencia  no  recaída  sobre  detinitt- 
va,  sino  en  nn  ihcidente  de  ejecncloA-de  la  dictada  en  el  Juicio  ejecu- 
tivo, denegó  su  iidmt^on;  y  admitida  ia  apelación  que  iaterpusO' ei 
recurrente,  "sé  han  elevado  los  «utos  á  este  Tribunal.        '  > 

Yístó,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Jóaquin  Jaumar .  i 

Éonsídefáttdo  que  la  sentencia  de  94  de  Marzo  Attimo  no  pueic 
considerarse  como  definitiva  para  el  efecto  de  la  cafcaeioo;  y  qpe  lia. 
biendo  sido  dictada  en  unas  diligencias  de  apremio,  que  son  al  cmb- 
plemento  de  un  juicio  ejecutivo,  no  ptoteAe  contra»  ella  el  indicado, 
recurso'  con  arreglo  á  los  artículos  i.01#  y  1.014  de  la  Ley^de  Enjuicia- 
taientó  tívíh'  ; 

Failamoáy  qne  debenaósí  confirmar  y  confirmamos  cot>  las  ocatat'el 
auto  apelado  que  en '9  deAl)ríl  último  dictó  la  Sala  primera  de  la  Ab- 
dieñcia  de  Vailadolidi  á  U  qué'se  devuelvan  ios  autos  con  la  oorrea- 
pondiente  certificación. 

Así  por  esta -nirestra  sentencia,  que  se  publicaf*á  en  ia  Gomia  á$ 
Madrid  déntiro^de  los  cinco  dtas  siguientes  á  su  fecba,  é  insertará  á  aa 
Xiempo^  l^Ookecionhgidatifm,  pasándose  al  efecto  ias  coplas  necesa- 
rias, lo  p^nnnciamoB,  mandamos  7  firmááies>ctsJosé  Mairia  Cftaefea.?=: 
Laure^hio  de  Arpieta.«3yaléatin  <yarralda.asFrandisco  María  de  Casti- 
|la.=sdlbáqúfn /aumaf. 

Piíbiicacion.*  • .    »  .    . 

Leída  y  puMicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Bxcokk.  SeUor 
D.  Joaquín  Jaumar,  Ministro  de  ia  Sala  primera  del  Tribunal  Supeeaio. 
telébtdnáií'  audiencia  pública  la  misma  en  el  dia  de  boy;  út-  qué  cer- 
tíflcó  como  Escribano  de  Cámara. '   '^       "  .    .  n  .     . 

Madrid  t4  de  iSetiembre  dé  fS7^>:¿±Rojgelib  &ottto1>^'  Montes.' 

I   ■  ■»  .  ■      ■       •  '1 

■■'■...*  ■■ 

<     ■  . 

'  ■'.  'ti 
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; CÁtiFfCü^tióíf  bE  QiinsBRA.— ^Sentencia  de '91 'derSetiéértire,  cooflr- 

üiatadó' ei  auto  apelado^  qiíé  en  "S^áe  Mar^  anterior  dictó:  ia 

,   Audiencia  d)d  Albacete,  lentebdiéndoaé'  nd'Mber  lu|[ar  A  ki'4ÉI- 

' ''"  miston  detréctDhsó  de  (^sacien  iMérpoesto  p(H''0/l^8''Gaahapé 

^'•'*  '   fthídsícóSsimiKÁkDós  «e  eátablegér»  •«    ■>   •  *  • »  .'»» 
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Consid|9rai)^.ft»e  M^.^e^teii^iai.^pntrit  la  !cual«.fef  ^ialAriaeiUK^I 
JWifW  .iu).üaQ0  ^-carácter  tl^  deftuiMi[a  iiarm  iq«  i^l^Sr^jn^o» 
.pí»efti9  :qu^  ,9iP  t€|r^a  el  lutcip.4e  cálificacióf)  d^  la.  «oiebra  vá  m- 
IBÍdá  qiie  .4espii«8.  «e  siga ;    :  ...i-;.      -..'(,.-. 

-'ij  <t  $(»fsld^raQ4.o.  raspéelo  &  la  cQodenacipnrde^ coalas  Iippp^taDá  jcvi 
,Wteriar^4índi€PS:i(Í8  iárqai^bra,.qiie  no  stencfo  este  puptó  del  inte- 
ifte  .deiila^paiftci  r^orr^nté»  no  4i^  derecbo  para  coa^praaderíf)  ep  aa 
recurso;  : ,....-:  ■  '•■]  ,.  ij. 

}-  FaUaoBoa'B'  qne  debeaioa  cojafinmar  y  «onfirmamoaieon  laa  costas  el 
.nio  apelada  de  5^  de  Marzo  de  eate  afip,  «Dtepdi^P^se  no  baj^r  tu- 
l^r-ift  iai  admisión  del  recaf8o:de.<aaaack>Q  tet^f^cvúa;  y4eyaé|?anae 
iloa.fal^  á  la  Audiencia  df  Albaoafe,  coa  la:  correspondipate  cení- 

rflcaoíQD*  ■.  '         ■■  •..    •■'..  .;.■•  :í  ..  ■  : 

-Así  po^feataifoaBtrs  ^apteocia»  qae  se  poblícari  em  U  iffa#ití«  ds  tfa- 
iéríiii  d^üro  de.  ips  .^Doo  diaa  siguientes;  .4  su  fe^.^^^.i^  insertará  á  «a 
iÉieaip0he«i>'{a  fiMmi^ñ  i^yíffaiúKi »  pasándose  al  ef^tp  Iflps  ppjMa^.nege- 
aaiMa^  ,(P  <pr<pupciaiBoa»:  ^mandamíos  y  firmaipaa.rMoáé  IMcia  Cáeo- 
re8.=LaQreano  de  Arrieta.syale9Un..6arrald||;^Fri^císfK>  Maiia  i^ 
rCaailUa&finkxaquio  iajyHQMMr.  .     :     'f 

-fiPttbiicacáon'j...,  .'.  ..'\  -'    .n^»-.-.,  • 

V:  laidaiy  pabUcada  fuó  la  precedente  senutnqía  por, el  |Sx4P|9'  Sir<  |kin 
síBranciaeo  Varía  denCastilii^ir  Ministro  de  la  ^la  pKii)í^riii  ij^l,  Tribiapal 
fflupreni'oi  i^lebrando  andlencia  pública  la  nüsma^  en  ^el  día  dojlioy» 
-de  que  certifico  comO'«9scriban$  de  Cámara. 
Al.  '.MadBid;S& de  Setiembre  de  187$.»fEcigelio ¡GonzalesMc^tef . . 

•   I                  "i'        r     i  ■ ;  f  I       ■ 

mj  f  M  I  .  I.  '.   . 

,>  jV.fi"  .,    ■';  ^■■P'i''*»  ^-    :  .  i,  {.-   ;:.":r''   ; 

-•■'»  /;•-■..■.'  '.  ,  •mi   ■•.'•■:     "    f'  •    • 

APELACIÓN, 

-  DÉéÍKRAdt^yN  Afe  róBtifczA.^--Senlencí»  de  SI  de  Scitieffilire,  tonñt- 
'^  insudó  el  autd  qué  la  Sala  primera  de  la  Aiidiéndia'^d  Matlorea 
" '  'ñíéíó'w  3'die  Octubre  dé"  1869  denegándola  admifeíM  détré- 
'  ''étti^o  de- casación  por '  infracdon  de  tey^lnterffdeató  per  Pran- 
cisca  Rteri.'  'i'. 

'^^^  In'én'üfnfco  ctí?rsiDeaANDOs  se  establece  r'^*  ' 


«     «r       f 


^"^  ^  Óé»\o  t^  da  el  reéúr^f^^dé'casátíok  me  Miiré4iM  sememüis 
^'''mpm\}dsi  Éelim  to  dÍÉpuestú  en  hi  &tii¿uloéiM0-Hf.iM4'Hlé'4íí 
Lf^'dlé  tlnfuiciainitnlo  civil,  yqwe  no  son  de  etta^elns^  hi^'e$o 
]bo^(^Vi^f^>i0'b/y«íno  -fh'  Mióéñ  imposibte  su  á^nUmmeion.  <  ' 

-fl' .fluía iriiterade Madrid, l^M  de Seticknbpeodli:lSB»j.e»ih»í miob ptík- 
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•dientes  ante  Nos,  por  apelación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Manacor  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Ma- 
llorca por  Francisca  Riera,  con  citación  de  sus  hermanos  Pedro  Juan 
y  Benito  Riera,  interviniendo  el  Ministerio  fiscal,  sobre  pobreza  de  la 
primera  : 

Resultando  qne  Francisca  Riera  presentó  en  dicho  Juzgado  deman- 
da de  pobreza  para  litigar  en  los  autos  de  testamentaría  de  su  padre: 
Resultando  que  conferido  traslado  á  los  hermanos  de  aquella ,  se 
■opuso  Pedro  Juan  á  la  declaración  solicitada: 

Resultando  que  el  Juez  en  S3  de  Marzo  de  1869  dictó,  auto  man- 
dando hacer  saber  á  la  Francisca  que  la  información  ofrecida  habla 
de  comprender,  no  sólo  bienes  propíos  y  privativos  de  ésta,  sino  tam- 
bién los  correspondientes  á  su  marido ;  y  si  éste  ejercía  industria» 
comercio,  ó  tenia  cualquier  otro  medio  de  subsistir,  que  se  hiciera 
constar  esto  en  la  solicitud  de  pobreza;  y  hecho,  se  proveería  el  Juicio 
á  prueba,  fundándose  en  que  los  cónyuges  no  se  hallaban  separados: 
Resultando  que  -apalada  esta  providencia  por  la  Riera,  fué  confir- 
mada con  costas  por  la  referida  Sala  en  25  de  Setiembre  del  mismo  año: 
Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  la  Francisca  recurso 
de  casación  por  infracción  de  ley ,  y  la  Sala  sentenciadora  por  auto 
de  3  de  Octubre  siguiente  denegó  su  admisión  por  no  considerar  de- 
finitiva la  sentencia: 

.Resultando  que  habiendo  apelado  la  recurrente,  han  venido  los 
autos  &  este  Tribunal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Valentín  Garralda. 
Considerando  que  no  se  da  el  recurso  de  casación  sino  contra  las 
sentencias  definitivas,  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  1.010  y  1.011 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  que  la  dada  por  la  Audiencia  de 
Mallorca  en  S5  de  Setiembre  de  1869  no  es  de  esta  clase,  porque  no 
pone  término  al  Juicio  ni  hace  imposible  su  continuación; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  ei 
auto  apelado;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Mallorca  con 
la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  á  su  fecha,  é  insertará  á  su 
tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.3=José  María  Cáce- 
re8.=Lanreano  de  Arrieta.=:Valentin  Garralda.sFrancisco  María  de 
*€astilla.==Joaquin  Janmar. 
Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Señor 
D.  Valentín  Garralda,  Ministro  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supre- 
mo, celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  dia  de  boy,  de  que 
•«artíflco  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  S4  de  Setiembre  de  1970.=Rogelio  González  Montes. 
I.  3 
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NÓM.  6. 
CASACIÓN. 


DlGLARAaON   DEL  JUICIO  NECESARIO  DE   TESTAMENTARÍA    É    INTERYEH- 
GION  DE   LOS    BIENES  PERTENECIENTES  i  LA  MISMA. — ^SeDteDCÍa   dO- 

26  de  Setiembre ,  declarando  que  la  Audíeocia  de  Burgos  no 
debió  admitir  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José 
Diaz  Calderón  y  Castresana,  como  marido  de  Dofia  Margarita 
Buiz  y  Pérez,  y  que  no  bá  lugar  á  su  decisión  por  el  Tribunal 
Supremo. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece  : 

Que  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  1.010  y  í.dH  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  da  el  recurso  de  casación  exclusi-- 
vamente  contra  las  sentencias  de  los  Tribunales  superiores  que  re- 
caigan sobre  deñnitiva,  entendiéndose  por  tal  la  que  aun  cuanda 
haya  recaído  sobre  un  articulo,  ponga  término  al  juicio  y  haga 
imposible  su  continuación;  y  aue  con  arreglo  á  lo  establecido  en  el 
articulo  1.014,  tampoco  puede  darse  dicho  recurso  fundado  en  ser 
las  sentencias  contrarias  á  la  ley  ó  doctrina  legal  en  los  pleitos^ 
posesorios»  en  los  ejecutivos,  ni  en  ningún  otro  después  del  cual 
pueda  seguirse  otro  juicio  sobre  lo  mismo  qie  haya  sido  objeto  de  él. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  26  de  Setiembre  de  1870,  en  el  pleito  se- 
guido en  Juzgado  de  primera  instancia  de  Torrelavec^a  y  en  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  de  Bdrgos  por  D.  José  Díaz  Calderón  y  Cas- 
tresana,  como  marido  de  Doña  Margarila  Roiz  y  Pérez ,  con  D.  Ángel 
Buiz  de  la  Cueva  y  con  Doña  Amalia,  Dofia  Adelaida,  D.  Ángel,  Doña 
Genara,  Doña  María  Amparo  y  D.  Bartolomé  Joaquín  Pérez  y  Ruiz,  re- 
presentadas las  dos  primeras  por  sus  respectivos  maridos  D.  Manuel 
de  Bezaniila  y  D.  Pedro  Campuzano  y  los  dos  últimos  por  un  cura- 
dor a4  litem,  sobre  declaración  del  Juicio  necesario  de  testamentaría 
é  intervención  de  los  bienes  de  Pona  Águeda  Pérez »  mujer  que  fué- 
de  D.  Ángel  y  madre  de  los  demás  litigantes ;  pleito  pendiente  ante 
Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  demandante 
contra  la  sentencia  que  en  26  de  Enero  último  dictó  la  referida  Sala:. 

Resultando  que  Doña  Águeda  Pérez  de  la  Sierra,  consorte  de  Don 
Ángel  Ruiz  de  la  Cueva ,  falleció  en  Torrelavega  el  dia  18  de  Enera 
de  1851,  dejando  por  hijos  á  Doña  Amalia,  casada  con  D.  Manuel  Je«-  ' 
i^nimo  Bezaniila,  Doña  Adelaida,  Doña  Margarita,  Doña  Matilde»  Doni 
▲ngel.  Doña  Genara,  Doña  María  del  Amparo  y  D.  Joaquín,  todosi., 
menores  de  edad:  que  Doña  Margarita  contrajo  matrimonio  en  24  de^ 
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Noviembre  de  1866  con  D.  José  Diaz  Calderón;  y  que  éste  en  9  de 
Octubre  de  1868,  con  presentación  de  estas  partidas  y  las  de  bautismo 
de  Doña  María  del  Amparo  y  D.  Bartolomé  Joaquín  ftuiz ,  que  nacie- 
ron en  19  de  Setiembre  de  1847  y  25  de  Agosto  de  18i9,  promovió  ei 
juicio  de  abintestato  de  la  misma,  pidiendo  se  procediera  al  inventa- 
rio y  depósito  judicial  de  los  bienes  de  la  sociedad  conyugal  existen- 
trates  ¿  la  muerte  de  Doña  Agu<^da,  que  administraba  ei  viudo  Don 
Ángel  Ruiz,  con  citación  ó  intervención  de  los  interesados  y  nombra- 
miento de  un  curador  ad  Utem  á  los  menores,  que  no  podían  ser  re- 
presentados por  su  padre,  porque  tenian  intereses  encontrados. 

Eesuitando  que  habido  por  provocado  el  juicio,  pidió  Diaz  Calde- 
rón que  se  procediese  á  la  intervención  de  los  bienes  y  se  llamara 
por  edictos  á  los  que  se  creyeran  con  derecho  á  ellos;  y  que  habiendo 
sido  estas  pretensiones  objeto  de  una  apelación,  la  Sala  tercera  de  la 
Audiencia  de  Burgos,  por  sentencia  de  3  de  Marzo  de  1869 ,  mandó 
tener  presente  la  pretensión  de  Diaz  Calderón ,  sobre  la  intervención 
del  caudal  para  cuando  se  hubiera  ratificado  D.  Ángel  Ruiz  de  la 
Cueva  en  un  escrito  en  que,  presentando  el  inventario  y  avalúo  de  los 
bienes  quedados  al  fallecimiento  de  su  mujer ,  pidió  se  hiciera  saber 
ft  ios  interesados  que  expresaran  lo  que  creyeran  conveniente  ó  mos- 
traran su  conformidad,  tuvieran  curador  los  menores,  y  hubiera  pues- 
to de  manifiesto  el  inventario  presentado  á  todos  los  interesados;  y 
en  cuanto  al  llamamiento  por  edictos  á  los  que  se  creyeran  con  de- 
recho á  los  bienes,  que  el  Juez  de  primera  instancia  procediera  con 
arreglo  á  derecho. 

Resultando  que  practicadas  estas  diligencias  insistió  Diaz  Calderón 
en  la  pretensión  de  intervención  del  caudal  que  se  baria  extensiva  á 
los  bienes  que  indicó,  solicitando  que  en  lo  sucesivo  se  acomodasen 
las  diligencias  al  juicio  necesario  de  testamentaría  y  que  se  convocase 
á  los  herederos  para  que  se  pusieran  de  acuerdo  sobre  la  administra- 
ción del  caudal  y  sus  incidencias ;  y  que  el  Juez ,  por  auto  de  23  de 
Abril,  deciairó  innecesaria  la  intervención  del  caudal,  y  mandó  que 
la  tramitación  del  expediente  se  acomodase  á  los  trámites  estableci- 
dos para  el  juicio  voluntario  de  testamentaría,  y  que  ejecutoriada  que 
fuera  esta  providencia,  se  diera  cuenta  para  proveer  sobre  la  forma- 
ción de  piezas  separadas  sobre  inclusión  en  el  inventario  de  los  bie- 
nes indicados  por  Diaz  Calderón: 

lesnltando  que  antes  de  que  se  dictara  esta  pá)videncia ,  presentó 
escrito  Diaz  Calderón,  impugnando  el  inventario  que  pidió  se  practicase 
Judicialmente  como  importante  operación  del  juicio  necesario  de  tes- 
tameniaría  al  que  debían  acomodarse  aquellas  diligencias;  y  que  por 
uto  de  24de  Abril,  se  mandó  estar  á  lo  proveído  en  el  día  anterior,  de 
los  enal  es  pidió  aquel  reforma ,  quele  fué  negada  en  el  28 ,  siéndole 
admitida  la  apelación  que  interpuso: 

JMottando  que  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Burgos  dictó 
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sentencia  en  26  de  Enero  último,  confirmando  los  autos  apelados  de 
23,  S4  y  28  de  Abril,  mandando  que  respecto  &  una  pretensión  de  Don 
Ángel  Raiz  de  la  Cueva,  para  que  se  le  concediera  licencia  para  per- 
seguir las  injurias  que  se  le  babian  causado,  proveyera  al  Jazgado  lo 
que  procediera,  con  arreglo  &  derecho: 

Resultando  que  O.  José  Oiaz  Calderón  interpuso  en  ia  representa- 
ción indicada  recurso  de  casación,  citando  al  interponerle  y  después, 
en  tiempo  oportuno,  en  este  Supremo  Tribunal,  como  infringidos: 

1/  El  art.  407,  núm.  2.*  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  al  de- 
terminar que  el  juicio  se  acomodase  á  los  trámites  del  voluntario, 
toda  vez  que  babia  interesados  menores,  existía  conformidad  en  este 
punto,  y  se  babia  mandado  en  la  sentrncia  de  3  de  Marzo  de  1369 
que  se  detuviera  la  resolución  de  ciertos  incidentes  Jbasta  que  los  me- 
nores tuvieran  curador,  no  pudiendo  menos  de  ser  necesario  el  juicio 
de  testamentaría. 

2/  Con  relación  &  este  mismo  extremo,  la  doctrina  consignada  en 
la  sentencia  de  13  de  Marzo  de  1861  en  que  se  declara  que  no  puede 
haber  juicio  voluntario  de  testamentaría  habiendo  menores  interesa- 
dos si  el  testador  no  dispone  otra  cosa;  principio  en  que  están  funda- 
das las  sentencias  de  30  de  Junio  de  1862  y  10  y  20  de  Noviembre 
de  1866. 

3.*  Al  declararse  innecesaria  la  intervención  del  caudal,  el  artícu- 
lo 499  de  la  misma  ley  en  su  núm.  4.*,  que  dispone  se  constituyan 
siempre  en  depósito  los  bienes  cuando  se  trata  del  juicio  necesario 
de  testamentaría. 

4.*  Al  declararse  innecesario  el  inventario  judicial,  el  mismo  ar- 
tículo 499  en  su  núm.  1.*,  que  dispone  que  los  inventarios  se  formen 
siempre  judicialmente  en  los  juicios  necesarios  de  testamentaría. 

.5.*  El  art.  427,  aun  en  el  supuesto  de  que  no  lo  hubiera  sido  el 
407,  porque  aunque  el  juicio  de  testamentaría  fuese  voluntario,  siem- 
pre procedería  la  formación  del  inventario  judicialmente ,  toda  vez 
que  lo  habla  pretendido  uno  de  los  hijos  y  herederos,  parte  legítima 
por  lo  tanto  para  promover  el  juicip. 

6.*  La  ley  5.*,  tít.  6.%  Partida  6.',  y  la  jurisprudencia  consignada 
por  este  Tribunal  en  sentencia  de  23  de  Setiembre  de  1864,  según  las 
que  el  inventario  no  puede  ser  eficaz  sino  cuando  smb  hace  judicial* 
mente,  ó  con  citación  de  los  interesados,  ó  con  la  asistencia  de  Escri- 
banos y  testigos,  y  el  presentado  en  los  autos,  ni  se  habia  hecho  hasta 
cuatro  años  después  de  muerta  Doña  Águeda,  ni  era  más  que  un  bor- 
rador, ni  en  los  autos  se  habia  presentado  más  que  una  copia,  ni  ésta 
se  hallaba  firmada  por  el  que  se  suponía  haberlo  hecho  ,  ni  tenia  el 
juramento  de  no  haber  ocultado  bienes  ni  ningunos  de  los  requisitos 
necesarios  para  su  validez,  infringiéndose  además,  al  darle  valor  los 
artículos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  429  ai  440,  en  que  se  dis- 
pone el  orden  de  hacer  el  inventarlo »  ó  fuera  el  primer  período  del 
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Juicio  de  testamentaría,  disposiciones  que  eran  comunes  al  yoluntario 
y  al  necesario  con  las  excepciones  que  expresaba  el  art.  449. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrieta. 

Considerando  que  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  1.010  y  1.011 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  se  da  el  recurso  de  casación  ex- 
clusivamente contra  las  sentencias  de  los  Tribunales  superiores  que  re- 
caigan sobre  definitiva,  entendiéndose  por  tal  la  que  aun  cuando  haya 
recaído  sobre  un  artículo,  ponga  término  al  Juicio  y  haga  imposible  su 
continuación;  y  que  con  arreglo  á  lo  establecido  en  el  art.  1.014  tam- 
poco puede  darse  dicho  recurso  fondado  en  ser  las  sentencias  con- 
trarias á  la  ley  ó  doctrina  legal,  en  los  pleitos  posesorios ,  en  los 
ejecutivos,  ni  en  ningún  otro  después  del  cual  pueda  seguirse  otro 
juicio  sobre  lo  mismo  que  haya  sido  objeto  de  él: 

Considerando  que  la  providencia,  objeto  del  presente  recurso  de 
casación  en  el  fondo,  dictada  en  S6  de  Enero  del  corriente  año  por  la 
Sala  tercera  déla  Audiencia  de  Burgos,  no  recae  sobre  definitiva  ni 
pone  término  al  Juicio ,  haciendo  imposible  su  continuación ,  puesto 
que  no  declara  ni  resuelve  ningún  derecho  sustancial,  sino  meramente 
una  cuestión  de  procedimiento ,  y  lejos  de  cerrar  y  hacer  imposible 
toda  discusión  ulterior  acerca  de  los  derechos  y  objetos  á  que  se  re- 
fiere, abre  y  ofrece  á  los  litigantes  un  juicio  amplio  y  extenso  en  que 
pueden  alegar,  discutir  y  Justificar  por  largos  y  detenidos  trámites  sos 
respectivas  pretensiones; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  no  ha  debido 
admitirse  por  la  Audiencia  de  B&rgos  el  presente  recurso  de  casación 
en  el  fondo ,  y  que  no  há  lugar  á  su  decisión  por  este  Supremo  Tri- 
bunal; y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Burgos  con  la  cer- 
tificación correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Gaeetm  y  se 
Insertará  en  la  Cokeeum  legislativa,  pasándose  ai  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.s=Jaan  González 
ácevedo.=José  María  Cáceres.s=Laurean'o  de  Arrieta.=Yalentin  Gar- 
raida.=Franclsco  María  de  Castilia.=Joaquin  iaumar.=jQsé  Fermín 
de  Muro. 

Publicación. 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Ezcmo.  Sr.  Don 
Laureano  de  Arrieta,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estándose  ce- 
lel^rando  audiencia  pública  en  su  Sala  primera,  el  dia  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  S6  de  Setiembre  de  1870.aGregorio  Camilo  García. 
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NéM.  7. 
CASACIÓN. 


Pago  de  cantidades.— Sectencia  de  26  de  Setiembre,  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Dofia 
Ignacia  Tagfle  y  consortes  contra  la  que  en  1 0  de  Diciembre 
de  1869  dictó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Valladoiid. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece  : 

Que  la  %  21,  lit.  29,  Partida  3.^  no  está  derogada  por  la  5.\ 
titulo  8.^,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación ,  porque  ambas  se 
refieren  á  diferentes  objetos. 

En  la  villa  de  Madrid,  i  26  de  Setiemlire  de  1870,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Alba  de  Termes  y  en  la 
Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Talladolid  por  Dofia  Narcisa  Villape- 
cellin  Hernández ,  viuda  de  D.  Manuel  Espinosa,  Vizconde  de  Garci- 
grande,  y  tutora  y  curadora  de  sus  hijos  menores  D.  Luis  y  D.  José, 
con  Dofia  Ignacia  Tagne,  viuda  de  D.  Félix  Gómez,  por  sí  y  como 
heredera  de  su  hijo  D.  José ,  y  con  los  demás  hijos  de  la  misma  Don 
Miguel,  D.  Manuel,  Dofia  Angela  y  Dofia  Susana,  ésta  casada  con  Don 
José  Yerengnillo ,  sobre  pago  de  cantidades ;  pleito  pendiente  ante 
Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  los  demanda- 
dos contra  la  sentencia  que  en  10  de  Diciembre  de  1869  dictó  la  re- 
ferida Sala  : 

fiesnltando  que  D.  Miguel  Gómez  Luengo,  administrador  de  la  villa 
de  Alba  de  Tormes  de  Dofia  María  Palomino ,  viuda  de  D.  Tomás  Es- 
pinosa, Vizconde  de  Garcígrande,  inndfó  cuentas  de  los  frutos  y  rentas 
desde  1.*  de  Julio  de  1824  á  igual  diadel833,  reconociendo  un  alcance 
de  108.007  rs.  un  maravedí;  alcance  que,  según  copia  de  un  pliego  de 
observaciones  y  reparos  de  2  de  Junio  de  1835  ,  se  hace  ascender  á 
125.835  rs.  5  1/2  maravedís;  pero  que  según  se  indicó  en  lá  demanda 
quedó  reducido  por  condonación  de  Dofia  María  Palomino  á  la  canti- 
dad de  80.000  rs. : 

Resultando  que  D.  Miguel  Gome2 ,  su  mujer  Dofia  Bárbara  Martin 
y  el  hijo  de  ambos  D.  Félix  firmaron  un  documento  en  13  de  Diciem- 
bre de  1835,  haciéndolo  el  D.  Félix  por  su  madre,  que  no  sabia  firmar, 
en  el  que  digeron  que  habiendo  resultado  contra  D.  Miguel  un  alcance 
de  80.000.  rs.  en  las  cuentas  que  hasta  fines  de  aquel  afio  de1835habit 
rendido  á  Dofia  María  Palomino,  viuda  del  primogénito  del  Vizconde 
de  Garcígrande,  como  administrador  que  habia  sido  en  aquella  villa, 
de  sus  rentas,  se  obligaban  los  dos  primeros  hasta  su  muerte,  y  ^des- 
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paes  su  hijo,  como  único  heredero ,  á  satisfacer  y  pagar  á  la  expre- 
sada señora  anualiñeDte,  como  mejor  pudieran,  la  cantidad  de  8.0M 
reales  vn.  que  al  S  y  1/1  por  100  de  la  precitada  de  80.000  rs. ,  la 
generosidad  de  dicha  sefiora  y  sq  hijo  el  Vizconde  de  Garcigrande  le 
habían  permitido ;  obligándose  con  los  bienes  muebles  y  raíces  que  á 
la  sazón  gozaba  y  poseía  en  aquella  vitia,  al  cumplimiento  de  aquella 
-obligación,  sin  poder  enajenar  ninguno  de  ellos  : 

Resultando  que  entre  el  Vizconde  de  Garcigrande  y  Dofia  Ignada 
ITagúa,  viuda  de  D.  Félix  Gómez ,  mediaron  varías  cartas  en  los  años 
de  1850  á  1854,  referentes  á  particulares  de  la  administración  de  bienes 
del  mismo  que  habia  conjlinuado  desempeñando  aquel :  que  en  una  de 
13  de  Febrero  de  1850  dijo  Doña  Ignacia  que  teniendo  entendido  que 
existía  en  poder  del  Vizconde  un  documento  firmado  por  su  difunto 
marido  garantizando  un  alcance  que  contra  su  padre  había  resultado 
hacía  tiempo,  seria  conveniente  fijar  resolución  sobre  este  punto:  que 
el  Vizconde  contestó  en  28  de  dicho  mes  que  en  virtud  de  documento 
de  13  de  Diciembre  de  1835,  estaba  obligado  su  marido  &  satisfacer 
80.000  rs.,  y  mientras  no  se  pagasen  á  abonar  el  rédito  de  S  y  1/i  por 
100  anual ,  cantidad  que  procedía  de  alcance  de  cuentas  por  mayor 
suma ;  que  debía  incluirlos  en  su  inventario  de  deudas,  y  que  después 
^e  vería  el  mejor  medio  de  conseguir  el  pago;  y  que  en  14  del  propio 
mes  los  hermanos  D.  Miguel,  D.  José,  D.  Manuel,  Doña  Ángela  y  Dofia 
Susana  Gómez  aceptaron  la  herencia  de  su  padre  D.  Félix  á  beneficio 
de  inventario : 

Resultando  que  en  10  de  Enero  de  1868  DoñaNarcísa  Villapecellin, 
viuda  de  D.  Manuel  Espinosa,  Vizconde  de  Garcigrande,  y  tutora  y 
curadora  de  sus  hijos  D.  Luis  y  D.  José  Espinosa,  entabló  la  demanda 
objeto  de  este  pleito  para  que  se  condenase  á  los  hijos  y  herederos 
de  D.  Félix  Gómez  al  pago  de  la  cantidad  de  144.000  rs.,  procedentes 
de  la  obligación  otorgada  por  su  padre  y  abuelo ;  y  además  al  de 
53.  6i0  rs.  procedentes  de  una  compra  de  fincas,  la  cual  no  es  objeto 
del  recurso  ;  pretensión  que  fundó  en  el  documento  mencionado  ,  sin 
que  pudiera  alegarse  la  excepción  de  prescripción,  porque  en  el  afio 
de  1850  lo  había  reclamado  el  Vizconde  á  la  testamentaría  de  D.  Félix 
Gómez;  y  habiendo  fallecido  aquel  en  1853  y  sucedídole  sus  hijos  me- 
nores de  edad,  aun  cuando  nada  valiesen  las  reclamaciones  para  la 
interrupción  de  la  prescripción  ,  no  corría  contra  ellos  el  término,  y 
aun  podía  pedirse  la  restitución  por  el  tiempo  trascurrido  de  su  menor 
edad: 

Resultando  que  Doña  Ignacia  Yagúe  y  sus  hijos  impugnaron  la  de- 
smanda, sosteniendo  que  en  el  documento  en  que  se  fundaba  no  se 
hablan  obligado  á  nada  D.  Miguel  y  su  hijo ,  como  lo  demostraba, 
adeokás.  de  su  contenido,  el  hecho  de  no  haberse  pedido  ni  reclamado, 
pues  la  inclusión  en  el  inventario  exigido  por  el  Vizconde  no  signifi^ 
««Ma  inis  que  el  deseo  de  que  constasen  los  favores  que  se  debían  á.  la 


34  TRIBUNAL    SÜPRBMO. 

casa :  qae  habiendo  los  herederos'  de  D.  Félix  Gómez  recibido  ja  he- 
reneia  á  beneficio  de  inventario,  no  podia  obligárseles  á  responder  de 
las  oblígacfones  del  difunto;  y  qné  la  acción  personal  que  se  entablaba 
habla  prescrito  hacia  macbo  tiempo ,  porque  desde  13  de  Diciembre 
de  1835  hasta  17  de  Enero  de  1868  hablan  trascurrido  más  de  veinte 
años,  término  que  habia  corrido  contra  los  hijos  del  Vizconde,  porque 
principiando  en  el  mismo  habia  corrido  eási  todo  en  sa  tiempo,  y  los 
menores  no  hablan  pedido  restitución: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  y  que 
la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Valladolid,  confirmándola  en  parte, 
condenó  á  los  demandados  á  pagar  á  la  demandante  la  cantidad  de  8.00(V 
escudos,  con  el  interés  anual  de  un  6  por  100  desdé  la  contestación  de 
la  demanda,  absolviéndoles  de  la  reclamación  de  ios  5.362  escudos: 

Resultando  que  los  demandados  interpusieron  recurso  de  casación,, 
citando  al  interponerle  y  después  en  tiempo  oportuno  en  este  Supremo 
Tribunal  como  infringidos : 

1.*  El  contrato  constituido  en  el  documento  de  13  de  Diciembre  de 
1835,  puesto  que  con  arreglo  á  él  se  les  declaraba  obligados  al  pago 
de  ios  8.000  escudos,  sin  que  en  él  se  impusiera  semejante  obligación. 

8.*  La  ley  5.',  tít.  8.%  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  y  la^ 
doctrina  consignada  por  este  Tribunal  en  sentencia  de  4  de  Diciembre 
de  1866,  en  que  se  establece  que  el  heredero  no  está  obligado  en  nin- 
gún caso  á  cumplir  más  obligaciones  qne  las  que  soblre  el  testador 
pesen  ó  por  el  mismo  le  hubieran  sido  impuestas. 

3.*  Por  no  ser  aplicable  la  ley  SI,  tít.  S9,  Partida  3/,  que  exige  la 
buena  fé  en  la  prescripción  de  acciones ,  pues  estaba  derogada  en 
cuanto  á  las  personales  por  la  5.',  tít.  8.*,  libro  11  de  la  Novísima  Re- 
copilación, que  limita  &  veinte  años  su  prescripción. 

4/  Las  leyes  5.'  y  10,  tít.  6.*,  Partida  6.',  puesto  que  resultaba  que 
ios  herederos  de  D.  Félix  Gómez  hablan  cumplido  con  lo  que  en  ellas 
se  prevenía  al  aceptar  la  herencia  de  su  cansante ,  y  no  podían  res- 
ponder más  que  con  los  bienes  que  éste  hubiera  dejado. 

5/  La  ley  29,  Partida  3.',  que  enumera  los  modos  de  interrumpir  la 
prescripción  de  acciones  en  cuanto  no  se  admitía  dicha  excepción,  á 
pesar  de  no  haber  sido  interrumpida  la  prescripción  por  ninguno  de 
los  medios  que  en  la  ley  se  comprendían. 

p*  La  9.*,  tít.  19,  Partida  6.',  que  autoriza  la  prescripción  contra 
los  menores  cuando  empezó  á  correr  contra  sus  causantes ,  sin  per- 
juicio de  que  puedan  demandar  restitución  del  tiempo  que  contra  aque- 
llos fuese  corrido  mientras  eran  menores ;  disposición  aplicable  á  los 
bijos  del  Vizconde  de  Garcigrande,  y  que  sin  embargo  no  habia  valido 
para  qne  la  Audiencia  dejase  de  estimar  la  excepción  de  prescripción. 

7.*  La  jurisprudencia  establecida  en  sentencia  de  6  de  Abril  de- 
18M »  de  que  para  estimar  el  beneficio  de  restitución  in  Megrum  es^ 
preciso  que  se  invoque  ciara  y  explícitamente  en  la  petición  formulada 
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en  la  demanda ,  lo  cual  no  hubieran  hecbo  los  demandantes  en  este 
pleito,  puesto  qne  sólo  hablan  dicho  que  podían  pedir  la  restitución, 
no  haciendo  ninguna  mención  de  ella  en  la  súplica. 

T  8.'  El  principio  de  Jurisprudencia  consignado  en  las  sentencias 
de  este  Tribunal  de  13  de  Junio  de  1863  y  6  de  Abril  de  1866,  según  el 
enal  el  término  de  la  prescripción  empieza  á  contarse  desde  que  está 
expedito  el  derecho  y  ha  podido  hacerse  uso  de  la  acción,  toda  vez 
que  en  este  pleito  se  habia  contado  aquel  término  desde  el  falleci- 
miento del  último  de  los  obligados  en  el  documento  de  13  de  Diciem- 
bre de  1835,  y  no  babia  nacido  de  él  acción  alguna,  ó  se  habia  pro- 
ducido desde  el  momento  en  que  habia  sido  ñrmado. 

Tisto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Valentín  Garralda. 

Considerando  que  la  ejecutoria  que  condena  á  los  demandados  al 
pago  de  los  80.000  rs.  reclamados  no  ha  infringido  el  contrato  de  13 
de  Diciembre  de  1835,  que  ocupa  el  folio  33  de  estos  autos,  puesto  que. 
en  él  se  reconoció  por  los  causantes-derecho  de  aquellos  la  obligación 
de  pagar  dicha  suma;  y  que  muertos  los  firmantes  del  contrato,  nece- 
sariamente tenían  que  pagarla  sus  herederos  con  sus  bienes,  á  no  ha- 
ber recibido  la  herencia  á  beneficio  de  inventario: 

Considerando  que  el  solo  hecho  de  haber  indicado  que  recibirían 
la  herencia  con  ese  beneficio  no  puede  aprovecharles  para  excusarse 
del  pago,  porque  no  verificaron  el  Inventario  en  tiempo  oportuno, 
resaltando  por  el  contrario  que  llevaban  más  de  diez  afios  apoderados 
de  la  herencia  sin  haber  llenado  ese  requisito;  y  f^or  tanto  no  han  po- 
dido ser  infringidas  las  leyes  y  doctrinas  que  se  citan  á  este  propósito: 

Considerando  que  la  ley  f  1,  tít.  29  de  la  Partida  3/  no  está  dero- 
gada por  la  5.',  tít.  8.',  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  como  se 
pretende  en  el  recurso,  porque  ambas  se  refieren  á  diferentes  objetos: 

T  considerando  que  nd'Mdn  aplicables  al  caso  de  autos  las  leyes  29, 
título  S9  de  la  Partida  S:^  (¡¡te  trata  de  los  modos  de  interrumpir  la  pres- 
cripción, ni  la  9.',  tít.  19  de  la  Partida  6.*,  ni  las  demás  que  se  citan 
sobre  si  corre  ó  no  el  tiempo  para  los  menores,  ni  las  doctrinas  de 
las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  que  también  se  citan,  sobre 
el  tiempo  en  que  debe  comenzarse  á  contar  las  obligaciones ;  puesto 
que  el  contrato  se  verificó  en  él  afio  de  1835,  se  reconoció  por  cartas 
en  el  afío  50,  deAtri)  de  quince  afios,  y  la  demanda  se  ha  interpuesto 
el  €8,  dentro  de  iiéi  y  ochp,  por  lo  que  no  ha  podido  haber  pres- 
cripción; ''^"^ 

Vallamos ,  que  debéiÉÉ  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  ai 
recurso  de  casación  inlérpuesto  por  Doña  Ignacia  Tagüe  y  consortes, 
i  quienes  condenamos  en  las  costas ;  y  mandamos  que  se  devuelvan 
lot  autos  á  la  Audiencia  de  Yaliadoiid  con  la  certificación  correspon- 
diente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gúeeta  d$ 
MaitU  é  hisertará  en  la  Ccieceion  legMáHva,  pasándose  al  efecto  las 
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copias  necesarias,  lo  pronaodamos,  mandamos  y  fira!amo8.=slfaaiicia 
6arcía.=José  M.  G4ceres.=sLanreano  de  Arríela .sYalentin  6arralda.=s 
Francisco  María  de  Castitla.=sJoaqain  Jaamar.=!José  Fermín  de  Maro. 

Pablícacton : 

Leida  y  publicada  faé  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  é  líos- 
trlsimo  Sr.  D.  Valentín  Garralda ,  Magistrado  del  Tríbunal  Supremo, 
litándose  celebrando  audiencia  púbUca  en  su  Sala  primera,  el  día  de 
hoy,  dp  qne  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  á  26  de  Setiembre  de  1870.=sGregorio  Camilo  García. 

NÚM.  8. 
CASACIÓN. 


Devolución  de  una  CAr\TiDAD. — Sentencia  de  26  de  Setiembre,  de 
clarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
los  hermanos  D.  Lorenzo,  Doña  Carmen  v  Doña  Julita  Valls 
contra  h  que  en  4  de  Junio  d^  1868  dictó  la  Sala  primera  de 
la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  coa  D.  José  Roses. 

IQn  sus  CONSIDERANDOS  se  cstablece: 

Que  el  art.  281  de  la  Ley  de  Enjuiciamieuto  civil  se  refiere  á 
documentos  públicos  otorgados  en  España. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  26  de  Setiembre  de  1870,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio  de 
Barcelona  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  misma  ciudad 
por  D.  Lorenzo,  Doña  Carmen  y  Doña  J4(IU  Talls,  como  herederos  de 
su  padre  D.  Andrés  Valls  y  Pascual,  con  A^  José  Rosos,  sobre  devolu- 
ción de  una  cantidad;  pleito  pendiente  ante  iÑos  en  virtud  de  recurso 
de  casación  interpuesto  por  los  demandantes  contra  la  sentencia  que 
en  4  de  Junio  de  1868  dictó  la  referida  Sala:     .  . 

Resultando  que  Martin  y  Andrés  Yails,  padre  é  hijo,  confesaron 
por  escritura,  que  otorgaron  en  la  ciudad  de  Barcelona  á  29  de  Agosto 
de  1831,  que  eran  en  deber  á  Doña  Ros^  Raúl  y  6f/^erá,  consorte  de 
D.  César  Raúl,  ausente  del  reino,  1.000  libras  que^se  obligaron  á  de- 
volverla dentro  de  un  año,  hipotecando  á  su  seguridad  cuatro  piezas 
de  tierra;  y  que  por  escritura  de  24  de  Noyj|f}{Bbre  de  1832.  que  como 
la  anterior  fué  registrada  en  hipotecas,  cedió  Doña  Rosa  Raúl  el  men- 
cionado crédito  á  D.  Luis  Ponti,  que  le  había  entregado  la  dicha  suma 
aceptando  por  él  el  traspaso  en  atención  á  no  hallarse  presente ' 
otorgamiento  de  la  escritura  el  Notario  autorizante  de  la  misma: 

Resultando  que  Doña  Rosa  Raúl,  viuda  de  D.  César  Raúl,  confesó  < 
escritura  de  24  de  Enero  de  1862  que  retíbia  de  D.  Antonio  Busquf 
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700  ifbras  catalanas,  qne  con  800  qae  reconocia  haber  recibido  hada 
ya  mucho  tiempo  de  D.  Andrés  Yalls,  la  servían  en  satisfacción  de  las 
1.000  que  éste  y  sn  padre  D.  Martin  habían  confesado  deberla  en  la 
escritara  de  S9  de  Agosto  de  1831;  y  por  cnanto  Bosqaets  la  habia  sttr 
tregado  dicha  suma  en  virtud  de  la  delegación  contenida  en  la  escrl- 
tura  de  debitorio  otorgada  en  aqnel  dia  por  Andrés  Vnlls  á  favor  de 
Basqnets,  cedió  á  ^te  todos  sus  derechos  por  lo  respectivo  á  las  70f 
libras  de  qne  quedaba  hecha  mención;  y  que  presente  al  acto  D.  Aa- 
dfés  Yalls,  aprobó  el  pago  de  dichas  700  libras,  declarando  qae  no 
tenia  crédito  alguno  contra  Doña  Rosa  ni  ésta  contra  él: 

Resnltando  que  Doña  Rosa  Raúl  falleció  en  31  de  Diciembre  de  18SI 
con  testamento  en  que  nombró  heredero  á  D.  José  Roses;  y  que  en  19 
de  \bril  de  186i  entabló  D.  Andrés  Yalls  la  demanda  objeto  de  este 
pleito,  en  la  qne  haciendo  mérito  de  la  escritura  de  1831  y  de  la  ce- 
sión de  183S,  expuso  que  á  pesar  de  ello  habia  continuado  Dofia  Boml 
cobrando  del  demandante  como  réditos  del  mencionado  capital  (O  li- 
bras anuales  que  indebidamente  la  pagaban:  que  en  1862  habia  fir- 
mado escritara  de  debitorio  á  favor  de  D.  Antonio  Busquéis»  coa  lo 
cual,  ignorando  el  traspaso  hecho  á  favor  de  Ponti,  habia  pagada  las 
1.000  libras  á  Doña  Rosa:  que  convencida  ésta  de  qne  habia  cobrado 
.  indebidamente  del  demandante,  puesto  que  lo  habia  hecho  ya  de  P<Hiti«. 
le  habia  ofrecido  500  libras  porque  renunciase  á  cualquier  derecho 
que  tuviera  contra  ella,  en  cuyo  estado  habla  fallecido;  y  que  negán- 
dose su  heredero  D.  José  Roses  á  verificar  la  devolución,  suplicó  que 
en  tai  concepto  se  le  condenase  á  devolver  al  demandante  ia*citada 
cantidad  de  1.000  libras  que  habia  pagado  indebidamente  aquella,  coa 
los  intereses  á  razón  de  6  por  100  desde  24  de  Enero  de  1862,  en  qae 
se  habia  firmado  la  carta  de  pago  á  favor  del  demandante,  y  á  que 
devolviera  asimismo  1.740  libras  que  Dofia  Rosa  habia  ido  cobrando 
todos  los  afios  como  intereses  á  razón  de  6  por  100  de  la  indicada 
suma,  á  contar  desde  24  de  Noviembre  de  1832  en  que  habia  cedido  á 
Ponti  el  crédito: 

Resnltando  que  D.  José  Roses  impugnó  la  demanda,  alegando  qae 
en  el  contrato  de  cesión  era  necesario  el  concurso  del  que  trasferia  el 
crédito  y  de  la  persona  á  cuyo  favor  se  hacia,  que  debia  aceptarlo: 
que  en  el  caso  actual  faltaba  el  concurso  del  cesionario,  qne  no  po- 
día snplirse  con  la  aceptación  del  Notario,  que  era  únicamente  aten- 
dible cuando  suplía  la  incapacidad  legal  de  aquel:  que  el  derecho  qae 
el  cesionario  adquiría  pendía  de  la  notificación  que  debia  hacerse  al 
deudor  para  que  le  constase  la  cesión,  el  cual  podía  antes  que  se  ie 
notificase  la  cesión,  pagar  válidamente  al  cadente  su  acreedor,  y  los 
de  éste  embargar  la  deuda  cedida  y  hacerse  pago  con  ella:  qae  la  ce- 
•tHam^úB  que  se  trataba  np  habia  ^do  nunca  notificada  al  deador,  y  ni 
la  eedente  ni  A  cesionario  hablan  puesto  en  su  conocimioato  el,  otor- 
füuleiilo  de  aqnel  contrato,  por  lo  cual  P.  ándrés  Yalls  habia  pagado 
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indamente  á  m  único  acreedor,  qaedando  libre  de  toda  responsa- 
Mlidad,  y  nó  tenia  acción  para  redamar  el  demandante  como  bere« 
dero  de  Dofía  Rosa  las  1.000  libras  objeto  de  sa  demanda,  porque  no 
era  deador  de  dicha  cantidad,  que  habia  satisfecho  bien  y  válidamente 
á  sn  única  acreedora: 

Besnltando  que  en  la  segunda  instancia,  y  con  el  Juramento  de 
hueva  noticia,  presentó  D.  José  Roses  un  poder  que  en  %  de  Enero 
de  1836  confirió  D.  Luis  Ponti  á  Dofía  Rosa  Raúl  postra  que  se  apode- 
rase de  todos  sus  bienes,  papeles  y  demás  que  pudiera  pertenecerle 
sin  limitación  alguna,  con  facultad  de  vender,  comprar,  cobrar  y 
pagar  y  entablar  y  seguir  cualquiera  pleito: 

Resultando  que  la  Sala  primera  dé  la  Audiencia  de  Barcelona  dictó 
en  4  de  Junio  de^  1868  sentencia  revocatoria,  absolviendo  á  D.  José 
Roses  de  la  demanda;  y  que  D.  Lorenzo,  Doña  Carmen  y  Doña  Julita 
"Valls,  que  por  fallecimiento  de  su  padre  D.  Andrés  se  personaron  en 
losantes,  interpusieron  recurso  de  casación,  citando  como  infringidos: 
1.'  El  art.  ^81  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  tivil;  porque  el  poder 
producido  en  la  segunda  instancia  no  habia  venido  á  los  autos  con 
citación  de  los  recurrentes,  ni  se  habia  cotejado  con  su  original,  ni  se 
liabia  prestado  el  asentimiento  expreso  que  requería  dicho  articulo. 

2.'  Al  hacer  aplicación  del  Código  de  Comercio,  que  jamás  podia 
ser  aplicable  á  un  caso  de  derecho  común,  las  leyes  65,  párrafo  final, 
y  S/^  párrafo  primero,  Dígesto,  De  conditio  in  debiti;  10,  Código,  De 
juri  $t  faeti  ignorantia ,  y  28  y  39,  tít.  14,  Partida  5/,  que  disponen 
que  el  que  creyendo  satisfacer  y  extinguir  una  deuda,  paga  á  uno  lo 
que  debe  á  otro,  ha  pagado  indebidamente;  y  que  el  que  por  error  de 
hecho  ha  pagado  lo  que  debía  ó  á  quien  no  lo  debía,  tiene  derecho 
á  su  repetición. 

T  3.*  La  doctrina  admitida,  según  la  cual,  porque  Yalls  no  hubie* 
se  satisfecho  al  cesionario  Ponti  ni  otra  persona,  y  sí  sólo  á  Doña  Rosa, 
la  cantidad  que  se  reclamaba,  no  libraba  á  los  recurrentes  de  la  ac- 
ción real  cuasi  serviana  ó  hipotecaria,  que  competía  á  Ponti  y  que 
doraba  en  Cataluña  cuarenta  años;  pues  la  cesión  habia  sido  anotada 
en  el  antiguo. oficio  de  hipotecas,  medio  de  publicidad  tan  legal  como 
la  notificación  personal  al  deudor,  y  dicha  anotación  ó  registro  estaba 
en  la  actualidad  pendiente;  por  lo  que  en  virtud  de  la  cesión  y  de 
la  hipoteca  dada,  los  bienes  de  Valls  eran  responsables  de  las  1.000 
libras  que  indebidamente  habia  cobrado  la  causante  de  Roses  en  vir- 
tud de  la  acción  real  cuasi  serviana  ó  hipotecaria,  que  competía  á 
Ponti  en  méritos  de  la  cesión  hecha  á  su  favor  por  Doña  Rosa. 

Tistp,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de  Muro. 

Considerando  que  el  art.  281  de  la  Ley  de  Enjuiqiamiento  civil, 
qne  sirve  de  primer  fundamento  al  recurso ,  se  refiere  á  documenlios 
^blicos  otorgados  en  España,  y  no  ña  podido  ser  infringido  porque 
rt  presentado  por  D.  Jofté  Roses  en  la  segunda  instancia  fué  otorgado 
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el  2  de  Enero  de  1836  en  el  Imperio  de  Marruecos  por  persona  y 
ante  funcionarios  no  espafioies ;  además  de  que  no  era  necesario  el 
expresado  documento  para  estimar  la  absolución  del  demandado, 
toda  vez  que  el  demandante  D.  Andrés  Yails  no  contrató  en  29  de 
Agosto  de  1831  con  otra  persona  que  con  Doña  Rosa  Eaul,  á  la  que 
vino  constantemente  reconociendo  como  su  legítima  acreedora  basta 
que  se  canceló  el  crédito  por  la  otra  escritura  de  SI  de  Enero  de  1862: 

Considerando  que  tampoco  se  ban  infringido  las  leyes  65,  párrafo 
final,  y  2.*,  párrafo  primero.  Digesto,  De  conditio  in  dMU,  ni  la  10, 
Código  De  juri  et  faeti  ignorantia,  ni  las  otras  de  la  Partida  5/  que  se 
citan  acerca  de  que  «el  que  creyendo  satisfacer  una  deuda  paga  á 
otro  lo  que  no  debe,  tiene  derecho  á  repetir  lo  entregado;»  porque 
YalIs  no  satisfizo  á  otro  lo  que  no  debia,  sino  á  la  persona  con  quien 
habla  contratado,  habiéndolo  ejecutado  treinta  y  un  afios  continuos 
hasta  la  cancelación ,  siendo  por  tanto  inaplicables  al  caso  actual  las 
expresadas  leyes  romanas  y  de  Partida: 

T  considerando  que  tampoco  se  ha  contrariado  la  doctrina  deqae 
se  hace  referencia  en  el  tercero  y  último  motivo  de  casación  sobre 
la  acción  real  cuasi  serviana  ó  hipotecaria  y  el  tiempo  de  su  dura- 
ción en  Catalufia ,  porque  cancelada  entre  acreedor  y  deudor  por  la 
referida  escritura  de  Si  de  Enero  de  1862  la  obligación  hipotecaría 
contraída  en  29  de  Agosto  de  1831  por  D.  Martin  y  D.  Andrés  Vails, 
ningún  derecho  puede  trasmitir  la  cesión  no  aceptada  por  el  cesionario 
de  21  de  Noviembre  de  1832; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  los  hermanos  D.  Lorenzo,  Doña 
Carmen  y  Doña  Julita  Yails,  á  quienes  condenamos  en  las  costas;  y 
mandamos  que  se  devuelvan  los  autos  á  la  Audiencia  de  Barcelona 
con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaeeia  y  se 
insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Mauricio  García.s= 
José  liarla  Gáceres.=Laureano  de  Arrieta.=Yalentin  6arralda.t=Fran- 
cisco  María  de  Castilla. =Joaquin  Jaumar.^José  Fermín  de  Muro. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Dob 
José  Fermín  de  Muro,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estándose 
celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo,  el  dia  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  26  de  Setiembre  de  1870.=Gregorio  Camilo  García. 
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K¿M.  9. 

CASACIÓN. 


Tbmzría  de  dominio. — Sentencia  de  28  de  Setiembre,  declaraodo 
DO  haber  lagar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Bernardo 
Bravo  costra  la  que  en  23  de  Jatio  de  1869.  dicto  la  Sala  ser 
gafida  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  pleito  coa  D.  Ber- 
nardo López  y  D.  José  Mederos. 

En  sos  CONSIDERANDOS  SO  ostablece  : 

1/  Que  la  venta  de  los  bienes ,  aunque  sea  hecha  por  medio 
de  eseritura  públicaf  otorgada  con  los  requisitos  legales,  si  la  ena- 
jenación ha  sido  maliciosamente  ó  con  engaño ,  puede  revocarse  á 
instancia  de  Jos  acreedores  del  vendedor ,  desde  el  dia  en  que  tu- 
vieran noticia  de  ella  hasta  un  año. 

2.*  Que  las  leyes  27,  til.  23,  Partida  5.\  y  2.'.  tÜ.  19.  libro  11 
de  la  Novísima  Éecopilacion ,  se  refieren  á  las  costas  de  segunda 
insíancia ,  y  que  según  aquella ,  cuando  se  revoca  la  sentencia  del 
inferior  ninguna  de  las  parles  debe  dar  costas  á  la  otra. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  28  de  Setiembre  de  1870,  en  el  pleito  se- 
gaido  en  la  Alcaldía  Mayor  del  distrito  de  la  Catedral  de  la  Habana, 
y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  misma  ciudad  por  D.  Ber- 
mírdo  Bravo  con  Dr  Bernardo  López  y  D.  José  Mederos,  -sobre  tercería 
áe  dominio;  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casa* 
cion  interpuesto  por  el  demandante  contra  la  sentencia  que  en  23  de 
Julio  de  1869  dictó  la  referida  Sala  : 

Resultando  que  B.  José  Antonio  Mederos,  dueño  de  una  casa  situada 
ea  la  Calzada  de  Galiano,  esquina  á  la  de  San  José,  marcada  con  el 
núm.  96,  que  se  hallaba  hipotecada  á  favor  de  Doña  Ana  Ayala  de  la 
Boca*  por  8.060  pesos,  y  condición  de  no  poderla  vender  ni  gravar  sin 
su  consentimiento,  la  vendió  por  escritura  de  24  de  Diciembre  de  1866 
á  D.  Bernardo  Bravo,  en  precio  de  30.000  escudos,  de  los  cuales  en- 
tregó en  el  acto  14.000  en  dinero  efectivo,  de  que  otorgó  el  más  efí- 
oiz  recibo,  con  jrenuncia.de  la  prueba,  leyes  de  la  entrega,  excep- 
ción del  dinero  no  contado,  su  término  que  daba  por  pasado,  y  de- 
más del  caso;  obligándose  á  dar  y  entregar  á  Doña  Ana  Ayala,  en  el 
término  de  dos  años,' los  16.000  escudos  restantes,  abonando  en  el 
entretanto  el  interés  de  un  12  por  100  anual ,  con  arreglo  á  las  cláu- 
sulas y  condiciones  dejla  escritura  de  deber,  que  quedaba,  respecto  da 
él.  vigente  en  todas  sus  partes,  con  hipoteca  déla  casa  vendida;  con- 
Tíniendo  Doña  Ana  Ayala,  presente  al  acto,  en  la  traslación  del  deu*^ 
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dor,  y  libertando  de  responsabilidad  á  Mederos;  consignándose  por 
último,  por  nota  en  la  escritnra ,  qne  se  otorgaba  y  firmaba  por  Don 
José  Antonio  Mederos  en  la  cárcel  de  aquella  capital,  donde  guardaba 
prisión : 

Eesnltando  que  promovida  ejecución  por  D.  Bernardo  López  contra 
D.  José  Antonio  Mederos  para  el  pago  de  22.000  escudos,  ie  fué  em* 
bargada  la  citada  casa  y  sus  alquileres;  y  que  en  su  virtud  en  30  de 
Enero  de  1867,  entabló  D.  Bernardo  Bravo,  con  presentación  de  la  es- 
critura mencionada,  d^emanda  de  tercería  de  dominio,  exponiendo  que 
en  virtud  dé  aquella  ie  habla  sido  entregada  ia  casa  y  permanecido 
en  la  quieta  y  pacífica  posesión  de  la  misma,  siendo  por  lo  tanto  pro- 
pietario de  ella:  que  la  compraventa  era  título  traslativo  de  dominio, 
y  los  frutos  de  la  casa  correspondían  al  duefio ;  y  deduciendo  la  ac- 
ción reivindicatoría  para  que  se  declarase  que  la  casa  era  de  su  pro- 
piedad y  que  ie  pertenecían  sus  alquileres ,  suplicó  que  teniendo  por 
deducida  la  tercería,  se  hiciera  la  declaración  indicada,  y  en  su  cou'- 
secuencia  se  alzase  el  embargo  ejecutado  de  la  casa  y  sus  alquileres, 
con  las  costas  á  cargo  del  ejecutante  ó  del  ejecutado : 

Besultando  que  D.  Bernardo  López  impugnó  la  demanda,  fundado 
en  qne  la  venta  habla  sido  hecha  en  confianza ,  como  lo  demostrarla 
oportunamente ,  teniendo  para  ello ,  entre  otras  razones,  que  el  com- 
prador era  íntimo  amigo  y  paisano  de  Mederos :  que  por  ello  estaba 
presente  en  la  cárcel  el  dia  SO  de  Diciembre  de  1866,  en  que  se  había 
extendido  por  el  Escribano  el  protesto  del  pagaré  de  11.000  pesos  que 
no  le  habia  satisfecho;  y  á  los  cuatro  dias,  en  24  del  mismo  mes,  se 
habla  otorgado  la  escritura  que  habia  presentado,  en  fraude,  de  acree- 
dor legítimo,  y  nula  con  arreglo  á  las  leyes:  que  no  se  habia  dado 
en  ella  fé  por  el  Escribano  de  la  entrega  del  precio,  y  no  habia  re- 
nunciado el  vendedor  la  excepción  del  dinero  no  contado,  lo  cual  pro- 
baba que  ni  se  habia  contado  ni  se  habia  entregado:  que  ia  conni- 
vencia y  falsedad  de  la  escritura  se  demostraba  con  su  contenido,  pues 
ia  venta  se  hacia  en  15.000  duros  para  pagar  8.000  á  los  dos  años  á  la 
acreedora  Doña  Ana  Ayala,  de  suerte  que  sólo  pagaba  7.000  al  con- 
tado por  una  casa  que  po-lia  valer  30.000,  y  que  producía  12  onzas 
mensuales  de  alquiler;  siendo  sabido  qne  las  casas  en  buen  sitio  sólo 
producían  de  8  á  9  por  100  anual,  y  en  este  caso  vendria  á  producir 
el  16  por  100;  y  que  Bravo  no  tenia  capital  para  comprar  casas;  pi- 
diendo por  ello  que  se  desestimase  la  demanda,  deblarando  nula,  de 
ningún  valor  ni  efecto  la  escritnra ,  qnedando  espedita  la  casa  Calza- 
da de  Galiano,  para  ser  rematada  á  consecuencia  del  expediente  eje- 
eativo,  8i  no  se  le  pagaba  antes  el  importe  de  su  crédito: 

Eesnltando  que  el  ejecutado  D.  José  Antonio  Mederos  sostuvo  ia  cer- 
Mi  y  legalidad  de  la  venta  que  habia  ejecutado  en  tiempo  hábil  cuando 
BOMia  gravados  sus  bienes  con  intervención  alguna,  y  con  objeto  de 
Cflbrir  las  fuertes  costas  y  multas  que  le  hablan  sido  impuestas  en  la 
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ansa  criminal  que  se  le  seguía:  que  nada  importaba  la  objeción  del 
precio,  pues  éste  consistía  en  el  que  el  dueño  quería  dar  ¿su  cosa»  y 
D.  Bernardo  López  no  tenía  presente  el  estado  antiguo  y  ruinoso  de  la 
finca :  que  por  su  posición  babia  de  perder  más  de  la  iQítad  del  frente 
de  la  Calzada  de  Gaiiano  para  la  perfecta  alineación  de  ella;  y  que  dos 
días  antes  de  la  venta  babia  sobrevenido  en  la  plaza  la  crisis  mone- 
taria más  lamentable  que  se  babia  conocido  en  ella,  y  que  babia  oca- 
sionado la  baja  de  todos  los  valores :  que  no  era  de  ley  que  el  Escri- 
bano ante  quien  se  otorgaba  elf  contrato  de  venta  interviniera  en  la  na- 
meracionedel  precio;  y  quejésta,  como  las  demás  convenciones  del  con- 
trato,|¡no  eran  más  que  la  voluntad  expresa  de  los  contrayentes : 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes,  dictó  senten- 
cia el  Alcalde  mayor ;  y  que  apelada  por  López ,  la  Sala  segunda  de 
la  Audiencia  de  la  Habana  la  revocó  en  23  de  Julio  de  1869,  decla- 
rando sin  lugar  la  demanda  de  tercería  propuesta  por  D.  Bernardo 
Bravo,  debiendo  continuar  el  embargo  decretado  sobre  la  casa  Cal- 
zada de  Gaiiano,  núm.  96,  con  las  costas  causadas  en  ambas  instan- 
cias á  cargo  de  D.  Bernardo  Bravo : 

Resultando  que  el  demandante  interpuso  recurso  de  casación ,  ci- 
tando al  mterponerle  y  después  en  tiempo  oportuno  en  este  Supremo 
Tribunal  como  infringidas: 

1.*  La  ley  114,  tít.  18,  Partida  3.',  que  da  fuerza  plena  probatoria 
á  las  escrituras  públicas  sin  tacba  ni  vicio  legal  cotejadas  con  sus 
originales;  los  artículos  279  y  281  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil» 
que  declaran  lo  mismo  que  la  citada  Partida,  y  la  doctrina  estable- 
cida de  conformidad  con  ellas  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  de 
18  de  Marzo  de  1865  y  de  20  de  Febrero  de  1866,  toda  vez  que  babia 
justificado  su  deuda  con  la  escritura  pública  de  compra-venta  á  Me- 
deros  y  con  la  del  cansante  de  este. 

2.*  La  ley  115  de  los  mismos  título  y  Partida,  que  concuerda  con 
la  anterior  respecto  á  la  fé  que  debe  prestarse  al  Escribano;  y  la 
sentencia  de  este  Tribunal  de  8  de  Noviembre  de  1860,  que  establece 
la  misma  doctrina. 

3.'    Al  apreciar  los  antecedentes  consignados  en  la  sentencia  com^ 
convencimiento  de  que  la  compra-venta  fuera  simulada,  el  art.  27 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento ,  que  no  admite  las  presunciones  com 
medio  de  prueba  en  los  juicios;  la  regla  de  derecbo  de  que  la  pre 
suncion  cede  á  la  verdad  ó  á  la  prueba  en  contrario;  el  principio  d 
derecbo  de  que  el  Juez  debe  fallar  según  lo  alegado  y  probado  pe 
las  partes,  establecido  en  varias  leyes,  y  más  expresamente  en  la  i 
título  16,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  y  la  117,  tít.  18,  Pa 
tida  3.',  que  exige  precisamente  la  prueba  con  otra  escritura  pAM 
ó  por  cuatro  bombres  buenos  y  leales,  si  aquel  contra  quien  se 
dijera  que  no  debe  ser  creída  la  carta  pública  contra  él,  exclajjQí 
por  tanto  las  presunciones  ó  la  prueba  de  menor  número  de  iesC|[ 
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T  4.*  T  con  relación  á  las  costas  de  ambas  instancias ,  las  leyes 
87,  tít.  23,  Partida  3.%  y  la  2.%  tít.  19,  libro  11  de  la  Novísima  Reco- 
pilación, porque  el  fallo  de  vista  ora  revocatorio  del  de  primera  ins- 
tancia, y  apelado  por  el  contrario,  disponiendo  para  este  caso  las 
citadas  leyes  que  una  parte  no  dé  costas  á  la  otra;  y  la  jurispraden'- 
cia  consignada  en  las  sentencia  de  este  Tribunal,  y  que  expresamente 
recoQOce  el  fallo  de  12  de  Abril  de  1866,  que  reprueba  la  imposición 
de  costas  de  la  segunda  instancia  al  litigante  que  ba  acudido  á  ella 
por  la  apelación  de  su  competidor. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Castilla. 

Considerando  que  la  venta  de  bienes,  aunque  sea  becha  por  medio 
de  escritura  pública  otorgada  con  los  requisitos  legales,  si  la  enaje- 
cion  ba  sido  maliciosamente  ó  con  engaño,  puede  revocarse  á  ins- 
tancia de  los  acreedores  del  vendedor  desde  el  dia  en  que  tuvieron 
noticia  de  ella  basta  un  año  : 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  en  uso  de  sus 
facultades  las  pruebas  practicadas,  estima  que  la  venta  de  la  casa  de 
que  se  trata  es  simulada  y  becba  en  fraude  de  legítimos  acreedores: 

Considerando  que  al  bacerse  esta  apreciación  no  se  ba  infringido  el 
art.  279  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  se  limita  á  expresar 
los  medios  de  prueba  que  se  pueden  usar  en  los  juicios;  ni  la  regla  de 
derecho  de  que  la  presunción  cede  á  la  verdad  ó  á  la  prueba  en  con- 
trario; ni  el  principio  de  derecbo  de  que  se  debe  fallar  según  lo  ale- 
gado y  probado  por  las  partes,  puesto  que  se  ban  suministrado  diversas 
pruebas  y  la  dicha  apreciación  ba  sido  del  conjunto  de  todas  ellas: 

Considerando  que  las  disposiciones  legales  y  doctrinas  que  se  citan 
relativamente  ai  valor  de  las  escrituras  públicas,  que  no  tienen  tacha 
ni  vicio  alguno,  son  inaplicables,  por  cuanto  en  el  presente  caso  no 
se  trata  de  la  nulidad  ó  falsedad  de  la  escritura  de  venta,  ni  de  su 
fuerza  probatoria,  sino  de  la  simulación  del  contrato,  cosas  entera- 
mente diferentes: 

T  considerando  que  las  leyes  27,  tít.  23,  Partida  3.*,  y  2.',  tít.  19, 
libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  que  asimismo  se  citan,  se  refie- 
ren ft  las  costas  de  segunda  instancia;  y  que  según  aquellas,  cuando 
se  revoca  la  sentencia  del  inferior,  ninguna  de  las  partes  debe  dar 
costas  á  la  otra;  por  lo  cual  la  ejecutoria,  al  condenar  á  la  apelada 
en  las  costas  de  la  segunda  instancia ,  revocando  la  de  primera,  ha 
infringido  dicha  ley  recopilada; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  ai 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Bernardo  Bravo  contra  la  sen-^ 
tencia  que  en  23  de  Julio  de  1869  dictó  la  Sala  segunda  de  la  Audien-* 
da  de  la  Habana,  no  dando  lugar  á  la  demanda  de  tercería  propuesta 
|»0r  Bravo;  y  sí  en  cuanto  á  la  condenación  de  las  costas  de  segunda 
Inilancia  que  se  le  impone,  en  cuyo  particular  casamos  y  anulamos 
dioba  sentencia. 

I-  3 
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Así  ]ior  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  Coleceion  legislativa,  pasándose  ai  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.ssJuan  González 
Acevedo.ssJosé  María  Gáceres.=:Laureano  de  Arrieta.=:VaieDtin  Gar- 
ralda.ssFrancisco  María  de  Castilia.=Joaquin  Jaumar.=José  Fermin 
de  Muro. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Señor  Don 
Francisco  María  de  Castilla,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo ,  están- 
dose celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera ,  del  mismo  el 
dia  de  hoy,  de  que  certiflco  como  Fscribano  de  Cámara.     . 

Madrid  88  de  Setiembre  de  1870.=sGregorio  Camilo  García. 

N(5m.  10. 
CASACIÓN. 


Tercería  de  dominio. — Sentencia  de  28  de  Setiembre,  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  los  me- 
nores D.  Alejandro,  Doña  Dolores  y  D.  Ignacio  Amirola  contra 
la  que  en  11  de  Febrero  de  1870  dictó  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  de  esta  capital,  en  pleito  con  1).  Luis  y  D.  Antonio 
Monedero. 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece : 

1.®  Que  dirigiéndose  la  acción  ejecutiva  contra  los  bienes  de 
una  ^persona  como  heredero  del  deudor ,  no  puede  éste  legalmente 
presentarse  con  el  carácter  de  tercer  opositor  en  el  mismo  juicio 
porque  seria  á  la  vez  demandante  y  demandado,  y  en  su  consecuen- 
cia la  Sala  sentenciadora  al  repeler  la  demanda  declarando  que  los 
ejecutantes  no  deben  contestarla,  no  infringe  el  art.  S37  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  que  precisamente  comprende  entre  las  es-- 
eepciones  dilatorias  la  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la 
demanda. 

2.®  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  per  una  sentencia^ 
leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso  de  autos. 

En  la  villa  de  l|adríd,  á  28  de  Setiembre  de  1870 ,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de. la  Audien** 
cia  de  esta  capital  y  en  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  de  li 
misma  por  el  curador  ad-litem  de  los  menores  D.  Alejandro,  Dofii 
Dolores  y  D.  Ignacio  Amirola  y  Neila  con  D.  Luis  y  D.  Antonio  Mo* 
nedero,  sobre  tercería  de  dominio;  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  vüs> 
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tad  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  los  demandantes  contra 
la  sentencia  que  en  11  de  Febrero  último  dictó  la  referida  Sala  : 

Resultando  que  los  consortes  D.  Bernardo  Vi  llamón  y  Doña  Dioni- 
sia  Labrandero  otorgaron  testamento  en  20  de  Setiembre  de  1840,  ins- 
tituyendo heredera  á  su  sobrina  Doña  María  de  los  Dolores  Neila ;  y 
que  en  15  de  Diciembre  de  1818  otorgaron  un  codicilo,  en  el  que  de- 
clararon que  tenian  una  casa  situada  en  la  calle  de  Jardines ,  número 
32,  y  que  era  su  voluntad  que  el  poseedor  de  ella  estuviera  obligado 
á  dar  300  rs.  al  año  para  los  pobres  del  barrio  y  á  mandar  celebrar  12 
misas  anuales,  disponiendo  después  que  si  su  sobrina  y  heredera  Doña 
María  de  los  Dolores  Neila  falleciese  sin  sucesión  legítima,  en  este  caso 
se  entenderla  la  institución  de  heredera  sólo  usufructuaria  y  á  su  fa- 
llecimiento pasaría  la  propiedad  de  la  casa  á  los  pobres  del  Hospital 
general ,  con  la  única  obligación  de  mandar  celebrar  36  misas,  que- 
dando relevado  del  pago  de  los  300  rs.  para  lo^  pobres.  Pero  si  la  ex- 
presada Doña  María  de  los  Dolores  Neila  tuviese  hijos  legítimos ,  se 
cumplirla  la  carga  de  dichos  300  rs.  y  12  misas  y  los  expresados  sus 
hijos  serian  únicos  y  universales  herederos,  sin  traba  alguna,  con  di- 
chas obligaciones: 

Resultando  que  Doña  María  de  los  Dolores  Neila  y  Labrandero,  con 
licencia  y  autorización  de  su  marido  D.  Alejandro  Amirola,  recibió  á 
préstamo  por  escHtura  de  10  de  Marzo  de  1861  de  D.  Meliton  Mone- 
dero 4.000  escudos  que  se  obligó  á  satisfacer  con  los  productos  de 
una  casa  de  su  propiedad,  sita  en  la  calle  de  Jardines,  número  32  mo. 
derno,  con  interés  de  11  por  100  anual,  á  rebatir  del  principal  lo  que 
importaran  los  productos  que  fuera  recibiendo,  estipulándose  en  la 
sexta  condición  de  la  escritura  mediante  á  no  haberse  determinado 
plazo  fijo  para  la  terminación  del  contrato ,  que  una  vez  fallecida 
Doña  Dolores  antes  de  haber  extinguido  la  obligación ,  tendría  dere- 
cho Monedero  para  reclamar  inmediatamente  el  pago  de  lo  que  se  le 
estuviese  adeudando  por  principal  y  réditos,  procediendo  contra  los 
bienes  que  dejase  la  deudora: 

Resultando  que  Doña  Dolores  Neila  falleció  en  13  de  Marzo  de 
1868,  y  el  acreedor  D.  Luis  Monedero,  en  25  del  mismo  mes,  dejando 
herederos  á  sus  dos  hijos  D.  Antonio  y  D.  Luis  Monedero  y  Torija,  y 
que  despachada  á  su  instancia  ejecución  contra  los  bienes  y  ventas  re- 
lictos por  la  finada  Doña  Dolores,  hasta  en  cantidad  suficiente  á  cu- 
brir los  4.000  escudos,  intereses  y  costas;  y  requerido  D.  Alejandro 
Amirola;  como  padre  de  los  menores  herederos  de  Doña  Dolores  para 
que  señalase  bienes  de  su  exclusiva  propiedad,  señaló  diferentes  mue- 
bles, la  casa  sita  en  la  calle  de  Jardines  número  32  y  las  rentas  ó 
alquileres  de  la  misma : 

Resultando  que  citado  de  remate  D.  Alejandro  Amirola  como  re- 
presentante de  sus  hijos,  no  habiéndose  opuesto  á  la  ejecución ,  dictó 
el  Juez  de  primera  instancia  sentencia  de  remate,  estableciendo,  entre 
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Otros  fandamentos,  que  los  sucesores  y  herederos  legítimos  de  la  finada^ 
habían  subrogado  á  aquella  en  las  mismas  obligaciones  que  habla  de- 
jado perennes  en  cuanto  alcanzasen  los  bienes  hereditarios: 

Resultando  que  nombrado  curador  ad  litem  á  los  menores  D.  Ale- 
jandro, D.  Ignacio  y  Doña  María  de  los  Dolores  Amirola  y  Neila,  en- 
tabló, con  presentación  del  codicilo  antes  referido,  en  24  de  Agosto  de 
1868,  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  exponiendo  que  cuando,  según 
aquella  disposición,  debían  entrar  los  menores  á  percibir  como  dueños 
los  productos  de  la  citada  casa,  aparecía  embargada  á  consecuencia 
de  un  juicio  ejecutivo  que  se  seguía  contra  D.  Alejandro  Amirola: 
que  siendo  la  herencia  testada  ó  intestada  uno  de  los  modos  de  ad- 
quirir el  dominio,  y  habiendo  dispuesto  D.  Bernardo  Yillamon  y  su 
mujer  que  los  hijos  legítimos  de  Doña  Dolores  Neila ,  heredasen  sin 
traba  alguna  la  casa  número  32  de  la  calle  de  Jardines,  era  innegable 
que  se  les  habían  trasmitido  todos  los  derechos  á  que  aquellos  cor- 
respondían sin  otras  oblgacioaes  que  las  que  emanaban  de  las  mis- 
mas personas  á  quienes  habían  sucedido,  y  que  hoy  representaban: 
que  el  dueño  de  una  casa  embargada  ó  secuestrada  como  perteneciente 
á  un  tercero  por  deuda  de  éste ,  y  en  que  ninguna  responsabilidad 
tuviera  aquel,  podía  reclamar  el  alzamiento  del  embargo  y  debía  ob- 
tenerlo, justificada  que  fuera  su  propiedad,  y  que  el  que  sin  razón  le- 
gítima molestaba  á  otro  en  la  posesión  de  lo  que  le  correspondía,  de- 
bía ser  condenado  en  Ids  costas  y  en  la  indemnización  de  daños  y 
perjuicios,  suplicando  que,  acordándose  desde  luego  la  suspensión  del 
procedimiento  de  apremio  respecto  á  la  casa  número  32  de  la  calle  de 
Jardines,  se  declarase  en  su  día  que  dicha  finca  pertenecía  en  posesión 
y  propiedad  á  los  menores  demandantes,  mandando  que  se  alzase  el 
embargo  de  ella  y  sus  alquileres  y  que  se  dejasen  á  libre  disposición 
de  los  mismos,  con  imposición  de  costas  á  D.  Luis  y  D.  Antonio  Mo- 
nedero: 

Resultando  que  los  ejecutantes  formaron  artículo  para  que  se  de- 
clarase que  la  demanda  no  se  hallaba  interpuesta  dentro  de  las  con- 
diciones legales,  proveyendo  después  como  consecuencia  de  dicha  de- 
claración ,  lo  que  en  derecho  correspondiera ;  alegando  para  ello  que 
adolecía  del  defecto  legal  de  hallarse  entablada  por  los  mismos  eje- 
cutados, y  en  su  consecuencia,  de  la  imposibilidad  de  tramitarse  de- 
bidamente y  de  cumplir  con  lo  que  prescribía  el  art.  998  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil ,  por  el  absurdo  que  resultaría  de  que  una  misma 
persona  fuera  á  la  vez  demandante  y  demandada,  encontrándose  por 
lo  mismo  fuera  de  las  condiciones  que  para  toda  clase  de  demandas 
establecía  el  art.  226  de  la  citada  ley :  y  que  estas  consideraciones  y 
lo  resuelto  en  un  caso  idéntico  por  este  Tribunal  en  sentencia  de  6 
de  Marzo  de  aquel  año ,  le  obligaban  á  proponer  contra  la  demanda 
la  excepción  de  defecto  Ilegal  en  el  modo  de  proponerla,  consignada 
en  el  caso  cuarto  del  art.  237  de  la  misma  ley : 
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Resaltando  gne  los  demandantes  impugnaron  el  artículo,  soste- 
niendo que  el  Jnicio  ejecativo  que  el  acreedor  de  los  menores  no  co- 
nocía aún,  porque  no  habla  entendido  en  él,  debía  haberse  entablado 
contra  su  padre  D.  Alejandro  Amirola,  siendo  en  otro  caso  nulas  to- 
das las  actuaciones,  porque  no  pudiendo  en  él  representarle,  á  causa 
de  su  interés  propio  y  acaso  nada  en  armonía  con  el  de  los  menores, 
era  imposible  que  hubiera  dejado  á  estos  sin  defensa ,  y  que  el  re- 
querimiento ai  pago  y  citación  de  remate  no  se  hubiese  entendido 
con  su  representante  legal:  que  sólo  eran  admisibles  como  escepcio* 
nes  dilatorias  las  que  taxativamente  enumeraba  el  art.  237  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  y  que  las  perentorias  formuladas  en  artículo 
de  incontestacion  no  detenían  el  curso  de  la  demanda,  ni  podían  re- 
solverse en  la  providencia  que  sobre  dicho  artículo  recayera,  según 
sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  11  de  Diciembre  de  1863: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  esti- 
mando el  artículo  y  declarando  en  su  consecuencia  qne  los  hermanos 
Monedero  no  estaban  obligados  á  contestar  la  demanda  mal  llamada 
de  tercería,  propuesta  á  nombre  de  D.  Alejandro,  D.  Ignacio  y  Doña 
María  de  los  Dolores  Amirola  y  Neila,  sin  hacer  especial  condenación 
de  costas,  y  que  interpuesta  apelación  por  estos ,  á  que  se  adhirieron 
los  ejecutantes  por  no  haberse  condenado  á  los  apelantes  en  las  cos- 
tas de  la  primera  instancia,  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta 
capital  confirmó  en  11  de  Febrero  del  corriente  año  de  1870  la  sen- 
tencia apelada ,  imponiendo  á  los  demandantes  las  costas  de  ambas 
instancias : 

Resultando  que  el  curador  ad-litem  de  los  menores  Amirola  interpuso 
recurso  de  casación,  citando  como  infringidas,  con  relación  al  extremo 
en  que  se  declaraba  haber  lugar  al  artículo  de  incontestacion,  el  837  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  doctrina  establecida  por  este  Tribu- 
nal en  sentencia  de  11  de  Diciembre  de  1863,  según  la  cual  las  escepcio- 
nes  perentorias  formuladas  en  artículo  de  incontestacion  no  detienen 
el  curso  de  la  demanda,  ni  pueden  resolverse  en  la  providencia  que 
sobre  dicho  artículo  recaiga.  T  en  cuanto  á  la  condenación  de  costas 
de  ambas  instancias,  las  leyes  8.',  tít.  22,  Partida  3.'  y  2.',  tít.  19,  li- 
bro 11  de  la  Novísima  recopilación  y  la  doctrina  consignada  en  sen- 
tencia de  9  de  Enero  de  1862,  pues  para  que  á  un  demandante  se  con- 
dene en  costas,  es  preciso  que  la  demanda  sea  maliciosa,  que  el  liti- 
gante carezca  de  razón ,  derecho,  ó  que  proceda  con  temeridad  co- 
nocida. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Ministro  D.  Joaquín  Jaumar  de  la  Carrera. 

Ck)nsiderando  con  relación  al  primer  motivo  del  recurso  que  ha- 
biéndose dirigido  la  acción  ejecutiva  y  embargo  contra  los  bienes  de 
los  menores  Amirola  como  herederos  de  la  deudora  no  pueden  estos 
lagalmente  presentarse  con  el  carácter  de  terceros  opositores  etf  el 
mismo  juicio  porque  serian  á  la  vez  demandantes  y  demandados ,  y 
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que  en  su  consecuencia  la  Sala  sentenciadora  al  repeler  su  demanda, 
declarando  que  ios  rjecutantes  D.  Luis  y  D.  Antonio  Monedero  no  de- 
ben contestarla,  no  ha  infringido  el  art.  237  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  que  precisamente  comprende  entre  las  escepciones  dila- 
torias la  de  defecto  legal  en  el  modo  de  proponer  la  demanda ,  opuesta 
por  los  hermanos  Monedero,  siendo  por  lo  mismo,  inaplicable  la  doc- 
trina consignada  por  este  Supremo  Tribunal  en  la  sentencia  de  11  de 
Diciembre  de  1863: 

Considerando  en  cuanto  al  segundo  .motivo  que  son  también  in- 
aplicables las  leyes  y  la  doctrina  que  cita  el  curador  recurrente,  por- 
que habiendo  apelado  éste  de  la  sentencia  de  primera  instancia  y 
adheridese  á  dicha  apelación  ios  hermanos  Monedero,  por  no  haberse 
condenado  á  aquel  en  las  costas,  la  Sala  ha  podido  imponer  las  de 
ambas  instancias  á  la  parte  que,  según  su  apreciación  habia  litigado 
con  temeridad; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  baber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  á  nombre  de  los  menores  D.  Alejan- 
dro, Doña  Dolores  y  D.  Ignacio  Amirola  y  Neiia,  á  quienes  condena- 
mos á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestaron  caución^  que  paga- 
ran si  vinieren  á  mejor  fortuna,  y  en  las  costas;  y  mandamos  que  se 
devuelvan  los  autos  á  la  Audiencia  de  esta  capital,  con  la  certificación 
correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta 
y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  ai  efecto  las  co- 
pias necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.=sJuan  Gon- 
zález Acevedo.=José  María  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=Valenlia 
Garralda.=Francisco  María  de  Castilla.=Joaquín  Jaumar.=José  Fer- 
mín de  Muro. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Joaquín  Jaumardela  Carrera,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma, 
el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  28  de  Setiembre  de  1870.=Gregorio  Camilo  García. 
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NÍM. 11. 

CASACIÓN. 


Pago  de  cierta  cantidad.— Senlencia  de  30  de  Setiembre,  decla- 
rando haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
Marqués  de  Castelar  y  el  Conde  de  Villariezo  contra  la  pronun- 
ciada en  26  de  Octubre  de  1869  por  la  Sala  primera  de  la  Au- 
diencia de  Yalladolid,  en  pleito  con  D.  Tomás  Risueño. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  estdblcce : 

Que  la  prohibición  de  afianzar  por  otras  personas,  que  contiene 
la  ley  7.',  tit.  11,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  se  refiere 
exclusivamente  á  los  simples  labradores  según  lo  demuestra  su  mismo 
texto. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  30  de  Setiembre  de  1870,  en  los  autos  que 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Ciudad -Rodrigo  y  en  la  Sala  pri- 
mera de  la  Audiencia  de  Vailadolid  han  seguido  el  Marqués  de  Cas* 
telar  y  el  Conde  de  Villariezo  con  D.  Tomás  Risueño ,  sobre  pago  de 
Í8.I31  rs.  30.  mrs.;  autos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de 
casación  interpuesto  por  ios  demandantes  contra  la  sentencia  que 
en  26  de  Obtubre  de  1869  dictó  la  referida  Sala  : 

Resultando  que  D.  Ángel  Salgado,  Administrador  de  los  bienes  y 
rentas  que  en  Ciudad-Rodrigo  y  otros  pueblos  poseen  el  Marqués  de 
Castelar  y  Doña  María  del  Patrocinio  Patino,  esposa  del  Conde  de  Vi- 
llariezo, con  motivo  de  resultar  dicho  Salgado  adeudando  por  una 
cuenta  rendida  en  8  de  Junio  de  1857,  al  primero  la  cantidad  líquida 
de  36.983  rs.  9  mrs..  y  á  la  segunda  la  de  25.419  rs.  20  mrs.,  y  además 
el  Marqués  de  Cintádilla,  como  marido  de  Doña  Inés  Patino,  partícipe 
también  de  los  propios  bienes,  la  suma  de  4.631  rs.  18  mrs.:  por  es* 
critura  de  27  de  Octubre  de  dicho  año  1857  el  D.  Ángel  Salgado,  ve- 
cino de  Ciudad  Rodrigo,  y  D.  Tomás  Risueño,  que  lo  era  dé  Rodon, 
haciendo  mérito  el  primero  de  que  por  consecuencia  de  dicho  alcance 
había  sido  separado  de  la  administración  de  dichos  bienes,  habiéndose 
encargado  de  ella  D.  Rernabé  López  González;  y  que  después  habla 
obtenido  la  gracia  de  ser  repuesto  con  las  seguridades  que  él  mismo 
y  D.  Tomás  Risueño  expresaban  en  esta  escritura,  declararon:  pri- 
mero, que  el  D.  Ángel  Salgado  reconocía  á  favor  del  Marqués  do  Cas- 
telar,  del  Conde  de  Villariezo,  como  esposo  de  Doña  María  del  Patro- 
cinio Patino,  y  á  favor  de  Doña  Inés  Patino  y  Osorio,  esposa  del  Mar- 
qués de  Cintádilla,  las  mencionadas  sumas,  que  resultaban  de  alcan- 
ces de  sus  cuentas,  comprometiéndose  á  pagar  las  referidas  cantida* 
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des  con  el  producto  fntegro  de  la  venta  de  las  dos  fincas  radicantes 
en  Salamanca»  que  tenia  hipotecadas,  y  el  líquido  que  resultase  bajado 
del  importe  de  la  venta,  con  el  premio  de  sus  administraciones  en  los 
años  sucesivos,  hasta  el  total  pago  de  los  insinuados  créditos:  segundo, 
que  como  para  incautarse  nuevamente  el  D.  Ángel  Salgado,  se  le  exi- 
gía que  afianzase  el  duplo  de  las  rentas  que  percibiera  en  un  año,  y 
resultando  que  ascendía  aquel  á  118.270  rs.,  el  mismo  D.  Ángel  pre- 
sentaba como  su  fiador  mancomunado  al  D.  Tomás  Risueño ,  propie- 
tario y  vecino  del  pueblo  de  Bodón,  quien  se  prestaba  á  serlo  con  la 
obligación  general  de  bienes  muebles  y  raices,  y  con  hipoteóa  especial 
y  expresa  de  la  tercera  parte  de  la  dehesa  del  Manzano  que  le  corres- 
pondía en  propiedad  y  dominio:  tercero,  que  como  resultase  que  dicba 
tercera  parte  de  la  dehesa  del  Manzano  correspondiente  al  D.  Tomás 
Risueño,  estaba  tasada  en  211.489  rs.,  hipotecaria  íntegramente  dicha 
tercera  parte  por  vía  de  fianza  de  los  118.270  rs.,  duplo  de  la  renta 
anual  que  quedaba  expresada:  cuarto,  que  luego  que  se  verificase  la 
venta  de  las  dos  propiedades  pertenecientes  en  Salamanca  á  D.  Ángel 
Salgado,  se  rebajarla  el  producto  de  las  mismas  de  su  deuda  6  alcance, 
y  con  la  competente  certificación  se  anotaría  en  esta  matriz  y  regis- 
tro que  de  ella  se  hiciesen  en  la  Contaduría  de  Hipotecas,  no  obstante 
lo  cual  quedaría  en  pié  y  tal  como  ahora  estaba  la  hipoteca  por  los 
118.270  reales  para  la  seguridad  de  lo  que  restase  adeudando  el  Don 
Ángel  y  del  buen  desempeño  de  la  administración;  por  manera  que 
toda  la  fianza  era  de  los  211. i89  rs.,  con  cuyas  condiciones,  y  otras 
que  también  se  mencionan,  se  obligaron  el  D.  Ángel  Salgado  á  des- 
empeñar bien  y  fielmente  las  dichas  administraciones  del  Marqués  de 
Gastelar,  de  Doña  Haría  del  Patrocinio  y.  Doña  Inés  Patino  y  Osorío, 
dando  cuenta  con  pago  de  los  intereses  que  percibiera  y  de  los  que 
acababa  de  percibir  del  D.  Bernabé  López  González;  y  el  D.  Tomás 
Risueño  se  constituyó  su  fiador  mancomunado,  de  snerte  que  los  refe- 
ridos señores  podrían  dirigirse  contra  los/  dos  juntos  6  contra  cual- 
quiera de  ellos  por  el  todo,  sin  que  fuese  necesario  hacer  antes  escur- 
sion  de  los  bienes  del  otro: 

Resultando  que  en  11  y  28  de  Junio  de  1866  las  secretarías  y  con- 
tadurías del  Conde  de  Villaríezo  y  del  Marqués  de  Castelar,  con  vista 
de  las  cuentas  del  Administrador  D.  Ángel  Salgado  correspondientes 
al  año  de  1865  y  meses  de  1866  hasta  el  31  de  Mayo,  en  que  coso  la 
administración,  formaron  unas  liquidaciones,  según  las  que  el  D.  Ángel 
Salgado  adeudaba  al  Maques  de  Castelar  39.802  rs.  13  mrs.,  y  al  Conde 
de  Villaríezo  8.629  rs.  17  mrs.,  formando  en  junto  ambas  partidas  la 
de  48.431  rs.  30  mrs.: 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  5  de  Junio  de  1866, 
que  fué  revocada  en  el  mismo  dia,  dejándola  nula  y  sin  valor  ni 
efecto  alguno,  D.  Tomás  Risueño  Martin  manifestó  que  habiéndole 
djteho  D.  Bernabé  López,  Administrador  del  Marqués  de  Castelar,  que 
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D.  Ángel  Salgado  resultaba  fallido  en  su  administración,  á  la  cual 
debía  responder  el  compareciente  como  fiador  de  Salgado,  daba  y  con- 
fería SQ  poder  bastante  á  D.  Tomls  Roldan  y  D.  Felipe  Sánchez,  para 
que  juntos  y  siempre  de  acuerdo,  entendiéndose  extrajadicialmente  con 
el  deudor  Salgado  y  con  la  casa  ó  administración  del  Marqués,  y  con 
conocimiento  de  sus  cuentas  y  liquidación,  en  que  ante  todo  habían 
de  intervenir  para  qua  tuviese  valor  este  poder,  tratasen  del  arreglo 
del  negocio  con  los  mismos  y  con  cualquiera  otras  personas  ó  amigos 
que  quisieran  concurrir  al  mismo  fin;  y  si  fufase  necesario  para  venir 
á  un  arreglo  y  avenencia  conveniente  con  los  mismos,  asistiendo  á 
juntas  y  deliberaciones,  oyendo,  discutiendo  6  haciendo  las  proposi- 
ciones que  á  tal  objeto  se  presentasen  ó  hillas^^n  m^s  adecuadas,  pu- 
diendo  variar  las  que  el  otorgante*  en  aquel  día  había  hecho  al  Marqué?, 
sin  examinar  ni  prejuzgar  la  obligación  que  tuviera  contraída,  cuyas 
proposiciones  podrían  variar  en  vista  de  datos  y  antecedentes,  puesto 
que  las  hechas  por  él  sin  ellas  en  nada  perjudicaba  su  dericho  y  ac- 
ción, tanto  menos,  cuanto  que  hablan  sido  hechas  condicionalmente, 
determinando  el  modo  de  arreglo  que  les  pareciera  con  las  fianzas, 
plazos  y  seguridades  necesarias,  para  que  el  auxilio  que  el  compare- 
ciente hubiera  de  dar  á  Salgado  quedara  garantido,  de  modo  que  tu 
viese  su  reembolso  fijo  y  cierto  cuando  se  conviniera,  pactando  y  tran- 
sigiendo sobre  todos  los  puntos  que  conviniera  discutir. 

Resultando  que  en  el  mismo  día  5  de  Junio,  como  se  índica  en  la 
precedente  escritura,  el  D.  Tomás  Risueño  firmó  un  documento  pri- 
vado, expresando  que  como  fiador  mancomunado  de  D.  Ángel  Salga- 
do, Administrador  del  Marqués  deCastelnr  en  Ciudad -Rodrigo,  rogaba 
á  la  casa  del  expresado  Marqués  se  dignase  aceptar  la  proposición 
siguiente  para  realizar  el  pago  del  alcance  que  contra  dicho  D,  Án- 
gel resultase  de  la  liquidación  que  estaba  practicando  éste  con  su 
principal;  primero,  que  Risueño  pagaría  en  tres  plazos  iguales  y  en 
el  término  de  tres  años  la  suma  que  apareciera  adeudar  el  Salgado  á 
dicho  su  principal,  cuyos  pagos  se  verificarían  en  los  meses  de  Enero 
de  cada  uno  de  los  años  de  1867,  1868  y  1869:  segundo,  que  confiado 
en  la  bondad  del  Marqués  y  en  sus  buenos  deseos ,  el  proponente  se 
atrevía  á  esperar  que  para  proporcionarle  el  posible  reintegro  de  lo 
que  satisfacía  por  D.  Ángel  Silgado,  se  le  dispensara  el  favor  de  en- 
tregarle la  Administración  de  que  á  éste  se  había  separado,  propo- 
niéndose destinar  sus  productos  exclusivamente  á  amortizar  el  cré- 
dito que  adquiría  contra  Salgado  por  virtud  del  pago  que  venía  á 
realizar  por  él,  ofreciendo,  en  caso  que  la  administración  se  le  con- 
fiase, las  garantías  que  el  Marqués  juzgara  necesarias: 

Resaltando  que  acerca  de  esta  proposición  el  Administrador  Don 
Bernabé  López  González*  trascribió  á  Risueño  en  30  de  Junio  lo  que 
le  manifestaba  el  Marqués  de  Castelar,  de  que  no  les  era  posible  ac- 
ceder ft  ella,  pero  que  atendiendo  fi  su  estado  y  considerando  los  per- 
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]aicios  que  se  le  pudieran  irrogar  con  la  exacción  de  pronto  de  toda  la 
cantidad,  taabian  determinado  qae  verificase  el  cobro  del  fiador  Rísaeff o , 
la  mitad  de  presente  y  la  otra  mitad  para  el  dia  1.*  del  affo  de  1867: 

Resaltando  que  presentado  el  D.  Ángel  Salgado  en  concurso  vo- 
luntario de  acreedores  en  19  de  Julio  de  1866 ,  y  celebrada  Junta  en 
que  se  le  concedieron  esperas  sin  limitación  de  ningún  género ,  pre- 
sentó escrito  el  Marqués  de  Gaste) ar,  formalizando  oposición  á  dicho 
acuerdo  por  falta  de  mayoría  legal ,  alegando ,  entre  otras  cosas,  que 
aunque  él  no  concurrió  á  la  Junta  y  tenia  resuelto  no  mezclarse  en 
el  concurso  provocado  por  Salgado ,  porque  pudiendo  dirigir  desde 
luego  su  acción  contra  aquel  y  Risueño ,  como  solidariamente  obli- 
gado al  pago  de  su  crédito,  le  era  más  expedito  el  camino  que  la  ley 
le  abria  contra  Risueño,  que  el  que  tendría  que  seguir  contra  Salga- 
do, como  con  arreglo  á  la  ley  ios  acuerdos  de  aquella  clase  afectaban 
y  dejaban  obligados  aun  á  los  acreedores  no  concurrentes  si  no  se 
presentaban  á  impugnarlo  dentro  del  término  legal ,  no  podría  du- 
darse de  su  personalidad  para  sostener  la  impugnación,  ni  de  la  opor- 
tunidad de  ésta,  en  razón  de  que  desde  que  se  tomó  el  acuerdo,  aún 
no  hablan  trascurrido  los  ocho  dias  de  la  ley: 

Resultando  que  por  auto  de  31  de  Agosto  de  dicho  año  de  1866  se 
le  hubo  por  opuesto  al  acuerdo,  sin  que  se  haya  he^ho  constar  otro 
resultado: 

Resultando  que  posteriormente  el  citado  Marqués  de  Gastelar,  Don 
Nicolás  Patino  y  Osorio  y  el  Conde  de  Villariezo ,  en  representación 
de  su  esposa  Doña  María  del  Patrocinio  Patino  y  Osorio ,  dedujeron 
demanda  en  17  de  Setiembre  de  1866 ,  solicitando  que  se  condenase 
á  D.  Tomás  Risueño  al  pago  de  los  48.481  rs.  30  mrs..  de  que  en  las 
últimas  cuentas  habla  resultado  en  descubierto  el  D.  Ángel  Salgado, 
con  los  intereses  devengados  desde  que  legalmente  incurrieron  en 
mora,  á  razón  de  un  6  por  100  anual  y  las  costas,  alegando  para  ello: 
que  en  virtud  de  la  escritura  de  27  de  Octubre  de  1857,  D.  Ángel  Sal- 
gado quedó  constituido  en  un  verdadero  mandatario  de  los  dueños  de 
los  bienes  de  cuya  administración  se  hizo  cargo,  y  como  tal  respon- 
sable ó  dar  cuenta  de  su  gestión  y  al  pago  ó  entrega  de  lo  que  reci- 
biese por  consecuencia  del  mandato,  con  reparación  de  los  daños  y 
perjuicios  que  por  su  culpa  sobreviniesen  á  los  mandantes :  que  Don 
Tomás  Risueño  se  comprometió  en  la  misma  escritura  á  responder 
mancomunada  y  solidariamente  con  Salgado  de  la  buena  administra- 
ción de  éste,  con  lo  cual  vino  á  hacer  suya  la  obligación  contraída 
por  el  mismo  Administrador  ó  mandatario,  y  adquirieron  los  man-- 
dantes  el  derecho  de  dirigirse  contra  los  dos  ó  contra  cualquiera  de 
ellos  por  el  todo  ai  hacer  cualquiera  reclamación  en  cumplimiento 
de  lo  estipulado,  porque  tal  era  la  naturaleza  y  efectos  de  la  obliga^, 
clon  solidaria,  conforme  á  la  ley;  y  que  habiendo  resultado  de  las  úU 
timas  cuentas  rendidas  por  Salgado  un  alcance  á  favor  de  los  demaiP 
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dantes,  importante  en  Junto  48.Í31  rs.  30  mrs.,  tan  obligados  estaban 
á  su  pago  Salgado  como  Risueño ,  con  arreglo  á  lo  expuesto  en  los 
anteriores  fundamentos,  y  por  consiguiente,  los  demandantes  muy  en 
su  derecho,  entendiéndose  ai  efecto  exclusivamente  con  el  último, 
prescindiendo  de  su  codeudor  Salgado: 

Resultando  que  en  su  contestación  el  D.  Tomás  Risueño  preten- 
dió que  se  desestimase  dicha  demanda ,  declarando  nula  y  de  todos 
modos  ineficaz  y  sin  fuerza  legal  alguna  de  obligarle ,  la  escritura 
de  27  de  Octubre  de  1857,  así  como  al  mismo  evento  de  la  obli- 
gación de  mandatario ,  cuyo  cumplimiento  se  pedia  por  la  acción 
personal  de  mandato,  condenando  al  demandante  en  todas  las  cos- 
tas del  juicio  y  en  los  daños  y  perjuicios  que  con  él  se  causasen  al 
demandado ;  á  cuyo  efecto ,  proponiendo  las  excepciones  de  falta  de 
personalidad  en  el  Procurador,  por  no  ser  bastante  el  poder  presen* 
tado  con  ki  demanda,  y  en  el  actor,  por  ser  ya  parte  legítima  ante- 
riormente y  por  separado  en  el  concurso  voluntario  de  Salgado,  por 
razón  del  mismo  crédito  que  aquí  reclamaba  Risueño,  y  subsidiaria- 
mente la  doble  excepción  de  carecer  el  demandante  de  la  acción  que 
ejercitaba  contra  Risueño ,  y  la  de  nulidad  é  ineficacia  en  todo  caso  de 
la  referida  escritura  de  1857 »  en  que  la  fundaba ,  expuso :  que  dicha 
escritura  de  fianza  se.  otorgó  pare  que  sirviese  de  algún  modo  á  solem- 
nizar más  el  compromiso  que  para  con  el  Marqués  y  Conde  deman- 
dantes contraía  Salgado  de  administrarles  sus  bienes  y  corresponder 
dignamente  á  la  especial  gracia  que  quisieron  concederle;  pero  sin 
que  hubiese  de  constituir  á  Risueño  en  obligación  real,  que  no  admitía, 
de  pagar  una  quiebra  si  la  hubiera,  siendo  sólo  un  medio  de  morali- 
zar y  hacer  mrjor  la  administración  de  Salgado  :  que  éste  cesó  en  la 
administración  del  Marques  de  Cintadilla  en  1864,  y  de  la  del  Marqués 
de  Castelar  y  Conde  de  Viliariezo  en  1865,  sin  que  nada  se  dijese  á 
D.  Tomás  Risueño  como  fiador  sobre  el  cese  de  Salgado,  ni  que  en  las 
dientas  que  entonces  se  le  tomaron  resultara  alcanzado  en  poco  ni  en 
mucho,  no  habiéndosele  llamado  tampoco  á  que  constituyera  fianza 
alguna  por  Salgado  cuando  de  nuevo  se  le  nombró  Administrador  so- 
lamente del  Marqués  de  Castelar  y  Conde  de  Viliariezo,  reponiéndola 
en  tal  cargo ,  ni  cuando  antes  quedó  ya  sólo  Administrador  de  estos: 
que  D.  Tomás  Risueño  fué  siempre  como  era  hoy  y  al  otorgarse  dicha 
escritura  de  1857,  labrador  consagrado  toda  su  vida  exclusiva  é  íntegra- 
mente á  la  profesión  agrícola ,  siendo  así  por  todos  conocido ,  al  par 
que  por  hombre  honrado  y  sencillo  en  sus  procederes,  siendo  siempre 
con  el  propio  carácter  tratado  por  los  representantes  y  apoderados 
de  los  Marqueses  y  Condes  referidos,  y  además  como  arrendatario  de  la 
dehesa  de  Posadillos,  del  Marqués  de  Cintadilla :  que  habiéndose  pre- 
sentado mañosamente  D.  Ángel  Salgado  en  concurso  voluntario,  para 
perjudicar  la  acción  ejecutiva  que  contra  él  habla  intentado  D.  Tomás 
Biftoe&o  y  ofrecer  sin  duda  pretexto  para  que  ahora  dijese  el  actor  que 
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era  seguro ,  y  le  obligaba  á  buscar  su  pago  en  Risuefio  en  nombre  del 
Marqués  de  Gastelar  y  Conde  de  Vlliariezo ,  se  presentó  como  parte 
legítima  el  Procurador  de  los  mismos  á  oponerse  á  la  espera  que  allí 
se  otorgó  á  Salgado :  que  á  Risueño  no  se  le  notificó  como  fiador  de 
aquel ,  ni  el  cese  de  Salgado^  ni  su  alcance ,  ni  se  llamó  á  intervenir 
para  nada  en  la  toma  de  cuentas,  recibo  de  existencias  y  demás  por 
su  sucesor  D.  Bernabé  López,  hasta  que  por  primera  vez  en  3  de  Junio 
se  lo  comunicó  en  la  carta  que  presentaba :  que  Risueño ,  acreedor 
particular  de  Salgado,  viéndose  solicitado  por  éste  y  otros  acreedores, 
sus  amigos  y  D.  Bernabé  López ,  como  apoderado  que  se  decia  del 
Marqués  de  Gastelar  y  Conde  de  Yillariezo ,  para  que  sacase  á  aquel 
del  conflicto  en  que  por  su  alcance  se  veia,  después  de  haber  sido 
inútiles  los  esfuerzos  que  se  buscaron ,  sobre  todo  en  una  reunión  en 
que  Salgado  les  presentó  como  alcance  contra  él  por  la  administración 
36.000  y  pico  de  reales  solamente,  y  de  haberse  negado  Risueño  á  toda 
obligación  de  fianza,  hizo  por  último  al  Marqués  y  Conde  menciona- 
dos, en  el  terreno  de  la  conciliación  y  sin  examinar  para  nada  la 
pretendida  fianza  de  que  hablaba  la  escritura  de  1857,  ni  ocuparse  si- 
quiera de  ella,  una  proposición  que,  armonizando  los  intereses  de  to- 
dos los  acreedores  de  Salgado ,  pudiera  servir  á  libertar  á  éste  de  la 
deuda  de  su  alcance,  satisfacer  á  sus  principales  y  quedar  en  actitud  de 
pagar  á  Risueño  y  otros  acreedores  ;  pero  que  esta  solicitud  habia  sido 
desechada :  que  se  pretendía  hoy  pedir  á  Risueño  antes  que  al  deudor 
principal  Salgado,  sin  hacer  excusión  en  sus  bienes,  dejándoselos  libres 
de  responsabilidad  por  suma  no  liquidada  por  Risueño;  y  por  último, 
como  fundamento^  de  derecho  citó  las  leyes  7/,  tít.  11 ,  iib.  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  la  9/  y  II,  tít.  15,  Partida  6.';  el  art.  503  y  el 
237  y  239  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil : 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  las  partes  articularon, 
y  hechas  sus  alegaciones,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instan- 
cia en  17  de  Diciembre  de  1868,  declarando  no  haber  lugar  á  la  excep- 
ción de  falta  de  personalidad ,  litis-pendencia  y  novación  de  contrato, 
y  que  era  nula,  de  ningún  valor  ni  efecto  la  fianza  otorgada  por  el 
demandado  D.  Tomás  Risueño  á  favor  de  los  demandantes,  y  absol- 
viendo en  su  consecuencia  de  la  demanda  al  demandado ,  condenando 
á  los  demandantes  á  perpetuo  silencio  y  en  las  costas : 

Resultando  que  sustanciada  la  apelación  que  interpusieron  los  de- 
mandantes, pronunció  sentencia  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  en 
26  de  Octubre  de  1869 ,  confirmando  dicha  sentencia  apelada  en  que 
se  absolvía  á  D.  Tomás  Risueño  de  la  demanda  propuesta  por  el  Mar- 
qués de  Castelar  y  Conde  de  Villariezo,  condenándoles  á  perpetuo  si- 
lencio y  en  las  costas,  inclusas  las  de  la  segunda  instancia : 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpusieron  los  demandantes  re- 
'  curso  de  casación,  citando  entonces  y  después  á  su  tiempo  en  este 
Tribunal  Supremo,  el  Marqués  de  Castelar  sólo  como  infringidas: 


.V 

'  i 


SBNTBNCIAS  DB   1870.  45 

1/  La  ley  1.*,  tít.  1.%  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación, 
según  la  cual:  «lo  convenido  por  las  partes  es  ley  del  contrato 
y  debe  ser  cumplido,»  y  la  ley  10,  tít.  12,  Pdrtida  5.',  según  la  que: 
«el  acreedor  puede  dirigirse  contra  el  fiador  sin  hacer  excusión 
cuando  éste  se  hubiese  obligado  solidariamente,»  por  cuanto  se 
declaraba  que  existia  falta  de  personalidad  en  la  parte  actora  por 
haber  reclamado  una  misma  cosa  en  otro  juicio,  y  que  no  podía 
repetirse  contra  Risueño  ínterin  no  constase  de  una  manera  evi* 
dente  la  insolvencia  de  Salgado ;  siendo  así  que  no  podia  decirse 
que  la  oposición  al  convenio  de  espera  concedido  á  Salgado  por  sus 
acreedores  produjera  falta  de  personalidad  en  la  parte  actora,  pues 
en  todo  caso  seria  la  excepción  de  litis  pendencia,  y  para  aquella  y 
esta  faltaban  los  requisitos  que  serian  indispensables,  pues  D.  Bernabé 
López,  á  nombre  de  los  demandantes,  nada  pidió  á  Salgado  ni  á  sus 
acreedores,  sino  que  se  limitó  á  oponerse  por  sí,  después  de  reclamar 
á  Risueño  tenia  que  dirigirse  contra  él ,  y  para  que  tal  acuerdo  no 
perjudicara  á  sus  poderdantes;  á  más  de  que  no  habiendo  como  no 
hubo  declaración  judicial  de  concurso,  no  podia  decirse  que  habla 
juicio  que  diese  lugar  á  la  indicada  excepción;  y  siendo  así  también 
que  D.  Tomás  Risueño  en  la  escritura  de  1857  se  constituyó  fiador 
mancomunado  de  Salgado  con  obligación  general  de  bienes  é  hipoteca 
especial ,  pudiendo  dirigirse  los  Marqueses  eontra  los  dos  juntos  ó 
contra  cualquiera  de  ellos  por  el  todo  sin  necesidad  de  hacer  antes 
excusión  de  bienes. 

2.*  Las  leyes  20  y  21;  tít.  12,  partida  8.*,  según  las  cuales  nace 
contra  el  mandatario  acción  directa,  por  cuanto  se  declaraba  que  ios 
demandantes  carecían  de  acción  por  no  ser  Risueño  mandatario  suyo; 
siendo  así  que  al  obligarse  Risueño  mancomunadamente  con  Salgado. 
se  colocó  respecto  á  los  mandantes  en  la  situación  de  éste,  por  ser 
principal  pagador  y  no  meramente  fiador,  teniendo  que  ser  una  la  ac- 
ción, porque  el  contrato  entre  los  demandantes  y  Salgado  y  Risueño 
fué  uno  sólo  y  una  sola  y  misma  era  la  acción;  habiendo  por  otra 
parte  cumplido  los  preceptos  l9gales,  toda  vez  que  se  determinó  la 
clase  de  acción  que  se  ejercitaba,  que  era  la  personal ,  y  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  no  exigia  que  se  expresase  su  nombre. 

3.*  La  ley  15,  tít.  14,  partida  5.'  y  los  principios  legales  de  que 
«la  remisión  de  un  acreedor  solidario  no  exonera  al  deudor  sino  de 
la  parte  correspondiente  á  él;»  y  de  que  «la  solidaridad  en  los  acree- 
dores no  se  presume,  sino  que  es  necesario  que  se  pacte  y  establezca 
expresamente,»  ai  declararse  que  existió  novación  en  el  contrato  por 
ser  separado  Salgado  de  las  administraciones  en  el  año  de  1865,  según 
se  decía  en  la  sentencia,  fundando  tal  declaración  en  la  suposición  de 
que  existía  solidaridad  entre  los  acreedores,  siendo  así  que  resultaba 
da  lois  autos  que  la  separación  de  las  administraciones  fué  en  31  de 
Mayo  de  1866. 
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4/  La  citada  ley  1.%  tít.  1.%  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación, 
se^n  la  caai  debe  ser  efectiva  la  obligación  de  Risueño  ai  declararse 
naia  la  escritura  de  27  de  Octubre  de  1857  y  aplicarse  al  efecto  la 
ley  7.\  tít.  11,  libro  10  de  la  Novísima  recopilación,  pues  esta  ley  se 
bailaba  implícitamente  derogada,  y  por  otra  parte  no  se  referia  sino 
á  ios  labradores  en  colonia,  no  á  los  que  labran  fincas  propias  como 
Risueño,  prohibiría  en  todo  caso  la  fianza,  pero  la  hipoteca  era  una 
cosa  distinta  y  no  prohibía  la  obligación  mancomunada,  que  era  la 
contraída  por  Risueño,  además  de  que  habiendo  comparecido  éste 
como  propietario,  como  propietario  debia  responder,  y  ;quedó  sujeto, 
nopudíendo  alcanzarle  los  beneficios  de  los  labradores,  pues  ocultó 
este  carácter,  y  la  ley  no  favorecía  á  los  engañadores. 

5/  El  art.  2M  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  doctrina  legal, 
ya  indicada  al  interponer  el  recurso,  que  enseña  que  la  denominación 
equivocada  es  impropio  que  pueda  darse  á  la  acción  que  se  entable, 
y  aun  en  la  negada  hipótesis  que  esto  sucediera  en  el  presente  caso, 
no  vicia  la  demanda  por  no  ser  necesario  que  se  exprese  con  su  nom- 
bre técnico,  bastando  que  se  determine  con  ciaridad.qué  es  lo  que  se 
pide,  como  con  repetición  tenia  declarado  este  Tribunal  Supremo  en 
varias  Sentencias,  y  entre  otras  en  la  que  en  10  de  Ncrviembre  de  1867 
pronunció  en  pleito  seguido  entre  D.  Joaquín  Guzman  y  Doña  Luisa  de 
Urrutía, 

6/  La  ley  16,  tít.  22,  Partida  8.',  los  artículos  256  y  333  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  y  la  doctrina  legal  de  que  dan  testimonio  va- 
rias sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  sobre  la  necesidad  que 
tienen  los  juzgadores  de  no  fallar  sobre  puntos  no  propuestos  ni  dis- 
cutidos en  el  pleito  en  la  forma  que  previene  la  ley,  y  entre  otras 
una  de  8  de  Febrero  de  1869,  pronunciada  en  los  autos  seguidos  entre 
D.  Rafael  Gasas  y  Doña  Francisca  de  la  Fuente,  puesto  que  el  hecho 
relativo  á  la  supuesta  destitución  de  Salgado  en  Noviembre  de  1865  no 
se  estableció  en  el  escrito  de  duplica  como  base  de  excepción  alguna. 

7.*  La  ley  2.*,  tít.  33,  Partida  7.',  y  la  ley  1/,  tít.  14,  Partida  3.*, 
porque  olvidando  el  resultando  último  de  la  sentencia,  en  que  se  con 
signaba  que  no  ¿rparecia  suficientemente  probada  la  cesación  en  1865 
de  Salgado  en  las  administraciones  de  Gastelar  y  Yiilariezo,  y  sin  te- 
ner en  cuenta  el  contenido  del  oficio  y  carta  de  los  folios  398  y  399, 
según  las  cuales  D.  Bernabé  López  fué  en  Noviembre  de  1865  á  in- 
cautarse de  aquella  administración  para  dar  parte  de  lo  que  ocurriese, 
se  presuponía  en  el  último  considerando  de  la  citada  sentencia  que 
Salgado  fué  destituido  en  Setiembre  de  1865  y  repuesto  en  Noviembre 
inmediato;  formando  así  el  criterio  jurídico  por  pruebas  que  en  la 
misma  sentencia  ^e  calificaban  de  insuficientes,  lo  cual  no  era  confor- 
me á  derecho,  y  cuando  incautarse  de  una  administración  para  dar 
cuenta  á  los  dueños  de  los  bienes,  no  era  destituir  al  Administrador 
porque  no  tenia  tal  significación  la  frase  á  que  se  aludía. 
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8/  La  ley  15,  tít.  14,  Partida  5.*  y  la  doctrina  legal  que  se  recor- 
daba  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  de  28  de  Junio  de 
1860  y  13  de  Febrero  de  1863 ,  según  las  cuales  no  puede  verificarse 
novación  alguna  en  las  obligaciones  y  derechos  de  un  tercero  por 
conjlratos  ó  actos  en  que  no  intervenga,  ni  alterarse  por  su  concurren* 
cia  y  consentimiento ;  y  los  demandantes  no  intervijiieron  en  el  becho 
ocurrido  en  1864  de  baber  retirado  sus  poderes  el  Marqués  de  Cinta- 
dilla  á  D.  Ángel  Salgado. 

9.*  Las  leyes  2/  y  4.',  tít.  13,  Partida  3.*,  sobre  conoscencia  becba 
en  juicio. 

10.  La  escritura  otorgada  en  27  de  Octubre  de  1857  por  D.  Ángel 
Salgado,  D.  Tomás  Risueño  y  D.  Bernabé  López  González. 

11.  Las  leyes  8.*,  tít.  3.*,  y  2.*,  tít.  14,  Partida  3.*  que  imponían  á 
Risueño  el  deber  de  probar  que  á  los  demandantes  constaba  que  era 
labrador  cuando  otorgaron  el  citado  documento ,  y  las  reglas  21  y  25 
de  derecho,  tít.  34,  Partida  7.*,  así  como  también  la  doctrina  jurídica, 
de  que  la  ley  ayuda  á  los  engañados  y  no  á  los  engañadores;  por 
cuanto  la  sentencia  daba  por  probado  que  el  Marqués  de  Gastelar  y  el 
Conde  de  Yiilariezo  debieron  partir  en  27  de  Octubre  de  1857  cuando 
Don  Tomás  Risueño  firmó  la  escritura  de  obligación  mancomunada  con 
Don  Ángel  Salgado,  del  hecho  de  que  dicho  Risueño  era  labrador;  y  lo 
único  que  á  este  propósito  se  había  alegado  y  probado  en  autos,  era 
que  le  tenían  arrendada  á  puro  pasto  la  dehesa  denominada  de  Posa- 
dillo,  lo  cual  acreditaba  únicamente,  que  sabían  que  era  ganadero, 
según  aparecía  de  las  escrituras  de  arriendo  de  la  expresada  finca; 
Bíendo  por  consiguiente  lo  cierto  que  al  considerar  la  sentencia  á  Ri- 
sueño como  labrador  para  los  efectos  de  la  escritura  de  27  de  Octubre 
de  1857  y  en  perjuicio  de  los  demandantes,  había  intringído  las  expre- 
sadas leyes,  reglas  y  doctrinas. 

12.  La  ley  7.',  tít.  11,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  cuya 
cita  venia  también  indicada  ya  al  interponer  el  recurso. 

Y  13.  La  ley  8.',  tít.  22,  Partida  3.*,  en  cuanto  la  sentencia  conde- 
naba en  las  costas  de  ambas  instancias  á  los  demandantes,  que  ejer- 
citaban la  acción. apoyados  en  una  escritura  pública  como  la  de  27  de 
Octubre  de  1857. 

Vistos,,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Jaumar  de  la 
Carrera. 

Considerando  que  la  escritura  pública  de  27  de  Octubre  de  1857  fué 
otorgada  con  todos  los  requisitos  legales  y  debidamente  registrada  en 
hipotecas;  que  en  ella  D.  Tomás  Risueño  se  constituyó  fiador  mancomu  - 
nado  del  D.  Ángel  Salgado,  expresando  textualmente  que  el  Marqués  de 
Gastelar  y  el  Conde  de  Vlllaríezo  podrían  dirigirse  contra  los  dos  juntos  ó 
eomra  cualquiera  de  ellos  por  el  todo,  sin  que  fuera  necesario  hacer  antes 
excusión  de  los  bienes  del  otro;  y  que  en  su  consecuencia  es  incuestíona- 
l)leque  Iqs  demandantes  pueden  exigirle  el  cumplimiento  de  esta  obli- 
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gaciOD,  con  arreglo  á  las  leyes  1/  del  tit.  1.*  del  libro  10  de  la  Noví- 
sima Recopilación,  y  10 ,  titulo  12,  Partida  5/: 

Considerando  qae  la  eficacia  de  dicha  obligación  no  puede  ser  im- 
pugnada, fundándose  en  la  disposición  de  la  ley  1.*,  tít.  11,  libro  10 
de  la  Novísima  Recopilación ;  porque  es  inaplicable  al  presente  caso, 
en  cuanto  la  prohibición  de  afianzar  por  otras  personas,  que  contiene 
la  citada  ley,  se  refiere  exclusivamente  á  los  simples  labradores^  según 
lo  demuestra  su  mismo  texto;  y  D.  Tomás  Risueño  al  otorgar  aquella 
escritura  no  se  llamó  labrador,  sino  que  se  tituló  pro/netono^  é  hipo- 
tecó especialmente  la  tercera  parte  de  la  dehesa  denominada  del  Man- 
zano, de  su  pertenencia,  tomándose  oportunamente  razón  de  esta  obli- 
gación en  el  Registro  de  Hipotecas  : 

Considerando  que  tampoco  procede  la  excepción  de  novación  del 
referido  contrato  por  no  poderse  calificar  de  tal  con  arreglo  á  la  ley 
15,  tít.  14,  Partida  5.%  la  escritura  de  5  de  Junio  de  1866,  por  haber 
quedado  sin  valor  ni  efecto  en  aquel  mismo  dia  por  voluntad  del  mis- 
mo otorgante,  ni  el  documento  privado  de  la  propia  fecha,  en  el  cual 
Risueño,  reconociéndose  fiador  mancomunado  de  Salgado,  ofrecía  pa- 
gar el  alcance  en  cuestión,  bajo  ciertas  condiciones,  que  el  Marqués  de 
Ca&telar  se  negó  á  aceptarlas,  según  consta  por  su  contestación  de  30 
del  citado  mes : 

Considerando  que  dicho  Marqués,  si  bien  se  presentó  en  el  concurso 
de  acreedores  de  Salgado,  lo  hizo  manifestando  que  lo  verificaba  con 
el  sólo  objeto  de  impugnar  d.entro  del  término  legal  la  espera  indefi- 
nida acordada  en  la  junta  general  de  22  de  Agosto  de  1866 ,  á  la  que 
no  habia  concurrido,  y  con  la  expresa  reserva  del  derecho  que  le  com- 
petía de  reclamar  su  crédito  directamente  de  D.  Tomás  Risueño;  y  que 
por  consiguiente,  aquella  comparecencia  no  puede  servir  de  obstáculo 
á  la  acción  propuesta  en  estos  autos,  y  sí  favorecer  á  Risueño,  deján- 
dole expedito  su  derecho  contra  Salgado  : 

Considerando  que  el  importe  del  alcance  que  reclaman  los  deman- 
dantes resulta  de  la  liquidación  formada  en  Junio  de  1866,  sin  que 
haya  sido  impugnado  por  Risueño ;  por  lo  que  siendo  notoria  la  pro- 
cedencia de  la  demanda,  no  han  podido  legalmente  ser  condenados 
en  costas  aquellos : 

Considerando  por  todo  lo  expuesto  que  la  Sala  sentenciadora ,  al 
absolver  á  D.  Tomás  Risueño  de  la  demanda  del  Marqués  de  Castelar  y 
del  Conde  de  Villariezo,  imponiendo  á  estos  las  costas,  ha  infringido  la 
ley  del  contrato  de  27  de  Octubre  dé  1857;  la  1/,  tít.  1.',  libro  10  de  la 
Novísima  Recopilación;  la  10,  tít.  12,  Partida  5.*;  la  15,  título  14  de  la 
misma  Partida,  y  la  8.',  tít.  22  de  la  Partida  3.%  citadas  en  el  recursr 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  ^ 
curso  de  casación  interpuesto  por  los  demandantes  contra  lajsenten 
que  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Valladolid  dictó  en  26  de  < 
tabre  de  1869,  y  en  su  consecuencia  la  casamos  y  anulamos. 
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Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeiü  i$ 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  afectólas 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.-=Mauricio 
García.ssJosé  M.  Gáceres.=Laureano  Arrieta.=  Valentín  Garralda.=3 
Francisco  María  de  GastiUa.=rJoaqain  Jaumar.=José  Fermín  de  Muro. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Joaquín  Jaumar  de  la  Carrera,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  es^ 
tando  celebrando  audiencia  publícala  Sala  primera  del  mismo  el  día 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado  de  dicho 
Supremo  Tribunal. 

Madrid  30  de  Setiembre  de  1870.=Remigio  González  y  Rodríguez. 

NÚM.  12. 
CASACIÓN. 


Regl4Magion  de  bienes. — Sentencia  de  30  de  Setiembre,  declarando 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  José  Planas, 
contra  la  sentencia  que  en  6  de  Noviembre  de  1871  pronunció 
la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  Don 

*  Manuel  Moner,  como  curador  de  los  hermanos  Maria.  Francisco 
y  Juan  Planas. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  los  pactos  establecidos  en-  capitulaciones  matrimoniales  equi'- 
valen,  según  la  antigua  jurisprudencia  de  Cataluña,  á  una  sustitu- 
ción hereditaria  irrevocable ^  si  los  otorgantes  no  se  reservaron  él 
derecho  de  variarlos. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  30  de  Setiembre  de  1870,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Fígueras  y  en  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  Manuel  Moner,  como 
curador  de  los  hermanos  María,  Francisco  y  Juan  Planas,  con  D.  José 
Planas,  sobre  reclamación  de  bienes;  pleito  pendiente  ante  Nos,  en 
virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  demandado  contra 
la  sentencia  que  en  6  de  Noviembre  de  1869  pronunció  la  referida  Sala: 

Besultaudo  que  por  escritura  de  22  de  Diciembre  de  1824,  otorgada 
-eon  motivo  del  proyectado  enlace  entre  Antonio  P|anas  y  Francisca 
^uillantó,  Isidro  Planas,  en  contemplación  de  dicha  matrimonio,  hixo 
donaciop  y  heredamiento  universal  á  su  hijo  el  Antonio,  reservándoe 
^  usufructo  durante  su  vida  y  la  de  su  consorte,  la  facultad  de  ven- 
'der  y  enajenar  parte  de  los  bienes  donados ,  la  de  dotar  á  los  demás 
I.  4 
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IlUos  y  la  cantidad  de  800  libras  para  testar,  estableciendo,  entre^ 
otros  pactos,  «que  para  el  caso  de  morir  los  citados  futaros  esposos^ 
6  algún  otro  de  ellos,  sin  baber  becho  disposición  de  sus  bienes;  á 
fin»  pues,  de  evitar  la  sucesión  abintestato  en  dicbos  bienes  entre  sus. 
bilos,  que  nacidos  ó  postumos  hubieran  dejado,  querían  que  sucedie* 
sen  sus  hijos  y  descendientes  legítimos  y  naturales,  de  legítimo  y 
camal  matrimonio  procreados,  en  sus  bienes,  ó  del  que  así  hubiese 
muerto,  no  todos  juntos,  sino  el  uno  después  del  otro,  de  grado  en 
grado,  orden  y  derecho  de  primogenitura  entre  ellos  guardado,  prefl- 
riéndose  los  varones  á  las  hembras  y  los  mayores  á  los  menores;  con 
expresa  declaración  que  cualquiera  de  los  sobrellamados  que  suce- 
diese  en  sus  bienes,  y  muríese  con  hijos  legítimos  y  naturales  que< 
lleguen  á  edad  de  testar,  pudiera  disponer  y  hacer  de  los  bienes  á 
sus  libres  voluntades:  queriendo  que  este  pacto  no  refluya  en  perjui- 
cio ninguno  para  disponer  los  mismos  futuros  esposos  en  testamento 
ó  como  mejor  les  parezca,  debiéndose  observar  lo  que  dispondrán, 
pues  la  vocación  ó  nombramiento  de  heredero,  hecho  á  sus  hijos  y 
descendientes,  es  solamente  preventiva  para  el  caso  de  faltar  ellos  á 
otro  de  ellos  sin  haberlo  ejecutado  ó  dispuesto,  para  el  fin  única- 
mente, como  va  dicho,  de  evitar  la  división  ó  repartición  de  sus  bie- 
nes entre  aquellos:» 

Resultando  que  en  15  de  Enero  de  1825  contrageron  matrimonio- 
dichos  Antonio  Planas  y  Francisca  Guillantó ;  y  fallecida  ésta  sin  su- 
cesión, el  Antonio  contrajo  nuevo  matrimonio  «n  21  de  Setiembre  de 
1834  con  Serafina  Portell,  habiendo  otorgado  en  12  del  mismo  me& 
escritura  de  capitulaciones  matrimoniales,  en  la  que  José  Portell  hizo 
donación  á  su  hija  Serafina,  en  pago  de  sus  derechos  de  legítima  pa- 
terna, la  cantidad  de  700  libras,  varias  ropas  y  una  cómoda,  cuya 
donación  aceptó  aquella,  aportándola  en  dote,  y  Antonio  Planas  la  ase- 
guró sobre  sus  bienes: 

Resultando  que  al  fallecimiento  abintestato  de  Serafina  Portell,  acae- 
cido en  6  de  Febrero  de  1855,  quedaron  por  hijos  de  su  matrimonio 
con  Antonio  Planas  José,  Martin,  Catalina,  Juan,  Francisco,  Antonio 
y  María;  y  en  18  de  Febrero  de  1864  falleció  el  Antonio  Planas  tambiea 
abintestato: 

Resultando  que  en  16  de  Marzo  de  1868  D.  Manuel  Moner,  como» 
curador  ad  litem  de  los  menores  Juan ,  Francisco  y  María  Planas  y 
Portell,  dedujo  demanda  contra  su  hermano  José  Planas  y  Portell  para 
que  se  declarase  á  dichos  menores  coherederos  abintestato  en  la  uni- 
versal herencia  relicta  por  los  padres  comunes  Antonio  Planas  y  Se- 
rafina Portell,  condenando  al  José  á  que  conjuntamente  con  los  her* 
manos  Juan,  Francisco,  María,  Martin  y  Catalina  Planas  y  Portell  pro- 
cediera ¿  la  división  ó  repartimiento  de  los  bienes  muebles  y  raíces 
éemas  que  constituían  la  indicada  herencia,  y  entregase  ¿  cada  un 
de  los  menores,  ó  á  un  curador  ad  bona,  la  sexta  parte,  con  las  accf 
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siones  y  abonos  que  procedieran;  y  al  efecto  alegó  que  fallecidos  abin- 
testato  los  consortes  Antonio  Planas  y  Serafina  Portell,  debían  suceder - 
les  por  iguales  partes  los  seis  hijos  qae  les  habían  sobrevivido,  y  el 
dinnandado  estaba  obligado  á  entregar  á  cada  uno  de  sus  hermanos  la 
pane  proporcional  que  les  correspondiese  en  los  bienes  que  venia 
detentando  desde  la  muerte  de  los  padres: 

Resultando  que  José  Planas  contradijo  la  demanda,  y  para  ello  ex- 
cepcionó  que  no  era  cierto  que  Antonio  Planas  muriera,  como  su  se- 
gunda mujer  Serafina  Portell,  sin  otorgar  testamento;  porque  jurídica- 
mente hablando,  no  es  el  testamento  el  único  medio  de  disponer  de 
los  bienes  para  después  de  la  muerte,  sino  que  habia  otros,  y  entre 
ellos  las  capitulaciones  matrimoniales,  pues  era  muy  frecuente  en  Ca- 
lalnfia  establecer  en  ellas  el  modo  de  suceder  en  la  familia:  que  An- 
tonio Planas  estableció  de  una  manera  preventiva  el  modo  de  suceder 
en  sus  bienes  los  hijos  que  Dios  le  diere  de  legitimo  y  carnal  matri- 
monio, al  otorgar  las  capitulaciones  matrimoniales  con  su  primera 
mujer  en  88  de  Diciembre  de  1824,  en  cuyo  documento  su  padre  le  hizo 
donación  y  heredamiento  de  los  bienes  de  la  familia:  que  lejos  de  desear 
dicho  Antonio  Planas  que  después  de  su  muerte  se  repartiesen  sus 
bienes  por  partes  iguales  entre  sus  hijos,  hizo,  por  el  contrario,  varias 
manifestaciones  de  que  consideraba  á  su  hijo  primogénito  José  Planas 
oomo  heredero  suyo,  según  la  arraigada,  y  sólo  en  muy  extraordina- 
rios casos  contrariada,  costumbre  del  país: 

Resultando  que  en  los  escritos  de  réplica  y  duplica  reprodujeron 
las  partes  sus  respectivas  pretensiones ,  manifestando  el  demandado 
que  ofrecía  á  la  contraría  entregarle  la  porción  legitimaria  que  cor- 
respondía á  cada  uno  de  los  hijos  en  la  herencia  paterna,  según  la 
legislación  del  país,  al  paso  que  contradecía  formalmente  la  división 
de  dicha  herencia  entre  ellos : 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  las  partes  articularon» 
dictó  sentencia  el  Juez,  de  la  que  interpuso  apelación  el  demandante; 
y  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  por  la  suya  del  6  de  Noviembre  de 
1M9»  revocando  aquella,  declaró  á  los  menores  Juan,  Francisco  y 
María  Planas,  coherederos  abintestato  en  la  universal  herencia  dejada 
por  sus  padres ,  y  condenó  á  José  Planas  ¿  que,  junto  con  los  demás 
hermanos,  procediera  á  la  división  ó  repartimiento  de  todos  los  bienes 
que  constituyen  aquella  herencia,  y  entregarse  ¿  los  nombrados  Juan» 
Francisco  y  María  Planas ,  ó  á  su  curador  ad  bona,  la  sexta  parte  á 
cada  uno  de  ellos  de  los  indicados  bienes,  con  las  acciones  y  abonos 
correspondientes ,  sin  hacer  mención  de  costas  : 

T  resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  recurso  de  casación, 
d.  demandado,  citando  entonces  y  después  en  tiempo  oportuno  en  este 
Tribunal  Supremo ,  como  infringidas : 

L*   La  ley  del  contrato,  consignada  en  las  capitulaciones  matrimo- 
ditos  otorgadas  por  contemplación  del  matrimonio  del  padre  de  los 
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litigantes  con  Francisca  Guillantó,  y  por  consiguiente  la  ley  1/  del 
Digesto,  De  pacHs^  y  el  conocido  axioma  Jurídico,  Pacta  sunt  servanda; 
porque  en  dichas  capitulaciones  ios  contrayentes»  no  de  una  manera 
limitada  y  especial  á  los  hijos  que  podrian  nacer  de  aquel  matrimo- 
nio, sino  con  carácter  genérico,  fijaron  preventivamente  el  orden  de 
suceder  en  los  bienes,  cualesquiera  que  fueran  los  hijos  y  descendienles. 

2.*  Las  leyes  34,  67  y  168,  Dig.,  De  regulis  jwrig,  según  las  cuales 
las  dudas  que  ocurren  en  las  cláusulas  de  los  contratos  deben  Ínter* 
pretarse  con  arreglo  á  la  común  intención ,  afecciones  ó  ideas  de  los 
contrayentes ,  á  las  costumbre  s  de  la  región  en  que  el  acto  ha  tenido 
lugar,  y  al  mejor  modo  de  que  pueda  realizarse  el  peni^miento  de  ios 
contrayentes,  pues  en  el  presente  caso  la  intención  de  los  firmantes 
de  las  capitulaciones,  fué  evitar  la  sucesión  intestada,  según  costum- 
bre de  Cataluña,  explícitamente  proclamada  por  este  Tribunal  Supremo 
en  sentencia,  entre  otras,  de  23  de  Marzo  de  1861. 

3/  La  jurisprudencia  sentada  por  la  misma  Audiencia  de  Barcelona 
en  casos  idénticos  al  presente,  de  que  hacen  méritos  los  acreditados 
expositores  Cáncer  y  Fontanella,  que  el  recurrente  se  reservó  consiíj- 
nar  oportunamente  al  ampliar  en  este  Tribunal  Supremo  el  recurso. 

T  4.*  La  decisión  585  de  Fontanella,  y  la  cláusula  4/,  glosa  6/  del 
propio  autor,  en  su  obra.  De  pactis  nuptíalibm,  doctrinas  que  deben 
observarse,  á  tenor  de  lo  establecido  en  la  ley  única  del  tít.  30,  li- 
bro 1/,  tomo  I,  pág.  89  de  las  Constituciones  de  Cataluña,  ó  sea  la 
de  Felipe  II  en  las  primeras  Cortes  de  Barcelona,  año  1599,  cap.  40, 
que  por  esta  razón  había  sido  también  infringida. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de  Muro. 
Considerando  que  los  pactos  establecidos  en  capitulaciones  matri- 
moniales equivalen,  según  la  antigua  Jurisprudencia  de  Cataluña,  á 
una  sustitución  hereditaria  irrevocable  si  los  otorgantes  no  se  reser- 
varon el  derecho  de  variarlos : 

Considerando  que  si  bien  la  donación  inter  vivos  y  el  heredamiento 
universal  que  hizo  Isidro  Planas  en  las  capitulaciones  de  22  de  Di- 
ciembre de  1824,  á  favor  de  su  hijo  Antonio,  fué  con  motivo  del  ma- 
trimonio que  habla  de  contraer  con  Francisca  Guillantó,  el  llama- 
miento preventivo  que  también  hizo  para  el  caso  de  que  el  Antonio 
no  dispusiese  de  su  herencia,  no  fué  limitado  para  los  hijos  de  aquel 
matrimonio ;  porque  habiendo  sido  la  razón  única  del  expresado  lla- 
mamiento evitar  la  división  de  los  bienes  entre  ios  descendientes /se 
contrariaría  la  voluntad  del  donante,  limitándolo  á  los  hijos  del  pri- 
mero exclusivamente : 

Considerando  que  habiendo  Ilam^amiento  á  la  herencia  para  el  caso 
de  que  Antonio  Planas  no  dispusiese  de  ella,  no  es  posible  declarar 
que  pertenece  á  los  herederos  abintestato  sin  quebrantar  los  pactos  es- 
tablecidos en  la  mencionada  escritura  de  22  de  Diciembre  de  1824 : 

Considerando  que  respecto  á  la  fincabilidad  de  Serafina  Portel 
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madre  coman  de  los  litigantes ,  se  hallan  estos  conformes  en  el  modo 
de  ejecutar  la  división: 

T  considerando,  en  consecaencia,  que  ai  declarar  la  ejecutoria  he- 
rederos abintestato  de  sus  padres  á  ios  demandantes  y  prevenir  que  á 
cada  uno  de  ellos  se  entregue  la  sexta  parte  de  lo  en  que  consista  la 
herencia,  se  infringe,  respecto  á  la  del  padre,  la  ley  del  contrato,  ó  sea 
lo  capitulado  en  22  de  Diciembre  de  1824,  la  ley  1.*,  Dig.,  De  pactis^ 
y  el  axioma  jurídico,  Pacta  sunt  servanda,  citados  por  el  recurrente  ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  José  Planas ,  y  en  consecuencia  ca- 
samos y  anulamos  la  sentencia  referida  en  cuanto  por  ella  se  declara 
herederos  abintestato  de  Antonio  Planas ,  y  á  partes  iguales,  á  sus  tres 
hijos  demandantes. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de  Ma- 
irid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.=Juan  González 
Acevedo.=JoséM.  Cáceres.=Laureanode  Arrieta.=Valentin6arralda.=: 
Francisco  María  de  Gastilla.=:Joaquin  Jaumar.=José  Fermin  de  Muro. 

Pnblicacion : 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  Fermin  de  Muro,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estando  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,  el  día  de  hoy, 
de  qtie  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Supremo  Tribunal. 

Madrid  30  de  Setiembre  de  1870.=Dionisio  Antonio  de  Puga. 

NÚM.  13. 
CASACIÓN. 


Defensa  pob  pobre. — Sentencia  de  30  de  Setiembre,  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Pe* 
dro  Cañáis  contra  la  pronunciada  en  23  de  Enero  de  1869  por 
la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  José  Ballus,  Don 
Juan  Malagarriga  y  el  Ministerio  físcal. 

En  sos  CQNSIDEB41ND0S  se  establece: 

1  .*  Que  si  bien  el  arf,  1 82  (le  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil 
üréena  que  se  declare  el  heneado  de  pobreza  á  los  que  vivan  de  un 
salario  eventual  permanente,  que  no  exceda  del  doble  jornal  de  un 
bracero  en  cada  localidad,  el  referido  articulo  se  subordina  á  lo 
éisfuesto  en  el  184,  por  el  cual  se  deniega  la  defensa  por  pobre  á 
míos  los  comprendidos  en  alguno  de  los  casos  del  182  cuando  se 
infieraá  juicio  del  Juez ,  por  cualesquiera  signos  exteriores,  que 
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tienen  medios  superiores  al  doble  jornal  de  un  bracero  en  cada  lo- 
calidad. 

2.^  Que  la  no  admisión  de  una  denuncia  criminal,  no  puede 
servir  de  fundamento  ni  tomarse  en  consideración  para  recursos  de 
casación  civil. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  30  de  Setiembre  de  1870,  en  los  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Berga  y  en  la  Sala  pri* 
mera  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  Pedro  Ganáis  con  D.  José 
Ballus ,  D.  Juan  M alagarriga  y  el  Ministerio  fiscal,  sobre  defensa  por 
pobre;  los  cuales  penden  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación 
interpuesto  por  Ganáis  contra  la  sentencia  pronunciada  por  dicba  Sala 
en  S3  de  Enero  de  1869: 

Resultando  que  D.  Pedro  Ganáis,  vecino  de  Barcelona,  dedujo  de- 
manda en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Berga  contra  D.  Anto- 
nio Artigas,  conocido  por  Perera ,  D.  Juan  Malagarriga  y  D.  José  Bá- 
Uies,  sobre  que  dimitiesen  la  mitad  de  ciertos  bienes  vinculados;  y  por 
un  otrosí  dijo  que  en  pleito  que  seguía  con  Dofia  Antonia  Artigas, 
vulgo  Perera,  se  le  tenia  concedido  el  beneficio  de  pobre ,  y  pidió  se 
mandara  que  continuase  usando  del  mismo  en  este  pleito: 

Besultando  que  conferido  traslado  de  esta  pretensión  á  los  deman- 
dados ,  le  evacuaron  D.  José  Ballus  y  D.  Juan  Malagarriga,  pretendioi- 
do  se  denegase  á  Ganáis  el  beneficio  que  invocaba ,  porque  vivia  ya 
en  Berga,  ya  en  Barcelona,  viajando  con  frecuencia,  concurría  al  café, 
jugaba  en  él  y  vestía  basta  con  lujo,  lo  cual  no  podía  hacerse  sin 
tener  medios  superiores  al  doble  jornal  de  un  bracero: 

Besultando  que  oído  el  Promotor  fiscal ,  se  recibió  el  incidente  á 
prueba,  practicándose  la  que  las  partes  propusieron,  por  medio  de  tes- 
tigos, para  justificar  los  hechos  que  respectivamente  habían  ale- 
gado: 

Resultando  que  anidas  las  pruebas ,  D.  Pedro  Ganáis  expuso  que 
varios  de  los  testigos  presentados  por  la  contraría  habían  cometido 
el  delito  de  perjurio,  faltando  á  la  verdad  en  sos  declaraciones,  y  pi- 
dió que  admitida  la  formal  denuncia  que  hacía,  se  procediera  á  tenor 
de  lo  dispuesto  en  el  art.  3/  del  reglamento  provisional  para  la  ad- 
ministración de  Justicia: 

Besultando  que  conferido  traslado  al  Promotor  fiscal ,  propaso  se 
declarase  no  haber  lugar  por  entonces  á  la  denuncia  formulada  por 
Ganáis,  porque  sin  necesidad  de  ella ,  siendo  un  delito  de  oficio  ei 
denunciado,  el  Juzgado,  si  viese  que  era  cierto,  á  su  tiempo  acordarla 
lo  conveniente: 

Resaltando  que  por  sentencia  que  dictó  el  Juez,  y  fué  confirmada 
con  las  costas  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  en  23  de  Enero  de 
1869,  se  declaró  no  haber  lug^r  á  la  solicitud  de  pobreza  para  litigar 
de  D.  Pedro  Ganáis,  condenándole  al  pago  de  las  costas  y  al  reintegro 
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4el  pnpel  de  pobre  invertido  en  el  mismo,  y  no  haber  lugar  á  admitir 
la  denuncia  presentada  por  aquel : 

Resultando  que  D.  Pedro  Ganáis  interpuso  recurso  de  casación  por 
•conceptuar  infringidos : 

1.*  El  art.  182  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  puesto  que  se 
dallaba  probado  en  autos  por  el  dicho  unánime  de  cinco  testigos  que 
«1  recurrente  tenia  menos  que  un  jornal  ó  salario  eventual ;  que  na 
i)08eia  otros  bienes  ni  rentas  que  dos  reales  diarios  señalados  para  ali- 
mentos; que  no  gozaba  industria  por  la  que  pagase  contribución;  y  con- 
respecto  á  signos  exteriores,  que  vivía  en  casa  de  huéspedes,  satisfaden- 
<io  cuatro  reales  diarios  de  pupilaje  por  toda  manutención  y  limpieza. 

8.*  El  art.  184  de  la  propia  ley,  porque  si  bien  es  verdad  y  Juris- 
prudencia constante  de  este  Tribunal  Supremo,  que  el  citado  artículo 
188,  no  puede  entenderse  aisladamente,  sino  en  relación  y  consonan- 
üíBí  con  el  184  que  lo  modifica,  es  con  la  condición  de  que  los  signos 
-exteriores  &  que  se  refiere  prueben  riqueza,  y  no  se  habia  probada 
«n  los  autos  signo  alguno  exterior  de  jriqueza  positiva ,  aduciéndose 
sólo  algunos  vagos  é  indeterminados. 

T  3.'  Al  no  admitirse  la  denuncia  que  presentó  el  recurrente  en 
primera  instancia,  la  ley  1.*,  tít.  26,  Partida  8.\  según  la  que  se  puede 
desatar  ó  invalidar  toda  sentencia  que  fuere  dada  por  falsos  testigos; 
por  cuanto  denunciada  criminalmente  la  falsedad  de  la  prueba  testi- 
flcal  administrada  por  la  parte  contraria ,  debía  instruirse  y  seguirse 
ante  todo  el  oportuno  procedimiento  para  averiguar  la  falsedad  de  los 
testigos,  y  según  fuere  su  resultado,  darse  con  este  incidente  la  sen- 
tencia que  procediera. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermin  de  Muro. 
Considerando  que  si  bien  el  art.  188  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
t^vil  ordena  que  se  declare  el  beneficio  de  pobreza  á  los  que  vivan 
de  un  salario  eventual  y  &  los  que  tengan  salario  permanente  que  no  ex- 
4%da  del  doble  Jornal  de  un  bracero  en  cada  localidad  el  referido  artículo 
se  subordina  á  lo  dispuesto  en  el  184,  por  el  cual  se  deniega  la  defensa 
por  pobre  á  todos  los  comprendidos  en  alguno  de  los  casos  del  182  cuando 
se  infiera,  á  Juicio  de  Juez,  por  cualesquiera  signos  exteriores,  que  tienen 
medios  superiores  al  doble  Jornal  de  un  bracero  en  cada  localidad: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  las  pruebas  en 
nso  de  sus  atribuciones,  ha  estimado  que  del  porte  y  modo  de  vivir 
del  recurrente  y  de  otros  signos  exteriores,  se  demuestra  que  dispone 
^  medios  superiores  al  doble  jornal  de  un  bracero  en  la  localidad  en 
^qne  se  litiga»  y  que  contra  esta  apreciación  no  se  cita  ley  ni  doctrina 
legal  que  se  Suponga  quebrantada: 

'  Considerando  que  ai  aplicar  las  disposiciones  del  art.  184  no  in- 
fringe la  Audiencia  de  Barcelona  las  disposiciones  del  182  ,  y  menos 
las  del  mismo  184  al  resolver  cuestiones  de  hecho  de  su  exclusiva, 
competencia: 
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T  considerando  qne  la  no  admisión  de  una  denancia  criminal  no« 
puede  servir  de  fundamento  ni  tomarse  en  consideración  para  recur- 
sos de  casación  civil; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Pedro  Ganáis,  al  que  condena- 
mos en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestó  can- 
ción, la  que,  caso  de  hacerse  efectiva,  se  distribuirá  con  arreglo  á  la 
ley;  y  devuélvanse  los  autos  á  |a  Audiencia  de  Barcelona  con  la  cer- 
tificación correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  C(deccion  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos.=Jnan 
González  Acevedo.=sJosé  María  Gáceres.=Laureano  de  Arrieta.=3ya- 
lentin  6arralda.=Francisco  María  de  Gastilla.=:Joaquin  Jaumar.=José 
Fermin  de  Muro. 

Fublfcaclon  : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  Fermin  de  Muro,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo  de  Justicia, 
estando  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,  el 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Tri- 
bunal Supremo. 

Madrid  30  de  Setiembre  de  1870.=Dionisio  Antonio  de  Puga. 


NÓM.   II. 


CASACIÓN. 


Petición  de  herencia. — Sentencia  de  1  .*  de  Octubre ,  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  cura- 
dor ad  lüem  de  los  hijos  menores  de  Antonio  Gordillo  contra  la 
Íae  en  2  de  Diciembre  de  1869  dictó  la  Sala  segunda  de  la 
udiencia  de  Cáceres,  en  pleito  con  D.  Elias  González  Carpin- 
tero, como  marido  de  Dofia  Carmen  San  Miguel. 

En  los  CONSIDERANDOS  86  establcco : 

1.®  Que  la  %  117,  tit.  18  de  la  Partida  3.*  admite  la  impug^ 
múdon  de  una  escritura  pública  en  que  se  consigne  una  deuda ,  si( 
reconvenido  á  virtud  de  ella  para  su  pago  probase,  por  medio  á 
ctra  escritura  pública  ó  de  cuatro  testigos  hábiles  y  leales,  que  du 
rante  todo  el  dia  en  que' se  supone  otorgada  se  habta  hallado  á  tant 
iistaneia  del  lugar  de  su  otorgamiento,  que  le  fuese  físicamente  im 
posible  encentrarse  en  él. 
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I*  Que  para  rechazar  como  falsa  una  escritura  pública,  con  ar- 
reglo á  la  mencionada  ley ,  es  indispensable  que  se  suministre  la 
prueba  en  la  misma  prevenida. 

En  la  vil»a  de  Madrid,  A  1.*  de  Octubre  de  1870 ,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Almrndraiejo  y  en  la 
Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Gáceres  por  D.  Elias  González  Car- 
pintero, como  marido  de  Dofia  G -rmen  San  Miguel ,  con  José  Gonzá- 
lez y  Gutiérrez,  Josefa  y  Antonio  Gordillo,  José  Tavero  Gordillo  y 
Espejo,  Vicente,  Juan,  María  y  María  Josefa  "Francisca  Pachón  y  Gor- 
iHllo,  José  y  Francisca  Alvarez  Gordillo,  Antonia  Gordillo  y  Gáceres  y 
Miguel  Castilla  y  Gordillo,  sobre  petición  de  herencia;  pleito  pendiente 
ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  curador 
üd  Htem  de  los  menores  hijos  de  Antonio  Gordillo  contra  la  sentencia 
que  en  2  de  Diciembre  de  1869  dictó  la  referida  Sala  : 

Resultando  que  Juan  Pedro  González  y  Gordillo,  vecino  de  la  villa 
de  Rivera  del  Fresno ,  otorgó  testamento  en  Badajoz  á  13  de  Agosto 
de  1861  ante  el  Notario  D.  José  Vázquez  Hidalgo,  que  dio  fé  de  cono- 
cer al  otorgante,  y  los  testigos,  ve(?inos  de  dicha  ciudad,  D.  Fernando 
Alvarado,  D.  José  Cordero  y  D.  José  Teodoro  Pérez,  que  firmaron  el 
testamento,  en  el  que  nombró  heredera  á  su  mujer  Doña  María  del 
Rosario  San  Miguel ,  instituyendo  para  el  caso  de  que  falleciera  antes 
que  el  testador  á  la  hermana  de  la  misma  Dofía  Carmen  San  Miguel, 
mujer  de  D.  Elias  González  Carpintero  : 

Resultando  que  Doña  María  del  Rojario  San  Miguel  falleció  en  Ri- 
vera del  Fresno  el  dia  15  de  Agosto  de  1866 ,  y  su  marido  D.  Juan 
Pedro  González  el  dia  16  de  Abril  de  1868  en  la  misma  villa,  expre- 
sándose en  la  partida  que  no  texto  ;  y  que  ocupados  con  tal  motivo 
judicialmente  los  bienes ,  y  personados  los  que  se  creyeron  con  de- 
recho á  ellos,  por  auto  de  23  de  Mayo  de  dicho  año,  se  declaró  here- 
deros abintestato,  como  sus  más  próximos  parientes,  á  sus  primos 
hermanos  Antonio  Gordillo  y  Espejo  y  demás  al  principio  referidos: 

Resultando  que  D.  Elias  González  Carpintero,  marido  de  Doña  María 
del  Carmen  San  Miguel,  presentando  el  testamento  referido  entabló  en  23 
de  Julio  del  citado  año  1868  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  para  que  se 
declarase  á  su  citada  mujer  heredera  testamentaria  de  D.  Juan  Pedro 
Cronzalez ,  y  en  su  consecuencia  de  ningún  valor  la  declaración  de 
herederos  abintestato  del  mismo  que  hablan  obtenido  sus  citados  pa- 
rientes; condenándoles  á  restituir  á  la  demandante  todos  los  bienes 
qoe  constituían  la  herencia  del  citado  D.  Juan  Pedro  ,  y  los  frutos  y 
lentas  que  hubieran  producido  y  debido  producir  desde  el  fallecí- 
«Santo  del  testador : 

lesnltando  que  conferido  traslado  de  esta  demanda  á  todos  los  de^r 
darados  herederos ,  la  contestó  únicamente  Antonio  Gordillo  con  la 
iMmsion  de  que  se  le  absolviera  de  ella,  redarguyendo  civilmente  de 
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falso  el  citado  testamento ,  porque  D.  Juan  Pedro  González  no  había 
estado  en  Badajoz  el  dia  13  de  Agosto  de  1861  en  qae  se  suponía  otor- 
gado, hallándose  en  aquella  fecha  en  Cádiz  en  compañía  de  su  mujer 
tomando  baños  de  mar;  y  que  la  matriz  del  testamento  estaba  exten- 
dida en  nn  solo  pliego  de  papel ,  estrechándola  de  propósito  hasta  el 
punto  de  contener  más  renglones  y  sílabas  que  las  permitidas  por 
la  ley : 

Resultando  que  el  demandante  replicó  que  en  el  mencionado  dia 
había  estado  González  en  Badajoz  asistiendo  á  las  funciones  de  toros» 
habiendo  pasado  después  á  Cádiz  en  compañía  de  las  personas  que 
citó ;  y  que  practicada  por  las  parte  prueba  de  testigos,  entre  los  que 
declararon  los  tres  que  asistieron  al  otorgamiento  del  testamento  en 
cuestión,  habiéndose  además  cotejado  dicho  testamento  y  hallado  con- 
forme con  su  original ;  y  comprendido  en  el  correspondiente  índice 
existente  en  la  Audiencia  de  Cáceres ,  dictó  sentencia  el  Juez  de  pri- 
mera instancia,  que  cpnfirmó  con  las  costas  la  Sala  segunda  de  dicha 
Audiencia,  declarando  á  la  demandante  heredera  testamentaria  de  Don 
Juan  Pedro  González,  y  de  ningún  valor  ni  efecto  la  declaración  de 
herederos  abiotestato  del  mismo  que  hablan  obtenido  sus  parientes 
Antonio  Gordillo  y  Espejo  y  demás  referidos,  condenándoles  á  que  res- 
tituyeran á  la  demandante  todos  los  bienes  que  constituían  la  herencia 
de  aquel,  y  los  frutos  y  rentas  que  hubieran  producido  desde  el. fa- 
llecimiento del  testador ;  no  haciendo  especial  condenación  de  costas 
respecto  al  demandado  D.  Antonio  Gordillo  Espejo,  y  condenando  á 
los  demás  demandados  que  no  habían  comparecido  en  la  undécima 
parte  de  las  originadas,  que  se  distribuirla  en  partes  iguales  entre  los 
mismos : 

Resultando  que  el  curador  ad  litetn  de  los  hijos  menores  de  Anto- 
nio Gordillo  interpuso  recurso  de  casación,  citando  como  infringida  la 
ley  117.  tít.  18,  Partida  3/ 

Yisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrieta . 
Considerando  que  la  ley  117,  tít.  18  de  la  Partida  3.'  admite  la  im- 
pugnación de  una  escritura  pública  en  que  se  consigne  una  deuda  si 
el  reconvenido  á  virtud  de  ella  para  su  pago  probase  por  medio  de 
otra  escritura  pública  ó  de  cuatro  testigos  hábiles  y  leales  que  du- 
rante todo  el  dia  en  que  se  supone  otorgada  se  había  hallado  á  tanta 
distancia  del  lugar  de  su  otorgamiento,  que  le  fuese  físicamente  imposi- 
ble encontrarse  en  él : 

Considerando  que  para  rechazar  como  falsa  una  escritura  pública 
con  arreglo  á  la  mencionada  ley,  es  indispensable  que  se  suministre  f 
prueba  en  la  misma  prevenida;  y  que  lejos  de  haberla  realizado  A 
tonio  Gordillo  respecto  del  testamento  de  Juan  Pedro  González ,  pr 
sentado  en  autos  por  D.  Elias  González  Carpintero,  se  ha  justifican 
por  el  contrario  la  existencia  y  autenticidad  de  esta  disposición  test 
mentarla  por  su  conformidad  con  el  protocolo  correspondiente,  por  i 


SENTENCIAS  DE  1870.  58 

inclusión  en  ei  índice  que  obra  en  la  Secretaría  de  Gobierno  de  la 
Audiencia  y  por  la  prueba  de  testigos  practicada  por  ambas  partes 
litigantes,  y  apreciada  por  la  Sala  sentenciadora  sin  impugnación  alguna 
por  la  del  demandado  : 

Considerando,  por  tanto,  que  la  Sala  sentenciadora  no  ha  infringido 
dicha  ley ,  única  que  se  cita  por  el  recurrente : 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  el  curador  ai  litem  de  los  hijos 
menores  de  Antonio  6ord¡IIo,.á  quienes  condenamos  á  la  pérdida  de 
cantidad  por  que  prestaron  caución,  que  pagarán  si  vinieren  á  mejor 
fortuna,  distribuyéndose  entonces  con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas; 
y  mandamos  que  se  devuelvan  los  autos  á  la  Audiencia  de  Cacares 
con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=sJuan  González  Ace- 
vedo.=sJosé  M.  Gáceres.=Laureano  de  Arrieta.=yalentin  6arralda.=£ 
Francisco  María  de  Castilla  .=Joaqain  Jaumar.=José  Fermin  de  Muro. 

Publicación. 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Laureano  de  Arrieta,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estándose  ce- 
lebrando audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo ,  el  dia  de 
boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid^  1.*  de  Octubre  de  1870.=Gregorio  Camilo  García. 


NÓM.   15. 


COMPETENCIA. 


Jactancia,— Sentencia  de  1,*^  de  Octubre,  decidiendo  á  favor  de! 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Monóvar  la  competencia  sus- 
citada entre  este  y  el  de  Malion,  acerca  del  conocimiento  de  la 
demanda  incoada  por  D.  Pedro  Jaime  Prats  y  Rniz  contra  Dofia 
Práxedes  Pons  y  Hernández,  esposa  de  D.  Francisco  Olcina» 
sobre  jactancia. 

En  sus  CONSIDERANDOS  s6  estableco  : 

Que  se^un  el  párrafo  3/  del  art.  5/  de  la  Ley  de  Enjuicia^ 
wh^  civil,  es  Juez  competente  para  conocer  de  los  pleitos  en  ^e 
m  ejercitan  acciones  personales,  el  del  lugar  en  aue  deba  cumpbrse 
k  übUjiaeion,  y  á  falta  de  éste»  á  elección  del  aemandatUe^  d  dd 
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domicilio  del  defnan<hdo,  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándose 
en  éls  aunque  sea  accidentalmente,  puede  ser  emplazado' 

En  la  yilla  de  Madrid,  á  1/  de  Octubre  de  1870,  en  los  autos  do 
competencia  promovidos  entre  los  Juzgados  de  primera  instancia  de 
Monóvar  y  Mahon,  acerca  dei  conocimiento  de  la  demanda  incoada 
por  D.  Pedro  Jaime  Prats  y  Ruiz  contra  Doña  Práxedes  Pons  y  fler- 
Randez,  esposa  de  D.  Francisco  0!cina,  sobre  jactancia. 

Resaltando  que  en  84  de  Marzo  de  1868  Doña  Práxedes  Pons  y  Her* 
nandez,  fundando  en  diferentes  documentos  públicos  su  cualidad  de 
acreedora  lef^ataria  de  la  herencia  de  D.  José  Prats  y  Preto,  pidió  ai 
Juzgado  de  Mabon  que  previniese  el  juicio  necesario  de  testamentaría 
de!  D.  José,  disponiendo  la  ocupación  de  sus  bienes  y  papeles  con  las 
demás  providencias  urgentes;  y  que  para  estas  diligencias  se  citase  á 
SQ  heredero  D.  Pedro  Jaime  Prats  y  Ruiz: 

Resultando  que  prevenido  el  Juicio  y  citado  D.  Pedro  Jaime ,  com- 
pareció por  medio  de  Procurador,  oponiéndose  á  la  reclamación  y  pre- 
tf  nsion  de  la  Doña  Práxedes^  y  sin  embargo  de  ello  ofreció  fianza 
bípotecaria:  y  constituida  por  la  cantidad  que  el  Juzgado  señaló,  re- 
cayó auto  fundado  en  2S  de  Noviembre  de  1868,  declarando  caducado 
fk  derecho  de  Doña  Práxedes  Pons  y  Hernández  para  proseguiré!  pre- 
Tenido  Juicio,  sobreseyéndose  en  el  mismo  y  dejando  á  la  acreedora 
á  salvo  su  derecho  para  repetir  contra  el  heredero  del   finado  en  la 
forma  correspondiente- 
Resultando  que  en  26  de  Diciembre  de  1869  D.  Pedro  Jaime  Prats, 
previo actode  conciliación  Cf^lebrado  en  la  villa  deElda,  propuso  en  el  re- 
ferido Juzgado  de  Mahon  demanda  de  jactancia,  pidiendo  que  se  señalase 
i  Doña  Práxedes  Pons  y  Hernández  un  término  prudente  y  regular  para 
que  dentro  de  él  reclamase  en  la  forma  correspondiente  el  crédito  que 
pretendía  tener  contra  el  demandante  en  concepto  de  heredera  de  su 
tío  D.  José  Prats  y  Preto;  apercibiéndola  que  de  no  hacerlo  se  la  decla- 
raría decaída  de  su  derecho,  imponiéndola  perpetuo  silencio,  y  que  se 
la  condenase  en  las  costas  con  las  causadas  al  prevenirse  el  juicio 
necesario  de  testamentaría;  y  por  otrosí  solicitó  que  para  la  citación 
7  emplazamiento  de  la  demandada,  residente  en  EIda,  provincia  de  A.li- 
eante,  se  dirigiese  exhorto  al  Juez  de  primera  instancia  de  Monóvar: 
Resultando  que  conferido  traslado  y  emplazada  Doña  Práxedes  en  su 
representación,  se  personó  su  marido  en  el  Juzgado  de  Monóvar  ma- 
nifestando que  ifiendo  personal  la  arción  deducida  por  D.  Pedro  Jaim 
fiebía  proponer  la  demanda  en  el  Juzgado  de  Monóvar  por  ser  el  d 
domicilio  dei  demandado,  seguQ  el  certificado  del  Alcalde  de  El 
que  acompañó,  por  lo  cual  pidió  que  se  dirigiese  oficio  al  Juez 
piimera  instancia  de  Mahon  á  fin  de  que,  inhibiéndose  del  cono< 
miento  de  ia  demande  incoada  por  D.Pedro  Jaime  Prats  y  Buiz,  ren 
tiese  los  autos  ai  Juez  requirente,  con  emplazamiento  del  demandan! 
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Resultando  que  denegada  esta  petición  por  el  Juez  de  Monóvar, 
apeló  Doña  Práxedes  á  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Valencia, 
teniendo  en  consideración  que,  tratándose  sólo  de  una  demanda  de 
jactancia,  no  se  estaba  en  el  caso  de  la  parte  primera,  párrafo  tercero 
del  art.  5.*  de  Ja  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  revocó  el  auto  apelado 
y  declaró  haber  lugar  á  promover  la  competencia,  y  que  el  Juez  de 
Monóvar  debia  sostenerla: 

Resultando  qué  éste  en  su  virtud  requirió  de  inhibición  al  Juzgado 
de  Mabon,  quien  se  opuso  á  ella  fundándose  en  que  la  obligación 
debia  cumplirse  en  Mahon  porque  allí  habia  fallecido  D.  José  Prats, 
radicaban  sus  bienes,  tenia  la  vecindad  su  beredero  D.  Pedro,  y  aUf 
se  habia  prevenido  el  juicio  necesario  de  testamentaría: 

Resultando  que  habiendo  insistido  el  Juez  de  Monóvar,  ambos  han 
remitido  sus  actuaciones  á  este  Tribunal  para  decidir  el  conflicto. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  María  de  Castilla. 

Considerando  que,  según  el  pári^afo  tercero  del  art.  5.*  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  es  Juez  competente  para  conocer  de  los  pleitos 
en  que  se  ejerciten  acciones  personales  el  del  lugar  en  que  deba  cara- 
plirse  la  obligación,  y  á  falta  de  éste,  á  elección  del  demandante,  el 
del  domicilio  del  demandado  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  bailán- 
dose en  él,  aunque  sea  accidentalmente,  puede  ser  emplazado: 

Considerando  que  la  acción  ejercitada  en  estos  autos  es  personal, 
y  de  tal  naturaleza,  que  sólo  corresponde  el  conocimiento  de  ellos  al 
Juez  del  domicilio  de  la  demandada,  con  arreglo  al  citado  art.  5.% 
por  cuanto  lo  demás  dispuesto  en  el  mismo,  relativamente  al  lugar  en 
que  deba  cumplirse  la  obligación  ó  al  del  contrato,  no  tiene  aplicación 
al  caso  presente: 

T  considerando  que  la  demandada  es  vecina  de  Elda,  perteneciente 
al  partido  judicial  de  Monóvar; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  estos  autos  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  Monómir, 
á  quien  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  con 
arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  áe 
Madrid  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  á  su  fecha ,  é  insertará  á  aa 
tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Jttan  González  Ace- 
vedo.=José  María  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.sValentinGarralda,?:^ 
Francisco  María  de  Castilla.=Joaquin  Jaumar.=José  Fermin  de  Maro. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Sefior 
Don  Francisc  María  de  Castilla,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tri- 
bonai  Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  dia  de 
'kerf,  dé  que  eertifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  1/  de  Octubre  de  1870.=Rogeiio  González  Montes. 
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Mu.  16. 
CASACIÓN. 


PmTEIfENGIÁ    LIBRE    DE    SERVIDUMBRE    DE    UNA     FUENTE. — SeotenCÍa 

de  1.^  de  Octubre,  declarando  do  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  el  Ayuntamiento  de  Corral-Rubio  con- 
tra la  sentencia  que  en  28  de  Julio  de  1869  dictó  la  Sala  pri- 
mera de  la  Audiencia  de  Albacete,  en  pleito  con  D.  José  Nu- 
fiez  Robres,  y  por  fallecimiento  ^de  éste,  su  viuda  é  hijos. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  establecc: 

Que  no  tratándose  en  el  pleito  del  ejercicio  de  acciones  hipote- 
carias, es  improcedente  la  cita  de  la  ley  3.*,  ///.  t6,  libro  \0  de  la 
Novísima  Recopilación,  del  art.  396  de  la  Ley  hipotecaria  y  sen- 
íencia  de  27  de  Octubre  de  1860. 

'  En  la  villa  de  Madrid ,  á  1.*  de  Octubre  de  1870,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Gbincbilla,  y  por  su  su- 
presión en  el  de  Almansa,  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
Albacete  por  D.  José  Nufiez  Robres ,  y  por  su  fallecimiento  por  su 
Tiuda  é  hijos,  con  el  Ayuntamiento  de  Corral-Rubio,  sobre  pertenencia 
libre  de  servidumbre  de  la  fuente  denominada  de  Aguaza;  pleito  pen- 
diente ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el 
Ayuntamiento  contra  la  sentencia  que  en  28  de  Julio  de  1869  dictó  la 
referida  Sala: 

Resultando  que  D.  Fernando  Antonio  Nufiez  de  Robres  y  su  mujer 
Doña  Beatriz  Balterfa  otorgaron  testamento  en  la  ciudad  de  Ghincbí* 
Ha  á  86  de  Marzo  de  1718,  que  fué  presentado  en  la  segunda  instan- 
cia de  este  pleito,  por  el  que  vincularon  diferentes  bienes,  y  entre 
ellos  el  heredamiento  de  Aguaza,  que  habían  adquirido  de  Doña  Ana 
García  Jaraba  en  16  de  Junio  de  1698,  con  sus  tierras,  casas,  aguas, 
eras,  egidos,  usos  y  costumbres,  derechos  y  servidumbres: 

Resultando  de  una  ejecutoria  original  que  presentó  el  demandante 
con  el  escrito  de  réplica,  y  que  habia  acompañado  por  testimonio 
con  la  demanda,  que  en  el  año  de  1794  siguió  pleito  D.  Francisco  Nu- 
fiez Robres,  como  legítimo  administrador  de  la  persona  y  bienes  de 
su  hijo  menor  D.  José  Nufiez,  poseedor  del  vínculo  fundado  por  Don 
Femando  Nufiez  Robres  y  Dofia  Beatriz  Balterra ,  con  varios  vecinos 
de  la  ciudad  de  Chinchilla  y  labradores  de  Corral-Rubio,  sobre  el  apro- 
Tecbamiento  de  las  aguas  del  heredamiento  de  Aguaza,  propio  y  pri- 
vativo del  referido  mayorazgo:  que  por  auto  del  Justicia  mayor  de  la 
dudad  de  Chinchilla  de  17  de  Setiembre  de  dicho  año,  se  declaró  qu» 
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la  fuente  de  Aguaza  y  demás  tierras  qae  se  expresaban  correspon- 
dían á  la  vincDlacion  de  que  era  poseedor  á  nombre  de  su  hijo  Don 
José  el  citado  D.  Francisco  Nuñez,  como  practicada  y  hecha  por  su 
Orden  por  la  poseedora  de  aquel  heredamiento  Dofia  Ana  G.  Jaraba, 
y  por  lo  resuelto  en  la  Real  cédula  de  15  de  Junio  de  1788,  que  con- 
cedía á  los  duefios  de  tierras  plena  libertad  de  poder  hacer  cercas 
i>ara  impedir  la  entrada  &  los  ganados  y  personas  para  distintos  usos 
que  los  permitidos  por  sus  duefios;  haciéndolo  aquellos  en  los  abre- 
taderos  destinados  ó  sefialados  para  concejiles ,  que  no  era  la  citada 
fiíente  de  Aguaza,  según  se  hallaba  suñcientemente  demostrado,  ha- 
ciendo por  el  contrario  los  vecinos  de  Corral-Rubio  el  uso  de  dicha 
fuente  en  otras  públicas,  en  donde,  y  sin  la  distancia  que  se  advertía 
en  la  de  Aguaza,  podían  servirse  para  los  mismos  fines:  qne  en  virtud 
de  nueva  gestión,  y  previa  información  de  testigos,  se  dictó  auto  en 
13  de  Noviembre  del  mismo  afio,  mandando  llevar  á  efecto  el  anterior, 
en  cuanto  á  la  prohibición  que  en  él  se  hacia  de  que  pudieran  ser 
aprovechadas  las  aguas  de  Aguaza  para  lavar  y  otros  menesteres,  con- 
cediendo, sin  embargo,  á  los  vecinos  el  uso  de  aquellas  para  beber  en 
caso  de  necesidad;  y  que  la  Audiencia  de  Granada  confirmó  en  87  de 
Junio  de  1795  las  dos  citadas  providencias,  reservando  no  obstante  á 
las  partes  su  derecho  para  que  en  el  Juicio  de  propiedad  usasen  del 
que  creyesen  corresponderles  como  y  cuando  les  conviniera: 

Resultando  que  en  11  de  Febrero  de  1864  entabló  D.  José  Nufiez 
Robres  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  para  que  se  declarase  que  la 
fhente  de  Aguaza,  en  el  heredamiento  de  este  nombre,  le  correspondía 
en  propiedad  y  posesión,  libre  de  toda  servidumbre,  y  se  condenase  en 
su  virtud  al  Ayuntamiento  de  Corral-Rubio,  en  representación  del  co- 
man de  vecinos,  á  dejarla  desambarazada  y  á  su  disposición;  pre- 
tensión que  fundó  en  que,  duefio,  como  lo  era,  del  heredamiento  y 
fiíente  de  Aguaza ,  á  él  le  correspondían  exclusivamente  todos  sus 
aprovechamientos : 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  de  Corral- Rubio  presentó  al  con- 
testar á  la  demanda  un  testimonio  del  cuaderno  de  abrevaderos  del 
termino  de  Chinchilla,  formado  con  el  Alcalde,  entregador  de  cuestas 
y  cañadas^  en  85  de  Febrero  de  1437 ,  en  el  que  se  expresa  que  en 
Aguaza  habían  encontrado  que  el  abrevadero,  que  era  la  balsa  cerca 
dei  huerto,  y  la  otra  balsa  donde  hacia  el  agua,  estaba  ocupado,  por 
lo  cual  se  acordó  que  los  huertos  próximos  á  aquel  se  cerrasen  de 
manera  que  no  pudieran  recibir  dafio,  y  que  si  lo  sembraban  sin  cer- 
rar, no  pudieran  reclamar  cosa  alguna  por  el  perjuicio  que  en  este 
caso  recibiesen,  dejando  además  sefialadas  las  veredas  y  egidos  que 
fiíesen  sefialados  para  el  paso  del  ganado:  que  asimismo  presentó  un 
tesúmonio  de  la  Ordenanza  municipal,  núm.  60,  de  la  ciudad  de 
Qdnchilla,  en  la  que  para  evitar  los  muchos  dafios  que  ocasionaban 
los  puercos  en  los  abrevaderos  corrientes  y  en  las  dehesas  de  la  ciu- 
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dad  y  dehesas  del  Ayantamicnto,  se  prohibió  que  ios  pudieran  llevar  i 
abrevar  á  los  abrevaderos  corrientes  que  se  expresan,  entre  los  que 
fígura  el  de  Aguaza;  y  que,  por  último »  presentó  testimonio  del  re- 
sultado de  los  expedientes  de  visita  de  veredas  y  abrevaderos  existen- 
tes en  el  término  de  Chinchilla,  correspondientes  á  los  años  1817,  183(1 
y  1835,  en  los  que  fígura  el  abrevador  de  la  fuente  de  Aguaza  : 

Resultando  que  el  Ayuntamiento  impugnó  la  demanda,  alegando 
que  el  demandante  no  justifícaba  el  dominio  sobre  el  heredamiento  & 
que  decia  corresponder  la  fuente  de  Aguaza,  y  no  podia  hacerlo  ya 
en  este  justicio:  que  debía  además  Justificar  que  dicha  fuente  formaba 
parte  del  citado  heredamiento,  prueba  del  dominio  que  era  indispen- 
sable, así  para  la  acción  reivindicatoria,  como  para  la  denegatoria  de 
servidumbre  que  se  ejercitaba:  que  la  ejecutoria  del  pleito  sustanciado 
en  1794  no  producía  excepción  de  cosa  juzgada ,  ni  aun  con  relacioa 
á  la  verdadera  posesión  legal,  ni  al  derecho  á  poseer,  porque  habla 
recaído  en  un  juicio  sumarísiino,  que  sólo  resolvía  sobre  la  posesión 
interina;  y  que  aun  cuando  se  diera  á  los  documentos  presentados  el 
valor  que  se  pretendía,  el  Ayuntamiento  había  adquirido  su  dominio 
por  prescripción,  porque  con  título  ó  sin  él,  con  buena  fé  y  aunme 
ésta  faltara,  habían  concurrido  cuantas  circunstancias  exigía  la^y 
para  adquirir  por  aquel  medio  el  dominio  de  bienes  raíces,  para  impo- 
ner sobre  ellos  servidumbres,  y  para  adquirir  cuaidj¡||silerechos'  permi- 
tía su  propia  naturaleza:  ' 

Resultando  que  el  demandante  presentó  original,  al  replicar,  la  dk 
tada  ejecutoria,  que  se  unió  á  los  autos  á  pesar  de  la  oposicioa  que 
á  ello  hizo  el  Ayuntamiento,  y  que  fué  objeto  de  un  incidente  que  se 
sustanció  en  dos  instancias;  y  que  suministrada  prueba  por  las  par- 
tes, dictó  sentencia  el  Juez,  declarando  que  la  fuente  en  cuestión  cor- 
responde en  propiedad  y  posesión,  libre  de  toda  servidumbre,  á  Doña 
María  Luisa  Alarcon,  como  viuda  de  D.  José  Nuñez  Robres,  y  &  sos 
hijos  D.  José,  0.  Lázaro,  Doña  Josefa,  Doña  Dolores  y  Doña  Concep- 
ción Nuñez  Robres,  condenando  en  su  consecuencia  al  Ayuntamiento 
de  Corral-Rubio,  en  representación  del  comuK  de  vecinos,  á  dejarla 
desembarazada  y  á  disposición  de  aquellos: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  el  Ayuntamiento,  se  re- 
mitieron los  autos  á  la  Audiencia  de  Albacete;  y  que  los  demandan- 
tes, mediante  haber  llegado  últimamente  á  su  conocimiento  como  así 
lo  juraban,  que  en  los  protocolos  del  Notario  D.  Fernando  Gano  Ma- 
fias se  encontraban  el  testamento  de  Doña  Ana  García  Jaraba;  la  vent 
del  heredamiento  de  Aguaza  á  D.  Fernando  Antonio  Nuñez  de  Robres 
y  el  testamento  de  éste  y  su  mujer  Doña  Beatriz  Balterra ,  solicitaro 
que  se  pusiera  testimonio  de  dichos  documentos ;  y  que  negada  esl 
pretensión,  por  ser  sólo  pertinente  el  Juramento,  en  el  caso  de  qae 
la  vez  se  hiciera  presentación  de  los  documentos ,  presentaron ,  co 
el  de  no  haber  llegado  hasta  entonces  á  su  noticia,  testimonio  di 
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testamento  antes  referido;  y  que  impugnada  su  admisión  por  el  Aynn- 
tamiento,  fué,  sin  embargo»  admitido  y  cotejado  con  su  original,  con 
el  que  se  encontró  conforme: 

Resultando  que  confirmada  con  las  costas  la  sentencia  apelada  por 
la  que  en  88  de  Julio  de  1869  dictó  la  Sala  primera  de  la  Audiendt 
de  Albacete,  interpuso  el  Ayuntamiento  de  Corral-Rabio  recurso  de 
<»sacion,  citando  como  infringidos: 

1/  Los  artículos  S25  y  867  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  y  ia 
doctrina  establecida  por  esto  Tribunal  en  las  sentencias  de  18  de 
Abril  de  1861  y  9  de  Eaero  de  1865,  que  impilen  la  admisión  de  do- 
cumentos con  posterioridad  á  la  presentación  de  la  demanda,  á  no 
ser  de  fecba  posterior,  ó  jurar  el  demandante,  si  fueran  anteriores» 
no  haber  tenido  conocimiento  de  ellos;  impidiendo  además  el  867  traer 
á  las  partes  los  documentos  de  que  no  jurasen  no  haber  tenido  noti- 
cia de  ellos ,  lo  cual  no  habla  sido  cumplido  por  los  actores ;  y  aun 
<;uando  lo  hubieran  hecho,  el  juramento  hubiera  sido  falso,  por  haber 
antes  reconocido  que  tenían  noticia  de  ellos;  admitiéndoseles  no  obs- 
tante la  ejecutoria  que  presentaron  con  su  escrito  de  réplica,  y  el  tes- 
tamento que  habían  acompañado  en  la  segn^ída  instancia. 

8.*  La  ley  3/,  tít.  16,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación;  el  ar- 
líenlo  896  de  la  Hipotecaria,  y  la  doctrina  admitida  por  este  Supremo 
Tribunal  en  sentencia  de  27  de  Octubre  de  1860,  en  que  se  dispone 
que  los  documentos  anteriores  al  año  1768,  comprendidos  en  los  que 
aquella  ley  señala  para  perseguir  las  fincas  gravadas,  no  sean  admiti- 
dos sin  que  preceda  á  su  presentación  el  registro  de  hipotecas,  lo  cual 
no  había  tenido  lugar  con  el  testamento  de  Doña  Beatriz  Balterra. 

3.*  La  ley  41  de  Toro;  1.',  tít.  17,  libro  10  de  la  Novísima  Reco- 
pilación, y  las  sentencias  de  28  de  Noviembre  y  17  de  Diciembre  de 
1867,  según  las  que  la  acción  reiviudicatoria,  apoyada  en  la  cualidad 
vincular  de  los  bienes,  exige  la  prueba  directa  y  acabada  por  alguno 
•de  los  medios  que  dicha  ley  establece  y  que  en  primer  término  pone 
la  escritura  de  fundación  con  la  licencia  del  Rey,  lo  cual  no  había  te- 
nido lugar  en  el  presente  caso  con  la  debida  oportunidad ;  pues  si 
bien  podia  admitirse,  según  dichas  leyes  y  doctrinas  la  prueba  de  tes- 
tigos con  las  condiciones  que  se  fijaban  y  que  en  el  presente  caso  nó 
se  habian  reunido,  esta  prueba  era  supletoria,  y  no  para  cuando  exis- 
tian  las  escrituras  de  fundación. 

4.*  La  ley  16,  tít.  22 ,  Partida  3." ,  y  sentencias  de  5  de  Junio  de  1860 
^  16  de  Mayo  de  1866,  porque  se  habia  dejado  sin  resolver  si  la  fuente 
^e  Aguaza  pertenecía  á  los  actores  por  corresponder  el  vínculo,  cuanto 
forqu^  aseguraba  que  ni  siquiera  se  habia  disputado  sobre  su  cualidad 
vliiGQtair. 

5.*  La  ley  1.',  tít.  14,  Partida  8.',  que  dispone  que  si  el  deman- 
•dante  no  prueba  su  acción,  se  debe  dar  por  quito  el  demandado. 

6.*   Las  leyes  1.*  y  2.*,  tít.  18,  Partida  8.*;  art.  280  de  la  Ley  de 
L  5 
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Enjaiciamiento  civil  en  8us  números  1.%  2.*,  3/  y  5.*;  la  doctrina  le- 
gal admitida  por  los  Tribunales ,  y  la  ley  10,  tlt.  14  de  la  misma  Par- 
tida, que  declaran  que  todo  documento  público  hace  plena  fé  enjui- 
cio, y  tenian  este  carácter  los  presentados  por  el  Ayuntamiento  para^ 
Justificar  el  dominio  que  le  correspondía  sobre  los  terrenos  y  here- 
dades que  componían  su  término. 

7/  La  ley  7.%  tít.  29,  Partida  3.*,  y  la  sentencia  de  17  de  Diciem- 
bre de  1864,  que  declaran  que  los  bienes  de  un  común  de  vecinos  no 
se  pueden  adquirir  por  prescripción ;  y  la  sentencia  de  15  de  Octubre 
de  1866,  si  se  aplicaba  á  este  caso  la  prescripción  inmemorial  que  aquí 
no  podia  tener  lugar,  puesto  quj  se  tenia  conocimiento  de  la  proce- 
dencia de  las  fincas  cuando  menos  desde  1457. 

8.*  La  ley  18,  tlt.  29,  Partida  3.*;  la  de  11  de  Octubre  de  1820,  y 
las  sentencias  de  este  Tribunal  de  20  de  Noviembre  de  1860,  28  de 
Noviembre  y  3  de  Diciembre  de  1867,  porque  el  Ayuntamiento  habla 
poseído  con  Justo  titulo  por  más  de  diez  y  aun  de  veinte  años  los  bie- 
nes que  se  suponían  vinculados,  y  que  desde  30  de  Agosto  de  1836' 
hablan  quedado  reducidos  á  las  condiciones  de  bienes  libres. 

9.*  La  ley  15,  tít.  31,  Partida  3.*,  porque  según  ésta,  disfrutándose- 
una  servidumbre  continua  por  diez  años  entre  presentes  y  veinte  en- 
tre ausentes,  quedaba  ésta  constituida,  lo  cual  había  sucedido  en  el 
presente  caso;  pues  aunque  en  la  sentencia  se  decía  que  la  cuestión-  . 
versaba  sobre  la  propiedad  y  posesión  de  la  fuente  de  Aguaza ,  no  era 
exacto  como  podia  verse  en  los  escritos  de  demanda,  réplica  y  du- 
plica, tanto  más,  cuanto  que  en  la  sentencia  de  la  Ghancillería  de  Gra- 
nada de  1795  se  recohocia  á  los  vecinos  del  citado  pueblo  la  servi- 
dumbre de  beber  en  aquella  fuente,  por  cuya  razón  había  además  in- 
fringido las  leyes  19  y  21,  tít.  22,  Partida  3.%  no  dando  á  la  cosa  juz- 
gada el  valor  y  eficacia  correspondientes. 

10.  El  decreto  de  las  Cortes  de  8  de  Junio  de  1813  y  Real  orden 
de  17  de  Mayo  de  1838,  suponiendo  que  aquel  había  declarado  libres^ 
todas  las  fincas,  cuando  sólo  se  referia  á  las  servidumbres  que  de- 
bieran su  origen  á  prácticas  abusivas,  respetando  no  obstante  las  ca- 
ñadas, abrevaderos  etc.,  y  suponiendo  que  tales  heredades  correspon- 
dían á  particulares  en  pleno  y  absoluto  dominio. 

11.  La  ley  36,  tít.  18,  Partida  3/,  que  declara  no  deben  valer  las- 
carlas ganadas  diciendo  mentira ,  porque  la  sentencia  de  27  de  Junia 
de  1795  inserta  en  la  Real  provisión  presentada  con  el  escrito  de  ré- 
plica, habla  sido  obtenida,  asegurando  D.  Francisco  Nufíez  Robres,  que 
ja  fuente  de  Aguaza  había  sido  descubierta  por  Doña  Ana  García  Jaraba 
en  1621,  encubriendo  que  existía  ya,  y  era  abrevador  concejil  en  1457.. 

Y  12.    Las  leyes  2.'  y  3.',  tít.  19,  libro  11  de  la  Novísima  Recopi- 
lación ,  al  imponer  al  Ayuntamiento  de  Corral-Rubio  las  costas  de  lai^ .; , 
segunda  instancia,  porque  en  la  primera  no  hablan  figurado  antece^'  * 
«lentes  que  se  hablan  traido  á  la  segunda.  '^ 
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Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Cáceres. 

Considerando  que  la  demanda  de  estos  autos  ha  versado  sobre  ias 
acciones  reivindicatoría  y  negatoria  de  servidumbre  para  que  se  de- 
clarase correspondía  en  propiedad  á  los  demandantes  la  fuente  deno- 
minada Aguaza  en  el  heredamiento  de  este  término,  y  la  excepción 
propuesta  por  el  Ayuntamiento  de  dicho  pueblo  para  que  se  declarase 
por  el  contrallo  que  había  adquirido  el  dominio  de  la  misma  fuente  y 
cuantos  derechos  son  inherentes  á  la  propiedad : 

Considerando  que  acerca  de  ambos  extremos  se  han  practicado 
pruebas  por  las  partes  con  documentos,  testigos  y  peritos ,  y  además 
la  de  inspección  ocular  de  la  fuente,  sobre  todas  las  cuales  ha  re* 
caldo  la  calificación  de  la  Sala  sentenciadora,  apreciando  que  los  de- 
mandantes han  probado  su  acción;  y  que  el  Ayuntamiento  demandado 
no  ha  justificado  sus  excepciones,  sin  que  contra  aquellas  apreciación 
nes  se  alegue  la  infracción  de  ley  ó  doctrina  admitida  por  la  Jurispru- 
dencia de  los  Tribunales: 

Considerando  que  habiendo  deferido  la  ejecutoria  á  la  demanda  y 
en  los  propios  términos  que  estaba  formulada,  no  ha  infringido  la 
ley  16,  tít.  28,  Partida  3.*,  y  doctrinas  de  las  sentencias  que  inoportu- 
namente se  citan : 

Considerando  que  apreciadas  todas  las  probanzas  que  han  articu- 
lado los  litigantes,  la  sentencia  no  ha  quebrantado  la  ley  1/,  tít.  li. 
Partida  3.' ,  que  definía  la  prueba,  y  á  quién  corresponde  hacerla  en 
los  juicios : 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  no  ha  desconocido  la  efi- 
cacia de  los  documentos  presentados  por  el  recurrente,  y  por  tanto  no 
ha  infringido  las  leyes  1.*  y  2.%  tít.  18;  la  10,  tít.  14,  Partida  3.*,  el 
artículo  280  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  la  doctrina  legal  que 
vagamente  se  indica : 

Considerando  que  habiendo  apreciado  también  la  ejecutoria  que  ei 
recurrente  no  ha  mostrado  el  título  de  la  propiedad  de  la  fuente ,  ni 
que  haya  acreditado  la  posesión  de  ella  por  más  6  menos  tiempo,  no 
infiringe  las  leyes  18,  tít.  29,  Partida  3/;  la  de  11  de  Octubre  de  1820; 
hi  de  15,  tít.  31;  las  19  y  21 ,  tít.  22,  Partida  3.*,  y  doctrinas  de  las 
sentencias  que  se  recuerdan  : 

Considerando  que  por  las  mismas  razones  expuestas  tampoco  in- 
fringe la  sentencia  el  decreto  de  Cortes  de  8  de  Junio  de  1813  y  Real 
orden  de  17  de  Mayo  de  1838  : 

Considerando  qne  justificado  el  dominio  de  la  fuente  por  los  de^ 
mandantes,  por  títulos  legítimos,  la  sentencia  no  quebranta  la  ley  7.*, 
título  29,  Partida  3.*,  y  sentencia  de  17  de  Diciembre  de  1864;  además 
de  qne  nunca  ha  pertenecido  la  fuente  al  común  de  vecinos  de  Corral- 
ftnbio»  según  el  juicio  de  la  misma  Sala : 

Considerando  que  es  impertinente  la  cita  de  los  artículos  225  y  867 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  como  ias  de  las  sentencias  que  se 
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recuerdan  &  este  propósito,  porque  refiriéndose  á  cuestiones  de  trá- 
mite, no  pueden  ser  motivo  para  un  recurso  de  casación  en  el  fondo: 

Considerando  que  no  habiéndose  tratado  en  ei  pieito  del  ejercíeio 
de  acciones  bipotecarias ,  es  más  improcedente  la  cita  de  la  ley  8.% 
título  16,  libro  10  de  Novísima  Recopilación,  del  art.  396  de  la  Ley 
hipotecaria  y  senteacia  de  S7  de  Octubre  de  1S60  : 

Considerando  que  no  habiéndose  litigado  sobre  la  naturaleza  vinco- 
lar  de  la  fuente  en  disputa,  no  han  tenido  los  demandantes  la  obli- 
gación de  justificar  aquella  cualidad ,  ni  la  sentencia  infringe  la  ley  41 
de  Toro,  ó  sea  la  1/,  tít.  17,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  y 
sentencias  que  se  mencionan : 

Considerando  que  la  sentencia  de  la  Chancillería  de  Granada  se 
ha  traído  á  los  autos  en  debida  forma  y  se  ha  cotejado  con  citación 
en  el  término  de  prueba;  y  por  tanto  es  impertinente  alegar  que  se 
ha  obtenido  con  vicios ,  cuando  aparece  que  en  aquel  pleito  litigó  el 
Ayuntamiento  de  Corral-Rubio,  y  que  se  suponga  infringida  la  ley  36, 
título  18,  Partida  3/: 

T  considerando  que  al  confirmar  la  Sala  sentenciadora  la  senten- 
cia del  Juez  de  primera  instancia  é  imponer  las  costas  de  la  alzada  al 
Ayuntamiento  apelante,  ha  cumplido  fielmente  el  precepto  de  la  ley  2.% 
título  19 ,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación ;  sin  que  pueda  de- 
cirse que  infringe  la  ley  3.*  del  mismo  título  y  libro,  por  cuanto  la 
confirmación  ha  sido  absoluta  sin  aditamento  ó  moderación ,  en  cuyos 
únicos  casos  hubiera  podido  quebrantarse  esta  última  ley ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Ayuntamiento  de  Corral-Rubio, 
á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  de- 
positada, que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  mandamos  que  se 
devuelvan  los  autos  á  la  Audiencia  de  Albacete,  con  la  certificación 
correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.:^uan  González  Ace- 
vedo.=José  M.  Cáceres.  =Laureano  de  Arrieta.=yaientin  Garralda.=? 
Francisco  María  de  Castillar.=Joaquin  Jaumar.=sJosé  Fermin  de  Muro. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  María  Cáceres ,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo ,  estándose  ce- 
lebrando audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo,  el  dia  de 
hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  1.*  de  Octubre  de  1870.=Gregor¡o  Camilo  García. 
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CASACIÓN. 


Pago  de  cierta  cantidad. — Sentencia  de  4  de  Octubre,  declarando 
DO  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ra- 
fael Ramirez  Leen  contra  la  pronunciada  por  la  Sala  segunda 
de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con  D.  Tomás  Martinez 
Lafuente. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  la  ejecutoria  que  manda  cumplir  los  pactos  convenidos  por 
los  interesados  no  quebranta  la  ley  i/,  tit.  10,  Partida  5.^ 

En  la  villa  de  Madrid,  á  i  de  Octubre  de  1870,  en  los  autos  seguidos 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Sagrario  y  en  la 
Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Granada  por  D.  Tomás  Martinez  La* 
fuente  con  D.  Raílael  Ramirez  León,  sobre  pago  de  8.S07  escudos  159 
milésimas;  autos  pendientes  ante  Nos  en  yirtud  de  recurso  de  casación 
interpuesto  por  el  demandado  contra  la  sentencia  que  en  88  de  Enero 
último  dictó  la  referida  Sala : 

Resultando  que  por  escritura  de  99  de  Julio  de  1865  D.  Tomás 
Martinez  y  D.  Rafael  Ramirez  otorgaron  que  daban  por  ultimada, 
extinguida  y  disuelta  la  sociedad  colectiva  que  habian  tenido  bajo  la 
razón  de  Ramírez  y  Martinez;  y  después  de  manifestar  que  practicado 
el  oportuno  balance  y  liquidación ,  resultaba  una  pérdida  del  capital 
social  de  50.191  rs.  91  cents. ,  estipularon  como  bases  de  la  liquida- 
don,  entre  otras,  las  condiciones: 

1.'  Que  D.  Tomás  Martinez  desde  luego  se  bacia  cargo  de  los  asun* 
tos  pendientes  en  la  liquidación ,  tanto  en  pro  como  en  contra  del 
establecimiento,  y  el  D.  Rafael  Ramirez  sólo  quedaba  responsable  á 
los  créditos  que  babia  en  contra  de  la  sociedad ,  «esando  su  respon- 
sabilidad en  el  tiempo  convenido  para  que  el  D.  Tomás  presentase  la 
solvencia  de  dichos  créditos. 

S.*  Que  habiéndose  segregado  de  la  liquidación  las  deudas  que  re- 
sultaban como  dudosas  é  incobrables,  habian  convenido  ambas  partes 
el  haeer  un  extracto  de  ellas,  á  fin  de  que  quedase  en  poder  de  cada 
uno  de  los  otorgantes  una  lista ,  firmada  con  expresión  de  cada  uno 
de  los  deudores;  pero  el  D.  Tomás  Martínez,  con* arreglo  á  lo  pacta- 
do, se  hacia  cargo  de  la  totalidad  de  dichas  deudas  para  procurar  su 
cobro,  dando  cuenta  mensual  mente  de  sus  gestiones  acerca  del  mismo 
á  Ramírez»  y  entregando  &  éste  en  igual  período  la  mitad  de  las  can* 
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tidades  qae  percibiera  á  baena  caenta;  entendiéndose  qae  si  para  veri- 
ficar el  cobro  hubiese  qi^e  practicar  algunas  diligencias  ó  hacer  gastos 
Judiciales,  seria  su  abono  de  cargo  de  ambos  otorgantes: 

6/  Que  Ramírez  no  quedaba  obligado  á  responder  de  cualquier 
vicisitud  que  ocurriera  respecto  de  ios  créditos  que  resultaban  á  favor 
del  establecimiento,  pues  estos  se  considerarían  siempre  para  el  Don 
Rafael  como  efectivos;  y  únicamente  quedaba  responsable ,  como  se 
dejaba  indicado,  á  ia  parte  de  los  créditos  dudosos  é  incobrables,  y 
no  de  ninguna  otra  cantidad. 

t  7/  Que  finalizado  el  pago  ó  hecho  efectivo  el  último  pagaré» 
previo  el  oportuno  canjeo,  se  cancelada  esta  escritura  por  el  Ramírez 
á  petición  del  Martínez  y  en  el  mismo  acto,  sí  aun  resultasen  algunas 
de  las  cuentas  dudosas  é  incobrables  sin  haberse  hecho  efectivas,  se 
dividirían  entre  ambos  otorgantes,  saldando  de  este  modo  y  por  com- 
pleto «1  Martínez  con  el  Ramírez. 

Resultando  que  en  14  de  Agosto  de,1867  D.  Tomás  Martínez  y  Don 
Rafael  Ramírez  otorgaron  otra  escritura,  por  la  que,  haciendo  mérito 
de  la  de  29  de  Julio  de  1865 ,  declararon  el  Ramírez  que  por  cuanto 
en  aquel  acto  había  Justificado  Martínez  de  la  manera  mfls  cumplida: 

1.*  Que  tenía  prevenido  áios  acreedores  que  fueron  déla  sociedad 
Ramírez  y  Martínez ,  por  medio  de  ias  oportunas  circulares,  que  re- 
conociesen al  D.  Rafael  como  dueño  de  ia  mitad  de  los  eréditos  que 
aún  faltaban  por  pagar,  importantes  57.252  rs.  5  cents.,  según  la 
base  7.'  de  la  escritura  de  disolución: 

2.*  Que á sus  respectivos  vencimientos  había  recibido  del  D.Tomás 
en  metálico  efectivo  la  mitad  de  los  créditos  cobrados,  Importantes 
18.266  rs.  98  cents.,  cual  se  obligó  en  ia  condición  5.'  de  la  mencio- 
nada escritura: 

T  3.*  Que  en  sus  respectivas  épocas  y  vencimientos  recibid  también 
los  842.772  rs.  22  cents,  importe  de  los  pagarés  que  le  fueron  entregados 
por  el  Martínez  ,  acusaba  á  favor  de  éste  ia  más  solemne  carta  de 
pago  y  finiquito  que  á  su  seguridad  conviniese;  dando  en  su  conse- 
cuencia por  rota  y  cancelada  y  de  ningún  valor  ni  efecto  la  escritura 
de  29  de  Julio  de  1865,  en  cuanto  hacia  reladon  &  las  obligaciones 
que  quedaron  pendientes  por  parte  del  Martínez,  puesto  que  se  habían 
cumplido  por  éste  todas  aquellas  estrictamente,  como  era  de  esperar; 
y  el  D.  Tomás  Martínez  que  aceptaba  á  su  favor  el  contenido  de  esta 
escritura,  y  en  su  consecuencia  inutilizaba  en  el  acto  los  recibos  y 
pagarés  que  le  habían  sido  entregados  por  el  D.  Rafael: 

Resultando  que  D.  Tomás  Martínez  en  17  de  Noviembre  de  dicho 
afio  de  1867  firmó  un  documento  privado ,  expresando  que  dejai>a 
abonada  en  cuenta  la  cantidad  de  4.856  rs.  72  cents,  efectivos,  valor 
recibido  del  mismo  por  saldo  hasta  la  fecha: 

.  Resultando  que  Áliecido  D.  José  Flores  Calderón,  deudor  á  la  so- 
ciedad Martínez  y  Ramírez  de  la  cantidad  de  44.143  rs.  18  cents,  com- 
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prendida  entre  los  créditos  cobrables  de  aqaeila ,  se  practicó  inven- 
tario de  sns  bienes  en  7  de  Setiembre  de  1865;  y  en  10  de  Diciembre 
signiente,  á  petición  de  D.  Tomás  Martinez  y  de  otros  acreedores ,  se 
declaró  en  quiebra  la  testamentaría,  apareciendo  contra  ella  un  pasivo 
de  835.801  rs.  55  cents. : 

Resultando  que  D.  Tomás  Martinez  Lafuente  dedujo  demanda  en 
16  de  Abril  de  1868  para  que  se  condenase  á  D.  Rafael  Ramírez  León 
á  que  le  pagara  la  cantidad  de  88.071  rs.  59  cents.,  ó  sean  8.807  es- 
<;udos  159  milésimas,  como  mitad  del  crédito  contra   D.  José  Flores 
Calderón,  con  más  la  mitad  de  las  costas  y  gastos  que  hubiese  satis- 
fecho ó  satisficiera  por  razón  de  la  cobranza  de  dicho  crédito;  y  des- 
pués de  hacer  mérito  de  la  escritura  de  89  de  Julio  de  1865,  alegó  que 
al  formarse  la  lista  de  los  créditos  dudosos  é  incobrables  de  que  ha- 
blaba la  cláusula  8.*  de  aquella,  no  se  incluyó  el  que  existia  en  favor 
de  la  casa  contra  D.  José  Flores  Calderón ,  importante  44.143  rs.  18 
céntimos,  sin  embargo  de  exigirlo  el  demandante,  porque  D.  Rafael 
Ramírez  protestó  y  aseguró  que  la  deuda  era  corriente,  y  que  como 
tal  no  debía  incluirse  en  la  lista  de  las  dudosas  é  incobrables ,  y  que 
si  resultaba  üsillida  ó  no  pudiera  cobrarse,  él  responderla  de  la  mitad 
en  la  forma  que  se  habla  estipulado  respecto  á  los  demás  créditos  du- 
dosos: que  después  de  otorgada  la  referida  escritura  el  demandante 
manifestó  sus  temores  sobre  la  cobranza  de  dicha  deuda,  y  Ramírez 
Insistió  en  dar  seguridades  de  que  era  corriente,  reiterando  ante  tes- 
tigos la  oferta  de  satisfacer  la  mitad:  que  es  principio  de  derecho  que 
io  estipulado  para  un  caso  se  entienda  pactado  para  todos  los  de  la 
misma  naturaleza;  y  por  lo  tanto,  estipulado  en  las  cláusulas  8.*  y  7.* 
de  la  escritura  de  89  de  Julio  que  los  créditos  dudosos  é  incobrables 
se  distribuyeran  por  mitad  entre  los  dos  socios,  siendo  de  tal  natura- 
leza el  que  la  sociedad  tenia  contra  Flores  Calderón,  era  evidente  que 
la  convención  abrazaba  á  esta  deuda  como  á  todas  las  de  su  misma 
chise:  que  el  espíritu  todo  de  la  convención ,  Junto  con  los  principios 
de  equidad  y  moralidad,  abonaban  de  ;.n  modo  ostensible  el  derecho  del 
actor,  pues  era  inconcuso  que  los  contrayentes  al  disolver  la  socie- 
dad quisieron  hacer  una  liquidación  en  que  cada  uno  de  ellos  llevase 
igual  parte  de  las  pérdidas  sufridas;  y  que  aun  prescindiendo  de  los 
anteriores  fundamentos  legales,  seria  procedente  y  Justa  la  acción  que 
ejercitaba  con  arreglo  á  la  ley  l.%  tít.  1.*,  libro  10  de  la  Novísima  Re- 
copilación, puesto  que  D.  Rafael  Ramírez  prometió  de  un  modo  so- 
lemne y  formal  abonarle  la  mitad  del  crédito  de  Flores  Calderón  si 
no  era  corriente  y  dejaba  de  cobrarse : 

Resultando  que  al  contestar  la  demanda  D.  Rafael  Ramírez  pre- 
tendió se  le  absolviese  de  ella ,  excepcionando  al  efecto  que  al  disol- 
verse la  sociedad  y  en  cumplimiento  de  la  cláusula  8.'  de  la  escritura 
*de  SVde  Julio  de  1865,  D.  Tomás  Martínez  le  entregó  la  lista  de  las 
deudas  calificadas  de  dudosas  é  incobrables,  entre  las  cuales  no  se 


72  TRIBUNAL    SUPRBlfO. 

comprendía  la  de  D.  José  Flores  Calderón:  que  según  la  cláusula  <.\ 
Bamirez  solo  quedó  responsable  á  la  parte  de  los  créditos  dudosos  é 
incobrables,  pues  los  demás  que  resultaban  á  favor  del  establecimiento 
se  consideraban  para  él  como  efectivos:  que  con  arreglo  á  la  clan* 
sula  7.*  de  dicha  escritura,  se  canceló  ésta  por  la  de  14  de  Agosto* 
de  1867»  dividiéndose  las  deudas  dudosas  que  aun  no  se  hablan  beebo 
efectivas,  expidiendo  al  efecto  D.  Tomás  Martioez  la  oportuna  circular 
&  ios  deudores,  sin  comprender  tampoco  en  ellos  al  D.  José  Flores 
Calderón;  y  después  el  mismo  Martínez  entregó  al  Eamirez,  por  com- . 
pleto  saldo  de  su  haber  en  la  liqífidacion  consumada,  el  abonaré  de  17 
de  Noviembre  del  mismo  año  de  1867,  sin  que  se  le  ocurriese  la  re- 
clamación que  motivaba  la  demanda,  no  obstante  que  el  fallecimiento* 
de  Flores  (¿ideron  y  su  declaración  de  abintestato  y  quiebra  hablan 
ocurrido  antes  de  los  hechos  expresados:  que  en  los  contratos  la  vo- 
luntad de  los  contrayentes  es  la  ley  en  la  materia,  siendo  ineludible 
su  cumplimiento  sin  que  cuando  las  condiciones  estipuladas  son  claras^ 
en  su  tenor  haya  necesidad  de  recurrir  á  interpretaciones;  y  que  era 
impertinente  la  cita  de  la  ley  1/,  tíi.  1.*,  libro  10  de  la  Novísima  Re- 
copilación cuando  no  resultaba  que  existiera  pacto  ni  contrato  alguno^ 
puesto  que  á  falta  de  un  documento  en  que  constase  legalmente  ui^ 
contrato  particular,  habia  que  estar  á  las  escrituras  presentadas: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  practicaron  las  que 
las  partes  propusieron  por  medio  de  testigos  y  posiciones;  habiendo 
confesado  Eamirez  en  las  que  se  le  exigieron  que  el  crédito  contra 
Flores  Calderón,  que  se  le  reclama,  pertenencia,  á  la  sociedad  Eamirez 
y  Martínez  en  la  época  de  la  liquidación  de  la  misma ,  y  que  efectiva- 
laente  se  estableció  que  se  dividieran  por  mitad  ios  créditos  dudosos 
é  incobrables: 

Resultando  que  dictada  sentencia  por  el  Juez  de  primera  instancia,. 
é  interpuesta  apelación  por  el  demandado,  la  Sala  segunda  de  la  Au- 
diencia, por  la  que  pronunció  en  28  de  Enere  último  modificando 
en  parte  la  del  inferior,  condenó  á  D.  Rafael  Eamirez  de  León  á  quo 
en  el  término  de  veinte  dias  pagase  á  0.  Tomás  Martínez  de  Lafuente 
los  ii.Wll  rs.  59  cents.,  ó  sean  2.207  escudos  1S9  mils.,  objeto  de  su 
demanda»  con  más  la  mitad  de  los  gastos  que  justifícase  haber  hecho 
para  realizar  el  cobro  de  los  44.143  rs.  18  cents.,  importe  del  crédito 
que  la  sociedad  mercantil  Eamirez  y  Martínez  tenia  contra  D.  José 
Flores  Calderón,  sin  especial  condenación  de  costas: 

T  resultando  que  D.  Eafael  Eamirez  interpuso  recurso  de  casación». 
y  citó  entonces  y  después  en  tiempo  oportuno  en  este  Tribunal  Sa- . 
premo  como  infringidas: 

,  1/   La  ley  4.',  tít.  10»  Partida  5.'»  que  declara  valederos  los  pleitos^, 

que  los  compañeros  ponen  entre  sí  por  razón  de  ganancias.  .y 

8.*   Las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo,  entre  ellas  la  de  8S  diB^) 

Diciembre  de  1859,  según  las  cuales  es  doctrina  legal  «que  lo  eatt^j^ 
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¡miado  por  las  partes  en  nn  contrato  debe  respetarse  y  camplirse 
cefldo  ley  en  la  materia.» 

8.*  La  doctrina  establecida  por  este  mismo  Tribanai  Supremo  en 
sentencia  de  19  de  Abril  de  1859,  con  arreglo  á  la  que  «es  ñola  la 
sentencia  que  viola  ia  ley  del  contrato  que  se  impusieron  lícitamente 
los  otorgantes  al  celebrarlo,  y  no  da  á  sus  cláusulas  y  condiciones 
el  Talor  é  inteligencia  que  le  dieron  los  contratantes.» 

4.*  La  sentencia  de  28  de  Mayo  de  1866,  que  establece  como  doc- 
trina legal  que  no  es  verosímil  que  al  propio  tiempo  de  celebrar  y  so- 
lemnizar un  contrato  se  propusieran  los  contrayentes  hacerle  nulo  é 
Ineficaz  por  nn  medio  indirecto,  contradictorio  é  irregular. 

T  5.*  Ai  establecer  la  Sala  sentenciadora  que  el  pacto  verbal  á  que 
se  refiere  el  demandante  y  que  es  la  base  de  la  acción  ejercitada  por 
éste  está  probado  iegaimente  por  tres  testigos  intachables,  se  infringió 
este  mismo  pacto  verbal»  puesto  que  no  puede  suponerse  fallido  el 
crédito  de  D.  José  Flores  Calderón  mientras  esté  pendiente  el  Juicio 
universal  de  concurso  á  que  estaba  sometida  su  testamentaría,  y  mien- 
tras en  él  no  recaiga  declaración  ejecutoria  sobre  este  punto. 

?isto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Gáceres. 

Considerando  que  la  cuestión  del  pleito  se  ha  limitado  á  si  tuvo  ó 
no  electo  el  pacto  celebrado  por  los  litigantes  al  tiempo  y  después  de 
firmar  la  escritura  de  disolución  de  la  sociedad  en  29  de  Julio  de  1865 
sobre  que  en  el  caso  de  que  resultase  fallido  el  crédito  contra  Don 
José  Flores  Calderón,  que  el  demandante  consideraba  dudoso  é  inco- 
brable, el  recurrente  se  comprometié  á  indemnizarlo  para  que  fueran 
igaaies  las  condiciones  de  los  socios: 

Considerando  que  acerca  de  este  hecho  se  ha  practicado  prueba  de 
testigos,  que  ha  apreciado  la  Sala  sentenciadora  en  uso  de  las  facul- 
tades que  la  concede  el  art.  877  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
declarando  la  certeza  de  iiquei  pacto  y  la  obligación  que  tiene  el  re- 
currente de  cumplirlo: 

Considerando  qne  la  ejecutoria  no  quebranta  la  ley  i.\  tít.  18, 
Fartlda  5.%  ni  las  sentencfeis  que  se  invocan,  puesto  que  manda  cum- 
|illr  los  pactos  convenidos  por  estos  interesados: 

T  considerando  que  tampoco  infringe  el  pacto  en  disputa,  porque 
s«  apreciación  se  funda  en  suponer  fallido  al  deudor  Calderón,  me- 
^fonle  á  que  esta  nueva  excepción  se  ha  alegado  por  el  recurrente  al 
ampliar  los  motivos  del  recurso  en  este  Tribunal  Supremo,  y  no  se  ha 
diseiilldo  en  el  pleito; 

Fallamos,  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
feoofso  de  casación  interpuesto  por  D.  Rafael  Ramírez,  á  quien  conde* 
Mftkos  en  las  costas;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Gra- 
iiida  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  paUioará  en  la  Gac$Ui  M 
J|alriif  é  inaertar&  en  la  CoUemñ  l^laíifn ,  pasándose  al  efecto  las 
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copias  necesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos.  nJaní 
González  Acevedo.=José  María  Cáceres.=LaQreftno  de  Arrieta.sxTa* 
lentin  Garralda.s=  Francisco  Haría-  de  Castilla. ssloaqnin  Janmar^s 
J0sé  Fermín  de  Muro. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  ei  Bzcmo.  Seffor 
D.  José  María  Cacares,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estando 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,  el  dia  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado  de  dicho  Sa- 
premo  Tribunal. 

Madrid  4  de  Octubre  de  1870.=5Remig{o  Fernandez  y  Rodrigues. 

NÚM.  18. 
CASACIÓN. 


Tercería  de  dominio. — Sentencia  de  5  de  Octubre,  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel 
Gómez  Morales  contra  la  que  en  12  de  Julio  de  1869  dictó 
la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Granada ,  en  pleito  con  Don 
Antonio  Garcia  Balao,  el  Ministerio  fiscal  y  D.  Juan  de  Dios  Pérez. 

En  sus  GoifsiDERAmos  se  establece: 

Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia  leyes 
que  no  Henen  apUeacion  al  caso  de  autos. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  5  de  Octubre  de  1870 ,  en  el  pleito  seguido 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Sagrario  de  It 
ciudad  de  Granada  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  del  mismo 
territorio ,  por  D.  Manuel  Gómez  Morales  con  D.  Antonio  García  Ba- 
lao ,  el  Ministerio  fiscal  y  D.  Juan  de  Dios  Pérez  del  Rio,  sobre  ter* 
ceria  de  dominio;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  \irtud  de  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Gómez  Morales,  y  por  su  foUecimiento  sos- 
tenido hoy  por  su  viuda  y  albacea  testamentaria  Dofia  María  Euis 
Pérez,  contra  la<  sentencia  que  en  12  de  Julio  de  1869  dictó  la  refe- 
rida Sala : 

Resultando  que  en  virtud  de  autorización  Judicial,  concedida  ft  Don 
José  Aristizabal  y  su  esposa  Dofia  María  de  la  Concepción  Machón  y 
Aristizabal  para  la  venta  de  ciortas  fiqcas,  se  verificó  la  correspon-: 
diente  subasta  ante  uno  de  los  Jueces  de  la  ciudad  da  Granada  en  tti  > 
de  Diciembre  de  186i,  adjudicándose  á  favor  de  D.  Manuel  Gómez  MonK¿ ;» 
les,  por  la  suma  de  iOUOD  rs. ,  una  huerta  conocida  con  el  nombre  v^ 
de  los  Nogales ,  sita  exk  término  de  Granada,  pago  del  Jaragutt  bafei^  ^ 
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con  su  casa-yiYienda  y  81  marjales,  50  estadales  de  tierra  de  difereiir 
tes  clases  y  otras  perteDencias : 

Resultando  que  por  escritara  de  87  de  Enero  de  18(US  el  expresado 
Don  Manuel  Gómez  Morales  y  Juan  de  Dios  Pérez  del  Río  dijeron  que, 
comprada  por  Morales  la  huerta  de  los  Nogales »  que  llevaba  en  renta 
Pérez  del  Rio,  aunque  todavía  no  habla  entrado  aquel  en  posesión  de 
la  finca  por  no  haberse  otorgado  la  escritura  de  venta,  manifestó  al 
colono  Pérez  que  no  le  convenia  la  continuación  del  arriendo,  que  no 
estaba  obligado  á  respetar,  y  conforme  éste  en  hacerle  entrega  de  Ja 
huerta,  con  tal  de  que  Morales  le  abonara  las  mejoras,  frutos  pen- 
dientes, semovientes  y  algunos  efectos  de  dicha  labor,  nombraron  un 
perito  de  conformidad,  que  tasó  todo  ello  en  37.008  rs.  50  cents.,  de 
los  que  á  continuación  en  11  de  dicho  mes  firmó  recibo  ft  favor  de 
Morales ;  y  otorgando  estar  separado  desde  ese  dia  de  dicha  huerta, 
hizo  á  Gómez  Morales  venta  y  traspaso  de  las  mejoras,  frutos,  semo- 
vientes y  efectos  que  constaban  de  la  certificación  del  perito,  por  pre- 
cio todo  ello  de  37.000  rs.,  que  ratificó  tener  recibidos  de  aquel : 

Resultando  que  en  30  de  Enero  de  1865  D.  Rafael  Galludo ,  como 
apoderado  de  D.  José  Aristizabal  y  de  su  esposa  Doña  María  de  la 
Concepción  Machón ,  y  en  virtud  de  la  autorización  judicial,  otorgó  la 
correspondiente  escritura  de  venta  de  la  referida  huerta  de  los  Noga- 
les en  favor  del  rematante  D.  Manuel  Gómez  Morales,  entregando  éste 
en  el  acto  el  precio  convenido : 

Resultando  que  en  los  autos  de  testamentaría  de  Doña  Tomasa  del 
Rio,  madre  de  D.  Juan  de  Dios  Pérez  del  Rio,  por  providencia  de  9 
de  Abril  de  1861,  confirmada  por  la  Superioridad  con  las  costas,  en 
29  de  Diciembre  siguiente  se  desestimó  cierta  pretensión  aducida  por 
aquel :  que  denegada  la  admisión  del  recurso  de  casación  que  el  mismo 
interpuso,  apeló  para  ante  este  Tribunal  Supremo,  y  por  sentencia 
de  5  de  Diciembre  de  1865  se  confirmó  con  las  costas  la  providencia 
denegatoria  del  recurso:  que  formado  incidente  para  la  exacción  de 
las  costas  y  requerido  Pérez  del  Rio,  á  fin  de  que  sefialase  bienes  que 
sujetar  al  embargo  para  el  cobro  de  aquellas ,  dijo  que  no  tenia  nin- 
gunos; porque  la  huerta  en  que  se  hallaba,  la  labraba  su  dueño  Don 
Manuel  Gómez  Morales ,  no  siendo  él  más  que  casero  y  asalariado  por 
su  dueño ;  sin  perjuicio  de  lo  que,  el  alguacil  embargó  los  muebles  y 
semovientes  y  el  fruto  pendiente  en  la  huerta  de  los  Nogales ,  consis- 
tentes en  las  especies  que  se  designan  con  las  mejoras  de  la  misma; 
y  además  otros  bienes  como  propios  del  Pérez  del  Río,  procedentes 
de  la  testamentaría  de  su  madre  Doña  Tomasa  del  Rio : 

Resultando  que  en  su  consecuencia  en  S9  de  Agosto  de  1866  D.  Ma- 
nuel Gómez  Morales,  acompañando  la  escritura  de  27  de  Enero  de  1865, 
dedujo  demanda  de  tercería  de  dominio,  pretendiendo  se  alzara  el  em-^ 
tergo  practicado  en  las  mejoras,  semovientes,  frutos  y  aperos  de 
labor  de  la  huerta  de  los  Nogales,  y  que  se  entregaran  al  demandante» 
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como  611  Único  y  exclusivo  daefio ,  pudiendo  dirigir  el  apremio  contra 
los  demás  bienes  embargados,  ú  otros  que  apareciesen  de  la  propie- 
dad del  deudor  Pérez  del  Rio »  y  para  ello  alegó :  que  constando  por 
la  escritura  de  WJ  de  Enero  de  1865  que  el  demandante ,  en  uso  de 
9Q  derecho  como  comprador  de  la  huerta  de  los  Nogales ,  habla  des* 
pedido  al  colono  de  su  labor  y  la  hizo  suya  con  cuantas  mejoras,  ape- 
it»,  semoYientes  y  frutos  tenia  á  la  sazón  el  colono,  era  indudable 
qpe se  había  hecho  duefio  absoluto  de  todo  ello,  tanto  más  cuanto  que 
inmediatamente  pagó  el  precio  en  que  fué  valorado :  que  este  contrato 
de  cesión,  traspaso  ó  verdadera  venta  de  dicha  labor,  era  el  título 
dtí  dominio  que  en  ellos  tenia  el  demandante ;  y  por  igual  título  y 
como  labrador,  que  desde  entonces  habla  sido  de  su  propia  finca,  le 
pertenecían  además  todas  las  mejoras  que  después  entró  en  ella,  y 
todo  lo  producido  ó  pendiente:  que  Pérez  del  Rio  quedó  como  un 
simple  capataz  ó  encargado,  sin  más  derecho  que  á  percibir  el  salario, 
y  no  siendo  duefio  de  las  mejoras  ni  efectos  que  constituían  la  labor 
déla  huerta,  el  embargo  no  podia  subsistir,  como  hecho  en  cosa 
ajena  al  deudor;  y  que  además  es  presunción  legal  que  cuanto  se  en- 
cuentra en  la  casa  es  del  dueño  de  ella,  á  menos  que  se  justifique  lo 
contrario : 

Resultando  que  formada  pieza  separada,  con  suspensión  del  apre- 
mio contra  D.  Juan  de  Dios  Pérez  del  Rio,  y  conferido  traslado  al 
Fromotor  fiscal  del  Juzgado ,  en  representación  de  los  curiales  intere- 
sados en  las  costas,  á  D.  Antonio  García  B;^ao  y  á  D.  Juan  de  Dios 
Ferez,  el  Promotor  propuso  que  se  justificara  si  estaban  afectos  los 
bienes  embargados  antes  de  la  enajenación  á  las  responsabilidades  que 
«B  SU'  dia  pudiesen  resultar  á  Pérez  del  Rio  en  los  autos  de  testamen- 
tarla de  su  madre : 

Rebultando  que  D.  Antonio  García  Balao  contestó  á  la  demanda,  pi- 
ifieado  se  desestimase  la  tercería  interpuesta  por  Gómez  Morales,  y 
qne  siguiera  el  apremio  en  los  bienes  á  que  se  referia  basta  cubrir  las 
responsabilidades  á  que  se  afectaron  por  el  embargo  practicado,  re- 
vocando, si  necesario /uese,  la  enajenación  que  contenia  la  escritura 
de  97  de  Enero  de  1865,  y  excepcionó:  que  la  despedida  que  se  decia 
hecha  ai  colono  Pérez  del  Rio  no  podia  aceptarse  como  cierta,  por 
ser  indudable  y  páblico  que  habia  permanecido  y  permanecía  en  la 
liaerta  ocupándose  en  el  cultivo  de  la  tierra,  y  disponiendo  de  sus 
fiutos  como  antes  de  la  época  en  que  se  figuraba  la  terminación  de 
so  arrendamiento:  que  la  escritura  que  se  presentaba  para  justificar  . 
la  trasmisión  de  las  labores,  sus  mejoras  y  demás  efectos,  fué  simu-r^ 
lada  en  perjuicio  de  ios  acreedores ,  como  se  deducía  del  hecho  de . 
aparecer  otorgadas  antes  de  haber  obtenido  Gómez  Morales  el  titula. 
de  propiedad,  y  cuando  ya  había  recaído  sentencia  condenando  t 
ftrez  del  Bio  en  las  costas  que  se  le  reclamaban:  que  simulado  A 
coDtrato,  y  hecho  en  firaade  de  acreedores,  era  nulo  con  arreglo  á  lü 
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ley  7.*,  tít.  15,  Partida  B.':  que  ademis  seria  insostenible  en  la  mayor 
parte  de  las  cosas  á  que  se  referia,  porque  debiendo  considerarse  la» 
muebles  los  machones  de  ladrillos,  árboles  y  otras  de  las  machas 
cosas  que  se  tenían  por  mejoras,  debió  presentarse  la  escritura  part  la 
toma  de  razón;  y  no  habiéndose  cumplido  tan  indispensable  requisitow 
ni  aun  podía  obrar  en  autos,  por  prohibirlo  el  art.  S95  de  la  Ley  bl* 
potecaria,  y  el  333  del  reglamento  para  su  ejecución: 

Resultando  que  D.  Juan  de  Dios  Pérez  del  Rio  contestó  It  demanda» 
pretendiendo  se  le  hubiese  por  adherido  y  conforme  ü  la  tercería  in- 
terpuesta por  Gómez  Morales,  y  convino  con  éste  en  que  sólo  era  sa 
capataz  ó  encargado  en  la  huerta,  toda  vez  que  recibía  un  sueldo  dia- 
rio de  aquel,  en  remuneración  del  trabajo  que  le  prestaba: 

Resultando  que  después  de  haber  replicado  y  duplicado  las  parles 
se  recibió  el  pleito  á  prueba,  y  practicaron  las  que  propusieron  por 
medio  de  documentos,  posiciones  y  testigos ,  informando  el  Adminis- 
trador de  Hacienda  pública  de  la  provincia  que  desde  el  año  ecoii6- 
mico  de  1865-66  se  venia  imponiendo  contribución  territorial  á  Don 
Manuel  Gómez  Morales  por  la  propiedad  de  la  huerta  de  los  Nogales, 
y  que  desde  1/  de  Julio  de  1867  se  le  imponía  también  por  el  cultivo 
de  dicha  huerta,  que  en  los  años  anteriores  se  cargaba  á  D.  Juan  de 
Dios  Pérez  del  Rio: 

Resultando  que  por  sentencia  que  dictó  el  Juez  de  primera  inslaiL- 
cia»  confirmada  con  las  costas  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia 
€n  12  de  Julio  de  1869,  se  desestimó  la  demanda  de  tercería  de  domi- 
nio interpuesta  por  Don  Manuel  Gómez  Morales,  y  mandó  continuase 
el  apremio  en  los  bienes  embargados  á  que  se  referia  basta  hacor 
pago  de  las  responsabilidades  que  le  afectan,  y  fué  condenado  D.  Joan 
de  Dios  P'  rez  del  Rio,  por  sentencia  ejecutoria,  imponiendo  las  cosías 
por  mitad  al  mismo  y  al  Gómez  Morales; 

Y  resultando  que  por  parte  de  éste  se  interpuso  recurso  de  casa- 
ción, y  citó  entonces  y  después  en  tiempo  oportuno  como  infringidos: 
1/  El  art.  61  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  prescribe  qoe 
las  sentencias  deben  ser  claras  y  precisas,  declarando»  condenando  ó 
absolviendo  de  la  demanda,  porque  en  la  definitiva  de  que  se  traía  no 
se  habla  usado  de  ninguna  de  estas  tres  fórmulas. 

%'  La  doctrina  de  jurisprudencia,  admitida  por  los  Tribunales,  de 
qne  el  contrato  de  compra-venta  trasfíere  el  dominio  cuando  es  daefio 
de  la  cosa  el  que  la  vende;  y  la  de  que  la  venta  consumada  con  Ka 
entrega  de  la  cosa  y  el  precio,  es  válida  y  subsistente,  aunque  el  do- 
cnmento  en  que  se  consigne  no  haga  por  sí  sólo  completa  fé  en  juicio. 
3/  La  ley  24,  tít.  8.*  de  la  Partida  5/,  de  cuyo  contexto  se  des^ 
prende  que  el  señor  de  la  cosa  lo  es  también  de  las  mejoras  que  en 
ella  hace  el  arrendatario,  siendo  este  solamente  un  acreedor  de  la  Ibx- 
pensa  ó  gasto. 

4.*   La  ley  7.*,  lít.  15  de  la  Partida  5/;  que  marca  los  casos  ea  que 
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pueden  revocarse  1m  enajenaciones  como  hechas  en  frande  de  acree- 
dores legítimos,  en  ninguno  de  cayos  casos  se  halla  comprendida  la 
venta  que  es  objeto  de  este  litigio. 

5.*  La  doctrina  de  jurispudencia,  de  que,  cuando  un  derecho  se 
funda  en  la  nulidad  ó  rescisión  de  un  acto  ú  obligación ,  lo  primero 
que  debe  declararse  es  aquella  nulidad  ó  rescisión,  y  como  conse- 
cuencia, la  de  los  derechos  á  que  dé  origen. 

6.*  La  ley  114,  tít«  18,  Partida  8.*.,  en  cuanto  por  ella  se  declara  que 
l&s  escrituras  en  que  concurren  ios  requisitos  legales  &  su  otorgamiento, 
prueban  la  validez  de  lo  que  en  ellos  se  hubiese  concertado. 

T  7.*   La  ley  16,  tít.  S8,  Partida  3/,  que  declara  la  traslación  del 
.  dominio  de  la  cosa  vendida  desde  el  momento  en  que  se  ha  entre- 
gado el  precio  al  vendedor,  el  cual  consta  que  lo  recibió  del  causante 
del  recurrente. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Jaumar  de  la 
Carrera. 

Considerando  que  las  palabras  del  fallo  confirmado  por  la  Sala 
sentenciadora  son  dara$  y  preeisast  resolviendo  la  cuestión  discutida 
en  el  pleito,  y  que  por  consiguiente  no  ha  .sido  infringido  el  art.  61. 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  cita  el  recurrente: 

Considerando  que  al  desestimar  la  demanda  de  tercería  de  dominio 
entablada  por  Gómez  Morales,  la  Sala,  apreciando,  en  uso  de  sus  atri- 
buciones, el  resultado  de  las  pruebas  practicadas  por  las  partes  acerca 
de  si  la  escritura  de  venta  otorgada  por  D.  Juan  Pérez  del  Alo  á  favor 
de  dicho  Morales  fué  hecha  en  fraude  de  acreedores  legítimos,  ha  decla- 
rado haberse  Justificado  este  hecho,  y  én  su  consecuencia  ha  aplicado 
rectamente  la  misma  ley  7.%  tít.  15,  Partida  5.',  que,  se  supone  in- 
fringida: 

Y  considerando  que  no  pueden  tener  aplicación  en  el  presente  caso 
las  demás  leyes  y  doctrinas  que  invoca  el  recurrente,  relativas  á  que 
el  señor  de  la  cosa  debe  abonar  á  su  arrendatario  las  mejoras  que 
haya  hecho  en  la  misma,  á  que  las  escrituras  públicas  hacen  plena 
prueba  en  Juicio,  y  á  que  el  dominio  de  la  cosa  vendida  se  trasfiere 
al  comprador  desde  el  momento  en  que  paga  el  precio;  porque  lo 
único  que  se  ha  discutido  en  estos  autos  ha  sido  la  legalidad  ó  ilega- 
lidad, la  buena  ó  mala  fé  con  que  se  otorgó  la  escritura  de  venta 
de  87  de  Enero  de  1865 ,  en  que  ha  fundado  su  demanda  el  tercer 
opositor; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  Gómez  y  Morales,  á 
quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  los  400  escudos  • 
que  depositó,  ios  que  se  distribuirán  con  arreglo  á  la  ley ;  y  devuél- 
vanse los  autos  &  la  Audiencia  de  Granada  con  la  certificación  cor-  -; 
respondiente.  '    ■' 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  Ja  Ga$eía  i$  ''* 
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Madrid  é  insertará  en  la  CoUeeion  legislativa^  pasándote  sL  efecto  las 
eopias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=aPedro 
Gómez  de  la  Serna.=José  M.  Gáceres.sxLaareano  de  Arrieta.aValeff* 
lin  Garralda.ssFrancisco  liaría  de  Castilla  .=sJoaqain  Jaamar.=José 
Fermín  de  Muro. 

Publicación. 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Joaquín  Jaumar  de  la  Carrera»  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  es- 
tando celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo  el  día 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado  de  di- 
cho Supremo  Tribunal. 

Madrid  5  de  Octubre  de  t870.=sRemigio  Fernandez  y  Rodríguez. 

NÓM.  19. 
APELACIÓN. 


GoMPETENGu  POR  INHIBITORIA. — Sentencia  de  5  de  Octubre,  confir- 
mando el  auto  que  en  20  de  Marzo  de  1869  dictó  la  Sala  ter- 
cera de  la  Audiencia  de  Barcelona,  denegando  el  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Bartolomé  Vidal,  en  pleito  con  la 
Sociedad  Caja  Barcelonesa. 

En  sns  considerandos  se  establece: 

Que  según  los  arliculos  1.010  y  1.011  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento aivil,  sólo  se  da  el  recurso  ae  casación  contra  las  sentencias 
definitivas,  ó  las  que  recayendo  sobre  un  articulo ,  ponen  término 
al  juicio  y  hacen' imposible  su  continuación. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  5  de  Octubre  de  1870 ,  en  los  autos  pen- 
dientes ante  Nos  por  apelación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  del  distrito  de  Palacio  de  Barcelona  y  en  la  Sala  tercera  dé 
la  Audiencia  de  su  territorio  por  D.  Bartolomé  Vidal,  sobre  compe* 
tencia  por  inhibitoria  á  consecuencia  de  haber  sido  citado  ante  el 
Tribunal  de  Comercio  por  la  Sociedad  Caja  Barcelonesa: 

Resultando  que  ésta  entabló  en  el  referido  Tribunal  diligencia, 
preparatorias  de  ejecución  contra  Vidal,  y  en  su  virtud,  fué  éste  cita- 
do para  comparecer  ante  el  mismo  á  reconocer  unas  firmas: 

Resultando  que  Vidal  acudió  al  Jaez  de  primera  instancia  del  men- 
cionado distrito,  pidiendo  que  se  librara  oficio  inhibitorio  al  Tribu- 
nal de  Comercio;  y  estimado  así,  y  negada  por  éste  la  inhibición  pro- 
paesta,  el  Juez  requirente  dictó  auto  en  8t  de  Abril  de  1868,  por  el 
qne,  en  vista  de  las  razones  expuestas  por  el  Tribunal  de  Comercio, 
de  la  competencia  entablada : 
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Resultando  qoe  apelado  este  atito  por  Yidal,  faé  conirmado  i 
costas,  por  sentencia  qoe  pronandd  la  Sala  tercera  de  la  referida  i 
diencia  en  t%  de  Febrero  de  1869: 

Resaltando  qae  Vidal  interpuso  recurso  de  casación  por  infraoc 
de  doctrina  y  de  yarios  artículos  de  la  Ley  de  Eajuiciamiento  d^ 
y  porque  de  todo  resultaba  la  causa  de  incompetencia  dejurlsdiceb 
ó  sea  la  7/  del  art.  l.OtS  de  la  misma  ley : 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadorai  por  auto  de  W  de  Marzo 
mismo  año  de  1869 ,  denegó  la  admisión  del  expresado  recurso 
Vidal  apeló  de  la  denegación ,  elevándose  en  su  virtud  los  auto 
este  Tribunal. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  María  da  Castl 

Considerando  que,  según  los  artículos  1.010  y  1.011  de  la  Ley 
Enjuiciamiento  civil,  sólo  se  da  el  recorso  do  casación  contra  las  s 
tencias  definitivas,  ó  las  que,  recayendo  sobre  un  artículo,  ponen 
mino  al  juicio  y  bacen  imposible  su  continuación;  y 

Considerando  que  no  reúne  ninguno  de  los  expresados  caracti 
el  auto  contra  el  cual  se  interpuso  el  recurso  de  cuya  admisión 
trata; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costa; 
auto  apelado  que  en  20  de  Marzo  de  1869  dictó  la  Sala  tercera  d< 
Audiencia  de  Barcelona;  y  devuélvanse  á  la  misma  los  autos  coi 
certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
drid  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  á  su  fecba,  é  insertará  ei 
Colección  legielativat  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
nunciamos ,  mandamos  y  firmamos.=Juan  González  AcevedcsFi 
cisco  María  de  Castilla.=Joaquin  Jaumar.=:iosé  Fermín  de  Mun 
Manuel  Almonací  y  Mora. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precediste  sentencia  por  el  Excmo.  Si 
Don  francisco  María  de  Castilla ,  Magistrado  de  la  Sala  primera 
Tribunal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el 
de  boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  5  de  Octubre  de  1870.=sRogello  González  Montes. 
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NÍM.   20. 


APELACIÓN. 


?AGo  DE  CIERTA  CANTIDAD. — Sentencia  de  5  de  Octubre,  confirmando 
el  auto  de  2  de  Diciembre  de  1869»  dictado  por  la  Sala  primera 
de  la  Audiencia  de  la  Gorufia,  denegando  la  admisión  del  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  Nicolasa  de  la  Vega,  en  pleito 
con  D.  José  Iglesias  Acuña. 

é 

En  su  único  considerando  se  establece : 

Que  según  el  art.  i,(il9  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  para 
que  los  recursos  fundados  en  las  causas  expresadas  en  el  ar I,  1.013 
puedan  ser  admitidos,  es  indispensable  que  se  haya  reclamado  la 
subsanacion  de  la  falta ^en  la  instancia  en  que  se  haya  cometido,  y 
-en  la  siguiente  si  ha  sido  en  la  primera. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  5  de  Octubre  de  1870,  en  los  autos  ejecu- 
tivos seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Pontevedra  y  en 
la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  Goruña  por  D.  José  Iglesias 
Acuña  contra  Nicolasa  de  la  Vega,  para  el  pago  de  1.024  escudos;  cu- 
yos autos  penden  ante  Nos  en  virtud  de  apelación  interpuesta  por  la 
demandada  del  auto  denegatorio  de  la  admisión  del  recurso  de  casa- 
ción que  en  2  de  Diciembre  de  1869  dictó  la  referida  Sala : 

Resultando  que  por  escritura  pública^  de  6  de  Junio  de  186i  Nico- 
lasa de  la  Vega  se  obligó  á  pagar  á  Iglesias  en  cierto  término  la  can- 
tidad de  8.000  rs.,  con  determinado  interés  en  cada  año,  y  con  las 
costas,  daños  y  perjuicios  caso,  de  no  verificarlo: 

Resultando  que  D.  Benito  Seura,  en  virtud  de  poder  conferido  á  su 
favor  por  José  Iglesias,  acudió  al  referido  Juzgado  por  medio  de  Pro- 
curador, proponiendo  demanda  ejecutiva  en  7  de  Febrero  de  1869  contra 
la  Nicolasa  Vega  por  la  cantidad  de  IMí  escudos,  importe  del  capi- 
tal y  réditos,  costas  causadas  y  que  se  causaran  basta  su  efectivo  pago: 
.  Resultando  que  despachada  la  ejecución  y  citada  de  remate  la  de- 
mandada, se  opuso  ésta  alegando  la  excepción  d^  falsedad  ó  simulación 
del  contrato;  y  recibido  el  juicio  á  prueba,  y  habiendo  absuelto  Igle- 
sias posiciones,  recayó  sentencia  en  6  de  Agosto  del  propio  año,  man- 
dando seguir  adelántenla  ejecución,  con  imposición  de  costas  á  la 
ejecutada : 

Resultando  que  habiendo  apelado  ésta,  se  sustanció  la  alzada;  y  la 
Sala  primera  de  la  referida  Audiencia  confirmó  con  costas  dicha  sen- 
*4encía,  por  la  que  pronunció  en  18  de  Noviembre  de  1869  r 
1.  6 
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Resultando  que  Nicolasa  Vega  interpuso  recurso  de  casación ,  fun- 
dado en  la  causa  2/  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civiU 
por  falta  de  personalidad  en  el  ejecutante  D.  Benito  Senra;  y  la  Sala, 
sentenciadora,  por  auto  de  8  de  Diciembre  siguiente  •  denegó  su  ad- 
misión, atendiendo  á  que  en  primera  instancia  no  sólo  no  se  habia  re- 
clamado la  subsanacion  de  la  indicada  falta ,  sino  que  se  limitó  el. 
fundamento  de  la  opqslcion.á  la  excepción  de  falsedad  del  documento 
en  cuya  virtud  se  despachó  la  ejecución : 

Resultando  que  Nicolasa  Vega  apeló  de  esta  denegación,  y  en  sa 
Yirtnd  han  venido  los  autos  á  este  Tribunal  Supremo. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Jaumar. 

Considerando  que,  según  el  art.  1.019  de  la  Ley  de  Enjuiciamieata 
civil,  para  qw  las  recursos  fundados  en  las  causas  expresadas  en  el  ar^ 
ticulo  1.013  puedan  ser  admitidos  es  indispensable  que  se  haya  reclamadv 
la  subsanacion  de  la  falta  en  la  instancia  en  que  se  haya  eometiiOt  y  en  la 
siguiente  si  ha  sido  en  la  primera;  y  que  Nicolasa  de  la  Vega  no  opuso 
la  excepción  de  falta  de  personalidad  en  D.  Benito  Seura  para  repre- 
sentar á  D.  José  Iglesias ,  en  que  pretende  fundar  ahora  su  recurso» 
sin  que  haya  tampoco  reclamado  oportunamente  la  subsanacion  de  la 
supuesta  falta  en  la  primera  ni  en  la  segunda  instancia ; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  el 
auto  apelado  de  2  de  Diciembre  último,  dictado  por  la  Sala  primera 
de  la  Audiencia  de  la  Coruña;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  misma  con 
la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de- 
Madrid dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  á  su  fecha  ,  é  insertará  en 
la  Colección  legislativa  ^  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias ,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=luan  González  Acevedo.sa 
Francisco  María  de  Castilla.=Joaquin  Jaumar.=3José  Fermín  de  Muro.= 
Manuel  Almonací  y  Mora. 

Publicación  :^ 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Señor 
Don  Joaquín  Jaumar,  Magi&trado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  misma  ,  en  el  día  de  hoy,  de:: 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  5  de  Octubre  de  1870.=Rogelio  González  Montes. 


\ 
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NÚM.  21. 

APELACIÓN. 


Testamentaria. — Sentencia  de  5  de  Octubre,  revocando  el  aato 
de  18  de  Febrero  de  1870,  dictado  por  la  Sala  tercera  de  la 
Audiencia  de  Barcelona,  denegando  la  admisión  del  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Juan  Pradell,  en  pleito  con  D.  José 
Piferrer  y  D.  Antonio  Boter. 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  cstablecc : 

1  .*  Que  procede  el  recurso  de  casación  contra  todas  las  senteth 
das  de  los  Tribunales  superiores,  que  recaigan  sobre  definitiva,  6 
que  aun  cuando  hayan  recaido  sobre  un  articulo,  pongan  término  al 
juicio  y  hagan  imposible  su  continuación,  según  se  determina  por  los 
artículos  1.010  y  l.Olt  de  la  Ley  de  Enjuiciamienlo  citil. 

S.*  Que  tiene  el  carácter  de  definitiva  la  sentencia  en  la  que  se 
declare  sobreseido  un  juicio  de  testamentaria,  y  se  mande  alsar  el 
secuestro  de  sus  bienes,  porque  al  ordenar  el  sobreseimiento  se  pone 
término  al  expresado  juicio  y  se  hace  imposible  su  continuación. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  5  de  Octubre  de  1870,  en  los  autos  pen- 
dientes ante  Nos,  por  apelación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera 
instancia  del  distrito  del  Pino  de^Barceiona  y  en  la  Sala  tercera  de  U 
Audiencia  de  la  misma  ciudad  por  D.  Juan  Canal,  y  después  de  su 
muerte  D.Juan  Pradell,  y  por  D.  Casimiro  Boter  con  D.  José  Piferrer 
y  D.  intonio  Boter,  sobre  testamentaria  de  0.  AntoniotRiera  y  Poy: 

Resultando  que  este  otorgó  testamento  en  3  de  Diciembre  delSit, 
y  en  él  instituyó  herederos  universales  de  confianza  á  D.  Desiderio 
Torres,  D.  José  «Piferrer,  D.  Antonio  Boter  y  D.  Juan  Canal,  ó  á  la 
mayor  parte  de  los  mismos,  para  que  cumplieran  lo  que  les  tenia 
encomendado,  sin  tener  que  dar  cuenta  ni  razón  á  ninguna  persona 
ni  Tribunal: 

Resultando  que  el  testador  falleció  en  5  del  mismo  mes  y  año;  y 
en  28  de  Octubre  de  1868  el  heredero  D.  Juan  Canal ,  manifestando 
que  los  coherederos  Piferrer  y  Boter  venian  administrando  todos  Jos 
Uenes  hereditarios  sin  que  supiera  la  aplicación  que  daban  á  sus  pro- 
dtictos,  promovió  ante  el  indicado  Juzgado  el  Juicio  voluntario  de 
testamentaría: 

letEQltando  que  prevenido  éste,  y  citados  Piferrer,  Boter  y  su  hijo 
D.  Casimiro,  en  concepto  de  heredero  de  Torres,  los  dos  primeros  se 
opoaleron  &la  formación  de  testamentaría,  negaron  participación  en  ella 
ft  D.  Casimiro ;  y  alegando  entre  otras  consideraciones  que  no  esta^MUn 
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obligados  á  revelar  la  confianza  del  testador,  pidieron  qae  se  decla- 
rase nulo  todo  lo  obrado ,  reponiendo  las  cosas  al  ser  y  estado  que 
tenían  antes  de  promoverse  el  Juicio: 

Resultando  que  Canal  solicitó  se  desestimase  la  referida  pretensión; 
y  habiendo  fallecido  éste  en  10  de  Marzo  de  1869,  pidieron  Piferrer  y 
Boter  que  en  atención  á  que  el  cargo  de  heredero  de  confianza  era 
persona^ ,  y  por  lo  tanto  la  herencia  quedaba  reasumida  en  ellos ,  se 
dieran  por  fenecidos  los  autos  de  testamentaría,  levantando  el  se- 
cuestro de  ios  bienes,  y  reponiéndoles  en  su  tenencia: 

Resultando  que  0.  Casimiro  fioter  compareció  solicitando  que  en 
cumplimiento  del  auto  en  que  se  previno  el  juicio  de  testamentaría,  se 
le  hubiese  por  parte  y  se  le  comunicasen  ios  autos,  y  así  se  acordó 
por  auto  de  29  de  Marzo^  del  mismo  año,  sin  perjuicio-  de  resolver  á 
su  tiempo  sobre  la  pretensión  de  D.  José  Piferrer  y  Di  Antonio  Boter; 
y  habiendo  comparecido  también  D.  Juan  Pradell,  en  concepto  de  su- 
cesor de  D.  Juan  Canal,  se  le  hubo  por  parte  en  auto  de  i3  de  Abril: 

Resultando  que  Piferrer  y  D.  Antonio  Boter  pidieron  reposición  de 
las  dos  anteriores  providencias,  fundándose  en  que  el  derecho  de  he- 
redero de  confianza  era  personal  é  intrasmisible:  > 

Resultando  que  el  Juez  en  10  de  Junio  del  referido  afio  de  1869 
denegó,  con  la  calidad  de  por  ahora,  la  declaración  de  nulidad  y  de- 
mas  solicitado  por  D.  José  Piferrer  y  D.  Antonio  Boter,  y  la  reposición 
de  las  expresadas  providencias,  y  mandó  que  se  continuase  sustancian- 
do la  pretensión  de  aquellos  como  un  incidente  de  juicio  ordinario: 

Resultando  que  apelado  este  auto  por  Piferrer  y  Boter,  y  seguida 
la  segunda  instancia,  dictó  sentencia  la  Sala  tercera  de  la  referida 
Audiencia  en  28  de  Enero  último,  por  la  que,  estableciendo  que  Don 
Juan  Pradell  y  D.  Casimiro  Boter  no  se  encontraban  en  ninguna  de 
las  condiciones  del  art.  406  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  revocó 
el  auto  apelado  y  declaró  sobreseído  el  juicio  de  testamentaría  de  Don 
Antonio  Riera,  ordenando  en  su  consecuencia  que,  cesando  el  secues- 
tro de  ios  bienes,  se  posesionaran  de  los  mismos  D.  José  Piferrer  y  Don 
Antonio  Boter,  reservando  á  D.  Juan  Pradell  y  D.  Casimiro  Boter  el 
derecho  que  entendiesen  asistirles  para  que  lo  utilizasen  en  la  forma 
que  juzgaran  conveniente: 

Resultando  que  Pradell  interpuso  recurso  de  casación  contra  la  an- 
terior sentencia,  fundándole  en  infracción  de  ley  y  doctrina  legal  que  ' 
citó;  exponiendo,  en  cuanto  á  la  admisión ,  que  la  sentencia  tenia  el 
carácter  de  definitiva,  porque  le  negaba  el  derecho  de  ser  parte  iegf^ 
tima  en  este  juicio ,  imposibilitando  por  lo  tanto  su  continuación: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  por  auto  de  1^  de  Febrero^ 
último,  considerando  que  la  referida  sentencia  no  era  definitiva  n  |  > 
ponia  término  al  juicio,  toda  vez  que  contenia  la  reserva  expresada^  !? 
denegó  la  admisión  del  recurso  interpuesto;  y  habiendo  apelado  Pim^  t 
dell,  han  venido  los  autos  á  este  Tribunal.  ^ 
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Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermin  de  Maro. 

Considerando  que  procede  el  recurso  de  casación  contra  todas  las 
sentencias  de  ios  Tribunales  superiores  que  recaigan  sobre  definitiva,  ó 
que,  aun  cuando  hayan  recaído  sobre  un  artículo,  pongan  término  ai 
juicio  y  hagan  imposible  su  continuación,  según  se  determina  por  los 
artículos  1.010  y  1.011  de  la  Ley  de  Enjuiciamienfo  civil: 

Considerando  que  pertenece  ¿  esta  última  clase  y  tiene  el  carácter 
de'  definitiva  la  pronunciada  en  28  de  Enero  de  este  año  por  la  Sala 
tercera  déla  Audiencia  de  Barcelona,  en  la  que  se  declaró  sobreseído 
el  juicio  de  testamentaría  del  Presbítero  D.  Antonio  Riera,  y  mandó 
^Izar  el  secuestro  de  sus  bienes,  porque  al  ordenar  el  sobreseimiento 
se  pone  término  al  expresado  juicio  y  se  hace  imposible  su  conti- 
nuación : 

Considerando  que  la  reserva  de  derecho  que  contiene  la  expresada 
sentencia  ha  de  ser  para  juicio  y  objeto  diverso  del  de  testamentaHa 
que  se  declara  fenecido, por  el  sobreseimiento; 

Fallamos,  que  debemos  revocar  y  revocamos  el  auto  apelado;  ad- 
mitimos el  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Pradell,  y  man- 
damos que  se.  proceda  á  su  sustanciacion  con  arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ie 
Madrid  dentro  de  los  cinco  días  siguientes  á  su  fecha,  é  insertará  á  su 
tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesa- 
rias,>  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  flrmamos.=sJaan  González  Ace- 
vedo.aeJosé  María  Gáceres.=L^reano  de  Arrieta-aFrancisco  María  de 
Castilla.=José  Fermin  de  Muro. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Señor 
D.  José  Termin  de  Muro,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  dia  de  hoy,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  5  de  Octubre  de  1870.=Rogelio  González  Montes. 

NÍM.  22. 
ADMISIÓN. 

Acumulación  de  autos. — Auto  de  5  de  Octubre ,  declarando  no 
haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto 

•  por  D.  Miguel  Martínez  Yillanueva,  como  maride  de  Doña  Pau- 
la Plácida  YiUanueva,  contra  la  sentencia  que  en  27  de  Junio 
de  1870  dictó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Yalladolid^  en 
pleito  con  D.  Juan  Viltanueva. 

En  su  único  considerando  se  establece: 

Que  la  sentencia  que  deniega  la  acumulación  de  dos  ó  más 
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juieios,  no  es  definitiva  para  los  efectos  prevenidos  en  el  arl.  t.*  de 
la  ley  provisional  sobre  reforma  de  casación  civü ,  y  que  lejos  de 
ponerles  término,  ordena /aunque  separadamente,  ^  ¿ontimlacion. 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por  D.  Miguel 
Martínez,  como  marido  de  Dofia  Paula  Plácida  YíllanaeTa,  en  pleUo 
con  D.  Tomás  Maroto  y  D.  Luis  Tejerina,  sobre  Juicio  voluntario  de 
testamentaría,  en  el  dia  acumulación  de  autos,  ha  dictado  la  Sala  pri- 
mera del  Tribunal  Supremo  la  providencia  del  tenor  siguiente: 

Considerando  que  la  sentencia  que  deniega  la  acumulación  de  dos 
ó  más  juicios  no  es  definitiva  para  los  efectos  prevenidos  en  el,  ar- 
tículo ^.*  de  la  ley  provisional  sobre  reforma  de  casacioq  civil,  y  que 
lejos  de  ponerles  término  ordena,  aunque  separadamente,  su  conti- 
nuación: 

Se  declara  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  interpuesto 
por  D.  Miguel  Martínez  Villanueva,  como  marido  de  Dofia  Paula  Plá- 
cida Yillan'ueva,  contra  la  sentencia  que  en  27  de  Junio  último,  dictó 
la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Yalladolid ,  y  que  desestima  la 
acumulación  pretendida  de  dos  juicios  ejecutivos  contra  D.  Juan  Yi- 
llanueva,  al  voluntario  de  testamentaría  del  miitmo. 

Madrid  5  de  Octubre  de  1870.=Mauricio  García. sJosé  María  Cáoe- 
res.=Lanreano  de  Arrieta.ssYalentin  Garralda.3=Francisco  María  de 
Gastilia.=Joaquin  Jaumar.=sJosé  Fermín  de  Muro.:=Licenciado,  Deside 
rio  Martinez.s=6regorio  Camilo  García,  Escribano  de  Cámara. 

NÓM.  23. 
APELACIÓN. 


Competencia  para  conocer  de  un  remate. — ^Sentencia  de  6  de  Oc> 
tubre,  confirmando  el  auto  que  la  Sala  segunda  de  la  Audien 
cía  déla  Habana  dictó  en  26  de  Agosto  de  1870  denegando  la 
admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  San- 
tiago Aguirre,  en  pleito  con  D.  Felipe  Pérez. 

En  los  considerandos  se  establece: 

1.^  Que  según  el  art.  111  déla  Ley  de  Enjuiciamiento  civil 
tontra  las  decisiones  de  las  Audiencias  sobre  cuestiones  de  compi 
tencia  no  se  dá  otro  recurso  que  el  de  casación  en  su  caso  y  Imat 
lo  que  hace  referencia  á  la  causa  7/  de  las  expresadas  en  el  at 
ticulo  1.013  de  la  misma  ley,  que  son  las  en  que  pueda  fundan 
el  recurso  de  casación  en  la  forma. 

2.^    Que  los  recursos  de  casación  sólo  sé  dan  contra  las  senlen 
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^as  que  hayan  recaído  sobre  definitiva  ó  sobre  ardculo  poniendo 
íérmino  al  juicio  y  haciendo  imposible  su  continuación «  con  arreglo 
4  h  dispuesto  en  los  artículos  1.010  j^  1.011  de  la  referida  ley. 

Ea  la  villa  de  Madrid,  á  6  de  Octubre  de  1870 ,  en  los  autos  pes- 
dientes  ante  Nos  por  apelación/ seguidos  en  la  Alcaldía  mayor  del  dis- 
trito de  la  Catedral  de  la  Habana  y  en  la  del  distrito  de  Belén  de  la 
misma  ciudad,  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  su  territorio» 
por  D.  Felipe  Pérez  y  D.  Juan  Santiago  Aguirre,  sobre  compotencift 
para  conocer  de  un  remate  á  consecuencia  de  las  demandas  ejecuti- 
vas promovidas  contra  Doña  Rosario  Santiago  Aguirre  : 

Resultando  que  D.  Alonso  Alvarez  de  la  Campa  entabló  demanda 
ejecutiva  en  1861  ante  la  Alcaldía  de  Belén  contra  la  referida  Doña  Ro- 
sario y  las  hijas  menores  de  D.  Ramoñ  de  Mugartegui,  por  la  canti- 
dad de  41.484  pesos  6  y  medio  reales : 

Resultando  que  despachada  la  ejecución  y  practicadas  otras  dili- 
gencias, se  suspeodieron  estas  por  acuerdo  de  las  partes ,  y  Doña  Ro- 
sario hipotecó  á  la  satisfacción  de  su  débito  la  mitad  del  ingenio  Sam 
-Agustín: 

Resultando  que  agitadas  de  nuevo  por  Campa  las  diligencias  para 
el  remate  de  dicha  finca ,  cesó  en  los  autos  la  representación  de  las 
meaores  hijas  de  Mugartegui ;  y  Doña  Rosario  en  1862 ,  como  dacfia 
de  todo  el  ingenio  San  Agusiin  >  lo  hipotecó  con  sus  zafras  y  perte- 
nencias en  garantía  del  crédito  de  Campa;  ratificándose  las  hipotecas  y 
garantías  en  escrituras  otorgadas  entre  Doña  Rosario  y  el  acreedor»  á 
fin  de  liquidar  la  cuenta  anual  de  gastos  y  productos  del  ingenio»  que 
isuministraba  y  recibía  el  segundo,  y  de  contratar  la  refacción  del  in- 
genio para  el  año  siguiente,  verifiaándolo  con  autorización  y  en  .virtud 
de  mandato  del  Alcalde  mayor  de  Bt3len  ,  previas  las  oportunas  pre- 
tensiones que  formulaban  en  méritos  de  los  autos  ejecutivos: 

Resultando  que  en  17  de  Setiembre  de  1867  D.  Felipe  Pérez  pro- 
puso en  la  Alcaldía  de  la  Catedral  demanda  ejecutiva  contra  Doña 
Rosario  Santiago  Aguirre  por  la  cantidad  de  27.413  escudos  50  milési- 
mas ,  intereses  y  costas;  y  despachada  la  ejecución  y  embargado  el 
ingeirio  San  Agustin,  se  dictó  sentencia  de  remate  en  SI  de  Febrero  de 
1868;  y  habiendo  apelado  Doña  Rosario,  se  admitió  la  apelación  en 
un  efecto : 

Resultando  que  en  25  de  Noviembre  de  1867  D.  Alonso  Alvarez  de 
la  Campa  cedió  su  crédito  de  106.908  escudos,  con  los  derechos  y  ac- 
ciones que  le  asistían  en  el  pleito  ejecutivo  ya  relacionado,  á  D.  Juan 
üa&tiago  Aguirre,  quien  compareció;  y  practicadas  á  su  instancia  al- 
fanas diligencias,  en  16  de  Setiembre  de  1868  manifestó,  en  unión  de 
Doña  Rosario ,  que  hablan  acordado  vender  el  ingenio  para  pagar  al 
Aon  Juan : 

Resaltando  que  justipreciada  la  finca  y  designado  el  dia  5  de  lie- 
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Tíembre  para  el  remate,  D.  Joan  ofreció  la  tasación  en  la  forma  que- 
expresó;  y  no  habiendo  otro  iicitador ,  jaro  ante  el  Alcaide  de  Beles 
que  hacia  para  sí  el  remate,  y  que  cumplirla  sus  condiciones;  y  ¿  con- 
tinuación se  dio  cuenta  por  el  Escribano  de  un  oficio  librado  por  el 
Alcalde  mayor  de  la  Catedral  el  dia  4  del  mismo  mes,  á  instancia  de- 
Perez,  pidiendo  que  se  dejase  á  su  disposición  el  ingenio  San  Aguitin^ 
hipotecado  Judicialmente  á  las  resultas  de  los  autos  ejecutivos  segui- 
dos por  el  mencionado  Pérez  contra  Dofia  Rosario»  ó  que  en  otro  caso 
se  hubiese  por  formada  la  competencia : 

Resultando  que  se .  contestó  ai  Alcalde  de  la  Catedral  que  dejase 
expedita  la  jurisdicción  del  de  Belén ;  é  insistiendo  aquel  en  su  com- 
petencia, remitieron  ambos  sus  respectivas  actuaciones  á  la  Audiencia 
de  la  Habana : 

Resultando  que  la  Sala  segunda  de  la  misma  pronunció  sentencia 
en  24  de  Julio  de  1869,  declarando  quq  el  Alcalde  mayor  del  distrito 
de  la  Catedral  estaba  expedito  para  continuar  conociendo  del  pleito- 
ejecutivo  seguido  ante  él  por  D.  Felipe  Pérez  contra  la  mencionada 
Dofia  Rosario  hasta  su  terminación  y  remate  del  ingenio  San  Agustín^ 
y  mandando  devolver  las  actuaciones  á  sus  respectivos  Jueces: 

Resultando  que  D.  Juan  Santiago  Aguirre  interpuso  contra  la  ante- 
rior sentencia  recurso  de  casación,  fundándole  en  la  infracción  de  las 
leyes  y  doctrina  que  citó;  y  la  Sala  sentenciadora  por  auto  de  26  de 
Agosto  del  repetido  año  1869  denegó  su  admisión  ,  atendiendo  á  que 
la  sentencia  no  era  definitiva  para  los  efectos  del  recurso ,  y  á  que 
habla  sido  dictada  ¿  consecuencia  de  un  Juicio  ejecutivo: 

Resultando  que  D.  Juan  Santiago  Aguirre  apeló  de  esta  denegación, 
y  en  su  virtud  se  ha  elevado  el  oportuno  testimonio  á  este  TribunaL 

Tistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  María  de  Castilla. 

Considerando  que  ,  según  el  art.  11 1  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento- 
civil,  contra  las  decisiones  de  lars  Audiencias  sobre  cuestiones  de  com- 
petencia no  se  da  otro  recurso  que  el  de  casificíon  en  su  caso  y  lugar, 
lo  que  hace  referencia  á  la  crusa  7.*  de  las.  expresadas  en  el  art.  1.01^ 
de  la  misma  ley;  que  son  las  en  que  puede  fundarse  el  recurso  de^ 
casación  en  la  forma: 

Considerando  que  los  recursos  de  casación  sólo  se  dan  contra  la» 
sentencias  que  hayan  recaído  sobre  definitiva,  ó  sobre  artículo  ponienda 
término  al  juicio  y  haciendo  imposible  su  continuación ,  con  arreglo  á 
lo  dispuesto  en  los  artículos  1.010  y  1.011  de  la  referida  ley: 

T  considerando  que  el  auto  de  la  Audiencia  decidiendo  la  compe- 
tencia no  tiene  aquellos  caracteres; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamios  con  las  costa»  0I 
auto  apelado ;  y  líbrese  la  correspondiente  certificación  á  la  Audien- 
cia de  la  Habana.  i 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Caceta  é^  . 
Madrid  dentro  de  l(í&  cinco  días  siguientes  á  su  fecha,  é  insertará  á  su 


.1 
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tiempo  en.  la  Coleceum  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronanciamos,  mandamos  y  firmamos.=sJuan  González  Ace- 
vedo.=José  Marfta  Cáceres.=:Laureano  de  Arrieta.=sFrancisco  María  de 
C!astílla.=:José  Fermín  de  Maro. 

Pablicacion  : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Señor 
D.  Francisco  María  de  Castilla,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  6  de  Octubre  de  1870.=^  Rogelio  González  Montes. 

Mv.  24. 
CASACIÓN. 


PiGO  DE  MiRATEDTS. — Sentencia  de  12  de  Octubre,  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Dof^a  Sole- 
dad López  Sabajosa  y  su  bijo  D.  Tomás  Aguilera,  contraía  pro- 
nunciada en  6  de  Diciembre  de  1869  por  la  Sala  primera  de 
la  Audiencia  de  Albacete,  en  pleito  con  D.  Juan  Manuel  Fer- 
nandez Aguado  y  consortes. 

Én  los  CONSIDERANDOS  SO  establcce: 

!.•  Qve  cuando  los  demandados  no  oponen  razón  alguna  con- 
tra los  hechos  de  la  demanda  conviniendo  en  ellos,  y  oponiendo  la 
excepción  de  la  entrega  de  cierta  cantidad ^  no  pueden  alegar  que  no 
eM  prohada  la  demanda. 

2.*  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia 
leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso  de  autos. 

3.*  Que  no  expresándose  en  el  recurso  el  fundamento  en  que 
se  apoya  la  supuesta  infracción  de  ktf,  doctrina  ó  jurisprudencia. 
no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas  por  la  ejecutoria. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  12  de  Octubre  de  1870,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Caravaca  y  en  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Albacete  por  Doña  Soledad  López  Saba- 
josa 7  su  hijo  D.  Tomás  Aguilera  López,  con  D.  Juan  Manuel  Fernan- 
dez Aguado,  Doña  Carmen  García  Ladrón  de  Guevara,  D.  Juan  de 
Dios  Aguado  y  Alarcon,  D.  Manuel  Andrés  Paggio,  y  D.  José  y  D.  Elias 
Feláyo  y  Aguado,  sobre  pago  de  maravedís;  pleito  pendiente  ante  Nos 
eá  tfrtnd  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  los  demandados  con- 
-trt  h  sentencia  que  en  6  de  Diciembre  de  1869  dictó  la  referida  Sala: 

Insultando  que  D.  Jesnaldo  López  Sabajosa,  poseedor  de  varias 
'Mneiilaciones ,  y  su  bermana  Dofia  Rosa  Ana,  inmediata  sucesorá  de 
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las  mismas,  vendieron  por  escritura  de  25  de  Igosto  de  1815  á  Don 
Nicolás  Melgarejo  varias  fincas  vinculadas  en  la  villa  de  Infantes»  en 
precio  de  14.000  escudos,  y  que  por  fallecimiento  de  Dofia  Rosa  Ana 
Sahajosa,  pasó  la  inmediación  de  dichos  mayorazgos  á  D.  Joaquín 
Aguado  y  Gañas,  y  en  su  representación  á  su  hija  Dofia  Josefa,  casada 
con  D.  Pablo  Pocorull: 

Resultando  que  D.  Jesualdo  Lop^  Sahajosa,  otorgó  testamento  en 
8  de  Abril  de  1859,  en  una  de  cuyas  cláusulas  dijo:  «declaro  que  la 
cláusula*  del  propio  testamento,  en  que  se  dice  que  las  haciendas  de 
Corral  Rubio,  Campo  de  Albacete,  llamadas  Torre  de  Reina  y  Blanca- 
res,  en  el  caso  de  sobrevivir  yo  á  mi  hermana,  las  hereden,*  la  mitad 
mi  primo  D.  Joaquín  Aguado  y  Cafias,  y  la  otra  mitad,  que  en  mí  es 
libre,  mi  otro  primo  D.  Manuel  Aguado  y  Cañas,  y  D.  José  y  D.  Juan 
Fernandez  Aguado,  hijos  de  mi  otra  prima  ya  difunta.  Doña  María  del 
Rosario  Aguado  y  Cañas,  se  entiendan  con  la  cualidad  de  que  estos 
herederos  de  la  mitad  de  lo  libre  compensen  al  inmediato  á  la  mitad 
vinculada,  la  mitad  que  en  tal  concepto  le  hubiera  correspondido  de 
los  bienes  que  de  la  propia  vinculación  existían  en  Infantes,  y  que  ya 
vendí  en  unión  con  mi  hermana,  entonces  la  inmediata,  como  que 
no  llegaban  á  la  tnitad,  que  era  de  mi  libre  disposición.»  T  nombró' 
á  Doña  Soledad  López  de  Sahajosa  y  á  su  hijft  D.  Tornas  Aguilera  : 

Resultando  que  ocurrido  en  7  de  Abril  de  1860  el  fallecimiento 
de  D.  Jesualdo,  D.  Pablo  Pocorull,  como  marido  de  Dofia  Josefii 
Aguado,  inmediata  sucesora  de  los  mayorazgos  que  aquel  habia  po- 
seído »  entabló  demanda  contra  D.  Nicolás  Melgarejo  para  reivindicar 
la  mitad  de  los  bienes  que  le  habia  vendido  D.  Jesualdo  con  autori- 
zación de  su  hermana;  y  que  sustanciado  el  juicio,  para  el  cual  fue- 
ron citados  los  herederos  de  D.  Jesualdo  por  ejecutoria  de  la  Audien- 
cia de  Albacete  de  7  de  Octubre  de  1864,  se  declaró  nula  en  su  mitad 
la  citada  enajenación,  condenándose  á  Doña  María  del  Rosario  Kel- 
garejo,  como  heredera  de  su  padre  D.  Nicolás,  á  entregar  á  la  deman- 
dante la  referida  mitadSde  bienes: 

Resultando  que  entablada  á  su  vez  demanda  por  D.  José  Melgare- 
jo, como  marido  de  Doña  María  del  Rosario,  contra  Doña  Soledad 
López  y  D.  Tomás  Aguilera,  como  herederos  de  D.  Jesualdo,  para  que 
le  abonasen  el  precio  de  las  fincas,  frutos,  rentas  y  costas  que  habfó 
satisfecho  á  Pocorull,  y  que  ascendían  á  561.05Í  rs.  28  cents.»  los  de- 
mandados la  impugnaron,  porque  no  obstante  ser  ellos  los  herederos 
del  vendedor,  lo  hablan  sido  otros  especialmente  de  los  bienes  voa- 
didos  afectos  á  la  misma  vinculación:  que  citados  de  eviccion  D.  Ma- 
nuel Aguado  D.  José  y  D.  Juan  Fernandez ,  cuando  se  hallaba  ya  ti 
pleito  en  estado  de  sentencia,  se  personaron ,  allanándose  á  pagar  lof 
7.000  escudos,  mitad  del  valor  en  que  hablan  sido  vendidas  las  incas 
vinculadas,  proposición  que  no  fué  admitida  por  Doña  Soledad  Lopes 
y  su  hijo,  y  que  per  ejecutoria  de  la  Audiencia  de  Albacete  de  SS  de 
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JqdIo  de  1868,  fueron  estos  condenados  con  las  costas  al  pago  de  la 
cantidad  demandada: 

Üesultando  que  Doña  Soledad  López  Sahajosa  y  sn  bi]o  entablaron 
Oi  3  de  Setiembre  de  1868  la  demanda  objpto  de  este  pleito  para  que 
se  condenase  ¿  D.  Jaan  Manuel  Fernandez  Agnado  y  dem^s  legatarios 
de  D.  Jesoaldo  López  Sabajosa,  al  pago  de  principal  y  costas  qae  ha- 
bian  satisfecho  á  Melgarejo,  y  en  sa  defecto  se  declarase  extingnido 
el  legado  coya  cargti  potestativa  no  se  habla  cnraplido,  pretensión  qae 
fündaronlen  lo  ordenado'por  el  testador,  y  en  que  en  los  legados  one- 
rosos ó  modales  de  qne  se  trataba,  no  adqniria  el  legatorio  el  domi- 
nio pleno  de  las  cosas  legadas  hasta  qne  hiciese  efectíTa  la  carga 
con  qne  lo  hubiesen  sido,  extinguiéndose  cuando  no  quería  camplir 
la  condición  ó  carga  que  se  le  habla  impuesto: 

Resnltando  que  los  demandados  impugnaron  la  demanda ,  soste- 
niendo que  los  legatarios  no  tenían  más  obligación  que  cumplir  la 
carga  impuesta  á  los  bienes  qne  les  hablan  sido  legados  y  qae  no 
teniendo  el  que  se  había  hecho  á  su  favor  más  carga  que  la  compen- 
sación de  la  mitad  de  los  bienes  vinculados,  vendidos  que  eran  los 
7.000  escudos  que  estaban  pronto  á  entregar,  con  lo  cual  debían  dar- 
se por  cumplidos,  declarándolos  libres  y  exentos  de  cualquiera  otra 
obligación,  como  se  desprendía  de  la  voluntad  del  testadoi^: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó'  sentencia  qoe 
confirmó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Albacete  en  6  de  Di- 
(dembre  de  1869  condenando  á  D.  Juan  Manuel  Fernandez  Aguado  v 
consortes,  á  abonar  á  los  demandantes  la  cantidad  de  73.881  escudos 
707  milésimas  y  á  la  indemnización  de  perjuicios  causados  y  que  se 
causasen  hasta  el  abono  de  dicha  cantidad  desde  la  notificación  de  la 
sentencia  ejecutiva  en  1.*  de  Julio  de  1868  ó  el  6  por  100  de  la  mis- 
ma, cada  uno  en  proporción  de  su  haber  en  el  legado  que  les  ha- 
bla hecho  el  difunto  D.  Jesualdo  López  Sahajosa,  y  si  esto  no  les  con- 
venía ,  á  que  dejasen  á  disposición  de  los  demandantes  las  fincas  en 
que  consistía  el  legado,  de  las  que  se  le  darla  posesión  en  forma: 

Resultando  que  los  demandados  interpusieron  recurso  de  casadou. 
.citando  al  interponerle,  y  después  en  tiempo  oportuno  en  este  Supre- 
Mo  Tribunal  como  infringidas: 

1/   La  voluntad  del  testador  D.  Jesualdo  López,  ley  en  la  materia^ 
liorqne  la  sentencia  extendía  la  responsabilidad  de  los  legatarios  á 
mis  de  la  concreta  y  terminante  que  aquel  les  habla  impuesto,  re 
4QCida  á  la  que  al  inmediato  en  tal  concepto  le  correspondiera  á  la 
muerte  dé  dicho  poseedor  en  7  de  Abril  de  1860. 

t.*  Ck)n  relación  al  aumento  y  mejoras  de  las  fincas,  la  ley  1.%  tí- 
mio  14»  Partida  3/,  y  la  Jurisprudencia  consignada  por  este  Tribunal  en 
nspelMas  sentencias,  de  que  la  pruel^  incumbe  al  demandante,  siem- 
pre qlie  el  demandado  negase  la  demanda ,  pues  tal  extremo  lo  ha- 
blan negado  los  demandados  en  el  hecho  de  pedir  la  absolución. 
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3/  Relatiyamente  al  abono  de  las  costas  y  gastos  en  el  pleito  de 
Pocoroll,  para  el  cnal  no  habían  sido  los  demandados  citados  de  evic- 
cion,  la  ley  32,  tft.  15,  Partida  5.*,  qae  en  su  espirita  no  podía  menos 
de  comprender  á  todo  acto  oneroso  á  tercero »  á  quien  directa  ó  ne- 
cesariamente habla  de  afectar  el  resultado  de  aquel  para  el  qae  no 
habla  sido  citado;  el  principio  ó  axioma  le^i^l  de  que  donde  hay  la 
misma  razón,  debe  haber  la  misma  disposición  de  derecho;  y  la  doc- 
trina establecida  en  este  punto  por  la  sentencia  de  este  Tribunal  Su- 
premo de  3  de  Febrero  de  1863. 

4.*  Por  analogía  la  ley  36,  tít.  5.%  Partida  .5.%  que  trata  de  las  ra- 
zones por  las  cuales  no  es  tenido  el  vendedor  de  facer  sana  la  cosa 
al  comprador,  y  entre  ellas  el  caso  si  dejó  de  apelar  de  la  sentencia 
dada  en  ausencia  del  vendedor. 

5.*  La  jurisprudencia  y  doctrina  de  que  la  sentencia  ejecutiva  per- 
judica sólo  á  los  que  litigaron,  y  obliga  ¿  su  cumplimiento  á  ellos  y 
sus  herederos. 

6.*  Las  leyes  20  y  21,  tít.  5.*,  Partida  5.%  que  tratan  de  cómo  se 
puede  desatar  una  deuda  por  otra  en  manera  de  compensación,  y  cuá- 
les deudas  se  pueden  descontar  por  compensación  y  cuáles  no. 

7.*  La  ley  3.',  tít.  9.*,  Partida  6.%  por  la  que  se  determina  como 
el  facedor  del  testamento  puede  obligar  á  aquellos  á  quien  manda  algo 
en  el  que  drn  á  otro,  hasta  en  aquella  cuantía  que  les  deja. 

8.*  La  ley  43,  tít.  2.*,  Partida  3.',  según  la  cual,  el  demandador 
que  no  puede  probar  todo  lo  que  pone  en  su  demanda,  debe  ser  caldo 
de  ella. 

T  9.*  L^  ley  1.%  tít.  14,  Partida  3.*,  que  impone  al  demandador  la 
oblfgricion  de  probar  cuando  el  demandado  niega  la  cosa  ó  el  fecho 
de  la  demanda. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Valentín  Garralda. 

Considerando  que  la  condición  impuesta  á  los  legatarios  en  el  tes- 
tamento bajo  el  cual  falleció  D.  Jesualdo  López  Sahajosa,  y  que  acep- 
taron en  el  hecho  de  recibir  los  legados,  fué  que  habían  de  eampensar 
al  inmediato  sucesor  de  la  mitad  vinculada  los  bien  es  que  en  ese  con- 
cepto le  correspondieran  de  los  que  el  testador  vendió  en  Infantes, 
en  cuyo  cumplimiento  no  podia  menos  de  pagar  aquellas  cantidades 
en  que  apareciera  que  habían  sido  perjudicados  con  dicha  venta: 

Considerando  que  una  vez  condenado  el  comprador  á  devolver  los 
bienes  comprados;  entabló  demanda  contra  los  herederos  de  D.  Jesual- 
do, reclamando  ios  perjuicios  que  por  ello  habla  experimentado,  esti- 
mándoles según  sus  cuentas  en  la  cantidad  de  561.054  rs.  y  28  cén- 
timos, en  cuyo  pleito  fueron  citados,  aunque  algo  tarde,  los  legatai^os 
como  únicos  responsables;  y  que  estos  nada  dijeron  acerca  de  la  ex-* 
presada  cantidad,  contentándose  con  sostener  la  idea  de  que  no  esti- 
ban obligados  más  que  á  la  entrega  de  7.000  escudos,  mitad  del  pro* 
cío  de  la  venta  hecha  por  D.  Jesualdo: 
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Considerando  que  habiendo  ios  referidos  herederos,  ya  vencidos 
en  Jnício,  entablado  la  actual  demanda,  contra  ios  mismos  legatarios, 
en  la  cual  les  pedían  ia  misma  cantidad ,  con  más  el  importe  de  las 
costas  en  que  habían  sido  ellos  condenados ,  tampoco  han  opuesto 
razón  alguna  contra  los  hechos  de  la  demanda,  conviniendo  en  ellos» 
y  sólo  reproduciendo  la  misma  excepción  de  la  entrega  de  los  ^.000 
escudos,  no  pueden  alegar  que  no  está  probada  la  demanda,  y  por 
consiguiente,  ia  ejecutoria  no  Infringe  la  voluntad  del  testador,  ni  la 
doctrina  de  ia  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  3  de  Febrero 
de  1863,  ni  la  ley  1.*,  tít.  14,  Partida  3.*,  no  pudiendo  entenderse  que 
refutaban  las  Partidas  en  el  sólo  hecho  de  pedir  la  absolución: 

Considerando  que  la  ley  36,  tít.  5.*  de  ia  Partida  5.*,  que  previene 
tfiie  no  se  da  derecho  de  eviccion  cuando  el  comprador  dejó  de  ape- 
lar de  la  sentencia  dada  en  ausencia  del.  vendedor,  no  tiene  analogía 
con  el  caso  de  autos ,  porque  en  el  pleito  ¿  que  se  retiere  el  recur- 
rente, que  es  el  seguido  por  el  ^mpra(|or  contra  los  jherederos  de 
D.  Jesnaldo,  se  apeló  y  se  dio  sentencia  en  segunda  y  última  instan- 
cia; y  si  bien  no  se  interpuso  recurso  de  casación,  éste  es  extraor- 
dinario y  de  índole  diversa  de  la  apelación  de  que  habla  la  ley  cita- 
da, no  pudiendo  ser  nunca  una  tercera  instancia ,  y  por  consiguiente 
aqnel  pleito  quedó  legalmente  fenecido  en  presencia  de  las  partes  que 
en  él  contendían: 

Considerando  que  no  se  ha  podido  infringir  la  ley  32,  tít.  15  de 
la  Partida  5.*,  porque  ese  título,  que  trata  de  la  cesión  de  bienes  de 
nn  deudor,  sólo  tiene  doce  leyes,  estando  por  consiguiente  equivoca- 
da la  cita : 

T  considerando  que  no  se  expresa  en  el  recurso  el  fundamento  en 
qne  se  apoya  la  supuesta  infracción  de  la  jurisprudencia  y  doctrina 
de  que  la  sentencia  ejecutoria  perjudica  sólo  ¿  los  que  litigaron ,  y 
obliga  á  su  cumplimiento  á  ellos  y  á  sus  herederos ,  ni  de  las  leyos 
M  y  21,  tít.  14  de  la  Partida  5.',  ni  de  la  3.*,  tít.  9.*  de  la  Partida 
6.*,  ni  de  la  43,  tít.  2.*  de  la  Partida  3.*,  y  por  tanto,  no  puede  de- 
cirse que  han  sido  infringidas  por  la  ejecutoria ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recarso  decasacion  interpuesto  por  los  demandados,  á  quienes  con- 
donamos  ¿  la  pérdida  de  la  cantidad  depositada ,  que  se  distribuirá 
con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  mandamos  que  se  devuelvan 
ios  autos  á  la  Audiencia  de  Albacete  con  la  certificación  correspon- 
diente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y 
se  insertará  en  l^  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Juan  González 
Ace?edo.sJosé  María  Cáceres.=sLaureano  de  Arrieta.=Yalentin  6ar- 
nflda.=s:Franclsco  María  de  Castilla. =Joaquin  Jaumar.=3José  Fermín 
dé  Muro. 
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Fablicacion : 

Leída  y  publicada  fué  la  úQterior  sentencia  por  ei  Excmo.  Sr.  Doa 
Yalentla  Garralda,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo, estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma,  el  día 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  lS.de  Octubre  de  1870.»Lino  Garrion  Hinojal. 

NÚM.  25. 
I 

CASACIÓN. 


BsscisiON  ó  NULIDAD  DE  UNA  COMPAÑÍA  MERCANTIL. — Sentencía  de  12 
de  Octubre,  decrarando  haber  lugar  al  rcurso  de  casacloo  inter- 
puesto por  D.  Juan  Pedro  Schwartz  contra  la  pronunciada  en 
10  de  Noviembre  de  1869  por  Ja  Sala  segunda  de  la  Audiencia 
de  Canarias ,  en  pleito  con  Aguníno  García  Barba,  como  marido 
de  Doña  Ana  Juana  Schwartz. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establoce: 

Que  cuando  el  interesado  come  marido  de  la  que  siendo  soltera 
tomó  parte  en  una  sociedad,  recibió  del  gerente  por  espacio  de  seis 
años  los  estados  mensuales  del  movimiento  de  los  fondos  de  la  socie- 
dad y  manifiesta  en  una  carta  la  parte  que  en  la  misma  tenia,  no 
puede  impugnar  como  nido  ó  rescindido  el  mencionado  contrato. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  12  de  Oct^ubre  de  1870,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  suprimido  Tribunal  de  Comercio  de  Santa  Cruz  de  Teñe- 
nfe  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Canarias  por  D.  Aqui- 
lino García  Barba,  como  marido  de  Doña  Ana  Juana  Schwartz,  con 
Don  Juan  Pedro ,  D.  Carlos ,  De&a  Adelaida ,  Doña  Isabel  y  Doña  Julia 
Schwartz,  las  tres  últimas  casadas  respectivamente  con  D.  Blas  Col!, 
Don  Federico  Ucar  y  D.  Emilio  Jiménez,  solare  rescisión  ó  nulidad  de 
mna  compañía  mercantil;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Pedro  Schwartz  contra  la 
sentencia  que  en  10  de  Noviembre  de  1869  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  Doña  Isabel  Fernandez  de  Schwartz,  viuda,  y  sus 
liijos  D.  Juan  Pedro,  Doña  Isabel,  Doña  Julia,  Doña  Adelaida  y  Doña 
Ana  Juana  Schwartz ,  como  mayores  de  veinticinco  años  y  domicilia- 
dos en  la  villa  de  Santa  Cruz  de  Tenerife,  otorgaron  escritura  en  ella 
á  19  de  Setiembre  de  1853,  en  la  que,  expresando  que  por  falleci- 
miento de  D.  Pedro  Schwartz,  su  marido  y  padre  respectivo,  hablan  . 
quedado  efectos  mercantiles  que  se  hablan  dividido  entre  los  compa-  *' 
recientes  y  los  demás  representantes  de  D.  Pedro,  siéndolo  su  viudtft.'.x''-!; 
como  tutora  y  curadora  testamentaria  de  sus  hijos  D.  Carlos  y  Dofia^^ 
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Isabel  Schwartz,  menores  de  veinticinco  afíos ;  qae  hablan  reflexionado 
que  el  interés  de  todos  consistía  en  que  se  reunieran  los  haberes  que 
los  mismos  tenían  en  dichos  efectos,  formando  así  una  masa,  que 
hábilmente  administrada,  daría  utilidades  que  de  otro  modo  no  po- 
drían reportarse;  y  deliberado  formar  una  compaflía  mercantil,  así 
para  la  venta  de  los  enunciados  efectos,  como  para  la  adquisición  y 
Yenta  de  otros  y  demás  operaciones  de  comercio  sin  limitación ,  cons- 
tiloyeron  la  referida  compañía  mercantil ,  con  la  razón  social  Juan 
Pedro  Schwartz,  y  con  las  condiciones:  primera,  que  el  capital  cons- 
taría de  604.590  rs.  7  mrs.  vn.  en  efectos  mercantiles,  parte  de  bienes 
raíces ,  y  otros  con  que  contribuían  los  otorgantes  en  la  forma  que 
expresaron,  ingresando  Doña  Ana  Juana  37.055  rs.  4  mrs.  á  que  as- 
cendía su  legítima  paterna:  segunda,  que  Dofla  Isabel  y  su  hijo  Don 
Joan  Pedro  tendrían  la  administración:  tercera,  que  la  Sociedad  du- 
raría diez  años :  décima ,  que  ninguno  de  los  socios  podría  separarse 
dorante  este  tiempo ,  ni  disolverse  antes  sin  que  en  lo  uno  y  en  lo 
otro  conviniera  la  mayoría;  y  once,  que  sin  embargo  de  ello,  debía 
«atenderse  que  si  alguno  de  los  hijos  de  Doña  Isabel  Fernandez,  me- 
nores á  la  sazón ,  y  bajo  tutela  y  cúratela  de  su  madre ,  al  salir  de 
tal  guarda  6  por  cualquier  causa,  quisiere  retirar  de  la  Sociedad  el  fondo 
que  en  ella  tenia,  se  le  entregaría  sin  excusa ,  considerándole  excluido 
de  ella  para  todos  sus  efectos ,  y  continuando  respecto  de  los  demás 
interesados  hasta  que  espirase  el  plazo  de  su  duración : 

Resultando  que  Doña  Ana  Juana  Schwartz  nació  el  dia  2i  de  Agosto 
de  1831  en  la  villa  de  Santa  Cruz  de  Tenerife,  expresándose  en  la 
partida  que  era  hija  de  D.  Pedro  Schwartz,  natural  de  París,  y  de 
Doña  Isabel  Fernandez,  que  io  era  de  Sevilla;  y  que  en  10  de  Julio 
de  1854  contrajo  matrimonio  con  D.  Aquilino  García  Barba,  expresán- 
dose que  era  natural  y  vecina  de  Santa  Cruz  de  Tenerife : 

Resultando  que  en  22  de  Agosto  de  1860  entabló  demanda  D.  Aqui- 
lino García  Barba,  en  concepto  de  marido  de  Doña  Ana  Juana  Scbwarlz, 
acreditando  la  celebración  del  acto  de  conciliación  con  algunos  de  los 
donandados,  y  protestando  presentar  la  del  intentado  conD.  Juan  Pedro 
Schwartz  y  la  escritura  del  contrato  de  compañía,  para  que  sedeclara- 
se  nulo  ó  rescindido  y  se  condenase  á  sus  hermanos  á entregar  íntegra 
á  la  demandante  su  legítima  paterna,  pretensión  que  fundó  en  que  ésta 
i  la  fecha  del  otorgamiento  de  la  escritura  sólo  contaba  veintidós  años, 
y  qae  con  arreglo  al  art.  3.*  del  Código  de  Comercio,  todas  las  perso- 
nas que  conforme  á  las  leyes  comunes  no  quedan  obligadas  en  sus 
pactos  y  contratos,  son  inhábiles  para  celebrar  actos  comerciales: 

Resultando  que  el  Tribunal  de  Comercio  se  reservó  proveer,  pre- 
soitados  que  fuer-an  el  testioionio  de  la  escritura  y  la  certificación  del 
acto  de  conciliación,  y  que  presentados  y  reproducida  la  demanda  en 
I  de  Noviembre  de  dicho  año,  conferido  traslado  á  todos  los  demán- 
delos por  no  haber  comparecido ,  se  hubo  por  contestada : 
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Resultando  que  en  el  término  de  prueba  se  personó  en  los  autos 
D.  Juan  Pedro  Schwartz,  alegando  en  el  escrito  en  que  la  articuló,  que 
Doña  Ana  era  francesa  el  dia  del  otorgamiento  de  la  escritura,  y  su- 
jeta como  tal  á  las  leyes  de  su  nación  en  todo  lo  que  no  fuese  ejerce 
el  comercio  por  mayor  6  menor :  que  el  otorgamiento  de  la  escritora 
en  cuestión  no  era  ejercer  el  comercio,  sino  dar  capitales  al  gerente 
para  que  lo  ejerciese :  que  todos  los  otorgantes  de  aquel  documento 
eran  franceses,  y  sujetos  por  lo  mismo  á  las  leyes  francesas,  en  cuanto 
determinaban  el  estado  civil  de  las  personas  y  su  capacidad  para  con- 
traer ^  siendo  con  arreglo  á  ellas  capaz  para  obligarse  el  mayor  de 
veintiún  años:  que  con  arreglo  á  la  ley  de  Partida, el  menor  que  dyera 
ser  mayor ,  pareciendo  de  tai  tiempo ,  si  lo  bacia  engañosamente  que- 
daba obiigauo;  y  que,  por  último,  D.  Aquilino  Barba  babia  ratificado 
tácitamente,  como  marido  de  Doña  Ana  Juana,  el  contrato  de  So- 
ciedad, en  el  becbo  de  baber  permanecido  pasivo  por  espacio  de  ocbo 
años,  y  admitido  de  D.  Juan  Pedro  eu  tal  concepto  los  balances  y  es- 
tados de  la  Sociedad : 

Resultando  que  en  el  Registro  del  Gobierno  civil  de  la  provincia 
aparecen  inscritos  como  subditos  franceses  en  los  años  de  1854  y  1855 
Don  Juan  Pedro  y  D.  Carlos  Schwartz,  y  éste  además  en  los  años  de 
1857  á  59 ,  no  apareciendo  inscritas  Doña  Isabel  Fernandez  de  Scbwartz 
y  Doña  Isabel,  Doña  Julia,  Doña  Adelaida  y  Doña  Ana  Juana,  bijos  de 
Don  Pedro  Schwartz;  y  que  el  Vicecónsul  de  Francia  en  Tenerife  cer- 
tificó que  D.  Pedro  Scbwartz ,  que  falleció  en  Santa  Cruz  el  li  de  Di- 
ciembre de  1851 ,  estaba  inscrito  como  ciudadano  francés :  que  sus  dos 
bijos  D.  Juan  Pedro  y  D.  Carlos  estaban  inscritos  en  el  mismo  Ras- 
tro, y  en  el  que  se  babia  abierto  nuevamente  en  10  de  ¡Hayo  de  1851: 
que  Dona  Isabel  Fernandez,  esposa  legítima  del  primero,  gozaba  de 
beneficio  de  la  leyjrancesa,  con  arreglo  al  art.  12  del  Código;  y  que 
sus  hijas  Doña  Isabel  y  Doña  Julia,  Doña  Adelaida  y  Doña  Ana  Juana 
gozaban  del  mismo  beneficio,  con  arreglo  al  art.  10,  hasta  el  momento 
de  su  matrimonio ,  desde  el  cual ,  con  arreglo  al  art.  19 ,  deberían 
seguir  la  condición  de  su  marido : 

Resultando  que  el  demandado  presentó,  al  alegar,  una  carta  fechada 
en  Las  Palmas  á  2S  de  Abril ,  sin  que  se  exprese  ei  año ,  con  la 
firma  de  Aquilino. G.  Barba,  y  dirigida  á  Juan  P.,  diciéndole  que  di- 
suelta la  Sociedad ,-  debia  formarse  en  seguida  el  balance-inventario, 
cuyo  resultado  le  anunciaba  poner  en  su  noticia ,  y  en  seguida  que- 
daba la  casa  en  liquidación:  que  para  estos  trámites  no  juzg^^ba  nece- 
saria  su  presencia,  ó  ai  menos  la  repugnaba,  por  ei  estado  de  discor- 
dia en  que  se  encontraba  la  casa  de  sus  antiguos  amigos  t).  Pedro  y . 
Doña  Isabel,  pues  tenia  entendido  que  las  niñas  se  babian  separado 
de  la  casa:  que  puesta  esta  en  liquidación,  por  su  parte  no  se  oponía 
á  todo  aquello  que  fuera  preciso  para  el  pago  de  los  acreedores^  d^ 
ella ,  dejándoles  la  elección  de  los  medios,  puesto  que  tenían  los 
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Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Canarias  la  revocó  en  10  de  Noviem- 
bre  de  1849 ,  y  declarando  nulo  y  rescindido  en  cuanto  ¿  Dofia  Ana 
Juana  Schwartz  el  contrato  de  compañía  mercantil  que  ésta  celebró 
con  su  madre  y  hermanos  en  19  de  Setiembre  de  1833  •  condenó  á  los 
Administradores  de  los  bienes  que  constituían  dicha  Compañía,  que 
lo  fueron  D.  Juan  Pedro  Schwartz  y  Doña  Isabel  Fernandez,  y  por 
fallecimiento  de  ésta  sus  herederos,  á  entregar  ¿  D.  Aquilino  García 
Barba,  como  marido  de  aquella,  la  legítima  paterna  que  le  correspon- 
dió en  la  partición  de  bienes  que  se  hiciera  ai  fallecimiento  de  Don 
Pedro  Schwartz ,  según  se  solicitó  en  la  demanda : 

Resultando  que  D.  Juan  Pedro  Schwartz  interpuso  recurso  de  casa- 
ción, citando  entonces,  y  después  en  tiempo  oportuno,  en  este  Supre- 
mo Tribunal  como  infringidas  : 

1/  Al  declarar  nulo  el  contrato  de  Compañía  mercantil  referido,  la 
ley  lli,  tít.  18,  Partida  3.*,  la  Jurisprudencia  establecida  sobre  ella  en 
la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  18  de  Marzo  de  1865,  en 
que  se  consigna  el  principio  de  que  sólo  las  falsedades,  á  que  dicha 
ley  se  refiere,  pueden  producir  la  nulidad  de  una  escritura,  sin  que 
pueda  declararse  nula,  aunque  tenga  otros  defectos,  porque  entonces 
es  necesario  suponer  que  el  criterio  del  Juez  puede  sobreponerse  á 
las  prescripciones  de  la  ley. 

2/  Al  declarar  la  nulidad  y  rescisión  conjuntamente,  la  jurispru- 
dencia establecida  en  sentencias  de  este  Tribunal  de  29  de  Abril  de 
1865,  18  de  Setiembre  de  1862  y  28  de  Ma^fo  de  1864,  en  que  se  con- 
signa el  principio  de  que  la  nulidad  es  incompatible  con  la  rescisión, 
puesto  que  para  que  ésta  proceda  es  necesario  probar  el  engaño  y 
el  daño  ó  lesión. 

S.**  Al  declararse  rescindido  el  contrato  de  Sociedad,  haciendo 
caso  omiso  de  la  excepción  opuesta ,  relativamente  á  que  Doña  Ana 
Schwartz  era  francesa  al  otorgarse  la  escritura  de  Compañía,  y  ¿  que 
las  leyes  españolas  no  determinan  el  estado  civil  de  la  persona  del 
contrayente  que  se  ajusta  en  cuanto  á  él  á  las  leyes  de  su  nación;  el 
principio  general  de  derecho,  relativo  á  que  el  fallo  ha  de  abrazar 
todo  lo  alegado  y  probado  por  las  partes ;  el  referente  á  que  todo 
contrato  que  reviste  una  forma  jurídica ,  est&  garantido  por  las  leyes, 
y  debe  tener  su  puntual  cumplimiento;  la  l.\  tít.  1.%  libro  10  de  la 
Novísima  Recopilación;  la  regla  de  Jurisprudencia  establecida  confor- 
me, al  anterior  principio,  en  repetidas  sentencias ,  una  de  ellas,  la  de 
14  de  Junio  de  1860;  y  por  último,  la  inteligencia  que  conforme  á  los 
principios  generales  de  derecho  y  reglas  de  interpretación,  debe  dar- 
se á  los  artículos  19 ,  29  y  32  del  Real  decreto  de  17  de  Noviembre 
de  1852. 

i.*   Aun  cuando  Doña  Ana  fuera  española  al  celebrarse  la  Compa- 
Sfa,  no  pudiendo  reclamar  la  rescisión  por  vía  de  restitución ,  por 
haber  afirmado  que  era  mayor  de  edad  al  declarar  dicha  restitución, 
I.  7 
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la  ley  0/,  tít.  19,  Partida  6.*,  y  la  Jarispradencia  que  fondada  en 
ella  y  en  el  art.  10  del  Código  de  Comercio  se  establece  en  las  sen- 
tencias de  S8  de  Abril  y  IS  de  Mayo  de  1865 ;  y  el  principio  general 
de  derecho,  segnn  el  caai  las  leyes,  lejos  de  proteger  la  malicia  y  el 
engaño,  lo  rechazan,  persiguen  y  castigan,  toda  vez  que  después  de  ha- 
ber salido  Doña  Ana  de  la  menor  edad,  y  casada  ya  con  D.  Aqnilino 
García  Barba,  hablan  consentido  y  aprobado  la  Compañía,  recibiendo 
del  gerente  los  estados  mensuales  relativos  á  ella. 

5/  Aun  en  el  mismo  supuesto  inexacto  de  la  menor  edud  de  Doña 
Ana,  no  habiendo  entablado  en  bastante  forma  su  acción  hasta  des- 
pués de  trascurrido  el  cuadrienio  legal,  las  reglas  de  interpretación 
relativas  á  la  interrupción  de  la  prescripción;  lo  que  ordena  en  el 
mismo  concepto  la  ley  13,  tít.  7.*  de  la  Partida  8.%  y  la  jurisprudencia 
y  principios  que  sobre  aquellas  reglas  se  establecen  en  la  sentencia 
de  80  de  Junio  de  1864. 

6.*  Al  declarar  la  rescisión  presumiendo  la  prueba  de  que  hubo 
violencia,  engaño  y  perjuicio  en  el  contrato,  lo  cual  ni  se  habla  in- 
tentado probar;  las  leyes  2.'  y  6.\  tít.  19  de  la  Partida  6/,  en  que  de 
necesidad  se  exige  la  prueba  indicada,  habiendo  de  probar  siempre 
el  que  demandaba  la  rescisión,  que  era  menor  de  edad  á  la  sazón  del 
contrato,  y  que  se  hizo  en  daño  y  menoscabo  suyo. 

7.*  Ei  principio  de  derecho  que  establece,  que  no  probando  su  de- 
manda el  actor,  debe  ser  absueito  el  demandado ;  la  inteligencia  que 
conforme  al  mismo  principio  debe  darse  para  este  caso,  el  art.  168  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  mercantil,  la  Jurisprudencia  que  sobre  la 
citada  ley  S.*  de  Partida  y  otras  se  halla  establecida  por  repetidas  sen- 
tencias de  este  Supremo  Tribunal,  entre  ellas  la  de  23  de  Febrero  de 
1863,  en  que  se  expresa  que  si  dichas  dos  circunstancias  no  fuesen 
probadas  por  el  menor,  según  lo  disponía  dicha  ley  2.%  no  se  desata 
lo  que  no  fuese  hecho  ó  puesto  con  él;  y  el  principio  también  de  la 
ciencia  del  derecho ,  según  el  cual  todo  el  que  afirma  un  hecho  que 
expresa  y  claramente  no  se  acepta  por  su  adversario,  tiene  la  obli- 
gación de  probarlo. 

8.*  Al  condenarse  á  que  verifiquen  la  restitución  los  socios  admi* 
nlstradores  Doña  Isabel  Fernandez  y  D.  Juan  Pedro  Schwartz,  y  por 
fallecimiento  de  aquella  sus  herederos,  ei  principio  de  derecho  según 
el  cual  el  privilegiado  no  disfruta  su  privilegio  contra  otro  igual- 
mente privilegiado;  pues  conforme  á  la  escritura  de  compañía,  al 
tiempo  de  su  celebración  existían  dos  verdaderos  menores  de  edad  en 
la  familia  Schwartz,  D.  Carlos  y  Doña  Isabel. 

9/   El  principio  de  Jurisprudencia  que,  basado  en  nuestras  leyea;^ 
establece  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  12  de  Dicieinbri|. 
de  1865,  en  que  se  determina  que  el  remedio  de  la  restitución,  comb^  . 
extraordinario,  no  tiene  lugar,  siendo  admisibles  los  ordinarios;!/^ 
jMIa  Ana  Schwartz  habia  podido  utilizarlos,  ya  partiendo  'i^:j 
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contrato  de  compafiía,  ya  sin  él,  y  aun  entonces  los  tenia  expeditos 
para  exigir,  creyéndolo  conveniente,  la  entrega  de  su  legitima  paterna. 

10.  El  principio  de  derecho  internacional  privado,  admitido  sin 
excepción  por  todos  los  pueblos  cultos  de  Europa  y  América,  de  que 
la  condición  civil  de  las  personas,  y  singularmente  su  mayor  ó  menor 
edad,  se  rige  por  el  estatuto  personal,  ó  lo  que  era  lo  mismo,  por  las 
leyes  del  país  á  que  pertenecen,  y  Doña  Ana  Juana  Schwartz  era  fran- 
cesa al  otorgarse  la  escritura  de  Sociedad  en  19  de  Noviembre  de  1853, 
y  por  lo  tanto  mayor  de  edad  con  arreglo  á  la  ley  de  su  país,  única 
que  podia  consultarse  para  determinar  su  condición ,  y  capaz  para 
otorgar  la  escritura  si  el  acto  era  de  derecho  común,  pudiendo  inter- 
venir en  él  válidamente  si  se  reputaba  mercantil ,  según  lo  dispuesto 
en  los  artículos  3.%  4.*,  5.*  y  6.*  del  Código  de  Comercio,  infringidos 
por  la  sentencia;  sin  que  en  nada  se  opusiera  á  esta  doctrina  el  ar- 
tículo 20  del  mismo,  que  se  referia  á  los  actos  de  comercio  sencilla- 
mente, en  cuanto  á  su  forma  y  ¿  las  competencias  de  ios  Tribunales 
y  procedimiento  á  que  hablan  de  ajustarse  las  cuestiones  que  de 
aquellos  nacieran;  pero  no  á  la  capacidad  de  las  personas  que  en  ellos 
intervinieran,  que  se  arreglaba  exclusivamente  por  el  estatuto  perso- 
nal, artículo  que  citaba  también  como  infringido,  si  así  no  lo  entendía 
la  sentencia  recurrida. 

11.  El  principio  consignado  en  la  ley  16,  tít.  22,  Partida  3/  Quando 
Judea  pronuntiat  extra  petUa ,  sententia  ipso  jure  nuUa  est ;  porque  en 
la  demanda  no  se  habla  formulado  el  beneficio  de  la  restitución  m 
úaegrum^  sino  que  se  habia  pedido  pura  y  simplemente  la  nulidad  y 
rescisión  de  la  escritura. 

12.  Los  artículos  48  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  mercantil  y  1.205 
del  Código  de  Comercio,  por  no  existir  demanda  propiamente  dicha 
hasta  el  3  de  Noviembre  de  1860;  porque  la  presentada  en  22  de  Agosto 
no  podia  surtir  efecto  alguno  legal,  faltando  la  presentación  del  testi- 
monio de  la  escritura  de  19  de  Setiembre  de  1853  y  la  certificación  de 
avenencia,  requisitos  que  exigían  dichos  artículos. 

13.  La  ley  2.',  tít.  19,  Partida  6.%  que  requiere  como  condición  in- 
dispensable para  otorgar  el  beneficio  de  la  restitución  in  integrum  que 
quien  le  invoca  haya  sufrido  lesión  ó  menoscabo,  y  Doña  Ana  Juana 
Schwartz  y  su  marido  no  habían  Justificado  esta  circunstancia;  y  la 
doctrina  legal  de  que  esta  prueba  incumbe  al  demandante. 

T  14.  El  principio  establecido  repetidas  veces  por  este  Supremo 
Tribunal  de  que  lo  tácito  y  lo  expreso  tiene  igual  valor  en  el  dere- 
cho, y  las  reglas  7.*  y  10,  tít.  34,  Partida  7.*,  que  consignan:  «que  el 
señor  que  ve  hacer  mal  á  aquel  á  quien  lo  pueda  vedar  y  no  lo  veda, 
semeja  que  lo  consiente ,  y  que  es  aparcero  en  él;  y  que  quien  há 
por  firme  la  cosa  que  es  hecha  en  su  nombre ,  que  vale  tanto  como 
si  61  lo  hubiese  mandado  hacer  primero;»  toda  vez  que  el  marido  de 
Doña  Ana  Juana  Schwartz,  cuando  ésta  estaba  ya  casada  y  era  miayor 
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de  edad,  taabia  recibido  sin  protesta  las  üquidadoiies  mensuales  que 
le  pasaban  los  gestores  de  la  compafiía,  proponiendo,  cuando  ya  esta- 
ba disuelta,  que  se  formase  inventario  y  se  procediera  á  su  liquidación. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Yalentin  Garralda. 

Considerando  que  bien  sea  que  existiera  ó  no  aigun  defecto  en  la 
personalidad  de  Dofia  Ana  Ju^na  Schwartz  para  el  otorgamiento  de  la 
escritura  de  19  de  Setiembre  de  1853  á  fin  de  formar  una  Sociedad 
mercantil  con  su  madre  y  hermanos,  es  lo  cierto  que  ella  se  casó  en 
10  de  Julio  de  1854  con  D.  Aquilino  García  Barba,  demandante  en  este 
pleito,  el  cual  no  se  opuso  á  que  su  mujer  continuase  en  la  Sociedad, 
subsistente  por  la  yalidez  de  aquel  contrato: 

T  considerando,  además,  que  en  los  seis  afíos  qae  mediaron  desde 
su  casamiento  hasta  que  interpuso  ja  demanda  objeto  de  este  pleito, 
dicho  D.  Aquilino  recibió  del  gerente  los  estados  mensuales  del  mo- 
vimiento de  los  fondos  de  la  Sociedad  y  dirigió  la  carta  de  22  de 
Abril,  por  la  que  aparece  la  parte  que  en  la  misma  Sociedad  tenia, 
por  lo  que  la  ejecutoria  ha  infringido  la  ley  1.*,  tít.  1.*,  libro  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  y  el  principio  de  derecho  de  que  no  puede  le- 
galmente  impugnar  la  validez  de  un  contrato  el  que  con  repetidos' 
actos  lo  ha  aprobado  y  confirmado; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Pedro  Schwartz,  y  en  su 
consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  10  de  Noviem- 
bre de  1869  dictó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Canarias. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  CoUecion  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.=Juan  González  Ace- 
vedo.=José  M.  Cácerés.s=Laureano  de  Arrieta.=yalentin  Garralda.=s 
Francisco  María  de  Castilla .=Joaquin  Jaumar.=José  Fermín  de  Muro. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Valentín  Garralda ,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo ,  estándose  cele- 
brando audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo,  el  día  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  12  de  Octubre  de  1870.=Lino  Carrion  Hinojal. 


i 
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NtjM.  S6. 
CASACIÓN. 


Pebtenkngu  del  quinto  de  unos  bienes. — Sentencia  de  13  de  Oc- 
tubre,  declarando  haber  lugar  en  parte  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  los  síndicos  de  la  testamentaria  concursada  de 
D.  Antonio  Salvago  y  Escalera,  Marqués  de  Gamponuevo,  contra 
la  dictada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta  capital  en 
28  de  Octubre  de  1869,  en  pleito  con  D.  José  y  Dofia  Carmen 
Milla  y  Escalera. 

En  los  GONsiDEBANDOs  SO  cstablece : 

1.^  Que  para  la  sucesión  intestada,  que  tiene  lugar  por  no  ha* 
berse  cumplido  la  condición  impuesta  en  testamento,  se  ha  de  estar 
al  tiempo  en  que  ya  no  podia  cumplirse  la  condición^  porque  en- 
lances  se  causaron  los  derechos  y  no  antes,  por  estar  pendiente  di- 
cha condición,  asi  como  hasta  el  cumplimiento  de  ésta  no  se  ad- 
quieren los  derechos  sujetos  á  la  misma, 

2.®  Que  las  doctrinas  sobre  que  la  muerte  es  el  tintco  y  exclu- 
sivo regulador  de  hs  derechos  de  sucesión,  y  que  desde  el  momento 
en  que  ocurre  la  muerte,  el  que  es  heredero  por  ministerio  de  la 
ley  adquiere  el  derecho  á  la  propiedad  de  los  bienes  que  fueron 
del  difunto,  el  cual  puede  trasmitir  á  sus  herederos,  no  tiene  apli- 
cadan  al  caso  en  que  haya  una  condición. 

3.^  Que  la  ley  34,  tit.  9.®,  Partida  6/,  dispone  que  la  manda 
hecha  bajo  condición,  muriendo  el  legatario  antes  de  cumplirse  la 
condición,  no  vale  ni  la  puede  pedir  su  heredero,  sino  que  debe 
haberla  el  heredero  del  testador. 

l^  Que  contra  los  considerandos  de  la  sentencia  no  procede  el 
recurso  de  casación,  como  lo  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  13  de  Octubre  de  1870,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio  de 
esta  capital  y  en  la  Sala  primera  de  la  AudiencIa^  de  la  misma,  por 
Dotla  Josefa  y  Doña  Carmen  Milla  y  Escalera  con  los  síndicos  de  la 
testamentaría  concursada  de  D.  Antonio  María  Salvago  y  Escalera, 
Marqués  de  Camponuevo,  sobre  pertenencia  del  quinto  de  los  bienes 
de  D.  Antonio  Salvago  y  Salvago;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud 
del  recurso  de  casación  interpuesto  por  los  demandados  contra  la 
sentencia  qué  en  28  de.  Octubre  de  1869  dictó  la  referida  Sala: 

Reisultando  qae  D.  Antonio  Salvago  y  Salvago  otorgó  testamento  en 
Málaga  á  80  de  Octubre  de  1798,  que  fué  abierto  en  10  de  Julio  dQ  1801, 
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en  el  cual  declaró  que  su  mujer  Doña  María  de  los  Dolores  Escalera 
se  hallaba  embarazada,  nombrándola  tatora  y  curadora  del  postumo 
que  naciera  y  de  los  demás  hijos  que  hubiesen:  que  en  la  cláusula  30 
legó  á  su  citada  mujer  en  usufructo  y  no  en  propiedad,  pero  con  re- 
levación de  toda  fianza,  el  remanente  del  quinto  de  todos  sus  bienes 
por  el  tiempo  de  su  vida,  pasando  después  de  su  fallecimiento  el  re- 
ferido remanente  del  quinto  de  lodos  sus  bienes,  en  propiedad  y  usu  - 
fructo»  ai  hijo  ó  hijos  del  testador  que  sobrevivieran  á  su  madre;  y  si 
ninguno  la  sobrevivía,  pasara  también  en  propiedad  y  usufructo  á  su 
primo  D.  Bartolomé  de  Rivera;  y  sí  hubiese  fallecido»  á  sus  hijos  ó 
descendientes  legítimos;  queriendo  que  dicho  remanente  se  impusiera 
ó  consignara  en  la  finca  que  su  mujer  señalase;  y  nombró  heredero 
universal  al  indicado  postumo  y  demás  hijos  que  Dios  le  diese,  por 
iguales  partes,  ordenando  que  si  alguno  falleciese  después  de  haberle 
heredado  dentro  de  la  edad  pupilar,  los  bienes  qué  les  correspondiesen 
pasasen  en  usufructo  ^  su  expresado  primo,  y  en  su  falta  á  sus  des- 
cendientes: 

Resultando  que  D.  Antonio  Sal  vago  y  Sal  vago  falleció  en  10  de 
Julio  de  1801,  bajo  este  testamento  y  dos  codicilos,  en  que  declaró  que 
tenia  por  hijos  legítimos  á  D.  Antonio  y  Doña  Isabel  Salvago  y  Esca« 
lera ;  y  que  practicada  la  partición  de  sus  bienes,  correspondió  á  su 
viuda,  como  remanente  de  quinto,  la  cantidad  de  89.976  rs.  y  25  dos 
tercios  maravedís  para  que  los  usufructuase,  adjudicándosela  en  una 
casa  de  la  calle  de  la  Carretería,  valuada  en  107.639  rs.,  quedando  ei 
resto,  después  de  rebajado  un  censo,  para  la  misma  viuda  en  pro- 
piedad y  posesión  por  cuenta  de  su  principal  haber: 

Resultando  que  D.  Bartolomé  Rivera  falleció  sin  sucesión  en  15  de 
Marzo  de  1800:  que  Doña  Isabel  Salvago  y  Escalera,  hija  de  D.  Anto- 
nio Salvago  y  Salvago  murió  á  la  edad  de  tres  años ;  y  que  su  otro 
hijo  D.  Antonio  Salvago  y  Escalera,  Marqués  de  Gamponuevo,  fué 
declarado  en  concurso  necesario  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
del  distrito  de  Palacio  de  esta  capital,  que  se  convirtió  por  su  falleci- 
miento, ocurrido  en  5  de  Enero  de  1863,  en  testamentaría  concursada: 

Resultando  que  anunciada  á  instancia  de  los  síndicos  de  la  misma 
la  venta  de  la  casa  núm.  17  de  la  calle  de  la  Carretería  de  Málaga 
para  el  dia  96  de  Setiembre  de  1866,  en  20  del  mismo  mes  entabló 
demanda- Doña  Dolores  Escalera  en  uno  de  los  Juzgados  de  primera 
instancia  de  dicha  ciudad,  en  la  que  exponiendo  que  cuando  era  im- 
posible de  hecho  ó  de  derecho  cumplir  la  voluntad  del  testador  se  le 
consideraba  intestado  en  todo  ó  en  parte,  según  los  casos:  que  ciíando 
el  llamamiento  del  heredero  se  hacia  bajo  condición,  mientras  ésta  nó' 
se  realizaba,  nada  adquiría  el  heredero,  y  sí  fallecía  antes  de  cum-' 
plirse,  nada  trasmitía,  porque  nada  habla  adquirido ;  y  que  no  exis-^ 
tiendo  parientes  dentro  del  cuarto  grado,  la  ley  de  16  de  Mayo  de  1835 
líamtbft  i  la  sucesión,  con  preferencia  á  toda  otra  persona,  al  cónyuge 
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sapenriviente;  suplicó  se  tuviera  por  intestado  á  D.  Antonio  Salvago 
en  cuanto '  al  remanente  del  quinto  de  sus  bienes,  6  fuera  la  casa 
calle  de  la  Carretería,  núm.  47;  que  se  declarase  que  la  propiedad  de 
dicha  finca  tocaba  y  correspondía  á  la  demandante,  como  heredera  de 
su  marido  según  la  citada  ley: 

Resultando  que  llamados  por  edictos  los  que  se  creyeran  con  de- 
recho á  la  citada  casa,  y  declarado  que  el  conocimiento  de  dicha  de* 
manda  correspondía  al  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
Palacio  de  esta  capital,  que  conocía  de  la  testamentaría  del  Marqués  de 
Gamponuevo,  fallecida  Doña  Dolores  Escalera,  sus  hijas  del  segundo 
matrimonio  DoSa  Carmen  y  Doña  Josefa  Milla  y  Escalera  reprodujeron 
en  16  de  Setiembre  de  1867  la  demanda  deducida  por  su  madre,  pre- 
tendiendo además  que  se  condenase  4 .  los  síndicos  de  dicha  testa- 
mentaría á  entregar  á  las  demandantes  la  citada  casa  que  las  corres- 
pondía, parte  como  adjudicada  á  su  madre  en  propiedad,  en  pago  de 
los  derechos  que  ostentaba  en  la  testamentaría  de  su  marido,  y  parte 
como  heredera  del  remanente  del  quinto  de  los  bienes  de  D.  Antonio 
Salvago,  con  los  frutos  producidos  y  debidos  producir  desde  el  falle- 
cimiento de  aquella: 

Resultando  que  los  síndicos  impugnaron  la  demanda,  .alegando  que 
el  derecho  de  Doña  Dolores  Escalera  al  remanente  del  quinto,  según 
disposición  testamentaria  de  su  marido,  era  puramente  usufructuario, 
sin  título  como  tal  de  propiedad ,  de  la  cual  había  dispuesto  el  testa- 
dor para  después  de  la  muerte  de  la  usufructuaria:  que  los  derechos, 
tanto  de  Doña  Dolores  para  el  usufructo ,  como  los  del  Marqués  de 
Gamponuevo  para  la  propiedad,  se  habían  causado  el  dia  de  la  de- 
función del  marido  y  padre  respective  D.  Antonio  Salvago  y  Salvago; 
y  así  como  aquella  había  correspondido  durante  su  vida  al  usufructo 
de  la  casa,  correspondía  en  la  actualidad  á  la  testamentaría  del  Mar- 
qués la  propiedad  de  la  misma  que  éste  había  tenido :  que  mientras 
podia  cumplirse  en  todo  ó  en  parte  la  voluntad  del  testador,  no  se 
daba  lugar  á  la  sucesión  intestada,  no  pudiendo  cuando  procedía  ser 
incierta  y  eventual  la  época  en  que  se  trasmitían  los  derechos ,  sino 
que  correspondían  á  los  parientes  más  próximos  de  aquel,  cuyos  bie- 
nes se  trataban  de  heredar  al  tiempo  mismo  de  su  muerte,  adquiriendo 
el  derecho  á  la  herencia  desde  el  momento  mismo  en  que  el  que  mo- 
ría quedaba  intestado;  derecho  que  trasmitían  á  sus  herederos  aun 
cuando  los  bienes  hereditarios  estuvieran  gravados  con  la  servidumbre 
de  usufructo  y  ellos  no  los  hubiesen  poseído:  que  estableciendo  el  pa- 
dre sustitución  pupílar  para  el  hijo,  que  sobreviviéadole  fallaciera 
antes  de  la  pubertaid,  si  sucedía  así  no  podía  la  madre  reclamar  par- 
ticipación alguna  en  los  bienes  que  se  adjudicaban  ai  impúber,  lleva-' 
rase  4  efecto  ó  no  la  sustitución ,  por  no  haberse  cumplido  la  condi- 
ción impuesta  para  realizarse;  y  si  por  punto  general  no  podüa  la  ma- 
dra  hacer  reclamación  respecto  á  los  bienes  que  habia  heredado  el 
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hijo,  con  m&yor  motivo  debía  reconocerse  con  relación  al  quinto  de 
qae  el  padre  podía  disponer  libremente  para  propios  y  extraños:  y  que 
por  consecnencia  de  estos  principios,  no  habiéndose  cumplido  las  con- 
diciones establecidas  por  D.  Antonio  Salvago  en  su  testamento  para 
poder  heredar  los  llamados,  tanto  la  nuda  propiedad  del  remanente 
del  quinto  como  la  sometida  ¿  sustitución  pupilar  de  su  hija  Doña 
Isabel ,  que  se  habla  trasmitido  á  su  hi]o  como  su  único  heredero  ab- 
intestato ,  no  sólo  de  su  mitad  de  remanen|e  del  quinto ,  sino  también 
de  la  otra  mitad  que  había  correspondido  al  impúber ,  y  esto  desde 
el  día  de  la  muerte  de  aquel;  representándole  su  testamentaría  con- 
cursada, era  la  legítima  dueña,  y  podía  en  tal  concepto  proceder  á 
la  yentá  de  la  casa  para  pago  de  los  acreedores ,  sin  que  pudieran  per- 
cibir nada  los  herederos  ínterin  no  quedasen  aquellos  satisfechos;  y 
que  no  habiéndose  adjudicado  á  Doña  Dolores  Escalera  la  cantidad  de 
6.662  rs.  en  concepto  de  quedar  condueña  en  esta  proporción  de  la 
casa  calle  dé  la  Carretería,  no  podía  ejercitar  acción  de  dominio  res- 
pecto á  ella : 

Resultando  que  ei  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  y  que 
la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta  capital  la  confirmó  en  28  de 
Octubre  de  1869,  declarando  que  la  propiedad  del  remanente  del  quinto 
de  los  bienes  de  D.  Antonio  Salvago  y  Salvago  pertenece  á  Doña  María 
de  los  Dolores  Escalera  y  Pareja,  su  mujer,  como  sucesora  abíntestato; 
y  por  defunción  de  ésta,  á  sus  hijas  Doña  Josefa  y  Doña  Carmen  Milla, 
como  sus  universales  herederas,  con  los  frutos  producidos  y  debidos 
producir  hasta  la  fecha ,  desde  el  día  5  de  Enero  de  186S  en  que  fo- 
llecíó  el  último  de  los  llamados  expresamente  por  la  cláusula  30  del 
referido  te^amento ,  D.  Antonio  María  Salvago ,  Marqués  de  Campo- 
nuevo,  todo  sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho: 

Resultando  que  los  síndicos  interpusieron  recurso  de  casación,  ci- 
tando entonces  y  después  en  tiempo  oportuno  en  este  Supremo  Tri- 
bunal como  infringidas : 

1/  La  ley  3.',  tít.  13  de  la  Partida  6.',  que  llama  á  suceder  abín- 
testato en  primer  término  y  con  exclusión  de  todo  otro  pariente  á  los 
hijos  y  nietos ,  fijando  reiteradamente  que  ha  de  estarse  al  dia  de  la 
muerte  del  mismo  testador  y  no  á  la  de  un  tercero ;  ley  que  lejos  de 
derogar  había  confirmado  la  conocida  por  de  mostrencos  de  16  de 
Mayo  de  1835. 

2.*  La  1.',  tít.  20,  libro  10  de  la  Novísínáa  Recopilación,  6.'  de  Toro, 
que  al  llamar  á  suceder  á  los  ascendientes  ex-testamento  y  abíntestato 
sin  excepción  alguna,  como  lo  eran  los  descendientes  de  ellos,  acla- 
raba, si  alguna  duda  pudiera  caber,  que  los  hijos  del  finado  eran  á 
quienes  la  herencia  se  deferia ,  no  en  los  cuatro  casos  que  la  senten- 
cia señalaba ,  sino  en  todo  evento ,  fuera  el  que  quisiera  el  motivo  que 
el  abíntestato  produjera ;  y  la  doctrina  que  en  igual  sentido  y  en  tesis 
geneíral  establece  la  sentencia  de  casación  de  15  de  Marzo  de  1864. 
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3.*  Aon  cuando  así  no  estayiese  previsto  por  panto  general  y  se 
quiera  buscar  una  determinación  especial,  aplicable  al  caso  de  haberse 
instituido  heredero  ó  legatario  bajo  condición ,  la  22 ,  tít.  3.* ,  Par- 
tida 6.*,  que  la  sentencia  invoca  como  resolutoria  de  la  suerte  de  ins- 
titución del  heredero  condicional,  puesto  que  cuando  se  hacia  inefi- 
caz, ordenaba,  no  que  recayeran  los  bienes  en  los  deudos  más  inme- 
diatos á  la  sazón ,  sino  que  volvieran  á  los  que  lo  fueron  al  tiempo 
de  la  muerte  del  testador;  prescripción  que  se  encontraba  también  en 
cuanto  á  los  legados  caducos  en  la  ley  3.\  tít.  4.*  de  la  misma  Par- 
tida ,  puesto  que  igualaba  los  legatarios  á  los  herederos  por  lo  respec- 
tivo á  las  disposiciones  testamentarias  condicionales. 

4.*  La  doctrina  universalmente  admitida  desde  los  más  remotos 
tiempos ,  de  que  la  muerte  es  el  único  y  exclusivo  regulador  de  los 
derechos  de  sucesión,  de  tal  manera,  qtle  los  que  entonces  se  adquieren 
por  testamento  ó  abíntestato  son  los  que,  y  no  otros,  prevalecen  y  se 
trasmiten  á  los  herederos,  doctrina  que  era  la  que  la  jurisprudencia 
tenia  reconocida  en  los  fallos  de  casación  de  27  de  Setiembre  de  1867 
y  estaba  reflejada  en  el  proyecto  de  Código  civil ,  y  en  cuyos  artícu- 
los 550  y  554  se  prescribía  esta  misma  teoría,  contra  la  cual  la  sen- 
tencia no  habla  encontrado  que  oponer  ley  ni  fallo  de  jurisprudencia, 
ni  principio  alguno  más  que  la  vaga  é  indeterminada  indicación  de 
que  por  derecho  corresponde  el  remanente  del  quinto  á  la  persona 
llamada  en  la  época  en  que  la  condición  no  se  cumplió. 

5.*  La  ley  34,  tít.  9.*,  Partida  6/,  que  al  sancionar  que  no  valga  el 
legado  condicional  cuando  la  condición  no  se  cumple,  previene  que  se 
incorpore  á  la  herencia  y  lo  reciba  como  ésta  el  heredero  instituido 
por  el  testador;  y  los  fallos  que  la  confirman  desde  el  27  de  Setiembre 
de>1845,  que  estableció  que  cuando  hay  heredero  universal  quedaran 
en  la  masa  hereditaria  los  legados  y  mandas  que  hayan  caducado,  lo 
cual  era  la  inconcusa  doctrina  de  la  materia  fundada  en  las  leyes  de 
Partida  y  no  derogadas  por  la  1.%  tít.  18,  libro  10  de  la  Novísima  Re- 
copilación, hasta  la  sentencia  de  14  de  Setiembre  de  1867. 

6.*  Al  estimarse  el  quinto  de  los  bienes,  no  como  legado,  bajo  cuya 
acepción  habla  dispuesto  de  él  el  testador ,  sino  como  una  porción 
herediuria,  la  ley  10,  tít.  5/,  libro  3.**  del  Fuero  Real,  que  califica  el 
quinto  de  manda,  y  como  tal  lo  comprende  en  dicho  título,  que  lleva 
el  epígrafe  de  las  mandas.  . 

7/  Aun.  en  la  suposición  negada  de  que  pudiera  conceptuarse  el 
quinto  como  porción  del  haber  hereditario  general ,  sujeto  á  sus  mis- 
mis  reglas,  de  igual  modo  habia  de  reingresar  en  la  masa  hereditaria 
aqttella  porción  cuando  la  institución  de  heredero  era  universal  y  la 
habia  de  recibir  éste;  teoría  legal  que  tenia  sancionada  este  Tribunal 
en  multitud  de  sentencias,  de  las  que  podían  citarse  la  de  12  de  Junio 
46  186B»  que  establece  que  habiendo  institución  de  heredero,  nunca  se 
ha  de  aaceder  en  los  bienes  abíntestato ;  y  la  de  29  de  Noviembre  de 
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1861,-  que  consigna  qne  la  institución  de  heredero  es  incompatible  con 
la  snoesion  intestada. 

8.*  Al  inyocar  la  sentencia.  la  ley  82,  tft.  8.*,  Partida  6.',  y  el  fallo 
de  18  de  Marzo  de  1868,  en  el  concepto  de  qne  debia  tener  aptitud  el 
heredero  al  ser  instituido,  al  fallecer  el  testador  y  al  cumplirse  la  con- 
dición, para  deducir  que  no  habiendo  tenido  tal  capacidad  el  Marqués 
en  este  último  tiempo,  se  habia  inhabilitado  absolutamente  para  que 
volviese  al  mismo  el  remanente  del  quinto;  la  Jurisprudencia  estable- 
cida por  este  Supremo  Tribunal  en  sus  fallos,  uno  de  ellos  el  de  18  de 
Mayo  de  1869,  según  el  cual  no  se  han  de  citar  decisiones  no  aplica- 
bles á  la  cuestión  que  se  debate,  cual  no  lo  eran  aquella  ley  y  aquella 
sentencia,  toda  vez  que  ePMarqués  de  Camponuevo  no  disputaba  que 
debiera  recibir  el  remanente  por  virtud  de  la  clausula  30  del  testamento, 
sino  por  virtud  de  la  institución  de  heredero  universal ,  y  aun  en  la 
hipótesis  de  intestado  por  su  preferente  derecho  á  suceder  abintestato. 

9.*  La  misma  ley  28  citada ,  por  quererse  exigir  del  hijo  la  capa- 
cidad en  los  tres  tiempos  enunciados ,  cuando  para  quien  la  requería 
era  para  los  herederos  extrafíos ,  no  para  los  suyos,  á  quienes  no  se 
les  demandaba  capacidad  más  que  al  tiempo  de  la  muerte  y  la  ley  28, 
título  2.*,  Partida  8.',  y  la  sentencia  de  tasación  de  26  de  Enero  de 
1866  que  la  corrobora ,  porque  tal  apreciación  se  dirigía  á  negar  que 
el  demandado  tuviera  derecho  á  la  Anca,  y  lo  que  al  demandante  ha- 
bia de  aprovechar  para  su  triunfo ,  era  demostrar  que  era  suyo  y  le 
pertenecía  el  predio  como  prescribía  la  mencionada  ley. 

10.  Ai  decirse  que  la  casa  de  la  disputa  pertenecía  á  la  parte  actora, 
con  los  frutos  producidos  y  debidos  producir  desde  el  8  de  Enero  de 
1868  en  que  habia  fallecido  el  Marqués,  la  ley  16,  tít.  22,  Partida  8.*, 
y  la  Jurisprudencia  del  largo  catálogo  de  fallos ,  como  el  de  22  de 
Marzo  de  1869,  al  resolver  sobre  lo  no  pedido  en  la  demanda ,  pues 
que  en  ella  se  hablan  pretendido  los  frutos  desde  la  muerte  de  la 
usufructuaria  Dolía  Dolores  Escalera,  y  la  voluntad  del  testador,  ley 
suprema  en  la  materia,  según  sentencia  de  2  de  Junio  de  1868  y. otras, 
al  declarar  que  no  eran  de  la  usufructuaria  los  frutos  cuatro  años  y  me- 
dio antes  de  morir. 

T  11.  La  ley  31,  tft.  9.*  de  la  Partida  6/,  que  declara  intestado  al 
testador  en  aquella  parte  de  la  herencia  sobre  que  no  hubo  testamento 
cumplido,  como  sucedía  con  el  de  D.  Antonio  Salvago  y  Salvagoen 
cuanto  al  remanente  del  quinto,  que  no  habia  llegado  nunca  á  tener 
efecto  y  ser  válido  por  no  haberse  cumplido  la  condición  de  sobre- 
vivir á  la  usufructuaria  los  que  habian  de  recibir  la  propiedad,  segan 
lo  prescrito  en  la  ley  1.*,  tít.  18  de  la  Partida  6.'',  también  infringida; 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  María  de  CastUln 
Considerando  que  muerto  intestado  D.  Antonio  Salvago  y  Salvago 
respecto  del  remanente  del  quinto  de  sus  bienes,  que  dejó  en  iiai»» 
fructo  á  su  esposa ,  por  haber  fallecida  antes  que  ésta  sus  dos  hycto 
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y  los  demás  llamados  á  la  propiedad  de  los  mismos,  y  porque  aque- 
llos hi]os  no  podían  obtenerlos  por  testamento  sin  cumplirse  la  condi- 
ción establecida;  sobre  lo  cual  no  ha  habido  cuestión,  sino  acerca  de 
si  para  suceder  en  los  referidos  bienes  se  ha  de  atender  al  tiempo  de 
la  muerte  del  testador,  ó  al  en  que  se  hizo  imposible  el  cumplimiento 
de  la  condición  : 

Considerando  que  para  dicha  sucesión  intestada  se  ha  de  estar  al 
tiempo  en  que  ya  no  podía  cumplirse  la  condición ,  porque  entonces 
se  cansaron  los  derechos  y  no  antes,  por  estar  pendiente  dicha  con- 
dición ,  así  como  hasta  el  cumplimiento  de  ésta  no  se  adquieren  los 
derechos  sujetos  ¿  la  misma : 

Considerando  que  esto  supuesto  no  son  aplicables  al  caso  presente 
las  leyes  citadas  en  los  motivos  de  casación  primero  y  segundo,  porque 
tratan  en  general  de  la  sucesión  de  los  descendientes  á  los  ascendientes 
muertos  sin  testamento ,  y  de  la  de  estos  á  aquellos  ex  testamento  y 
ab  intestatoni  la  doctrina  que  también  so  cita  de  que  el  incumplimien- 
to de  lo  ordenado  por  el  testador  no  está  comprendido  en  ninguno  de 
ios  casos  de  intestado  expresados  en  la  ley  1.*,  tít.  13,  Partida  6.*: 

Considerando  que  tampoco  son  aplicables  las  leyes  de  Partida  que 
se  invocan  en  el  tercer  motivo,  puesto  que  versan  sobre  cuál  tiempo 
debe  ser  catado ,  en  que  el  heredero  puede  ser  establecido  ó  non ;  y 
acerca  de  que  las  condiciones  imposibles  por  naturaleza  ó  por  dere- 
cho se  tienen  por  no  puestas,  y  valen  la  institución  de  heredero  y  las 
mandas  en  que  se  pusieren  : 

Considerando  que  las  doctrinas  citadas  en  el  cuarto  motivo ,  sobre 
que  la  muArte  es  el  único  y  exclusivo  regulador  de  los  derechos  de 
sucesión ,  y  que  desde  el  momento  en  que  ocurre  la  muerte,  el  que 
es  heredero  por  ministerio  de  la  ley  adquiere  el  derecho  á  la  propie- 
dad de  los  bienes  que  fueron  del  difunto,  el  cual  puede  trasmitir  á 
sus  herederos,  no  tiene  aplicación  al  caso  en  que  hay  una  condicioi, 
de  cuyo  cumplimiento  depende  la  adquisición  de  esos  derechos ;  no 
podiendo  tampoco  ser  fundamento  para  un  recurso  de  casación  lo  que 
se  establezca  en  el  proyecto  del  Código  civil : 

Considerando  que  si  bien  la  ley  31 ,  tít.  9.* ,  Partida  6.* ,  citada  en 
d  quinto  motivo ,  dispone  que  la  manda  hecha  bajo  condición ,  mu- 
riendo el  legatario  antes  de  cumplirse  la  condición ,  no  vsrie ,  ni  la 
puede  pedir  su  heredero ,  sino  que  debe  haberla  el  heredero  del  tes- 
tador; esta  ley  no  ha  sido  infringida,  por  cuanto  en  el  caso  concreto 
de  autos,  ios  hijos  y  herederos  de  D.  Antonio  Sal  vago  y  Salvago  no 
pudieron  adquirir  por  testamento  los  bienes  del  remanente  del  quinto, 
no  habiendo  sobrevivido  á  su  madre  usufructuaria  de  ellos,  que  era 
la  condición  establecida  en  dicho  testamento ;  por  lo  cual  tampoco  han 
sido  infringidas  las  demás  leyes  y  doctrinas  que  se  citan  en  el  mismo 
motivo  y  en  el  sétimo  y  undécimo : 

Considerando»  en  cuanto  á  ios  motivos  6.*,  8.*  y  9.*,  que  se  dirigen 
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contra  ios  considerandos  de  ia  sentencia ,  y  que  contra  ellos  no  pro- 
cede ei  recurso  de  casación ,  como  lo  tiene  declarado  este  Tribunal 
Supremo : 

T  considerando  que  en  ia  ejecutoria  se  declara  pertenecer  á  las  de- 
mandantes la  propiedad  del  remanente  del  quinto  de  los  bienes  de 
Don  Antonio  Saiyago  y  Salvago  con  los  frutos  producidos  y  debidos 
producir  desde  5  de  Enero  de  1863  que  falleció  D.  Antonio  María  Sal- 
vago,  Marqués  de  Camponuevo ,  cuando  en  la  demanda  sólo  se  pidie- 
ron los  frutos  desde  la  muerte  de  Doña  Dolores  Escalera ,  ocurrida  en 
3  de  Junio  de  1867 ,  en  lo  cual  se  ha  infringido  la  ley  16 »  tít.  22,  Par- 
tida 3.*,  citada  en  el  motivo  10,  que  previene  que  no  vale  el  juicio 
dado  sobre  cosa  no  demandada ; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  ios  síndicos  de  la  testamentaria 
concursada  de  D.  Antonio  Salvago  y  Escalera  contra  la  sentencia  dic- 
tada por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta  capital  en  28  de  Oc- 
tubre de  1869 ,  declarando  pertenecer  á  Doña  Josefa  y  Doña  Carmen 
Milla  y  Escalera  la  propiedad  del  remanente  del  quinto  de  los  bienes 
de  D.  Antonio  Salvago  y  Salvago ;  y  sí  en  cuanto  comprende  los  fru- 
tos producidos  y  debidos  producir  desde  5  de  Enero  de  1863  en  que 
falleció  ei  D.  Antonio  Salvago  y  Escalera ,  en  cuyo  único  extremo  ca- 
samos y  anulamos  dicha  sentencia ,  cancelándose  la  caución  prestada 
por  los  recurrentes. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  Coleceion  legúlatim ,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos .= Juan  González 
Acevedo.s=3José  María  Gáceres.=Laureano  de  Arrieta.=3Valentin  Gar- 
ralda.c=Francisco  María  de  Gastilia.=Joaquin  Jaumar*=José  Fermín 
de  Muro. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  é  Uus- 
trísimo  Sr.  D.  Francisco  María  de  Castilla ,  Magistrado  del  Tribunal 
Supremo ,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  su  Sala  prime- 
ra ,  el  dia  de  hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  ha- 
bilitado. 

Madrid  13  de  Octubre  de  1870.=Lino  Carrion  Hinojal. 
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N6m.  27. 
CASACIÓN. 


Desahucio  de  una  mina. — Sentencia  de  13  de  Octubre,  declarando 
haber  lagar  al  recurso  de  casación  en  la  forma  interpuesto  por 
Don  Emilio  de  Sola  contra  los  autos  dictados  por  la  Sala  pri- 
mera de  la  Audiencia  de  Sevilla  en  17  y  29  de  Abril  de  1868, 
en  pleito  con  D.  José  León  y  Mora  y  D.  Domingo  Yillatoro. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  cstablcce : 

Que  una  ves  declarado  ejecutoriamente  por  la  Sala  segunda  del 
Tribunal  Supremo  que  procedía  la  admisión  del  recurso  de  casa- 
ción, por  estimar  que  el  auto  recurrido  tenia  el  carácter  ¿e  sen- 
tencia definitiva,  es  consiguiente  que  para  dictarla  debió  señalarse 
dia  para  la  vista  y  citar  al  recurrente. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  13  de  Octubre  de  1870 ,  en  el  incidente 
de  queja  contra  ciertas  providencias  del  Juez  de  Aracena,  presentada 
por  D.  Emilio  de  Sola  en  los  aatos  seguidos  en  el  Jazgadode  primera 
instancia  de  dicho  partido  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
Sevilla  por  D.  José  León  y  Mora  y  D.  Domingo  Yillatoro  con  el  refe- 
rido Sola,  sobre  desahucio  de  una  mina;  cuyo  incidente  pende  ante 
Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  demandado 
contra  las  sentencias  que  en  17  y  29  de  Abril  de  1868  dictó  la  refe- 
rida Sala: 

Resultando  que  en  1864  Mora  y  Yillatoro  dieron  en  arrendamiento 
al  Sola  la  mina  titulada  Nuestra  Señora  del  Rosario,  por  término  de 
dos  años  y  bajo  ciertas  condiciones: 

Resultando  que  en  1867  los  arrendadores  entablaron  demanda  de 
desahucio  contra  el  arrendatario;  y  celebrado  el  juicio  verbal  corres- 
pondiente, el  Juez,  por  sentencia  de  89  de  Octubre  del  mismo  año, 
declaró  haber  lugar  al  desahucio  con  todas  sus  consecuencias : 

Resultando  que  Sola  apeló  de  esta  sentencia ,  y  le  fué  denegada 
la  apelación  por  no  haber  acreditado  estar  satisfechos  los  plazos  del 
arriendo  vencidos,  como  lo  prescribe  el  art.  4.*  de  la  ley  de  25  de 
.  Junio  de  1867;  y  pedida  reposición  de  esta  providencia,  se  declaró  no 
haber  lagar,  como  tampoco  á  la  apelación  que  interpuso  de  esta  últi- 
ma providencia: 

Resultando  que  Sola  recurrió  á  la  Audiencia  en  queja  de  los  prb- 
cedimientos  del  Juez,  pidiendo  se  le  ordenase  la  remisión  de  los  autos 
por  no  haber  debido  negar  las  apelaciones  interpuestas  y  la  suspen- 
sión del  cumplimiento  de  la  providencia  de  29  de  Octubre: 
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ResultaDdo  que  la  referida  Sala  primera  de  la  Andiencia  mandó 
que  el  Juez  informara  con  justificación,  y  librara  la  oportuna  orden; 
el  Juez  de  paz,  interino  de  primera  instancia  se  limitó  á  remitir  tes- 
timonio de  varios  particulares  de  los  autos: 

Resultando  que  formado  el  apuntamiento,  se  entregaron  las  actua- 
ciones á  Sola  para  instrucción;  y  evacuándola  en  31  de  Marzo  de  1868, 
solicitó  se  adicionara  el  testimonio  remitido  por  el  Juzgado  con  las 
listas  y  papeletas  que  los  actores  habian  presentado  con  la.  demanda, 
y  en  las  cuales  suponían  estar  demostrada  la  deuda  ((el  Sola ,  y  que 
para  ello  se  librara  la  correspondiente  orden: 

Resultando  que  dada  cuenta  por  el  Relator»  la  referida  Sala  pri- 
mera dictó  en  17  de  Abril  del  mismo  año  auto  motivado ,  en  el  que 
declaró  no  haber  lagar  al  recurso  de  queja  propuesto  por  Sola ,  ni  á 
lo  solicitado  por  el  mismo  en  su  escrito  de  31  de  Marzo,  y  mandó  se 
comunicara  al  Juez  este  proveído: 

Resultando  que  Sola  suplicó  del  mismo,  pretendiendo  se  dejara  ^n 
efecto,  y  en  su  virtud  se  accediera  á  la  adición  del  testimonio  qm 
tenia  solicitada,-  y  en  el  caso  de  que  se  ipsistiera  en  la  denegación  de 
dicha  solicitud,  se  señalase  al  menos  dia  para  la  vista,  á  fin  de  que 
pudiera  informar  su  Letrado  defensor,  y  resolver  después  el  Tribunal 
lo  que  estimase  arreglado  á  derecho : 

Resultando  que  por  auto  de  27  del  mismo  mes  de  Abril  se  decla- 
ró no  haber  lugar  á  reformar  ni  enmendar  el  del  17,  que  se  mandó 
llevar  á  efecto : 

Resultando  que  Sola  interpuso  recurso  de  casación  en  el  fondo  y 
en  la  forma,  fundándole,  en  cuanto  al  último  concepto,  en  la  causa 
3/  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  la  falta  de  ci- 
tación para  sentencia,  ya  se  atendiera  al  recurso  de  queja  en  si  mis- 
mo, ya  á  la  ampliación  del  testimonio  pretendida ,  puesto  que  esta 
pretensión  constituía  un  verdadero  incidente,  á  que  debió  proveerse 
antes  que  á  lo  principal  citando  dia  para  la  vista ,  lo  cual  dejó  de 
hacerse  no  obstante  haberse  entregado  los  autos  sólo  para  instrucción, 
dictando  la  sentencia  mencionada  sin  ese  requisito  necesario: 

Resultando  que  denegada  su  admisión  por  la  Audiencia,  fué  revo- 
cada esta  denegación  por  la  Sala  segunda  de  este  Supremo  Tribunal 
admitiendo  el  recurso  en  los  dos  conceptos  en  que  se  habia  interpues- 
to, y  en  su  consecuencia  se  ha  sustanciado  el  relativo  á  la  forma. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Jaumar. 

Considerando  que  una  vez  declarado  ejecutoriamente  por  la  Sala 
segunda  de  este  Supremo  Tribunal  que  procedía  la  admisión  del  pre- 
sente recurso  de  casación  por  estimar  que  el  auto  de  17  de  Abril  de 
1868^  tenia  el  carácter  de  sentencia  definitiva,  es  consiguiente  que  para 
dictarla  debió  señalarse  dia  para  la  vista  y  citar  ai  recurrente: 

Considerando  que  esto  era  tanto  más  necesario,  en  cuanto  la  Sala 
sentenciadora,  separándose  de  la  tramitación  especial  que  para  los 
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recursos  de  queja  marca  el  art.  75  de  la  Ley  de  Eojuiciamiento  civil, 
habia  mandado  fof  mar  apuntamiento  y  entregar  la8  actuaciones  al  re- 
currente para  instrucción,  lo  que  tan  sólo  tiene  por  objeto  que  el  Abo- 
gado pueda  informar  en  el  acto  de  la  vista ,  la  cual  no  se  celebró: 

T  considerando ,  por  todo  lo  expuesto,  que  al  dictar  el  referido 
auto  en  la  forma  que  lo  hizo,  la  Sala  ha  infringido  el  citado  artículo 
75  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  incurriéndose  en  la  falta  á  qne 
se  refiere  la  causa  3.*  del  1.013; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  en  la  forma  interpuesta  por  D.  Emilio  de  Sola  con- 
tra los  autos  dictados  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Sevilla 
en  17  y  99  de  Abril  de  1868,  y  en  su  consecuencia  los  casamos  y 
anulamos;  entregúense  al  recurrente  los  600  escudos  depositados ,  y 
devuélvanse  las  actuaciones  á  la  referida  Audiencia  para  que,  repo- 
niéndolos en  el  estado  que  tenían  antes  de  dictarse  aquellos  autos,  los 
sustancie  y  determine  con  arreglo  á  derecho;  y  acompáñese  la  corres- 
pondiente certificación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias*  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Juan 
Gfonzalez  Acevedo.=José  María  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=Va- 
lentin  6arralda.=Francisco  María  de  Gastilla.=sJoaquin  Jaumar.=José 
Fermín  de  Muro. 

Publicación. 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Joaquín  Jaumar,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo 
de  Justicia,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  13  de  Octubre  de  1870.=:Rogelio  González  Montes. 

NüM.  28. 
CASACIÓN. 


EirraEGA  de  herencia. — Sentencia  de  13  de  Octubre  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  qne  fundado  en  la  causa 
segunda  del  art.  i. 013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ha 
interpuesto  D.  José  García  Garrido  contra  ia  dictada  por  la  Sala 
segunda  de  ia  Audiencia  de  la  Coruña,  en  pleito  con  D.  Vicente 
Taboada  Herbella. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que-  cuando  la  falla  de  personalidad  se  presenta  no  como  ex- 
Cffiiefoii  dilatoria  sino  como  perentoria  y  bajo  éste  carácter  se  dis- 
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cute  en  todos  los  periodos  del  pleito  y  resuelve  en  la  sentencia  defí* 
nitim»  no  puede  servir  de  motivo  de  casación  para  un  recurso  sobre 
forma  del  procedimiento. 

En  la  Tilla  de  Madrid,  á  13  de  Octubre  de  1870,  en  los  aato»  pen- 
dientes ante  Nos,  por  recurso  de  casación  seguidos  en  el  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Ginzo  de  Limia  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Au- 
diencia  de  la  Coruña  por  D.  Vicente  Taboada  Herbelia  con  D.  José 
García  Garrido,  sobre  entrega  de  herencia: 

Resultando  que  en  24  de  Abril  de  1853  otorgaron  testamento  en 
Ginzo  de  Limia  D.  Vicente  Soto,  Abad  de  Santa  María  de  Gouso,  y 
sus  sobrinas  solteras  Doña  María  Josefa  y  Dofia  Magdalena  Soto ;  y 
bajo  la  condición  de  no  reclamarse  entre  sí  la  menor  cosa  por  razón 
de  la  cúratela  que  D.  Vicente  tuvo  de  sus  sobrinas,  ni  por  otro  con- 
cepto alguno,  instituyó  el  D.  Vicente,  herederas  universales  á  las  ex- 
presadas Doña  Josefa  y  Doña  Magdalena,  y  estas,  llegado  el  caso  de 
fallecer  sin  sucesión,  á  su  tio  D.  Vicente,  quedando  el  supérstite  auto- 
rizado para  disponer  de  todo  á  su  voluntad: 

Besultando  que  en  9  de  Junio  de  1854  otorgaron  otro  testamento 
en  Santa  María  de  Gouso  D.  Vicente  y  su  sobrina  Doña  María  Josefa  y 
bajo  la  misma  condición  que  en  el  anterior,  se  instituyeron  herederos 
universales  uno  del  otro;  y  del  último,  falleciendo  Doña  María  Josefa 
sin  sucesión ,  serian  "fideicomisarios  D.  Ramón  Sandias  y  D.  Vicente 
Taboada,  y  en  su  falta  los  herederos  que  estos  dos  dejasen: 

Resultando  que  D.  Vicente  falleció  en  24  de  Octubre  de  1854  y  antes 
su  sobrina  Doña  Magdalena ;  y  ocurrida  también  en  1858  la  muerte 
de  D.  Ramón  Sandias  en  22  de  Octubre  de  1867,  otorgaron  testamento 
Doña  María  Josefa  Soto  y  su  esposo  D.  José  García  Garrido;  y  expre- 
sando hallarse  sin  sucesión  alguna  se  instituyeron  herederos  univer- 
sales uno  del  otro ,  diciendo  Doña  María  Josefa  que  dicha  institución 
era  de  cuanto  resultara  ser  suyo  al  verificarse  su  fallecimiento,  así 
por  herencia  de  padres  como  por  la  de  su-  difunto  tio  D.  Vicente:  *   . 

Resultando  que  en  1868  D.  Vicente  Taboada  dedujo  demanda  or- 
dinaria contra  D.  José  García  Garrido ,  y  ejercitando  la  acción  real 
pidió  se  declarase  en  definitiva  que  al  Taboada,  como  heredero  fidei- 
comisario de  D.  Vicente  Soto  y  de  su  sobrina  Doña  María  Josefa,  cor- 
respondía la  herencia  de  los  mismos  por  haber  fallecido  la  última  sin 
sucesión,  para  distribuirla  y  aplicarla  según  le  habían  encargado 
aquellos^  y  se  condenase  al  Garrido  á  su  entrega  con  todas  las  con- 
secuencias y  abono  de  los  desperfectos  y  desfalcos  que  resultaraH  en 
la  de  D.  Vicente  Soto,  comprensiva  de  la  de  su  sobrina  Doña  Magda- 
lena, con  las  costas: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  Garrido,  contestó  á  la  demanda 
y  opuso,  entre  otras  excepciones ,  la  de  £alta  de  personalidad  en  ei 
demandante,  fundándose  en  la  inteligencia  de  los  referidos  testamentos^ 
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7  asegurando  que  D.  Vicente  Soto  manifestó  en  su  última  enfermedad 
-^r  su  voluntad  revocar  su  último  testamento,  y  que  se  estuviere  por 
el  primero  que  habla  otorgado  con  sus  dos  sobrinas;  que  por  lo  tanto, 
además  de  ser  Dofía  Josefa  libre  para  testar,  habla  desaparecido  el 
nombramiento  subsidiario  de  íideicomisaríos;  y  en  que,  por  otra  parte» 
habiendo  sido  nombrados  dos  copulativa  y  no  solidariamente,  y  ha- 
biendo mncrtoel  uno,  que  era  D.  Ramón  Sandias,  Tabo ida  noeranada: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  y  seguido  por  sus  trá- 
mites, el  Juez  dictó  sentencia  definitiva,  por  la  que,  resolviendo  en  el 
fondo,  desestimó  la  demanda  y  absolvió  ai  demandado: 

Resultando  que  apelada  esta  sentencia  por  Taboada ,  se  siguió  la 
segunda  instancia,  insistiendo  Garrido  en  la  falta  de  personalidad  del 
demandante;  y  la  Sala  segunda  de  la  referida  Audiencia  pronunció 
sentencia  en  17  de  Noviembre  de  1869,  por  la  que,  considerando  sub- 
sistente el  testamento  de  1854  respecto  á  D.  Tícente  Soto,  así  como  el 
de  1867  otorgado  por  Doña  María  Josefa  respecto  á  los  bienes  que 
fuesen  de  ésta,  y  estableciendo  que  muerto  Sandias  antes  que  Doña 
María  Josefa,  el  otro  fideicomisario  Taboada  tenia  personalidad  para 
la  demanda  por  los  términos  claros  de  la  voluntad  de  D.  Vicente  Soto, 
y  porque  nombrados  conjuntamente  los  Comisarios  sin  discretacion  de 
partes,  la  muerte  de  uno  de  ellos  antes  de  la  del  testador  daba  al 
otro  el  derecho  de  acrecer,  declaró  que  á  Taboada,  como  heredero 
fideicomisario  de  D.  Vicente  Soto,  correspondía  la  herencia  de  este, 
incluyendo  en  la  misma  la  de  su  sobrina  Doña  Magdalena,  para  dis> 
tribuirla  y  aplicarla  según  había  encargado  aquel;  y  en  su  consecuen- 
cia condenó  á  Garrido  á  su  entrega  con  todas  las  costas,  absolviéndole 
por  lo  que  hacia  á  la  herencia  de  su  esposa  Doña  María  Josefa: 

Resultando  que  Garrido  interpuso  recurso  de  casación  en  el  fondo 
y  en  la  forma,  fundando  el  segundo  concepto  en  la  causa  segunda 
del  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  la  sentencia 
reconocía  en  Taboada  personalidad  para  proponer  la  demanda: 

Resultando  que  admitido  el  recurso  han  venido  los  autos,  precedién- 
dose en  primer  lugar  ala  sustanciaclon  de  aquel  en  lo  relativo  ala  forma. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Fermín  de  Muro. 

Considerando  que  la  falta  de  personalidad  en  D.  Vicente  Taboada 
Herbella,  que  entre  otras  excepciones  propuso  el  recurrente  al  con- 
testar la  demanda,  no  se  presentó  como  excepción  dilatoria  sino  como 
pet'entoria,  bajo  cuyo  carácter  se  ha  discutido  en  todos  los  períodos 
del  pleito  y  resuelto  en  la  sentencia  definitiva,  por  lo  que  no  puede 
servir  de  motivo  de  casación  para  un  recurso  sobre  la  forma  del 
procedimiento: 

T  considerando,  por  lo  mismo,  que  al  no  estimar  la  Sala  sentencia- 
dora la  falta  de  personalidad  opuesta  al  demandante ,  no  ha  infringido 
la  causa  segunda  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  única 
-disposición  legal  que  se  supone  quebrantada; 

I.  8 
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Fallamos*  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lupr  al 
recurso  de  casación  que,  fundado  en  la  causa  segunda  del  art.  1.013  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ba  interpuesto  D.  José  García  Garrido», 
á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  depo- 
sitada, que  se  distribuirá  con  arreglo  á  derecho;  y  mandamos  que  se 
proceda  á  sustanciar  el  recurso  en  el  fondo. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  GaeeU  y  se^ 
insertará  en  la  CoUeeion^  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  íirmamos.=Juan  González. 
Acevedo.=José  María  Gáceres.ssLaureano  de  Arrieta.=syalentin  Gár- 
ralda.=sFrancisco  María  de  Castilla.=Joaquin  Jaumar.=5José  Fermín 
de  Muro. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  Fermín  de  Muro,  Magistrado  de  la  Sala  primera,  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  publícala  misma  en  el  dia  de  hoy, de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  13  de  Octubre  de  1870.=Rogelio  González  Montes. 


NÚM.  29. 


APELACIÓN. 


Pago  be  cantidad. — Sentencia  de  14  de  Octubre,  confirmando  e) 
auto  dictado  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  este  ter- 
ritorio, denegando  el  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Tomás  Yelasco,  en  pleito  con  D.  Marcos  Cuéllar. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece  : 

Que  la  providencia  en  que  se  declara  no  haber  lugar  á  hacer 
la  adjudicación  en  la  forma  que  solicitaba  el  acreedor  de  los  bienet 
embargados  enjuicio  ejecutivo,  no  es  definitiva  ni  pone  término  at 
juicio,  puesto  que  tratándose  de  un  juicio  ejecutivo,  sea  cualquiera  su 
estado,  puede  ventilarse  después  en  otro  pleito  lo  qud  ha  sido  objeto- 
del  mismo,  según  el  art.  1.014  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civü^ 

En  la  villa  de  Madrid,  á  14  de  Ootubre  de  1870,  en  los  aatos  pen- 
dientes ante  Nos,  por  apelación,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera» 
instancia  del  distrito  de  la  Latina  de  esta  capital ,  y  en  la  Sala  ter* 
cera  de  la  Audiencia  de  su  territorio  por  D.  Tomás  Yelasco  contrtií 
D.  Marcos  Cuéllar,  sobre  pago  de  cantidad:  ^, 
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Besnltando  qae  D.  Tomás  Yelasco  acudió  ti  referida  Juzgado  en 
H  de  Noviembre  de  1866,  presentando  demanda  ejecutiva  contra  Don 
Marcos  Guéliar  por  la  cantidad  de  160  escudos,  procedentes  de  presta* 
mo  de  1.600.  constante  en  escritura  pública  de  8  de  Agosta  de  1863# 
que  el  deudor  se  obligó  á  pagar  en  10  plazos  iguales  de  160  cada 
uno,  siendo  el  tercero  el  objeto  de  la  ejecución,  réditos  y  costas : 

Resultando  que  despachada  la  ejecución ,  becho  el  requerimiento 
de  pago,  embargados  bienes  y  citado  de  remate  el  deudor ,  que  no 
compareció ,  pidió  el  ejecutante  que  al  dictar  la  sentencia  de  remate 
se  tuviera  por  hecha  su  aceptación  en  parte  de  pago  de  la  cantidad 
de  1.080  rs.;  y  en  su  consecuencia  se  redujera  la  ejecución  al  capital 
de  580  rs.  vn.,  á  los  intereses  devengados  desde  7  de  Agosto  de  1866 
y  que  se  devengasen  basta  la  solución,  y  á  los  vencidos  hasta  el  11 
de  Noviembre  del  mismo  afio  por  los  1.030  rs.  entregados  á  cuenta: 

Resultando  que  acusada  la  rebeldía  al  actor,  dictó  el  Juez  senten- 
cia de  remate  en  7  de  Enero  de  1866  (debe  ser  67),  mandando  seguir 
la  ejecución  adelante,  haciendo  trance  y  remate  en  los  bienes  embar- 
gados y  demás  que  fuesen  precisas  de  D.  Marcos  Cuéllar,  en  cantidad 
suficiente  para  cubrir  la  expresada  suma,  intereses  á  razan  de  un  15 
por  100  al  afio,  costas  causadas  y  que  se  causasen : 

Resultando  que  notificada  al  deudor  esta  sentencia,  tasadas  las 
costas  y  aprobada  la  tasación,  valuados  los  bienes  y  verificada  una 
subasta  sin  efecto  en  83  de  Noviembre  de  1868,  presentó  escrito  el 
Procurador  de  D.  Tomás  Yelasco  en  84  de  Febrero  de  1869,  acompa- 
fiando  también  poder  de  D.  Manuel  Yelasco  y  la  escritura  de  cesión 
del  crédito  hipotecarlo  contra  D.  Marcos  Guéilar,  otorgada  por  D.  To- 
i&ás  á  favor  de  su  hermano  D.  Manuel  en  88  de  Julio  de  1868;  y  su- 
plicó se  adjudicasen  al  ejecutante  las  fincas  embargadas  por  las  dos 
terceras  partes  de  su  justiprecio,  á  deducir  los  plazos  del  préstamo 
de  vencimiento  posterior  al  que  habla  sido  objeto  de  estos  autos,  y 
kw  intereses  devengados  por  el  cuarto  y  quinta;  entendiéndose  dicha 
adjudicación  á  favor  de  D.  Manuel  de  Yelasco,  como  subrogada  en 
Ins  derechas  que  habia  venido  sustentando  su  hermano  D.  Tomás ,  y 
se  tuviesen  por  ratificados  cuantos  actos  habia  practicado  éste  en  re- 
feridas autos  desde  que  tuvo  lugar  la  cesión  del  crédito  hasta  el  dia, 
y  por  un  otrosí  que  se  otorgara  desde  luego  á  favor  del  adjudicante 
la  escritura  de  adjudicación: 

Resultando  que  á  este  escrito  recayó  providencia  en  87  de  Febrero 
de  1869,  habiendo  por  presentados  los  documentos;  diciendo  que  cU" 
hiertos  ciertos  requisitos  por  Yelasco,  se  proveerla  sobre  la  admisión 
de  la  cesión  y  sobre  su  representación  en  los  autos,  y  declarando  no 
haber  lugar  á  hacer  la  adjudicación  al  acreedor  de  los  bienes  em- 
bargados por  las  dos  terceras  partes  del  valor  por  que  se  sacaron  á 
subasta ,  en  el   concepto  en  que  dicha  adjudicación  se  solicitaba,  ó 

en  el  de  computarse  en  dicho  precia  el  imparte  de  los  plazos  del 
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préstamo  vencidos  y  |ior  vencer  con  posterioridad  al  veaciniiento  del 
qaé  habia  sido  objeto  de  este  juicio,  y  los  intereses  devengados  pdr 
acfneilos;  y  en  cuanto  al  otrosí,  que  se  tuviese  presente  en  tiempo 
dt^ftuno : 

ftesuilando  que  notificada  esta  providencia ,  presentó  escrito  Ye- 
lasco  manifestando  que  por  elia  se  le  negaba,  entre  otras  cosas.,  ia 
adjudicación  que  había  pedido ;  y  considerándola  gravosa ,  apeló  de 
ella  y  se  le  denegó  la  apelación,  por  no  haber  pedido  antes  reforma: 
-  ftesultando  que  entonces  Yeiasco  pidió  reforma  de  ta  providencia 
de  27  de  Febrero  ya  referida;  y  denegada ,  apeló,  y  se  le  admitió  la 
apelación : 

Resultando  que  en  la  segunda  instancia  manifestó  Yeiasco  que  el 
átto  apelado  tenia  dos  partes,  una  referente  á  la  subrogación  en  Don 
Manuel  de  los  derechos  de  D.  Tomás,  y  ia  otra  en  que  se  negaba  la 
adjudicación  al  ejecutante  de  las  fincas  hipotecadas,  y  que  á  esta 
se  referia  la  apelación : 

Resultando  que  ia  referida  Sala  por  sentencia  de  18  de  Octubre  de 
1869  confirmó  con  las  costas  de  la  segunda  instancia  el  extremo  ape- 
lado de  la  de  primera: 

Resultando  que  Yeiasco  interpuso  recurso  de  casación  en  el  fondo» 
y  la  Sala  sentenciadora  denegó  su  admisión  por  auto  de  12  de  No- 
viembre del  mismo  año,  fundándose  en  que  la  providencia  de  18  de 
Octubre  no  era  defíoitiva  para  los  efectos  del  recurso  interpuesto  y 
en  que  el  incidente  se  referia  á  la  ejecución  de  ia  sentencia  dictada 
en  un  pleito  ejecutivo  : 

.Resultando  que  Yeiasco  apeló  de  esta  denegación ,  y  en  su  virtud 
se  han  elevado  los  autos  á  este  Tribunal: 

Yisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Gáceres. 

Considerando  que  la  providencia  contra  ia  cual  se  ha  interpuesto 
el  recurso  de  casación  en  el  fondo  no  es  definitiva  ni  pone  término 
al  juicio,  puesto  que  tratándose  de  un  juicio  ejecutivo,  sea  cualquiera 
su  estado,  puede  ventilarse  después  en  otro  pleito  lo. que  ha  sido  ob- 
jeto del  mismo,  según  el  art.  1.014  de  la  L^y  de  Enjuiciamiento 
civil ; 

Fallamos ,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas 
el  auto  apelado;  y  devuélvanse  las  actuaciones  á  la  Audiencia  de  don- 
de proceden ,  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de  Ma- 
drid dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  á  su  fecha ,  é  insertará  á  sa 
tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=)Juan  González 
Acevedo.srJosé  María  Gáceres.ssLaureano  de  Arrieta.=Yalentin  Gar- 
ralda.3s:iosé  Fermín  de  Muro. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Oioft 
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J06é  María  Cáeeres,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Sa- 
premo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de 
qne  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  14  de  Octubre  de  187a.sRogelio  González  Montes. 

Mm.  30. 
APELACIÓN. 


Defensa  poe  pobre. — Sentencia  de  1i  d^  Octubre,  confirmando  el 
auto  que  en  3  de  Marzo  de  1870  dictó  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  de  Barcelona  denegando  la  admisión  del  recurso  de 
casación  interpuesto  por  los  síndicos  del  'concurso  de  acreedo* 
res  de  D.  Ensebio  Roces,  en  pleito  con  D.  Francisco  Sala. 

En  los  CONSIDERANDOS  80  ostablecc : 

1  .^  Que  tegvn  lo  pretmiido  en  el  art.  1 95  de  la  Ley  de  En-'' 
juiciamiento  civil,  la  susianciacion  de  la  pretenHan  de  pobreza  se 
acomodará  á  loe  trámites  establecidos  para  los  incidentes  en  los 
jmdos  ordinarios  s  y  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  los  articuhs: 
889  y  890  sé  sustanciará  por  los  mismos  trámites  eualauier  inci^ 
dente  que  ocurriere  en  segunda  instancia,  siendo  suplicaote  ante  la 
misma  Sala  la  providencia  que  en  él  recayere. 

2.^     Que  promovido  un  incidente  de  pobreza  en  una  Audiencia. 
es  suplicable  ante  la  misma  la  providencia  que  sobre  él  recaiaa ,  no 
eiereitándose  este  recurso  ordinario,  es  inadmisible  el  extraordinaria 
de  casación,  según  reiteradamente  lo  ha  acidado  el  Tribunal  Su-, 
premo* 

En  la  villa  de  Madrid,  á  14  de  Octubre  de  1870,  en  ios  autos  pen- 
dientes ante  Nos  por  apelación,  seguidos  en  la  Sala  primera  de  la  Au- 
diencia de  Barcelona  por  los  síndicos  del  concurso  de  acreedores  de 
D.  Ensebio  Roces  con  D.  Francisco  Sala,  y  por  su  defunción,  con  Doña 
Cecilia  Sala,  interviniendo  también  el  Ministerio  fiscal,  sobre  pobreza 
de  los  primeros: 

Resultando  que.  hallándose  pendientes  en  dicba  Audiencia,  autos 
enlre  partea  del  concurso  de  Roces  con  Sala ,  prbmioYieiroQ  los  expre- 
sados síndicos  expediente  de  pobreza;  y  sustatciado,  pronuncia  ae!n- 
téiOí&  la  Sala  en  Hl  de  Febrero  último,  denegándoles  el  beneficio  ao- 

Ikttido: 

Resultando  que  los  síndicos  interpusieron  contra  dicba  provldejrtcia 
recurso  de  casación  en  el  fondo,  y  la  Sala  sentenciadora  denegó  su 
admisión  por  auto  de  3  de  Marzo  último,  fundándose -en  que  los^  re- 
onrMiiea  debiaor  haber  utilizado  primero  el  recurro  de  súplica ;  x*  ha- 
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biendo  apelado  aquellos  de  esta  denegación,  se  les  admitid  la  apelación» 
y  en  su  virtud  han  venido  los  autos. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  da  Arriata. 

Considerando  que,  según  lo  prevenido  en  el  art.  195  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  la  sustanciacion  de  la  pretensión  de  polhreza  se 
acomodará  á  los  trámites  establecidos  para  los  incidentes  en  los  juicios 
ordinarios,  y  con  arreglo  á  lo  dispuesto  por  los  artículos  889  y  890  sa 
sustanciará  por  los  mismos  trámites  cualquier  incidente  que  ocurriera 
en  segunda  instancia,  siendo  suplicable  ante  la  misma  ^la  la  provi- 
dencia que  en  él  recayere : 

Considerando  que  promovido  en  la  Audiencia  de  Barcelona  el  ac- 
tual incidente  de  pobreza,  era  suplicable  ante  la  misma  la  providen- 
cia que  sobre  él  ha  recaído;  y  que  no  habiéndose  ejercitado  esta  re- 
curso ordinario,  as  inadmisible  el  extraordinario  de  casación,  según 
reiteradamente  lo  ha  declarado  este  Supremo  Tribunal ; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  al 
auto  apelado  de  3  de  Marzo  de  este  año;  y  devuélvanse  los  autos  á  la 
Audiencia^  dé  donde  proceden  con  la  certificación  correspondiente. 
^  Asi  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  4i 
Ma^d  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  á  su  fecha,  é  insertará  á  sn 
tiempo  en  la  Coleecion  legülativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamo8.sssJnan  González  Aoa- 
v»do.saJosé  María  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.a=Yalentin  Garralda.»» 
José  Fermin  de  Muro. 

Publicación : 

-  Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Sefior 
Don  Laureano  de  Arrieta,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunti 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  al  dia  da  boy,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  14  de  Octubre  de  1870.=Rogelio  González  Montes. 

Mm.  51. 
APELACIÓN. 


Acumulación  de  autos  t  otros  extremos  incidentales  i  la  pieza 
i^E  reconocimiento  t  graduación  de  créditos  de  un  concurso. — 
Sentencia  de  1 4  de  Octubre,  confirmando  el  auto  dictado  por 
h  Sala  primera  dé  la  Audiencia  de  Barcelona  denegando  la  ad*?^ 

-  misión  deL  recurso  de  casación  interpuesto  por  los  síndicos  deit ' 
concurso  de  acreedores  de  D.  Francisco  Rivas,  en  pleito  coii 
D.  Fernando  Lacambra  y  otros.  <<  .     •       \ 

En.  sos  considerandos  se  establece :  -^ .  i.  i>s  j 

.QueeiJérmino  parQ  interponer  hsreewrsoi  de^uüoume$:eí^.M 
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din  diag  segun^  lo  terminantemente  dispuesto  en  el  art.  1.022  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  éste  es  improrogahle^  y  que  debe 
^correr  desde  la  notificación  de  la  sentencia. 

Eq  la  villa  de  Madrid^  á  14  de  Octubre  de  1870.  en  los  autos  pen- 
dientes ante  Nos  por  apelación ,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera 
Instancia  del  distrito  de  San  Beltran  de  Barcelona  y  en  la  Sala  primera 
-de  la  Audiencia  de  su  territorio  por  los  síndicos  del  concurso  de 
«creedores  de  D.  Francisco  Rivas  con  D.  Fernando  Lacambra  y  litis- 
socios,  siendo  también  parte  D.  Jaime  Vidal,  sobre  acumulación  de 
«utos  y  otros  extremos  incidentales  á  la  pieza  de  reconocimiento  y 
•graduación  de  créditos  del  expresado  concurso: 

Resultando  que  formado  el  concurso  de  acreedores  de  D.  Francisco 
Rivas  en  el  referido  Juzgado  y  la  correspondiente  pieza  de  reconoci- 
miento y'graduacion ;  celebrada  Junta  genera^para  el  primer  objeto» 
y  convocada  para  el  último,  los  síndicos  pidieron  que  se  oficiase  al 
Juez  del  distrito  de  Palacio,  á  fin  de  que  remitiera  unos  autos  ejecuti- 
vos para  su  acumulación  á  los  de  concurso,  y  formularon  también 
otra  pretensión  para  que  se  suspendiera  la  Junta  de  graduación  de 
créditos;  y  denegadas  por  el  Juez  estas  peticiones,  apelaron  los  sín- 
dicos de  las  providencias  denegatorias: 

Resultando  que  no  habiendo:  comparecido  los  síndicos  en  el  dia 
«eñalado  para  la  celebración  de  la  Junta,  á  instancia  de  los  acreedo- 
res concurrentes  se  dictó  providencia,  designando  nuevo  dia  para  ella, 
mandando  citar  á  los  acreedores  por  medio  de  sus  Procuradores,  los 
que  ios  tuviesen,  y  á  los  que  no  personalmente  ó  por  cédula,  y  anun- 
ciar la  convocación  en  el  Bdetin  y  Diario  de  Barcelona  y  en  la  Gaceta^ 
inponiendo  á  los  síndicos  la  multa  de  85  escudos  á  cada  uno  si  no 
cuidaban  de  la  publicación  de  los  anuncios  en  término  hábil,  decla- 
rando también  de  su  cargo  y  bienes  propios  las  costas  y  gastos  que 
se  ocasionasen  desde  la  fecha  del  proveído  hasta  la  celebración  de  la 
Junta: 

Resultando  que  los  síndicos  apelaron  también  de  esta  providencia; 
y  admitida  esta  apelación  y  las  relacionadas  antes ,  se  siguió  la  se- 
gunda instancia,  en  la  que  recayó  sentencia  en  21  de  Enero  último,  de- 
clarando que  no  habla  lugar  á  la  acumulación  solicitada  por  los  sín- 
dicos, y  que  no  procedía  la  imposición  á  los  mismos  de  las  costas  y 
conminación  de  multa;  y  se  mandaron  devolver  los  autos  al  Juzgado 
para  que  se  convocase  de  nuevo  á  Junta  de  graduación  de  créditos» 
confirmándose  las  providencias  apeladas  en  lo  que  estuvieren  confor- 
mes con  esta  sentencia,  y  en  lo  que  no,  revocándolas: 

Resultando  que  notificada  esta  sentencia  el  88  del  mismo  mes  de 
Snero,  en  84  solicitaron  los  síndicos  su  aclaración  sobre  un  particu- 
lar; y  la  Sala  sentenciadora  denegó  esta  aclaración  por  previdencia 
dd  día  M,  notificada  en  1/  de  Febrero: 
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Resultando  que  en  18  del  mismo  mes  los  síndicos  interpusieron  re* 
cuhio  de  casación  contra  la  sentencia  de  vista,  fundándola  en  infrac^ 
cion  de  ley  y  doctrina  qne  citaron ,  referente  á  la  acumulación  de- 
autos: 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  por  auto  de  16  del  citado  Fe- 
brero denegó  su  admisión,  fundándose  en  que  no  se  interponía  den- 
tro del  término  legal: 

Resultando  que  los  síndicos  apelaron,  alegando  que  pedida  aclara- 
ción de  una  sentencia,  no  adquiría  ésta  eficacia  hasta  que  se  deddiar 
el  recurso,  pues  á  veces  la  modificaba  en  puntos  esenciales  que  hacían 
necesario  el  de  casación;  y  que  si  el  término  para  interponer  éste  ha- 
bla de  contarse  desde  la  notificación  de  la  sentencia,  podría  resultar 
que  hubiera  dos  recursos  $ub  judice,  dirigidos  á  un  mismo  objeto  y  á 
diferentes  personas,  ó  que  por  el  contrario  no  pudiera  interponerse  la 
alzada: 

Resultando  que  admitida  la  apelación,  han  venido  los  autos  á  est» 
Tribunal. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Valentín  Garralda, 

Considerando  que  el  término  para  interponer  las  recursos  de  casa 
Gion  es  el  de  diez  dias,  según  lo  terminantemente  dispuesto  en  el  ar- 
tículo 1.022  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil;  que  éste  es|improroga- 
ble,  y  que  debe  correr  desde  la  notificación  de  la  sentencia: 

Y  considerando  que  esta  se  notificó  el  S2  de  Enero  y  no  se  inter- 
puso el  recurso  hasta  el  12  de  Febrero,  dejándose  pasar  doble  térmi- 
mino  del  concedido  por  la  ley; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  e! 
auto  apelado;  y  devuélvanse  las  actuaciones  á  la  Audiencia  de  donde 
proceden,  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  d& 
Madrid  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  á  su  fecha!,  é  insertará  á 
su  tíempo  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  ne-> 
cesarlas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Juan  González 
Acévedo.a  José  M.  Gáceres  =Laureano  de  Arrieta.» Valentín  Garral- 
í^.gszJosé  Fermin  de  Muro. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Se-^ 
fipr.  D.  Valentín  Garralda ,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  TribU'^ 
nal  Supremo,  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma,  en  el  dia  da 
koy#  de  que  certifico  como  Escríbano  de  Cámara. 

14  de  Octubre  de  ISTO.s^Rogelio  González  Montes. 
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NdM.  32. 
CASACIÓN. 


Defensa  por  pobre. — Sentencia  de  14  de  Octubre,  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Alonso  do 
Mao ,  contra  la  que  en  26  de  Octubre  ae  1869  pronunció  la 
Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Corulla,  en  pleito  con  José 
Salgado  y  otros  y  el  Ministerio  fiscal. 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece: 

1.*  Que  el  art,  184  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  dispone 
terminantemente  que  no  se  otorgará  la  defensa  por  pobre  a  los 
comprendidos  en  los  casos  expresados  en  el  art.  182  s  cuando  á 
jmcsú  de  los  Jueces  se  infiera  de  cualesquiera  siqnos  esteriores  que 
el  litigante  tiene  medios  superiores  al  jornal  doble  de  un  bracero 
6»  cada  localidad, 

S.'  Que  cuando  la  Sala  usa  de  la  facultad  ilimitada  ^ue  le  con- 
cede  el  art.  184,  son  inaplicables  todas  las  demás  disposiciones  le- 
gales referentes  á  la  apreciación  de  las  pruebas. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  14  de  Octubre  de  1870»  en  los  autos  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Monforte  y  en  la  Sala 
tercera  de  la  Aadiencia  de  la  Gorufi  a  por  Alonso  do  Mao  con  José 
Salgado  y  otros  y  el  Ministerio  fiscal,  sobre  defensa  por  pobre,  pre- 
tendida por  el  primero,  autos  que  pendan  ante  Nos,  en  virtud  de  re- 
curso de  casación  Interpuesto  por  do  Mao,  contra  la  sentencia  que  en 
tt  deO!tubre  de  1869  pronunció  la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  13  de  Julio  de  1866  Alonso  do  Mao  acudió  al 
referido  Jnigado,  pretendiendo  que  para  seguir  cierta  demanda  que 
le  proponía  entablar  contra  Rosa  Rodríguez  y  José  y  Manuel  Salgado, 
previa  la  Justificación  oportuna,  se  le  defendiera  y  administrara  jus- 
ticia como  pobre,  y  para  ello  alegó:  que  los  bienes  que  poseía  por 
no  ser  cuantiosos  y  por  las  pensiones  dominicales  y  demás  cargas 
loa  les  afectaban,  no  producían  de  utilidad  líquida  más  del  jornal 
ie  un  bracero,  ó  sean  400  railésimasL  diarias:  que  por  más  que  á  esto 
le  agregase  la  efímera  Industria  de  estanquero  que  ejercía  y  la  pen- 
ÍM  ^e  gozaba  de  200  milésimas  de  escudo  diarlas  por  el  fallecí- 
■ietto  da  un  hijo  en  la  guerra  de  África,  resaltaba  que  no  redítuán- 
Aole  sus  bienes  líquido  ó  libre  el  jornal  de  un  bracero,  era  pobre  con 
mei^o  al  art.  182,  caso  3.*  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

lesiütando  que  conferido  traslado  á  Rosa  Rodríguez  y  al  Manuel 
l'lopé.SalgadQ,  te  evacuó  éste  pretendiendo  ae  desjostiipase^  )a  soIícít 
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tud  de  pobreza  deducida  por  do  Mao ,  y  al  efecto  expaso :  que  ade- 
más de  la  pensión  de  8  rs.  diarios  qué  le  pagaba  el  Estado  y  de  otro 
real  que  le  producía  el  estanco,  tenia  yunta  y  muchos  y  baenos  bie- 
nes propios,  siendo  uno  de  los  principales  labradores  de  la  parro- 
quia ;  que  mantenía  ocho  personas  de  familia  y  pagaba  de  contriba- 
cion  territorial  más  de  100  reales : 

Resultando  que  oído  el  Promotor  fiscal  y  recibido  el  incidente  i 
prueba,  do  Mao  presentó  once  testigos,  que  declarando  con  variedad  di- 
jeron: que  el  jornal  de  un  bracero  en  aquella  localidad  era  de  4  i  S 
reales  diarios:  que  do  Mao,  para  pagar  varias  deudas,  se  habia  Tfsto  ^ 
precisado  á  vender  la  yunta  con  que  cultivaba  sus  bienes ,  y  qae  es- 
tos, deducidas  pensiones  y  cultivos,  no  llegaban  á  producirle  3  reales 
diarios :  y  siete  testigos ,  examinados  á  instancia  de  Salgado  sostan- 
cialmente  dijeron :  que  trabajó  siempre  sus  bienes  con  yunta  de  bae- 
yes  propia,  ^ hasta  que  la  vendió  en  1868:  que  después  de  satlsbcer 
las  necesidades  de  su  casa,  vendía  frutos  y  mataba  tres  cerdos,  y 
que  él  y  su  familia  vestían  y  se  trataban  como  ios  que  mejor  dé  Ift 
parroquia : 

Resultando  de  certificaciones  unidas  á  los  autos  que  do  Mao  por 
razón  de  premio  de  expendicion  de  tabacos  en  los  meses  de  Abril  á 
Setiembre  de  1868,  percibió  en  el  que  más  3  escudos  61  milésinits: 
que  percibe  mensualmente  del  Monte-pío  militar  5  escudos  773  milé- 
simas, y  que  en  el  repartimiento  de  la  contribución  de  inmuebles  de 
aquel  año  económico  figura  con  la  cuota  de  8  escudos  601  milé- 
simas, y  en  el  de  la  de  consumos  con  la  de  4  escudos  y  243  mifé- 
simas : 

Resultaado  que  presentado  por  Salgado  un  memorial  ó  relación  de 
los  bienes  ó  ganados  de  Alonso  do  Mao ,  un  perito  nombrado  por 
ambas  partes  los  valoró  en  venta  en  1.333  escudos,  y  en  renta  en  M 
escudos  600  milésimas : 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  aée^ 
dlendo  á  la  declaración  de  pobreza  pretendida  por  do  Mao;  pero  la 
Sala  tercera  de  la  Audiencia,  por  la  suya  de  36  de  Octubre  de  1863 
revocando  la  del  inferior,  declaró  no  haber  lugar  á  dicha  habilitaciott 
de  pobreza,  condenando  á  do  Mao  ai  reintegro  del  papel  correspon* 
diente : 

T  resultando  que  Alonso  do  Mao  interpuso  recurso  de  casackni 
por  conceptuar  infringidos : 

1.*    Los  artículos  183  y  183  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  cfTil,  eiir 
cuanto  que  aun  reunidos  los  diferentes  modos  de  vivir  del  recurrente    . 
nó  componen  el  producto  líquido  del  doble  jornal  de  un  bracero  eoF 
su  localidad,  que  según  afirman  las  partes  es  4^rs.  '* 

8.'   El  art.  317  del  mismo  Código,  puesto  que  el  tallo  al  dar  mftP 
importancia  á  las  pruebas  dé  Salgado,  habia  quebrantado  las  reglas    *, 
de  la  sana  críQca,  siendo  una  de  ellas  la  que  expresa  la  ley  43 «  tt?  -Á 
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talo  16 ,  Partida  3.* ,  de  que  cuando  hay  pruebas  testificales  contra- 
dictorias, el  Juez  debe  creer  aquellos  testfgps  que  entendiere  que 
más  se  acercan  á  la  verdad ,  pues  de  hallarse  contradicción  entre  la 
afirmación  de  los  testigos  de  Alonso  do^  Mao  y  los  de  Salgado ,  res- 
pecto  á  los  productos  de  los  bienes  de  aquel .  la  sana  crítica  aconseja 
dar  más  crédito  á  los  primeros ,  porqae  su  aserto  se  halla  corrobora- 
do por  el  justiprecio  pericial  y  por  la  certificación  de  la  cuota  de 
contribución  territorial  y  ganadería ;  porque  siendo  otro  precepto  de 
sana  crítica  el  que  para  deducir  un  hecho  desconocido  de  otro  cono- 
cido se  necesita  que  entre  ambos  exista  una  hilacion  lógica  vigorosa 
que  destruya  suposiciones  de  otro  origen,  se  habla  olvidado  tal  pre- 
cepto en  el  mero  hecho  de  deducir  de  los  que  constan  de  las  prue- 
bas la  condición  de  rico  del  recurrente,  pues  aunque  cultive  sus  bie- 
nes con  yunta  propia  y  venda  algunos  frutos ,  no  por  eso  queda  pro- 
bado el  producto  líquido,  por  no  haberse  fijado  costo  de  cultivo  ni 
precio ,  y  si  es  uno  de  los  principales  labradores  de  la  parroquia» 
como  es  desconocido  el  punto  de  comparación,  tampoco  se  puede  de- 
ducir que  tiene  una  renta  superior  al  doble  jornal  de  un  bracero. 

Y  3.*  El  art.  184  de  la  Ley ''de  Enjuiciamiento  civil,  puesto  que,  si 
bien  deja  al  juicio  del  juzgador  el  negar  la  defensa  por  pobre,  esto 
no  es  tan  arbitrario,  sino  que  ha  de  ser  cuando  se  infiere,  en  buena 
lógica,  por  cualesquiera  signos  exteriores  que  el  pretendiente  tenga 
medios  superiores  al  doble  jornal  de  un  bracero,  lo  cual  en  el 
presente  caso  no  es  dable  deducirlo  de  los  que  se  suponen  del  re- 
currente. 

Visto!,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Jaumar  de  la 
Carrera. 

Considerando  que  el  art.  184  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil 
dispone  terminantemente  que  no  se  otorgará  la  defensa  por  pobre  & 
los  comprendidos  en  los  casos  expresados  en  el  art.  182  cuando  á 
juicio  de  los  Jueces  se  infiera  de  cualesquiera  signos  exteriores  que 
el  litigante  tiene  medios  superiores  al  doble  jornal  de  un  bracero 
en  cada  localidad;  y  que  por  lo  tanto  la  Sala  sentenciadora  al  inferir» 
en  uso  de  sus  atribuciones,  que  Alonso  do  Mao  se  halla  en  este  caso, 
por  su  modo  de  vestir  y  la  posición  social  que  ocupa  en  su  pueblo, 
y  en  su  consecuencia,  de  negarle  aquel  beneficio,  no  ha  infringido  los 
(todos  artículos  : 

T  considerando  que  tampoco  ha  infringido  él  317,  ni  la  ley  iO,  tí- 
tulo 16,  Partida  3.*,  ni  las  reglas  ordinarias  de  la  sana  crítica  que  fn- 
voca  el  recurrente,  porque  cuando  la  Sala  usa  de  la  facultad  ilimitada 
que  le  concede  el  mencionado  art.  184,  son  inaplicables  todas 
te  demás  disposiciones  legales  referentes  á  la  apreciadon  de  las 
pniebas; 

lÉllamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al 
reemrso  de  casación  interpuesto  por  Alonso  do  Nao,  á  quién  éondeu- 
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mo8  en  las  costas :  y  devaélvanse  ios  autos  á  la  Audiencia  de  la  Co* 
rafia  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia  •  que  se  publicará  en  la  Gaceta  d$ 
Madrid  ó  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  1^ 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.s'Mau- 
ricio  6arcía.=rJosé  liaría  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.s=Valentin 
Garralda.=Francisco  María  de  Castiiia.=Joaquin  Jaumar.=4osé  Fer* 
min  de  Muro. 

Publicación. 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  .Sr.  Don 
Joaquín  Jaumar  de  la  Carrera»  Magistrado  del  Tribunal  Supremo»  es- 
tando celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo  el  dia 
de  boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado  de  di- 
cho Supremo  Tribunal. 

Madrid  14  de  Octubre  de  1870.=Remigio  Fernandez  y  Rodríguez. 

N¿M.  33. 
CASACIÓN. 


Aumentos.— Sentencia  de  19  de  Octubre,  declarando  no  haber 
lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Margarita 
Lacanü)ra  contra  la  pronunciada  en  30  de  Octubre  de  1869  por 
la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  Don 
Femando  Lacambra  y  sus  hermanos. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece : 

Que  si  bien  tos  padres  ó  sus  herederos  deben  alimentar  á  loa 
iijos  naturales  mientras  estos  tengan  necesidad,  esta  obligación  cesa 
cuando  es  hiia  la  que  los  reclamó  y  ha  contraido  matrimonio,  por- 
que  el  marido  tiene  la  obligación  de  mantener  á  su  mujer. 

*  . 

En  la  villa  de  Madrid,  á  19  de  Octubre  de  t870,  en  el  pleito  seguido 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Beitrao  de  Bar- 
celona y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  dicha  ciudad  por  DoSa- 
Margarita  Lacambra  conD.  Fernando  Lacambra  y  sus  bermanos,  como 
herederos  de  D.  Francisco  Lacambra,  sobre  alimentos;  pleito  pendiente 
ante  Mos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Mar- 
garita contra  la  sentencia  que  en  30  de  Octubre  de  1869  dictó  la  refo*' 
rida  Sala:  ,. 

Resultando  que  Francisca  y  Margarita  Lacambra  y  Alié  ,  menoreí^ 
de  edad,  pero  mayores  de  catorce  años,  solicitaron,  debidamente  repr^rj 
sentadas,  que  se  las  admitiera  información  sumaria  de  ser  bijas  nata- 
laijis  de  D.  nra;[icisco  Lacambra  y  Pojadas,  babidas  en  Dofia  Josefa  Ali^ 
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sefialándolas  en  tal.  concepto  S  rs.  para  alimentos  provisionales :  qae 
por  sentencia  del  Juez  de  primera  instancia  de  It  de  Abril  de  1851 
se  condenó  á  Lacambra  al  pago  de  dicba  sama  en  el  indicado  con- 
cepto •  en  atención  á  hallarse  Justificado  en  bastante  forma  que  eran 
aquellas  hijas  naturales  del  mismo,  y  que  habiendo  éste  interpuesto 
apelación,  que  se  le  admitió  en  un  soto  efecto,  no  hizo  uso  de  el!a: 

Resultando  que  Francisca  Lacambra  falleció  en  5  de  Setiembre  de 
185i;  que  su  hermana  Margarita  contrajo  matrimonio  en  ti  de  No- 
yiembre  de  1863  con  D.  Celestino  Llansó,  y  qne  D.  Francisco  Lacam-' 
bra  falleció  en  17  de  Julio  de  1867,  siendo  sus  herederos  sus  sobrinos 
hijos  de  sus  hermanos  D.  Fernando  Lacambra  y  consortes  : 

Resultando  que  Doüa  Josefa  Alié  y  su  hija  Dofía  Margarita  Lacam- 
bra, autorizada  por  su  marido,  y  en  concepto  de  herederas  abintestato 
de  sn  hija  y  hermana  respective  Francisca  Lacambra ,  pretendieron  en 
16  de  Marzo  de  1868  que  se  requiriese  á  los  herederos  de  D.  Fran- 
cisco Lacambra  para  el  pago  de  2.616  escudos  por  alimentos  atrasados, 
y  á  la  Margarita  de  las  mensualidades  sucesivas  á  razón  de  5  reales 
diarios,  en  atención  á  que  á  pesar  de  la  sentencia  en  que  se  hablan 
señalado  los  expresados  alimentos  á  las  hija^  naturales  de  D.  Fraa* 
cisco  Lacambra,  no  les  hablan  sido  satisfechos  ni  los  hablan  exigida, 
porque  mostrando  aquel  buenas  disposiciones  y  cariño  hacia  sus  hijas, 
hablan  esperado  que  en  su  última  voluntad  repararía  su  desgracia,  lo 
cual,  sin  embargo,  no  habla  sucedido,  y  por  lo  que  querían  cobrar  lo 
que  las  correspondía,  y  que  ascendía  á  la  suma  indicada: 

Resultando  que  requeridos  al  pugo  los  hermanos  Lacambra  por 
virtud  de  providencia  de  S3  de  Setiembre  de  dicho  año ,  solicitaron 
que  se  dejase  sin  efecto,  apelando  en  otro  caso  de  ella ,  y  que  se  de- 
clarase que  desde  que  Doña  Margarita  habia  contraído  matrimonio 
habla  perdido  el  derecho  de  ser  alimentada,  y  que  depositado  el  im- 
porte de  los  alimentos  de  Doña  Francisca  hasta  su  fallecimiento  y  de 
Doña  Margarita  hasta  su  matrimonio  al  resultado  de  la  apelación  pen> 
diente  ,  no  se  practicase  diligencia  alguna  para  el  cumplimiento  del 
fallo  mientras  no  se  dictase  por  la  Superioridad  resolución  ejecutoría 
acerca  del  mismo,  alegando  en  apoyo  de  su  pretensión,  que  prescin- 
diendo de  la  supuesta  calidad  de  Doña  Francisca  y  Doña  Margarita 
de  hijas  naturales  del  difunto  D.  Francisco,  que  estaban  muy  lejos  de 
reconocer  y  dispuestos  á  impugnar,  no  era  posible  la  reclamación  de 
los  alimentos  desde  el  matrimonio  de  Doña  Margarita,  porque  la  obli- 
gación de  los  padres  de  alimentar  á  los  hijos   cesaba  desde  que  estos 
no  tenían  ya  necesidad  de  ser  alimentados  por  tener  para  ello  re- 
cursos propios: 

Resultando  que  Doña  Josefa  Alié  y  su  hija  sostuvieron  que  la  dis- 
cosion  sobre  él  derecho  á  los  alimentos  habia  de  ser  objeto  de  otro 
Inicio;  y  que  si  bien  la  obligación  en  los  padres  de  alimentar  &  ios 
h^os  le^timos  cesaba  cuando  estos  no  tenían  necesidad  de  serlo,  por-< 
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que  las  leyes  le  reservaban  sobre  los  bienes  de  sus  padres  derechos 
lei^timarios,  los  hijos  naturales  qae  no  gozaban  de  iguales  privilegios 
tenian  derecho  á  ser  alimentados,  aun  cuando  contrajeran  matrimonio, 
porque  esto  en  nada  había  amenguado  el  corto  derecho  que  tenian 
sobre  los  bienes  de  su  padre  natural : 

fiesultando  que  negada  la  reposición  y  admitida  en  un  solo  efecto 
la  apelación,  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona  revocó  por 
sentencia  de  30  de  Octubre  de  1869  la  providencia  apelada,  declarando 
que  los  sucesores  de  D.  Francisco  Lacambra  sólo  están  obligados  á 
'satisfiícer  los  alimentos  correspondientes  á  Doña  Francisca  h^ta  la 
época  de  su  fallecimiento  ,  y  los  de  Doña  Margarita  hasta  la  en  que 
contrajo  matrimonio,  importante  1.824  escudos  5  milésimas,  que  de- 
berían satisfacer  dichos  herederos  en  el  término  de  diez  dias : 

Resultando  que  Doña  Margarita  Lacambra  interpuso  recurso  de  ca^ 
sacion,  citando  como  infringidos : 

1.*  El  art.  1.818  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la  sentencia 
de  este  Supremo  Tribunal  de  5  de  Febrero  de  1866  que  se  citaba  en 
el  fallo:  que  no  se  referia  á  las  pretensiones  que  tuvieran  por  objeto 
la  cesación  de  alimentos  por  muerte  del  obligado  á  abonarlos,  y  por 
lo  tanto  no  hablaba  en  términos  generales  ni  para  el  caso  en  cuestión, 
sino  sólo  de  la  cesación  alimenticia  por  muerte  del  obligado  á  pres- 
tarla ;  y  los  hermanos  Lacambra  hablan  sostenido  la  cesación  de  ali- 
mentos, no  por  la  muerte  de  su  causante,  ni  por  estar  éste  únicamente 
obligado,  sino  porque  Doña  Margarita  habia  contraído  matrimonio. 

T  8.*  La  ley  5.%  Dlgesto,  párrafo  9.*  De  agnoscendú  el  alendie  liberü, 
j  €.*,  tít.  19,  Partida  4.*,  citadas  en  la  sentencia,  por  cuanto  estas  no 
prevenían  que  U  mera  celebración  del  matrimonio  fuera  motivo  sufi- 
ciente para  la  cesación  de  alimentos ,  sino  obtenerse  con  tal  contrato 
el  medio  con  que  alimentarse,  en  cuyo  único  caso  no  tenia  el  padre 
obligación  de  alimentar  al  hijo;  y  la  ley  8.*,  tít.  3.*  de  la  Partida  6.*, 
según  la  cual  el  padre  y  sus  herederos  están  tenidos  á  dar  al  hijo  los 
alimentos  necesarios,  según  aibedrío  de  hombres  buenos. 

Tisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Gáceres. 

Considerando  que  la  sentencia  contra  la  que  se  ha  interpuesto  el 
recurso  no  infringe  el  art.  1.818  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por- 
que no  se  trata  de  los  alimentos  provisionades  declarados  en  el  ex- 
pediente de  jurisdicción  voluntaria  en  1834  ,  sino  de  la  reclamación 
del  pago  de  cantidades  debidas  y  no  pagadas  que  no  tienen  aquel 
carácter : 

Considerando  que  tampoco  infringe  las  leyes  del  Digesto  y  de  Par- 
tida que  se  citan ,  porque  si  bien  los  padres  ó  sus  herederos  deben 
alimentar  á  los  hijos  naturales  mientras  estos  tengan  necesidad ,  esta 
obligación  ha  cesado  desde  que  contrajo  matrimonio  la  recurrente»  y 
an  marido  tiene  aquella  obligación : 

T  considerando  que  no  se  ha  alegado  ni  intentado  probar  en  tiempf 
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oportuno  la  necesidad  en  que  se  supone  encontrarse  la  recurrente  por 
el  esladp  de  enfelrmedad  de  so  marido»  puesto  que  este  hecho  se  alega 
ahora  al  interponer  el  recurso ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Dofia  Margarita  Lacambra,  á  la  que 
condenamos  en  las  costas,  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de 
Barcelona  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  Colección  legiüativat  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=:Juan  González  Ace- 
vedo.ssJosé  M.  Cáceres.^Laureano  de  Arrieta.= Valentín  Garralda.= 
Francisco  María  de  Castilla .=:Joaquin  Jaumar.=José  Fermin  de  Muro. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  María  Cáceres,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo ,  estándose  ce- 
lebrando audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo ,  el  dia  de 
hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  19  de  Octubre  de  1870.=Gregorio  Camilo  García. 

NÚM.  34. 
CASACIÓN. 


Pago  de  legitima, — Sentencia  de  19  de  Octubre,  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación,  interpuesto  por  Dofia  Dolo- 
res Gayola  y  Ochóa  contra  la  que  en  23  de  Diciembre  de  1869 
dictó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito 
con  Dofia  Dolores  Pujol. 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece : 

1.^  Que  no  corresponde  tratar,  en  un  juicio  sobre  legitima^ 
sobre  la  existencia  de  un  vinculo^  cuáles  eran  los  bienes  de  su  do- 
Éacion  y  tas  vicisitudes  que  kan  podido  tener  con  motivo  de  la  supre- 
sión de  las  vinculaciones. 

2.^  Que  en  Cataluña,  el  hijo  instituido  heredero  por  el  padre^  es 
menor  universal,  en  el  que  recaen  todos  sus  bienes,  derechos  y  obli- 
gaciones, entre  estas  la  de  satisfacer  á  sus  hermanos  lo  que  les  cor- 
responda por  lealtima  ó  impedimento  de  la  misma,  según  los  bienes 
fue,  dado  el  fallecimiento  del  padre ,  y  el  valor  que  entonces  tenian 
jwr  ser  la  época  en  que  se  causaron  dichas  obligaciones,  si  bim 
eon  hs  elección  de  hacerlos  en  bienes  hereditarios  ó  en  dinero,  aten- 
ii4o  aquel  valor. 
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3/  Que  para  que  pueda  tener  aplicación  el  principio  genenáí 
'de  que  nadie  debe  enriquecerse  con  daño  de  otro,  es  neeeiaríú  qw 
^e  verifique  torticeramente. 

En  la  villa  de  Madrid,  ál9  de  Octubre  de  1870,  en  el  pleito  seguido 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Pedro  de  Barco- 
lona  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  misma  por  Doffa  Doloreí 
Gayola  y  Ochoa  con  Dofia  Loreto,  Dofia  Matilde  y  Doña  Elena  Gayola  y 
Doña  Dolores  Pujol,  sobre  pago  de  legítima;  pleito  pendiente  ante  Nos» 
por  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  demandante  eontra 
la  sentencia  que  en  29  de  Diciembre  de  1869  dictó  la  referida  Salí. 
Resultando  que  D.  Ignacio  de  Gayola  otorgó  testamento  en  18  de 
Marzo  de  1831,  legando  á  su  hija  Doña  Dolores  6.000  libras  en  metá- 
lico, por  derechos  de  legítima  paterna,  para  el  caso  de  contraer  ma- 
trimonio espiritual  ó  carnal,  2.000  libras  para  ropas  y  cómodas ;  H% 
libras  anuales  por  vía  de  alimentos,  viviendo  con  su  madre,  y  mu- 
riendo ésta  ó  pasando  á  segundo  matrimonio,  400;  2.000  libras  en  aa- 
mento  del  dote  que  antes  le  tenia  señalado;  varías  alhajas  y  80  libras 
anuales,  para  que  pudiera  alquilar  habitación  después  de  muerta  sa 
madre  y  hasta  tomar  estado;  é  instituyó  heredero  universal  á  su  hyo 
D.  Francisco  Javier  Gayola: 

Resultando  que  ocurrido  el  fallecimiento  de  D.  Ignacio  en  25  de 
Enero  de  1837,  su  hijo  y  heredero  D.  Francisco  formó  en  el  30  inven- 
tario general  de  sus  bienes,  y  en  11  de  Enero  de  1863,  entabló  Dofft 
Dolores  Gayola  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  para  que  se  la  en- 
tregase en  cuerpos  hereditarios  ó  en  dinero,  á  elección  de  las  deman* 
dadas,  su  porción  legítima  en  la  heiencia  y  bienes  de  su  padre  Don 
Ignacio  Gayola,  y  por  elta  la  octava  parte  de  todos  los  bienes  y  dere- 
chos en  que  apareciera  consistir  la  expresada  herencia,  según  inven- 
tario y  pruebas  que  practicarla,  con  los  frutos,  en  el  primer  caso,  y 
los  intereses  en  el  segundo,  desde  el  día  del  fallecimiento  de  su  padre; 
pretensión  que  fundó  en  el  derecho  que  los  hijos  tenian  á  la  cuarta 
parte  de  los  bienes  paternos,  divisibles  entre  todos  ellos;  en  que  el 
hijo  podia  dejar  de  aceptar  el  legado  paterno  y  pedir  la  legítima  ín- 
tegra; y  después,  también  ,  de  haber  aceptado  y  aun  recibido  aquel 
pedir  el  suplemento;  y  que  la  porción  legítima  devengaba  frutos  ó  ré- 
ditos á  favor  del  legitimario  desde  la  muerte  del  padre: 

Resultando  que  las  demandadas  Doña  Loreto,  Doña  Matilde  y  Doffa 
Elena  Gayola,  nietas  de  D.  Francisco  Javier  Gayola,  y  Doña  Dolores 
Pujol  y  Gayola,  biznieta  del  mismo,  pretendieron  se  las  absolviese  de 
la  demanda,  y  que  se  declarase  que  la  demandante  no  tenia  derecba 
más  que  al  cumplimiento  de  lo  ordenado  en  el  testamento  de  su  pa- 
dre D.  Ignacio,  alegando  para  ello  que  el  hijo  que,  llegando  á  la  bu|- 
yor  edad,  aprobaba  el  testamento  de  su  padre,  no  tenia  derecbo  1 
reclamar  contra  el  mismo:  que  si  por  vía  de  legado  se  habia  señalada 
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alpina  cantidad  á  nn  hi]o  en  concepto  de  legítima,  si  consideraba  no 
tener  lo  que  le  correspondía,  sólo  podía  pedir  el  suplemento  y  no  la 
legítima;  qaeios  bienes  que  había  dejado  ásu  muerte  D.  Ignacio  eran 
vinculados,  como  probaria,  y  en  tal  concepto  habian  pasado  á  su  hijo; 
y  que  Doña  Dolores  Gayola  tenia  señalado  más  de  lo  que  la  corres- 
pondía: 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes  sobre  el  valor  de 
los  bienes  y  sobre  su  naturaleza,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera 
instancia;  y  que  apelada  por  las  demandadas,  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  de  Barcelona  pronunció  la  suya  en  t9  de  Diciembre  de  1869, 
declarando  que  Doña  Dolores  Gayola  tiene  derecho  á  la  legítima  ó 
fuera  la  octava  parte  de  los  bienes  que  había  dejado  su  padre,  ó  su 
valor,  según  el  que  tenían  al  fallecimiento  de  éste,  con  los  frutos  en 
el  primer  caso,  ó  los  réditos  en  el  segundo  desde  dicha  época,  á  ra- 
zón del  S  por  100,  hasta  14  de  Marzo  de  1856,  y  desde  este  día  al  6; 
sirviendo  de  abono  á  los  herederos  las  cantidades  entregadas  por  vía 
de  alimentos;  condenando  en  su  consecuencia  á  las  demandadas»  en 
calidad  de  herederas  de  D.  Francisco  Javier  de  Gayola,  á  entregar  ó 
pagar  la  legítima  en  la  forma  indicada  y  en  el  término  legal,  sin 
perjuicio  de  que,  por  lo  relativo  á  la  vinculación,  las  partes  usasen  de 
su  derecho  como  vieren  convenirles: 

Resultando  que  Doña  Dolores  Gayola  interpuso  recurso  de  casación, 
citando  al  interponerle  y  después  en  tiempo  oportuno  en  este  Supremo 
Tribunal  como  infringidos: 

1/  Porque  en  la  sentencia  no  se  hacia  la  condena  con  expresión 
de  la  cantidad  determinada  y  líquida  que  debia  entregarse  en  bienes 
ó  metálico,  sin  embargo  de  que  habla  quedado  fijado  su  valor  en  el 
término  de  prueba,  el  art.  61  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  la 
jurisprudencia  establecida  por  este  Tribunal  en  varias  sentencias ,  y 
entre  ellas  en  las  de  13  de  Febrero  de  1865  y  5  de  Noviembre  de 
1869,  en  la  última  de  las  que  se  casaba  precisamente  un  fallo  porque 
el  demandante  había  pedido  una  cantidad  determinada ,  y  la  sen- 
tencia remitía  á  un  juicio  pericial  la  que  debia  abonar  al  demandado. 
%.*  Al  reservar  á  las  partes  su  derecho  para  otros  juicios  por  los 
respectivos  á  la  vinculación  que  había  sido  objeto  de  disensión  en  el 
pleito,  y  debido  serlo  por  lo  tanto  del  fallo ,  el  citado  art.  61  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento;  la  15,  tít.  82,  Partida  3/,  las  sentencias  de 
este  Tribunal  antes  citadas,  y  las  de  28  de  Noviembre  de  1861,  17  de 
Noviembre  de  1867  y  13  de  Mayo  de  1868. 

8.*  Las  leyes  2.'  y  5.*,  tít.  22,  Partida  3.*,  el  art.  62  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  y  las  sentencias  de  este  Tribunal  de  6  de  Octu- 
bre de  1845,  29  de  Noviembre  de  1861  y  6  de  Noviembre  de  1869, 
que  eran  como  el  complemento  y  corroboración  de  los  preceptos  y 
doctrinas  citadas  en  los  dos  números  anteriores. 
4.*  La  ley  16,  tít.  23,  Partida  3.'  y  las  sentencias  de  este  Tribunal 
I.  9 
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da  S  de  Marzo  de  1M3 ,  18  de  Marzo  de  1859  y  ü  de  Diciembre  de 
1860»  en  que  «e  ordena  y  declara  qae  los  fallos  definitivos  del>en  dr- 
ciHiscribirse  á  los  términos  de  las  demandas,  atendiendo  cuidadosa- 
mente á  lo  qae  se  ha  pedido  y  á  la  forma  ó  modo  en  qae  se  ha  he- 
cho, {Miesto  que ,  concreta  la  petidon  de  la  demanda  á  la  oeUTa 
parte  de  todos  los  bienes,  se  declaraba  aqael  derecho  en  forma  alter- 
nativa. 

5/  T  con  relación  á  si  la  legítima  debia  pagarse  por  el  valor  da 
los  bienes  á  la  muerte  del  testador,  la  Jarisprudenda  catalana  uni- 
forme y  constante,  admitida  por  los  Tribunales  y  atestigaada  por  va- 
rios I>octores,  según  la  caal,  para  liquidar  la  legitima  se  atiende  en 
cuanto  á  la  consfstenda  del  cuerpo  hereditario  al  tiempo  de  ia  muerte 
del  padre;  pero  en  cuanto  al  valor  ó  estimación  de  las  cosas  que  lo 
integraban  al  tiempo  de  ia  reclamación  ó  pago. 

6.*  El  capítulo  1.*  de  la  Novela  18  de  Justiniano,  y  la  ley  S.*,  tí- 
tulo S.*,  libro  5/,  volumen  1.*  de  las  Constituciones  de  Gataluffa,  en 
que  se  consigna  las  condidones  esenciales  de  la  legítima ,  el  carácter 
de  los  legitimarios,  su  reconocido  derecho  al  aumento  natural  de  los 
bienes  que  la  constituían  y  la  imprescindible  necesidad  de  realizar 
su  pago,  bajo  la  base  de  la  más  estricta  igualdad  en  la  calidad  y 
cuantía  entre  los  mismos  y  el  heredero,  todo  lo  cual  era  incompati- 
ble con  la  regulación  de  ia  legítima  por  el  valor  de  aquellos  bienes 
en  la  época  del  faliedmiento  del  padre,  ordenado  en  la  sentencia. 

T  7.*  El  principio  de  derecho,  establecido  en  la  ley  206,  De  divertit 
regulis  jurü,  y  en  ia  regla  17,  tít.  34,  Partida  7.%  de  que  es  Justo  por 
derecho  natural  que  nadie  se  enriquezca  con  detrimento  y  agravio 
de  otro. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  María  de  Castilla. 

Considerando  que  la  sentencia,  contra  la  cual  se  ha  interpuesto  el 
presente  recurso  de  casación,  guarda  conformidad  con  la  demanda,  y 
que  en  aquella  no  se  condena  á  las  demandadas  á  una  cantidad  inde- 
terminada, como  se  supone,  sino  á  la  octava  parte  de  los  bienes  que 
dejó  D.  Ignacio  Gayola,  ó  su  valor  según  el  que  tenian  al  fallecimiento 
del  mismo;  por  lo  cual,  y  constando  dichos  bienes ,  así  como  su  es* 
timacion,  no  se  ha  infringido  el  art.  61  de  la  de  Enjuiciamiento  dvil 
ni  las  demás  leyes  ni  doctrinas  que  se  citan  relativamente  á  estos  * 
particulares  : 

Co,nsiderando  que  la  cuestión  principal  de  este  pleito  versa  sobre 
el  derecho  de  la  demandante  á  pedir  por  razón  de  legítima  la  octa* 
va  parte  de  la  herencia  de  su  padre,  y  acerca  de  la  obligación  de  las 
demandadas  á  satisfacerla  á  su  elección  en  bienes  hereditarios  ó  sil 
valor;  y  de  si  para  éste  se  ha  de  atender  al  que  tenian  á  la  muerte 
del  padre  de  aquella  ó  al  tiempo  de  reclamar  ó  hacer  el  pago  de  te  ' 
legítima;  y  si  bien  las  demandadas  excepcionaron,  eutre  otras  cosas» 
que  los  bienes  que  dejó  D.  Ignacio.  Gayola  eran  vinculados ,  no  cor* 
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responde  en  este  Juicio  tratar  y  resolver  incidentalmente  sobre  la  exis- 
tencia del  vinculo,  cuáles  eran  los  bienes  de  su  dotación  y  las  vici- 
situdes que  han  podido  tener  con  motivo  de  la  supresión  de  las  vincu- 
laciones; y  por  consiguiente,  que  la  sentencia,  al  reservar  á  las  partes 
su  derecho  respecto  de  este  punto ,  no  ha  infringido  los  artículos  61 
y  62  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  ni  las  otras  disposiciones  y 
doctrinas  que  sobre  ello  se  citan: 

Considerando  que  en  Cataluña  el  hijo  instituido  heredéis  por  el 
padre,  es  su  sucesor  universal,  en  el  que  recaen  todos  sus  bienes,  de- 
rechos y  obligaciones,  entre  estas  la  de  satisfacer  á  sus  hermanos  lo 
que  le  corresponda  por  legítima  ó  suplemento  de  la  misma ,  según 
los  bienes  quedados  al  fallecimiento  del  padre,  y  el  valor  que  enton- 
ces tenían  por  ser  la  época  en  que  se  causaron  dichas  obligaciones, 
si  bien  con  la  elección  de  hacerlos  en  bienes  hereditarios,  ó  en  dine- 
ro, atendido  aquel  valor;  por  lo  cual  la  doctrina  en  contrario  citada 
y  que  se  dice  uniforme  y  atestiguada  por  algunos  autores,  no  estando 
admitida  por  la  Jurisprudencia  de  los  Tribunales,  no  puede  servir  de 
fundamento  para  un  recurso  de  casación ,  ni  la  sentencia  dictada  ha 
infringido  las  disposiciones  legales  que  también  se  invocan  con  rela- 
ción á  este  punto,  puesto  que  se  refieren  ¿  la  porción  legítima  que 
se  debe  á  los  hijos,  y  no  al  aumento  ó  disminución  que  puedan  tener 
los  bienes  después  de  la  muerte  del  padre  y  antes  de  hacerse  el  pago 
de  la  legítima: 

T  considerando  que  para  que  pueda  tener  aplicación  el  principio 
general  de  que  nadie  debe  enriquecerse  con  daño  de  otro ,  asimismo 
citado,  es  necesario  que  se  verifique  torticeramente,  lo  que  no  ocurre 
en  el  presente  caso; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Dolores  Gayola  y  Ochoa,  á 
quien  condenamos  en  1&6  costas;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audien- 
cia de  Barcelona  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.=Juan  Gonzá- 
lez Acevedo.saJosé  María  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.  =  Valentín 
6arralda.=:Francisco  María  de  Castilla.=Joaquin  Jaumar.=José  Fer- 
mín de  Muro. 

Pablicacion. 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Francisco  María  de  Castilla,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribu- 
nal Supremo ,  estándose  celebrando  audiencia  pública  la  misma ,  el 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  19  de  Octubre  de  1870.=!Gregorio  Camilo  García. 
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NÚM.  35. 
CASACIÓN. 


Tercería  de  dominio. — Sentencia  de  19  de  Octubre,  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Luis 
Tortosa  contra  la  que  en  23  de  Noviembre  de  1869  dictó  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Valencia,  en  pleito  con  Don 
José  Mira. 

• 

En  su  único  considerando  se  establece : 

Que  la  apreciación  de  si  un  contrato  se  ha  celebrado  en  fraude 
de  los  acreeaores,  le  corresponde  exclumamente  á  la  Sala  senten- 
ciadora, que  la  estima  en  vista  de  las  ^pruebas  aducidas  por  las 
partes. 

En  la  villa  de  Madrid  >  á  19  de  Octubre  de  1870,  en  los  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Monóvar,  y  en  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Valencia  por  D.  José  Mira  con  D.  Luis 
Tortosa  y  María  de  Dios  Tañez,  sobre  tercería  de  dominio ;  autos  que 
penden  ante  Nos ,  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Tortosa  contra  la  sentencia  que  en  23  de  Noviembre  de  1869  dictó  Ja 
referida  Sala : 

Resultando  que  fallecido  José  Botella  en  1/  de  Setiembre  de  1865, 
bajo  testamento  que  otorgó  en  31  de  Agosto  anterior,  sobreviviéndole 
su  esposa  María  Tañez  y  siete  hijos  menores  de  edad.  D.  Juan  Lorenzo 
Tortosa,  contador  nombrado  por  el  testador ,  precedió  en  unión  de 
D.  José  Mira,  curador  ad  litem  de  los  menores,  al  inventario,  avalúo, 
liquidación  y  partición  de  la  herencia,  fijando  entre  otros  supuestos: 
que  la  María  Yañez  habla  aportado  al  matrimonio,  además  de  ropas 
de  su  uso ,  24  tahullas  de  tierra ,  sitas  en  término  del  Algivico :  que 
no  existían  bienes  para  distribuirlos  entre  los  hijos  y  á  la  vez  rein- 
tegrar de  su  haber  á  la  viuda,  por  lo  que  se  formaba  una  sola  hijuela 
para  ésta,  á  fin  de  que  se  reintegrase  de  su  capital  aportado  y  satisfi- 
ciese las  deudas  hasta  cubrir  las  tres  cuartas  partes  de  cada  crédito, 
según  lo  convenido  con  los  acreedores,  para  lo  que  se  le  adjudicaron  , 
bienes  bastantes ,  figurando  en  el  inventario  al  núm.  46  la  heredad  , 
referida,  apreciada  en  300  escudos;  que  entre  las  deudas  de  la  socifr?  ij 
dad  conyugal  aparecía  una  de  1.200  escudos  á  favor  de  D.  Luis  TüRy  | 
tosa,  obligándose  ia  María  Tañez  á  pagarle,  hecha  la  rebaja  de  It 
cuarta  parte  de  su  crédito,  la  cantidad  de  900  escudos ;  y  aprobadi 
por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Novelda  dicha  partición» 
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auto  de  6  de  Abril  de  1867  se  tomó  razón  en  10  del  mfsmo  en  el  Re- 
gistro de  la  Propiedad;: 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  8  de  Julio  de  1867  la  Ma- 
ría de  Dios  Tañez  vendió  á  D.  José  Mira  la  expresada  heredad  del 
término  de  Algivico,  en  precio  de  700  escudos,  que  confesó  tener  reci- 
bidos del  comprador  antes  del  otorgamiento  de  la  escritura,  de  la  que 
se  hizo  la  correspondiente  inscripción  en  el  Registro  de  la  Propiedad 
en  30  de  Agosto  siguíente: 

Resultando  que  D,  Luis  Tortosa  dedujo  demanda  ejecutiva  contra 
María  de  Dios  Tañez,  en  reclamación  de  900  escudos ,  procediéndose 
en  18  del  repetido  mes  de  Julio  de  1867,  por  haber  manifestado  la 
Tañez  no  serle  posible  verificar  el  p?)go,  al  embirgo  preventivo  y  de- 
pósito de  la  heredad  sita  en  término  del  Algivico,  de  cabida  21  tahn- 
llas,  y  habiendo  formalizado  Tortosa  en  3  de  Agosto  siguiente  la 
demanda  ejecutiva  y  pedido  la  ratificación  de  dicho  embargo ,  se  ve- 
rificó á  las  seis  y  cuarto  de  la  mañana  del  dia  4  de  Setiembre: 

Resultando  que  en  el  mismo  dia  4  de  Setiembre  D.  José  Mira,  pre- 
vio acto  de  conciliación  sin  resultado,  dedujo  demanda  de  tercería 
de  dominio,  pidiendo  que  con  suspensión  de  los  procedimientos  de 
apremio  seguidos  á  instancia  de  Tortosa  contra  la  Tañez,  se  declarase 
que  la  heredad  antes  expresada  pertenecía  en  propiedad  y  posesión 
al  demandante,  mandando  se  alzara  el  embargo  y  se  dejara  á  la  libre 
disposición  del  mismo,  con  condena  de  costas,  daños  y  perjuicios  al 
causante  de  ello  D.  Luis  Tortosa;  y  al  efecto,  después  de  hacer  mérito 
de  la  escritura  de  8  de  Julio  de  1867,  alegó:  que  la  adjudicación  he- 
cha de  su  haber  y  para  pago  de  deudas  á  María  de  Dios  Tañez,  y 
(üorbí  y  aprobada  Judicialmente,  constituye  á  ésta  en  legítima  y  ver- 
dadera dueña  de  los  bienes  adjudicados,  sin  limitación  alguna  para 
disponer  libremente  su  enajenación ,  y  habiéndole  comprado  el  de- 
mandante la  finca  en  cuestión,  lo  hizo  de  bienes  que  podían  venderse, 
y  que  de  los  documentos  que  se  tuvieron  á  la  vista  al  realizar  la  es- 
critura, constaba  ser  de  la  propiedad  de  la  vendedora,  hallándose  ano- 
tados en  las  oficinas  del  Registro,  sin  que  apareciese  en  ellas  obliga- 
ción alguna  en  favor  de  tercero ;  y  que  apareciendo  que  el  deman- 
dante compró  por  siete  lo  que  tenia  apreciado  María  de  Dios  Tañez 
en  su  hijuela  por  tres,  no  podía  suponerse  que  la  venta  fué  en  fraude 
de  acreedores;  pues  aun  suponiendo  que  la  finca  no  se  hubiese  adjudi- 
cado á  aquella  en  parte  de  su  haber ,  y  sí  sólo  exclusivamente  para 
pago  de  acreedores ,  lejos  de  defraudar  á  estos  con  la  venta  de  ella 
por  700  escudos,  les  benefició  en  400: 

Resultando  que  acordada  la  suspensión  de  los  procedimientos  de 
apremio  y  formada  la  oportuna  pieza  separada,  se  confirió  traslado  al 
ejecútente  D.  Luis  Tortosa  y  á  la  ejecutada  María  de  Dios  Tañez ,  y 
contestando  aquel,*pidió  se  le  absolviese  de  la  demanda,  con  imposi- 
ción al  autor  de  perpetuo  silencio,  y  se  declarase  fraudulenta  la  ena- 
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Jenacion,  rescindiéndola  y  dándola  por  de  ningún  valor;  y  en  su  con- 
secuencia se  acordase  continuaran  los  procedimientos  de  apremio, 
con  expresa  condenación  de  costas  al  demandante;  y  excepcionó: 
que  habiendo  intervenido  el  demandante  en  la  práctica  de  la  liqui- 
dación y  división  de  bienes  de  José  Botella,  marido  de  María  de  Dios 
Tañez,  con  el  carácter  de  curador  ad  litem  de  los  hijos  menores  y  he- 
rederos de  Botella,  no  podia  alegar  ignorancia  respecto  al  crédito  de 
Tortosa:  que  Mira ,  que  fué  mandatario  ó  administrador  de  la  Tañez» 
conocía  perfectamente  la  posición  en  que  ésta  se  hallaba  respecto  á 
intereses  después  de  satisfacer  á  los  demás  acreedores,  y  sabia  bien 
que  realizando  la  venta  de  la  finca  expresada,  quedaba  aquella  en  es- 
tado de  insolvencia :  que  esto  demostraba  la  inteligencia  que  había 
mediado,  tal  vez  entre  él  y  la  Tañez,  al  otorgar  la  escritura  de  venta, 
la  cual  debia  anularse,  rescindiéndose  la  enajenación  que  en  ella 
constaba,  como  hecha  en  fraude  de  acreedores :  que  no  obstante  ha- 
llarse anotada  en  el  Registro  de  la  Propiedad ,  la  escritura  no  podia 
perjudicar  á  tercero,  tanto  porque  el  demandado  Tortosa,  al  tener  noti* 
cia  de  la  venta  proyectada,  pidió  embargo  preventivo  en  17  de  Julio 
último,  ó  sea  un  dia  antes  de  su  presentación  en  dicha  oficina, 
cuanto  porque  la  inscripción  no  validaba  los  actos  ó  contratos  ins- 
critos que  fuesen  nulos  con  arreglo  á  las  leyes,  según  el  art.  22  de 
la  Ley  hipotecaria;  y  que  habiendo  tenido  Mira  el  carácter  de  cura- 
dor de  los  menores  hijos  de  la  Tañez,  y  de  mandatario  ó  administra- 
dor de  ésta,  no  pudo  ni  debió  comprar  una  finca  proveniente  de  la 
herencia  de  José  Botella,  padre  de  aquellos,  adjudicada  después 
á  ella : 

Resultando  que  declarada  en  rebeldía  la  ejecutada  Tañez  por  su 
no  comparencia  y  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  dictó  sentencia,  de  la  que  interpuso  apelación  D.  Luis 
Tortosa;  el  que,  al  expresar  de  agravios,  alegó:  que  la  compra-venta 
de  la  heredad  en  cuestión  era  fraudulenta ,  hasta  el  extremo  de  ser 
acaso  simulada;  y  que  después  de  haber  absuelto  posiciones  la  Tañez 
diciendo  que  ni  antes  del  otorgamiento  de  la  escritura  de  venta,  ni 
hasta  el  dia,  habla  recibido  del  comprador  Mira  los  7.000  rs.  del  pre- 
cio, la  Sala  primera,  por  sentencia  de  23  de  Noviembre  de  1869,  por 
la  que  modificando  en  parte  la  apelada,  la  confirmó  en  cuanto  decla- 
raba con  lugar  la  tercería  interpuesta  por  D.  José  Mira ,  si  bien  re- 
servándoles su  derecho  en  punto  á  los  perjuicios  que  habla  reclamado 
para  que  lo  dedujese,  probándolos  y  fijando  su  importancia  en  otro 
juicio,  si  lo  tuviese  por  conveniente ,  sin  hacer  expresa  condenación 
de  costas: 

T  resultando  que  D.  Luis  Tortosa  interpuso  recurso  de  casación, 
y  citó  entonces  y  después  en  este  Tribunal  Supremo  como  infrin- 
gidas : 
1/   La  doctrina  común  de  inconcusa  aplicación  de  los  Tribunales,  y     'a 
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defendida  por  Gregorio  López  en  su  glosa  á  la  ley  7.%  tít.  15,  Partida  5/; 
paes  si  bien  esta  dice:  «que  á  veces  el  deudor,  después  que  es  conde- 
nado en  juicio  á  pagar  las  deudas  y  á  entregar  los  bienes  los  enajena 
todos  para  que  nada  se  le  encuentre,»  tales  palabras,  según  aquella 
doctrina  deben  tomarse  como  un  ejemplo  de  fraudulencia  flagrante; 
pero  se  han  de  considerar  rescindibles  las  enajenaciones  hechas  en 
daño  á  los  acreedores ,  lo  mismo  cuando  precedan  que  cuando  sub- 
sigan á  la  condena  del  deudor. 

2.*  La  doctrina  sancionada  por  este  Tribunal  Supremo  en  senten- 
cia de  S6  de  Mayo  de  1866 ,  de  que  los  contratos  simulados  son  nu- 
los» y  por  consiguiente  no  pueden  surtir  efecto  alguno  legal ;  puesto 
que  por  el  fallo  se  daba  fuerza  y  vigor  á  una  venta  simulada,  bajo 
cuyo  aspecto  se  habla  atacado  por  el  recurrente  en  la  segunda  ins- 
tancia el  contrato  de  venta  celebrado  entre  la  Tañez  y  Mira,  si 
bien  en  la  primera  sólo  lo  hizo  como  verificado  en  fraude  de  acree- 
dores. 

T  3.*  La  ley  7.%  tít.  15,  Partida  5.*  y  las  sentencias  de  11  de  Mayo 
de  1863  y  7  de  Marzo  de  1861. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Yalentin  Garraida. 

Considerando  que  la  apreciación  de  si  un  contrato  se  ha  celebrado 
en  fraude  de  los  acreedores,  le  corresponde  exclusivamente  á  la  Sala 
sentenciadora,  que  la  estima  en  vista  de  las  pruebas  aducidas  por  las 
partes,  y  que  contra  esta  apreciación  no  se  ha  citado  ley  ni  doctrina 
admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  ai 
recurro  de  casación  interpuesto  por  D.  Luis  Tortosa,  á  quien  conde- 
namos en  las  costas  y  &  la  pérdida  de  la  cantidad  que  depositó»  la 
que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley ;  y  devuélvanse  los  autos  á  la 
Audiencia  de  Valencia  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=:Juan 
González  Acevedo.=:José  M.  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.ssValentin 
Garralda.=s=Francisco  María  de  Gastilla.=Joaquin  Jaumar.=José  Fer- 
mín de  Muro. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Valentín  Garraida ,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo ,  estando  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,  el  dia  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado  de  didho  Supremo 
tribunal. 

Madrid  19  de  Octubre  de  1870.=Remigio  Fernandez  y  Rodríguez. 
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NÚM.  36. 

# 

CASACIÓN. 


Nulidad  de  la  venta  de  unas  fincas. — Sentencia  de  20  de  Oclabre. 
declarando  haber  lugar  en  parte  al  recurso  de  casación  inter- 

f)aesto  porD.  Salvador  Balaguer  y  D.  Manuel  Portabella  contra 
a  sentencia  que  en  14  de  Julio  de  1869  pronunció  la  Sala  pri- 
mera de  la  Audiencia  de  Barcelona ,  en  pleito  con  el  Ministerio 
fiscal  en  representación  del  Estado. 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  establoce: 

1.^  Que  los  bienes  y  derechos  de  todas  las  comunidades  reli- 
giosas estaban  aplicados  á  la  Caja  de  Amortización  desde  la  pu- 
blicación de  la  ley  de  28  de  Julio  de  1837. 

2/  Que  según  lo  convenido  en  el  Concordato  c/f  1851,  los  bienes 
de  las  monjas  de  la  enseñanza^  sólo  pudo  enajenarlos  el  Diocesano 
con  las  formalidades  prevenidas  en  el  art.  35  del  mismo  Concordato, 
sin  que  la  comunidad  pudiese  hacerlo  por  sí ,  ni  el  Obispo  conce- 
der lo  que  se  quiere  llamar  su  licencia. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  SO  de  Octubre  de  1870,  en  los  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Manresa  y  en  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  el  Ministerio  físcal  en  re- 
presentación del  Estado,  con  D.  Manuel  Portabella  y  D.  Salvador  Ba- 
laguer y  las  monjas  del  convento  de  la  Enseñanza ,  citadas  de  evic- 
cion,  sobre  nulidad  de  la  venta  de  unas  fincas;  autos  que  penden 
ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  Portabella 
y  Qalaguer  contra  la  sentencia  que  en  II  de  Julio  de  1869  pronunció 
la  referida  Sala : 

Resultando  que  en  1/  de  Febrero  de  1855  el  Reverendo  Obispo  de 
Yich  dirigió  á  la  madre  Priora  del  convento  de  Nuestra  Señora  de  la 
Enseñanza  de  la  ciudad  de  Manresa  la  carta  que  dice :  «Recibo  boy  su 
muy  favorecida  de  ayer,  y  en  su  consecuencia  digo  que  pueden  desde 
luego  proceder  á  la  venta  del  Mas  de  las  Comas ,  supuesto  que  sale 
comprador  á  propósito:  en  cuanto  á  la  inversión  del  precio,  hemos 
de  meditarlo  bien,  á  fin  de  colocarlo  en  mano  segura  y  con  provecho 
de  la  comunidad :» 

Besultando  que  por  escritura  de  8  de  Febrero  de  1855  las  reveren- 
das madres  Priora ,  Sabpriora  y  consultoras  del  convento  de  la  En- 
señanza y  Compañía  de  María  de  la  ciudad  de  Manresa,  después  de 
manifestar  que  la  heredad  que  luego  se  expresarla  Ips  daba  de  renta 
una  cantidad  insignificante ,  al  paso  que  era  indispensable  invertir  en 
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ella  la  necesaria  para  la  reediñcacion  de  la  casa  que  amenazaba  ruina, 
lo  que  les  era  imposible  por  falta  de  fondos  que  necesitaban  del  in- 
frascrito precio  para  pago  de  algunas  deudas  y  que  habían  impetrado 
el  permiso,  para  verificar  su  venta,  del  R.  Obispo  de  Yich,  con- 
forme constaba  de  la  contestación  que  dio  en  1.*  del  propio  mes  á  la 
madre  Priora,  otorgaron  que  á  nombre  de  la  comunidad  que  repre- 
sentaban, vendían  á  D.  Manuel  Portabeila  y  D.  Salvador  Balaguer  la 
casa  y  heredad  llamada  Manso  Gomas ,  con  otro  manso  á  él  unido 
llamado  Vilaró,  con  todas  sus  tierras,  por  precio  de  6.000  libras  ca- 
talanas, que  recibían  en  el  acto  de  los  compradores:  de  esta  escritura 
se  tomó  razón  en  el  Registro  de  la  propiedad,  pagándose  por  los 
compradores  al  Estado  el  correspondiente  derecho  por  la  traslación 
dé  dominio  : 

Resultando  que  en  4  de  Marzo  de  1858  se  formó  expediente  á  vir- 
tud de  denuncia  entablada  por  el  investigador  de  la  provincia  de  Bar- 
celona acerca  de  la  venta  de  las  fincas  de  que  se  ha  hecho  mérito ,  y 
por  decreto  de  8  de  Mayo  del  mismo  año  el  Gobernador  civil  de  la 
provincia ,  de  conformidad  con  los  informes  del  Comisionado  princi- 
pal y  Administrador  de  Propiedades  y  Derechos  del  Estado  y  dictamen 
del  Promotor  fisical  de  Hacienda,  declaró  suficientemente  justificado 
el  objeto  del  expediente  y  procedente  la  investigación  á  que  se  con- 
traía ,  y  mandó  se  remitiera  á  la  Superioridad  á  los  fines  que  la  misma 
tuviera  por  conveniente: 

Besultando  que  en  su  consecuencia  el  Promotor  fiscal,  en  repre- 
sentación del  Estado,  dedujo  demanda  en  18  de  Diciembre  de  1867 
para  que  se  declarase  nula,  de  ningún  valor  ni  efecto  la  venta  otor- 
gada por  la  Comunidad  de  religiosas  de  la  Enseñanza  de  aquella  ciu- 
dad á  favor  de  D.  Manuel  Portabeila  y  D.  Salvador  Balaguer  de  los 
mansos  ó  heredades  titulados  Comas  y  Yilaró  por  la  escritura  de  8  de 
Febrero  de  1855 ;  y  se  les  condenase  en  su  consecuencia  á  que  dentro 
de  tercero  dia  lo  restituyeran  todo  á  la  Iglesia ,  como  dueña  legitima 
de  ello,  á  fin  de  darle  el  correspondiente  destino,  según  las  leyes 
vigentes ;  entendiéndose  la  restitución  con  los  frutos  percibidos  y  po- 
didos percibir  desde  el  dia  de  la  enajenación ,  y  con  el  pago  de  cos- 
tas; al  efecto  alegó  que  si  bien  por  el  Concordato  celebrado  con  la 
Santa  Sede  en  10  de  Marzo  de  1851 ,  publicado  como  ley  en  17  de 
Octubre  siguiente ,  se  reconoció  á  la  Iglesia  por  legitima  dueña  y  pro- 
pietaria de  los  bienes  que  la  correspondían ,  y  se  autorizó  la  enajena- 
ción de  los  mismos,  se  estableció  en  el  art.  85, respecto  á  los  perte- 
necientes á  comunidades  religiosas,  que  los  Prelados ,  á  nombre  de 
aquellas,  procedieran  á  su  venta  por  medio  de  subasta  pública,  ve- 
rificada en  la  forma  canónica,  con  intervención  de  persona  nombrada 
por  el  Gobierno ,  convirtiendo  su  producto  en  Inscripciones  intrasfe- 
ribles  dé  la  Deuda  de  Estado  del  3  por  100  :  que  las  religiosas  de  la 
Bfisefianza  enajenaron  por  i^i  los  mansos  en  cuestión  en  época  en  que 
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DO  podían  legítimamente  vender  sus  bienes ,  sino  sujetándose  á  lo  ter- 
minantemente dispuesto  en  el  citado  artículo  del  Concordato ,  y  por 
consiguiente  la  escritura  era  nula  por  falta  de  personalidad  en  las 
vendedoras,  y  por  defecto  en  su  otorgacion ,  y  procedía  la  devolución 
de  ios  expresados  bienes  á  la  Iglesia  para  darles  el  destino  corres- 
pondiente: que  el  tiempo  en  que  se  llevó  á  efecto  la  enajenación  hacia 
presumir  que  no  eran  ciertos  los  móviles  que  se  alegaban  en  la  escri- 
tura como  causas  decisivas  de  la  venta ,  y  que  el  propósito  de  las 
partes  contratantes  fué  el  de  eludir  los  efectos  del  proyecto  presentado 
en  aquellos  dias  á  los  Cuerpos  Colegisladores,  acordando  la  suspensión 
de  las  ventas  de  la  clase  de  bienes  de  que  se  trata : 

Resultando  que  D.  Manuel  Portabella  y  D.  Salvador  Balaguer  con- 
testaron la  demanda,  pretendiendo  se  declarase  válida  y  eflcaz  la  venta 
de  los  mansos  Comas  y  Yilaró  otorgada  á  su  favor  por  las  religiosas 
de  la  Enseñanza,  con  imposición  de  costas  al  Estado;  y  para  ello  ex- 
cepcionaron  que  las  religiosas  de  la  Enseñanza,  como  todos  los  ins- 
titutos análogos,  podían  enajenar  sus  bienes,  mediante  las  causas  y 
concurso  ó  autorización  del  Prelado  que  prescriben  el  derecho  canó- 
nico: que  no  comprendidos  en  las  leyes  desamortizadoras »  sino  al 
contrario,  especialmente  exceptuados  por  las  anteriores  á  la  venta  los 
bienes  dedicados  á  la  enseñanza,  estaban  plenamente  facultadas  las 
religiosas  para  la  venta  en  cuestión  :  que  el  comprador  de  buena  fé 
hace  suyos  los  frutos  con  arreglo  al  Derecho  romano  y  de  Partida,  y 
á  la  jurisprudencia  sentada  por  este  Tribunal  Supremo,  y  tiene  dere- 
cho en  todo  evento  al  reintegro  de  cuantas  mejoras  hubiese  hecho  en  la 
ñnca  y  &  la  retención  de  la  misma  hasta  haber  sido  del  todo  reintegra- 
do, con  arreglo  á  nuestra  legislación,  y  especialmente  á  las  leyes  41  y 
44,  tít.  28,  Partida  3/;  por  otrosíes  pidieron  se  citase  de  eviccíon  á  la 
comunidad  de  religiosas  de  la  Enseñanza ,  ó  á  quien  les^almente  se 
considerase  como  poseedor  de  los  bienes  que  le  pertenecieron,  y  como 
de  ser,  como  parecía,  el  Estado ,  alegaron  además  de  las  considera- 
ciones expuestas,  que  carecía  de  acción  para  reclamar  la  nulidad  de 
una  venta ,  quien  por  algún  vínculo  de  derer.ho  se  halle  obligado  & 
la  eviccion  y  saneamiento;  y  para  el  inesperado  caso  de  declararse 
la  entrega  de  la  fínca,  solicitaron  se  entendiera  previo  abono  del  pre- 
cio de  las  mejoras  hechas  en  la  misma: 

Resultando  que  citada  de  eviccion  la  comunidad  de  las  monjas  de 
la  Enseñanza ,  contestó  la  demanda  pidiendo  se  declarase  firme  y 
válida  la  venta  en  cuestión;  y  por  un  otrosí,  manifestando  que  no  les 
convenia  ni  tenia  interés  en  seguir  el  pleito,  ya  que  se  ofrecía  á  de- 
volver á  los  compradores  el  precio  de  las  fincas  vendidas;  hecha  pre- 
viamente entrega  de  las  mismas  al  convento ,  solicitó  no  se  le  hicie- 
ran más  notiflcacioues  referentes  al  pleito: 

Resultando  que  declarada  sin  lagar  la  pretensión  deducida  por 
parte  de  las  monjas  en  el  referido  otrosí,  sustanciado  el  juicio  por  sos 
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trámites,  dictó  sentencia  el  Juez,  de  la  que  interpuso  apelación  el 
Promotor  fiscal;  y  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  en  14  de  Julio  de 
1869,  revocando  aquella,  declaró  nula  y  de  ningún  valor  ni  efecto  la 
venta  otorgada  por  la  comunidad  de  religiosas  de  la  Enseñanza  de 
Manresa  á  favor  de  dichos  D.  Manuel  Portabelia  y  D.  Salvador  Biia- 
guer  de  los  mansos  Comas  y  Vil  aró,  con  escritura  de  8  de  Febrero 
de  18S5;  condenó  en  su  consecuencia  á  estos  á  que  restituyan  dentro 
de  tercero  dia  dichas  fincas,  á  fin  de  darl^as  el  destino  señalado  por 
las  leyes,  con  los  frutos  percibidos  desde  la  interposion  de  la  demanda 
y  reservó  á  Portabelia  y  Balaguer  el  derecho  para  recobrar  de  las 
vendedoras  ai  precio  que  abonaron  por  la  venta  con  los  intereses  del 
mismo  correspondientes: 

Resultando  que  D.  Salvador  Balaguer  y  D.  Manuel  Portabelia  in- 
terpusieron recurso  de  casación,  y  citaron  entonces  y  después  en 
tiempo  oportuno  en  este  Tribunal  Supremo  como  infringidos : 

1.*  £1  Concordato  de  1851 ,  art.  35,  apartado  4.*,  que  sólo  se  re- 
fiere y  podia  referirse  á  los  bienes  de  que  se  habia  incautado  el  Es- 
tado; el  art.  21  de  la  ley  de  28  de  Julio  de  1837,  decreto  de  26  de  Julio 
de  1844  y  ley  de  3  de  Abril  de  18i5. 

2.*  La  doctrina  de  capacidad  legal  que  para  vender  tenia  el  con  • 
vento  de  las  monjas  de  la  Enseñanza,  y  las  disposiciones  que  puntúa* 
llzarian,  por  no  tenerlas  á  la  vista  entonces ,  en  ampliación  del  re- 
curso ante  este  Tribunal,  por  las  cuales  se  declararon  exceptu$idos  de 
las  medidas  desamortizadoras  los  bienes  dedicados  á  los  institutos  de 
enseñanza  que  fueron  más  tarde  comprendidos  en  la  ley  de  1855. 

T  3/  Aun  admitiendo  la  solución  adoptada  en  el  fallo  definitivo, 
las  leyes  41  y  44,  tít.  28,  Partida  3.*,  que  otorgan  á  todo  comprador 
de  buena  fé  la  retención  de  la  finca  hasta  el  reintegro  de  las  mejo- 
ras que  en  la  misma  hubiese  hecho;  y  el  usatge  Si  qui  ni  aliquo  del 
título  1.',  libro  VII,  tomo  3.',  pág.  1.'  de  las  Constituciones  de  Cata- 
luña, comentadas  por  Vives,  adoptada  por  la  inteligencia  práctica  es- 
tablecida por  este  Tribunal  Supremo. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Cáceres. 

Considerando  que  los  bienes  y  derechos  de  todas  las  comunidades 
religiosa3  estaban  aplicados  á  la  Caja  de  Amortización  desde  la  pu- 
blicación de  la  ley  de  28  de  Julio  de  1837: 

Considerando  que,  según  lo  convenido  en  el  Concordato  de  1851, 
los  bienes  de  las  monjas  de  la  Enseñanza  de  Manresa,  como  todos 
los  de  su  clase,  sólo  pudo  enajenarlos  el  Diocesano  con  las  formali- 
dades prevenidas  en  el  art.  35  del  mismo  Concordato ,  sin  que  la  co- 
munidad pudiese  hacerlo  por  sí  ni  el  Obispo  conceder  lo  que  se  quiere 
llamar  su  licencia : 

Considerando,  por  tanto,  que  al  declarar  nula  la  ejecutoria  dicha 
enajenación  no  infringe  el  Concordato,  ni  las  demás  leyes  y  doctri- 
nas que  se  citan  como  primero  y  segundo  motivos  de  casación: 


140  TBIBÜNAL  SÜPRBMO. 

(Considerando,  por  lo  demás,  que  los  demandados  compraron  y  han 
poseído  de  buena  fé  los  mansos  Gomas  y  Yilaró ,  y  que  la  mala  fé 
no  se  presume  ni  la  ha  estimado  la  Sala  sentenciadora;  y  por  ello  al 
omitir  la  sentencia  el  reintegro  de  las  mejoras  que  pidieron  los  com- 
pradores, ha  infringido  la  ley  41,  tit.  18  de  la  Partida  3/; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Salvador  Baiaguer  y  D.  Manuel 
Portabella ,  en  cuanto  la  sentencia  declara  nula  y  de  ningún  valor  ni 
f  fecto  la  venta  que  de  los  mansos  Gomas  y  Yilaró  hicieron  las  monjas 
de  la  Ensefianza  de  Manresa  por  la  escritura  de  8  de  Febrero  de  1855; 
y  declarando  haber  lugar  al  recurso  en  los  demás  extremos  que  com- 
prende dicha  sentencia,  la  casamos  y  anulamos  respecto  á  los  mismos. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaetta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  ñrmamos.=Maur!- 
cio  García.=José  María  Gáceres.=^Laureanó  de  Arrieta.=Valentin  Gar- 
raIda.=Francisco  María  de  Gastilla.=Joaquin  Jaumar.=José  Fermín 
de  Muro. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ezcmo.  Sr.  Don 
José  María  Gáceres^  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estando  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,  el  dia  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  G4mara  habilitado  de  dicho  Tri- 
bunal Supremo. 

Madrid  20  de  Octubre  de  1870.=Remig¡o  Fernandez  y  Rodríguez. 

NÚM.  37. 
CASACIÓN. 


NuLiDAB  DE  UNA  SENTENCIA  ARBITRAL. — Sentencia  de  20  de  Octubre, 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Ramón  y  Doña  Dolores  Paez  y  D.  Fernando,  D.  Teófilo 
y  Doña  Dolores  Final  y  Paez  contra  la  que  en  5  de  Octubre 
de  1869  dictó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Canarias,  eo 
pleito  con  D.  José  Acedo,  como  marido  de  Doña  María  del  Pino 
y  otros. 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece: 

1 .®  Que  es  indispensable  recurrir  contra  el  laudo  de  los  ami^ 
gahles  componedores  para  detener  sus  efectos  dentro  de  los  diez  diak 
que  señalan  las  leyes  23  y  35  del  tit.  4.^  Partida  3.';  porque  pa- 
sados, el  fallo  queda  firme  y  debe  llevarse  á  ejecución  sin  quesé$ 
posible  recurso  alguno  contra  S.  ' 
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2/  Que  ti  bien  ei  cierto  que  ¡a  ley  1/,  Üt.  18,  libro  iii  de  la 
No^ima  Recopilación  concede  el  término  de  setenta  dios  para  pedir 
la  nulidad  de  las  sentencias,  se  refiere  á  las  que  se  pronunciaren  por 
los  Jueces  ordinarios,  y  de  ningún  modo  á  las  de  los  amigables  com- 
ponedores, que  tienen  por  base  los  convenios  y  obligaciones  que  se 
han  impuesto  los  interesados. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  20  de  Octubre  de  1870,  en  ei  pleito  seguido 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  las  Palmas  y  en  la  Sala  segun- 
da de  la  Audiencia  de  Ganarías  por  D.  Ramón,  D.  José  Anselmo  y 
Dofia  Dolores  Paez,  esta  representada  por  D.  Nicolás  Aguílar  y  Russell, 
y  Dofia  Dolores,  D.  Teófilo  y  D.  Fernando  Final  y  Paez,  como  herede- 
ros de  D.  José  Francisco  Paez,  y  Dofia  María  del  Rosario  Rodríguez, 
con  D.  José  Acedo,  como  marido  de  Dofia  María  del  Pino  Martinon,  y 
defensor  Judicial  del  ausente  D.  Jorge  Martinon,  D.  Guillermo  Martinon 
y  Paez,  y  D.  Cayetano  Inglot,  como  apoderado  de  D.  Augusto  Martinon 
y  Paez,  ausente  en  California,  hijos  y  herederos  de  D.  Mateo  Martinon 
y  Dofia  Isabel  Paez,  sobre  nulidad  de  una  sentencia  arbitral;  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto,  por 
los  demandantes,  á  excepción  de  D.  José  Anselmo  Paez,  contra  la 
sentencia  que  en  5  de  Octubre  de  1869  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  D.  Mateo  Martinon  murió  violentamente  el  día  27 
de  Diciembre  de  1827 ,  dejando  de  su  matrimonio  con  Dofia  Isabel 
Paez  tres  hijos,  D.  Augusto,  D.  Guillermo  y  D.  Jorge,  habiendo  nacido 
algunos  meses  después  de  la  muerte  de  aquel  otra  hija,  Dofia  María 
del  Pino:  que  por  auto  de  3  de  Setiembre  de  1830  se  nombró  tutor  de 
los  cuatro  menores  á  su  abuelo  materno  D.  José  Francisco  Paez;  y 
que  por  su  fallecimiento  en  1834  se  confirió  dicho  cargo,  previa  fianza, 
á  Dofia  María  del  Rosario  Rodríguez,  viuda  de  D.  José: 

Resultando  que  rendidas  cuentas  por  la  tutora ,  que  impugnaron 
sus  nietos,  se  promovió  pleito  que  por  fallecimiento  de  aquella  con- 
tinuaron sus  hijos  D.  Ramón,  D.  Jcsé  Anselmo,  Dofia  Dolores  y  Dofia 
Rosario  Paez;  y  que  siendo  ya  mayores  de  edad  todos  los  hijos  de 
D.  Mateo  Martinon,  convinieron  con  aquellos  en  someter  este  negocio 
y  sus  incidencias  á  amigables  componedores: 

Resultando  que  al  efecto  D.  Fernando  Teófilo  y  Dofia  Dolores  Final 
y  Paez,  herederos  y  representantes  en  parte  de  sus  abuelos  maternos, 
D.  José  Paez  y  Dofia  María  Rodríguez,  coafírieron  poder  en  12  de 
Noviembre  de  1863  á  su  tío  D.  Ramón  Paez  y  Rodríguez  para  que  in- 
terviniera en  la  escritura  de  compromiso  que  en  la  ciudad  de  las 
Palmas  ú  otro  punto  hubiera  de  otorgarse  para  nombrar  arbitros  ar- 
bitradores  ó  amigables  componedores  respecto  al  pleito  de  cuentas  de 
ios  referidos  sus  abuelos  por  la  tutela  y  cúratela  de  los  menores  hijos 
de  D.  Mateo  Martinon,  cuyos  Jueces  fallarían  sobre  cuantas  diferencias 
y  cuestiones  se  presentasen  respecto  á  dichas  cuentas  hasta  su  apro- 
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bacíon  flnai;  facultándole  para  qae  comprometiera  á  los  comparecien- 
tes á  la  multa  que  con  los  demás  interesados  se  estipulase,  aplicable 
al  que  dejara  de  conformarse  con  el  laudo  que  se  pronunciara,  dentro 
del  término  que  los  demás  interesados  y  el  mandatario  señalasen; 
autorizándole,  por  último,  para  que  pudiera  transar  á  su  nombre  con 
ios  referidos  demás  interesados  el  litigio  de  cuentas  y  partición  pen- 
diente de  dichos  sus  abuelos,  en  la  manera  y  forma  que  creyera  arre- 
glado; pues  para  ello  y  todo  lo  referido,  consiguiente  y  dependiente, 
le  autorizaban  en  toda  forma  de  derecho: 

Resultando  que  en  20  del  mismo  mes  de  Noviembre  D.  Nicolás  de 
Aguiiar  y  Russeli  y  su  mujer  Doña  María  de  los  Dolores  Paez  y  Ro- 
dríguez, y  D.  José  Anselmo  Paez  y  Rodríguez,  otorgaron  poder  á  su 
hermano  D.  Ramón,  por  el  que,  dejando  en  su  fuerza  y  vigor  el  que 
le  tenían  conferido  para  que  los  representase  en  la  demanda  inter- 
puesta por  sus  sobrinos,  hijos  de  D.  Mateo  Martinon  y  Doña  Isabel 
Paez,  con  motivo  de  la  aprobación  de  las  cuentas  de  la  tutela  y  cú- 
ratela que  de  los  indicados  sobrinos  hablan  tenido  los  padres  de  los 
otorgantes,  le  autorizaron  además  especialmente  para  que  diera  por 
aprobadas  dichas  cuentas,  ó  hiciera  respecto  de  ellas  las  observacio- 
nes y  aclaraciones  que  contuvieran,  todo  lo  que  daban  por  firme  y 
estable;  para  que  asistiera  á  todas  las  juntas  que  por  virtud  de  dichas 
cuentas  y  consiguiente  partición*  pudieran  celebrarse,  en  las  que  baria 
las  proposiciones  que  juzgase  necesarias,  conformándose  con  las  que 
de  contrario  se  indicasen,  y  practicando  cuantas  diligencias  creyera 
indispensables  hasta  obtener  el  término  de  su  cometido;  para  que  in- 
terviniera en  la  escritura  de  compromiso  que  habia  de  otorgarse  para 
nombrar  Jueces  arbitros  arbitradores  y  amigables  componedores  res- 
pecto al  pleito  de  cuentas  de  ios  referidos  sus  padres  por  la  tutela  y 
cúratela  de  los  menores  hijos  de  D.  Mateo  Martinon  y  Doña  Isabel 
Paez,  cuyos  Jueces  fallarían  sobre  cuantas  diferencias  y  cuestiones  se 
presentasen  respecto  de  dichas  cuentas  hasta  su  final  aprobación;  fa- 
cultándole para  que  comprometiera  á  los  comparecientes  á  la  multa 
que  con  los  demás  interesados  se  estipulase,  aplicable  al  que  dejase 
de  conformarse  con  el  laudo  que  se  pronunciara  dentro  del  término 
que  de  común  acuerdo  con  todos  los  interesados  se  señalase,  con  todas 
las  demás  cláusulas,  requisitos  y  circunstancias  que  fueran  indispen- 
sables para  dicho  documento;  para  que  pudiera  transar  á  su  nombre 
con  los  demás  interesados  el  litigio  de  cuentas  y  particiones  pendiente, 
de  la  manera  y  forma  que  creyera  arreglado;  para  que  asistiera  á  los 
actos  de  conciliación  y  juicios  verbales  que  sobre  el  expresado  negocio 
de  cuentas  pudieran  suscitarse,  en  los  que  se  aviniera  como  tuviera 
por  conveniente,  exigiera  la  ejecución  de  lo  convenido  cuando  hu« 
biera  avenencia;  oponiéndose  ¿  las  demandas  que  en  estos  juicios  se 
dedujeran  contra  ios  otorgantes  cuando  procediera  la  ejecución,  pi- 
diera su  nulidad  é  interpusiera  apelación  de  las  providencias  desfk- 
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vorables  que  recayeran  en  la  ejecutoria  de  lo  convenido;  para  que 
otorgase  todas  las  escrituras  que  fueran  de  otorgar,  además  de  la  que 
quedaba  especialmente  consignada,  observando  las  formalidades  que 
las  leyes  exigían  según  su  índole  y  naturaleza  respectiva,  y  con  las 
cláusulas,  condiciones,  reservas  y  limitaciones  que  creyera  convenien- 
tes al  mejor  y  más  puntual  cumplimiento  de  la  representación  que  se 
le  confería: 

Resultando  que  en  los  autos  de  testamentaría  formados  por  falleci- 
miento de  D.  Mateo  Martinon,  pendientes  en  el  Juzgado  de  las  Palmas, 
el  Juez,  por  auto  de  82  de  Febrero  de  1861  discernió  á  D.  José  Acedo 
y  Suarez  el  cargo  de  defensor  judicial  y  administrador  de  los  bienes 
del  ausente  D.  Jorge  Matinon,  cuidando  gobernando  y  administrando 
todos  sus  intereses  y  bienes;  autorizándole  para  que  le  representase 
y  defendiese  en  todos  los  pleitos,  causas  y  negocios  civiles  y  crimi- 
nales; para  que  interviniera  en  toda  clase  de  particiones ,  inventarios 
y  liquidaciones,  y  especialmente  en  la  de  los  bienes  quedados  por  fa- 
llecimiento de  D.  Mateo  Martinon;  resolviendo  todas  las  cuestiones  sus- 
citadas en  el  litigio  que  sobre  dicha  partición  y  rendición  de  cuentas 
se  seguia,  ya  fuera  amistosamente,  ya  por  medio  de  arbitros  ó  de  ami- 
gables componedores;  aprobando  6  desaprobando  lo  que  se  hiciera,  y 
autorizando  todos  los  documentos  que  fueran  necesarios  hasta  la  ter- 
minación de  dicho  asunto,  sin  limitación  ni  restricción  de  ninguna 
especie,  pues  para  todo  lo  expresado  le  conferia  el  Juez  el  más  am- 
plio poder  con  facultad  de  sustituir: 

Resultando  que  en  24  de  Mayo  de  dicho  año  de  1864  Doña  María 
Martinon  y  Paez,  en  unión  de  su  marido  D.  José  Acedo,  y  éste  además 
como  defensor  judicial  de  D.  Jorge  Martinon,  D.  Guillermo  Martinon 
y  Paez  y  D.  Ramón  Paez  y  Rodríguez,  por  sí  y  como  apoderado  de^sus 
hermanos  D.  José  Anselmo  y  Doña  Dolores  Paez  y  del  marido  de  ésta 
D.Nicolás  de  Aguilar,  y  de  sus  sobrinos  D.  Fernando,  D.  Teófilo  y 
Doña  Dolores  Final  y  Paez,  otorgaron  escritura,  por  la  cual  compro- 
metieron en  amigables  componedores  todas  las  cuestiones  pendientes 
y  cuantas  pudieran  suscitarse  respecto  de  las  testamentarías  de  los 
padres  y  abuelos  comunes  D.  Mateo  Martinon  y  Doña  Isabel  Paez,  y 
D.  José  Francisco  Paez  y  Doña  María  del  Rosario  Rodríguez,  las  refe- 
rentes á  la  tutela  y  cúratela  y  administración  de  estos,  á  las  cuentas 
de  la  misma  administración,  cúratela  y  tutela  á  sus  adiciones,  al  em- 
bargo de  los  bienes  de  D.  José  Francisco  Paez  y  Doña  María  del  Ro- 
sario Rodríguez  por  la  responsabilidad  de  aquellos  cargos,  á  la  divi- 
sión y  liquidación  de  la  Compañía  habida  entre  D.  Mateo  Martinon  y 
D.  Diego  Swanston,  á  la  entrega  del  haber  é  intereses  que  en  la  pro- 
pia liquidación  y  división  debieron  corresponder  á  los  hijos  de  Don 
Mateo  Martinon,  y  á  todas  las  demás  cuestiones  é  incidencias  que  pu- 
dieran ocurrir  hasta  fijar  definitivamente  el  interés  y  la  cuantía  de  lo 
qué  correspondiera  á  los  hijos  de  D.  Mateo  Martinon,  y  Doña  Isabel 


144  TRIBUNAL  8UPBBM0* 

Paez  por  las  herencias  de  los  mismos,  sus  productos  y  sus  réditost  y 
la  responsabilidad  de  los  de  D.  José  Francisco  Paez  y  Doña  María  del 
Rosario  Rodríguez  por  la  tutela,  cúratela  y  administración  de  la  per- 
sona y  bienes  de  los  mismos  menores  que  aquellos  hablan  tenido  á 
su  cargo,  no  menos  que  la  responsabilidad  particular  de  D.  Ramón  y 
D.  José  Anselmo  Paez  y  Rodríguez  por  la  intervención  y  manejo  que 
hubieran  tenido  de  los  intereses  y  bienes  de  los  menores,  eligiendo 
para  ello  los  representantes  de  D.  José  Francisco  Paez  y  Doña  María 
del  Rosarlo  Rodríguez  al  Licenciado  D.  Mariano  Vázquez,  y  los  de 
D.  Mateo  Martinon  y  Doña  Isabel  Paez  ai  Dr.  D.  Antonio  López;  y  de 
acuerdo  para  tercero,  en  caso  de  discordia,  ai  Licenciado  D.  Juan  de 
Quintana,  á  fin  de  que  respecto  de  todas  aquellas  cuestiones  dictasen 
su  resolución  según  su  leal  saber  y  entender ,  procediendo  con  arre- 
glo á  lo  establecido  en  el  tít.  16,  parte   L*  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil;  concediendo  cincuenta  días  á  los  amigables  compone- 
dores y  treinta  al  tercero,  con  expresa  facultad  de  poder  ampliar  es- 
tos términos  á  doble  tiempo  por  justas  causas ;  obligándose  ft  estar  y 
pasar  por  lo  que  aquellos  resolvieran;  renunciando  á  toda  clase  de 
recurso  contra  el  fallo  que  dictasen,  y  obligándose  á  pagar  la  multa 
de  20.000  rs.  vellón  en  favor  de  los  demás,  cualquiera  de  los  otor- 
gantes que  entorpeciera,  dificultase,  dilatase  ó  contrariase  la  realiza- 
ción del  compromiso  y  el  fallo  que  se  dictara  por  los  amigables  com- 
ponedores, de  común  acuerdo  ó  por  mayoría  en  caso  de  discordia: 

Resultando  que  aceptado  por  estos  el  cargo  en  18  de  Agosto,  en  2i 
de  Mayo  de  1865  presentaron  escrito  ante  ellos  D.  José  Acedo,  como 
marido  de  Doña  María  del  Pino  Martinon/  y  defensor  judicial  de  Don 
Jorge  Martinon  y  D.  Guillermo  Martinon  y  Paez,  firmándole  también 
Dona  María  del  Pino  Martinon  y  D.  Ramón  Paez,  en  el  cual  se  ratifi- 
caron, prorogando  por  sesenta  días  á  los  amigables  componedores  y 
por  treinta  al  tercero  en  su  caso ,  el  término  para  dictar  el  laudo ,  á 
contar  desde  la  fecba  de  aquel  escrito,  con  la  misma  facultad  de  po« 
der  ampliar  estos  términos  á  doble  tiempo  por  justas  causas  que  se 
les  ha^ia  concedido  en  la  escritura: 

Resultando  que  en  24  de  Julio  siguiente ,  mediante  no  haber  sido 
posible  á  los  Jueces  compromisarios  dictar  su  laudo  en  el  plazo  tras- 
currido, ya  por  sus  muchas  ocupaciones,  ya  por  lo  complicado  y  de- 
licado del  negocio,  prorogaron  el  término  para  dictarle  á  treinta  días 
más,  y  en  30  de  Agosto  siguiente  por  otro  tiempo  igual;  y  que  en  16 
de  Octubre  de  1865  dictaron  su  laudo  en  el  que  trataron  y  resolvieron 
separadamente  las  veinticuatro  cuestiones  á  que  daban  lugar  las  re: 
clamaciones  de  las  partes,  consignando  con  igual  separación  los  fun* 
damentos  de  hecho  y  de  derecho,  base  de  cada  una  de  las  resoluci^ 
nes;  y  estableciendo  que  la  vigésimacuarta  y  última  cuestión  era  r% 
ferente  á  la  liquidación  que  debía  hacerse  conforme  á  todas  las  cjiecib  v. 
siones  del  laudo:  que  por  ellas  se  habían  modificado  más  ó  ménés  if^i 
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"Ctioitas  parciales  y  generales,  y  se  habían  éstableñcidó  la»  baíses  pit9t 
una  nueva  iiqaidacion  general  en  que  se  comprendieran  todaar  aquellas' 
cuentas:  que  este  trabajo  no  podia  confiarse  ft  las  partes  porque  darla 
lugar  á  nuevas  cuestiones:  que  dicha  liquidación  era  el  verdadero 
iN>mplemento  y  terminación  del  compromiso  para  que  hablan  sido 
nombrados  los  amigables  componedores;  y  que  por  lo  mismo  estos 
podían  y  debian  acordar  todo  lo  necesario  al  efecto ,  al  paso  que  les 
'Correspondía  también  desvanecer  cualquiera  duda,  salvar  cuaíquiera 
contradicción  y  suplir  cualquier  omisión  que  hubiera  en  las  decisio- 
nes; por  consecuencia  de  la  diversidad  y  complicación  de  las  cuestiones 
resueltas,  declararon: 

1/  Que  con  arreglo  á  todas  las  decisiones  del  presente  laudo,  debía 
levantarse  desde  luego  una  liquidación  general  de  la  administración, 
tutela  y  cúratela  que  habían  tenido  á  su  cargo  D.  José  Francisco  Pae& 
7  Dofia  María  Rodríguez. 

8/  Que  esta  liquidación  general  debía  comprender  todos  los  bienes 
muebles,  raícejs  y  semovientes,  todos  los  efectos  y  créditos  y  todos  los 
gastos,  productos,  cobros  y  pagos  á  que  se  referían  todas  las  cuentas 
presentadas  por  Doña  María  Rodríguez  y  D.  Ramón  Paez. 

8.*  Que  la  propia  liquidación  debía  levantarse  en  el  término  de 
cuarenta  días,  y  que  no  deberían  apreciarse  en  ella  los  nuevos  datos, 
^cuentas  6  documentos  que  los  de  Paez  y  Rodríguez  presentasen  des* 
pues  de  trascurridos  los  primeros  veinte  días,  sin  perjuicio  de  que  se* 
paradamente  se  apreciasen  como  correspondiera  en  una  liquidación 
adicional. 

i.*  Que  el  contador  debería  consultar  con  los  amigables  compone- 
dores, y  estos  resolver  las  dudas,  contradicciones  ó  vacíos  que  se  ob- 
servasen en  las  decisiones  que  debian  servir  de  base  y  norma  á  la 
liquidación  general. 

5.*  Que  igualmente  debía  el  contador  someter  á  la  aprobación  y 
-decisión  de  los  amigables  componedores  las  nuevas  cuentas,  compro- 
bantes y  datos  que  le  presentasen  los  de  Paez  y  Rodríguez. 

6.*  T  que  los  propios  amigables  componedores,  una  vez  terminada 
la  liquidación  general,  la  revisarían  y  aprobarían  con  las  modificacio- 
nes qne  pudieran  hacerse  con  arreglo  á  este  laudo;  y  que  para  hacer 
la  liquidación  nombraron  al  contador  D.  José  Jacobo  de  Lará,  que 
debeHa  aceptar  y  jurar  su  cargo  en  el  término  de  tercero  día  ante  el 
actuario,  que  le  entregaría,  bajo  inventario  y  recibo,  todos  los  autos» 
expedientes ,  cuentas ,  documentos  y  demás  antecedentes  que  habiaa 
tenido  á  la  vista  los  amigables  componedores. 

Resultando  que  en  el  mismo  día  de  la  fecha  del  laudo  fué  notiS- 
<Sadó  con  lectura  íntegra  y  entrega  de  copia  literal  á  D.  José  Acedo,' 
Vofiá  Haría  del  Pino  y  D.  Guillermo  Martinon  y  D.  Ramón  Paez,  ha- 
UAidose  consignado  por  diligencia  de  18  de  dicho  mes  de  Octubre, 
41tima  actuación  del  expediente  de  compromiso,  que  no  se  habla  po- 
I.  10 


}^  TEIBÜNALSUPRBHO. 

4ido  DoUficar  á  D.  José  L«ra ,  contador  nombrado,  por  haberse  dieho^ 
«I  so  casa  que  se  hallaba  ausente  fuera  de  la  ciudad »  extendiéndose 
por  diligencia  para  que  constase,  dando  cuenta  á  los  Jueces  compro- 
misarios para  lo  qiie  correspondiera  : 

:  Resultando  que  en  2  de  Noviembre  .siguiente  presentó  escrito  Don 
SMion  Paez  y.  Rodríguez,  por  medio  de  Procurador  y  Letrado,  á  los 
mmlgables  componedores,  protestando  contra  el  laudo  por  haber  sido- 
díetado  fuera  del  término  concedido  para  ello,  sin  perjuicio  de  reser-^ 
varse  el  derecho  de  deducir  oportunamente  donde  correspondiera  la 
dMoanda  de  nulidad  de  la  citada  decisión,  escrito  á  que  no  proveyeron 
los  arbitros  por  no  considerarse  facultados,  y  que  en  8  de  Diciembre^ 
de  dicho  año  entablaron  D.  José  Anselmo  y  Doña  Dolores  Paez,  y  Doña 
Qolores,  D.  Teófilo  y  D.  Fernando  Final  y  Paez,  la  demanda  objeto  de 
osle  pleito  para  que  se  declarase  nula  y  de  ningún  valor  ni  efecto  la 
llamada  sentencia  que  en  16  de  Octubre  de  aquel  año  hablan  dictada 
te  Letrados  que  hablan  sido  nombrados  amigables  componedores  por 
determinado  tiempo,  y  en  su  consecuencia  libres  á  las  partes  para  que 
ciieroitasen  el  derecho  de  que  respectivamente  se  considerasen  asis- 
tidas, según  mejor  vieren  convenirles:  condenando  en  las  costas  á  los^ 
demandados  D.  José  Acedo,  D.  Guillermo  Martinon  y  D.  Cayetano  In- 
glot,  en  la  representación  que  cada  uno  de  ellos  ostentaba ,  y  de  que 
quedaba  hecho  mérito;  alegando  para  fundar  su  pretensión  que  el. 
pktzo  de  sesenta  dias  por  el  que  los  interesados  habian  prorogado  ¿ 
los  amigables  componedores  el  término  para  dictar  el  laudo,  á  contar 
desde  24  de  Mayo,  con  facultad  de  prorogario  á  doble  tiempo  por 
jiislas  causas,  habia  trascurrido  el  dia  20  de  Setiembre ,  porque  tales 
términos  corrían  de  momento  á  momento  como  todos  los  convenció- 
osles,  á  no  pactarse  expresamente  otra  cosa ;  habiendo  cesado  desde» 
aquel  dia  los  efectos  del  compromiso  y  la  jurisdicción  délos  arbitra- 
dpres :  que  el  oompromiso  era  en  sí  mismo  nulo,  porque  D.  José  Acecto,. 
Gon  el  carácter  de  defensor  judicial  y  administrador  de  los  bienes  del 
ausente  D.  Jorge  Martinon,  no  habia  podido  sin  poder  especial  del 
laísmo  comprometer  sus  negocios  é  intereses  ea  amigables  compone- 
dores ,  y  no  era  posible  que  tuviera  valor  un  compromiso  que  fuerat 
obligatorio  para  los  hermanos  Paez  y  Rodríguez,  y  no  para  el  mencio- 
nado D*  Jorge  y  para  el  suyo  ausente  D.  Augusto,  y  que  no  habia  in- 
tervenidoen  aquel: que  era  también  nulo,  porque  habiéndose  estipulado 
ea  la  escritura  que  los  amigables  componedores  habian  de  proceder  con 
arreglo  &  lo  prevenido  en  el  tít.  16,  parte  1/  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  los  demandantes  no  habian  sido  oidos;  y  que,  por  último,  era  tam* 
bleo  nulo  por  haberse  dejado  pendientes  las  cuestiones  sometidas  ai  fallo 
no  existiendo  verdadera  decisión  estable  y  definitiva,  puesto  que  habla 
do  practicarse  una  liquidación  general,  en  la  que  habian  de  apreciarse 
nuovos  datos  y  cuentas,  y  el  encargo  de  los  amigables  componedorea 
no  tenia  término,  to/^o  lo  cual  era  contrario  á  lo  estipulado: 
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Besoltando  que  D.  Guillermo  Martinon  y  D.  José  Aeedo  j  Saares, 
como  marido  de  Dofia  María  del  Pino  Martinon  y  defensor  judiciai 
del  aosente  D.  Jorge  Martinon,  impugnaron  la  demanda  reconviniendo 
á  loe  demandantes  para  el  pago  de  la  malta  de  20.900  rs.,  estipulada 
éD  la  escritura  y  en  que  habían  incurrido,   puesto  que  dificultaba  la 
realización  del  compromiso  y  del  fallo,  alegando  al  efecto  que  el  tér* 
mino  concedido  á  los  amigables  componedores  en  el  escrito  de  24  de 
Hayo  no  habla  sido  de  ciento  veinte  dias,  sino  de  ciento  ochenta ,  por- 
que el  doble  tiempo  ft  que  podian  prorogar  el  plazo,  según  la  expre- 
sada facultad  que  tenían,  no  quena  decir  otro  tanto  tiempo,  sino  dos 
veces  aquel  tiempo :  que  las  palabras  del  escrito  sobre  este  particular 
■o  admitían  la  menor  duda;  y  en  el  caso  que  la  admitieran ,  no  po- 
dían interpretarse  de  diferente  modo  á  su  sentido  gramatical,  pues  la 
aaturaleza  del  negocio  en  que  hablan  de  fallar  los  arbitradores ,  por 
su  complicación  y  multitud  de  cuestiones,  demostraba  que  no  era  exa- 
gerada la  ampliación  ai  doble  tiempo  de  sesenta  dias :  que  6un  en  la 
hipótesis  de  que  el  laudo  hubiera  sido  pronunciado  pasado  el  tiempo 
concedido,  seria  legítimo  y  eficaz,  porque  los  interesados  le  habían 
consentido  por   el  tiempo  suficiente  para  que  tuviera  la  calidad  de 
sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  Juzgada :  que  D.  José  Acedo» 
con  arreglo  al  auto  de  discernimiento  del  cargo  de  defensor  judicial  y 
administrador  de  los  bienes  del  ausente  D.  Jorge  Martinon,  tenia  fa- 
cultades para  comprometer  en  Juicio  de  arbitraaores  á  su  represen- 
tado: que  la  no  intervención  de  D.  Augusto  no  podía  anular  un  con- 
trato efectuado  entre  los  demás  interesados  ;  y  que  no  era  cierto  que 
los  arbitradores  dejasen  pendientes  las  cuestiones  sometidas  á  su  fallo, 
pnesto  que  la  liquidación  Judicial  que  debería  hacerse  era  el  verda- 
dero complemento  y  terminación  de  aquel  : 

Resaltando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  que 
confirmó  con  las  costas  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Canarias 
en  5  de  Octubre  de  1869,  absolviendo  de  la  demanda  á  D.  Guillermo 
Martinon  y  D.  José  Acedo  en  las  representaciones  indicadas,  declarando 
en  80  consecuencia  firme  y  valedera  la  dictada  por  los  amigables 
Qom  ponedores,  y  condenando  á  los  demandantes  á  pagará  los  deman- 
dados, por  Via  de  multa,  las  tres  cuartas  partes  de  ios  S.OOO  escudos 
estipulados  en  la  escritura  de  compromiso: 

Kesattando  que  los  demandantes ,  á  excepción  de  D.  José  Anselmo 
Paez,  interpusieron  recurso  de  casación,  citando  como  infringidas: 

1/  Al  dar  valor  y  eficacia  legal  á  la  escritura  de  compromiso 
de  i4  de  Mayo  de  1864,  que  era  nula  porque  D.  José  Acedo  no  podia 
Qpn  el  carácter  de  defensor  Judicial  y  administrador  de  bienes  del 
ansente,  sin  poder  especial  de  éste,  comprometer  sus  intereses  en  ami- 
pbles  componedores,  ni  tampoco  se  podian  comprometer  en  arbitros 
las  cuestiones  en  que  debiera  intervenir  el  Ministerio  fiscal  con  arre* 
^  ft  las  leyes,  y  como  una  de  ellas  la  en  que  se  hallasen  directa- 
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mente  inieresadas  persotías  ausentes,  como  io  estaban  los  hemuitios 
Don  Jorge  y  D.  Augusto  Martlnon,  los  artioalós  77i,  819,  810,  8Si  y* 
8S4  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  la  S5,  tít.  i."  de  la  Partida tei^ 
oera,  que  establece  que  pueden  meter  sos  pleitos  en  manos  de  aTeni« 
dores  aquellas  personas  que  por  sí  pueden  estar  en  Juicio  delante  del 
Jasgador  ordinario. 

S.*  La  ley  19,  tít.  5/  de  la  Partida  S.\  que  consigna  la  doctrinada 
qae  al  personero  no  le  es  dado  bacer  otra  cosa  ni  extenderse  á  mil 
que  io  que  se  le  facultó  en  el  poder ;  y  la  Jurisprudencia  consignada 
en  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  25  de  Febrero  de  1865,  se- 
gún la  cual,  el  contrato  celebrado  por  un  apoderado  no  puede  obligar 
ai  poderdante  cuando  se  celebra  con  extraümitadon  de  las  facultades 
que  este  le  dio,  toda  vez  que  el  apoderado  D.  fiamon  Paez  se  babia 
extralimitado  de  las  facultades  que  se  le  hablan  dado  en  los  poderes 
para  que  contrajera  el  compromiso  [con  todos  los  hijos  y  represen- 
tantes de  D.  Mateo  Martinon  y  Doüa  Isabel  Paez,  con  el  fin  de  que  ios 
amigables  componedores  resolvieran  cuantas  diferencias  y  cuestiones 
habia  pendientes  entre  dichos  representantes  y  los  de  los  padres  co- 
munes D.  José  Francisco  Paez  y  Doffa  María  Rodríguez,  y  no  para  ce- 
lebrar el  compromiso  con  dos  de  aquellos  interesados,  prescindiendo 
de  que  intervinieran  en  él  los  ausentes  que,  no  ligados  por  el  com* 
premiso,  podían  suscitar  dicho  pleito  pendiente  y  las  mismas  diferen* 
cias  y  cuestiones  que  se  hablan  propuesto  terminar. 

3/  La  misma  ley  19,  tít.  5.*,  Partida  3.*,  y  la  jurisprudencia  con- 
signada en  la  mencionada  sentencia  de  25  de  Febrero  de  1865,  bajo 
ol  concepto  de  que  si  bien  ios  poderdantes  hablan  facultado  á  D.  Ra- 
món Paez,  para  intervenir  en  la  escritura  de  compromiso  para  nom- 
brar amigables  componedores  que  fallaran  sobre  cuantas  diferencias 
y  cuestiones  se  presentasen  respecto  á  las  cuentas  de  la  tutela  y  cura- 
tela  de  los  menores  hijos  de  D.  Mateo  Martinon ,  no  así  para  que  fa- 
llasen también  todas  las  cuestiones  pendientes  que  pudieran  suscitarse 
respecto  de  las  testamentarías  de  los  padres  y  abuelos  comunes,  divi- 
sión y  liquidación  de  la  compañía  entre  D.  Mateo  Martinon  y  D.  Diego 
Swanston,  y  todas  las  demás  cuestiones  é  incidencias  que  pudieran 
ocurrir,  ni  tampoco  para  renunciar  á  toda  clase  de  recursos  contra  el 
fallo  que  dictasen;  renuncia  que  por  tanto  no  podia  estimarse  sino 
respecto  de  D.  Ramón  Paez,  y  eso  en  el  caso  de  que  así  el  compronü- 
sario  como  el  fallo  reuniesen  todos  los  requisitos  legales. 

4.*  En  la  hipótesis  deque  fuera  válida  la  escritura  de  compronüao, 
y  toda  vez  que  seria  nulo  el  laudo  por  haberse  dictado  fuera  del  tér- 
mino sefialado  y  estipulado  por  las  partes,  puesto  que  fijados  sesenta 
dias  con  facultad  de  poder  ampliarlos  por  doble  tiempo  por  justas 
causas,  hablan  trascurrido  veintiséis  dias  después  de  dicha  próroga, 
al  suponer  que  esta  habia  sido  de  ciento  ochenta  dias,  fundados  eñ 
las  palabras  dMe  tiempo ,  sin  embargo  de  que  la  facultad  de  pód» 
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ampliar  el  término  á  doble  tiempo  era  extenderlo  ó  dilatar  el  mismo 
término  basta  d  aplicarlo  ó  formar  doble  tiempo,  la  regla  de  recta  in- 
terpretación qae  establece  el  art.  849  del  Código  de  Comercio,  de  qne 
todas  las  ciánsnlas  del  contrato  se  interpretan  las  anas  por  las  otras, 
dando  á  cada  una  de  ellas  el  sentido  que  resaltaba  de  la  totalidad  de 
la  escritora,  y  con  mayoría  de  razón  debía  estarse  al  sentido  que  re- 
soltaba de  la  totalidad  de  una  cláusula  de  la  misma  escritara  respecto 
de  las  palabras  de  lalmisma  cláusula ;  la  jurisprudencia  establecida  en 
sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  16  de  Octubre  de  1866,  de  que 
cuando  las  cláusulas  de  un  contrato  son  claras  y  precisas,  no  hay  ne- 
cesidad de  interpretarlas;  y  la  consignada  en  la  sentencia  de  19  de 
Abril  de  1859,  de  que  es  nnlo  el  fallo  que  viola  la  ley  del  contrato  y 
qne  no  da  á  sus  cláusulas  y  condiciones  el  valor  é  inteligencia  que  les 
dieron  los  contratantes;  valor  ó  inteligencia  que  en  este  caso  habían 
dadoá  la  de  que  se  trataba  en  el  sentido  expuesto  los  mismos  amigables 
componedores,  porque  después  de  trascurridos  los  primeros  sesenta 
dias  no  hubieron  más  de  dos  prórogas,  una  de  treinta  dias  por  de- 
creto de  84  de  Junio  de  1865,  y  otra  de  igual  término  por  el  de  80  de 
Agosto,  que  con  los  sesenta  primeros  hacian  ciento  veinte,  que  hablan 
vencido  en  80  de  Setiembre;  no  pudiendo  invocarse  ningún  acto  de  los 
recnrrentes  de  donde  pudiera  deducirse  una  próroga  tácita,  pues  ni 
siquiera  se  les  hablan  notificado  las  dos  prdrogas  de  treinta  dias,  ha- 
biendo sido  también  violada  la  ley  87,  tít.  4.*  de  la  Partida  3/,  que 
prescribe  que  el  poder  de  los  arbitradores  concluye  por  el  trascurso 
del  término  sefialado  en  el  compromiso,  á  no  ser  que  se  prorogue 
de  consentimiento  de  las  partes  y  de  los  arbitradores,  ó  que  habien- 
do[conferido  á  estos  facultad  de  prorogarle  para  el  caso  de  no  poder 
sentenciar  dentro  de  él  por  algún  impedimento  quisieren  hacer  uso  de 
ella  y  las  partes  no  lo  contradijesen,  pues  una  sola  que  lo  contradi- 
Jera,  aun  cuando  incurriera  por  ello  en  la  pena  estipulada,  hacia  que 
terminase  del  todo  el  poder  de  los  compromisarios. 

5.*  La  ley  l.\  tit.  1/,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilaron ,  y  la 
Jorispradencia  de  los  Tribunales,  según  la  cual  debe  cumplirse  aquello 
ft  que  el  hombre  se  obliga  tal  y  como  fué  estipulado  y  del  modo  qne 
contrajo  el  compromiso,  toda  vez  que  D.  José  Acedo  y  consortes  ha- 
bian  retenido  indebidamente  en  su  poder  las  diligencias  por  más  de 
ocho  meses,  y  eran  por  tanto  los  únicos  y  verdaderos  responsables' 
al  pago  de  la  multa  que  se  habla  estipulado  en  la  escritara  de  cuenta 
y  cargo  de  cualquiera  de  los  otor^ntes  que  entorpeciera ,  dificultara 
ó  •  contrariara  la  realización  del  compromiso. 

C*  Ai  no  dar  verdadero  valor  á  los  poderes  confieridos  á  D.  Ra- 
món Paez  por  sus  hermanos  y  sobrinos  en  18  y  80  de  Noviembre  de 
1863,  sin  embargo  de  no  desconocerse  su  autenticidad  y  validez ,  la 
léytU,  tít.  18,  Partida  3.%  que  declara  válidas  las  cartas  q^e  fuéSren 
brechas  en  cualquiera  de  las  maneras  que  señala. 
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T  7/    Por  haber  dejado  los  compromisarios  pendientes  las  cnestio* 
nes  sometidas  á  sa  fallo  y  abierta  la  puerta  é  ios  litigios ,  la  estipo* 
lacion  contenida  en  la  escritura  de  compromiso  y  la  citada  ley  ft7«  tín- 
talo I.*,  Partida  8/,  sf^an  la  cual ,  las  facaltades  de  los  arbitradorts 
concluye  por  el  trascurso  del  término  señalado  en  el  compromiso»  lo 
mismo  que  con  él  pronunciamiento  de^la  sentencia,  sin  que  nna  vei 
dada,  puedan  reformarla  ni  interpretarla  si  no  estuvieron  facaltadoa 
para  e!lo;  la  ley  35  de  los  mismos ,  tít.  4/  y  Partida  3/,  que  ordena 
que  corresponde  ai  Juez  ordinario  bacer  cumplir  la  sentencia  de  los 
arbitradores  porque  estos  carecen  de  Jurisdicción  propia ;  y  la  jaris- 
prudencia  consignada  en  varias  decisiones  de  este  Supremo  TribonaU 
y  entre  ellas  la  de  30  de  Noviembre  de  18(10,  según  la  cual,  infringe 
Ja  ley  de  la  materia,  y  la  1.*,  tít.  1/,  libro  10  de  la  Novísima  Beco- 
pilacion;  la  sentencia  que  decide  el  pleito  contra  la  condición  exprest 
de  nn  contrato,  ó  prescindiendo  de  ella  la  de  31  de  Enero  de  186i» 
que  prescribe  que  no  es  valedero  el  Juicio  en  que  no  se  da  por  quito 
ai  demandado  6  se  le  condena  en  toda  la  demanda  ó  en  cierta  part» 
de  eHa;  la  de  i  de  Enero  de  1858,  según  la  cual  las  sentencias  deben 
ser  claras  y  absolver  ó  condenar  explícita  y  terminantemente ;  la  de 
U  de  Marzo  de  1865,  que  establece  la  propia  Jurisprudencia;  la  de  SI 
de  Diciembre  de  1864,  que  expresa  que  una  sentencia  por  la  cual  se 
amplia  más  el  Juicio  dándose  audiencia  ft  las  partes  interesadas  no  lo 
termina,  sino  por  el  contrario  lo  amplifica;  y  la  de  3  de  Diciembre 
ée  1866,  eñ  que  se  considera  sentencia  definitiva  la  que  pone  término 
al  Jnicio  y  bace  imposible  su  continuación;  así  como  los  artículos  61 
y  6S,  63  y  77  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  según  las  cuales,  las 
sentencias  deben  ser  claras,  precisas  y  concretas,  y  después  de  pro- 
nunciadas no  se  pueden  variar  ni  modificar,  y  sólo  sí  aclarar  algan 
concepto  oscuro  ó  suplir  cualquiera  omisión  que  hubiese  sobre  puntos 
discutidos  en  el  litigio,  y  eso  si  se  solicitaba  á  instancia  de  parte  den* 
tro  del  término  que  el  mismo  artículo  sefialaba. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de  Muro. 

Considerando  que  por  la  escritura  de  22  de  Febrero  de  1864  re* 
nmnciaron  los  contratantes  á  todo  recurso  contra  el  fallo  que  dictasen 
los  amigables  componedores,?y  que  esta  renuncia  debe  producir  iaa 
consecuencias  legales  de  las  demás  obligaciones  en  virtud  del  cona* 
promlso  que  voluntariamente  se  impusieron  aquellos: 

Considerando  que,  aunque  no  mediase  la  expresada  renuncia ,  era 
indispensable  recurrir  contra  el  laudo  de  los  amigables  componedo* 
res  para  detener  sus  efectos,  dentro  de  los  diez  días  que  señalan  las 
leyes  t3  y  35  del  tít.  4.%  Partida  3.*,  porque,  pasados»  el  fallo  queda 
firme  y  debe  llevarse  á  ejecución  sin  que  sea  posible  recurso  alguna 
contra  él : 

Considerando  que  dictada  en  16  de  Octubre  de  1865  la  senlenafa 
de  los  arbitradores,  se  notificó  en  el  mismo  día  &  los  litigantes,  sin 
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<iae  D.  Ramón  Paez,  legítimo  representante  de  Jos  recurrentes,  hnbie* 
«e  establecido  recurso  algano  contra  ella  dentro  de  los  expresados 
diez  dias;  en  cuya  virtud  ai  desestimar  la  demanda  y  declarar  á  los 
demandantes  incnrsos  en  la  multa  contenida ,  lejos  de  infrine^ir  ley 
«Iguna  la  Sala  sentenciadora,  no  ba  hecho  más  que  poner  en  ejeca* 
clon  el  compromiso  de  22  de  Febrero  de  1861: 

Considerando  que  aun  en  la  hipótesis  de  que  fuesen  ciertos  alguno 
ó  todos  los  motivos  de  casación  en  que  se  apoya  el  recurso,  no  pue- 
den tomarse  en  consideración,  porque  los  recurrentes  han  dado  con 
su  silencio  toda  ia  autoridad  de  cosa  Juzgada  á  la  sentencia  de  los 
^rbitradores: 

T  considerando  que  si  es  cierto  que  la  ley  1/,  tít.  18,  libro  10  de 
la  Novísima  Recopilación  concede  el  término  de  sesenta  dias  para 
^pedir  la  nulidad  de  las  sentencias,  se  refiere  á  las  que  se  pronunidan 
por  los  Jueces  ordinarios,  y  de  ningún  modo  á  las  de  los  amigables 
-componedores,  que  tienen  por  base  los  convenios  y  obligaciones  que 
se  han  impuesto  ios  interesados,  no  pudiendo  por  lo  mismo  aplicarse 
ft  este  pleito  la  expresada  ley ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ramón  y  Doña  Dolores  Paez» 
y  D.  Fernando,  D.  Teófilo  y  Doña  Dolores  Final  y  Paez,  ft  quienes 
•condenamos  en  las  costas  y  ft  la  pérdida  del  depósito ,  que  se  úíbM^ 
buirá  con  arreglo  á  la  ley;  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  d0 
Canarias  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gae0tB  y  se 
insertará  en  la  Coleecian  legUlatwa^  pasándose  ai  efecto  las  copias  ne^ 
^^esarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Jnan  Gonzaleí 
Aoevedo.=sJosé  María  Gáceres.=Laureano  de  Arrieta.==Valentia  Gar- 
ralda.Ba:Francisco  María  de  Castilla .s^oaquin  Jattmar.=sJosé  Fermift 
de  Muro. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  üon 
José  Fermín  de  Muro,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estándoaa 
celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo.  ^  dia  doi 
boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  SO  de  Octubre  de  1870.aB6regorio  Camilo  García. 
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Mu.  38. 
CASACIÓN. 


Pago  de  HARÁVEDÍs.-^enteDcia  de  20  de  Octubre ,  declarando  no» 

haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco' 

>  Aimá  contra  la  sentencia  que  en  17  de  Mayo  de  1869  dictó  I» 

"  Sala  segunda-  de  la  Audiencia  de  Barcelona ,  en  pleito  con  Do» 

Lorenzo  Roig. 

En  SU&  coNsiDEíANDOs  SO  establcco: 
.  Que  el  arí.  867  del  Código  de  Comercio  fija  las  obligacionet 
dehs  weiot  entre  sij  que  en  el  347  se  previene  que  ningún  soda 
pH$da  exigir  la  entrega  de  lo  que  le  corresponda  hasta  que  se  haya 
satisfecho  todos  los  créditos  de  la  Compañía ;  y  que  los  artícuíot 
1.038,  1.039  2^  1.041  del  mismo  Código  se  refieren  á  los  efectos  f 
rttroaccüm  de  la  declaración  de  quiebra. 

En  la  villa  dé  Madrid,  á  90  de  Octnbre  de  1870,  en  el  pleito  se*^ 
goido  en  el  suprimido  Tribunal  de  Comercio  de  Barcelona  y  en  lar 
Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  misma  ciudad  por  D.  Lorenzo  Roig  # 
con  D.  Francisco  Alma»  sobrepago  de  maravedises;  pleito  pendiente 
ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  Interpuesto  por  el  deman- 
dado contra  la  sentencia  que  en  17  de  Mayo  de  1869  dictó  la  refe-^ 
rida  Sala: 

ftesnitandó  que  D.  Lorenzo  Rofg^  D.  Salvador  Alma,  D.  AntoniO' 
■Ico i  P.  Juan  Bautista  y  D.  José  Rico  establecieron,  por  escritura  de 
16  de  Marzo  de  1864,  una  sociedad  recular  colectiva  para  la  cons- 
trucción ,  venta  y  alquiler  de  píanos,  bajo  la  razón  Rico,  Roig  y  com-  . 
iM^fita.con  el  cai>ital  de  8.412  duros,  de  los  cuales  aportó  Rofg  la 
ttitád,  y  una  octava  parte  cada  uno  <ie  los  otros  cuatro  socios,  te^ 
Hiendo  adeiúás  Roig  la  obligación  de  imponer  3.000  duros  efectivo» 
para  las  atenciones  exclusivas  de  construcción,  debiendo  cada  seis 
meses  format  un'  balance ,  y  quedando  facultado  Roig  para  disolver  y 
liquidar  la  Sociedad  si  dentro  de  un  semestre  se  hubiera  perdido  la 
quinta  parte  del  capital;  reintegrándose  ante  todo  de  los  3.000  duros 
con  el  total  precio  de  coste  de  los  pianos  construidos  que  se  vendie- 
ran ;  y  además  el  35  por  100  del  beneficio  que  según  el  precio  de  la 
Tenta  se  obtuviera,  constituyendo  la  garantía  de  aquella  suma  Ios- 
pianos  hechos  y  en  construcción ,  y  las  maderas  y  herramientas : 

Resultando  que  por  escritura  de  14  de  Junio  del  mismo  año,  de- 
que se  tomó  razón  en  el  registro  de  Comercio ,  se  declaró  terminada        , 
j  liquidada  la  referida  Sociedad ,  conviniendo  en  que  Rico  y  Aimá       ■■] 
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«ontísnasen  con  la  misma  industria  bajo  ia^razon  Bico  y  compafiía» 
antoriíando  á  D.  Antonio  Rico  para  dirigir  la  fábrica  hasta  extinguir 
el  crédito  de  1.666  duros  que  reconocieron  Bico  j  Aimá  á  D.  Loreuzo 
itolg,  y  que  prometieron  pagarle  con  nn  intei^s  de  tí  por  100  anual 
en  cuatro  plazos,  obligando  á  su  pego  todos  los  pianos  construidos  y 
en  construcción,  útiles  y  existencias,  derechos  y  créditos  de  la  Socie- 
dad, absteniéndose  de  contraer  préstamo  alguno  mientras  no  quedase 
pagado  el  crédito  de  Roig : 

Besnltando  que  demandada  ejecutivamente  para  su  pago  la  Socie- 
dad Bico  y  compafiía ,  pretendió  Boig  que  se  alsase  el  embargo  que 
pesaba  sobre  los  planos,  designando  en  su  lugar  la  cantidad  de  959 
duros  que  se  hallaban  en  la  caja  de  los  sucesores  de  B.  Sola  y  Amat, 
y  que  aunque  Rico  entregó  á  Sola  un  recibo  que  dijo  debería  firmar 
Boig  para  poder  cobrar  una  cantidad  aproximada  á  1.000  duros,  reti- 
ró al  poco  tiempo  la  orden  y  cobró  el  importe  de  la  negociación  de 
iralores  que  habia  entregado  á  Sola : 

Resultando  que  requerido  posteriormente  en  el  mismo  Juicio  Don 
Francteco  Aimft  para  que  manifestara  los  pianos  que  tuviera  de  la  So- 
ciedad Bico  y  compañía ,  y  tuviese  por  embargados  y  á  ley  de  depó- 
sito á  disposición  del  Tribunal,  los  1.000  y  pico  de  duros  de  proce- 
dencia de  casa  Sola  y  Amat,  que  hablan  pasado  á  su  poder,  contestó 
que  no  tenia  pianos  ni  efectos  de  la  Sociedad ,  y  que  en  Setiembre  ú 
Octubre  de  1^4  habla  recibido  de  la  razón  Rico  y  compafiía  1.200  y 
pico  duros  que  D.  Francisco  Aimá  le  habia  prestado  á  principios  del 
affo  anterior,  sin  que  le  constase  la  procedencia  del  dinero  con  que 
se  le  habia  hecho  el  pago: 

Besultando  que  D.  Lorenzo  Boig  entabló  en  %l  de  Octubre  de  1865 
demanda  ordinaria  para  que  se  condenase  á  D.  Francisco  Alma  á  en- 
tregar al  demandante  á  cuenta  de  su  crédito  é  intereses  contra  la  So- 
ciedad Bico  y  compafiía  1.800  y  pico  duros,  con  sus  Intereses  que  iur 
debidamente  habia  percibido  de  aquella  Sociedad ,  ó  cuando  menos  los 
entregaise  á  disposición  del  Tribunal  para  que  sobre  ella  recayera  la 
eJecQcion  instada  por  Lorenzo  Boig  contra  Bico  y  compañía-,  y  en  todo 
caso  se  condenase  al  demandado  á  la  indemnización  de  daños  y  per- 
jQidos  y  al  pago  de  todas  las  costas ;  alegando,  en  apoyó  de  su  pre- 
tensión, que  era  falso  el  crédito  que  contra  la  Sociedad  habla  supuesto 
BoB  Francisco  Aimá  ,  padre  de  uno  de  los  socios  y  suegro  de  otro, 
viviendo  todos  en  una  misma  casa  y  habiendo  aquel  ocultado  bajo  ñu 
nombre  varios  efectos  y  pertenencias  de  la  Sociedad  para  impfedir  que 
se  trabase  en  ellos  la  ejecución  promovida  por  Boig':  i^ne  era'  nulo 
eegiAi  la  escritura  de  convenio  todo  préstamo  oontmido  por  la  Sociedad 
tm  perjnido  de  Boig :  que  todo  acreedor  hipotecario  era  preferente 
4  les  acreedores  comunes  y  los  pagos  heohos  á  Ihvor  de  uno  de  esta 
ctase'y  en  perjuicio  del  primero  eran  nulos  ó  debían  ser  rescindidos; 
*í  4Me  ima  vez  designada  Judicialmente  una  cantidad  para  que  en  eifai 
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ee  trabase  embargo,  no  podia  ya  disponer  de  la  misma  y  eran  nnloa 
en  pcijaicio  del  acreedor  ejecutante  los  pagos  que  con  ella  se  hideran: 

Resiiltándo  que  D.  Francisco  Aimá  impagnó  la  demanda,  alegando 
qae  en  7  de  JuHo  de  1868  habia  prestado  á  la  Sociedad  Rico  y  con- 
pafiía  800  dtiros,  y  en  10  de  Octubre  siguiente  418:  que  en  el  mismo 
dia  te  habla  pagado  on  crédito  de  I.SIS  duros  con  los  intereses  del  C 
por  100  á  consecnencia  da  las  instancias  del  demandado,  que  sólo  por 
un  año  le  babia  dejado  la  suma  que  se  le  devolvió:  que  Roig  se  habia 
obligado  al  Ingresar  en  la  Sociedad  Rico  á  pagar  lo  que  este  debia, 
pero  D.  Francisco  Aimá  no  se  habia  obligado  á  nada  para  con  el  actor» 
á-  quien  no  conocía  al  verificarse  el  préstamo;  y  percibiendo  los  l.Slt 
duros  de  sn  crédito  habia  estadoi  en  su  derecho  y  ejercido  su  interés 
sin  ofender  ni  dallar  á  nadie ,  no  siendo  cuidado  suyo  inmiscuirse  ea 
lo  que  no  le  importaba,  y  que  por  lo  mismo  no  debia  saber: 

Resultando  que  el  Tribunal  de  Comercio  dictó  sentencia,  y  que 
la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Rarcelona  la  revocó  en  17  de 
Mayo  de  1809  condenando  á  D.  Francisco  Aimá  á  entregar  la  citada 
cantidad  á  disposición  del  Juzgado  correspondiente  para  ser  embar- 
gada á  resultas  del  juicio  ejecutivo  promovido  por  Roig ,  absolviendo 
á  Aimá  de  los  demás  extremos  que  contenia  la  demanda : 

.  Resnltando  que  D.  Francisco  Aimá  interpuso  recurso  de  casación 
por  ser  en  su  concepto  contraria  la  sentencia  á  los  principios  de  Jas- 
ticte  que  constituyen  una  constante  y  sólida  doctrina  admitida  por  la 
Jurisprudencia  de  todos  los  Tribunales  por  el  axioma  de  re$  inier  alioi 
aeta  aUeri  non  nocet,  y  á  varias  decisiones  de  este  Supremo  Tribunal 
de  que  las  obligaciones  ligan  únicamente  á  los  que  prestan  á  ellas  coa- 
fortnldad  ó  intervienen  en  las  mismas,  toda  vez  que  se  hacia  raspón* 
sable  á  Aimá  de  unos  hechos  en  que  no  habia  intervenido,  habiendo 
citado  además  en  este  Supremo  Tribunal  como  infringidos  los  artíce- 
los i67 ,  817,  1.088,  1.089  y  1.041  del  Código  de  Comercio. 

Visto ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de  Muro. 

Considerando  que  el  principio  jurídico  res  inter  alioi  acta  áUeri  mm 
nocet  no  puede  tener  aplicación  á  este  pleito  en  que  se  ha  disputado 
sobre  Ja  suposición  de  un  crédito  contra  una  Sociedad  de  Comercio»  y 
«obre  que  el  recurrente  ocultó  en  su  casa  varios  efectos  de  la  expre- 
sada Sociedad ,  cuyos  hechos  son  propios  del  mismo ,  por  lo  que  n# 
se  ha  infringido  el  mencionado  axioma ,  ni  el  de  que  las  obligaciooca 
ligan  únicamente  á  los  que  intervienen  en  ellas : 

T  considerando  que  tampoco  tiene  aplicación  al  caso  del  arl.  MI 
del  Código  de  Comercio  que  fija  las  obligaciones  de  los  socios  entit 
sí;  en  el  847  que  previene  que  ningún  socio  pueda  exigir  la  entrego 
de  lo  que  le  corresponda  hasta  que  se  hayan  satisfecho  todos  los  dir^  • 
ditos  de  la  Compafila,  porque  el  recurrente  ni  ha  sido  socio  ni  so  te 
demandado  como  tal;  y  que  los  artículos  1.088,  1«089  y  1.04t  44 
mismo  Código  se  refieren  á  los  efectos  y  retroacción  de  to  declaración 
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de  qoiebra,  de  que  no  ee  be  tratado  eo  el  Jaldo,  no  habitedose  la* 
Mngido  por  lo  tanto  ningnno  de  los  expresados  cinco  artícakis  citadas 
en  este  Tribunal  en  uso  del  derecho  que  concede  á  los  reeurrentes  el 
artículo  1.019  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil;. 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
reonrse  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  Aimá,  á  quien  ooq«* 
denamos  con  las  costas ;  devolviéndose  los  autos  á  la  Audiencia  de 
Barcelona  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  GomU  j  se 
insertará  en  la  CoUedan  legiilaíiva^  pasándose  al  efecto  las  copias  ne» 
cesarlas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Juan  Gonzales 
AcevedojsJosé  María  Cáceres.sLaureano  de  Arrieta^asValentin  Gar- 
nüda.aePrancisco  María  de  Castiila.s3loaquin  Jaamar.=sJosé  Fernain 
de  Muro. 

Fublicaclon  : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Doa 
José  Fermín  de  Muro,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribonal 
Snpremo ,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma ,  el 
dia  de  boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  80  de  Octubre  de  1870 .«Gregorio  Camilo  García. 

NÚM.  39. 
COMPETENOA. 


pAOObBGANTiDAn. — Sentencia  de  21  de  Octubre,  decidiendo  á  favor 
del  Juzgado  de  primera  inslancia  de  Tndela  la  competencia  sus- 
citada entre  éste  y  el  de  Sos,  acerca  del  conocimiento  de  la 
demanda  de  menor  cuantia  propuesta  por  D.  Julián  Zoco  contra 
1>.  Dionisio  Ladredo,  sobre  pago  de  cantidad. 

En  sus  GONsioERANDos  se  establece: 

iíue  es  Juez  cempelente  para  conocer  ie  hg  pteitot  en  que  $e 
ejercitan  acciones  personales,  el  del  lugar  en  que  iéba  cumplirse  tm 
obligación. 

■'  Bn  la  villa  de  Madrid,  á  SI  de  Octubre  de  1876,  en  los  autos  de 
e6ñít»étencia  promovidos  entre  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la 
Villa.de  Sos  y  el  de  la  ciudad  de  Tndela,  acerca  del  conocimiento  de 
lá  demanda  de  menor  cuantía,  propuesta  por  D.  Julián  Zoco  oonlra 
D.  Dionisio  Ladredo,  sobre  pago  de  cantidad: 

'l'Resoltando  que  en  22  de  Julio  t&ítimo  D.  Julián  Zoco,  vecino  de 
QÉÍreastillo,  entabló  demanda  en  el  Juzgado  de  Tudela,  exponfende 
qtte  M  Agosto  del  afio  anterior  babla  vendido  á  D.  Dionisio  Ladrede 
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las  catoteúdeganadoltiiar -que  expresó  en  la  suma  de  1.792  rs-rqne 
€l  contrata  se  celebró  ferbaimente  en  la  casa  babitacioo  del  demaih 
4aikte,  donde  debía  entregarse  el  precio:  que  el  comprador,  después 
de  llevarse  el  ganado,,  rebasaba  hacer  el  pago  de  dicha  cantidad,  pre* 
testando  haber  convenido  que  lo  realizaría  an  sobrino  sayo»  lo  eaai 
BO  era  cierto;  y  ejercitando  la  acción  personal  del  contrato,  pidió  que 
se  condenase  áD.  Dionisio  Ladredo  &  pagar  al  demandante  los  1.791 
reales  con  las  costas,  y  que  para  la  entrega  de  los  documentos  que 
taabian  de  servir  de  citación  y  emplazamiento  se  dirigiese  exhorte  al 
Juez  de  primera  instancia  de  la  villa  de  Sos,  en  donde  el  demandadd 
residía: 

lesultando  que  conferido  traslado  á  Ladredo»  se  libró  el  corres* 
pendiente  exhorto*  que  fué  cumplimentado  en  80  de  Junio;  y  no  hS:^ 
biendo  comparecido  á  contestar  la  demanda,  se  mandó  en  18  de  Joliow 
á  instancia  del  demandante,  que  siguiese  el  curso  del  pleito  recibién- 
dote á  prueba: 

Resultando  que  como  parte  de  ella  solicitó  D.  Julián  Zoco  elreco4 
nocimiento  de  la  firma  puesta  en  la  carta  que  en  24  de  Noviembre  de 
1869  le  dirigió  el  demandado  quejándose  de  la  reclamación  que  le 
hacia,  porque  el  día  que  le  compró  las  ovejas  llevaba  el  dinero  para 
pagarlas;  pero  como  un  sobrino  de  Ladredo,  llamado  Domingo,  tenia 
que  entregar  á  éste  cierta  cantidad,  hablan  ido  á  casa  de  D.  Julián 
Zoco,  conviniendo  los  tres  en  que  Domingo  pagarla  las  ovejas  ai  de- 
mandante, y  por  lo  tanto  que  el  Domingo  era  á  quien  debía  pedir: 

Resultando  que  el  demandante  practicó  además  prueba  testifical, 
declarando  dos  testigos  que  les  constaba  que  el  contrato  de  compra- 
venta se  había  otorgado  verbalmente  en  la  casa  del  mismo,  en  donda 
Ladredo  debía  entregar  el  precio : 

Resultando  que  Ladredo  acudió  en  S  de  Julio  al  Juzgado  de  la 
Tilla  de  3os,  pidiendo,  que,,  en  atención  á  ser  personal  la  acción  de- 
ducida y  Sos  el  domlcHio  del  demandado ,  se  dirigiese  oficio  al  Jaez 
de  primera  instancia  de  Tudela  para  que  se  inhibiese  del  conoci- 
miento de  la  demanda  y  remitiese  los  autos: 

Resultando  que  efectuado  asi,  el  Juez  de  Tudela,  oída  el  actor,  se 
negó  ala  inhibitoria  propuesta,  fundándose  en  que  es.  Juez  conipetenlft 
para  conocer  de  los  pleitos  en  que  se  ejercitan  acciones  personi^iea,  ^^ 
del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación  y  en  que  apareda 
acUredítado  de  on  modo  indudable  que  la  venta  se  hizo  en  él  pueblo 
de  Carcastillo;  que  en  el  mismo  se  celebró  el  contrato,  y  por  coi/^*, 
guíente  debía  verificarse  su  p9go  en  el  domicilio  del  vendedor,  segii% 
también  resultaba  iaccedítado  durante  el  término  de  prueba  y  se  |(^j 
feria  del  contenido  de  la;carta  de  D.  Dionisio  Ladredo:  .  .  :¿  ^ 

Resultando  que  el  Jue^  de  Sos ,  fundándose  á  su  vez  en  que¡.no 
lostificaba  el  demandante,  y  por  el  contrario  negaba  el  áemwókágf^ 
q^  la  obligación  ser  hubiese,  de  pnmplir  en  Carcastillo,  insistió  en  j^ 
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inhlbilorit  propuesta,  y  en  su  virtud  ambos  han  elevado  sos  respec- 
tivas actuaciones  á  este  Tribunal. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Anrieta. 

Considerando  que  es  Juez  competente  para  conocer  de  Jos  pleitoi^ 
en  que  se  ejercitan  acciones  personales  el  del  lugar  en  que  delM  cum- 
plirse la  obligación: 

Considerando  que  de  las  pruebas  suministradas  por  el  demandante 
D.  Julián  Zoco  aparece  que  la  obligación  objeto  de  su  demanda  debía 
cumplir  en  Carcastillo ,  sin  que  baste  á  desvirtuar  esta  demostración 
la  simple  negativa  opuesta  sin  justificación  alguna  por  parte  del  de- 
mandado D.  Dionisio  Ladredo; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  estos  autos  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  Tudela,  al 
que  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  que  proceda  con  arreglo 
i  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  GaeHa  tfs 
Madfiá  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  á  su  fecha ,  é  insertará  á  su 
tiempo  en  la  Coleedon  legUlatha,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesa- 
rias, lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos.aaJuan  González  Ace* 
vedo.=KLaureano  de  Arrieta.» Valentín  GarraIda.=sJoaquin  Jaumar.=s 
José  Fermín  de  Muro. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Eicmo.  Sefíor 
D.  Laureano  de  Arrieta,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  21  de  Octubre  de  1870.=Rogelio  González  Montes. 

NAh.  40. 

COMPETENCIA. 

Reclamación  de  cierta  cantidad. — Sentencia  de  21  de  Octubre^ 
decidiendo  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Ríoseco 
la  competencia  suscitada  entre  éste  y  el  del  distrito  de  Palaciode 
esta  capital,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  entablada 
ante  este  último  por  B.  Francisco  Cobo  contra  D.  Juan  Pedro 
del  Pino  sobre  reclamación  de  cierta  cantidad. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece : 

Que  el  juicio  de  concuño  es  univereaL  y  que  á  ü  deben  eonr 
^rir  todos  los  acreedores  del  concursado,  estando  debidamente 


la  Villa  de  Madrid,-  á  SI  de  Octubre  de  1870,  en  los  autos  dé 
'CMnpetencia  promovidos  entre  el  Juzgado '  de  primera  instancia  de 
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Rioaeco  y  el  áé\  distrito  de  Palacio  de  esta  capital  acerca  del  conoci- 
miento de  la  demanda  entablada  ante  este  último  por  D.  Franciseo 
Cobo  contra,  D.  Jaan  Pedro  del  Pino  sobre  reclamación  de  cierta  can- 
tidad de  escados: 

Resultando  qne  presentado  en  concurso  voluntario  D.  Juan  Pedro 
del  Pino  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Rioseco  en  19  de  Di- 
ciembre de  IMi,  y  solicitado  por  el  mismo  se  convocase  á  junta  de 
acreedores  para  tratar  de  convenio,  se  estimó  así;  señalando  al  efecto 
el  SS  de  Enero  de  1865,  mandando  citar  á  los  conocidos ,  haciéndolo 
respecto  4  los  demáa  por  medio  de  edictos  en  el  Boletín  oficial  de  la 
provincia  y  Gaceta  de  esta  capital;  y  llegado  el  dia  designado,  una  de 
iw  bases  propuestas  por  el  concursado  fué  la  de  que  si  al  vencimiento 
del  primer  plazo  ó  de  cualquiera  de  los  sucesivos  nO' pagara  á  todos 
j  ft  cada  uno  la  parte  que  les  correspondiese  percibir  en  él,  6  sea 
el  10  por  100  de  sus  respectivos  créditos,  se  entendiese  rescindido 
dyicho  convenio,  quedando  sin  efecto  la  quita  convenida,  pudiéndolos 
acreedores  ejercitar  sus  derechos  por  el  resto;  estableciéndose  además 
el  nombramiento  de  una  comisión  de  los  mismos  para  que,  como 
Junta  inspectora,  interviniese  los  libros  y  tomase  cuentas  ai  D.  Juan 
Pedro  del  Pino: 

Resultando  que  en  8  de  Febrero  de  1868  D.  Francisco  Cobo  pro- 
puso demanda  de  pobreza  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  Palacio  de  esta  capital  para  litigar  con  D.  Juan  Pedro  del 
Pino;  y  aunque  fué  citado  y  emplazado  el  demandado ,  se  sustancié 
«I  su  rebeldía  por  todos  sus  trámites ,  y  recayó  sentencia  en  20  de 
Agosto  de  1869,  por  la  que  se  declaró  pobre  á  Cobo  con  opción  á  los 
l»eneficios  del  art.  181  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  D.  Francisco  Cobo  acudió  ai  propio  Juzgado  en  18 
de  Octubre  del  mismo  año,  proponiendo  demanda  ordinaria  contra 
D.  Juan  Pedro  del  Pino,  en  solicitud  de  que  se  le  condenase  al  pago 
de  233.711  rs.,  ó  sean  23.371  escudos  100  milésimas;  con  mis  los  in- 
tereses legales  que  dijo  le  era  en  deber,  procedentes  de  sus  derechos 
COBO  corredor  matriculado  de  fincas  que  habia  sido,  íntervinieBdo 
eomo  tal  en  diferentes  ventas,  compras  y  permutas  que  en  1864  habia 
Teríficado  el  demandado,  y  acompañó  una  cuenta ,  varias  cartas,  el 
certificado  de  su  matrícula  y  una  declaración  en  simple: 

Resultando  que  admitida  la  demanda,  y  citado  y  emplazado  en  vir- 
tud de  exhorto  D.  Juan  Pedro  del  Pino,  no  habiendo  comparecido,  y 
Musada  por  el  actor  la  correspondiente  rebeldía  en  29  de  Noviembre 
del  expresado  año  de  1869,  se  hubo  aquella  por  contestada,  mandando 
le  le  hiciese  saber  á  Pino  esta  providencia  en  la  misma  Corma  que  el 
emplazamiento,  haciéndose  las  notificaciones  sucesivas  en  los  estrad^K 
Resultando  que  en  16  del  propio  mes  y  año  O.  Juan  Pedro  del  Ptíá 
se  presentó  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Rioseco  por  medio  de 
JProcurador,  exponiendo  que  habia  sido  citado  y  emplazado  para  coflif' 
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ptvetíiP  lale  el  del  diürito.de  Palacio  de  eala  etpiUü  á  contestar  la 
demanda  propuesta  contra  él  por  D.  nrancisoo  Cobo;  que  no  quería 
aoBBieterse  á  Jnez  incompetenie,  y  el  oonocimiento  de  dicba  demanda 
correspondía  al  de  aquella  ciudad,  porque  presentado  ante  el  misnio 
en  concurso  voluntarlo  de  acreedores,  á  él  debió  concurrir  el  oUado 
D.  Franciseo  en  virtud  de  los  edictos  publicados  en  los  mencionados 
periódicos  oficiales,  siéndole  además  obligatot io  el  convenio  celebrado 
Tf  Hiandado  llevar  á  efecto;  y  baclendo  oso  de  la  excepción  de  com- 
petencia por  Inhibitoria  que  le  concedía  el  art,  S2  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil,  solicitó  que,  previo  testimonio  de  haberse  presen^ 
tado  en  concurso  y  de  las  bases  del  convenio,  se  dirigiese  oficio  al 
del  distrito  de  Palacio  de  esta  capital,  á  fin  de  que»  Inhibiéndose  de 
eonoc^  de  la  referida  demanda,  remitiesa  los  autos  con  empUza,- 
■lento  de  la  parte  que  la  habla  promovido: 

Resultando  que  ei  mencionado  Juez  de  Bioseco  estimó  esta  preUn- 
sion  por  auto  de  1/  de  Diciembre  siguiente,  fundándose  en  que  en 
virtud  del  convenio  celebrado  por  Pino  con  sus  acreedores  en  el  con- 
curso que  el  mismo  provocó  en  aquel  Juzgado,  debía  conocer  de  la 
demanda  entablada  contra  dicho  D.  Juan  por  D.  Francisco  Cobo: 

Resultando  que  el  Juez  de  Palacio,  en  vi&ta  del  requerimiento,  oyó 
i  Cobo;  y  puesto  testimonio  en  relación  del  incidente  de  pobreza  re- 
ferido, dictó  auto  en  1/  de  Junio  último,  por  el  que  se  negó  á  la  in- 
hibición propuesta,  fundándose  en  que  el  concurso  de  D,  Juan  Pedro 
del  Pino,  fundamento  de  la  inhibitoria,  no  existia  desde  el  momento 
Qn  que  el  deudor  común  obtuvo  quita  y  espera  por  el  convenio  apro- 
bado en  ejec  toria  y  celebrado  en  22  de  Enero  de  1865  por  la  junta 
de  acreedores;  no  siendo,  por  lo  tanto,  razón  legal  de  la  competencia 
del  Juzgado  de  Rioseco,  para  conocer  de  la  demanda  en  cuestión,  el 
que  en  dicho  Juzgado  se  hubiera  entablado  ei  juicio  universal  referido 
que  terminó  por  el  convenio;  y  en  que  durante  la  sustaociacion  del 
incidente  de  pobreza  no  opuso  Pino  la  declinatoria ,  ni  la  inhibitoria 
entablada  después: 

Resultando  que  insistiendo  el  Juez  requirente  en  su  competencia, 
ambos  han  remitido  sus  actuaciones  á  este  Tribunal  para  la  decisión 
del  conflicto. 

Ylstos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Valentín  Garralda. 

Cíonsiderando  que  el  juicio  de  concurso  es  universal ,  y  que  á  él 
d^n  concurrir  todos  los  acreedores  del  concursado,  estando  debi- 
dMmente  citados;  y  que  en  el  celebrado  en  ei  Juzgado  de  Rioseco 
en  S2  de  Enero  de  1865  fueron  debidamente  citados  todos  los  acree- 
dores á  ios  bienes  de  O.  Juan  Pedro  del  Pino: 
•  ..T  considerando  que  la  deuda  redamada  en  el  Juzgado  de  Palacio 
de  esta  capital  por  D.  Francisco  Cobo  es  de  fecha  anterior  á  la  citada 
^lYoeMoría  del  Juzgado  de  Rioseco,  y  que  por  tanto  debió  acudir  á 
ifloel  Juzgado»  como  lo  hicieron  los  demás  de  su  clase; 
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Panamos,  4ué  áebemoa  declarar  y  dedarainof  qtid  el  conocintaatof 
de  estos  autos  corres(>OBde  al  lüz^do  de  primera  instanda  de  lio<*' 
seco,  al  que  se  remiían  unas  y  otras  actoaeiooes  para  lo  qae  proceda 
con  arreglo  á  derecho. 

Así  por  está  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gécüm  dr 
Jfcdrtd  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  á  su  fecha,  é  insertará  á  sa 
tiempo  en  la  Meeeion  UgUlatita^  pasándose  al  efecto  las  coicas  neos» 
sarias,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos.asJuan  Gonzales  Ace^ 
Yedo.=Lanreano  de  An1eta.sValentin  Garralda.ss Joaquín  Jaumar^ai 
José  Fermin  de  Muro. 

Publicación: 

Lefda  y  publicada  Alé  la  precedente  sentencia  por  él  Bxcmo.  Señor 
D.  Juan  González  Acevedo ,  Presidente  de  la  Sala  del  Tribunal  Sn«*- 
premo,  celebrando  audiencia  publica  la  primera  del  mismo,  .en  el  dia 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  21  de  Octubre  de  1870.=:Rogelio  González  Montes. 

NÚH.  41. 
APELACIÓN. 


Pago  de  cierta  CANTmAD. — Sentencia  de  21  de  Octubre ,  confir- 
mando el  auto  que  en  27  de  Enero  de  1870  dictó  la  Sala  pri- 
mera de  la  Audiencia  de  Barcelona ,  denegando  el  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  José  Fon  tova,  en  pleito  con  la  razón 
social  Zamora,  Costa  y  compañía. 

En  sus  GONSiDEBANDOs  se  establece: 

Que  no  tiene  el  carácter  de  sentencia  definitiva,  según  el  or- 
tículo  1.011  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  dvit,  un  auto  que  tibien 
recaido  en  un  incidente  de  incompetencia  no  pone  término  al  juseio 
ni  hace  imposible  su  continuación ,  y  que  por  consiguiente  no  pro- 
cede  la  admisión  de  dicho  recurso,  por  faltarle  el  primero  de  los  re- 
quisitos prescritos  en  el  art.  1.025  de  la  cituda  ley. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  21  de  Octubre  de  1870,  en  los  autos  segui- 
dos en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Gervera  y  en  la  Sala  pri^ 
mera  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  la  razón  social  Zamora,  Cosim 
yeampañia  con  D.  Manuel  y  D.  José  Pontova,  sobre  pago  de  cantidad* 
autos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  apelación  interpuesta  por  et 
referido  D.  José  del  auto  que  en  27  de  Enero  último  dictó  la  referida 
Sala  denegando  la  admisión  del  recurso  de  casación : 

Resultando  que  en  1.*  de  Junio  de  1868  la  razón  social  Zamérai 
0>sta  y  compañía,  del  comercio  de  Barcelona,  acudió  ante  el  referido^ 
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Juzgado  proponiendo  d«msnda  ordinaria  en  virtud  de  acción  personal 
contra  D.  Manuel  Fontova,  sobre  pago  de  50.tt5  escudos  250  milési- 
mas procedentes  de  varios  contratos  de  venta  de  aceite  otorgados  en 
Barcelona  y  garantizados  por  su  padre  D.  José,  quien  para  su  caso 
quiso  se  ie  tuviese  como  principal  obligado : 

Resultando  que  en  19  de  Agosto  del  propio  año  la  referida  socio- 
dad  demandó  igualmente  ante  el  Tribunal  de  Comercio  de  Barcelona 
á  D.  José  Fontova,  apoyando  su  pretensión  en  los  mismos  fundamentos 
de  hecho  y  de  derecho  de  que  había  hecho  uso  en  la  entablada  con- 
tra su  citado  hijo  D.  Manuel  ante  el  Juzgado  de  Corvera : 

Resultando  que  personado  ante  este  último  D.  Manuel ,  contestó  á 
la  demanda;  y  continuada  la  sustanciacion  basta  la  presentación  de 
los  escritos  de  réplica  y  dúpüca,  en  29  de  Enero  del  afio  siguiente  dd 
1869  se  solicitó  por  la  sociedad  la  acumulación  de  los  citados  autos 
seguidos  en  el  Tribunal  de  Comercio,  en  virmd  de  la  demanda  enta- 
blada por  la  misma  contra  D.  Joi>é  Fuutova,  los  cuales,  por  supresión 
de  dicho  Tribunal,  dijo  hablan  pasado  al  Juzgado  de  primera  instan- 
cia del  distrito  de  San  Beitran  de  Barcelona  : 

Resultando  que  en  17  de  Febrero  del  mismo  año  estimó  el  Juez  de 
Cervera  esta  pretensión;  y  comunicada  al  de  Barcelona,  éste ,  previos 
algunos  trámites,  declaró  procedente  la  acumulación ;  y  habiendo  in- 
terpuesto D.  José  recurso  de  nulidad  y  apelación  fué  denegado  : 

Resultando  que  remitidos  los  autos  al  Juzgado  de  Cervera,  compa- 
reció D.  José  ante  él  proponiendo  la  declinatoria  de  jurisdicción;  y 
sustanciado  el  incidente,  dictó  auto  el  referido  Juez  en  14  de  Agosto 
de  1869,  declarando  no  haber  lugar  á  la  expresada  excepción: 

Resultando  que  habiendo  apelado  D.  José  ,  la  Audiencia  confir- 
mó con  costas  el  referido  auto  por  el  que  pronunció  en  12  de  Eiiero 
último: 

R(^sultando  que  contra  él  interpuso  D.  José  recurso  de  casación 
fundado  en  infracción  de  ley;  y  la  Sala  por  auto  de  97  del  mismo  mes» 
negando  el  carácter  de  delinitiva  á  la  sentencia  contra  la  cual  se  in- 
terponía, declaró  no  haber  Jugar  á  la  admisión  del  recurso: 

Resultando  que  habiendo  apelado  el  recurrente,  han  venido  los 
antos  d  este  Tribunal. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  R.  Joaquín  Jaumar. 
Considerando  que  el  auto  de  12  de  Eaero  de  este  año,  contra  el 
%aal  se  interpuso  el  recurso  de  casación,  no  tiene  el  carácter  de  sen- 
tencia definitiva,  según  el  art.  1.011  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil» 
porque  si  bien  ha  recaído  sobre  el  incidente  de  incompetencia  susci- 
tado por  Fontova,  no  pone  término  al  Juicio  ni  hace  imposible  su  coñ-» 
tibaftcion,  y  que  por  consiguiente  no  procede  la  admi^di' de  dicho 
itearso  por  faltarle  el  primero  de  los  requisitos  prescritos  en  el  ar- 
tfeolo  1.0S5  de  la  citada  ley ;  ''^ 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos ,  con  las  coistas. 
I.  11 
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el  «Uto  apelado  de  S7  de  Enero  último;  y  devoélvanse  los  autos  á  la 
ladiencia  de  donde  proceden  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  <(« 
Madrid  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  á  su  fecha,  ó  insertará  á  so 
tiempo  en  la  Colección  legielatíva^  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias» lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.sUuan  González  Jce- 
vedo.=Laureano  de  Arrieta.sYalentin  6arraida.=Joaquin  Jaumar.ss. 
José  Fermín  de  Muro. 

Publicación  : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  E&cmo.  Señor 
Don  Joaquín  Jaumar,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  misma  ,  en  el  dia  de  hoy,  da 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  SI  de  Octubre  de  1870.s=Rogeiio  González  Montes. 

NÓM.  42. 
APELACIÓN. 


C  uMPLiMiENTo  DE  UN  CONTRATO. — Sentencíü  de  21  de  Oclubre,  coa- 
fircsandoel  auto  aue  en  27  de  Enero  de  1870  dictó  la  Sala  se- 
gunda de  la  Audiencia  de  Barcelona  denegando  la  admisíoa 
del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Beneseit,  en 
pleito  con  D.  Buenaventura  Casas  y  Vicente  Casanovas. 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece: 

1.*  Que  únicamente  procede  el  recurso  de  casación  contra  la$ 
sentencias  definitivas,  ó  que  hayan  recaído  sobre  un  articulo,  pon- 
gan término  al  juicio  y  hagan  imposible  su  continuación,  según  lo- 
dispuesto  en  los  artículos  1.010  y  1.011  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil. 

2.®  Que  contra  los  incidentes  posesorios  no  se  da  recurso  de  ca- 
sación^ fundado  en  ser  la  sentencia  contraria  á  ley  y  doctrina, 
conforme  al  art.  i  Mi  de  la  expresada  Ley  de  Enjuiciamiento  dviL 

En  la  villa  de  Madrid,  á  21  de  Octubre  de  1870,  en  los  autos  se-^ 
goidos  en  el  Juzgado  de  primera  ínstaccia  del  distrito  de  San  Beitraa 
de  Barcelona  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  su  territorio 
por  D.  Juan  Beneseit  con  D.  Buenaventura  Casas  y  Vicente  Casanovas 
sobre  cumplimiento  de  un  contrato;  autos  pendientes  ante  Nos  ea 
virtud  de  apelación  interpuesta  por  el  D.  Juan,  del  auto  dictadp  por 
dicha  Sala  en  27  de  Enero  último,  denegando  la  admisión  del  recurso 
de  casación  entablado  por  el  mismo: 
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Besultando  que  D.  Jaan  Pascaal  Inglada  vendió  á  D.  Buenaventura 
Casas  en  Abril  de  1866,  una  casa  sita  en  Barcelona  en  la  calle  del  Arco 
de  San  Román  del  Coll: 

Resaltando  que  en  2S  del  siguiente  mes  D.  Juan  Beneseit  propaso 
en  el  referido  Juzgado  demanda  ordinaria  contra  Gasas  y  Vicente  Ga- 
sinovas,  exponiendo  que  dicho  D.  Juan  Pascual  le  tenia  convenido  un 
contrato  de  arriendo  de  una  tienda  de  la  mencionada  casa  por  un  pe- 
ríodo de  cuatro  ó  cinco  años,  durante  los  que  no  le  habia  de  pedir  su 
desocupo;  por  lo  que,  y  haberla  subarrendado  con  su  consentimiento 
á  Tícente  Gasanovas,  concluyó  solicitando  se  condenase  al  primero  de 
aquellos,  ó  sea  á  D.  Buenaventura  Gasas,  á  que  le  reconociese  como 
tal  inquiiino  de  la  relacionada  tienda,  y  al  segundo  á  que  le  pagase 
las  mensualidades  que  fuesen  venciendo: 

Resultando  que  Casas  contestó  que  habia  adquirido  la  expresada 
finca  sin  obligación  alguna  de  respetar  ningún  inquilinato;  y  opo- 
niendo la  excepción  de  falta  de  acción  y  derecho  en  el  demandante, 
pidió  se  le  absolviese  de  ella,  con  imposición  al  actor  de  perpetuo  si- 
lencio y  las  costas: 

Resultando  que  en  tal  estado  presentó  escrito  el  demandante  en  13 
de  Agosto  del  mismo  año  exponiendo  que,  faltando  al  principio  legal 
de  que  pendiente  el  juicio  nada  podia  innovarse  en  la  cosa  que  era 
objeto  del  mismo,  hablan  cometido  un  despojo  desocupando  la  tienda 
el  subarrendatario  y  haciendo  entrega  de  las  llaves  al  comprador  de 
la  casa,  por  quien  se  habia  procedido  á  derribar  los  tabiques  y  otras 
obras  construidas  en  ella  por  el  propio  Beneseit  para  sacar  mayor 
precio  por  el  subarriendo,  sin  duda  con  el  objeto  de  privarle  del  de- 
recho de  hacer  constar  y  reclamar  su  importe;  y  como  ante  todo  pro- 
cedía la  restitución  del  despojo,  concluyó  pidiendo  que  se  acordase 
esta*  ordenando  á  D.  Buenaventura  Gasas  le  hiciese  entrega  de  las 
llaves  de  la  tienda  y  la  reposición  de  las  cosas  á  su  primitivo  estado, 
condenándole  en  las  costas: 

Resaltando  que  suscitada  cuestión  sobre  si  esta  pretensión  debia 
sustanciarse  como  una  nueva  demanda  ó  como  un  incidente  de  la 
principal,  y  resuelta  enceste  sentido  por  la  referida  Sala,  á  donde  se 
remitieron  los  autos  en  apelación,  se  opuso  á  ella  D.  Buenaventura  Ga- 
sas, y  de  conformidad  de  las  partes  se  recibió  dicho  incidente  á 
prueba: 

Resaltando  que  el  Juez  dictó  sentencia  en  21  de  Junio  de  1869,  por 
la  que  declaró  no  haber  lugar  con  costas  á  la  solicitado  por  el  de- 
mandante en  sa  escrito  de  13  de  Agosto  de  1866,  sin  perjuicio  de  lo 
que  en  definitiva  se  resolviera  acerca  de  la  demanda  principal: 

Resaltando  que  apelada  esta  sentencia  por  Beneseit,  y  seguida  la 
segunda  instancia,  fué  confirmada  con  costas  por  la  que  pronunció  la 
refinrida  Sala  en  11  de  Enero  último: 

Resultando  que  Beneseit  interpuso  recurso  de  casación  por  infrac- 
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ciOD  de  ley  y  doctrina;  la  Sala  sentenciadora  por  auto  de  S7  del  micmo 
mes,  negando  que  el  fallo  fuera  defínitíYo  y  que  pusiera  término  al 
juicio,  haciendo  imposible  su  continuación,  pudiendo  á  lo  más  esti- 
marse como  la  resolución  de  un  posesorio,  desestimó  la  admisión  del 
recurso: 

Resultando  que  Beneseit  apeló,  y  en  su  virtud  han  venido  los  autof. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  dé  Muro: 

Considerando  que  únicamente  procede  el  recurso  de  casación  con- 
tra sentencias  definitivas,  ó  que,  aunque  hayan  recaído  sobre  un  ar- 
tículo, pongan  término  al  juicio  y  hagan  imposible  su  continuación, 
según  lo  dispuesto  en  los  artículos  1.010  y  1.011  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil: 

Considerando  que  la  sentencia  dictada  por  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  de  Barcelona  en  11  de  Enero  último,  ha  resuelto  un  inci- 
dente posesorio  que  no  pone  término  al  juicio  principal,  y  sobre  el  que 
no  se  dá  recurso  de  casación,  fundado  en  ser  la  sentencia  contraria  á 
ley  y  doctrina,  conforme  al  art.  1.014  de  la  expresada  Ley  de  Enjui- 
ciamiento, que  lo  deniega  para  todos  los  juicios  posesesorios,  hallán- 
dose por  lo  mismo  arreglado  á  las  prescripciones  legales  el  autode  87 
de  Enero  de  la  expresada  Sala  por  el  que  denegó  la  admisión  del  re- 
curso interpuesto  por  D.  Juan  Beneseit; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  el 
auto  apelado;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  donde  proce^ 
den  con  la  certificación  correspondiente. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  d$ 
Madrid  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes;  á  su  fecha,  é  insertará  á 
su  tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.s=!Juan  Gonzales 
Acevedo.=Laureano  de  Arrieta.sYaientin  Garralda=Joaquin  Jaumar.=s 
José  Fermin  de  Muro. 

Publicación. 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ezcmo.  Sr.  Don 
José  Fermin  de  Muro,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su* 
premo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  el  dia  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  21  de  Octubre  de  1870.=sRogelio  González  Montes. 
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mu.  43. 
CASACIÓN. 


Páoo  de  cantidades. — Sentencia  de  S2  de  Octubre,  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Ma- 
ría Sena  contra  la  pronunciada  en  8  de  Enero  de  1867  por 
la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Valencia. 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece : 

1.*  Que  aun  con  anterioridad  á  la  publicación  de  la  Ley  pro- 
visional de  Matrimonio  dvil,  cuyo  art.  64  declara  emancipado  de 
derecho  al  hijo  legitimo  desde  que  hubiese  entrado  en  la  mayor  edad^ 
tenia  éste  el  pleno  dominio  y  administración  de  los  bienes  que  cons- 
truyeran su  peculio  castrense  ó  cuasi  castrense^  la  propiedad  de 
los  que  forman  su  peculio  adventicio ,  ó  sea  de  los  que  adquiriera 
por  cualquier  titulo  lucrativo  ó  por  su  trabajo  é  industria  y  aun  la 
administración  y  usufructo  de  estos  úüimos  cuando  se  emanciparan 
ó  cuando  su  paare  se  los  cediera. 

2.*  Que  la  facultad  de  comparecer  en  juicio  es  inherente  al 
pleno  ejercicio  de  los  derechos  civiles ;  y  que  por  tanto ,  el  ma- 
yor de  veinticinco  años,  aunque  sea  hijo  de  familia,  se  halla  reves- 
tido de  esa  capacidad  respecto  á  los  bienes  indicados  en  que  tiene 
el  dominio,  usufructo  y  administración. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  22  de  Octubre  de  1870,  en  los  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  Gandía  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audien- 
cia de  Valencia  Por  D.  Francisco  Buada  y  Fornells  con  D.  José  María 
Sena,  sobre  pago  de  cantidades;  autos  que  penden  ante  Nos,  en  vir* 
tud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  demandado  contra  la 
sentencia  que  en  8  de  Enero  de  1867  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  6  de  Enero  de  1862  Don 
Francisco  finada  y  Bodón,  diciendo  tener  un  establecimiento  mercan- 
til de  géneros,  del  que  trataba  de  retirarse,  reemplazándole  en  el  co- 
mercio su  hijo  D.  Francisco  Buada  y  Fornells,  y  D.  Juan  fiautista  Be-> 
sos,  su  yerno,  quienes  trataban  de  formar  sociedad  mercantil,  para  evi- 
tar que  en  algún  tiempo  se  incomodase  por  nadie  al  D.  Francisco  Baada 
y  Fornells,  como  bi]o  de  familia,  por  razón  de  lo  que  adquiriera  con 
mi  industria  en  dicba  sociedad,  le  dio  su  consentimiento  para  que  ce- 
lebrase ésta  con  Besos  y  formase  economía  aparte  de  su  padre  en  un 
lodo,  constituyendo  bienes  adventicios  lo  que  en  la  referida  sociedad 
adquiriera  con  su  industria  y  trabajo;  sin  que  en  cuanto  en  adelante 
adquiriera  en  la  misma  el  citado  su  hijo,  tuviese  el  otorgante  partici^ 
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padon  alguna  por  sa  parte,  ni  por  j*azon  de  capital  de  ninguna  es- 
pecie :  y  por  la  misma  escritura  el  D.  Francisco  Baada  y  Fornells  y 
Don  Juan  Bautista  Besos  formaron  sociedad  mercantil  para  la  com- 
pra y  venta  de  géneros  al  por  mayor  y  menor,  bajo  la  razón  social 
de  Buada  y  Besos,  y  con  los  pactos  que  mencionan: 

Resultando  que  por  otra  escritura  pública  de  10  de  Marzo  de  18SS 
Don  Francisco  Buada  y  Fornells,  soltero,  de  veintinueve  afios  de  edad, 
á  nombre  de  la  sociedad  mercantil  Btíada  y  Besos »  que  representaba, 
y  José  María  Sena  y  Albuixech  convinieron ,  el  primero  en  vender 
y  el  segundo  en  comprar  al  flado  varios  géneros  de  ios  existentes 
en  el  establecimiento  de  aquel,  bajo  ciertas  condiciones;  y  que  Sena 
en  asientos  ó  anotaciones',  que  con  sus  firmas  reconocidas  por  el 
mismo  como  legítimas;  aparecen  en  un  cuaderno  ó  libreta  llevado 
con  arreglo  á  una  de  las  condiciones  de  dicha  escritura,  consigno  de- 
Jar  abonadas  en  cuenta  á  Buada  y  Besds  varias  cantidades  proceden^ 
tes  de  géneros  sacados  de  su  establecimiento: 

Resultando  que  el  D.  Francisco  Buada  y  Fornells,  por  sí  y  como 
representante  de  la  Sociedad  mercantil  Buada  y  Besos,  dedujo  la  ac- 
tual demanda  en  18  de  Noviembre  de  1864  para  que  se  condenase  á 
José  María  Sena  y  Albolxech  al  pago  de  7.  US  rs.  con  sus  réditos  al 
8  por  100  desde  1.*  de  Enero  de  aquel  año  hasta  el  completo  pago 
con  las  costas;  y  para  ello,  haciendo  mérito  del  convenio  con  Sena  y 
de  los  asientos  de  la  referida  libreta,  y  de  que,  capitalizados  los  réditos 
de  las  cantidades  adeudadas,  con  arreglo  á  una  de  las  condiciones 
de  la  escritura  de  convenio,  desde  las  fechas  en  que  debió  pagarlas 
hasta  fin  del  año  de  1863,  ascendían  á  112  rs.  28  cents,  que,  unidos 
al  capital  principal  de  7.129  rs.  72  cents,  que  resultaba  de  los  asien- 
tos, sumaban  el  total  los  7.242  rs.  reclamados,  alegó  que  según  la  ley 
primera,  tít.  1.*,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  «de  cualquier 
modo  que  el  hombre  aparezca  quererse  obligar,  quede  obligado;»  y 
que,  por  lo  mismo,  en  virtud  del  convenio  de  10  de  Marzo  de  186)  y 
de  la  libreta  en  que  constaban  las  entregas  de  los  géneros,  el  José 
María  Sena  quedaba  obligado  al  pago  de  la  cantidad  resultante  de 
dicha  libreta,  con  sus  intereses: 

Resultando  que  al  contestar  la  demanda  el  José  María  Sena  pro* 
tendió  que  no  se  diese  lugar  á  ella  y  se  declarasen  nulas  las  escrita* 
ras  de  6  de  Enero  de  1862  y  10  de  Marzo  de  1863 ,  con  expresa  con- 
denación de  costas  al  D.  Francisco  Buada;  y  al  efecto  expuso,  entre 
otras  consideraciones,  que  la  escritura  citada  de  sociedad  mercantil  de 
6  de  Enero  de  1862  era  nula,  porque  no  pudo  otorgarla  el  D.  Frtm* 
cisco  Buada  y  Fornells,  ni  aun  con  la  intervención  y  consentlmieoto 
de  su  padre,  por  ser  aquel  hijo  de  familia,  constituido  bajo  la  pátrii^ 
potestad  y  sin  estar  legítimamente  emancipado;  no  reuniendo,  per 
consiguiente,  las  circunstancias  que  exigía  el  art.  4.*  del  Código  di 
Comercio:  que  también  era  nula  la  de  10  de  Marzo  de  1863,  porqM 
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^n  elfo  le  faltaba  á  las  prescripciones  de  Its  leyes  S.',  tít.  8.*;  24.  tic.  1#, 
y  S.%  tít.  IS,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  qae  además  el  de* 
mandante,  por  razón  de  ser  bijo  de  familia  y  no  emancipado  legítima* 
mente,  le  obstaba  la  excepción  de  no  poder  comparecer  en  juicio,  pues- 
to (pie  sólo  pueden  verificarlo  los  mayores  de  veinticinco  afios  que  no 
^tén  sujetos  á  la  patria  potestad: 

Resultando  que,  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  dictó  sentencia 
^1  Juez,  condenando  á  José  María  Sena  á  que  dentro  del  término  de 
nueve  dias  satisfaga  á  D.  Francisco  Ruada  y  Fornells  la  cantidad  de 
7.S4S  rs.  con  el  rédito  del  8  por  100  anual  desde  1/  de  Enero  de  1861 
basta  el  completo  pago,  sin  condenación  de  costas :  que  admitida  It; 
apelación  que  interpuso  el  demandado ,  así  como  el  demandante  por 
razón  de  las  costas ,  y  sustanciada  en  forma ,  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia,  por  sentencia  de  8  de  Enero  de  1867 ,  confirmó  la  apelada 
en  cuanto  por  ella  se  condenaba  á  Sena  al  pago  de  la  cantidad  re- 
<;lamada,  y  revocándola  en  el  extremo  relativo  á  las  costas,  condend 
á  aquel  en  todas  las  ocasionadas  en  ambas  instancias: 

T  resultando  que  José  María  Sena  interpuso  recurso  de  casación 
por  conceptuar  infringidos: 

1/  El  precepto  legal  de  que  «el  bijo  de  familia  constituido  bijo  la 
patria  potestad  no  puede  contratar ,  aun  con  el  consentimiento  de  su 
padre,»  toda  vez  que  servia  de  base  á  la  sentencia  un  contrato  cele- 
brado por  un  bijo  de  familia. 

8/  La  ley  7.*,  tít.  S/,  Partida  8/,  y  la  12,  tít.  17,  Partida  4.%  que 
establecen  «que  el  bijo  constituido  bajo  la  patria  potestad  no  puede 
comparecer  en  juicio  sino  bajo  la  representación  de  su  padre,  que  es 
«ujpersonalidad;»  por  cuanto  por  la  sentencia  se  admitía  á  un  bijo  de 
familia. 

8.*  El  art.  4.*  del  Código  de  Comercio ,  porque  se  daba  validez  4 
actos  cometidos  por  persona  inhábil,  como  D.  Francisco  Ruada  y  For- 
nells» para  ejercer  el  comercio  y  otorgar  documentos  mercantiles,  como 
eran  las  escrituras  de  sociedad  mercantil,  estando  como  estaba  cons- 
tituido bajo  la  patria  potestad. 

Y  4.*  Las  leyes  S4,  libro  10,  tít.  10;  la  tít.  8.*  (así  dice),  libro  10» 
y^a  i.',  tít.  IS,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  porque  la  sen- 
tencia admitía  como  válida  una  escritura  otorgada  por  quien  carecía 
<ie  personalidad  para  ello. 

Yjtotos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrieta. 

Considerando  que  no  es  cierto  el  precepto  legal  que  se  alega  como 
primer  fundamento  de  este  recurso,  y  que  por  el  contrario ,  aun  coa 
anterioridad  á  la  publicación  de  la  ley  provisional  de  matrimonio  d- 
vUv  cuyo  art.  64  declara  emancipado  de  derecbo  al  hijo  legítímo  desdo 
que  bubiere  entrado  en  la  mayor  edad,  tenia  éste  el  pleno  dominio  j 
administracionjde  los  bienes  que  constituyeran  su  peculio  castrense 
óSeoasi  castrense»  la  propiedad  de  los  que  formaran  su  peculio  ad- 
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vtSDticio,  ó  seft  de  ros  que  adquiriera  por  caaiquier  título  tucratíiro  d 
por  su  trabajo  ó  industria,  y  aun  la  administración  y  usofrac^o  de 
estos  últimos  cuando  se  emancipara  ó  cuando  su  padre  se  los  cediera: 

Considerando  que  la  facultad  de  comparecer  en  juicio  es  inlierente 
al  pleno  ejercicio  de  los  derechos  civiles ;  y  que  por  tanto ,  el  mayor 
de  veinticinco  años,  aunque  sea  bijo  de  familia,  se  baila  revestido  de 
esa  capacidad  respecto  á  ios  bienes  indicados  en  que  tiene  el  domi- 
nio, usufructo  y  administración,  no  siendo  por  lo  mismo  exacto,  al 
menos  con  la  generalidad  que  se  enuncia,  el  principio  alagado  en  el 
número  2.*  del  recurso  y  que  se  halla  limitado  en  las  mismas  leyes 
que  á  su  propósito  se  citan : 

Considerando  que  autorizado  plenamente  D.  Francisco  Buada  y 
Fornells  por  su  padre  D.  Francisco  Buada  y  Bodón,  en  escritura  pú- 
blica de  6  de  Enero  de  1S62,  siendo  el  primero  mayor  de  veinticinco 
afios  para  celebrar  una  sociedad  mercantil  completamente  indepen-* 
diente  y  para  f<yrmar  economía  aparte  de  su  padre  en  un  iodo,  eonstitu^ 
yendo  bienes  adventicios  lo  que  en  aquella  sociedad  adquiriera  eon-su  in- 
dustria y  trabajo  sin  que  en  cuanto  en  adelante  adquiriera  en  la  misma 
tuviese  el  otorgante  participación  alguna  por  su  parte ,  es  evidente  que 
el  Buada  y  Fornells  obtuvo,  además  de  la  propiedad  que  de  derecho 
le  correspondía  en  los  bienes  y  derechos  de  dicha  sociedad  por  su 
calidad  de  adventicios,  sino  también  su  usufructo  y  administración 
que  omnímodamente  le  fueron  cedidos  por  su  padre ;  y  que  por  con? 
secuencia,  pudo  otorgar  válida  y  eficazmente  la  escritura  de  10  de 
Ifatrzo  de  1863,  como  ha  podido  comparecer  en  Juicio  para  reclamar 
su  cumplimiento: 

Considerando  que  el  art.  4."  del  Código  de  Comercio  y  las  leyes 
que  se  mencionan  bajo  el  núm.  4.*  del  recurso,  no  limitan  ni  coartan 
la  Indicada  capacidad  legal  de  D.  Francisco  Buada  y  Fornells,  ni  ftnn 
son  aplicables  á  la  cuestión  debatida  en  autos  y  resuelta  por  la  eje- 
entoria ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber,  lugar'  ai 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  María  Sena,  á  quien  con- 
denamos en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestó 
caución,  la  que,  en  caso  de  hacerse  efectiva,  se  distribuirá  con  arregla 
á  la  ley;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Valencia  oón  la 
correspondiente  certificación. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaeeia'  de 
Méétid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto : las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  ñrmamos-asfean 
Ck>ntale^  Acevedo.=^osé  María  Cáceres.=aBLaureano  de  Arrieta.B^a-: 
leniin  6arralda.3:sFrancisco  María  de  Castilia.:BrJoaquiu  Jaumar.^qJoBi 
lérmin  de  Muro.  ,» 

Fablicadon: 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Sxcmo.  Srj  DM 
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Lanretiio  Je  Arrieta,  Hagislrado  del  Tiíbanal  Supremo;  estando  cele- 
tirando  audiencia  pút)iica  la  Sala  primera  del  mismo,  el  día  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado  de  dicho  Su- 
premo Tribunal. 

Madrid  tt  de  Octubre  de  1870.=Remlgio  Fernandez  y  Rodríguez. 

NÚM.  44. 
CASACIÓN. 


Pbestagion  de  una  fianza. — Sentencia  de  25  de  Octubre,  decla- 
rando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Francisco  de  Berja  Tellez  Girón,  Duque  de  Escalona,  contra  la 
que  en  16  de  Diciembre  de  i868  dictó  la  Sala  segunda  de  la  Au- 
diencia de  esta  capital. 

En  los  coNSiDEiuNDOs  se  establece: 

!.•  Que  la  %  3.*,  Ululo  33,  Partida  7.*,  dispone  que  si  la 
sentencia  ha  algvnas  palabras  dudosas  et  oscuramente  puestas  que 
II  tal  sentencia  fuere  dada  por  el  juzgador  ordinario,  que  el  mismo 
cuando  quiere ,  puede  espaladinar  et  declarar  aquellas  palabras 
dnbdúsas. 

2."  Que  la  ley  10,  tit.  53,  Partida  7.^  dice  que  caución  es  se- 
paramiento  que  el  debdor  ha  de  facer  al  señor  del  debdo  ,  dando 
fadores  valiosos  ó  peños. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  S5  de  Octubre  de  1870,  en  el  pleito  seguido 
eo  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  fiospilal  de  esta 
capital  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  misma  por  Doña 
Amalia  y  Doña  Encarnación  Pacheco,  ésta  por  si  y  como  heredera  de 
su  hermana  Doña  Magdalena,  y  por  otros  que  no  han  comparecido  en 
este  Tribunal,  con  D.  Francisco  de  Borja  Tellez  Girón,  Duque  de  Esca- 
lona y  otros  títulos,  y  con  los  Duques  de  Uceda ,  sobre  prestación  de 
Bsa  fianza ;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  el  Duque  de  Escalona  coDtra  la  sentencia  que  en 
19  de  Diciembre  de  1868  dictó  la  referida  Sala : 

fiesuitando  que  las  hermanas  Doña  Magdalena,  Doña  Encarnación  y 
Dofia  Amalia  Pacheco  dedujeron  demanda  en  23  de  Febrero  de  1858 
para  que  se  declarase  que  como  hijas  y  herederas  de  D.  Andrés  Pa- 
checo las  correspondía  la  mitad  reservable  de  todos  los  bienes  que 
babtan  constituido  los  mayorazgos  de  Alba  de  Liste,  Villena,  Escalona, 
MoBtalban  y  Mendoza ,  y  se  condenase  á  D.  Francisco  Tellez  Girón  á 
nstltilirlas  dicha  mitad  de  bienes,  con  los  títulosi  honores  y  preemi- 
MBOias  que  habían  constituido  los  mencionados  mayorazgos ,  con  los 
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frutos  desde  S8  de  Hayo  de  1981 ,  fecha  de  la  moerte  de  D.  lemar* 
diño  Pacheco  Fernandez  de  Yelasco ,  Duque  de  Friaa ,  su  último  po- 
seedor : 

Resultando  que  impugnada  la  demanda  por  D.  Tirso  Tellez  GirOR, 
Duque  de  Uceda,  en  representación  de  su  hijo  D.  Francisco,  y  perso- 
nado en  los  autos,  alegando  su  mejor  derecho  el  Duque  de  Alba  y  el 
Duque  de  Huesear,  Doña  Magdalena  Pacheco,  en  9  de  Junio  de  1863» 
fundada  en  que  el  demandado  se  hallaba  disfrutando  pingües  rentas 
de  los  bienes  litigiosos  sin  que  poseyera  ningunos  otros,  y  que  su  padre 
el  Duque  de  Uceda  tampoco  poseia  bienes  propios  por  ser  todos  de 
su  mujer  la  Duquesa  de  dicho  título ,  pidió  que  se  condenase  á  Don 
Francisco  Tellez  Girón,  Duque  de  Escalona,  y  en  representación  y  como 
administrador  legítimo  de  sus  bienes  á  su  padre  D.  Tirso,  Duque  con- 
sorte de  Uceda,  á  que  en  el  término  de  treinta  dias  diera  fianza  legal 
llana  y  abonada  de  responder  de  los  frutos  y  rentas  producidos  y  que 
hubieran  debido  producir  desde  la  muerte  del  último  poseedor  el 
Duque  de  Frias,  los  bienes  pertenecientes  á  la  mitad  reservable  délos 
mayorazgos  que  se  reclamaban,  y  que  pasado  dicho  plazo  sin  Terifi- 
carlo,  se  procediera  al  secuestro  de  los  indicados  frutos  y  rentas  con 
arreglo  á  derecho: 

Resultando  que  formada  pieza  separada  sobre  este  incidente  se  mo^ 
traron  parte  Dofía  Amalia  y  Doña  Encarnación  Pacheco,  y  quecontinikt 
ésta  después  por  sí  y  como  heredera  de  su  hermana  Doña  Magdalena, 
el  Duque  de  Alba,  en  representación  de  su  hijo  el  Duque  de  Huesear» 
y  las  Duquesas  viudas  de  Alba  y  de  Montijo,  en  concepto  de  curadoras 
de  sus  nietos  que  impugnaron  el  afianzamiento  por  los  Duques  de  üeedi^ 
dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia ,  y  que  la  Sala  segunda 
de  la  Audiencia  de  esta  capital  la  revocó  en  9  de  Marzo  de  1867,  oon- 
denando  al  Duque  de  Escalona  D.  Francisco  Tellez  Girón,  y  en  su  ra- 
presentacion,  como  administrador  legítimo  de  sus  bienes,  á  su  padre 
D.  Tirso  Tellez  Girón,  Duque  consorte  de  Uceda,  á  dar  en  el  témuno 
de  treinta  dias  fianza  lega,  llana  y  abonada  de  responder  de  los  fratot 
y  rentas  producidos  y  que  hubieran  debido  producir  desde  la  muorta 
del  último  poseedor  D.  Bernardino  Pacheco  Fernandez  de  Yelasoo; 
Duque  de  Frias,  los  bienes  pertenecientes  á  la  mitad  reservable  délos 
mayorazgos  de  Alba  deListre,  Yillena,  Escalona,  Montalban  y  Mendott» 
sus  unidos  y  agregados,  mandando  que  pasado  dicho  plazo  sin  vorik 
ficarlo,  se  procediese  al  secuestro  de  los  indicados  frutos  y  rmitas  coa 
arreglo  á  derecho  : 

Resultando  que  los  Duq  ues  de  Uceda  presentaron  escrito  que  tr* 
marón  para  que  se  les  tuviera  como  fiadores  de  su  hijo  el  Dúqae  dt 
Escalona,  bien  á  los  dps»  bien  á  cualquiera  de  ellos,  á  elección  de  loa 
herederos  de  D.  Andrés  Pacheco  y  previo  el  otorgamiedto  de  la  escrf^ 
tura  que  estaban  prontos  á  firmar ;  y  que  oídas  las  hermanas  Pacbe^ 
co,  alegaron  que  la  fianz  a  que  se  ofrecía  seria  nula  como  da  BiaaoiK 
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man  entre  marido  y  mnjer;  y  sosteniendo  qae  el  Daqne  de  Uceda» 
padre  del  Duque  de  Escalona,  era  el  que  debía  prestarla,  porc[ue  era 
el  que  en  tal  concepto  debía  percibir  lo  que  constituía  el  peculio  de  sa 
bijo,  por  lo  cual  la  Ley  hipotecaria  le  obligaba  á  asegurar  con  hipo- 
teca los  bienes  que  no  fueran  inmuebles,  en  los  cuales  estaban  com- 
prendidos los  frutos  y  rentas  demandados;  y  aun  cuando  no  existiese 
tal  obligación,  estaba  obligado  por  la  ejecutoria  que  usaba  de  la  pa- 
labra fianza ,  lo  cual  era  nna  seguridad  equivalente  al  secuestro  que 
preceptuaba  la  ley  de  Partida,  y  pidieron  que  se  les  tuviera  por  con- 
formes con  que  D.  Tirso  Tellez  Girón,  Duque  consorte  de  üceda,  pres- 
tase la  fianza  á  responder  de  los  frutos  y  rentas  producidos  desde  la 
mnerte  del  último  poseedor,  ocurrida  en  1851,  los  bienes  de  la  mitad 
reservable'delos  citados  mayorazgos,  á  condición  de  que  dicha  fianza 
fdese hipotecaria  cual  correspondía,  en  cumplimiento  de  lo  ejecutoriado, 
del  art.  802  de  la  Ley  hipotecaria  y  de  su  concordante  del  reglamento: 
Resultando  que  practicada  Jnstiñcacion  por  los  hermanos  Pacheco, 
según  se  mandó,  sobre  el  importe  anual  de  los  frutos  de  los  bienes 
litigiosos,  y  continuado  el  incidente  por  el  Duque  de  Escalona,  casado 
y  mayor  de  edad,  dictó  auto  el  Juez  de  primera  instancia,  declaranda 
que  la  fianza  lega,  llana  y  abonada  preceptuada  por  la  ejecutoria  de 
9  de  Marzo  de  1867,  debia  entenderse  hipotecaria  para  que  los  dere- 
chos de  los  demandantes  y  el  fallo  definitivo  que  recayera  en  el  pleito 
principal  no  quedasen  ilusorios;  y  en  su  consecuencia  admisible  el 
ofrecimiento  hecho  por  la  Duquesa  de  Uceda  en  su  escrito  de  9  de 
Mayo  del  mismo  año,  con  tal  que  la  fianza  que  ofrecía  se  entendiera 
hipotecaria  en  cantidad  de  500.000  escudos  en  bienes  inmuebles,  ó 
400.000  en  efectivo  depositados  con  arreglo  á  derecho,  desestimando 
el  ofrecimiento  hecho  por  el  Duque  de  Uceda: 

Resultando  que  confirmado  este  auto  con  las  costas  por  la  sentencia 
que  en  19  de  Diciembre  de  1868  dictó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia 
de  esta  capital,  interpuso  el  Duque  de  Escalona  recurso  de  casación, 
citando  como  infringidos: 

1.*  La  ejecutoria  de  9  de  Marzo  de  1867,  si  se  llevara  á  efecto  lo 
últimamente  resuelto;  la  ley  19,  tít.  22,  Partida  3/  y  las  demás  de 
nuestro  derecho  sobre  ejecutorias. 

9/  La  ley  10,  tít.  33,  Partida  7.*,  que  declara  que  la  caución  puede 
prestarse  por  fiadores  valiosos,  es  decir,  con  hipoteca;  dando  por  In- 
dudable que  fianza  abonada  ó  valiosa  es  la  personal  y  no  la  hipote- 
<»Krla;  y  las  leyes  2.' ,  tít.  12 ,  y  4.*,  tít.  13,  Partida  5.%  que  definen 
con  claridad  que  la  calificación  de  lega  y  llana  sólo  es  aplicable  á  la 
fianza  personal,  sin  que  la  hipotecaria  haya  tenido  en  nuestro  derecho 
nunca  más  que  este  nombre  ó  el  de  peño,  ni  se  hayan  conocido  Jamás 
segQñ  el  tecnicismo  jurídico,  fianzas  hipotecarias  legas,  llanas  y  abó- 
nadas,  y  menos  hablan  podido  conocerse  cuando  se  habla  promovido 
esti^  Incidente  en  Junio  de  1863. 
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T  3/  Las  leyes  9/  y  3.%  tlt.  32  (debe  ser  33),  Partida  7.\  que  esUh 
Mece  que,  habiendo  duda  en  una  locución  cualquiera,  debe  interpre* 
larse  contra  el  que  usó  las  palabras  oscuras;  por  lo  cual,  aun  en  la 
bfpótesis  de  que  hubiera  oscuridad  en  la  locución  de  fianza  legal, 
liana  y  abonada ,  habría  de  resolverse  contra  las  herederas  de  Don 
Andrés  Pacheco,  que  habían  usado  tales  palabras  en  su  escrito  de  6  de 
Junio  de  1863  al  promover  este  incidente ,  cuando  habían  podido  so* 
licitar  de  una  manera  clara  que  lo  que  querían  era  que  se  presentase 
lana  fianza  hipotecaría. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Jaumar  de  la 
Carrera. 

Considerando  que  la  ejecutoría  de  9  de  Marzo  de  1867  se  concretó 
á  acceder  á  la  demanda  que  habían  entablado  las  hermanas  Pacheco, 
reducida  á  que  el  Duque  de  Escalona  diera  fianza  lega,  llana  y  abonada 
para  responder  de  los  frutos  y  rentas  de  los  bienes  litigiosos ,  ó  que 
se  procediese  al  embargo  de  los  mismos  á  fin  de  que  no  pudiera 
hacerse  ilusorio  el  fallo  que  recayese  en  el  pleito  principal,  á  cuya 
demanda  se  había  opuesto  el  referido  Duque;  pero  que  la  citada  eje- 
cutoria no  resolvió  ni  pudo  resolver  si  la  fianza  que  se  exigía  debía 
«er  personal  ó  hipotecarla ,  porque  este  punto  ni  incídentalmente  sí- 
qmera  había  sido  discutido  ni  propuesto  por  las  partes: 

Considerando  en  su  consecuencia  que  suscitada  con  posterioridad 
dicha  cuestión,  la  Sala,  al  resolverla  de  la  manera  que  puede  llenar 
el  objeto  que  se  había  propuesto  anteriormente,  de  asegurar  los  dere- 
chos que  las  demandantes  puedan  tener  á  los  bienes  de  que  se  trata, 
no, ha  infringido  la  referida  ejecutoria,  ni  la  ley  19,  tít.  22,  Partida  3.*, 
coyo  epígrafe  es  que  fuerza  al  juicio  afinado,  supuesto  que  ha  fallado 
sobre  un  punto  que  no  habia  sido  tratado  ni  resuelto  con  anterioridad: 

Considerando  que  aun  en  la  hipótesis  de  que  esto  no  fuera  un 
hecho  indudable,  y  que  pudiera  suponerse  que  implícitamente  había 
sido  prejuzgada  la  cuestión  actual  con  las  palabras  que  se  dicen  du- 
dosas, fianza  lega,  llana  y  abonada  usadas  en  la  citada  ejecutoría,  tam- 
poco  resultaría  esta  infringida  por  la  sentencia  de  19  de  Diciembre 
de  186S;  porque  la  ley  3/,  tít.  33,  Partida  7.*,  invocada  por  el  recur- 
rente, dispone  que  si  la  sentencia  há  algunas  palabras  dudosas  et  osctt' 
rmmente  puestas,  que  si  tal  sentencia  fuere  dada  por  el  juzgador  ordina- 
rio, que  el  mismo  cuando  quisiere,  puede  espaladinar  et  declarar  aquellas 
púiabras  dubdosas,  y  por  consiguiente  resultaría  que  la  misma  Sala 
sentenciadora  habría  podido  declarar  que  la  fianza  que  ha. de  prestae 
el  Duque  de  Escalona  debe  entenderse  hipotecaría  y  aclarar  aquella^ 
palabras: 

Considerando,  además ,  que  la  ley  10,  tít.  33,  Partida  7/,  tamMeif 
citadas  ai  el  recurso,  es  contra  producentem,  porque  diciendo  qnf 
caución  es  seguramiento  que  el  debdor  ha  de  facer  al  señor  del  iMÍ§t 
dando  fiadores  valiosos  ó  peños,  es  claro  que  la  Sala  no  la  ba  infringiAt 
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adoptando  el  único  medio  de  conseguir  el  seguramiento  de  las  remas 
y  frutos  en  cuestión: 

Y  considerando  por  todo  lo  expuesto,  que  son  inaplicables  al  pre^ 
senté  caso  las  demás  leyes  que  se  han  citado  como  segundo  y  tercer 
fundamento  del  recurso,  y  que  por  lo  tanto  no  han  sido  infringidas; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Francisco  de  Borja  Tellez  6iroii« 
Duque  de  E<^calona,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida 
del  depósito,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  devolviéndose 
los  autos  á  la  Audiencia  de  esta  capital  con  la  certificación  corres- 
pondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  qne  se  publicará  en  la  Gaceta  j  se 
insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  ne« 
cesarlas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.=Juan  Gonzalos  Ace- 
vedo.=José  M.  Gáceres.=:Laureano  de  Arrieta.s=Yalentin  Garralda.=s 
Francisco  María  de  Castilla.» Joaquín  Jaumar.=: Benito  de  Posada 
Herrera. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Joaquín  Jaumar  de  la  Carrera,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Trí* 
bunal  Supremo ,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma 
el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  25  de  Octubre  de  1870.=6regorto  Camilo  García. 

NÓM.  45. 
COMPETENCIA. 


Pago  be  cierta  cantidad. — Sentencia  de  25  de  Octubre,  deci- 
diendo á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Aimadea» 
la  competencia  suscitada  entre  éste  y  el  del  distrito  de  la  Dere- 
cha de  la  ciudad  de  Córdoba ,  acerca  del  conocimiento  de  fa 
demanda  de  menor  cuantía,  propuesta  por  la  razón  social  Jaime 
Aparicio  é  hijo  contra  D.  Juan  Ruiz  Pinero,  comerciante,  sobre 
pago  de  cantidad. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  establecc: 

Que  no  constando-  cuál  habia  de  ser  el  lugar  del  cumplimiento^ 
del  contrato ,  y  ejercitándose  una  acción  personaL  el  Juez  compt- 
tente  es  el  del  domicilio  del  demandado ,  según  lo  dispuesto  en  el 
párrafo  tercero,  arl.  ^.^  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  cimL 

En  la  villa  de  Madrid,  á  25  de  Octubre  de  187^,  en  loa  autos  do 
eómpetencia  promovidos  entre  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Al- 
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maden  y  el  del  distrito  de  la  Derecha  de  la  ciudad  de  Córdoba,  acerca 
del  conocimiento  de  la  demanda  de  menor  cuantía,  propuesta  por  la 
razón  social  Jaime  Aparicio  ó  hijo  contra  D.  Juan  Ruiz  Pinero»  comer- 
ciante, sobre  pago  de  cantidad : 

Resultando  que  en  7  de  Marzo  último,  D.  Juan  RuIz,  vecino  de  Al* 
maden,  participó  por  carta  á  D.  Jaime  Aparicio,  fabricante  y  del  co- 
mercio de  Córdoba,  que  habia  recibido  las  cuatro  piezas  de  pafio  re- 
mitidas por  los  Sres.  Aparicio,  estando  conforme  con  la  factura  que 
dejaba  anotada  en  cuenta;  y  en  14  de  Mayo  que  incluía  adjunto  el 
talón  de  un  paquete  con  2.077  rs. ,  importe  de  los  expresados  paños, 
haciendo  además  nuevo  pedido  á  ios  Sres.  Aparicio : 

Resultando  que  en  S7  de  Mayo  D.  Jaime  Aparicio,  como  Gerente 
de  la  Sociedad  Jaime  Aparicio  ó  hijo,  entabló  demanda  de  menor  cuan* 
tía  ante  el  referido  Juzgado  de  Córdoba,  acompañando  con  las  prece- 
dentes cartas  otras  de  fecha  posterior,  y  añadiendo  que  remitido  el 
paquete  de  dinero  por  el  ferro-carril,  y  recogido  perfectamente  aconr 
dicionado,  sólo  hallaron  en  él  69  rs.,  por  lo  cual  D.  Juan  Ruiz  estaba 
obligado  por  la  acción  venditi  á  entregarles  el  resto  de  2.008  rs.  en  la 
ciudad  de  Córdoba,  en  donde  se  habia  verificado  la  enajenación  de  los 
paños  y  competía  realizar  el  abono  de  los  mismos,  en  conformidad  ai 
artículo  5.*  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  ejercitando  la  acción 
personal  civil,  sin  perjuicio  de  la  criminal  que  pudiera  corresponder, 
solicitó  que  se  condenase  -A  D.  Juan  Ruiz  á  pagar  ai  demandante  los 
2.008  rs.,  con  las  costas,  y  que  para  su  citación  y  emplazamiento  se 
dirigiese  exhorto  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Almadén: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  D.  Juan  Ruiz,  y  emplazado  por 
medio  de  exhorto,  reclamó  del  Juzgado  de  Almadén  su  competencia 
para  conocer  de  la  indicada  demanda,  alegando  que  fundada  la  mis- 
ma en  acción  personal,  debia  proponerse  ante  el  Juez  del  domicilio 
del  demandado,  porque  si  bien  el  contrato  se  habia  celebrado  en  Cór- 
doba, estando  el  comprador  en  Almadén,  no  era  el  lugar  del  contrato, 
sino  el  señalado  en  el  contrato  para  el  cumplimiento  de  la  obligación, 
el  que  según  la  ley  daba  competencia  preferente,  y  en  la  compraventa 
de  autos  no  se  habia  hecho  tal  designación;  antes  por  el  contrario,  la 
entrega  del  precio  se  habia  dejado  á  la  costumbre  del  comercio,  por 
la  que,  así  como  el  vendedor  puede  girar  contra  el  comprador  ven- 
cido el  plazo,  puede  éste,  antes  del  vencimiento,  girar  á  favor  de  aquel 
el  importe  de  su  descubierto,  como  había  sucedido  en  el  caso  presente; 
por  todo  lo  cual  pidió  que  se  mandase  librar  oficio,  acompañado  del 
oportuno  testimonio,  al  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  la 
Derecha  de  Córdoba,  para  que,  inhibiéndose  del  conocimiento  de  la 
precitada  demanda,  remitiese  ios  autos  al  de  Almadén: 

Resultando  que  acordado  y  verificado  así,  el  Juez  de  Córdoba,  oído 
el  demandante ,  se  negó  &  la  inhibición ,  fundándose ,  en  que  si  bien 
eoL  cierto  que  no  se  habia  probado  que  las  partes  estipulasen  expra- 
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nmente  qoe  el  pago  de  los  paños  se  había  de  hacer  en  Córdoba ,  no 
lo  era  menos  que  D.  Juan  Ruis  Pinero  habia  reconocido  que  en  Cór- 
doba debia  bacer  el  pago,  en  el  hecho  de  mandarle  el  bolso,  dicién- 
dole  que  le  remitía  el  total  valor  de  ios  pafios :  en  que  este  acto  de 
Bniz  hacia  desaparecer  la  dada  que  pudiera  haber  sobre  este  punto 
por  falta  de  compromiso  expreso  y  escrito;  siendo  por  tanto  Córdoba 
el  ponto  en  que  Ruiz  Pinero  debia  cumplir  su  obligación ,  de  la  que 
oaeiaí  la  acción  personal  contra  el  mismo  entablada : 

Besoltando  que  comunicada  esta  resolución  al  Juez  requirente,  in- 
aiiUó  en  su  competencia «  surgiendo  el  conflicto  para  cuya  decisión 
han  venido  las  actuaciones. 

Yistos»  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Haría  Caceras. 

C¡onsiderando  que  no  consta  de  modo  alguno  cuál  habia  de  ser  el 
logar  del  campiimiento  del  contrato;  pues  sólo  aparece  el  aviso  del 
recibo  de  los  géneros  y  el  del  giro  de  la  cantidad  de  su  precio  desde 
Almadén  á  Córdoba : 

Considerando  .que,  en  tal  supuesto  y  ejercitándose  una  acción  per- 
sonal »  el  Juez  competente  es  el  del  domicilio  del  demandado ,  según 
k)  dispuesto  en  el  párrafo  tercero,  art.  S/  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
náento  civil; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  la  expresada  demanda  corresponde  al  Juzgado  de  primera  instan- 
cia de  Almadén,  al  cual  se  remitan  ambos  ramos  de  autos,  ponién- 
dolo en  conocimiemo  del  referido  Juzgado  de  Córdoba. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de  Ma^ 
dM  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  á  su  fecha,  é  insertará  á  su  tiempo 
en  Iñ  Cóltceüm  UfUlatwa t  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo 
pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.=sJuan  González  Acevedo.=José 
liaría  Cáceres^scLaureano  de  Arrieta.s=  Francisco  María  de  Castilla.» 
Joaquín  .Jaumar.spJosé  Fermín  de  Muro.=Benito  Posada  Herrera. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Joaé  Marítt  Gáceres ,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
inemo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma ,  en  el  día  de  hoy ,  de 
(pe  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  8S  de  Octubre  de  1870.=sEogeiio  González  Montes. 
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CASACIÓN. 

Entrega  de  la  mitad  de  unos  bienes  que  fueron  vinculado»;-— 
Sentencia  de  26  de  Ootabre,  declarando  no  haber  logar  al  re* 
curso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Isabel  Zaforteza  y  Don 
Francisco  Rosiflol  contra  la  sentencia  que  en  19  de  Jaiio 
de  1869,  pronunció  la  Sala  2/  de  la  Audiencia  de  Mallorca. 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  ostablece : 

1.^  Que  fuera  de  las  di$poMÍone$  especiales  estableeidas  emlm 
fundación,  y  cuando  en  esta  nada  se  previene  terminasitemente  paru 
el  caso  de  morir  el  poseedor  de  los  bienes  sin  hijos  ni  hijas^  ánU^ 
tos  de  ellas,  en  dicho  caso,  y  siempre  que  por  falta  de  daridad  eñ 
la  fundación  se  dudé  acerca  del  verdadero  carácter  del  vincuhp 
debe  estimarse  este  regular. 

2.*  Que  contra  los  considerandos  de  la  sentencia  no  se  dé  r^ 
curso  de  casación,  como  lo  tiene  declarado  repetidamente  el  Tribunal 
Supremo. 


■  p 


En  la  villa  de  Madrid ,  á  26  de  Octubre  de  1870,  en  ios  autos 
gufdos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Lonja  de 
Palma  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Mallorea  por  Doffa 
Isabel  Zaforteza  y  su  hijo  D.  Francisco  Rosiñol  con  D.  Adolfo  loUen-, 
Marqués  de  Campo-franco,  y  en  rebeldía,  con  D.  Juan  O'Neille^  Mbit 
entrega  de  la  mitad  de  unos  bienes  que  fueron  vinculados;  autos  4|iit 
penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  loa 
demandantes  contra  la  sentencia  que  en  19  de  Julio  de  1869  dicté  la 
referida  Sala: 

Resultando  que  por  escritura  de  20  de  Junio  de  1848  D.  Jáimé  Juai 
hizo  á  su  hermano  D.  Gregorio  donación  pura  é  irrevocable.  Uamaia 
Ínter  vivos  del  predio  titulado  Planicia  y  otros  que  le  perteneclaiii 
estableciendo,  entre  varias  condiciones,  que  los  bienes  donados  no 
pudieran  ser  enajenados  ni  obligados,  así  en  la  propiedad  como  es 
cuanto  al  usufructo,  por  causa  alguna:  que  después  de  la  muerte 
del  D.  Gregorio  pasasen  los  citados  bienes  á  su  hijo  legítimo  y  natu- 
ral primer  nacido,  y  muriendo  éste  sin  hijos  varones  legítimos  y  natu- 
rales á  otro  de  los  hijos  varones  legítimos  y  naturales  nacidos  después» 
guardada  siempre  la  prioridad  del  grado:  que  faltando  los  referidos 
hijos  varones,  si  aconteciese  que  el  dicho  su  hermano  y  aquel  qaa 
poseyese  dichos  bienes  tuvieran  hijas  ó  nietos  de  eiias^  pasasen  los 
dichos  bienes  á  aquella  hija  que  él  eligiese;  y  no  habiendo  elección  i 
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la  primogénita,  y  muriendo  dicha  hija  sin  hijos,  á  la  otra  hermana 
más  próxima  en  grado;  «de  tal  modo,  que  caando  aconteciese  que 
<ticha  hija  qae  por  falta  de  los  varones  agnados,  suceda,  contraiga 
matrimonio,  su  marido  deba  tomar  mi  apellido,  y  con  él  se  haga 
«iempre  llamar  él  y  sus  hijos,  y  en  aquel  caso  en  que  aconteciese  que 
dicho  hijo  al  tiempo  de  fallecer  no  tuviese  hijos  varones  ni  otro  tras- 
versal varón  descendiente  de  mi  dicho  hermano  el  donatario,  entón- 
-ees  quiero  que  si  dicho  hijo  tuviere  hermanas  6  hijos  de  hermanos, 
tenga  él  mismo  facultad  de  elegir  una,  la  que  quisiere,  guardada  \^, 
prioridad  del  grado,  y  no  eligiendo,  pase  á  la  primogénita,  debiendo 
el  marido  tomar  mi  nombre,  como  arriba  se  ha  dicho;  y  este  dicho 
vínculo  se  entienda  repetido  en  todos  los  demás  que  en  virtud  de  este 
vínculo  sucederán  para  que  posean  los  dichos  bienes  bajo  la  condi- 
i^ion  y  en  la  forma  predicha:  que  faltando  todos  los  de  mi  apellido, 
quiero  que  la  mitad  de  dichos  bienes  pase  ipsojure  á  los  hospitales  de 
Mallorca,  y  la  otra  mitad  á  la  caja  de  San  Bernardo  de  aquella  Santa 
Iglesia:»  que  si  aconteciese  que  el  donatario  después  de  la  muerte  del 
donante  verificase  alguna  enajenación,  quería  en  este  caso,  que  el  do- 
minio de  las  cosas  donadas  pasasen  al  próximo  agnado,  ya  existiesen 
hijos,  ya  otro  de  los  arriba  nombrados,  observándose  sin  embargo  lo 
-que  queda  dicho  acerca  de  la  sucesión  de  las  hijas  en  defecto  de  va- 
rones agnados  ó  consanguíneos;  debiendo  aquel  á  quien  por  dicha 
^»usa  pasasen  los  bienes,  poseerlos  bajo  las  referídas  condiciones  y 
forma;  y  porque  podría  acontecer  que  en  el  caso  de  querer  enajenar  el 
poseedor  de  estos  bienes,  lo  consintiesen  los  otros  que  en  virtud  del 
presente  vinculo  debiesen  suceder,  para  obviar  este  fraule  quería  y 
-mandaba  que  no  apareciendo  otro  de  su  consanguinidad  que  en  vir- 
tud del  mismo  vínculo  pudiese  suceder  en  semejante  caso,  probado  el 
fraude,  la  mitad  del  precio  de  los  mismos  bienes  que  en  tal  caso  de- 
berían venderse  pasase  al  sobredicho  hospital,  y  la  otra  mitad  á  la 
caja  de  San  Bernardo  referida: 

Resultando  que  fallecido  sin  hijos  D.  Gaspar  Juan,  hijo  del  dona* 
lario  D.  Gregorio,  los  Procuradores  del  hospital  de  San  Pedro  y  caja 
de  San  Bernardo  de  Mallorca,  propusieron  demanda  para  que  se  de- 
clarase á  su  favor  el  vinculo  dispuesto  en  la  escritura  de  donación 
^ylorgada  por  D.  Jaime  Juan;  y  la  Audiencia  de  Mallorca,  por  senten- 
eia  de  19  de  Junio  de  15S5,  atendiendo  á  que  del  donatario  Gregorio 
iaan  nació  una  hija  llamada  Pedrona,  que  casó  en  segundas  nupcias 
<Km  Juan  Suñer,  de  cuyo  matrimonio  fué  procreado  Juan  Odón  Su5er, 
y  de  éste  nació  otro  Juan  Odón  Suñer,  tercer  opositor  en  el  pleito,  y 
que  las  líneas  masculinas  de  la  descendencia  del  mismo  donatario  ha* 
Man  acabado,  y  no  existia  ningún  descendiente  por  línea  masculina» 
<¡ne  pudiese  excluir  al  D.  Juan  Odón  Sufier,  falló  y  declaró  que  todos 
tos  bienes  contenidos  en  la  donación  de  que  se  trataba  pertenecían, 
lior  derecho  de  fideicomiso,  al  citado  D.  Juan  Odón  Suher,  como  des. 
1.  12 


178  '         TRIBUNAL  8UPRBM0. 

cendiente  de  cognomine  oiuntive  del  donador»  expresamente  llamado; 
y  en  su  consecuencia  condenó  ai  representante  del  último  poseedor  á 
entregar  y  restitoir  al  D.  Joan  el  predio  Planicia  y  demás  bienes  do^ 
nados,  con  ios  frutos  percibidos  desde  ei  día  de  la  oposición  becba  por 
el  mismo: 

Resultando  que  ei  D.  Juan  Odón  Suñer,  en  su  testamento  de  S3  de 
Julio  de  1592  reconoció  y  preiegó  ai  eautelam  á  su  bermano  y  bere- 
üero  D.  Francisco  Sufíer,  y  por  su  premoriencia  á  su  hijo  varón  legfr- 
timo  y  natural  sobreviviente,  el  predio  Planicia,  con  sus  rafales  y  de- 
más; y  usando  del  amplio  dereclio  de  elección  que  tenia,  le  nombró» 
para  suceder  en  el  vínculo  y  fideicomiso  dispuesto  por  D.  Jaime  Juan: 
que  el  D.  Francisco  Suffer  en  su  testamento  de  22  de  Setiembre 
de  1635,  usando  de  la  facultad  qne  en  la  donación  de  D.  Jaime  Juan 
se  concedía  al  último  poseedor  del  fideicomiso  para  elegir  sucesor  y 
poseedor  de  él  á  cualquiera  de  sus  hijos  ó  nietos,  eligió  como  tal  suce^ 
sor  y  fideicomisario  á  D.  Juan  Sufíer,  su  hijo;  y  que  Doña,  Catalina 
Suffer,  bija  de  éste  y  mujer  de  D.  José  Pueyo,  otorgó  testamento  en  t 
de  Junio  de  16ii,  instituyendo  heredero  usufructuario  á  su  marido,  con 
facultad  de  disponer  de  la  herencia  entre  los  hijos  á  ambos  comunes; 
y  para  el  caso  de  que  no  dispusiese,  instituyó  heredero  propietario  á 
su  hijo  Don  Francisco  de  Pueyo  y  Suffer,  con  diferentes  sustituciones; 

Resultando  que  poseedora  del  fideicomiso  mencionado  Dona  María 
Josefa  Pueyo,  Marquesa  de  Campo-franco,  por  fallecimiento  desupadr» 
D.  José  Pueyo,  biznieto  delD.  Francisco  Pueyo  Suffer,  promovió  deman- 
da D.  Joaquín  Pueyo  hermano  delD.  José,  en  10  de  Diciembre  de  1785» 
sobre  la  peMenencia  del  fideicomiso ,  á  la  que  se  opuso  la  Doffa  María 
Josefa ,  alegando  que  no  habia  razón  alguna  en  que  pudiera  fundarse 
que  el  fideicomiso  fuese  agnaticio  ni  de  mascuiinidad ,  puesto  que  en 
defecto  de  los  hijos  varones  del  donatario  D.  Gregorio  fueron  llamadas 
la  hija,  sobrina  ó  nieta  primogénita  y  todos  los  descendientes,  sin 
más  gravamen  que  el  de  tomar  el  nombre  del  donante;  y  que  extin- 
guida la  línea  masculina  del  donatario,  por  la  sentencia  de  19  de 
Junio  de  1585  se  declaró  como  regular  el  fideicomiso  á  D.  Juan  Odón 
Suffer,  nieto  de  Doffa  Pedrona  Juan,  hija  del  donatario,  y  pasó  des- 
pués también  como  regular  á  Doffa  Catalina  Suffer,  nieta  del  D.  Fran-' 
cisco  Su ñer,  hermano  del  dicho  D.  Juan  Odón,  perteneciendo  por  tanta 
á  la  Marquesa  como  descendiente  del  donatario  y  déla  línea  primogénita; 
y  por  sentencia  dictada  por  la  Audiencia  de  Mallorca  en  21  de  Julio  de. 
1790  se  absolvió  á  aquella  de  la  demanda  puesta  por  el  Don  Joaquín 
de  Pueyo»  su  tio,  sobre  los   vínculos  y  fideicomisos  fundados  por  el 
D.  Jaime  Juan  y  otros  que  se  mencionan;  todos  los  cuales  se  declarar- 
ban  tocar  y  pertenecer  á  dicha  Doffa  Josefa  en  calidad  de  regularen  > 
Resaltando  que  la  Doffa  María  Josefa  Pueyo,  Marquesa  d£  Camp(H  . 
franco,  en  su  testamento  de  21  de  Mayo  de  1838  instituyó  herederqi  i^^ 
universal  usufructuario  y  propietario  de  todos  los  bienes  que  tenia  dft  í*^ 
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libre  disposición  á  sn  marido  D.  Francisco  Javier  Riedmatten ,  bajo 
condición  de  qae  no  pudiera  enajenar  ninguna  de  las  propiedades  cor- 
respondientes á  su  patrimonio,  y  de  que  dispusiera  de  su  herencia  á 
fiívor  de  D.  Nicolás  y  de  D.  Adolfo  Rotten  y  Guzman;  y  posteriormente 
la  misma  Marquesa  de  Campo-franco ,  en  virtud  de  la  reserva  que  se 
babia  hecho  en  dicho  testamento  por  escritura  de  15  de  Junio  de  1811, 
como  poseedora  del  fideicomiso  fundado  por  D.  Jaime  Juan,  y  diciendo 
usar  de  la  facultad  concedida  en  dicha  donación,  eligió  sucesora  del 
fideicomiso  para  después  de  su  fallecimiento  á  Doña  María  Antonia  Ro- 
siffol,  hija  de  D.  Baltasar  y  nieta  del  D.  Francisco  Rosiñol ,  descen- 
diente de  D.  Francisco  Pueyo  por  su  hija  Doña  Isabel ,  cuarta  abuela 
de  la  Doña  María  Antonia,  y  en  caso  necesario  al  hijo  primogénito  de 
esta,  bajo  los  pactos  y  condiciones  qhe  se  mencionan  y  la  de  que  no 
conformándose  la  Doña  María  Antonia  Rosiffol  y  sus  sucesores  con  tales 
pactos,  se  entendiera  la  elección  del  fideicomiso  á  favor  de  D.  Pedro 
Rosifiol : 

Resnltando  que  fallecida  Doña  María  Josefa  Pueyo,  Marquesa  de 
Campo-franco,  en  30  de  Diciembre  de  18il,  su  viudo  D.  Francisco  Ja- 
vier Riedmatten  y  D.  Adolfo  Rotten  y  Guzman  otorgaron  escritura  en 
17  de  Marzo  de  1813,  la  cual  aceptó  y  aprobó  Doña  María  Antonia  Ro- 
sifiol ,  haciendo  á  ésta  entrega  del  predio  arbosar  y  sementera  conti^ 
gna,  llamada  del  Rafal  en  pago  de  la  mitad  de  bienes  que  la  espectaban 
como  sucesora  elegida  del  fideicomiso  fundado  por  D.  Jaime  Juan;  por 
otra  escritura  de  30  de  Abril  de  1855  el  D.  Francisco  Javier  Riedmatten 
y  los  hermanos  D.  Nicolás  y  D.  Adolfo  Rotten  celebraron  un  convenio, 
en  virtud  del  que  quedaron  en  poder  del  D.  Adolfo  los  bienes  que 
constituían  la  herencia  de  la  Doñ^  María  Josefa  Pueyo ,  Marquesa  de 
Campo-franco ;  y  su  viudo  D.  Francisco  Javier  Riedmatten  en  testa- 
mento de  6  de  Noviembre  de  1858  ,  bajo  del  cual  falleció  en  6  de  Marzo 
de  1861,  instituyó  por  heredero  usufructuario  al  D.  Adolfon  Rotten,  y 
propietario  ai  hijo  de  éste  D.  Antonio,  con  diferentes  sustituciones: 

Resnltando  que  D.  Pedro  Rosiñol  Zagranada ,  hermano  menor  de 
Don  Baltasar  Rosiñol ,  padre  de  la  Doña  María  Antonia  Rosiñol,  electa 
sucesora  por  Doña  María  Josefa  Pueyo  del  fideicomiso  de  que  se  trata, 
otorgó  testamento,  bajo  del  que  falleció  en  15  de  Diciembre  de  1861, 
instituyendo  por  heredera  usufructuaria  de  sus  bienes  á  Doña  Isabel 
Zaforteza,  su  esposa  ,  y  propietario  á  su  hijo  D.  Francisco  Rosiñol  Za- 
fbrieza: 

lesultando  que  en  IS  de  Agosto  de  1866  la  Doña  Isabel  Zaforteza  y 
su  |ii]o D.  Francisco  Rosifiol,  como  sucesor  del  D.  Pedro  Rosiñol,  de- 
dujeron demanda  para  que  se  declarase  nula  y  de  ningún  valor  ni 
efecto  la  elección  que  Doña  María  Josefa  de  Pueyo,  Marquesa  de 
Gampo-firanco ,  hizo  á  favor  de  Doña  María  Antonia  Rosiñol  y  de  su 
bQo  en  caso  necesario  D.  Juan  O'Neille  en  la  escritura  de  15  de  Junio 
de  1841 ;  y  que  en  su  consecuencia  se  condenase  y  en  remedio  de 
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Jasticla  compeliese  al  D.  Juan  O'Neille  y  á  D.  Adolfo  RoUen  á  qae  de 
los  bienes  que  comprendía  la  donación  que  en  20  de  Junio  de  liU 
otorgó  D.  Jaime  Juan  á  favor  de  s6  hermano  D.  Gregorio «  y  los  coalet 
retenían,  hicieran  entrega  á  los  demandantes,  como  sucesores  de  Don 
Pedro  Rosiñol,  de  la  mitad  de  dichos  bienes  que  por  la  ley  de  des- 
vinculación  quedó  reservada  al  mismo  D.  Pedro  Bosiñol ,  como  suce- 
sor inmediato  vincular ,  sin  perjuicio  del  derecho  de  ios  demandantes 
para  el  uso  que  les  convipiera  hacer  de  las  acciones  reales  subsidia- 
rias contra  cualesquiera  terceros  poseedores ,  y  que  se  mandase  que 
dicha  entrega  se  verificara  sin  preceder  liquidación  alguna  y  sin  otra 
previa  diligencia  para  la  adjudicación  que  el  justiprecio  de  los  bienes  de 
la  masa  vincular  al  único  objeto  de  averiguar  el  valor  de  la  mitad  re- 
servada para  el  inmediato  sucesor  D.  Pedro  Rosiñol ,  debiendo  por  el 
valor  tasado  serle  adjudicados  los  bienes  equivalentes ;  condenando  á 
los  expresados  D.  Juan  y  D.  Adolfo  ai  pago  de  los  frutos  desde  el  &- 
Uecimiento  de  la  Marquesa  de  Campo-franco  y  en  todas  las  costas; 
para  ello  alegaron  que  el  fideicomiso  particular  perpetuo  ordenado  por 
D.  Jaime  Juan  en  la  donación  de  20  de  Junio  de  14i8  del  predio  Pla- 
ñida y  demás  bienes  especificados  en  la  misma  debia  ser  calificado 
de  agnación  natural,  y  en  su  defecto  de  agnación  artificiosa  al  tenor 
del  contexto  íntegro  y  el  espíritu  de  las  cláusulas  de  su  fundación: 
que  en  la  sentencia  ejecutoría  de  19  de  Junio  de  1585  se  aclaró  y  fijó 
irrevocablemente  como  regla  inviolable  del  orden  sucesorio  la  priori- 
dad de  grado  y  prerogativa  de  la  masculinidad;  y  que  estas  condiciones 
reunía  D.  Pedro  Rosiñol  Zagranada  en  80  de  Agosto  de  1836  cuando  fué 
restablecida  la  ley  de  desvinculacion  de  11  de  Octubre  de  1820,  y  en 
la  época  del  fallecimiento  de  la  Marquesa  de  Campo-franco,  última 
poseedora :  que  la  elección  que  ésta  hizo  como  poseedora  de  los  bie- 
nes vinculados  por  la  escritura  de  15  de  Junio  de  1841,  no  podia  tener 
efecto  alguno*  porque  por  la  disposición  del  vinculante  carecían  las 
hembras  de  la  facultad  de  elección  activa^  y  además  la  última  pose- 
edora no  dejó  descendencia  alguna  en  que  poder  ejercer  tai  facultad: 
que  anulada  aquella  elección ,  debió  en  su  consecuencia  quedar  efec* 
tivo  y  expedito  el  derecho  de  D.  Pedro  Rosiñol,  como  indubitado  su- 
cesor inmediato,  y  trasmisible  á  sus  herederos ,  á  la  mitad  de  ios  bie-. 
nes  que  fueron  vinculados  por  D.  Jaime  Juan  y  le  fué  reservada  por 
la  ley  de  desvinculacion  : 

Resultando  que  D.  Adolfo  Rotten,  Marqués  de  Campo-franco*  con- 
testó á  la  demanda,  pretendiendo  que  se  desestimase  en  todas  sus 
partes  y  se  le  absolviese  de  ella,  y  excepcionó  que  lejos  de  ser,  como 
pretendían  los  demandantes,  de  agnación  natural  y  en  su  defecto  arti- 
ficioso el  fideicomiso  ordenado  por  D.  Jaime  Juan,  sus  cláusulas  de-- 
mostraban  que  las  hembras  estaban  expresamente  llamadas  y  no  esi 
cluidas;  pues  si  bien  el  donante  previno  que  en  caso  de  suceder  hembra? 
debiese  su  marido  tomar  su  apellido ,  de  aquí  no  podia  deducirse  éL 
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nandato  de  crear  la  agnación  artificiosa,  n!  en  toda  la  donación  había 
términos  bábiles  para  dedacirlo :  aue  para  conocer  el  verdadero  ca- 
rácter del  TÍncnlo  fundado  por  D.  Jaime  Juan  no  babia  más  que  aten- 
der á  la  sentencia  de  H  de  Julio  de  1790,  por  la  cual  triunfó  una 
hembra  en  competencia  con  un  varón  que  babia  promovido  el  pleito 
calificando  de  agnaticio  el  expresado  vínculo ,  y  que  esta  era  la  norma 
qae  debia  baber  sido  atendida  por  los  demandantes  y  el  orden  suce- 
sorio fijado  y  determinado  de  una  manera  irrevocable ;  fallo  que  res- 
petaron los  autores  de  D.  Francisco  Rosifiol ,  y  al  cual  sin  querer  se 
babian  visto  precisados  á  someterse,  tanto  él  como  ^  madre,  al  re- 
conocer la  legitima  posesión  y  sucesión  de  Doña  Marfa  Josefa  Pueyo» 
que  en  aquel  litigio  ocupaba  el  mismo  puesto  que  ocupaba  en  el  pre- 
sente la  elegida  Doña  María  Antonia  Rosiñol,  en  representación  de  su 
Iiadre  D.  Baltasar,  y  D.  Joaquín  Pueyo  ocupaba  el  que  ahora  ocupa 
Don  Pedro  Rosiñol,  de  quien  eran  herederos  su  esposa  é  hijo  actual, 
demandantes: 

Resultando  que  acusada  la  rebeldía  al  otro  demandado  D.  Juan 
0*Neille  por  su  no  comparecencia,  y  seguido  el  Juicio  por  sus  trámi- 
tes, el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  que  fué  confirmada 
por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  en  19  de  Julio  de  1869,  absolvien- 
do á  D.  Juan  O'Neille  y  ft  D.  Adolfo  Rotten,  Marqués  de  Campo-franco, 
de  la  demanda  contra  ellos  interpuesta  por  Doña  Isabel  Zaforteza, 
viuda  de  D.  Pedro  Rosiñol  Zagranada,  y  su  hijo  D.  Francisco  Rosiñol: 

T  resultando  que  por  parte  de  estos  se  interpuso  recurso  de  casa- 
ción porque  en  su  concepto  se  han  infringido : 

1.*  La  voluntad  del  fundador  del  fideicomiso  D.  Jaime  Juan ,  ex- 
presada en  su  donación  de  29  de  Junio  de  lii8 ,  que  es  la  ley  por  la 
cual  deben  resolverse  las  cuestiones  relativas  á  la  sucesión  del  propio 
fideicomiso,  y  como  consecuencia  de  ello  la  ley  5/,  tít.  17 ,  libro  16 
de  la  Novísima  Recopilación,  y  la  doctrina  admitida  por  la  Jurispru- 
dencia de  los  Tribunales,  consignada  en  las  sentencias  de  este  Supre- 
mo de  7  de  Octubre  de  1854,  26  de  Enero  de  1859,  IS  de  Marzo  de 
1865,  26  de  Enero  y  12  de  Marzo  de  1866,  á  <:uyo  tenor  en  la  suce- 
sión de  los  vínculos  deben  guardarse  los  llamamientos  establecidos 
por  el  fundador,  cuyas  disposiciones  han  de  ser  cumplidas  religiosa- 
mente por  más  que  se  desvien  del  orden  establecido  por  las  leyes  del 
leino  para  la  sucesión  de  la  Corona;  por  cuanto  se  desestimaba  la 
demanda,  sin  embargo  de  ser  el  carácter  del  fideicomiso  de  agnación 
rigurosa,  y  en  su  defecto  anificiosa,  según  el  órám  sucesorio  trazado 
en  la  fundación,  y  aparecer  demostrado  que  al  traslinear  el  fideico-* 
miso  por  la  muerte  de  Doña  María  Josefa  de  Pueyo,  hija  del  último 
poseedor  varón  sin  hijos,  hubo  de  pasar  á  D.  Pedro  Rosiñol,  como 
trasversal  varón  descendiente  del  donatario  de  grado  más  próximo, 
poesto  que  su  hermano  D.  Baltasar,  padre  de  la  Doña  María  Antonia 
losifiol,  había  premuerto  en  el  año  de  1812. 
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e.*  La  doctrina  de  qae  «los  actos  nulos  no  tributan  derecho  algu- 
no,» y  la  ley  2.%  tít.  15,  Partida  8.*,  con  la  doctrina  consignada  en  la 
sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  27  de  Mayo  de  1864,  á  cuyo 
tenor,  es  preciso  que  haya  duda  acerca  de  si  una  vinculación  es  re- 
gular 6  irregular  para  que  pueda  tener  aplicación  el  principio  de  que 
la  regularidad  sea  la  regla  de  toda  sucesión  vincular:  en  cuanto  á  lo 
primero,  si  el  derecho  que  al  absolver  de  la  demanda  á  los  deman- 
dados se  suponía  en  Doña  María  Antonia  Rosifíol  se  hacia  derivar  de  la 
elección  hecha  á  su  favor  por  Dofia  María  Josefa  Pueyo  en  la  escritura 
de  15  de  Junio  de  1841,  pues  dicha  elección  fué  nula  en  tanto  que  ni 
habla  llegado  el  caso  de  ella,  ni  Doña  María  Josefa  de  Pueyo  pudo 
ejercer  válidamente  la  facultad  electiva,  por  haberla  concedido  el  fon- 
dador  únicamente  á  los  varones;  y  en  cuanto  á  lo  segundo,  si  dicha 
mejor  derecho  que  se  suponía  en  Doña  María  Antonia  Rosiñol  se  lia- 
cia  derivar  de  la  fundación ,  en  la  inteligencia  de  ser  el  fideicomiso 
regular  ó  de  haberse  de  reputar  como  tal  por  ser  dudosa  su  natura- 
leza; pues  ordenado  por  D.  Jaime  Juan  el  orden  sucesorio  de  los  va- 
rones agnados  naturales,  luego  el  de  hembra  para  ser  cabeza  de  agna- 
ción ficta,  y  luego  los  agnados  de  esta  clase ,  era  evidente  que  la 
sucesión  en  éste  fideicomiso  en  nada  se  parecía  á  la  que  establecía  la 
ley  de  Partida  citada ,  y  que  no  podia  partirse  del  supuesto  de  que 
por  ser  dudoso  habia  de  presumirse  la  regularidad  del  vínculo ; 

Y  3/  Las  leyes  19  y  20,  tít.  22,  Partida  3/,  y  la  doctrina  admitida 
por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de  15  de  Junio  de  1858,  8 
de  Enero  de  1861  y  28  de  Octubre  de  1862,  en  cuanto  se  aplicaba  en 
la  sentencia  la  cosa  juzgada ;  pues  al  tenor  de  dichas  leyes  y  doctri- 
nas, para  que  procediera  esta  excepción,  se  requería  que  entre  los  dos 
pleitos  existiera  identidad  de  personas,  de  cosas  y  de  acción,  y  no  se 
faltaba  á  ella  fallándose  en  uno  de  los  dos  juicios  en  contra  de  lo 
fallado  en  el  otro,  siempre  que  fuese  diversa  la  causa  ó  razón  de  pe- 
dir, y  perjudicaba  tan  sólo  á  los  que  litigaron ,  sin  más  excepciones 
que  los  casos  que  las  leyes  determinaban ;  y  en  el  presente  ni  habia 
identidad  de  personas,  ni  la  cansa  ó  razón  de  pedir  era  la  mtoma  qM 
en  el  otro  juicio ,  sino  todo  diferente ,  ni  entre  las  excepciones  de  la 
ley  se  hallaba  la  especial  que  se  quería  aplicar  á  los  mayorazgos  para 
que  obligasen  las  ejecutorias  á  los  que  se  creyeran  con  iguales  dere* 
chos  de  familia. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  María  de  Gastilla. 

Ck)nsiderando  que  el  vínculo  de  que  se  trata  no  es  de  agnadoa 
rigurosa  ni  fingida,  puesto  que  el  fundador  al  hacer  los  llamamientos 
dispuso,  que  faltando  los  hijos  varones  de  su  hermano ,  si  acontada  . 
que  éste  y  aquel  que  poseyera  los  bienes  tuvieran  hijas  ó  nietos  da 
ellas,  pasasen  á  la  hija  que  él  eligiere;  y  no  haciendo  la  elección  á  la 
primogénita,  y  muriendo  dicha  hija  sin  hijos,  á  la  otra  hermana  mte 
próxima  en  grado :  ! 


8SNTBI9CIAS  DE   1870.  183 

Considerando  qae  faera  de  las  disposiciones  especiales  establecidas 
^en  la  fandacion,  y  cuando  en  estañada  se  previene  terminantemente 
para  el  caso  de  morir,  el  poseedor  de  los  bienes  sin  hijos  ni  hijas  6 
nietos  de  ellas,  como  ha  sucedido  respecto  de  la  última  posefidora, 
en  dicho  caso,  y  siempre  qae  por  falta  de  claridad  en  la  fundación 
se  duda  acerca  del  verdadero  carácter  del  vínculo ,  debe  estimarse 
"éste  regular: 

Considerando  que,  esto  supuesto,  la  sentencia  de  la  Sala  al  absol- 
ver á  los  demandados  no  ha  infringido  las  leyes  y  doctrinas  citadas 
en  los  motivos  de  casación  1.*  y  2.*,  porque  siendo  Dofia  María  Anto- 
nia Rosifíol  hija  de  D.  Baltasar,  hermano  mayor  de  D.  Pedro  RosifíoU 
los  sucesores  de  éste  no  tienen  derecho  para  reclamar  contra  el  hijo 
y  heredero  de  aquella,  y  contra  el  heredero  de  la  última  poseedora 
«del  vínculo  la  mitad  de  los  bienes  del  mismo ;  y  por  consiguiente  ni 
para  pedir  la  nulidad  de  la  elección  que  dicha  última  poseedora  hizo 
en  favor  de  la  Doña  Haría  Antonia  Rosiffol: 

T  considerando  en  cuanto  á  las  leyes  y  doctrina  citadas  en  el  ter- 
cer motivo,  con  relación  á  la  cosa  Juzgada,  que  se  dirigen  contra  los 
considerandos  de  la  sentencia,  y  que  contra  ellos  no  se  da  el  recurso 
de  casación,  como  lo  tiene  declarado  repetidamente  este  Tribunal  Su- 
premo; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Isabel  Zaforteza  y  D.  Fran- 
cisco Rosifiol,  á  quienes  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de 
ia  cantidad  depositada,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  de- 
vuélvanse los  autos  á  la  Audiencia  de  Mallorca  con  la  certificación 
correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ia 
Madrid  é  insertará  en  la  Coleeeian  legislativa  ,  pasándose  al  efecto  lai^ 
copias  necesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos.=Jnan 
González  Acevedo.sJosé  María  Cáceres.=:Laureano  de  Arrieta.ssYalen- 
tin  6arralda.=Francisco  María  de  Gastilla.as  Joaquín  Jaumar.=José 
Fermín  de  Muro. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Francisco  María  de  Castilla,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estando 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo ,  el  dia  de 
boy»  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado  de  dicho 
Sopremo  Tribunal. 

Madrid  S6  de  Octubre  de  1870.a=:Remigio  Fernandez  y  Rodríguez. 
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NÚM.  47, 
CASACIÓN. 


Desahucio. — Sentencia  de  26  de  Octubre ,  declarando  dedierto  ef 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Tecla  Solé  contra  la 
que  en  25  de  Junio  de  i  869,  dictó  la  Sala  tercera  de  la  kur 
diencia  de  Barcelona. 

En  sus  coNSiDERiNDOs  sc  cstablcce : 

Que  según  el  párrafo  i.^delart.  6.^  de  la  ley  de  23  de  Junio^ 
de  1867.  que  reformó  la  de  Enjuiciamiento  civil  respecto  ai  jui- 
cio de  desahucio,  admitiendo  el  recurso  de  casación  y  cualquiera  que 
sea  su  estado,  se  considerará  desierto  si  durante,  su  sustanciadon 
dejaren  de  pagarse  las  rentas  vencidas  ó  de  satisfacerse  las  que 
corresponda  adelantar. 

En  la  villa  de  Madrid,  ¿  26  de  Octubre  de  1870,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  las  Afueras 
de  Barcelona  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  misma  ciu- 
dad por  D.  Ramón  Cortecañs  con  Tecla  Soló  sobre  desahucio;  pleito 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por 
te  demandada  contra  la  sentencia  que  en  23  de  Judío  de  1869  dict¿ 
Ia  referida  Sala: 

Resultando  que  D.  Ramón  Gortecans  entabló  en  11  de  Enero  de  1869 
it  demanda  objeto  de  este  pleito,  ejercitando  la  acción  personal  que  á 
favor  del  dueño  nace  del  contrato  de  arrendamiento,  y  en  lo  nece- 
sario la  ex4ege  para  que  convocada  á  juicio  verbal  Tecla  Solé,  y  oidas 
las  partes  y  recibidas  las  pruebas,  se  mandase  que  aquella,  dentro 
del  preciso  término  de  ocho  días ,  dejase  libre  y  expedita  á  disposi- 
clon  del  demandante  la  tienda  y  habitación  que  ocupaba  en  la  casa 
número  49  de  la  calle  de  Santa  Isabel  del  pueblo  de  Sans,  de  propie- 
dad de  Gortecans ;  pretensión  que  fundó  en  que  la  demandada  hablaba 
dicha  tienda  en  virtud  de  arriendo  sin  designación  de  tiempo,  por  el 
precio  de  40  rs.  mensuales;  y  que  después  de  haberla  requerido  va- 
rias veces  verbalmente  para  que  la  desocupase,  la  intimó  formalmente 
el  desahucio  en  el  acto  de  conciliación  que  se  habia  celebrado  eia  87 
de  Noviembre  del  año  anterior,  concediéndole  el  término  de  ciiaronta 
días  para  que  la  desocupase;  y  que  además  se  hallaba  en  descubierto 
del  alquiler  de  los  meses  de  Diciembre  de  1867  y  Enero  de  1868,  la 
caal  era  también  motivo  para  el  desahucio: 

Resultando  que  en  el  Juicio  verbal  manifestó  Tecla  Solé  que  si  de* 
lúa  dos  meses  de  alquiler,  consistía  en  que  el  demandante  no  se  ha- 
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• 

Ma  preseotado  ¿  cobrarlos,  poniéndolos  en  el  acto  á  disposición  del 
Juzgado  para  que  ios  entregase  á  Corteo  ans:  qoe  no  estaba  conforme 
con  ia  demanda  porque  el  actor  la  habla  prometido  no  subir  el  al- 
quiler ni  obligarla  al  desahucio  mientras,  como  habia  venido  hacién- 
dolo por  espacio  de  trece  afios,  le  alquilara  las  habitaciones  y  reco- 
giese las  llaves  y  alquileres;  y  que  el  demandante  replicó  que  bastaba 
la  confesión  de  la  demandada  de  hallarse  en  descubierto  de  dos  men- 
sualidades, siendo  inoportuna  la  entrega  de  alquileres  que  en  el  acto 
(fueria  hacer;  y  que  eran  inexactos  los  demás  hechos  que  habia  ex- 
puesto: 

Resultando  que  estimado  el  desahucio  con  las  costas  por  ia  sen- 
tencia del  Juez  de  primera  instancia,  que  con  igual  condenación  con- 
firmó la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Barcelona  en  23  de  Juuio 
de  1869,  interpuso  la  demandada  recurso  de  casación,  citando  como 
Infringidos: 

1.*  El  art.  1/  de  la  reforma  á  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  de  25 
de  Junio  de  1867,  porque  el  ínquilino  que  habia  pagado  siempre  du- 
rante el  trascurso  de  tantos  años  el  alquiler,  que  se  habia  confor- 
mado á  las  exigencias  del  propietano  de  aumentarlo,  que  con  insis- 
tencia se  le  habia  prometido  que  no  se  le  lanzarla,  que  por  ello  ha- 
bia hecho  trabajos,  mejoras  y  reparaciones  en  el  edificio,  de  qae  tenia 
el  propietario  ia  exigencia  de  pretender  un  alquiler  cuadruplicado,  no 
era  el  inquilino  de  mala  fé  y  que  por  su  temeridad  mereciera  condena 
de  costas. 

I  S.*  El  art.  662  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  reformado;  por 
baber  admitido  el  Juez  inferior  ia  apelación  interpuesta  sin  acreditar 
previamente  la  apelante  haber  satisfecho  los  plazos  vencidos. 

Tisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Marfa  €áceres. 
'  Considerando  que,  según  el  párrafo  segundo,  art.  6.*  de  la  ley  de  25 
de  Junio  de  1867,  que  reformó  la  de  Enjuiciamiento  civil  respecto  al 
jntcip  de  desahucio,  admitido  el  recurso  de  casación  y  cualquiera  que 
aet  sa  estado,  se  considerará  desierto  si  durante  su  sustanciacion  de- 
jaren de'  pagarse  las  rentas  vencidas  ó  de  satisfacerse  las  que  cor- 
responda adelantar: 

Considerando  que  al  celebrarse  el  Juicio  verbal  en  la  primera  íns- 
laacia  entregó  la  recurrente  los  alquileres  que  adeudaba  entonces  por 
te  me«ses  de  Diciembre  de  1867  y  Enero  de  1868;  y  al  interponer  el 
lecurso  de  casación  ha  depositado  en  16  de  Julio  de  1869  el  alquiler 
tfe  otros  seis  meses,  sin  que  haya  hecho  constar  otro  pago  posterior 
4esde  aquella  fecha  y  durante  la  sustanciacion  del  recurso; 

Vallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  desierto  el  inter- 
puesto por  Dofia  Tecla  Solé,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la 
pArdida  de  la  cantidad  por  que  prestó  caución,  para  cuando  mejore  de 
f9rt909:  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Barcelona  con  la 
«¿rtifioáeion  correspondiente. 
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Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  pabllcará  en  la  Gae$ia  y  se 
insertará  en  la  Colección  legislativa  ^  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=3Jaan  González 
Acevedo.=José  María  Gáceres.s=Laareano  de  Arr¡eta.=Francisco  María 
de  Castilla .=J08é  María  Haro.e=3Joaqain  Jaumar.=José  Fermín  de  Maro. 

Pablicacion: 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  María  Gácéres,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo, estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma ,  el  dit 
de  boy,  de  que  certifico  como. Escribano  de  Cámara. 

Madrid  %6  de  Octubre  de  1870.=6regorío  Camilo  García. 

N¿H.  48. 
APELACIÓN. 


Pago  de  un  siniestro. — Sentencia  de  2S  de  Octubre ,  revocando 
el  auto  dictado  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  Ha- 
bana que  denegó  la  admisión  del  recurso  de  injusticia  notoria 
interpuesto  por  el  síndico  de  la  auiebra  de  la  Sociedad  Jum 
Manuel  Pardo  y  compañía,  en  pleito  con  la  Compañía  de  se- 
guros Sun  Fire  Office  y  otros. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  establece : 

Que  según  el  arí.  1.217  del  Código  de  Comercio,  contra  la 
sentencia  de  vista,  confirmatoria  de  la  de  primera  instancia  procede 
el  recurso  de  injusticia  notoria  cuando  dicha  sentencia  es  definitiva 
y  el  interés  de  la  causa  excede  de  50.000  rs.,  y  que  con  arreglo 
a  los  artículos  455  v  436  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  mercanHl 
debe  interponerse  dentro  de  treinta  dias  después  de  notificada  la 
ejecutoria ,  y  presentando  el  Procurador  poder  especial  de  la 
parte. 

Eq  la  villa  de  Madrid,  á  28  de  Octubre  de  1870,  en  el  pleito  se^ 
guido  en  el  Tribunal  de  Comercio  de  la  Habana  y  en  la  Sala  segunda 
de  la  Audiencia  de  la  misma  ciudad  por  la  Sociedad  Juan  Manuel  Paria 
y  compañía,  y  continuado  por  el  síndico  de  su  quiebra,  contra  las 
Compañías  de  seguros  Sun  Fire  Office  y  otras,  sobre  pago  de  un  tír 
niestro;  pleito  pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  apelación  interpueM 
por  las  últimas  del  auto  en  que  la  Sala  denegó  la  admisión  del  re* 
curso  de  injusticia  notoria  entablado  por  dicbas  Compafffas  :        .   '' 

Resultando  que  en  Mayo  de  1866  Juan  Manuel  Pardo  y  compidiÉ|. 
aseguraron  contra  el  riesgo  de  incendio  en  las  Sociedades  Sun  Flr#^ 
Officcj.  Ñor  Britik  etc.  Mercantil  y  Real  de  Seguros  las  cantidades  di' 
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M.OOO  pesos  la  primera,  15.000  la  segunda  y  10.000  la  tercera  sobre 
las  eilstencias  de  tabaco  en  rama  que  tenían  en  la  casa  de  mampos- 
terfa  y  teja,  núm.  47,  de  la  calle  de  la  Salud,  determinando  el  tiempo 
y  abonando  la  prima  del  seguro ,  consignándose  además  en  las  póli- 
zas sus  condiciones  generales,  entre  las  que  se  enumeran  que  quimí 
pr^endiese  efectuar  un  seguro  habla  de  especificar  las  cualidades  de 
la  construcción  del  edificio  y  naturalaza  de  los  efectos;  y  que  si  diere 
informes  falsos ,  ó  los  edificios,  mercancías  y  muebles  fueren  descri- 
tos en  la  póliza  distintos  de  lo  que  realmente  eran,  quedaría  aquella 
sin  Talor  para  el  asegurado: 

Resultando  que  en  28  de  Setiembre  la  Sociedad  Juan  Manuel  Pardo 
y  eompañia  propuso  demanda  ordinaria  ante  dicho  Tribunal  de  Co- 
mercio contra  las  compañías  Sun  Fire  Office^  Nort  Britek  ete.  Mereantü 
y  Real  de  Seguros  manifestando  que  en  la  noche  del  S9  de  Julio  del 
repetido  affosehabia  incendiado  la  casa,  y  con  ella,  destruido  por 
las  llamas  el  tabaco  en  rama,  asegurado  por  el  demandante  en  las 
Compañías  á  que  se  referían  las  tres  mencionadas  pólizas  que  presen- 
tó: que  habiendo  participado  el  siniestro  á  sus  agentes,  se  excusaron 
infundadamente  del  pago  y  del  cumplimiento  del  contrato  sin  adverUr 
que  á  las  partes  no  les  es  licito  separarse  de  las  obligaciones  fijadas  por 
la  ley  de  la  convención  y  que  por  lo  tanto,  celebrado  el  contrato  de 
seguros  con  todas  las  formalidades  exigidas  por  los  estatutos  Jde  las 
tres  citadas  Compañías ,  y  llenados  por  el  demandante  todos  los  de- 
beres que  aquellos  le  imponían,  era  incuestionable  su  derecho  para 
exigir  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  contraidas  por  los  asegu- 
radores y  la  justicia  con  que  invocaba  la  acción  del  Tribunal,  pi- 
diendo que  se  condenase  á  los  agentes  de  las  tres  expresadas  Compa- 
ñías al  pago  de  las  cantidades  á  que  respectivamente  se  obligaron  lla- 
gado el  caso  del  siniestro,  con  las  costas,  reservando  al  demandante 
el  derecho  para  reclamar  daños  y  perjuicios  por  la  morosidad  en  el 
cumplimiento  del  contrato: 

Resultando  que  las  Sociedades  demandadas  contestaron  oponién- 
dose, y  fundadas  en  la  ley  del  contrato,  pidieron  la  absolución  de  la 
demanda : 

Resultando  que  seguido  el  pleito,  dictó  sentencia  el  Tribunal  de 
Comercio,  que  confirmó  con  costas  la  Sala  segunda  de  la  referída  Au- 
diencia en  5  de  Julio  de  1809,  condenando  á  las  Compañías  deman- 
dadas al  pago  de  las  respectivas  cantidades  en  que  fueron^  aseguradas 
las  existencias  del  tabaco  en  rama  de  D.  Juan  Manuel  Pardo  y  com- 
pañía, más  el  interés  del  8  por  100  anual  desde  el  día  en  que  debie- 
ron verificarle,  con  las  costas;  y  se  dejó  á  salvo  á  Pardo  y  compañía 
el  derecho  que  pudiera  asistirles  para  reclamar  daños  y  perjuicios  por 
la  lUta  de  pago  en  su  oportuna  época  : 

Resultando  que  las  Compañías  de  Seguros,  por  medio  de  Procara- 
dor con  poder  especial  al  efecto ,  interpusieron  recurso  de  injusticia 
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Botoria  contra  la  referida  sentencia  de  vista ,  invocando  loi^  artículos 
1.S17  y  signiente  del  Código  de  Ck)mercio ,  y  exponiendo  que  la  sen- 
tencia contrariaba  las  disposiciones  qae  regulan  ios  contratos ,  en  los 
que  la  primera  ley  es  la  voluntad  de  los  que  los  efectúan ,  y  que  el 
€onirato  en  este  pleito  eran  las  pólizas  del  seguro : 

Resultando  que  el  síndico  de  la  quiebra  se  opuso  á  la  admisión 
del  recurso;  y  la  Sala  sentenciadora «  fundándose  en  que  en  el  escrito 
de  interposición  no  se  citaba  expresamente  la  ley  que  se  hubiera  in- 
fringido ni  la  violación  de  formas  sustanciales  del  Juicio  en  la  segunda 
instancia,  denegó  la  admisión  del  expresado  recurso: 

Kesoltando  que  la  parte  recurrente  apeló  de  esta  denegación:  y  ad- 
mitida la  apelación,  ha  venido  á  este  Tribunal  el  oportuno  testimonio. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  María  de  Castilla. 

Considerando  que,  según  el  artículo  1.217  del  Código  de  Comercio» 
contra  la  sentencia  de  vista,  confirmatoria  de  la  de  primera  instancia, 
procede  el  recurso  de  injusticia  notoria  cuando  dicha  sentencia  es  de 
finitiva  y  el  interés  de  la  causa  excede  de  50.000  rs.,  y  que  con  arreglo 
á  los  artículos  i35  y  436  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  mercantil,  debe 
üilprponerse  dentro  de  treinta  días  después  de  notificada  la  ejecutoria» 
y  presentando  el  Procurador  poder  especial  de  la  parte : 

T  considerando  que  en  el  caso  presente  concurren  todas  las  cir^ 
cnnstancias  expresadas; 

Tallamos,  que  debemos  revocar  y  revocamos  el  auto  apelado ;  ad- 
mitimos el  recurso  de  injusticia  notoria  interpuesto  por  las  Compa- 
ñías de  Seguros  demandadas,  y  mandamos  que,  previo  depósito  de 
8.M0  rs.  fuertes,  que  hará  la  parte  recurrente,  en  el  término  de  diez 
dias,  se  proceda  á  la  sustanciacion  del  recurso  con  arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de  Jía- 
értd  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  co- 
plas necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Juan 
González  Acevedo.=José  María  Cáceres.=:Francisco  María  de  CastilÍ8.Ea 
Joaquin  Jaumar.=José  Fermin  de  Muro. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Francisco  María  de  Castilla ,  Magistrado  d^  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dit 
de  hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano  de  ,'Cámara. 

Madrid  28  de  Diciembre  de  l$70.=Rogelio  González  Montes. 
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N¿M.  49. 
CASAC'lON. 


Beiyindigagion  DE  UNA  FINCA. — Seoteocia  de  28  de  Octubre,  decla- 
rando DO  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Dofia 
Josefe  Folgueras,  contra  la  sentencia  que  en  1 1  de  Octubre  de 
1869  pronunció  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  ea 
pleito  con  Dofia  Teresa  Gima. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  estableco: 

Que  H  el  demandado  poseyó  la  finca  litigiosa  quieta  y  padfcar 
menkj  gana  el  dominio  de  ella  por  la  tenencia  de  más  de  treinta 
años,  conforme  á  la  ley  il,  tit.  29  de  la  Partida  5.^ 

En  la  Tilla  de  Madrid,  á  28  de  Octubre  de  1870,  en  el  pleito  seguido 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Oviedo  y  en  la  Sala  primera 
de  la  Audiencia  del  mismo  territorio  por  Dofia  Josefa  Foigueras  ooa 
Dofia  Teresa  Gima ,  sobre  reivindicación  de  una  finca ;  el  cual  pende 
ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  deman- 
dante contra  la  sentencia  que  en  11  de  Octubre  de  1869  pronunció  la 
referida  Sala: 

Resultando  que  por  escritura  de  10  de  Diciembre  de  1834  Juan 
Yaldés,  Manuel  Suarez  y  Fernando  Fernandez,  y  sus  respectivas  mu- 
jeres María,  Teresa  y  Josefa  Foigueras,  estas,  previa  la  correspondiente 
licencia  marital,  vendieron  á  José  Cima  de  Villamenor,  por  la  cantidad 
de  860  rs.  que  confesaron  haber  recibido  anteriormente,  tres  cuartas 
partes  de  dos  dias  de  buoyes,  poco  más  ó  menos,  en  la  heria  de  abajo 
de  la  parroquia  de  Gblloto,  con  la  carga  y  pensión  anual  de 86  y  medio 
reales  que  por  razón  de  canon  se  pagaban  al  venerable  Dean  y  Cabil- 
do; no  firman  los  otorgantes  porque  dijeron  no  saber,  advirtiéndoles 
el  Notario  la  obligficion  de  tomar  razón  de  la  escritura  en  el  oficia 
de  hipotecas  dentro  de  tercero  dia,  bajo  la  pena  de  nulidad  del  con- 
trato; siendo  declaración  que  si  resultase  alguna  cosa  y  en  cualqnier 
tiempo,  no  se  dirigirla  la  acción  contra  los  vendedores  ni  sus  herede- 
ros, y  sí  serid  de  cuenta  y  carga  del  comprador: 

Resultando  que  previo  acto  de  conciliación,  Doñ^i  Josefa  Polgaeiras, 
viuda,  dedujo  demanda  en  15  de  Abril  de  1868  para  que  se  declarase 
que  la  correspondía  la  finca  expresada  en  la  referida  escrítuí^,  con- 
denando en  consecuencia  á  Dofia  Teresa  Gima  á  que  la  restituyese 
eon  las  rentas  producidas  ó  que  hubiese  debido  producir,  «y  sin  dere> 
cho  á  las  obras  ó  mejoramientos  que  en  ella  hubiese  ejecutado,  como 
detentadora  de  mala  fé,  aunque  fuese  declarando  previamente  la  na- 
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lidad  de  cualquiera  título  que  fuera  alegado;  y  alegó  que  era  dueña 
por  haberla  heredado  de  sus  padres  de  la  cuarta  parte  de  una  huerta 
sita  en  la  hería  de  Ck)lloto,  extensión  de  tres  cuartos  de  día  de  bueyes» 
la  cual  estuvo  detentando  D.  José  Urna,  de  Villa,  y  desde  su  falleci- 
miento su  viuda  Dofia  Teresa  Cima;  y  que  la  mera  detentación,  des- 
nuda de  todo  título,  no  puede  legitimar  el  derecho  para  continuar 
poseyendo^ 

Resultando  que  al  contestar  la  demanda,  Doña  Teresa  Gima  de 
Tilla  pidió  se  le  absolviera  de  ella,  y  excepcionó  que  por  la  escritura 
de  10  de  Diciembre  de  1834  D.  José  Gima  de  Yillamenor  compró  la 
finca  en  cuestión  á  D.  Juan  Yaldés ,  Manuel  Suarez  y  Francisco  Fer- 
nandez, como  maridos  respectivamente  de  María,  Teresa  y  Josefa  Fol- 
gueras:  que  habiendo  tomado  posesión  el  comprador  á  la  fecha  del 
otorgamiento  de  esa  escritura,  continuó  en  la  misma  hasta  su  muerte; 
y  su  mujer,  la  demandada,  la  seguía  poseyendo,  como  dueña  única  y 
absoluta,  siendo  esa  posesión  por  más  de  treinta  años: 

Resultando  que  al  alegar  la  demandante  de  bien  probado  expuso 
que,  dueña  de  la  finca  que  se  cuestionaba ,  no  concurrió  al  otorga- 
miento de  la  escritura  de  10  de  Diciembre  de  1834,  como  lo  probaba 
el  que  sabiendo  firmar,  se  expresó  que  no  lo  hacia  por  no  saber:  que 
no  habiendo  sido  inscrita  la  escritura,  era  nula  por  la  legislación  que 
regia  á  la  fecha  de  su  otorgamiento,  y  desde  la  Ley  hipotecaria  no 
podia  perjudicar  á  tercero  sin  la  nota  de  inscripción;  y  por  un  otrosí 
dijo  que  redargüida  de  falsa  la  escritura  que  servia  de  fundamento  á 
la  excepción  de  la  demanda,  procedía  que  sobre  este  particular  se 
sustanciara  y  resolviese  el  incidente  oportuno;  y  pidió  se  tuviese  por 
promovido  ese  artículo,  suspendiendo ,  mientras  en  él  no  recayera 
sentencia  ejecutoria,  la  sustanciacion  del  litigio: 

Resaltando  que  la  demandada  alegó  á  su  vez  reproduciendo  su  an* 
terior  pretensión,  con  la  de  que  se  declarase  válida  y  subsistente  la 
escritura  de  10  de  Diciembre  de  1834: 

Resaltando  que  dictada  sentencia  por  el  Juez  de  primera  instancia, 
de  la  que  apeló  la  demandante,  la  Sala  primera  de  la  Audiencia,  por 
la  saya  de  11  de  Octubre  de  1869  confirmando  sustancialmente  la  ape- 
lada, absolvió  de  la  demanda  á  Doña  Teresa  Gima: 

T  resaltando  que  Doña  Josefa  Foigueras  interpuso  recurso  de  ca- 
sación por  conceptuar  infringidos  el  art.  23  de  la  Ley  hipotecaria;  las 
leyes  1/  y  3/,  tít.  16,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  el  prin- 
cipio jurídico  de  que  nadie  puede  enajenar  lo  que  no  le  pertenece,  por- 
que se  daba  valor  y  eficacia  al  documento  presentado  por  la  demanda, 
sin  estar  inscrito  en  el  Registro  de  la  propiedad  en  perjuicio  de  tercero. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de  Muro. 

Considerando  que  no  se  ha  puesto  en  duda  que  hasta  el  15  de. 
Agosto  de  1868,  en  que  se  interpuso  la  demanda,  ha  venido  la  de- 
mandada poseyendo  quieta  y  tranquilamente ,  como  lo  hizo  su  padre» 
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la  finca  en  cnestion  desde  10  de  Diciembre  de  t83i  en  que  aquel  la 
compró  por  escritura  pública,  habiendo  ganado  ,en  consecuencia  el 
dominio  de  ella  por  la  tenencia  de  mis  de  treinta  años,  conforme  á 
la  ley  81,  tít.  29  de  la  Partida  3/: 

T  considerando,  por  lo  tanto,  que  al  absolver  la  Sala  sentencia- 
dora de  la  demanda  no  ha  infringido  el  art.  23  de  la  Ley  hipotecaria, 
ni  las  leyes  1/  y  3/  del  tít.  16,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación, 
referentes  ai  establecimiento  de  las  Contadurías  de  Hipotecas  y  á  los 
documentos  de  que  se  había  de  tomar  razón  en  ellas;  ni  el  principio 
jurídico  de  que  nadie  puede  enajenar  lo  que  no  le  pertenece,  porque  ni 
se  trata  de  perjudicar  á  tercero,  ni  del  valor  legal  délos  documentos 
sujetos  á  Registro ,  sino  de  reivindicar  una  finca  por  quien  aunque 
hubiese  tenido  derecho  á  ella  ha  dejado  pasar  más  de  treinta  años 
sin  ejercerlo,  siendo  por  lo  mismo  inaplicables  ai  pleito  las  expresadas 
disposiciones  legales,  únicas  en  que  se  ha  fundado  el  recurso; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Josefa  Folgueras,  á  quien 
condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestó 
canción,  la  que  en  caso  de  hacerse  efectiva,  si  mejorase  de  fortuna,  se 
distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audien- 
cia de  Oviedo  con  la  correspondiente  certificación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  d$ 
Madrid  é  insertará  en  la  Cktleceion  legiilativa  ,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos .==Juan 
González  AcevedcoJosé  M.  Cáceres.=El  Magistrado  Sr.  D.  Laureano 
Anieta  votó  en  Sala  y  no  pudo  firmar:  Juan  González  Acevedo.= 
Francisco  María  de  Gastilla.=Joaquin  Jaumar.=José  Fermin  de  Muro.=3 
Benito  de  Posada  Herrera. 

Publicación: 
.  Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
losé  Fermin  de  Muro,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo ,  estando  ce- 
brando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo  el  día  de  hoy,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado  de  dicho  Supremo 
TribunaU 

Madrid  28  de  Octubre  de  1870.=Dionisio  Antonio  de  Puga. 


192  T&IBÜNAL  SUPREMO. 

NÚM.  50. 

CASACIÓN. 


DesAffüGio. — Sentencia  de  29  de  Octubre,  declarando  haber  logar 
ai  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Joaquín  Duran  v 
Lercbundí  contra  la  sentencia  que  en  SO  de  Noviembre  de  1869 
dictó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Granada,  en  pleito  con 
D.  Juan  Fernando  Garbayo. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  establece: 

Ou(f  cuando  se  ejercita  la  acción  personal  de  desahucio  el  de^ 
mandado  tiene  la  obligación  de  dejar  expedita  la  finca  sin  aue  le 
exima  de  ella  el  suponer  nuevos  contratos  verbales  ¡te  arrienao  con 
el  apoderado  del  demandante. 

En  la  villa  de  Madrid,  á.29  de  Octubre  de  1870,  en  los  autos  segui- 
dos^ en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Motril  y  en  la  Sala  tercera 
de  la  Audiencia  de  Granada  por  Ik  Joaquín  Duran  y  Lercbnildi  conr 
D.  Joan  Fernando  Garbayo,  sobre  desahucio ;  autos  que  pendoi  ante 
Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  Duran  contra  lá 
sentencia  que  en  20  de  Noviembre  de  1869  dictó  la  referida  Sala : 

Resultando  que  por  escritura  de  10  de  Noviembre  de  1861  D.  Fran- 
cisco López  Rniz,  por  sí  y  como  apoderado  de  D.  Juan  Femando  €rar* 
bayo,  otorgó  recibir  en  arriendo  del  Conde  de  Fioridablanca  varias 
tierras,  sitas  en  término  de  Motril  y  Salobreña,  estipulando,  entre  otras 
condiciones,  que  aquellos  podrían  subarrendar  el  todo  ó  parte  de  las 
fincas ;  pero  quedando  ambos  única  y  exclusivamente  responsables  al 
pago  de  la  renta  y  al  exacto  cumplimiento  de  las  condiciones  de  lá 
escritura  :  que  un  año  antes  de  cumplirse  los  del  arriendo  se  babrian 
de  despedir  ó  ser  despedidos;  y  no  verificándose  la  despedida  por  ana 
ni  otra  parte,  correría  por  otro  año  más ,  y  así  sucesivamente;  qas« 
dando  facultados  los  arrendatarios  para  despedir  y  desahuciar  á  los 
inquilinos  y  colonos ,  y  arrendar  las  tierras  de  nuevo  á  los  que  bien 
tuvieren,  bajo  su  exclusiva  responsabilidad ;  y  por  otra  escritura  de 
13  de  Marzo  de  1864  convinieron  los  contrayentes  en  que  los  seis  años 
que  debia  durar  el  arriendo  principiarían  á  correr  desde  1/  de  Enero 
de  1863  y  cumplirían  alzados  que  fuesen  los  frutos  del  año  de  1868: 

Resultando  que  en  27  de  Febrero  de  1868  D.  Juan  Fernando  6ar* 
bayo  acudió  al  Juzgado,  exponiendo  que  tenia  varias  fincas  arrendadas 
y  subarrendadas,  y  pidió  se  reqfíiriese  á  las  personas  que  nombnüMt 
para  que  cada  una  de  ellas  se  tuviese  poi;  desahuciada  y  dejaran  las 
fincas  á  su  disposición,  trascurrido  el  año  agrícola;  que  así  acordada» 
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«e  reqaf f ió ,  entre  otros ,  á  D.  Salvador  Armada  y  D.  Antonio  de  la 
Torre: 

Resaltando  que  por  escritura  de  21  de  A  bril  de  1869  el  Conde  de 
f  loridablanca  dio  en  arriendo  á  D.  Joaquín  Duran  Lercbundí  las  tier- 
ras objeto  del  contrato  de  10  de  Noviembre  de  1861,  por  término  de 
dos  afios,  pactando,  entre  otras  condiciones,  que  como  por  aqnella 
escritura  y  la  de  13  de  Marzo  de  1864  estaban  obligados  Garbayo  y 
fiaiz,  "^arrendatarios  de  dicbas  tierras,  á  entregarlas  lihres  y  desemba- 
razadas una  vez'  levantados  los  frutos  de  la  cosecba  de  1868,  el  Conde 
cedía  la  acción  que  le  asistía  para  eligir  el  cumplimiento  de  esa  obli- 
gación ¿  Duran,  quien  podía  deducir  las  demandas  que  á  bien  tuvie- 
se, pata  lo  que  le  concedió  el  más  amplio  poder : 

Resultando  que  en  6  de  Mayo  de  1869  D.  Joaquín  Duran  dedujo  de» 
manda  para  que  se  declarase  en  su  día  haber  lugar  al  desahucio  contra 
D.  Juan  Fernando  Garbayo,  por  sí  y  como  encargado  d^  D.  Francisco 
Lopez'  Raíz,  decretándose  el  lanzamiento  en  el  acto,  cuya  providencia 
se  notificase  para  su  cumplimiento  á  sus  subarrendatarios  D.  Antonio 
la  Torre  y  D.  Salvador  Armada,  que  en  su  nombre  tenían  la  posesión 
material  de  algunas  de  las  tierras;  para  ello  alegó  que  Garbayo  habla 
manifestado  estar  pronto  á  entregarle  las  ^tierras ,  á  excepción  de  las 
-que  labraban  en  concepto  de  subarrendatarios  del  mismo  D.  Antonio 
la  Torre  y  D.  Salvador  Armada,  los  cuales  se  resistían,  diciendo  tener 
celebrado  un  nuevo  arrendamiento  verbal  con  D.  Francisco  García 
Fernandez,  administrador  del  Conde  de  Floridablanca :  que  á  Duran 
<K)rrespondia  la  acción  de  desahucio  para  compeler  á  Garbayo  á  que 
desalojase  todas  las  tierras  que  hablan  sido  objeto  de  la  escritura  de 
51  de  Abril  del  mismo  año  6(í  por  haber  concluido  el  término  del  ar- 
rendamiento, ó  sea  por  la  C'iusa  1.'  del  art.  1.*  de  la  ley  de  25  de  Junio 
de  1867 ;  y  que  Garbayo  no  podía  excusarse  del  cumplimiento  de  esta 
-obligación,  bajo  el  pretexto  de  negarse  á  hacer  entrega  de  algunas  de 
las  tierras  sus  subarrendatarios  La  Torre  y  Armada,  puesto  que  ter- 
minantemente se  consignó  en  la  escritura  de  16  de  Noviembre  de  1861, 
al  facnltarle  para  subarrendar  las  tierras ,  que  quedaba  única  y  ex- 
clusivamente responsable  al  exacto  pago  de  la  renta  y  al  cumpli- 
miento de  las  condiciones  estipuladas,  una  de  las  cuales  era  entregar 
las  tierras  libres  y.  desembarazadas,  alzados  los  frutos  de  la  cosecha 
^e  1868 : 

Resultando  que  convocadas  las  partes  al  juicio  verbal  prevenido 
por  la  ley,  el  actor  reprodujo  su  demanda;  y  Garbayo  pretendió  se 
le  absolviese  de  ella,  reservando  á  aquel  su  derecho  contra  quien  hu- 
biere ingav,  y  excepcionó  que  como  arrendatario  del  Conde  de  Flori- 
dablanca, facultado  para  subarrendar,  hizo  el  subarriendo  á  los  mis- 
mos colonos  que  anteriormente  venían  labrando  las  tierras:  qne 
-deipaes  de  haber  requerido  de  desahucio  á  todos  en  el  año  anterior» 
-el  iroévo  administrador  del  Conde  le  pidió  una  nota  de  ios  colonos 
1.  13 
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qae  labraban  tierras  subarrendadas,  á  los  qae  hizo  nuevo  arreada* 
miento,  subiéndoles  las  tierras :  que  por  consecuencia  los  subarrenda* 
tarios  no  tenían  en  el  dia  las  fincas  en  virtud  del  contrato  del  subar- 
riendo que  terminó,  sino  que  las  poseían  por  voluntad  del  Ck>nde,  coyo> 
administrador  se  las  arrendó  nuevamente : 

Resultando  que  practicadas  las  pruebas  que  propusieron  las  partea^ 
por  medio  de  documentos,  declaraciones  de  testigos  y  reconocimiento 
de  firmas,  el  Juez  dictó  sentencia,  que  fué  confirmada  con  las  costas, 
por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  en  20  de  Noviembre  de  1869 ,  de- 
clarando no  haber  lugar  al  desahucio  de  tierras  pretendido  contra 
D.  Juan  Femando  Garbayo,  al  que  se  absolvía  de  la  demanda,  coa 
reserva  de  su  derecho  á  la  parte  actora  para  que  lo  dedujese  contra 
quien  creyera  conveniente: 

T  resultando  que  D.  Joaquín  Duran  interpuso  recurso  de  casación 
por  conceptuar  infringidas: 

1.*  La  doctrina  inconcusa  de  derecho,  admitida  por  la  Jurispruden- 
cia de  los  Tribunales ,  de  que  las  acciones  personales  nacen  de  los 
contratos,  y  no  pueden  dirigirse  contra  cualquier  poseedor  de  la  cosa, 
como  las  reales ,  sino  contra  el  que  en  virtud  de  aquellos  nos  estí 
obleado. 

t."  La  ley  18,  tit.  8.*,  Partida  5.',  que  obliga  al  arrendatario  á  de-^ 
volver  la  cosa,  concluido  el  tiempo  del  arrendamiento,  cuya  obligación 
no  puede  entenderse  en  manera  alguna  cumplida  por  el  arrendatario, 
por  el  sólo  hecho  de  haber  despedido  en  tiempo  oportuno  á  las  per- 
sonas á  quienes  en  uso  de  su  derecho  subarrendara  esa  misma  cosa, 

T  8.*    La  ley  del  contrato,  consignada  en¡la  cláusula  5/  de  la  escri- 
tura de  10  de  Noviembre  de  1861 ,  en  virtud  de  la  cual  el  Conde  de 
Floridablanca  autorizó  á  sus  arrendatarios  D.  Juan  Fernando  Garbayo- 
y  D.  Francisco  López  Ruiz  á  subarrendar  el  todo  ó  parte  de  las  fincaa 
comprendidas  en  el  contrato;  pero  quedando  ambos  única  y  exclusi- 
vamente responsables  al  pago  de  la  renta  y  al  exacto  cumplimiento  de 
las  condiciones  de  la  escritura,  una  de  las  cuales  era,  y  no  podia  ménoa 
de  ser,  devolver  las  tierras  concluido  que  fuese  el  arrendamiento. 
Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de  Muro. 
Considerando  que  la  facultad  de  subarrendar  estipulada  en  la  es- 
critura de  arrendamiento  de  10  de  Noviembre  de  1861  á  favor  de  Don 
Juan  Fernando  Garbayo  y  su  consocio  D.  Francisco  López  Ruiz  fué 
á  condición  de  quedar  ambos  única  y  exclusivamente  responsables  al 
pago  de  la  renta  y  á  la  devolución  de  las  fincas  al  dueño ,  y  que  al 
haber  notificado  á  los  subarrendatarios  D.  Salvador  Armada  y  Don 
Antonio  la  Torre  que  dejasen  expeditas  las  tierras  á  tiempo  oportuna», 
no  es,  como  supone  la  Sala  sentenciadora,  haber  cumplido  el  arren-^ 
damiento,  pues  que  no  se  ban  devuelto  las  fincas  al  propietario,  como^ 
se  convino  en  la  cláusula  5/  de  la  mencionada  escritura ,  y  como  i(h, 
exige  por  regla  general  en  la  materia  la  ley  18,  tít.  8.',  Partida  8.V 


SBNTBNCIAS  DB  1870.  195; 

CSonsiderabdo  qoe  cedidos  ti  recarrente  los  derechos  del  dueño  4e 
los  bleúes  arrendados ,  y  habiendo  ejercitado  aqael  la  acción  perso- 
nal de  desahucio  contra  Garba  yo ,  tiene  éste  la  obligación  de  dejar 
expeditas  las  tierras,  sin  que  le  exima  de  ella  el  suponer  nuevos  con- 
tratos verbales  de  arriendo  con  el  apoderado  en  Blotrjl  del  Conde  de 
Fioridablanca;  contratos,  por  otra  parte,  que  respecto  &  La  Torre  y 
Armada  no  se  han  Justificado,  según  apreciación  de  la  Sala  al  acep- 
tar el  cuarto  eonsiderando  de  la  sentencia  'de  primera  instancia: 

T  considerando,  en  consecuencia ,  que  al  desestimar  el  desahucio 
de  las  tierras  solicitado  por  D.  Joaquín  Duran  y  Lerchundi,  y  reser- 
varle su  derecho  para  que  lo  deduzca  contra  quien  crea  conveniente, 
se  ha  infringido  la  cláusula  5/  de  la  escritura  de  10  de  Noviembre  de 
1811,  y  la  ley  18,  tit.  8.%  Partida  5.%  citadas  por  el  recurrente; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Joaquín  Duran  y  Lerchundi  con- 
tra la  sentencia  que  en  80  de  Noviembre  de  1869  dictó  la  Audiencia 
de  Granada,  y  en  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  re- 
ferida; y  mandamos  que  se  alce  el  depósito  y  devuelva  al  recurrente 
la  cantidad  depositada. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  d$ 
Madrid  é  insertará  en  la  Coleecüm  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  tírmamos.=Juan 
González  Acevedo.=sJosé  María  Cáceres.=Ei  Magistrado  Sr.  D.  Lau- 
reano de  Arrieta,  votó  en  Sala  y  no  puede  íirmar:  Juan  González  Ace- 
vedo.=Francisco  María  de  Gastiiia.=José  María  Haro.=sJoaquin  Jau- 
mar.=sJosé  Fermín  de  Muro. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  Permin  de  Muro,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estando  cele- 
brando audiencia  pdblica  la  Sala  primera  del  mismo ,  el  día  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Supremo  Tribunal. . 

Madrid  29  de  Octubre  de  1870.=>Dionisio  Antonio  de  Puga. 

NÓM.  51. 

CASACIÓN. 

CiniPLiMiENTO  DB  UN  CONTRATO. — Seuteucia  de  3  de  Noviembre,  de- 
clarando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Domingo  Antonio  Martínez  Peso  contra  la  que  en  22  de 
Diciembre  de  1869  dictó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de 
la  Coruaa,  en  pleito  con  D.  Juan  Manuel  Orge  Piñeiro. 

Ed  sus  considerandos  se  establece: 

Que  la  ky  \.\  tit.  i.\  Ubro  id  de  la  No^hima  Recopilaeion 
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cáñsiyna  el  principia  general  4e  que,  de  cualquier  modo  jjue  apa- 
rexca  que  una  per  soma  quiso  obligar  ge  á  otra,  queda  obligada. 


E&  lavilla  de  Madrid,  á  «3  de  Noviembre  de  1870,  en  el  pleito 
gñtdoen  ei  Juzgado  de  primera  instancia  de  Pontevedra  y  en  la  Sala 
sógandade  ia  Aadiencia  de  la  Gorufia  por  D.  Juan  Manuel  Orge Fi- 
ñeiro  y  otros  vecinos  de  Puente  Gaidelas ,  en  número  de  Í2,  con  Don 
Domingo  Antonio  Martínez  Peso,  sobre  cumplimiento  de  un  contrato; 
pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto 
por  el  demandado  contra  la  sentencia  que  en  22  de  Diciembre  de  1869 
dictó  la  referida  Sala : 

Resultando  ^ue  D.  Juan  Manuel  Orge  Piñeiro,  Alcalde  Presidente 
del  Ayuntamiento  de  Puente  Gaidelas,  y  otros  44  más ,  vecinos  todos 
'  de  dicha  villa  y  lugares  que  la  componen ,  firmaron  un  documento 
ante  testigos  enilSde  Mayo  de  1867,  constituyendo  sociedad  común 
para  hacer  posturas  y  remates  á  ia  dehesa  titulada  del  Puente  y  m 
arbolado,  con  destino  á  varias  y  diferentes  servidumbres ,  y  de  .dos 
ferias  al  mes,  anunciada  en  el  Boletín  oficial ;  entendiéndose  que  aun- 
que ei  remate  se  verificara  por  uno  ó  más  seria  extensivo  á. todos  los 
compañeros,  sin  poder,  cualquiera  que  fuera  el  rematante,  hacwse 
duefio  exclusivamente,  ni  verificar  innovación  alguna  en  el  terreno  y 
arbolado»  comprometiéndose  al  efecto  los  socios  á  pagar  por  iguales 
partes  el  importe  del  remate  y  los  gastos  que  ocasionase,  todo  con  el 
tmicó  objeto  de  que  no  se  hiciera  ia  menor  variación  en  el  uso  y  ser* 
vidumbres  que  de  tiempo  inmemorial  afectaban  al  terreno ,  mediante 
los  gravísimos  perjuicios  que  délo  contrario,  además  de  las  dos  ferias 
que  se  celebraban  ai  mes,  ocasionarla  la  servidumbre  de  casas  y  ter- 
renos de  la  circunferencia  colindantes;  constituyendo  aquella  asocia- 
ción sin  perjuicio  de  admitir  á  ella  otros  socios  que  fueran  vecinos  de 
la  parroquia  y  quisieran  serlo,  pero  no  de  otra  diferente;  con  la  dr^ 
cunstancia  de  que  jamás  harían  dicha  dehesa  propiedad  particular  de 
ninguno  de  los  socios,  sino  en  el  único  caso  de  que  el  Estado  preten- 
diera incautarse  de  ella : 

Resultando  que  D.  Domingo  Antonio  Martínez  Peso  firmó  un  docu- 
mento en  papel  común,  con  tres  testigos,  en  Puente  Gaidelas  á  17  del 
referido  mes  de  Mayo  de  1867,  por  el  que,  después  de  expresar  que 
era  Párroco  de  Santa  María  del  Viso  y  natural  de  esta  parroquia ,  se 
asoció  y  adhirió  á  los  ya  asociados  de  ia  misma  acerca  de  la  subasta 
dé  la  dehesa  y  terreno  del  Puente  y  obligándose  en  legal  forma  á  ce- 
derla- á  los  socios,'  «i  quedase  rematada  en  su  postura  por  la  místia 
cantidad ;  'Sociected  que  se  hallaba  constituida  por  documento  otorgado 
en  12  de  aquel  mes,  cuya  cesión  verificaría  en  seguida  de  la  adjudi- 
cación superior : 

Resultando  que  rematada  la  dehesa  por  D.  Domingo  Antonio  Marti- 
ntéiB  Peso,  entablaron  demanda  en  26  de  Marzo  de  1868  D.  Juan  Ma- 
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nnel  Orge  Fifielro,  Alcalde  de  Paente  Galdelas,  y  otros  haita  el  numera 
de  %l ,  yecinos  de  dicha  villa  ,  quienes  en  el  poder  que  confinnaron 
prestaron  canción  por  los  demás,  para  qne  en  atención  á  que  Martí- 
nez Peso  se  negaba  á  darles  participación  en  la  dehesa ,  sosteniendo 
que  la  adquisición  era  exclusivamente  suya,  se  declarase  qne  pertene- 
cía al  demandado  y  á  los  demandantes,  bajo  las  ciáusuias  y  condicio- 
nes estipuladas,  y  previo  el  abono  de  su  precioy  demás  gastos,  con  de- 
ducción de  la  parte  que  correspondiera  al  demandado  como  condueño: 
Eesultando  que  D.  Domingo  Antonio  Martínez  Peso  impugnó  la  de- 
manda, alegando  que  la  asociación  referida  envolvía  la  idea  de  comprar 
para  el  común,  y  por  consiguiente  aquel  acuerdo  era  nulo,  porque  la 
ley  de  Ayuntamientos  no  daba  al  Alcaide  tai  atribución,  sino  á  la  cor- 
poración con  aprobación  del  Gobernador;  habiendo  por  tanto  eome- 
tldo  aquel  un  abuso  autorizando  una  liga  cuyo  objeto  hubiera  podido 
influir  negativamente  en  el  valor  de  la  subasta :  que  el  demandado 
habla  quedado  excluido  de  la  asociación,  toda  vez  que  no  se  admi- 
tían en  ella  vecinos  de  otra  parroquia  diferente;  y  por  tanto,  habiendo 
firmado  aquel  documento  sin  qne  nadie  lo  aceptase ,  lo  habia  retrac- 
tado y  retractaba,  como  siempre  debia  hacerse  de  lo  que  era  doloso 
y  no  recíproco,  puesto  que  si  él  se  habia  obligado  á  cederálos  socios 
-la  dehesa,  nadie  la  habia  admitido  contra  una  condición  expresa,  ni 
le  habia  garantizado  para  el  caso  de  que  aquella  se  elevase  á  un  doble 
ó  á  un  triple;  y  que  la  citada  asociación  enyolvia  una  amortización  de 
bienes,  que  estaba  prohibida;  y  habiéndose  celebrado  por  46  indivi- 
duos, sólo  comparecían  S2,  no  constando  que  los  H  restantes  tuvie- 
ran volniitad  de  litigar  : 

Resultando  que  los  demandantes  replicaron  que  Martínez  Peso,  Abad 
de  la  parroquia  del  Viso,  era  hijo  de  la  de  Paente  Galdelas ,  y  tenia 
en  ella  intereses,  estando  por  lo  tanto  comprendido  en  el  esplHtn  del 
contrato;  habiéndose  adherido  á  él  con  todo  conocimiento:  de.  caus», 
manifestándolo  yerbalmente  á  varios  de  los  contratantes,  quienes  para 
hacer  constar  su  dicho  á  sus  consocios,  habian  exigido  nna  manifes-* 
taclon  por  escrito;  no  siendo  aplicables  las  disposiciones  citadas  de 
contrario,  puesto  que  ni  se  trataba  de  adquirir  bienes  por  el  Munici- 
pio ni  para  el  Municipio,  ni  tampoco  de  amortizar ,  y  sí  sólo  de  eoOf- 
servar,  en  el  mismo  estado  que  tenia,  la  finca  subastada:  *  ^ 

Resultando  que  el  Juez  de  pi*imera  instancia  dict6  sentencia  decUr 
rando  válido  y  subsistente  el  contrato  d^  IS  de  Mayo,  de  1867,  y  su- 
jeto por  lo  tanto  al  mismo  y  sus  oonsecuencito  domo  consocio  Afkm 
Domingo  Antonio  Martínez  Peso;  mandando  en  su  virtud ^C'^ónes- 
,  tricta  sujeción  á  él,  se: otorgase  la  oportuna  escritura  pública "ratifioán- 
dolb,  previo  abono  á  D.  domingo  de  16s  suplementos  y  detnas  gastos 
Isgales  que  como  rematante  hubiera  hecho,  con  deducdohfde  Ida  que 
correspondieran  al  mismo  como  tal  consocio,  impoiilAidóle  las  costáji 
cansadas  en  el  pleito : 
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Resultando  que  confirmada  esta  sentencia  por  la  que  en  U  de  Di- 
:  ciembre  de  1869  dictó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  Corofia, 
alzando  la  condenación  de  costas  impuesta  en  eUa  á  D.  Domingo  Amo- 
nio Martínez  Peso »  interpuso  éste  recnrso  de  casación,  citando  como 
iníHngidas : 

1.*  Al  dar  á  la  manifestación  impersonal  del  recurrente,  consigna- 
da en  el  documento  de  17  de  Mayo,  el  valor  de  una  obligación  for- 
mal y  exiglble,  el  principio  jurídico  de  que  los  contratos  bilaterales 
no  nacen  ni  se  perfeccionan  sino  por  el  consentimiento  de  dos  6  más 
personas  que  se  obligan  á  cosas  determinadas. 

8/  Aunque  la  materia  objeto  de  la  manifestación  no  fuera  propia 
-  de  un  contrato  bilateral ,  y  se  la  considerase  como  una  promesa  ,  al 
tenerla  por  obligatoria,  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  83 
de  Octubre  de  1863,  que  establece  la  doctrina  de  que ,  no  solamente 
los  contratos  en  toda  forma  celebrados,  sino  aun  la  simple  promesa 
hecba  por  una  de  las  partes  contratantes  y  aceptada  por  la  otra,  pro- 
ducen una  verdadera  obligación;  la  de  85  de  Noviembre  de  1858,  que 
consigna  que  la  promesa  sólo  compromete  en  cuanto  sea  aceptada 
en  los  términos  concretos  en  que  se  haya  hecho;  la  de  8  de  Diciem- 
bre de  1867,  que  dice  que  una  promesa  que  se  acepta  bajo  condición 
no  puede  ser  obligatoria  si  ésta  á  su  vez  no  es  aceptada ,  pues  siem- 
pre es  necesaria  la  recíproca  conformidad  de  las  partes;  y  si  falta  el 
consentimiento  de  ambas  no  hay  verdadero  contrato ,  ni  por  consi- 
gniente  obligación,  y  la  de  87  de  Octubre  de  1868,  que  establece  que 
deben  cumplirse  los  contratos  y  aun  las  simples  promesas  aceptadas 
si  reúnen  los  requisitos  legales  en  los  términos  en  que  fué  contraído 
el  compromiso. 

3.*  La  ley  10,  tít.  5.*,  Partida  3.*,  al  considerar  como  una  acepta- 
ción el  hecho  de  haber  propuesto  la  demanda  veinte  y  dos  de  los 
rCnarenta  y  seis  asociados,  ofreciendo  aquellos  por  los  demás  la  opor- 
tuna caudon,  lo  cual  no  podía  calificarse  de  aceptación;  porque  según 
dicha  ley,  la  caución  sólo  se  refiere  á  que  ciertas  y  determinadas 
personas  estarán  y  pasarán  por  lo  que  se  practique  y  resuelva  en  on 
Juicio;  pero  no  se  extiende  y  alcanza  á  actos  extrajudiciales  como  la 
aceptación  de  una  promesa. 

i.*  AI  resolver  que  el  recurrente  entre  á  formar  parte  de  la  socie- 
dad convencional  de  18  de  Mayo  de  1867,  la  ley  del  contrato  que  ter- 
minantemente prescribe  no  pueden  ser  socios  más  que  los  vecinos  de 
Puente  Caidelas,  y  de  ninguna  manera  los  que  lo  fueran  de  otras  par- 
roquias, como  acontecía  al  recurrente. 

9/  Al  permitirse  interpretaciones  sobre  una  cláusula  tan  clara  f 
evidente,  la  doctrina  consignada  en  la  sentencia  de  este  Supremo  Tri- 
bunal de  11  de  Abril  de  1865,  según  la  cual,  sólo  se  permite  inter- 
pretar las  cláusulas  de  un  contrato  cuando  la  oscuridad  ó  la  duda 
las  hiciera  absolutamente  necesarias  para  una  Justa  resolución; 
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T  ((.*  Cambiando  nna  cláusula  tan  esencial  como  lo  era  en  todo 
contrato  de  sociedad ,  la  que  fijaba  las  circunstancias  y  condiciones, 
^ne  habían  de  concurrir  en  los  socios,  la  doctrina  consignada  en  la 
sentencia  de  13  de  Febrero  de  1863,  según  la  cual,  para  introrlaeir 
«n  un  contrato  alguna  adición  ó  variación ,  es  necesario  que  concur- 
ran y  presten  su  asentimiento  todos  los  que  le  celebraron ;  doctrina 
<X)rroborada  por  la  sentencia  de  19  de  Enero  de  1866 ,  que  dice  que 
los  derechos  fundados  en  un  convenio  no  pueden  ser  destruidos  por 
pactos  posteriores,  que  sin  concurrencia  de  todos  los  contratantes  se 
<X)nsignen  por  algunos  de  ellos. 

Yisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Castilla. 

Considerando  que  la  ley  1.*,  tít.  1.*,  libro  10  de  la  Novísima  Be- 
epilación  consigna  el  principio  general  de  que,  de  cualquier  modo 
<iue  aparezca  que  una  persona  quiso  obligarse  á  otra,  queda  obligada: 

Considerando  que  el  demandado  se  adhirió  á  la  asociación  que  los 
demandantes  con  otros  hablan  formado  para  adquirir  en  subasta  la 
dehesa  de  que  se  trata ,  obligándose  á  cederla  á  los  asociados  si  se 
remataba  á  su  favor: 

Considerando  que  constando  dicha  obligación,  la  sentencia  déla 
Sala  al  declarar  al  demandado  sujeto  al  convenio  y  sus  consecuen- 
cias no  ha  infringido  el  principio  y  doctrinas  que  se  citan ,  relativa- 
mente á  que  los  contratos  bilaterales  sólo  se  perfeccionan  por  el  con- 
sentimiento de  ambas  partes,  y  á  que  para  ser  obligatorias  las  pro* 
mesas  se  necesita  la  aceptación  y  recíproca  conformidad;  pues  según 
declaración  del  mismo  demandado,  el  documento  que  firmó  sobre  el 
particular  lo  extendieron  los  socios  presenciales;  y  que  además  los 
actores,  por  sí  y  á  nombre  de  los  otros  socios,  han  hecho  uso  del 
referido  documento  para  entablar  y  seguir  este  pleito  sin  contradio- 
<!ion  de  ninguno  de  ellos;  todo  lo  que  supone  su  consentimiento  y 
aceptación  : 

Considerando  que  siendo  los  demandantes  individuos  de  la  socie- 
dad expresada,  no  se  ha  infringido  la  ley  de  Partida  citada ,  segnn 
la  cual,  los  herederos  ó  aparceros  de  una  misma  heredad  ó  de  otra 
cosa  que  le  pertenezca  comunalmente  pueden  demandar  en  Juicio 
unos  por  otros  srin  carta  de  personería: 

Considerando  que  tampoco  se  ha  infringido  la  ley  del  contrato, 
porque  si  bien  se  constituyó  la  asociación  sin  perjuicio  de  admitir  ¿ 
otros  que  fueran  vecinos  de  la  parroquia  de  Puente  Caldelas,  y  no 
de  otra,  para  el  objeto  de  la  sociedad  se  reputó  al  demimdado  como 
vecino  de  aquella,  por  ser  natural  y  propietario  en  ia  misma;  y  qoe 
además  él  se  adhirió  y  los  otros  lo  han  consentido,  y  solicitado  tf 
cumplimiento  de  su  obligación ,  no  asistiendo  derecho  al  dicho  de- 
mandado para  ir  contra  sus  propios  hechos: 

T  considerando  que,  por  lo  expuesto,  no  tienen  aplicación  al  caso 
presente  las  doctrinas  que  se  invocan  en  apoyo  del  recurso  sobre  cpte. 


200  TRIBUNAL  SUPRBMO. 

Sólo  se  permite  interpretar  las  cláusulas  de  un  contrato  cuando  l^ 
oscuridad  ó  la  duda  io  hace  indispensable,  y  que  para  introducir  al- 
guna variación  en  un  contrato  es  preciso  el  consentimiento  de  tod4^ 
ios  que  le  celebraron; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Domingo  Antonio  Martinez^ 
Peso,  á  quien  condenamos  en  las  costas;  y  devuélvanse  los  autos  &  i& 
Audiencia  de  la  Coruña  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  ^n  la  Colección  legislativaj  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  íirmamos.=Juan  González 
Aoevedo.=José  María  Gáceres.=Laureano  de  Arrieta.=Francisco  Ma- 
ría de  Castilla.=José  Fermín  de  Muro.=loaquin  Jaumar.=Benito  de 
Fosada  Herrera. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Francisco  María  de  Castilla,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribn^ 
nal  Supremo ,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma», 
el  dia  de  boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  3  de  Noviembre  de  1870.=:Gregorio  Camilo  García. 

NÓM-  52. 
CASACIÓN. 


Pago  de  cierta  cantidad. — Sentencia  de  7  de  Noviembre,  decla-^ 
rando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doi^ 
Manuel  Llauder  contra  la  dictada  en  20  de  Enero  anterior  por 
la  Sala  terrera  de  la  Audiencia  de  esta  capital,  en  pleito  ood 
la  Compañía  de  ferro  carriles  del  Norte  de  Espafia. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  la  doctrina  de  que  nadie  puede  hacerse  rico  con  la  ha^ 
denda  aaena ,  no  tiene  aplicación  al  caso  en  que  el  reclamante  na 
prestó  al  demandado  servicio  alguno  y  del  que  resultase  á  éste  pro^ 
vecho  ó  utilidad. 

■ 

En  la  villa  de  Madrid,  á  7  de  Noviembre  de  1870,  en  el  pleito  ae- 
gqido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospicio  de 
«Bta  capital  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  misma  por  0an 
Mannel  Llauder  con  la  Compañía  del  ferro-carril  del  Norte  de  E$pA(i9»      a  ' 
sobre  pago  de  50.000  escudos;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud,. .de-     .¡ 
recurso  de  casación  interpuesto  por  el  demandante  contra  la  sentencia,     a. 
^e  en  SO  de  Enero  último  dictó  la  referida  Saia:  ,^       t., 
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Resultando  de  un  documento  privado,  prcsenttdo  por  el  deknandante, 
que  se  hicieron  propotídOBes  á  la  referida  empresa  para  tomar  á  su 
cargo  el  proponente,  qoe  no  se  expresa  quién  sea,  el  establecimiento 
por  su  cuenta  y  riesgo  de  las  cantinas  necesarias  para  el  saministro  de 
Tíveres  á  los  operarios  ocupados  en  la  parte  de  la  línea  comprendida 
^sde  el  Escorial  hasta  AvUa;  consignándose  en  la  Sexta  de  sus  bases 
6  condiciones  que  la  Dirección  abonarla  al  proponente  una  subven- 
ción que  ella  determinaría  en  razón  del  buen  servicio  que  aquel  hiciere 
•y  de  las  mermas  y  averías  en  efectos  de  consumo,  subvención  que  se 
satisfaría  en  una  sola  vez  á  la  conclusión  délas  obras;  y  que  este  do- 
cumento contiene  un  Y.*  B.*,  fechado  en  Madrid  á  18  de  Diciembre 
de  1861,  y  suscrito  por  el  Ingeniero  E.  Foumier: 

Resultando  que  D.  Carlos  Liaoder  cedió  á  su  hijo  D.  Manuel ,  por 
escritura  de>13  de  Octubre  de  1868,  el  crédito  que  tenia  pendiente  de 
liquidación  contra  la  citada  Compafiía,  procedente  del  mencionado 
servicio  de  suministros  á  los  trabajadores  de  la  sección  del  Escorial  á 
Avila;  y  que  el  cesionario  formó  en  t  de  Octubre  de  1867  una  cuenta 
general  de  los  perjuicios,  siniestros  y  averías  sufridas,  que  formftn 
un  total  de  532.600  rs.  vn.: 

Resultando  que  con  la  misma  fecha  entabló  D,  Manuel  Llauder  la 
demanda  objeto  de  este  pleito  para  que  se  condenara  á  la  Compafiía 
del  ferro-carril  á  pagarle,  como  legítimamente  subrogado  en  los  dere- 
chos de  su  difunto  padre,  la  cantidad  de  50.000  escudos,  ó  la  en  que 
peritos  nombrados  por  las  partes  estimasen  y  tasasen  la  subvención 
estipulada  por  la  base  6/  del  contrato  mencionado;  pretensión  que  fundó 
en  la  existencia  del  mismo,  y  en  los  perjuicios  y  siniestros  que  se  le 
habían  causado  con  motivo  de  las  obras  y  buen  servicio  que  habla  pres- 
tado, atravesando  varias  veces  los  puertos  interceptados  por  la  nieve: 

Resultando  que  la  Compafiía  impugnó  la  demanda,  negando  se  hu- 
biera celebrado  contrato  alguno  con  D.  Carlos  Llauder  para  el  esta- 
blecimiento de  las  cantinas  qoe  por  su  cuenta  y  riesgo,  y  proponién- 
dose aprovecharse  del  mercado  que  naturalmente  creaba  sobre  el 
Í9rro-4»irril  la  concurrencia  de  los  obreros  ocupados  en  su  construc- 
don,  habla  abierto  Llauder  en  la  sección  del  Escorial  á  Avila:  que  ñe- 
cesilaiido  el  permiso  de  los  agentes  de  la  Compafiía  para  penetrar  en 
las  dependencias  de  la  misma,  habla  presentado,  según  parecía,  al  In- 
feniero  ordinario  encargado  de  aquella  sección,  el  pliego  de  las  bases 
i  que  pensaba  sujetarse:  que  al  pié  de  ellas  se  vela  un  V.*  B.*  puesto 
al  parecer  por  dicho  Ingeniero;  pero  que  ni  constaba  que  fueran. acep- 
tadlas, ni  el  Ingeniero  tenia  facultades  para  ello:  que  la  subvención 
«D  todo  caso  pendia  de  la  voluntad  de  la  Compafiía  y  de  su  modo  de 
apnseiar  el  buen  servido  de  Llauder  y  las  averías  que  experimentase, 
lo  t»ñl  no  se  demostraba  que  sucediera;  y  que  nú  probándose  por  el 
tañadidanté  el  ftmdamento  de  su  acdon,  debían  ser .  desestünadas  sus 
MiMMuttOBes: 
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Besultando  qne  absnelta  la  Compafiía  de  la  demanda,  con  imposi- 
ción de  las  costas  al  demandante,  por  la  sentencia  de  primera  iu- 
tancia,  que  con  igual  condenación  confirmó  la  Sala  tercera  de  la  An- 
diencia  de  esta  capital  en  80  de  Enero  último,  interpuso  D^  Manuel 
Llauder  recurso  de  casación,  citando  como  infringidas: 

1/  Las  leyes  1.*,  tít.  1.*,  lib.  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  ft» 
16  y  85  del  tit.  11,  Partida  5.*,  toda  vez  que  el  fundamento  de  la  de- 
manda era  el  cumplimiento  de  un  contrato  en  el  que  se  hallaba  com- 
prendida, y  del  que  nacía  una  obligación  l^erfecta,  contraída  y  aeep- 
iada  por  la  Compafiía  del  ferrocarril  del  Norte;  y  tal  obligación,  ni 
habia  sf do  cumplida  por  dicha  Ck)mpafiía,  ni  ios  Tribunales  la  habiaa 
compelido  á  que  la  cumpliera. 

T  8/  La  doctrina  legal  establecida  y  admitida  por  este  Tribunal 
en  sus  diferentes  y  repetidas  sentencias  respecto  á  que  «los  pactos  lí- 
citos, convenidos  y  aceptados  por  las  partes  contratantes,  son  la  ley  del 
contrato,  y  deben  cumplirse  y  hacerse  cumplir,  en  su  consecuencia,  se- 
gún derecho;»  así  como  la  de  que  nadie  puede  hacerse  rico  con  la 
hacienda  ajena. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  de  Castilla. 

Considerando  que  el  contenido  del  documento  en  que  se  ha  fun- 
dado la  demanda  de  este  pleito  no  constituye  un  contrato  ni  promesa 
que  produzca  una  obligación  de  parte  de  la  Compafiía  del  ferro-carril 
úei  Norte  y  á  favor  del  padre  del  demandante,  puesto  que  en  la  base 
6  condición  6/  de  dicho  docnmento  se  expresa  que  la  Dirección  le 
abonaría  una  subvención,  que  ella  deternünaria ,  en  razón  del  bnea 
servicio  que  hiciera  y  de  las  mermas  y  averías  en  efectos  de  consnoit; 
dependiendo,  por  consiguiente,  la  subvención  de  lo  que  resolviese  la 
misma  Dirección  de  la  Compafiía: 

Considerando  que  aun  existiendo  la  obligación  que  se  supone,  el  actor 
no  ha  acreditado,  á  juicio  de  la  Sala,  el  buen  servicio  que  se  prestara  ni 
las  mermas  y  averías  sufridas,  sin  que  contra  su  apreciación  se  haya 
citado  ley  ni  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tríbunaies: 

Considerando,  por  tanto,  que  la  sentencia  al  absolver  á  la  Gonapa- 
fiía  del  ferro-carril  no  ha  infringido  la  ley  recopilada  que  se  invoca 
y  ordena  el  cumplimiento  del  contrato  y  obligación  en  el  modo  <iiie  se 
hiciere;  ni  las  leyes  de  Partida,  también  citadas,  que  tratan  de  caftnM 
maneras  son  las  promisiones,  cuándo  se  debe  cumplir  la  hecha  h^ 
condición,  y  qué  pena  merece  el  que  promete  dar  ó  hacer  alguna  oott 
y  no  lo  cumple: 

T  considerando  que  por  lo  expuesto  tampoco  ha  sido  infringida  ia 
doctrína  de  que  los  pactos  lícitos  puestos  en  un  contrato  deben  cum" 
plirse  como  ley  del  mismo;  y  que  la  doctrína  de  que  nadie  puede  Ipi* 
cerse  rico  con  la  hacienda  ajena  no  tiene  aplicación  al  caso  praaentt^ 
por  cuanto  el  padre  del  demandante  no  prestó  á  la  Compafiía  del  Mii* 
di'/ii  6dcñ   cío  alguno  del  que  resultase  á  esta  provecho  y  utilidad ;«i  ' 
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Fallamos,  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  ti 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Manael  Llauder,  á  qaien  con* 
denamos  ¿  la  pérdida  de  la  cantidad  por  qne  prestó  caución,  que  pa- 
gará si  viniere  á  mejor  fortuna,  distribuyéndose  entonces  con  arreglo 
i  la  ley,  y  en  las  costas;  y  mandamos  que  se  devuelvan  los  autos  á  li 
Audiencia  de  esta  capital  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeela  y  se 
Insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.s=Juan  Gonsaleí 
Acevedo.=sJosé  María  Gáceres.=:Franci8co  María  de  Castilla.sJoaqahí 
Jaumar.=José  Fermín  de  Muro.=Ben¡to  de  Posada  Herrera.s=FranGl800 
Armesto. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Francisco  María  de  Castilla,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  están* 
doáe  celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo,  íA 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  7  de  Noviembre  de  ]870.s=6regorio  Camilo  García. 

NÓM.  53. 
CASACIÓN. 


Pago  de  maravedís. — Sentencia  de  7  de  Noviembre,  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Am 
Higueras  y  su  hijo  D.  Tomás  Montes  contra  la  que  en  21  de 
Febrero  anterior  dictó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Za- 
ragoza, en  pleito  con  D.  Lúeas  Montes. 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  establcce : 

1.^  Que  la  ley  119,  tit.  18,  Partida  3.*,  únicamente  para  af 
caso  de  que  el  deudor  negare  ser  suya  la  firma  del  documento, 
iexige  que  se  pruebe  por  dos  testigos  bonos  et  sin  sospecha  que  el 
4)tF0  fizo  la  carta  ó  la  mandó  escribir. 

.  2/  Que  la  ley  3.\  tit.  18.  libro  3.*"  del  Fuero  Red,  emg^ 
fxendon  en  los  bienes  del  principal  obligado  antes  de  dirigirse  oom- 
ira  el  fiador. 


En  la  villa  de  Madrid,  á  7  de  Noviembre  de  1870,  en  el  pleito 
KaidQ  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Tarazona  y  en  la  Sala 
ganda  de  la  Audiencia  de  Zaragoza  por  O.  Antonio  Burbano  Navarro 
vOOB  Dofia  Ana  Higueras  y  D.Tomás  Montes,  viuda  é  hijos  y  berederos 
4e  0.  Lúeas  Montes »  sobre  pago  de  maravedís ;  pleito  pendiente  ante 
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Hos  en  virtod  de  recurso  de  casación,  interpuesto  por  los  demandidos 
contra  la  sentencia  q^e  en  81  déTebrero  último  dictó  ia  referida  Saia: 

Reraltando  que  con  fecha  en  Tarazona  á  88  de  Agosto  de  1864  obra 
en  autos  on  pagaré  que  dice  así:  «Pagaré  en  virtud  del  presente,  ó  en 
m!  defecto  D.  Lucas  Montes,  á  la  orden  y  domicilio  de  D.  Antonio 
Bnrbano  y  Navarro,  el  dia  88  de  Agosto  de  1865  la  cantidad  de  li.iM 
fealea,  valor  recibido  de  dicho  señor.  Por  Pedro  Ba2o  responde  á  su 
eomplimiento  Lúeas  Montes:» 

Resultando  que  ft  instancia  de  D.  Antonio  Borbano,  declaró  Judi- 
cialmente Pedro  Bazo  en  Mayo  de  1868,  que  era  en  deber  á  aquel  los 
11.416  rs.  que  indicaba  el  pagaré,  valor  de  ganado  que  le  habla  com- 
prado en  1864;  habiendo  salido  fiador  del  pago  de  dicha  suma  D.  Lút- 
eas Montes  en  el  mismo  documento,  no  firmando  la  declaración  por 
no  saber  hacerlo : 

~  Resultando  qué  despachada  ejecución  en  18  de  Abril  de  1868  cofr- 
Ira  Pedro  Bazo,  por  la  citada  cantidad,  intereses  y  costas,  y  dictada 
á  su  tiempo  sentencia  de  remate ,  se  procedió  á  la  venta  de  los  bienes 
embargados  al  deudor;  y  que  por  fólta  de  postor  se  adjudicaron  á  Don 
Antonio  Burbano  en  37  escudos  664  milésimas  á  que  ascendían  las  dos 
terceras  partes  de  su  tasación  : 

Resultando  que  en  18  de  Noviembre  del  mismo  año  entabló  D.  An- 
tonio Burbano  la  demanda,  objeto  de  este  pleito,  contra  ia  viuda  é 
hijo  de  D.  Lúeas  Montes,  para  que,  en  atención  á  que  su  causante  se 
habla  constituido  fiador  de  la  obligación  contraída  por  Pedro  Bazo,  y 
á  que  éste  se  hallaba  insolvente,  como  lo  demostraba  el  juicio  ejecu- 
tivo que  se  habia  seguido  contra  él ,  se  les  condenase  á  pagar  al  dé- 
mandante  14.417  rs.,  con  más  las  costas  de  la  ejecución ,  descontados 
1^6  cobrados  de  los  bienes  ejecutados,  é  imponiéndoles  las  de  este 
fiéito: 

Resultando  que  los  demandados  impugnaron  la  demanda,  alegando 
qne  siendo  Bazo  comerciante  en  el  año  de  1864,  y  habiendo  comprado 
para  su  tráfico  á  D.  Antonio  Burbano  una  porción  de  ganado,  babia 
€]ecutado  una  operación  mercantil,  siéndolo  también  el  otorgamiento 
^el  pagaré  cuyo  importe  se  reclamaba,  que  habia  quedado  sujeto  i 
las  leyes  y  Jurisdicción  de  comercio,  aun  cuando  Bazo  y  Montea  no 
hubieran  sido  comerciantes  como  lo  eran :  que  siendo  por  ello  apUk 
cables  al  oaso  las  disposiciones  relativas  ai  protesto,  perjuicio  y  ca- 
ducidad de  las  letras ,  no  habiéndose  p|*esentado  el  pagaré  el  dta  'ta 
su  vencimiento  ni  sido  protestado,  ni  tampoco  requerido  el  fiador  paik 
su  pago,  habia  caducado  el  derecho  del  tenedor,  cesando  la  respon- 
sabilidad del  fiador:  que  Burbano,  sin  contar  con  el  fiador  y  eñiOH 
diéndose  directamente  con  el  deudor ,  habia  modificado  la  primittS^ 
obligación ,  pactando  intereses  que  no  se  habían  consignado  en  eU»|r. 
IMrorogando  el  cumplimiento  de  Bazo,  pero  no  el  de  Montes;  de  maia 
qne  áhn  cuando  feera  ezigible  la  obligación  por  las  praacripotonii 
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del  derecho  común,  la  novación  verificada  sin  consentimiento  del  ftadoTt^ 
habla  rebajado  todos  los  vínculos  de  su  compromiso .  haciéndose  re»- 
pensable  de  la  insolvencia  del  deudor  principal :  y  que  Burbano  no 
habia  agotado  todos  Jos  medios  de  que  podía  disponer  para  cobrar  de 
Bazo,  habiendo  llegado  su  negligencia  hasta  el  punto  de  que  otroa« 
aprovechándose  de  ella,  se  hablan  apropiado  bienes  que  él  hubiera  po» 
dido  reclamar;  no  habiendo  justificado  tampoco  la  insolvencia  de  ^zo 
en  la  forma  que  debiera : 

Resultando  que  el  demandante  sostuvo  al  replicar  que  el  coníralo 
de  venta  del  ganado  no  era  mercantil,  con  arreglo  al  art.  360  del  Có* 
digo  de  Comercio,  no  siéndolo  tampoco  con  arreglo  al  387,  aun  con- 
siderado como  préstamo,  ni  pudiendo,  según  las  disposiciones  del  BSS 
tenerse  por  mercantil  el  pagaré  separadamente  considerado,  y  neg4. 
qne  hubiera  existido  novación  en  el  contrato,  la  cual  no  se  presumía» 
¿¡no  que  era  necesario  que  constase  de  una  manera  auténtica : 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  dijeron  los  demanda- 
dos que  no  reconocían  por  de  D.  Lúeas  Montes  la  firma  del  pagaré 
aonque  tenia  semejanza  con  las  que  usaba ,  no  teniendo  noticia  de  tal 
afianzamiento;  y  que  cotejada  por  peritos  con  otras  indubitadas,  ma* 
festaron  qne  encontraban  cierta  semejanza,  teniendo  motivos  para 
creer  que  estaban  hechas  por  una  misma  mano,  pero  sin  afirmarla 
terminantemente : 

Resultando  qne  Pedro  Bazo  declaré  que  Burbano  le  habia  vendido 
al  fiado  el  ganado,  pagándole  el  6  por  100,  presentando  como  fiador 
&  D.  Lúeas  Montes;  pero  no  le  habia  visto  firmar  el  vale,  negándose 
Burbano  á  la  entrega  del  ganado  basta  que  Montes  le  garantizó  el  pago 
porque  no  conocía  ai  declarante;  que  no  díó  conocimiento  á  fiAoñ- 
tes  de  si  habia  ó  no  réditos  por  el  valor  del  ganado,  y  que  su  posi- 
ción en  1865  era  más  desahogada  que  lo  habia  sido  después,  habiendo 
cobrado  sus  acreedores  con  posterioridad  al  embargo  de  sus  bienes, 
aprovechándose  de  los  frutos  de  una  heredad : 

Resultando  que  las  partes  alegaron  de  bien  probado,  y  que  el  Jaez 
de  primera  instancia  en  3  de  Setiembre  de  1869  dictó  sentencia,  ab- 
solviendo de  la  demanda  á  Dona  Ana  Higueras  y  D.  Tomfis  Montes»  é 
imponiendo  las  costas  al  demandante: 

Resultando  que  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Zaragoza  en  81 
de  Febrero  último  dictó  senteacia,  revocando  la  del  Juez,  y  conde*- 
nando  á.  los  demandados  á  pagar  ai  demandante  en  el  término  de 
quince  días  los  14.416  rs. ,  descontándose  de  ellos  576  que  tenia  ya 
cobrados  Burbano  del  deudor  principal : 

Resultando  que  Doña  Ana  Higueras  y  su  hijo  D,  Tomás  Montes  lor- 

terpnsieron  recurso  de  casación,  citando  al  interponerle  y  después  en 

tleíspa  oportuno  en  este  Supremo  Tribunal»  como  infringidas : 

,1/   Al  apreciar  como  bastante  prueba  para  demostrar  la  legitimidad 

del.  pagaré,  la  declaración  del  deudor  principal  y  la  declaración  peri-* 
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cíal,  que  8<Ho' encontraba  cierta  semejanza  entre  la  firma  de  aquel  y 
otras  índubUadá&  de  Montes ,  la  ley  119,  tít.  18,  Partida  3.%  q\\e  ade- 
más de  recbazar  la  prueba,  siempre  conjeturable,  del  cotejo  de  letras» 
exige  dos  testigos  buenos,  sin  sospecha,  que  bajo  Juramento  digan 
haber  visto  &  aquel,  cuyo  nombre  estaba  escrito  en  la  carta,  bacerla  A 
mandarla  escribir ;  ley  que  no  estaba  derogada  por  el  art.  317  de  la 
de  BnJuiciamiento  civil  al  dejar  al  criterio  Judicial  la  apreciación  de 
las  ernebas,  según  las  reglas  de  la  sana  crítica,  porque  no  existiendo 
más  qne  presunciones,  estas  no  debian  estimarse  cuando  una  ley  fre- 
cuentemente observada  y  recomendada  por  este  Tribunal  las  desechaba 
por  insuficientes  é  incompletas,  citando  por  ello  como  infringida  en  la 
apreciación  de  la  prueba  la  ley  anteriormente  mencionada ;  y  en  esta 
fbnna  muchas  sentencias  de  este  Tribunal  tenían  declarado  procedente 
el  recurso  cuando  en  aquella  apreciación  habia  ley  ó  doctrina  legal 
infringida ;  porque  según  el  fallo ,  al  citar  la  decisión  de  5  de  Abril 
de  1860,  era  necesario  que  constase  de  una  manera  indudable,  que 
ima  persona  se  habia  obligado  como  fiador  á  otra ,  lo  cual  en  el  caso 
presente  no  podia  tener  aplicación  por  falta  de  reconocimiento,  y  por 
ello  no  eran  de  aplicación  ai  caso  presente  las  observancias  3/,  De 
fie  juioribus,  y  15,  De  generalibus  privilegiú,  como  el  fallo  consideraba 
ai  citarlas;  y  si  las  leyes  de  Partida  que  eran  la  legislación  que  su- 
plía á  la  especial  de  Aragón. 

S.*  Supuesta  la  legitimidad  del  pagaré ,  la  ley  6.',  tít.  12,  Partida  5.% 
que  declara  válida  la  fianza  hasta  tiempo  cierto,  no  pudiendo  ir  más 
allá  la  obligación  del  que  la  contrae,  y  ia  de  que  se  trataba  se  habia 
4Jado  en  28  de  Agosto  de  1865. 

3/  Al  declarar  que  no  habia  existido  modificación  en  el  contrato 
primitivo,  porque  no  lo  habían  probado  ios  demandados,  los  princi- 
pios fundamentales  del  derecho  y  máximas  admitidas  por  la  juris- 
prudencia  Aetori  ineumhit  probatio:  actor e  non  probante,  reus  est  ab- 
Mok>endu$. 

L*  Al  apreciar  como  ciertos  y  pactados  ai  celebrar  el  contrato  IO0 
intereses  por  el  dicho  aislado  del  deudor  principal,  que  además  anadia 
no  haberse  pactado  delante  del  fiador,  ia  ley  32,  tít.  16  de  ia  Parti- 
da 3/,  no  derogada  por  el  art.  317  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  y 
menos  aún  en  el  caso  actual,  en  que  lo  decia  como  único  testigo  el 
qne  únicamente  podía  tener  interés  en  falsiücar  el  documento  para 
que  el  contrato  se  celebrara,  y  anadia  que  no  habia  estado  presente 
á  la  firma  de  Montes. 

5/  £1  contrato  mismo,  dada  su  validez,  que  era  ley  para  los  con- 
tratantes y  sus  causa-habientes;  y  las  sentencias  de  este  Supremo  Trl- 
Imnai  de  4  de  Octubre  de  1860, 11  de  Febrero  de  1865, 1.*  de  Diciembra^^ 
de  1866,  y  otras,  que  declaran  que  procede  la  casación  de  la  sentendá 
que  infringe  el  contrato  ó  no  se  ajusta  á  lo  convenido  por  las  partéi; 
y  en  el  caso  actual  se  habia  declarado  que  los  recurrentes  útí^ixá 
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pegtr  en  virtad  de  iid«  obligación  fenecida  en  9%  de  Agosto  de  186B, 
y  reclamada  mucho  tiempo  después,  cuando  las  condiciones  del  deudor 
principal  hablan  variado  de  tal  manera,  que  siendo  solvente  en  aquella 
fecha,  no  lo  babia  sido  cuando  se  babia^  hecho  la  reclamación ;  y 
coando  además  el  acreedor  no  habla  hecho  cumplir  la  ejecución,  fal- 
tando la  exención  de  bienes  que  á  los  recurrentes  competía  y  (me  habla 
debido  guardarse,  constando  que  otros  acreedores  hablan  cobrado  des- 
pués de  la  ejecución;  beneficio  que  constituía  también  un  principio  de 
derecho  Indudable,  y  que  consideraba  infringido,  así  como  las  leyes 
que  lo  declaraban,  9/,  tit.  11,  Partida  5/,  y  3/,  tít«  18,  libro  3/  del 
Fuero  Eeal. 

€/  En  atención  á  que  el  contrato  habla  debido  considerarse  mer* 
cantil  en  su  naturaleza  y  en  sus  efectos,  ios  artículos  359,  134,  párrafo 
segundo;  558  y  567  del  Código  de  Comercio,  que  fijan  la  necesidad  del 
protesto  y  declaran  perjudicado  el  pagaré. 

7/  En  cuanto  á  la  manera  de  apreciar  la  naturaleza  del  contrato 
objeto  del  litigio,  los  artículos  489,  490,  491  y  582  del  Código  mercan- 
til, y  las  sentencias  de  este  Tribunal  de  5  de  Agosto  de  1857  y  SO  de 
Setiembre  de  1862. 

8.*  En  cuanto  al  valor  y  eficacia  legal  del  mismo  contrato,  las  sen- 
tencias de  17  de  Marzo  de  1859  y  5  de  Abril  de  1862. 

9.*  En  cuanto  á  sus  términos  y  condiciones,  el  axioma  de  derecho 
proclamado  por  este  Tribunal  en  diferentes  sentencias,  que  establece 
que  los  términos  del  contrato  son  unft  ley  indeclinable  para  los  otor- 
gantes, á  la  cual  debe  ajustarse  la  sentencia* 

T  10*  T  en  cuanto  ft  la  nueva  forma  que,  supuesta  su  validez,  habla 
recibido  el  contrato,  la  ley  15,  tít.  14,  Partida  5/ 

Yisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Jaumar  de  la 
Carrera. 

Considerando  que  la  legitimidad  del  pagaré  de  28  de  Agosto  de  1864 
no  ha  sido  ni  podido  ser  negada  por  O.  Lúeas  Montes,  por  haber  fa^ 
lleddo  antes  de  la  incoación  de  este  pleito,  y  que  por  consiguiente  es 
inaplicable  la  ley  119,  tít.  18,  Partida  3.*,  que  únicamente  para  el  caso 
de  que  el  deudor  negare  ser  suya  la  firma  del  documento,  exige  que  se 
proebe  por  dos  testigos  bonos  et  sin  sospecha  que  el  otro  fizo  la  carta  ó,  la 
maaátf  escribir: 

Considerando  que  si  bien  Ja  ley  6.*,  tít.  12,  Partida  5/  establece, 
que  pueda  uno  constituirse  fiador  por  cierto  tiempo ,  diciendo  yo  so 
¡Mor  por  futan  hasta  tal  dia,  no  habiendo  Montes  usado  de  estas  pa- 
labras ni  otras  análogas  al  firmar  el  citado  pagaré,  es  incuestionable 
qse.  80  obligación  se  extendía  á  tiempo  indeterminado,  sin  que  á  esto 
obste  el  haberse  prefijado  el  día  28  de  Agosto  de  1865  para  el  pago  de 
b  deuda,  porque  sólo  desde  ese  dia  pudo  utilizar  sus  acciones  el 
aereedor,  y  que  por  lo  tanto  no  es  aplicable  al  presente  caso  aque- 
lla ley: 
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Godsiderando  qné  tampoco  lo  sonólos  priDci[iios  Jurídicos  d0  ^ft 
al  actor  Ikicumbe  lá;  prueiía^  y  que  no  famiaistrándola  debe  ser  ab- 
suelto  el  demandado  por  haber  la  Sala  sentenciadora  apreciado  en  oso 
de  sus  atribuciones  que  D.  Antonio  Barbano  ha  Justificado  su  deautü- 
da,  y  que  los  herederos  de  D.  Ldcas  Montes  no  han  probado  sas 
excepciones: 

Considerando  ique  lejos  de  haber  sido  infringida  la  ley  del  contrato 
ni  la  doctrina  consignada  en  las  sentencias  de  este  Supremo  Tribanii 
que  se  €itan  en  el  recurso,  referentes  á  que  debe  estarse  á  lo  conve* 
nido  p6r  las  partes,  el  fallo  de  la  Sala  precisamente  se  ha  reducido  á 
condenar  á  los  demandados  á  cumplir  la  obligación  contraída  por  sa 
causante»  tal  como  la  consignó  en  el  pagaré  de  que  se  trata  : 

Considerando»  que  es  notoriamente  inoportuna  ia  cita  de  la  ley  38, 
titulo  16i  Partida  3.%  que  prohibe  decir  testimonio  por  carta,  por  cuanto 
en  los  presentes  autos ,  tanto  las  partes  como  los  neritos  y  testigos» 
han  prestado  sus  declaraciones  en  forma  legal  y  no  por  carta: 

Considerando  que  tampoco  ha  sido  infringida  la  ley  3.%  tít.  18, 
lüiro  3.*  del  Fuero  Real,  que  exige  la  exención  en  los  bienes  del  prin- 
cipal obligado  antes  de  dirigirse  contra  el  fiador,  porque  precedió  á 
la  actual  demanda  la  ejecución  formal  en  ios  bienes  de  Pedro  Bazo;  y 
si  éste  ocultó  algo  malicíosameote,  de  ninguna  manera  puede  esto  per- 
judicar los  derechos  del  acreedor  mientras  no  conste  que  la  ocultación 
se  hizo  con  su  conocimiento: 

Considerando  que  son  igualmente  inaplicables  los  artículos  del  Có- 
digo de  Comercio  que  invoca  el  recurrente,  porque  no  se  trata  de  un 
afianzamiento  mercantil  ni  de  una  letra  de  cambio,  sino  de  on  simple 
pagaré  que  no  contiene  los  requisitos  que  prescribe  el  art.  563  de  diciio 
Código  para  que  pueda  ser  calificado  de  documento  mercantil: 

T  considerando ,  por  último,  que  tampoco  ha  sido  infringida  It 
ley  9/,  tít.  11,  Partida  5.%  que  trata  de  cómo  los  señores  pueden  deman- 
dar lo  que  fué  prometido  á  sus  personeros,  por  ser  evidentemente  inapli- 
cable; ni  la  15,  tít.  14  de  la  misma  Partida,  cuyo  epígrafe  es  cómo  pueié 
desatarse  la  obligación  principal  por  otra  que  facen  de  nuevo  sobreUa; 
porque  no  se  ha  presentado  en  estos  autos  otra  obligación  posterior 
á  la  que  se  manda  cumplir,  ni  consta  que  ésta  haya  sufrido  alteradon» 
y  sí  que  los  intereses  que  Bazo  prometió  abonar  á  Burbano  se  estipa* 
laron  con  anterioridad  é  independientemente  del  pagaré  que  es  objeta 
del  pleito; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al . 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Ana  Higueras  y  su  hijo  DoH 
Tomás  Montes,  á  quienes  condenamos  en  las  costas;  y  mandamos  qa»' 
se  devuelvan  los  autos  á  la  Audiencia  de  Zaragoza  con  la  certifica  cim  - 
correspondiente. 

Así  por  está  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  inGaotím  y  s#*. 
insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias.  iiil^< 


I 
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cesarías,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=3joaD  González 
Aceyedo.=José  M.  Cáceres.s=Francisco  María  deCastilla.=Joaqain  Jau- 
mar.ssManuel  María  de  Basualdo.aJosé  Fermín  de  Maro.srBenito  de 
Posada  Herrera. 

Pablicacíon: 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Joaquín  Jaumar  de  la  Carrera,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  es- 
tándose celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo  el 
dia  de  hoy,  de  que  certiflco  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  7  de  Noviembre  de  1870.=:Gregorio  Camilo  García. 

NÉM.  54. 
APELACIÓN. 


Pago  de  cantidad.  — Sentencia  de  7  de  Noviembre ,  confirmando 
las  dos  providencias,  apeladas  por  D.  Francisco  Novelle,  de  20 
y  30  de  Enero  de  1869,  declarando  por  la  primera  desierto  el 
recurso  de  casación  interpuesto  por  aquel  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona 
en  4  de  Diciembre  de  1868 ,  y  denegando  la  segunda  la  admi- 
sión del  recurso  de  casación  deducido  por  el  mismo  Novelle 
contra  las  providencias  de  14  y  S2  del  propio  mes  de  Enero. 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece  : 

1/  Que  interpuesto  y  admitido  recurso  de  casación  contra  sen- 
tencia definitiva  pronunciada  por  una  Audiencia,  ésta  sólo  tiene  ya 
jurisdicción  para  exigir  el  depósito  prevenido  por  la  ley,  y  no  puede 
conocer  de  ningún  otro  incidente,  según  lo  mandado  expresamente 
en  el  párrafo  final  del  art.  i, dio  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
dvil. 

2.°  Que  no  cumpliendo  el  recurrente  con  la  constitución  del  de- 
pósito, y  acusada  oportunamente  la  rebeldía,  procede,  según  la 
misma  ley ,  la  deserción  del  recurso. 

3.^  Que  según  el  art.  192  de  la  misma  ley,  si  bien  puede  so- 
licitarse el  beneficio  de  pobreza  después  de  la  segunda  instancia, 
esto  ha  de  hacerse  en  la  Audiencia  para  interponer  el  recurso ,  ó 
en  el  Tribunal  Supremo  para  seguirlo  j  ó  lo  que  es  lo  mismo,  ante 
la  Autoridad  judicial  que  conserve  la  jurisdicción  necesaria  para 
continuar  el  procedimiento. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  7  de  Noviembre  de  1870,  en  los  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pino  de  Bar- 
celona y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  su  territorio  por  Don 
I.  14 


210  TRIBUNAL  SUPREMO. 

Seraplo  Pou ,  y  por  sa  maerte  Dofia  María  Gates  y  D.  José  Serapio 
Pon  y  Gutás ,  con  D.  Francisco  Novelle ,  sobre  pago  de  cantidad ;  los 
cuales,  penden  ante  Nos ,  en  apelación  de  dos  providencfas,  dictadas 
por  la  referida  Sala  en  20  y  30  de  Enero  de  1869 ,  declarando  la  ana 
desierto  y  denegando  la  otra  la  admisión  de  los  recursos  de  casación 
interpuestos  por  Novelle : 

Resaltando  que  D.  Serapio  Pon  propuso  en  dicho  Juzgado  demanda 
ordinaria  contra  D.  Francisco  Novelle ,  ejercitando  la  acción  directa  de 
depósito,  y  pidiendo  que  se  condenase  al  demandado  á  devolverle  la 
cantidad  de  1.009  doros  que  le  habla  entregado  en  aquel  concepto,  con 
más  los  intereses  al  6  por  100  desde  que  se  constituyó  en  mora»  cos- 
tas y  gastos  y  perjuicios : 

Resaltando  que  conferido  traslado  á  D.  Francisco  Novelle,  contestó 
que  adeudando  la  expresada  cantidad  por  causa  de  préstamo,  y  no  de 
depósito ,  se  le  absolviese  de  la  demanda : 

Resultando  que  continuado  el  juicio  por  sus  trámites,  recayó  sen- 
tencia en  6  de  Abril  de  1868,  de  la  que  apeló  D.  Francisco  Novelle;  y 
en  4  de  Diciembre  del  mencionado  afío  de  1868  la  Sala  primera  de  la 
referida  Aadiencin  dictó  sentencia  confirmando  con  costas  la  apelada, 
por  la  qne  se  condenó  á  D.  Francisco  Novelle  á  pagar  en  el  término 
de  diez  días  á  D.  Serapio  Pon  la  cantidad  de  2.000  escudos,  intereses 
á  razón  del  6  por  100  desde  la  contestación  á  la  demanda ,  y  costas: 

Resaltando  que  D.  Francisco  Novelle  interpuso  contra  esta  senten- 
cia recarso  de  casación,  fundándole  en  la  infracción  de  las  leyes  que 
citó;  y  la  misma  Sala  en  proveído  de  26  de  Diciembre  admitió  dicho 
recurso ,  y  mandó  que,  acreditado  el  depósito  de  400  escudos  dentro 
de  los  diez  días  siguientes,  se  elevasen  los  autos  á  este  Supremo 
Tribunal : 

Resultando  que  el  recurrente  presentó  un  escrito  en  11  de  Enero 
de  1869,  sascrito  por  él  y  por  sus  defendieres ,  manifestando  que  du- 
rante la  segunda  instancia  del  prei»ente  pleito  habla  venido  á  menor 
fortuna,  según  baria  constar  por  información  testifical:  que  en  su  es- 
tado de  pobreza  le  era  imposible  hacer  el  depósito  ordenado  por  el 
atíto  de  admisión  del  recurso  de  casación,  y  pidió  que  ante  todo  se 
mandara  sustanciar  el  punto  de  pobreza ;  y  que  otorgada  la  defensa 
por  pobre,  se  le  admitiese  la  caución  prevenida  en  el  art.  1.032  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil : 

Resultando  que  la  Sala  por  auto  de  14  de  Enero,  dispuso  que,  ha- 
llándose admitido  el  recurso  de  casación,  usase  de  su  derecho  Don 
Francisco  Novelle  ante  el  Supremo  Tribunal  por  lo  relativo  á'la  po- 
breza, y  que  se  estuviese  á  lo  mandado: 

Resultando  que  D.  Serapio  Pou  acusó  la  rebeldía  al  recurrente  por 
no  haber  acreditado  el  depósito  de  los  400  escudos ,  y  solicitó  que  se 
declarase  desierto  el  recurso  de  casación  admitido ;  y  en  auto  de  M 
de  Enero,  apreciadas  las  razones  expuestas  por  D.  Seraplo  Pou,  y 
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vistos  los  artículos  1.031  y  1.053  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se 
declaró  desierto  con  las  costas  el  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Noveile : 

Resultando  que  en  el  mismo  dia  20  D.  Francisco  Noveile  expuso 
que  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  se  habia  abstenido  de  proveer 
sobre  la  solicitud  de  pobreza ,  privándole  asi  de  defenderse  en  este 
Supremo  Trit^unal  por  serle  imposible  hacer  el  depósito  ordenado,  y 
pidió  que  se  estimase  la  reclamación  de  indefensión  que  le  causaba  el 
auto  de  14  de  Enero,  notificado  el  16,  ó  que  á  lo  menos  se  le  admi- 
tiese la  caución  establecida  por  el  art.  1.032,  sin  perjuicio  de  lo  que 
sobre  la  pobreza  resolviese  este  Supremo  Tribunal ;  y  por  un  otrosí 
suplicó  de  dicho  auto  para  el  caso  de  no  estimarse  la  pretensión  en 
lo  principal : 

Resultando  que  en  auto  de  22  de  Enero ,  por  la  razón  que  habia 
tenido*  en  cuenta  el  de  14 ,  no  se  dio  lugar  á  lo  pedido  por  D.  Fran- 
cisco Noveile  en  el  anterior  escrito,  y  se  hubo  por  hecha  la  reclama- 
ción de  indefensión : 

Resultando  que  el  repetido  Noveile  presentó  el  27  dos  escritos,  ape- 
lando en  el  primero  del  auto  de  20  de  Enero ,  por  cuanto  habia  de- 
clarado desierto  el  recurso  de  casación,  sin  embargo  de  existir  re- 
clamaciones pendientes;  y  alegando  en  el  segundo  que  los  de  22  y  14 
del  mismo  mes  tenian  fuerza  definitiva,  puesto  que  no  habían  dado 
lugar  á  oirle  sobre  la  pobreza  por  el  mismo  pretendida,  ponían  tér- 
mino á  la  sustanciacion  del  recurso  de  casación  y  habían  sido  causa 
de  que  se  declarara  desierto;  y  que  por  otra  parte  habia  reclamado  en 
tiempo  la  falta  de  indefensión  que  producían,  interpuso  recurso  de 
casación  contra  los  indicados  autos  de  14  y  22  de  Enero,  fundado  en 
las  causas  1.'  y  7/  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  la  referida  Sala  de  la  Audiencia  en  30  de  Enero 
de  1869  admitió  la  apelación  del  auto  del  20;  y  considerando  que  los 
del  14  y  22  del  propio  mes  no  eran  definitivos ,  ni  ponían  término  al 
jmcio  ni  hacían  imposible  su  continuación ,  denegó  la  admisión  del 
recurso  de  casación  interpuesto  contra  dichos  autos  de  14  y  22  de 
Enero: 

Resultando  que  Noveile  apeló  de  la  anterior  providencia  en  la  parte 
que  no  dio  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación ;  y  admitida 
la  apelación,  y  tenidos  por  parte  en  este  pleito  Doña  María  Gutés,  viuda 
de  Pou ,  y  D.  José  Serapio  Pou  y  Gutés ,  como  herederos  del  deman- 
dante D.  Serapio  Pou,  se  elevaron  á  los  autos  á  este  Supremo  Tri- 
bunal. 

Tistes,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Cáceres. 


212  TRIBUNAL  SUPREMO. 

Gonsfderando  que  interpuesto  por  D.  Francisco  Novelle  y  admitido 
el  recurso  de  casación  contra  la  sentencia  definitiva  que  pronunció  la 
Audiencia,  ésta  sólo  tenia  ya  jurisdicción  para  exigir  el  depósito  de 
los  400  escudos  que  mandó  hacer»  y  no  podia  conocer  de  ningún  otro 
incidente ,  según  lo  mandado  expresamente  en  el  párrafo  final  del  ar* 
tículo  t.025  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil : 

Considerando  que  no  babiendo  cumplido  ei  recurrente  con  la  cons- 
titución del  depósito,  y  acusada  oportunamente  la  rebeldía,  procedía, 
según  la  misma  ley,  la  deserción  del  recurso,  como  lo  declaró  la  Au- 
diencia : 

Considerando  acerca  del  otro  recurso  en  la  forma  interpuesto  tam- 
bién por  D.  Francisco  Novelle  y  denegado  por  la  misma  Audiencia,  que 
este  recurso  se  ha  promovido  en  el  incidente  de  la  pretensión  de  No- 
velle para  que  se  le  admitiera  la  información  de  pobreza,  y  por  tanto 
que  no  se  ha  propuesto  contra  sentencia  definitiva  ni  que  haga  impo- 
sible la  continuación  del  pleito,  requisito  indispensable  para  que  pro- 
ceda todo  recurso  de  casación,  tanto  en  el  fondo  como  en  la  forma: 

T  considerando  que ,  según  el  art.  192  de  la  misma  ley ,  si  bien 
puede  solicitarse  el  beneficio  de  pobreza  después  de  la  segunda  ins- 
tancia, esto  ha  de  hacerse  en  la  Audiencia  para  interponer  el  recurso, 
6  en  este  Tribunal  Supremo  para  seguirlo,  6  lo  que  es  lo  mismo,  ante 
la  Autoridad  judicial  que  conserve  la  jurisdicción  necesaria  para  con- 
tinuar el  procedimiento ; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  las 
dos  providencias  apeladas  de  20  y  30  de  Eaero  de  1869 ,  por  la  pri- 
mera de  las  cuales  se  declaró  desierto  ei  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Francisco  Novelle  contra  la  sentencia  de  4  de  Diciembre 
de  1868,  y  denegatoria  la  segunda  de  la  admisión  del  nuevo  recurso 
de  casación  interpuesto  por  ei  mismo  Novelle  contra  las  relacionadas 
providencias  de  14  y  22  del  mismo  mes  de  Enero;  y  devuélvanse  los 
autos  á  la  Audiencia  de  Barcelona  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Cíaeeta  de  Ma- 
drid dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  á  su  fecha ,  é  insertará  á  su 
tiempo  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Juan  González  Ace- 
vedo.=José  María  Cáceres.=Francisco  María  de  Castilla.=Joaquin  Jan- 
mar.=José  Fermín  de  Muro. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  María  Cáceres ,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  ei  día  de  hoy,  de 
que  cehifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  7  d.e  Noviembre  de  1870.= Rogelio  González  Montes. 
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Reclamación  de  cuentas  be  tutela  t  cúratela. — Sentencia  de  7 
de  Noviembre,  confirmando  el  auto  dictado  en  31  de  Marzo 
de  1870  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Gáceres^  de- 
negando la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Don  Santiago  Herrero,  en  pleito  con  D.  Bartolomé  Zancudo, 
como  curador  del  menor  D.  Miguel  Sirera. 

En  sus  considerandos  se  establece : 

Que  el  recurso  de  casación,  como  remedio  extraordinario,  no 
puede  emplearse  útilmente  contra  aquellos  procedimientos,  sin  haber 
utilizado  antes  los  recursos  ordinarios  de  que  puede  valerse  el  re- 
cúrrente. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  7  de  Noviembre  de  1870,  en  los  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Plasencia  y  en  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Cáceres  por  D.  Bartolomé  Zancudo^  como 
Gvador  del  menor  D.  Miguel  Sirera,  con  Don  Santiago  Herrero,  sobre 
reclamación  de  cuentas  de  tutela  y  cúratela  y  ocultación  de  bienes  en 
la  formación  de  un  inventario;  los  cuales  penden  ante  Nos  en  virtud 
de  apelación  interpuesta  por  Herrero  del  auto  dictado  por  la  referida 
Sala  en  31  de  Marzo  último,  denegándole  la  admisión  del  recurso  de 
casación: 

Resultando  que  fallecidos  los  esposos  D.  José  Sirera  y  Doña  Ana 
Famandez,  ésta  en  1859  y  aquel  en  1860,  D.  Santiago  Herrero  y  otros 
dos,  en  concepto  de  testamentarios,  formaron  el  inventario,  avalúo  y 
división  de  los  bienes  del  D.  José»  y  el  primero  desempefió  la  cúratela 
de  Dofia  Jacoba,  Doña  Amalia,  Doña  Ramona  y  D.  Miguel,  hijos  me- 
nores de  los  fallecidos: 

Resultando  que  en  1863  D.  Gervasio  Sarmiento,  como  marido  de 
Doña  Ramona  Sirera^  pidió  se  le  entregaran  en  su  dia  las  cuentas 
que  el  tutor  y  curador  Herrero  presentara  dé  la  administración  de  ios 
bienes  de  los  menores: 

Resultando  que  en  16  de  Junio  de  1863  pidió  Herrero  que ,  en 
atención  á  habérsele  promovido  pleito  por  Sarmiento  sobre  cuentas  de 
la  curaduría,  se  le  exonerara  de  la  misma;  y  estimado  así,  y  apare- 
ciendo que  Doña  Jacoba  era  mayor  de  edad  y  que  Doña  Ramona  es- 
taba casada,  se  discernió  á  D.  Bartolomé  María  Zancudo  el  cargo  de 
curador  ad  hima  de  Doña  Amalia  y  D.  Miguel: 
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Resultando  que  promovido  incidente  sobre  entrega  de  bienes, 
efectos  y  documentos  por  el  curador  Herrero  á  los  hermanos  Sirera, 
en  23  de  Noviembre  del  mismo  afio  D.  Gervasio  Sarmiento,  en  repre- 
sentación de  su  mujer,  de  Doña  Jacoba  y  del  nuevo  curador,  presentó 
formal  denuncia  contra  Herrero  por  ocultación  de  bienes  en  el  inven- 
tario y  omisión  en  las  cuentas  presentadas;  y  formada  causa  criminal, 
recayó  auto  de  sobreseimiento,  que  dictó  la  Audiencia  en  las  diligen- 
cias, en  cuanto  se  referían  á  las  cuentas  presentadas  por  Herrero,  como 
carador  de  los  hijos  de  Sirera,  pudíendo  estos,  así  como  D.  Santiago, 
seguir  y  ejercitar  si  vieren  convenirles  en  el  Juicio  civil  correspon- 
diente las  acciones  ya  entabladas  y  cualquiera  otras  de  que  se  creye* 
ran  asistidos  con  relación  á  las  expresadas  cuentas,  en  uso  de  su  de- 
recho; y  se  mandó  continuar  y  sustanciar  la  causa  en  cuanto  á  la  no 
inclusión  de  bienes  en  el  inventario: 

Resultando  que  sustanciada  aquella,  recayó  sentencia  en  grado  de 
revista,  que  pronunció  la  referida  Audiencia  en  2i  de  Setiembre 
de  1866,  absolviendo  de  la  instancia  á  D.  Santiago  Herrero,  declarando 
por  entonces  de  oficio  las  costas  y  gastos  del  Juicio,  y  mandando  de- 
cir al  Juez  de  Plasencia.que  procediera  de  oficio  ó  á  instancia  de  parte 
á  lo  qne  hubiera  lugar  para  terminar  el  expediente  de  las  cuentas 
que  habla  de  rendir  Herrero  por  el  tiempo  que  desempeñó  la  cúratela 
de  los  menores  de  Sirera;  procediendo  en  su  caso  á  lo  que  corespon- 
diera  en  justicia  si  resultasen  méritos  para  ello,  á  cuyo  fin  se  le  devol- 
nieran  con  la  causa  los  expedientes  de  testamentaría,  cuentas  y  de- 
*més  documentos  que  corrian  unidos  á  la  misma: 

Resultando  que  en  17  de  Agosto  de  1867  D.  Bartolomé  María  Zan- 
cudo, como  curador  ad  bona  de  D.  Miguel  Sirera,  acudió  al  Juzgado 
relacionando  los  antecedentes;  y  consignando  varios  fundamentos  de 
derecho,  y  ejercitando  la  acción  personal  directa  llamada  tutélate  su- 
plicó que  habiendo  por  presentada  la  demanda  con  su  copia  se  man- 
dará qne  D.  Santiago  Herrero  en  el  término  prudencial  que  se  le  seña* 
lase,  y  poniéndole  de  manifiesto  en  la  Escribanía  los  antecedentes  que 
corrian  á  la  vista,  rindiera  al  demandante  con  claridad  y  exactitud 
la  cuenta  general  que  había  debido  y  debía  rendir  por  el  tiempo  que 
desempeñó  la  referida  curaduría,  condenándole  por  su  apatía  y  mo- 
rosidad, en  todas  las  costas,  daños  y  perjuicios: 

Resultando  que  conferido  traslado  con  emplazamiento  por  término 
de  nueve  días  á  Herrero,  y  pedida  aclaración  de  esta  providencia  por 
el  demandante,  dictó  otra  el  Juzgado,  declarando  que  se  habla  Umi'- 
tado  á  dar  cumplimiento  al  art.  227  de  la  Dey  de  Enjuiciamiento  dvil,  • 
toda  vez  que  se  trataba  de  una  demanda  designada  como  tal  por  la 
parte  actora  en  su  petición,  y  en  atención  á  no  serle  dado  aprecian 
entonces  en  otros  términos  el  fondo  de  la  litis  promovida: 

Resultando  que  entregados  los  antecedentes  al  demandado ,  y  sas^ 
citado  ineídente  sobre  suspensión  del  pleito  y  próroga  del  láripiíui 
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para  contestar  la  tlemand^,  el  actor  acfisó  la  rebeldía  y  pidió  se  ha- 
biera  á  Herrero  por  decaído  del  derecho  á  contestar: 

Resaltando  que  Herrero  presentó  su  escrito  de  contestación  á  la 
demanda,  en  el  que,  numerando  hechos  y  fundamentos  de  derecho, 
y  consignando  en  el  último  que  por  la  acción  contraria  de  tutela  se 
le  abonaran  perjuicios,  suplicó  se  señalase  tiempo  suficiente  para  que 
el  menor,  en  unión  de  sqs  hermanos  y  ex-curador  D.  Santiago,  con 
arbitros  designados  por  las  partes,  se  hicieran  los  oportunos  reparos 
á  las  cuentas  de  1862  y  63,  excluyendo  las  dos  anteriores,  por  estar 
aprobadas  por  el  Juzgado,  y  en  su  consecuencia  aprobarlas  cuanto 
hubiera  lugar;  condenándoles  de  lo  contrario  por  su  mala  fé  á  los 
perjuicios  causados  y  que  se  causasen,  con  costas: 

Resultando  que  se  hubo  por  presentado,  y  de  esta  contestación  se 
dio  traslado  por  seis  días  al  demandante,  quien  pidió  reposición  de 
esta  providencia,  y  que  se  resolviera  como  habla  solicitado;  y  en  83 
de  Setiembre  se  hubo  por  contestada  la  demanda,  dirigiéndose  apre- 
mio contra  el  demandado'para  que  presentara  las  cuentas  reclamadas, 
y  declarándose  de  su  cuenta  los  gastos  que  se  originasen,  asi  como 
los  del  escrito  en  que  se  acusaba  la  rebeldía  y  actuaciones  subsi- 
guientes con  relación  al  mismo: 

Resultando  que  Herrero  pidió  reforma  de  este  auto,  alzándose  de 
lo  contrario  á  la  Audiencia  para  que  1^  contestación  á  la  demanda 
admitida  por  el  Juez  no  llevara  apremio  alguno  ni  gastos,  por  haber 
sido  en  tiempo  hábil,  declarando  inoportuna  la  rebeldía:  que  se  hu- 
bieran por  presentadas  las  cuentas  que  obraban  en  los  expedientes,  y 
en  su  consecuencia  contestara  el  actor  los  reparos  á  ellas  según  los 
artículos  1.274  y  1.275  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  por  un 
otrosí  que  se  le  exigiera  representación  suficiente  en  este  negocio, 
porque  las  cuentas  eran  para  todos  los  hermanos,  y  no  podia  sepa- 
rarse la  cuarta  parte  de  ellas  ni  darle  al  solicitante  menor  las  de  sus 
hermanos: 

Resultando  que  por  providencia  de  28  del  mismo  Setiembre  se  hubo 
por  presentado  el  anterior  escrito  y  se  mandaron  acompafiar  las  cuen- 
tas como  estaba  ordenado,  expresando  que  el  Juzgado  no  podia  ha- 
cer prorogable  un  término  que  no  lo  era  en  virtud  del  art.  227  de 

la  ley; 

Resaltando  que  apeló  Herrero  de  esta  providencia  y  se  adtnitló  la 
apelación;  así  como  también  habiendo  pedido  el  actor  reforma  en 
parte  y  en  parte  aclaración  del  auto  del  23,  y  denegádosele  por  otro 
de  38,  apeló  de  ambos  y  se  le  admitió  la  apelación: 

Resultando  que  sustanciada  la  alzada,  pronunció  sentencia  la  Au  - 
diencia  en  11  de  Mayo  de  1868,  dejando  sin  efecto  los  autos  apelados 
y  todo  lo  obrado  con  posterioridad  á  la  presentación  del  escrito  de 
17  de  Agosto  de  1867  por  parte  del  menor  Sirera,  y  se  mandaran  de- 
volver los  autos  al  Juzgado  para  que  proveyera  á    dicho  escrito  te 
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procedente,  con  arreglo  á  la  ley  21,  tít.  16,  Partida  6/;  al  párrafo 
tercero  del  art.  1.272  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  y  á  lo  man- 
dado en  la  Real  sentencia  ejecutoria  de  2&  de  Setiembre  de  1866: 

Resultando  que  el  Juzgado  mandó  cumplir  esta  sentencia  y  llevar 
á  la  vista  la  causa  referida,  y  proveyó  en  18  de  Julio  de  1868,  orde- 
nando hacer  saber  á  Herrero  que  en  el  término  de  treinta  dias  rindiera 
las  cuentas  de  la  tutoría  y  curaduría  ad  bona  de  los  hijos  de  Sirera, 
conforme  á  las  leyes  citadas  en  la  sentencia  y  á  lo  mandado  por  la 
Audiencia,  y  que  no  verificándolo,  se  diera  cuenta  para  disponer  lo 
correspondiente:  ^ 

Resultando  que  notificado  Herrero,  manifestó  que  ya  habia  rendido 
al  Juzgado  las  cuentas  de  los  años  1860,  61  y  62  hasta  el  día  en  que 
cesó,  y  que  obrarían  en  las  respectivas  Secretarías,  así  como  también 
entregado  en  las  mesas  del  Juzgado  los  libros  y  papeles  correspon- 
dientes al  negocio;  que  por  ésta  razón  se  veia  en  la  imposiblidad  de 
cumplir  con  lo  preceptuado,  por  carecer  de  antecedentes  para  formar 
las  cuentas,  y  pidió  se  le  exonerara  del  precepto  del  auto  del  18,  y 
se  resolviera  según  tenia  solicitado  sobre  el  examen  y  censura  de 
aquellas;  y  mandado  que  esta  parte  cumpliera  con  lo  ordenado,  pre- 
sentó una  copia  de  las  cuentas  que  habia  rendido  al  Juzgado,  com- 
prensivas una  de  24  de  Febrero  de  1860  á  31  de  Diciembre  de  1861; 
otra  de  1.*  de  Enero  á  31  de  Diciembre  de  1862,  y  la  tercera  adicio- 
nal desde  1.*  de  Enero  á  5  de  Junio  del  63,  expresando  que  los  Justi- 
ficantes estarían  unidos  á  ella  en  la  Escribanía : 

Resultando  que  dada  vista  de  dichas  cuentas  por  treinta  dias  al  repre 
sentante  del  menor,  éste  presentó  un  largo  escrito,  poniéndolas  repa- 
ros; formuló  las  que  en  su  concepto  debía  haber  formado  Herrero ,  y 
suplicó  que  se  condenase  al  mismo  al  pago  de  la  cantidad  líquida 
que  resultaba  contra  él,  réditos  legales  desde  el  dia  en  que  debió 
entregarlo,  con  costas  y  gastos  judiciales,  y  se  mandase  que  del  total 
líquido  que  aparecía  haber  ocultado  y  sentencia  que  recayese,  se  lle- 
vase testimonio  á  la  causa  para  proceder  en  ella  á  lo  que  hubiera 
lugar: 

Resultando  que  de  dichas  liquidación  y  solicitud  se  ordenó  en  el 
dia  8  de  Febrero  de  1869  dar  vista  á  Herrero  por  seis  dias ,  poniendo 
de  manifiesto  ios  autos  en  la  Escribanía,  conforme  al  art.  915  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  que  aquel  se  opuso  á  la  liquidación 
presentada  y  pidió  mayor  término  para  impugnarla : 

Resultando  que  en  17  de  Febrero  se  dictó  providencia,  por  la  que, 
fundándose  en  que  era  imposible  legalmente  por  el  art.  918  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil  otorgar  próroga  de  términos,  atendidas  la  na- 
turaleza y  especie  de  los  procedimientos  que  se  instruían ;  y  puesto 
que  Herrero  se  oponia  dentro  de  tiempo  hábil  á  que  se  aprobara  la 
liquidación  hecha  y  presentada  por  el  acreedor,  y  en  que  no  podía 
dictarse  ctentencia  por  no  constar  en  otra  anterior  las  bases  conforme 
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á  las  cuales  hnbiera  de  bacerse  la  expresada  liquidación,  se  convocó 
á  las  partes  á  Juicio  verbal,  señalando  d!a  y  hora  para  él,  expresando 
que  deberían  presentar  las  pruebas  sobre  los  hechos  ó  partidas  en 
que  no  estuviesen  de  acuerdo,  con  sujeción  á  lo  determinado  en  el 
artículo  901  y  siguientes  de  la  expresada  ley;  y  se  mandó  requerir  á 
Herrero  para  que  en  el  término  de  dos  audiencias  manifestara  clara 
y  terminantemente  con  cuáles  hechos  ó  partidas  de  las  consignadas 
en  la  liquidación  de  las  cuentas  á  cuya  aprobación  se  oponía  no  es- 
taba conforme,  y  con  cuáles  lo  estaba : 

Resultando  que  Herrero  expuso  que  no  habiendo  podido  examinar 
por  completo  la  extensa  liquidación,  estaba  conforme  con  algunas 
de  las  que  había  examinado  y  designaba,  sin  poder  fijar  ciertas  can- 
tidades por  falta  de  papeles  y  libros : 

Resultando  que  habiéndose  procedido  á  la  celebración  del  juicio 
verbal  en  10  de  Marzo,  que  fué  continuado  en  otros  varios,  en  él 
aceptó  Herrero  algunas  de  las  partidas  de  la  liquidación ,  impugnó 
otras,  puso  los  reparos  que  le  parecieron;  y  ambas  partes  produjeron 
las  justificaciones  que  tuvieron  por  conveniente ,  presentando  además 
Herrero  interrogatorio,  á  cuyo  tenor  fueron  examinados  testigos : 

Resultando  que  en  29  de  Mayo  de  1869  dictó  sentencia  el  Juez, 
por  la' que  declaró  que  D.  Santiago  Herrero  y  Martin,  en  las  diligen- 
cias de  inventario,  avalúo,  partición  y  adjudicación  de  los  bienes  re- 
sultantes al  fallecimiento  de  D.  José  Sirera,  no  comprendió  todos  los 
créditos  y  metílico  procedentes  de  dicha  testamentaría;  y  en  su  con- 
secuencia condenó  al  referido  D.  Santiago  Herrero  y  Martin  á  que  res- 
tituyera y  entregara  á  D.  Bartolomé  María  Zancudo  y  Razan,  en  con- 
cepto de  curador  del  huérfano  D.  Miguel  Sirera  y  Fernandez ,  junta- 
mente con  sus  hermanas  Doña  Felipa  Jacoba,  Doña  María  Ramona  y 
Doña  Amalia  Jacoba  Sirera  y  Fernandez,  la  cantidad  de  156.077  reales 
69  cents,  á  que  ascendían  los  créditos  y  metálico  ocultado  por  el 
mismo  durante  el  desempeño  de  la  cúratela  de  los  referidos  meno- 
res, con  más  el  importe  del  rédito  computado  á  un  6  por  100  desde 
que  cesó  en  lo  cúratela;  precediéndose,  para  hacer  efectiva  dicha 
suma,  contra  los  bienes  qu9  constituían  la  fianza  prestada  por  Doña 
Jacoba  Martin,  en  unión  de  su  hijo  D.  Santiago,  para  garantizar  dicho 
cargo;  reservándose  al  curador  D.  Bartolomé  María  Zancudo  el  de- 
recho que  le  asistiera  para  reclamar  de  quien  hubiera  lugar  ios 
8.794  rs.  que  Doña  Josefa  García  Monge  adeudaba  á  la  testamentaría 
del  difunto  D.  José  Sirera : 

Resultando  que  Herrero  apeló,  y  se  adhirió  á  la  apelación  la  otra 
parte;  y  sustanciada  la  alzada,  pronunció  sentencia  la  Sala  primera 
de  la  referida  Audiencia  en  15  de  Marzo  último,  confirmando  la  ape- 
lada» con  las  costas  de  la  segunda  instancia  á  D.  Santiago  Herrero: 
Resultando  que  éste  interpuso  recurso  de  casación  en  el  fondo, 
citando  como  infringidos  el  auto  de  sobreseimiento  dictado  en  estos 
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autos  en  30  de  Junio  de  1864,  porque  en  él  se  mandó  que  las  partes 
ejercitasen  las  acciones  que  les  convinieran  en  el  Juicio  civil  corres- 
pondiente, y  este  juicio  civil  no  se  habia  seguido;  la  sentencia  de  re- 
vista pronunciada  en  la  causa  en  24  de  Setiembre  de  1866,  porque 
de  la  ejecución  de  esa  sentencia  absolutoria,  dictada  en  una  causa 
criminal,  se  habia  sacado  una  responsabilidad  civil,  siendo  así  que 
aquella  declaraba  que  no  existia  la  una  ni  la  otra;  el  art.  66  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  por  no  existir  bases  en  otra  sentencia 
anterior  para  hacer  la  liquidación,  y  la  regla  7/  del  art.^  1.808  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  porque  suponiendo  acto  de  jurisdicción 
voluntaria  la  dación  de  cuentas  de  cúratela,  y  habiendo  existido  opo- 
sición» debía  haberse  hecho  contencioso  el  expediente: 

Resultando  que  la  misma  Sala  en  31  de  Marzo  denegó  la  admisión 
del  recurso  de  casación,  considerando  que  se  habia  tratado  en  estos 
autos  de  la  ejecución  de  una  sentencia  por  los  trámites  que  establece 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  en  la  sección  1/,  tít.  18;  y  que  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  núm.  5.*  del  art.  919  de  la  misma,  no  se 
da  recurso  alguno  contra  las  pronunciadas  en  segunda  instancia  en 
ios  casos  en  que  se  han  tratado  sobre  liquidación  de  cantidades  cuyo 
importe  no  se  baya  fijado  en  las  ejecutorias  : 

Resultando  que  Herrero  apeló  de  este  auto,  fundándose  en  que  no 
existia  sentencia  civil  que  ejecutar,  y  por  lo  tanto  no  habia  podido 
tratarse  en  estos  autos  de  ejecución  de  sentencia  civil ;  que  por  lo 
lo  mismo  no  era  aplicable  el  núm.  5.*  del  art.  919  de  la  citada  ley, 
porque  faltaba  el  fundamento  del  mismo,  que  era  la  existencia  previa 
de  una  ejecutoría  en  que  se  fijaran  bases  para  la  condenación  de  can- 
tidad ilíquida,  y  que  esa  falta  la  habia  reconocido  el  Juez  en  provi- 
dencia de  17  de  Febrero  de  1869 : 

Resultando  que  admitida  la  apelación,  han  venido  los  autos  á  este 
Supremo  Tribunal. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Haría  Gáceres. 

Considerando  que  O.  Santiago  Herrero  ha  evacuado  el  traslado 
que  se  le  confirió  de  la  liquidación  de  cuentas  presentada  por  el  cu- 
rador del  menor  Sirera,  ha  consentido  el  auto  en  que  se  mandó  ce- 
lebrar el  juicio  verbal,  ha  concurrido  á  éste  y  presentado  las  pruebas 
que  le  han  convenido : 

T  considerando  que,  sea  la  que  se  quiera  la  irregularidad  de  estas 
actuaciones,  después  de  aquellos  allanamientos  por  parte  de  Herrero 
es  improcedente  el  recurso^de  casación,  que,  como  remedio  extraordi- 
nario no  puede  emplearse  útilmente  contra  aquellos  procedimientos 
sin  haber  utilizado  antes  los  recursos  ordinarios  de  que  pudo  valerse 
el  D.  Santiago ; 

Fallamos ,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas 
el  auto  apelado;  y  devuélvanse  las  actuaciones  á  la  Audiencia  de  don- 
de  proceden ,  con  la  certificación  correspondiente. 
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Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gatiia  de  Ma- 
drid dentro  de  los  cinco  días  siguientes  á  su  fecha ,  é  insertará  á  su 
tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias» lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.=Juan  González 
Acevedo.srJosé^  María  Gáceres.=:Francisco  María  de  Castilla.=5Joaquin 
Jaumar.=José  Fermin  de  Muro. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  María  Gáceres,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  misma,  el  día  de  hoy,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  7  de  Noviembre  de  1870.=:Rogelio  González  Montes. 

NÓM.  56. 
ADMISIÓN. 


Intervención  t  suspensión  de  ciertas  obras. — Auto  de  7  de  No- 
viembre ,  declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Simón  María  Renard  contra  el 
dictado  en  26  de  Agosto  !de  1870  por  la  Sala  extraordinaria 
en  vacaciones  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  Ri- 
cardo Lacasaigne. 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  estabíecc  : 

í .°  Que  la  suspensión  de  las  obras  durante  el  juicio  de  nulidad 
del  contrato  no  priva  á  los  demandados^  ni  temporal  ni  perpetua-^ 
mente,  de  ninguno  de  los  derechos  adquiridos  por  virtud  de  las 
estipulaciones  consignadas  en  el  mismo,  por  cuanto  dicha  suspensión 
se  limita  á  un  hecho  cuyas  consecuencias  pueden  ser  objeto  del 
juicio  principal. 

2.**  Que  según  lo  [establecido  en  los  artículos  3.®  y  6.®  de  la 
ley  provisional  sobre  reforma  de  la  casación,  es  indispensable, 
para  que  el  recurso  fuera  admisible,  que  recaiga  sobre  un  articulo 
que  ponga  término  al  juicio  ó  imposibilite  su  terminación. 

* 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto  por  D.  Simón 
Martíi  Bernard,  ha  dictado  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo  el 
auto  del  tenor  siguiente: 

Resultando  que  propuesta  demanda  por  D.  Ricardo  Lacasaigne,  re- 
presentante de  la  sociedad  constructora  de  muebles  de  hierro,  contra 
Don  Simón  María  Renard,  D.  Víctor  Deville  y  otros,  sobre  nulidad  de 
un  4!OOtrato  de  obras  del  desembarcadero  del  puerto  de  Cádiz ,  se 
suscitó  incidente  sobre  intervención  y  suspensioq  de  las  mismas ;  y 
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que  el  Juez  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Antonio  de  dicha 
ciudad  dictó  auto,  que  confirmó  con  las  costas  la  Sala  extraordina- 
ria en  vacaciones  de  la  Audiencia  de  Sevilla  de  26  de  Agosto  último, 
mandando  que  al  efecto  de  dicha  intervención  y  suspensión  de  las 
obras,  se  estableciesen  guardas  de  vista,  los  cuales,  en  unión  de  los 
que  hasta  entonces  habian  tenido ,  impidiesen  la  entrada  en  ellos  y 
su  continuación,  á  no  intervenir,  para  lo  contrario,  autorización  del 
Juzgado : 

Resultando  que  obtenida  por  Renard  la  certificación  oportuna,  ha 
interpuesto  en  forma  ante  esta  Sala  recurso  de  casación  por  infrac- 
ción de  ley  : 

Considerando  que  la  suspensión  de  las  obras  durante  el  Juicio  de 
nulidad  del  contrato,  no  priva  á  los  demandados,  ni  temporal  ni  per- 
petuamente, de  ninguno  de  los  derechos  adquiridos  por  virtud  de  las 
estipulaciones  consignadas  ea  el  mismo,  por  cuanto  dicha  suspensión 
se  limita  á  un  hecho  cuyas  consecuencias  pueden  ser  objeto  del  juicio 
principal : 

Considerando  que  la  sentencia  que  motiva  el  recurso  ha  recaído 
sobre  artículo  que  no  pone  término  al  pleito  ni  imposibilita  sa  con- 
tinuación, lo  cual  seria  indispensable  para  que  el  recurso  fuera  ad- 
misible, según  lo  establecido  en  los  artículos  3/  y  6/  de  la  Ley  pro- 
visional sobre  reforma  de  la  casación ; 

No  há  lugar  á  admitir  el  recurso  interpuesto  por  D.  Simón  liaría 
Renard,  á  quien  se  devuelva  el  depósito  que  ha  constituido. 

Madrid  7  de  Noviembre  de  1870.=Mauricio  García.=José  María 
Cáceres.=Joaquin  Jaumar.=José  Fermin  de  Muro.=Benito  de  Posada 
Herrera.sLicenciado  Desiderio  Martínez,  Gregorio  Camilo  García,  Es- 
cribano de  Cámara. 

NÓM.  57. 
CASACIÓN. 


REiviNDiGAaoN  DE  BIENES. — Sentencia  de  8  de  Noviembre,  decla- 
rando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Jacobo  Gallegos  y  Fajardo  contra  la  que  en  8  de  Enero  an- 
terior dictó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Valencia,  en 
Sleíto  con  D.  Ramón  BofBll,  como  marido  de  Doña  Paidina 
egidor. 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece : 

1.®    Que  es  procedente  la  absolución  de  la  demanda  cuando  4 
demandante  no  prueba  ésta ,  ó  cuando  el  demandado  opone  a^pm$  ; 
excepción  perentoria  admisible,  con  arreglo  á  las  leyes.    -         ^\^ 
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2.^  Que  la  declaración  de  haber  ó  no  probado  el  demandante 
la  identidad  de  las  fincas  de  que  se  trate ,  es  una  cuestión  de  mero 
hecho  y  de  la  competencia  exclusiva  de  la  Sala,  y  contra  ella  no 
puede  alegarse  la  infracción  del  art.  Sil  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  í  .^  Porque  para  hacerla  tenia  que  apreciar  la  Sala  la 
fuerza  probatoria  de  las  declaraciones  de  tos  testigos ,  con  arreglo 
á  su  racional  criterio ,  que  es  lo  que  dicho  articulo  la  prescribe. 
2.^  Porque  las  reglas  de  la  sana  critica ,  aplicables  á  este  objeto, 
según  el  mismo  articulo,  no  pueden  invocarse  vagamente  en  impug- 
nación del  convencimiento  adquirido  por  la  Sala  ,  y  menos  formu- 
larse como  leyes  determinadas  y  preexistentes ,  cuales  debieran  ser 
para  que  su  infracción  pudiera  alegarse  como  legitimo  motivo  de 
casación ,  puesto  que  por  su  propia  naturaleza  son  indeterminables 
a  priori  y  necesariamente  concretas,  y  brotan  en  cada  caso  particu- 
lar de  la  razón  y  de  la  conciencia  ael  Juez»  por  su  estudio  acerca 
de  la  credibilidad  de  cada  una  de  las  declaraciones  testificales  com- 
binada con  los  demás  datos  del  proceso-,  j/  3.*  Porgue  el  Tribunal 
Supremo,  fallando  en  casación,  no  tiene  competencia  para  resolver 
cuestiones  de  mero  hecho,  únicas  que  pueden  ser  objeto  de  la  prueba 
de  testigos ,  ni  autoridad  para  suprimir  respecto  de  ellos  el  criterio 
y  la  convicción  de  la  Sala  sentenciadora ,  reemplazándolos  con  los 
suyos  propios ,  puesto  que  su  misión  se  limita  á  la  recta  inteligen- 
cia y  aplicación  del  derecho, 

3.^  Que  restituidos  desde  el  SO  de  Agosto  de  \%i^  á  la  clase 
de  absolutamente  libres  los  bienes  que  haoian  sido  vinculados ,  se 
hicieron  necesariamente  prescriptibles  desde  el  mismo  dia  ,  porque 
esta  calidad  es  elemento  necesario  de  aquella  condición  absoluta,  sin 
que  la  falta  de  división  de  bienes  entre  el  poseedor  actual  y  el  in- 
mediato, de  cuya  exclusiva  voluntad  dependía,  pudiera  alterarla  ni 
suspenderla ,  ni  menos  prolongar  en  los  bienes  que  á  uno  ú  otro 
pudieran  corresponder  la  condición  vincular  que  radicalmente  ha- 
bia  desaparecido  de  todos  ellos,  pues  por  más  que  dicha  falta  de 
división  produjera  dificultades,  que  el  decreto  de  las  Cortes  de  19 
de  Junio  de  1821  disminuyó  notablemente,  no  procedían  ya  del  ca- 
rácter jurídico  de  los  bienes  mismos,  ni  afectaban  por  consiguiente 
á  8u  prescriptibilidad. 

5.^  Que  el  dueño  ó  señor  que  mencionan  las  leyes  relativas  á 
la  prescripción,  no  es  ni  puede  ser  el  dueño  absoluto  de  hecho  y  de 
derecho  definido  en  la  ley  1.*,  tlt,  28,  Partida  3,*,  sino  que  es 
necesariamente  y  por  la  suposición  misma  de  aquellas  leyes  el  dueño 
meramente  de  aerecho  ,  según  en  las  mismas  se  expresa ,  privado 
de  la  disposición  de  la  cosa,  como  que  se  halla  privado  de  su  po- 
sesión, que  está  en  él  prescribente ;  ó  en  otros  términos  es  la  per- 
sona que,  teniendo  derecho  á  la  posesión  de  una  cosa,  consiente  en 

que  otro  la  posea. 
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e."*  Que  la  buena  fé  se  presume  mientras  no  se  pruebe  lo  con- 
trario  ,  y  según  jurisprudencia  constante  del  Tribunal  Supremo,  la 
apreciación  de  ese  hecho ,  aunque  moral  ¿interno,  corresponde  á  la 
Sala  sentenciadora. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  8  de  Noviembre  de  1870,  en  los  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Dolores  y  en  la  Sala  ter- 
cera de  la  Audiencia  de  Valencia  por  D.  Jacobo  Gallegos  Fajardo  con 
D.  Ramón  Boffill,  como  marido  de  Doña  Paulina  Regidor,  sobre  reivin- 
dicación de  bienes ;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso 
de  casación,  interpuesto  por  el  demandante  contra  la  sentencia  que  en 
8  de  Enero  último  dictó  la  referida  Sala : 

Resultando  que  por  escritura  de  25  de  Febrero  de  1582  Mosen  Ho- 
norato Togores,  como  tutor  y  curador  de  sus  nietos,  hijos  y  herede- 
ros de  Jaime  Togores ,  vendió  en  subasta  pública  al  Rector  y  comu- 
nidad de  la  Orden  de  Predicadores  de  la  ciudad  de  Orihueia  una  he- 
redad, vulgarmente  llamada  de  Benijofar,  con  una  casa  y  tierras  de 
regadío  y  secano,  cultas  é  incultas,  situadas  en  la  huerta  de  la  pro- 
pia ciudad,  lindante  por  el  Norte  con  el  rio  Segura,  Sfiediodía  con 
montes  realengos,  Levante  con  tierras  de  Baltasar  Santacilia,  y  Po- 
niente con  la  Juliana,  tierras  del  señor  de  la  Daya,  franca  y  libre  de 
todo  gravamen ;  y  por  otra  escritura  de  19  de  Junio  de  1686  el  citado 
Rector  y  frailes  de  la  Orden  de  Predicadores  de  Orihueia  vendieron 
la  misma  heredad ,  en  la  que  se  comprendían  además  unos  bancales 
que  estaban  á  la  otra  parte  del  rio,  cerca  del  lugar  de  Rojales,  á  Jaime 
Gallegos,  por  la  cantidad  de  7.000  libras  valencianas  : 

Resultando  que  D.  Jaime  Gallegos,  señor  del  lugar  de  Benijofar,  de 
una  parte,  y  de  otra  Miguel  Pujalt  y  otros,  hasta  el  número  de  diez 
y  siete  vecinos  de  dicho  lugar,  por  escritura  pública  de  6  de  Agosto 
de  1689  convinieron  y  concordaron,  entre  otros  particulares: 
'  Primero.  Que  el  Jaime  Gallegos  por  sí  y  por  todos  sus  sucesores 
perpetuamente  en  el  citado  lugar  de  Benijofar,  admitía  á  los  expre- 
sados Pujalt  y  demás  nombrados  y  á  todos  sus  sucesores  á  la  nueva 
población  del  indicado  lugar,  y  los  segundos  se  hablan  de  avasallar 
en  el  propio  lugar  y  prestar  al  Jaime  Gallegos  el  homenaje  y- jura- 
mento de  fidelidad  acostumbrado. 

Segundo.  Que  todas  las  casas  y  posesiones  del  insinuado  lugar,  y 
señorío  hablan  de  estar  y  estuviesen  obligados  á  los  censos  que  se  in- 
dividualizarían, y  tenidas  bajo  el  señorío  directo  del  señor  del  men- 
cionado lugar,  con  derecho  de  fadiga  y  laudemio  y  con  cualquier  otro 
pleno  derecho  enfítéutico,  según  los  fueros  de  Valencia,  con  todas  las 
prerogativas  que  los  señores  directos  tenían  en  aquel  reino  en  los  bie- 
nes acensados  y  enñtéuticos;  y  que  se  hubieren  de  hacer  de  las  enan- 
ciadas  casas  y  tierras  los  establecimientos  que  fuesen  necesarios ,  se- 
gún y  al  tenor  de  lo  tratado  y  concertado  entre  las  partes. 
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Tercero.  Que  no  se  pudieran  vincular  las  casas  y  tierras  sin  licen- 
cia del  señor  del  lugar. 

Cuarto.  Que  el  señorío  directo  de  dichas  casas  y  tierras  fuese  per- 
petuamente del  sefior  del  indicado  lugar  y  sus  sucesores  en  él. 

Quinto.  Que  el  Jaime  Gallegos,  por  si  y  sus  sucesores,  daba  á  los 
mencionados  pobladores  las  casas  y  tahullas  libres  de  todo  género  de 
censos,  á  excepción  de  los  que  correspondieran  al  referido  señor. 

Sexto.  Que  pasados  los  años  del  establecimiento  que  se  babia  de 
formalizar  á  cada  uno  respectivamente,  pudieran  vender,  cambiar, 
enajenar  y  trasferír  cualquiera  posesión  los  unos  á  los  otros  y  á  otra 
cualquiera  persona  que  fuese ;  pero  con  los  mismo  pactos  y  condicio- 
nes indicadas  en  la  presente  concordia  y  en  los  establecimientos  que 
se  hablan  de  formalizar,  debiendo  preceder  la  licencia  del  relacionado 
señor  y  el  pago  del  laudemio  acostumbrado. 

Hésultando  que  D.  Jaime  Gallegos ,  por  escritura  de  17  de  Junio 
de  1702,  hizo  donación  pura  é  irrevocable  inter  vivos  á  favor  de  su 
hijo  D.  Diego  Gallegos  de  Castro ,  de  las  tierras  de  regadío  y  secano 
de!  dicho  lugar  de  Benijofar,  con  sus  pozos ,  cisternas  y  demás  edifi- 
cios de  dicho  lugar  y  tierras  situadas  en  el  término  general  de  la  villa 
de  Guardainar,  con  los  linderos  que  expresa,  y  entre  ellos  por  Po- 
niente con  la  heredad  llamada  La  Juliana,  que  era  del  Conde  de  Al- 
Msitera ,  y  por  Levante  con  la  heredad  llamada  de  Bernarda,  que  solia 
ser  de  la  Condesa  de  Sirat,  comprendiendo  los  bancales  que  estaban 
á  la  otra  parte  del  rio  Segura,  cerca  del  lugar  de  Roaies  ,  todo  según 
constaba  de  la  escritura  de  venta  que  el  Rector  y  frailes  del  colegio 
de  Predicadores  le  otorgaron  en  19  de  Julio  de  1686,  y  además  le  donó 
el  señorío  y  jurisdicción  alfonsina  que  en  dicho  lugar  tenia  y  poseia 
en  el  modo  y  forma  que  le  habia  sido  concedido;  y  el  D.  Diego  Ga- 
llegos de  Castro ,  Presbítero ,  por  escritura  de  23  de  Agosto  de  1703, 
donó  también  pura  é  irrevocablemente  inter  vivos  á  su  hermano  Don 
Jaime  Gallegos  de  Castro ,  entre  otros  bienes ,  la  mencionada  heredad, 
y  ya  entonces  lugar  de  Benijofar,  con  sus  tierras,  casas,  posesiones 
y  derechos  que  había  obtenido  por  donación  de  su  padre,  la  señoría  y 
jurisdicción  alfonsina  que  en  el  mismo  lugar  tenia  y  poseia,  en  el 
modo  y  forma  que  á  dicho  su  padre  le  habia  sido  trasferida ;  todos 
los  derechos  de  señoría  directa  y  derechos  enfiteuticales  del  otorgan- 
te, así  en  el  dicho  lugar  de  Benijofar  en  el  de  Rojales,  y  otra  cual- 
quiera parte,  todo  ello  bajo  los  pactos  y  condiciones,  entre  otras,  que 
todos  y  cualesquiera  poseedores  del  presente  vínculo  hubieran  de  ob- 
servar, guardar  y  cumplir  todos  y  cualesquiera  contratos  hechos  por 
el  otorgante ,  asi  de  venta ,  locaciones  y  enfítéusis,  como  cualesquiera 
otros ,  bajo  la  pena ,  que  sí  lo  contrario  intentase ,  quedase  privado 
de  su  posesión ,  y  pasasen  los  bienes  al  llamado  en  segundo  lugar: 
que  á  la  muerte  del  donatario  Jaime  Gallegos  de  Castro  pasasen  los 
díebós  Menos  vinculados,  sin  disminución  alguna,  á  su  hijo  primogé- 
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nito  varón,  con  los  mismos  pactos  y  condiciones ,  y  por  la  muerte  de 
éste  al  primer  hijo  varón  qne  tuviera,  y  así  sucesivamente  hasta  el 
infinito,  prefiriendo  siempre  el  mayor  al  menor  y  el  varón  á  la  hem- 
bra, y  observando  el  orden  de  prioridad:  que  los  bienes  del  presente 
vínculo  y  fideicomiso  no  se  pudieran  enajenar  en  todo  ni  en  parte*  ni 
dividir  por  ningún  concepto,  ni  renunciarse,  obligarse  ni  hipotecarse, 
ni  aun  arrendarse  por  largo  tiempo  de  más  de  diez  años  ,  ni  prescri- 
birse por  la  prescripción  inmemorial ;  pues  que  su  intención  era  que 
no  se  disminuyese ,  sino  que  se  aumentase  el  vínculo,  á  cuyo  fin  im- 
ponía á  los  sucesores  en  él  la  obligación  de  dejar  vinculada  y  arre- 
glada al  mismo  la  cuarta  parte  de  toda  su  legítima,  así  paterna  como 
materna ,  y  de  todos  los  demás  bienes  que  de  cualquier  modo  ad- 
quiriesen : 

Resultando  que  alzada  la  confiscación  que  habia  sido  impuesta  al 
Capitán  D.  Jaime  Gallegos,  solicitó  y  obtuvo  por  auto  de  12  de  Octu- 
bre de  1725  la  restitución  de  ellos ,  dándosele  á  voz  y  nombre  de  los 
demás  la  posesión  del  lugar  de  Benijofar,  con  sus  anexidades,  pree- 
minencias, jurisdicción  y  demás  de  que  gozaba  antes  de  la  con- 
fiscación : 

Resultando  que  por  escrituras  de  28  de  Setiembre  de  1729  D.  Ju- 
me Gallegos  de  Castro,  señor  del  lugar  de  Benijofar,  estableció  y 
dio  á  censo  y  tributo  á  Luis  Bordonado ,  vecino  de  otro  lugar ,  36 
tahullas  de  tierra  blanca  que  tenia  suyas  propias  en  el  término  de  la 
villa  de  Guardamar ,  bajo  el  riego  de  la  acequia  de  la  Bernarda, 
lindantes  por  Levante  con  el  azarbe  de  la  Bernarda ,  Poniente  con  el 
rio,  Mediodía  con  otra  acequia  y  Trasmontana  con  ei  dicho  rio,  por 
el  canon  anual  de  5  rs.  de  moneda  valenciana  por  cada  tahulla;  y 
á  Juan  Galvez,  vecino  de  Benijofar,  62  tabullas  de  tierra  blanca  que 
tenia  suyas  propias  en  la  huerta  del  propio  lugar ,  bajo  el  riego  de 
la  noria  que  sacaba  agua  del  rio  Segura ,  y  lindaban  las  51  tahullas 
por  Levante  con  el  olivar.  Poniente  con  el  huerto,  Mediodía  con  el 
camino  de  Rojales  y  Trasmontana  con  el  rio ;  todas  y  cada  una  de 
ellas  con  sus  entradas  y  salidas ,  usos  y  servidumbres  que  tenían ,  y 
con  el  derecho  que  les  pertenecía  y  pudiera  pertenecer  en  cualquiera 
manera,  en  razón  á  que  dicho  Juan  Galvez,  sus  herederos  y  sucesores  en 
dichas  tierras  habían  de  dar  y  pagar  al  D.  Jaime  Gallegos,  y  sus  herede- 
ros y  sucesores  en  cada  un  año  perpetuamente  5  rs.  de  moneda  valen' 
ciana  por  cada  tahulla;  estableciéndose  en  ambas  escrituras,  entre  otras 
condiciones,  que  Luis  Bordonado  y  Juan  Galvez  y  sus  sucesores  hubiesen 
de  observar,  guardar  y  cumplir  todos  los  capítulos  y  obligaciones  de 
la  concordia  otorgada  por  los  señores  antecesores  de  D.  Jaime  6c- 
liegos  de  Castro  y  los  vecinos  de  primera  población  de  dicho  logara 
bajo  la  pena  de  comiso  de  dichos  bienes  establecidos;  y  que  sieoipre 
y  cuando  que  estos  pasasen  á  nuevo  poseedor,  que  no  fuese  de  tas 
personas  prohibidas  por  derecho,  hablan  de  reconocer  por  sefior  di- 


3 
j 

i 


SENTENCIAS  DE  1870.  WSt 

Tacto  de  ellai  al  dicho  D.  ¿áíme  Gallegos  ó  á  quien  socediere  ea  su 
derecho,  y  obligarse  á  la  paga  de  dicho  censo  y  tribato«  y  dar  las  ea- 
trituras  sacadas  bajo  la  misma  pena : 

BesulUndo  qae  D.  Baitasiar  Gallegos  Aledo  de  Gontifio,  poseedor 
del  citado  lugar  de  Benijofar,  sus  Cierras  y  términos,  entabló  demanda, 
en  SI  de  Marzo  d¿  1774  contra  José  Valero  de  Ros  y  otros  vecinos  de 
otro  logar  y  la  casa  de  Niños  expósitos  de  Orihuela,  para  que  se  de«* 
clarase  que  las  tahullas  de  tierra  que  menciona  y  respectivamente  po- 
sean eran  recayentes  en  el  vinculo  fundado  por  D.  Diego  Gallegos» 
Tresbitero,  y  que  como  tales  no  se  pudieron  enajenar  ni  extraer  de 
él  por  título  alguno  de  los  prohibidos  por  la  ley  de  la  fundación ,  y 
qae  se  les  condenase  á  su  respectiva  restitución,  con  los  frntos  per- 
cibidos y  podido  percibir;  y  en  25  de  Junio  de  1799  recayó  sentencia 
en  grado  de  súplica,  declarando  nulos,  de  ningún  valor  ni  efecto,  los 
establecimientos  concedidos  por  D.  Jaime  Gallegos,  y  condenando  & 
Don  Luis  fiordonado  y  demás  demandados  á  restituir  las  piezas  de 
tierra  comprendidas  en  dichos  establecimientos ,  con  los  frutos  perci* 
bidos  ó  podidos  percibir  desde  la  litis  contestación ,  y  con  reserva  á 
los  mismos  del  derecho  que  pudieran  tener  contra  quien  y  como  les 
conviniera:  que  interpuesta  segunda  suplicación  por  José  Valero  y 
ios  herederos  de  Luis  fiordonado  y  consortes,  y  en  virtud  de  las  ra* 
4Sones  que  expusieron  y  documentos  que  hablan  presentado  á  S.  M., 
se  realizó  en  81  de  Marzo  de  1807  que  se  remitiesen  con  ios  autos 
originales  á  ia  Andiencia  de  Valencia  para  que,  con  vista  de  todo» 
olMrase  y  procediera  conforme  á  derecho;  y  si  bien  consta  que  dichos 
4iut08  fueron  con  efecto  devueltos  á  la  Audiencia,  no  han  sido  hallados 
en  ia  mi^raa. 

Resaltando  que  por  escritura  de  8  de  Enero  de  1808  D.  Baltasar 
'Francisco  Aledo  y  Fajardo  renunció,  cedió  y  traspasó  á  favor  de  su 
bijo  D.  Luis  el  lugar  de  Benijofar  y  barrio  del  Prado,  de  que  era 
dueño  territorial  y  jurisdicciouai,  con  todos  sos  derechos  y  anexida- 
des, no  sólo  las  que  poseia,  sino  del  derecho  de  propiedad  que  iiti» 
•gaba  con  ios  entitéutas  de  aquel  pueblo  y  pendia  en  el  Consejo  de 
Oastilia:  que  por  fallecimiento  del  D.  Luís,  obtuvo  en  21  de  Jolio  de 
18)6  la  posesión  del  señorío  del  lugar  de  Benijofar  y  fincas  pertene- 
cientes al  mismo,  sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho,  su  hijo 
Don  José  María  Gallegos  Fajardo:  que  instruido  á  su  instancia  el  opor- 
taño  expediente  sobre  presentación  de  títulos  del  señorío  territorial  y 
aoiariego  del  lugar  de  Benijofar  y  barrio  del  Prado,  se  proveyó  auto 
ea  f^  de  Julio  de  1838  declarando  que  había  cumplido  con  la  presen- 
^cion  de  títulos  que  prevenía  el  art.  5.*  del  Real  «decreto  de  2S  de 
Agosto  de  aquel  año  para  continuar  percibiendo  lo  que  le  correspon- 
-iHese  como  señor  territorial^ y  solariego  del  expresado  pueblo»  y 
«itBdando  en  su  virtud  que  los  vecinos  y  terratenientes  del  lugar  de 
'4tiü]ol!ar  y  barrio  del  Prado  continuasen  satisfaciéndoles  las  presta 
I.  15 
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dones,  pagos  de  censos,  partición  de  frutos  y  demás  que  le  oorreS'^ 
pendiera  conforme  los  tenia  y  percibia  antes  de  la  suspensión  de  los. 
referidos  pagos: 

Resaltando  que  por  fallecimiento  de  D.  José  María  Gallegos  Fa- 
jardo se  dio  en  7  de  Octubre  de  1846  á  su  hermano  D.  Jacobo  Gallé- 
eos Fajardo,  por  sí  y  á  nombre  de  su  madre  Doña  Luisa  Tero!,  bere^^ 
Aera  necesaria  de  aquel,  la  posesión  de  todos  los  bienes,  derechos  y 
acciones  libres  ó  vinculados  que  el  mismo  habia  poseído ,  entendién- 
dose con  respecto  á  los  vinculados  con  las  cualidades  respectivas  de 
Sflcesor  á  la  mitad  del  vínculo  el  D.  Jacobo  Gallegos ,  y  de  heredera: 
necesaria  á  todo  lo  demás  la  Doña  María  Luisa  su  madre : 

Resultando  que  por  escrituras  de  12  y  22  de  Julio  de  1862  y  29  de 
lalio  de  1863  el  D.  Jacobo  GaHegos  Fajardo ,  para  que  pudieran  ins- 
cribirse en  el  Registro  de  la  propiedad  todos  ios  bienes  del  mayorazgo* 
liindado  por  D.  Diego  Gallegos  de  Castro,  declaró  por  ia  primera  que 
en  la  posesión  que  se  le  habia  dado  no  se  comprendieran  ni  él  ni  so. 
nadre,  que  no  hablan  disfrutado  nunca  el  dominio  útil  de  casi  todas  las- 
tierras  de  regadío  y  una  muy  considerable  parte  de  las  de  secano, 
como  tampoco  el  de  todas  las  casas  del  pueblo  de  Benijofar,  excepta 
dos,  por  haberlas  enajenado  indebidamente  y  contra  la  expresa 
noluntad  del  fundador  del  mayorazgo  el  primer  poseedor  D.  Jaime 
Gallegos  de  Castro,  hallándose  entre  ellas  las  establecidas  al  Luis- 
Bordonado  y  Juan  Galvez:  por  la  Sf'gunda  que  la  mayor  parte  de  las 
fincas  expresadas  radicaban  en  el  término  de  Benijofar;  y  por  la  terce- 
ra, otorgada  después  del  fallecimiento  de  la  Doña  Luisa  Terol,  ocur- 
rido en  9  de  Julio  de  1863,  bajo  testamento,  en  que  le  instituía  por  su 
heredero  universal ,  que  aceptaba  la  herencia  de  dicha  su  madre  á 
beneficio  de  inventario,  y  que  los  bienes,  derechos  y  acciones  perte- 
necientes á  la  misma  eran,  entre  otros  que  refiere ,  la  mitad  del  ma- 
Iforazgo  conocido  por  el  señorío  territorial  y  solariego  de  Benijoíár  y* 
liarrío  del  Prado,  que  le  correspondía  como  herencia  intestada  y  libre 
de  su  hijo  D.  José  María  Gallegos : 

Resultando  que  D.  Francisco  Regidor,  padre  de  la  hoy  demandada 
nofia  Paulina,  por  escrituras  otorgadas  en  distintas  fechas  desde  ei  26^ 
de  Octubre  de  1831  ai  15  de  Marzo  de  1853,  adquirió  de  D,  Joaqofn 
CAnovas  10  tahullas  y  cuatro  octavas  de  tierra  huerta  en  la  de  Benijo- 
Seír,  divididas  en  dos  trozos,  el  uno  de  siete  tahullas  y  cuatro  octavbs 
y  el  otro  de  tres  tahullas,  bajo  los  linderos  que  se  mencionan, y  las 
cuates  habia  obtenido  el  Cánovas  también  por  compra  á  otros,  segim 
escrituras  de  19  de  Febrero,  19  de  Octubre  de  1819  y  31  de  Octubre 
de  1820;  á  Doña  Luisa  Terol,  viuda  de  D.  Luis  Gallegos  Fajardo ,  una. 
laholla  de  tierra- huerta  en  la  misma  de  Benijofar  y  barrio  del  Pfi|do, 
también  bajo  los  lindemos  que  se  expresan ;  y  á  otros  diferentes  par- 
tlcntares  Ú  tahullas,  dos  octavas  y  107  brazas  de  tíerra-iiutírla.eft 
Rojales  en  varios  trozos,  cuyos  linderos  asimismo  se  determinatf»  et<^ 
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proiándose  en' tedas  y  cada  na  de  ellas  qoe  eáuban  sujetas  al  se^ 
fiorío  de  ienijolár  coa  el  canon  snual  qoe  se  especifica,  y  háblendd 
pretodldo  f>aái  todas  las  mencionadas  ventas  la  licencia  de  los  reiipee^ 
tivpssefiores  territoriales  y  solariegos  del  mencionado  lugar  de  Benf- 
JoCar  y  barrio  del  Prado,  D.  Luis  Gallegos  Fajardo ,  D.  José  Marfti 
Gallegos  Fajardo,  O.  Jacobo  Gallegos  Fajardo,  por  sí  y -en  represen^ 
tadoa  de  su  madre  Dofia  Luisa  Terol,  y  por  fallecimiento  del  Don 
Pranclsco  Regidor  y  de  su  mujer  Dofia  Teresa  Navarro ,  ocurridos  en 
S8  de  Febrero  de  1858  y  2S  de  Diciembre  de  1857,  bajo  del  testamen- 
to que  de  mancomún  tenían  otorgado ,  pasaron  los  mencionados  bie- 
nes á  su  bija,  y  única  b^edera  instituida  Dofia  Paulina  Regidor,  esposa 
de  Di  Ramón  Bodfill  : 

Besoltando  que  D.  Jacobo  Gallegos  Fajardo  en  carta  que  ba  reco« 
nocido  como  suya  de  M  de  Agosto  de  1860,  manifestó  4  D.  Ramón 
Bofflli  el  importe  de  las  pensiones  anuales  perpetuas  con  que  estaban 
gravadas  diferentes  fincas  que  poseía  y  que  debia  al  mismo  D.  Jacobo, 
reclamj&ndole  su  pago  y  condonándole  alguna  parte  de  61. 

BesuUando  que  D.  Jacobo  Gallegos  Fajardo  dedujo  la  actual  de^ 
manda  de  S6  de  Julio  de  1886,.  pretendiendo  se  declarase  nula  la  des** 
ñaembracion  del  mayorazgo  y  sucesiva  trasmisión  del  dominio  útil 
dé  S8lahullas,  siete  octavas  y  10  brazas  de  tierra-huerta  que  poseia 
Don  Ramón  Bofflll,  cómo  marido  de  Dofia  Paulina  Regidor,  sitas  en 
el  barrio  del  Prado,  término  de  Rojales,  y  lindantes  por  Levante  con 
otras  útiles  de  Maria  Bordonado  y  Pascual  Roca  ó  sus  herederos, 
PoAiente  con  las  de  José  Gbazarra,  María  Bolarin ,  Margarita  Jiménez 
y  el  rio  Segura,  Mediodía  con  la  acequia  y  camino  de  la  Bernarda,  y 
Norte  con  el  expresado  rio;  y  nula  la  escritura  de  enajenación  del  do- 
■linio  útil  de  28  de  Setiembre  de  1729  á  favor  de  Juan  Galvez  por  las 
51  tabullas  de  tierra-huerta  en  ellas  destinadas  en  cnanto  comprendía 
otras  siete  tahuUas  dds  octavas  de  tierrar-huerta  y  ti^s  brazas,  que 
eóniuna  casa  detentaba  asimismo  el  Dé  Ramón  Bofflli,  como  marido 
de  Dofia  Paulina  Regidor*  sitas  en  la  huerta  general  de  Benijofor,  par- 
tida de  la  acequia  mayor,  y: lindantes  por  Levante  con  otras  útiles  de 
loa  herederos  de  Jaime  Manresa,^  Poniente  con  veteda  del  rio.  Medio- 
día con  el  camino  de  Rojales  y  Benijolar,  y  Norte,  con  la  dicha race^ 
qnia  mayor;  y  que  en  su  consecuencia  se  condenase  á  la  referida  Dofia 
Caalina  Regidor  de  Boffill  á  que  xiejase  dichas  tierras  y  casa  á  Ja  libre 
dsiÍMNücion  del  demandante,  como  soeesor  de  todos  los  bienes  y  ae- 
«jtonea  del  mayorazgo  fundado  por  D,  Diego  Gallegos  de  Castro,  con 
hM' frutos  .producidos  y  debidos  producir-, desde  la  contesiasion:  pava 
eU9  alegó  que. D;  Ramm  Boffill^ marido: y  lei^l  adminísto^ador  4e  sn 
ni^Jer  Dofia  Paulina  Regidor,  detentaba  el.  4(m¡nio  útil  sobre  siete 
lttiinllas,:dos  octavas  y  tres  brazas.de.  tievrarbittertn  y  una  casa  que 
on)n  pnft^jde  las  81  tabullas  esubleeidas  per  Ifrí  esoritiura  de  S8  dé 
SatitmlN^e  da  1788.  á  favor  de  Juan  Galvea  ly  -  splure  88  taboilas,  siete 
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oc(avfi8  y  10  bras^as»  también  de  tiorra-hueru»  cuya  Atil  no  sabia  i 
q^é  escritura  de  establecimienU)^  correspondía;  pero  qae  eran  ígoat^ 
n^eote  parte  integrante  del  propio  mayorazgo :  que  la  Dofia  Paulina 
debia  dejar  dicbas  fincas  á  ia  libre  disposición  del  demandante,  qna 
era  el  dueño  absoluto  de  ellas,  porque  el  poseedor  de  un  mayorazg»» 
CQmo  lo  fué  D.  Jaime  Gallegos  de  Castro ,  no  podia  enajenar  ▼áliáart 
mente  el  dominio  de  los  bienes  amayorazgados  porque  se  lo  prohibía 
la  ley,  confirmada  por  la  Jurisprudencia,  y  además  la  voluntad  expresa 
del  fundador,  y.  porquo  en  el  caso  de  que  se  pudiera  ó  quisiera  equi- 
parar la  enajenación  del  dominio  útil  á  un  arrendamiento  perpétoOt 
también  seria  éste  nulo  porque  el  fundador  d^l  vínculo  probibió.  ex-* 
presamente  á  los  poseedores  que  arrendaran  los  bienes  por  largo 
tiempo  de  más  de  diez  afios;  y  en  el  escrito  de  réplica  expuso  que 
ampliaba  ia  demanda  para  que  correspondiese  además  de  las  >  finoa^ 
en  ellas  deslindadas*  una  casa  que  igualmente  disfrutaba  Doña  Pau^i' 
lina  Begidori  situada  en  las  28.  tabuilas ,  siete  octavas  y  10  brazasi 
sitasen  el  llamado  barrio  del  Pradro,  término  de  Rojales,  y  que  en» 
mendaba  ia  demanda;  1/  en  cuanto  á  los  lindes  de  las  38  tabnltas, 
siete  octavas  y  10  brazas,  las  cuales  se  bailaban  en  tres  trozos  ó  saer* 
tes,  lindantes:  el  primero  por  Levante  con  tierras  útiles  de  losé 
Gómez,  Poniente  con  las  de  José  Ors,  Mediodía  el  camino  ó  acequia  de 
la  Bernarda,  y  Norte  con  el  rio:  el  segundo  por  Levante  con  tierras  de 
José  Ors,  Poniente  con  las  de  Antonio  Martinez  Pertusas,  Mediodía  eoB 
el  camino  y  acequia  antedicbos,  y  Norte  con  el  rio;  y  el  tercero,^  que 
era  donde  se  contenia  la  casa  á  que  ampliaba  ia  demanda^  por  Le^ 
vante  con  tierras  del  citado  Antonio  Martinez  Pertusas,  Poniente  y 
Norte  con  dicba  casa  y  el  rio,  y  Mediodía  con  la  acequia  y  camino 
expresados;  y  3/  que  enmendaba  también  la  demanda  en  cuanto  á  la 
segregación  del  mayorazgo  del  dominio  útil  de  las  mismas  28  tahnliaSr 
siete  octavas  y  10  brazas»  que  tuvo  lugar  mediante  la  escritura  de  tt 
Setiembre  de  1729,  otorgada  á  favor  de  D.  Luis  Bordonado  por  el  prir 
mer  poseedor  del  mayorazgo  D.  Jaime  Gallegos  de  Castro: 

Besnltaudo  que  al  contestar  la  demanda  D.  Ramón  Boffill,  como 
marido  de  la  Dofia  Paulina  Regidor,  pretendió  que  se  absolviese  6  ^sla 
de  dicba  demanda ,  declarándola  dueña  y  legítima  poseedora  de  las 
tierras,  cuyo  dominio  útil  se  reclamaba,  é  imponiendo  al  actor  per- 
petuo silencio  y  el  pago  de  las  costas;  y  al  efecto  excepciond  que 
aun  cuando  el  demandante  presentase  en  su  dia  la  escritura  de  funda- 
ción del  mayorazgo  como  ofreda,  no  bastaba  ésta  para  acreditar- la 
cualidad  de  vinculados  de  los  bienes  que  pedia:  que  para  ejercitar 
cualquier  gestión  como  señor  territorial  de  un  mayorazgo  ó  señorío  que 
habla  llevado  an^a-ia  Jarisdiccion  civil  y  criminal  era  de  absolvli 
necesidad  baíier  presentado  los  títaios  de  tal  y  obtenido  ejecutoria 
declarando  de  dominio  particular  ó  fincas  alodiales ,  los  bienes  que 
constitnian  ei  mayorazgo:  que  en  la  demanda  no  aparecían  espedfie»^ 
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oetriá  debida  clartdM  'lai  cosm  ó  fin^  7|tie  m  ftdtittftttlin* 
qáe  fan  <oaa]ido  8é  ignoraba  8poca  fciérta  ett  (fne  las  tierras  de  la  á^ 
■amüda' salieran  'del  dominio  tMt  dé  los'sefiorea  de  Betti}<rfin* '  lo«^ 
eattBl)ladmi6fatei  ébfftéaticoa  te  hallaban  legitimados  por  no  Teñir  i»:- 
praamente*  prohlbi<Jk>s  por  la  ftandaclM;  por  la  necedad  qne  jQsti*^ 
fioó  y  creó  e*ta  cfáse  de  oontratoi,  f  porche  fttm^snpncfstoalgttn  tielo 
6  Mía  en  su  concesión,  el  haber  adcpairMb  todas  las  tlerftis  el  diu- 
sante de  ÍR  demanda  y  antes  los  tendedores  con  etpresa  licencia  y' 
autorización  de  los  mismos,  que  podian  tener  derecho  al  dominio 
úttlt  bastaba  para  considerar  revalidados  y' ratificado^  los  pHmérbs 
emntralos  de  (fue  tráihoWgen  el  derecho 'dominical  de  la  Dofia  Paul!- 
uáiqne  por  la  posesión  inmemorial  se  prescribían  las  Tillas  y  Ingarés- 
y  señoríos  anejos  ¿  las  mismas;  y  que  desde  M  de  Agosto  de  18S§  Ibs 
bienes  qúfí  ántss  eran  Tinculádos  hablan  quedado  snJélM  á  reglas  del 
derecho  «omuil,  y  por  ésta  razón  las  adquisiciones  «qué  desde  dicha : 
época  htíbiera  hecho  la  demandada  &  sus  padres  habiaií  sfdo  en  ledo 
casoiomifirmadas  por  la  prescripción  ordinaria  dé  diez  aftos,  niedisnte' 
ií' la'kgftáma  y  no  interhimpida  «poaesion  que  habian  dlsDrulado: 
v  Resoltabdo  que  recibido  Isi  pleito  á  p^aébar  el  demandante,  en 
fMfrte^.de  la  suya,  presentó  testigos  con  objeto  de  acreditar  que  hablan 
^lalO'^iuoedér  á  la  familia  de -Gallegos:  por  "Tía  de  mayorazgo  en  la 
posesión  de  Benijofar  'y  barrio  del  'Prado , '  hoy  ^propiedad  del  actói':* 
qae  iaii  taluHas  de  tierra^  huerta  y  casas '  detbañdadas'  que  con  los 
Ihideros^  que  InenciOna  disfrutaba  Dofía  Paulina  Hegldor  de  BofOll  en 
la'imertadeBeinJolhr  y  en  elF>  barrio  delr^  Prado  estaban  todas  com^ 
prendidas  dentro  de-^ios  atiitro  lindes  cardinales  que- circunscribían 
diofao  mayorazgo:  que  tanto*  las  9S  ts hullas,  siete  octavas  y  110  brazal . 
de  la  demandada,  como  lasieoHfadantes  de^Josd  Gómez;'  Joisé  Orb  y 
AÉtottIo .  Martínez  Pertdsas^  se  kabiad  titaladtr  siempre  dé  los  Bordo- 
nados -en  aquel  partido;  y  qde  seguid  los  lindes  de  la  escritura  de  es*« 
tiblecimiento  de  28  de^  Setienlibre  de  17f9  á'  favor  de  Láls  itordonado, 
ht'lieftas  á  que  la  n^lsma' escritura* sé  refería  enm  y  no  podian  ser. 
otras  que  las  que  disfrutaba  actualmente  Doña  Paulina  Regidor  y  los 
dieboS' Gómez,  Ors  y  PerCnsas;  y  en  la  aiegnndaí  ^tnstoncla;  enitiné  tádi- 
Msn.iné  rédbldorel  pleito  á  prueba;  el  deknandaáte  -preseiitió  iguai- 
meitfe'  testigos  paiti  Jtistificari  primero;  ^«le  4ánta  el  olivar  ^mo  el- 
huerto  áí  que  ae  «refiere '  la  esoriturt  deiestablacimíenta  á  -fttvor'  de 
IWBCMTez  en  98  d^ Setiembre.de  UdS  por  las  31  >tahulias  de  tierra¿ 
Ineüa  i|ue -expresaba ¿'^eran  (y I  no 'podiaffi  ser  ^ntros  que  el  actual, 
lioario  de  agrio.  propiof6n.|l»mttO'domiál3'del^:tietD[atldabte' €omo!«e<-:* 
QgritortittfHal  de  BénljOhf!:  ^ue/^kaa.'Slilbhnlláa  eMbMfiedidaa  ft.  Juar: 
GalTez  pasaron  de  este  ¿  los  Pastores  y  deñest08é:iat  Mañreias;  Ctta- 
q^enea-iindaba  adtuaamento -por  LoraAtri  I»:'' suerte  de.  tierra  de  las 
üeteffabulhiyíy  brazas  I  cnye  doiAiida  útil^idislhilateJfbña  fatnifam 
^egldllRide''BofiiU:  '••  iv..-  -c.  ■'■'■' r-.co 'v  noí^u'^^d/-  t-  -'■  .**'.         ;;<<  I 
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RpsuUando  gne  dictada  niitencla  por  el  iaes  de  primera  itostandt» 
de  la  que  interpuso  apelación  el  demandante ,  la  Sala  tercera  de  la 
Audiencia,  por  la  suya  de  8  de  Enero  último  modificando  aquella  en 
parte^  la  confirmó  en  cuanto  por  ella  se  absolvía  á  Dofia  Paulina  le* 
gidor,  óseaá  Ramón  Bofflll,  como«u  marido,  legítimo  administrador 
desús  bienes,  de  la  demanda  de  D.  Jacobo  Gallejos  Fajardo: 

T  resultando  que  éste  interpuso  recurso  de  casación,  y  citó  en- 
tonces y  después  en  tiempo  oportuno  en  este  Tribunal  Supremo* 
como  infringidas: 

1/  La  ley  1.',  tít.  14,  Partida  S/  según  la  inteligencia  que  le  haMa 
dado  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  10  de  Noviembre  de 
18^  por  el  solo  hecbo  de  confirmar  la  absolución  de  la  demanda 
habiendo  probada  su  acción  el  demandante. 

8/  El  art.  817  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento ,  la  doctrina  de  Jnris- 
prudencia  sentada  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  de  11 
de  Junio  de  1862 ,  8  de  Enero,  de  1863  y  80  de  Enero  de  1865 ,  y  las 
leyes  1/  y  114,  tit.  18t  Partida  8/,  s(  la  sentencia  absolutoria  se  fun- 
daba en  h)  ^B  expresaba  su  segundo  considerando,  porque  segan 
éste  no  se  habia  apreciado  la  fuerza  probatoria  de  las  declaraeidiies 
de.  los  testigos  de  la  primera  instancia ,  debiendo  haberse  apreciado 
lo  mismo. los  de  la  primera-  que  de  la  segunda,  porque  la  de  eaio»' 
últimos  habia  sido  apreciada  contraviniendo  á  las  regláis  de  la  sana 
crítica,  según  la  cual,  los  testigos  sin  tacha,  oculares  ó  de  ciencia 
poropiH,  de  edad  mayor,  naturales  y  moradores  del  país,  acordes  ó= 
contestes  sobre  hechos  permanentes  en  él,  no  contradichos  pot  otras 
pruebas,  y  4  mayor  abundamiento,  confirmados  por  las  escrituras 
públicas  que  habia  traido  al  pleito  la  interesada  misma  en  que  no 
resultaseis  verdad  de  los  hechos  declarados,  merecían  entera  íá 
y  crédito  en  Juicio  y  fuera  ¡  dC' él ,  y  porque  si  el  resultado  de  la 
apreciación  de  los  documentos  públicos  de  este  pleito  era  el  que  le 
expresaba  én  dicJho  considerando ,  era  de  eviden(Ha  moral  que  con 
dicha  apreciación  se  hablan  infringido  las  leyes  de  la  Partida 
citada. 

8.*  La  ley  del  contrato,  si  la  sentencia  absolutoria  se  fiindaba  en 
los  considerandos  8.*  y  4.* ,  por  derivar  el  derecho  de  los  17  vecinos 
al  dominio  útil  dé  sola  la  obligación  que  contrajo  D.  Jaime  Oallegos; 
en-  vez  de  derivarle  como  de  única  fuente  del  cumplimiento  de  las 
obligadories  que  ellos  contrajeron;  habiéndose  infringido  ndemáa^lv 
jurisprudencia  sentada  en  sentencias  de  este  Tribunal  Supremo  ^  81' 
de  Diciembre  de  1857,  19  de  Abril  de  1859,  91  de  Febrero  de  1888, 
U  de  Junio  de  1865,  81  dé  Diciembre  áfi  1866,  29  de  Enero  de  19Vt 
y  W  de  Junio  del  mismo  afieu     - 

-4.*  La  doctrina  de  Jurisprudencia  emanada  de  las  sentencias  de- 
esle  mismo  Tribunal  Supremo  de  4  de  Diciembre  de  1856  y"  81  d» 
Junio  de  1864,  si  la  absolución  se  consideraba  en  el  cótísidertinliQl  S»*jí 
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t>or  báber  declarado  looid^ntaimente  qae  D.  Die;^  Gallegos  de  €a8tr(| 
«b  podo  i^Qolar  en  1703 «  ó  fué  nula»  si  la  hizo  en  dicha  fecha»  it 
vincolaeion  del  dominio  útil;  y  esto  después  de  negac  6  ao  otorgar 
ia  declaración  de  nulidad  qoe  pidió  el  demandante  en  su  informe 
-oral  por  dos  distintas  veces  con  relación  á  ia  concordia  de  1689  por 
haberla  otorgado  el  D.  Jáinde  Gallegos  sin  el  expreso  consentimitaito 
-del  colegio  vendedor»  ó  sin  haber- cancelado  previamente  ia  hipoteca 
HM)nstltaida  en  la  escritura  de  compra  de  19  de  Junio  de  1686. 

5/  La  ley  63  de  Toro,  6  sea  la  5/,  tít.  8.%  libro  11  de  la  NovMma 
-Becopilacion.  si  se  fundaba  en  M  considerando  6.*,  por  haber  sentado 
que  la  obligación  contraída  por  la  concordia  en  1689  subsistía  come 
«ficaz  cuarenta  años  después,  ó  sea  en  1799,  al  otorgar  D.  Jaime  Ga^^ 
liegos  de  Castro  las  escrituras  de  establecimiento,  infringiéndose  adCK 
mis  la  doctrina  de  jurisprudencia  sancionada  por  este  Tribunal  Su* 
inremo  en  sentencias  de  9  de  Marzo  de  1863  y  29  de  Abril  de  1867. 

6/  Las  leyes  1/,  18  y  99,  tít.  99,  Partida  8/,  y  la  doctrina  de  Ja* 
Tfsprudencia  proclamada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sentencias  de 
S9  de  Octubre  de  18&7  y  13  de  Junio  de  1863  y  otros,  si  las  sentencies 
se  fundaban  en  los  considerandos  7.*  y  8/,  por  suponer  prescrito  el 
-doininio  libelado  sin  existiré!  duefto,  único  facultado  por  las  leyes 
pera  impedirlo,  ó  habia  infringido  la  ley  1/,  tít.  i8,  Partida  3.%  si  tMh 
i>ia  supuesto  que  ese  dueño  existió  desde  el  30  de  Agosto  de  1836;  he- 
i>íeiido  infringido  además  el  axioma  |uridico  Quíb  aiienari  non  powuu 
M$o  preseribi  posiunt,  por  suponer  que  los  bienes  demandados  habiaii 
podido  prescribirse  mientras  hablan  sido  inalienables  bajo  exprese 
pena  de  nulidad. 

-  7/  A  mayor  abundamiento  el  axioma  jurídico  Odia  restringí,  /eee- 
re$  ewweñit  ampliare,  porque  en  el  sétimo  considerando  se  sentaba. co»- 
mo  principio  Jurídico  ó  de  derecho  lo  que  no  estaba  en  las  leyes  ai  e& 
4a*  doctrina  admitida  por  la  Jurisprudencia  de  ios  Tribunales,  á  aMer: 
<im  la  indivisión  voluntaria  de  los  foienee  del  mayorazgo  peijudice  á 
ios  que  debieron  hacerla;,  y  no  á  la  demandada  en  cuanto  A  podtor  ésle 
bacer  suyo  por  la  usurpación  ó  la  prescripción  lo  que  por  las  leyes 
pertenecía  A  D.  José  María  Gallegos  Fajardo,  y  al  que  después  de  se 
muerte  debiera  sucederie. como  inmediato. 
.  '8.*.  La;  doctrina  legal,  admitida  como  |nrisprudencia,  de  que  son'^he- 
ftíWBiconéeidos  en  nn  juicio  aquellos  sobre  los  cuales  están  de  acuerdo 
iasi^parie  litigantes. 

:^9JT'  La  doctrina  sancionada  por  sentencia  de  este  Tribunal  Suprenae 
4i0ilide  Setiembre  de  1860,  legun  la  que. «no  deben  ir  las  sentehieíae 
MQtm  los  hechos  cotíocidos  en  Joicioji  •••■) 

/•:¥.lft. '  II  principiOí  inconcuso = de, dereobo  emanado  de  ..la  ley  t^ 
Httiló  4li\jFartida  &^\vadmitida  por  la  Juidsprudentia  de  todoe  ioe^Tri* 
ImvteB,  según  el  eual  los  contrates  condioionaies  sólo  sob  obliga^ 
torioifidBQ -cnanto  ite^  6mQnplen>^s  condiciones  en  ellos  estipnladast 
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porque  se  ba  supuesto  eficaz  la  obligación  de  ceder  el' donilnío  ÚUl  li» 
haberse  probado  que  se  bayan  cumplido  las  condiciones  con  arregl» 
t  las  que*  y  no  sin  ellas  ni  de  otra  manera  alguna,  ni  por  cita  rsr 
ton  alguna,  se  contrajo  aquella  obligación. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  iLrriela. 

Considerando  que  es  procedente  la  absolución  de  ia  demanda  enai- 
do  el  demandante  no  prueba  ésta,  ó  cuando  el  demandado  opone  al- 
guna excepción  perentoria  admisible  con  arreglo  á  las  leyes: 

Considerando  que  el  demandante  en  el  presente  litigio  ba  intenta- 
do probar  por  medio  de  testigos  la  identidad  de  las  fincas  que  recU* 
ma  y  las  designadas  en  los  documentos  en  que  funda  su  demandtt 
8in  que  haya  llegado  á  demostrarla  suficientemente,  según  declaradoa 
expresa  de  la  Sala  sentenciadora: 

Considerando  que  contra  esta  declaración  sobre  la  Indicada  caes^ 
tíon  de  mero  hecho  y  de  la  competencia  exclusiva  de  la  Sala  no  puede 
alegarse  la  infracción  del  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  Citil: 
1/  Porqpe  para  hacerla  ha  apreciado  la  Sala  la  fuerza  probatoria 
de  las  declaraciones  de  los  testigos  con  arreglo  ¿  su  racional  criteriOt. 
que  es  lo  que  dicho  artículo  la  prescribe. 

8.*  Porque  las  reglas  de  lasaña  crítica  aplicables  á  este  objeto,. 
aegun  el  mismo  artículo,  no  pueden  invocarse  vagamente  en  impiq^- 
nación  el  convencimiento  adquirido  por  la  Sala,  y  menos  formularse 
como  leyes  determinadas  y  preexistentes ,  cuales  deberían  ser  para 
qne  su  infracción  pudiera  alegarse  como  legítimo  motivo  de  casación,, 
puesto  que  por  su  propia  naturaleza  son  indeterminables  á  priari^  y 
necesariamente  concretas,  y  brotan  en  cada  caso  particular  de  la  ra- 
Eocn  y  de  la  conciencia  del  Juez  por  su  estudio  acerca  de  la  credlblii- 
dad  de  cada  una  de  las  declaraciones  testificales  combinada  con  los 
demás  datos  del  proceso. 

T  3/  Porque  este  Tribunal  Supremo,  fallando  en  casacioir,  no  tiene 
competencia  para  resolver  cuestiones  de  mero  hecho,  únicas  que  pae* 
den  ser  objeto  de  la  prueba  de  testigos,  ni  autoridad  para  suprimir 
respecto  de  ellos  el  criterio  y  la  convicción  de  la  Sata  sentenciadora 
reemplazándolos  con  los  suyos  propios,  puesto  que  su  náision  se  ilmi* 
ta  ft  la  recta  inteligencia  y  aplicación  del  derecho. 

Considerando  que  no  es  más  eficaz  la  prueba  documental  con  que 
el  demandante  ha  intentado  dpmostrar  el  que  pretende  tener  ai  dmaini» 
útil  de  las  fincas  que  reclama,  pues  que  toda  ella  se  desvanece  aatb 
la  solemne  acta  de  población  ó  concordia  de  6  de  Agosto  de  I689j  ei> 
qae  láime  Gallegos,  señor  de  Benijofar  por  una  parte,  y  los  niAvos 
pobladores  por  ia  otra,  construyeron  en  enfitéusis  el  mismd  .higac» 
^08  casas  y  tierras,  cediendo  perpetuamente  el  primero  á  los  íiltiiios 
eü  dOBunia  útil  de  todas  ellas  con  las  obtigaciooes  y  derecAd^  inbe^ 
rentes  á  su  calidad  de  enfitéutas,  y  reservándose  el  señorío  ó  .áamimlé 
directo  con  los  derechos  y  deberes  que  también  le  son  propios;  ;  • 
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'  GoBsiderándb  ({ve  dkha  concordia  constituye  nnó  de  los  títulos 

más- ítindamentales  y  decisivos  para  la  solución  de.ia  presente  cues-^ 

lien  litigiosa,  no  solamente  ea  cnanto  consigna  de  una  áanera  radír* 

cal  7  terminante  los  derechos  de  la  partes  que  lo  otorgaron  y  los  de 

aas  sucesores  perpetuamente,  sino  porque  no  lia  sufrido  con  poste* 

tloridad  revocación  ni  alteración  alguna;  antes  bien  ha  sido  cumplida 

y  observada  constantemente  hasta  el  dia  de  hoy ,  según  se  acredita 

por  los  numerosos  documentos  y  datoflr  que  obran  en  los  autos,  y  aun 

por  los  reconocimientos  expresos  del  mismo  demandante  que  de* 

Boestran  de  consuno  que  los  terratenientes  de  ^enijofhr  continúan 

bey  nUsmoen  el  goce  de  su  dominio  útil,  y  que  en  su  virtud  los  due- 

Ik»  del  directo  les  han  exigido  y  exigen  el  pago  de  las  pensiones 
nftt^uticas,  verificándose  las  ventas  de  las  fincas  poseídas  por  lospri* 
Boros  con  expresión  del  gravamen  del  c6non  anual,  previa  la  licen-^ 

cia  de  estos  últimos  y  previo  el  pago  á  los  mismos  del  correspon** 
diente  derecho,  de  laudemio: 

Considerando  que  la  vinculación  verificada  en  escritura  de  28  de 
Agosto  de  1703  por  D^  Diego  Gallegos  de  Castro,  Presbítero,  consistió 
SB  los  bienes  que  éste  donaba  por  la  misma  escritura  á  su  hermano 
D.  Jaime  Gallaos  de  Castro,  entre  los  cuales. se  mencionan  todot  fot 
iireeko»  de  iefíoria  directa  y  dereehoi  enfileuíkalet  del  otorgante,  aei  an 
iicko  lugar  de  Benijofikr,  en  el  de  Rojales  y  otra  cualquiera  parte;  y  ha* 
btaido  tenido  su.CNrígen  esta  señoría  directa  y  estos  derechos  enfiteuti- 
qiJlüs  &k  la  re&nda  concordia,  celebrada  pocos  ados  antes  por  el  pa« 
Y^del  otorgante,  es  lOgico  inferir  que  en  dicte  escritura  no  se  in- 
tentó contrariar  ni  faltar  á  las  prescripciones  de  esta  concordia,  antes 
bien  se  la  tributó  el  respeto  debido/ comprendiendo  en  la  vinculación 
Anieamente  los  derechos  propios  del  dueQo  directo  de  Beni]ofar,  y  de 
ninguna  manera  el  dominio  útil;  que  no  le  pertenecía,  idiea  que  se  ha*» 
Ua  confirmada  por  la  indicada  serie  de  actes  Juridieos  demostrativos 
de  que  este  dominio  útil  no  ha  sido' nunca  recuperado  ni  vinculado; 
siendo  foraoso  declarar,  en  el  caso  de  que  ¡otro  hubiese  sido  el  pro;- 
pdeito  de  D.  Diego  Gallegas  de  Castro  al  otorgar  dicha  escritura 
de  1703,  que  había  celebrado  un  aao  nulo  ó  tnefices  en  este  punto; 
por  baber  dispueslo  de  lo  que  no  era  suyo; 

CSonsiderando  que  no  se  ameog;ua  el  valor  jurídico  de  la  concordia 
itelS80  por. la^ restitución  que  el  Capitán  D.  iáime  Gallegos  obtuvo  en 
ITKde  los  bienes  que  le  hablan  sido  confiscados,  piaesto  que  ese  acto 
dejó  laa  cosas  respecto  de  aquel  intere9ado  en<el  mismo  estado  en  que 
ae.liaUaban  antes  de  la  confiscación,  y  mediante  que  ésta  no  se  exteur 
di6  ni  pudo  extenderse,  ni  se  ha  intentado  i^robarique  realmente  se 
extendiese,  al  dominio  útil  que  correspondía  &  tos  'vecinos  de  Benijo- 
fir,  quienes  por  consiguieolei  habiendo  sido  completamente  ajenos  á 
dicha  penSi  como  lo  fueron  6  la  ialta  q«e  la  {frodajo^  no  pnedea  en 
flumertf  alguna  ser  perjudicadas  por  ella: . 
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•  Considerando  qne  tflrmpocose  debilita  la  eficacia  dé  la  concordia 
por  la  alegación  que  coñlra  eila  st  hace  deque  fdé  condicional,  y 'de 
que  habiendo  impuesto  obligaciones  ¿  los  pobladores  no  debe  liproire» 
cbar  ¿  estoe '  mientras  no  praeben  haber  sido  complldas;  porqtte  el 
texto  literal  de  áqoel  contrato  demuestra  que  en  Ja  larga  serie  de  tos 
cláusulas  se  consignaron  de  una  manera  terminante^  clara  y  decidida 
los  derechos  y  obligaciones  de  ambas  partes  contratantes,  sin  oiñltir 
nada  esencial  para  que  se  realizaran  y  llevaran  á  elecucion  inmedla* 
tamente,  y  sin  establecer  condición  alguna  verdaderamente  tal  de  que 
dependiera  el  cumplimiento  del  contrato;  pues  si  bien  se  andncialNi 
en  alguna  de  sus  cláusulas  el  establecimiento  de  tierras  qué  se  hál^ 
de  formalizar  á  cada  poblador  respectivamente,  esta  diligencia  de  éít- 
<!ucion  no  podía  alterar  las  bases  fundamentales  ya  fijadas  de  lá  eoiif- 
cordla,  ni  perjudicar  los  derechos  de  la  colectividad  de  vecinos*  'dé^ 
hiendo*  sobre  todo  tenerse  en  cuenta  qne  si  lá  concóHla'd|ef A  pen- 
diente alguna  obligación  ó  diligencia  de  ejecución,  la  largl^lma  obser- 
vancia de  aquel  solemne  convenio  supone  ñeoesariamente  su  cumpU- 
Büiento,  ya  porque  los  colónos  lo  realizasen,  ya  porque  los  dueffos  di- 
rectos que  por  tanto  tiempo  se  han  sucedido  les  dispensaran  de  éf, 
puesto  que  no  han  hecho  sobre  ello  reclamación  alguna:  que  sola» 
mente  el  trascorro  de  cerca  de  doscientos  afios  que  lleva  de  elecu- 
cion y  subsistencia  la  expresada  concordia,  habría  isubsanado  cual- 
quier falta  que  en  su  origen  hubiera  podido  haber;  y  finalmente,  ^a 
la  tardía  alegación  de  ese  supuesto  incumplimiento  de  condlcioiH%. 
que  ni  se  han  reclamado  ni  se  especifican  ,  nunca  podría  aproveclUt 
al  que  expresamente  ha  reconocido  la  eficacia  de  aquel  contrató  y 
exigido  su  observancia  en  la  parte  que  le  es  fiívorable: 

Considerando,  además,  que  si  la  actual  demanda  no  quedara  dét- 
virtuada  por  la  insuficiencia  de  su  prueba,  lo  quedaría  por  la  excep- 
ción de  prescripción  opuesta  por  el  demandado  y  á  todas  f ñces  pfo^ 
cédeme;  puiss  restituidos  diBsde  el  SO  de  Agosto  de  18S(I  á  la  clase  dé 
absolutamente  libres  los  bienes  que  hablan  sido  vinculados,  se  feJdé- 
ron  necesariamente  prescriptibles  desde  el  mismo  dia,  porque  esta  ét>- 
lidad  es  elemento  necesario  de  aquella  condición  absoluta,  «iü  qie 
la  falta  de  división  de  bienes  entre  el  poseedor  actual  y  el  inmediato; 
de  cuya  exclusiva  voluntad  dependía,  pudiera  alterarla  ni  suspender- 
la, Di  menos  prolongar  en  los  biepes  que  á  uno  ú  otro  pudieran  baá* 
responder  la  condición  vincular,  que  radicalmente  habia  desapaniHé 
de-todos  ellos,  pues  por  más  que  dicha  falta  de  división  prodi^wt 
naturalmente. dificultades  para  su  enajenación,  tales  dificultadéit  4M 
el  decreto  de  las,  Cortes  de  19.de  Junio  de  1821  disminuyd  notaMift 
mente;:  nó  procedían  ya  del  carácter  Jurídico  de  los  bienes  mhuáxmfA 
afectaban  por  cons^ulente  á  su  prescriptlbilidad:  ^   ■  <  ••  f  ^^ 

.    Omsid^rando  qde  la  observación  hecha'  «ontra  ésta  por  ^eliriMb- 
rente  en  el  presente  caso,  de  que  hjistá  el  7  de  Octubre  de.  IMIii^M 
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tfíie^QMlió'én-lá 'totalidad  dé  toa  bienes  coúiponenteB  it  íñetañódkáo 
Vfbcido»  no  'éxtatió  el  dueffo  facultado  por  ^  la  ley  para  impedti^A  jkir 
no  Iktér  podido  sa  antecesor  disponer  de  ellos  libremente,  tííréééá^ 
tédtt  ^ftañdamét)to  l^gal,  puesto  gne  el  dnéfió  ó  séfior/ qiie  ^ehdonán^^^ 
Má  leyes  rerativás  á  la  prescripción,  no'és  ni  pnedeier  eldnétto  ñf^ 
luto  de  hecho  y  de  derecho,  definido  en  la  ley  1/,  tft.  M,  Partida  9.*; 
aino  que  es,  necesariamente  y  por  la  suposición  misma  dé  áfüénas 
leyes,  el  duéfio  meráinente  de  derecho,  según  en  las  mismas  se  expre- 
aá,  i^rlviado  dé  la  disposición  de  la  cosa,  como  qne  se  halla  píiyado 
de  Kú  tyosésíQd/qti'e'está  en  él  prescffbepte;  4  eñ  otros  términos  es 
tt  p^rlsdhá  qué  teñiebdb  derecho  á  la  jposesioh  de  uña  cosa,  cónsienie  en 
que  otro  ii^  posea,  por  cuya  razón,  no  siendo  admisible  la  idea .  dé 
que  los  liieiies  litigfosok  estuviesen  sfh  dueflo  y  sin  personi  alguna 
que  tuviese  derecho  á  reclamarlos  desde  el  30  de  Agosto   1836  hasta 
el  7  de  Octubre  de  1846;  siendo  por  el  contrario  la  base  de  fundamen- 
tal de  la  actual  demanda  la  de  que  pertenecían  al  vínculo  referido;  y 
no  pudiéndo  ponerse  en  duda  que'  9.  José  María  Gallegos  disfrutó 
de  este  mismo  vinculo  desde  30  de  Agosto  de  1836  hasta  su  falleci- 
miento, en  su  mitad  libre,  como  dueño  absoluto,  y  en  la  reservable, 
eórno' usufructuario; y  poseedor  de  ella,  es  evidente' qné  Imjo  tódoi 
éafes  caracteres! tenia. el  mismo  D.Josíé  María  personalidad  y  déreiSfao 
para  reclanñr  'los 'bienes 'litigiosos  y  oponerse  á  la  posesión  en  qné^de 
élloar  estaban  D.  Francisco  Regidor ,  y  después  de  éste  sil  h^aBoffa 
hülina,  y  que  por  no  haberlo  verificado  ha  corrido  válida  y  efi(Az- 
niente*  á  favor  dé  cÉitos  y  contra  el  demandante  y  su  antecesor  el  tiem- 
po de  esta  posesión  desde  la  indicada  fecha  de  30  de  Agosto  de  1836: 
Considerando  que  la  iDdicada  Dv>fia  Pautína  se  halla  revestMa  de 
Ms^^demte  requisito  eligidos  por  las  leyes  para  la  prescripción,  cudes 
son  Justo  título -y  bueña  té,  según  respeto  de  este  último  lo*  recoúooa. 
I^'deeiara 'la' Sata  sentenciadora,  obedeciendo  al  prin(Hpio  deque  bi 
iHientr  I6«e  presune  tniéntras  no  se  pruebe  íocontrariOí  como; sucede 
eái'éite  pleito;  >y\'&ía  Jurisprudencia  constante  úi  este  TribúMIS^ 
praoo,  ele  qde  la  apreciación  de  ese  i'échó,  aunque  iborat'é  Interáio, 
mrreipoild^á'lamisifla  Salasenteñcfadora; 

"CdásiderancTc'^n'iSü  virtud,  quelá  ejecutoria  al  absolver  yfe  kd^ 
ntUldá  ft  D.  Rabión  Bofáll,  cómo  marido  de  la  mencionada  Dófla  Fáñ- 
lina,  no  lia  incurrido^  en  nfriguna  de  las  infiraecidnes  deleye^  bi  de 
doctrinas  que  contra  ella  se  alegan,  muchas  de  las  cuales  .carqcen 
^défebaü  íieétacacia  pot"dii^f^rse  á  impugaáí'  h^oftétlcaménte  ítganos. 
tSinÜítféí^dosr  d'elfr  ejééu'toria,  ó  pof  dóser  pei'tiheíítes  ni  ftpttcidííléí; 

;ia  de  Valencia  con  la  correspondiente  cértiflci(ck>ñ.' 
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.  Añif  por  esta  nuestra  senteDcia.  que  se  publicarft  .en .  la  Gaceta  |I# 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  lai 
qopias  necesarias»  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmaqaosjasJnan 
González  Aceyedo^aiJosé  M.  Cáceres.;=LaureanodeArríeta.^Francisco 
Marta  de  Ciastilla.=FPascual  Bayarri.;p=Joaquin  Janmar.^osé  FerfiúB 
de  Muro. 

Publicación. 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Exemo.  Sr.  Don 
Laureano  de  Arrieta,  Magistrado  del  Tribunal  SupremOi  estando  cele- 
iMrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  de  la  misma  el  di^  de  hoy* 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dipbp  Supremo.:  Trir 
bnnal. 

Madrid  8  de  Noviembre  de  t870.=Dionisio  Antonio  de  fuga. 

NÓM.  58. 
ADMISIÓN. 


NUUBAD  DE  UN  TESTAMENTO  Ó  INCIDENTE  SOBRE  INHIBICIÓN. —  4nt0  dO 

'8 de  Noviembre,  declarando  no  haber  lugar  á  la  admisión  del 
recurso  de  casación  íoterpuesto  por  D.  Bernardo  Martínez,  como 
marido  de  Doña  Catalina  Ciriza,  contra  la  sentencia  pronunciada 
por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  este  territorio,  en  autoa 
€0D  Dofia  Asunción  Pérez  Martel,  viuda  de  D.  Juan  Salaverri. 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece: 

1  .*  Que  el  recurso  de  casación  en  los  negocios  civiles  únicamente 
froeede  contra  sentencias  definitivas  que  terminen  el  juicio,  ó  que 
aun  cuando  hayan  recaido  sobre  un  articulo,  pongan  tétminoal 
pleito,  haciendo  imposible  su  continuación,  conforme  lo  dispueeto  en 
loa  articubg  2.^u  3.*  de  la  ley  sobre  reforma  de  la  casación  dvii. 

2.*  Que  conjorme  al  art.  385  de  la  Ley  promional$obre  ergar 
nizacion  del  poder  judicial,  contra  los  autos  de  las  Audiencias  a» 
que  deciden  cuestiones  de  competencia  sólo  se  dá  el  recurso  -de  M- 
tadon  en  tu  caso,  que  ha  de  ser  cuando  se  haya  dictado  sentencia 
definitiva  y  en  los  términos  del  art.  5.^  de  la  expresada  ley, . 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo  interpuesto,  por  D..  Bernardo 
Martínez,  como  marido  de  Doña  Catalina  Ciríza.  contra  (a  ^ax^tqucl^ 
pronunciada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia.de  este  territorio jfi| 
amos  con  Dofia  Asunción  Peres  Martel ,  viuda  de  D.  Juan  Sjalaverrl. 
sobre  nulidad  del  testamento  otorgado  por  ést^  ó  incidente  sobreiip'^ 
hibicionv  la  Sala  primera  de  este  Tribunal  Suprema  se  ba  servido  sfiOi!^ 
dar  la  providencia  siguiente:  ,  v    •,  (h 
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Resaltando  que  D.  Bernardo  MartíQez,  como  marido  de  Doña  Gaut- 
Dt  Griza  Salaverri,  presentó  demttdda  en  el  Juzgado  del  distrito  del 
hospital  de  esta  villa  contra  DoQa  Asunción  Pérez,  como  heredera  de 
^  Juan  Salaverri,  sobre  nulidad  del  testamento  militar  otorgado  por 
ste ;  y  que  propuesta  inhibitoria  en  el  Juzgado  de  primera  instancia 
le.  Salamanca  se  inhibió  el  Juez  del  Hospital ;  y  apelado  su  fallo,  fué 
Mfl!HnadW({]krr''Ia,Sá{a  tercera  de  la  Audiencia  dé  esta  capital  éñaeii- 
dnéffeí  de  47  (te '  %íiemb/e  último,  contra  el  cual  interpone  el  D;  Ber- 
klÑd-ítfáttih«!i  recurso*' de  casación :  ' 

I^UMsfdei^ndo  qtse  el  recurso  de  casación  én  los  negoeios  ciyiles 
IbiteatiéoQtd  t^Moed^  contra  sentencias  definitivas  que  terminen  el  Juicio» 
6  que,  aun  cuando  hayan  recaído  sobre  un  artículo ,  pongan  término 
al  pleito,  haciendo  imposible  su  continuación,  conforme  lo  disponen 
los  artículos  3.*  y  3.*  de  la  ley  sobre  reforma  de  la  cssacion  civil ; 

€kmSidepandaf[ué  no  tiene  car&cter  de  sentencia  definitiyiii  la  dic- 
ttdaén  17  de  Séftiembre  de  este  affo  por  la  Sala  tercera  de  la  Andiea- 
ete/de  eiM  (>aQital,  ^estimando  la  inhibición  del  Juzgado  del  Hospital 
tef  coDOÓhniéiftd  de  la  demanda  propuesta  por  D.  Bernardo  Martinei 
en  favor  del  de  Salamanca,  porque  ni  pone  término  al  Juicio  ni  haicé 
tiiposible  su  continuación,  limitándose  á  designar  el  Juez  que  ha  de 
jÍsb]iíiocSBr;dtí:  asunto : 

■' 'T  coásíWaAdó  qiie,  conforme  al  art.  S8S  déla  Ley  provisional  sobre 
organización  del  poder  judicial,  céntralos  autos  de  las  Audiencias  en 
que  deciden  cuestiones  de  competencia  sólo  se  da  el  recurso  de  ca- 
Éiicion  en  ^su  casd ,"  4ué  ha  dé  ser  cuando  se  haya  dictado  sentencia 
^yíñitiva,  :$f  etíMds  términos  del  art.  5.*  de  la  expresada  ley ; 

Se  díeclára 'nó  haber  lugar  á  la  admisión  del  reóurso  interpuesto 
|tor  el  eipre§ááo  fi'.'Sérrtardo  Martínez. 

'  itádridiS' dé' Noviembre  de  1870:=^M'aurlclo  6arcía.r=José  MarCa 
Cloerés.=:±laúféáno  de  Arrieta.=Fran cisco  lláriade  Castilla  .=I6aqa!n 
Jaumar.::==José  PeMfn  de  Muro.=Benfto  de  Pasada  flerrera.esUceQ- 
tínáo  Mariano  Fernandez  García.  =:Fúí  presente.  Dionisio  Antonio 
abotaga."/    • '^■ 


.:;;.      ('■    ': 
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NÚH.  59. 
CASACIÓN. 


NuuDAD  DI  UNA  BSCRiTURA. — Seoteocia  de  9  de. Noviembre,  decla- 
rando DO  haber  debido  admitirse  el  recurso  da  casaoioa  ínter* 
puesto  por  D.  Manuel  y  D.  Tomás  de  Yelasco  contra-  la  qoe 
en  18  de  Febrero  anterior  dictó  la  Sala  tercera  de  la  Audien- 
cia de  esta  Villa,  en  pleito  con  el  Duque  de  Veragua,  y  por  lo 
tanto  que  no  há  lugar  á  resolverlo. 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  ostablcce : 

1/  Que  wnicamente  procede  el  recurso  de  casación  contra  $íBn- 
tendoi  definitivas »  ó  que  aun  cuando  hayan  recaido  sobre  tm  ar* 
Üeulo,  ponaan  término  al  juicio  y  hagan  imposible  su  continuación, 
conforme  alo  dispueslo  en  los  artículos  1.010  y  1.011  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil. 

2/  .  Que  en  las  cuestiones  de  competencia  no  tiene,  lugar  el  re- 
curso  de  casación  si  se  refiere  al  art.  1.012  déla  expresada  Ley  is 
Enjuiciamiento,  según  lo  ha  consignado  repetidamente  el  Trib^1uü 
&$premo. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  9  de  Noviembre  de  1870 ,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Congreso. de 
esta  capital  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  misma  por  Don 
Manuel  y  D.  Tomás  Yelasco  y  Bipoll  con  el  Duque  de  Veragua  y  otiros, 
sobre  nulidad  de  i^na  escritura;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud 
de  recurso  de  casación  interpuesto  por  los  demandantes  contra  la  sen- 
tencia que  en  18  de  Febrero  último  dictó  la  referida  Sala:. 

Resultando  que  el  Duque  de  Veragua  ,  por  sí  y  en  nombre  de  sá 
madre  la  Duquesa  viuda  de  dicho  título  y  de  su  hermano  D.  Fernando 
Colon,  únicos  interesados  en  la  testamentaría  del  anterior  Duque;  el 
Conde  de  Puñonrostro ,  representado  por  D.  Martin  García  Loigorri. 
D.  Marcelino  de  Luna  y  Saínz,  D.  Isidro  Aguado  y  Mora,  los  hermanos 
D.  Manuel  y  D.  Tomás  de  Velasco  y  Bipoll,  el  Conde  de  Guijas-Albas, 
D.  Peregrin  María  Pinol,  D.  Bamon  Martinez  y  Pérez,  D.  Víctor  Oración 
Garos  y  D.  Francisco  Abril  y  Leutner  otorgaron  escritura  en  esta  ca- 
pital á  29  de  Diciembre  de  1868,  por  la  que  expresando  que  los  nueve 
primeros  habían  adquirido  la  Sociedad  especial  minera  denominada 
Fvsion  carbonífera  y  metaüfera  de  Belmez  y  EspiH  y  todas  sus  pertenen- 
cias; con  el  deseo  todos  de  procurar  la  mayor  seguridad  por  sus  in- 
tereses, fundaron  una  Sociedad,  á  la  cual  aportaron  los  nueve  primeros 
todos  los  derechos  que  ¿  su  favor  emanaban  del  convenio  privado  ce- 
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lebrtdo  con  la  Fuiión  earéotaifira  ^  metalifera  é»  Bdmiz  y  Etpiel  en 
18  d6  Harto*  y  ios  dos  AUimos  los  derechos  qqe  tenían  en  la  citada 
Sociedad  y  otros  de  que  hicieron  mérito,  estableciendo  que  seria  an6- 
Bltna  y  so  capital  de  SO  millones,  representados  por  por  acciones  de 
S.MM  rs.,  de  las  que  se  entregarían  á  cada  and  de  los'  adquirentes  las 
^ne  bastasen  para  cubrir  sus  respectiyas  participaciones,  fijándose  él 
domicilio  en  Madrid  y  la  duración  en  noTenta  y  nueve  años,  no  dísol- 
^riéndose  sino  cuando  espírase  este  plazo  ó  se  hubiera  perdido  la  mitad 
del  capital,  y  estableciendo,  por  último,  que  las  diferencias  que  ocur- 
Tieren  entre  los  socios  se  someterian  á  Juicio  de  arbitros,  que  serian 
nombrados  uno  por  cada  parte  de  las  que  sustentasen  opiniones  dís« 
tintas,  y  el  tercero,  en  caso  de  discordia,  por  el  Regente  de  la  Audien^ 
da  de  aquel  territorio,  determinándose  en  el  reglamento  la  forma  de 
administración  de  la  Sociedad : 

Resultando  qne  los  hermanos  D.  Manuel  y  D.  Tomás  de  Velasco 
entablaron  en  7  de  Junio  de  1869  la  demanda  objeto  de  este  pleito, 
exponiendo  como  hechos  que  la  antigua  Sociedad  denominada  Fusión 
mrbanifira  y  metalífera  de  BelmeM  y  Espiel  tenia  gravadas  sus  minas 
por  cinco  créditos  hipotecarios  que  ascendían  á  más  de  7  millones  de 
reales,  en  el  primero  de  los  que,  importante  1.200.000  rs.,  tenia  el  de- 
mandante D.  Tomás  una  participación  de  120.000 ,  que  ascendía  en 
1868  con  los  intereses  á  más  de  doble ,  correspondiendo  el  resto  ai 
Duque  de  Veragua  y  al  Conde  de  Puñonrostro :  que  según  convenio  de 
S8  de  Marzo  de  1868,  hablan  adquirido  los,  referidos  acreedores  las 
Alinas  que  pertenecían  á  la  Fusión  carbonífera  y  metalífera  en  la  pro- 
vincia de  Córdoba,  convirtiéndose  en  dueños  die  ella,  y  calculándose 
sa  lalor  en  más  de  30  millones  de  reales :  que  en  i9  de  Diciembre  de 
1898  hablan  constituido  los  nuevos  dueños  de  dichas  minas  una  Socie- 
dad anénima ;  pero  no  se  habla  formado  reglamento,  emitido  acciones 
para  realizar  fondos,  ni  puesto  en  ejecución  la  escritura  en  ninguno  de 
808  extremos :  que  en  la  inteligencia  de  que  no  se  pretendía  simular  . 
-«na  Sociedad  en  cuyo  cumplimiento  no  se  pensaba  para  postergar  ó 
más  bien  anular  el  crédito  de  D.  Tomás  de  Telasco,  se  habla  conve- 
nido que  continuase  considerándose  como  crédito  contra  la  Sociedad 
Ift  cantidad  de  4.600.000  rs.  que  procedentes  de  ciertos  pagarés  repre- 
oéntidten  el  Conde  de  Puñonrostro  y  el  Duque  de  Veragua,  viniendo 
de  €sta  manera  á  figurar  con  el  djoble  carácter  de  accionistas  y  de 
acreedores :' que  en  tal  estado  habían  celebrado  con  los  Sres.  Loring, 
Xeredia  y  Larfos,  de  Málaga^  un  contrato,  cuya  fecha  no  podian  fijar 
por  no  haber  querido  facilitarles  copia,  por  el  cual  hablan  arñendado 
las  minas  por  veinte  años^  pero  con  la  condición  de  que  dentro  de  los 
.Ima  primeros  pudieran  á  su  arhitrio  hacerse  dueños  de  todo  el  haber 
dolaSoCiediKL  por  precio  de  8  millones  de  rs.¿  á  deducirlo  que  se  le^ 
driUera  por  .cualquier  concepto,  menos  el  capital  que  hubieran  desti- 
■ada4  preparar  la.  explotación  de  ia9  minas;  49^icndQ  adelantar  lo 
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necéstriú  para  loa  gastos  de  explotación  qae  se  hablan  calculado  en 
un  millón  de  reales,  y. otro  además  para  el  pago  de  créditos  Tenddo» 
en  Abril  anterior;  abonándoles  tin  8  por  100  sobre  estos  adelantos»! 
el  remanente  que  quedase  se  dividiría  por  mitad  entre  la  Carbonífera 
y  los  referidos  Loring,  fleredia  y  Larios :  que  los  demandantes  hablan 
ofrecido  y  ofrecían  de  nuevo  entregar  en  el  acto  en  metálico  la  parta 
proporcional  que  les  correspondiera  satisfacer  de  todos  los  créditos 
vencidos  de  la  Carbonífera,  subrogándose  en  el  lugar  de  los  acreedo- 
res, ó  tomando  acciones  de  las  que  hubieran  de  emitirse;  y  que  optan- 
do Loring,  Heredia  y  Larios  por  comprar  las  pertenencias  de  la  Sociedad 
en  los  tres  primeros  años  de  su  arriendo,  resultaría  que  con  la  canti- 
dad liquida  que  quedase  de  los  8  millones  sefialados  como  precio,  no 
podía  hacer  más  que  cubrir  lo  que  figuraba  como  pasivo  en  la  escri- 
tura de  39  de  Diciembre,  y  sin  haber  empezado  á  funcionar  la  Sociedad 
se  habla  dado  por  perdido  todo  su  capital,  valuado  en  30  millones  de 
reales;  y  privado  á  D.  Tomás  de  Yelasco  de  más  de  IS.OOO  duros  que 
tenia  con  el  concepto  y  carácter  de  acreedor  hipotecario  preferente» 
antes  de  que  se  convimera  en  establecer  dicha  Compañía  anónima: 
que  como  fundamento  de  derecho,  alegaron  que  entendida  y  aplicada 
la  escritura  social  tal  como  la  mayoría  de  los  socios  la  habían  que- 
rido entender  y  aplicar,  era  nula ,  porque  aparecía  celebrada  con  ia 
intención  y  propósito  de  asegurar  el  pago  de  ciertos  créditos  perte- 
necientes á  la  mencionada  mayoría  de  socios,  perjudicando  á  los  de 
la  minoría:  que  sin  intención  seria  de  celebrar  un  contrato  de  com- 
pañía, se  habla  hecho  perder  á  los  demandantes  el  carácter  de  acre- 
edores, dándoles  el  de  accionistas ,  asegurándose  así  el  cobro  de  loa 
4.600.000  rs.  hipotecados  en  último  lugar:  que  las  leyes  declaraban 
nulo  el  contrato  de  sociedad  hecho  engañosamente,  y  en  que  ia  pér- 
dida toda  hubiera  de  ser  de  una  de  las  partes,  circunstancias  ¿mbaa 
que  concurrían  en  este  caso;  siendo  nula  de  todos  modos  la  facultad 
concedida  á  L.oring,  Heredia  y  Larios  de  comprar  las  minas,  disol- 
viendo de  este  modo  la  Sociedad  cuyo  objeto  dejaba  de  ser  realiza- 
ble: que  no  era  posible  someter  las  cuestiones  de  esta  demanda  á 
juicio  de  arbitros,  ya  porque  presuponía  que  sólo  de  una  manera  im- 
propia podía  emplearse,  como  empleaba,  en  aquel  escrito  la  palabra 
socios,  y  ya  también  porque  no  estando  vigente  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento mercantil  más  que  en  la  parte  relativa  á  quiebras,  no  habla 
posibilidad  de  constituir  un  arbitrazgo  cuyo  tercero  en  discordia  de- 
bería elegir  el  Regente  de  la  Audiencia  de  Madrid ;  y  que  el  art.  771 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que  era  la  disposición  vigente  sobra 
el  nombramiento  de  arbitros ,  tanto  en  los  negocios  civiles  oomo  m 
los  mercantiles,  exigía  que  en  la  escrítura  en  que  se  pactase  el  jaldo 
arbitral  se  desígnase  el  tercero  para  caiso  de  discordia,  siendo  nvla  ai 
así  no  se  hiciese,  según  el  art.  775;  y  que  en  su  virtud  supHeara» 
qiie  se  declarase  nula  y  sin  efecto  la  citada  escritura  de  i)  de  Didam- 
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)>re  de  1868,  condenando  ¿  los  otorgantes  de  ella  á  no  disponer  de 
ias  minas  compradas  por  la  de  29  de  Enero  de  aquel  año,  en  lo  que 
.86  referia  ft  la  participación  qae  correspondía  en  ellas  á  los  deman- 
dantes, sin  su  expreso  consentimiento  y  autorización;  y  en  el  caso 
^e  que  no  se  estimase  procedente ,  se  declarase  nulo  el  contrato 
•celebrado  con  Loring ,  Heredia  y  Larios  para  la  explotación  de  las 
minas  durante  veinte  años,  con  la  facultad  de  adquirirlas  dentro  de 
los  tres  primeros  por  precio  de  8  millones  de  reales ,  condenando  en 
sn  consecuencia  á  los  demandados  á  que  se  abstuvieran  en  lo  suced 
sivo  de  celebrar  ningún  contrato  que  hiciere  imposible  ó  contrarin^f) 
la  realización  del  objeto  de  dicba  Sociedad  durante  ios  noventa  y<Da6Vb 
años  de  su  convenida  duración.  .f.í.na-'.ñ 

'Resultando  que  los  demandados  pretendieron  que  eb  Jitegadorj^ 
declarase  incompetente  para  conocer  de  la  demanda  ,o(Mrd8n^DdOiiqii6 
la  dedujeran  los  demandantes  en  el  modo  y  formaitinfiHi^^itínaoJugMl 
€n  derecho  ante  arbitros,  con  arreglo  al  art.  32ftíidéh]Qó6igQ)idejij(4ftt 
mercio  y  escritura  de  la  Sociedad;  pretensionbqaeiilnqáironi  en^W 
no  eran  impropiamente  socios  los  que  ^es|DadDian'?.ufiidas  otofiSOoiíf <idd 
anónima  por  medio  de  escritura  con  todo8i<k>srirequísit,oaieftij9ido&ipo9 
-el  Código:  que  el  artículo  citado  4elMmismo Odrdenabfl  ie,'mn\m¿áQ 
absoluto  que  toda  diferencia  entre  loi»  sófflOs^edeeíiíesdipor.iirMtritt 
hubiéranlo  ó  no  estipulado  a^í  Hsm  eV  dontratorde  soíci{ed^;<{drtícyri4i 
que  no  habla  sido  derogadol  como<  se  suponía  «ipov  ebKlQQitetOrlejt.  4# 
^  de  Diciembre  de  1868^  habiendo  podido  ¡cQni^e^ík  i  él  e^tipulftf^t 
válidamente  que  el  nombramiento^üéUexceooJiubreí^  dBrhaoerse  tpqr 
el  Regente  de  la^  Afldieniia^J  y)qne^!«inUodOMcasov*iytiáuni'€uan:aré  no 
pudiera  después  de  idicbndeck'etOMk^yjiUeyarse^á  elepto;lai:es<U)kiHipa  en 
amanto  á  la»  designa  cipn'  dé  teircerov'noi-§LeúdedJidiúaí:de  dUoj.qiia^i  af> 
•bitrazgOiJno'^tidieráiécoiistlitalejsie-,  vsinoii(|uer.  aifinoal»bnaiQieQto,<da  lem- 
cero  flabria  d¿liKi|e^rfté^)al  awt.i7/74'ideia  LeyodeiEjOjnidaiiiieiUio  90i«tt 
al  otorgarse  la  escritura  de  compromiso,  quedandioveinjjef^DtQieo. estt 
^arté  lá^itádaf^bláusulái^.y  áunitddaoellff^i]  poorqu^)  Iai.(nec6sí4aid'  del 
4ttleiO'arl3ltrat  rno/naeia  ^úe-\ñímisaml,i^nolá^]í^^JtkíS^  «del^Gódigí» 

tH  j{Re£;ii9ton4o  i^e  l'0»<deiiiandatites  ittp»gi]isroDila'é9toeípoipiií{)!^(>9aef|- 

ta  por  los^  defmanldados'v  ^so8teniéndoí'que)'Aiito'^^^ 
'^faáúle'^^i  plelto^hubieraiper»ffl[itid0:de»tnor}de  ta^aintigiiá  ilegisláTcion 
^  Ijáfefo  di^  á#bitikf0»;  'e9tai»a "dersdgaddi  ei  «meBcionadaiarileuietdt^'fGiSi- 
*di8D'de^domi)rcfoí)qfub  <lá  (ol^tgaciolideilos  8Qc£»9>ée«Qtnateav«us/diM 

rancias  á  juicio  de  arbitros,  era  cuaniloi'po^slofnKMiiBaffonaJKif^sotoQslil 
<ÍMíb'^osi(ilf  didcutlétfdosieí  sdlo^laa  iietadk)fte8iió<i  consequeweiasltpik  de 
'4ff  nálcieráiiíj  ^fiko  %\i^u&6  ^et>  ipltilo  i  vi8i«atM'isobre>>^lai  oMilidad^flidlaibiD 
^  d<kmniefil)^'4aé  %e  isofst^a  domd  «Ofiírata  IsooSaig-ineD^dHi  ttedchOB 
^áe^ieiÉtbaipdr^obm^téliovlat'racou  fde'  serbdttiitosr  áobitpdar^y  ^<j[tift^sih 

entrar  ei^diachalottade  isi  exiatiaíló:»  lá  Sotiédads?  ito3si¿seBlMiMRt& 
I.  16 
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camplldo  los  requisitos  Internos  que  tal  contrato  requería,  se  limita-^ 
tan  A  afirmar  que  no  era  Yálida  la  escritura ,  que  no  existia  tai  So* 
dedad,  y  que  no  podían  llamarse  socios  los  que  pretendían  serio;  no 
catiiendo  admitir  mientras  no  se  ejecutoríase  que  lo  eran,  que  se  pu- 
diera prejuzgar  la  cuestión,  sometiendo  á  ios  demandantes  á  una  de^ 
ks  más  grandes  obligaciones  que  los  socios  tenían : 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  y  qne^ 
It  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  esta  capital  la  revocó  en  18  de  Fe- 
brero  último,  declarando  procedente  la  excepción  de  incompetencia 
propuesta  por  los  demandados,  pudiendo  los  demandantes  deducir  su 
demanda  en  el  modo  y  forma  que  hubiere  lugar  en  derecho: 

Resultando  que  D.  Manuel  y  D.  Tomás  de  Yelasco  interpusieron 
recurso  de  casación,  en  el  que  negando  que  hubieran  reducido  su 
demanda,  como  la  sentencia  decía,  &  impugnar  el  convenio  celebrado 
con  Loring,  Heredia  y  Larios ,  ni  que  hubieran  subordinado  á  la  im* 
pngnacíon  del  mismo  sus  alegaciones  de  nulidad  y  sus  pretensiones 
deque  no  dispusiera  dejo  que  era  suyo  sin  expresa  autorización; 
no  pudiendo  dudarse  de  que  la  pretensión  principal  era  la  de  nulidad 
de  la  escritura,  citaron  como  infringidas  las  leyes  16,  tít.  22  de  la 
Partida  3/,  y  5/,  tít.  10  de  la  Partida  5.';  los  artículos  234.  246  y  32i 
del  Código  de  Comercio,  dado  que  estuviera  vigente  este  último;  los 
•rtículos  62,  774  y  775  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  11 ,  12  y 
\t  del  decreto-ley  de  6  de  Diciembre  de  1868,  y  ia  doctrina  legal,  con- 
forme con  la  sana  lógica,  que  protiibe  hacer  supuesto  de  ia  dificultad 
que  se  discute  para  d;ctar  un  fallo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fefmin  de  Muro. 

Considerando  que  únicamente  procede  el  recurso  de  casación  con- 
tra sentencias  definitivas,  ó  que  aun  cuando  hayan  recaído  sobre  m 
artículo,  pongan  término  al  juicio  y  hagan  imposible  su  continuación, 
conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  1.010  y  1.011  de  la  Ley  de 
Bnjuiciamiento  civil: 

Considerando  que  no  tiene  carácter  de  definitiva  la  dictada  en  Ift 
de  Febrero  último,  por  la  Audiencia  de  esta  capital,  declarando  pro- 
cedente la  excepción  de  incompetencia  alegada  por  los  demandados, 
porque  ni  pone  término  ai  juicio  ni  hace  imposible  su  continuación, 
limitándose  á  fijar  qué  Jueces  han  de  conocer  en  el  asunto : 

Y  considerando  que  en  las  cuestiones  de  competencia  no  tiene  lagar 
el  recurso  de  casación  si  se  refiere  como  el  presente  ai  art.  1.012  de 
la  expresada  Ley  de  Enjuiciamiento ,  según  lo  ha  consignado  reped* 
damente  este  Tribunal  Supremo; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  debUk^ 
admitirse  el  recurso  de  casación  íaterpuesto  por  D.  Manuel  y  D.  t»^ 
más  de  Telasco  contra  ia  sentencia  referida,  y  por  lo  tanto  que  no  ||^ 
logar  á  resolverlo;  y  mandamos  que  se  devuelvan  los  autos  á  Ht  AlK 
4tíencia  de  esta  capital  con  la  certificación  correspondiente.         .'}' 
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Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  pabücará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  ColeccUm  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  íirmamos.=Juan  Gonzaleí 
Aceyedo.=José  María  Gáceres.=L^ureano  de  Arrieta.=Praneisco  María 
de  Castilla.ssJoaquin  Jaumar.s=José  Fermín  de  Muro.=-Benito  de  Po- 
sada Horrera. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  Fermín  de  Muro,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su-* 
Supremo,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma,  el  día 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  9  de  Noviembre  de  1870.=Gregorío  Camilo  Gareía. 

NÚM.  60. 
CASACIÓN. 


Pago  de  cierta  cantidad. — Sentenciadle  11  de^  Noviembre,  decla- 
rando DO  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña 
Rila  Sastre  contra  la  que  en  20  de  Noviembre  1869  dictó  la 
Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  esta  capital,  en  pleito  con  Do- 
mingo de  Frutos  Marugan  y  otros. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia  leyes 
ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso  de  autos. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  11  de  Noviembre  de  1870,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Santa  María  de  Nieva 
y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  esta  capital  por  Doña  Rita 
Sastre  con  Domingo  de  Frutos  Marugan,  Isidro  de  Frutos  Sevillano, 
Micaela  Rucio,  Remigio  Toledano  y  Antonio  Bartolomé  Agüero,  como 
carador  de  María  del  Rosario,  Florencia  y  Emilio  Calvo,  sobre  pago 
de  4.300  escudos;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de 
casación  interpuesto  por  la  demandante  contra  la  sentencia  que  en  80 
de  Noviembre  de  186^  dictó  la  referida  Sala : 

Resultando  que  nombrado  D.  León  Toledano  Administrador  de 
lentas  Estancadas  de  Peñatiei,  para  cuyo  desempeño  debía  dar  fianza 
por  cantidad  de  60.000  rs.  en  fincas,  y  dispuestos  á  prestárselos  Félix 
longos,  Ángel  Marugdn,  Lúeas  Toledano  y  D.  Ildefonso  Revilla,  con 
sos  respectivas  mujeres  Rita  Sastre,  hoy  demandante,  Agustina  Tole- 
dano, Lorenza  Sacristán  y  Teresa  Toledano,  se  formó  el  oportuno  ex- 
pediente, en  el  que  los  peritos  Femando  Casado  é  isidro  de  Frutos 
iraloraron  las  fincas  que  aquellos  trataban  de  hipotecar  en  la  cantidad 
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de  70.576  n.  en  venta,  y  2.226  rs.  en  renta,  y  declararon  como  de  la 
información  de  abono  Domingo  de  Frutos,  D.  Raimando  Calvo  y  Re- 
migio Toledano  que  sabian  que  todas  y  cada  una  de  ias  fincas  vaiian 
en  venta  y  renta  la  cantidad  en  que  habían  sido  justipreciadas  por  io» 
peritos,  ia  cual  no  tendrían  inconveniente  en  dar  por  ellas,  si  llegase 
el  caso  de  su  enajenación,  y  que  respondían  con  sus  bienes  presentes 
y  futuros  de  la  verdad  de  su  declaración: 

Resultando  que  aprobadas  las  diligencias  por  auto  que  dictó  el 
Juez  en  4  de  Julio  de  1855,  en  el  mismo  día  los  expresados  Félix  Bár- 
gos,  con  su  mujer  Rita  Sastre;  Ángel  Marugan,  con  la  suya  Agustina 
Toledano;  Lúeas  Toledano  y  D.  Ildefonso  Revilla,  con  las  suyas  Lo- 
renza Sacristán  y  Teresa  Toledano,  otorgaron  escritura  constitu- 
yéndose fiadores  de  D.  Leoncio  Toledano,  hijo,  hermano  y  pariente 
respective  de  ios  otorgantes,  para  responder  á  la  Hacienda  pública  de 
que  éste,  en  el  desempeño  del  destino  de  Administrador  subalterno 
de  Rentas  Estancadas  de  la  villa  de  Peñafiel,  se  sujetaría  á  las  ins- 
trucciones, reglamentos  y  Reales  órdenes  que  regían  ó  rigiesen :  que 
rendiría  cuentas  en  el  tiempo  y  forma  que  se  hallase  establecido  con 
pago  puntual  de  cuanto  contra  él  resultase ;  y  que  sí  así  no  lo  cum- 
l^liese^  y  por  consecuencia  hubiese  de  ser  responsable ,  á  lo  que  de- 
jase de  realizar  lo  verificarían  en  su  nombre  los  otorgantes,  como  sus 
fiadores  y  principales  pagadores  que  se  constituían,  á  cuyo  fin  hacían 
suya  propia  la  obligación  y  deuda  ajena;  á  todo  lo  cual  se  obligaban 
con  sus  bienes  muebles  y  raices  habidos  y  por  haber,  hipotecando  es- 
pecialmente las  fincas  deslindadas  en  la  relación  jurada,  comprendi- 
das en  el  expediente  informativo  referido,  las  cuales  aseguraban  te- 
nían el  valor  que  se  les  había  dado  por  los  peritos  tasadores  de  70.576 
reales  en  venta  y  2.226  en  renta: 

Resultando  que  formado  expediente  con  motivo  del  alcance  que 
apareció  á  favor  de  la  Hacienda,  el  Gobernador  de  ia  provincia  de  \a- 
liadoiid  dictó  providencia  ordenando  que  para  el  reintegro  se  proce- 
diese en  primer  término  contra  los  bienes  hipotecados,  especialmente 
en  ia  escritura  de  fianza ;  en  segundo ,  contra  ios  de  los  testigos  de 
abono  por  la  diferencia  que  resultase  entre  el  valor  en  venta  de  aqne 
lies  y  el  que  se  les  dio  en  tasación;  y  en  tercero ,  contra  ios  bienes 
de  ios  fiadores,  hipotecados  en  generai  en  la  referida  escritura  de 
fianza;  mas  habiéndose  interpuesto  apelación  por  los  testigos  de  aliono 
la  Sala  segunda  del  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino  por  sentencia  de  M 
de  Marzo  de  1862  revocó  la  providencia  del  Gobernador,  y  mnndó  qoe 
30  librase  orden  al  Administrador  de  Hacienda  pública  de  Yailadolid 
para  que  continuase  el  procedimiento  de  apremio  contra  todos  ios  bia^f 
nes  de  ios  fiadores  de  Toledano  hasta  reintegrar  por  completo. á  te 
Hacienda  del  alcance  que  aquel  contrajo,  y  caso  de  ser  insuficiente 
para  cubrirle  en  su  totalidad,  procediera  contra  los  demás  respoiuípr 
bles,  con  arreglo  á  lo  que  disponía  la  Ley  de  contabilidad,  la  org&ñief 
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de  iqnel  Tribtinal  y  reglamento  para  su  ejecQcion  y  demá»  instrac- 
clones  irigentes: 

Resultando  qae  seguido  expediente  ejecutivo  para  cubrir  el  men- 
cionado alcance  de  Toledano ,  se  vendieron,  además  de  las  fincas  es- 
pecialmente hipotecadas  por  la  escritura  de  fianza  por  no  haber  sido 
bastantes  á  cubrir  el  alcance  y  costas,  otras  de  la  pertenencia  de  los  - 
fiadores,  importantes  las  de  Doña  Rita  Sastre  la  cantidad  de  49.708 
reales  96  céntimos,  y  que  las  cantidades  que  produjeron  estas  ventas 
ingresaron  en  Tesorería,  y  con  ellas  se  cubrió  el  capital  y  rédito  del 
alcance,  con  más  las  costas  causadas: 

Resultando  que  Doña  Rita  Sastre,  viuda  de  D.  Félix  Burgos,  previo 
acto  conciliatorio  sin  avenencia,  dedujo  la  actual  demanda  en  24  de 
Febrero  de  1865  para  que  se  condenase  á  Femando  Casado ,  hoy  á  sn 
viuda  Micaela  Rucio;  Isidro  de  Frutos,  peritos  tasadores  en  el  expe* 
diente  de  fianza;  y  Remigio  Toledano,  Domingo  de  Frutos  y  María  del 
Rosario,  Florencia  y  Emilio  Calvo,  y  en  su  representación  su  padre 
político  Antonio  Bartolomé  Yanguas,  como  hijos  y  herederos  de  Don 
Raimundo  Calvo,  testigos  de  abono  en  aquella  fianza,  á  que  abonasen 
á  la  Doña  Rita  Sastre  la  cantidad  de  4B.0OO  rs.  en  que  habla  sido 
perjudicada  y  habla  satisfecho  de  sus  propios  bienes  á  la  Hacienda 
para  cubrir  la  diferencia  que  habia  resultado  de  la  tasación  que  dichos 
peritos  y  testigos  de  abono  hicieron  de  las  fincas  que  constituyeron 
como  fianza  y  el  precio  obtenido  en  su  renta;  y  al  efecto  alegó  que 
en  la  obligación  contraída  las  fincas  especialmente  afectas  respondían 
en  primer  término  á  sus  resultas;  y  si  estas  no  llegasen  á  valer  en  lo 
que  fueron  tasadas,  del  desperfecto  ó  menos  precio  que  se  adquiriera 
por  su  venta,  respondían  los  peritos  tasadores  y  testigos  de  abono 
que  intervinieron  en  la  información  que  precedió  á  la  escritura  de 
obligación  y  que  dieron  lugar  al  error  y  perjuicio:  que  por  ek  alcance 
de  6S.000  rs.  que  resultó  contra  D.  Leoncio  Toledano  se  embargaron 
las  fincas  hipotecadas,  tasadas  en  72.000  rs.,  y  se  procedió  á  su  enaje^ 
nación,  dando  un  producto  en  venta  de  unos  29.000  rs.,  faltando  para 
el  completo  reintegro  43.000  rs.  para  lo  que  se  hecho  mano  de  todos  ÍQ3 
bienes  de  Rita  Sastre,  que  con  las  costas  ascendieron  á  49.000  rs.,  en 
que  consistía  el  perjuicio;  procediendo  esta  diferencia  de  precio  en  que 
á  las  fincas  se  atribuyó  más  extensión  de  la  que  en  realidad  tenían, 
figurándolas  naturalmente  mayor  valor;  y  que  de  estas  consecuencias 
eran  responsables  los  testigos  de  abono  y  peritos  tasadores  que  en  la 
información  judicial  que  precedió  á  la  escritura  de  fianza  se  compro- 
metieron á  responder  en  todo  tiempo  del  valor  en  que  fueron  tasadas 
aquellas  fincas,  y  debían  por  lo  tanto  abonar  los  perjuicios  que  se  hp- 
bieran  seguido  á  los  fiadores  que,  partiendo  de  las  bases  fijadas  por 
aqtiellos,  otorgaron  la  fianza  que  en  otras  circunstancias  y  sin  otra  ga- 
rantía tai  vez  no  hubieran  prestado: 

Resultando  que  Domingo  de  Frutos  Marugan  y  consortes  pretendie- 
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ron  se  les  absolviese  de  la  dem?inda  y  se  condenase  á  Rita  Sastre  i 
perpetuo  silencio  sobre  la  misma  y  ai  pago  de  todas  las  costas,  y  para 
eilo  excepcionaron  que  como  en  la  escritura  de  fianza  presentada  por 
Rita  Sastre,  constaba  que  los  fiadores  todos  se  comprometieron  y  obli- 
garon á  responder,  no  sólo  con  los  bienes  que  expresamente  hipote- 
caron, sino  con  todos  los  demás  que  les  correspondían  ó  podían  cor- 
responderles,  era  indudable  que  unos  y  otros  bienes  constituían*  ya 
expresa,  ya  generalmente,  hipoteca  para  responder  de  la  fianza:  que 
sólo  á  falta  de  bienes,  ya  expresa,  ya  generalmente  hipotecados,  en- 
traba la  obligación  de  los  testigos  de  abono  y  peritos  tasadores  á  res» 
pender  de  lo  que  faltase  hasta  completar  el  descubierto  del  fiado; 
siendo  también  evidente  que  esta  obligación,  como  subsidiaria,  que- 
daba sin  efecto  en  el  momento  que  el  alcance  contra  el  fiador  se  ha- 
llaba completamente  satisfecho,  según  así  expresamente  se  consignó 
en  la  sentencia  del  Tribunal  de  Cuentas  del  Reino  de  21  de  Marzo  de 
1862;  y  que  cualesquiera  que  fuesen  los  perjuicios  seguidos  á  Riti 
Sasitre  por  la  fianza  que  prestara  en  unión  de  su  marido  y  otros,  ni 
los  testigos  de  abono,  ni  los  peritos  tasadores  tenían  la  menor  culpa 
de  lo  sucedido,  pues  ni  la  indujeron  ni  la  obligaron  en  manera  algu- 
na á  prestarla,  ni  tampoco  hablan  contribuido  de  modo  alguno  á  caá- 
filarla  dichos  perjuicios: 

Resultando  que  seguido  el  Juicio  por  sus  trámites,  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  dictó  sentencia,  que  confirmó  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  en  20  de  Noviembre  de  1869,  absolviendo  de  la  demanda  á 
Domingo  de  Frutos  Marugan  y  consortes  con  las  costas  á  Doña  Rita 
'Sastre: 

T  resultando  que  esta  interpuso  recurso  de  casación  porque  en  su 
concepto  se  habia  faltado  á  la  ley  11,  tít.  12,  Partida  S/,  en  atención 
á  que  en  la  demanda  no  se  pedia  lo  pagado  con  los  bienes  especial- 
mente hipotecados  en  garantía  de  la  responsabilidad  que  D.  Leoncio 
Toledano  pudiera  contraer  en  el  destino  de  Administrador  de  Rentas» 
sino  los  perjuicios  que  á  la  recurrente  se  hablan  seguido  por  no  haber 
cumplido  los  demandados  el  compromiso  contraído  de  pagar  á  la  Ha- 
cienda la  diferencia  que  de  menos  resultara  entre  la  cantidad  en  que 
tasaron  los  bienes  especialmente  hipotecados  y  la  que  produjeran  &k 
venta. 

Yistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  liaría  Cáceres. 

Considerando  que  si  bien  los  fiadores  de  D.  Leoncio  Toledano  se 
obligaron  directamente  para  con  la  Hacienda  pública  á  responder  de 
los  alcances  que  pudiesen  resultar  contra  aquel ,  y  que  contrajeron 
Igual  obligación  subsidiaria,  según  las  leyes  fiscales,  los  testigos  de 
abono  y  los  peritos  que  tasaron  las  fincas  hipotecadas;  estos  mismoB  * 
testigos  y  peritos  á  nada  se  obligaron  para  los  fiadores ,  y  no  ^Isle 
entre  ellos  ningún  vínculo  de  derecho,  ni  por  su  voluntad  ni  por  dis- 
posición déla  ley: 
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T  considerando  qae  es  conocidamente  inaplicable  ai  caso  de  esto 
pleito  lo  que  dispone  la  ley  11,  tít.  12,  Partida  5.\  que  establece  los 
derechos  y  obligaciones,  según  los  casos,  entre  el  fiador  que  paga  la 
deuda,  sus  compañeros  en  la  fianza  y  el  deudor  por  quien  se  haya  sa- 
tisfecho, y  por  tanto  que  no  la  ha  infringido  la  sentencia; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Bita  Sastre,  á  quien  conde-* 
namos  en  las  costas  y  ¿  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestó 
^caución,  la  que  en  caso  de  hacerse  efectiva  se  distribuirá  con  arreglo 
¿  la  ley;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  esta  capital  coa 
la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é€ 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.=sMauri-i 
cío  García.=José  M.  Gáceres  =Laureano  de  Arrieta.=5Francisco  María 
€astilla.=Joaquin  Jaumar.=José  Fermín  de  Muro.=Benlto  de  Posada 
Herrera. 

Publicación  : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Señor 
D.  José  María  Gáceres,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estando  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,,  el  dia  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Supremo  Tri- 
bunal. 

Madrid  11  de  Noviembre  de  1870.=Dionisio  Antonio  de  Puga. 
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CASACIÓN. 


Apbovechamientos  y  servidumbres  en  un  monte. — Sentencia  de  11 
de  Noviembre,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  el  Ayuntamiento  de  Torres  de  Berrelleii 
contra  la  que  en  5  de  Noviembre  de  1869  dictó  la  Sala  se- 

Sonda  de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  en  pleito  con  el  Duque 
e  Villahermosa. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establcce : 

Que  cuando  la  Sala  sentenciadora  ha  apreciado  'todos  los  i(h 
amentos  presentados  por  las  partes,  y  no  ha  desconocido  su  valor 
tratándose  de  aprovechamientos  y  servidumbres  de  montes,  na 
pnede  decirse  que  se  han  infringido  las  observancias  16  De  fide^ 
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wstrumefitorum:  la  Z.^  De  pascuii  aregibus  et  capanuis  y  la  7.*  y 
9.*  (fe  prcBcripHonibus :  los  fueros  6  y  8  del  mismo  titulo  y  las  fo- 
yes  20  y  21,  tlt.  29  y  to  14  y  15,  tit.  31,  Partida  3/ 

En  la  villa  de  Madrid,  á  11  de  Noviembre  de  1870,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Pa- 
blo y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Zaragoza  por  el  Ayun- 
tamiento de  Torres  de  Berrellen  con  el  Duque  de  Yillahermosa,  sobre 
aprovechamientos  y  servidumbres  en  el  monte  llamado  el  Castellar; 
los  cuales  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  el  el  demandante  contra  la  sentencia  que  en  5  de  Noviem- 
bre de  1869  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  el  Rey  Don  Sancho  de  Aragón  en  la  era  1129,  al 
tercer  mes  de  la  edifícacion  de  su  castillo,  expidió  carta  ó  privilegio- 
de  los  fueros  de  franquicia  é  ingenuidad  concedido  á  los  hombres  de 
sapra  Gesaraugusta  cuando  los  pobló,  dándoles  ciertos  términos  desde 
la  algandeta  de  Pola  hasta  el  valle  de  Alcórcpga,  con  aguas,  sotos, 
yerbas,  salinas  y  en  el  monte  desde  la  Portilla  hasta  el  castillo  de- 
Taildejara,  con  otros  límites  que  se  refieren,  é  igualmente  la  facultad 
de  pastar  con  su  ganado  sin  vedado  alguno  en  toda  la  tierra  del 
Bey,  sin  que  reconocieran  ni  tuvieran  otro  señor  que  á  Dios  y  al 
misma  rey:  que  estos  mismos  fueros  los  confirmó  después  el  Rey  Don 
Alonso  de  Aragón  en  la  era  de  1200,  concediéndolos  á  todos  los 
hombres  del  Castellar  Almallaga  con  todo  su  término  para  que  lo 
disfrutasen  libre  y  perpetuamente;  todo  lo  cual  loó  y  confirmó  tam- 
bién el  Rey  D.  Jaime  de  Aragón  en  18  de  las  calendas  de  Enero  de^ 
la  era  1262 : 

Resultando  que  por  escritura  de  3  de  Noviembre  de  1130  el  Rey 
Don  Alfonso  de  Aragón  vendió  por  precio  de  13.000  florines  de  oro  á 
fiívor  de  D.  Martin  Diez  de  Aux  y  sus  herederos  el  castillo  y  villa 
del  Castellar,  que  hablan  sido  confiscados  al  Conde  de  Luna  por  su 
notoria  rebelión,  en  libre  y  franco  alodio  y  sin  carga  alguna,  servi- 
dumbre ni  mala  voz,  para  que  él  y  sus  sucesores  lo  poseyesen  con 
pleno  dominio  y  perpetua  duración ,  con  todos  sus  frutos  en  dlcbo 
castillo  y  villa,  sus  términos  y  territorio  y  en  las  personas  de  sus 
habitantes  presentes  y  futuros,  con  Jurisdicción  civil  y  criminal,  mera 
y  misto  imperio: 

Resultando  que  el  mismo  Rey  D.  Alonso  de  Aragón,  por  otra  eit 
crltura  de  18  de  Noviembre  de  1440,  expresando  que  por  cuanto  ha- 
bla vendido  á  D.  Martin  Diez  de  A^jx  el  castillo  y  lugar  del  Castellar 
por  precio  de  13.000  florines  de  oro  de  Aragón ,  mediante  la  reserva; 
de  poderlo  todo  luir  y  redimir  con  igual  cantidad ,  según  escritora 
cuyo  protocolo  se  había  perdido  en  el  sitio  de  Gae ta,  pero  cuyo  ^om^ 
tenido  constaba  por  declaración  de  testigos,  vendió  en  uso  de  dichi 
reserva  á  D.  Juan  Jiménez  Cerdan,  por  el  precio  de  45.000  sueldilf ^ 
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Jaqueses  el  juris  héndi  del  nombrado  castillo  y  logar  del  Castellar 
en  la  forma  que  resaltaba  vendido  ó  sea  con  todos  los  hombres  y 
mujeres  habientes,  presentes  y  futuros,  réditos,  pestias',  tributaciones 
y  demás  derechos  y  emulomentos  correspondientes  al  mismo  Rey  y 
y  sus  sucesores  y  á  la  domínicatura  de  dicho  lugar,  con  toda  la  ]u* 
risdiccion  alta  y  baja ,  civil  y  criminal,  mero  y  misto  imperio ;  y  con 
sus  montrs,  aguas,  selvas,  dehesas,  territorio  y  término  que  se  des- 
lindan, sin  ninguna  servidumbre,  en  franco  y  libre  elodio,  salva  la 
superioridad  y  fidelidad  al  Rey : 

Resultando  que  por  escritura  de  9  de  Agosto  de  1157  D.  Felipe 
Galcerán  de  tíastro,  Juntamente  con  su  mujer  Dofia  Leonor  de  Men- 
doza y  su  hijo  D.  Felipe  de  Castro,  en  cumplimiento  de  lo  que  se  les 
ordenaba  en  sentencia  arbitral  dictada  por  la  Reintf  de  Aragón ,  ven- 
dieron á  D.  Juan  Jiménez  Cerdan  y  sus  habientes  derecho  el  castillo, 
villa  y  lugar  del  Castellar  y  sus  aldeas,  con  la  jurisdicción,  rentas, 
derechos,  vasallos,  términos  y  pertenencias  de  ellas  y  cualesquiera 
de  ellos;  cuyo  castillo  y  villa  del  Castellar  se  hallaban  situados  en  el 
reino  de  Aragón,  y  sus  términos  lindaban  con  los  de  los  lugares  de 
Castellón  de  Valdejara,  Pola,  Sobradiels,  Marran  y  con  los  de  la  ciu- 
dad de  Zaragoza,  todo  en  propiedad  y  posesión  como  pertenecía  y  po- 
día pertenecer  al  vendedor,  en  precio  de  18.000  florines  de  oro  que 
hablan  sido  depositados  en  la  corte  del  Justicia  de  Aragón  por  el 
comprador  con  motivo  de  la  vendicion  del  Castellar,  hecha  con  carta 
de  gracia  á  D.  Martín  Diez  de  Aux  por  el  Rey,  y  además  19.000  suel- 
dos jaqueses,  entregados  directamente  por  el  mismo  comprador : 

Resultando  que  por  escritura  de  10  de  Marzo  de  1839  Doña  Cata- 
lina de  Gurrea  y  Cerdán,  viuda  de  D.  Francisco  de  Gurrea  y  Cerdán, 
seflora  temporal  del  Castellar  y  de  los  lugares  de  Torres  de  Berrellen 
y  Lacaida,  dio  en  arrendamiento  á  Juan  Domínguez  Artigóla ,  estu- 
diante en  la  ciudad  de  Zaragoza,  el  derecho  de  onceno  que  le  per- 
lenecia  en  dicho  logar  de  Torres  de  fierrellen  de  todos  los  panes  que 
los  vecinos  del  mismo  durante  el  tiempo  de  dicho  arrendamiento  co- 
gieran en  el  monte  del  Castellar,  y  asimismo  el  derecho  de  la  diecio- 
chena  parte  de  todos  los  panes  que  los  vecinos  de  la  villa  de  Alagon 
cogieran  en  el  dicbo  monte  del  Castellar,  como  igualmente  el  on- 
ceno de  los  panes  que  cogieran  en  el  propio  monte  del  Castellar  los 
Tecinos  de  los  lugares  de  Jusliber  y  Alfocea,  y  también  el  derecho 
de  segunda  décima  y  primicias  que  los  cederos  y  mozos  caballeros 
estantes  en  el  dicho  lugar  de  Torres  de  Rerrellen  cogieran  en  tierras 
extranjeras,  con  tal  que  no  tuvieran  Juntamente  con  ellas  tierras  de 
la  boffa  Catalina,  porque  teniéndolas  se  le  hacia  franca  la  segunda 
décima,  debiendo  de  pagar  la  primera  todos  los  que  tuvieran  tierra 
eiftranjera  que  no  fuese  de  la  domínicatura;  y  que  en  el  arrenda- 
miento se  comprendía  asimismo  la  primicia  y  setena  de  todos  los 
paaeS'  que  cogiesen  en  los  campos  que  tenia  Juan  Francisco  Mon- 
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teagado  en  los  términos  del  dicho  logar  de  Torres  de  Berrrilen  y 
montes  del  Castellar,  y  también  los  trendos  pertenecientes  á  la  Dota 
CatalíDa  que  tenian  obligación  de  pagar  los  qoifiones  qne  se  hatiim 
acostumbrado  á  arrendar,  y  en  especial,  en  el  arrendamiento  última, 
todas  aquellas  tierras  y  casas  que  hablan  tenido  y  tenian,  y  habiaft 
estado  en  arrendamiento  que  habla  hecho  Jerónimo  Yirto  en  M  da 
Junio  de  163i: 

Resultando  que  en  autos  sonidos  entre  la  ciudad  de  Zaragoza,  ai 
Casa  de  ganaderos,  la  villa  de  Alagon  y  |D.  José  Claudio  de  Gar- 
rea de  Aragón  Jiménez  Cerdan,  Conde  de  Luna,  dictó  sentencia  en  II 
de  Octubre  de  1740  el  Intendente  y  Juez  Comisionado  de  Baldíos, 
declarando  que  todo  el  monte  del  Castellar,  sus  pastos  y  aprovecha- 
mientos, especialmente  los  que  disfrutaban  los  ganados  de  la  ciudad 
de  Zaragoza,  Casa  de  ganaderos  y  villa  de  Alagon ,  Táuste  y  Torres, 
habían  sido  y  eran  términos  y  pastos  comunes  y  baldíos  pertensb» 
ciernes  al  dominio  de  S.  M. ,  y  como  tales  los  adjudicaba  al  leal 
Fisco ;  y  absolviendo  por  entonces  de  la  instancia  al  Conde  de  Luna 
por  lo  que  tocaba  á  los  sotos  de  Candespina,  Santa  Inés  y  los  Rami- 
líos,  señorío  y  jurisdicción  que  en  dicho  monte  habla  tenido  y  tmiia 
el  citado  Conde:  que  interpuesta  apelación  por  éste,  al  mejorarla  esL^ 
puso  que  no  se  habla  despoblado  el  Castellar,  como  suponía  la  parte 
fiscal,  sino  únicamente  trasladado  al  sitio  donde  en  el  dia  existía  la 
villa  de  Torras  de  Berrellen,  haciéndose  pueblo  formal  ésta  en  logar 
de  aldea  de  aquel,  como  lo  demostraba,  entre  otros  hechos,  la  bola 
que  presentaba,  expedida  por  el  Papa  Gregorio  XIII  en  8  de  las  ca- 
lendas de  Junio  de  1S78  para  la  traslación  al  dicho  lugar  de  Torres, 
de  la  iglesia,  vicaría,  raciones  y  sacristía  con  todos  sus  frutos,  dere- 
chos y  emolumentos,  así  como  del  hospital  con  sus  rentas: 

Resultando  que  en  3  de  Abril  de  1761,  el  Rector  de  la  iglesia  par- 
roquial de  Torres  de  Berrellen  presentó  una  proposición  de  firma 
sobre  que  habla  sido  y  era  Vicario  del  monte  ó  pardina  del  Gaat^ 
llar,  que  en  lo  antiguo  habla  si  do  villa ,  la  que  con  sus  términos  j 
montes  confrontaba  con  los  de  Torres  de  Berrellen ,  habiendo  admi» 
nistrado  los  Santos  Sacramentos  en  el  dicho  monte  del  Castellsr 
siempre  que  habla  ocurrido  necesidad ,  con  el  derecho ,  entre  otros» 
de  que  él  y  sus  antecesores  desde  inmemorial ,  ó  si  se  quiere  desda 
la  despoblación  de  la  villa  del  Castellar,  cobraban  pacificamenlS 
cierta  parte  de  frutos  y  dinero  por  razón  de  congrua;  y  dada  la  eor* 
respondiente  información,  se  mandó  expedir  el  6  del  mismo  Abril 
de  1761  la  oportuna  real  provisión,  que  fué  repetida  después  ^  i.dS 
Octubre  1793,  para  que  no  inquietasen  ni  perturbasen  al  citado  Rei^ 
tor  en  el  derecho,  uso  y  posesión  pacífica  en  que  habla  estado  y  €ir, 
taba  de  los  derechos,  usos  y  cosas  deducidas  y  alegadas  en  la  pssr 
posición  de  firma:  :   ,: 

Resultando  qee  por  escritura  de  S2  de  Mayo  de  1771  el  IMifit 
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de  Yillabermosa  y  elGoncefo,  vecinos  y  babítantes  del  pueblo  da 
Torres  de  Berrellen  pactaron,  entre  otros  particulares,  que  dichos 
vecinos  y  habitadores,  continuando  el  uso  y  práctica  que  hablan  te* 
nido,  podrían  leñar  para  el  uso  de  sus  casas  en  el  monte  del  Casta- 
liar  en  todo  el  tiempo  del  año,  sin  concederles  otra  ni  más  faculta- 
des por  la  presente  escritura,  en  atención  á  que  dichos  vecinos  pro- 
tendían  tener  otros  goces  en  el  referido  monte,  y  asimismo  el  Duqaa 
pretendía  se  le  pagase  la  primicia  de  los  frutos  que  en  él  cogieren» 
quedando  á  cada  uno  su  derecho  reservado  para  que  usase  de  61 
como  le  conviniera,  sin  que  quedase  perjudicado  en  esta  concordia: 
que  eran  y  deberían  ser  en  adelante  propias  y  del  dominio  de  Villa- 
hermosa,  como  dueño  temporal  del  referído  lugar,  las  yerbas  llamadas 
de  la  Carnicería;  que  eran  las  de  la  huerta  del  Castellar  y  Garcillaa» 
en  las  que  no  podían  entrar  los  ganados  de  los  comunes;  pero  que 
cuando  los  vecinos  las  llevasen  particularmente  y  con  separación 
cada  uno  sus  caballerías,  podian  entrar  á  pasturarlas  en  las  referidas 
huertas  y  segar  yerba  para  llevarla  á  su  casa:  que  las  yerbas  de  las 
partidas  de  las  rozas ,  el  plano ,  las  viñas  y  la  mejana  alta  hablan 
sido  y  eran  comunes  ai  arrendador  de  la  Carnicería  y  ganados  grue- 
sos y  menudos  de  los  vecinos:  que  el  Duque  había  podido  y  podia 
arrendar,  como  privativas  suyas,  las  yerbas  de  la  huerta  del  Castellar 
y  Garcillan  á  quien  le  pareciese ,  pero  con  el  cargo  y  obligación  de 
que  el  arrendador  de  las  yerbas  había  de  abastecer  carne  á  los  ve- 
cinos: que  habían  sido  y  eran  propias  y  privativas  de  los  vecinos  y 
habitadores  del  referido  lugar,  las  yerbas  de  los  prados  alto  y  bajo» 
el  de  detrás  de  ia  huerta,  el  de  la  Eferilia ,  el  de  la  Salina ,  el  del 
plano,  la  huerta  y  partida  de  Berrellen  y  la  mejana  baja ;  y  por  úl- 
timo, que  por  cuanto  á  más  de  las  tierras  de  los  quiñones  había 
otras  que  de  algunos  años  á  esta  parte  se  habían  dado  á  treudo  per- 
petuo á  diferentes  vecinos,  se  declaraba,  para  que  en  todo  tiempa 
constase  que  eran  las  que  se  mencionan  y  deslindan  •  cuyas  tributa- 
clones,  cargos  délos  referidos  treudos,  se  aprobaban  por  el  presente 
capitulo : 

Resultando  que  promovido  pleito  por  el  Duque  de  Yillahermosa  so- 
bre la  aprehensión  del  monte  del  Castellar  con  sus  casas  y  ermita»  y 
el  soto  llamado  de  Santa  Inés,  su$  casas,  parideras,  corrales,  con  ia 
Jurisdicción  civil  y  criminal  alta  y  baja,  mero  y  mixto  imperio »  su- 
premo y  absoluto  poder  del  referido  monte  y  soto,  con  todos  sus  uni- 
versos derechos  al  dominio  y  dominicatura);  y  habiéndose  opuesto  y 
dado  sus  respectivas  proposiciones  el  Ayuntamiento  de  Zaragoza  y  el 
capttulo  general  de  la  Casa  y  Mesta  de  ganaderos  de  la  misma»  se 
dictó  sentencia  en  5  de  Julio  de  1775  en  el  artículo  de  lite  pmáenU^ 
reeibiendo  la  proposición  del  Duque  de  Tillabermosa  en  cuanto  al  soto 
de  Santa  Inés  y  el  monte  del  Castellar,  sus  casas  ,y  ermitas  ,  y  man- 
dando restituirle  los  citados  bienes  con  sus  frutos ,  derechos  y  Jurís- 
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dicciones,  sin  perjuicio  de  los  osos  y  derechos  que  los  vecinos  de 
dicha  ciudad  y  sus  barrios  y  los  ganaderos  de  la  misma  tenfan  oomó 
tales  en  el  citado  monte  del  Castellar,  de  hacer  leña  verde  y  seca,  apa- 
centar con  sus  ganados  gruesos  y  menudos,  abrevar,  acuvllar,  fogo- 
rizar,  aventar  y  cazar;  en  ios  cuales,  á  excepción  del  de  hacer  carbón, 
se  recibían  las  proposiciones  del  Ayuntamiento  de  Zaragoza  y  Gasa  de 
ganaderos  de  la  misma,  á  quienes  asimismo  le  restituyeran;  y  por  otra 
sentencia  de  5  de  Setiembre  de  1788,  de  que  se  interpuso  súplica  por 
el  Duque  de  Villabermosa  y  que  aún  se  halla  sin  resolver,  dada  en  el 
artículo  sobre  propiedad  en  que  también  fué  parte  el  Ayuntamiento, 
se  declaró  que  pertenecían  al  Duque  de  Villabermosa  los  bienes  pues- 
tos y  confrontados  en  el  bonavero  de  la  aprehensión  y  al  pié  de  la 
demanda  del  mismo,  con  derecho  de  dominio  y  sin  perjuicio  de  los 
usos  y  derechos  en  los  mismos  del  Ayuntamiento  de  Zaragoza  y  sa 
Casa  de  ganaderos,  vecinos  de  la  misma  y  sus  barrios,  de  hacer  lefia 
verde  y  seca,  apacentar  con  sus  ganados  gruesos  y  menudos,  abrevar, 
amalladar,  fogorizar,  acuvilar ,  parizonar,  aventar  y  cazar ,  todo  con 
arreglo  y  sin  perjuicio  de  lo  prevenido  por  leyes  cuyos  derechos  acre- 
ditaban dicha  ciudad  y  casas,  excepto  el  de  carbonear;  y  se  mandó 
que  se  les  restituyeran  los  bienes  por  sus  respectivos  derechos  acredi- 
tados, así  al  Duque  como  á  aquellos,  con  los  frutos  durante  el  litis : 

Resultando  que  por  escritura  de  17  de  Junio  de  1839  el  adminis- 
trador  principal  del  Duque  de  Villabermosa  ,  Conde  de  Luna,  y  el 
Ayuntamiento,  Concejo  y  vecinos  de  Torres  de  Berrellen ,  con  motivo 
del  expediente  que  se  seguia,  y  en  el  que  era  parte  dicho  Ayunta- 
miento, sobre  presentación  de  títulos  en  virtud  de  las  leyes  relativas  á 
señoríos;  y  convencidos  dicho  Ayuntamiento  y  vecinos  de  que  el  monte 
y  villa  del  Castellar,  con  sus  aldeas,  habia  sido  vendido  por  uno  de  los 
Reyes  de  Aragón,  y  que  el  Duque  no  debia  ser  desposeído  ni  despo- 
jado por  una  incorporación  del  expresado  territorio  en  que  estaim 
comprendido  todo  el  término  de  Torres  de  Berrellen ,  transigieron, 
ajustaron  y  concordaron:  primero,  que  el  Ayuntamiento,  á  nombre 
de  los  vecinos  y  para  utilidad  de  estos,  se  incorporase  de  las  yerbas 
de  la  huerta,  sin  que  jamás  ni  en  tiempo  alguno  pudieran  agregarse 
¿  los  Propios ,  contribuyendo  el  Ayuntamiento  por  dichas  yerbas  al 
Duque  y  sus  sucesores  con  la  cantidad  de  2.000  rs.,  quedando  hipo^ 
tecadas  las  mismas  yerbas  á  su  pago:  segundo,  que  quedaba  para 
siempre  cancelado  el  derecho  de  azofra  y  la  carretada  de  paja :  tér- 
cero,  que  el  Duque  cedia  al  vecindario  todo  el  producto  de  los  Jnnooi 
de  los  prados  con  la  misma  condición  de  que  nunca  habia  de  ingreair 
en  Propios :  cuarto,  que  quedaban  reducidos  á  la  mitad  del  canon  Mi 
treudos  que  gravitaban  sobre  las  casas,  y  los  vecinos  dueños  útiles  A 
ellas  tendrían  facultad  de  redimirlos  si  así  lo  llegaban  á  determttilt 
las  leyes :  quinto,  que  mientras  no  hubiese  azud  en  la  acequia  de  Cití^ 

ton,  accedía  el  Duque  á  que  se  le  repartiese  el  alfardon  por  las  tfolÉ 
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qoe  poseía  en  dicho  término :  sexto,  que  el  pueblo  de  Torres  y  ierra- 
tenientes  tendrían  intervención  en  las  obras  y  construcción  del  azud  de 
Qarcilan  y  en  los  reparos  de  dicha  acequia :  sétimo,  que  se  darla  paso 
á  ios  ganados  de  Torres  por  el  soto  de  Ramillo  y  frente  ai  sitio  donde 
estaba  la  barca  hasta  el  barranco,  salvando  todo  perjuicio  al  Duque 
y  ¿  sus  arrendatarios  de  yerbas:  octavo,  que  el  Duque  no  estaba 
obligado  á  entregar  los  50  cahíces  de  trigo  que  algunas  veces  habla 
adelantado  para  ayudar  al  pueblo  en  la  compra  de  las  aguas  del  canal: 
noveno,  que  el  soto  del  Ramillo  era  del  Duque  y  libre  de  arrendarlo  á 
quien  quisiera :  décimo,  que  este  convenio  debería  regir  desde  1.*  de 
Enero  de  1839,  y  en  razón  de  los  perjuicios  causados  al  Duque  con  las 
indebidas  ocupaciones  de  las  yerbas,  el  Ayuntamiento  le  abonaría  la 
mitad  del  valor  que  habla  sacado  de  ellas  basta  el  mes  de  Mayo:  un- 
décimo, que  en  atención  á  que  el  Duque  cedia  al  pueblo  las  yerbas  de 
la  Carnicería,  le  concedía  también  en  arriendo  el  edificio  de  la  misma 
por  la  cantidad  anual  de  80  rs. :  duodécimo ,  que  las  concesiones  que 
contenia  el  pacto  anterior  y  el  primero  y  tercero  debían  entenderse  de 
manera  que  ninguna  de  las  cosas  cedidas  fuese  de  la  universidad,  ni 
el  Ayuntamiento  las  administrase  sino  como  propias  de  los  vecinos, 
pues  el  Duque  las  cedía  con  condición  de  que  nunca  hablan  de  ser  de 
Propios :  decimotercero,  y  por  último,  que  el  Ayuntamiento  y  Ck)nceJo 
deban  por  extintos  y  fenecidos  entre  sí  todos  los  pleitos  pendientes 
con  dicho  Ayuntamiento,  y  éste  y  el  Concejo  se  obligaban  á  separarse 
de  ellos : 

Resultando  que  por  ejecutoria  de  27  de  Marzo  de  1866,  dictada  en 
pleito  seguido  sobre  incorporación  ai  Estado  de  los  montes  del  Caste- 
llar con  cuantos  predios  constituían  el  señorío  de  dicho  nombre  per- 
teneciente ai  Duque  de  Yiilahermosa ,  se  declaró  no  haber  lugar  á 
dicha  incorporación  ;  y  por  el  contrario,  que  el  monte  del  Castellar  y 
sus  pertenecidos  procedía  de  señorío  territorial  y  solariego ,  sin  pre- 
juzgar los  derechos  que  pudieran  tener  en  dichos  montes  y  sus  ter- 
renos  los  pueblos  y  corporaciones  que  habían  sido  partes  eñ  aquel 

Juicio  : 

Eesultando  que  en  12  de  Febrero  de  1867  el  Ayuntamiento  de 
Torres  de  Rerrellen  dedujo  la  actual  demanda  ,  pretendiendo  se 
declarase  que  los  vecinos  de  Torres  de  Rerrellen  eran  verdaderos 
INTopietarios  de  todos  los  predios ,  tanto  r&sticos  como  urbanos ,  que 
poseían  en  el  monte  llamado  del  Castellar,  y  que  asimismo  tenían  de- 
recho á  gozar  y  disfrutar  de  todos  y  cada  uno  de  los  derechos  que 
«n  esta  demanda  especificaban ;  y  para  ello  alegó  que  la  antigua  po- 
Jtilacion  del  Castellar  cuando  fué  destruida  se  refundió  en  el  pueblo 
de  Torres  de  Rerrellen,  según  lo  reconoció  el  mismo  Duque  en  el 
pleito  que  sostuvo  con  la  Hacienda  pública  sobre  pertenencia  del  Cas- 
loUar:  que  los  vecinos  del  expresado  pueblo,  desde  un  tiempo  de  cuyo 
erigen  apenas  había  memoria,  estaban  en  quieta  y  pacífica  posesión 
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de  Tütorar  y  coltivar  tierras  en  el  monte  mencionado,  edificar,  lefiar  y 
pastar  con  sos  ganados  en  el  mismo,  tanto  de  dia  como  de  noche, 
utilixarse  de  los  estiércoles  para  beneficiar  sas  tierras  y  hacer  hornos 
de  cal  y  yeso :  que  poseían  diferentes  campos  y  edificios  en  el  monté 
con  pleno  y  verdadero  dominio,  encatastrados  á  nombre  de  sns  dae- 
fios,  pagando  al  Gobierno  las  contribuciones ,  y  libres  de  todo  gravir 
Yen  por  lo  que  hacia  á  los  Daqaes  de  Yillahermosa :  que  en  conse- 
enencia  del  dominio  que  tenian  los  vecinos  de  Torres  en  los  campos 
de  toda  clase  que  poseían  y  cultivaban  en  el  Castellar,  y  en  los  edifi- 
cios sitos  en  el  mismo  monte,  habían  verificado  diferentes  ventas  ds 
tierras  y  campos,  según  aparecía  de  escrituras  que  acompañaban,  oto^ 
cadas  en  los  años  de  1809,  1843,  1849,  1852  y  1861 :  que  con  arreglo 
á  las  leyes  de  Aragón  se  prescriben  ios  bienes  raíces  por  treinta  años, 
aunque  se  careciera  de  título:  que  los  vecinos  de  Torres  contaban 
además  con  los  reconocimientos  del  Duque  y  documentos  que  el  mismo 
babia  presentado  en  varios  pleitos;  y  por  último,  añadió  en  la  réplica 
qae,  siendo  como  eran  los  derechos  y  privilegios  concedidos  á  los  ve- 
ciDOS  del  Castellar  por  los  Reyes  D.  Sancho,  D.  Alfonso  y  D.  Jaime  en 
las  eras  de  1129,  1200  y  1262,  muy  anteriores  á  la  venta  que  del  Cas- 
tellar se  hiciera  en  favor  de  los  Duques  de  Villabermosa ,  y  hallftn. 
dose  el  pueblo  de  Torres  subrogado  en  los  dereches  de  dicha  villa  de 
Castellar,  la  citada  venta  no  podía  afectar  ni  lastimar  en  lo  más  mí- 
nimo los  derechos  referidos : 

Resultando  que  el  Duque  de  Víllatiermosa  contestó  la  demanda, 
pretendiendo  se  le  absolviese  de  ella ,  declarándose  en  «u  lugar  por 
mutua  reconvención  ó  como  procediese  que  ios  derechos  de  ios  ve- 
cinos de  Torres  de  Berrellen  en  ios  montes  del  Castellar  estaban  re- 
ducidos á  ios  expresados  y  consignados  en  las  respectivas  escrituras 
de  división  de  los  quiñones  otorgadas  por  los  mismos  con  los  Duques 
de  Yillahermosa  ó  Conde  del  Real ;  y  que  en  su  consecuencia  se  les 
condenase  á  que  se  abstuvieran  de  cualquier  otro  uso  ó  derecho  en  el 
referido  monte,  y  á  dejar  á  disposición  del  Duque  los  edificios  y  tierras 
de  cualquiera  clase  que  no  se  hallasen  comprendidas  en  las  precitadas 
escrituias;  al  efecto,  haciendo  mérito  de  las  relacionadas  de  IIM, 
1440  y  1457,  y  acompañando  otras  otorgadas  en  28  de  Enero  de  IMl 
entre  el  representante  del  Duque  de  Villabermosa  y  varios  vecinos  út 
Torres  de  Berrellen,  á  quienes  aquel  cedia  las  porciones  de  tierra  qiis 
se  expresan  de  las  que  los  Duques  de  Tíilahermosa  tenian  de  tiempi 
inmemorial  divididas  en  quiñones,  por  los  que  les  satisfacían  naa 
cantidad  anual,  con  pacto,  entre  otros,  de  que  ios  quiñoneros  podiaa , 
surtirse  de  leña  de  la  del  monte  del  Castellar,  propio  del  Duque,  tah 
sólo  para  el  abasto  de  su  casa  y  hogar ;  excepcionó  que  la  demíuMÉl 
del  Ayuntamiento  de  Torres  ofrecía  la  anomalía  de  que  ios  sapaesMi 
derechos  que  en  ella  se  deducían  no  eran  de  naturaleza  coman»  áM' 
propio  de  cada  uno  de  sus  vecinos  en  particular,  de  manera  qni  4    . 
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rigor  no  debiera  haberla  puesto  el  Ayuntamiento,  sino  los  vecinos  á 
quienes  el  Duque  hubiera  inferido  agravio  en  sus  pretendidos  derechos 
aobre  ei  Castellar:  que  de  todos  modos  negaba  el  supuesto  derecho 
que  se  demandaba,  toda  vez  que,  atendido  el  título  con  que  los  cau* 
santes  del  Duque  adquirieron  el  Castellar,  no  podia  haber  otro  título 
bI  derecho  al  legítimo  sobre  ei  mismo  que  los  que  emanaban  del  pro- 
pio Duque  ó  los  suyos,  como  los  evidenciaban  las  escrituras  de  3  de 
Noviembre  de  1430,  la  de  18  de  Noviembre  de  1440  y  la  de  9  de 
Agosto  de  1157,  así  como  también  las  sentencias  dictadas  en  5  de  Julio 
de  1775  y  5  de  Setiembre  de  1788  con  la  de  87  de  Marzo  de  1866.  en 
ttMias  las  cuales  se  reconocía  el  dominio  del  Duque  de  Villahermosa 
en  los  montes  y  términos  del  Castellar,  sin  que  se  hiciera  calificación 
alguna  en  favor  de  Torres  de  Berrellen,  cuyos  vecinos  no  podían  le- 
gitimar los  derechos  que  pretendían  tener  sino  mediante  títulos,  do- 
comentos  ó  traslaciones  que  emanasen  de  los  precitados  Duques;  siu 
qne  valiera  argüir  con  la  prescripción,  como  lo  hacia  ei  Ayuntamiento 
demandante,  porque  como  Torres  había  pertenecido  al  señorío  de  los 
Duques  de  Villahermosa,  sus  actos,  cualesquiera  que  hubieran  sido, 
hablan  de  entenderse  subordinados  al  señorío,  no  obrando  por  lo 
tanto  los  vecinos  de  Torres  con  derecho  propio,  sino  con  el  derecho  y 
Im  personalidad  del  Duque:  que  en  las  escrituras  de  división  otorgadas 
entre  los  quiñoneros  de  Torres  de  Berrellen  y  el  Duque  de  Villaher- 
mosa, sólo  se  concedió  á  ios  primeros  el  privilegio  de  surtirse  de  leña 
para  el  abasto  de  su  casa  y  hogar  de  la  del  monte  de  Castellar,  propio 
del  Duque,  y  se  consignaba  igualmente  el  número  de  yuntas  de  tierra 
que  cada  otorgante  podría  cultivar  en  dicho  monte;  y  por  último,  que 
tas  fincas  pertenecientes  á  antiguos  señoríos  debían  considerarse  como 
propiedades  particulares  desde  el  momento  que  hablan  sido  iegiiima- 
dos  los  títulos  de  adquisición: 

lesultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites  dictó  sentencia 
el  Juez  de  primera  instancia,  que  confirmó  en  5  de  Noviembre  de  1869 
te  Sala  segunda  de  la  Audiencia,  absolviendo  al  Duque  de  Viilaher- 
mota  de  la  demanda  y  declarando  ajena  de  este  pleito  la  pretensión 
de  que  se  decidiese  que  los  vecinos  de  Torres  de  Berrellen  son  ver- 
daderos propif'tarios  de  todos  los  predios,  tanto  rústicos  como  urba- 
n<M^  que  posean  en  el  monte  titulado  del  Castellar,  la  cual  se  dejaba 
Intacta  para  que  los  individuos  en  particular  á  quienes  interesase  la 
dedujeran  en  la  forma  y  modo  que  considerasen  procedente: 

T  resultando  que  el  Ayuntamiento  demandante  interpuso  recurso 
de  casación  porque  en  su  concepto  al  absolver  de  la  demanda  al  Duque 
de  Villahermosa  en  cuanto  hacia  relación  á  los  derechos  de  roturar, 
«diflcar,  pastar,  leñar  y  demás  demandados,  se  habian  infringido  las 
observancias  H  De  fide  instrumentorum;  la  3/  Depascuü  gregibu$  et  ca- 
jpmtmis,  y  la  7.*  y  9/  De  prmcripHonibus;  los  fueros  6.*  y  8  del  mismo 
tftido;  las  leyes  20  y  21,  tit.  29,  y  la  14  y  15,  tít.  31,  Partida  3.%  y 
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las  sentencias  de  este  Tribanal  Supremo  de  li  de  Abril  de  1859.  tfr 
de  Noviembre  de  1860,  23  de  Junio  de  1862, 21  de  Marzo  y  19  de  Maya 
de  1863,  29  de  Octubre  y  19  de  Diciembre  de  186i  y  5  de  Mayo  da 
1865,  toda  vez  que  en  el  proceso^se  encontraban  las  cartas  reales  de 
privilegio  de  los  Reyes  de  Aragón  D.  Sancho,  D.  Alonso  y  D.  Jaime; 
y  puesto  que  en  ellos  se  concedían  los  derechos  referidos  á  ios  mora- 
dores del  Castellar,  no  podían  negárseles  á  los  de  Torres,  cayo  pueblo 
radicaba  dentro  de  los  términos  del  Castellar  y  representaba  hoy  la 
villa  de  este  nombre;  habiendo  surtido  efecto  la  ejecutoria  que  revocó 
el  definitivo  de  1740 ,  en  que  se  declaraba  pertenecer  ai  Estado  ei 
monte  del  Castellar  por  causa  de  su  despoblación,  mediante  haber 
alegado  el  Duque  que  semejante  despoblación  no  existia,  porque  aun 
antes  de  destruirse  la  villa  del  Castellar  ya  existia  Torres  dentro  de 
sns  términos  como  una  aldea  de  la  misma;  y  que  además  era  incaea- 
tionable  que  los  vecinos  de  Torres  de  Berrelleu  hablan  gozado  siem- 
pre y  desde  tiempo  inmemorial,  según  se  hallaba  plenamente  probado 
en  el  proceso,  de  todos  y  cada  uno  de  los  derechos  que  se  expresaliaa 
en  la  demanda. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Cáceres. 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora  ha  apreciado  todos  ioa 
documentos  presentados  por  las  partes  y  no  ha  desconocido  sa  vaior. 
por  lo  cual  no  ha  infringido  la  observancia,  De  fide  instrumentorum^ 
ni  lo  demás  que  se  cita  á  este  propósito: 

Considerando  que  aunque  el  pueblo  de  Torres  de  Berrellen  fuese  en 
lo  antiguo  aldea  del  Castellar,  y  sus  vecinos  disfrutasen  hoy  los  de- 
rechos que  les  concedieron  los  Reyes  de  Aragón  en  la  era  1129,  estos 
derechos  ban  sufrido  las  alteraciones  que  fueron  consiguientes  ¿  la 
venta  que  hizo  el  Rey  D.  Alonso  en  1430  del  mismo  pueblo  y  castilio 
del  Castellar  sin  servidumbre  alguna;  después  de  lo  cual  esta  propiedad 
fué  confiscada,  y  entonces  la  adquirieron  los  causantes  del  Duque  de 
YiUahermosa: 

Considerando  que  dueños  ya  los  Duques  del  castillo  y  términos  de 
Castellar,  celebraron  la  concordia  de  1771  con  el  concejo  y  vecinos  de 
Torres  de  Berrellen,  y  después  la  otra  concordia  de  1839,  cuando  es- 
taban publicadas  y  restablecidas  las  leyes  sobre  los  señoríos,  en  li 
cual  reconocieron  los  recurrentes,  ó  sea  aquel  Ayuntamiento,  la  legi- 
tima adquisición  de  los  Duques  de  Yíllahermosa  y  que  eran  dueños  del 
terreno  en  que  estaba  comprendido  el  término  de  Torres  de  Berrellen» 
y  pactaron  lo  demás  que  resulta  de  aquellos  documentos: 

Considerando  que  también  ha  cumplido  el  Duque  con  las  prescrip- 
ciones de  las  leyes  sobre  señoríos,  presentando  sus  títulos  á  los  Tribu- 
nales y  obteniendo  en  el  juicio  instructivo  la  ejecutoria  que  ha  dadi^ 
rado  que  el  monte  del  Castellar  y  sus  pertenencias  proceden  desefloÉIs^ 
territorial  y  solariego:  oiiiiia^ 

T  considerando  que  no  habiendo  presentado  ei  Ayuntanii^íitoill' 


i 


SENTENCIAS  DE   1870.  257 

vecinos  que  litigan  del  pueblo  de  Torres  de  Berrellen  otro  título  legí- 
timo que  acredite  la  trasmisión  del  dominio  que  pretenden  á  pretexto 
déla  prescripción;  y  habiendo  apreciado  la  Sala  sentenciadora  que 
no  concurren  los  demás  requisitos  que  exigen  las  leyes  para  que  pueda 
tener  lugar  la  adquisición  del  dominio,  la  sentencia  no  ha  infringido 
los  Fueros  de  Aragón,  leyes  de  Partida  y  doctrinas  que  se  citan  con 
este  propósito; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Ayuntamiento  de  Torres  de  Ber- 
rellen, á  quien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad 
<iae  depositó,  la  cual  se  distribuirá  con  arreglo  ft  la  ley;  y  devuélvanse 
los  autos  á  la  Audiencia  de  Zaragoza  con  la  certiflcacion  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  d$ 
Kadrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Iaan 
González  Acevedo.saJosé  M.  Gáceres.=Francisco  María  de  Gastiila.=3 
Joaquín  Jaumar.=José  Fermín  de  Muro.=Benito  de  Posada  Herrera.^ 
Francisco  de  Vera. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  María  Gáceres,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo ,  estando  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,  el  dia  de  hoy,  de 
<pie  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Supremo  Tribunal. 

Madrid  11  de  Noviembre  de  1870.=Dionisio  Antonio  de  Paga. 

NüM.  62. 
CxVSACION. 


Otokgamiento  de  una  escritura  de  venta. — Sentencia  de  11  de 
Noviembre ,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Jerónimo  Anión  Ramírez  contra  la  pronun- 
ciada en  25  de  Noviembre  de  1868  por  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  de  esta  capital,  en  pleito  con  D.  Pedro  López  Grado. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ha  derogado  en  su  articulo  final 
ia  5.*,  tit.  22,  Pariida  5.*,  como  todas  las  que  se  refieren  a  los 
Urámiíes  y  sustagiciacion  de  hs  negocios  civiles. 

Sn  la  villa  de  Madrid,  á  11  de  Noviembre  de  1870,  en  los  autos  se- 
faidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Latina  y 
en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta  capital  por  D.  Pedro  López 
I.  17 
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Grado  con  D.  Jerónimo  Antón  Ramírez,  como  testamentario  del  Dncfa^ 
del  Parque  y  representante  de  sos  herederos ,  sobre  otorgamiento  é»- 
una  escritura  de  yenta;  autos  que  penden  ante  Nos  en  yirtud  de  rc^ 
corso  de  casación  interpuesto  por  el  demandado  contra  la  sentencia» 
qoe  en  2S  de  Noviembre  de  1869  dictó  la  referida  Sala : 

Resultando  que  fallecido  en  83  de  Febrero  de  1864  D.  Luis  José^ 
Fernandez  de  Yillavicencio,  Duque  del  Parque,  procedieron  sns  tes- 
laméntanos  con  autorización  Judicial  al  inventario  de  todos  sus  lle- 
nes, comprendiendo  entre  ellos  nna  casa  de  cantería,  situada  en  la 
dudad  de  Oviedo  y  su  plaza  de  Daoiz  y  Velarde,  antes  de  Fontant».. 
sefialada  con  el  núm.  9,  que  lindaba  por  Oriente  con  la  citada  plan 
j  Jardin  del  Marqués  de  Vista-alegre;  Mediodía  calle  de  Gampomanes;. 
Poniente,  prado  propio  de  dicha  testamentaría,  y  Norte,  con  la  casa- 
teatro,  ocupando  la  referida  casa  una  superñcie  de  19.898  pies,  y  ade- 
m&s  tenia  la  misma  dentro  de  los  lindes  expresados  un  jardin  de  ex- 
tensión de  seis  dias  de  bueyes  y  1.372  varas: 

Resultando  que  en  30  de  Setiembre  de  1865  D.  Jerónimo  Antón  Ra- 
mírez, acudió  al  Juzgado,  en  concepto  de  testamentario  de  dicho  Daque^ 
del  Parqne,  y  como  tutor  y  curador  de  los  herederos  menores  y  apo- 
derado de  los  mayores,  solicitando  se  le  autorizase  para  proceder  § 
la  venta  de  ios  bienes  pertenecientes  á  dicha  testamentaría  qne  ridl* 
caban  en  la  provincia  de  Oviedo :  que  instruido  el  oportuno  expe- 
diente, le  fué  concedida  la  autorización  y  se  libró  exhorto  al  Juez  de^ 
primera  instancia  de  Oviedo  para  la  tasación  de  las  fincas  que  habten 
de  enajenarse ;  y  nombrados  por  el  mismo  los  peritos  D.  Bernardo- 
García  Goterón  y  D.  José  Aivarez  de  la  Campa,  hicieron  la  valoa- 
*  clon  en  la  forma  siguiente:  «Una  casa  en  Oviedo  en  la  plazuela  de 
Daoiz  y  Velarde,  señalada  con  el  núm.  9,  que  ocupa  una  superficie  de 
19.898  pies  cuadrados ,  con  un  jardin  á  su  parte  Poniente  y  Mediodía,, 
de  cuatro  dias  de  bueyes  y  228  varas  cuadradas  de  cabida ,  ó  sean 
S2  áreas,  25  centiáreas;  lindante  todo  por  el  frente  con  la  citada  pla- 
zuela de  Daoiz  y  Velarde,  casa  de  la  Marquesa  de  Vista-alegre  y  buertt 
de  D.  José  Gómez;  por  la  izquierda,  según  su  entrada,  con  ^larei. 
á  la  calle  de  Gampomanes,  de  esta  testamentaría;  trasera,  prado  de- 
la  misma  propiedad ,  y  por  la  derecha,  casa-teatro ;  cuya  casa  y  jar* 
din  tasan  en  30.000  escudos :  una  zona  de  solares  ai  lado  del  antério^ 
Jardin ,  que  linda  con  el  mismo  por  su  parte  Norte ;  por  el  Mediodlik 
con  la  calle  de  Gampomanes;  Saliente,  casa  de  ios  herederos  de  Dm 
José  Suarez,  y  Poniente,  prado  de  esta  testamentaría,  cuya  zona  de 
solares  comprende  una  extensión  de  26.326  pies  cuadrados  que  tael- 
ron,  á  razón  de  2  y  medio  reales  pié,  en  la  cantidad  de  6.S79  escudiO» 

Resultando  que  aprobada  dicha  tasación  de  conformidad  de  las  pü*'" 
les  y  Promotor  fiscal,  se  libró  nnevo  exhorto  al  Juez  de  primmitiP^- j 
tancia  de  Oviedo,  dándole  comisión  para  que  procediese  á  ItveaVMi'J 
pública  subasta  ó  subastas  necesarias  de  los  indicados  bienes;  yeVlikJ 
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virtud  dicho  Juez  setSaló  el  día  89  de  Agosto  de  1866  para  la  subasta, 
que  se  publicó  en  la  Gaceta  de  la  capital  y  en  el  Boletín  de  la  provin- 
cia de  Oviedo,  de  la  casa,  jardin  y  zona  de  solares  de  que  se  ha  he- 
cho mérito  y  según  aparece  de  la  declaración  de  los  peritos ;  y  un 
prado  llamado  el  Pequero  del  Picón,  lindante  Norte,  calle  Nueva,  Este, 
jardin  y  otros  solares  de  la  testamentaría,  Oeste  y  Sur,  la  calle  de 
Campomanes,  comprendiendo  una  extensión  de  137.000  pies  cuadra- 
dos, tasado  en  348.500  rs.;  haciéndose  expresión  además  de  las  con- 
diciones, bajo  las  que  se  verificaba  la  subasta,  entre  ellas  la  de  que 
si  alguna  persona  deseaba  obtener  más  pormenores  relativos  á  la  ca- 
bida y  situación  de  dichos  bienes,  podia  acudir  á  la  Escribanía  de  Don 
Ángel  Abad  en  esta  capital,  ó  á  la  del  actuario  D.  José  Rodríguez  en 
Oviedo:  que  llegado  el  día  del  remate,  y  dada  lectura  de  las  adver- 
tencias consignadas  en  los  anuncios  y  de  la  hecha  por  loa  peritos  en 
su  declaración,  relativa  á  la  independencia  de  servidumbres  de  las  fín- 
cjfit  objeto  de  la  subasta,  quedó  rematada  en  favor  de  D.  Pedro  López 
Grado,  por  la  cantidad  de  887.000  rs.  la  casa  sita  en  la  plaza  de  Oaoiz 
y  Yelarde,  que  ocupaba  una  superficie  de  19.898  pies  cuadrados,  con 
nn  Jardin  de  cuatro  dias  de  bueyes,  y  888  varas  cuadradas,  tasada  en 
300.000  rs.;  y  á  favor  de  D.  José  María  Pinedo  y  Alvarez  en  la  canti- 
dad de  77.100  rs.  una  zona  de  solares,  lindando  por  el  Norte,  con  el 
anterior  Jardin,  Mediodía,  con  la  calle  de  Campomanes,  cuya  super- 
ficie ocupaba  86.316  pies  cuadrados : 

Resultando  que  aprobado  el  remate,  se  mandó  que  el  testamenta- 
rio D.  Jerónimo  Antón  Ramírez  procediera  al  otorg'tmiento  de  las  es- 
erituraSt  con  entrega  del  precio  al  mismo,  y  que  se  le  hiciera  saber 
que  presentase  desde  luego  los  títulos  de  pertenencia  de  las  fincas  su- 
bastadas para  su  examen  por  los  rematantes:  que  en  su  consecuencia 
el  citado  testamentario  presentó  los  títulos  de  las  fincas  subastadas  con 
escrito  de  84  de  Setiembre  de  dicho  año  de  1866,  exponiendo  que  dis- 
puesto á  cumplir  por  su  parte  con  lo  que  se  mandaba,  habla  dado  en- 
cargo al  perito  D.  Bernardo  Goterón  para  que  practicase  la  medición 
y  fijación  de  límites  del  jardín  y  zona  de  solares  colindantes,  toda  vez 
que  uno  y  otro  derivaban  del  todo  que  constituía  la  huerta  ó  jardin 
hasta  entonces  unidas  á  la  casa ;  y  que  verificadas  dichas  operacio- 
nes» le  habia  manifestado  dicho  perito,  que  después  de  medir  nueva- 
mente el  todo  del  terreno  y  haber  marcado  las  dos  porciones  respec- 
tivas al  Jardin  rematado  y  la  zona  de  solares  que  se  hallaba  en  el 
mismo  caso  encontraba  una  diferencia  ó  sobrante  de  terreno  entre  ám- 
iNis  porciones  no  despreciable;  por  lo  que  pidió  se  procediera  á  la  me- 
dición» deslinde  y  amojonamienfo  de  terreno  que  habia  de  constituir 
el  Jardin  contiguo  á  la  casa  plazuela  del  Pontan,  núm.  9,  que  ocupaba 
QQt  superficie  de  cuatro  dias  de  bueyes  y  888  varas  cuadradas;  el  de 
tt.S16  pies  cuadrados  que  habla  de  formar  la  zona  de  solares  frente* 
ala  calle  de  Campomanes,  y  el  sobrante  de  terreno  que  resultaba  de 
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la  propiedad  de  la  testamentaría,  todo  lo  caal  derivaba  de  la  totalidad  de 
la  huerta  ó  jardiQ  hoy  existente;  y qae  para  qae  tuviera  efecto  se  requi- 
riese á  los  rematantes  López  Grado  y  Pinedo  nombrasen  peritos,  confir- 
mando el  que  el  Juzgado  tenia  hecho  en  D.  Bernardo  Goterón,  y  tenite* 
dose  por  nombrado  por  parte  del  testamentario  á  D.  Timoteo  Sanchei: 

Resultando  que  estimada  la  pretensión  de  D.  Jerónimo  Antón  Ea* 
mirez  y  nombrados  peritos  por  las  partes,  presentó  escrito  el  repre- 
sentante de  D.  Pedro  López  Grado,  en  el  que  expuso  que  no  asentiaá 
ninguna  diligencia  ni  resolución  posterior  á  la  medición  pericial  esti- 
mada ,  que  podía  únicamente  servir  de  instrucción  para  averiguar  si 
hubo  error  y  perjuicios  que  constituyeran  una  lesión  enorme,  pues  á 
todas  las  demás  y  cuantas  gestiones  se  hicieran,  no  siendo  por  la  vía 
contenciosa,  hacia  oposición  desde  luego ,  protestando  la  nulidad  y 
deducir  en  forma  el  derecho  que  le  asistía  para  que  sin  demora  se  le 
otorgase  la  escritura  de  venta  de  la  casa  y  jardín  en  los  términos  en 
que  se  la  adjudicó  como  mejor  postor  en  el  remate  y  bajo  los  linde- 
ros expresados: 

Resultando  que  practicada  la  diligencia  de  deslinde  y  amojona- 
miento de  la  casa,  jardín  y  zona  de  solares  de  que  se  trata,  sin  em- 
bargo de  las  protestas  que  reprodujo  el  representante  de  López  Grada 
pidiendo  el  sobreseimiento  del  expediente  á  que  se  declaró  no  haber 
lugar,  los  tres  peritos  que  verificaron  la  operación  convinieron  en  qae 
había  un  sobrante  para  la  testamentaría  de  1.203  varas,  discordando 
el  perito  de  López  Grado  de  los  otros  dos  respecto  al  punto  por  donde 
habían  de  separarse;  y  después  de  otras  actuaciones,  el  Juez  de  pri- 
mera instancia,  conforme  con  los  límites  que  hablan  trazado  4ichos 
dos  peritos,  por  auto  de  31  de  Octubre  del  repetido  año  de  1866  de- 
claró que  el  jardin  de  la  casa  plazuela  de  Daoiz  y  Yelarde,  núm.  9, 
cuya  extensión  era  de  cuatro  dias  de  bueyes  y  228  varas  cuadradas, 
quedaba  limitado  por  sus  tres  lados  del  Oeste  con  pared  del  prado 
pequeño  de  Picón;  M)rte  la  citada  casa,  el  teatro  y  pared  contigua, 
por  el  Este  con  cercado  de  la  huerta  de  D.  José  Gómez,  y  por  Sur 
con  línea  trazada  y  terminada  con  tres  estacas  rectas  y  paralelas  á  la 
pared  de  la  calle  de  Gampomanes,  y  distante  de  esta  95  y  medio  pies, 
que  era  la  que  cerraba  la  citada  extensión  que  se  dio  al  jardin  en  el 
anuncio  de  la  subasta,  y  sobre  la  cual  se  celebró  el  remate :  que  los 
26.316  pies  cuadrados  del  solar  rematados  se  encerraban  por  el  Norte 
con  la  parte  sobrante  de  dicha  zona  de  solares,  euyo  límite  se  hallaba 
determinado  por  las  tres  estacas  que  se  habian  fijado  en  línea  recU 
paralela  de  Este  á  Oeste  con  la  pared  que  daba  á  calle  de  Campo^ 
manes,  y  distante  de  esta  67  y  medio  pies  lineales,  á  contar  de  Jt 
pairte  interior  de  dicha  pared;  por  el  Este  con  parte  de  la  casa  de  luh 
rederos  de  D.  José  Actonio  Suarez;  por  el  Oeste  con  cercado  del  pra4t[ 
pequeño  de  Picón,  y  por  el  Sur  con  la  citada  pared  de  la  calle .# 
Gampomanes:  ,¿, 


i 
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BesQltando  que  después  de  otras  diligencias  D.  Pedro  López  Grado 
dedujo  la  actual  demanda  para  que  se  condenase  á  Don  Jerónimo 
Antón  Ramírez,  como  albacea  de  la  testamentaría  del  Duque  del  Par- 
que y  curador  de  los  menores,  sus  herederos,  á  que  en  el  término  de 
segundo  dia  otoi^ase  á  favor  de  López  Grado  la  escritura  de  venta 
de  la  casa  y  jardin ,  según  se  deslindaban  por  los  peritos  Goterón  y  Al- 
varez  de  la  Campa  en  la  operación  inserta  en  el  exhorto  para  la  su- 
basta, y  le  entregase  los  títulos  de  pertenencia  recibiendo  el  importe 
del  precio:  condenarle  además  á  la  reparación  de  daños  y  perjuicios 
ocasionados  y  á  que  se  hizo  responsable  por  su  culpa  y  morosidad 
en  no  cumplir  lo  que  era  de  su  deber,  y  apercibirle  que  de  no  otor- 
gar dicha  escritura  al  término  que  se  le  fijase,  se  haria  en  su  nombre 
por  el  oficio  de  justicia;  y  para  ello,  después  de  hacer  mérito  de  los 
antecedentes  relacionados  y  exponer  que  el  testamentarlo  del  Duque 
de  Parque  y  curador  de  sus  herederos  procuraba  dilatar  el  otorga- 
miento de  la  escritura,  porque  intentaba  variar  los  linderos  y  aun  re- 
ducir el  terreno  del  jardin  subastado ,  bajo  el  supuesto  de  ser  algo 
mds  de  los  cuatro  dias  de  bueyes  y  228  varas  cuadradas  en  que  fi- 
jaba la  cabida  del  jardin,  alegó  que  habiendo  habido  convenio  entre 
comprador  y  vendedor  en  la  cosa  y  en  el  precio,  el  contrato,  como 
eonsensual,  quedó  perfeccionado  desde  el  momento  de  la  adjudica- 
eion,  y  el  comprador  tenia  derecho  para  compeler  al  vendedor  á  otor- 
garle la  correspondiente  escritura  de  adquisición:  qne  lo  vendido  no 
eran  precisamente  cuatro  dias  de  bueyes  y  228  varas  cuadradas ,  sino 
casa  y  jardin  comprendido  bajo  los  linderos  expresados  por  el  Medio- 
día zona  de  solares  y  por  el  Poniente  prado  de  Picón,  porque  en  junto 
y  como  cuerpo  se  había  vendido  y  no  por  pies ,  varas  ni  dias  de 
bueyes,  y  la  tasación  lo  comprendia  todo  en  una  masa  y  no  en  partes 
6  con  relación  á  cada  una;  y  que  conforme  con  el  espíritu  de  las  le- 
yes, este  Tribunal  Supremo  tenia  resuelto  en  8  de  Abril  de  1865,  y 
era  un  axioma  de  jurisprudencia,  que  cuando  se  celebra  un  contrato 
de  compra-venta  de  diferentes  bienes  por  un  precio  alzado  y  no  á  ra- 
lon  de  tanto  la  medida  ó  número,  la  falta  de  alguna  parte  de  ellos  no 
da  derecho  al  comprador,  y  lo  mismo  había  que  decir  del  vendedor 
por  el  exceso  ó  la  indemnización  de  los  que  hallase  de  menos,  no 
mediando  perjuicio  ó  lesión  en  más  de  la  mitad  del  justo  precio:  que 
el  exceso  de  terreno  que  pudiera  haber  en  la  cabida  que  se  dio  al  jar- 
din,  vendido  en  unión  y  bajo  un  mismo  precio  de  la  casa,  no  llegaba 
á  la  quinta  parte  ni  aun  apreciado  como  la  restante,  ni  después  de  se- 
parado el  valor  del  edificio  llegaba  aquella,  ni  con  mucho,  á  la  mitad 
del  justo  precio  en  que  se  adjudicó  al  D.  Pedro  López  Grado;  y  que  si 
algún  engaño,  puesto  que  no  existia  agravio  apreciable,  se  alegara,  habría 
que  atribuirlo,  no  á  López  Grado,  que  sólo  intervino  en  la  postura,  sino 
á  los  que  practicaron  la  medición  y  tasación,  y  á  los  que  pusieron  los 
mayores  esfuerzos  para  alejarle  y  sacar  ventajas  en  fovor  de  ios  menores, 
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Resultando  qae  al  contestar  la  demanda  D.  Jerónimo  Antón  lami 
rez,  como  testamentario  in  solidum  del  Duque  del  Parque*  pretendió 
que  se  declarase,  no  sólo  injusta,  sino  también  temeraria,  en  cuanto 
López  Grado  pretendía  se  hiciera  objeto  de  la  venta  á  su  favor,  una 
extensión  de  terreno  de  1 .903  varas  cuadradas ,  ó  sean  10.827  pies 
cuadrados,  que  no  fué  ni  pudo  ser  comprendida  en  aquella  venta, 
absolviéndole  por  lo  tanto  de  la  demanda,  y  condenando  6  López 
Grado  al  pago  de  todas  las  costas  causadas  y  que  se  causen,  como 
también  al  resarcimiento  de  los  cuantiosos  daños  y   perjuicios  que 
con  su  proceder  habia  ocasionado  á  la  testamentaría  y  á  los  menores 
interesados  en  ella;  y  que  por  vía  de  reconvención,  que  formalizaba 
contra  el  demandante  para  que  se  cumpliera   aquella  á  que  venia 
obligado,  se  declarase  que  el  López  Grado  venia  obligado  á  aceptar 
la  escritura  de  venta  de  la  citada  casa,  con  el  jardín,  la  cabida  de 
cuatro  días  de  bueyes  y  828  varas  cuadradas  que  remató,  y  cuya 
cabida  dentro  de  los  tres  límites  fijos  y  preexistentes  que  se  expresa- 
ban en  la  diligencia  de  tasación  y  en  el  auto  de  31  de  Octubre  de 
1866,  y  dentro  del  límite  que,  no  marcado  ni  existente  con  anteriori- 
dad, pero  nombrado  con  solares  á  la  calle  de  Campomanes ,  se  de- 
terminaba en  el  referido  auto,   diciendo:  «que  dicho  jardín  quedaba 
limitado  por  el  Sur  con  línea  trazada  y  determinada  con  tres  estacas 
rectas  y  paralelas  á  la  pared  de  la  calle  de  Campomanes,  y  distante 
de  ésta  95  y  medio  pies,  que  era  lo  que  cerraba  la  citada  extensión 
de  cuatro  dias  de  bueyes  y  228  varas  cuadradas  que  se  dio  al  jardín 
en  el  anuncio  de  la  subasta,  y  sobre  la  cual  se  celebró  el  remate;» 
como  también  obligado  á  entregar  el  precio  de  dicho  remate  en  el 
acto  de  otorgarse  la  citada  escritura  de  venta ;  y  que'  en  su  conse- 
cuencia se  condenase  al  repetido  López  Grado  á  la  expresada  acep- 
tación y  entrega  del  precio,  en  el  término  improrogable  de  quinto 
dia;  bajo  apercibimiento  de  que  si  no  lo  verificaba  se  le  tendría  por 
decaído  de  todo  derecho  con  relación  al  remate,  y  serian  de  sa 
cuenta,  cargo  y  riesgo  todas  las  costas,  daños  y  perjuicios  causados 
y  que  se  causasen  á  la  testamentaria:  al  efecto  excepcionó  que  justi- 
ficado en  autos,  por  hechos  positivos,  que  el  testamentado  del  Duque 
del  Parque,  no  sólo  habia  estado  dispuesto  á  otorgar  la  escritura  de 
venta  á  favor  de  López  Grado  y  entregarle  la  casa  y  jardín  que  re- 
mató, con  la  cabida  éste  y  linderos  que  la  cerraban ,  sino  también 
que  para  el  efecto  y  recíproca  entrega  del  precio  habia  solicitado  y 
logrado  del  Juez  se  le  requiriera  hasta  con  apercibimiento  á  Lopes 
Grado  para  la  aceptación  de  la  escritora  y  entrega  del  precio,  tenia 
cumplida  toda  la  obligación  que  como  representante  de  la  testameo- 
•  taría  vendedora  le  correspondía,  al  tenor  de  lo  que  manda  la  tey, 
carecía  de  base  y  objeto  la  maliciosa  demanda  de  López  Grado,  y  eim 
evidente  su  temeridad  como  la  procedencia  de  la  absolución  al  de- 
mandado con  expresa  condenación  de  costas ,  daños  y  perjuicíOB  á 
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mqael:  que  habiendo  faltado  López  Grado  á  las  condiciones  con  qoe 
remató  de  aceptar  la  escritura  de  venta  y  pagar  el  precio  de  la  pos- 
tura á  los  ocho  días  de  aprobado  el  remate ,  causando  los  dafios  y 
perjuicios  consiguientes  con  arreglo  á  las  leyes  28  y  58,  tít.  5.*,  Par- 
tida 6.%  era  tenudo  de  cumplir  la  postura  6  de  enmendar  los  dafios 
y  menoscabos  que  venia  sufriendo  !la  testamentaría  y  menores  en 
«lia  interesados,  para  quienes  en  otro  caso  pretendía  el  beneficio  de 
la  restitución  in  integrum,  y  en  su  consecuencia  procedia  que,  acce- 
Riéndose  á  la  l^convencion  que  dejaba  formalizada ,  se  condenase  á 
López  Grado  con  la  severidad  y  responsabilidades  que  marcaban  las 
t^itadas  leyes: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites ,  y  dictada  sen- 
tencia por  el  Juez  de  primera  instancia,  de  la  que  interpuso  apelación 
l.opez  Grado ,  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia ,  después  de  causada 
una  discordia,  por  la  que  pronunció  en  25  de  Noviembre  de  1869  re- 
Tocando  la  apelada ,  condenó  á  D.  Jerónimo  Antón  Ramirez ,  segan 
intervenía  en  este  pleito,  á  que  en  el  término  de  segundo  día  otorgase 
á  favor  de  D.  Pedro  López  Grado  la  escritura  de  venta  de  la  casa  y 
jardín,  según  se  deslindaban  en  los  anuncios  oficiales  para  el  remate» 
entregándole  los  títulos  de  pertenencia  y  recibiendo  el  importe  del 
precio;  condenando  al  López  Grado  á  que  en  el  acto  del  otorgamiento 
^e  escritura  entregase  la  cantidad  por  la  que  se  le  adjudicó  el  remate 
y  la  aceptase  en  debida  forma ;  y  por  auto  de  li  de  Diciembre  del 
mismo  año,  en  virtud  de  aclaración  solicitada  por  D.  Jerónimo  Antón 
Bamirez,  se  declaró  que  al  otorgar  el  mismo  la  escritura  de  venta  á 
que  estaba  condenado  por  la  sentencia  en  la  representación  con  que 
intervenía  en  estos  autos ,  debía  comprender  en  ella  los  10.887  pies 
<^nadrados  objeto  de  la  cuestión  aotual,  y  fijar  la  cabida  y  linderos  ex* 
presados  en  la  diligencia  de  tasación  pericial  á  que  se  referia  la  adver» 
tencia  7/  de  los  anuncios  oficiales : 

T  resultando  que  contra  ambos  fallos  interpuso  D.  Jerónimo  Antón 
Ramirez  recurso  de  casación  por  conceptuar  infringidos  los  artículos 
61  y  62  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  con  ellos  la  ley  5.',  tít.  8S» 
Tartida  3.';  la  ley  del  contrato ,  que  era  la  de  la  materia  de  que  se 
trataba;  la  16,  tít.  22,  Partida  3.*;  la  jurisprudencia  de  este  Tribunal 
Supremo  en  su  sentencia  de  5- de  Junio  de  1860,  y  el  art.  1.406  de  la 
propia  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  por  cuanto  el  fallo  no  era  con- 
puente  con  lo  pedido  en  la  demanda  ni  en  la  contestación,  ni  tampoco 
•decidía  la  cuestión  á  punto  litigioso  sobre  que  contendían  las  partes; 
-se  mandaban  entregar  á  López  Grado ,  además  de  los  cuatro  días  de 
bueyes ,  228  varas  cuadradas  que  constituían  el  jardín  del  contrato» 
1.803  varas  cuadradas,  ó  sean  10.827  píes  cuadrados,  parte  de  los  so- 
lares lindantes  con  el  Mediodía  de  aquel,  se  apoyaba  dicha  sentencia 
«a  un  hecho  que  daba  por  supuesto :  y  no  sólo  no  era  exacto ,  sino 
<qae  ni  se  había  alegado  por  las  partes  en  tal  concepto,  haciendo  va-» 
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riar  por  virtud  de  tal  supuesto  la  situación  de  la  cosa  litigiosa ,  pues 
no  era  cierto  que  cuando  los  peritos  Goterón  y  Alvarez  de  la  Campa 
yaluaron  y  nombraron  los  lindes  del  Jardín  se  hubiese  segregado  de 
éste  lo  que  se  designó  después  como  zona  de  solares  de  cabida  de 
86.316  pies  cuadrados  ;  habiendo  sido  todo  lo  contrario,  porque  lo  pri- 
mero que  se  segregó  del  antiguo  to.do,  llamado  jardin  ó  huerta,  fueron 
los  cuatro  días  de  bueyes  y  228  varas  cuadradas,  ó  sean  52  áreas,  25 
centiáreas,  que  se  destinaron  para  la  casa-jardin  que  se  vendía,  y  asi 
lo  probaba  el  orden  llevado  en  la  operación  del  avalúo  verificado  por 
dichos  peritos ;  y  por  último,  se  venia  á  dar  á  López  Grado  otra  cosa 
que  la  prometida  en  el  contrato ,  enriqueciéndole  en  perjuicio  de  la 
testamentaría. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María.Gáceres. 

Ck)nsiderando  que  los  terrenos  vendidos  por  la  testamentaría  del 
Duque  del  Parque  formaban  reunidos  una  sola  extensión  dividida  en 
dos  porciones ;  y  según  el  avalúo  de  la  finca  de  que  se  trata  y  los 
anuncios  que  precedieron  á  la  subasta ,  la  casa  y  jardin  que  remató 
D.  Pedro  López  Grado  se  deslindó ,  señalándole  por  límites  al  Medio- 
día el  terreno  que  se  vendía  también  como  solares  para  edificar,  y 
se  apreció  en  conjunto  en  800.000  rs.  y  sin  sujeción  á  medida  : 

Considerando  que  al  apreciarse  el  terreno  de  los  solares  se  seffaló 
también  como  límite  Norte  el  lado  del  jardin  en  cuestión,  y  aquellos 
solares  fueron  tasados  y  vendidos  por  una  cantidad  determinada  cada 
pié ;  de  modo  que  es  manifiesta  la  diferencia  entre  el  modo  de  apre- 
ciar y  anunciar  á  la  venta  una  y  otra  finca ,  siendo  evidente  que  am- 
bas lindaban  entre  sí  por  el  Mediodía  y  Norte  respectivamente : 

Considerando,  por  tanto,  que  al  apreciar  la  Sala  sentenciadora  que 
el  remate  se  verificó  en  favor  de  D.  Pedro  López  Grado  de  la  casa  y 
Jardin  como  cuerpo  cierto  y  sin  sujeción  é  medida  ni  cantidad  cierta 
por  la  medida,  ha  interpretado  legalmente  y  no  ha  infringido  el  con- 
trató que  es  objeto  de  la  disputa : 

Considerando,  por  lo  demás,  que  no  tienen  aplicación  á  este  pleito 
las  leyes  y  doctrinas  que  se  citan,  porque  al  deferir  la  ejecutoria  á  las 
pretensiones  de  D.  Pedro  López  Grado,  se  ha  ajustado  á  los  preceptos 
de  los  artículos  61  y  62  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  y  el  fallo  es  con- 
gruente con  la  demanda,  de  modo  que  no  se  han  infringido  aquellos 
artículos  ni  la  ley  16,  tít.  22,  Partida  3.*: 

Considerando  que  la  sentencia  se  ha  arreglado  en  sus  formas  exter- 
nas á  las  prescripciones  de  la  misma  Ley  de  Enjuiciamiento  que  lia 
derogado  en  su  artículo  final  la  5.*,  tít.  22,  Partida  3.',  como  todas  Its 
que  se  refieren  á  los  trámites  y  sustanciacion  de  los  negocios  civiles: 

Considerando  que  no  se  ha  litigado  sobre  el  nombramiento  áeío$ 
peritos  ni  sobre  el  ,precio  de  la  finca  vendida  en  la  subasta  á  D.  Pediro 
López  Grado,  y  por  lo  mismo  no  ha  podido  infringirse  el  art.  l.iM 
4e  la  Ley  de  Enjuiciamiento : 
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T  coDsIderando  que  la  doctrina  de  la  sentencia  de  8  de  Junio  de 
1860  es  inoportuna,  porqae  el  caso  de  aquella  no  tiene  la  menor  ana- 
logía con  este  pleito ; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Jerónimo  Antón  Ramírez ,  á 
quien  condenamos  en  las  costas ;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Au- 
diencia de  esta  capital  con  la  certificación  correspondiente,  y  lo 
acordado. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias  ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
González  Aceyedo.==José  M.  Cáceres.sFrancisco  María  de  Castilla.» 
Joaquín  Jaumar.==José  Fermín  de  Muro.=Manuel  Almonací.=Antonio 
Taldés. 

Publicación  : 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  María  Gáceres  ,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estando  cele- 
brando audiencia  publícala  Sala  primera  del  mismo  el  día  de  hoy,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicboSupremo  Tribunal. 

Madrid  11  de  Noviembre  de  1870.=Dionisio  Antonio  de  Puga. 

N¿M.  63. 

CASACIÓN. 

Tercería  j)e  mejor  derecho  al  cobro  de  cierta  cantidad. — Sen- 
tencia de  11  de  Noviembre,  declarando  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  Benito  González  Diaz  contra  la 

Íue  en  6  de  Diciembre  de  1869  dictó  la  Sala  segunda  de  la 
udieccia  de  Valladolid,  en  pleito  con  D.  Sebastian  Garrido  de 
Toro  y  por  su  fallecimiento  sus  hiios  y  herederos  D.  Manuel, 
Don  Ángel  y  D.  Aurelio  Garrido  de  la  Mata. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece  : 

I  .*  Que  si  el  documento  en  que  uno  se  confiesa  deudor  puede 
$er  obligatorio  contra  él,  no  sucede  lo  mismo  respecto  á  otro  aeree- 
dor  más  antiguo,  especialmente  si  el  deudor  al  otorgarlo  aparecía 
insolvente. 

2.*    Que  entre  dos  ó  más  acreedores  personales  debe  ser  pagado 


En  la  Tilla  de  Madrid ,  ¿  11  de  Noviembre  de  1870 ,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Rioseco  y  en  la  Sala 
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segunda  de  la  Audiencia  de  Yalladolid  por  D.  Sebastian  Garrido  de 
Toro,  y  por  su  fallecimiento  sus  hijos  y  herederos  D.  Manuel,  D*  Ar- 
gel  y  D.  Aurelio  Garrido  de  |la  Mata ,  con  D.  Benito  González  Dias, 
sobre  tercería  de  mejor  derecho  al  cobro  de  14.857  escudos  500  milé- 
simas, con  el  valor  de  los  bienes  embargados  á  D.  Pedro  Hernandoz 
López;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casadmi 
interpuesto  por  el  González  Diaz  contra  la  sentencia  que  en  6  de  Di- 
ciembre de  1869  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  24  de  Enero  de  1864  D.  Pedro  Hernández  Lopes  y 
D.  Sebastian  Garrido  de  Toro  firmaron  un  documento  privado,  escrito 
en  papel  común,  ante  los  testigos  Evaristo  Sánchez  y  Ramón  Alvareí 
Rivadeneira,  declarando  el  Hernández  López  que  recibía  en  aquel  mo- 
mento de  Garrido  de  Toro  la  cantidad  de  800.000  rs.  en  monedas  de 
plata  y  oro,  que  se  comprometía  á  devolver  y  pagar,  con  más  el  rédito 
de  un  6  por  100  anual ,  en  dos  plazos  iguales,  que  vencerian,  el  pri- 
mero, de  400.000  rs.  para  el  dia  24  de  Enero  de  1865,  y  también  los 
48.000  rs.  á  que  ascendían  los  intereses  de  la  total  cantidad;  y  el  se- 
gundo, de  400.000  rs.  y  el  rédito  de  12.000 ,  para  el  dia  24  de  Julio 
del  mismo  año,  estipulando,  entre  otras  condiciones,  que  el  acreedor 
D.  Sebastian,  ó  quien  le  representase,  tendria  derecho  en  cualquier 
tiempo  para  exigir  que  D.  Pedro  Hernández  le  otorgase  y  elevan  á 
escritura  pública  la  presente  obligación,  sin  que  éste,  por  ninguna 
causa,  razón  ni  motivo  pudiera  negarse  á  ello:  que  en  el  caso  de  que 
el  deudor  no  cumpliera  con  el  pago  del  primer  plazo  y  sus  rédi- 
tos, se  entendería  vencido  el  segundo ,  y  con  derecho  á  D.  Sebas- 
tian á  reintegrarse  de  toda  la  cantidad  por  que  se  ejecutaba  este  prés- 
tamo y  sus  réditos;  y  que  el  D.  Sebastian,  para  en  el  caso  de  que  el 
D.  Pedro  no  le  satisfaciera  en  la  época  marcada  el  pago  del  primer 
plazo,  se  comprometía  á  prorogarle  por  todo  el  tiempo  qne  faltase 
para  vencer  el  segundo,  siempre  que  el  deudor,  por  medio  de  erari- 
tura  pública  le  hipotecase  fincas  de  su  propiedad  suficientes  á  cabrir 
la  obligación  que  llevaba  contraída;  y  á  continuación  del  mismo  do- 
cumento aparece  una  nota,  con  diez  sellos  del  Giro  inutilizados,  flnni- 
da  sólo  por  el  D.  Pedro  Hernández  López  y  D.  Sebastian  Garrido  en 
el  mismo  dia  24  de  Enero  de  1864,  en  la  que  se  dice  que  las  dos  panes 
contratantes  estaban  conformes  en  que  la  anterior  simple  obligacbff 
privada  pudiera  considerarse  como  pagaré  endosable ,  á  cayo  omem 
Hernández  López  autorizaba  á  Garrido  de  Toro  para  que  pndien  ne- 
gociarla, endosándola  á  la  persona  ó  sociedad  que  le  conviniera;  pM 
con  su  nota  del  dorso  el  deudor  Hernández  López  satisfaría  la  canil- 
dad  de  su  importe  é  intereses  vencidos  á  quien  el  D.  Sebastian  hk- 
biera  trasmitido  esta  obligación  privada,  que  se  consideraba  cóé^ 
pagaré: 

Resultando  que  D.  Sebastian  Garrido  Toro  demandd  en  acto 
ciliatorío  de  27  de  Enero  de  1865  ai  D.  Pedro  Hernández  Lopes  plli 
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q«e  le  pagase  inmediatamente  la  cantidad  de  800.000  rs.,  con  aiás 
tí.OOO  por  intereses  ai  6  por  100  anual,  procedentes  del  préstamo  que 
le  babia  becho  por  el  documento  privado  de  24  de  Enero  de  1864;  y 
cuando  no  le  fuese  posible  realizar  el  pago,  elevase  ¿  escritura  públi- 
ca aquella  obligación  según  resultaba  de  la  condición  5/  de  la  misma, 
hipotecando  fincas  de  su  propiedad;  á  lo  cual  contestó  el  demandado 
que  reconocía  la  certeza  de  la  obligación  y  deuda  que  por  ella  coa- 
trajo, pero  que  bien  á  su  pesar  no  podía  satisfacerla  en  el  dia,  por 
carecer  de  fondos,  y  que  estaba  dispuesto  á  otorgar  dónde  y  cómo 
quisiera  la  escritura  hipotecaria  que  le  exigía  el  demandante;  supli- 
cándole le  prorogase  el  pago  de  la  deuda  para  fin  de  Agosto  ó  pria- 
dpio  de  Setiembre  de  aquel  año  de  1865;  y  conforme  el  demandante* 
convinieron  que  en  término  de  quince  dias  otorgase  el  Hernández  la 
escritura  hipotecaria,  obligándose  á  pagar  la  total  deuda  para  el  dia  91 
de  Julio,  con  más  los  72.000  rs.  á  que  ascendía  el  rédito  hasta  dicha 
fecha: 

Resultando  qne  en  31  del  mismo  mes  de  Enero  de  1865,  D.  Pddro 
Hernández  López  y  su  segunda  mujer  Doña  Ramona  Blanco  y  Frutos 
otorgaron  escritura,  declarando  qne  en  27  de  Noviembre  de  1860,  ce- 
lebraron su  matrimonio,  al  que  D.  Pedro  y  con  posterioridad  basta 
el  dia  de  la  fecha  babia  aportado  en  bienes  de  diferent^^s  clases  la 
suma  de  663.734  rs.,  los  cuales  no  designaban  por  ser  bien  conocidos 
de  la  Doña  Ramona,  la  que  también  aportó  á  él  en  bienes  de  dife- 
rentes clases,  que  tampoco  se  especificaban  por  ser  bien  conocidos 
del  D.  Pedro,  la  cantidad  de  307.834  rs.  23  mrs.,  los  cuales  fueron  en- 
tregados al  D.  Pedro  en  el  acto  de  verificarse  el  matrimonio,  si  bien 
no  constaba  de  documento  alguno  por  haberse  verificado  en  confian- 
za; y  en  su  virtud,  el  D.  Pedro  Hernández  López  formalizaba  á  favor 
de  su  esposa  esta  escritura  de  dote  confesada,  y  la  Doña  Ramona  con- 
fesaba asimismo  que  el  D.  Pedro  aportó  al  matrimonio  los  bienes  que 
especificados  aparecían  de  un  documento  privado  que  ambos  tenian 
firmado,  en  el  cual  se  encontraban  valorados  todos  ios  efv3ctos  lleva- 
dos por  el  mismo  á  la  sociedad  conyugal,  y  que  ascendían  á  la  men- 
cionada suma  de  663.734  rs.  : 

Resultando  que  ei.D.  Pedro  Hernández  López  por  escritura  de  11 
de  Febrero  de  dicho  año  de  1865  confesó  que  era  en  deber  á  D.  Se> 
bastían  Garrido  de  Toro  la  cantidad  de  448.575  rs.  como  resto  de  la 
obligación  privada  ó  pagaré  endosable  de  24  de  Enero  de  1864 ,  que 
con  el  acto  conciliatorio  celebrado  en  27  de  Enero  de  aquel  año  de 
1865  se  unian  á  la  escritura  para  mayor  validez:  que  este  préstamo  se 
Terificaba  por  el  espacio  de  tiempo  que  mediaba  desde  el  dia  de  la 
fecha  al  24  de  Julio  del  mismo  año ,  cuyo  dia  pondría  el  D.  Pedro 
Hernández  López  ios  448.575  rs.  en  los  que  se  hallaban  incluidos  los 
réditos  que  devengaba,  la  suma  de  435.525  rs.  desde  el  dia  3  de  aquel 
mes  á  la  época  designada  para  su  pago,  á  razón  del  6  por  100  anual. 
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en  la  casa  y  poder  del  D.  Sebastian:  que  no  satfsfticiendo  en  dicho 
dia  al  D.  Sebastian  los  148.575  rs.,  le  entregarla  los  réditos  que  de- 
vengase esfk  cantidad  á  razón  de  un  6  por  100  desde  el  vencimiento  al 
dia  en  que  realizase  el  pago;  y  que  para  la  seguridad  de  este  présta- 
mo establecía  en  favor  de  D.  Sebastian  Garrido  de  Toro,  hipoteca  vo- 
luntaria por  la  expresada  cantidad  de  448.575  rs.  sobre  las  treinta  y 
una  fincas  que  se  deslindaban,  las  cuales  les  fueron  adjudicadas  en 
pago  de  su  aportación  al  matrimanio  con  su  primera  esposa  Dofía  An- 
drea Águila  r: 

Resultando  que  en  20  de  Setiembre  de  1864,  D.  Eladio  Gutiérrez 
firmó  en  la.ciudad  de  Oviedo  un  pagaré  á  un  afio,  fecha  y  orden  de 
D.  Pedro  Hernández  López ,  por  la  cantidad  de  256.955  rs.,  quien  lo 
endosó  en  23  del  mismo  mes  á  la  orden  de  D.  Bernardo  Bey ,  que  á 
su  vez  lo  hizo  en  el  dia  25  á  la  de  D.  Benito  González  Diaz,  y  éste  en 
10  de  Diciembre  del  propio  año  á  la  de  D.  Cándido  Martin .  Torero, 
todos  como  valor  recibido : 

Resultando  que  D.  Eladio  Gutiérrez,  firmante  de  dicho  pagaré,  se 
presentó  en  concurso,  que  le  fué  admitido  en  15  de  Febrero  de  186B, 
y  el  endosante  D.  Bernardo  Bey  fué  declarado  en  quiebra  por  auto  de 
21  de  Marzo  del  mismo  año:  que  después  de  varias  actuaciones  Don 
Benito  González  Diaz,  recogiendo  el  pagaré  del  tenedor  Martínez  To- 
rero, dedujo  demanda  ejecutiva  contra  los  bienes  de  D.  Pedro  Hernán- 
dez López,  como  endosante,  por  la  cantidad  de  los  256.955  rs.,  im- 
porte del  pagaré,  con  sus  intereses  y  costas  causadas  y  que  se  can- 
sasen hasta  el  efectivo  pago ,  embargándosele  en  su  consecuencia 
diferentes  muebles  y  efectos  y  vanas  fincas  rústicas  y  urbanas  qae 
quedaron  depositados  en  D.  José  Garrido  de  Toro,  reteniéndosele  ade- 
más la  décima  que  pudiera  percibir  como  administrador  de  los  bienes 
del  Conde  de  Puñonrostro;  y  que  seguido  por  sus  trámites  el  juicio, 
se  dictó  sentencia  de  remate  en  9  de  Noviembre  de  1866,  que  fué  con- 
firmada con  las  costas  por  la  Audiencia  en  15  de  Noviembre  de  1867: 

Besultando  que  en  tal  estado  D.  Sebastian  Garrido  de  Toro,  con 
presentación  de  la  escritura  hipotecaria  de  11  de  Febrero  de  18fi(, 
dedujo  la  actual  demanda  de  tercería  en  23  de  Marzo  de  1868  para 
que  se  declarase  que  el  crédito  de  448.575  rs.  y  réditos  devengados  que 
tenia  contra  D.  Pedro  Hernández  López  era  de  preferente  y  mejor  de- 
recho al  que  demandaba  D.  Benito  González  Diaz,  y  que  en  su  conse- 
cuencia se  mandase  que  con  el  valor  de  los  bienes  embargados  la 
hiciera  pago  con  preferencia  al  D.  Sebastian  Garrido  de  Toro  del  ca- 
pital, intereses  y  costas  que  se  causasen  hasta  el  efectivo  pago,  y  ale|tf 
que  González  Diaz  reclamaba  un  crédito  consignado  en  documento 
privado,  y  por  consecuencia  de  orden  inferior  en  el  cobro  al  qne  d 
demandante  reclamaba:  que  en  concurrencia  de  dos  ó  más  acreedorti 
era  preferido  el  hipotecario  por  el  valor  de  los  bienes  hipotecadór  d 
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qae  no  tuviera  esta  garantía,  y  qae  los  créditos  consignados  en  escri- 
tura púí>lica  son  de  preferente  pago  á  los  simples  quirografarios. 

Besultando  que  al  contestar  la  demanda  D.  Benito  González  Díaz 
pretendió  que  se  declarara  nula,  de  ningún  valor  ni  efecto  la  escri- 
tura pública  de  It  de  Febrero  de  1865  en  que  la  demandada  se  fun- 
daba, como  otorgada  en  aparente  cumplimiento  del  documento  privado 
de  24  de  Enero  de  1864  y  acto  de  conciliación  de  27  de  Febrero  de 
1865,  cuyas  estipulaciones  eran  simuladas;  y  que  por  consecuencia  y 
¿un  en  todo  caso  se  desestimase  en  todas  sus  partes  la  pretensión  de 
D.  Sebastian  Garrido,  imponiéndole  las  costas  del  proceso,  sin  per- 
juicio de  acordar  á  la  vez  lo  que  correspondiera  con  arreglo  á  los 
artículos  227  y  228  del  Código  penal;  para  ello  excepcionó  que  la 
obligación  privada  de  préstamo  de  24  de  Enero  de  1864,  escrita  en 
papel  común,  otorgada  por  Hernández  López  y  D.  Sebastian  Garrido; 
y  firmada  como  testigos  por  D.  Evaristo  Sánchez  y  D.  Ramón  Alvarez, 
amigos  íntimos  de  aquellos,  y  además  el  último  pariente  por  afinidad 
en  tercer  grado  del  D.  Pedro ,  fué  simulada  en  fraude  y  perjuicio  de 
González  Díaz,  como  causa-habiente  de  D.  Cándido  Martin  Torero» 
tenedor  entonces  del  pagaré  de  20  de  Setiembre  de  1861:  que  lo  fué 
también  el  acto  de  conciliación  de  27  de  Enero  de  1865,  celebrado 
ante  D.  José  Garrido,  .hermano  del  demandante  y  amigo  íntimo  del 
demandado,  asistiendo  como  hombres  buenos  los  que  hablan  sido 
testigos  de  la  obligación  privada,  y  que  asimismo  fué  simulada  la  es- 
critura hipotecaria  de  11  de  Febrero  del  propio  año  de  1865:  que  el 
D.  Pedro  Hernández  López  no  tenia  necesidad  de  tomar  á  préstamo  la 
enorme  suma  de  40.000  duros  para  los  negocios  y  urgencias  de  su 
casa,  porque  contaba  con  un  caudal  propio  en  toda  ciase  de  tierras 
que  le  producían  una  renta  anual  de  70.000  ó  más  reales:  que  se  contó 
de  público  en  Medina  de  Rioseco  que  entre  D.  Pedro  Hernández  y  Don 
Sebastian  Garrido  se  había  confeccionado  una  escritura  hipotecaria  de 
préstamo,  por  valor  de  40.000,  duros  para  eludir  el  primero  la  respon- 
sabilidad que  le  amenazaba  por  virtud  de  un  pagaré  de  cerca  de  13.000 
duros  que  tenia  á  su  favor  un  asturiano,  así  como  también  que  Don 
Andrés  Hernández,  hijo  de  Hernández  López,  tenia  en  su  poder  un 
resguardo  ó  recibo  de  la  cantidad  de  la  escritura  mencionada  como 
satisfecho  por  él  al  acreedor:  que  en  el  acto  de]conciliac¡on  de  27  de 
Enero  de  1865  D.  Sebastian  reclamó  el  total  crédito  de  848.000  rs.,  ó 
el  otorgamiento  de  la  escritura  hipotecaria;  y  sin  embargo  de  haber 
manifestado  el  D.  Pedro  que  carecía  de  fondos  por  efecto  de  la  crisis 
metálica,  resultaba  que  quince  dias  después,  al  otorgarse  la  escritura, 
figuraban  en  ella  como  satisfechos  por  el  mismo  412.475  rs.:  que  en 
la  escritura  se  expresaba  que  en  aquel  momento  adeudaba  Hernández 
López  448.575  rs.,  y  que  esa  cantidad  se  entendía  prestada  desde  la 
fecha  del  documento  hasta  el  24  de  Julio,  cuando  según  confesión  pos- 
terior inmediata  el  crédito  era  435.525  rs.»  el  rédito  que  vencía  en  el 
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citado  Julio  era  de  11.974  rs.,  y  se  aplicaban  en  su  lagar  13.050,  porque 
empezaban  á  contarse  desde  ocho  dias  antes,  resultando  por  lo  tanto 
que  habia  falta  de  verdad  y  también  plus  petición :  que  aun  cuando 
tales  actos  fueran  realmente  ciertos,  serian  evidentemente  defectuosos 
en  la  forma  6  faltos  de  los  requisitos  legales,  y  por  lo  tanto  nulos,  en 
Tazón  á  los  hechos  anotados,  con  referencia  á  las  causas  legales  de 
recusación  explicadas  en  el  art.  121  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil: 
que  de  todos  modos  seria  improcedente  la  demanda  formalizada  por 
Garrido ,  ya  por  contener  plus  petición ,  ya  porque  los  embargos  de 
los  bienes  hechos  á  Hernández  López  á  instancia  del  curador  más 
antiguo  eran  muy  anteriores  á  la  precitada  demanda,  y  el  actor  ten- 
dría que  limitarse  para  el  cobro  á  las  fincas  de  su  escritura,  y  ya 
también  porque  no  habiendo  pedido  ampliación  de  las  hipotecas  el  Don 
Sebastian  Garrido,  según  le  autorizaba  la  cláusula  7/  de  la  escritura, 
debía  suponérsele  conforme  y  satisfecho  con  las  incluidas  en  dicho 
documento: 

Resultando  que  conforme  el  ejecutado  D.  Pedro  Hernández  López 
eon  la  demanda  por  considerar  justa  la  reclamación  de  Garrido,  y 
presentados  los  escritos  de  réplica  y  duplica  en  que  las  otras  partes 
insistieron  en  sus  pretensiones,  se  recibió  el  pleito  á  prueba,  y  se  prac- 
ticaron en  su  término  las  respectivamente  articuladas;  y  el  demanda- 
do, además  de  varios  documentos ,  certificaciones  y  diligencias  judi- 
ciales, de  que  se  ha  hecho  mención ,  presentó  testigos ,  entre  ellos 
Dofia  Ramona  Blanco,  esposa  de  D.  Pedro  Hernández  López,  los  cuales 
aseguraron  por  oidas  públicas  que  hacia  más  de  tres  años  venia  con'* 
tándose  como  un  hecho  indudable  en  Medina  de  Rioseco  que  D.  Pedro 
Hernández  López  tenia  otorgada  en  favor  de  D.  Sebastian  Garrido  una 
escritura  hipotecaria  de  préstamo  por  valor  de  ni\s  de  20.009  duros 
eon  el  objeto  de  aparecer  constituido  en  insolvencia  de  otra  fuerte 
cantidad  que  el  propio  D.  Pedro  adeudaba  á  un  sujeto  de  Oviedo,  por 
virtud  de  cierto  pagaré,  y  que  también  se  referia  como  un  hecho  in- 
dudable el  de  que  D.  Addrés  Hernández,  hijo  del  D.  Pedro,  tenia  un 
resguardo  de  los  veintitantos  mil  duros  indicados  como  satisfechos  por 
éi  á  D.  Sebastian  Garrido: 

Resultando  que  después  de  alegar  las  partes  de  su  derecho  se  dictó 
un  auto  para  mejor  prover,  en  virtud  del  cual  declararon  D.  Sebastian 
Garrido  que  á  los  cuatro  ó  cinco  dias  de  haber  demandado  D.  Pedro 
Hernández  López  á  juicio  de  conciliación  para  el  pago  de  los  800.0ÍM 
reales  le  fueron  entregados  por  el  D.  Pedro  400  y  más  miles  de  reales 
en  plata  y  oro  que  llevó  el  mismo  y  su  hijo  D.  Andrés  Hernández  en 
dos  ó  tres  veces,  sin  que  de  ello  se  suministrara  documento  de  recibo, 
y  lo  apuntó  en  sus  libros  particulares;  y  el  D.  Pedro  Hernández  López 
qoe  á  los  cinco  ó  seis  dias  de  celebrado  el  acto  conciliatorio  promo- 
Vido  por  D.  Sebastian  Garrido,  entregó  á  éste  400  y  más  miles  de  rea- 
les en  pago  de  los  800.000  por  que  fué  demandado,  y  de  lo  cual  le  dltf 
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recibo  al  D.  Sebastian,  que  no  sabia  si  lo  conservada  en  su  poder,  y 
que  dicbos  400.000  rs.  se  los  pidió  á  D.  Juan  Fernandez  Rico,  del  co- 
mercio de  Valladolid,  sin  que  le  otorgara  documento  público  ni  pri- 
"vado  alguno,  debido  á  la  amistad  que  con  él  tenia: 

Resultando  que  dictada  sentencia  por  el  Juez  declarando  sin  valor 
ni  efecto  la  escritura  de  11  de  Febrero  de  1865,  interpuso  apelación 
D.  Sebastian  Garrido;  y  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia,  por  sentencia 
de  6  de.  Diciembre  de  1869,  con  revocación  de  la  apelada,  declaró  que 
el  crédito  de  44.857  escudos  500  milésimas  de  D.  Sebastian  Garrido, 
era  de  mejor  derecho  que  el  de  D.  Benito  González,  y  en  su  conse- 
coenca  mandó  que  del  valor  de  los  bienes  embargados  á  D.  Pedro 
Hernández  se  hiciera  pago  preferente  al  D.  Sebastian  de  su  haber,  in- 
tereses y  costas  que  se  le  causasen  hasta  su  efectivo  pago,  sin  expresa 
condenación  de  costas  de  la  segunda  instancia: 

T  resultando  que  D.  Benito  González  Díaz  interpuso  recurso  de  ca- 
sación, citando  entonces  y  después  en  tiempo  oportuno  en  este  Tribu- 
nal Supremo  como  infringidos: 

1/  El  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  si  la  verdad 
legal  se  encontraba  en  el  dicho  de  dos  testigos  idóneos  y  conformes, 
con  mayor  razón  se  entenderla  que  existia  en  el  aserto  unánime  de  31 
testigos,  todos  personas  ciertas  y  fidedignas,  que  fundaban  sus  decla- 
raciones en  causas  probables,  sin  que  hubiesen  sido  contradichas 
aquellas  por  las  de  algún  otro  testigo  del  demandante;  siendo  tanto 
•más  creíbles  y  aceptables,  cuanto  que  se  hallaban  corroboradas  por 
el  contenido  de  una  larga  prueba  instrumental,  muchos  de  cuyos  do- 
cumentos Justificaban  por  sí  solos  la  verdad  y  procedencia  legal  de 
las  pretensiones  del  recurrente,  sin  que  la  circunstancia  de  ser  la 
prueba  de  fama  pública  debiera  perjudicar,  si  se  consideraba  que  el 
hecho  sobre  que  recala  era  de  tal  índole  y  naturaleza  que  no  admitía 
otra  clase  de  justificación. 

S.*  El  mismo  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  la 
apreciación  de  prueba  á  que  se  referia,  era  sólo  y  taxativamente  res- 
pecto á  la  de  testigos  y  no  á  la  de  documentos ,  y  en  la  sentencia 
una  y  otra  hablan  sido  unidas,  confundidas  y  desechadas,  sin  expo- 
nerse razón  alguna  legal,  con  relación  á  la  última,  que  sirviera  de  fun- 
damento á  la  calificación  de  insuficiente  que  de  ellas  se  hacia. 

3.*  Los  artículos  S79  y  280  de  la  propia  Ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
Tli,  puesto  que,  según  ellos,  el  primer  medio  de  prueba  era  el  de 
documentos  públicos  y  solemnes,  en  cuya  denominación  se  compren- 
dían todos  los  ofrecidos  y  presentados  por  el  demandado ,  adminis- 
trados de  todos  los  requisitos  que  prescribía  el  art.  281  para  decirse 
eficaces,  y  con  todo  el  lleno  y  fuerza  probante  que  se  pudiera  desear. 
4.*  La  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  12  de  Junio  de  1867, 
CB  que  se  establece  la  jurisprudencia  de  que  la  escritura  pública  entre 
lurtes,  fiun  caando  tenga  todas  las  solemnidades  legales,  no  acredita 
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los  hechos  en  ella  consignados  en  perjuicio  de  terceras  personas  qae 
no  han  tenido  parte  ó  intervenido  en  su  otorgamiento»  y  menos  si  la 
Sala  sentenciadora  aprecia  la  prueba  suministrada  calificando  el  do- 
cumento de  simulado,  por  cuanto  á  la  vez  que  se  declaraba  que  las 
pruebas  de  testigos  y  documentos  de  González  Díaz  no  eran  los  bastan- 
tes, se  atribuía  á  la  escritura  hipotecaria  de  11  de  Febrero  de  ISGS 
toda  la  eficacia  necesaria  en  perjuicio  del  demandado,  siendo  así  qae 
no  se  referia  á  hechos  6  actos  de  presente,  sino  que  decía  reiadon 
al  contrato  otorgado  en  una  obligación  privada  un  affo  antes  y  al 
compromiso  contraído  en  el  juicio  de  conciliación  celebrado  entre  ios 
supuestos  deudor  y  prestamista,  cuyos  actos  fueron  preparatorios  de 
la  simulación,  y  lo  expuesto  y  alegado  contra  los  mismos  refluía  in- 
mediatamente contra  el  fondo  ó  contenido  de  la  escritura. 

5.*  Los  artículos  37,  39  y  40  de  la  Ley  hipotecaria,  por  cnanto  en 
la  escritura  hipotecaria  de  11  de  Febrero  de  1865,  ni  el  Escribano 
daba  fé  de  la  entrega  de  la  cantidad  del  préstamo,  ni  el  demandante 
intentó  probaria  siquiera;  siendo,  por  lo  tanto ,  una  presunción  jtifíi 
et  de  jure  la  de  que  en  el  supuesto  y  no  concedido  caso  de  que  el 
contrato  de  préstamo  no  fuese  simulado,  se  rescindirla  como  hecho  en 
fraude  de  legítimo  acreedor,  sin  necesidad  de  prueba  alguna  de  dicho 
fraude,  por  nacer  éste  de  una  presunción  que  no  admitía  prueba  en 
contrario. 

6/  La  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  22  de  Noviembre  de 
1862,  que  declara  que  la  escritura  en  que  uno  se  confiesa  deador  de 
cierta  cantidad,  si  bien  puede  ser  obligatoria  en  cuanto  á  este  extre- 
mo para  el  que  la  otorgó  y  dar  derechos  á  aquel  en  cuyo  favor  se 
constituyó,  no  sirve  ni  puede  perjudicar  intentando  en  ella  una  ter- 
cería á  otro  acredor  más  antiguo,  y  mucho  menos  cuando  el  deador 
ai  tiempo  de  otorgar  la  expresada  escritura  aparecía  insolvente. 

7.'  La  sentencia  de  27  de  Junio  de  1861,  que  establece  que  si  bien 
es  positivo  que  por  la  ley  5.%  tít.  24,  libro  10  de  la  Novísima  Reco- 
pilación se  otorga  preferencia  á  las  obligaciones  consignadas  en  es- 
critura pública  sobre  los  créditos  meramente  personales  y  quirogra- 
farios, esto  no  quiere  decir  que  aquella  preferencia  alcance  tambimí, 
porque  faifa  su  base,  entre  otras,  á  las  escrituras  que  versen  sobre 
objetos  reprobadois  ó  adolezcan  de  algún  otro  género  de  nulidad:    , 

8.*  La  sentencia  de  15  de  Diciembre  de  1860,  según  la  cual  los  do- 
cumentos autorizados  únicamente  con  la  firma  de  los  interesados  sAlo 
probarán  en  un  caso  contra  estos,  pero,  no  contra  un  tercero  á  qaies 
perjudiquen  en  sus  derechos  é  intereses. 

9.*   La  ley  5.%  tít.  10,  libro  24  (así  eh  original)  de  la  Novísima  Beca- 
pilacion,  que  dispone  que  los  contratos  y  obligaciones  consignados  ea  ' 
escritos  privados,  sellados  con  el  sello  que  les  corresponda ,  teagiB 
prelacion  sobre  los  créditos  personales  y  quirografarios  que  estén 
erítos  en  papel  común  sin  sello . 
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18.  La  ley  It,  til.  14,  Partida  5.%  que  determina  «é  por  ende  deci* 
mos  que  si  alguno  hobiese  i  dar  machos  debdos  que  fuesen  de  esta 
natura  conoscidos  por  carta.0  ante  testigos  ó  en  Jaicio,  que  cualquier 
^e  ellos  que  demandareí  efnebdo  por  juicio  é  por  quien  fuese  dada 
sentencia  primeramente  contra  el  debdor ,  maguer  el  su  debdo  fuese 
el  postrimero.» 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermin  de  Muro. 

Considerando  que  si  el  documento  en  que  uno  se  confiesa  deudor 
puede  ser  obligatorio  contra  él,  no  sucede  lo  mismo  respecto  á  otro 
acreedor  más  antiguo ,  especialmente  si  el  deudor  al  otorgarlo  apa- 
recía insolvente;  cuya  doctrina,  consignada  en  la  sentencia  de  este 
Tribunal  Supremo  de  22  de  Noviembre  de  1862,  aplicada  al  ejecutado 
D.  Pedro  Hernández  López,  es  uno  de  los  motivos  en  que  se  funda  el 
recurso: 

Considerando  que  habiendo  declarado  D.  Pedro  Hernández  López 
en  escritura  pública  de  31  de  Eoero  de  1865  que  cuanto  había  apor- 
tado hasta  aquel  día  á  su  segundo  matrimonio  con  Doña  Ramona  fiianco 
importaba  663.734  rs.,  siendo  entonces  deudor  de  800^000  y  sus  rédi- 
tos á  D.  Sebastian  Garrido  por  el  contrato  privado  de  24  de  Enero  de 
1864,  y  responsable  como  primer  endosante  de  los  256.955  rs.,  importe 
del  pagaré  de  20  de  Setiempre  del  mismo  año  de  1864,  librado  á  su 
orden  por  su  yerno,  y  á  virtud  del  cual  ha  sido  ejecutado,  es  evi- 
dente la  insolvencia  del  expresado  deudor  Hernández  López  al  otorgar 
once  dias  después  de  aquella  declaración  la  escritura  hipotecaria  de  11 
de  Febrero  de  1865,  en  que  funda  su  tercería  de  mejor  derecho: 

Considerando  que  entre  dos  ó  más  acreedores  personales  debe  ser 
pagado  primeramente  el  que  hubiere  demandado  en  Juicio  y  á  favor 
de  quien  se  hubiere  dado  sentencia,  aunque  su  crédito  sea  el  postri- 
mero, según  disposición  de  la  ley  11,  tít.  14,  Partida  3/,  y  que  ha- 
biéndose ejecutoriado  la  sentencia  de  remate  á  favor  de  D.  Benito 
González  antes  de  proponerse  por  Garrido  la  tercería,  no  ha  poiido 
declararse  de  mejor  derecho  el  crédito  de  este  último  sin  infringir  la 
mencionada  ley: 

T  considerando,  en  consecuencia  de  lo  expuesto,  que  al  declarar 
la  Audiencia  de  Yalladolid  de  mejor  derecho  el  crédito  de  Sebastian 
Garrido  al  de  D.  Benito  González  ha  infringido  la  expresada  ley  y  la 
doctrina  de  la  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo,  de  que  va  hecha 
mención; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re- 
caraií^de  casación  interpuesto  por  D.  Benito  González  Díaz;  y  en  su 
consecuencia  casamos  y  anulamos  la  expresada  sentencia,  y  mandamos 
Hjae  se  alce  el  depósito  y  se  entrene  al  recurrente  la  cantidad  de^ 
posltada. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Mairiié  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  co- 
I.  18 
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pte  necesarias,  i6  pronanciamos,  mandamos  y  flrmamos.stJaan  Goma- 
les Acevedo.=sJosó  M .  Gáceres^^Jos^^Miria  Herreros  de  TeJada.aFran- 
cisco  María  de  Gastóla. s Joaquín  Jaum^yj^José  Fermín  de  Muro. 
Benito  de  Posada  Herrera. 

FabiicaciOD:/' 

Leída  y  pu][>ncada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  Fermín  de  Muro,  Magistrado  del  Tribuna)  Supremo,  estando  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  primer»  ^  mismo,  el  día  de  hoy,  de* 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámarii  de  dicho  Supremo  Trí banal. 

Madrid  11  de  Noviembre  de  187iL:^6ñisio  Ant&njo  de  Puga.        ,  t 

NÓH.  64.    . 

p 

CASACIÓN. 


Reclamación  de  bienes. — Sentencia  de  12  de  Noviembre,  decla^ 
rando  no  haber  tugar  al  recurso  ne  casación  que,  fundado  en  h^ 
causa  7.*  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  in- 
terpuso D.  Ensebio  Oleína  contra  las  providencias  de  15  de 
Noviembre  de  1869  en  la  parte  que  espresó  y  de  2^  del  mis^ 
mo  mes,  dictadas  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Bar^ 
celona*.  en  pleito  con  los  herederos  del  Conde  Llar. 

En  ios  CONSIDERANDOS  se  establece:  -7 

!.•  Oite  según  el  art,  1.0á7  de  la  Ley  dé  Enjuiciamiento  civih 
cuando  ^e  admita  un  recurso  de  casación  en^  el  fondo,  ha  de  precjh 
der  á  la  remesa  de  los  autos  el  depósito  que  señala  la  meneio-' 
nada  ley, 

3^   ' Que  este  requisito  debe  cumplirlo  la  Audiencia  ante  qu¡f$  '4 
$fénterpone  el  recurso.  C*V 

Enría  villa  de  Madrid,  á  12  de  Noviembre  A||  1870,  en  los  antoi  > 
pudientes  ante  Nos  por  recurso  de  casación ,  s^p^dos  en.  el  Juzgado- '  ] 
de  nrimera  instancia  del  distrito  de  las  Afueras  dé  Barcelona  j.M  hl  '' 
Sala  seg  inda  de  k  Audiencia  de  su  tlrritório  por  9.  Ensebio  áteti^a 
eon  ios  berederos  del  Conde  de  Llar,  sobre  reclamaoiop  de  biexAfrOi.  ' 
el  dia  sobre  incidente  surgido  después  de  la*  admisión ^el  recurso:.;*' 

Resultando  qne  en  1864  presentó  Oleína  demanda  ordinaria 
A.  Pedro  Nolasco  Vives,  D.  Adanuei  José  de  Torres  y  D.  Francisc 
facióos  de  dicha  ciudad ,  como  herederos  de  D.  Cayetano  Plaipil|^||[^ 
de  FitMiller,  Conde  de  Llar,  para  que  dejasen  á  su  disposic¡(Ni  les  lA)^-  ' 
nes  y  derechos  que  detentaban,  procedentes  de  D.  írancisw.  de  N|k| , 
ceal  y  de  Cadel,  y  se  declarasen  nulas  tres  escrituras :      (  -  Vi 

Bd^ultandO' qne  seguido  el  pleito  por  sus  trámites,  dictó  sentaM^Jj 
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I  Juez  en  87  de  Enera  de  1868,  absolviendo  á  los  herederos  fidaciarios 
albaceas  de  D.  Cayetano  de  PlanelM  y  de  Ftballer,  C¡onde  de  Llar,  y 
Hidenando  á  D.  Eusebio  de  Olcina  á  perpetuo  sMíhcio,  sin  hacer  es^ 
deiái  condenación  de  costas  ; 

lesultando  que  apelada  esta  sentencia  por  Olcina ,  se  sign|ó  la  se- 
inda  instancia ;  y  la  Sala  segunda  de  la  expresada  Audiencia  pronun- 
6  sentencia  en  27  de  Octubre  de  1869,  por  la  que  aceptando  los  fun- 
imentos  de  la  apelada,  absolvió  á  los  herederos  fiduciarios  y  albaceas 
e  D.  Cayetano  de  Planella,  Conde  de  Llar,  de  la  demanda  de  Olcina, 
aponiendo  á  éste  perpetuo  silencio  sobre  la  misma,  sin  especial  con- 
ena  de  costas,  confirmando  en  estos  téroünos  la  sentencia  apelada: 

Besnltando  que  Olcina  interpuso  recurso  de  casación  en  el  fondo, 
;ne  le  fué  admitido  por  la  Sala  sentenciadora  en  providencia  de  15 
te  Noviembre,  mandando,  en  atención  á  la  conformidad  de  las  sen* 
encias  de  ambas  instancias,  que  acreditado  por  Olcina,  dentro  de  diez 
las,  haber  verificado  el  depósito  de  la  cantidad  de  4.000  rs.,  se  ele- 
aran  los  autos  á  este  Tribunal : 

Resultaudo  que  Olcina  pidió  reforma  de  esta  providencia  en  la 
'^fte  que  ordenaba  la  constitución  del  depósito :  y  para  el  caso  de 
lie  no  estimara  la  reforma,  apeló  de  dicha  providencia  para  ante  este 
'ribunal : 

Resultando  que  la  Sala  sentenciadora  por  providencia  de  22  de  No- 
iembre  declaró  no  haber  lugar  á  la  reforma  ó  enmienda  de  la  provi- 
encia  del  15  ni  á  la  apelación  que  subsidiariamente  se  interponía, 
>or  no  estar  ajustadas  estas  peticiones  á  la  Ley  de  Enjuiciamiento: 

Resultando  que  Olcina  interpuso  recurso  de  casación  de  la  provi- . 
lencia  del  15  en  la  parte  expresada  y  de  la  del  22,  fundándole  en  la 
Qfraccion  de  ley  y  jurisprudencia  que  citó,  y  además  en  la  causa  7/ 
el  art.  1.013  por  envolver  incompetencia  de  jurisdicción  la  resolución 
e  un  punto  que,  una  vez  apelado,  era  privativo  del  Tribunal  Supre- 
mo; y  manifestó  que  para  que  no  se  le  tachara  de  remiso,  y  sin  per- 
licio  de  los  recursos  interpuestos,  acompañaba  el  talón  de  depósito 
e  4.900  rs.: 

Resultando  que  admitido  el  recurso,  han  venido  los  autos  proce- 
iéndose  á  la  sustancíacion  del  relativo  á  la  forma. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Cáceres. 

Considerando  que,  según  el  art.  1.027  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
vil ,  cuando  se  admita  un  recurso  de  casación  en  el  fondo  ha  de 
míBder  á  la  remesa  de  los  autos  el  depósito  que  señala  la  mencio- 
ida  ley : 

Considerando  que  este  requisito  debe  cumplirlo  la  Audiencia  ante 
lien  se  interpone  el  recurso  ,  y  por  consiguiente  que  no  procede  ei 
tablado  en  la  forma  por  D.  Eusebio  Olcina  á  pretexto  de  incom- 
imicia; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
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raonvso  de  casación  que,  fundada  en  la  cansa  7/  del  ait.  1.(^18  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil;  intei^Klso  D.  Ensebio  Oleína  contra  las  pro- 
videncias de  15  de  Hiiviembre  de  1869  en  la  parte  qne  expresó  y  de 
22  del  mismo  mes ;  condenamos  al  recurrente  en  las  costas  y  á  la 
pérdida  de  2.000  rs.,  qne  se  deducirán  de  los  4.000  que  tiene  deposi- 
tados, y  se  distribuirán  en  la  forma  prevenida  por  la  ley;  y  respecto 
al  recurso  de  casación  que  por  infracción  de  ley  y  doctrina  interpuso 
et  mismo  contra  las  referidas  providencias  de  15  y  22  de  Noviembre» 
mandamos  que  se  proceda  á  su  sustanciacion  con  arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de  Ma- 
drid é  insertará  en  la  Colecelm  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias,  lo  proBunciamos ,  mandamos  y  fírmamos.==jQan 
González  Acevedo.=José  Haría  Gáceres.=Laureano  de  Arrieta.=sFran- 
cisco  María  de  Gastilla.=3Joaquin  Jaumar.=José  Fermin  de  Muro-s^e- 
nito  de  Posada  Herrera. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  María  Cáceres ,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  12  de  Noviembre  de  1870.=Francisco  Valdés. 

NüM.  65. 
CASACIÓN. 


Desahucio. — Sentencia  de  16  de  Noviembre,  declarando  no  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ignacio  Ló- 
pez de  la  Calle  y  consortes  contra  la  que  en  16  de  Diciembre 
de  1869  dictó  la  Sala  tercera  de  ta  Audiencia  de  Burgos,  en 
pleito  con  D.  Lucio  Porcel  y  Valdivias,  Marqués  de  Villalegre 
y  San  Millan. 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece : 

1  .^  Que  en  el  caso  de  que  por  llevar  unas  tierras  se  han  estado 
pagando  anualmente  ciertas  cantidades  de  frutos,  queda  demostrado 
que  los  pagadores  los  llevan  en  concepto  de  arrendatarios ,  y  ft^ 
por  lo  mismo  pueden  ser  desahuciados  mientras  no  se  pruebe  h 
contrario ,  según  lo  tiene  declarado  él  Tribunal  Supremo  en  sestten- 
da  de  íi  de  Febrero  de  1862.  ,..•.. 

2/  Que  la  ley  2.*.  ÍÍL  l.^  lib.  6.^  de  la  Novísima  Recopila!'.. 
don,  la  Real  Provisión  del  Consejo  de  20  de  Diciembre  de  .1768  f  ; 
la  Real  Cédula  de  6  de  Didembre  de  1785^  fueron  reformadae  fffr 
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la  lejí  de  8  de  Junio  de  1813,  restablecida  en  6  de  Setiembre  de  1836, 
efi  Virtud  de  la  cual  los  propietari§f  pueden  disponer  libremente  de 
las  fincas  como  mejor  les  convenga. 

Bn  la  Tilla  de  Madrid,  á  16  de  Noviembre  de  1870,  en  el  pleito 
segaido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Vitoria  y  en  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  de  fiúrgos  por  D.  Lucio  Porcel  y  Valdivias, 
Marqués  de  Villaiegre  y  San  Millan,  con  D.  Ignacio  López  de  la  Calle, 
D.  Martin  de  Ibisate,  Doña  Fausta  López  de  Vicuña ,  Doña  Narcisa  de 
Arbeo,  Doña  Paula  Fernandez,  Doña  Inocencia  y  Doña  Tomasa  Mar- 
quines  y  Doña  Martina  de  Alday,  viudas.  D.  Faustino  de  Elorza  y  Don 
Patricio  de  Gerio,  sobre  desahucio;  pnlkpendiente  ante  Nos  en  virr 
tud  de  recurso  de  casación  interpuesto  poFlos  demandados  contraía 
sentencia  qne  en  16  de  Diciembre  de  1869  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  el  Rey  D.  Enrique  11,  por  privilegio  de  IS  de  Mayo 
de  1407,  concedió  á  D.  Juan  Ruiz  de  Gaona,  en  remuneración  de  sus 
apreciables  y  continuados  méritos,  el  lugar  de  Arraya,  con  todos  sus 
términos,  montes,  prados,  pastos,  molinos,  aceñas,  tierras,  viñas,  de- 
besas,  aguas,  Escribanías;  martiniegas  yantares  y  demás  derechos, 
rentas,  pecbos  y  tributos,  como  también  el  señorío,  vasallaje  y  Jus- 
ticia civil  y  criminal,  alta  y  baja,  mero  y  misto  imperio,  quedando 
para  la  Corona  los  mineros  de  oro  y  plata,  alcabalas,  tercias,  servi- 
cios y  monedas;  habiendo  sido  aprobado  este  privilegio  por  D.  Juan  I 
en  SO  de  Agosto  de  1417: 

Resultando  que  en  3  de  Junio  de  1SI3  se  libró  una  ejecutoria,  de 
la  que  aparece  que  por  el  Alcalde  mayor  de  la  tierra  de  Arraya,  por 
sí  y  en  nombre  del  poseedor  de  ella  Pedro  de  Gaona  y  Pedro  de  Vi- 
llot.  Alcalde  ordinario,  se  siguió  pleito  sobre  nulidad  de  ciertos  pro- 
cesos, seguidos  contra  diferentes  personas,  por  ser  en  contraposición 
del  privilegio  que  aquella  tierra  tenia,  y  ser  suya  la  jurisdicción  en 
primera  instancia:  que  D.  Pedro  Gaona  pretendió  se  le  amparase  en  la 
posesión  en  que  habla  estado  de  la  jurisdicción  civil  y  criminal,  no 
sólo  en  primera  sino  también  en  segunda  instancia:  que  la  referida 
tierra  contradijo  esta  pretensión,  que  fundó  en  una  sentencia  arbitral 
dada  á  25  de  Mayo  de  1457  y  confirmada  por  los  Reyes  Católicos  en  22 
de  Octubre  de  1483,  en  razón  de  un  pleito  que  se  habla  seguido  entre 
los  vecinos  de  la  tierra  y  Juan  de  Gaona,  dueño  de  ella,  respecto  á  la 
jurisdicción,  en  la  cual  se  habla  declarado  que  pertenecía  legítima* 
mente  á  D.  Juan  de  Gaona  y  sus  sucesores  en  fuerza  del  privilegio  y 
merced  con  que  las  obtenían;,  pero  que  el  ejercicio  de  la  misma  debían 
usarle  los  vecinos  pasando  las  apelaciones  ante  el  referido  Juan- de 
Gaoná,  y  mandando  que  aquellos  tuviesen  para  su  uso  y  aprovecha* 
miento  todos  los  montes,  dehesas,  tierras  y  dem&s  que  hubiese  en  el 
aefiorio  de  Arraya,  excepto  las  cuatro  aldeas  llamadas  Izarza,  Ogula, 
Berrogui  y  Ayago,  mediante  á  haber  desempadroi^ado  &  sus  vasallos 
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al  expresado  Juan  de  Gaona;  y  mediante  á  haberse  reconocido  la  ae- 
<{ion  y  derecho  que  éste  tenia  á  q0e  le  pagasen  pechos  los  vecinos,  por 
razón  del  señorío,  en  fuerza  del  citado  privilegio,  se  mandó  le  pftgasen 
<»da  año  10.000  rs.  y  otros  2.378  por  el  yantar  y  por  razón  de  la  Jus- 
ticia; y  que  la  Ghancilierla  de  Valiadolid  por  sentencia  de  10  de  Di- 
ciembre de  1511  amparó  á  ios  concejos  y  vecinos  de  la  tierra  de  Arraya 
en  la  posesión  de  usar  y  vender  la  jurisdicción  criminal  y  de  primera 
instancia  según  lo  reí^uelto  por  la  citada  sentencia  arbitral: 

Resultando  que  á  virtud  de  lo  dispuesto  por  el  Rey  D.  Felipe  V  de 
valerse  por  dos  años  de  las  alcabalas  y  demás  rentas,  derecbos  y  oí- 
dos que  por  cualquier  títulc^^hubiesen  segregado  de  la  Corona,  man* 
dando  se  presentasen  en  bpPmb  de  Ministros  formada  para  ello  los 
privilegios,  despachos  y  cremas  papeles  que  cada  uno  tuviese  para  la 
justificación  de  la  forma  en  que  poseían  estas  rentas  y  oficios,  á  fin  de 
que  en  su  vista  se  le  consultase  gubernativamente  lo  que  se  la  ofre- 
ciese y  pareciese,  suplicó  á  D.  Francisco  José  de  Yicufia  Gaona,  con 
presentación  de  los  documentos  mencionados,  que  se  exceptuase  del 
decreto  de  incorporación  el  señorío ,  jurisdicción ,  pechos  y  demás 
derechos  que  obtenía  como  sucesor  de  cierto  mayorazgo  en  las  villas 
de  Berroci  é  Izarza  y  las  aldeas  de  Ayago,  Ansasolva,  Ogina  y  Za- 
maura;  y  visto  en  la  referida  junta,  dada  cuenta  al  Rey  de  lo  que  se 
la  ofrecía,  condescendió  con  la  instancia,  expidiéndose  Real  cédula  et 
f5  de  Mayo  de  1711,  en  la  que,  confirmando  y  ratificando  todas  las 
indicadas  justificaciones,  mandó  que  se  le  mantuviera  en  la  perpetua 
propiedad  y  goce  de!  señorío,  rentas,  pechos  y  derechos  jurisdiccio- 
nales de  dichas  villas  y  aldeas,  sin  que  se  le  inquietase  en  su  justa  y 
antigua  posesión,  por  estar  todo  ello  exceptuado  del  decreto  de  in- 
corporación de  enajenación  á  la  Corona;  ordenando  que  satisfecho  el 
importe  del  arrendamiento  de  dichas  rentas,  por  lo  correspondiente  á 
los  dos  años  de  que  habla  resuelto  valerse  de  este  género  de  rentas 
jurisdiccionales ,  se  alzasen  los  embargos  que  se  hubiesen  hecho,  sen- 
tándose esta  cédula  de  confirmación  en  los  libros  de  lo  salvado  que 
tenían  el  Gobernador  y  dos  de  su  Consejo  como  en  efecto,  se  sentó, 
alzándose  los  embargos  ejecutados  : 

Resultando  que  en  17  de  Noviembre  de  1860  fueron  requeridos  m 
dos  distintas  diligencias,  á  instancia  del  apoderado  del  Marqués  de 
Tillalegre,  Ignacio  Lacalle,  Esteban  Quintana,  Martin  de  Ibisate  y 
Fausta  López,  vecinos  de  Berroci,  para  que  dejasen  libres  y  desem* 
barazadas  las  casas,  tierras  y  posesiones  que  correspondian  al  Maf^ 
qués,  á  lo  que  contestaron  que  no  se  daban  por  requeridos  ni  fírma* 
ban  la  diligencia;  y  Faustino  y  Jacinto  de  Blorza ,  Manuel  de  Arzola, 
Domingo  y  Tomasa  Marquinez  y  Patricio  de  Cerio,  vecinos  de  Izana^ 
para  que  no  pagando  las  235  fanegas  dos  celemines  de  trjgo,  anuales» 
que  les  imponía  de  renta,  dejasen  libres  y  desembarazadas  cuantas  pi^ 
piedades  correspondian  al  Marqués,  á  lo  que  contestaron  que  IM^ 
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-convenían  en  pagar  renta  alguna ,  ni  menos  en  darse  por  deshaucia- 
^os,  mientras  no  presentase  ios  docamentos  de  propiedad.: 

Resultando  que  en  S2  de  Enero  de  1867  entabió  el  Marqués  de  YU 
llalegre  ia  demanda  objeto  de  este  pleito»  exponiendo  que  entre  ios 
bienes  que  le  correspondian  se  encontraban  las  propiedades  y  case* 
ríos  que  en  ios  pueblos  de  Berroci  é  Izarza  llevaban  en  arrenda-» 
miento  Martin  Ibisate  y  todos  los  demás  referidos,  que  pagaban  las 
rentas  que  respectivamente  expresó:  que  dichos  arrendatarios ,  qae 
-con  este  solo  título  hablan  venido  disfrutando  las  tierras  y  casas 
desde  que  á  fines  del  siglo  pasado  se  habían  ratificado  en  favor  de 
sus  causantes  todas  las  escrituras  de  u|Hndamieoto  que  tenia  recla^ 
inadas  al  Archivo  de  la  casa ,  y  qo^ftlbiria,  hablan  venido  pa* 
gando  hasta  el  año  de  1860  la  renta  que  vejaba  expresada,  sin  que 
bobieran  tenidolnada  que  oponer;  sin  embargo  de  lo  cual  en  el 
citado  año  se  jaRlan  negado  al  pago  mientras  que  el  Marqués  na 
presentara  los  fftulos  de  propiedad:  que  prescindiendo  de  su  incon* 
secuencia  por  haber  venido  pagando  religiosamente  el  arrendamiento 
basta  el  citado  año,  la  cuestión  estaba  resuelta  en  la  sentencia  de 
este  Supremo  Tribunal  de  17  de  Marzo  de  1859 ,  en  que  se  prevenía 
^e  en  el  juicio  de  deshaucio  no  podian  resolverse  inddentalment6 
cuestiones  que  tendieran  ¿  destruir  el  derecho  de  propiedad  del  que 
babia  arrendado  en  concepto  de  dueño ;  y  toda  vez  que  era  doctrina 
^x>rriente  que  cuando  las  partes  no  habían  estipulado  plazo  para  eA 
arrendamiento,  debía  considerarse  que  hablan  consentido  en  el  legar 
f>ara  dejar  la  finca  después  del  aviso,  aun  cuando  indicasen  que  no 
se  daban  por  requeridos,  suplicó  que  se  le  declarase  haber  lugar 
al  deshaucio,  mandando  que  el  lanzamiento  se  verificase  en  el  acto» 
respecto  de  las  fincas  rústicas  que  cada  uno  llevaba,  conforme  al  ar* 
tícalo  648;  y  en  el  término  de  ocho  ám»  respecto  de  las  casas  y  ba- 
bitaciones  en  que  vivían,  de  acuerdo  con  el  647;  procediendo  de  con- 
formidad con  el  651 ,-  pasados  aquellos  términos ,  y  con  el  653  para 
cubrir  todas  las  costas  de  este  incidente : 

Resultando  que  negada  por  los  demandados  en  el  juicio  verbal 
la  cualidad  de  inquilinos  y  arrendatarios ,  contestaron  á  la  demanda 
pretendiendo  se  les  absolviese  de  ella ,  y  reconviniendo  al  deman- 
dante para  que  se  le  condenase  á  restituirles  las  prestaciones  seño- 
riales y  feudales  que  en  trigo  y  cebada  le  hablan  entregado  desde  el 
día  S6  de  iigosto  de  1837  hasta  el  año  de  1860;  sosteniendo  para  ello 
^ne  lo  que  hasta  el  año  de  1860  hablan  satisfecho,  había  sido  peohas 
y  prestaciones  del  señorío  jurisdiccional  que  el  Marqués  había  ejer- 
cido en  virtud  de  la  donación  que  el  Rey  Don  Enrique  II  babia  be* 
cho  á  su  antecesor,  y  hablan  quedado  abolidas  por  las  leyes  de  sefio- 
tíos:  que  ia  de  1837  consignaba  la  obligación  de  presentar  los  títulos 
primitivos  de  ser  las  pensiones  de  origen  alodial  y  libre,  cesando 
desde  el  momento  toda  la  que  denotase  señorío  ó  vasallaje;  siendo 
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nulo  y  debiendo  restitairse  todo  pago  que  se  yerificase  en  infraccioB' 
de  dicbas  leyes ;  y  que  según  ellas,  el  demandante  debía  Jastificar 
que  babia  pasado  por  el  juicio  de  incorporación  y  obtenido  declara- 
ción favorable,  la  cual,  sin  embargo,  no  podia  perjudicar  ni  debia 
ser  cumplida  en  cuanto  á  los  derechos  Jurisdiccionales  y  prestaciones, 
qne  denotasen  señorío  ó  vasallaje,  que  hablan  quedado  abolidos : 

Resultando  que  el  demandante  presentó  al  replicar  diferentes  do- 
cumentos, y  entre  ellos,  16  escrituras  de  arrendamiento,  otorgadas^ 
por  D.  Francisco  de  Vicuña  y  Gaona  en  el  año  de  1673,  y  las  restan- 
tes por  el  Marqués  de  Viilalegre  en  los  de  1747  al  1769,  á  favor  de 
vecinos  de  Izarza  y  Berroci^e-  varias  fincas  rústicas  y  urbanas  por 
tiempo  de  nueve  á  doce  sJflirV  ^^  renta  que  estipularon  en  trigo  y 
gallinas;  y  que  en  su  escrito  insistió  en  que  era  propietario  particular 
de  los  términos  y  bienes  de  dichas  villas,  no  teniendo  los  vecinos  otro 
carácter  que  el  de  colonos  é  inquilinos  del  Marqués,  habiendo  satisfe- 
cho religiosamente,  en  tal  concepto,  hasta  el  año  de  1860  las  renta» 
de  las  casas  en  que  vivían,  y  de  las  heredades  que  labraban  y  pasta- 
ban con  sus  ganados : 

Resultando  que  practicada  prueba  por  las  partes,  dictó  sentencia  el 
Juez  de  primera  instancia,  estimando  el  deshaucio,  y  condenando  en  su 
consecuencia  á  los  demandados  á  dejar  libres  y  desembarazadas  las 
fiíícas  rústicas  y  urbanas  que  llamaban  en  los  términos  de  las  villas 
de  Izarza  y  Berroci;  apercibiéndoles  de  lanzamiento  si  no  lo  ejecuta- 
sen en  el  plazo  de  veinte  dias,  absolviendo  de  la  reconvención  al 
Marqués  de  Viilalegre,  á  quien  y  á  los  demandados  reservó  el  derecha 
que  pudiera  asistirles  para  la  reclamación  de  mejoras  que  entre  sí  6 
terceras  personas  pudiera  haber  con  motivo  de  la  posesión  y  arriendo 
de  las  citadas  fincas : 

Resultando  que  la  Sata  tercera  de  la  Audiencia  de  Burgos  conflr* 
mó  esta  sentencia  en  16  de  Diciembre  de  1869,  mandando  que  se  pa- 
sara al  Ministerio  fiscal  copia  certificada  de  ambas  sentencias  y  del 
apuntamiento,  á  los  efectos  que  fueran  procedentes : 

Resultando  que  los  demandados  interpusieron  recurso  de  casación» 
Citando  al  interponerle,  y  después,  en  tiempo  oportuno  en  este  Sapre- 
mo  Tribunal  como  infringidos: 

1«*  Las  leyes  10  y  11,  tít.  17,  libro  10  de  la  Novísima  Recopila- 
clon;  la  2/  de  las  que  al  confirmar  las  gracias  y  donaciones  conce- 
didas por  Don  Enrique  II  de  que  trataba  la  ley  anterior  las  habla  so* 
metido  á  un  juicio  de  revisión  en  las  Ghancillerías  y  Audiencias  con 
citación  de  los  Fiscales  del  Rey,  y  sin  embargo  de  no  haberse  Jnsti^ 
flcado  que  se  hubiera  seguido  aquel  juicio,  la  sentencia  lo  daba  por 
supuesto  y  concedía  al  Marqués  la  propiedad  de  los  bienes  que  eran 
objeto  del  deshaucio,  cuando  sin  aquel  indispensable  requisito  no  sa- 
le podia  considerar  dueño  de  ellos. 
8.*    £1  art.  5.*  del  decreto  de  6  de  Junio  de  1811,  y  el  i/  de  la  Iq^ 
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ée  8  de  Mayo  de  1889,  y  muy  particulariDeiite  f  1  1.*  y  el  3/  de  la 
ley  de  H  de  Agosto  de  1837,  con  arreglo  á  tos  caales  el  Marqués  no 
pedia  considerarse  duefio  de  los  territorios  de  Berroci  é  Izarza  mien- 
tras no  tUYiera  Ingar  el  juicio  instructivo  de  que  trataba  el  art.  4.*  de 
la  ley  de  3  de  Mayo  de  18S3 ,  con  audiencia  del  Mi nsterio  fiscal 
y  de  los  pueblos;  infringiéndose  también  el  art.  4.*"  de  la  úl- 
tima al  declarar  al  Marqués  exento  de  presentar  los  títulos  de  ad- 
quisición por  baber  sufrido  el  juicio  de  incorporación  ó  de  rever- 
sión, y  obteniendo  sentencia  favorable  ejecutoriada,  toda  vez  que  para 
declarársele  comprendido  en  este  articulo  se  daba  á  una  Real  cédula 
de  85  de  Mayo  de  1711  carácter  y  valor^^e  ejecutoria,  cuando  no  era 
más  que  una  disposición  gubernativa,  eñ  qhe  no  babia  babido  ni  Tri- 
bunal, ni  juicio,  ni  partes  contendientes: 

3/  La  ley  8/,  tít.  1.^  libro  6/  de  la  Novísima  Recopilación ,  que 
prohibe  á  ios  señores  de  aldeas  ó  de  solares  tomar  el  solar  á  los  sola- 
riegos, ni  á  sus  hijos,  ni  á  sus  nietos,  ni  aquellos  que  de  su  generación 
finiesen,  pagándole  lo  que  deben  pagar,  de  donde  se  infería  que,  aun 
partiendo  del  supuesto  de  que  el  Marqués  fuese  dueño  y  propietario 
de^  los  terrenos  de  Berroci  é  Izarza  ,  no  poitfia  ejercer  el  derecho  de 
desahucio,  sino  únicamente  reclamar  lo  qo^ae  le  debiera  en  concepto 
de  rentas  y  pensiones,  con  tanto  más  razón,  cuanto  que  según  las 
leyes  citadas  de  señoríos,  no  podía  el  Marqués  ejercer  el  dominio  ni 
actos  posesorios  sobre  aquellos  términos,  por  no  baber  cumplido  con 
las  prescripciones  de  dichas  leyes. 

4/  La  ley  de  8  de  Junio  de  1813 ,  restablecida  en  6  de  Setiembre 
de  1836,  y  el  tít.  18,  Partida  1.*  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que 
habla  del  juicio  de  desahucio ,  y  que  reconocen  por  base  el  arrenda- 
miento, como  también  lo  había  reconocido  el  Marqués,  alegando  que 
lo8  demandados  hablan  disfrutado  las  tierras  en  concepto  de  arren- 
datarios; y  sin  embargo  de  que  estos  hablan  negado  la  existencia  del 
contrato  de  arriendo  y  no  se  habla  probado  que  existiese,  faltando 
por  consiguiente  la  base  del  desahucio  é  infringiéndose  además  el  prin- 
cipio de  derecho.  Actor e  non  probante  reus  est  absolvendus. 

5.*  La  sentencia  de  este  Tribunal  de  13  de  Mayo  de  1863 ,  en  que 
86  establece  la  doctrina  de  que  para  decretar  el  desahucio  es  preciso 
justificar  el  dominio  de  la  cosa  que  se  trata  de  desahuciar,  y  el  Mar- 
qués no  había  justificado  el  de  las  casas,  montes  y  heredades  que  su- 
ponía le  pertenecían  en  Berroci  é  Izarza,  ya  porque  no  habla  presen- 
tado título  de  propiedad  independiente  del  señorío,  ya  porque  no  habia 
sometido  el  título  señorial  ni  al  juicio  de  revisión  de  que  trataba  la 
ley  11,  tít.  17,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  ni  al  instructivo 
de  que  hablaban  las  leyes  de  señoríos ;  requisitos  sin  los  cuales  no  se 
podía  conceder  el  carácter  de  dueño;  y  tanto  menos  habia  podido 
prosperar  la  demanda,  cuanto  que  el  Marqués  carecía  hasta  de  la  po- 
sesión, pues  él  mismo  confesaba  que  los   demandados  no  hablan  sa- 
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tisfecho  ni  rentas  ni  prestaciones  desde  1860,  desde  cuya  fécba  estabas 
los  vecinos  de  Izarza  y  Berroci  en  la  posesión  de  disfratar  los  bienes 
y  disponer  libremente  de  ellos.  .      ^ 

6/  La  sentencia  de  11  de  Abril  de  1855,  en  que  se  establece  que  el 
Ministerio  fiscal  es  el  Jegítimo  representante  de  los  bienes  del  Estado, 
y  que  debe  ser  citado  y  emplazado  en  tiempo  y  forma  cuando  se  pro^  ,, 
moviese  el  litigio  sobre  ellos ;  y  la  orden  del  Gobierno  provisional  de  ¡^ 
9  de  Noviembre  de  1843,  qué  disponía  lo  mismo,  puesto  que  sin  em- 
bargo de  que  por  la  ley  de  1/  de  Mayo  de  1855  se  declaraban  bienes 
nacionales  los  propios  y  comunes  de  los  pueblos,  y  que  el  Estado  podia 
tener  algún  derecbo  en  los  de  Berroci  é  Izarza,  no  se  habia  emplazado 
nroido  en  este  pleito  al  Ministerio  fiscal;  necesidad  qbe  reconocía  la 
sentencia  al  mandar  que  se  le  pasara  á  dicho  Ministenio  certificación 
de  la  misma  y  del  apuntamiento ;  pero  con  lo  cual  no  se  subsanaba 
la  nulidad  de  los  procedimientos,  fundada  en  ser  necesaria  la  audien. 
cia  del  Ministerio  fiscal. 

1.*  Por  no  baber  en  los  autos  justificación  alguna  de  que  el  actor 
tuviera  título  de  dominio  sobre  los  bienes  que  versaba  la  demanA 
de  desahucio,  la  jurisprudenccia  consignada  por  este  Tribunal  en  senten- 
cia de  18  de  Octubre  de  1867  y  13  de  Mayo  de  1868,  según  las/]ne,  pam 
que  proceda  el  desahucio  de  una  finca  debe  acreditar  el  actor  que  le  j 
pertenece  su  dominio. 

8.*    La  ley  1/,  tít.  14,  Partida  3/,  porque  habiendo  negado  los  ro- 
cúrrenles  ser  sucesores  de  aquellos  que  celebraron  los  contratos  «de 
arrendamiento  traidof  á  los  autos,  el  actor  habia  manifestado  que  la    ' 
prueba  resolviera  la  duda,  y  no  se  habia  hecho  semejante  justificacioa,    * 
sin  embargo  de  lo  cual  se  daba  el  hecho  por  cierto.  ^ 

9/  Supuesto  el  concepto  de  dueño  en  el  Marqués  y  de  arrendatarios 
los  recurrentes,  al  acordar  el  desahucio,  la  Real  provisión  del  Consejo 
de  20  de  Diciembre  de  1768  ,  que  prohibe  despojar  á  los  renteros  de 
tierras  y  despoblados  de  las  que  tengan  en  arrendamiento,  badoidD 
extensiva  á  todo  el  Reino  la  posesión  que  á  virtud  de  ejecutoria  ph 
zaban  los  labradores  de  tierra  de  Salamanca  para  no  ser  despojados 
de  las  tierras  y  pastos  arrendados,  por  beneficio  á  la  agricultura;  y  la 
Real  cédula  de  6  de  Diciembre  de  1785 ,  según  la  cual,  tampoco  €i 
permitido  ¿  los  dueños  aumentar  las  rentas  ni  despojar  á  los  arren- 
dadores, sino  con  ciertas  limitaciones,  que  no  eran  del  caso,  pa6st0 
que  no  concurrían  ni  se  alegaban  por  el  actor. 

10.  Y  al  apoyarse  la  sentencia  en  el  decreto  de  las  Cortes  de  9  dt 
Junio  de  1818,  restablecido  en  6  de  Setiembre  de  1836 ,  que  no  Walk. 
aplicación  al  caso,  puesto  que  se  trataba  de  unos  arríendos  celebraáii. 
en  el  siglo  pasado,  el  principio  reconocido  por  todas  las  legisladoiiA 
de  que  las  leyes  no  tienen  efecto  retroactivo,  principio  sanciODadai|i 
la  nuestra,  principalmente  en  la  ley  15,  tít.  14,  Partida  3.*  y  en  li  1% 
título  17,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación.  .< 

•él 
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Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Jaumar. 

Considerando  que  reducida  la  demanda  del  Marqués  de  Villalegre 
é  que  los  demandados  sean  desahuciados  de  las  tierras  que  cultivan 
y  casas  que  habitan  por  haberse  negado  á  continuar  [>agándoie  lo  que 
por  razón  de  las  mismas  habían  venido  satisfaciéndole  religiosamente 
liasta  el  año  1860,.no  pueden  resolverse  iocidentalmente  cuestiones  so- 
bre derechos  de  propiedad  que  deben  reservarse  para  otro  juicio;  y 
que  por  lo  tanto  no  son  aplicables  al  presente  las  leyes  10  y  11,  tít.  17, 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  ni  las  de  3  de  Mayo  de  1823  y 
"M  de  Agosto  de  1837,  referentes  ai  decreto  de  Cortes  de  6  de  Janio 
de  1811 : 

Considerando  que  en  el  caso  de  que  por  llevar  unas  tierras  se  hatt 
estado  pagando  anualmente  ciertas  cantidades  de  frutos,  queda  de- 
mostrado que  los  pagadores  los  llevan  en  concepto  de  arrendatarios, 
y  que  por  lo  mismo  pueden  ser  desahuciados  mientras  no  se  pruebe  lo 
contrarío,  según  lo  tiene  declarado  este  Supremo  Tribunal  en  senten- 
cia de  14  de  Febrero  de  1862;  y  que  en  su  consecuencia,  habiendo  los 
demandado^  reconocido  que  hasta  el  año  de  1860  satisfacieron  al  de 
mandante  cantidades  determinadas  de  frutos  por  razón  de  las  Ancas 
de  que  se  trata,  debe  entenderse  que  lo  han  hecho  en  el  concepto  de 
arrendatarios  : 

Considerando  que  esto  se  corrobora  por  las  escrituras  del  arren- 
damiento, otorgadas  por  D.  Francisco  de  Vicuña  en  1673 ,  y  por  el 
anterior  Marqués  de  Villalegre  en  el  siglo  pasado  á  favor  de  vecinas 
de  Izarza  y  fierroci  de  varias  fíncas  rústicas  y  urbanas»  sitas  en  aque- 
llos términos ;  y  además  por  la  circunstancia  de  que,  habiendo  supuesto 
los  demandados  que  los  pagos  que  vinieron  haciendo  fueron  en  con- 
Inepto  de  pechos  6  tributos,  no  han  suministrado  prueba  alguna  para 
acreditarlo : 

Considerando  que  la  ley  2.%  tít.  1.%  libro  6.*  de  la  Novísima  Reco- 
pilación, la  Real  provisión  del  Consejo  de  20  de  Diciembre  de  il^i  y 
la  Real  cédula  de  6  de  Diciembre  de  1788,  además  de  que  exigían  ei 
puntual  pago  de  las  rentas ,  fueron  reformadas  por  la  ley  de  8  de 
Junio  de  1813,  restablecida  en  6  de  Setiembre  de  1836,  en  virtud  de  la 
<saal  los  propietarios  pueden  disponer  libremente  de  fas  fíncas  como 
mejor  les  convenga : 

T  considerando,  por  todo  lo  expuesto,  que  la  Sala  sentenciadora, 
al  estimar  el  desahucio  y  condenar  á  los  demandados  á  que  dejen 
libres  y  desembarazadas  las  fincas  rústicas  y  urbanas  de  que  se  trata, 
apercibiéndoles  de  lanzamiento  si  no  lo  ejecutan  en  el  plazo  de  veinte 
días,  no  ha  infringido  ley  ni  doctrina  alguna  de  las  que  invocan  iot 
recurrente ; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ignacio  Lopes  de  la  Callea 
"Confortes,  á  quienes  condenamos  en  las  costas;  y  ^mandamos  que  ae 
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devuelvan  los  autos  á  la  Audiencia  de  Bftrgos  con  la  certificación  cor^ 
respondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaata  y  se 
insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Juan  González- Ace- 
Tedo.=José  M.  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=Francisco  María  de 
Castilla .=Joaquin  Jaumar.=José  Fermín  de  Maro.=Benito  de  Posada 
Herrera. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Joaquín  Jaumar,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Supremo, 
estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma ,  el  dia  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  16  de  Noviembre  de  1870.=Gregorio  Camilo  García. 

NÍM.  66. 
CASACIÓN. 


Besgtsion  de  ün  contrato. — Sentencia  de  16  de  Noviembre  ^  de- 
clarando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  ijor 
José  Silva  Orloí^o  contra  la  que  en  9  de  Diciembre  de  186¿ 
dictó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Corufia,  en  pleito 
con  Andrea  y  Manuela  Silva. 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece: 
^  1.®    Que  la  ley  2.*.  tit.  7.*^.  libro  iO  de  la  Novísima  RecopUa- 
Clon  prohibe  la  donación  de  todos  los  bienes. 

2.®  O^c  ^w  la  ley  5.',  til.  6.",  libro  10  del  citado  Código  se  en 
carga  á  los  Intendentes  que  no  permitan  traspasos  de  bienes  en 
fraude  de  las  contribuciones  reales. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  16  de  Noviembre  de  1870,  en  el  pleito  ser 
^ido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Santiago  y  en  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  de  la  Coruña ,  por  José  Silva  Ortofío  con  'An- 
drea y  Manuela  Silva,  representadas  por  sus  respectivos  maridos  Juan 
de  Lago  Yilacoba  y  Pedro  García  Yerdulias,  sobre  rescisión  de  m 
contrato;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casaeiQi' 
interpuesto  por  el  demandante  contra  la  sentencia  que  en  9  de  Vt- 
dembre  de  1868  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  José  Silva  y  Ortofío,  en  atención  á  su  edad  y  achv- 
ques,  que  le  impedían  cultivar  sus  bienes,  los  cedió  y  donó  para  üm- 
pre,  por  medio  de  un  documento  simple,  que  firmó  en  20  de  Itan» 
de  1869  á  sos  hijas  Andrea  María  y  Manuela  y  á  sus  nietos,  hijot  di 
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Silvestre  Silya,  sa  bijo,  difanto,  por  terceras  partes,  con  las  condicio- 
nes que  le  habían  de  dar  cada  año  tres  cargas  de  maíz  y  ana  de 
centeno,  tres  ferrados  de  habichuelas,  200  rs.  en  dinero  para  comprar 
un  cerdo,  120  rs.  cada  tres  años  para  ropa  y  la  leña  que  necesitase  para 
hacer  la  comida,  reservándose  la  casa  donde  vivía  con  el  palomar  y 
agro  contiguo  á  ella,  y  señalando  además  para  su  entierro  y  funeral 
una  heredad,  que  sus  hijos  repartirían  con  igualdad,  si  contribuyesen 
é  soportar  aquellos  gastos,  y  cuyos  productos,  así  como  los  del  agro, 
los  aprovecharían  desde  entonces  mientras  viviera  6  lo  dispusiera ;  y 
cfue  Andrea  y  María  Manuela  Silva,  con  licencia  de  sus  respectivos 
maridos,  aceptaran  la  donación,  dando  á  su  padre  las  gracias: 

Resultando  qne  José  Silva  entabló  demanda  en  28  de  Mayo  de  1867 
para  que,  mediante  á  que  sus  citadas  hijas  no  habían  cumplido  las 
obligaciones  contenidas  en  la  citada  donación,  faltando  no  sólo  ai 
pago  de  las  cantidades  en  efectivo  en  los  cuatro  años  trascurridos, 
sino  también  á  las  asistencias  personales,  que  le  habían  rehusado  ea. 
el  tiempo  que  había  estado  enfermo,  habiendo  tenido  que  abonar  la 
contribución  de  un  año  por  bienes  de  que  ya  no  se  utilizaba;  y  á  que 
la  esencia  y  naturaleza  del  pacto  de  que  se  trataba  carecían  de  ro- 
bustez para  darle  estabilidad  y  subsistencia,  por  cuanto  había  sido 
constituido  simple  y  familiarmente  sin  ninguna  formalidad  legal,  único 
caso  en  que  pudiera  tener  perpetuidad;  pero  siempre  bajo  las  obser- 
vancias de  las  condiciones  impuestas,  que  no  se  habían  llenado ,  se 
condenase  á  Juan  de  Lago  y  Pedro  García ,  como  maridos  de  Andrea 
y  María  Manuela  Silva ,  á  dejar  á  disposición  del  demandante  todos 
los  bienes  que  de  su  pertenencia  estaBan  aprovechando ,  declarando 
rescindida  é  ineficaz  de  hecho  toda  convención  verbal  en  que  apoya- 
sen su  mal  llevada  posesión : 

Resultando  que  los  demandados  contradijeron  la  demanda,  funda- 
dos en  que  la  donación  entre  vivos  era  irrevocable,  y  sólo  podría  res- 
cindirse por  los  casos  de  ingratitud  determinados  por  la  ley:  que  al 
qne  pedia  la  rescisión  de  un  contrato  le  importaba  demostrar  su  ex- 
tensión y  las  causas  de  la  misma;  y  que  desde  la  ley  recopilada  no 
se  exigían  fórmulas  paralas  convenciones,  que  eran  siempre  válidas 
en  cualquiera  manera  que  aparecieran  establecidas ;  exponiendo  ade- 
más que  habían  cumplido  con  lo  establecido  en  el  convenio:  que  el 
demandante  para  entregarse  á  sus  malas  pasiones  vivía  separado  de  su 
mojer,  siendo  público  que  con  otras  había  malversado  el  producto  de 
sn  patrimonio  y  llamado  la  atención  de  los  Párrocos  por  su  conducta 
licenciosa;  y  que  el  objeto  de  su  demanda  era  devorar  su  patrimonio 
«n  más  breve  tiempo  que  el  que  tal  vez  le  quedase  de  vida : 

.  Resultando  que  el  demandante  replicó  que  los  demandados  le  ha- 
liian  injuriado  gravemente  en  su  escrito  de  contestación,  lo  cual  era 
istosa  bastante  para  que  el  donante  pudiera  pedir  la  rescisión  de  la 
donación: 
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EesQltando  que  absaeltos  los  demandados  por  la  sentencia  rero- 
Gitoria  que  4p  9  <i^  Diciembre  de  1868  dictó  la  Sala  tercera  de  la  Aa« 
dienciit  de'  HT  Coruja,  interpuso  el  demandante  recurso  de  casackm» 
citando'  <toni(f  4hffringidas: 

1.*  La  ley  2>,  tit.  7.*,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación ,  que 
firohibe  la  donación  de  todos  los  bienes ,  toda  vez  que  la  de  que  sa 
trataba  en  estos  autos  era  universal. 

S.*  Por  tratarse  de  una  traslación  de  dominio,  y  no  haber  satisfe^ 
ciio  á  la  Hacienda  los  di^recbos  que  le  eran  debidos,  la  ley  5.%  tito* 
lo  7.*,  libro  10  de  la  Novísima 'Recopilación,  que  establece  la  inefica- 
cia de  las  donaciones  otorgadas  en  fraude  del  Erario. 

9/   Las  leyes  8.*  y  3.%  tít.  16,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación, 

qae  prescriben  la  inscripción  en  el  Registro  de  la  Propiedad  de  todo 

cambio  formal  en  el  modo  de  ser  de  la  misma;  y  el  núm.  1.%  ártica* 

^l9-tAde  la  Ley  bipotecaria  y  otros,  concertantes  con  el  que  se  expon- 

^^mtgfKHñ  esforzar  el  recurso.    * 

7^4.*  La  regla  jurídica  de  que  las  convenciones  condicionales,  el 
""  so  cumplimiento  de  una  condición  posible,  por  descuido  6  falta  de 
noluntad  del  obligado  á  cumplirla,  deja  sin  efecto  el  contrato  como  la 
otra  parte  así  lo  exija;  pero  no  tenia  para  qué  requerirla  una  y  otra 
Tez  á  cumplir  antes  de  pedir  la  rescisión,  según  se  consignaba  en  la 
sentenciáis  parque  eso  seria  hacer  de  peor  condición  á  uno  de  los  con- 
tratantes, lo  cual  era  contrario  al  derecho. 

Tisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermin  de  Muro. 

Considerando  que  la  ley  2.*,  tít.  1,\  libro  10  de  la  Novísima  Re* 
copiiacion,  cuya  infracción  se  alega  como  primer  fundainento  del  re- 
curso, prohibe  la  donación  de  todos  los  bienes,  circunstancia  que  no 
concurre  en  este  pleito,  porque  José  Silva  Ortofio  no  ha  donado  todoá* 
SI»  bienes,  pues  que  se  reservó  alguno  de  ellos,  y  sobre  los  que  donó^ 
Impuso  á  los  donatarios  una  pensión  vitalicia  y  otras  condiciones, 
coya  falta  de  cumplimiento  baria  revocable  el  contrato;  bajo  cuyos 
supuestos  la  expresada  ley  no  es  aplicable  ai  caso,  y  por  lo  tanto  no 
ha  sido  infringida: 

Considerando  que  tampoco  tiene  aplicación  al  pleito  la  lej  5.\ 
titulo  7.*,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  tu  que  se  enearga-t' 
los  Intendentes  que  no  permitan  traspasos  de  bienes  en  fraude  dflrdlAlKA 
tribuciones  reales,  porque  el  contrato  de  80  de  Marzo  de  1863  no  ptwdA^ 
perjudicar  las  contribuciones  del  Estado ,  siendo  por  io  mismo  in 
dado  el  recurso  acerca  de  este  particular:  .  f^-' 

Ck)nsiderando  que  es  inoportuna  la  cita  de  las  leyes  2.*  y  3i.*.dlt- 
titulo  16,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación ,  que  versan  sobre*  U"'* 
potecas,  ya  porque  han  sido  reformadas  por  la  Ley  bipotecaria  vfgéÉli^  -^ 
ya  porque  se  refieren  no  á  todos  los  títulos  traslativos  de  domlnie,  siril|^« 
taieamente  á  los  que  contuviesen  expresa  hipoteca  6  gravamen, 
lo  qae  no  han  podido  ser  infringidas;  como  ni  tampoco  el  núOL  1.*, 
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lieolo  I.*  de- la  expreuda  Ley  bipotecarta,  Ique  previene  ae  fQscribaa 
en  el  teglstro  loa  títulos  iraalatiToa  del  domlaio  de  los  inmuebles, 
porque  no  declara  la  nulidad  de  los  que  no  se  inscrlbeo,  sino  qae 
limita  sos  preceptos  ft  salvar  los  derechos  da  tercero ,  pero  dejando 
vivas  las  obligaciones  entre  quienes  las  bayan  contraído: 

T  considerando  que  la  regla  Jurídica  de  que  los  contratos  condi- 
cionales pueden  rescindirse  por  el  no  cumplimiento  de  la  condición, 
DO  ha  sido  desatendida  como  supone  el  recurrente,  porque  no  ha  pro- 
bado que  los  demandados  hubiesen  dejado  de  cumplir  las  obligacio- 
nes que  contrajeron  según  declaración  da  la  Sala  sentenciadora; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  elación  interpuesto  sor  José  Silva  OrtoQo,  á  quien  con- 
denamos en/las -costas;  y  mandamos  que  se^  devuelvan  los  autos  á  la 
Andlencia  de  la  Cornña  con  la  certiGcacion  correspondiente. 

Asf  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeta  y' 
se  Insertará  en  la  Coltceim  ItgUlaíioa ,  pasándose  al  efecto  In  coplas 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  Gnnamos.sJnan  Gon- 
zález Acev6do.=Josd  Hsrla  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta-^Francisco 
Narla  de  CastUla.=:Joaqaln  ]aumar.=Jasé  Fermín  de  Haro.=BeDÍIo' 
de  Podada  Herrera. 

Fublicacion: .      '  . 

,teida  y  publicada  taé  la  anterior  sentencia  por  el  Ei(nno.'Sr.  Don  ' 
José  Fermín  de  ¡tfnro,  magistrado  de  la'Elala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo, estándose  celebrando  'audiencia  pública  en'la  misma,  el  día  • 
dekoy,  de  qne.ceuiflco  como  Escribano  de  Cámara.  -• 

',  Madrid  Ifi  de  Noviembre  de  1870.=B(ireg,Qrio  Camilo  García. 


'^ 
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Nó«.  63.  - 
CASACIÓN. 


^'•y  ■ 


'U)!iEi\ro  iic  u\cot("Ta.ATo.— Sentencia  de  16  de  Hei'iembnRi.  de- 
^*¿.»Mafa[Kl(i  no  haber  lugaival  recurso  ile  casación  int'erpnerto  por 
k?^  DoD  Xomáí<  ['¡culo  y  D.^rárBautista  Cobchillo,  coDlra  la  que 
y-'  (lictú  la  Sala  lercera-dfcfijpadieneia  deVatwwft;  en  pleilo  cod 
'  J>4tn  Anlnnio  Siiartí,  mFector  ger^tft  de^U  Sociedad  Caja 
'*** — -¡-de  Premsiok."        ■  -^^  -  .'  ',.  ■(*■ 

!a..Mut:oiysiDEnAflDOS  se  esHwÁe:.  -'''*' 
Qae  «v^tm  iloclrmt  estableétía  por  ■  «I    TribafuU   Supremo, 
tltando  se  su^le  dada  sobre  ía  itiíeligenm  de  lat  palabrat  y  <Mú- 
sutas  de  un  cástralo,  eljusg&dor,  Q($minaiailot$tas  mire  ti  y  con 
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las  pruebas  aducidas  durante  el  juicio,  debe  fijar  su  verdadera  I»- 
teligencia,  ateniéndose  pcura  ello  más  especialmente  al  objeto  ó  )Sji 
que  se  propusieron  los  contratantes  al  celebrar  el  contrato. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  16  de  Noviembre  de  1870,  eo  el  pleito  ser 
guido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Mar  de  Ta- 
iencia  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  misma  ciudad  por 
Don  Antonio  Suarez,  Director  gerente  de  la  Sociedad  Caja  Banco  de 
Previsión,  con  D.  Tomás  Piculo  y  D.  Juan  Bautista  Gonchiilo  Admioia- 
tradores  directores  de  la  Sociedad  Piculo,  Conchillo  y  compañía,  sobre 
cumplimiento  de  un  contrato;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de 
recurso  de  casación  interpuesto  por  los  demandados  contra  la  senteii* 
cia  que  en  14  de  Enero  último  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  la  razón  social  Suarez  y  compañia  dio  en  arriendo 
por  escritura  de  3  de  Mayo  de  1863  á  D.  Juan  Bautista  Conchillo  y 
Don  Tomás  Piculo,  á  los  dos  juntos  y  á  cada  uno  por  sí ,  el  edificio 
y  las  dos  máquinas  de  hacer  hielo  que  la  Sociedad  tenia  establecida» 
en  Valencia,  obligándose  á  entregárselas  en  estado  de  funcionar  con 
todo  lo  concerniente  á  su  servicio,  que  devolverían  Piculo  y  Conchillo 
en  el  mismo  estado  de  buen  servicio  á  la  terminación  del  contrato» 
que  durarla  todo  el  tiempo  que  durase  el  primer  encabezamiento  que 
estaba  pronto  á  celebrarse  entre  la  flicienda  y  el  gremio  de  tratantes 
en  hielo  y  nieve  de  aquella  ciudad;  quedando  los  arrendatarios  en  Ur 
bertad  de  tener  6  no  las  máquinas  funcionando,  y  siendo  necesaria  la 
aprobación  del  Ingeniero  de  la  Sociedad  para  hacer  cualquiera  refor- 
ma en  aquellas: 

Resultando  que  en  14  de  Junio  del  mismo  año  formalizaron  el  re- 
presentante de  la  Sociedad  y  D.  Tomás  Piculo  y  D.  Juan  Bautista  Con-' 
chillo  un  apéndice  al  contrato  anterior,  conviniendo  que  en  aquel  día 
hacia  entrega  dicho  representante  á  Píenlo  y  Conchillo  de  las  dos 
máquinas  en  buen  estado,  funcionando  con  todos  los  accesorios  y 
piezas  de  reserva  que  constaban  en  el  inventario  que  hablan  armado; 
y  que  desde  el  dia  siguiente  empezarla  á  regir  el  contrato  por..tres 
años,  que  terminarían  el  dia  14  de  Junio  de  1868,  siempre  qae  ea^^O 
dia  entregasen  los  arrendatarios  las  máquinas  funcionando,  ó  ciui^ 
así  lo  verificasen,  pero  no  pudiendo  los  arrendatarios  desde  dicho  Üi 
emplear  las  máquinas  en  la  elaboración  del  hielo:  ,        .    ^ 

Resultando  que  citado  D.  Antonio  Suarez,  como  representante  ib  la 
Sociedad  Suarez  y  cempañia,  á  instancia  de  Piculo  y  GonchillOp  pai^ 
que,  mediante  á^  haberse  terminado  el  arrendamiento,  se  preséntale^ él 
dia  15  de  Junio  de  1868  á  hacerse  cargo  de  las  máquinas  funciQnaHO» ; 
se  negó  á  hacerse  entrega  de  ellas,  por  no  habérsele  podido  presó^ 
tar  barra  completa  de  hielo,  negándose  en  otros  requerimientos  4ná 
se  le  hicieron  á  hacerse  entrega  de  la  fábrica  sin  un  reconocimlMmP; 
interior  y  exterior  de  las  máquinas: 
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Resultando  que  eo  13  de  Agosto  de  1868  entabló  D.  Antonio  Sua* 
rez,  como  Director  gerente  de  la  Sociedad  Caja  Banco  de  Preoiaion^  la 
demanda  objeto  de  este  pleito  para  que  se  condenase  á  D.  Tomás  Pí- 
enlo y  D.  Juan  Bautista  Gonchilio  á  hacer  formal  entrega  á  la  men- 
clonada  Sociedad,  dentro  de  tercero  dia,  de  las  máquinas  y  aparatos 
de  la  fábrica  de  bielo  que  llevaban  en  arrendamiento,  previo  dete- 
nido examen  de  aquellas,  para  acreditar  que  se  bailaban  en  el  mismo 
estado  en  que  las  habia  recibido  y  que  funcionaban,  y  al  resarcimiento 
de  los  daños  y  perjuicios  ocasionados  por  su  falta  de  cumplimiento, 
imponiéndoles  además  todas  las  costas;  pretensión  que  fundaron  ea 
que  los  demandados  babian  recibido  las  máquinas,  no  sólo  funcio* 
nando,  sino  también  en  buen  estado;  añadiendo  en  el  escrito  de  ró« 
plica  que  por  espacio  de  muchos  dias  las  hablan  estado  reconociendo» 
incautándose  de  ellas  después  de  tan  escrupuloso  reconocimiento,  y 
convencidos  de  que  estaba  todo  en  muy  buen  estado:  que  existía  mar- 
cada diferencia  entre  el  funcionamiento  de  una  máquina  y  su  buen 
estado,  pues  podia  hallarse  perfectamente  útil,  y  sin  embargo  un  leve 
obstáculo  impedir  que  funcionase,  asi  como  estar  casi  inservible,  y 
merced  á  una  mala  soldadura  funcionar  por  algunas  horas:  que  áuu 
cuando  no  existiera  pacto  alguno  relativamente  al  estado  en  que  de- 
vian  devolverse  las  máquinas,  no  dejarían  por  ello  los  arrendatarios 
de  tener  obligación  de  hacerlo  en  el  mismo  en  que  las  hablan  recibido, 
con  arreglo  á  la  esencia  del  contrato;  y  que  prohibiéndose  á  Pículo  y 
Conchillo  verificar  reforma  alguna  en  las  máquinas,  no  habia  más 
medio,  para  saber  si  esta  condición  se  habia  cumplido,  que  su  examen 
exterior  y  sobre  todo  interior,  de  modo  que  su  oposición  al  recono- 
cimiento,  no  sólo  recala  sobre  la  interpretación  del  contrato  respecto 
k  la  forma  de  hacer  la  entrega  de  las  máquinas,  sino  que  seoponian 
también  de  una  manera  abierta  á  otras  condiciones  que  estaban  obli- 
gados á  respetar; 

Resultando  que  los  demandados  contestaron  á  la  demanda,  sosle* 
niendo  que  en  el  contrato  se  habia  pactado  que  los  arrendatarios  ha- 
bían de  entregar  las  máquinas  funcionando,  condición  que  no  daba 
lugar  á  suponer  el  previo  y  sucesivo  reconocimiento  interior,  y  que 
significaba  implícitamente  que  las  máquinas  estaban  montadas,  y  por 
alio  que  no  podian  reconocerse  interiormente:  que  aun  cuando  el 
pacto  diera  lugar  á  duda,  el  acto  de  la  devolución  debería  acomo- 
darse al  de  la. entrega;  y  puesto  que  para  ésta  habia  bastado  que  se 
las  viera  funcionar,  bastarla  también  que  se  entregasen  funcionando; 
7  qae  por  ello  solicitaron  que  se  les  absolviera  de  la  demanda;  te- 
niéndoles por  conformes,  como  lo  habían  estado  siempre,  en  hacer 
entrega  de  la  fábrica  con  arreglo  á  las  condiciones  expresas  del  coa-^ 
trato,  y  condenando  al  demandante  al  resarcimiento  de  daños  y.per^ 
Juicios: 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  sobre  ^1  estado 
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de  las  máquinas  al  tiempo  de  hacerse  entrega  de  la  fábrica,  reforma» 
j  compostaras  que  habian  sufrido,  manera  en  que  habian  funcionado 
y  estado  en  que  se  encontraban,  dictó  sentencia  en  14  de  Enero  última 
la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Valencia,  qae  no  fué  enteramente 
conforme  con  la  de  primera  instancia,  condenando  á  los  demandados- 
á  hacer  formal  entrega  de  las  máquinas  y  aparatos  de  la  fabricación  de 
bielo,  que  llevaba  en  arrendamiento  D.  Antonio  Suarez,  Director  ge- 
rente de  la  Sociedad  Caja  Banco  de  Previsión;  previo  detenido  examen 
de  aquellas  para  acreditar  que  se  hallaban  en  el  mismo  estado  de 
buen  servicio  y  que  funcionaban;  y  ai  resarcimiento  de  los  daños  oca- 
sionados por  su  falta  de  cumplimiento,  con  las  costas  de  la  primera 
instancia: 

Resultando  que  D.  Tomás  Píenlo  y  D.  Juan  Bautista  Ck>nchiilo  in- 
terpusieron recurso  de  casación,  citando  como  infringida  la  doctrina 
corriente  en  los  Tribunales  en  gran  número  de  decisiones  que  forman 
Jurisprudencia,  según  la  cual  la  voluntad  de  las  partes  es  la  ley  su- 
prema en  materia  de  contratos,  y  que  estos  deben  ser  entendidos  tal 
como  suenan,  y  respetados  y  cumplidos  en  el  fondo  y  en  la  forma. 

Yisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Posada  Herrera. 

Considerando  que,  según  doctrina  establecida  por  este  Supremo 
Tribunal,  cuando  se  suscite  duda  sobre  la  inteligencia  de  las  palabras 
y  cláusulas  de  un  contrato:  el  Juzgador,  combinando  estas  entre  sí  y 
con  las  pruebas  aducidas  durante  el  Juicio,  debe  fijar  su  verdadera 
Inteligencia,  ateniéndose  para  ello  más  especialmente  al  objeto  ó  fia 
que  se  propusieron  los  contratantes  al  celebrar  el  contrato: 

Considerando  que  la  Audiencia  de  Valencia  al  examinar  los  docu- 
mentos en  que  se  hallaban  consignados  los  pactos  del  contrato  entre 
Don  Francisco  de  Paula  Rojas,  representante  de  la  Sociedad  Banco  4r 
Previsión^  D.  Tomas  Píenlo  y  D.  Juan  Bautista  Conchilio,  tuvo  presen- 
tes y  combinó  entre  sí  las  palabras  y  cláusulas  contenidas  en  dichos 
documentos,  así  como  las  pruebas  aducidas  para  acreditar  la  necesi- 
dad del  examen  interior  de  las  máquinas  de  hacer  hielo  antes  de  qae 
Fíenlo  y  Conchilio  hiciesen  su  entrega  dentro  del  plazo  y  en  los  tér- 
minos estipulados: 

Considerando,  por  último,  que  no  se  han  infringido  los  del  con- 
trato, puesto  que  la  inteligencia  dada  por  la  Audiencia  no  es  notoria- 
mente contraria  al  texto  de  los  mismos,  en  cuyo  único  caso  se  podría 
decir  infringida  la  ley  del  contrato,  y  habría  lugar  al  recurso  de  casa- 
don,  según  ia  doctrina  establecida  por  este  Supremo  Tribunal; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Tomás  Píenlo  y  D.  Juan  Baa- 
tfett  Conchillo,  á  quienes  condenamos  en  las  costas;  y  devuélvante  lof- 
utos  á  la  Audiencia  de  Valencia  con  la  certificación  correspondienfti 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeek^iéb' 
¡birid  y  se  insertará  en  la  Colección  legitlativa,  pasándose  al  efdcté  l»^ 
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copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.ssJuan 
González  Acevedo.=José  M.  Cácere8.ssLaareanode  Arrieta.=FraQcisco 
liaría  de  Gastiila.=:Joaquin  Jaamar.=sJosé  Fermin  de  Maro.=Benito 
de  Posada  Herrera. 

Pablicacion. 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  seatencia  por  ei  Excmo.  Sr.  Don 
Benito  de  Posada  Herrera,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estándose 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,  el  dia  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  16  de  Noviembre  de  1870.=:Lino  Carrion  Hinojal. 

NüM.  68. 
CASACIÓN. 


Defensa  por  robre. — Sentencia  de  16  de  Noviembre,  declarando 
00  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  I).  Juan 
Beneseit,  contra  la  que  en  10  de  Abril  de  1869  dictó  la  Sala 
tercera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Jaime 
Codina  y  el  Ministerio  fiscal. 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece : 

Que  el  no  hallarse  el  que  solicita  la  defensa  por  pobre  para 
litigar,  en  ninguno  de  los  casos  expresados  en  el  ari.  182,  no  es 
bástanle  para  que  no  se  le  declare  pobre,  puesto  que  es  además 
indispensable  que  no  aparezca,  al  juicio  del  Juez,  que  por  otros  cua- 
ksquiera  signos  estertores  no  reúne  medios  superiores  al  jornal  de 
dos  braceros  en  cada  localidad,  entendiéndose  por  ésta  la  cabeza 
del  partido  judicial  del  que  solicita  la  defensa  por  pobre. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  16  de  Noviembre  de  1870,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pino 
de  la  ciudad  de  Barcelona  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  del 
mismo  territorio  por  D.  Juan  Beneseit  con  D.  Jaime  Godiua  y  el  Mi- 
nisterio fiscal,  sobre  defensa  por  pobre  del  primero:  autos  que  penden 
ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  Beneseit 
contra  la  sentencia  que  en  10  de  Abril  de  1869  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  30  de  Noviembre  de  1867  el  expresado  D.  Juan 
Beneseit  presentó  escrito  exponiendo  tenia  que, promover  juicio  contra 
Jaime  Codina  sobre  pago  de  cantidades ,  saldo  de  las  cuentas  de  la 
«dinlnistracion  de  un  horno  de  pan  cocer  que  Beneseit  babia  tenido  á 
80  cargo,  y  pidió  se  le  otorgase  la  defensa  por  pobre,  como  com- 
IHPmidido  en  el  art.  182  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  según  jus- 
tlflctria: 
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Resultando  que  conferido  traslado  á  Godina ,  pretendió  se  desesli* 
mará  lei  tratamiento  de  pobreza  solicitado  por  Beneseit*  en  razón  á 
que  no  se  hallaba  comprendido  en  ninguno  de  los  casos  del  art.  181 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  según  se  justificaría  debidamente: 

Resultando  que  oido  el  Promotor  fiscal ,  y  practicadas  las  praebas 
que  las  partes  articularon  en  justificación  de  los  hechos  que  respecti- 
vamente hablan  alegado,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentendftt 
que  confirmó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  en  10  de  Abril  de  1M9, 
por  la  que  teniendo  en  consideración  que  D.  Juan  Beneseit  reone 
varios  modos  de  vivir,  y  que  computados  todos  los  rendimientos 
obtiene  un  producto  mayor  del  doble  jornal  de  un  bracero  en  aquella 
localidad,  declaró  no  haber  lugar  al  tratamiento  de  pobreza  solicitado 
por  Beneseit ,  condenándole  ai  reintegro  del  papel  sellado  que  babia 
dejado  de  satisfacer,  y  ai  pago  de  las  costas  y  gastos  causados: 

Y  resultando  que  D.  Juan  Beneseit  interpuso  recurso  de  casación 
por  conceptuar  Inl'ringido  ei  art.  182  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
puesto  que  era  una  verdad  palmaria  que  vivía  de  su  Jornal  cuando 
tenia  trabajo. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Posada  Herrera. 

Considerando  que  el  no  hallarse  el  que  solicita  la  defensa  por 
pobre  para  litigar,  en  ninguno  de  los  casos  expresados  en  ei  art.  182, 
no  es  bastante  para  que  no  se  le  declare  pobre,  puesto  que  es  además 
indispensable  que  no  aparezca,  al  Juicio  del  Juez,  que  por  otros  cna- 
lesquiera  signos  exteriores  no  reúne  medios  superiores  al  Jornal  de 
dos  braceros  en  cada  localidad,  entendiéadose  por  ésta  la  cabeza  del 
partido  Judicial  del  que  solicita  la  defensa  por  pobre: 

Considerando  que  la  Audiencia  de  Barcelona,  apreciando  las  prue- 
bas hechas  por  el  demandado  Godina  y  por  el  demandante  Beneseit, 
infirió  que  éste  reunia  medios  superiores  ai  Jornal  de  dos  braceros  de 
aquella  ciudad ,  por  lo  que  declaró  no  haber  lugar  á  la  defensa  por 
pobre  que  habla  solicitado  Beneseit : 

Considerando,  por  tanto,  que  no  ha  sido  infringido  el  art.  182  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  que  invocó  el  recurrente,  puesto  qoe 
se  halla  subordinado  al  184  y  185  en  que  fundó  su  sentencia  la  Sala 
de  Barcelona,  apreciando  otros  datos  y  circunstancias  que  las  expre* 
sadas  en  el  art.  182,  según  y  para  ello  se  hallaba  autorizada  por 
dichos  dos  artículos  y  por  repetidas  sentencias  de  este  Tribonal 
Supremo; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Beneseit,  á  quien  co^ader 
namos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  pf0tií 
caución,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  devuélvanse  Jtaf 
autos  á  la  Audiencia  de  Barcelona  con  la  certificación  correspondienlo.' 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  G^ófimilfi 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  eíado.AV- 
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copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos .sJaán 
González  Acevedo.ssJosé  M.  Gáceres.=Laureano  de  Arrieta.=Fran* 
cisco  María  de  Castilla.  ^aJoaquin  Jaumar.=3José  Fermín  de  lMuro.=: 
Benito  de  Posada  Herrera. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Benito  de  Posada  Herrera,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estando 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,  el  dia  de 
boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicbo  Supremo 
Tribunal. 

Madrid  16  de  Noviembre  de  1870.=Dionisio  Antonio  de  Puga. 

NüM.  69. 
CASACIÓN. 


Confirmación  en  la  tenencia  de  un  oficio  de  Procurador  é  indem- 
nización BE  perjuicios. — Sentencia  de  17  de  Noviembre,  decla- 
rando haber  lugar  en  parte  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Ramón  del  Rio  Beade,  contra  la  que  dictó  la  Sala  primera 
de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  en  pleito  con  D.  Fabián  Vicente 
Vázquez. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  establece: 

Que  según  doctrina  establecida  por  el  Tribunal  Supremo^  lo 
convenido  entre  partes  es  ley  del  contrato,  á  no  ser  que  sea  opuesto 
á  otras  disposiciones  legales,  y  que  en  tanto  obligan  los  contratos 
á  los  herederos,  en  cuanto  son  válidos  y  licitas. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  17  de  Noviembre  de  1870,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Coruña  y  en  la  Sala 
primera  de  la  audiencia  de  la  misma  ciudad  por  D.  Fabián  Vicente 
Vázquez  con  D.  Ramón  del  Rio  y  Beade,  sobre  confirmación  en  la  te- 
nencia de  un  oficio  de  Procurador  ó  indemnización  de  perjuicios; 
pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto 
por  el  demandado  contra  la  sentencia  que  en  30  de  Marzo  último 
dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  D.  Ramón  del  Rio  y  Ozores.  en  uso  de  las  facul- 
tades que  se  le  hablan  concedido  en  la  Real  cédula  de  20  de  Setiem- 
bre de  1833,  nombró  en  escritura  de  25  de  Mayo  de  1838  á  D.  Fabián 
Vicente  Vázquez  para  que  durante  los  dias  de  su  vida  desempeñase 
un  oficio  de  Procurador  que  á  aquel  correspondía  en  propiedad,  como 
poseedor  de  un  mayorazgo,  obligando  todos  sus  bienes  por  si  y  sus 
SQcesores  á  hacer  cierto  y  seguro  el  nombramiento  y  no  revocarlo. 
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variarlo  ni  alterarlo  ínterin  viviese  D.  Fabián,  y  mantenerle  en  ra 
uso  y  ejercicio,  en  el  qae  no  tendría  ni  se  le  opondría  el  menor  im* 
pedimento;  nombramiento  que  aceptó  aquel,  obligándose  por  escrita-^ 
ra  del  día  siguiente  á  satisfacer  á  del  Rio  y  ¿  sus  sucesores  10  duca- 
dos de  renta  anual: 

Resultando  que  en  virtud  de  la  mencionada  escritura,  se  expidió 
en  8  de  Julio  de  1838  el  correspondiente  titulo  á  favor  de  D.  Fabián 
Vicente  Vázquez  para  servir  el  mencionado  oñcio  de  Procurador» 
como  teniente  de  D.  Ramón  del  Rio  y  Ozores,  pero  con  la  calidad  de 
que,  disponiendo  éste  de  su  propiedad,  no  pudiera  usarle  más  con  él» 
sino  con  la  persona  que  tuviese  nuevo  título  ó  cédula  para  ello: 

Resultando  que  D.  Fabián  Vicente  Vázquez  elevó  una  exposición 
al  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  para  que  se  declarase  que  la  citada 
cédula  para  servir  el  oficio  de  Procurador  de  número  de  la  Gorufia, 
como  teniente  de  D.  Ramón  del  Rio  y  Ozores,  se  entendiera  por  los 
dias  de  su  vida;  y  que  oida  la  Sala  de  gobierno  de  aquella  Audien- 
cia, por  resolución  de  dicho  Ministerio  de  19  de  Febrero  de  1869,  con- 
siderando que  el  derecho  de  D.  Ramón  del  Rio  y  Ozores  concluyó 
ip$o  fado  con  su  muerte ,  y  que  desde  aquel  momento  habla  termi- 
nado la  representación  de  D.  Fabián  Vicente  Vázquez,  el  cual  nunca 
habla  podido  sustituir  más  que  á  Ozores  y  de  ninguna  manera  á  sus 
sucesores,  se  declaró  caducado  dicho  título,  debiendo  en  su  conse- 
cuencia solicitarlo  de  propiedad  la  persona  en  quien  hubiese  recaído 
legítimamente  el  oficio,  la  que  á  su  vez,  y  haciendo  uso  de  su  dere- 
cho, podría  confirmar  en  la  tenencia  á  Vázquez,  ó  hacer  nuevo 
nombramiento  en  persona  que  reuniese  los  requisitos  necesarios  : 

Resultando  que  en  5  de  Marzo  de  1869,  y  por  virtud  de  la  referida 
orden,  cesó  Vázquez  en  el  ejercicio  del  citado  cargo:  y  que  en  8  de 
Abril  siguiente  entabló  la  demanda  objeto  de  este  pleito  para  que  se 
condenase  á  D.  Ramón  del  Rio  y  Reade,  como  heredero  y  sucesor  de 
Don  Ramón  del  Rio  y  Ozores,  á  confirmar  al  demandante  en  la  te- 
nencia del  oficio  de  Procurador,  que  habla  estado  desempeñando  en 
virtud  del  nombramiento  hecho  por  aquel ,  ó  á  que  en  otro  caso  le 
indemnizase  los  perjuicios  de  todas  clases  que  se  le  hubieran  causado 
y  causasen ,  á  la  par  que  los  lucros  que  hubiera  dejado  y  dejase  de 
percibir  por  cesar  en  el  ejercicio  del  enunciado  oficio,  con  las  costas; 
pretensión  que  fundó  en  la  obligación  contraída  por  D.  Ramón  del 
Rio  y  Ozores  en  la  escritura  de  25  de  Mayo  de  1838!,  de  mantenerle» 
durante  la  vida  del  demandante,  en  el  uso  y  ejercicio  del  oficio  de 
Procurador,  que  habia  hecho  extensivo  á  susisucesores,  sujetando  sos 
bienes,  y  que  lo  serla  aun  cuando  no  lo  hubiera  expresado,  porqnt) 
las  obligaciones  de  la  herencia  se  trasmitían  con  ella:  que  ademes,  It 
obligación  del  demandante  era  ya  directa,  como  derivada  de  sus  pror 
pios  actos,  toda  vez  que  desde  el  fallecimiento  de  su  padre,  ocurrid^' 
hacia  más  de  veinte  años,  habia  percibido  sin  interrupción. la  renttiv.  -^ 
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«estípulada;  no  pudíendo  por  tanto  excusarse  del  cumplimiento  de 
^aquella  obligación  ó  indemnizar  los  perjuicios  que  se  causasen,  ooi 
caso  de  faltar  á  ella,  aun  cuando  una  causa  ajena  á  su  voluntad  se  lo 
impidiese;  lo  cual  ni  aun  sucedía,  toda  vez  que  la  resolución  de  19 
de  Febrero  le  facilitaba  los  medios  de  cumplir  su  deber,  reconociendo 
80  derecho  de  confirmar  á  Vázquez  en  la  tenencia  del  oficio  de  que  se 
trataba : 

Resultando  que  D.  Ramón  del  Bio  y  Beade  impugnó  la  demanda, 
alegando  que,  estando  anejo  el  citado  oficio  á  un  mayorazgo,  era  in- 
cuestionable que  el  poseedor  no  podía  válidamente  disponer  del  uso 
y  ejercicio  de  teniente,  más  que  por  los  días  do  su  vida,  sin  perjadi- 
car  los  derechos  del  inmediato,  para  quien  no  era  obligatorio  lo  que 
«a  antecesor,  cómo  poseedor  y  mero  usufructuario,  hubiese  contra- 
tado: que  además,  atendida  la  índole  especial  de  la  propiedad  de  esta 
<^lase  de  oficios,  era  de  derecho  que,  fallecido  el  propietario,  caducaba 
el  nombramiento  de  teniente,  porque  los  contratos  sobre  el  partico^ 
lar  sólo  tenian  validez  y  fuerza  durante  ios  dias  de  la  vida  del  pro* 
pietario;  y  resuelto  asi  por  la  orden  antes  mencionada,  había  quedado 
el  demandado  en  libertad  para  nombrar  á  quien  tuviese  por  conve- 
niente, y  el  demandante  sin  derecho  para  ninguno  de  los  extremos 
<iue  comprendía  su  reclamación : 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  y  que 
la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  Goruña  la  revocó  en  30  de 
Marzo  último,  estimando  la  demanda  en  su  segando  extremo,  y  con- 
denando al  demandado  á  satisfacer  al  demandante  los  perjuicios  que 
se  le  habían  causado  y  los  lucros  que  hubiera  dejado  de  percibir  por 
razón  de  haber  nombrado  otra  persona  para  el  ejercicio  del  citado 
üBTgo  de  Procurador  de  la  Goruña,  procediéudose  para  su  apreciacioa 
á  practicar  el  correspondiente  juicio  de  peritos,  electos  en  la  formí  or- 
^linaria,  conforme  á  la  regla  2/  del  art.  303  de  la  Ley  de  Eojuicía-' 
miento  civil : 

Resultando  que  D.  Ramón  del  Rio  y  Reade  interpuso  recurso  de 
casación,  citando  al  interponerle  y  después  en  tiempo  oportuno  en  este 
Supremo  Tribunal  como  infringidas: 

1.*  La  regla  12,  tit.  34,  Partida  7/  según  la  cual  ninguno  puede 
dar  á  otro  más  derecho  que  el  que  tiene;  y  no  teniendo  D.  Ramón  del 
fiio  y  Ozores  más  que  el  de  nombrar  Teniente  durante  su  vida,  em 
claro  que  al  hacerlo  en  D.  Fabián  Vicente  Vázquez  no  le  podía  con- 
ceder más  derecho  que  el  de  servir  el  oficio  de  Procurador  ó  el  ejer- 
cicio durante  la  vida  del  propietario. 

S/  La  regla  14  del  mismo  tít.  34,  Partida  7/,  que  establece  que  el 
que  usa  de  un  derecho  no  hace  daño  á  otro;  y  el  que  no  causa  por 
esa  razón  daños  y  perjuicios  no  tiene  que  indemnizar  en  concepto 
«Igano;  toda  vez  que  O.  Fabián  Vicente  Vázquez  cesó  en  el  ejercicio 
ikd  la  Procura  en  virtud  de  una  resolución  del  Gobierno,  dictada  ea 
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el  expediente  que  promovió  la  instancia  del  mismo,  y  á  D.  Bamon  del 
Rio  y  Beade  se  le  reconoció  el  derecho  de  nombrar  á  otro. 

8.*  La  Real  orden  de  17  de  Mayo  de  1850,  que  sanciona  el  principio^ 
inconcuso  de  que  los  tenientes  de  tal  modo  se  asimilan  á  la  persona 
del  propietario,  que  sus  atribuciones  subsisten  sólo  durante  la  yida 
de  la  persona  que  les  nombró  ó  hasta  que  enajena  el  oficio;  de  donde- 
se  deducía  que  no  trasmitiéndose  obligación  á  los  sucesores  ni  á  ios^ 
beredíTOs  del  difunto  propietario*  que  hizo  el  nombramiento  dete- 
niente, no  puede  condenárseles  á  que  indemnicen  al  que  dejó  de  ser 
tenlf'nte.  puesto  que  ningún  derecho  puede  invocar. 

4.*  La  resolución  indicada  del  Ministerio  de  Gracia  y  Justicia  de  19- 
de  Febrero  de  1869,  contra  la  cual  nada  había  deducido  D.  Fabián  Vi- 
cente Vázquez;  no  concibiéndose  que  si  con  arreglo  á  ella  no  podía 
obligársele  á  hacer  el  nombramiento  á  favor  de  D.  Fabián ,  pudiera 
condenársele  á  que  indemnizase  por  no  hacer  una  cosa  á  que  no  es- 
taba obligado;  y  que  abrazando  la  demanda  los  dos  extremos,  el 
principal  de  que  se  nombrase  á  D.  Fabián ,  ó  en  otro  caso  se  le  in- 
demnizase, la  sentencia  pasando  por  alto  el  primer  extremo,  que  era 
el  principal,  estincase  el  otro,  que  sólo  podia  tener  cabida  cuando  el 
demandado  tuviese  obligación  de  hacer  el  nombramiento  y  no  quisie- 
se cumplirla. 

B.'  La  doctrina  que  forma  jurisprudencia,  de  que  donde  no  hay 
obligación  de  hacer  una  cosa  no  procede  la  indemnización  por  no 
bacerla. 

6.*  El  principio  de  derecho  universal,  según  el  cual  es  nulo  y  de 
ningún  valor  ni  efecto  todo  lo  que  se  estipula  en  un  contrato  contra 
las  prescripciones  de  la  legislación  existente,  si  estas  prescripciones 
son  de  caráct*  r  prohibitivo,  puesto  que  en  la  sentencia  se  daba  valor 
ftl  contrato  consignado  en  la  escritura  de  25  de  Mayo  de  1838,  en 
cnanto  por  él  se  con  feria  y  otorgaba  la  tenencia  del  oficio  de  Proca- 
rador, no  por  la  vida  del  propietario,  sino  por  la  vida  de  la  persona 
á  quien  se  nombraba  teniente  contra  lo  establecido  por  derecho  y  por 
todas  las  disposiciones  de  la  materia. 

Y  7.'  La  doctrina  legal  establecida  en  materia  de  indemnización  de 
daños  causados  por  la  falta  de  cumplimiento  de  un  contrato*  según  la 
cual  la  indemnización  no  procede  sino  cuando  concurre  engafío  por 
una  de  las  partes  contratantes,  y  error  invencible  por  la  otra  parte- 
víctima  del  engaño,  toda  vez  que  en  la  sentencia  se  prescindia  de  estas 
circunstancias,  como  si  fuera  lícito  suponer  que  D.  Fabián  Vicente 
Vázquez  habia  sido  engañado  por  D.  Ramón  del  Rio  al  otorgarle  la 
tenencia  del  oficio  de  Procurador  por  ios  dias  de  la  vida  de  aquel» 
qnfen  habia  aceptado  por  ignorancia  de  derecho  y  como  si  esta  igno*= 
mcia  aprovechase. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Posada  Herrera.  ■•' 

Considerando  que,  según  doctrina  establecida  por  este  Snpramo» 
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THbnnal,  lo  conTenido  entre  partes  es  ley  del  contrato,  á  no  ser  que 
sea  opuesto  á  otras  disposiciones  legales,  y  que  en  tanto  obligan  los 
contratos  á  los  herederos  en  cuanto  son  válidos  y  lícitos: 

Considerando  que  D.  Ramón  del  Rio  Ozores,  no  sólo  no  estaba 
bcnltado,  para  nombrar  teniente  del  oñcio  de  Procurador  de  que  era 
daeffo  por  más  tiempo  que  el  de  su  vida,  sino  que  tampoco  lo  estaba 
para  estipular  renta  por  su  e]erclcio,  cuyas  dos  probibicíones  se  bailan 
consignadas  en  varias  leyes  recopiladas;  y  para  el  caso  concreto  de 
estipular  renta  ó  hacer  arrendamiento  do  los  oñcios  de  Procura  en 
la  7/,  tít.  6.',  libro  7.'  de  la  Novísima: 

Considerando  que  habiendo  reconocido  implícitamente  la  Sala  sen- 
tenciadora la  existencia  de  dichas  dos  prohibiciones,  no  debió  conde- 
nar á  D.  Ramón  del  Rio  Beade  como  heredero,  ni  menos  como  sucesor 
en  dicho  oficio,  á  la  indemnización  de  daños  y  perjuicios  á  D.  Fabián 
Vicente  Yazqaez,  declarando  por  consiguiente  válido  y  lícito  un  con- 
trato que,  careciendo  de  estos  requisitos,  habia  sido  nulo  en  su  prin- 
cipio, y  no  podia  ser  obligatorio  para  D.  Ramón  del  Rio  Beade,  ni  como 
heredero  de  su  padre,  ni  como  sucesor  en  el  oficio,  por  su  propio  de- 
recho de  sucesor  en  los  bienes  vinculados  que  aquel  habia  poseido 
durante  su  vida: 

Considerando  que  la  aquiescencia  prestada  por  D.  Ramón  del  Rio 
Beade  i  que  D.  Fabián  Vicente  Vázquez  continuase  ejerciendo  la  Pro- 
cura después  de  la  muerte  del  que  le  nombró  no  podia  ser  suficiente 
fundamento  para  cpie  se  considerase  válido  y  lícito  un  contrato  prohi- 
bido por  derecho  y  nulo  en  su  principio: 

Considerando,  por  último,  que  si  D;  Ramón  del  Rio  Ozores  no  tenia 
derecho  para  hacer  uso  de  la  propiedad  del  oficio  de  Procura  en  los 
términos  que  lo  hizo,  tampoco  pudo  trasferir  á  D,  Fabián  Vicente  Váz- 
quez el  de  obligar  al  sucesor  y  her^^^dero  del  primero  á  la  indemniza- 
ción de  dafíos  y  perjuicios,  y  porque  nadie  puede  dar  ni  trasferir  un 
derecho  que  no  tiene,  según  se  halla  declarado  en  varias  sentencias 
de  este  Supremo  Tribunal,  y  es  conforme  á  lo  que  dispone  la  regla  12, ' 
titulo  Si,  Partida  7/,  citada  por  el  recurrente,  y  que  ha  sido  por  lo 
tanto  Infringida; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Ramón  del  Rio  B'-ade  contra  la 
sentencia  que  en  30  de  Marzo  último  dictó  ia  Sala  primera  de  la  Au- 
diencia de  la  Goruña,  en  cnanto  por  ella  se  condena  al  demandado  á 
satisfacer  al  demandante  los  perjuicios  que  se  le  hablan  causado  y 
los  lucros  que  hubiera  dejado  de  percibir  por  razón  de  haber  nom- 
brado otra  persona  para  el  ejercicio  del  citado  cargo  de  Procurador, 
en  cuyo  particular  casamos  y  anulamos  la  sentencia  mencionada. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  CoUceion  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
^cesarias»  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Mauricio  García.s 
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José  M.  Cácere8.=Laureano  de  Arrieta.=Francisco  Marta  de  Castilla.sB 
Joaquín  Jauinar.=José  Fermín  de  Muro.ssBeníto  de  Posada  Herrera. 

Publicación. 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Benito  de  Posada  Herrera,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estándose 
celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  17  de  Noviembre  do  1870.=6regorio  Camilo  García. 

NüM.  70. 
APELACIÓN. 


Pago  DE  cfERTA  cantidad. — Sentencia  de  18  de  Noviembre,  eonfir- 
mando  el  auto  que  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  esta  ca- 
pital dictó  en  9  de  Mayo  de  1870  denegando  la  admisión  del 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  de  Salamanca,  en 
pleito  con  Doña  Manuela  Arriaza,  hoy  sus  herederos. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  es  condición  esencial  para  la  admisión  del  recurso  de  casar 
cion,  ya  se  funde  éste  en  alguno  de  los  vicios  de  procedimiento  que 
se  expresan  en  el  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civili  ya 
en  la  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  á  que  se  refiere  el  1.012,  la 
de  que  se  interponga  contra  sentencia  definitiva ,  entendiéndose  por 
tal  la  que  aun  cuando  haya  recaido  sobre  un  articulo,  ponga  tér^ 
mino  al  juicio  y  haga  imposible  su  continuación. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  18  de  Noviembre  de  1870,  en  los  antos 
ejecutivos  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del 
Hospital  de  esta  villa  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  mis- 
ma por  Doña  Manuela  de  Arriaza ,  hoy  sus  herederos ,  contra  D.  José 
de  Salamanca,  Marqués  de  Salamanca,  sobre  pago  de  cantidad;  los. 
cuales  penden  ante  Nos  en  virtud  de  apelación,  interpuesta  por  el  úl- 
timo del  auto  dictado  por  la  referida  Sala  en  9  de  Mayo  de  este  afio« 
denegándole  la  admisión  del  recurso  de  casación  : 

Resultando  que  en  1.*  de  Diciembre  de  1869  Doña  Manuela  de  Ac-; 
rlaza  propuso  demanda  ejecutiva  contra  D.  José  de  Salamanca  por  la.., 
cantidad  de  40.000  escudos  determinados,  intereses  y  costas  :  .  ,; 

Resultando  que  despachada  la  ejecución  y  continuado  el  Juicio^  fl^ 
ejecutado  se  opuso,  alegando  la  excepción  de  novación ;  é  Invoeai^d^ 
el  art.  944  de  la  Ley  de  Eojuiciamiento  cvrú ,  pidió  que  se  le  taT^írt  .. 
por  opuesto,  mandando  en  su  consecuencia  proceder  con  arrala  J^^ 
derecho  :  /^:^5 
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áesultando  que  conferido  traslado  al  ejecutante,  negó  la  existencia 
de  la  excepción  alegada  por  el  ejecutado ;  y  entregada  á  éste  la  copia 
del  escrito  de  aquel,  dictó  el  Juez  providencia  en  7  de  Enero  de  este 
año,  mandando  que,  en  atención  á  no  haberse  presentado  prueba  por 
ninguna  de  las  partes,  se  llevaran  los  autos  á  la  vista  con  citación, 
señalándose  dia  p^ra  ella  : 

Resultando  que  en  5  del  mismo  mes  había  presentado  un  escrito  el 
Marqués  de  Salamanca,  pidiendo  el  recibimiento  de  ios  autos  á  prueba, 
por  no  estar  conformes  las  partes  en  los  hechos  aducidos  : 

Resultando  que  el  Juez,  por  providencia  del  citado  dia  7,  denegó  esta 
solicitud,  disponiendo  se  estuviese  á  lo  proveído  en  el  misino  dia : 

Resultando  que  denegada  la  reposición  de  este  proveido,  y  admi- 
tida la  apelación  que  del  mismo  interpuso  D.  José  de  Salamanca ,  se 
elevaron  los  autos  á  la  Audiencia;  y  seguida  la  segunda  instancia, 
pronunció  sentencia  la  referida  Sala  en  28  de  Abril,  confirmando  con 
costas  el  auto  apelado : 

Resultando  que  D.  José  de  Salamanca  interpuso  contra  ella  recurso 
de  casacioH,  fundándole  en  la  causa  6.*  del  art.  1.013  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil ;  y  la  misma  Sala,  por  auto  de  9  de  Mayo  último 
negando  á  la  sentencia  de  28  de  Abril  la  consideración  de  definitiva, 
no  dio  lugar  á  la  admisión  del  recurso  : 

Resultando  que  el  recurrente  apeló  de  esta  denegación ,  y  en  su 
virtud  han  vf'nido  los  autos  á  este  Tribunal  Supremo. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrieta. 

Considerando  que  es  condición  esencial  para  la  admisión  del  re- 
curso de  casación,  ya  se  funde  éste  en  alguno  de  los  vicios  de  proce- 
dimiento que  se  expresan  en  el  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  ya  en  la  infracción  de  ley  ó  de  doctrina  á  que  se  refiere  el 
1.012,  la  de  que  se  interponga  contra  sentencia  definitiva,  entendién- 
dose por  tal  la  que  aun  cuando  haya  recaído  sobre  un  artículo  ponga 
término  al  juicio  y  haga  imposible  su  continuación : 

Considerando  que  carece  de  estas  calidades  la  de  28  de  Abril  del 
corriente  año,  dictada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  este  ter- 
ritorio; pues  ni  pone  término  ai  juicio  en  que  ha  recaído,  ni  hace  im- 
posible su  continuación ,  ni  aun  impide  al  recurrente  interponer  este 
mismo  recurso  con  la  oportunidad  y  condiciones  que  la  ley  exige ; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  el 
auto  apelado  de  9  de  Mayo  último;  y  devuélvanse  las  actuaciones  á  la 
Audiencia  de  donde  proceden,  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeta  d0 
Madrid  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  á  su  fecha,  é  insertará  á  sa 
tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Juan  González  Ace- 
vedo.=:^osé  María  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=5Francisco  María  de 
CastUla.ssJosé  Fermin  de  Muro. 
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?ablicack>ii : 

Leída  y  publicada  ftié  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Sefior 
Don  Laureano  de  Arrieta,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribnnai 
Sapremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de  boy,  de 
qae  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  18  de  Noviembre  de  1870.=Rogelio  González  Montes. 

NÚM.  71. 
CASACIÓN. 


Pa€0  del  importe  de  un  legado. — Sentencia  de  18  de  Noviembre, 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Agustín  Rivas  contra  la  sentencia  dictada  por  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Ramea 
de  Brugada  y  Doña  Magdalena  Rafols.* 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece:  - 

Que  cuando  un  testador  deja  cierto  legado ,  con  la  condición  Í9 
que  se  pagaría  la  cantidad  en  que  consistía,  á  la  mmrte  de  su  espo- 
sa ó  á  la  de  su  sobrina,  si  ésta  era  llamada  á  succderle  en  sus 
bienes,  no  ha  llegado  el  dia  de  pagarse  el  mencionado  legado  si 
aun  á  pesar  de  haber  contraído  segundas  nupcias  la  esposa  del  tes- 
tador, y  haber  pasado  los  bienes  a  la  sobrina  del  mismo,  vive  esta. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  18  de  Noviembre  de  1870,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Ar^nys  de  Mar  y  en  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  por  D.  Agustin  Rivas  con 
Don  Ramón  de  Brugada  y  Doña  Magdalena  Rafols,  sobre  pago  de  5M 
libras,  importe  de  un  legado;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de 
recurso  de  casación,  interpuesto  por  el  demandante  contra  la  sentencia 
qne  en  5  de  Enero  último  ^ictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  D.  Martin  Pascual  y  Soler  otorgó  testamento  en  It 
de  Octubre  de  1862,  en  el  que  legó  á  Josefa  Rivas,  consorte  de  Baudi- 
lio Morell,  SOO  libras;  nombró  herederos  á  sus  hijos,  y  no  teniéndolos» 
á  su  mujer  Doña  Magdalena  Rafols,  conserv<indose  viuda ;  y  para  el 
caso  de  contraer  segundo  matrimonio,  á  su  sobrina  Antonia  Rivall» 
ordenando  además  que  el  citado  legado  no  tendría  efecto  si  dejaba 
bijos;  y  en  el  caso  de  no  dejarlos,  no  podría  pagarse  hasta  áespM 
de  la  muerte  de  su  mujer,  sí  fuese  heredera,  ó  bien  después  de*  ll 
muerte  de  su  s(n)rina  Antonia  Rivell,  siempre  que  fuese  llamada  i  MH 
ceder  en  sus  bienes; 

Resultando  que  Doña  Antonia  Rivell,  con  intervención  de  sa  tiü^ 
Tido»  cedió  y  renunció  por  escritura  de  27  de  Marzo  de  1869  á  BoM  i 
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Magdalena  Rafols,  viada  de  D.  Martin  Pascual,  todos  los  derechos  y 
occíones  que  la  correspondían  por  causa  de  la  cláusula  hereditaria  del 
testamento  de  aquel,  obligándose  Doña  Iklagdalena  á  satisfacerla,  como 
lo  hizo,  por  la  cesión  de  1.200  libras. 

Resultando  que  Josefa  Bivas  cedió,  por  medio  de  un  documento 
privado  de  27  de  Abril  de  1867,  con  intervención  de  su  marido,  á  su 
hermano  D.  Agustín  Rivas  todos  los  derechos  y  acciones  que  tenia 
para  cobrar  de  Doña  Magdalena  Rafols  el  legado  de  500  libras  que 
D.  Martin  Pascual  la  había  hecho  en  su  testamento,  y  que  D.  Agustín 
Rivas  entabló  en  17  de  Abril  de  1866  la  demanda  objeto  de  este  pleito 
{>ara  que  se  condenase  á  los  consortes  D.  Ramón  Brugada  y  Doña 
Magdalena  Rafols  al  pago  de  dicho  legado,  con  el  interés  legal  desde 
la  celebración  del  acto  de  conciliación;  pretensión  que  fundó  en  que 
siendo  aquel  condicional,  y  habiendo  desaparecido  la  condición  que 
impedia  su  pago,  convirtíéndolo  en  legado  puro,  estaba  tenido  á  sq 
pago  el  que  adía  la  herencia: 

Resultando  que  los  consortes  demandados  impugnaron  la  demanda 
concediendo  al  demandante  el  derecho  adquirido,  pero  negando  que 
hubiese  vencido  al  plazo  para  demandarle,  puesto  que  no  habían  fa- 
llecido Doña  Magdalena  Rafols,  ni  tampoco  Doña  Antonia  Riveli,  y  el 
legado  estaba  hecho  bajo  la  cláusula  de  que  para  cobrarlo  la  legata- 
ria  era  indispensable  al  fallecimiento  de  ambas,  ó  al  menos  de  una 
<ie  las  dos,  en  el  caso  alterno  y  prevenido  por  el  testador: 

Resultando  que  desestimada  la  demanda  por  la  sentencia  confirma- 
toria que  en  5  de  Enero  último  dictó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia 
de  Barcelona,  interpuso  el  demandante  recurso  de  casación,  citando 
como  infringido  el  testamento  que  se  consideraba  como  ley,  y  el  tes- 
tador un  legislador,  debiendo  irremisiblemente  cumplirse  la  que  dis- 
pusiera, según  Ulpíano,  fundado  en  la  ley  32,  Digesto,  De  hceredibus  itis- 
tituendis,  puesto  que  el  legado  era  triple  y  condicional  y  las  tres 
condiciones  habían  desaparecido;  la  primera  porque  D.  Marlín  Pascual 
habla  fallecido  sin  hijos;  la  segunda,  porque  si  bien  su  viuda  había 
sido  heredera  y  adido  la  herencia,  había  dejado  de  serlo  por  haber 
contraído  segundo  matrimonio,  debiendo  hacer  tránsito  la  herencia  á 
Doña  Antonia  Riveli,  y  la  tercera,  porque  antes  de  obtener  ésta  la 
cualidad  de  heredera  la  había  renunciado,  cesando  con  ello  los  obs- 
truios que  impedían  el  pago  del  legado. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  Castilla, 

C!onsiderando  que  el  legado  de  500  libras  catalanas  que  D.  Martín 
Pascual  hizo  en  su  testamento  á  Josefa  Rivas  no  había  de  tener  efecto 
siel  testador  dejaba  hijos;  y  en  el  caso  de  no  tenerlos,  no  podría  pagarse 
hasta  después  de  la  muerte  de  su  esposa,  si  fuese  heredera»  ó  de  ia  de 
sn  sobrina  Antonia  Ríveil,  siempre  que  ésta  fuera  llamada  á  sucederle 
en  sas  bienes: 

Considerando  que  si  bien  el  testador  no  dejó  hijos  y  sa  mujer 
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eontrajo  segundo  matrimonio,  perdiendo  la  herencia  de  aquel  y  pa- 
sando dicha  herencia  á  Antonia  Rivell,  ésta  existe  actualmente,  por 
lo  que  no  ha  llegado  el  día  de  haberse  de  pagar  el  expresado  legado, 
aunque  la  misma  hubiese  cedido  á  la  demandada  todos  los  derechos 
y  acciones  que  le  correspondiesen  por  razón  de  testamento  de  Don 
Martin  Pascual  : 

T  considerando,  por  tanto,  que  la  sentencia  al  absolver  á  los  de- 
mandados no  ha  infringido  el  testamento,  ley  y  doctrina  que  se  citan 
en  apoyo  del  recurso; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
Interpuesto  por  D.  Agustín  Bivas,  á  quien  condenamos  con  á  la  pér- 
dida de  la  cantidad  por  que  prestó  caución,  que  pagará  si  viniese  á 
mejor  fortuna,  distribuyéndose  entonces  cof  arregio  á  la  ley,  y  en  las 
costas;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Barcelona  con  la 
eertificacion  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.=sJuan 
González  Acevedo.>=José  M.  Gáceres.^Lanreano  de  Arrieta.=Francis- 
co  María  de  Gastilla.=Joaquin  Jaumar.sJosé  Fermín  de  Muro.=rBenito 
de  Posada  Herrera. 

Publicación. 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Ezcmo.  Sr.  Don 
Francisco  María  de  Castilla,  Magistrado  de  la  Sala  primera  dei'Trl- 
Ininal  Supremo,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma 
el  dia  de  noy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  18  de  Noviembre  de  1870.=Gregorio  Camilo  García. 

NüM.  72. 
APELACIÓN. 


CoA^TiNüAcioit  DE  üN  EMBARGO  PREVENTIVO. — Seuteucia  de  18  do 
Noviembre,  confirmando  el  auto  que  la  Sala  primera  de  la  Aa- 
diencia  de  Gáceres  dictó  en  14  de  Mayo  de  1870  denegando 
la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Aa- 
gusto  Brun  y  Ducos,  en  pleito  con  D.  Manuel  Arenzana. 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  estableco  : 

1/  Qtte  el  recurso  de  casación  únicamente  procede  contra  ha 
sentencias  definitivas^  ó  que  aun  cuando  hayan  recaído  sobre  trii 
artículo,  pongan  término  al  juicio  y  hagan  imposible  su  continuaeia^ 
conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  1.010  y  I, Qll  de  la  JÜgéí 
Enjuiciamento  civil. 
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2.*  Que  la  que  previene  que  ciertos  efectos  embargados  queden 
retenidos  en  poder  del  depositario  administrador  de  los  bienes  del 
concurso  para  las  resultas  del  mismo,  no  es  definitiva  porque  no 
termina  el  juicio  de  concurso «  ti»  resuelve  sobre  el  dominio  de  los 
bienes  embarcados  hasta  que  seguido  el  pleito  se  conozca  por  fallo 
ejecutorio  quién  es  el  verdadero  dueño. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  18  de  Noviembre  de  1870,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  Puebla  de  Alcocer 
y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Gáceres  por  D.  Augusto  Brun 
y  Dqcos  con  D.  Manuel  Arenzana.  sobre  si  ha  de  levantarse  ó  no  el 
embargo  preventivo  de  84  sacas  de  lana  hecho  á  instancia  de  este  úl- 
timo; los  cuales  penden  ante  Nos,  en  virtud  de  apelación  interpuesta 
por  el  primero  del  auto  dictado  en  14  de  Mayo  último,  denegatorio 
de  la  admisión  del  recurso  de  casación  entablado  por  el  mismo: 

Resultando  que  en  12  de  Abril  de  1868  D.  Juan  Arístides  Jaquet  se 
presentó  en  concurso  voluntario  ante  el  Juzgado  de  primera  instan- 
cia de  Don  Benito,  dando  en  la  relación  de  bienes  varias  partidas  de 
lana  con  la  expresión  de  «probablemente  en  Zaragoza;»  expresando 
además  en  una  nota,  puesta  á  continuación,  que  de  los  indicados  bienes 
se  hablan  entregado  por  escritura  pública  de  8  del  propio  mes  y  año 
á  D.  Augusto  Brun  en  fincas,  ganados  y  efectos  40.105  rs.,  y  en  la- 
nas en  sucio  y  lavadas,  blancas  y  negras,  106.262  rs.  50  cents.;  y  ma- 
nifestó también  en  el  escrito  que  protestaba  su  buena  fé  sin  otra  ten- 
dencia que  la  de  comprender  fielmente,  no  sólo  los  bienes  existentes 
en  su  poder,  sino  los  entregados  últimamente  á  los  acreedores  por 
sorpresa  que  le  hicieron,  y  otras  circunstancias  que  revelarla  caso  ne- 
cesario, con  el  propósito  de  que  fuesen  satisfechos  los  acreedores  de 
preferente  derecho: 

Resultando  que  en  18  del  mismo  mes  D.  Manuel  Arenzana  acudió 
al  Juzgado  del  distrito  del  Hospicio  de  esta  capital,  exponiendo  que  en 
el  año  anterior  entregó  las  lanas  de  sus  rebaños  al  referido  D.  Juan 
Arístides  Jaquet  para  que  las  mandase  apartar,  lavar  y  ensacar  en  el 
lavadero  que  tenia  llamado  Maullo,  las  que,  según  dos  cartas  que 
acompañó,  dieron  63  sacas  de  lana  blanca  fina,  y  seis  de  negra^  anun- 
ciándole las  tenia  perfectamente  almacenadas  y  á  su  disposición  por 
todo  el  tiempo  que  le  conviniere  en  el  expresado  establecimiento:  que 
el  exponente  habia  sabido  que  el  expresado  Jaquet  se  habia  presentado 
en  concurso  de  acreedores,  y  que  ano  de  estos  de  Zaragoza  y  otro  de 
Oloron,  hablan  conseguido  por  medio  de  comisionados  se  les  entrega- 
sen dichas  lanas ,  las  cuales  habían  sido  embarcadas  en  una  de  las 
estaciones  del  ferro-carril  de  Zaragoza,  y  debian  transitar  de  un  mo- 
mento á  otro  por  esta  capital  con  parada  en  la  estación  central  del  Me- 
diodía; y  concluyó  solicitando  que,  teniendo  como  principio  de  actua- 
ciones criminales  estas  diligencias ,  ó  en  la  forma  que  más  hubiese 
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lugar,  se  embargaran  las  mencionadas  63  sacas  de  lana  blanca  final 
y  seis  de  negra,  aunque  fuese  de  su  cuenta  y  riesgo,  acordándose  su 
depósito: 

Resultando  que  por  auto  del  mismo  dia  se  acordó  dicho  embargo 
por  cuenta  y  riesgo  de  D.  Manuel  Arenzana,  el  que  en  20  del  referido 
mes  pidió  y  obtuvo  se  ampliase  la  retención  á  63  sacas  más  que  ba- 
bian  llegado  con  las  suyas,  á  fía  de  asegurar  el  pago  del  trasporte, 
los  gastos  del  depósito  y  daños  y  perjuicios: 

Resultando  que  realizado  el  embargo  y  acordado  el  depósito»  se 
remitieron  las  diligencias  al  Juzgado  de  primera  instancia  de  Don  Be- 
nito, ante  el  que  en  19  de  Junio  del  expresado  año  de  1868  presentd 
escrito  D.  Manuel  Arenzana,  acompañando  una  carta,  fecba  17  de  Abril 
del  propio  año,  dirigida  ai  mismo  por  D.  Juan  Arístides  Jaquet,  en 
que  le  dice:  «que  el  dia  anterior  se  presentó  allí,  Malilh,  un  encarga- 
do suyo,  con  la  comisión  de  ver  las  lanas  que  tuviera  de  su  pertenen- 
cia, y  estando  en  cama  le  mandó  contestar  que  babia  dispuesto  de 
ellas,  y  que  él  se  entenderla  con  Arenzana  para  su  liquidación:  que 
tai  vez  le  parecería  incaiiíicable  esta  contestación,  atendiendo  á  las 
circunstancias  que  siempre  habla  entre  ios  dos,  y  con  especialidad  i 
las  que  ahora  le  rodeaban,  de  las  que  le  hablan  enterado:  que  lejos 
de  negarlo,  le  confesaba  con  toda  lealtad,  que  sabia  era  aneja  á  sa 
carácter,  que  habla  abusado  de  su  confianza  y  amistad;  pero  no  habla 
dependido  de  él ,  porque  bien  sabia  que  era  incapaz  de  disponer  de 
cosas  que  no  le  pertenecían,  como  no  se  hallara  cohibido  por  insu- 
perables influencias:  que  instigado,  insultado  y  amenazado  por  Bran 
de  Oioron,  uno  de  sus  corresponsales,  para  liquidar  con  él  una  cuenta 
que  entre  ambos  mediaba,  le  habla  arrancado  sus  lanas  contra  vienta 
y  marea,  á  pesar  de  sus  terminantes  y  reiteradas  protestas,  alzándose 
con  su  permiso  con  ellas,  sin  precio  ni  condiciones  de  ningún  género: 
que  ésta  era  la  verdad  de  lo  ocurrido,  no  siendo  su  ánimo  eludir  la 
responsabilidad  que  le  cupiese  por  falta  de  energía  para  prohibir  se 
tocase  á  las  lanas  que  estaban  á  su  custodia;  y  que  lejos  de  eso,  alü 
se  hallaban  sus  bienes  y  su  persona  para  responderle  de  sus  intere- 
ses, á  cuyo  fin  se  habla  presentado  en  concurso  de  acreedores;»  y  ooa 
presentación  de  esta  carta,  gomo  queda  dicho,  y  haci^mdo  relación  del 
resultado  de  las  diligencias  practicadas  en  esta  capital  por  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospicio,  en  virtul  de  las  que. 
manifestó  que  tan  sólo  se  habían  retenido  47  sacas  de  las  suyas  y  81 
de  otros  dueños,  por  lo  que  procurarla  averiguar  el  destino  de  las  de- 
mas  para  demandar  su  restitución  si  se  encontraban  en  especie»  6  si 
se  hubiesen  vendido,  la  indemnización  de  su  valor  los  que  hablan  de 
sufrir  las  consecuencia  del  atentado  cometido  disponiendo  de  lo  sayo» 
concluyó  suplicando  que  reconociendo  Jaquet  los  documentos  presen  r 
tados,  declarase  á  tenor  de  varios  particulares  que  propuso;  mandan  •-,  . 
do  continuasen  retenidas  las  expresadas  131  sacas  de  lana  hasta  qa% 
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^se  resolviesen  las  acciones  que  le  conviniere  ejercitar  para  la  cum- 
plida realización  de  sas  propósitos: 

Resultando  que  estimado  así,  y  librado  el  correspondiente  exhorto» 
se  devolvió  diligenciado ;  y  entregados  los  autos  á  D.  Augusto  Brun» 
los  presentó  con  escrito,  exponiendo  que  las  84  sacas  retenidas  iban 
consignadas  á  Brun  y  Ducos  en  la  estación  de  Zaragoza ,  como  lo  de- 
mostraba la  carta  de  porte  que  por  falta  de  talones  se  le  entregó  y 
acompañaba,  las  que  hablan  sido  adquiridas  por  él  y  pagadas  con  sus 
tondos,  como  lo  probaria  en  su  dia  documentalmente  en  el  juicio  cor- 
respondiente :  que  al  acordar  el  embargo  no  se  había  cumplido  con 
lo  prevenido  en  el  art.  938  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  re- 
solviéndose el  caso  en  lo  dispuesto  en  el  939  de  la  misma,  puesto  que 
no  se  habla  ratificado,  procedía  se  desembargaran  de  oficio,  impo- 
niendo todas  las  costas  al  que  lo  pidió;  por  lo  que  concluyó  soiici- 
"^tando  se  levantase  el  embargo  preventivo  acordado,  y  hecho  se  le  en- 
vegasen los  autos  para  deducir  la  demanda  de  indemnización  y  de- 
mas  acciones  que  le  competían: 

Resultando  que  dada  vista  á  Arenzana ,  se  opuso  al  alzamiento  de 

la  retención,  conformándose  en  que  se  entregase  el  expediente  á  Brun 

para  el  ejercicio  de  las  acciones  que  decia  corresponderle ,  y  acaso 

podían  ser  más  provechosas  á  la  marcha  general  y  más  rápida  del 

-concurso,  á  fin  de  llegar  más  pronto  á  las  debidas  soluciones : 

Resultando  que  llamados  los  autos  en  2  de  Noviembre  de  1869,  dictó 
el  Juez  de  primera  instancia  de  la  Puebla  de  Alcocer  auto  definitivo, 
por  el  que,  fundándose  sustancialmente  en  que  no  es  legal  sujetar  á 
xm  concurso  más  bienes  que  los  que  sean  ocupados  al  concursado,  ó 
se  pruebe  que  le  pertenecen,  en  cuyo  caso  no  se  hallaban  las  lanas  en 
-cuestión,  cuya  pertenencia  era  de  Brun,  como  lo  demostraba  el  hecho 
de  ser  remitidas  por  él  y  consignadas  á  su  casa  de  Zaragoza ;  en  que 
al  efectuar  el  embargo  preventivo  pedido  por  Arenzana,  se  habia  fal- 
tado á  lo  dispuesto  en  el  art.  939  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
y  tampoco  se  habia  deducido  la  acción  correspondiente  para  la  rati- 
ficación del  embargo  en  el  término  que  dicho  artículo  establece;  de- 
claró nulo  el  embargo  de  las  84  sacas  de  lana  sucia,  su  peso  de  840 
arrobas,  remitidas  por  D.  Augusto  Brun  y  consignadas  á  su  casa  de 
Zaragoza;  mandando  levantar  dicho  embargo  y  entregarlas  al  referido 
Brun,  librándose  para  ello  orden  al  encargado  ó  administrador  de  los 
Dok8  de  esta  capital,  é  imponiendo  las  costas  de  este  incidente  y  gas- 
tos de  depósito  á  D.  Manuel  Arenzana,  con  reserva  á  Brun  de  su  de- 
recho para  reclamar  daños  y  perjuicios;  y  verificado,  se  entregasen  los 
autos  á  D.  Juan  Arístides  Jaquet,  como  últimamente  tenia  solicitado: 
Resultando  que  apeló  Arenzana;  y  sustanciada  la  alzada  por  todos 
sns  trámites ,  en  28  de  Abril  último  dictó  sentencia  la  expresada  Sala 
primera,  por  la  que,  fundándose  en  que  el  embargo  de  las  lanas  prac- 
ticado á  instancia  dé  D.  Manuel  Arenzana,  no  fué  preventivo  para  ejer- 
1.  20 
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Citar  exclusivamente  una  acción  civil  contra  D.  Augusto  Bran,  sino  1» 
criminal  que  nacia  del  delito  confesado  por  D.  Juan  Arístides  Jaquet. 
al  manifestarle  que  habia  permitido  se  llevasen  las  lanas ,  ó  del  que 
constituyera  la  coacción  y  fuerza  que  el  mismo  Jaquet  aseguraba  se- 
ejerció  sobre  él  para  entregarlas ,  ó  la  sorpresa  que  se  empleó  para 
con  el  mismo  á  fin  de  que  entregara  algunos  bienes  de  los  que  debían 
qnedar  concursados  á  algunos  acreedores,  con  perjuicio  de  los  denías,, 
otorgando  al  efecto  una  escritura  relativa  á  un  contrato  simulado;  y 
por  consiguiente  que  mientras  no  se  ventile  y  resuelva  la  acción  cri- 
minal indicada  al  pretenderse  el  embargo  por  Arenzana,  deben  legal-^ 
mente  continuar  en  el  mismo  estado  las  cosas  que  hayan  dado  en  su 
caso  lugar  á  la  perpetración  de  los  delitos  que  han  servido  de  funda- 
mento para  a<iuella  acción ;  se  revocó  el  auto  apelado,  mandando  qne^ 
las  lanas  embargadas  quedasen  retenidas  en  poder  del  depositario-ad- 
ministrador de  los  bienes  del  concurso  para  las  resultas  del  mismo, 
y  de  la  causa  criminal  que  se  formara  por  el  Juez  de  primera  ins- 
tancia acerca  de  ios  hechos  denunciados  como  delitos  por  D.  Manuel 
Arei»ana  en  sus  escritos  de  18  de  Abril  de  1868  al  del  distrito  del 
Hospicio  de  esta  capital,  y  de  19  de  Junio  siguiente  al  que  conocía  del 
concurso;  con  los  que  y  demás  documentos  y  diligencias  á  ellos  con-- 
ducentes ,  y  testimonio  de  lo  demás  necesario  y  certificación  de  esta 
sentencia,  se  formaría  la  oportuna  pieza  separada  por  el  indicado  Juez, 
á  quien  se  le  remitiese  para  ello  desde  luego  la  expresada  certi- 
ficación : 

Resultando  que  Brun  interpuso  recurso  de  casación  contra  esta  sen- 
tencia, fundado  en  el  art.  1.011  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil;  f 
la  referida  Sala  en  auto  de  14  de  Mayo  último,  negando  que  la  sen- 
tencia contra  la  que  se  interponía  pusiera  término  al  juicio,  puesto 
que  en  la  misma  se  mandaba  abrir  uno  criminal  para  depurar  si  exis- 
tió ó  no  el  delito  de  sustracción  de  lanas,  disponiéndose  á  la  vez  que 
estas  quedasen  retenidas  para  las  resultas  del  concurso  pendiente,  de- 
claró no  haber  lugar  al  expresado  recurso  de  casación : 

Resultando  que  Brun  apeló  de  este  proveído,  y  en  su  virtud  haR 
Tenido  los  autos  á  este  Tribunal  Supremo. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de  Muro. 

Considerando  que  el  recurso  de  casación  únicamente  procede  con- 
tra sentencias  definitivas,  ó  que  aun  cuando  hayan  recaído  sobre  nn 
artículo,  pongan  término  al  juicio  y  hagan  imposible  su  continuaci(Hi» 
conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  J.OIO  y  1.011  de  la  Le  y  d¿ 
Enjuiciamiento  civil  : 

Considerando  que  la  dictada  por  la  Audiencia  de  Cáceres  en  fS  d» 
Abril  de  este  año,  mandando  que  las  lanas  embargadas  queden  reté-^ 
nidas  en  poder  del  depositario-administrador  de  los  bienes  del  09|- 
corso,  para  las  resultas  del  mismo  y  de  la  causa  criminal  qae  sejjí* 
4e  formar,  no  es  definitiva ,  porque  no  termina  el  juicio  de  GoneoM» 
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ni  resuelve  sobre  el  dominio  de  los  bienes  embargados,  hasta  que,  se- 
guido el  pleito,  se  conozca  por  fallo  ejecutorio  quién  es  el  verdadero 
duefio ; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  el 
expresado  auto  apelado;  entendiéndose  denegada  la  admisión  del  re- 
curso de  casación  interpuesto ,  y  devuélvanse  las  actuaciones  á  la  Au- 
diencia de  Gáceres  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de  Ma^ 
érid  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  á  su  fecha ,  é  insertará  á  su 
tiempo  en  la  Colección  legUlativa ,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.=Juan  González  Ace- 
Yedo.=sJosé  María  Cáceres.sLaureano  de  Arrieta.=Francisco  María  de 
Castilla.s=José  Fermin  de  Muro. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  Fermin  de  Muro,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  día  de  hoy,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  18  de  Noviembre  de  1870.= Rogelio  González  Montes. 

NÓM.  73. 
CASACIÓN. 


Pago  de  maravedís. — Sentencia  de  19  de  Noviembre^  declarando 
DO  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  Compa- 
fiia  del  ferro-carril  de  Sevilla  á  Jerez  y  Cádiz  contra  la  senten- 
cia que  dictó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  esta  capital, 
en  pleito  con  la  razón  social  domiciliada  en  París,  Pareot  Scha- 
ken,  Cuillet  y  compafiia. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  el  art.  261  del  Código  de  Comercio  dispone  que  la  moro^ 
iidad  en  el  cumplimiento  de  las  obligaciones  mercantiles  no  comien- 
za sino  desde  que  el  acreedor  interpela  judicialmente  al  deudor, 

Bn  la  villa  de  Madrid,  á  19  de  Noviembre  de  1870,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Congreso  de 
esta  capital  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  misma  por  la 
nzon  social  domiciliada  en  Paris  Parent,  Schaken,  Cuillet  y  compañía 
con  la  empresa  de  ios  ferro-carriles  de  Sevilla  á  Jerez  y 'Cádiz,  sobre 
pago  de  maravedís;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de 
casación  interpuesto  por  la  Compañía  demandada  contra  la  sentencia 
que  en  13  de  £nero  último  dictó  la  referida  Sala : 
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Resultando  que  D.  Luis  Diez,  como  Director  gerente  de  la  empresa 
del  ferrocarril  de  Jerez  á  Cádiz,  y  D.  Augusto  Galget,  Ingeniero  re- 
presentante de  Parent  y  Schaken,  constructores  en  París,  firmaron  un 
convenio  en  Cádiz  á  21  de  Diciembre  de  1859,  por  el  que  los  segun- 
dos se  comprometieron  á  construir  un  puente  sobre  el  rio  de  San  Pedro 
de  las  dimensiones  y  con  las  condiciones  que  consignaron,  por  la 
cantidad  alzada  de  272.000  francos  en  dinero  y  275  acciones  de  la 
Compañía  de  dicho  camino,  precio  que  á  virtud  de  las  alteraciones 
que  se  propusieron  para  la  construcción  del  puente,  se  aumentó  á 
280.000  francos  y  245  acciones,  que  debería  pagarse  en  París  en  los 
seis  plazos  que  marcaron: 

Resultando  que  Diez  remitió  á  ios  constructores  en  20  de  Setiem- 
bre de  1860  el  importe  del  primer  plazo  en  dinero ,  manifei>tando  en 
cuanto  á  las  123  acciones  que  debía  remitirles,  que  habiendo  contra- 
tado la  enajenación  de  la  línea  con  D.  Luis  Guilhou,  representante  de 
la  Compañía  del  Crédito  general  de  España,  convenia  no  negociar 
acciones  que  habían  de  ser  convertidas  en  las  de  la  línea  general  de 
Sevilla  á  Cádiz;  y  que  accediendo  á  los  deseos  de  Guilhou,  que  decía 
había  de  entenderse  con  ellos  sobre  este  particular,  retardaba  su  re- 
misión, estando  á  su  disposición  sí  insistían  en  recibirles;  y  que  los 
constructores  contestaron  que  deseaban  algunas  explicaciones  sobre 
las  concesiones  de  la  cesión  de  la  línea : 

Resultando  que  Diez  les  remitió  copia  del  acta  de  la  junta  general 
celebrada  en  15  de  Octubre  de  dicho  año,  en  la  que  se  dio  cuenta  del 
contrato  formulado  en  20  dé  Setiembre  por  los  representantes  de  am- 
bas Sociedades  con  la  autorización  correspondiente,  por  ei  que  la  del 
Crédito  general  de  España  compró  la  línea  del  ferro-carril  d^  Jerez 
al  Trocadero,  con  todas  sus  dependencias^  derechos  y  obligaciones  en 
la  cantidad  á  que  ascendían  las  acciones  y  obligaciones  que  forma- 
ban su  capital,  y  además  1.000.800  reales,  equivalente  al  10  por  100 
de  prima  sobre  las  9.000  acciona  que  la  Sociedad  de  Crédito  entre- 
garía á  la  del  ferro  carril  al  elevarse  á  escritura  este  contrato,  con- 
tinuando mientras  tanto  la  empresa  en  la  posesión  y  dirección  del 
camino,  de  acuerdo  con  la  Compañía  general  de  Crédito,  siendo  de 
cuenta  y  pago  de  esta  los  gastos  que  se  siguieran  causando  en  la  cons- 
trucción de  puentes,  aumento  de  obras,  material  y  demás;  contrato 
que  fué  aprobado  por  todos  los  socios  y  elevado  á  escritura  pública 
en  8  de  Noviembre  del  citado  año,  pudiendo  la  Sociedad  compradora 
ceder  á  la  del  ferro-carril  de  Jerez  á  Sevilla  y  de  Puerto-Real  á  Gádií 
los  derechos  que  adquiría;  cesión  que  tuvo  en  efecto  lugar  por  escri- 
tura de  22  de  Noviembre  siguiente,  por  el  mismo  precio  y  condiciones» 
y  que  fue  aprobada  por  Real  orden  de  22  de  Mayo  de  1861,  en  qaete 
declaró  subrogada  la  Sociedad  de  los  ferro  carriles  de  Sevilla  á  ieres 
y  Puerto-Real  á  Cádiz  en  todos  los  derechos  y  obligaciones  inherenM 
á  la  concesión  del  de  Jerez  al  Trocadero  : 
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Resultando  que  D.  Luis  Diez,  gerente  de  la  empresa  del  ferro-carril 
de  Jerez  á  Cádiz,  remitió  á  ios  constructores  de  Paris,  en  5  de  Diciem- 
bre de  1860,  el  importe  en  metálico  del  segundo  plazo :  que  los  cons- 
tructores reclamaron  á  Diez  las  245  acciones,  y  Diez  les  contestó  que 
babia  pasado  su  carta  á  Guilhou,  pues  la  venta  de  la  línea  contenia  la 
cláusula  de  continuar  las  obligaciones  contraidas;  y  que  babiéndose* 
dirigido  en  8  de  Mayo  siguiente  á  Guilbou  para  que  les  dijera  dónde* 
se  encontraban  las  acciones  que  debían  recibir,  les  contestó  que  de- 
bían reclamárselas  judicialmente  á  Diez,  en  virtud  de  las  condiciones 
estipuladas  en  su  contrato,  puesto  que  debían  baberies  sido  ya  entre- 
gadas antes  de  la  venta  de  la  línea  : 

Resultando  que  acreditado  por  certificación  del  Ingeniero  que  ei 
puente  de  San  Pedro  se  bailaba  en  perfecto  estado  de  conservación, 
babiendo  trascurrido  los  seis  meses  durante  los  que  debian  responder 
de  la  obra  ios  constructores;  y  que  la  empresa  del  ferro-carril  de  Jerez 
á. Cádiz,  en  virtud  de  la  cesión  que  babia  becho  á  la  Compañía  gene- 
ral de  Crédito,  había  percibido  2.200  rs.  en  efectivo  por  cada  una  de 
las  a'cciones,  entabló  demanda  en  5  de  Diciembre  de  1863  la  razón  so- 
cial, ya  en  liquidación ,  Parent,  Schaken,  para  que  se  condenase  á  la 
Sociedad  anónima  del  ferro-carril  de  Jerez  á  Cádiz,  citándose  al  efecto 
á  su  gerente  D.  Luis  Diez,  á  la  entrega  de  569.000  reales  en  que  habla 
vendido  las  acciones,  con  los  intereses  desde  el  dia  en  que  la  empresa 
los  habia  recibido  de  la  Sociedad  de  Crédito,  y  el  importe  de  los  ca- 
pones que  hubiera  también  abonado : 

Resultando  que  Diez  impugnó  la  demanda  por  no  ser  gerente  de  la 
Sociedad,  y  porque  la  línea  habia  sido  trasferida  con  consentimiento 
de  los  demandantes  á  otra  empresa ,  con  quien  hablan  venido  enten- 
diéndose, y  á  la  cual  hablan  entregado  el  puente  concluido;  y  que 
desestimada  la  demanda  por  sentencia  de  la  Sala  segunda  de  la  Au- 
diencia de  Sevilla,  Interpuesto  por  los  demandantes  recurso  de  injus- 
ticia notoria,  se  declaró  no  haber  lugar  á  él  por  sentencia  de  este 
Tribunal  de  12  de  Junio  de  1867,  estableciendo  como  fundamento  que 
la  Compañía  de  los  ferro-carriles  de  Sevilla  á  Jerez  y  Puerto-Real  á 
Cádiz,  se  habia  subrogado  en  los  derechos  y  obligaciones  inherentes 
¿  la  concesión  de  la  de  Jerez  á  Cádiz,  y  qué  este  nuevo  deudor  habia 
sido  reconocido  por  ios  recurrentes  : 

Resultando  que  estos  mismos  en  6  de  Setiembre  de  1867  entablaron 
la  demanda  actual  para  que  se  condenase  á  la  citada  Compañía  de  los 
ferro-carriles  de  Sevilla  á  Jerez  y  Cádiz  al  pago  de  539.000  rs.,  valot* 
de  las  245  acciones  y  sus  intereses  ai  6  por  100  desde  el  dia  en  aué 
babia  comprado  la  línea  de  Jerez  ai  Trocadero,  y  ai  del  importe  del 
dividendo  repartido  en  el  segundo  semestre  de  1860,  si  bien  en  el  es- 
crito de  réplica  desistió  de  esta  última  reclamación^  fundando  la  pri- 
mera en  la  declaración,  que  contenia  la  sentencia  referida,  de  que  la 
empresa  demandada  se  habia  subrogado  en  los  derechos  y  obligacío- 
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nes  inherentes  á  la  concesión  de  la  de  Jerez  á  Cádiz,  ó  faera  del  Tro- 
cadero : 

Resultando  que  la  Compañía  demandada  impugnó  la  demanda,  sos- 
teniendo que  los  demandantes  no  tenían  la  consideración  de  terceros 
acreedores  de  la  Compafíía  disuelta,  con  la  que  hablan  contratado  la 
construcción  del  puente,  sino  de  accionistas  de  la  misma:  que  babian 
sido  sus  acreedores  por  la  parte  que  babian  de  recibir  en  metálico  y 
que  babian  recibido;  pero  en  cuanto  á  las  acciones,  una  vez  vencidos 
los  plazos  de  la  entrega  y  puestas  á  su  disposición,  por  más  que  no  las 
hubiesen  recogido  por  su  voluntad,  babian  tenido  el  carácter  de  ver- 
daderos socios  de  la  Compañía  y  no  de  acreedores;  concepto  en  que 
no  les  estaba  obligada  la  Empresa  demandada,  por  cuanto  babia  ad- 
quirido la  línea  con  las  obligaciones  que  tenia  la  cedente,  las  cuales 
no  podían  ser  otras  que  las  contraídas  á  favor  de  tercero,  porque 
implicaba  que  la  Compañía,  ó  fueran  los  socios,  tuviese  obligación  á 
favor  de  sí  mismos;  y  que  los  demandantes  nunca  podían  reclamar 
más  que  la  entrega  de  las  acciones,  pero  no  su  importe,  porque  en 
ellas  se  babia  convertido  las  de  la  Compafíía  disuelta,  y  no  habían  de 
ser  de  mejor  condición  que  los  demás  accionistas  de  aquella,  á  quienes 
se  babian  dado  en  cambio  ó  pago  de  sus  primitivos  títulos  los  de  Di 
Compafíía  demandada;  siendo  esto  tanto  más  procedente,  cuanto  que 
]0S  demandantes  habían  aceptado  por  su  parte  el  contrato  de  enaje- 
nación de  la  línea,  reclamando  la  entrega  de  las  acciones  de  la  Conh 
pafíía  de  Sevilla  á  Cádiz,  y  no  de  la  de  Jerez,  que  sabían  que  no  existia: 
Resultando  que  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  esta  capital 
dictó  en  13  de  Enero  último  sentencia  confirmatoria,  condenando  á  te 
Compañía  demandada  al  pago  de  la  citada  cantidad  é  intereses  desde 
el  día  en  que  babia  comprado  la  línea  de  Jerez  al  Troeadero,  y  en  las 
costas  de  la  segunda  instancia : 

Resultando  que  la  Compañía  de  los  ferro-carriles  de  Sevilla  á  Je- 
rez y  Cádiz  interpuso  recurso  de  casación,  citando  como  infringidos: 

1.*  El  art.  288  del  Código  de  Comercio,  en  cuanto  por  él  se  dis- 
pone que  los  asociados  no  pueden  oponer  contra  el  contenido  de  la 
escritura  de  Sociedad  documento  alguno  privado  ni  la  prueba  testi- 
monial, lo  cual  precisamente  había  hecho  la  casa  Parent,  Schaken  y 
compañía  ai  pretender  y  conseguir  que  un  contrato  privado  de  arren- 
damiento de  obras  se  opusiera  á  la  escritura  social,  y  en  su  virtud 
les  fueran  devueltas  las  acciones  ó  su  importe  que  de  la  Compallia 
poseían. 

S.'  El  art.  306  del  mismo  Código,  toda  vez  que  habiéndose  some- 
tido los  demandantes  por  sus  245  acciones  al  contrato  de  enajenadon 
de  la  línea,  se  habían  colocado  en  la  misma  situación  que  los  demis 
accionistas,  cuya  única  representación  legal  era  la  Dirección  y  Admi^ 
nlstracion  de  la  Compafíía,  y  por  consiguiente  los  actos  de  ésta  les  hl^ 
bian  obligado  como  á  los  demás  asociados. 
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S.*  La  ley  1.*,  tft.  II,  Partida  5.',  que  como  medio,  y  el  más  na- 
toral  de  extinguirse  las  obligaciones,  señala  el  de  la  paga  ó  cumpli- 
miento por  parte  del  deudor  que  está  obligado  á  dar  ó  hacer,  habién- 
dose ejecutado  en  el  presente  caso  por  la  Compañía  con  todas  las 
condiciones  que  para  ser  legítima  exigen  las  leyes  5.*,  6.*  y  7/  de  los 
mismos  título  y  Partida;  toda  vez  que  á  la  Dirección  ó  Administra- 
ción de  la  Compañía  de  Jerez  y  Cádiz,  cedente  de  la  línea  á  la  cual 
pertenecían  las  215  acciones  reclamadas  en  este  pleito,  se  la  habla 
hecho  pago  de  todo  su  capital  social  por  la  cesionaria,  ó  fueran  de 
ias  9.000  acciones  que  le  constituían,  entre  las  que,  como  era  natural» 
-estaban  comprendidas  las  que  de  nuevo  se  reclamaban,  como  si  sa 
importe  no  estuviera  ya  satisfecho. 

4.*  La  doctrina  legal  de  que  las  sentencias  de  los  Tribunales  na 
son  fuentes  de  derecho  y  de  obligaciones  para  otras  personas  más 
que  para  aquellas  que  hubieran  sido  parte  en  el  pleito  en  que  se  dic- 
taban; supuesto  que  la  Compañía  recurrente  no  lo  habia  sido  en  el 
que  los  demandantes  hablan  sostenido  con  la  Compañía  cesionaria 
-del  ferro-carril  de  Jerez  á  Cádiz,  y  la  acción  ejercitada  se  habia  fun- 
dado exclusivamente  en  la  sentencia  dictada  por  este  Tribunal  en  aquel 
pleito  en  1%  de  Junio  de  1867. 

Y  5.*  En  art.  261  del  Código  de  Comercio  al  condenar  á  la  Com- 
pañía recurrente  al  pago  de  intereses  de  la  suma  reclamada  desde  el 
dia  en  que  habia  sido  comprada  la  línea  férrea  de  Jerez  al  Trocadero, 
porque  los  efectos  de  la  morosidad  en  el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones mercantiles  no  comenzaban  sino  desde  el  momento  en  que  el 
acreedor  interpelase  judicialmente  al  deudor,  ó  le  intimare  la  protes- 
ta de  daños  y  perjuicios,  hecha  contra  él  ante  un  Juez,  Escribano  1 
otro  oficial  público  autorizado  para  recibirla,  lo  cual  no  habia  tenido 
lugar  en  este  caso.  ^ 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Jaumar. 

Considerando  que  los  demandantes  no  han  litigado  como  socios 
de  la  Compañía  del  ferro-carril  de  Jerez  á  Cádiz^  sino  en  el  concepto 
de  acreedores  de  la  misma,  como  constructores  del  puente  sobre  el  rio 
^an  Pedro,  del  cual  se  hizo  entrega  á  la  sociedad  demandada,  previo 
el  correspondiente  reconocimiento  por  el  Ingeniero  de  la  misma,  y 
que  por  consiguiente  no  pueden  tener  aplicación  al  presente  caso  los 
artículos  288  y  366  del  Código  de  Comercio,  que  se  invocan  como 
primero  y  segundo  fundamento  del  recurso: 

Considerando  que  tampoco  son  aplicables  las  leyes  del  título  14  de 
la  Partida  5.',  citadas  como  tercer  motivo,  referentes  al  modo  de  ex- 
tinguirse las  deudas  por  la  paga;  por  cuanto  la  Sociedad  del  ferro- 
carril de  Sevilla  á  Cádiz,  subrogada  en  las  obligaciones  de  la  de  Je- 
rez, no  ha  satisfecho  á  los  demandantes  ni  á  otra  persona  en  su  nom- 
bre el  complemento  del  precio  de  la  construcción  del  referido  puente» 
ú  pesar  de  estarse  utilizando  del  mismo: 
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Considerando  que  ánn  en  el  caso  de  qoe  pudiera  admitirse  como^ 
doctrina  legal,  en  los  términos  absolutos  que  se  presenta  én  el  cuarto- 
motivo  del  recurso,  la  de  que  las  sentencias  délos  Tribunales  no  son 
fuentes  de  derecho  ni  de  obligaciones  sino  para  las  partes  que  han  li- 
tigado, seria  inaplicable  á  este  pleito,  porque  la  acción  de  los  deman- 
dantes no  se  funda  principalmente  en  la  ejecutoria  dictada  en  el  pleito 
que  siguieron  con  D.  Luis  Diez,  sino  en  la  obligación  contraída  en 
Tirtüd  de  los  documentos  relativos  á  la  construcción  del  puente  cuyo 
precio  se  reclama: 

T  considerando,  por  último,  que  si  bien  el  art.  261  del  Código  de 
Comercio  establece  que  la  morosidad  en  el  cumplimiento  de  las  obli- 
gaciones mercantiles  no  comienza  sino  desde  que  el  acreedor  inter- 
pela judicialmente  al  deudor,  esta  disposición  no  puede  tener  lugar  en 
el  presente  caso,  en  que  se  reclama  el  pago  de  una  obra  contratada 
por  precio  alzado,  pagadera  á  plazo  fijo,  y  la  cantidad  que  se  pide  es 
en  equivalencia   de  unas  acciones  que  devengaron  intereses; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  la  Compañía  del  ferro-carril  de 
Sevilla  á  Jerez  y  Cádiz,  á  la  que  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pér- 
dida del  depósito,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  mandamos 
que  se  devuelvan  los  autos  á  la  Audiencia  de  esta  capital  con  la  cer- 
tificación correspondiente,  y  lo  acordado. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=-Juan  Gonzalez^ 
Acevedo.  =José  M.  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=Francisco  María 
de  Casti!la.=Joaquin  Jaumar.=José  Fermín  de  Muro.=Benilo  de  Posa-> 
da  Herrera. 

Publicación. 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia'  por  el  Excmo.  Sr.  Don . 
Joaquín  Janmar  de  la  Carrera,  Magistrado  déla  Sala  primera  del  Tribu- 
nal Supremo,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma,  ék 
día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  19  de  Noviembre  de  1870.=Gregorio  Camilo  García. 
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NÓM.  74. 
CASACIÓN. 


Defensa  por  pobre. — Sentencia  de  19  de  Noviembre,  declarando 
DO  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
Francisco  Javier  Ordofiez  contra  la  que  en  22  de  Diciem- 
bre de  1869  dictó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la 
Corufia,  en  pleito  con  D.  Ignacio  González  y  el  Ministerio 
fiscal. 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  cstablccc: 

í.^  Que  las  disposiciones  del  art,  182  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civiL  acerca  de  las  circunstancias  para  ser  declarado  pobre, 
$e  subordinan  á  las  del  I8i  de  la  misma  Ley ,  por  el  cual  se  de- 
signa el  beneficio  á  los  comprendidos  en  cualquiera  de  los  casos  del 
expresado  art.  182  cuando  se  infiere,  áiuicio  del  Juez,  del  número 
de  criados,  del  alquiler  de  la  casa ,  ó  de  otros  cualesquiera  signos 
exteriores,  que  tienen  medios  superiores  al  doble  jornal  de  un  bra- 
cero en  cada  localidad. 

2.^  Que  las  leyes  28  y  32  del  til.  16 .  Partida  3.* ,  sobre  la 
fuerza  probatoria  de  los  dichos  de  los  testigos,  han  sido  modifica- 
das esencialmente  por  el  art.  31 7  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, sin  que,  por  lo  mismo,  pueda  fundarse  recurso  sobre  su  in- 
fracción. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  19  de  Noviembre  de  1870,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  ciudad  de  Yigo  y 
en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Goruña  por  D.  Francisco 
Javier  Ordoflez  y  Doña  María  Antonia  Rouco,  su  mujer,  con  Doña 
Ignacia  González  y  el  Ministerio  fiscal  sobre  defensa  por  pobre;  los 
cuales  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  .de  casación  interpuesto 
por  Ordoñez  y  su  mujer  contra  la  sentencia  que  en  22  de  Diciembre 
de  1869  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  deducida  demanda  por  Doña  Ignacia  González  con- 
tra  ios  referidos  Ordoñez  y  su  mujer  sobre  pago  de  375  escudos  600 
milésimas,  pidieron  estos  que  recibida  la  justificación  necesaria  se 
les  declarase  pobres  para  litigar : 

Resultando  que  Doña  Ignacia  González  se  opuso  á  la  defensa  por 
pobre  solicitada  por  Ordoñez,  y  ai  efecto  alegó  que  se  le  reconocía 
como  dueño  de  un  capital  de  l.SOO  duros  distribuidos  en  préstamos,  con 
él  interés  de  un  8  y  10  por  100:  que  i  la  vez  se  ocupaba  en  agencias 
y  otras  prácticas  curiales:  que  er  a  Profesor  de  Instrucción  primaria, 
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y  desempeñaba  la  escaeia  pública  de  las  parroquias  de  Gamos  y  Pa* 
rada  del  Ayantamiento  de  Nigran,  población  de  más  de  2.000  almas: 
que  habitaba  casa  propia  y  obtiene  del  cultivo  de  sus  bienes  un  pro- 
ducto de  más  de  70  ferrados  de  maíz  y  dos  pipas  de  vino,  con  lefias 
y  esquilmo  para  su  consumo;  y  que  agregando  el  producto  del  traba- 
jo de  su  mujer  é  bija,  como  costureras,  resulta  que  por  todos  los 
conceptos  dícbos  percibe  el  Ordofiez  un  producto  anual  equivalente 
al  jornal  de  ocho  braceros : 

Resultando  que  oido  el  Promotor  fiscal,  se  recibió  el  pleito  á  prue- 
ba, practicándose  las  que  las  partes  propusieron  por  medio  de  docu- 
mentos y  testigos  en  justificación  de  los  hechos  que  respectivamente 
babian  alegado;  y  e!  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  de- 
clarando no  haber  lugar  á  la  defensa  por  pobre,  solicitada  por  dicho 
Ordoñez,  por  sí  y  en  representación  de  su  esposa  Antonia  Rouco ,  á 
quien  condenó  en  todas  las  costas  del  incidente  y  al  reintegro  del 
papel  del  sello  de  pobres  consumido: 

Resultando  que  confirmada  dicha  sentencia,  con  las  costas,  por  la 
que  pronunció  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  en  22  de  Oiciembre  de 
1869,  D.  Francisco  Javier  Ordoñez  interpuso  recurso  de  casación,  por 
conceptuar  infringidos : 

1.*  El  art.  182  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  en  su  letra  y 
espíritu,  porque  el  recurrente  no  cuenta  para  vivir  con  salario  ó  sueldo 
permanente,  ni  con  rentas  que  produzcan  el  doble  jornal  de  un  bra- 
cero, ni  ejerce  industria  alguna  por  la  cual  pague  de  contribución  la 
menor  cantidad. 

2.*  La  ley  28,  tít.  16,  Partida  3.'.  que  al  tratar  de  la  fuerza  proba- 
toria de  los  dichos  de  los  testigos,  rechaza  los  de  simple  referencia, 
como  lo  son  todos  los  que  declaran  acerca  de  las  supuestas  retribu- 
ciones de  los  niños  de  la  escuela  que  regenta  interinamente,  además 
de  no  estar  conformes  respecto  á  la  forma  de  esa  retribución. 

3.*  La  ley  32  del  mismo  título  y  Partida,  que  dice  «lue  por  na 
testigo  ningún  pleito  non  se  puede  probar,  cuanto  quier  que  sea 
bome  bueno  é  honrado;»  puesto  que  un  sólo  testigo  declaraba  que  la 
esposa  é  hija  de  Ordoñez  son  costureras ,  y  uno  sólo  también,  el  que 
depone  respecto  á  dos  préstamos. 

4.'  T  el  art.  317  de  la  expresada  Ley  de  E ajuiciamiento,  porque 
la  apreciación  de  la  prueba  se  separa  de  las  reglas  de  la  sana  crítica, 
dando  valor  á  las  declaraciones  de  los  testigos  que  de'  una  manera 
vaga  é  inconcreta  deponen  acerca  de  los  recursos  coa  que  la  parte 
contraria  pretende  que  cuenta  Ordoñez  en  las  comisiones  ó  agencias 
en  que  se  supone  ocupado. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermin  de  Muro. 

Considerando  que  las  disposiciones  del  art.  182  de  la  Ley  de  Eth 
Juiciamiento  civil  acerca  de  las  circunstancias  para  ser  declarado  po- 
bre se  subordin  an  á  las  del  18i  de  la  misma  Ley,  por  el  cual  se  de*'. 
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^gna  el  beneficio  á  los  comprendidos  en  cualquiera  de  los  casos  del 
expresado  art.  182  cuando  se  infiere  á  juicio  del  Juez,  del  número  de 
enriados,  del  alquiler  de  la  casa  ó  de  otros  cualesquiera  signos  exte- 
ariores;  que  tienen  medios  superiores  al  doble  jornal  de  un  bracero 
^n  cada  localidad,  y  que  apreciados  por  la  Sala  sentenciadora  en 
^ste  sentido  los  medios  de  que  dispone  el  recurrente,  no  se  ha  infrin- 
CS^o  el  mencionado  art.  182  como  se  supone  en  el  primer  motivo  de 
casación : 

Considerando,  en  cuanto  al  segundo  y  tercero,  que  las  leyes  28  y 
Si  del  tít.  16,  Partida  3/,  sobre  la  fuerza  probatoria  de  los  dichos 
^8  los  testigos,  han  sido  modificadas  esencialmente  por  el  art.  317 
^e  la  expresada  Ley  de  Enjuiciamiento,  sin  que  por  lo  mismo  pueda 
Inundarse  recurso  sobre  su  infracción : 

T  considerando  que  el  art.  317,  alegado  en  último  lugar,  no  puede 
citarse  como  infringido,  porque  el  Tribunal  sentenciador  al  apreciar 
3as  pruebas  según  su  racional  criterio,  ha  usado  del  derecho  que  le 
concede  la  ley  en  general,  y  muy  especialmente  para  este  caso  el  re- 
iferfdo  art.  184; 

Fallamos  ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto'  por  D.  Francisco  Javier  Ordoñez,  á 
^nien  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  dé  la  cantidad  por 
^ue  prestó  caución,  la  cual  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  de- 
vuélvanse los  autos  á  la  Audiencia  de  la  Goruña  con  la  certificación 
-correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  (kieeta  d$ 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos.s^Mau- 
ricio  García.=José  M.  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=FraHcisco  Ma- 
ría de  Gastilla.=Joaquin  Jaumar.=José  Fermín  de  Muro.=Benito  de 
Posada  Herrera. 
Publicación. 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  Fermín  de  Muro,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estando  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo  el  día  de  hoy, 
deque  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Supremo  Tri- 
bunal. 

Madrid  19  de  Noviembre  de  1870.=Dionisio  Antonio  de  Puga. 
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NÓM.  75. 
CASACIÓN. 


Viudez  de  un  codicilo  y  agravios  i  la  cuenta  y  partición  dk 
CIERTOS  BIENES. — SeDteDcia  de  21  de  Noviembre,  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Estanis- 
lao Torre  contra  la  sentencia  que  en  3  de  Julio  de  1869  dicté 
la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Burgos,  en  pleito  con  Don 
Sebastian  de'la  Mora,  como  padre  y  legitimo-administrador  de 
Doña  Concepción  y  D.  José  Manuel  de  la  Mora,  como  curador 
ad  bona  de  su  hermano  D.  Aecio. 

• 

En  su  único  considerando  se  establece : 

Que  la  causa  7.^  del  arL  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil ,  que  consiste  en  la  incompetencia  de  jurisdicción ,  no  es  apU- 
cable  a  la  infracción  que  se  suponga  cometida  de  lo  dispuesto  en  la 
regla  8/  del  art.  303  de  la  misma  ley  al  hacerse  la  elección  del 
perito  tercero,  por  cuanto  éste  no  ejerce  ninguna  especie  de  jw 
riidiccion. 

lEn  la  villa  de  Madrid,  á  21  de  Noviembre  de  1870,  en  los  autos  s^ 
goidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Yiiiacarriedo  y  en  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  Burgos  por  D.  Estanislao  de  la  Torre  y 
Arce  con  D.  Sebastian  de  la  Mora,  como  padre  y  legítimo  administra- 
dor de  Doña  Concepción  y  D.  José  Manuel  de  la  Mora,  en  concepto 
de  curador  ad  bona  de  su  hermano  D.  Aecio,  sobre  validez  de  un  co-^ 
dicilo  y  agravios  á  la  cuenta  y  partición  de  bienes  de  Doña  Adela  de 
la  Mora;  autos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación* 
interpuesto  por  D.  Estanislao  de  la  Torre  contra  la  sentencia  dictada 
por  la  expresada  Sala  en  3  de  Julio  de  1869 : 

Resultando  que  la  referida  Doña  Adela  de  la  Mora,  consorte  de  Don 
Estanislao  y  hermana  del  D.  Sebastian,  falleció  en  6  de  Mayo  de  IMS; 
y  á  instancia  del  último  se  hubo  por  prevenido  el  juicio  voluntario  dd 
testamentaría  en  2  de  Julio  siguiente  en  el  referido  Juzgado;  y  que  mte 
tarde  se  acumuló  á  este  juicio  universal  la  demanda  entablada  por  te 
representación  de  D.  Aecio  y  Doña  Concepción  contra  D.  Estanislao 
para  que  se  declarase  nulo  un  testamento  que  se  suponía  otorgada d» 
palabra  por  Doña  Adela  en  el  mismo  dia  de  su  fallecimiento : 

Resultando  que  practicados  el  inventario  y  avalúo  del  caudal,  f 
llegado  el  tercer  período  del  juicio ,  se  procedió  al  nombramiento  dii 
contadores,  que  discordaron  en  sus  dictámenes,  y  en  su  consecaendi 
46  mandó  proceder  al  nombramiento  de  tercero:  , 
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Resultando  que  no  habiéndose  puesto  de  acuerdo  los  interesados 
para  este  nombramiento ,  se  dirigió  comunicación  al  Gobernador  civil 
de  la  provincia  para  que  dispusiera  que  por  la  dependencia  corres- 
pondiente se  remitiera  certificación  expresiva  de  los  Abogados  que  en 
las  matrículas  de  subsidio  formadas  para  el  afío  económico  figuraban 
por  todos  Jos  Ayuntamientos  del  partido,  y  las  cuotas  que  cada  ano 
satisfacía  por  contribución : 

Resultando  que  recibida  la  certificación  remitida  por  el  Gobpma- 
'dor  en  23  de  Setiembre  de  1865,  en  la  cual  no  aparecen  los  nombres 
de  D.  Manuel  Abascal  Pérez  y  D.  Joaquín  Quintana  Lasprilla,  siendo 
la  cuota  mayor  asignada  á  los  contenidos  en  ella  la  de  15  escudos  sin 
recargos,  y  con  ellos  24*577  milésimas;  y  habiéndose  procedido  al  sor- 
teo entre  los  seis  que,  según  dicha  certificación  satisfacían  mayores 
cuotas,  se  declaró  designado  por  la  suerte  á  D.  Manuel  García  Raíz» 
perito  tercero  para  dirimir  la  discordia  : 

Resultando  que  al  día  siguiente  se  hizo  saber  esta  designación  S 
los  Procuradores  de  las  partes :  que  en  3  de  Octubre  siguiente  exten- 
dió diligencia  el  Escribano  de  baber  trascurrido  con  exceso  el  término 
concedido  paí*^  la  recusación  del  perito  tercero;  y  habiéndose  orde- 
nado que  se  hiciera  saber  á  éste  su  nombramiento,  se  notificó  tam- 
bién en  el  mismo  dia  esta  providencia  á  los  Procuradores:  que  en  23 
de  Octubre  se  mandaron  entregar  los  autos  al  referido  perito,  lo  caal 
se  verificó  en  28  del  mismo  mes,  y  en  27  del  siguiente  pidió  próroga 
del  término  para  evacuar  sn  cometido ;  y  habiéndose  oído  sobre  esta 
solicitud  á  los  interesados,  manifestaron  unánimemente  los  Procuradores 
que  estaban  conformes  en  que  se  otorgara  la  próroga  solicitada ,  y  así 
se  estimó: 

Resultando  que  emitido  dictamen  por  el  perito  tercero,  presentado 
en  8  de  Enero  de  1866,  y  puesto  de  manifiesto  en  la  Escribanía  por 
término  de  ocho  días,  dentro  de  ellos  pidió  los  autos  D.  Estanislao; 
y  habiéndosele  entregado,  formalizó  su  oposición  en  8  de  Febrero  si- 
guiente, exponiendo  varios  agravios  que  en  su  sentir  encerraba  el  re- 
ferido dictamen,  impugnándole  como  evidentemente  nulo  y  cuando  me- 
nos altamente  injusto  en  la  forma  y  en  la  esencia:  primero,  por  el 
exceso  de  atribuciones  que  indebidamente  se  arrogaba :  segundo,  por 
las  marcadas  inexactitudes  de  hecho  de  que  adolecía;  y  tercero»  por 
los  graves  errores  jurídicos  de  que  participaba : 

Resultando  que  sustanciándose  la  oposición  al  evacuar  el  traslado 
de  réplica  D.  Estanislao,  expuso'que  el  sorteo  verificado  para  la  desig- 
'  nación  de  tercer  contador,  encerraba  un  vicio  de  nulidad,  porque  en 
la  lista  remitida  por  la  Administración  de  Bacienda  pública  para  el 
sorteo,  se  hablan  omitido  los  nombres  de  dos  Abogados  que  pagaban 
tanta  ó  mayor  cuota  que  el  nombrado :  que  tenia  el  derecho  de  pedir 
la  nulidad  de  lo  obrado  en  una  hipótesis  falsa  é  ilegal,  y  lo  hacia  en 
el  momento  mismo  en  que  se  notaba  esa  falsedad  é  ilegalidad,  pro- 
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te&tando  presentar  en  el  término  probatorio  ios  documentos  que  acre- 
ditasen la  indicada  omisión : 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba.  Torre  adujo  sobre  este 
pnnto  tres  certificaciones :  una  de  la  Administración  de  Hacienda  pú- 
blica de  la  provincia,  baciendo  constar  que  en  las  matrículas  de  sub-. 
sidio  correspondientes  á  los  Ayuntamientos  de  San  Roque  de  Riomiera 
y  Santiurde  de  Toranzo,  y  años  desde  1862  basta  el  económico  de  1867 
á  68,  ambos  inclusíye»  aparecían  inscritos  como  Abogados  D.  Manuel 
AJMuscal  Pérez  en  la  del  primero,  y  D.  Joaquín  Quintana  Lasprilla  en 
la  del  segundo»  figurando  aquel  con  la  cuota  de  15  escudos  sin  recar- 
gos» y  con  ellos  24  escudos  581  milésimas  en  el  año  económico  del  65 
al  66 ,  y  Quintana  en  el  mismo  año  con  la  cuota  de  15  escudos  sin 
recargos,  y  con  ellos  24  escudos  577  milésimas:  la  segunda  certifica- 
€i0D ,  expedida  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de  Santiurde  de 
Toranzo,  expresa,  con  relación  á  la  correspondiente  matricula,  que 
Quintana  figuraba  en  ella  como  Abogado  desde  bacia  más  de  seis  años; 
y  en  la  tercera,  expedida  por  el  Secretario  del  Ayuntamiento  de  San 
Roque,  se  expresa  lo  mismo,  con  referencia  á  dicba  localidad  res- 
pecto á  Abascal ;  y  además  se  produjo  prueba  testifical  sobre  el  mis- 
mo punto: 

Resultando  que  las  partes  alegaron  de  bien  probado  sobre  los  di- 
ferentes extremos  debatidos  en  el  pleito,  pidiendo  Torre  declaración 
expresa  sobre  la  nulidad  que  reclamaba  de  cuanto  se  babia  practicado 
por  dicho  perito ,  y  fundó  esta  pretensión  en  los  hechos  referidos  re- 
lativamente al  sorteo;  y  los  hermanos  Mora,  expusieron  que  la  certi- 
ficación que  había  servido  para  verificarles  se  babia  unido  á  los  au- 
tos ,  y  señaládose  dia  para  el  acto ,  y  los  Procuradores  pudieron  en- 
terarse y  se  enteraron  de  dicho  documento,  de  modo  que  no  era  ad- 
misible la  alegación  de  ignorancia :  que  se  verificó  el  sorteo,  se  hizo 
saber  el  nombramiento  á  García  Ruiz,  sin  que  Torre  impugnara  aquel 
ni  en  el  fondo  ni  en  la  forma;  y  que  presentada  la  operación  practi- 
cada por  aquel  y  puesta  de  manifiesto,  Torre  produjo  su  escrito  de 
agravios  sin  impugnar  los  expresados  actos : 

Resultando  que  el  Juez  dictó  sentencia  definitiva  en  4  de  Setiembre 
de  1868,  declarando  improcedentes  los  agravios  propuestos  por  Torre, 
inválido  é  ineficaz  el  llamado  codicilo  ó  testamento  de  palabra,  elevado 
á  escritura  pública  en  21  de  Octubre  de  1863 ,  no  haber  lugar  á  las 
pretensiones  del  demandante  y  absolviendo  á  sus  contrarios  de  la 
deoianda : 

Resultando  que  apelada  por  Torre  esta  sentencia,  insistió  ante  te 
Superioridad  en  la  nulidad  indicada;  y  continuada  la  sustanciadon» 
pronunció  sentencia  la  Sala  en  3  de  Julio  de  1869,  declarando  nulo  el 
iX>dicilo  referido,  no  haber  lugar  á  la  nulidad  de  los  procedimientos» 
ni  por  consiguiente  á  su  reposición,  pretendida  por  Torre,  y  desestl- 
mando  los  agravios  propuestos  por  el  mismo,  á  excepción  de  uno; 
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Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  Torre  recurso  de 
casación  en  el  fondo  y  en  la  forma,  fundándole,  en  cuanto  al  último 
concepto,  en  la  causa  7/  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil ;  porque  siendo  ilegal  el  sorteo  verificado  para  el  nombramiento 
de  perito  tercero,  éste  no  tenia  competencia  ni  jurisdicción,  y  habia 
entrado  á  desempeñar  un  cargo  oficial  que  la  ley  por  sus  verdaderos 
toámites  no  le  concedía: 

Besultando  que  la  Sala  sentenciadora  admitió  el  recurso  en  cuanto 
mi  fondo  y  denegó  su  admisión  en  cuanto  á  la  forma;  y  habiendo  ape- 
lado Torre  de  esta  denegación ,  este  Tribunal  revocó  la  providencia  y 
sdmitíó  el  recurso  en  el  segundo  concepto  expresado,  mandando  pro- 
<^der  ¿  su  sustanciacion. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  María  de  Castilla. 
Considerando  que  la  causa  7/  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  invocada  como  fundamento  del  presente  recurso,  y 
que  consiste  en  la  incompetencia  de  jurisdicción,  no  es  aplicable  á  la 
infracción  que  se  supone  cometida  de  lo  dispuesto  en  la  regla  8/  del 
Brtlculo  303  de  la  misipa  ley  al  hacerse  la  elección  del  perito  tercero, 
por  cuanto  esto  no  ejerce  ninguna  especie  de  jurisdicción; 

Fallamos,  que  debemos  .declarar  y  declaramos  no  baber  lugar  al 
^Tecnrso  de  casación  que,  fundado  en  la  causa  7.*  del  art.  1.013  de  la 
ILey  de  Enjuiciamiento  civil,  interpuso  D.  Estanislao  Torre,  á  quien 
condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  los  2.000  rs.  depositados, 
que  se  distribuirán  en  la  forma  prevenida  por  la  ley;  y  respecto  al 
recurso  de  casación  interpuesto  en  cuanto  al  fondo,  mandamos  que  se 
proceda  á  su  sustanciacion  con  arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firínamos.=Mauri- 
ció  García.=José  María  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=Franc¡sco  Ma- 
ría de  Gastilla.=Joaquin  Jaumar.=José  Fermín  de  Muro.  =  Benito  de 
Posada  Herrera. 
Publicación  : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Señor 
D.  Francisco  María  de  Castilla,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de 
boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  21  de  Noviembre  de  1870.=Rogelio  González  Montes. 
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NÓM.   76. 

CASACIÓN. 


Tercería  de  dominio. — Sentencia  xle  83  de  Noviembre,  declarando 
DO  beber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Dofia  Te- 
resa Parad ela  contra  la  que  en  6  de  Noviembre  de  1869  dictó 
la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Corufia,  en  pleito  con 
D.  Francisco  Pardo,  como  curador  ad  litem  de  los  menores  Don 
Alberto,  Doña  Luisa  y  Doña  Mercedes  Pardo  y  Paradela. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  en  el  art,  62  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  ordena 
que  cuando  hayan  sido  varios  los  puntos  litigiosos ,  se  haga  con  la 
debida  separación  el  pronunciamiento  correspondiente  á  cada  uno  ék 
ellos. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  23  de  Noviembre  de  1870,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Betanzos  y  en  la  Sal|t 
tercera  de  la  Audiencia  de  la  Goruña  por  D.  José  Francisco  Pardo,  como 
curador  ad  litem  de  los  menores  D.  Alberto,  Doña  Luisa  y  Dofia  Mercedes 
Pardo  y  Paradela,  con  Doña  Teresa  Paradela,  D.  Pedro  Antonio  Grolpe 
y  el  Ministerio  fiscal,  sobre  tercería  de  dominio;  pleito  pendiente  ante 
Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Teresa 
Paradela  contra  la  sentencia  que  en  6  de  Noviembre  de  18G9  dictó  li 
referida  Sala : 

Resultando  que  Doña  Mayor  López  en  su  testamento  de  13  deAbill 
de  1601  fandó  un  vinculo  sobre  diferentes  bienes,  entre  ellos  tres  la- 
gares sitos  eú  Garesma :  que  Doña  Manuela  Balboa,  poseedora  de  e$te 
vínculo,  dio  en  foro  ios  bienes  de  dicho  lugar  en  número  de  88  par* 
tidas  á  Andrés  Crespo  por  escritura  de  24  de  Mayo  de  1827,  á  coadí* 
cion  de  pagar  320  rs.  anuales;  y  que  José  Crespo,  hijo  de  Andrés,  á 
quien  se  adjudicó  el  referido  lugar  en  la  partición  de  los  bienes  desa 
padre,  lo  vendió  en  18  de  Setiembre  de  1859  con  otfos  varios  bienes 
á  D.  Gregorio  Prado  en  14.000  rs.,  quedando  á  cargo  del  comprador  It 
pensión  de  320 : 

Resultando  que  D.  Pedro  Antonio  Golpe  entabló  demanda  contri 
José  Crespo,  que  hizo  extensiva  á  Doña  Teresa  Paradela,  como  lleras- 
dora  de  los  bienes  del  citado  lugar,  para  que  se  declarasen  natos  los 
contratos  en  virtud  de  los  que  ésta  se  hallaba  detentándolos,  por  cor- 
responderle  como  poseedor  del  vínculo  fundado  por  Doña  Mayor  Lo-  • 
pez;  y  que  impugnada  la  demanda  por  Doña  Teresa  Paradela,  porsf 
y  como  tutora  y  curadora  de  sus  hijos  Alberto,  Liisa  y  Marides  PatIo»       . 
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liabidos  en  su  matrimonio  con  B.  Orégorio  Pardo,  dictó  sentencia  el 
Juez,  que  confirmó  la  Audiencia  de  la  Goruña  en  26  de  Mavo  de  1865, 
declarando  nulo  el  contrato  de  venta  del  citado  lugar,  otorgado  por 
José  Crespo,  y  condenando  á  Doña  Teresa,  por  sí  y  como  tutora  de  sus 
hijos  menores,  á  su  restitución^  con  los  frutos  desde  la  citada  fecha;  y 
<|ue  interpuesto  recurso  de  casación  por  aquella  sin  hacer  uso  de  la 
representación  de  sus  hijos,  se  declaró  ño  haber  lugar  á  él  por  este 
Supremo  Tribunal  en  4  de  Junio  de  ^866,  condenando  á  la  recurrente 
^n  las  costas: 

Besultando  que  promovido  un  incidente  sobre  liquidación  de  frutos, 
'y  condenada  Doña  Teresa,  por  sí  y  como  tutora  de  sus  hijos,  á  pagar 
por  dicho  concepto  á  D.  Pedro  Antonio  Golpe  2.660  rs. ,  se  embarga- 
ron, como  de  la  pertenencia   de  aquellos,  dos  casas  sitasen  la  Go- 
ruña, y  20  partidas  de  bienes  en  la  parroquia  de  Santa  Eulalia  de  Es- 
l^enuca;  y  que  en  3  de  Octubre  de  1867  los  expresados  menores,  re- 
presentados por  un  curador  ad  lUem ,  entablaron  demanda  de  tercería 
úe  dominio  de  los  referidos  bienes ,  alegando  que  las  dos  casas  les 
pertenecían  como  procedentes  del  vínculo  fundado  por  María  Martínez 
y  su  esposo  Domingo  Hernández  en  su  testamento  de  14  de  Febrero 
de  1714,  y  del  que  había  estado  en  posesión  su  difunto  padre  D.  Gre- 
gorio Pardo;  y  que  las  20  partidas  de  bienes  las  habiá  adquirido  éste 
dorante  su  matrimonio;  suplicando,  en  uso  déla  acción  real,  é  invo- 
-cando  la  restitución  in  integrum  por  los  perjuicios  que  se  les  hablan 
seguido,  que  las  dos  citadas  casas  y  la  mitad  de  los  bienes  no  estaban 
sujetos  á  las  responsabilidades  que  se  trataba  de  hacer  efectivas  con- 
tra su  citada  madre,  no  hallándose  obligados  á  entregar  más  parte  de 
'  frutos  que  los  percibidos  ya  por  D.  Pedro  Antonio  Golpe  al  cobrar  la 
pensión,  reponiendo  el  asunto  al  estado  que  tenia  en  6  de  Noviembre 
ide  1866 : 

Besultando  queD.  Pedro  Antonio  Golpe  impugnó  la  demanda,  sos- 
teniendo que  al  {pterponer  Doña  Teresa  el  recurso  de  casación  lo  había 
Yerificado  por  sí  y  como  tutora  de  sus  hijos  menores,  que  debían 
,  por  consiguiente  ser  responsables  de  las  costas ;  y  que  la  citada  Doña 
Teresa  solicitó  que  se  la  absolviese  libremente  del  pago  deMos  frutos 
7  del  de  las  costas  en  que  á  petición  fiscal  se  estaba  entendiendo,  de- 
clarando nulas  las  ejecuciones  que  se  habian  despachado;  alegando 
para  ello  que  las  casas  embargadas  se  habian  comprendido  en  el  in- 
ventarlo ejecutado  á  la  muerte  de  su  marido,  á  quien  habian  corres- 
pondido por  fundación  hecha  por  Domingo  Fernandez  y  su  mujer, 
perteneciendo  por  tanto  á  sus  hijos,  que  no  eran  responsables  de  las 
costas  impuestas  al  desestimar  el  recurso  de  casación  ,  por  cuanto  le 
iiabia  interpuesto  por  sí  sola  ;  y  que  si  bien  habla  adquirido  durante 
el  matrimonio,  no  sólo  el  lugar  de  Garesiiía,  sino  3S  partidas  más  de 
liieoes,  de  las  que  había  embargadas  20  ,  como  durante  la  sociedad 
^eonyogal  habian  contraído  una  deuda  de  18.500  i^.,  importando  lo  ad- 
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qoirido  15.200,  ningún  ganancial  resultaba  á  su  favor ,  y  por  lo  tanto^ 
aquellas  correspondian  ¿  sus  hijos : 

Resultando  que  el  Ministerio  fiscal  impugnó  también  la  tercería  ;  y 
que  practicada  prueba  por  las  partes ,  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia 
de  la  Goruña  dictó  sentencia  en  6  de  Noviembre  de  1869  ,  que  no  fué^ 
conforme  con '  la  de  primera  instancia,  declarando  no  haber  lugar  á  la 
restitución  in  integrum  pretendida  por  los  menores ,  y  que  la  tercería 
de  dominio  deducida  por  los  mismos,  sólo  era  procedente  en  cuanto  se 
referia  á  las  responsabilidades  contraidas  por  su  madre  con  ocasión 
del  recurso  de  casación  que  se  les  habia  negado ;  por  lo  cual  para  la 
realización  de  aquellas,  debia  precederse  con  separación  absoluta;  y 
que  no  habia  lugar  á  la  propuesta  tercería,  relativamente  á  las  ejecu- 
torias anteriores  de  los  pleitos  ó  cuestiones  en  que  hablan  sido  parte 
los  referidos  menores  : 

Resultando  que  Doña  Teresa  Paradela  interpuso  recurso  de  casa- 
ción, citando  como  infringido  el  art.  62  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil  por  no  haberse  decidido  nada  relativamente  á  la  excepción  ale- 
gada y  discutida  de  no  existir  gananciales ;  y  en  el  caso  de  que  este 
silencio  fuera  una  negativa  indirecta  de  semejante  pretensión,  la  doc- 
trina que  se  desprendía  de  las  leyes  1/  y  2.%  tít.  4.*,  libro  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  porque  al  consignar  estas  cuáles  eran  los  bie- 
nes comunes  y  los  exclusivos  de  cada  cónyuge ,  exigia  naturalmente 
una  liquidación ,  disuelta  la  sociedad  conyugal ,  que  patentizara  los 
anos  y  los  otros,  á  fin  de  evitar  responsabilidades  indebidas ,  lo  cual 
debiera  haberse  prevenido  en  el  fallo. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  María  de  Castilla. 

Considerando  que  la  sentencia  contra  la  cual  se  ha  interpuesto  el 
presente  recurso  de  casación ,  al  resolver  en  los  términos  que  lo  ha 
becho  sobre  la  tercería  de  dominio  entablada  por  el  curador  ad  lium 
de  los  menores,  virtualmente  lo  ha  verificado  respecto  del  particular 
excepcionado  por  la  madre  de  los  mismos  de  que  no  existían  ganan- 
ciales de  lo  adquirido  durante  el  matrimonio ;  por  lo  que  no  se  ha 
infringido  el  art.  62  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  en  el  que  se 
ordena  que  cuando  hayan  sido  varios  los  puntos  litigiosos^  se  haga  con 
la  debida  separación  el  pronunciamiento  correspondiente  á  cada  uno 
de  ellos: 

Y  considerando  que  tampoco  ha  sido  infringida  la  doctrina  que  se 
invoca  como  desprendida  de  las  dos  leyes  recopiladas ,  asimismo  ci 
tadas,  sobre  que,  disuelta  la  sociedad  conyugal,  se  necesita  una  üqui^ 
dación  para  saber  cuáles  bienes  son  comunes  y  cuáles  ios  correspon- 
dientes á  cada  cónyuge  exclusivamente ;  por  cuanto  la  Sala  sentenciar 
dora,  apreciando  las  pruebas  practicadas,  estima  que  pertenece  á  loi 
referidos  menores  la  mitad  de  las  adquisiciones  embargadas  en  li 
parroquia  de  Santa  Eulalia  de  Espenuca,  sin  que  contra  esta  apredar 
€Jk)n  se  haya  citado  como  infringida  ley  ni  doctrina  admitida  por  flf 
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jnrisprodencia  de  los  Tríbanales,  antes  bien  se  ha  manifestado  confor- 
midad con  ella  por  parte  del  curador  de  dichos  menores ; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  ai 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Teresa  Paradela  ,  ¿  la  que 
condenamos  en  las  costas ;  y  mandamos  que  se  devuelvan  los  autos 
á  la  Audiencia  de  la  Gorufia  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  é  in- 
sertará en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  flrmamos.=Juan  González  Ace- 
Tedo.==José  M.  Cáceres.  =  Laureano  de  Arrieta.  =  Francisco  María  de 
Gastilla.sJoaquin  Jaumar.=José  Fermin  de  Muro.»  Benito  de  Posada 
Herrera. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Francisco  María  de  Castilla,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  están- 
dose celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo,  el 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  23  de  Noviembre  de  1870.=Gregorio  Camilo  García. 


NÓM-  77. 
CASACIÓN. 


Devolución  de  una  finca.— Sentencia  de  23  de  Noviembre  decla- 
rando haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
José  de  le  Torre  contra  la  dictada  por  la  Sala  primera  de  la 
Audiencia  de  Granada  en  22  de  Febrero  anterior,  en  pleito  con 
D.  Manuel  Gómez  Calderón,  como  marido  de  Doña  María  Felisa 
Sigura  Mazon. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  cuando  el  demandado  prueba  que  durante  treinta  años  á 
cantar  desde  el  1836  en  que  los  bienes  vinculados  pasaron  á  la 
clase  de  absolutamente  libres  y  sujetos  á  las  disposiciones  del  dere- 
cho común,  ha  poseido  bs  bienes  de  esta  naturaleza  que  son  objeto 
del  litigio,  ha  prescrito  toda  acción  para  reivindicarlos  según  lo 
dispuesto  en  la  ley  i\s  til.  29^  Partida  3.* 

En  la  villa  de  Madrid,  á  23  de  Noviembre  de  1870,  en  el  pleito 
seguido  en  el  Juzgado  de  {primera  instancia  de  Cazoriaiy  en  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Granada  por  D.  Manuel  Gómez  Calderón, 
como  marido  de  Doña  María  Felicia  Sigura  Mazon,  con  D.  José  de  la 
Torre  y  Martínez,  sobre  devolución  de  una  finca;  pleito  pendiente  ante 


324  THIBÜNAL  SUPREMO. 

Nos  en  virtad  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  demandado 
contra  la  sentencia  que  en  29  de  Febrero  último  dictó  la  referida  Sala: 

Resaltando  que  el  Licenciado  D.  Pedro  Sigura  fundó  en  su  testa- 
mento, que  otorgó  en  14  de  Agosto  de  1647,  tres  vinculaciones  sobre 
varios  bienes,  comprendiendo  en  la  segunda  tres  partes  de  una  casa- 
cortijo  con  76  fanegas  de  tierra  en  el  sitio  de  la  Vega  de  Nubla,  tér- 
mino de  Cazorla;  y  que  del  testimonio  de  dicho  testamento,  librado  de 
mandato  judicial,  que  obra  en  autos,  no  aparece  haberse  tomado 
razón  de  él  en  el  Registro  de  Hipotecas: 

Resultando  que  D.  Fernando  Pedro  Sigura  vendió  por  escritura  de 
16  de  Diciembre  de  1820  á  D.  Felipe  de  la  Torre  López  tres  partes  de 
casa-cortijo  en  el  sitio  de  las  Celadillas,  y  10  hazas  de  tierra  de  labor 
que  componían  115  cuerdas,  en  precio  de  39.450  rs. ,-  fincas  que  se  le 
habian  adjudicado ,  entre  otras,  en  el  expediente  de  partición  de  los 
bienes  de  las  vinculaciones  fundadas  por  el  Licenciado  D.  Pedro  Sigara 
y  Adalid ,  que  habia  sido  aprobada  con  intervención  del  Síndico  de 
Cazorla,  en  representación  de  su  hijo  menor  D.  Miguel,  como  inme- 
diato sucesor: 

Resultando  que  D.  Fernando  Sigura,  su  hijo  D.  Miguel  y  D.  Felipe 
de  la  Torre  otorgaron  escritura  en  I..'  de  Noviembre  de  1824,  por  la 
que,  para  llevar  á  efecto  lo  ordenado  en  la  Real  cédula  de  11  de  Marzo 
de  dicho  año,  á  cuyo  fin  hablan  justipreciado  las  fincas  mencionadas 
con  ios  mejoramientos  hechos  por  el  comprador,  teniendo  en  cuenta 
que  la  mayor  parte  del  precio  se  habia  invertido  en  la  reedificación 
de  la  casa  principal  de  la  referida  vinculación,  se  convinieron  en  que 
el  cortijo  y  tierras  quedasen  en  poder  de  Felipe  de  la  Torre  hasta  la 
extinción  de  los  44.000  rs.  en  que  habia  sido  apreciado  su  valor  por 
la  renta  de  1.000  rs.  anuales;  escritura  que  ratificó  en  22  de  Octubre 
de  1828  D.  Miguel  Sigura,  mayor^que  dijo  ser  de  veintidós  años,  y  me- 
nor de  veinticinco,  en  presencia  de  su  curador  ad  litem^  quedando  así 
subsanada  la  falta  de  que  adolecía  la  anterior  de  no  haber  intervenido 
curador  de  su  persona: 

Resultando  que  en  28  de  Marzo  de  1832  el  Procurador  D.  Calixto 
Tallada,  en  nombre  de  María  Martínez,  viuda  de  Felipe  de  la  Torre, 
y  de  sus  herederos,  de  quienes  ofreció  presentar  poder,  caso  necesario» 
jsolicitó  ante  el  Corregidor  de  Cazorla  que  D.  Fernando' Pedro  Sigara 
exhibiese  los  títulos  que  vinculaban  el,  relacionado  cortijo,  poniéndose 
nota  bastante  que  lo  acreditara,  y  consignándose  especialmente  si 
liabian  sido  registrados  en  hipotecas;  y  que  puesto  testimonio  del  tes- 
tamento de  D.  Pedro  Sigura  Adalid,  de  que  se  ha  hecho  mención,  pre- 
tendió el  citado  Procurador  en  la  misma  representación  y  bajo  igual 
protesta  de  presentar  poder,  en  atención  á  que  dicho  documento  era 
nulo  por  carecer  de  la  nota  de  haberse  tomado  razón  de  él  en  el  Ber 
gistro  de  Hipotecas,  que  se  declarase  firme  y  en  toda  su  fuerza  y  vigoi  \ 
la  escritura  de  16  de  Diciembre  de  1820,  y  libres  y  no  sujetos,  á  re^' ' 
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tncion  los  bienes  en  ella  comprendidos ,  sobre  lo  cual  interponía  la 
correspondiente  demanda: 

Resultando  que  D.  Femando  Pedro  Sigura  la  impugnó,  por  no  ser 
esencialmente  necesario  en  1820  ni  en  1824  el  requisito  de  la  toma  de 
razón  para  constituir  el  gravamen  de  vinculación,  manifestando  que 
si  se  consideraba  así  indispensable,  se  bailaba  pronto  á  conformarse 
con  la  resolución  que  recayera ,  renunciando  todos  ios  recursos  que 
pudieran  favorecerle;  y  que  el  Corregidor  de  Cazorla  dictó  definitivo 
en  8  de  Mayo  del  citado  año ,  por  el  que  siendo  terminante  que  las 
fincas  amayorazgadas,  cuyas  fundaciones  ó  escrituras  en  que  se  impu- 
sieron no  estuviera  tomada  razón  en  la  Contaduría  de  Hipotecas  no 
podían  perseguirse  como  tales,  y  teniendo  presente  que  D.  Fernando 
Pedro  Sigura  se  conformaba  con  la  pretensión  de  María  Martínez  y 
reclamación  Judicial  que  recayera,  declaró  válida  la  escritura  de  venta 
de  16  de  Diciembre  de  1820,  con  la  cualidad  de  que  se  ratificase  en 
ella  con  otra  de  ratificación  que  otorgase,  como  á  ello  se  prestaba  en 
su  anterior  escrito,  para  que  de  este  modo  quedasen  ambas  partes 
aseguradas  en  sus  respectivos  derecbos: 

Resultando  que  D.  Fernando  Pedro  Sigura  falleció  en  28  de  Marzo 
de  1841  con  testamento  de  18  de  Diciembre  de  1840,  en  el'que  declaró 
que  su  hijo  D.  Miguel  era  el  inmediato  sucesor  á  las  vinculaciones 
que  poseía ;  y  por  su  fallecimiento  su  nieta  é  hija  respectiva  Doña 
María  Felisa  Sigura,  á  la  cual  y  á  sus  cinco  hijos  instituyó  por  sus' 
herederos;  y  que  en  12  de  Mayo  del  mismo  año  se  dio  á  Doña  María 
Mazon,  como  tutora  y  curadora  de  su  hija  Doña  María  Felisa  Sigura, 
posesión  de  los  bienes  que  constituían  las  vinculaciones  fundadas  por 
ei  Licenciado  D.  Pedro  Sigura  y  otros: 

Resultando  que  en  24  de  Noviembre  de  1868  entabló  demanda  Don 
Manuel  Gómez  Calderón,  en  representación  de  su  mujer  Doña  María 
Felisa  Sigura,  contra  D.  José  de  la  Torre  Martínez,  poseedor  de  63 
cnerdas  y  media  de  las  115  objeto  de  la  escritura  de  17  de  Diciembre 
de  1820,  exponiendo  que  era  poseedora  de  los  bienes  vinculados  que 
habla  poseído  su  difunto  abuelo  D.  Fernando;  y  que  habiendo  tras- 
currido el  plazo  de  los  cuarenta  y  cuatro  años  por  el  que  Felipe  de 
la  Torre,  padre  del  José,  se  habia  reservado  la  propiedad  del  cortijo 
y  tierras  que  le  babian  sido  vendidas  por  dicho  D.  Fernando,  perte- 
necientes á  las  vinculaciones ,  tenia  derecho  á  reclamar  ei  cumpli- 
miento de  las  escrituras  de  1.'  de  Noviembre  de  1824  y  22  de  Octubre 
de  1828.  asi  como  la  nulidad  del  pleito  seguido  en  1882  atte  el  Corre- 
gidor de  Cazorla,  puesto  que  la  viuda  de  Felipe  de  la  Torre  no  habia 
hecho  constar  la  cualidad  de  tutora  y  curadora  de  sus  hijos,  ni  menos 
habia  sido  citada  Doña  María  Felisa  en  aquel  juicio;  solicitando,  en  uso 
de  la  acción  personal  de  prenda,  que  se  declarase  que  tenia  derecho  á 
reivindicar  las  63  cuerdas  y  media  de  tierra,  debiendo  percibir  sus  pro- 
ductos desde  el  15  de  Agosto  en  que  habiá  espirado  el  referido  plazo: 
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Resaltando  que  D.  José  de  la  Torre  contestó  á  la  demanda  ealifl- 
cando  de  improcedente  cuanto  se  decia  respecto  á  la  nulidad  de  los 
autos  y  sentencia  del  año  de  1832,  por  cuanto  no  habiendo  sido  re- 
clamada en  tiempo,  carecia  de  derecho  la  demandante,  como  heredera 
de  su  padre,  para  ir  en  contra  de  lo  que  éste  había  consentido,  ha- 
biéndose sustanciado  el  pleito  con  el  poseedor  entonces  de  las  vincu- 
laciones :  que  la  demandante  sólo  pedia  considerarse  agraviada  si  al 
fallecimiento  de  su  abuelo  existieran  los  vínculos  en  la  misma  forma 
que  hablan  sido  creados;  pero  que  en  28  de  Mayo  de  1841,  en  que  aquel 
había  tenido  lugar,  sólo  tenia  derecho  ala  mitad  reservable,  de  la  cual 
habia  pedido  y  obtenido  su  madre  la  posesión  sin  haber  acreditado 
que  se  la  hubiese  menoscabado  parte  alguna:  que  si  declaraba  nulo  el 
procedimiento  de  1832,  adquiría  la  demandante  las  tierras  como  here- 
dera de  bienes  libres,  y  en  este  concepto  tendría  que  atenerse  á  la  de- 
cisión que  habia  consentido  el  referídoD.  Fernando;  y  reclamando  como  * 
vinculísta,  tendría  que  responder,  como  heredera,  de  lo  hecho  por  so 
abuelo,  satisfaciendo  los  daños  y  perjuicios  á  los  sucesores  de  Felipe 
de  la  Torre ,  que  á  su  vez  podían  repetir  contra  los  bienes  especial- 
mente hipotecados  en  la  escritura  de  1820 ;  suplícandopor  ello  que  se 
le  absolviese  de  la  demanda  con  imposición  de  perpetuo  silencio  y 
costa;  y  caso  de  ser  vencido,  se  le  reservase  el  derecho  para  reclamar 
daños  y  perjuicios  de  la  demandante  como  heredera  de  su  padre: 

Resultando  que  absuelto  D.  José  de  la  Torre  de  la  demanda  por  la 
sentencia  de  primera  instancia,  interpuso  apelación  la  demandante;  y 
que  mejorándola,  pretendió  se  declarase  que  el  demandado  estabt 
obligado  á  devolverla  las  tierras  en  cuestión ,  con  los  frutos  desde  el 
15  de  Agosto  de  1868  en  que  habia  cumplido  el  contrato,  en  cayt 
virtud  los  estaba  poseyendo: 

Resultando  que  D.  José  de  la  Torre  presentó  en  la  segunda  instanr 
cía  dos  testimonios  librados  de  mandato  Judicial  en  5  y  7  de  Zn&ro 
último,  en  los  que  se  expresa  que  no  se  habia  podido  encontrar  entre 
los  papeles  de  la  escribanía  de  D.  José  de  la  Torre  Rodríguez,  expe- 
diente alguno  en  que  resultase  el  discernimiento  á  María  Martinei» 
viuda  de  Felipe  la  Torre,  del  cargo  de  tutora  y  curadora  de  sus  hiJOB 
menores,  si  bien  éste  la  habia  nombrado  en  su  testamento  con  relé* 
vacien  de  fianzas;  y  que  en  los  protocolos  de  dicho  Escribano,  per- 
tenecientes á  los  años  de  1831  y  1832,  no  se  habia  hallado  escritni» 
de  poder  otorgar  por  María  Martínez  á  favor  del  Procurador  D«  Qtr 
lixto  Tallada,  hallándose  todos  los  protocolos  del  citado  EscrihaiMi 
incompletos  y  en  mal  estado : 

Resultando  que  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Granada  áitíé 
sentencia  en  22  de  Febrero  del  corriente  año,  revocando  la  apelada  f 
condenando  al  demandado  á  devolver  á  la  demandante  las  63  y  madto 
cuerdas  de  tierra  objeto  de  la  demanda,  con  los  frutos  prodaddM 
desde  su  contestación  :  -j:.     t 

í 
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Resultando  que  D.  José  de  la  Torre  interpuso  recurso  de  casación, 
"Citando  al  interponerle  y  después  en  tiempo  oportuno  en  este  Sapre- 
nao  Tribunal  como  infringidas  : 

!.•  La  doctrina  de  que  el  fallo  debe  ser  conforme  con  la  dem'íuda 
sancionada,  entre  otras  sentencias  de  este  Tribunal,  pu  la  de  2t  de 
Diciembre  de  1860;  los  artículos  221,  925,  25),  25i ,  256  y  260  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  la  doctrina  sancionada  por  este  Tribu- 
nal Supremo  respecto  á  su  espíritu  é  inteligencia,  toda  vez  que  se 
iiabia  estimado  la  pretensión  que  babia  deducido  la  demandante  ai 
mejorar  la  apelación. 

8.*  La  misma  doctrina  y  disposiciones  citadas,  y  el  principio  sen- 
tado por  este  Supremo  Tribunal,  en  sentencia  de  7  de  Octubre  de  1851» 
<le  que  no  puede  estimarse  en  Juicio  una  acción  cuando  se  apoya  en 
suposiciones  no  Justificadas  y  aun  contrariadas  por  las  personas  que 
las  int;,entan ,  toda  vez  que  la  demandante  no  tenia  derecbo  á  pedir 
como  heredera  de  su  padre  más  que  una  sexta  parte  de  la  herencia, 
y  que  no  lo  tenia  á  reclamar  como  heredera  ni  como  inmediata,  ni 
menos  como  poseedora  del  vínculo  contra  la  enajenación  hecha  por 
D.  Fernando. 

3.*  Aunque  se  habia  considerado  que  el  Juicio  seguido  en  1832  no 
procedía  en  el  fondo  ni  en  la  forma,  siendo  válida  la  sentencia  que 
iiabia  recaído  en  él,  el  principio  consignado  en  las  sentencias  de  6  de 
Setiembre  de  1849,  25  de  Mayo  de  1860,  24  de  Febrero  de  1866  y  1.* 
de  Mayo  de  1861,  que  consignan  la  obiigacion  de  las  partes  y  de  sos 
herederos  de  estar  y  pasar  por  las  ejecutorias ;  y  la  doctrina  conteni- 
óla en  la  de  26  de  Abril  de  1861  y  2L  de  Febrero  de  1865,  según  la 
cual,  si  la  acción  que  se  entabla  se  funda  en  la  nulidad  de  un  acto  A 
obligación,  lo  primero  que  debe  pedirse  es  la  declaración  de  aquella 
nulidad,  y  como  consecuencia  la  de  los  derechos  á  que  da  origen. 

4.*  La  voluntad  del  testador,  ley  en  la  materia  según  repetidas  de- 
cisiones de  este  Tribunal,  entre  ellas  las  de  23  de  Diciembre  de  1859 
y  30  de  igual  mes  de  1861 ,  toda  vez  que  en  el  otorgado  por  el  ven- 
dedor se  demostraba  que  tenia  por  válida  la  enajenación ;  y  al  dar 
valor  á  la  escritura  de  1.*  de  Noviembre  de  1824,  teniendo  por  ineft* 
caz  la  de  1820,  el  principio  inconcuso  de  que  un  individuo,  en  con- 
cepto de  heredero  de  su  padre,  no  puede  oponerse  á  lo  ejecutado  con 
consentimiento  de  éste,  conforme  estaba  también  declarado  en  sen* 
tencia  de  9  de  Junio  de  1864 : 

5.*  En  atención  á  que  por  el  tiempo  trascurrido-desde  1832  tendría 
asegurada  la  propiedad  por  la  prescripción ,  mediante  á  que  desde 
entonces  los  herederos  de  D.  Felipe  de  la  Torre  hablan  entrado  á  po- 
seer con  el  carácter  de  dueños,  y  bajo  esta  base  tenían  ya  título,  la 
sentencia  de  26  de  Abril  de  1853,  según  la  cual  para  la  prescripción 
de  bienes,  basta  que  el  título  sea  justo  •  aunque  no  eficaz ,  por  falta 
de  alguna  de  las  formalidades  de  derecho;  las  de  28  de  Junio  de  18M 
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y  4  de  Enero  de  1868,  segua  las  que  se  supone  buena  fé  en  todo  e! 
que  posee  con  justo  título  si  no  se  prueba  lo  contrario;  las  de  19  de. 
Diciembre  de  1864,  4  de  Febrero  de  1867  y  otras,  que  establecen  qaa< 
aunque  los  bienes  vinculados  hablan  sido  imprescriptibles  mientras 
tuvieron  este  carácter,  desde  Agosto  de  1836  babian  pagado  á  la  clase 
de  libres;  la  de  1.*  de  Mayo  de  1861,  según  la  cual ,  la  prescripción 
corre  también  contra  los  menores,  á  no  ser  que  hayan  pedido  la  resti- 
tución del  tiempo  correspondiente  á  la  menor  eiad;  las  de  6  de  Octa- 
bre  de  1862,  28  de  Setiembre  de  1864  y  27  de  Junio  de  1867,  que  es* 
tablecen  que  cumplido  el  término  de  la  prescripción,  el  poseedor 
adquiere  el  dominio  de  la  cosa  prescripta,  desvirtuando  la  misma  ad- 
quisición las  actuaciones  de  más  largo  tiempo  que  contra  el  poseedor- 
pudieran  entablarse,  inclusa  la  de  petición  de  herencia ;  la  de  11  de 
Marzo  de  1864,  según  la  cual,  aun  sin  título,  poseyendo  una  cosa  con 
buena  fé  por  más  de  veinte  años,  prescribe  legalmente  el  derecho  que- 
pudieran  tener  á  reclamarla  sus  dueños ;  y  la  regla  constante  de  ju- 
risprudencia, acorde  con  la  ley  21,  tít.  29,  Partida  3/,  y  consignada 
en  la  sentencia  de  5  de  Mayo  de  186S  y  otras  posteriores ,  de  que  el 
que  posee  una  cosa  por  treinta  años  ó  más  sin  que  nadie  le  ponga, 
pleito  sobre  ella,  la  hace  suya. 

6.*  Tratándose  de  una  finca  no  devuelta  al  mayorazgo ,  sino  rete- 
nida en  poder  del  comprador  y  sus  herederos,  el  art.  2.*  de  la  ley  de 
6  de  Junio  de  1835,  el  Real  decreto  de  30  de  Agosto  de  1836  y  lotr 
artículos  2.*,  8.*  y  5.*  de  la  ley  de  11  de  Agosto  de  1841. 

7.*  La  regla  32  del  derecho,  tít.  34  de  la  Partida  7.'  y  la  sentenci» 
de  este  Supremo  Tribunal  de  22  de  Octubre  de  1861 ,  que  establecen 
que  la  sentencia  pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  debe  ser  tenida, 
por  verdad,  y  que  el  fallo  consentido  por  las  partes  adquiere  la  au- 
toridad de  cosa  juzgada,  toda  vez  que  babia  sido  contrariada  la  sen- 
tencia del  Corregidor  de  Gazorla  de  8  de  Mayo  de  1832,  declarando 
firme  y  válida  la  escritura  de  venta  de  16  de  Diciembre  de  1820. 

8.*  La  jurisprudencia  consignada  por  este  Tribunal  en  sentencia 
de  14  de  Abril  de  1859,  según  la  cual,  las  providencias  ejecutoria» 
que  causen  estado  no  deben  contrariarse.  * 

9/  La  establecida  en  sentencia  de  12  de  Febrero  de  1864,  según  la 
que,  el  fallo  que  infundadamente  anula  ó  contradice  una  ejecutoria 
anterior  sobre  el  mismo  asunto,  infringe  las  leyes  13  y  19 ,  tít.  2S» 
Partida  3.*,  referentes  á  la  fuerza  que  há  el  juicio  acabado. 

10.  Al  condenar  al  recurrente  á  la  devolución  de  las  fíncas  com- 
pradas por  su  causante  por  escritura  de  16  de  Diciembre  de  1820» 
después  de  haber  sido  declarada  válida  por  una  ejecutoria ,  lo  cual 
no  habia  podido  hacerse  sino  considerando  nulo  el  procedimien-. 
to  en  que  recayó,  y  por  consiguiente  nula  aquella  sentencia ,  la  lej. 
1/,  tít.  18,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  que  fija  el  térmimK. 
de  sesenta  días  para  pedir  la  nulidad  de  la  sentencia,  á  contar  desdf^ 
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e]  6n  que  fué  dada,  y  establece  que  si  en  ellos  no  se  alegase  la  na- 
Udad,  no  si^a  después  oído  por  esta  razón ,  y  la  jorisprudencia  esta- 
blecida por  este  Supremo  Tribunal  en  sentencia  de  4  de  Eoero  de  1858, 
según  la  cual,  cualesquiera  que  sean  los  yícíos  de  la  nulidad  de  que 
adolezca  un  procedimiento,  quedan  subsanados  y  desaparecen  cuando 
las  partes  los  consienten  expresa  ó  tácitamente. 

T  11.  La  Jurisprudencia  consignada  en  sentencia  de  7  de  Noviem- 
bre de  1866,  según  la  cual,  no  se  infringe  la  ley  16,  tít.  22,  Partida  3.% 
porque  el  fallo  no  contenga  las  mismas  palabras  de  que  se  ha  usa- 
do al  formar  la  demanda,  siempre  que  resuelva  la  misma  cuestión 
que  haya  sido  objeto  del  pleito;  pues  aun  cuando  la  sentencia  de  1832 
no  contuviera  las  mismas  palabras  usadas  al  formular  la  demanda, 
babia  resuelto  la  verdadera  cuestión  que  habla  sido  objeto  de  aquel 
juicio. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Jaumar  de  la 
Carrera. 

Considerando  que  entablada  demanda  por  la  viuda  y  herederos  de 
D.  Felipe  de  la  Torre  contra  D.  Fernando  Sigura  para  que  se  decla- 
rase válida  y  en  toda  su  fuerza  y  vigor  la  escritura  de  venta  otorgada 
entre  los  mismos  en  16  de  Diciembre  de  1820,  y  seguido  el  pleito  por 
todos  sus  trámites,  previa  citación  de  las  partes  para  sentencia,  se 
dictó  la  de  8  de  Mayo  de  1832;  y  que  no  habiéndose  alzado  de  ella 
los  litigantes,  obtuvo  autoridad  de  cosa  juzgada,  y  que  por  lo  mismo 
no  es  lícito  á  los  herederos  de  aquellos,  después  de  treinta  y  seis  años, 
el  impugnarla  bajo  pretexto  alguno,  ni  á  ios  Tribunales  el  contra- 
riarla, según  lo  prescrito  en  las  leyes  13  y  19,  tít.  22,  Partida  3.',  que 
se  invocan  en  el  recurso; 

Considerando  que  aun  en  la  hipótesis  de  que  en  aquel  pleito  se 
hubiese  incurrido  en  algún  defecto  más  ó  menos  notable,  había  que- 
dado subsanado  por  el  consentimiento  de  las  partes;  y  que  el  no  ha- 
ber estas  ratificado  por  otra  escritura  la  de  1820,  según  lo  dispone  la 
citada  ejecutoria,  únicamente  pudiera  dar  derecho  á  los  interesados 
para  reclamar  su  puntual  cumplimiento;  pero  no  servir  de  pretexto 
para  hacerla  ilusoria: 

Considerando  que  una  vez  declarada  irrevocablemente  la  validez 
de  la  citada  escritura  de  1820,  necesariamente  quedaron  sin  efecto  las 
de  1.*  de  Noviembre  de  1824  y  22  de  Octubre  de  1828,  en  las  cuales 
el  marido  de  Doña  Felisa  Sigura  ha  pretendido  fundar  su  actual  de- 
manda: 

Considerando  que  de  todos  modos  es  incuestionable  que  habién- 
dolas poseído  los  herederos  de  D.  Felipe  de  la  Torre  á  vista ,  ciencia 
y  paciencia  de  D.  Fernando  Sigura  y  de  sus  sucesores  por  espacio  de 
más  de  treinta  años,  bien  se  cuente  desde  1832  en  que  se  declaró  vá- 
lido el  titulo  de  su  adquisición,  bien  se  principien  á  contar  desde  6  de 
Junio  de  183S ,  en  que  quedaron  asegurados  en  su  pleno  dominio^  d 
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desde  el  80  de  Agosto  de  1836,  en  que  los  bienes  que  babian  Mo 
vinculados  pasaron  á  la  dase  de  abstdutamente  libret  y  sujetos  á  las 
disposiciones  del  derecho  común ,  ha  prescrito  toda  acción  para  rei* 
vindicarlas,  según  lo  dispuesto  en  la  ley  21,  t(t.  29,  Partida  i.%  qae 
se  cita  por  por  el  recurrente: 

T  considerando,  por  todo  lo  expuesto,  que  la  Sala  sentenciadora, 
al  condenar  al  demandado  á  la  devolución  de  las  63  y  media  ciienlas 
de  tierra  que  son  objeto  de  este  pleito,  ha  infringido  la  ejecatoria  de 
1832  y  las  leyes  mencionadas ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  José  de  la  Torre  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Granada  en  22 
de  Febrero  último,  y  en  su  consecuencia  la  casamos  y  anulamos. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeetm^  j 
se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Juan  (vonsales 
Acevedo.t=José  María  Gáceresj=rLaureano  de  Arrieta.=Franci800  María 
de  Gastilla.=Joaquin  Jaumar.=Bjosé  Fermín  de  Muro.=-Benito  de  Po<* 
sada  Herrera. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Dea 
Joaquín  Jaumar  de  la  Carrera,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  TH* 
bunal  Supremo,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma» 
el  dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Gomara  habilitado» 

Madrid  23  de  Noviembre  de  1870.=Lino  Carrion  Hinojal. 

NÍM.  78. 
APELACIÓN. 


Defensa  por  pobre. — Sentencia  de  2í  de  Noviembre,  confirman- 
do el  auto  apelado  que  dictó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la 
Goruña  en  25  de  Octubre  de  1869,  por  el  cual  se  declaró  no 
haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  iuterpaesto 
por  U.  José  Rivas ,  en  pleito  con  D.  Vicente  Manuel  Paga. 

Bn  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  según  el  art.  1.025  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  déft- 
uno  de  los  requisitos  indispensables  para  que  puedan  admitíne  lo$ 
recursos  de  casación ,  es  el  de  que  se  cite  la  ley  ó  doctrina  U^ 
quebrantada  por  la  sentencia.  ■    ^ 

En  la  villa  de  Madrid,  á  24de  Noviembre  de  1870,  en  los  «aUsl 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Orense  y  en  U  flak 
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tercera  de  la  Audiencia  de  la  Goraffa  por  D.  José  iivas  con  D.  Yicente 
Mannel  Paga,  en  los  que  ha  sido  parte  el  Ministerio  fiscal,  sobre  de- 
fensa por  pobre;  los  cuales  penden  ante  Nos  en  yirtud  de  apelación 
interpuesta  por  Rivas  del  auto  pronunciado  por  dicba  Sala  en  25  de 
Octubre  de  1869,  denegatorio  de  la  admisión  del  recurso  decasactoo: 

Resultando  que  en  2  de  Enero  del  año  próximo  pasado,  acudió  el 
referido  D.  José  Rivas  ante  el  expresado  Juzgado ,  proponiendo  de- 
manda declaratoria  de  pobreza,  con  citación  y  audiencia  del  Don 
Vicente  Manuel  Puga  y  Promotor  flscal,  fundado  en  que,  fuera  de 
la  parte  de  casa  en  que  vivia  con  su  mujer  y  familia,  y  qu)B  preten- 
día apropiarse  dicho  Puga,  carecía  de  bienes  de  toda  clase»  no  con- 
tando con  otros  medios  de  vivir,  que  el  jornal  eventual  de  su  oficio 
de  albafiil : 

Resultando  que  admitida  la  demanda,  y  citados  y  emplazados, 
el  demandado  y  Promotor  flscar,  se  sustanció  por  sus  trámites,  y 
en  10  de  Marzo  del  propio  año  se  dictó  sentencia,  por  la  que,  rela- 
cionando los  hechos,  y  considerando  que  José  Rivas  no  se  ha- 
llaba en  el  caso  de  ser  declarado  pobr^,  mediante  á  que,  ademSs 
de  los  bienes  que  poseia ,  pagaba  más  de  120  rs.  por  su  industria  de 
maestro  de  al  bañil,  se  declaró  no  haber  lugar  á  defenderle  por  tal, 
condenándole  al  pago  de  las  costas  y  al  reintegro  del  papel  corres- 
pondiente : 

Resultando  que  apeló  el  demandante ;  y  remitidos  los  autos  á  la 
Audiencia ,  sustanciada  la  alzada  por  todos  sus  trámites ,  recayó  sen» 
tencia  en  29  de  Setiembre  de  dicho  año,  por  la  que,  aceptando  los 
hechos  y  fundamentos  de  derecho  de  la  apelada,  se  confirmó  con 
las  costas  de  la  segunda  instancia: 

Resultando  que  notificada  á  las  partes,  interpuso  José  Rivas  re- 
curso de  casación,  fundado  en  el  art.  1.012  de  la  expresada  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil ,  por  considerar  dicha  sentencia  contraria  á  ley 
puesto  que  si  bien  de  una  certificación  presentada  en  primera  instan- 
cia aparecía  que  se  le  habla  dado  de  alta ,  en  virtud  de  denuncia  y 
matriculado  como  maestro  de  albañilería  con  la  cuota  de  16  escudos 
67  milésimas,  esto  no  probaba  que  se  le  hubiese  exigido,  ni  menos 
satisfecho,  y  por  consiguiente,  faltaba  el  fundamento  de  la  misma 
sentencia  denegatoria  de  la  pobreza,  cuyos  méritos  acreditó  con  apoyo 
de  lo  dispuesto  en  el  art.  182  de  la  citada  ley : 

Resultando  que  la  Sala  por  auto  de  25  del  siguiente  mes  de  Octu- 
bre, considerando  que  en  dicho  recurso  no  se  citaba  la  disposición 
legal  que  se  suponía  quebrantada,  por  cuya  razón  faltaba  uno  de  los 
requisitos  indispensables  para  que  pudiese  ser  admitido .  y  visto  el 
artículo  1.025  de  la  Ley  antes  citada,  declaró  no  haber  lugar  á  la  ad- 
misión del  mismo : 

Resultando  que  Rivas  apeló  de  esta  denegación;  y  admitido  el  re- 
curso, se  remitieron  los  autos  á  este  Tribunal. 
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Tistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Gáceres. 

Considerando  que,  según  el  art.  1.025  de  la  Ley  de  Eajuiciamiento 
tivil,  uno  de  los  requisitos  indispensables  para  que  puedan  admitirse 
los  recursos  de  casación,  es  el  de  ^ue  se  cite  la  ley  6  doctrina  legal 
quebrantada  por  la  sentencia : 

Considerando  que  D.  José  Rivas  no  cumplió  este  precepto,  y  que 
por  consiguiente  no  procede  la  admisión  del  recurso; 

Fallamos ,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas 
el  auto  apelado;  y  devuélvanse  las  actuaciones  á  la  Audiencia  de  don* 
de  proceden ,  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de  tfs- 
drid  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  á  su  fecha ,  é  insertará  á  so 
tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al' efecto  las  copias  ne^ 
cesarlas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  M.  Cáce- 
res.=Francisco  María  de  Castílla.=Joaquin  Jaumar.=José  Fermin  de 
Muro.=Benito  de  Posada  Herrera. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  María  Cáceres,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy» 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  24  de  Noviembre,  de  1870.=Rogelio  González  Montes. 

NiJM.  79. 
CASACIÓN. 


Exclusión  de  varias  fincas  de  cierto  inventario  de  bienes. — Sen- 
tencia de  24  de  Noviembre,  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  que,  fundado  en  la  causa  6/  del  art.  lOiS 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  interpuso  D.  Joaquín  Gifré 
contra  la  que  en  22  de  Marzo  de  1869  pronunció  la  Sala  se- 
gunda de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  los  coasor* 
tes  D.  José  Quet  y  Doña  Dolores  Viola. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  con  arreglo  á  la  causa  6.^  de  las  señaladas  en  el  artícuh 

l.(H5  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  puede  fundarse  el  rectino^ 

de  casación  en  ía  denegación  de  cualquiera  diligencia  de  prueba  odrí 

misible  según  las  leyes,  y  cuya  falta  haya  podido  producir  úidf^ 

fension.  •a 

En  la  Tilla  de  Madrid,  á  24  de  Noviembre  de  1870  en  los  autos  je-' 
goidot  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Gerona  y  en  la  SaIí» 
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seganda  de  la  Aadiencia  de  Barcelona,  por  los  consortes  D.  José  Qaef 
y  Doña  Dolores  Viola,  con  D.  Joaquín  Gifré  y  D.  Gaspar  Torrella,  sobre 
esclusion  de  varias  partidas  del  inventario  de  bienes  de  Dofia  María 
Gracia  Gifré;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  el  D.  Joaquín  contra  la  sentencia  que  en  88  de 
Marzo  de  1869  pronunció  la  referida  Sala : 

Resultando  que  en  la  escritura  de  capitulaciones  matrimoniales 
entre  D.  Ramón  Viola  y  Dofia  María  Gracia  Gifré ,  otorgada  en  28  de 
Enero  de  1826,  D.  Miguel  Viola  bizo  donación  universal  é  irrevocable 
de  sus  bienes,  con  reserva  del  usufructo  á  su  hijo  D.  Ramón,  facul- 
tándole para  que  pudiera  señalar  300  libras  barcelonesas  anuales  ft 
Dofia  María  Gracia,  mientras  se  mantuviese  viuda  y  no  estragese  sa 
dote,  ni  otro  cualquier  crédito;  y  en  la  misma  escritura  D.  Amador  j 
Dofia  María  Gifré  donaron  á  Doña  María  Gracia,  sobrina  é  hija  res- 
pectivamente de  los  mismos,  6.000  libras,  dos  cómodas,  alhajas  y  ro- 
pas correspondientes,  con  lo  que  constituyó  dote  inestimada,  que  se 
obligó  á  devolver  D.  Ramón  Viola  en  las  mismas  pagas  que  las  reci- 
biese; estipulándose  en  cuanto  á  las  ropas,  que  en  compensación  de 
las  dótales ,  serian  de  Doña  Maria  Gracia  todas  las  que  tubiese  en  la 
época  de  la  restitución  de  la  dote,  escepto  el  vestido  nupcial  ó  el  me- 
jor, y  las  joyas  que  se  la  hubieran  entregado  para  adorno  de  su  per- 
sona: 

Resultando  que  D.  Ramón  Yiola  en  testamento  de  18  de  Agosto  de 
1835  dejó  á  su  mujer  Doña  María  Gracia  el  usufructo  de  los  bienes  de 
la  casa  de  Viola,  mientras  se  conservase  viuda  y  no  retirase  su  dote 
y  créditos;  y  para  ei  caso  de  que  la  impugnasen  el  usuñructo,  la  se- 
fialó  500  libras  anuales  y  demás  que  expresa,  nombrándola  también 
tutora  y  en  su  caso  curadora  de  sus  hijos  á  quienes  instituyó  por  be- 
rederos  : 

Resultando  que  D.  Ramón  Viola  falleció  antes  del  7  de  Noviembre 
de  1841,-  en  que  tuvo  lugar  el  óbito  de  su  padre  D.  Miguel;  y  en  4  de 
Enero  siguiente,  manifestai^do  Doña  María  Gracia  Gifré  que  habla  lle- 
gado el  caso  de  ser  usufructuaria  de  los  bienes  donados  á  su  esposo 
D.  Ramón;  y  que  al  efecto  de  asegurar  la  dote  y  el  beneficio  de  la  ley 
Hac  nostra,  deseaba  tomar  inventario  dentro  de  los  sesenta  dias,  pre- 
sentó al  Notario  de  Gerona  D.  Gaspar  Raza  una  lista  de  bienes,  que 
en  concepto  de  inventario  de  los  relictos  á  la  mnerte  de  D.  Miguel» 
se  elevó  á  escritura  pública : 

Resultando  que  Doña  Dolores  Viola,  á  la  muerte  de  su  madre  Dofia 
María  Gracia,  en  Agosto  de  1858  tomó  inventario,  como  heredera  pro- 
pietaria de  los  bienes  que  su  madre  babia  usufructuado,  y  de  los  per- 
tenecientes á  Doña  María,  como  hija  única  y  presunta  heredera  : 

Resultando  que  D.  Joaquín  Gifré,'  en  concepto  de  heredero  testa- 
mentario de  Doña  María  Gracia  su  hermana,  promovió  en  el  Juzgado 
de  Gerona  el  juicio  voluntario  de  testamentaría;  y  en  8S  de  Octubre 
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de  1861  prefentó  on  escrito,  ú  cuyo  tenor,  por  lo  qae  á  él  intereiabt, 
Hianifesló  debía  seguirse  el  inventario  de  bienes : 

Resultando  que  en  7  de  Febrero  de  1862  D.  Joaquín  Gifré  de  una 
parte,  de  otra  D.  Gaspar  Torrelta,  dedúcese  que  éste  en  concepto  de 
legatario,  y  de  otra  D.  José  Quet  en  representación  de  su  esposa  Doffa 
Dolores  Viola,  procedieron  &  la  formación  del  inventario,  y  lo  reali- 
auron;  observándose  que  al  margen  de  algunas  partidas  hay  la  expre- 
sión* de  conforme^  y  ai  de  otras  la  de  no  conforme: 

Resultando  que  la  representación  de  ios  consortes  D.  José  y  Dofia 
Dolores,  acudió  al  referido  Juzgado  en  2  de  Abril  de  1862,  con  un  es- 
crito, en  el  que  después  de  enumerar  las  principales  disposiciones  de 
la  escritura  de  capitulaciones  matrimoniales ,  del  testamento  de  Don 
Ramón  y  época  del  óbito  de  éste  y  de  su  padre  D.  Miguel,  expuso 
que  Dofia  María  Gracia  no  formó  inventario  dentro  de  los  treinta  dias 
siguientes  á  lamuecte  de  D.  Miguel;  que  fué  defectuoso  por  no  com- 
prender las  Joyas  de  adorno  entregadas  á  Doña  María  para  su  ornato, 
el  vestido  nupcial,  ni  otras  alhajas  de  la  familia  de  Viola,  y  por  haber 
exagerado  el  mal  estado  de  las  casas  del  patrimonio;  que  lejos  da 
liaber  mejorado  los  bienes  Doña  María  Gracia ,  causó  desperfectos  de 
que  seria  responsable,  aunque  los  hubiera  legítimamente  usufructúa* 
do;  que  los  muebles  encontrados  en  las  casas  á  su  muerte,  no  eqai- 
Tallan  á  los  que  había  inventariado  en  1842;  que  las  casas  se  halla* 
ten  en  peor  estado  que  en  1841 ;  que  de  las  relaciones  de  obras  atri- 
buidas á  Doña  María  Gracia,  se  desprendía  hablan  sido  hechas ,  unas 
Tiviendo  D.  Miguel,  otras  eran  de  mera  conservación,  y  las  demás  da 
ostentación  y  lujo;  que  durante  el  tiempo  que  poseyó  los  bienes  ha- 
bía cortado  y  aprovechado  árboles,  sin  sustituirlos,  y  carboneado  les 
bosques,  causándoles  perjuicios;  y  que  hasta  la  muerte  de  Don  Miguel 
había  vivido  á  su  lado  cuidando  y  administrándole  ios  bienes;  y  fon- 
dándose  entre  otras  consideraciones,  en  que  Doña  María  Gracia  habla 
perdido  la  tenuta  y  el  benelicio  de  la  constitución  üac  nostra,  que  ao 
fué  usufructuaria,  y  aun  cuando  lo  hubiera  sido,  estarla  obligada  como 
tai  á  conservar  y  devolver  lo  que  recibió;  exponiendo  por  via  de  acción 
estas  excepciones,  pidió  que  se  formase  pieza  separada  con  los  inser- 
tos necesarios  á  los  efectos  del  art.  437  de  la  Ley  de  Enjuiciamieatoi 
civil,  y  que  en  definitiva  se  declarase  improcedente  la  inclusión  en  d 
inventario  de  las  cosas  y  créditos  á  que  habían  negado  su  contar-; 
midsld : 

Resultando  que  formada  pieza  separada,  contestó  D.  Joaquín  Gíiké 
que  las  alhajas,  muebles,  frutos  y  efectos  que  en  el  inventario  lievi^ 
ban  al  margen  la  expresión  no  conforme ,  formaban  parte  del  caad|l 
hereditario  de  Doña  María  Gracia  Gifré,  por  resultar  como  exceso  díü 
Inventario  tomado  por  los  consortes  Quet  y  Viola  en  1858,  compamds 
con  el  que  tomó  Doña  María  Gracia  en  4  de  Enero  de  1842 »  dentlf  \ 
de  los  sesenta  dias  siguientes  á  la  muerte  de  D.  Miguel ;  que  A  J|  -  j 


j 
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■raerte  de  Dofía  María  Gracia  ea  15  de  Agosto  de  1858  existían  los 
fintos  recogidos,  atrasos  de  rentas  y  efectos  de  su.  pertenencia,  que  se 
declararían  en  so  día  por  ioterrogatorio;  que^Dofia  María  Gracia  usu- 
flnietuando  el  patrimonio  de  Viola,  le  había  mejorado  con  los  pagos  y 
gastos  qae  á  continnacion  expresa;  notándose  que  tanto  en  el  hecbo  7.* 
de  esta  contestación  como  en  la  práctica  5.*  del  escrito  de  23  de  Oc- 
tnbre  de  1861  del  mismo  D.  Joaquín,  ai  consignar  los  pagos  por  obras 
en  la  casa  travesía  de  la  Anríga  en  Gerona,  se  cita  como  justificante, 
entre  otros,  la  carta  de  pago  otorgada  ante  el  Notario  de  aquella  ciu- 
dad D.  Mateo  Figa  en  2  de  Marzo  de  1852;  en  la  cual  confiesa  el  maes- 
tro de  obras  Joaquín  Torrent,  haber  recibido  1173  libras,  18  sueldos 
de  Doña  María  Gracia  Gífré,  invertidas  por  encargo  de  la  misma  en 
mejorar  la  casa  travesía  de  la  Auriga,  apareciendo  ser  este  documento 
una  copia  simple,  en  papel  común  y  sin  autorización,  de  dicha  carta 
de  pago;  y  D.  Joaquín  Gifré  terminó  la  exposición  de  los  hechos,  ma- 
Bifostando  que  Doña  María  Gracia  había  administrado  los  bienes  du- 
rante su  usufructo  como  un  diligente  padre  de  familias,  mejorándolos 
y  acrecentando  sus  productos;  y  fundándose  principalmente  en  que  el 
usufructuario  hace  suyo,  además  de  todos  los  frutos,  lo  que  acredite 
haber  pagado  y  gastado  en  mejorar  los  bienes;  que  Doña  María  Gracia 
lo  fué  de  los  de  Viola  por  el  doble  título  del  beneficio  de  la  constitu- 
ción Hac  noUra  y  legado  de  su  marido;  y  que  Doña  Dolores  Viola  y 
SQ  esposo  habían  reconocido  repetidas  veces  á  Doña  María  Gracia  como 
Htufructuaria  de  los  bienes  de  Viola,  especialmente  en  el  reñido  pleito 
que  intentaron  y  sostuvieron  contra  su  madre  la  Doña  María  Gracia 
para  el  logro  de  subsistencias  ó  de  la  pensión  alimenticia  que  recla- 
maron en  Juicio;  proponi'-ndo  la  acción  personal,  resultado  de  la  equi- 
dad y  del  usufructo,  pidió  que  en  definitiva  se  tuviesen  por  bien  in- 
Tentariadas,  y  que  debían  ser  parte  del  caudal  hereditario  de  Doña 
María  Gracia  las  partidas  á  que  los  consortes  Quot  y  Viola  habían  ne- 
gado so  conformidad : 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  se  practicó  la  que  las 
partes  tuvieron  por  conveniente  durante  todo  el  término  de  la  ley,  que 
estuvo  en  suspenso  por  apelación  desde  12  de  Mayo  de  1863' hasta^SS 
de  Abril  del  año  siguiente;  habiendo  D.  Joaquín  Gifré  manifestado  en 
uno  de  sus  escritos,  presentado  en  aquel  término,  que  obrando  tan 
sólo  en  copla  simple  una  de  las  épocas  cuya  matriz  existid  en  el  pro- 
tocolo de  D.  Mateo  Fíga,  con  fecha  2  de  Marzo  de  1852.  que  estaba  en 
poder  del  Notario  de  Gerona  D.  José  Gasadevell,  se  instase  á  que  por 
éste  se  librase  copia  auténtica  é  in  forma  pauperü,  para  unirla  á  estos 
autos;  pero  sin  que  en  la  pretensión  del  escrito  se  hiciera  mérito  de 
aquel  particular: 

'    'ftesultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  Gifré,  al  alegar 
de  bien  probado,  expuso  que  convenia  llevar  á  la  vista  la  pieza  prin-- 
djMil  de  testamentaría ,  en  ia  que  se  observaría  un  testimonio  del 
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pleito  segaido  entro  I>ofia  Doloros  Yiola  y  sa  madre  Doffa  María  Sra* 
cia,  sobre  asignación  6  aamento  de  los  alimentos  qae  tenía  aefialadoi» 
en  cuyo  testimonio  se  comprendian  ciertos  particulares : 

Resultando  que  estimado  así,  y  continuada  la  sastanciacion ,  diettf 
sentencia  el  Juez  en  3  de  Octubre  de  1866  ,  declarando  procedente  la 
exclusión,  pretendida  por  los  consortes  Quet  y  Viola,  de  las  partidas 
del  inventario  que  enumera,  á  excepción  de  las  relativas  á  los  gastos 
de  enfermedad  y  funerales  de  D.  Miguel  Viola  y  de  los  cansados  en 
la  construcción  de  la  ladrillera,  bomo  para  bacer  cal,  y  barraca,  cuya 
inclusión  en  el  inventario  se  declaró  procedente  con  las  demás  par- 
tidas á  que  hablan  prestado  su  conformidad  los  consortes  Quet  y  Viola, 
y  que  también  se  enumeran,  impQjiiendo  silencio  á  las  partes  sobre 
las  demás  pretensiones  que  habían  deducido  en  este  pleito  : 

Resultando  que  habiendo  apelado  Gifré ,  se  remitieron  los  autos  á 
la  Audiencia  y  alegó  aquel  de  agravios,  introduciendo,  por  medio  de 
otrosíes,  las  pretensiones  siguientes:  con  el  segundo  presentó  nn  testi- 
monio sacado  del  pleito  que  Doña  Dolores  Viola  de  Quet  habla  segaido 
con  Doña  María  Gracia  Gifré,  y  manifestó  que  si  bien  estaba  librado 
por  disposición  de  la  Sala  á  que  se  dirigía ,  en  12  de  Noviembre  de 
1860,  no  había  podido  obtenerle  hasta  entonces  por  haber  tenido  que 
sacarle  de  otros  autos  en  que  se  hallaba  producido,  y  piiió  que  se 
uniera  á  ios  de  esta  pieza :  que  en  el  tercero  expuso  que  convenia  se 
llevara  á  los  autos  en  forma  auténtica  la  carta  de  pago  de  1.173  libras, 
13  sueldos  que  obraba  por  copia  simple  al  folio  19  de  primera  ins- 
tancia, otorgada  por  el  albafiíl  Joaquín  Torrent  á  favor  de  Doña  María 
Gracia  ante  D.  Mateo  Figa  en  2  de  Marzo  de  1852,  y  solicitó  que  ooft 
citación  contraria  se  sacase  de  ella  copia  auténtica ,  dirigiéndose  la 
oportuna  carta  orden  al  Juez  de  primera  instancia  de  Gerona;  y  en 
el  cuarto  manifestó  habla  llegado  á  su  noticia  qne,  con  posterioridad 
á  la  promoción  del  Juicio  de  testamentaría,  se  había  firmado  una  es* 
critura  entre  Doña  Dolores  Viola  de  Quet  y  D.  Gaspar  Torrella,  ee* 
diéndoie  éste,  con  ciertos  pactos,  en  derecho  por  razón  de  las  9.06d 
libras  que  pretendía  acreditar  sobre  la  herencia  de  Doña  María  Gracia 
Gifré.  habiendo  autorizado  dicha  escritura  el  Notario  de  Gerona  Don 
José  Garrofa  en  8  de  Abril  de  1863,  y  pidió  que  haciéndose  extensiva 
á  ella  la  carta  orden  solicitada  en  el  anterior  otrosí,  se  sacara  copia 
auténtica  para  unirla  á  los  autos : 

Resultando  que  la  representación  de  Quet  y  Viola  impugnó  «ono 
ilegales  estas  pretensiones ;  y  la  Sala ,  por  auto  de  13  de  Noviembre 
de  1868,  denegó  la  admisión  y  unión  á  los  autos  del  testimonio  rela- 
cionado eñ  el  segundo  otrosí,  por  no  reunir  las  circunstancias  prava* 
nidas  en  el  art.  867  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento ;  y  desestimó  ifonlf 
mente  lo  pedido  en  ios  otrosíes  tercero  y  cuarto,  fundándose  respeda- 
á  aquel  en  el  art.  869  de  dicha  ley,  y  en  cuanto  ai  último  en  que  nft 
aparecía  la  conducencia  de  lo  pedido  en  éi :  .o 
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Resultando  que,  suplicada  esta  providencia  por  Giflré,  fué  confir^ 
mada  por  la  misma  Sala ;  y  preparado  el  recurso  de  casación ,  signfó 
el  pleito  sus  trámites,  y  recayó  sentencia  definitiva  en  22  de  Marzo  de 
1869  por  la  que  sé  declaró  improcedente  la  ex  clusion  en  el  inventaría 
de  una  partida  en  cuanto  se  referia  á  los  gastos  de  enfermedad  y  fu- 
nerales de  D.  Ramón  Viola,  revocándose  en  esta  parte  la  sentencia  ape* 
lada,  y  confirmándose  en  lo  demás : 

Resultando  que^  Gífré  interpuso  recurso  de  casación  en  el  fondo  y 
en  la  forma,  fundado  el  último  en  la  causa  6/  del  art.  1.013  é  infrac- 
ción del  S67  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil;  y  admitido  el  recurso, 
han  venido  los  autos  á  este  Tribunal. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arríeta. 

Considerando  que  con  arreglo  á  la  causa  6.*  de  las  señaladas  en  el 
artículo  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  puede  fundarse  el  re- 
cursó  de  casación  en  la  denegación  de  cualquier  diligencia  de  prueba 
admisible  según  las  leyes  y  cuya  falta  haya  podido  producir  inde- 
fensión : 

Considerando  que  el  testimonio  presentado  por  D.  Jóáquin  Gifré  ai 
alegar  de  agravios  en  segunda  instancia,  con  relación- al  pleito  seguido- 
entre  Doña  Dolores  Viola  de  Quet  y  su  madre  Doña  María  Gracia  Gifré,' 
sobre  asignación  de  alimentos,  no  podia  ser  admitido  con  arreglo  á  los 
artículos  225,  253,  867  y  869  de  la  indicada  ley :  pues  que  habiendo 
sido  librado  y  puesto  á  disposición  del  mencionado  D.  Joaquin  con 
mucha  anterioridad  á  la  incoación  de  los  presentes  autos,  debió  éste 
presentarlo  en  primera  instancia  en  los  términos  prevenidos  en  los 
dos  primeros  artículos  citados:  no  permitiendo  aquella  circunstancia 
que  fuese  objeto  de  prueba  en  la  segunda ,  confo  rme  á  lo  prevenido 
en  el  869  ni  aun  que  fuese  presentado  fuera  de  aquel  período  con  el 
juramento  que  exige  el  867 : 

Considerando  que  las  mismas  disposiciones  legales  hacian  inadmi- 
sible en  segunda  instancia  la  carta  de  pago  de  2  de  Marzo  de  1852,  re- 
lativa á  las  cantidades  invertidas  por  la  citada  Doña  María  Gracia  en 
la  reparación  de  la  casa  travesía  de  la  Auriga,  en  la  ciudad  de  Gerona, 
puesto  que  tanto  en  el  escrito  de  23  de  Octubre  de  1861,  anterior  á  la 
interposición  de  la  actual  demanda,  como  en  el  de  contestación  á  ésta 
hizo  ya  D.  Joaquin  Gifré  mención  de  aquel  documento,  y  pudo,  por 
tanto,  presentarlo  ó  reclamarlo  en  primera  instancia  : 

Considerando  que  tampoco  era  admisible  en  la  segunda  la  escritura 
de  cesión  otorgada  en  8  de  Abril  de  1863  entre  D.  Gaspar  Torrella  y 
la  indicada  Doña  Dolores  Viola  ,  porque  además  de  ser  anterior  á  la 
conclusión  del  término  de  prueba  de  la  primera  instancia ,  y  no  ha- 
llarse por  consiguiente  comprendida  en  el  caso  2/  del  citado  art.  869 , ' 
no  se  pidió  su  unión  á  los  autos  con  el  mencionado  juramento : 

Considerando,  en  su  virtud,  que  la  Sala  sentenciadora  al  denegar 
las  indicadas  diligencias  de  prueba,  no  ha  infringido,  como  se  supone, 
I.  32 
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la  referida  disposición  6/  del  art.  1.013  ni  el  art.  867  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil; 

Fallamos,  qne  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  que,  fundado  en  la  causa  6/  del  art.  1.013  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  interpuso  D.  Joaquín  Gifré ,  á  quien  con- 
denamos en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestó 
caución,  que  pagará  cuando  mejore  de  fortuna,  distribuyéndose  en- 
U)n9es  en  la  forma  prevenida  por  la  ley ;  y  respecto  al  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  en  el  fondo ,  mandamos  que  se  proceda  á  sn  sns- 
tanciacion  con  arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de  Ma- 
drid é  insertará  en  la  Meecion  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.=Jaan 
González  Acevedo.=José  María  Gáceres.=Laureano  de  Arrieta.=Fran- 
cisco  María  de  Gastilla.==Joaquin  Jaumar.=José  Fermín  de  Murd.sBe- 
nlto  de  Posada  Herrera. 

Publicaciqn  : 

Leída  y  pulgada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Laureano  de  Arjjpieta,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  24  de  Noviembre  de  1870.=RogeIio  González  Montes. 

NüM.  80. 
APELACIÓN. 


Terminación  de  una  fianza  y  pago  de  cierta  cantidad. — Senten- 
cia de  24  de  Noviembre,  couGrmando  el  auto  apelado  que  dictó 
la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  denegando  la  ad- 
misión del  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  Junta  de 
gobierno  del  Santo  Monte  de  Piedad  de  aquella  ciudad,  en  pleito 
con  Doña  María  y  Doña  Juana  Pardina,  como  hijas  y  herederas 
de  D.  Lorenzo  Pardina. 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  arlículos  1.010  j^  1.01  i  (fe 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  hs  recursos  de  casación  sólo  se  doM 
contra  las  sentencias  definitivas  de  las  Audiencias,  y  contra  las  que 
aun  cuando  hayan  recaido  sobre  un  articulo ,  pongan  término  al 
juicio  y  hagan  imposible  su  continuación. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  U  de  Noviembre  de  1870 ,  en  los  antos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Univeí^:' 


SENTENCIAS    DB  1870.  339 

sidad  de  Zaragoza  y  en  la  Sala  seganda  de  la  Andiencia  de  la  misma 
capital  por  Dooa  María  y  Doña  Juana  Par  Jiña,  como  hijas  y  herede- 
ras de  D.  Lorenzo  Pardina,  con  la  Junta  de  gobierno  del  Santo  Monte 
de  Piedad  de  aquella  ciudad,  sobre  terminación  de  una  fianza  y  pago 
de  cantidad;  autos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  apelación,  enta- 
blada por  el  Monte*  del  auto  que  en  7  de  Abril  último  dictó  la  refe- 
rida Sala,  denegando  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto 
por  aquel: 

Resultando  que  en  18()3  la  Junta  de  gobierno  del  expresado  Monte 
de  Piedad  eritabló  demanda  contra  Doña  María  Esteban,  viuda  de  Don 
Lorenzo  Pardina,  y  contra  sus  hijas  Doña  María  y  Doña  Juana  Pardi- 
na,  reclamando  la  cantidad  de  108.506  rs.  3  mrs/,  en  que  habia  re- 
saltado alcanzado  el  D.  Lorenzo,  como  Tesorero  del  referido  estable- 
cimiento; y  seguiJo  el  pleito  por  sus  trámites,  pronunció  sentencia  la 
Sala  segunda  de  la  Audiencia  referida  en  2i  de  Setiembre  de  1864, 
absolviendo  á  la  viuda  é  hijas  de  Par  dina  de  la  demanda,  en  la  forma 
.,eh  que  habia  sido  propuesta: 

Resultando  que  en  1865  Doña  María  y  Doña  Juana  Pardina  enta- 
blaron demanda  en  el  mismo  Juzgado  para  que  se  condenase  al  Monte 
á  dar  por  alzada,  en  el  término  de  quince  dias,  la  fianza  otorgada  para 
el  desempeño  del  cargo  de  Tesorero  que  tuvo  su  padre  D.  Lorenzo; 
y  seguido  el  pleito,  en  el  que  el  Monte  reconvino  á  las  demandantes, 
pronunció  sentencia  la  Audiencia  en  6  de  Diciembre  de  1866 ,  contra 
la  cual  se  interpuso  recurso  de  casación;  y  en  su  virtud,  este  Tribu- 
nal, en  sentencia  de  13  de  Diciembre  de  1867,  casó  y  anuló  la  referi- 
da sentencia  de  6  de  Diciembre,  y  fallando  sobre  el  fondo  absolvió  á 
la  Junta  de  gobierno  del  Santo  y  Real  Monte  de  Zaragoza  de  la  de- 
manda entablada  por  Doña  Juana  y  Doña  María  Pardina ,  y  á  estas 
de  la  reconvención  deducida  por  aquel ,  por  entonces  y  sin  perjuicio 
del  resultado  que  ofrecieran  las  cuentas  generales  de  la  Tesorería  que 
estuvo  á  cargo  de  D.  Lorenzo;  y  condenó  á  su  viuda  é  hijas  y  here- 
deras á  que  en  el  término  de  dos  meses  rindieran  cuentas  compren- 
sivas desde  I/  de  Enero  de  1859  hasta  el  en  que  cesó  en  aquel  cargo, 
para  lo  cual  el  Monte  de  Piedad  exhibiera  los  documentos  que  obra- 
ran en  su  poder  conducentes  al  efecto,  y  los  demás  datos  y  antece- 
dentes que  se  le  reclamaran: 

Resultando  que  procediendo  al  cumplimiento  de  esta  sentencia  en 
ei  Juzgado  de  primera  instancia ,  se  mandó  á  petición  de  Doña  María 
y  Doña  Juana  que  el  Monte  de  Piedad  pusiera  á  disp^icion  de  ellas 
todos  los  documentos  conducentes  para  arreglar  las  cuentas: 

Resultando  que  presentados  varios  documentos  por  el  Monte ,  se 
mandó  en  auto  de  1.'  de  Abril  de  1868  que  entregasen  á  la  parte  con- 
denada para  que  en  el  término  prefijado  en  la  ejecutoria  cumpliera 
OOQ  lo  que  en  la  misma  se  disponía: 

Resultando  que  Doña  María  y  Doña  Juana  pidieron  se  mandase  que 
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el  Monte  presentara  otros  documentos,  declarando  que  los  presenta- 
dos no  eran  fehacientes;  y  en  7  de  Mayo  siguiente,  se  ordenó  que  las 
demandadas  produjeran  la  cuenta  con  vista,  si  les  conviniera,  de  los 
libros  y  documentos  que  obraban  en  el  Monte  de  Piedad  que  se  ex- 
hibirían por  espacio  de  ocho  dias  y  en  ciertas  horas,  bajo  los  aper- 
cibimientos de  la  ley: 

Resultando  que  las  hermanas  Pardina  reprodujeron  su  anterior 
escrito  pidiendo  se  declarase  que,  mientras  el  Monte  no  presentara 
los  documentos  legales  y  fehacientes  conforme  á  las  leyes  y  á  las  or- 
denanzas del  mismo,  no  podian  ni  estaban  obligadas  á  la  formación 
de  cuentas;  y  oida  la  otra  parte,  se  dictó  nueva  providencia  en  18  de 
Junio  siguiente,  por  la  que  se  mandó  requerir,  á  la  parte  condenada 
para  que  en  el  plazo  perentorio  de  quince  dias  presentara  la  cuenta 
prevenida  en  la  sentencia;  bajo  apercibimiento  de  que  no  presentán- 
dola antes  de  que  trascurriera  este  plazo  habria  de  estar  y  pasar  por 
la  que  presentara  el  Monte  de  Piedad: 

Resultando  que  desestimadas  la  reposición  y  apelación  subsidiaria, 
que  de  esta  diligencia  interpuso  Doña  Juana  Pardina,  se  la  comunica- 
ron los  autos  para  formar  la  cuenta;  y  presentó  ésta,  acompañando  á 
ella  un  ejemplar  de  las  ordenanzas  del  citado  Monte: 

Resultando  que  dada  vista  al  mismo,  pidió  se  mandara  que  dentro 
del  improrogable  término  de  tercero  dia,  presentara  la  parte  contraria 
cuenta  formal  del  resumen  de  lo  que  importara  el  cargo  y  la  data  y 
la  diferencia  entre  uno  y  otro;  y  no  haciéndolo  asi  se  facultara  á  la 
representación  del  Monte  para  formarla,  apercibiendo  á  la  otra  parte 
de  tenerla  por  conforme  con  ella: 

Resultando  que  por  providencia  de  S7  de  Febrero  de  1869 ,   aten- 

'  diendo  á  la  disconformidad  del  Monte  con  la  cuenta  presentada  por 

Doña  Juana  Pardina,  se  mandó  convocar  á  juicio  verbal,  señalando 

dia  paVa  su  celebración,  con  prevención  de  presentar  las  pruebas  de 

los  hechos  en  que  no  estuvieran  de  acuerdo: 

Resultando  que  apelada  esta  providencia^  por  parte  del  Monte ,  fué 
confirmada  por  la  Audiencia;  y  el  Juzgado  en  su  virtud,  mandó  con- 
vocar las  partes  al  juicio  con  la  prevención  antes  referida ,  y  señaló 
nuevo  dia  para  él: 

Resultando  que  el  Monte  reprodujo  á  manera  de  prueba  todas 
cuantas  á  su  instancia  se  hablan  practicado  y  obraban  en  los  autos, 
especialmente  las  que  designaba;  y  la  parte  de  Doña  Juana  reprodojo 
ciertos  antece^ntes ,  y  el  Juzgado  hubo  por  hechas  las^  respectiva 
manifestaciones  de  las  partes: 

Resultando  que  ninguna  de  ellas  concurrió  á  la  celebración  del 
Juicio  verbal;  y  en  4  de  Diciembre  de  1869  el  Juez  dictó  sentencia 
desestimando  las  cuentas  presentadas  para  llevar  á  efecto  la  ejemito^ 
ria,  y  mandando  que  el  Monte  pío  pusiera  á  disposición  de  los  hel^ 
deros  de  Pardina,  y  en  el  término  de  dos  meses,  las  relacionas  que 
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prevenían  las  ordenanzas  citadas,  y  con  ellas  y  demás  datos  que  re- 
clamaran en  el  preciso  término  de  tres  meses  los  herederos  de  Par- 
dina  presentaran  las  cuentas: 

Resnltando  que  el  Monte  apeló  de  este  fallo,  y  en  13  de  Diciembre 
se  le  denegó  la  apelación:  que  aquel  pidió  reposición  de  esta  provi- 
dencia é  insistió  en  la  apelación  interpuesta ;  y  en  81  de  Diciembre 
proveyó  el  Juez  desestimando  esa  solicitud ,  declarando  nulo  todo  lo 
actuado  desde  la  providencia  de  4  del  mismo  mes ,  y  llamando  los 
autos  á  la  vista  para  dictar  sentencia  en  consonancia  con  lo  que  dis* 
pone  el  art.  906  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  notificado  á  las  partes  este  proveido,  el  mismo  Juez 
dictó  nueva  sentencia  en  30  de  Diciembre  del  mismo  año,  por  la  que, 
previos  varios  resultandos  y  considerandos,  desaprobó  las  cuentas 
presentadas  por  los  herederos  de  Pardina ,  y  declaró  que  estos  sólo 
venían  obligados  á  satisfacer  el  alcance  que  resultaba  á  su  causa- 
habiente  en  las  cuentas  presentadas  por  el  Monte  pío  del  año  1858,  y 
no  el  que  aparecía  en  las  del  año  de  1859,  sin  expresa  condenación 
de  costas: 

Resultando  que  apelada  esta  sentencia  por  Doña  Juana ,  se  remi- 
tieron los  autos  á  la  Audiencia;  y  personadas  en  ella  la  apelante  y  la 
representación  del  Monte,  se  sustanció  la  segunda  instancia,  y  pro- 
nunció sentencia  en  21  de  Marzo  último  la  Sala  segunda  de  dicho 
Tribunal,  revocando  la  apelada  y  anulando  lo  actuado  desde  el  auto 
de  1/  de  Abril  de  1868  inclusive,  y  mandando  devolver  los  autos'  al 
Juzgado  para  que,  reponiéndolos  al  estado  que  tenían  cuando  dictó  el 
referido  auto,  los  sustanciara  y  determinara  con  arreglo  á  derecho: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  la  Junta  de  gobier- 
no de  dicha  Sociedad  recurso  de  casación  en  el  fondo  ,  citando  las 
leyes  y  doctrinas  que  suponía  infringidas;  y  la  referida  Sala  en  7  de 
Af)ril  último,  negando  que  dicha  sentencia  pusiera  término  al  juicio  y 
que  imposibilitara  su  continuación,  denegó  la  admisión  del  expresado 
recurso: 

Resultando  que  la  parte  recurrente  apeló  de  esta  denegación,  y  en 
su  virtud  se  han  elevado  los  autos  á  este  Tribunal  Supremo. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  María  de  Castilla. 

Considerando  que  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  1.010 
y  1.011  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  los  recursos  da  casación 
sólo  se  dan  contra  las  sentencias  definitivas  de  las  Audiencias  y  con- 
tra las  que  aun  cuando  hayan  recaído  sobre  un  artículo  pongan  tér- 
mino al  juicio  y  hagan  imposible  su  continuación: 

T  considerando  que  la  sentencia  contra  la  cual  se  ha  interpuesto 
él  recurso  de  casación,  lejos  de  poner  término  al  juicio  y  hacer  im- 
posible su  continuación,  manda  que  reponiéndose  los  autos  al  estado 
que  expresa  se  sustancien  y  determinen  con  arreglo  á  derecho; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas 
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el  auto  apelado;  y  devuélvanse  las  actuaciones  á  la  Audiencia  de 
donde  proceden  con  la  ceriiñcacicn  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  d$ 
Madrid  dentro  de  los  cinco  días  siguientes  á  su  fecha »  é  insertará  á 
su  tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne~ 
cesarlas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =José  María  Cace. 
res.ssFrancIsco  María  de  Castilia.=Joaquin  Jaumar.=Josó  Fermín  de 
Muro.=Benito  de  Posada  Herrera. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.;Sr.  Dou 
Francisco  María  de  Castilla,  Magistrado  de  la  Sala  segunda  del  Tribu- 
nal Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  misma ,  en  el  dia  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  24  de   Noviembre  de  1870.=Rogelio  González  Montes. 

NÓM.  Si. 
CASACIÓN. 


Cumplimiento  de  m  laudo  abbitral. — Sentencia  de  24  de  Noviem- 
bre, declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  los  hermanos  Doña  Gertrudis,  Doña  Brígida  y  D.  José  Maria 
Borras,  contra  la  providencia  que  en  12  noviembre  de  1869 
dictó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  cob 
D.  Joaquín  Borras. 

En  los  GONSiDEKANDOs  86  establece: 

1.®  Que  según  los  arliculos  1.0  i  O  y  1.011  déla  Ley  de  Enjui- 
ciamiento dvil,  los  recursos  de  casación  sólo  se  dan  contra  las  sen- 
tencias  definitivas  de  las  Audiencias  y  contra  las  que  aun  cuando 
hayan  recaido  sobre  un  articulo,  pongan  término  al  juicio,  y  hagan 
imposible  su  continuación,  siendo  además  necesario  con  arreglo  al 
articulo  1.012  de  la  misma  ley,  para  el  recurso  de  casación  en  el 
fondo,  citar  la  ley  ó  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los 
Tribunales  que  la  senfencia  haya  infringido. 

2.®  Que  los  artículos  65  y  67  de  la  referida  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil  no  pueden  servir  de  fundamento  para  un  recurso  de 
casación  en  el  fondo  por  referirse  al  orden  del  procedimiento. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  24  de  Noviembre  de  1870,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Reus  y  en  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  Doña  Gertrudis,  Doña  Brí- 
gida y  D.  José  María  Borras  con  D.  Joaquín  Borras,  sobre  cumplimiento 
de  un  laudo  arbitral;  los  cuales  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso 
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de  casación  interpuesto  por  la  Dofía  Gertrudis  y  consortes  de  una  pro- 
videncia que  en  12  de  Noviembre  de  1869  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  15  de  Abril  de  186S  Don 
Joaquín  Borras  de  una  parte,  y  de  la  otra  Doña  Brígida,  Doña  Ger- 
trudis y  D.  José  María  Borras,  convinieron  en  el  nombramiento  de 
amigables  componedores  para  que  resolvieran  las  cuestiones  promo- 
vidas entre  los  otorgantes  con  relación  á  la  sucesión  de  los  bienes 
dejados  por  sus  padres  D.  Joaquín  Borras  y  Doña  Francisca  Sarda ;  y 
en  su  consecuencia  los  amigables  componedores  en  31  de  Mayo  de 
dícbo  año  de  1868  dictaron  su  laudo,  comprensivo  de  17  declaraciones, 
por  las  que  se  imponían  recíprocas  obligaciones  á  los  interesados, 
estableciendo  por  la  6/  que  D.  Joaquín  Borras  y  Sarda  debía  pagar  á 
su  hermana  Doña  Gertrudis  la  cantidad  de  29.610  escudos  y  á  su  ber* 
mana  Doña  Brígida  la  de  30.360  escudos,  como  líquido  resultante  á 
favor  de  las  mismas  respectivamente,  rebajado  del  legado  que  le  se- 
ñalara su  común  padre  el  saldo  abonable  de  las  cuentas  presentadas 
por  dicho  heredero,  y  hechas  varías  compensaciones  que  se  hablan 
estimado  justas:  que  el  pago  de  las  expresadas  cantidades  lo  haría  el 
D.  Joaquín  entregando  10.000  escudos  á  cada  una  de  sus  hermanas 
Dofía  Brígida  y  Doña  Gertrudis  dentro  de  quince  días,  y  la  resta  en 
cantidad  de  19.640  escudos  A  Doña  Gertrudis  y  la  de  20.360  escudos  á 
Doña  Brígida  en  término  de  dos  años,  con  sus  intereses  á  razón  del  4 
por  100  anual:  por  la  7/  que  si  D.  Joaquín  no  cumpliese  con  el  pago 
de  los  20.000  escudos  á  sus  hermanas  dentro  de  quince  días,  queda- 
rían en  suspenso,  mientras  tal  pago  no  tuviera  lugar,  todos  los  dere- 
chos que  al  mismo  D.  Joaquín  pudieran  competir  en  virtud  de  este 
laudo,  pero  no  sus  obligaciones,  que  serian  exigibles  en  el  modo  que 
quedaba  prevenido:  por  la  11  que  respecto  de  la  reversión  ordenada 
por  el  difunto  D.  Joaquín  Borras  y  Gompte,  se  observaría  en  cuanto  á 
cada  uno  de  los  hermanos  Borras  y  Sarda,  lo  siguiente :  D.  Joaquín 
tendría  sujetos  á  la  reversión  todos  los  bienes  inmuebles  heredados 
de  sus  padres,  excepto  la  parte  que  fuera  necesaria  enajenar  con 
arreglo  á  )o  antes  declarado  para  pago  del  saldo  de  40.000  escudos; 
D.  José  María  todos  los  inmuebles  que  se  le  habian  adjudicado,  y 
Doña  Gertrudis  y  Doña  Brígida  24.000  escudos  cada  una;  y  por  la  15 
que  todos  los  términos  señalados  en  este  laudo  debían  entenderse 
contaderos  desde  el  día  siguiente  al  de  la  última  notifícáciondel  mismo: 

Resultando  que  D.  Joaquín  Borras  en  escritos  de  29  de  Julio  de 
1868  y  19  de  Abril  de  1869  pidió  el  cumplimiento  del  laudo  arbitral; 
y  el  Juez  de  primera  instancia  de  Reus ,  sin  audiencia  de  los  demás 
Interesados ,  en  *  18  de  Mayo  de  1869  dictó  auto,  mandando  que  los 
hermanos  Borras  y  Sarda  que  hubieran  contraído  matrimonio  desoca-^ 
pasen  la  casa  paterna  y  otorgasen '  inmediatamente  escritura,  en  que 
se  dieran  por  satisfechos  del  reparto  de  las  alhajas,  continuado  eA 
el  inventario  tomado  por  D.  Joaquín  á  la  muerte  de  su  padre:  qué 


344  TRIBUNAL  SUPREMO. 

iDmedlatamente  también  otorgase  D.  José  María  Borras  el  apoca  ó 
carta  de  pago  de  tener  percibido  su  parte  en  ios  bienes  de  sus  pa- 
dres, confesando  quedar  satisfecho  de  cuanto  pudiera  acreditar  de  su 
bermano  D.  Joaquin,  con  el  derecho  de  habitación  señalado  en  el  ar- 
ticulo 2.*  del  laudo,  y  mediante  traspaso  que  le  hiciera  éste  de  la 
casa  de  la  calle  de  la  Concepción  y  demás  bienes  que  se  expresan: 
que  inmediatamente  entregase  D.  José  María  á  D.  Joaquin  el  salón 
filarmónico  y  cuanto  todavía  no  hubiera  percibido  y  les  perteneciera 
en  la  liquidación  de  la  herencia  de  su  tio  D.  Pedro  Sarda,  y  el  Don 
Joaquin  entregase  del  propio  modo  á  D.  José  María  los  títulos  y  cua- 
lesquiera otros  documentos  que  poseyera  relativos  á  la  casa,  oíanso, 
piezas  de  tierra,  mina,  redención  y  demás  que  se  declaraba  pertenecer 
á  D.  José  María :  que  asimismo  inmediatamente  otorgase  D.  Joaquin 
¿  fiíyor  de  D.  José  María  una  escritura,  librándole  de  toda  responsa- 
bilidad en  ios  negocios  pasados  que  aquel  estuvo  asociado  primera- 
mente con  D.  Pedro  y  después  con  D.  Eduardo  Bobé,  y  también  de 
todos  ios  gravámenes  y  responsabilidades  que  quedasen  todavía  pen- 
dientes sobre  la  herencia  de  D.  Pedro  Sarda  en  general  ó  sobre  la  parte 
que  á  él  le  correspondiera  en  particular,  quedando  estos  gravámenes  y 
responsabilidades  de  cargo  de  su  hermano  D.  Joaquín,  por  lo  que 
trasferia  el  D.  José  María  á  favor  de  D.  Joaquin  todos  los  derechos  y 
acciones  que  aquel  tuviera,  tanto  por  lo  que  tocaba  á  aquellos  nego- 
cios de  D.  Pedro  y  D.  Eduardo  Bobé ,  cuanto  por  lo  que  miraba  á 
su  participación  en  la  herencia  de  D.  Pedro  Sarda :  que  inmediata- 
mente también  otorgase  D.  Joaquin  á  favor  de  sus  sustitutos  la  cor- 
respondiente hipoteca  de  la  casa  calle  de  Aleixar,  en  la  ciudad  de 
Barcelona,  y  jardin  anejo,  así  como  de  ios  demás  bienes  inmuebles 
que  fueron  de  su  padre,  á  excepción,  respecto  de  estos  últimos,  de  los 
que  fuere  necesario  vender  ó  gravar  para  hacer  pago  de  los  40.0(N)  es- 
cudos á  las  hermanas  Doña  Gertrudis  y  Doña  Brígida  Borras:  que  inme- 
diatamente D.  José  María  otorgase  hipoteca  á  favor  de  sus  sustitutos  de 
todos  los  inmuebles  que  en  laudo  se  les  habian  adjudicado,  y  eran 
la  casa  de  la  calle  de  la  Concepción,  manso  de  San  Bamon,  cen  sns 
minas  y  piezas  de  tierra  anejas:  que  Doña  Gertrudis  y  Doña  Brígida 
Borras  diesen  la  oportuna  garantía  á  D.  Joaquín  de  los  24.000  escudos 
que  cada  una  debia  percibir  y  quedaban  sujetos  á  reversión  por  el 
laudo,  á  proporción  los  que  fueran  recibiendo:  que  inmediatamente 
satisficieran  los  hermanos  Borras  y  Sarda  por  iguales  partes  Jas  costas 
y  gastos  á  que  hubiera  dado  lugar  el  compromiso  y  ios  del  lando 
basta  el  dia  de  su  notificación  á  todos  los  interesados,  y  D.  Joaquín 
y  D.  José  María,  por  mitad,  los  honorarios  y  dietas  del  perito  Don 
Bafael  Clariana:  que  quince  días  después  de  haberse  ejecutado  lo  dis- 
puesto en  el  capítulo  2/  del  laudo,  limitándose  el  derecho  de  haU- 
Utcion  á  la  casa  que  propiamente  podia  llamarse  de  la  calle  de  AleixaiJb 
i(  sea  del  modo  y  forma  que  con  todos  los  pormenores  se  describiai 
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Gon  claridad  en  el  expresado  art.  8.*  del  laudo;  que  pasados  los  quince 
días  de  la  manera  prefijada  en  el  anterior  período ,  entregasen  Dofía 
Brígida  y  B.  José  María  Borras  á  su  hermano  D.  Joaquín  ios  libros  de 
comercio  y  todos  los  documentos  y  papeles  que  tuvieran  en  su  poder 
de  propiedad  particular  del  último,  pertenecientes  á  la  herencia  de 
sus  difuntos  padres,  los  objetos  que  retuvieran  de  propiedad  particu- 
lar del  mismo  D.  Joaquín,  adquiridos  por  él  y  no  destinados  á  la  casa, 
y  las  maquinas,  útiles  y  enseres  destinados  á  los  usos  del  comercio 
á  que  se  dedicaba  su  difunto  padre:  que  trascurridos  los  quince  días 
mencionados,  entregue  D.  Joaquín  Borras  10.000  escudos  á  su  herma- 
na Doña  Gertrudis,  y  otros  10.000  á  Doña  Brígida ,  y  dentro  de  dos 
años  19.460  escudos  á  Doña  Gertrudis  y  80.360  á  Doña  Brígida,  debien- 
do abonar  D.  Joaquín  el  4  por  100  de  interés  anual  por  dichas  últi- 
mas cantidades;  entendiéndose  que  las  hermanas  Doña  Gertrudis  y 
Doña  Brígida  prestarían  á  D.  Joaquín  la  oportuna  garantía  por  la  parte 
revertible,  al  hacerles  éste  las  entregas  que  le  importasen:  que  todos 
los  derechos  que  el  laudo  atribula  á  D.  Joaquín  Borras  posteriores  al 
plazo  de  la  entrega  de  los  20.000  escudos  á  sus  hermanos,  expresados 
en  el  período  anterior,  quedarían  en  suspenso  si  el  D.  Joaquín  dejase 
de  cumplir  con  tal  pago;  p^ro  no  sus  obligaciones ,  que  serian  exigí- 
bles  en  el  modo  qne  quedaba  prevenido:  que  el  día  siguiente  de  ha- 
berse cumplido  lo  dispuesto  en  las  anteriores  prevenciones  podría 
D.  Joaquín  Borras  y  Sarda  gravar  ó  enajenar  los  bienes  inmuebles 
que  fueron  de  sus  padres,  exceptuando  la  casa  de  la  calle  de  Aleixas 
en  el  modo  como  había  sido  deslindada  en  ei  capítulo  8.*  del  laudo, 
y  el  jardín  anejo  para  satisfacer  á  sus  hermanas  Doña  Gertrudis  y 
Doña  Brígida  el  saldo  de  40.000  escudos  que  debía  pagarles  en  el 
plazo  de  dos  años,  en  la  parte  que  fuera  necesaria  para  cumplir  esta 
obligación: 

Resultando  que  Doña  Brígida,  Doña  Gertrudis  y  D.  José  María 
Borráis  apelaron  de  dicho  proveído,  y  por  otro  que  dictó  el  Juez  en  6 
de  Julio  siguiente  declaré  no  haber  lugar  á  la  apelación: 

Resultando  que  en  su  virtud  dichos  hermanos  acudieron  en  queja 
á  la  Audiencia,  pretendiendo  que,  pedido  informe  ai  Juez  de  primera 
instancia,  con  prevención  de  que  suspendiera  el  cumplimiento  de  la 
sentencia  de  18  de  Mayo,  y  seguidos  los  trámites  ordenados  en  el  ar- 
tículo 75  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  se  declarase  que  debía 
otorgar  la  apelación  interpuesta  de  aquella  sentencia  interlocutoria, 
ordenándole,  en|su  consecuencia,  que  remitiera  los  autos  con  las  cita- 
ciones correspondientes: 

Resultando  que  acordado  que  el  Juez  de  primera  instancia  infor- 
mase con  justificación,  se  mostró  parte  en  la  Superioridad  D.  Joaquin 
Borras;  é  instruidas  ambas,  previa  su  citación  y  vista  pública,  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  por  auto  de  18  de  Noviembre  de  1869,  teniendo 
en  consideración  que  la  providencia  del  Juez^  de  18  de  Mayo -anterior, 
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es  de  las  comprendidas  en  el  art.  65  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, y  qae  contra  ella  no  se  entablaron  los  recursos  que  por  su  orden 
establece  la  ley,  declaró  no  haber  lugar  al  de  queja  interpuesto  por 
parte  de  Doña  Gertrudis,  Doña  Brígida  y  D.  José  Maria  Borras,  sin  ha- 
cer especial  condenación  de  costas: 

T  resultando  que  los  hermanos  Doña  Gertrudis,  Doña  Brígida  y  Don 
José  María  Borras  interpusieron  recurso  de  casación,  por  conceptuar 
infringidos: 

1.*  El  art.  20  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  cuanto  se  ha- 
bia  declarado  que  debia  pedirse  reposición  de  una  providencia  que, 
según  dicho  artículo,  era  de  las  que  cansan  estado,  puesto  que  el  Juez 
de  primera  instancia  autorizó  con  firma  entera  la  providencia  de  18 
de  Mayo,  reconociendo  con  este  acto  ser  una  de  las  que  causan  esta- 
do, las  cuales  no  son  susceptibles  de  reposición. 

8.*  Los  artículos  65  y  67  de  la  citada  Ley  de-  Enjuiciamiento  civil, 
porque  se  suponia  que  la  sentencia  de  18  de  Mayo  era  de  mera  sus- 
tancfacion  por  ser  de  cumplimiento  de  sentencia;,  siendo  esto  comple- 
tamente inexacto,  porque  aquella  providencia  decidía  cuestiones  de 
hecho  y  de  derecho  que  sólo  podi:m  resolverse  en  una  sentencia  in- 
terlocutoría,  ya  que  no  fuese  en  «na  definitiva,  al  disponer  que  Doña 
Brígida  y  Doña  Gertrudis  Borras  garantizaran  los  24.000  escudos  suje- 
tos á  reversión,  sin  embargo  de  ro  prevenirlo  el  laudo  de  Jos  arbitra- 
dores;  y  al  declarar,  contra  lo  dispuesto  en  éste,  que  los  intereses  or- 
denados en  el  mismo  á  favor  de  dichas  hermanas  sólo  principiarían  á 
correr  desde  la  fecha  que  el  Juez  creyó  que  podía  establecer. 

Y  3.'  La  jurisprudencia  sentada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sen- 
tencias de  21  de  Febrero  de  1846,  22  de  Abril  de  1854,  14  Febrero 
de  1859,  y  muy  especialmente  la  de  18  de  Noviembre  de  1851,  que 
declaran  que  no  tienen  el  carActer  de  providencias  meramente  inter- 
locutorias  aquellas  que  ponen  término  al  juicio,  decidiendo  sobre  el 
fondo  del  mismo,  ó  que  deciden  sin  ulterior  recurso  el  objeto  de  la 
demanda,  ó  impiden  el  curso  ulterior  del  procedimiento,  ó  finalmente, 
aquellas  que  contienen  declaraciones  de  derecho;  pues  que  la  sentencia 
de  18  de  Mayo  decidió  sobre  el  fondo  de  cuestiones  que  por  su  natu- 
raleza debian  ser  debatidas  en  Juicio  ordinario,  ú  objeto  de  un  artículo. 
Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrac'o  D  Francisco  Maríi  de  Castilla. 
Considerando  que,  según  los  artículos  1.010  y  l.Oll  de  la  Ley  deEa* 
juicíamiento  civil,  los  recursos  de  casación  sólo  se  dan  contra  las  sen- , 
tencias  definitivas  de  las  Audiencias  y  contra  las  que,  aun  cuando 
hayan  recaído  sobre  un  artículo,  pongan  término  al  juicio  y  bagai 
imposible  su  continuación;  siendo  además  necesario,  con  arreglo  ai 
artículo  1.012  de  la  misma  ley,  para  el  recurso  de  casación  en  el  feíif . 
do,  citar  la  ley  ó  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Til' 
bunales  que  la  sentencia  haya  infringido: 

T  considerando  que  aun  suponiendo  que,  conforme  al  art.  M  di 
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dicha  ley  y  doctrina  que  se  citan,  la  sentencia  contra  la  cual  se  ha 
interpuesto  el  recurso  tuviera  el  carácter  de  deñnitiva,  ios  artículos  65 
y  67  de  la  referida  ley,  que  también  se  invocan,  no  pueden  servir  de 
fundamento  para  un  recurso  de  casación  en  el  fondo  por  referirse  al 
orden  del  procedimiento; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  los  hermanos  Doña  Getrudis,  Doña 
Brígida  y  D.  José  María  Borras,  á  quienes  condenamos  en  las  costas  y 
en  la  pérdida  de  los  400  escudos  que  depositaron,  cuya  cantidad  se 
distribuya  con  arreglo  á  la  ley;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia 
de  Barcelona  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  "Gaceta  de 
lííKfnd  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.saJuan  Gonzá- 
lez Acevedo.=rJosé  M.  Cáceres.=?Laureano  de  Arrieta.ssFrancisco  Ma- 
ría de  Castilla. e=Joaquin  Jaumar.=Benito  de  Posada  Herrera.=José 
Fermín  de  Muro. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Francisco  María  de  Castilla,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estando 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,  el  dia  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Supremo  Tri- 
bunal. 

Madrid  24  de  Noviembre  de  1870.=Dionisio  Antonio  de  Pnga. 

NÚM.  82. 
APELACIÓN. 


Designación  de  alimentos  provisionales. — Sentencia  de  26  de  No- 
viembre, confirmando  el  auto  apelado  que  la  Sala  extraordinaria 
en  vacaciones  de  la  Audiencia  de  Valencia  dictó  en  9  de  Agosto 
de  1869,  entendiéndose  denegada  la  admisión  del  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Andrés  Moral,  en  pleito  con  D.  Vi- 
cente Soria. 

En  sus  considerandos  se  establece  : 

Que  solamente  es  admisible  el  recurso  de  casación  contra  las 
sentencias  definitivas  pronunciadas  por  las  Audiencias,  entendién- 
dose por  tales  las  que  aun  cuando  hayan  recaido  sobre  un  articulo, 
pongan  término  al  pleito,  haciendo  imposible  su  continuación. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  26  de  Noviembre  de  1870,  en  los  autos  se- 
guidos en  el  Ju^^ado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Mercado  de 
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la  Ciudad  de  Valencia  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  del  mismo 
territorio  por  D.  Andr^  Moral,  marido  en  segundas  nupcias  de  Dofia 
María  de  ios  Dolores  Merelo,  con  D.  Vicente  Soria,  que  lo  es  de  la  hija 
de  ésta  Doña  María  Angela  Bru,  sobre  designación  de  alimentos  pro- 
visionales, en  el  dia  incidente  de  acumulación;  los  cuales  penden  ante 
Nos  en  virtud  de  apelación  interpuesta  por  Moral  de  una  providencia 
que  dictó  en  9  de  Agosto  de  1869  la  Sala  extraordinaria  en  vacaciones 
de  dicha  Audiencia ,  denegando  la  admisión  del  recurso  de  casación 
que  aquel  habla  entablado : 

Resultando  que  en  14  de  Febrero  de  1866  D.  Andrés  Moral,  marido 
en  segundas  nupcias  de  Doña  María  de  los  Dolores  Merelo,  acudió  al 
Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Serranos  de  la  ciudad  de 
Valencia,  pretendiendo  se  asignasen  alimentos  provisionales  á  dicha  sa 
esposa,  sobre  los  bienes  de  so  hija  del  primer  matrimonio  Doña  Ma- 
ría Angela  Bru,  casada  con  D.  Vicente  Soria,  fundándose  para  ello  en 
que  la  Doña  María  Dolores  carecía  de  recursos  bastantes  para  ali- 
mentarse, el  recurrente  por  sus  dolencias  no  podía  ganar  lo  suficiente 
para  aquel  objeto,  y  en  tanto  la  Doña  María  Angela  poseía  una  renta 
considerable,  hallándose  por  lo  tanto  obligada  á  mantener  á  su  madre; 
y  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  por  sentencia  ejecutoria  que  pro 
nuncio  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Valencia  en  3  de  Man» 
de  1869,  confirmatoria  de  la  del  Juez  de  primera  instancia,  se  declaró 
que  Doña  María  de  los  Angeles  Bru  no  venia  obligada  á  prestar  á  sn 
madre  Doña  María  de  los  Dolores  Merelo  los  alimentos  que  reclamaba, 
debiendo  ésta  dejar  de  percibir  los  que  se  señalaron  con  el  carácter 
de  provisionales  desde  el  dia  siguiente  al  en  que  causase  ejecutoria 
esta  sentencia: 

Resultando  que  devueltos  los  autos  según  parece  al  Jnzgado  del 
distrito  de  Serranos  para  el  cumplimiento  de  la  sentencia,  D.  Andrés 
Moral,  en  el  referido  concepto  de  marido  de  Doña  María  de  los  Dolo- 
res Merelo,  acudió  en  4  de  Junio  de  1869  al  Juez  del  distrito  del  Mer- 
cado, acompañando  varios  documentos,  y  pretendió  se  designasen  ali- 
mentos á  su  esposa  ,  que  suministrarla  D.  Vicente  Soria,  marido  de 
Doña  María  Angeles  Bru,  hija  de  aquella ,  los  que  abonada  por  men- 
sualidades anticipadas,  exigiéndole  el  pago  de  la  primera  con  arreglo 
á  lo  prevenido  en  los  artículos  1.211,  1.216  y  1.217  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil;  para  ello  se  fundó  en  que  la  referida  su  esposa  art 
pobre,  la  hija  de  ésta  poseía  cuantiosos  bienes,  y  él  se  hallaba  impo* 
sibilitado  para  el  trabajo  : 

Resultando  que  acordada  por  el  Juez  del  distrito  del  Mercado  la 

práctica  de  ciertas  diligencias,  el  del  distrito  de  Serranos  le  dirigió  dMo 

á  instancia  de  D.  Vicente  Soria  para  que,  en  caso  de  haberse  IntentMl^ 

ó  deducirse  ame  él  por  D.  Andrés  Moral  nueva  demanda  dealimenfioi» 

ya  provisionales  ó  definitivos,  se  inhibiese  de  su  conocimiento  t  ^^ 

mitiese  lo  actuado  para  su  acumulación  á  los  que  en  el  Juzgado  n- 
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qairentese  habían  sustanciado  sobre  el  mismo  objeto,  recayendo  la 
anteriormente  citada  sentencia  en  3  de  Marzo : 

Resaltando  que  el  referido  Juez  del  distrito  del  Mercado ,  después 
de  oída  la  parte  de  D.  Andrés  Moral,  por  sentencia  de  18  de  Junio  del 
mismo  afío  se  inhibió  del  conocimiento  de  los  autos  promovidos  ante 
él  por  aquel,  y  mandó  remitirlos  al  Juzgado  de  Serranos  para  su  con- 
tinuación: 

Resultando  que  D.  Andrés  Moral  apeló  de  dicho  proveído ;  y  sus- 
tanciada la  instancia ,  la  Sala  extraordinaria  en  vacaciones ,  por  sen- 
tencia de  2  de  Agosto  del  referido  año  de  1869,  confirmó  con  las  costas 
la  apelada: 

Resultando  que  D.  Andrés  Moral  interpuso  recurso  de  casación 
contra  dicho  fallo ,  fundado  en  ser  contrario  á  la  Jurisprudencia  sen- 
tada por  este  Tribunal  Supremo  en  varias  sentencias  que  citó;  y  expuso 
que  procedía  la  admisión  del  recurso,  según  lo  declarado  en  sentencia 
del  mismo  de  12  de  Junio  de  1863,  porque  el  fallo  era  definitivo,  toda 
vez  que  ejecutoriaba  el  artículo : 

Resultando  qae  la  mencionada  Sala  extraordinaria  en  vacaciones 
por  auto  de  9  del  repetido  mes  de  Agosto ,  atendiendo  á  que  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  en  el  incidente  de  inhibición  promovido  en 
las  diligencias  de  voluntaria  jurisdicción,  instadas  por  el  recurrente  Don 
Andrés  Moral,  solicitando  alimentos  provisionales  para  su  consorte,  no 
tenia  el  carácter  de  definitiva  á  los  efectos  de  los  artículos  1.010  y 
1.011  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  á  que  no  versaba  sobre  lo  prin- 
cipal, en  cuyo  sentido  no  se  habia  deducido  acción  alguna ,  ni  tam- 
poco sobre  el  incidente  de  alimentos  provisionales,  respecto  al  que  no 
habia  llegado  la  oportunidad  de  fallarse,  decidiendo  únicamente  la 
incidencia  de  si  ello  correspondía  á  uno  ú  otro  Juez,  ambos  de  la 
jurisdicción  ordinaria  y  residentes  dentro  de  la  misma  capital ,  ve- 
cindario del  recurreate,  á  quien  en  consecuencia  ni  se  privaba  de  de- 
recho alguno ,  ni  se  irrogaba  perjuicio»  declaró  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  parte  de  D.  Andrés  Moral : 

Resultando  que  interpuesta  por  éste  apelación  de  aquel  proveído, 
se  elevaron  los  autos  á  este  Tribunal. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrieta. 

Considerando  que  solamente  es  admisible  el  recurso  de  casación 
contra  las  sentencias  definitivas  pronunciadas  por  las  Audiencias,  en- 
tendiéndose por  tales  las  que,  aun  cuando  hayan  recaído  sobre  un 
articulo,  pongan  término  al  pleito,  haciendo  imposible  su  continuación: 
^  Considerando  que  no  tiene  tal  carácter  ni  puede  producir  tales  efec- 
tos la  providencia  dictada  en  2  de  Agosto  del  corriente  año  por  la 
Sala  extraordinaria  de  la  Audiencia  de  Valencia,  puesto  que ,  lejos  de 
poner  término  al  juicio  haciendo  imposible  su  coBtinuacion,  se  dirige 
á  que  siga  y  continúe  con  el  orden  y  regularidad  debidos ; 

Fallamos,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  el 
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auto  apelado,  entendiéndose  denegada  la  admisión  del  recurso  de  ca- 
sación interpuesto ;  y  devuélvanse  las  actuaciones  á  la  Audiencia  de 
donde  proceden  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ie 
Madrid  dentro  de  ios  cinco  dias  siguientes  á  su  fecha,  é  insertará  á  su 
tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesa- 
rias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  Ormamos.=Juan  González  Ace- 
vedo.s=Iiaur€ano  deArrieta.=:Joaquin  Jaumar.=aJoséFerminde  liuro.= 
Benito  de  Posada  Herrera. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Señor 
D.  Laureano  de  Arrieta,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de  boy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  26  de  Noviembre  de  1870.=Rogelio  González  Uontes. 

NÓM.  83. 
APELACIÓN. 


Pago  de  una  cantidad  en  cumplimiento  de  lo  convenido  en  acto 
DE  CONCILIACIÓN. — Sentencia  de  26  de  iNoviembre  revocando  el 
anto  apelado,  y  admitiendo  el  recurso  de  casación  interpuesto 
por  Ü.  Dionisio  Acevedo  contra  el  auto  dictado  en  19  de  Abril 
anterior  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  este  disirilo. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  si  ofrecida  prueba  por  el  demandado  sobre  los  hechos  ob* 
jeto  del  pleito ,  le  fué  denegada  su  admisión  y  también  la  súplica 
que  interpuso  de  esta  denegación,  habiendo  pedido  oportunamente 
lu  subsanacion  de  la  falla  de  recibimiento  de  dicha  prueba .  con 
arreglo  al  art,  1.019  ¿g  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sin  haber- 
la conseguido,  debe  admitirse  el  recurso  fundado  en  la  causa  4.*  cW 
articulo  del  1.013  de  la  referida  ley. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  26  de  Noviembre  de  1870,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospicio 
de  esta  capital  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  misma  por 
D.  José  Fernandez  y  Rodríguez  con  D.  Dionisio  Acevedo,  sobre  pago  de 
cantidad'  en  cumplimiento  de  lo  conveido  en  acto  de  conciliacioB; 
los  cuales  penden  ante  Nos  en  apelación  del  auto  dictado  por  la  Ttjr 
ferida  Sala  en  19  de  Abril  último  denegando  la  admisión  del  rocQW 
de  casación  interpuesto  por  Acevedo: 

ftesultando  que  por  escritura  pública  de  31  de  Julio  de  186S/Doa     ; 

i 
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Dionisio  Acevedo  recibió  en  préstamo  de  D.  José  Fernandez  y  Rodrí- 
guez la  cantidad  de  2.000  rs.,  que  se  obligó  á  devolver  con  el  interés 
del  9  por  100  anual  en  igual  dia  de  1871,  siendo  prorogable  este  plazo 
por  dos  años  más,  é  hipotecando  á  la  seguridad  del  pago  dos  tierras 
que  manifestó  Acevedo  hallarse  anotadas  á  su  nombre  en  la  antigua 
Contaduría  de  Hipotecas  del  concejo  de  Pravia: 

Resultando  que  en  19  de  Febrero  de  1867 ,  á  instancia  de  D.  José 
Fernandez  se  celebró  acto  de  conciliación  ante  el  Juez  de  paz  del  dis- 
trito de  la  Latina ,  pidiendo  que  Acevedo  formalizase  nueva  escritura 
del  indicado  préstamo,  porque  la  otorgada  no  habia  sido  admitida  á 
la  inscripción  en  el  Registro  de  la  propiedad,  á  causa  de  no  reunir  las 
condiciones  qué  prescribían  las  leyes;  y  presente  el  demandado,  con- 
testó que  en  el  término  preciso  de  un  mes ,  á  contar  desde  aquella 
fecha,  otorgarla  nueva  escritura  á  gusto  del  Fernandez;  y  no  verifi- 
cándolo dentro  del  término  señalado,  consentía  en  que  se  le  apremia- 
se y  ejecutase  al  pago,  con  lo  cual  se  conformó  el  demandante- 
Resultando  que  denegada  por  el  Juez  del  Hospicio  en  19  de  Julio 
de  1869  hi  ejecución  que  fundado  en  los  relacionados  documentos  so- 
licitó D.  José  Fernandez,  este  presentó  escrito  el  24  del  mismo  mes 
exponiendo  que  lo  convenido  en  acto  de  conciliación  debía  llevarse  á 
efecto  en  la  manera  y  forma  prevenida  para  la  ejecución  de  las  sen- 
tencias; que  Acevedo  no  habia  renovado  la  escritura  en  el  término  pre- 
fijado; y  como  para  este  caso  habia  consentido  en  ser  apremiado,  pidió 
y  en  su  conformidad  mandó  el  Juzgado,  por  auto  de  26  de  Julio,  que 
se  requiriese  á  D.  Dionisio  Acevedo  para  que  en  el  término  de  ter- 
cero dia  pagase  á  Fernandez  ó  consignase  en  la  Escribanía  la  cantidad 
de  200  escudos  y  sus  intereses  al  9  por  100  anual,  desde  el  31  de  Julio 
de  1865,  con  las  costas;  y  no  verificándolo,  que  se  procediese  al  em- 
bargo de  bienes  en  cantidad  suficiente,  sin  necesidad  de  nuevo  pro- 
veído, expidiéndose  para  todo  el  oportuno  exhorto  al  Juzgado  de 
Pravia: 

Resultando  que  requerido  Acevedo  en  esta  capital  por  medio  de 
cédula,  se  personó  en  9  de  Agosto  manifestando  que  por  el  acto  de 
conciliación  sólo  estaba  comprometido  en  primer  término  á  formalizar 
la  nueva  escritura,  sin  que  Fernandez  hubiera  podido  justificar  que 
no  se  habia  prestado  á  su  otorgamiento;  y  si  tal  hubiera  dicho,  habia 
sentado  un  hecho  falso,  como  se  hallaba  dispuesto  á  probar :  que  el 
mismo  Acevedo  habia  acudido  con  el  actor  á  una  Escribanía  nume- 
raria para  formalizar  el  repetido  documento;  y  que  si  hasta  aquella 
lecha  no  se  habia  otorgado,  habia  sido  por  culpa  y  evasivas  capricho- 
sas de  D.  José  Fernandez ;  por  todo  lo  cual  pidió  que  se  dejase  sin 
efecto  el  requerimiento  acordado,  declarando  nulo  lo  actuado  bajo  el 
supuesto  de  inejecución  de  lo  convenido  en  el  acto  conciliatorio,  y  se 
dispusiera  que  Fernandez  formulase  su  demanda  en  forma  y  de  ella 
se  le  diere  el  correspondiente  traslado: 
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Resultando  qne  comunicado  ai  actor,  pidió  éste  que  continuase  ia 
ejecución,  ordenando  al  mismo  tiempo  que  la  excepción  que  tuTiera 
que  alegar  Aceyedo,  la  hiciese  por  separado  en  el  juicio  correspon- 
diente: 

Resultando  qne  el  Juez  del  Hospicio ,  por  auto  de  31  de  Agosto,  en 
consideración  á  lo  convenido  en  el  acto  de  conciliación  y  á  qne  Ace- 
yedo no  justicaba  haberlo  cumplido,  en  cuanto  al  otorgamiento  dé  ia 
nueya  escritura ,  teniendo  también  en  cuenta  ia  clase  y  tramitación 
que  debia  darse  al  presente  caso,  mandó  iieyar  á  efecto  el  embargo 
de  bienes  acordados,  declarando  sin  lugar  lo  pretendido  por  Aceyedo 
en  lo  principal  de  su  escrito  de  9  de  Agosto  : 

Resultando  que  Aceyedo  apeló  del  anterior  proveído,  fundado  en 
los  artículos  70  y  820  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  por  otrosí 
protestó  de  no  haber  podido  pedir  ni  practicar  prueba  por  no  haberse 
accedido  á  dársele  traslado  de  la  demanda ;  y  admitida  la  apelación 
en  ambos  efectos  y  ia  protesta  á  los  que  hubiera  lugar,  se  remitió  el 
expediente  á  la  Audiencia,  en  donde,  personadas  las  partes,  se  entre- 
garon los  actos  para  instrucción  al  apelante,  quien  los  devolvió  rei- 
terando la  oposición  formulada  en  el  inferior;  y  pidiendo  que  como 
el  Juzgado  no  accedió  á  conferirle  traslado  de  la  demanda  ni  á  co- 
municarle los  autos  para  proponer  prueba ,  se  recibiese  á  ésta  el  in- 
cidente en  segunda  instancia,  en  conformidad  á  lo  prevenido  por  el 
artículo  869,  caso  primero  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil : 

Resultando  que  seguido  el  traslado  y  oponiéndose  Fernandez  al 
recibimiento  á  prueba,  dictó  auto  la  Sala  referida  en  24  de  Enero  úl- 
timo, por  el  que,  en  atención  á  que  la  prueba  solicitada  no  estaba 
comprendida  en  el  caso  primero  del  citado  art.  869,  no  dio  lugar  á 
recibir  á  prueba  el  incidente : 

Resultando  que  desestimada  también  la  súplica  que  intentó  Ace- 
yedo del  anterior  proveído,  reclamó  la  subsanacion  de  la  falta  de  re- 
cibimiento á  prueba,  con  el  fín  de  preparar  el  recurso  de  casación 
en  la  forma;  y  continuado  el  incideute  en  lo  principal,  recayó  sen- 
tencia en  15  de  Marzo,  aceptando  los  fundamentos  del  inferior,  y  con- 
firmando con  las  costas  de  la  segunda  instancia  el  auto  apelado : 

Resultando  que  Acevedo  interpuso  contra  la  misma  recurso  de  ca- 
sación, fundándole  en  la  causa  4/  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil ;  y  en  19  de  Abril  la  misma  Sala  tercera ,  fundándose 
en  que  las  providencias  dictadas  para  llevar  á  efecto  lo  convenido  ei 
acto  de  conciliación,  en  la  forma  prevenida  para  la  ejecución  de  Uta 
sentencias,  no  son  susceptibles  de  casación,  denegó  la  admisión  dd 
recurso  expresado: 

Resultando  que  Acevedo  apeló,  y  admitida  la  apelación,  se  eleva- 
ron los  autos  á  este 'Tribunal  Supremo. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Jaumar  de  Ja 
Carrera. 
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Considerando  que  la  sentencia  de  15  de  Marzo  último,  contra  la 
-cual  se  ba  interpuesto  el  recurso  de  casación ,  tiene  para  este  efecto 
«1  carácter  de  definitiva,  porque  ba  resuelto  implícitamente  una  cues- 
tión no  decidida  en  el  acto  de  conciliación  de  19  de  Febrero  de  1867, 
de  cuya  ejecución  se  trata,  cual  es  la  de  si  D.  Dionisio  Acevedo  ha 
hecho  cuanto  ha  estado  de  su  parte  para  que  se  fírmase  la  nueva  es- 
critura,  y  si  el  no  haberse  verificado  ha  sido  por  culpa  exclusiva  de 
Don  José  Fernandez;  pues  si  asi  fuera,  no  estarla  obligado  Acevedo  á 
pagar  desde  luego  la  cantidad  que  adeuda ,  en  virtud  de  lo  convenido 
«a  el  contrato  de  31  de  Julio  de  1865  y  en  el  citado  acto  conciliatorio 
de  18€7 : 

Considerando  que  ofrecida  prueba  por  el  demandado  sobre  los  in- 
dicados hechos,  le  fué  denegada  su  admisión,  y  tambiea  la  súplica 
que  interpuso  de  esta  denegación;  y  que,  por  consiguiente,  habiendo 
-pedido  oportunamente  la  subsanacion  de  la  falta  de  recibimiento  de 
dicha  prueba,  con  arreglo  al  art.  1.019  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  sin  haberla  conseguido,  ha  debido  admitírsele  el  recurso  de  ca 
sacion  que  ha  interpuesto  contra  la  citada  sentencia  de  15  de  Marzo, 
fundada  en  la  causa  4/  del  art.  1.013  de  la  referida  ley; 

Fallamos,  que  debemos  revocar  y  revocamos  el  auto  apelado;  ad- 
mitimos el  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Dionisio  Acevedo;  y 
mandamos  que,  previo  el  depósito  de  2.000  rs. ,  cuya  constitución 
acreditará,  en  el  término  de  diez  días ,  se  proceda  á  su  sustanciacion 
con  arreglo  á  derecho. 

Así  por  e6ta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  áeniro  de  ios  cinco  dias  siguientes  á  su  fecha,  é  insertará  á  su 
tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.=Juan  González  Ace- 
vedo. =  Laureano  de  Arr¡eta.=  Joaquín  Jaumar.=José  Fermin  de 
Muro.=Benito  de  Posada  Herrera. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  pr(?cedente  sentencia  por  el  Excmo.  Señor 
Don  Joaquín  Jaumar,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo, celebrando  audiencia  pública  la  misma  ,  en  el  dia  de  hoy,  de 
<iue  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  26  de  Noviembre  de  1870.=Rogelio  González  Montes. 
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N¿M.     84. 

casación- 


Propiedad  DE  PARTE  DE  LA  PLANTA  BAJA    DE  UNA  GASA   T  SERYIDUM- 

BRES. — Sentencia  de  28  de  Noviembre,  declarando  no  haber  la- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Mariano  Casas^ 
contra  la  sentencia  que  en  19  de  Noviembre  de  1869  dictó  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  este  distrito,  en  pleito  con  Doa 
José  Maria  Paredes  y  Valle  y  consortes. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece  : 

Que  cuando  el  demandado  ha  poseído  por  treinta  años,  á  contar 
desde  el  de  1836,  con  buena  fé  y  justo  titulo^  bienes  que  fueron- 
vinculados,  es  procedente  á  todas  luces  la  acción  de  prescripción. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  28  de  Noviembre  de  1870 ,  en  el  pleito- 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Buenavista 
de  esta  capital  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  misma  por 
D.  Mariano  Casas  con  D.  Francisco,  D.  José  María,  D.  Gregorio,  Doña. 
Teresa  y  Doña  Vicenta  Paredes  y  Valle,  ésta  representada  por  su  ma- 
rido D.  Dionisio  de  la  Peña;  D.  Melchor  Fernandez  de  Villa,  como  ad- 
ministrador de  la  persona  y  bienes  de  sus  tres  hijos  menores  y  de  su^ 
difunta  mujer  Doña  Carmen  Paredes  y  Valle,  herederos  de  la  misma; 
Doña  María  Benita,  D.  Juan  Manuel  y  Doña  María  Consuelo,  y  Don 
Julián  y  D.  Domingo  del  Valle  y  Calleja ,  hijos  y  herederos  de  Don. 
Ángel  del  Valle,  sobre  propiedad  de  parte  de  la  planta  baja  de  una  casa 
y  servidumbres ;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de 
casación  interpuesto  por  el  demandante  D.  Mariano  Casas  contra  la 
sentencia  que  en  19  de  Noviembre  de  1869  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  D.  Gabriel  López  de  Párraga  ofreció  en  dote  á  so, 
hija  Doña  María,  por  escritura  de  9  de  Marzo  de  1590,  al  contraer  ma- 
trimonio con  Tello  de  Villarragut,  1.000  ducados  que  la  señaló  mien- 
tras se  los  pagaba  en  la  mitad  de  unas  casas  que  tenia  en  la  calle  de^ 
Carretas:  que  por  no   poder  verifícarlo  cedió  y  traspasó  á  su  citado- 
yerno  por  otra  escritura  de  8  de  Setiembre  de  1594  en  pago  de  diclia 
suma  el  cuarto  bajo  que  estaba  según  se  entraba  por  la  puerta  prin* 
cipa!  á  mano  derecha,  que  así  estaba  hecho  dos  casillas,  una  Junta  A 
otra,  ambas  en  bajo;  y  que  por  escritura  de  31  de  Diciembre  de  1697» 
en  que  se  libró  de  mandato  judicial  testimonio  de  los  anteriores,  yea* 
dieron  los  consortes  Tello  de  Villarragut  y  María  de  Párraga  á  Blas  de- 
Aranjo  Barbero  y  María  Fernandez,  su  mujer,  las  citadas  casas  que  lei^ 
luibia  dado  su  padre,  y  eran  un  porta!,  y  más  adelante  una  cuadnit  f 
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adelante  una  cocina  grande  que  estaba  dividida  con  una  estera  en  dos 
piezas»  con  sa  chimenea  que  estaba  hecha  en  la  dicha  cocina  y  el 
cafion  subia  por  un  corredor  de  la  casa  que  habia  comprado  Andrea 
Carmenati  á  los  hijos  y  herederos  de  dicho  Gabriel  López  Párraga;  te- 
niendo dicha  cocina  dos  ventanas  que  la  daban  luces,  la  una  grande  y 
la  otra  más  pequeña,  que  caian  al  patio  de  la  casa  de  Carmenati,  siendo 
declaración  que  habia  de  tener  dichas  luces  en  la  misma  forma  según 
y  en  la  manera  con  que  aquel  habia  comprado  la  casa  á  los  otorgantes 
y  demás  herederos  de  D.  Gabriel  López  de  Párraga  en  30  de  aquel 
mes;  siendo  de  advertir  que  estos  documentos  se  hallan  contenidos  en 
un  libro  en  pergamino,  presentado  por  D.  Francisco  Paredes  y  consor- 
tes, y  que  contiene  otros  particulares: 

Resultando  que  en  10  de  Octubre  de  1631  falleció  en  esta  villa 
Pantaleon  Carmenati,  expresándose  en  la  partida  que  vivía  en  casa 
propia,  calle  de  Carretas,  y  que  por  escritura  de  21  de  Junio  de  1664 
ñindó  Andrea  Carmenati  un  mayorazgo,  á  cuya  sucesión  llamó,  entre 
otros ,  á  su  sobrino  D.  Juan  Carlos  Carmenati,  que  dotó  con  dife- 
rentes bienes,  y  en  primer  lugar  con  unas  casas  en  la  calle  de  Car- 
retas en  que  vivia  á  la  entrada  de  la  Puerta  del  Sol,  á  mano  izquierda, 
que  se  componían  de  tres  y  á  la  sazón  estaban  Juntas,  habiendo  sido 
una  parte  de  ellas  de  Gabriel  López  de  Párraga,  que  se  habia  vendido 
jadicial mente  en  3  de  Enero  de  1608,  y  otras  que  estaban  inclusas  en 
esta  compra  de  Tello  de  Viilarragut  en  8  de  Julio  de  1618: 

Resultando  de  unas  diligencias  origínales  que  se  hallan  en  el  libro 
con  pergamino  antes  citado  que  en  el  año  1647  solicitó  María  Castañeda, 
viuda  de  Blas  Araujo  y  tutora  y  curadora  de  sus  hijos  menores,  que  se 
embargase  y  destruyese  la  obra  nueva  que  Juan  Carlos  Carmenati  es- 
taba ejecutando  en  unas  casas  de  pertenencia  de  la  demandante,  cuyos 
altos  pertenecían  á  aquel,  y  que  consistían  en  poner  un  balcón  encima 
de  la  ventana  que  daba  á  la  cuadra ,  lo  cual  la  oscurecía,  y  un  cañón 
ó  vaciador  para  verter  las  aguas  que  caian  en  la  misma  puerta  y  portal 
de  las  casas;  y  que  aun  cuando  Carmenati  se  opuso,  mandó  el  Alcalde 
D.  Francisco  Yalcárcel  en  7  de  Octubre  que  se  quitase  el  l^lcon  y  ca- 
nalón en  conformidad  á  la  escritura  presentada: 

Resultando  que  D.  Domingo  Orruela,  sucesor  por  los  conceptos  que 
expresó  de  D.  Blas  de  Araujo  y  Doña  María  Hernández ,  vendió  por 
escritura  de  12  de  Agosto  de  1688  á  D.  Antonio  García  de  la  Vega  una 
casa  en  la  calle  de  Carretas,  entrando  por  la  Puerta  del  Sol  á  la  mano 
izquierda,  que  tenia  centro  y  no  tenia  cielo,  porque  encima  de  ella 
estaba  fabricada  la  casa  que  pertenecía  al  mayorazgo  de  Andrea  Car- 
menati, que  poseía  D.  Cosme  de  Abanuza,  la  cual  dicha  casa  se  com- 
ponía de  tienda,  trastienda  y  una  pieza  grande  que  caia  al  patio  de  la 
dicha  casa,  con  dos  ventanas,  una  pequeña  y  otra  grande,  por  donde 
entraban  las  luces,  y  un  sótano  y  un  sevil  debajo  de  la  pieza  grapde»  y 
tenia  de  fachada  la  dicha  casa-tienda  por  la  calle  de  Carretas  14  pies  y 
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de  fondo  51;  lindando  por  una  parte  con  casas  del  mayorazgo  de  dicha 
Andr^^a  de  Carmenati,  y  por  otra  con  casa  de  los  herederos  de  B^triz 
y  Alcocer;  y  que  dichas  casas  de  la  calle  de  Carretas  eran  parte  de  las 
que  hablan  sido  de  Gabriel  López  de  Párraga,  el  cual  habla  dado  en  dote 
la  parte  de  las  dichas  casas,  que  pertenecía  al  otorgante»  y  se  componía 
de  lo  que  iba  referido,  á  su  hija  Doña  María  de  Párraga  al  contraer 
matrimonio  con  D.  Tello  de  Villarragut,  los  cuales  la  habían  vendida 
en  31  de  Diciembre  de  1607  á  D.  Blas  de  Araujo  y  su  mujer: 

Resultando  que  D.  Cosme  de  Abanuza,  poseedor  de  los  mayoraz- 
gos fundados  por  Andrea  Carmenati  y  otros ,  impuso  con  facultad 
real,  por  escritura  de  15  de  Febrero  de  1692,  un  censo  de  1.500  du- 
cados de  principal,  hipotecando  especialmente  unas  casas  principales 
en  la  calle  de  Carretas,  las  cuales  se  componian  de  tres ,  las  unas 
que  habian  sido  de  Gabriel  López  de  Párraga,  y  que  habían  vendida 
sus  hijos  en  30  de  Diciembre  de  1607  á  Andrea  Carmenati  y  sa  mu- 
jer, estando  comprendido  en  ellas  otro  pedazo  de  casas  que  Tello  de 
Yíllarragut,  yerno  de  aquel,  habia  vendido  á  Antonio  López  de  Zúfii* 
ga  por  escritura  de  5  de  Octubre  de  1604,  el  cual  en  3  de  Enero  de 
1608  habia  declarado  que  pertenecían  á  Andrea  Carmenati;  y  que  las 
segundas  casas  de  que  se  componian  las  principales  habian  sido  de 
Tello  Yillarragut  y  su  mujer,  quienes  en  8  de  Julio  de  1618  las  habian 
vendido  á  Andrea  Carmenati  : 

Resultando  que  el  Duque  de  la  Conquista,  poseedor  de  los  citados 
mayorazgos,  impuso  por  escritura  de  8  de  Marzo  de  1757  con  facultad 
real,  un  censo  de  8.000  ducados  á  favor  de  D.  Antonio  Carrasco,  sobre 
todos  los  bienes  de  dichos  mayorazgos,  con  hipoteca  de  las  enuncia- 
das casas,  que  hacían  esquina  y  volvían  á  la  calle  de  Carretas,  que 
se  habían  vendido  al  citado  Andrea  Carmenati ;  y  que  según  resulta 
de  certificación  librada  por  el  Archivero  del  Ayuntamiento  de  esta 
villa  en  9  de  Junio  de  1758,  solicitó  el  Duque  licencia  para  la  reedifi- 
cación de  una  casa  en  la  calle  de  Carretas,  la  cual  le  fué  concedida, 
mandándose  proceder  á  la  tira  de  cuerdas ,  que  tuvo  lugar  el  11  de 
dicho  mes,  expresándose  que  en  la  línea  de  su  fachada  principal  que 
la  hacia  desde  casas  donde  por  la  parte  de  arriba  hacía  medianería 
que  dijeron  pertenecer  á  José  Flores ,  hasta  otras  con  quien  por  la 
parte  de  abajo  hacia  igual  medianería,  que  poseía  el  convento  de  la 
Yitoria,  tenia  sesenta  pies  y  cuarto  : 

Resultando  de  una  certificación  librada  por  el  Archivero  de  la  an- 
tigua Cámara  de  Castilla,  con  referencia  á  un  expediente  instruido  en 
ella  en  1789,  que  por  providencia  del  Decano  de  la  Sala  de  Alcaldes 
de  esta  capital  de  10  de  Octubre  de  1777  se  mandó  dar  á  D.  Juan 
Andrés  Mombelli,  en  nombre  de  su  hijo  D.  Juan  Antonio,  la  posesioh 
de  los  mayorazgos  fundados  por  Andrea  Carmenati  y  otros;  y  que  en 
14  del  mismo  mes  se  le  dio  en  una  casa  de  la  calle  de  Carretas,  miar 
zana  207,  números  39 ,  40  y  41,  que  en  lo  antiguo  se  componia  &é 
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tres  sueldos  y  enUSnces  estaba  revocada  de  nuevo  con  tiendas  y  en^ 
treso^los  y  cuartos  principales,  segundos  y  terceros,  habiendo  entrado^ 
en  el  cuarto  entresuelo  de  la  tienda  que  ocupaba  D.  José  Aguaeil, 
relojero,  por  la  escalera  principal: 

Resultando  que  por  fallecimiento  de  p.  Miguel  de  las  Landeras  en 
18  de  Julip  de  1779,  se  practicó  la  partición  de  sus  bienes,  compren- 
diéndose en  el  inventario  una  casa  sita  en  la  calle  de  Carretas,  man- 
zana 207,  núm.  39,  tasada  en  14  044  rs.,  en  cuyo  precio  habia  sido 
adjudicada  á  la  viuda  de  aquel  Doña  Antonia  Manuela  Basualdo  en 
su  hijuela  materna;  y  que  D.  Manuel  del  Talle,  que  sucedió  en  los 
derechos  de  dicha  Dofia  Manuela,  en  su  testamento  de  6  de  Marzo  de 
1813  Irgó  á  sus  hijos  Doña  Benita  y  D.  Alejandro  20  000  y  10.00  rea- 
les respectivamente,  que  les  consignó  en  la  casa. que  tenia  en  la  calle 
de  Carretas,  nombrándolos  herederos  en  unión  de  su  otro  hijo  Don 
Ángel: 

Resultando  que  en  1/  de  Mayo  de  1830  practicaron  estos  la  parti- 
ción de  los  bienes  de  su  padre,  adjudicándose  á  cada  uno  la  tercera 
parte,  rebajando  el  importe  de  los  legados  que  se  adjudicó  á  los  lega- 
tarios de  la  casa  de  la  calle  de  Carretas,  núm.  39,  de  la  manzana  207, 
que  se  componía  de  sótano,  tienda,  trastienda,  alcoba  pasillo  y  cocina 
con  su  chimenea,  que  todo  formaba  una  habitación  completa;  habién- 
dose tomado  razón  de  estas  hijuelas  en  la  Contaduría  de  Hipotecas  á 
virtud  de  orden  de  la  Administración  de  5  de  Marzo  de  1859:  que  por 
fallecimiento.de  D.  Alejandro  del  Valle,  y  después  de  su  hermano  Don 
Ángel,  recayeron  sus  bienes  en  Doña  Benita  del  Valle  y  de  los  demás 
al  principio  referidos,  habiéndose  tomado  razón  en  la  Contaduría  de 
Hipotecas  de  las  particiones  que  respectivamente  se  practicaron: 

Resultando  que  á  instancia  de  D.  Pablo  Carlier,  posedor  del  mayo- 
razgo fundado  por  Andrea  Carmenati,  se  promqvió  en  7  de  Abril  de 
1857  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Prado  de 
esta  capital,  expediente  de  subasta  voluntaria  de  la  casa  calle  de  Car- 
retas, núm.  40  antiguo,  de  la  manzana  207,  perteneciente  á  dicho  ma- 
yorazgo, expresando  que  tenia  una  superficie  en  su  suelo  ó  planta 
baja,  y  otra  distinta  en  sus  aires  ó  planta  superior,  porque  uno  de 
los  cinco  huecos  ó  tiendas  del  piso  bajo ,  colindante  con  la  casa  nú- 
mero 5,  no  lo  poseia  el  vendedor,  aun  cuando  en  sus  títulos  no  se 
bailaba  indicación  de  cuándo  y  con  qué  condiciones  habia  podido 
enajenarse  dicha  tienda;  y  que  la  venta  se  hacia  con  inclusión  de 
cualquier  derecho  que  pudiera  h2(ber  pap  reivipdicarla,  pero  sin  que 
por  razón  ,de  ella  debiera  el  vendedor  prestar  (a  eviccion  y  sanea- 
miento : 

Resultando  que  rematada  esta  finca  á  jFavpr.de  D.  Mariano  Casas, 
se  personaron  en  el  expediente  de  subasta  los  herederos  de  D.  IVanuel 
del  Valle,  dueño  de  la  tienda  mencionada,  para  que  en  atención  á  que 
por  acuerdo  del  Ayuntamiento  se  estaba  derribando  la  citada  casa. 
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se  practicase  un  reconocimiento  para  hacer  constar  la  servidumbre  y 
pies  de  terreno  que  la  correspondían;  y  que  practicado  el  reconoci- 
miento por  dos  Arquitectos  nombrados  por  las  partes,  con  la  salvedad 
por  Gasas  de  no  conceder  derecho  alguno  al  terreno  y  servidumbres 
que  aparecieran,  dijeron  en  12  de  Abril  de  1860  que  la  tienda  y  pie- 
zas accesorias  interiores  correspondían  á  la  casa  nám.  39  vie]o,  y 
formaban  un  todo  en  sólo  planta  baja  con  las  líneas  que  expresaron, 
y  contenían  una  superficie  de  711  pies  y  medio:  que  para  dar  luces 
á  la  crugía  del  testero  tenia  una  ventana,  que  la  recibía  de  un  patio 
de  20  pies  de  lado  por  16  y  tres  cuartas  de  salida,  en  el  cual,  al  nivel 
del  suelo  que  cubria  la  tienda,  había  corredores  de  tres  pies  de  vue- 
lo, y  que  dicha  ventana  se  hallaba  á  la  altura  de  cinco  píes  y  cuar- 
tillo del  suelo,  y  tenia  tres  y  medio  de  ancho  y  cuatro  de  alto: 

Resultando  que  D.  Francisco  de  Paredes  y  Talle  y  los  demás  al  prin- 
cipio referidos ,  presentando  el  plano  y  declaración  de  dichos  Arqui- 
tectos, con  la  que  las  partes  habían  estado  conformes,  y  fundados  en 
que  al  construir  D.  Mariano  Gasas  la  nueva  finca,  habia  hecho  más 
pequefio  el  patio ,  cargado  mayor  peso  á  los  muros  por  su  elevación 
de  cinco  pisos,  edificado  un  común  para  el  servicio  de  una  de  las 
tiendas,  que  además  de  disminuir  las  luces  producía  filtraciones  y  mal 
olor ,  construido  una  portería  y  una  galería  cubierta  en  el  entresuelo, 
y  fijado  la  portada  de  una  de  sus  tiendas  de  modo  que  doblaba  sobre 
la  fachada  de  la  que  les  pertenecía,  entablaron  demanda  eu  II  de  Fe- 
brero de  1865,  para  que  se  condenase  á  D.  Mariano  Casas  á  que  quí- 
tase del  patio  la  portería  y  el  común ,  así  como  la  galería  cubierta 
del  entresuelo  que  habia  sustituido  al  corredor  volado  que  habia  an- 
tes; á  que  practícase  las  obras  necesarias  para  evitar  las  filtraciones 
en  los  sótanos  de  los  demandantes,  é  indemnízase  el  perjuicio  de  la 
disminución  de  luces  y  de  la  mayor  carga  sobre  la  fábrica  de  la  planta 
baja  de  los  demandantes  en  los  dos  pisos  más  que  habia  dado  á  la 
casa  sobre  los  dos  que  antes  tenia;  y  á  que  colocase  la  portada  de  una 
de  sus  tiendas ,  de  modo  que  no  doblase  sobre  la  fachada  de  la  que  les 
pertenecía : 

Resultando  que  desestimadas  las  excepciones  dilatorias  opuestas 
por  el  demandado,  ampliaron  D.  Francisco  Paredes  y  consortes  la 
demanda  para  que  se  declarase  que  la  finca  de  Gasas  les  debía  la  ser- 
vidumbre de  dos  ventanas  al  patio  y  la  del  cañón  para  conducir  el 
humo  de  la  chimenea  de  la  cocina  por  el  mismo  patio  hasta  el  tejado» 
toda  vez  que  de  los  títulos  que  habían  presentado  con  motivo  del  ar- 
tículo propuesto  de  contrario,  aparecía  la  existencia  de  aquellas  ser- 
vidumbres; pretensión  que  fué  desestimada,  reservando  sobre  ella  tá 
derecho  á  los  demandantes: 

Resultando  que  en  23  de  Agosto  de  1866,  durante  la  sustandaeknh' 
de  este  incidente,  entabló  demanda  0.  Mariano  Gasas,  que  tocó  pcJr 
repartimiento  al  Juzgado  de  Buenavlsta ,  para  que  se  declarase  que  & 
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tienda  mencionada  pertenecía  al  mayorazgo  fundado  por  Andrea  de 
Garmenati,  y  en  tai  concepto  condenar  á  D.  Francisco  Paredes  y  Valle 
y  demás  referidos  á  que  la  dejasen  libre  y  desembarazada  á  D.  Ma- 
riano Casas,  para  que,  como  dueño  de  ella,  como  subrogado  en  todos 
los  derechos  que  á  D.  Pablo  Garlier  pulieran  corresponder  como  r)0- 
veedor  de  dicho  mayorazgo,  dispusiera  de  ella  como  de  cosa  suya  pro- 
pia, fundando  su  pretensión  en  que  de  los  títulos  de  pertenencia  que 
habia  presentado ,  aparecía  que  la  citada  casa  había  sido  en  lo  anti- 
guo tres  casas,  todas  las  cuales  figuraban  en  la  fundación  del  mayo- 
razgo de  Carmcnatí,  con  expresión  de  sus  adquisiciones  y  protocolos, 
donde  obraban  las  escrituras  de  compra»  en  las  cuales  no  aparecía 
que  Teilo  de  Yillarragut,  sólo  vendiera  los  altos  de  algunas  que  ena- 
jenó, reservándose  los  bajos,  ni  tampoco  que  los  tuviera  ya  vendidos 
á'  otra  persona:  que  por  tanto  no  habían  podido  vender  á  Blas  Araujo 
y  á  su  mujer  lo  que  ya  tenían  vendido  á  Garmenatí,  á  no  tener  al- 
guna casa  completamente  distinta  de  las  que  aquellos  habían  comprado» 
en  cuyo  caso  no  podía  ser  la  tienda  que  estaban  poseyendo  en  la  casa 
del  demandante;  y  que,  por  tiltimo,  era  de  notar  que  desde  el  si- 
glo XVI  hasta  el  año  de  1813,  no  hablan  podido  acreditar  la  posesión 
de  la  tienda  los  que  se  llamaban  dueños  de  ella ,  apareciendo  que  al 
hacer  su  testamento  D.  Manuel  del  Valle,  que  había  fallecido  en  182S, 
habia  dispuesto  de  la  casa  que  tenía  en  la  calle  de  Carretas : 

Resultando  que  acumulada  á  esta  demanda  la  deducida  por  Pare- 
des y  consortes  sobre  servidumbre,  la  impugnaron  reconviniendo  al 
demandante  para  que  además  de  los  derechos  y  servidumbres  com- 
prendidos en  su  demanda,  reconociera  y  prestara  las  que  con  poste- 
rioridad á  ella  habían  adicionado  y  reproducían,  fundando  su  pretensión 
en  la  negativa  de  que  la  tienda  de  la  demanda  perteneciera  á  Gasas, 
el  cual,  por  tanto,  tenía  qne  probar  la  afirmativa,  oponiendo  además 
la  excepción  de  prescripción  puesto  que  poseían  la  planta  baja  de  que 
se  trataba  hacia  cerca  de  tres  siglos  con  buena  fé  y  justos  títulos; 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  documental, 
pericial  y  de  testigos,  dictó  sentencia  el  Juez  de  primera  instancia;  y 
que  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta  capital  la  revocó  en  1% 
de  Noviembre  de  1869,  absolviendo  á  D.  Francisco  de  Paredes  y  con- 
sortes de  la  demanda  propuesta  por  D.  Mariano  Gasas,  condenando  á 
éste  á  practicar  lasjobras  necesarias  para  que  el  común  que  habia 
construido  eñ  el  patio  de  su  casa  no  produjera  malos  olores  en  el 
coarto-tienda  de  aquellos,  y  á  que  lo  destruyera  y  quitase  si  por 
aquel  medio  no  se  conseguía  dicho  objeto  á  juicio  de  peritos;  y  á  que 
reconociera  la  servidumbre  de  que  Paredes  y  consortes  pudieran  abrir 
en  el  mismo  punto  en  que  ya  había  existido  una  ventana  además  de 
la  que  ya  existia,  reservando  á  aquellos  su  derecho,  para  que  en  el 
caso  de  que  el  común  produjera  filtraciones  en  los  sótanos  de  la  tien-^ 
da  lo  dedujeran  como  fuera  procedente,  y  absolviendo  á  D.  MaHana 
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Casas  de  todo  lo  demás  comprendido  en  las  demandas  de  Paredes  t 
consortes; 

Resultando  que  D.  Mariano  Casas  interpuso  recurso  de  casación,  ci- 
tando como  infringidas: 

1.*  Al  negar  mérito  probatorio  á  las  escritoras  de  15  de  Febrera 
de  1692  y  8  de  Marzo  de  1757,  y  á  la  certiflcacion  del  Ayuntamiento- 
comprensiva  de  la  diligencia  de  tira  de  cuerdas,  dando  preferencia  á 
la  escritura  de  31  de  Diciembre  de  1607,  no  cotejada  y  traida  sin  ci- 
tación, la  ley  114,  tít.  18  de  la  Partida  3.*,  que  da  fuerza  plena  pro- 
batoria á  los  documentos  públicos  sin  vicio  y  tacha  legal  cotejados  co& 
sns  originales  ó  trajdos  á  los  autos  con  la  debida  citación. 

8.*  La  misma  ley  citada  por  la  mala  y  desacertada  apreciación  que 
dé  ios  mencionados  documentos  revelaba  el  fallo,  pues  debiendo  va- 
ler como  aquella  decia  para  probar  lo  que  en  ellos  se  dijera,  se  desco- 
nocía la  verdadera  significación  de  su  contenido. 

3.*  La  doctrina  consignada  en  las  sentencias  de  este  Tribunal  de 
SI  de  Enero  de  1854,  16  de  Octubre  de  1858.  25  de  Junio  de  1862,  87 
de  Marzo  y  23  de  Mayo  de  1863,  13  y  19  de  Diciembre  de  1861,  27  de 
Febrero  de  1865.  2i  de  Enero  de  1866  y  4  de  Febrero  y  3  de  Abril  de 
1967  según  la  cual  los  bienes  que  fueron  vinculados  mientras  tu- 
vieran esta  cualidad,  no  se  bailaban  sujetos  á  prescripción  sin  embarga 
de  lo  cual  la  sentencia  reconocía  la  posibilidad  de  lamisma. 

!.•  La  ley  9.",  tít.  29  de  la  Partida  3.'.  que  exige  Justo  título  para 
que  tenga  lugar  la  prescripción,  porque  los  documentos  presentados- 
de  contrarío  no  hablan  sido  cotejados  con  su  citación  ni  prestado  á 
ello  su  asentimiento,  y  el  art.  281  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
que  negaba  eficacia  en  Juicio  á  los  documentos  que  no  rennieratt 
aquellos  requisitos,  sin  embargo  de  lo  cual  la  sentencia  los  babia  ad- 
mitido, no  sólo  como  títulos  para  poder  prescribir,  sino  para  probar 
lia  existencia  de  la  servidumbre  á  cuyo  reconocimiento  obligaba  al 
recurrente. 

5.'  La  jurisprudencia  de  este  Tribunal,  que  establece  que  los  do- 
cumentos traslativos  de  dominio  no  pueden  producir  efecto  en  Jai- 
éío  para  perjudicar  á  tf'rcero,  si  no  están  debidamente  registrados» 
pues  ninguno  de  los  que  como  títulos  hablan  presentado  Paredes  j 
Consortes  babia  sido  registraUo  basta  1859,  mucho  tiempo  después  de 
adquirida  la  casa  por  el  recurrente. 

6/  La  Jurisprudencia  establecida  por  este  Supremo  Tribunal  da 
<tQ6  las  declaraciones  de  propiedad  que  se  hacen  en  actos  unilaterales 
üo  pueden  constituir  título  de  dominio  en  favor  de  los  que  los  ejecu- 
tan ni  de  sus  causa-babientes  para  perjudicar  á  trrceros  que  en 
tales  actos  no  han  intervenido,  toda  vez  que  la  sentencia  estimaba 
como  títulos  para  Justificar  la  pertenencia  de  la  tienda  los  testamentoa 
7  particiones  presentados  por  los  Paredes  sin  citación,  no  cotejadaa 
Ji!  consentidos  expresamente. 


SENTENCIAS  DB  1870.  361 

T  7.*   las  leyes  1/  y  111,  tít.  18,  Partida  8.%  y  los  artículos  280  y 
881  de  la  Ley  de  Enjaiclamiento  civil,  porque  faltando  á  las  regias  de 
lá  crítica  racional  con  infracción  del  art.  317  de  la  misma  ley,  se 
prescindía  del  testimonio  qae  los  Paredes  habian  traído  á  los  autos, 
tomado  de  los  que  habian  seguido  con  el  recurrente  para  hacer  cons- 
tar el  estado  de  la  casa  al  tiempo  de  demolerse;  pues  á  pesar  de  que 
en  aqnelkis  actuaciones  habla  quedado  consignado  deque  para  dar  luz 
al  cuarto-tienda  de  los  Paredes,  tenia  una  ventana  cuyas  dimensiones 
se  expresaban,  y  á  pesar  de  que  con  arreglo  al  párrafo  quinto  de^ 
art.  880  de  la  Ley  de  Enjniciamiemo  civil,  se  comprendían  en  la  de- 
nominación de  documentos  públicos  las  actuaciones  Judiciales  de  toda 
especie,  estimaba  la  sentencia  que  debía  reconocerse  la  servidumbre 
de  otra  ventana  más,  dando  mayor  crédito  á  los  dichos  de  los  testigos 
y  d  la  escritura  de  31  de  Diciembre  de  1607,  que  no  estaba  cotejada 
ni  consentida  ni  traída  á  los  autos  con  citación  del  recurrente: 
yislo,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrieta. 
Considerando  relativamente  á  la  demanda   reivindicatoría  inter- 
puesta por  D.  Mariano  Gasas,  que  para  Justificarla  ha  debido  éste 
probar  el  dominio  del  cuarto- tienda  objeto  de  ella,  demostrando  que 
formaba  parte  integrante  del  Mayorazgo  fundado  por  Andrea  de  Car- 
menati: 

Considerando  que  D.  Mariano  Casas  no  ha  suministrado  en  manera 
alguna  la  indicada  prueba;  pues  si  bien  supone  haberlo  (realizado 
con  la  presentación  de  la  escritura  de  fundación  de  dicho  vínculo  en 
16  de  Setiembre  de  1634,  de  las  escrituras  censales  de  15  de  Febrero 
de  1692  y  8  de  Marzo  de  1757,  de  la  toma  de  posesión  de  Juan  Anto- 
nio Mombelli  en  14  de  Octubre  de  1777,  y  de  la  subasta  voluntaria 
de  26  de  Mayo  de  1857,  en  que  quedó  rematada  á  favor  del  deman- 
dante la  casa  ni\m.  3  nuevo  de  la  calle  de  Carrptas  de  esta  capi- 
tal» de  que  forma  parte  la  mencionada  habitación  baja  ó  cuarto-tienda. 
no  es  posible  deducir  del  contenido  literal  de  los  cuatro  primeros  de 
dichos  documentos  que  comprendan  esta  parte  de  casa,  y  mucho  m^- 
nos  calificarlos  de  verdaderos  títulos  de  adquisición,  medíante  que 
siendo  la  fundación  y  toma  de  posesión  del  vínculo,  actos  puramente 
unilaterales,  y  no  habiendo  tenido  en  ellos  como  ni  en  la  imposición 
de  los  indicados  censos  intervención  alguna  los  causantes  de  D.  Fran- 
cisco Paredes  y  consortes,  dueños  y  poseedores  á  la  sazón  de  dicho 
cnatto-tienda,  no  constituyen  títulos  traslativos  de  dominio  ni  pueden 
perjudicar  de  modo  alguno  á  éstos  interesados;  apareciendo  todavía 
más  de  manifiesto  la  ineficacia  del  remate  de  1857,  puesto  que  consig- 
nándose expresaniente  en  sus  condiciones  que  el  vendedor  D.  Pablo 
Carlier  no  poseía  el  cuarto- tienda  del  piso  bajo  de  la  casa  vendida,  y 
qne  desconocía  el  derecho  que  á  él  pudiera  tener  como  poseedor  del 
^eolo,  es  evidente  que  no  trasfirió  ni  pudo  trasferir  al  comprador 
d  dominio  ni  derecho  alguno  sobre  aquella  parte  de  casa: 
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Considerando  que  D.  Francisco  Paredes  y  consortes  han  acreditado» 
aunque  innecesariamente,  por  medio  de  una  copiosa  prueba  docomeiD- 
tal,  que  ellos  y  sns  causantes  desde  el  año  1594  han  tenido  el  dominio 
y  la  posesión  de  la  mencionada  habitación  baja,  con  entera  sepan* 
cion  é  independencia  del  vinculo  referido,  respecto  de  lo  cual  pre* 
sentan  completa  demostración  el  testimonio  expedido  por  mandato 
judicial  de  la  escritura  de  8  de  Setiembre  del  indicado  afio  1394  por 
Gabriel  López  de  Párraga  á  favor  de  su  yerno  Teilo  de  Yillarragnt ;  la 
de  venta  de  11  de  Diciembre  de  1607.  hecha  por  éste  en  unión  de  su 
mujer  María  de  Párraga  á  favor  de  Blas  Araujo  y  la  suya;  el  Interdicto 
de  nueva  obra  obtenido  en  1647  por  la  viuda  del  mismo  Araujo  con- 
tra Juan  Carlos  Carmenati;  la  escritura  de  venta  de  12  de  Agosto  de 
1688,  de  D' Domingo  de  Orruela  y  Salazar  á  favor  de  D.  Antonio  Garda 
de  la  Vega;  la  adjudicación  hecha  en  5  de  Ma^fo  de  1780  á  Dofia  An- 
tonia Manuela  de  Basualdo,  y  la  subsiguiente  serie  de  sucesiones  he- 
reditarias hasta  la  escritura  de  partición  de  24  de  Ju'io  de  1859  entre 
los  hijos  de  D.  Ángel  del  Valle,  documentos  todos  públicos  y  solem- 
nes, presentados  y  discutidos  en  el  pleito  sin  impugnación  alguna,  en 
cuanto  á  su  veracidad  y  autenticidad,  por  parte  de  D.  Mariano  Casas, 
y  que  por  consecuencia  no  pueden  menos  de  ser  eficaces  en  juicio: 

Considerando  que  á  mayor  abundamiento  D.  Francisco  Paredes  y 
consortes  tienen  á  su  favor  y  contra  la  demanda  de  Casas  la  excep- 
ción de  prescripción  oportunamente  alegada;  pues  que  habiendo  po« 
seido  ellos  y  sus  causantes  la  finca  litigiosa  durante  un  tiempo  mucho 
mayor,  aun  por  reconocimiento  del  mismo  demandante,  que  el  que 
la  ley  exige  para  este  medio  de  adquirir  el  dominio,  cualquiera  que 
sea  el  aspecto  legal  bajo  el  que  se  le  considere,  y  hallándose  además 
revestidos  de  justos  títulos  y  buena  fé,  es  á  todas  luces  procedente 
dicha  excepción,  sobre  todo  desde  30  de  Agosto  de  1836,  aun  bajo  el 
supuesto  negado  por  la  Sala  sentenciadora  deque  el  cuarto- tienda  en 
cuestión  hubiese  sido  realmente  vinculado: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  demanda  de  servidumbre  propuesta 
por  D.  Francisco  Paredes  y  consortes,  que  si  bien  el  fundamento  Ju- 
rídico de  estas  se  encuentra  en  algunos  de  los  documentos  presenta- 
dos por  los  mismos,  las  modificaciones  que  en  su  uso  y  disfrute  Im* 
van  hecho  necesarias  las  sucesivas  reparaciones  de  la  casa  referida. 
así  como  la  estimación  de  los  daños  y  perjuicios  que  al  cuarto-tieodt 
litigioso  haya  causado  la  nueva  construcción  de  D.Mariano  Casas»  sos 
cuestiones  de  mero  hecho  que  la  Sala  sentenciadora  ha  resuelto  irre: 
vocablemente,  apreciando,  en  uso  <íe  su  exclusiva  competencia,  y  OfVfl 
arreglo  á  su  racional  criterio  la  prueba  pericial  y  testifical  que  solun^ 
ellas  han  suministrado  los  litigantes:  ■] ,i) 

Considerando,  por  todo  ello,  que  la  ejecutoria,  al  absolver  &  Bm 
Francisco  Paredes  y  consortes  de  la  demanda  reivindicatoría  de  IM^ 
Mariano  Casas,  y  condenar  á  éste  en  los  extremos  que  expresa  xefaipv 
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tivos  á  la  de  servidumbres  interpuesta  por  los  primeros,  no  ha  infrio^ 
gido  niDguna  de  las  leyes  y  doctrinas  que  contra  ella  se  alegan; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Mariano  Gasas,  á  quien  conde- 
namos en  las  costas;  y  mandamos  que  se  devuelvan  los  autos  á  la  Aa- 
diencia  de  esta  capital  con  la  certificación  correspondiente. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto  las  copias  ne* 
cesarlas,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  ñrmamos.=rJosé  M.  Gáceres.» 
Laureano  de  Arrieta.=Francisco  María  de  Gastilla.=Joaquin  Jaumar.ss 
José  Fermín  de  Muro.=Benito  de  Posada  Herrera.=Manuel  León. 

Publicación. 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Laureano  de  Arrieta  Magistrado  déla  Sala  primera  del  Tribunal  Supre- 
mo, estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma,  el  dia  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  28  de  Noviembre  de  1870.=Gregorlo  G^milo  García. 

NdM.  85. 
CASACIÓN. 


Nulidad  de  un  contrato. — Sentencia  de  28  de  Noviembre,  decla- 
rando haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doit 
Jor^e  Cisneros  contra  la  sentencia  que  en  12  de  Noviembre  de 
1868  dictó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en 
pleito  seguido  con  D.  Manuel  de  la  Cámara. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece : 

Que  al  determinar  la  Sala  sentenciadora  el  modd  de  cumplirte 
una  ejecutoria  del  Tribunal  Supremo»  no  puede  resolver  cuestiones 
de  derecho  diversas  de  las  que  aquella  resolvia ,  sino  que  deben  ser 
objeto  de  un  juicio  separado. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  28  de  Noviembre  de  1870,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Magdalena 
de  Sevilla  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  misma  ciudad 
por  D.  Jorge  Gisneros  con  D.  Manuel  de  la  Gámara,  sobre  nulidad  de 
un  contrato,  y  hoy  sobre  cumplimiento  de  una  ejecutoria;  pleito  pen- 
diente ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación,  interpuesto  por  el 
demandante,  contra  la  sentencia  que  en  18  de  Noviembre  de  1868» 
dictó  la  referida  Sala : 

Resultando  que  D.  Jorge  Gisneros,  padre  del  demandante  en  este 
pleito,  adquirió  del  Estado ,  en  1841 ,  una  hacienda  llamada  de  las 
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llOBjas,  en  término  de  la  tilla  de  Dos  Hermanas,  en  precio  de  805.4N 
reales,  de  los  que  pagó  la  quinta  parte  de  presente,  y  la  primeira  oc- 
tava parte  de  las  restantes;  y  que  por  su  fallecimiento  en  1843  se  ad- 
jndictf  la  referida  hacienda,  entre  otros  bienes,  á  su  viuda  Dofia  Ma- 
ría Antonia  Guillen  y  á  sus  hijos  menores  D.  Jor^e,  D.  Luis  y  Don 
Francisco  Javier: 

Resultando  que  concedida  á  la  viuda,  como  tutora  de  sus  hijos, 
autorización  Judicial  para  la  venta,  sin  subasta  pública ,  de  la  men- 
tíonada  hacienda,  por  no  tener  medios  para  verificar  el  pago  de  los 
plazos  que  se  adeudaban  á  la  Hacienda ,  la  enajenó  por  escritura  de 
30  de  Marzo  de  1844  á  favor  de  D.  José  Picavea  de  Lesaca,  por  la 
cantidad  de  3.000  rs. ,  obligándose  á  satisfacer  al  Estado  las  siete  oc- 
tavas partes  que  se  le  adeudaban : 

Resultando  que  D.  Jorge  Gisneros  Guillen  entabló  demanda  contra 
Don  Manuel  de  la  Cámara,  poseedor  de  dicha  finca,  para  que  se  de- 
clarase rescindido  el  citado  contrato  de  venta ,  respecto  de  la  tercera 
parte  de  aquella,  en  atención  á  ser  nula  por  haberse  hecho  sin  su- 
basta; y  que  absuelto  Cámara  en  dos  instancias,  é  interpuesto  por 
Cisneros  recurso  de  casación,  este  Supremo  Tribunal  casó  y  anuló 
por  aquel  motivo  en  12  de  Marzo  de  1864  la  sentencia  de  vista;  y  de- 
clarando en  su  segundo  fallo  que  la  venta  de  la  hacienda  en  la  parte 
adjudicada  al  demandante  era  ineficaz,  condenó  al  poseedor  Don 
Manuel  de  la  Cámara  á  restituírsela,  en  el  término  de  nueve  días  con 
los  frutos  producidos  desde  la  contestación  á  la  demanda,  reserván- 
dole el  derecho  de  que  se  creyera  asistido  para  que  pudiera  ejerci- 
tarle cómo  y  contra  quien  viere  convenirle : 

Resultando  que  para  el  cumplimiento  de  esta  sentencia,  solicitó 
Cisneros  que  Cámara  le  entregase  la  tercera  parte  de  la  hacienda  que 
se  le  habia  adjudicado ,  procediéndose  á  la  división  de  la  misma ,  y 
que  presentase  la  liquidación  de  los  frutos  producidos  por  dicha  ter- 
cera parte:  qu*"  Cámara  impugnó  estas  pretensiones,  solicitan  io  que  se 
hiciera  saber  á  Cisneros  que  justificara  la  parte  de  hacienda  que  le 
liabia  sido  adjudicada,  puesto  que  no  existían  datos  para  saberlo;  y 
que  del  testimonio  de  las  particiones  practicadas  entre  la  viuda  é  lu- 
jos de  D.  Jorge  Cisneros,  aparece,  que  entre  las  fincas  rústicas ,  sé 
comprendieron  el  caserío  y  olivar  de  la  villa  las  Dos  Hermanas,  apre- 
ciados en  154.520  rs. ,  expresándose  que  habia  sido  rematada  ésti 
Roca  por  D.  Jorge  Cisneros  en  605.400  rs. ,  á  pagar  por  terceras  par- 
tes en  títulos  de  4  y  5  por  100  y  deuda  sin  interés,  siendo  el  valor  lí- 
quido de  la  finca  73.509  rs. ,  y  que  para  parte  de  pago  de  su  haber  iá 
adjudicaron  á  D.  Jorge  Gisneros  y  Guillen  24.533  rs.,  tercera  part^ 
del  valor  líquido  de  un  molino  de  aceite,  situado  en  la  villa  de  Im 
Dos  Hermanas  y  unos  olivares  en  el  mismo  término: 

Resultando  que  Cisneros,  en  vista  de  ese  testimonio,  solicitó  s^ 
Jiiciera  saber  á  Cámara  si  estaba  conforme  en  entregarle  la  citad|. 
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cantidad  ó  la  parte  de  hacienda  que  la  representaba ,  y  gas  presen- 
tara ia  cuenta  de  los  productos  de  ella  desde  el  día  20  de  Diciembre 
de  1855  hasta  el  dia  de  la  entrega,  con  las  cositas;  y  que  Cámara 
Impugnó  estas  pretensiones,  sosteniendo  que  lo  adjudicado  á  Cisne* 
ros  no  había  sido  24.533  rs.,  sino  la  tercera  parte  de  la  hacienda:  qae 
declarada  ineficaz  una  venta,  el  comprador  devolvía  la  cosa  y  el 
vendedor  el  precio  y  el  importe  de  las  mejoras  para  que  nadie  resol- 
tase enriquecido  con  perjuicio  de  otro;  no  pudiendo  ser  responsable 
al  pago  de  las  costas,  hasta  el  dia  de  la  entrega,  porque  Gisneros  las 
había  ocasionado  con  sus  pretensiones : 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia,  proveyó  auto,  que 
confirmó  con  las  costas  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en 
sentencia  de  12  Noviembre  de  1868,  mandando  que  Cámara  restitu- 
yese á  Gisneros,  en  el  término  de  nueve  dias ,  la  tercera  parte  de  la 
hacienda  de  olivar  de  la  villa  de  Dos-Hermanas,  que  había  comprada 
por  escritura  de  30  de  Marzo  de  1854,  con  los  frutos,  desde  20  de  Díciem- 
bre  de  1855,  en  que  se  había  contestado  á  la  demanda,  á  calidad  de  que 
Gisneros  devolviera  á  la  vez  á  Cámara  la  tercera  parte  de  las  cantidades 
que  habían  importado  los  plazos  que  éste  ó  su  causante,  D.  Plcavea  de  Le- 
saca  había  satisfecho  al  Estado,  por  los  que  se  habian  'quedado  adeudan- 
do al  mismo]  por  el  padre  de  Gisneros,  al  tiempo  de  so  fallecimienta; 
entendiéndose  la  entrega  en  las  mismas  clases  de  papel  en  que  se  ha- 
bian ido  realizando  los  pagos  á  las  épocas  de  sus  respectivos  venci- 
mientos, y  en  defecto  de  esta  clase  de. papel,  en  las  que  hoy  se  en^ 
centrasen  las  mismas  convertidas,  con  más,  los  intereses  qae  dichas 
clases  de  papel  hubieran  devengado  desde  el  día  20  de  Diciembre  de 
1855;  y  que  se  hiciera  saber  á  D.  Manuel  de  la  Cámara  que  dentro  de 
veinte  dias  presentara  la  liquidación  de  frutos,  en  la  parte  relativa  á 
ia  tercera  parte  de  la  finca  de  que  se  trataba,  hecho  lo  cual  se  pro- 
veerla lo  que  correspondiera: 

Resultando  que  D.  Jorge  Gisneros,  interpuso  recurso  de  casación» 
citando  como  infringidas,  al  imponérsele  la  obligación  de  satisfacer 
á  Cámara  la  tercera  de  las  siete  octavas  partes  del  precio  de  la  ha- 
cienda, pagadas  ai  Tesoro,  después  de  hecha  la  venta  que  se  había 
declarado  ineficaz,  declarando  á  Cámara  derechos  de  que  éste  debia 
usar  según  ia  ejecutoria  cómo  y  contra  quien  viere  convenirle ;  ia 
ley  de  la  materia,  que  era  la  ejecutoria  misma  de  cuyo  cumplimiento 
se  trataba;  el  principio  de  derecho  que  establece  la  irrevocabilidad 
de  la  cosa  juzgada;  la  regla  32,  tít.  34,  Partida  7.*,  y  las  leyes  13  y 
19,  tit.  22,  Partida  3.%  en  que  se  funda  la  doctrina  legal,  de  que  no  es 
dado  alterar,  por  ningún  medio,  las  sentencias  ejecutoriadas,  ni  con- 
tradecir ó  extender  sus  disposiciones,  sancionada  por  las  ejecutorias 
de  este  Tribunal  de  14  de  Abril  de  1859,  25  de  Mayo  de  1860  y  12  de 
Febrero  y  9  de  Noviembre  de  1864. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Cáceres. 
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Considerando  que  ai  determinar  la  Sala  sentenciadora  ei  modo  de 
cumplirse  la  ejecutoria  de  este  Supremo  Tribunal  de  12  de  Marzo  de 
1864,  ba  resuelto  cuestiones  de  derecho ,  diversas  de  las  que  aquella 
resolvía,  como  la  devolución  de  una  parte  del  precio  de  la  finca  que 
han  pagado  los  compradores  después  de  la  venta  verificada  en  18li 
á  D.  José  Pícavea  de  Lesaca,  y  ei  interés  correspondiente  á  la  suma 
que  á  prorota  corresponde  á  la  parte  de  la  hacienda,  mandada  de- 
volver al  recurrente : 

Considerando  que  ambas  cuestiones  deben  ser  objeto  de  un  Juicio 
separado,  en  el  cual,  podrán  usar  de  su  derecho,  como  en  la  reserva 
que  contuvo  la  misma  ejecutoria: 

Considerando,  por  tanto,  que  al  mandar  dicha  Sala  lo  que  ha  re- 
suelto en  la  sentencia  de  12  de  Noviembre  de  1868  ha  infringido 
aquella  ejecutoria  y  las  leyes  y  doctrinas  que  se  citan  en  el  recurso; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  ai  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Jorge  Gisneros,  y  en  su  con- 
secuencia casamos  y  anulamos  la  sentencia  que  en  12  de  Noviembre 
de  1868  dictó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Sevilla ;  y  declara- 
mos caducada  la  caución  prestada  por  el  recurrente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  i» 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  ¿asándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.s=7José 
María  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=Francisco  María  de  Gastlila^ss 
Joaquín  Jaumar.=José  Fermín  de  Muro.=Beníto  de  Posada  Herrera.83 
Manuel  León. 

Publicación. 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  María  Gáceres,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  [Tribanal  Su- 
premo, estándose  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  el  dia  de 
lioy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  28  de  Noviembre  de  1870.=Gregorio  Camilo  García. 
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CASACIÓN. 


Pago  de  capital  i  intereses. — Sentencia  de  29  de  Noviembre,  de- 
clarando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Don  Isidro  Palacios  contra  la  sentencia  de  la  Sala  primera  de 
la  Audiencia  de  este  distrito»  en  pleito  con  D.  Antonio  del  Ca- 
fkizo  Yillasanle. 

En  sns  considerandos  se  establece : 

Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia  /«- 
y^i  que  no  tienen  aplicación  al  caso  de  autos. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  29  de  Noviembre  de  1870 ,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Buenavis- 
ta  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta  capital  por  D.  Isidro 
Palacios  y  Tejedor  con  0.  Antonio  del  Cañizo  Yiliasante,  como  here- 
dero y  único  testamentario  de  su  padre  D.  Agustín,  sobre  pago  de  365 
escudos  600  milésimas  y  sus  intereses;  los  cuales  penden  ante  Nos,  en 
'Yiriud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  demandante  contra 
la  sentencia  que  en  18  de  Diciembre  de  1869  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  30  de  Julio  de  1863  Don 
Éaimundo  Vázquez  Escudero  declaró  que  era  en  deber  á  D.  Agustín 
del  Cañizo  Higuera  la  cantidad  de  3.170  rs.  por  resulta  de  cuentas  que 
hablan  ajustado  entre  sí,  resto  de  mayor  cantidad  que  le  tenia  pres- 
tada el  referido  D.  Agustín,  obligándose  á  satisfacerlos  en  17  de  Di- 
ciembre de  aquel  año,  é  hipotecando  en  garantía  y  seguridad  del 
pago  diferentes  fincas,  que  se  deslindan,  en  concepto  de  libres  de  to- 
da deuda: 

Resultando  que  en  carta  de  20  de  Setiembre  de  1864  el  D.  Agustín 
del  Cañizo  manifestó  á  D.  Isidro  Palacios  que  podía  asegurarle  que  las 
fincas  que  le  tenia  hipotecadas  Raimundo  Vázquez  eran  cada  una  de 
ellas  de  las  mejores  de  su  clase;  y  según  las  noticias  que  tenia,  tam- 
bién era  muy  buena  la  viña  de  los  Cantareros  que  queria  hipotecar 
además  de  aquellas:  que  la  hipoteca  á  favor  del  Cañizo  quedarla  libre 
tan  luego  como  le  satisfaciera  3.656  rs.;  y  si  él  se  proponía  entregár- 
selos, podia  conservar  en  su  poder  en  prueba  de  ello  la  escritura 
de  hipoteca  que  le  entregaría  el  dador,  teniendo  á  bien  contestarle 
por  el  mismo  de  un  modo  positivo  su  resolución  sobre  el  particular, 
7  á  continuación  de  la  misma  carta  contestó  el  D.  Isidro  Palacios  que 
Joanito  iba  enterado  del  asunto  y  encargado  de  decir  al  Raimundo 
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que  no  le  bnstaban  las  fincas  que  le  señalaba,  y  esperaba  se  viese  m 
seguida  con  él: 

Resultando  que  el  D.  Agustín  del  Cañizo  en  documento  prtyado 
de  26  de  Setiembre  de  1864,  firmado  ante  dos  testigos  que  lo  han  re- 
conocido como  legítimo,  declaró  qae  Raimundo  Vázquez  le  era  en  de- 
ber la  cantidad  de  3.656  rs.,  según  constaba  de  obligación  con  hi- 
poteca otorgada  en  30  de  Junio  de  1863;  y  como  quiera  que  hubiese 
trascurrido  el  plazo  sin  haberle  satisfecho  la  deuda,  el  Vázquez  wb 
habia 'comprometido  á]hacerlo  en  su  nombre,  y  por  convenio  de  todos 
Don  Isidro  Palacios,  como  en  efecto  en  aquel  mismo  dia  de  la  fecha  la 
habia  entregado  la  referida  cantidad  de  9.656  rs.,  y  el  otorgante  ha- 
bia entregado  ¿  la  vez  al  D.  Isidro  la  citada  obligación,  trasflriendo 
en  él  todos  sus  derechos  y  acciones  para  que  pudiera  repetir  contra 
las  fincas  hipotecadas  como  si  fuera  el  mismo  otorgante,  de  cayo  de- 
recho respondía  en  debida  forma;  añadiendo  por  nota  que»  aunque  en 
la  escritura  de  obligación  no  eran  más  que  3.170  rs.,  los  486  reales 
restantes  procedían  de  otras  cuentas  particulares  que  tenia  con  dicho 
Raimundo  Vázquez: 

Resultando  que  D.  Isidro  Palacios  y  Tejedor  demandó  en  acto  con- 
ciliatorio en  25  de  Noviembre  de  1865  ai  Raimundo  Vázquez  Escudero 
para  que  le  pagase  la  cantidad  de  7.760  rs.,  que  hasta  el  dia  SI  de 
aquel  mes  y  año  le  adeudaba ,  en  esta  foraia :  3.360  rs.,  que  aún  le 
restaba  de  los  7.288  que  le  debía  de  principal  y  se  obligó  &  pagárse- 
los en  el  15  de  Abril  de  aquel  año,  á  más  tardar,  según  obligación  que 
hizo  en  16  de  Marzo  del  mismo,  y  ios  4.400  rs.,  restantes  por  la  re- 
tribución señalada  por  vía  de  indemnización  de  daños  y  peijuidós» 
á  razón  de  20  reales  por  cada  un  dia  de  los  que  trascurriesen  des- 
pués del  dicho  dia  15  de  Abril ;  y  el  Raimundo  Vázquez ,  por  medio 
de  su  apoderado ,  contestó  que  desde  luego  reconocía  la  deuda  de 
los  3.360  rs.,  pero  no  los  4.400,  porque  era  una  condición  repugnante 
el  que  quisiera  cobrar  20  rs.  por  cada  dia  que  pasase: 

Resultando  que  por  documento  privado  de  28  de  Enero  de  1866  el 
Raimundo  Vázquez  Escudero,  declaró  que  la  deuda  que  tenia  pen- 
diente con  D.  Isidro  Palacios  Tejedor  procedía  de  3.656  rs.  que  el  Pa- 
lacios entregó  al  D.  Agustín  del  Cañizo  Higuera,  ya  difunto,  el  26 de 
Setiembre  de  1864,  á  cuenta  de  lo  que  le  debía:  que  muchas  veces  le 
habia  reclamado  el  D.  Isidro  esta  cantidad,  y  sin  embargo  por  varias 
y  dolorosas  circunstancias,  le  habia  sido  y  era  imposible  satisfacá^ 
sela;  mas  como  en  obsequio  de  la  verdad  diese  el  D.  Isidro  los  es- 
presados 3.656  rs.,  el  D.  Agustín,  bajo  la  expresa  y  terminante  con- 
dición de  que  caso  de  no  devolvérselos  el  otorgante  en  un  terminó 
prudente,  habia  de  responder  el  Cañizo  de  la  hipoteca  consignáda'61 
la  obligación  que  le  otorgó  en  30  de  Julio  de  1863,  por  no  estar  aiid- 
tada  ó  hecha  la  inscripción  en  el  Registro  de  hipotecas  del  pártidOt  li 
de  no  servir  la  citada  hipoteca,  devolverle  la  misma  cantidad  redjtf- 


i 


SENTENCIAS  DE  1870.  369 

iia,  hacía  la  presente  declaración  libre  y  espontáneamente  para  que 
io  pudiera  hacer  constar  dónde  y  cuándo  le  conviniese;  pues  esto  no 
obstaba  á  que  el  otorgante  le  reconociese  la  deuda  y  sus  accesorios, 
bien  en  el  D.  Isidro,  bien  en  D.  Agustín ,  y  se  declaraba  en  último 
término  responsable  á  pagarla  cuando  tuviera  medios  al  que  corres- 
pondiese: 

Resultando  que  D.  Isidro  Palacios  Tejedor,  previo  acto  conciliato- 
rio, dedujo  la  actual  demanda  en  17  de  Setiembre  de  1867,  pretendien- 
do se  condenase  al  D.  Antonio  Cañizo,  como  heredero  de  su  padre 
D.  Agustín,  á  que  le  entregara  los  3.656  rs.  á  que  se  obligó,  con  más 
los  intereses  correspondientes  á  todo  el  tiempo  que  había  estado  pri- 
mado de  este  capital;  y  para  ello,  haciendo  mérito  de  la  escritura  de  30 
de  Julio  de  1863  y  documentos  privados  de  26  de  Setiembre  de  1861 
y  28  de  Enero  de  1866,  alf'gó  que  las  obligaciones  habían  de  respe- 
tarse y  cumplirse  según  los  términos  de  las  mismas  y  condiciones  y 
naturaleza  de  su  constitución:  que  el  que  contrae  lo  bace  para  sí  y  su 
lieredero:  queD.  Agustín  Cañizo  se  obligó  si  Palacios  no  se  reintegra- 
ba de  lo  que  dio  por  Vázquez,  á  responder  de  su  devolución  y  per- 
Juicios  que  se  le  ocasionasen;  pues  no  otra  cosa  significa  decir  que 
del  derecho  que  Cañizo  trasfírió  á  Palacios ,  y  que  era  el  de  subro- 
garle en  todos  los  que  correspondían  á  aquel  contra  Vázquez,  respon- 
día en  debida  forma:  que  siendo  estéril  é  ilusoria  la  hipoteca  consti- 
tuida, claro  era  que  habia  llegado  el  caso  de  que  el  heredero  de  Don 
Agustín  Cañizo  respondiera,  como  su  padre  se  obligó  á  hacerlo,  de  lo 
que  á  Palacios  se  le  debía  y  que  no  habla  podido  hacer  efectivo,  cuya 
obligación  se  extendía  á  los  daños  y  perjuicios  que  pudieran  irrogar- 
456  á  Palacios,  y  por  tanto  al  interés  correspondiente  de  todo  tiem- 
po que  se  habia  visto  privado  de  su  capital  y  sin  poder  reintegrarse 
4e  él: 

Resultando  que  al  contestar  la  demanda  D.  Antonio  del  Cañizo, 
como  heredero  y  representante  de  la  testamentaría  de  su  difunto  pa- 
dre D.  Agustín,  pretendió  que  se  le  absolviese  de  ella,  y  al  efecto 
«xcepcionó:  que  siendo  D.  Isidro  Palacios  mero  pagador  por  Vázquez 
de  la  suma  que  éste  debía  á  D.  Agustín  del  Cañizo,  ninguna  obliga- 
ción contrajo  el  último  para  devolverle  las  sumas  que  le  satisfacía, 
siendo  como  era  cierta  la  deuda  y  cierta  la  hipoteca  á  su  favor  cons- 
tituida, únicos  hechos  de  que  Cañizo  podia  responder:  que  el  pagador 
por  otro  tenía  acción  para  repetir  contra  éste,  más  no  contra  el  acree- 
dor cuyo  crédito  se  solventaba;  y  hallándose  en  este  último  caso  Don 
Agustín  del  Cañizo  ó  sus  causa-habientes,  hoy  ninguna  responsabili- 
dad podría  exigirles  D.  Isidro  Palacios,  y  que  el  litigante  temerario 
4ebia  ser  condenado  en  las  costas: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  el  Juez  de  prl- 
laera  instancia  dictó  sentencia  absolviendo  á  D.  Antonio  Cañizo,  como 
lieredero  de  su  padre  D.  Agustín,  de  la  demanda  contra  él  interpuesta 
1.  24 
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por  D.  Isidro  Palacios  Tejedor,  á  quien  condenó  á  perpétao  silencio,, 
sin  hacer  expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  confirmada  con  ias  costas  dicha  sentencia  por  la 
que  pronunció  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  en  18  de  Diciembre- 
de  1869,  D.  Isidro  Palacios  interpuso  recurso  de  casación  por  concep- 
tuar infringidos: 

1.*    £1  documento  de  26  de  Setiembre  de  1864,  ley  en  la  materia, 
puesto  que  en  él  se  obligó  D.  Agustin  del  Cañizo  á  responder  en  de- 
bida forma  á  Palacios  del  derecüo  que  le  trasmitió,  á  fin  de  q^xe  pu- 
diese asegurar  el  completo  reintegro  de  la  cantidad  que  á  nombre  de- 
Vázquez  satisfizo. 

S/  La  doctrina  fundada  en  ias  leyes  3.\  tít.  11,  libro  1/  del  Fuero 
Real;  11,  tít.  14,  Partida  3/,  y  24,  tít.  5.*,  Partida  5/,  en  virtud  de  la 
cual  el  que  contrae  lo  hace  para  sí  y  sus  herederos;  porque  constando 
de  una  manera  positiva  que  i).  Agustin  del  Cañizo  se  obligó  á  respon- 
der á  Palacios  del  reintegro  de  la  cantidad  en  cuestión,  era  obligación 
de  su  hijo  y  heredero  D.  Antonio  satisfacer  los  compromisos  que  su 
padre  se  impuso. 

3.*  La  ley  1/,  tít.  1.*  de  la  Novísima  Recopilación,  siendo  así  que 
por  nadie  fué  puesto  en  duda  el  documento  de  26  de  Setiembre  de  1864» 
ni  los  términos  en  que  el  D.  Agustin  del  Cañizo  quiso  obligarse. 

4.*  La  doctrina  establecida  por  este  Tribunal  Supremo  de  que  «ni 
el  beneficio  de  orden,  ni  el  de  excusión,  que  conceden  á  los  fíadorea^ 
ias  leyes  9.\  tít.  12,  Partida  5.\  y  3.%  tít.  18  del  Fuero  Real,  pueden 
tomarse  en  cuenta  cuando  no  hubiesen  sido  reclamadas  en  tiempo 
oportuno;»  pues  aun  admitiendo  que  en  el  caso  de  autos  la  situación 
útil  Vázquez  hubiera  permitido  hacer  uso  de  dichos  beneficios,  debie- 
ron reclamarse  en  tiempo  oportuno  y  no  se  hizo. 

5.*  El  beneficio  de  excusión  que  exige  como  condición  indispensa- 
ble, según  doctrina  establecida  por  este  Tribunal  Supremo,  que  el 
primer  obligado  tenga  bienes,  pues  constaba  en  autos  que  lejos  ae  po- 
seerlos Vázquez,  vivía  en  sus  últimos  años  y  murió  amparado  por  la. 
caridad  pública,  no  habiendo  por  consiguiente  bienes  en  que  poder 
hacer  excusión. 

6.*  La  ley  3.'.  tít.  16.  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  que 
prohibe  haga  íé  en  juicio,  para  el  objeto  de  perseguir  las  hipotecas,, 
según  declaración  expresa  de  este  Tribunal  Supremo,  aquellos  doca* 
mentos  que  no  se  hubiesen  registrado,  y  los  artículos  396  de  la  Ley  hi-^ 
potccaria  y  333  del  reglamento,  pues  Palacios  no  podia  repetir  contra 
ias  hipotecas  careciendo  el  título,  en  cuya  posesión  se  hallaba,  de  ios 
requisitos  prescritos  por  la  ley ,  y  siendo  así  que  Vázquez  carecía  de 
toda  clase  de  bienes  hipotecados  y  sin  hipotecar,  y  que  las  tales  bípo-r 
tecas  fueron  una  pura  creación. ' 

7.*    Li  ley  13,  tít.  14,  Partida  5.\  que  determina  lo  que  se  entiéndete, 
por  novación  y  ias  circunstancias  que  en  ella  deben  concurrir;  .si6i|d«h 
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doctrina  corriente  que  la  novación  no  se  presume ,  y  en  ei  presente 
caso,  no  sólo  se  presumía  la  novación  indebidamente,  sino  contra  las 
terminantes  y  expresas  declaraciones  del  deudor  y  del  acreedor: 

8/  La  jurísp||pdencia  sentada  por  este  Tribunal  Supremo  de  que 
«los  plazos  concedidos  al  deudor  para  devolver  la  cantidad  que  re- 
cibió son  un  derecho  estipulado  á  su  favor  con  el  objeto  de  facilitar 
el  cumplimiento  del^contrato,  y  no  deben  en  manera  alguna  califi- 
carse de  novación;»  pues  si  Palacios  concedió  á  Vázquez  diversos  pla- 
zos ,  ni  ésta  ni  ninguna  de  las  consideraciones  que  con  él  tuvo  eran 
bast|int(3S  para  asegurar  que  existió  novación  del  contrato  sin  infrin- 
gir abiertamente  la  ley  15,  tít.  14,  Partida  5/  y  la  jurisprudencia  .es* 
tablecida. 

9.*  Y  por  último,  la  doctrina  sentada  por  este  Tribunal  Supremo 
en  varias  sentencias,  especialmente  en  ia  de  2  de  Marzo  de  1868,  en 
la  cual  se  determina  que  en  los  documentos  privados  que  se  comprue- 
ban por  el  dicbo  de  los  testigos  que  en  ella  intervinieron  y  que  iko  » 
son  redargüidos  de  falsos,  aunque  el  obligado  no  se  hubiese  ratificado 
por  haber  fallecido,  hacen  fé  en  juicio,  porque  todos  estos  supuestos 
reunia  el  documento  de  1864;  siendo  de  extrañar  que  hubiese  sido 
calificado  de  ineficaz  y  de  ningún  valor,  mucho  menos  cuando  había 
sido  traído  á  los  autos,  no  para  obligar  ú  un  tercero,  sino  para  hacer 
constar  una  vez  m!\s  por  las  declaraciones  del  mismo  deudor  no  exis- 
tió novación  alguna  de  contrato. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  B 'nito  de  Posadji  H^rrera^ 
Considerando  que  subrogado  D.  Isidro  Palacios  por  virtud  del  do- 
cumento de  26  de  Setiembre  de  1864  en  ios  derechos  y  acciones  que 
correspondían  á  D.  Agustín  Cañizo,  y  habiendo  entregado  éste  al  pri- 
mero la  escritura  de  30  de  Julio  de  1863,  de  la  que  aparecía  haber 
vencido  en  17  de  Diciembre  del  mismo  año  el  plazo  del  pago  de  la 
deuda  de  Vázquez,  podia  desde  luego  Palacios  ejercitar  dichas  accio- 
nes para  obligarse  al  pago,  puesto  que  dicha  escritura  reunia  los  re- 
quisitos de  instrumento  público  solemne  y  legal;  porque  si  bien  care- 
cía de  la  inscripción  de  las  hipotecas,  tenia  en  su  mano  el  cesionario 
obligar  al  deudor  á  inscribirlas: 

Considerando  que  en  vez  de  usar  de  estos  derechos,  únicos  que 
4ebia  hacerle  y  le  hizo  ciertos  Cañizo,  celebró  Palacios  nu^^vos  pactos 
con  ei  deudor,  por  los  que  éste  se  obligó  á  pagarle  más  que  doble 
cantidad  de  la  que  Palacios  habla  pagado  por  él,  cuyos  pactos  conver- 
tían al  cesionario  en  acreedor  directo  del  deudor  Raimundo  Vázquez: 
Considerando,  por  último,  que  la  deuda  cuyo  pago  se  demandó  á 
Cañizo  ha  quedado  extinguida  en  fuerza  de  la  novación  verificada  en- 
tre el  subrogado  y  el  dt^udor,  según  la  ley  2.',  tít.  14,  Partida  5/,  y 
que  por  consiguiente  ninguna  aplicación  tienen  al  presente  caso  las 
leye»  y  doctrinas  citadas  por  el  recurrente,  por  lo  que  no  pudieron  ser 
infringidas: 
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Fallamos,  qae  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lagar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Isidro  Palacios  contra  la  sen- 
tencia de  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  esta  capital ,  y  conde- 
namos al  recurrente  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por- 
que prestó  caución,  la  que,  caso  de  hacerse  efectiva,  se  distribuirá  con 
arreglo  á  la  ley;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  donde  pro- 
ceden con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  di 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  ai  efecto  las 
copias  necesarias  ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos,  sa  Joan 
González  Acevedo.=sJosé  M.  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=rFrancis- 
co  María  de  Castilla.=:Joaquin  Jaumar.sJosé  Fermín  de  Muro.=:Be- 
nito  de  Posada  Herrera. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Benito  de  Posada  Herrera,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estando 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo  el  día  de 
hoy,  deque  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Supremo 
Tribunal. 

Madrid  29  de  Noviembre  de  1870.=Dionisio  Antonio  de  Puga. 

NéM.  87. 
CASACIÓN. 


Entrega  de  una  gasa. — Sentencia  de  2  de  Diciembre,  declarando 
no  haber  lugar,  en  parte,  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  José  Luis  de  Meireles  contra  la  que  en  25  de  Agosto 
de  1866  dictó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  Habana. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece : 

1  .*  Que  el  que  ha  adquirido  una  cosa  de  quien  no  tenia  i$' 
recho  para  enagenarla,  sólo  puede  aprovecharse  de  la  prescripción 
por  treinta  años. 

2.®  Que  procede  que  se  abonen  al  que  ha  poseído  una  cosa  can 
buena  fé,  ó  lo  que  es  lo  mismo»  al  que  no  ha  tenido  mala  fé ,  no 
sólo  las  mejoras  necesarias  y  útiles  que  haya  hecho  en  la  finca,  sino 
también  las  mejoras  voluntarias,  en  la  forma  que  determina  la  ¡m 
44,  tit.  28.  Partida  3.' 

En  la  villa  de  Madrid,  á  2  de  Diciembre  de  1870,  en  el  pleito 
seguido  en  la  Alcaldía  mayor  del  distrito  de  Belén  de  la  Habana  y  en 
la  Sala  primera  de  la  Audiencia  da  la  misma  ciudad  por  D.  AntOBÍO 
Echarri  con  D.  José  Luis  de  Meireles,  sobre  entrega  de  una  casa;  pleilO 
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pendiente  ante  Nos,  en  virtud  de  recurso  de  casación,  interpuesto  po- 
ei  demandado  contra  la  sentencia  que  en  2S  de  Agosto  de  1866  dictó 
la  referida  Sala: 

Resultando  que  D.  Jorge  Fernandez  de  Alio,  natural  del  reino  de 
Navarra,  falleció  en  la.Habana  en  20  de  Mayo  de  1884,  con  testamento 
en  que  dijo  que  entre  sus  papeles  se  encontraría  un  libro,  en  el  cual 
constarían  ios  bienes  que  poseía  y  la  persona  á  quien  era  su  volun- 
tad instituir  heredero:  que  presentado  por  D.  Miguel  Sánchez  y  her- 
manos un  papel  titulado  di3  apuntes,  en  el  concepto  de  ser  la  memor 
ría  testamentaria  á  que  se  refería,  entabló  demanda  D.  José  Fernan- 
dez Alio,  hijo  de  O.  Lorenzo  y  sobrino  de  D.  Jorge,  sobre  falsedad  y 
nulidad  de  dicha  memoria ;  y  que  por  sentencia  de  revista  de  la  Au- 
diencia de  Puerto-Príncipe  de  1.*  de  Octubre  de  1838 ,  se  declaró  en 
efecto  nula ;  y  que  no  habiendo  parecido  el  libro  á  que  D.  Jorge 
Fernandez  Alio  se  refería  en  su  testamento,  había  fallecido  intestado» 
declarando  por  sus  herederos  á  los  que  por  derecho  debieran  serlo: 

Resultando  que  los  demandados  interpusieron  recurso  de  injusticia 
notoria,  al  que  se  declaró  no  haber  lugar,  por  la  Sala  de  Indias,  deL 
Tribunal  Supremo  de  Justicia  en  sentencia  de  S9  de  Setiembre  de 
1811,  que  ejecutada  la  de  revista,  sin  embargo  de  la  interposición  de 
dicho  recurso,  se  personaron  como  parientes  más  próximos  deD.  Jorge 
Fernandez  de  Alio,  D.  Marcelino,  D.  Lorenzo,  D.  Alejo,  Doña  Juliana, 
Dofia  Justa,  Doña  María  Ignacia  y  Doña  Secundina  de  Alio,  presentan- 
do, entre  otros  documentos,  una  información  testifical,  practicada  eii> 
Cascante,  provincia  de  Navarra,  á  solicitud  de  D.  Miguel  Alio,  apode- 
rado de  uno  de  líos  hijos  de  D.  Lorenzo,  relativa  á  que  no  habían 
sobrevivido  á  D.  Jorge  Fernandez  de  Alio,  hermanos  algunos  ni  des- 
cendientes de  ellos,  pues  la  única  sobrina  que  tenia  había  muerto  en 
la  impubertad :  que  por  auto  de  8  de  Febrero  de  1839,  se  les  mandó 
dar  posesión  de  los  bienes,  sin  perjuicio  de  los  demás  que  se  halla- 
sen en  igual  grado,  á  los  cuales,  se  convocara  por  medio  de  j^eñú". 
dicos  oficiales  para  que  dentro  de  nueve  días  comparecieran  á  usar 
de  su  derecho;  y  que  en  S5  de  dicho  mes,  se  les  dio,  en  efecto,  po- 
sesión de  diferentes  bienes,  y  entre  ellos,  de  la  casa  calle  de  San  Ig- 
nacio de  la  Habana,  núm.  37,  habiendo  después  otorgado  escritura 
de  distribución  de  los  mismos: 

Resultando  que  los  citados  herederos,  enajenaron,  entre  otros,  la 
citada  casa ,  enajenación  que  se  verificó  por  escritura  de  22  de  Junio 
de  1839  por  D.  Raimundo  Pascual  Ganiche,  comp  marido  de  Doña  Justa 
de  Alio,  y  apoderado  de  los  demás,  á  D.  José  Luis  de  Meireles  en 
precio  de  14.155  pesos: 

Resultando  que  D.  Francisco  Calleja,  en  virtud  de  poder  de  Doña 
Joaquina  López  Fernandez  de  Alio  y  de  su  cuarto  marido  Ramos  Es- 
rano,  otorgó  escritura  en  la  ciudad  de  Tudela  de  Navarra  á  1/  de  No- 
viembre de  1840,  en  la  que»  manifestando  que  todos  los  bienes  de 
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Don  Jorge  Fernandez  de  Alio  correspondían  á  Doña  Joaquina,  como 
sobrina  carnal  del  mismo;  pero  que  habiendo  sido  disputada  la  he- 
rencia por  los  hijos  de  0.  Francisco  Sánchez,  después  de  Tencidos  en 
tercera  instancia,  habían  intentado  el  recurso  de  injusticia  notoria  que 
se  hallaba  pendiente;  y  que  D.  Raimundo  Pascual  Ganiche,  en  repre^ 
sentacion  de  sus  hermanos  políticos  D.  Lorenzo  de  Alio  y  consortes, 
había  suplido  los  crecidos  gastos  ocasionados  hasta  entonces,  sin  que 
Doña  Joaquina  López  pudiese  contribuir  con  cosa  a'guna;  teniendo 
esto  presente  y  otras  razones  potlerosas,  cedió  al  expresado  Ganiche 
todos  los  derechos  y  accionáis  que  pudiese  tener  á  la  herencia  de  so 
tio  D.  Jorge  Fernandez  «ie  Alio ,  con  la  condición  de  que  había  de 
entregar  á  Calleja  8.000  pesos  en  el  único  caso  de  que  el  pleito  pen- 
diente se  declarase  en  su  favor: 

Resultando  que  en  20  de  Agosto  de  1841  otorgaron  escritura  en  la 
villa  de  Cintruénigo,  provincia  de  Navarra,  Doña  Joaquina  López  y  so 
quinto  marido  D.  Antonio  Echarri,  y  D.  Raimundo  Pascual  Ganiche» 
en  representación  de  sus  hermanos  políticos  D.Lorenzo,  D.  Marcelino, 
Don  Alejo,  Doña  María  Ignacia  y  Doña  Secundína   de  Alio,   en  la 
que,   haciendo   mérito  de  la  anterior,  que  ratificaron  por  las  mis- 
mas consideraciones  en  ella  expresadas,  y  la  de  que  Doña  Joaqui- 
na no  tenia  hijos  ni  probablemente  babia  de  tenerlos,  cedió  á  €ra- 
niche  y  sus  hermanos  políticos  todos   los   derechos  y  acciones  que 
tuviera  y  pudiera  tener  á  la  herencia  del  difunto  D.  Jorge  Fernandez 
deAllo,  así  por  vía  de  testamento  como  de  intestado,  cesión  que  acep- 
tó D.  Raimundo  Pascual  Ganiche,  por  sí  y  en  representación  de  sos 
hermanos,  ofreciendo  entregar,  en  compensación,  á   Doña  Joaquina 
8.^0  duros  en  el  úuico  caso  de  que  el  pleito  que  se  hallaba  pendiente 
en  el  Supremo  Tribunal  de  Justicia ,  se  declarase  en  su  favor ,  abo- 
nando además  un  6  por  100  anual  de  dicha   cantidad  desde  1.*  de 
Mayo  de  aquel  año,  siendo  cuenta  de  de  Ganiche  y  sus  hermanos  las 
costas  ocasionadas  y  las  que  en  lo  sucesivo  se  ocasionasen;  cantidad 
que  aceptó  Doña  Joaquina  López,  haciendo  donación  á  Ganiche  y  con- 
sortes de  lo  más  que  pudieran  valer  los  derechos  que  les   cedía  en 
consideración  á  que  estaba  segura  de  que  habían  gastado  en  los  plei- 
tos más  de  40.000  duros  y  aquella  no  hubiera  podido  alcanzar  victo- 
ria contra  los  Sánchez  por  hallarse  desprovista  de  pruebas  y  docu- 
mentos : 

Resultando  que  Doña  Joaquina  López  falleció  en  Puente  la  Reina 
después  de  haber  otorgado  otra  escritura  con  su  marido  revocando 
las  referidas  y  conviniendo  con  D.  Francisco  Callejas  en  que  les  ha**- 
bia  de  dar  7  pesetas  diarias ,  y  abonar  todos  los  gastos  que  ocasio- 
nasen los  incidentes  que  ocurrieran  hasta  conseguir  la  nulidad  de  di- 
chos documentos:  que  el  viudo  D.  Antonio  Echarri,  acreditando  qoe 
su  muj^r  habia  fallecido  intestada  y  sin  parientes  dentro  del  cuarto 
grado,  entabló  demanda  en  8  de  Noviembre  de  1852  contra  D.  Mar^ 
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-^ceiino  de  Alio  y  consortes  para  quti  s&e  anulase  la  declaración  de  he- 
rederos hecha  en  favor  de  los  mismos,  en  virtud  de  haberse  fundado 
'«n  ei  hecho  falso  de  la  supuesta  muerte  de  su  mujer  legítima  Doña 
Joaquina  López;  y  que,  colocándose  en  el  lugar  y  cbse  que  le  cor- 
respondía, se  le  declarase  único  y  universal  heredero ,  coinpeüí^ndo 
á  los  demandados  á  la  devolución  y  entrega  de  todos  ios  birnes  y 
<te  sus  productos;  y  que  por  sentr^ncia  de  vista  de  la  Audiencia  de  la 
Habana,  de  5  de  Julio  de  1858,  contra  la  que  interpusieron  los  her- 
manos Alio,  recurso  de  casación,  que  fué  denegado  por  este  Tribunal 
an  13  de  Octubre  de  1859,  se  declaró  nula  la  escritura  en  que  Doña 
Joaquina  había  renunciado  su  derecho,  condenando  á  D.  Lorenzo 
Alio  y  consortes  á  la  devolución  de  los  bienes,  en  ios  mismos  térmi- 
nos que  aparecían  en  la  escritura  de  división  y  auto  de  posesión,  con 
los  frutos  y  réditos  hasta  el  dia  que  ésta  habla  tenido  lugar;  decla- 
rando heredera  abintestato,  de  los  mismos ,  á  Doña  Joaquina  López» 
y  por  su  fallecimiento  al  cónyuge  superviviente  D.  Antonio  Echarri, 
con  arreglo  al  párrafo  segundo  del  art.  1.*  de  la  ley  de  9  de  Mayo  de 
1835;  estableciendo,  entre  otros  fundamentos,  que  sólo  en  ei  falso 
concepto  de  haber  muerto  antes  de  la  pul^ertad  Doña  Joaquina  Ló- 
pez, única  sobrina  carnal  de  D.  Jorge  Fernandez  de  Alio,  y  por  tanto» 
;su  única  y  exclusiva  heredera  abintestato,  habían  obtenido  D.  Lo- 
renzo Alio,  y  consortes,  la  declaración  de  tales,  que  era  insostenible 
desde  que  había  sido  comprobada  la  falsedad  del  concepto  en  que  se 
hiciera : 

Resultando  que  con  presentación  de  esta  ejecutoria,  y  previo  acto 
de  conciliación  que  se  celebró  en  12  de  Octubrer  de  1860,  entabla 
D.  Antonio  Echarri  en  2  de  Marzo  de  1861  la  demanda  objeto  de  este 
pleito  contra  D.  José  Luis  de  Meireles  sobre  propiedad  de  !a  citada  casa 
calle  de  San  Ignacio ,  á  cuya  entrega  pidió  se  le  condenase  con  las 
mentas  é  intereses;  pretensión  que  fundó  en  la  ejecutoria  referida, 
según  la  cual  era  el  heredero  universal  de  D.  Jorge  Fernandez  de 
Alio,  y  en  que  la  citada  casa  era  una  de  las  que  hablan  quedado  al 
fallecimiento  del  mismo : 

Resultando  que  D.  José  Luis  de  Meireles  impugnó  la  demanda,  opo- 
niendo la  excepción  de  prescripción,  toda  vez  que  habla  adquirido  la 
casa  por  compra  á  los  herederos  de  D.  Jorge  Fernandez  de  Alio  en 
tina  época  en  que  estaban  reconocidos  como  legítimos  dueños  de  ella, 
teniendo  por  tanto  á  su  favor  un  título  hábil,  habiéndola  poseído  con 
baena  fé  y  por  tiempo  de  más  de  veinte  años,  además  de  que  la  eje- 
cutoría significaba  que  Echarri  debía. entrar  en  el  goce  de  los  bienes 
de  D.  Jorge  Fernandez,  que  existían  en  poder  de  los  que  en  un  tiempo 
se  hablan  denominado  sus  herederos: 

'  Resultando  que  el  demandante  impugnó  al  replicar  la  excepción  de 
prescripción,  sosteniendo  que  no  podía  aprovechar  al  demandado  por 
iiallarse  pendiente  de  litigio  la  herencia  de  D.  Jorge  Fernandez  cuando 
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se  había  verificado  la  venta,  y  después  sub  judice,  hasta  qae  hzbl» 
causado  ejecutoria  la  sentencia  que  la  había  declarado  de  la  perte- 
nencia de  Echarri ;  y  que  los  Alio  habían  obtenido  la  declaración  de- 
herederos abintestato  de  D.  Jorge  á  merced  de  documentos  falsos  y  de^ 
contratos  celebrados  á  la  sombra  de  ocultaciones  de  la  verdad »  que 
se  habían  esclarecido  completamente  en  el  pleito,  cuya  ejecutoria  se- 
estaba  cumpliendo ,  no  teniendo  por  consiguiente  título  para  transfe- 
rir el  dominio : 

Resultando  que  por  vía  de  prueba  se  puso  testimonio  de  los  docu- 
mentos y  particulares  de  los  pleitos  anteriores  que  se  han  referido; 
consignándose  además,  que  en  los  autos  de  intestado  de  D.  Jorge  Fer- 
nandez de  Alio,  no  constaba  que  personalmente  ó  por  medio  de  ios 
periódicos  se  notificara  á  los  terceros  poseedores  de  los  bienes  de 
aquel,  que  se  disputaba  á  D.  Marcelino  de  Alio  y  consortes  el  carác- 
ter de  tales  herederos,  ó  que  hiciera  notoria  la  existencia  de  un  pleito 
con  este  objeto : 

Resultando  que  el  Alcalde  Mayor  dictó  sentencia,  y  que  la  Sala  pri- 
mera de  la  Audiencia  de  la  Habana  la  revocó  en  25  de  Agosto  de  1866, 
condenando  á  Meireles  á  entregar  á  Echarri  la  citada  casa  de  la  calle 
de  San  Ignacio,  objeto  de  la  demanda,  con  los  frutos  y  rentas  pro- 
ducidos y  debidos  producir  desde  la  celebración  del  acto  de  concilia- 
ción que  había  precedido  á  este  pleito;  debiéndose  reintegrar  del  va- 
lor de  las  mejoras  útiles  y  necesarias,  si  las  hubiese  efectuado  y  re- 
servándole su  derecho  sí  le  hubiese  contra  los  vendedores,  con  arreglo 
á  las  leyes : 

Resultando  que  D.  José  Luis  Meireles  interpuso  recurso  de  casación» 
citando  como  infringidos : 

Primero.  Al  declarar  válida  en  perjuicio  del  recurrente  la  ejecuto- 
ria del  pleito  de  Echarri  con  Alio,  en  el  cual  no  había  sido  parte  y 
no  podía  por  tanto  estar  sujeto  á  sus  consecuencias,  la  ley  20,  tít.  Ú 
de  la  Partida  3/ 

Segundo.  La  misma  ejecutoria  al  admitir  contra  Meireles  la  demanda 
establecida  por  Echarri,  porque  aquella  sólo  le  concedía  el  derecho 
de  reconvenir  á  D.  Marcelino  Alio  y  consortes  por  la  devolución  de 
los  bienes  correspondientes  á  D.  Jorge  Fernandez. 

Tercero.  La  ley  5.%  tít.  14,  Partida  6.',  que  declara,  que  si  contra 
el  tenedor  de  una  herencia  se  dictase  sentencia  para  que  la  devuelva» 
debe  devolverla :  que  si  ya  hubiese  enajenado  alguna  cosa  de  la  he- 
rencia, entonces  si  la  enajenó  con  buena  fé,  debe  comprarla  por  el 
mismo  precio  que  recibió;  y  sí  la  vendió  con  mala  fé  está  obligado  A 
devolver  la  misma  cosa  que  vendió ,  sí  la  pudiese  haber  en  algmit 
manera,  y  si  no  la  pudiese  haber  debía  dar  por  ella,  tanto  coanto 
más  pudiese  valer  á  aquel  que  venció  la  herencia  por  Juicio ,  ley  qn^ 
si  no  se  aplicaba  al  presente  caso ,  en  ninguno  pedia  tener  aplict-^ 
<^ion. 
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Cuarto.  Las  reglas  del  tít.  34  de  la  Partida  7.%  18.*  que  dice:  «que 
la  colpa  del  uno  non  debe  empecer  á  otro  que  non  haya  parte;»  la  22 
qne  determina,  que  el  que  recibe  dafio  por  su  culpa  así  mismo  debe 
culparse  por  ello,  y  la  25  que  declara  que  el  que  se  deja  enga- 
fiar  entendiéndolo,  no  se  puede  querellar  como  engañado,  porque 
en  la  escritura  de  1841,  aparecía  comprobado  que  D.  Joaquín  López 
y  su  consorte  estaban  enterados  de  que  D.  Marcelino  de  Alio  y  üer- 
manos,  no  sólo  se  hallaban  en  posesión  de  los  bienes  de  la  herencia, 
sino  que  los  iban  enajenando  parcialmente ,  y  que  sin  embargo  de 
ello  la  Lopei:  y  Echarri ,  lejos  de  presentar  inconvenientes  á  tales 
enajenaciones ,  hablan  entrado  en  convenio  con  los  Alio  y  cedídoles 
8QS  derechos  á  la  herencia. 

Quinto.  Las  leyes  18  y  19,  tít.  29,  Partida  3.%  la  primera  de  las  que 
sefiala  para  la  prescripción  de  cosas  raíces  diez  años  entre  presentes 
y  veinte  entre  ausentes ;  pues  si  bien  la  segunda  decia  que  si  el  que 
enajenaba  la  cosa  sabia  que  no  tenia  derecho  á  hacerlo,  el  que  la  re- 
cibía no  la  podia  ganar  por  menor  tiempo  de  treinta  años,  exceptuaba 
el  caso  dé  que  el  señor  de  la  cosa  que  tenia  derecho  en  ella  supiese 
qne  se  enajenaba  y  no  la  demandase  desde  el  dia  que  lo  supiese  hasta 
diez  años,  estando  en  la  tierra  y  hasta  veinte  estando  en  otra  parte, 
entonces  la  ganarla  por  uno  de  estos  dos  tiempos;  y  desde  el  22  de 
Junio  de  1839,  en  que  según  la  escritura  del  folio  208  habia  adquirido 
la  casa  Meireles,  hasta  12  de  Octubre  de  1860,  en  que  se  habia  in- 
tentado el  acto  de  conciliación  hablan  trascurrido  más  de  veinte  años; 
y  ya  se  atendiera  á  que  Echarri  hallándose  en  aquella  ciudad  en  5  de 
Ifarzo  de  1847,  habia  establecido  su  demanda  contra  D.  Marcelino  de 
Alio  y  consortes ,  ya  se  atendiera  al  tiempo  trascurrido  desde  la  com- 
pra de  la  casa  por  Meireles  hasta  la  fecha  en  que  se  le  habia  recon- 
venido en  acto  de  ppz,  siempre  obraría  en  su  favor  la  prescripción  de 
di6z  años,  si  se  consideraba  presente  á  Echarri,  como  lo  habia  es- 
tado, 6  bien  la  de  veinte  si  se  le  consideraba  ausente. 

Sexto.  La  ley  29,  Partida  3.*,  que  designa  solamente  cuatro  medios 
para  interrumpir  la  prescripción,  ninguno  de  los  cuales  era  el  impe- 
dimento que  habia  tenido  Echarri  para  reclamar  la  casa  que  habia 
comprado  Meireles;  siendo  de  advertir  que  no  se  trataba  de  saber  si 
babia  prescrito  ó  no  la  acción  de  Echarri,  sino  de  averiguar  si  Meire- 
les habia  adquirido  por  prescripción  el  dominio  de  la  casa. 

T  sétimo.  La  ley  44 ,  tít.  28,  Partida  3.*,  por  cuanto  reconociendo 
la  buena  fé  con  que  habia  habido  y  poseído  Meireles  la  casa,  no  se  le 
declaraban  todos  los  derechos  para  ser  indemnizados  de  las  mejoras 
TOluntarias  además  de  las  útiles  y  necesarias. 

Thto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Cáceres. 
Considerando  que  no  habiéndose  discutido  en  el  pleito  sobre  la 
^ecQ  toria  que  declaró  á  D.  Antonio  Echarri  heredero  legítimo  de  Don 
Jtorg  e  Fernandez,  ni  habiéndose  puesto  en  duda  su  personalidad,  no 
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puede  invocarse  útilmente  la  ley  20,  art.  22.  Partida  8/,  como  la  tace 
el  rocnrrente  en  los  dos  primeros  motivos  de  casación: 

Considerando  que  la  ley  5/,  tít.  14,  Partida  6/,  habla  dei  tenedor  de 
las  cosas  de  la  herencia,  como  non  debe,  en  en  yo  caso  no  se  encoentra  Don 
José  Luis  de  Meireles,  puesto  que  compró  la  casa  en  cuestión  al  sapoes- 
to  heredero  del  difunto  Fernandez  Alio,  y  por  tanto  no  tiene  aplicack» 
en  este  pleito: 

Considerando  que  las  reglas  del  derecho  que  se  citan  como  cuarto 
fundamento  de  casación,  si  no  deben  perjudicará  Meireles  que  compró 
voluntariamente  la  finca  á  quien  ha  resultado  que  no  era  el  daello; 
mucho  menos  deben  perjudicar  á  D.  Antonio  Echarri,  que  no  inter- 
vino en  el  contrato  de  la  venta ,  ni  trae  causa  de  los  vendedores  á 
Meireles,  por  lo  cual  la  ejecutoria  no  infringe  aquellas  reglas  del 
derecho: 

Considerando  que  el  recurrente  adquirió  la  casa  de  quienes  na 
tenían  derecho  para  enajenarla,  y  en  tal  caso  sólo  podia  aprovecharse 
de  la  prescripción  por  treinta  años,  que  no  han  pasado  desde  ISSf  en 
que  entró  en  posesión  hasta  1860  en  que  fué  reconvenido  judicial- 
mente por  el  verdadero  dueño,  y  por  todo  lo  cual  la  sentencia  no  ba 
quebrantado  las  leyes  18  y  19,  tít.  29  de  la^ Partida  3.',  que  sólo  podían 
tener  aplicación  respecto  á  la  prescripción  común  de  diez  ó  veíiite 
años: 

Considerando  que  por  las  mismas  razones  es  inoportuna  la  otra 
cita  de  la  ley  29,  tít.  29,  Partida  3.': 

T  considerando  que  habiendo  apreciado  la  Sala  sentenciadora  qae 
D.  José  Luis  Meireles  ba  poseído  la  casa  con  buena  fé,  ó  lo  qae  es  lo 
mismo,  que  no  ha  tenido  mala  fé,  procedía  efectivamente  que  se  le 
abonasen,  no  sólo  las  mejoras  necesarias  y  útiles  que  haya  hecho  ña 
la  finca,  sino  también  las  mejoras  voluntarias  en  la  forma  qae  deter- 
mina la  ley  4i,  tít.  28.  Partida  3/,  en  cuyo  extremo  ha  infringido  la 
ejecutoria  dicha  ley; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Luis  Meireles  en  cuanta. 
la  ejecutoria  le  condena  á  entregar  á  D.  Antonio  Echarri  la  casa  da 
la  calle  de  San  Ignacio,  núm.  37,  en  la  Habana,  con  los  frutos  pro- 
ducidos y  debidos  producir  desde  la  celebración  del  acto  conciliatorio 
que  precedió  á  este  pleito;  debiéndose  reintegrar  Meireles  del  valor 
de  las  mejoras  útiles  y  necesarias  que  hubiese  efectuado  en  la  casa; 
y  la  casamos  y  anulamos,  sólo  en  cuanto  la  sentencia  omite  el  abono  ' 
legal  de  las  mejoras  voluntarias  que  también  pudiera  haber  hecho  IM* 
relés  en  la  finca;  y  mandamos  que  se  devuelva  al  recurrente  el  á&fé^  - 
sito  que  ha  constituido,  y  que  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el  art.  MI  '^ 
de  la  Beal  cédula  de  30  de  Enero  de  1855  se  traigan  de  nuevo  loo  aoM  ?" 
á  la  vista  para  fallar  sobre  el  extremo  mencionado,  conformo  t  Mt  ^ 
méritos  del  proceso.  r**  * 
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Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  €íaeeta  6  in* 
seriará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece» 
sarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma mos;=r Juan  González  Ace- 
vedo.=José  M.  Cáceres.  =  Laureano  de  Arrieta.  =  Francisco  María  de 
Castilla.=Joaquin  Jaumar.=José  Fermín  de  Muro.=  Bf:»niio  de  Posada 
Herrera. 

Publicación  : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  María  Gáceres,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo» estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma  el  día 
de  boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  2  de  Diciembre  de  1870.=Gre^orio  Camilo  García. 


NüM.  88 


CASACIÓN. 


Entregü  db  seis  acciones  de  carreteras  é  indemnización  de  per- 
juicios.— Sentencia  de  5  de  Diciembre,  declarando  no  haber  lu- 
gar al  recurso  de  casación  interpuesto  por  I).  Juan  Ruiz  González 
conlrd  la  pronuuciada  por  la  !Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  este 
distrito. 

Kn  sus  CONSIDERANDOS  SB  establpco: 

Que  fti  la  ley  8.*,  tit.  22,  Partida  3.*  ni  el  buen  sentido  per- 
miten que  se  condene  en  costas  al  demandado  cuando  se  le  absuelve 
de  la  demanda. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  3  de  Diciembre  de  1870,  eo  lo§  autos  se- 
gaidos  en  el  Tribunal  de  Comercio,  y  por  su  supresión  en  el  Juzgado 
de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Universidad  de  esta  capital ,  y 
en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  misma  por  D.  Juan  Ruiz 
Croiizalez  con  D.  Esteban  Bayo,  sobre  entrega  de  sííís  accionas  de  car- 
reteras é  indemnización  de  perjuicios ;  autos  que  penden  ante  Nos  en 
virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  demandante  contra 
la  sentencia  que  en  15  de  Enero  último  dictó  la  referida  Sila  : 

Resultando  que  con  fecha  21  de  Agosto  de  1865  el  Agente  de  cato- 
bies  D.  Esteban  Bayo  autorizó  una  póliza  del  tenor  siguiente  «Colegie 
de  Agentes  de  cambios  y  Bolsa.=sAi  contado.  Reales  vallou  21.000  en 
seis  acciones  de  1.*  Abril  de  á  4.000  reales,  al  cambio  de  81  por  100» 
i  por  100  de  interés  y  amortización  de  valor  cupón  corriente;  liqui- 
de reales  vellón  20.160 ;  más  por  los  gastos  de  la  negociación  por  veata 


380  TRIBU19AL  SUPREMO. 

f4:  rs.  vn.  80.184:  numeración  6,  5.491  ai  95  y  11.860.Bolsa  de  Madrid 
del  21  de  Agosto  de  1865.=E1  Agente  de  cambios,  Esiéban  Bayo.»  Hay 
un  sello  de  giro  de  10  céntimos.=A  cobrar  con  los  efectos,  previo  m 
reconocimiento,  de  D.  Juan  Ruiz  y  González:  Abada,  núm.  3,  principal 
derecha» 

Resultando  que  las  acciones  á  que  se  reGere  dicha  póliza  hablan 
sido  entregadas  por  D.  Julián  Domenech  en  calidad  de  depósito  y  con 
obligación  de  devolverlas  á  D.  Mariano  Zaneti,  el  que,  como  queda 
indicado,  las  vendió  á  D.  Juan  Ruiz  González  por  medio  del  Agente 
D.  Esteban  Bayo,  sin  que  la  operación  se  publicase  en  la  Bolsa  :  que 
denunciada  la  estafa  por  Domenech  y  seguida  la  causa  por  sus  trámi- 
tes, en  la  que  fueron  citados  por  la  responsabilidad  civil  D.  Esteban 
Bayo  y  D.  Juan  Ruiz  González,  pronunció  sentencia  la  Sala  tercera  de 
la  Audiencia  en  2  de  Octubre  de  1867,  condenando  en  rebeldía  á  Don 
Mariano  Zaneti,  como  autor  del  delito  de  estafa  en  cantidad  que  ex- 
cede de  500  duros,  á  cinco  años  y  cinco  meses  de  prisión  menor,  sus- 
pensión de  todo  cargo  y  derecho  político  durante  el  tiempo  de  sa 
condena,  restitución  á  D.  Juan  Ruiz  González  de  los  20.160  rs.  que  del 
mismo  percibió  por  las  acciones  de  carreteras  que  le  vendió,  supo- 
niéndose dueño  ;  á  indemnizar,  tanto  á  González  como  á  D.  Julián  Do- 
menech ,  de  los  perjuicios  que  por  razón  del  delito  se  les  hubiesen 
Irrogado ,  y  en  todas  las  costas  y  gastos  del  juicio,  excepto  las  por  d 
y  para  sí  causadas  por  González  y  Bayo  que  tenían  de  su  cargo*  y 
sin  perjuicio  de  oir  ai  procesado  Zaneti  si  se  presentase  ó  fuera  ha- 
bido: que  se  restituyesen  á  Domenech  las  acciones  de  carreteras  de- 
positadas ,  con  los  intereses  que  hubiesen  devengado  desde  su  venta; 
reservándose  á  Ruiz  González  el  derecho  de  que  se  creyese  asistido  para 
dirigir  contra  D.  Esteban  Bayo  las  acciones  que  estimase  procedentes: 

Resultando  que  en  16  de  Noviembre  del  mismo  año  1867,  y  en 
cumplimiento  de  dicha  sentencia,  se  entregaron  á  D.  Julián  Domeneh 
las  seis  accciones  de  carreteras  detenidas  y  depositadas  en  la  Gajage- 
nerai  de  Depósitos,  como  también  1.440  rs.  por  ios  intereses  corres- 
pondientes al  expresado  año ,  y  el  dia  20  del  propio  mes  recibir  i 
Domenech  igual  cantidad  por  los  intereses  de  1866  que  pagó  D.  Joai 
Ruiz  González: 

Resultando  que  éste  en  17  de  Febrero  de  1868  interpuso  en  el  TH* 
bunal  de  Comercio  demanda  para  que  se  condenase  al  Agente  de  C(h 
mercio  y  Bolsa  de  esta  plaza  D.  Esteban  Bayo  á  que,  en  conformidid 
á  lo  acordado  en  la  referida  sentencia  y  en  virtud  del  derecho  qoeei 
la  misma  se  reservó  al  demandante,  le  entregase  seis  acciones  deél^ 
reteras  de  1.*  de  Abril  de  1850,  de  4.000  rs.  cada  una,  en  eqalvaleiidi  ^ 
de  las  seis  que  por  su  mediación  adquirió  en  21  de  Agosto  de  IW } 
se  hablan  mandado  entregar  á  D.  Julián  Domenech  por  culpa  del  di* 
mandado  en  el  cumplimiento  de  su  deber  de  Agente  de  cambio,  cJónMÜ 
el  importe  de  las  anualidades  vencidas  y  no  percibidas ,  ó  en  otro  CMk 
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si  no  quisiera,  en  lo  que  valieran  las  referidas  seis  acciones  con  sas 
mencionadas  anualidades  el  dia  que  hiciere  ia  entrega  de  las  mismas» 
y  como  indemnización  de  perjuicios,  además,  enlodo  casóla  diferen- 
cia de  amortización  si  alguna  de  las  acciones  indicadas  la  hubiese  to- 
cado la  suerte  el  dia  de  la  entrega,  con  todas  las  costas  y  gastos  que 
le  habia  causado  la  defensa  del  dominio  de  las  referidas  acciones  y 
cuanto  había  satisfecho  por  tal  motivo ,  imponiéndole  por  último  las 
costas  que  se  produjesen  en  este  pleito  por  su  temeridad  en  negarse  á 
cumplir  obligación  t^n  legal ;  para  ello  expuso  que  en  21  de  Agosto 
de  1865  adquirió  por  el  Agente  de  Bolsa  D.  Esteban  Bayo  seis  accio- 
nes de  carreteras  de  1.'  de  Abril  de  1850  ,  de  4.000  rs.  cada  una  ,  al 
cambio  de  84  por  100  después  de  concertado  el  contrato  sin  nombrar 
al  vendedor,  como  es  costumbre ;  diciéndole  aquel  que  un  sujeto  des- 
conocido para  él  y  que  se  hallaba  presente,  llamado  D.  Mariano  Zaneti 
era  á  quien  tenia  que  entregar  su  importe,  como  así  tuvo  lugar,  dando 
ai  demandante  como  título  de  su  adquisición  la  correspondiente  pó- 
liza :  que  posteriormente  se  formó  causa  acerca  de  ia  procedencia  de 
las  acciones,  aspirando  el  acusador  privado  de  que  como  á  primitivo 
dueño  dfí  ellas  se  le  devolvieran  en  concepto  de  cosa  robada,  y  el  Don 
Juan  Ruiz  González  quiso  hacer  valer  el  derecho  de  reivindicación 
que  otorga  el  art.  1.*  de  la  ley  de  30  de  Marzo  de  1863:  que  seguida 
la  causa,  se  dictó  sentencia  en  los  términos  que  aparecían  de  la  cer- 
tificación que  acompañaba:  que  si,  como  en  ella  se  decia,  D.  Esteban 
Bayo  hubiese  llenado  las  obligaciones  que  las  leyes  previenen  al  in- 
tervenir en  la  venta  de  las  acciones,  principalmente  el  art.  31  del  de- 
creto de  8  de  Fr^brero  de  1854  ,  haciendo  que  en  la  misma  Bolsa  se 
hubiera  publicado  la  operación  por  medio  del  anunciador,  ni  Bayo  ni 
el  demandante  tendrían   ninguna  responsabilidad :  que  refluyendo  la 
falta  cometida  por  Bayo  al  hacer  la  enajenación  sobre  el  comprador 
Ruiz  González,  que  por  ello  no  pudo  invocar  los  beneficios  que  otorga 
á  los  compradores  que  cumplen  con  las  formalidades  legales  el  ar- 
tículo l.'de  la  citada  ley  de  30  de  Marzo  de  1863 ,  era  incuestionable 
qne  todos  los  daños  y  perjuicios  ocasionados  al  comprador  Riiiz  Gon- 
zález, tenia  que  abonarlos  el  Agente  Bayo,  causante  de  ellos,  como 
vendedor  ó  como  intermediario,  con  arreglo  á  las  leyes  19  y  15,  Par- 
tida 7.*,  y  las  3.',  5.'  y  6/.  tít.  32,  Partida  5.': 

Resultando  que  D.  Esteban  Bayo  contestó  la  demanda,  pretendiendo 
se  le  absolviera  de  ella,  con  imposición  de  perpetuo  silencio  y  costas 
al  actor,  y  al  efecto  excepcionó  que  en  la  negociación  de  las  acciones 
sólo  intervino  como  agente,  proponiendo  la  venta  de  que  le  encargara 
Zaneti,  el  que  la  hizo  directamente  á  Ruiz  González,  entregándole  las 
acciones  y  recibiendo  de  éste  el  precio:  que  terminado  el  asunto,  con- 
cluyó el  carácter  de  mediador  por  parte  de  Bayo,  comenzando  el  de 
oficial  público  con  la  extensión  del  contrato  en  sus  libros  y  entrega 
de  la  póliza:  que  no  pudo  Bayo  ser  el  vendedor,  porque  por  el  ar- 
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tículo  99  del  COdigo  de  Comercio  está  prohibido  á  los  Agentes  de  cam- 
bio y  Bolsa  bacer  operación  alguna  por  cuenta  propia,  ni  tomar  parte, 
acción  ni  interés  en  ella:  que  no  podia  exigirse  á  Bayo  responsabili- 
dad alguna  como  ag  >nte  intermediario  de  la  venta ,  pues  si  bien  el 
único  motivo  para  declarar  la  sentencia  reinvidicabies  las  acciones 
habia  sido  la  omisión  ó  falta  de  publicación  de  la  venta  por  medio 
del  anunciador,  esa  omisión  se  hizo  coa  el  consentimiento  y  beneplá- 
cito de  Ruiz  González,  muy  versado  en  los  negocios  mercantiles  y  de 
Bolsa,  y  que  como  Bayo  creia,  atendida  la  práctica  constante,  que  las 
trasmisiones  de  picos  no  estaban  comprendidas  en  la  prescripción  del 
artículo  31  del  decreto  orgánico  de  la  Bolsa:  que  por  consecuencia, 
la  causa  de  Ja  reivindícabilidad  de  las  acciones  era   imposible  al 
comprador,  que  bajo  un  equivocado  concepto  creyó  adquiridas  con 
todas  las  solemnidades  legales,  y  el  Agente  Bayo  no  era  responsairie 
de  perjuicios  : 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  y  practicadas 
las  pruebas  que  las  partes  propusieron,  dictó  sentencia  el  Juez  de  pri- 
mera instancia,  absolviendo  de  la  demanda  á  D.  Esteban  Bayo,  resm^ 
-vando  á  D.  Juan  Ruiz  González  su  derecho,  que  podría  utilizarlo  con- 
tra aquel  después  que  acreditase  bdb^r  apurado  los  recursos  legales 
^Tñ  hacer  eff'ctivas  de  D.  Mariano  Z.ineti  las  responsabilidades,  á 
cuyo  pago  fué  directa  y  expresamente  condenado,  sin  hacer  especial 
condenación  de  costas : 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  interpuso  Ruiz  Gonzá- 
lez, á  la  que  se  adhirió  Bayo,  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  por 
sentencia  de  15  de  Enero  último,  absolvió  á  D.  Esteban  Bayo  de  la 
demanda  contra  él  deducida  por  D.  Juan  Ruiz  González,  sin  bacer 
especial  condenación  de  costas;  y  en  lo  que  fuese  conforme  con  esta 
sentencia  la  apelada  la  confírmó,  revocándola  en  lo  que  no  lo  fuera: 
Result'^ndo  que  contra  este  fallo  interpuso  recurso  de  casación  Don 
Joan  Ruiz  González  por  conceptuar  infringidas: 

1/  La  doctrina  Ifgal  admitida  por  los  Tribunales  de  que  «las  sen- 
tencias dr'ben  atenerse  á  los  méritos  de  los  autos;»  en  cuanto  si  bien 
á  la  demanda  de  Ruiz  Gonzal^^z  sólo  acompañó  el  testimonio  de«la 
sentencia  d^  2  de  Octubre  de  1867  de  la  causa  criminal  de  estafa,  se 
refirió  y  alegó  también  como  fundamento  de  su  derecho  lo  consigna-* 
do  en  la  póliza  de  que  se  prescinde  en  la  sentencia  de  vista  para  ab- 
solver al  demandado,  cuando  se  dice  que  el  fundamento  de  la  da- 
manda  es  la  sentencia  referida. 

S.*  El  art.  16  de  la  ley  de  Bolsa  de  8  de  Febrero  de  1854,  con  iV 
concordantes  3/  y  prohibición  3/  del  49,  cuyas  disposiciones  dan  ti 
Agente  que  interviene  en  las  operaciones  de  venta  de  efectos  públioM 
el  carácter  de  verdadero  y  único  vendedor  para  el  comprador,  coa  ll 
prohibición  de  manifestar  el  nombre  de  su  comitente.  >' 

3/   £1  art.  118  del  Código  de  Comercio,  que  autoriza  al  conúdí** 
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nista  con  cayo  carácter  gestiona  en  el  primer  período  de  la  conven- 
ción el  Agente  de  cambio  á  contratar  en  nombre  propio,  obligándose 
para  con  el  comprador,  diciendo  la  sentencia  que  Bayo  no  es  vende- 
dor, y  como  tal  nada  debe. 

4.*  La  ley  del  contrato,  consignada  en  la  póliza  obrante  en  autos, 
en  la  que  no  aparece  otro  v<^ndedor  en  conformidad  con  las  disposi- 
ciones citadas  que  el  Agente  D.  Esteban  Bayo,  y  como  tal  obligado  á 
la  eviccion  y  saneamiento  de  la  cosa  vendida. 

5.*  El  art.  380  del  Código  de  Comercio,  y  la  ley  32.  título  5.%  Par- 
tida 5.',  en  cuanto  no  se  otorga  la  eviccion  y  saneamiento  con  |a  en- 
trega de  la  cosa  é  indemnización  de  daños  y  perjuicios,  toda  vez  que 
sin  culpa  del  comprador  ba  sido  desposeído  éste  de  la  cosa  compra- 
da, y  en  conformidad  con  esas  disposiciones  no  se  hace  que  le  sea 
cierta  y  libre  é  quita  de  todo  embargo. 

6.*  La  doctrina  legal  admitida  por  los  Tribunales  de  que  «todo  el 
qae  comete  una  culpa  debe  responder  del  daño  que  por  ella  se  siga  á 
otro,»  que  es  lo  que  se  llama  prestar  la  culpa:  que  en  los  contratos 
hechos  en  utilidad  de  ambos  contrayentes,  como  la  venta,  es  la  leve, 
y  absolviendo  á  D.  Esteban  Bayo,  que  según  la  sentencia  ejecutoria 
fiEiltó  en  no  publicar  la  operación,  dando  lugar  con  ello  á  no  poder 
aplicar  á  Ruiz  González  el  beneficio  del  art.  1.*  de  la  iey  de  SO"  de 
Marzo  de  1861,  se  hace  que  habiendo  cometido  esa  culpa  no  responde 
del  daño  causado,  contraviniendo  además  al  principio  de  derecho  de 
que  «quien  da  ocasión  de  veng)  un  daño,  se  entiende  que  lo  hace.» 

Y  7.»  La  ley  8.',  ilt.  22,  Partida  3.',  pues  careciendo  de  razón  dere- 
cha el  demandado  para  defenderse  de  la  reclamación  dtí  Ruiz  Gon- 
zález, no  se  le  imponen  las  costas. 

Vistos»  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Jaumar  de  la 
Carrera. 

Considenndo  que  D.  Ju^n  Ruiz  González  pidió  textualmente  en  su 
escrito  de  demanda  de  17  de  Febrero  de  1868,  que  en  conformidad  ó 
como  consecuencia  de  lo  acordado  en  la  sentencia  ejecutoria  ae  2  de  Oc- 
tabre  de  1867,  se  condenase  á  0.  Esteban  Bayo  á  que  le  entregase  el 
importe  de  las  seis  acciones  en  cuestión ;  y  que  por  lo  tanto  la  Sila, 
al  consignarlo  así  después  de  aceptar  todos  los  resultandos  del  fallo 
de  primera  instancia,  se  ha  atenido  á  los  méritos  de  los  autos;  y  por  lo 
mismo  no  ha  infringido  la  doctrina  que  se  cita  como  primer  motivo 
de  casación  : 

Considerando  que  al  absolver  al  referido  Bayo  de  dicha  demanda 
tampoco  ha  infringido  los  artículos  46  y  49  de  la  ley  de  Bolsa  de  8 
de  Febrero  de  185i,  por  ser  inaplicables  al  presente  caso,  en  razón 
de  que  el  mismo  demandante  en  su  citado  escrito  reconoció  haberle 
dicho  Bayo  que  nn  sujeto  desconocido  para  él  en  aquel  momento,  que  se 
hallaba  presente  y  se  llamaba  D.  Mariano  Zaneti  Uijano ,  era  á  quien  te- 
nia que  entregar  el  importe  de  las  acciones ,  como  asi  tuvo  lugar ;  lo 
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que  demuestra  que  el  demandante  compró  dichas  acciones  á  Zaneti,  y 
no  á  Bayo,  como  se  consignó  ya  en  ia  ejecutoria  recaída  en  la  caasa 
y  se  ha  repetido  en  ia  sentencia  cuya  casación  se  pretende : 

Considerando  que  por  ia  misma  razón  de  no  haber  sido  Bayo  el 
vendedor  de  las  acciones,  son  igualmente  inaplicables  los  artícalos 
118  y  380  del  Código  de  Comercio  y  la  ley  32,  titulo  5.%  Partida  5/;  y 
que  aun  suponiendo  que  Bayo  hubiese  mediado  en  la  negociacioa 
como  mandatario  ó  comisionista  de  Zaneti,  éste  seria  el  obligado  á 
restituir  á  González  los  20.160  rs.  que  recibió  del  mismo  por  las  accio- 
nes que  le  vendió,  como  se  i^  condenó  ya  ejecutoriamente  en  la  men- 
cionada sentencia  de  2  de  Octubre  de  1867: 

Considerando  que,  si  bien,  por  regla  general,  el  que  comete  una 
culpa  debe  responder  del  daño  que  por  día  se  siga  á  otro ,  esta  doctrina 
no  puede  tener  aplicación  á  este  caso,  porque  si  de  la  omisión  de  la 
publicación  en  la  Bolsa  de  la  venta  de  que  se  trata  pudiera  resaltar 
alguna  responsabilidad,  también  alcanzarla  al  demandante  que  la 
consintió  y  no  exigió  dicha  publicación  á  pesar  de  constarle  que  do 
se  habia  practicado  : 

Considerando  que  no  ha  podido  ser  infringida  la  llamada  ley  del 
contrato,  por  no  poder  legalmente  calificarse  de  tal  la  nota  de  SI  de 
Agosto  de  1865,  porque  nada  en  ella  se  estipuló ,  siendo  una  simple 
cuenta  de  ia  cantidad  que  Ruiz  González  entregó  á  Zaneti  en  el  acto 
de  recibir  del  mismo  las  seis  acciones  de  que  se  trata : 

T  considerando,  por  último,  que  ni  la  ley  8/,  titulo  22,  Partida  %.\ 
ni  el  buen  sentido  permiten  que  se  condene  en  costas  al  demandado 
cuando  se  le  absuelve  de  la  demanda,  y  que  por  lo  mismo  es  eviden- 
te que  la  Sala  sentenciadora  al  dejar  de  imponerlas  á  Bayo  no  ha  io- 
fringido  dicha  ley ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Ruiz  González,  á  qoiea 
condenamos  en  las  costas ;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  da 
esta  capital  con  la  correspondiente  certificación. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaeeia  ie 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  ai  efedo  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.=JaaA 
González  Acevedo.=Wosé  M.  Cáceres.=aLaureano  de  Arrieta.ssFraoeis- 
co  María  de  Castilla.=Joaquin  Jaumar.=José  Fermin  de  Muro.3=Beai* 
to  de  Posada  Herrera. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ezcmo*  Sr.. 
Joaquin  Jaumar  de  ia  Carrera,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo» 
tando  celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo  el  dii; 
de  hoy ,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Sapino. 
ino  Tribunal. 

Madrid  3  de  Diciembre  de  1870.=Dionisio  Antonio  de  Paga.       q 
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CASACIÓN. 


1?AG0  DE  GiBRTA  CANTIDAD. — SeoteDcia  de  3  de  Diciembre ,  decla- 
rando que  DO  ha  debido  admitirse  y  en  su  consecuencia  que  no 
há  lugar  á  decidir  el  recurso  de  casación  iolerpuesto  por  Do&a 
Mercedes  Fernandez  contra  la  que,  decidiendo  la  competencia 
^suscitada,  dictó  en  1^  de  Diciembre  de  i869  la  Sala  segunda 
de  la  Audiencia  de  la  Coruña,  en  pleito  con  D.  Manuel  Fernandez. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  eslablece: 

Que  contra  las  sentencias  de  los  Tribunales  superiores,  que  re- 
caen sobre  cuestiones  de  competencia,  no  se  da  recurso  de  casación 
fundado  en  el  art.  1,012  de  la  Leif  de  Enjuiciamiento,  civil  según 
•  repetidamente  tiene  declarado  el  Tribunal  Supremo. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  3  de  Dicieoxbre  de  1870,  en  los  autos  de 
competencia  promovida  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Noya  al 
de  igual  clase  de  la  ciudad  de  Santiago,  sobre  conocitniento  de  la  de 
manda  ejecutiva,  deducida  por  D.  M  tnuel  Fernandez  Cabezudo  contra 
Doña  Mercedes  Fernandez  y  Fernandez  y  consortes,  sobre  pago  de  cierta 
•cantidad,  autos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación 
interpuesto  por  la  demandada  contra  la  sentencia  que,  decidiendo  la 
•competencia,  dictó  en  1.*  de  Diciembre  de  1869  la  Sala  segunda  de  la 
^Aadiencfa  de  la  Goruña: 

Resultando  que  D.  Manuel  Fernandez  Cabezudo  entabló  en  23  de 
jLgosto  de  1869  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Santiago  de- 
manda ejecutiva  contra  sus  hermanas  Doña  Petra,  Doña  Mercedes, 
Doña  Teresa  y  Doña  Enriqueta  Fernandez  para  el  pago  de  63.600  reales 
'que  se  hablan  obligado  á  satisfacerle  en  el  término  de  un  año,  en 
escritura  otorgada  en  aquella  ciudad  en  21  de  Noviembre  de  1867;  y 
que  despachada  la  ejecución  y  requeridas  al  pago ,  para  lo  cual  se 
libró  exhorto  al  Juez  de  primera  instancia  de  Noya,  por  éste,  á  ins- 
tancia de  Doña  Mercedes  Fernandez,  se  requirió  de  inhibición  al  de 
:Santiago,  sosteniendo  que  le  competía  el  conociihiento  de  la  demanda, 
porque  siendo  la  acción  ejecutiva  mixta  de  real  y  personal,  debia  ejer- 
citarse en  el  domicilio  de  los  demandados :  - 

Resultando  que  el  Juez  de  Santiago  se  negó  á  la  inhibición,  y  que 
remitidas  unas  y  otras  actuaciones  á  la  Audiencia  de  la  Coruña,  la 
I.  25 
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Sala  segunda  dictó  sentencia  en  1.*  de  Diciembre  de  1869,  decidiendo, 
la  competencia  á  favor  del  referido  Juez  de  primera  instancia  de 
Santingo: 

Re^'ultando  que  Doña  Mercedes  Fernandez  interpuso  recurso  de  ca- 
sación, con  arnglo  al  art.  1.012  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civfU 
citando  como  infringidos  el  art.  5.*  de  la  misma  en  su  párrafo  tercero- 
y  las  decisiones  entre  otras  de  este  Suprpmo  Tribunal  de  9  de  Setiem- 
bre de  1859,  19  de  Mayo  de  1862,  5  de  Marzo,  25  de  Agosto  y  10  de 
Setiembre  de  1863.,  7  de  Marzo  de  1864,  20  de  Mayo  de  1865,  13  de 
Enero  de  1866,  1/  2  y  28  de  Marzo  de  1867.  8  de  Febrero,  1/  de  Abril 
y  18  de  Junio  de  1868;  y  qae  admitido  por  la  Audiencia,  se  han  remi- 
tido los  autos  á  este  Tribunal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Posada  Herrera. 

Considerando  que  contra  las  sentencias  de  los  Tribunales  snperio- 

res»  que  recaen  sobre  cuestiones  de  competencia,  no  se  da  recurso  de 

casación  fundado  en  el  art.  1.012  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civiU 

según  repetidamente  tiene  declarado  este  Supremo  Tribunal: 

T  considerando  que  á  e.^ta  clase  corresponde  el  interpuesto  eo  este 
pleito  por  Doña  Mercedes  Fernandez; 

Pallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  no  ha  debldOv 
admitirse,  y  en  su  consecuenci?i  que  no  há  lugar  á  decidirle;  y  man- 
damos que  se  devuelvan  los  autos  á  la  Audiencia  de  la  Goruña  con  la 
certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  Colección  legiilativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. =sJuan  Gonzaler 
Acevedo.=t:José  M.  Cácere8.=Laureano  de  Arrieta.=:Francisco  María  de 
CHstilla.=Joaquin  Jaumar.s=José  Fermín  de  Muro.s^Benito  de  Posada 
H*»rrera. 
Publicación. 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
B  Tiito  de  Posada  Herrera,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma,  el  dte: 
de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  3  de  Diciembre  de  1870.=:6regorio  Camilo  García. 
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CASACIÓN. 


RsdGISION  DE  ÜN  CONTRATO    T  SUPLEMENTO  BE    LEGÍTIMA. — SentPDCia 

de  5  de  Diciembre ,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  Francisco  Padró  contra  la  que  en  25 
de  Jnnio  de  1869  pronunció  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia 
de  Barcelona,  en  pleito  con  D.  Mariano  Calsina  y  Doña  María 
Padró,  su  esposa. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  establcce: 

Que  no  procede  la  casación  de  la  sentencia  ,  cuando  la  lesión 
rniorminimif  alegada  por  el  recurrente  en  la  demanda ,  se  resuelva 
en  una  cuestión  de  hecho  que  ha  determinado  la  Sala  sentenciadora, 
fin  que  contra  esta  apreciación  se  alegue  In  infracción  de  ley  ó 
doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales, 

En  la  villa  de  Madrid,  á  5  de  Diciembre  de  1870,  en  los  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Manresa  y  en  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  Francisco  Padró  con 
D.  Mariano  Calsina  y  Doña  María  Pd<1ró,  su  esposa,  sobre  rescisión  de 
an  contrato  y  suplemento  de  legítima;  los  cuales  penden  ante  Nos  en 
virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  Padró  contra  la  senten« 
cia  que  dictó  la  referida  Sala  en  23  de  Junio  de  1869: 

Resultando  que  José  Mateo  Padró  otorgó  testamento  en  18  de  Di- 
ciembre de  1854,  bajo  el  cual  falleció  en  24  de  dicho  mes  y  año,  le- 
gando á  su  hijo  Francisco  Padró ,  en  atención  á  los  grandes  benefi- 
cios irecibidos  del  mismo  y  á  haber  trabajado  en  provecho  y  aumento 
de  su  casa,  la  cantidad  de  425  libras  catalanas,  sin  perjuicio  de  las 
MO  libras  que  expresó  haber  legado  en  capitulaciones  matrimoniales, 
cediéndole  además  á  rabana  marta  por  via  de  establecimiento,  una  viña 
úe  cabida  ocho  jornales,  de  pertenencias  de  su  heredad,  bajo  la  pres- 
tación de  la  cuarta  parte  de  frutos;  é  instituyó  heredero  universal  á 
sa  hijo  Isidro  Padró ,  y  éste  premuerto,  á  sus  hyos,  al  que  heredero 
soyo  fuere,  sustituyéndole,  para  el  caso  en  que  no  pudiese  ó  no  qui- 
siera ser  heredero,  muriese  sin  hijos  ó  con  ellos  que  no  llegasen  ft 
la  edad  de  poder  hacer  testamento,  á  su  nieta  María: 

Resultando  que  en  11  de  Marzo  de  1859  Francisco  Padró  otorgó 
aacritura,  confesando  haber  recibido  de  Mariano  Calsina,  esposo  de 
diclia  María  Padró,  la  cantidad  de  425  libras  catalanas  en  pago  de 
toa  legitimas  paterna  y  materna,  suplemento  de  las  mismas,  parte  de 
eaponsalicio  y  demás  qne  pudiese  pretender  en  los  bienes  de  sus  pa- 
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dres  Pedro  Mártir  Padró  y  María  Antonia  Gamfsans,  otorgando  la  opor- 
tuna carta  de  pago  á  favor  de  dichos  sas  sobrinos  Mariano  Galsina  j 
María  Padró,  con  renuncia  de  sus  derechos  legitimarios  paternos  j 
maternos,  y  promesa  de  no  pedir  eosa  alguna  más  por  razón  de  ellos;- 
eservándose  únicamente  los  derechos  de  futura  sucesión  á  los  bienes 
de  sus  padres  si  llegase  el  caso  de  que  le  correspondieran: 

Resultando  que  Francisco  Padró  interpuso  demanda  contra  MariaRO 
Galsina,  como  marido  de  María  Padró,  sobre  que  se  condenase  á  ésta 
á  satisfacerle  por  suplemento  de  le«rftima  paterna,  la  cantidad  de  S.iN 
libras,  ó  aquella  que  resultase  corresponderle,  protestando  abonar  lo 
que  la  demandada  acreditase  haber  satisfecho  á  cuenta,  en  debida  y 
legal  forma,  condenándola  además  á  satisfacer  los  intereses  legales 
desde  la  muerte  del  padre  y  abuelo  respective:  que  negada  la  deman- 
da por  Galsina,  excepcionando  falta  de  acción  en  el  actor,  se  recibió 
el  pleito  á  prueba ;  y  nombrados  peritos  para  la  valoración  de  los 
bienes  quedados  al  fallecimiento  de  D.  Pedro  Mártir  Padró,  el  tercero 
en  discordia  declaró  que  el  total  valor  del  manso  Padró  ascendía  á  la 
cantidad  de  176.743  rs.,  y  el  de  la  viffa  entregada  á  Francisco  Padró 
hacia  veinte  años  á  2.500  rs.:  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites, 
dictó  el  Juez  sentencia,  de  la  que  apelaron  los  demandados;  y  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  por  la  que  pronunció  en  20  de  Abril  de  1M( 
absolvió  á  Doña  María  Padró  de  la  demanda  contra  ella  propuesta  por 
D.  Francisco  Padró,  en  la  forma  que  lo  había  sido,  reservando  al  mis- 
mo demandante  su  derecho  para  que  en  méritos  del  testamento  de  sa 
padre  y  consiguiente  apoca  de  11  de  Marzo  de  1859,  usase  de  él  como 
correspondiese  y  viere  convenirle: 

Resultando  que  en  14  de  Febrero  de  1867  D.  Francisco  Padró,  en 
virtud  de  la  reserva  consignada  en  la  sentencia  de  que  se  ha  hecho 
mérito,  dedujo  la  actual  demanda  para  que  se  declarase  rescindida  la 
escritura  carta  de  pago  de  11  de  Marzo  de  1859,  por  la  lesión  enorme 
que  encierra,  y  se  condenase  á  María  Padró,  como  heredera  de  Pedro 
Mártir  Padró,  á  pagar  al  demandante,  por  vía  de  suplemento  de  dere- 
chos legitimarios  la  cantidad  de  6.669  rs.  35  céntimos  que  la  restaba 
percibir  para  su  total  cumplimiento,  junto  con  los  intereses  de  dicha 
suma  desde  la  muerte  del  padre  y  abuelo  común  Pedro  Mártir  Padrft 
para  ello  expuso  que  al  fallecimiento  de  D.  Pedro  Mártir  Padrón d^ó 
como  hijos  al  demandante  y  á  Miguel,  Teresa  é  Isidro  Padró,  éste  Ji6- 
redero  instituido  en  dicho  testamento,  habiendo  venido  á  serlo  Maril 
Padró,  hija  del  Isidro,  que  habia  premuerto:  que  el  demandante,  por 
fallecimiento  de  su  padre,  percibió  tan  sólo  por  sus  derechos  de  le^ 
gítima  la  cantidad  de  425  libras,  importe  del  legado;  pues  áon  cuüdn 
recibió  también  vifía  á  establecimiento  de  valor  poco  más  deUÑI 
reales,  ésta  no  era  ni  podía  aceptarse  en  pago  de  los  citados  deredMt 
sino  como  un  legado  especial,  hecho  por  su  padre  en  remnoeMBiMI 
de  los  muchos  servicios  que  le  tenia  prestados :  qoa  siendo  el  nlpt 
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de  la  herencia  dejada  por  los  padres  el  día  de  su  maerte ,  según  la 
tasación  pericial  hecha  en  el  anterior  pleito ,  la  cantidad  de  176.243 
reales,  su  cuarta  parte,  importante  44.810  rs.  75  cents.,  debia  repar- 
tirse entre  sus  cuatro  hijos  por  iguales  partes,  correspondiendo  á  cada 
uno  11.202  rs.  78  cents.:  que  como  el  demandante  no  habia  recibido 
más  que  las  425  libras,  según  la  carta  de  pago  de  11  de  Marzo  de  1859, 
resultaba  que  le  faltaba  cobrar  la  cantidad  de  6.669  rs.  35  céntimos, 
mocho  más  de  la  mitad  de  ios  predichos  11.202  rs.  78  cents.,  en  lo 
que  venia  á  nacer  el  engaño  y  lesión  enorme  que  sufrió;  y  que  de  la 
cantidad  debida  hablan  de  abonarse  los  frutos  percibidos,  ó  bien  sus 
intereses  legales,  correspondientes  á  la  porción  legítima  que  no  se  ha 
cobrado  desde  la  muerte  de  los  padres: 

Resultando  que  Mariano  Galsina  y  María  Padró,  su  mujer,  pidieron 
se  les  absolviese  de  dicba  demanda,  y  al  efecto  excepcionaron  que, 
habiendo  recibido  el  demandante  la  cantidad  de  425  libras ,  sin  per- 
juicio de  las  otras  200,  y  dádose  por  contento  y  satisfecbo,  firmando 
absolución  y  renuncia  de  los  derechos  de  legítima,  carecía  de  toda 
acción  para  reclamar  el  suplemento,  y  sólo  podía  haber  intentado  la 
rescisión  del  contrato  de  11  de  Marzo  de  1859  y  la  acción  al  suple- 
mento si  hubiera  sufrido  lesión  enormísima  en  tiempo  y  forma;  pero 
correspondiendo  á  Francisco  Padró,  según  su  propia  confesión ,  por 
todos  sus  derechos  de  legítima  la  cantidad  de  11.202  rs.  con  32  cén- 
timos, y  teniendo  asignado  en  este  concepto  las  200  libras  de  las  cartas 
dótales  y  la  425  libras,  ó  sean  625  libras,  equivalentes  á  6.666  reales 
67  céntimos,  suma  que  excedía  á  la  mitad  de  los  11.202  rs.,  no  pudo 
ni  con  mucho  haber  experimentado  lesión ,  y  menos  si  se  atendía  ft 
que  los  bienes  eran,  en  la  época  que  murió  el  padre,  de  meaos  valor 
que  en  la  actualidad  á  las  bajas  que  correspondería  hacerse  en  los 
mismos;  y  que  si  no  por  todo  su  valor,  al  menos  en  parte,  debia  venir 
á  colación  la  viña  cedida  ó  legada  por  su  padre  D.  Francisco  Padró; 
y  que  habiéndose  interpuesto  la  acción  rescisoria  mucho  después  del 
cuadrienio  legal ,  era  improcedente  su  deducción ,  porque  no  podia 
intentarse  más  que  en  tiempo  hábil  y  probando  la  lesión  en  que  dicha 
rescisión  se  apoye: 

Resultando  que  evacuados  los  traslados  de  réplica  y  duplica ,  en 
los  que  las  partes  insistieron  en  sus  pretensiones,  se  recibió  el  pleito 
á  prueba;  y  nombrados  peritos  con  objeto  de  acreditar  el  valor  del 
manso  Padró,  sus  productos  y  mejoras,  el  tercero  en  discordia  de- 
Claró  que  dicho  manso  valia  al  fallecimiento  de  Pedro  Mártir  Padró 
en  1855  la  suma  de  11.364  escudos,  y  que  las  mejoras  verificadas  des- 
pués en  la  casa  y  propiedad  ascendían  á  2.026  escudos: 

Resultando  que  después  de  haber  alegado  las  partes,  pretendiendo 
el  actor  se  condenase  á  María  Padró  á  pagarle  por  vía  de  suplemento 
de  legítima  la  cantidad  de  5.403  rs.  44  cents. ,  con  los  intereses  de 
dicha  suma  desde  la  muerte  del  padre  D.  Pedro  Mártir  Padró ,  dictó 
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sentencia  el  Juez  de  primera  instancia,  qae  confirmó  la  Sala  segnnda 
de  la  Audiencia  en  85  de  Junio  de  1869,  absolviendo  á  María  Fadró» 
consorte  de  Mariano  Calsina,  de  la  demanda  propuesta  por  el  acu>r 
Francisco  Padró: 

T  resultando  que  éste  interpuso  recurso  de  casación  por  coticep- 
tuar  infringidas: 

!.•  La  Constitución  catalana,  ley  2/,  tít.  5.%  libro  6/,  vol.  1/  y  la 
ley  8/,  párrafo  octavo,  Díg.  De  inoffieioso  testamento,  que  defieren  á  los 
descendientes  llamados  ¿  la  sucesión  del  testador  la  cuarta  parte  de 
sos  bienes  repartida  entre  los  mismos  por  las  reglas  de  intestado; 
pues  el  demandante  pidió  toda  la  parte  que  en  ese  concepto  le  cor- 
pondia,  y  la  Sila  no  había  accedido  á  ello. 

2.*  La  Novela  18,  cap.  3.*,  que  dispone  que  desde  el  dia  de  la  muer- 
te del  padre  acreditan  los  legitimarios  el  fruto  de  la  pensión  legítima 
que  no  les  ha  sido  satisfecha. 

3.*  La  ley  5.%  tít.  8.*,  Partida  6.\  según  la  cual,  si  un  padre  no 
deja  al  hijo  toda  la  parte  de  herencia  que  le  pertenece  por  legítima, 
no  podrá  quebrantar  el  testamento,  pero  sí  demandar  la  parte  que  le 
falta  y  se  deberá  satisfacer. 

4.'  La  ley  3.'.  tít.  6.*,  Partida  7.',  que  previene  que  el  que  recibió 
el  engafío  y  sus  herederos  pueden  demandar  enmienda  de  él,  pues  el 
recurrente  al  renunciar  sus  derechos  y  recibir  los  4.533  rs.  no  sabia 
el  valor  de  los  bienes,  cabiendo  por  lo  tanto  la  rescisión  por  el  en- 
gafío que  sufrió. 

5.*  Y  la  ley  56,  parece  debe  ser,  tít.  5.*,  Partida  5.\  que  dispone 
qne  cuando  en  un  contrato  hay  lesión  enorme  en  más  de  la  mitad,  no 
tenga  aquel  ningún  valor;  y  con  arreglo  á  que  es  nulo  el  contrato  qoe 
hizo  el  recurrente  de  no  pedir  nada  más  á  María  Padró,  pues  existe 
patente  esta  lesión  enorme,  en  atención  á  que  el  valor  de  los  bienes 
á  la  muerte  del  padre  del  recurrente  ascendía  según  la  relación  de 
peritos  á  17.924  escudos  repartidos  entre  cuatro  hijos ,  y  correspon- 
diendo al  recurrente  por  legítima  11.202,  sólo  habia  recibido  4.533,  y 
le  faltaba  cobrar  6.669  rs. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Gáceres. 
Considerando  que  la  lesión  enormísima  alegada  en  la  demanda  por 
el  recurrente  para  pedir  la  rescisión  de  la  escritura  y  el  suplemento^ 
de  legítima,  se  resuelve  en  una  cuestión  de  hecho  que  ha  determinado 
la  Sala  sentenciadora,  vistos  los  términos  que  ofrece  el  caudal  hei»- 
ditario,  el  importe  de  cada  legítima  y  las  sumas  que  ha  recibido  en 
pago  el  recurrente  de  su  legítima  personal,  sobre  todo  lo  cual  ha  aprer 
ciado  la  misma  Sala  que  no  existe  la  lesión,  sin  que  contra  esta  apre- 
ciación se  alegue  la  infracción  de  ley  ó  doctrina  admitida  por  la  Jaris- 
prudencia  de  los  Tribunales: 

T  considerando  que  supuesta  aquella  apreciación  de  la  Sala,  la. 
ejecutoria  no  puede  haber  infringido  las  leyes  que  se  citan;  -         ..¡y.^ 
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Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Francisco  Padrd ,  á  quien  conde* 
oamos.  en  las  costas  y  en  la  pérdida  d?)  la  cantidad  por  que  pre>t6 
<»acion,  la  que  caso  de  hacerse  efectiva,  si  mejorase  de  fortuna,  se 
distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audien» 
€ia  de  Barcelona  con  la  certificación  correspondiente. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislatioa ,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  nrmamos.=JaaQ 
González  Acevedo.=José  María  Gácerds.=Laureano  de  Arrieta.=Fran- 
cisco  María  de  Gastilla.ssJoaquin  Jaumar.=Josó  Fermin  de  Muro.es 
^Benito  de  Posada  Herrera. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  María  Cáceres,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estando  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo ,  el  dia  de  hoy, 
úe  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Supremo  Tribunal. 

Madrid  5  de  Diciembre  de  1870.=Dionisio  Antonio  de  Puga. 

NÓM.   91. 

CASACIÓN. 

Adjudicación  de  los  bienes  de  una  capellanía. — Sentencia  de  5 
de  Diciembre,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  Doi^a  Antolina  Martin  y  el  curador  de  los 
hijos  menores  de  ésta  contra  la  que  en  20  de  Diciembre  de 
1869  pronunció  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  este  terri* 
torio,  en  pleito  con  Doña  Teresa  Sanz. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

1.®  Que  con  arreglo  á  h  prevenido  en  los  artículos  224,  254 
y  256  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  demandante  debe  fijar 
<!on  precisión  en  su  demanda  lo  que  pida,  exponiendo  sucintamente 
los  hechos  y  los  fundamentos  de  derecho,  y  el  demandado  debe  en 
su  cOfiiestacion  hacer  uso  de  las  excepciones  perentorias  que  tuviere; 
hiendo  obligación  de  ambos  fijar  en  sus  escritos  de  réplica  y  duplica 
ios  puntos  de  hecho  y  de  derecho  objeto  del  debate, 

2.*  One  es  igualmente  un  deber  de  los  Tribunales  el  resoher 
la  cuestión  litigiosa  tal  cual-  ha  sido  planteada  y  fijada  por  he 
partes  litigantes  en  el  indicado  periodo  del  juicio,  sin  que  sea  licito 
al  Tribunal  Supremo,  fallando  en  casación,  alterarla  ni  variarla. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  5  de  Diciembre  de  1870,  en  los  autos^ 
seguidos  en  el  Juzgado  de.  primera  iiistancia  de  la  ciudad  <le  Segoyia 
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y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  este  territorio  por  Dofía  Te- 
resa Sanz  con  D.  Manuel  Sanz,  hoy  su  viuda  Doña  Antolina  Martin, 
heredera  de  su  bijo  D.  José  Sanz,  y  D.  Blas  Antonio  Rongel ,  como 
carador  ai  litem  de  ios  menores  D.  Nicanor,  D.  Vicente,  D.  Fernando 
y  D.  Lucio  Sanz,  y  el  Ministerio  fiscal,  sobre  adjudicación  de  los  bienes 
de  una  capellanía;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso 
de  casación  interpuesto  ^  por  parte  de  los  expresados  viuda  y  menores» 
contra  la  sentencia  que  en  20  de  Diciembre  de  1869  dictó  la  reflB- 
rida  Sala: 

Resultando  que  Juan  Martin  Madueño,  por  testamento  de  17  do 
Abril  de  1596,  fundó  una  capellanía  en  la  iglesia  parroquial  de  Yegan* 
zones,  dotándola  con  los  bienes  que  designó,  la  cual  tuviera  por  ios^ 
dias  de  su  vida  su  sobrino  Miguel  López,  clérigo,  y  dispuso  que  des- 
pués del  fallecimiento  de  éste  fueran  patronos  de  la  capellanía  los 
parientes  más  próximos  del  fundador,  y  no  habiéndolos,  el  Concejo 
de  hombres  buenos  de  la  misma  villa,  en  tal  manera,  que  la  dicha 
capellanía  no  fuera  colativa  ni  pudiera  hacer  colación  de  ella  el  Obis- 
po ni  otro  Prelado  alguno,  salvo  que  los  patronos  pudieran  elegir  y 
escoger  y  tomar  Capellán  que  la  sirviera ,  y  poner  y  quitar  cada  y 
cuando  quisieren  y  entendieren  que  cumplía  ó  fuese  necesario: 

Resultando  que  seguido  juicio  contradictorio  por  Tomás  Sanz  Ma- 
duefio  con  el  Concejo  y  vecinos  de  la  villa  de  Yeganzones  sobre  la 
posesión  en  propiedad  del  patronato  real  de  legos  fundado  por  Juan 
Martin  Madueño,  se  dictó  sentencia  de  revista  en  10  de  Julio  de  17S8 
por  el  Presidente  y  Oidores  de  la  Real  Chancillería  de  Yailadolid, 
manteniendo  en  la  posesión  del  referido  patronato  á  Tomás  Sanz  por 
entonces  é  Ínterin  se  seguia  el  pleito  entre  éste  y  otros  sobre  la  pose- 
sión en  propiedad;  y  en  su  consecuencia  en  31  del  mismo  mes  se  dio 
á  aquel  la  posesión  del  patronato,  y  por  su  fallecimiento  á  su  hijo  y 
sucesor  en  él  Tomás  Sanz  Madueño,  menor: 

Resultando  que  promovido  pleito  en  1853  sobre  provisión  y  mejor 
derecho  al  patronato  activo  de  la  capellanía  de  que  se  trata,  por  Ma* 
nuel  Sanz,  al  que  se  opusieron  Teresa  Sanz  y  el  Cura  párroco  de  Ye- 
ganzones; y  seguido  por  sus  trámites ,  en  29  de  Noviembre  de  185i  el 
Vicario  general  de  la  diócesis  de  Segovia  dictó  auto  definitivo,  que  fué 
ejecutoriado,  declarando  tocar  y  pertenecer  dicho  patronato  al  Manuel 
Sanz,  y  por  consiguiente  el  derecho  de  presentar  persona  idónea  con- 
forme á  la  fundación  para  la  obtención  de  la  relacionada  capellanft; 
y  en  su  virtud  en  24  de  Abril  de  1855  se  dio  á  Manuel  Sanz  la  pose- 
sión de  dicho  patronato,  sin  perjuicio  de  tercero  de  mejor  derecho:. 

Resultando  que  en  4  de  Julio  de  1856  Teresa  Sanz  dedujo  demandi 
para  que  se  proveyese  á  su  favor  la  adjudicación  de  bienes  y  nmta^ 
de  la  fundación  hecha  por  Juan  Martin  Madueño  en  su  testamento  do 
17  de  Abril  de  1596,  y  ai  efecto  alegó  que  esa  fundación  se  hallaba 
siglos  hacia  elevada  á  capellanía  colativa ,  y  espiritualizados  son  Ut- 
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nes  por  consentimiento  del  patronato  por  haberse  inclnido  cotno  be- 
neficio eclesiástico  en  el  arreglo  general  de  los  del  Obispado,  y  por 
esGonlrarse  declarada  así  la  fundación  por  reciente  ejecutoria  del  Tri- 
banal  eclesiástico  de  la  diócesis,  con  la  adjudicación  á  Manuel  Sanz 
de  su  patronato  activo,  como  pariente  en  cuarto  grado  de  Tomás  Sanz 
Maduefiío:  que  fallecido  en  18  de  Setiembre  de  1853  el  último  Capellán 
D.  Damián  Herrero,  se  hallaba  vacante  y  sin  poseedor  la  capellanía; 
y  siendo  la  Teresa  Sanz  biznieta  del  fundador,  procedía,  se  le  adju- 
dicasen los  bienes  de  libre  disposición ,  porque  la  ley  de  19  Agosto 
de  1841,  restablecida  por  Real  decreto  de  6  de  Pebrero  de  1855,  en  sus 
artículos  1.*,  8.*,  4.*,  6.*  y  10  ordena  la  adjudicación,  en  concepto  de 
libre  disposición,  de  los  bienes  de  las  capellanías  colativas  familiares 
4  los  individuos  de  preferente  parentesco,  según  ios  llamamientos,  á 
Ja  obtención  del  patronato  pasivo  en  primer  lugar,  y  en  falta  de  éste 
4  los  del  activo,  sin  diferencia  de  sexo,  edad,  condición  y  estado: 

Resultando  que  llamadas  por  edictos  á  las  personas  que  se  creyesen 
con  derecho  á  los  bienes  de  dícba  capellanía  compareció  Manuel  Sanz; 
y  oponiéndose  á  la  pretensión  de  Doña  Teresa  Sanz,  que  en  definitiva 
ae  adjudicasen  al  mismo  también  en  concepto  de  libres  los  bienes  y 
rentas  de  la  capellanía  desde  su  vacante,  ezcepcionó  que  estaba  con- 
forme en  que  la  expresada  fundación  constituye  con  efecto  una  ca- 
pellanía  colativa  familiar  únicamente  en  cuanto  á  m  patronato  activo, 
pero  no  respecto  al  pasivo,  supuesto  que  el  patrono  6  patronos  podían 
elegir,  presentar  y  separar  libremente  el  Capellán,  y  por  consecuencia 
al  que  no  fuera  pariente  del  fundador:  que  cuando  sólo  el  patronato 
activo  es  familiar,  según  el  art.  4/  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841, 
se  adjudicaran  también  los  bienes  en  concepto  de  libres  á  los  parien- 
tes llamados  á  ejercerlo:  y  por  consiguiente,  habiendo  obtenido  Ma- 
nuel Sanz  por  virtud  de  sentencia  ejecutoriada,  en  juicio  seguido  con 
la  demandante,  el  patronato  activo  familiar  que  ejercía  de  hecho  y  de 
derecho,  y  teniendo  en  esa  fundación  tan  sólo  ese  patronato  y  no  el 
pasivo  la  cualidad  de  familiar,  era  evidente  que  sólo  á  él  debían  ad« 
Indicarse  en  concepto  de  libres  los  bienes  de  aquella  fundación, 
erigida  en  capellanía  colativa  y  vacante  por  defunción  del  D.  Damián 
Herrero: 

Besultando  que  después  de  haber  replicado  y  duplicado  las  partes 
insistiendo  en  sus  respectivas  pretensiones ,  quedaron  sin  curso  los 
notos  en  virtud  del  decreto  de  28  de  Noviembre  de  1856  hasta  que  se 
dictó  el  de  24  de  Junio  de  1867;  habiendo  fallecido  en  tanto  Manuel 
Sanz  y  su  hijo  menor  José,  se  mostró  parte  Antolina  Martin,  viuda  de 
aquel  y  heredera  de  dicho  menor ,  y  el  curador  de  los  demás  hijos 
menores  del  Manuel  Sanz;  y  seguido  el  Juicio  por  sus  trámites,  y  oído 
el  Ministerio  fiscal,  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia  adju- 
dicando todos  los  bienes  de  la  capellanía  colativa  y  familiar  fundada 
poiP  Joan  Jlartin  Maduefio,  con  los  frutos  y  rentas  vencidas  desde  que 
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ocurrió  la  vacante  por  muerte  áe  D.  Damián  Herrero  en  tS  de  Setiem- 
bre dt^  1853.  á  Teresa  Sanz: 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  interpusieron  Dofia  An- 
tolina  Martin  y  ei  curador  de  sui  hijos  menores,  al  mejorarla  pidie- 
ron se  revocase  la  sentencia  del  inferior,  absolviendo  de  la  demanda 
á  los  apelantes,  ó  cuando  no,  hacer  á  favor  de  los  mismos  ia  adjudi- 
cación de  los  bienes  con  expresa  condenación  de  costas  á  la  parle 
adversa;  y  alegaron,  entre  otras  consideraciones,  que  teniendo  en 
cuenta  la  cláusula  del  testamento  de  Juan  Martin  Madneño,  la  cape- 
llanía que  fundó  no  podía  ser  tenida  como  colativa,  sino  como  laical 
ó  mercenaria ,  puesto  que  así  la  consideró  el  fundador  ai  prohibir, 
como  prohibió,  hiciese  colación  en  ella  el  Obispo  y  cualquier  otro 
Prelado,  previniendo  que  los  patronos  de  la  misma  eligiesen  GapellaA 
que  la  sirviese ,  así  como  pudiesen  remover  á  éste  cuando  quisiesen: 
que  si  bien  algunos  de  los  Capellanes  elegidos  hablan  obtenido  el  tí* 
tulo  de  tales  por  razón  de  ella  y  la  Autoridad  eclesiástica  hecho  co- 
lación con  los  bienes  de  la  misma  para  expedírseles,  y  hacia  bastan- 
tes años  que  venia  considerándose  como  colativa  y  tenida  como  tal 
basta  por  el  causante  de  ios  apelantes,  fué  efecto  de  un  aboso  de  la 
Autoridad  eclesiástica  y  de  la  ignorancia  de  sus  derechos  por  los  pa- 
tronos activos  de  dicha  capellanía,  la  cual  no  habla  podido  variar  la 
esencia  de  la  fundaciou,  pues  de  suponer  otra  cosa  habla  que  recono- 
cer la  posibilidad  de  contrariar  la  voluntad  del  fandador,  ley  única 
en  la  materia,  lo  cual  era  imposible: 

Resultando  que  Doña  Teresa  Sanz  insistió  en  lo  alegado  y  pedido 
por  su  parte  en  primera  instancia,  exponiendo  además  que,  s^-gun  el 
art.  256  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  los  escritos  de  réplica  y 
duplica,  tanto  el  actor  como  el  demandado  '.fijarán  definitivamenta 
ios  puntos  de  hecho  y  de  derecho  objeto  del  debate,  pndiendo  modi- 
ficar ó  adicionar  los  que  hayan  consignado  en  la  demanda  y  contea- 
tacion:  que  habiendo  quedado  planteada  de  común  acuerdo  de  las 
partes  la  cuestión  litigiosa,  bajo  la  base  fundamental  de  que  la  ca- 
pellanía instituida  por  Juan  Martin  Madneño  debía  ser  considerada 
como  colativa  familiar,  y  que  para  la  adjudic»cion  de  sus  bienes  ev 
favor  de  una  ó  de  otra  habla  que  hacer  uso  de  la  ley  de  19  de  Agosta 
de  1841  ,1a  discusión  quedó  circunscrita  á  estos  límites,  y  no  podia 
dársela  el  giro  completamente  distinto  que  los  apelantes  la  haMHi 
dado  considerando  como  laical  y  no  como  colativa  la  capellanía  «I 
cuestión: 

Resultando  que  oido  el  Ministerio  fiscal,  celebrada  vista  públiéát 
después  de  causada  una  discordia,  la  Sala  segunda  de  la  AudieodÉ 
pronunció  sentencia  en  20  de  Diciembre  de  1869,  por  la  que  oonM^ 
mando  en  par|e  la  apelada,  se  adjudicó  á  Doifa  Teresa  S%nz,  sin  ^áfk 
Juicio  de  tercero  de  mejor  derecho  y  en  concepto  de  libres;  tod<l»ÍA 
bienes  de  la  capellanía  colativa  familiar  fundada  |>or  Juan  M «Mé  Hft 
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daeño  en  la  parroquia  de  Yeganzoues  ea  17  de  Abril  de  1596»  coa 
sus  frutos  y  rentas  vencidos  desde  6  de  Setiembre  de  18S6,  fécba  de 
la  contestación  á  la  demanda,  suspendiéndose  la  entrega  de  los  bienes 
y  rentas  hasta  que  por  la  Doña  Teresa  Sanz  se  acredite  la  redencioa 
y  pago  de  las  cargas  eclesiásticas,  con  arregio  ai  Real  decreto  de  Si 
de  Junio  de  1867  é  instrucción  de  %5  del  mismo  mes  y  afío,  y  dando 
onmplimiento  á  uno  y  otra  el  Juez  de  primera  instancia  de  Segovia» 
si  en  el  término  de  dos  meses,  ¿  contar  desde  el  dia  en  que  se  manda 
guardar  y  cumplir  esta  sentencia,  no  lo  verificase  la  demandante,  sin 
bacer  especial  condenación  de  costas: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpusieron  Doña  Antolina 
Martin  y  el  curador  de  sus  hijos  menores  recurso  de  casación  por 
conceptuar  infringidos: 

1.*  £1  testamento  de  Juan  Martin  Madueño  y  fundación  instituida 
en  él,  y  la  jurisprudencia  sentada  por  este  Tribunal  Supremo  en  sen- 
tencia de  24  de  Octubre  de  1861,  porque  la  Sala  sentaba  en  su  falla 
haber  convenido  Jas  partes  en  que  la  expresada  capellanía  se  encuen- 
tra hace  siglos  elevada  á  colativa,  y  espiritualizados  sus  bienes,  siendo 
según  la  fundación  sólo  el  patronato  activo  familiar;  y  si  bien  es  ver- 
dad que  en  primera  instancia  en  cierto  modo  así  vinieron  á  recono* 
cerlo,  también  lo  es  que  en  la  segunda  alegaron  los  recurrentes  qoo 
según  la  voluntad  del  fundador,  consignada  en  su  testamento,  tai 
elevación  fué  contraria  á  éste,  puesto  que  expresamente  prohibe  se 
hiciese  colativa  ni  sirviese  de  título  de  ordenación. 

Y  t,*  La  ejecutoria  del  Tribunal  eclesiástico  de  Segovia  y  el  ar- 
ticulo 4/  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  18it;  pues  suponiendo  que  la 
referida  elevación  á  capellanía  colativa  tuviese  toda  lia  fuerza  y  eft- 
cacia  que  se  necesita  para  ser  considerada  como  tal,  y  que  lo  hecho 
por  las  partes  en  su  consecuencia  viniera  ó  robustecerlo,  no  por  ello 
la  sentencia  estaria  dentro  de  lo  justo,  en  razón  á  ser  dicha  capella- 
nía de  solo  patronato  activo  familiar,  y  como  tal  de  aplicar  al  caso  el 
articulo  4.*  de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1841,  y  de  tener  en  cuenta  la 
ejecutoria  del  Tribunal  eclesiástico  de  Segovia,  por  la  cual  fué  exclui- 
da lá  Teresa  Sanz  de  dicho  patronato  y  conferido  al  causante  de  toa 
recurrentes,  teniendo  en  ^consideración  que  el  derecho  al  mismo  era 
tenido  como  vinculado  y  el  orden  de  suceder  en  él  el  regular  de  los 
mayorazgos,  y  por  consecuencia  venido  por  espacio  de  más  de  un 
siglo  de  padres  á  hijos,  prefiriendo  el  mayor  al  menor  y  el  varón  á 
la  hembra,. así  como  habia  sido  ejercido  por  José  Sanz  padre  de  Ma- 
noel  Sanz;  habiéndose  infringido  por  lo  mismo  la  expresada  ley  y 
ejecutoría,  así  como  el  art.  S.*  del  Real  decreto  de  6  de  Febrero  de 
1885,  toda  vez  que  declararon  legítimos  los  derechos  adquiridos  en 
virtud  del  decreto  de  30  de  Abril  de  1882,  por  sentencia  definitiva  pro- 
nnnciada  ó  que  se  pronunciase  en  los  juicios  incoados  ante  el  Tribuna 
competente,  como  lo  estaba  y  lo  era  el  que  produjo  dicha  ejecutoria^ 
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Yislos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arriata. 

Ck)nsiderando  que,  con  arreglo  &  lo  prevenido  en  los  articulos 
fSI,  254  y  S56  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  demandante  debe 
fljar  con  precisión  en  su  demanda  lo  que  pida ,  exponiendo  sucinta- 
mente ios  hecbos  y  los  fundamentos  dederecbo,  y  el  demandado  debe 
en  su  contestación  hacer  uso  de  las  excepciones  perentorias  que  ta- 
iriere;  siendo  obligación  de  ambos  fijar  en  sus  escritos  de  réplica  y 
duplica  los  puntos  de  hecho  y  de  derecho  objeto  del   debate: 

Considerando  que  es  igualmente  un  deber  de  los  Tribunales  ei  re- 
solver la  cuestión  litigiosa  tal  cual  ha  sido  planteada  y  fijada  por  las 
partes  litigantes  en  el  indicado  período  del  juicio,  sin  que  sea  licito  á 
este  Supremo,  fallando  en  casación,  alterarla  ni  variarla: 

Ck)nsideraDdo  que  la  cuestión  de  este  litigio,  planteada,  fijada  y 
debatida  de  común  acuerdo  por  ambos  litigantes  en  todo  el  curso  de 
la  primera  instancia,  ha  sido  la  adjudicación,  con  arreglo  á  las  dis- 
posiciones de  la  ley  de  19  de  Agosto  de  1811,  de  los  bienes  que  cons* 
titnyerort  la  capellanía  fundada  en  1596  por  Juan  Martin  Maduefio, 
bajo  el  concepto,  como  era  consiguiente,  de  colativa  y  eclesiástica, 
carácter  que  expresamente  la  atribuyó  Manuel  Sanz,  así  como  impií- 
citamente  le  reconocen  los  causa-habientes  de  aquel  en  el  presente  re- 
curso al  invocar  en  su  segundo  motivo  el  auto  definitivo  del  Tribunal 
eclesiástico  de  Segovia  de  29  de  Noviembre  de  1854,  que  terminante- 
mente califica  de  colativa  aquella  capellanía,  en  conformidad  ft  las 
pretensiones  del  mismo  Manuel  Sanz: 

Considerando,  en  su  virtud,  que  no  puede  admitirse  como  legítimo 
motivo  de  casación  la  infracción  que  en  primer  lugar  se  alega  dd 
testamento  de  Juan  Martin  Madueño,  en  que  fundó  dicha  capellanía 
bajo  las  condiciones  y  caracteres  de  meramente  laical,  con  tanta  nuk 
yor  razón,  cuanto  que  si  bien  conservó  esta  calidad  por  algún  tiempo, 
fuá  después  elevada  á  colativa  y  fueron  sus  bienes  espiritualizados» 
incluyéndose  como  beneficio  eclesiástico  en  el  arreglo  general  de  los 
de  la  indicada  diócesis,  en  cuyo  concepto  ha  sido  poseída  desde  hace 
muchísimos  afíos  hasta  el  fallecimiento  del  último  Capellán  D.  Damián 
Herrero: 

Considerando  que  no  es  cierta  la  infracción  del  mencionado  auto 
definitivo  del  Tribunal  eclesiástico  de  Segovia,  aun  suponiéndole  eje> 
cutorio  desde  el  dia  mismo  en  que  fué  dictado,  pues  que  habieoito 
sido  su  objeto  la  declaración  del  derecho  al  patronato  activo  de  di- 
cha capellanía  por  hallarse  ésta  subsistente  á  la  sazón  á  virtud  dai 
decreto  de  80  de  Abril  de  185S,  derogatorio  de  la  ley  de  19  de  Agosto 
de  1811,  quedó  necesariamente  sin  efecto  desde  el  momento  en  qnft 
restablecida  esta  ley  en  toda  su  fuerza  y  vigor  por  el  decreto  portea 
rior  de  S  de  Febrero  de  1855,  dejó  de  existir  aquel  patronato  como  h 
capellanía  misma  á  que  se  referia,  no  pudiendo  deducirse  relación  ú 
iníliiendA  alguna  del  referido  fallo  pronunciado  en  observancia  y 
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diante  la  existencia  legal  de  la  capellanía  respecto  del  qae  ha  recaída 
«n  el  presente  litigio  como  consecuencia  de  su  supresión: 

Ck>nsiderando,  por  último,  que  la  Sala  sentenciadora  tampoco  ha  in- 
fringido el  art.  4.*  de  la  citada  ley  de  19  de  Agosto  de  1841,  en  el  que 
tos  recurrentes,  combinándole  con  el  mencionado  auto  definitivo  del 
Tribunal  eclesiástico  de  Segovia,  pretenden  apoyar  su  derecho»  puesto 
que  los  llamamientos  al  ejercicio  del  patronato  activo  á  que  este  ar- 
ticulo se  refiere,  son  los  hechos  por  el  fundador  mismo  de  la  cape- 
llanía, en  cuyo  concepto  es  indudable  el  preferente  derecho  de  Teresa 
Sanz  como  pariente  más  próxima  del  indicado  Juan  Martin  Madueño; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  Antolina  Martin  y  ei  cura- 
dor de  los  hijos  menores  de  ésta,  á  quienes  condenamos  en  las  costas; 
y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  esta  capital  con  la  certifi- 
cación correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  GaceU  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Juan  Gonzá- 
lez Acevedo.srJosé  M.  Gáceres.s^Laureano  de  Arrieta.ssFrancisco  Ma* 
ría  de  Castiila.srJoaquin  Jaumar.=sJosé  Fermín  de  Maro.=aAntonio 
Yaldés. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Laureano  de  Arrieta,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estando  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo»  el  día  de  hoy,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Supremo  Tribunal. 

Madrid  5  de  Diciembre  de  1870.=Dionisio  Antonio  de  Puga. 

N6m.  92. 
CASACIÓN. 


OUÁKDA   T  CRIANZA  DE  UNA  HfJA   LEGÍTIMA  DE   LOS  LITIGANTES. — SOD- 

tencia  de  5  de  Diciembre  /  declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  que,  fundado  en  la  causa  4.^  del  art.  1.013 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  interpuso  D.  Ignacio  Gon- 
zález Cienfue^gos,  Conde  de  Marcel  de  Pefialva,  contra  la  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  esta  capi- 
tal en  22  de  Octubre  de  1869,  en  pleito  con  Doña  Antonia  Fer- 
nandez Calzada,  Condesa  del  mismo  titulo. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  cstabl^c: 

Que  la  falta  de  recibimiento  á  prueba,  de  que  habla  la  causa  4/ 
del  arl.  IIQ15  de  la  Ley  de  Enjuimmiento  civil,  sóh  puede  etíi^ 
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mane  como  motivo  para  un  recurso  de  casación  en  la  forma,  ctsanr 
do  la  prueba  que  se  ha  denegado  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

En  la  villa  de  Madrid,  á^5  de  Diciembre  de  1870,  en  los  autos  se* 
foldos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audien- 
cit  de  esla  capital  y  en  la  Sala  tercera  por  Doña  Antonia  Fernaudes 
Calzada,  Condesa  de  Marcel  de  Peñalva,  con  D.  Ignacio  González  Cien- 
fuegos,  Conde  del  mismo  título,  sobre  guarda  y  crianza  de  Doña  U^k* 
ría  de  la  Concepción,  hija  legítima  de  ambos;  autos  pendientes  ante 
Hos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  Conde  contra 
la  sentencia  de  vista  dictada  por  la  referida  Sala  en  22  de  Octubre 
de  1869. 

Resultando  que  D.  Ignacio  González  Cienfuegos,  Conde  de  Maree! 
de  Peñalva,  contrajo  matrimonio  en  17  de  Noviembre  de  1855  con 
Doña  Antonia  Fernandez  Calzada ,  y  de  este  matrimonio  nació  en  27 
de  Diciemnre  de  1857  Doña  María  de  la  Concepción : 

Resultando  que  seguida  causa  á  instancia  de  la  Doña  Antonia  con- 
tra su  esposo  y  Doña  María  Suarez  por  amancebamiento ,  dictó  sen- 
tencia la  Sata  cuarta  de  la  Audiencia  de  esta  capital  en  14  de  Febrero 
de  1861,  condenando  al  Conde  en  la  pena  de  siete  meses  de  prisión 
correccional,  y  á  Doña  María  Suarez  en  la  de  siete  meses  de  destierro, 
con  las  accesorias  del  caso,  de  todas  las  que  se  eximirían  si  la  que- 
rellante remitía  la  pena : 

Resultando  que  en  30  de  Noviembre  de  1861  entabló  la  .Doña  An* 
touia  demanda  de  divorcio,  que  decidió  por  ejecutoria  de  11  de  Mayo 
de  1865  el  Tribunal  Supremo  de  la  Bota,  declarando  que  babia  lugar 
al  divorcio  perpetuo  entre  los  mencionados  cónyuges  en  favor  de  la 
Condesa  por  hallarse  justificados  la  sevicia  y  adulterio  cometidos  por 
el  Conde  D.  Ignacio  Gouzaiez  Cienfuegos : 

Resultando  que  en  2  de  Junio  de  1865  la  misma  Doña  Antonia  Fer- 
nandez Calzada  interpuso  demanda  ordinaria  ante  ei  referido  Juzgado 
de  la  Audiencia ,  añadiendo  á  los  relacionados  hechos  el  de  que  sa 
hija  Doña  María  de  la  Concepción  se  hallaba  en  poder  del  Conde;  y 
alegando  que  cuando  se  rompía  el  matrimonio,  correspondía  al  cód- 
yuge  inocente  la  guarda  de  los  hijos,  ejercitando  la  acción  personal, 
con  reserva  de  los  derechos  que  sobre  alimentos  y  otras  obligaciones 
la  competían,  pidió  que  se  hiciera  á  su  favor  aquella  declaración»  y 
se  condenase  al  Conde  á  dejar  en  poder  de  la  demandante  la  hija  le* 
gítima  que  hubieron  ambos,  llamada  Doña  María  de  la  Concepción,  y 
al  pago  de  costas : 

Resultando  que  conferido  traslado  al  demandado,  se  suscitaron  vt** 
ríos  incidentes;  y  resueltos,  le  evacuó  en  9  de  Febrero  de  1867,  expo*  • 
siendo  que  elevada  al  matrimonio  la  Doña  Antonia  de  la  humilde  con* 
dieion  de  criada,  carecía  de  la  Instrucción  y  hábitos  necesarios  para 
teaer  en  m  guarda  y  cuidar  de  la  educación  de  su  hija:  que  coiiMl- 
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denandante  «xistia  querella  de  adalterio  en  el  trámite  de  prueba ;  y 
que  hví  corazón  dominante  y  libre  perjudicaría  ¿  la  educación  de  Oofia 
liaría  de  la  Concepción»  por  lo  cual  solicitó  que  se  le  absolviese  de 
la  d^nanda,  con  imposición  de  perpetuo  silencio  y  costas  á  Doña 
Antonia  l^ernandez  Calzada: 

Resultando  que  replicó  ésta  oponiendo  extensas  consideraciones  á 
lea  fundamentos  de  derecho  alegados  por  el  demandado,  y  por  otros! 
solicitó  que  aun  cuando  la  cuestión  era  puramente  de  derecho,  se  re- 
cibiesen los  autos  á  prueba»  á  no  ser  que  la  parte  contraria  renun- 
ciase á  este  trámite : 

Resultando  que  seguido  el  traslado,  acudió  D.  Ignacio  González 
Cüenfuegos  con  un  pliego  cerrado  de  posiciones^  que  en  la  diligencia 
de  su  apertura  declaró  el  Juzgado  no  atinentes  á  la  cuestión»  y  mandó 
unirle  á  ios  autos,  entregándose  estos  de  nuevo  para  duplicar : 

Resultando  que  el  Conde  de  Marcel  de  Peñalva  evacuó  el  traslado 
adicionando  ft  los  hechos  expuestos  en  el  escrito  de  contestación  los 
que  resultaban  del  indicado  pliego  de  posiciones,  comprendiéndose 
entre  ellos  los  referentes  á  las  relaciones  ilícitas  que  dice  tuvo  con 
Doña  Antonia  Fernandez  antes  de  contraer  matrimonio,  y  que  des- 
pués de  los  disgustos  ocurridos  en  él  habia  la  demandante  manifes* 
tado  al  Conde  que  no  queria  continuar  con  su  hija  Doña  María  de  la 
Concepción  porque  los  12.000  rs.  que  la  daba  para  alimentos  de  ám< 
iias  \m  necesitaba  para  ella  sola,  por  lo  que  recogió  el  Conde  á  la 
niña,  y  la  puso  sucesivamento  en  los  colegios  que  designa ;  y  por 
otrosí  manifestó  que  en  este  pleito  se  debatían  dos  cuestiones:  la  una 
da  derecho  acerca  de  si  al  cónyuge  inocente  en  el  divorcio  le  perte> 
necia  la  guarda  de  los  hijos:  y  la  otra  de  hecho  sobre  si  en  caso  de 
corresponderle  podía  confiársele  dicha  guarda,  cuando  ni  por  sus  an- 
tecedentes ni  por  su  conducta  era  conveniente  á  los  hijos ,  pidiendo 
qu^  para  acreditar  los  extremos  relativos,  á  la  cuestión  de  hecho,  se 
recibiese  el  pleito  á  prueba: 

Resultando  que  acordado  así  en  9  de  Julio  de  1867  por  término  de 
Teinte  días,  prorogado  á  los  sesenta  de  la  ley,  se  tuvo  en  suspenso 
con  motivo  de  una  apelación,  extendiéndose  diligencia  en  23  de  Junio 
de  1868,  de  haber  trascurrido  con  exceso  dicho  término : 

Resultando  que  Doña  Antonia  Fernandez  Calzada  practicó  la  que 
tBVO  por  convenieme,  uniéndose  á  los  autos,  entre  otros  testimonios, 
el  de  la  sentencia  ejecutoria  que  la  absolvió  libremente  de  la  deman- 
da de  adulterio  promovida  por  su  esposo;  y  el  de  la  correspondencia 
qaa  con  éste  siguió  en  el  me^  de  Marzo  de  1862,  apareciendo  en  va- 
ráscartas  que  D«  Ignacio  González  Cienfuegos  amonestaba  á  su  es- 
posa  para  que  se  abstuviera  de  intervenir  en  cuanto  se  relacionaba 
con  Ja  educación  de  su  hija ;  y  la  Doñi  Antonia  suplicaba  al  Conde 
que  dejase  en  su  compañía  á  la  niña  hasta  que  se  pusiera  enteramente 
Imeiia  dd  la  l)oca.:  que  si  llegaba  el  momento  de  operarla,  no  privase 
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á  la  madre  de  asistirla;  y  que  reconociendo  todos  que  era  nray  nüt 
para  estar  de  interna  en  ei  colef^o»  se  la  dejase  á  sa  lado  an  par  de 
afios  más,  con  lo  cual  ganarla  mucho  la  nífia,.y  la  Doña  Antonia  coa 
lo  que  la  daba  el  Conde  y  la  mitad  de  la  pensión  que  pagaJMi  en  el 
colegio  tenia  bastante  para  las  dos  y  la  criada : 

Resultando  que  como  parte  de  prueba  el  Conde  insistió  en  la  pre- 
tensión de  que  la  demandante  absolviera  las  posiciones  adicionadas 
como  hechos  en  ei  escrito  de  duplica ,  ¿  lo  cual  no  se  dio  lagar  por 
auto  de  13  de  Agosto,  confirmado  con  las  costas  por  la  Sala  tercera 
de  la  Audiencia  de  esta  capital,  en  atención  á  estar  consentida  la  di- 
ligencia en  que  se  declaró  no  ser  las  posiciones  atinentes  á  la  caeslion: 

Resultando  que  hizo  también  uso  el  demandado  de  la  praeba  tes- 
tifical, respondiendo  diferentes  testigos  á  las^  preguntas  6/  y  7/  de  sa 
interrogatorio,  relativas  al  hecho  de  que  su  esposa  le  obligó  á  reco- 
ger la  niña  y  cuidar  de  su  educación,  por  decir  que  no  le  eran  safl- 
cientes  los  12.000  rs.  que  la  habla  señalado  para  alimentos  de  ambas; 
y  acerca  de  idéntico  hecho  declaró  la  demandante  bajo  Juramento  íq- 
decisorio  que  los  12.000  reales  se  la  hablan  asignado  para  ella  sola,  y 
que  la  niña  Doña  María  de  la  Concepción  se  habla  sacado  con  engdie 
de  su  poder: 

Resultando  que  dada  vista  á  D.  Ignacio  González  Cienfaegos  de  la 
precedente  declaración,  expuso  que  el  hecho  á  que  se  referia  era  may 
interesante,  y  como  que  acerca  de  él  y  otros  referentes  á  la  cuestión 
habia  escrito  Doña  Antonia  Fernandez  una  carta  á  su  esposo,  que  los 
defensores  de  éste  no  producían  por  no  tenerla  en  su  poder,  confo- 
nia  por  de  pronto  que  sin  perjuicio  de  presentarla  cuando  la  recibie- 
ran declarase  Doña  Antonia  Fernandez  cómo  era  cierto  habla  escrito 
dicha  carta,  y  que  de  sus  resultas  comisionó  ei  Conde  á  D.  N.  €rarefii 
Cabrero  para  que  recogiese  la  niña,  como  lo  veriíió  sin  repagnaneia 
de  la  Doña  Antonia : 

Resultando  que  evacuó  ésta  la  diligencia  solicitada;  y  trascnrrído 
el  término  de  prueba,  alegó  de  bien  probado,  y  en  el  escrito  en  que 
lo  hizo  el  demandado,  expuso  éste  por  otro  sí  que  convenia  fijar  el  he- 
cho de  no  haber  querido  la  demandante  tener  á  su  hija,  alegando  qoe 
la  eran  insuficientes  los  12.000  rs.:  que  un  obstáculo  insuperable  con- 
tinuaba impidiendo  á  la  defensa  del  Conde  presentar  la  carta  que  ie 
escribió  su  esposa:  pero  que  era  muy  posible  viniera  algún  dia  á  loa 
autos,  ó  que  por  otro  medio  hubiese  ocasión  de  probar  el  repetido  be^ 
cho:  que  á  este  efecto  se  reservaba  el  derecho  que  le  asistía  por  la  ley 
de  procedimientos  para  practicar  en  segunda  instancia  una  pruei»  qoe 
no  había  podido  practicar  en  la  primera;  y  que  por  entonces  aMá 
cumplía  pedir  que  la  demandante  absolviese  las  posiciones  qae  Imv 
maló,  á  las  cuales  contestó  confesando  que  habia  escrito  la  caria  án- 
esposo,  pero  rogándole  que  dejase  la  niña  en  poder  de  su  madre: 

Resultando  que  en  21  de  Noviembre  de  1868;  recayó  sentenciat  por 
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la  qne  después  devarlos^  fundapnentos  se  declaró  que  á  Doña  AnUH 
;«ia  Fernández  Calzada,  comcí  cónyuge  inocente,  correspondía  Ja  guar-^ 
^a  y  crianza  de  su  bija  legítima  y  de  D.  Ignacio  González  Gienfuegos 
Doña  María  de  la  Concepción,  condenando  al  propio  D.  Ignacio  á  que 
la  pusiera  y  dejase  en  poder  de  aquella ,  y  además  al  pago  de  todaa 
las  costas,  en  consideración  á  que  se  había  servido  de  tod03  ios  me* 
dios  posibles  para  dilatar  la  terminación  del  pleito: 

Resultando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  por  baber  ape- 
lado el  Conde  de  Marcel  de  Peñaiva,  se  le  entregaron  para  expresar  de 
agravios,  lo  cual  verificó  devolviendo  los  autos  después  de  varios 
apremios  é  imposición  de  multa,  y  en  el  primer  otrosí  expuso  que 
desde  el  principio  venia  procurando  juitifícar  la  causa  que  había  dado 
lugar  á  que  la  niña  Doña  María  de  la  Concepción  saliese  del  poder 
de  su  madre:  que  acerca  de  ello  se  indicaba  algo  en  una  de  las  cartas 
testimoniadas  en  autos,  pues  la  demandante  rogaba  á  su  esposo  le 
dejase  la  niña  por  dos  años  más,  pero  á  condición  de  unir  ú  los  12.000 
reales  señalados  para  alimentos  la  mitad  de  la  pensión  que  el  Conde 
pagaba  en  el  colegio,  de  donde  se  infería  que  la  demanda  propuesta 
reconocía  por  origen  el  interés  y  no  el  cariño:  que  una  funesta  con- 
trariedad había  impedido  presentar  la  carta  en  que  la  Doña  Antonia 
explicaba  á  su  esposo  la  verdadera  canosa  de  que  no  quisiera  tener  & 
80  bija;  pero  en  la  previsión  de  que  pudiera  contarse  con  medios  de 
prueba  de  que  entonces  se  carecía,  había  consignado  en  el  alegato  de 
íouena  prueba  la  protesta  de  pedir  en  segunda  instancia  que  el  pleito 
se  recibiese  á  eiia;  y  finalmente,  que  para  que  así  se  biciese  mediaba 
la  circunstancia  del  ntim.  1.%  art.  869  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
^ivil,  por  todo  lo  cual  solicitó  se  recibiesen  á  prueba  los  presentes 
autos: 

Resultando  que  Doña  Antonia  Fernandez  Calzada  se  opuso  al  re* 
cibimiento  á  prueba,  exponiendo  que  á  ser  cierto  el  hecho  contenido 
en  ei  mencionado  otrosí,  la  prueba  estaría  limitada  á  presentar  la 
carta;  pero  que  el  Conde,  en  vez  de  ofrecer  presentarla,  proponía  la 
prueba  de  una  manera  vaga,  con  el  fin  de  entorpecer  el  procedimiento; 
y  que  no  bastaba  decir  que  una  funesta  contrariedad  había  impedido 
presentar  un  documento  para  que  por  tercera  ó  cuarta  vez  se  admi- 
tiese prueba  sobre  el  mismo  hecho:    - 

Resultando  que  la  referida  Sala  en  22  de  Mayo  de  1869  no  dio  la- 
gar, con  las  costas,  al  recibimiento  á  prueba  de  estos  autos;  y  recias 
máda  por  el  Conde  de  Marcel  de  Peñalva  la  subsanacion  de  la  falta 
á  los  efectos  del  art.  1.019  de  la  citada  ley^  y  seguido  el  juicio  en  lo 
principal  por  sus  trámites,  recayó  sentencia  en  2i  de  Octubre  del  in- 
dicado año,  confirmando  la  apelada  con  las  costas  de  la  segunda  ins- 
tancia: 

Resultando  que  D.  Ignacio  González  Cienfuegos  interpuso  recurso 
de  casación  contra  la  sentencia  de  vista  de  22  de  Octubre,  fundándole 
I.  26 
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en  infracción  de  ley  y  doctrina  legal,  y  ft  la  vez  en  la  cansa  I.*  del  ar- 
ticulo 1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  por  habérsele  denegado 
en  segunda  instancia  el  recibimiento  á  prueba  de  un  hecho  que  na 
había  podido  Justificar  en  la  primera,  ya  porque  el  Coude  no  conser- 
vaba en  su  poder  la  referida  carta,  ya  tumbien  porque  D.  Jerónima 
García  Cabrero,  á  quien  había  comisionado  para  recoger  la  niña,  se 
hallaba  ausente  sin  que  se  conociese  su  paradero: 

Resultando  que  denegada  por  la  Sala  sentenciadora  la  admisión 
del  recurso  en  la  forma  y  admitido  el  interpuesto  en  el  fondo,  apela- 
el  Conde  de  aquel  extremo,  y  este  Tribunal  revocó  la  providencia  en 
aquella  parte,  y  en  su  consecuencia  se  ha  sustanciado  el  recurso  ea 
la  forma,  previo  el  oportuno  depósito. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Jaumar  de  1& 
Carrera. 

Considerando  que  la  falta  de  recibimiento  á  prueba  de  que  habia 
la  cansa  4/  del  art.  1013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  sólo  puede^ 
estimarse  como  motivo  para  un  recurso  de  casación  en  la  forma  cuando^ 
la  prueba  que  se  ha  denegado  proceda  eon  arreglo  á  derecho: 

T  considerando  que  la  propuesta  por  el  recurrente  en  la  segunda 
instancia  era  inadmisible  por  no  estar  comprendida  en  el  caso  1.*  del 
artículo  869  de  la  citada  ley,  como  lo  apreció  la  Sala  en  atención  á 
que  el  hecho  de  la  carta  á  que  se  referia  habia  sido  ya  objeto  de 
prueba  en  la  primera  instancia,  exigíJose  á  la  Condesa  que  absolviese 
posiciones  sobre  éi  y  sumiuistrádose  testigos; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  que,  fundado  en  la  causa  4."  del  artículo  1.013  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  interpuso  D.  Ignacio  González  Gienfue- 
gos.  Conde  de  Marcel  de  Peñalva,  a  quien  condenamos  en  las  costas 
y  á  la  pérdida  de  los  2.000  rs.  depositados  para  este  recurso,  que  se 
distribuirán  en  la  forma  prevenida  por  la  ley;  y  respecto  al  recurso 
fundado  en  infracción  de  ley  y  doctrina,  mandamos  que  se  proceda  á 
su  sustanciacion  con  arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  la  Gaceta  d& 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa^  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. ssJaan 
González  Acevedo.=José  María  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=FraD- 
cisco  María  de  Castilla.=Joaquin  Jaumar.=3José  Fermín  de  Muro.=s: 
Benito  de  Posada  Herrera. 

Publicación  : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Sefior 
Don  Joaquín  Jaumar,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tríboiul 
Supremo,  celebrando  audiencia  pábiica  la  misma,  en  el  día  de  hoy^ 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  5  de  Diciembre  de  1870.=:ftogelío  González  Montes. 
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Mm.  93. 
CASACIÓN. 


Pago  de  cierta  caistidad^  intereses  t  costas. — Sentencia  de  5  de 
Diciembre,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  que» 
fundado  en  las  causas  4/  y  6/  del  art.  1.013  de  la  L^^y  de 
Enjuicíamienta  civil,  interpuso  D.Bartolomé  Vidal. contra  la 
dictada  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona, 
en  pleito  con  el  Banco  de  Zaragoza. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  para  que  en  segunda  instancia  sea  admisible  la  prueba,  es 
indispensable  que^,  no  sólo  sean  hechos  nuevos  los  que  se  intente  probar 
y  posteriores  al  último  dia  del  término  de  la  de  primera  instancia,  sino 
que  también  sean  conducentes  á  la  acción  ó  excepción  propuestas 
que  hayan  sido  objetq  del  pleito :  y  que  asi  en  cuanto  á  nuevos  he- 
chos como  á  la  presentación  de  documentos,  es  necesario  que  se  pro- 
pongan y  presenten  antes  de  haberse  notificado  la  providencia  en 
que  se  mande  traer  los  autos  á  la  vista,  según  se  establece  en  los  ar- 
tículos 866^  867  j^  869  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Eq  la  villa  de  Madrid,  á  5  de  Diciembre  de  1870,  en  ios  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Pino  y  en  la 
Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  el  Banco  de  Ztragoza 
con  D.  Bartolomé  Vidal ,  sobre  pago  de  63.000  escudos,  intereses  y 
costas;  autos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación > 
interpuesto  por  el  demandado  contra  la  sentencia  que  en  9  de  Febrero 
de  1870  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  D.  Btrlolomé  Vidal  en  carta  de  13  de  Mayo  de  1865 
manifestó  al  Director  del  Banco  de  Zaragoza,  como  ya  lo  habia  hecbo 
en  otras  anteriores  correspondientes  á  los  años  de  1862,  1861  y  1864, 
que  con  arrreglo  al  art.  7.*  de  los  estatutos  de  dicbo  Banco  afianzaba 
el  pago  de  todas  las  letras ,  pagarés  á  la  orden  y  cualesquiera  otros 
Yalores  endosabies  que  el  Banco  admitiera  en  descuento  ó  por  nego- 
ciación á  D.  José  Rufino  Vidal,  y  se  constituía  en  la  obligación  de  sa- 
tisfacer todos  los  que  dicho  señor  no  satisficiese  en  los  mismos  casos, 
formas  y  lugar  que  él  viniera  obligado  á  satisfacer  como  librador 
aceptante  ó  como  endosante,  sin  limitación  ni  restricción  alguna,  de 
la  misma  manera  que  si  cada  uno  de  los  efectos  indicados  estuviera 
afianzado  por  su  aval  en  términos  generales  y  sin  restricción,  con 
arreglo  al  art.  478  del  Código  de  Comercio,  y  sin  que  el  Banco  tuviera 
necesidad  de  repetir  contra  el  expresado  señor  ni  contra  ninguno  de 
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los  que  hubiesen  intervenido  en  los  efectos  que  admitiera  el  mismo 
en  descuento  ó  negociación  si  no  le  conviniese ;  y  entendiéndose  que 
áon  cuando  repitiera  contra  algún  otro  Judicial  ó  extrajudiciaimente» 
subsistia  su  obligación  si  no  conseguía  su  reintegro  total  en  iguales 
términos  y  forma  que  si  fuese  personal  suya  la  de  dicho  Vidal,  á  ca- 
lidad de  que  se  entendiera  limitada  su  obligación  á  la  cantidad  de 
SO.OOO  pesos  fuertes  efectivos  por  el  todo  ó  parte  de  aquellos  valores 
que  no  se  hubiesen  hecho  efectivos  en  su  dia,  hallándose  éste  dentro 
del  término  de  doce  meseg,  que  era  el  tiempo  por  el  cual  quería  que 
valiese  este  aval,  á  contar  desde  la  fecha,  y  que  quedaban  sin  efecto 
y  de  ningún  valor  las  otras  cartas  de  aval  anteriormente  remitidas: 

Resultando  que  por  escritura  de  10  de  Mayo  de  1866  Doña  Consuelo 
de  Moragas  y  Quintana,  viuda  de  D.  José  Rufíno  Vidal,  como  tutora  y 
curadora  de  su  hija  y  heredera  del  mismo  otra  Doña  Consuelo  de  Vi- 
dal y  Moragas,  expresando  que  con  motivo  de  haber  firmado  el  Don 
José  Rufino  Vidal,  su  difunto  marido ,  á  la  orden  del  Banco  de  Zara- 
goza un  pagaré  de  31.500  duros ,  que  vencia  en  12  de  aquel  mes  ,  el 
cual  se  hallaba  avalado  con  carta  separada  por  D.  Bartolomé  Vidal, 
hermano  del  citado  D.  José  Rufino;  y  no  existiendo  en  la  tutela  fondos 
para  verificar  el  pago  de  dicho  pagaré  en  el  dia  de  su  vencimiento» 
necesitando  tiempo  para  realizar  los  bienes  y  créditos  que  tenia  la 
mencionada  menor,  le  era  precisa  una  próroga  ó  renovación  del  men- 
cionado pagaré,  otorgó  poderes  especiales  á  favor  de  D.  Juan  Sierra 
para  que  representándola  en  dicha  calidad  de  tutora,  firmase  á  la  orden 
del  referido  Banco  de  Zaragoza  el  oportuno  pagaré  de  la  cantidad  de 
31.500  duros  en  renovación  del  mencionado  que  vencia  en  12  de  aquel 
mes,  por  el  plazo  que  fuese  conveniente  y  en  la  mejor  forma  y  modo 
que  bien  visto  le  fuese,  practicando  hasta  conseguir  dicha  renovación 
ó  próroga  las  gestiones  que  fuesen  conducentes  al  objeto  indicado : 

Resultando  que  D.  Juan  Sierra  con  la  antefirma  «por  poder  de  Doña 
Consuelo  de  Moragas,  viuda  de  D.  Rufino  Vidal,»  firmó  en  12  de  Mayo 
de  dicho  año  de  1866  un  pagaré  para  el  12  de  Agosto  del  mismo  año, 
á  la  orden  del  Banco  de  Zaragoza,  por  la  suma  de  630.000  rs.  en  oro 
ó  plata;  valor  recibido  del  mencionado  establecimiento,  y  á  continua- 
ción del  mismo  pagaré  se  dice:  «Garantizo  por  aval.=Bartolomé  Vidal> 

Resultando  que  protestado  el  mencionado  pagaré  por  falta  de  pago 
á  su  vencimiento,  solicitó  el  Banco  de  Zaragoza  el  reconocimiento  de 
sus  firmas  para  preparar  la  vía  ejecutiva;  y  habiendo  manifestado 
Doña  Consuelo  de  Moragas  que  no  reconocía  la  firma  del  pagaré,  poiv 
que  nada  debia  al  Banco,  ni  habia  dado  poder  á  D.  Juan  Sierra  (lart 
poner  la  firma  que  se  ponia  en  dicho  pagaré,  entabló  el  propio  Baite 
demanda  ordinaria  en  2  de  Enero  de  1867  para  que  se  condenase  i 
Doña  Consuelo  Vidal  de  Moragas,  y  en  su  representación  á  Doña  CkMv- 
suelo  de  Moragas,  viuda  de  Vidal,  como  tutora  y  curadora  de  larVl»- 
ma,  al  pago  de  los  630.000  rs.,  equivalentes  á  68.000  escudos»  impoili 
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del  referido  pagaré,  con  los  intereses  legales,  costas,  gastos  de  protesto 
y  demás  causados  con  motivo  de  la  faltada  pago  de  dicho  documento: 

Resultando  que  Doña  Consuelo  de  Moragas,  viuda  de  Vidal,  en  ca* 
iidad  de  tutora  de  su  hija  ,  sin  contestar  á  la  demanda  pidió  que  se 
suspendiese  su  curso  porque  estaba  preparando  los  trabajos  para  for- 
mar concurso  de  acreedores  de  su  marido  D.  José  Biifíno  Vidal;  y  ha- 
biéndose opuesto  á  ello  el  Banco,  se  tuvo  la  demanda  por  contestada 
y  siguió  el  pleito  en  rebeldía  hasta  el  trámite  de  prueba;  en  cuyo  es- 
tado, admitido  el  concurso  que  Doña  Consuelo  de  Moragas,  en  su  ca<- 
Iidad  de  tutora  de  la  impúber  Doña  Consuelo  de  Vidal  y  Moragas, 
taabia  solicitado  ;  y  tratándose  de  acumular  á  él  los  autos  que  contra 
aquella  s<  guia  el  Banco  de  Zaragoza,  manifestó  el  Procurador  de  éste 
que  se  oponía  á  la  acumulación,  en  atención  á  que  estando  avalado  el 
pagaré  por  D.  Bartolomé  Vidal,  iba  el  Banco  de  Zaragoza  á  repetir 
contra  el  mismo  en  virtud  de  dicho  juicio,  protestando  por  consi- 
guiente no  querer  usar  de  los  derechos  y  acciones  á  dicho  Banco  com- 
petentes en  mérito  del  concurso,  salvo  el  caso  de  resultar  insolvente 
el  referido  D.  Bartolomé  Vidal  ;  y  en  virtud  de  esta  protesta  se  pro- 
veyó auto  en  4  de  Noviembre  de  1867,  declarando  no  haber  lugar  á  la 
acumulación  : 

Resultando  que  el  Banco  de  Zaragoza ,  previo  Juicio  conciliatorio 
sin  avenencia,  dedujo  demanda  en  20  de  S'^tiembre  de  1867,  solici- 
tando que  se  condenase  al  D.  Bartolomé  Vidal  á  que  le  pagara  la 
cantidad  de  630.000  rs.,  equivalentes  á  63.000  escudos,  importe  dei 
citado  pagaré  por  él  avalado,  con  más  los  intereses  discurridos  desde 
la  promoción  del  juicio  contra  Doña  Consuelo  de  Moragas,  viuda  de 
de  Vidal,  como  tutora  de  su  hija  impúber  Doña  Consuelo  Vidal  de 
Moragas,  y  las  costas  causadas  en  mérito  del  mismo  y  las  que  se  can- 
sasen; y  para  ello,  haciendo  mérito  de  los  antecedentes  y  de  que  el 
pagaré  cuyo  importe  se  reclamaba,  suscrito  por  D.  Juan  Sierra  en 
nombre  de  Doña  Consuelo  Moragas ,  en  virtud  del  poder  que  ésta  le 
otorgó  en  el  concepto  de  tutora  de  su  hija  impúber  Doña  Consuelo 
Vidal  de  Moragas,  era  una  renovación  de  otro  firmado  á  favor  del 
mismo  establecimiento  por  D.  José  Rufino  Vidal,  y  que  habia  vencido 
en  12  de  Mayo  de  1866,  después  de  ocurrido  su  fallecimiento ;  aleg$ 
que  no  habiendo  podido  el  Banco  de  Zaragoza,  á  pesar  del  juicio  pro- 
movido, obtener  el  pago  de  su  respetable  crédito  de  la  herencia  del 
D.  José  Rufino  Vidal,  y  hallándose  ésta  en  la  actualidad  concursada, 
lo^ue  venia  á  diferirlo  por  tiempo  indeterminado,  con  la  probabilidad 
y  casi  certeza  de  que  no  habia  de  alcanzar  el  activo  de  dicha  heren- 
cia para  cubrir  la  totalidad  de  los  créditos  que  sobre  ella  gravitaban, 
tenia  expedita  su  acción  contra  el  fiador  ó  avalista  D.  Bartolomé  Vi- 
dal, que  habia  contraído  su  obligación  en  términos  generales  y  sin 
Teslriccion  de  ninguna  clase  para  reclamarle ,  á  más  del  capital  del 
pagaré,  los  intereses  discurridos  y  costas: 
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Resultando  qae  contestando  á  la  demanda  el  D.  Bartolomé  Yídal, 
pretendió  que  se  le  absolviese  de  ella,  declarando  que  el  Banco  de 
Zaraf^oza  carecía  de  derecho  y  acción  para  gestionar  contra  él  por  ei 
aval  puesto  en  el  mencionado  pagaré  mientras  no  hubiese  hecho  ex- 
cusión en  los  bienes  de  Dofia  Consuelo  de  Moragas,  viuda  de  D.  Jo^é 
Rufino  Vidal,  é  imponiéndole  las  costas;  y  al  efecto  excepcionó:  pri- 
mero, que  no  había  puesto  jamiis  su  firma  por  aval,  en  pagaré  algqno 
librado  por  su  hermano  D.  José  Rufino  Vidal  á  favor  del  Binco  de 
Zaragoza,  y  que  por  consiguiente  no  era  ni  podía  ser  verdad  lo  que 
éste  suponía  de  que  el  pagaré  de  \i  de  Mayo  de  1865.  garantizado  por 
él,  fuese  renovación  de  otros  anteriores  que  contuviesen  el  mismo 
aval:  segundo,  que  tampoco  era  verdad  que  dicho  pagaré  avalado  por 
él,  fuese  firmado  por  D.  Juan  Sierra,  como  apoderado  de  Dofla  Con- 
suelo de  Moragas  en  calidad  de  tutora  de  su  hija  Doña  Consuelo  de 
Vidal  y  Moragas,  ni  tampoco  con  expresión  de  que  lo  hacia  en  uso 
de  determinados  poderes  que  aquella  le  hubiese  conferido  en  dicha 
calidad,  pues  lejos  de  ella  la  antefirma  decía  literalmente,  «por  poder 
de  Doña  Consuelo  de  Moragas,  viuda  de  D.  José  Rufino  Vidal;»  por 
manera,  que  quien  libraba  el  pagaré  no  era  la  tutora  de  la  hija,  sino 
Doña  Consuelo  de  Moragas  en  su  nombre  propio ,  ó  sea  su  Procura- 
dor en  representación  de  la  misma ,  expresando  haber  recibido  del 
Banco  el  valor  del  mencionado  pagaré:  tercero:  que  él  no  tuvo  ni  de- 
bió tener  noticia  de  cuMes  fueron  los  poderes  que  Doña  Consueto  de 
Moragas  hubiese  conferido  á  D.  Juan  Sierra,  bastándole  saber  que 
garantizaba  por  aval  la  firma  de  Doña  Consuelo  Moragas,  viuda  de 
D.  José  Rufino  Vidal ,  ó  de  quien  la  había  puesto  por  ella:  cuarto, 
que  no  era  exacto  que  la  impúber  Doña  Consuelo  Vidal  estuviese  cons- 
tituida en  concurso  necesario  de  acreedores;  y  aunque  lo  fuera,  tam~ 
poco  seria  verdad  que  ella  fuese  insolvente,  suponiendo  que  pudiera 
ser  deudora  del  pagaré  mencionado;  y  quinto,  que  el  Binco  de  Zara- 
goza no  había  hecho  exención  en  los  bienes  de  Doña  Consuelo  Moragas, 
viuda  de  D.  José  Rufino  Vidal,  de  quien  obtuvo  por  medio  de  su  apo- 
derado D.  Juan  Sierra  la  firma  de  dicho  pagaré  garantizada  por  aval 
por  ei  D.  Bartolomé  Vidal;  y  en  consecuencia  de  todo,  resultando  del 
pagaré  que  el  D.  Bartolomé  Vidal  garantizó  por  aval  la  firma  de  Dofia 
Consuelo  de  Moragas,  viuda  de  D.  José  Rufino  Vidal,  ó  de  sn  apode- 
rado, y  de  ningún  modo  la  de  la  tutela  de  su  hija  Doña  Consoeio 
Vidal  y  Moragas ,  era  una  injusticia  y  temeridad  evidente  el  querer 
extender  ó  aplicar  ei  aval  á  la  responsabilidad  ó  garantía  de  la  tutela: 

Resultando  que  presentados  los  escritos  de  réplica  y  duplica,  eo 
que  las  partes  insistieron  en  sus  pretensiones,  se  recibió  el  pleito  4- 
prueba  y  se  practicaron  en  su  término  las  respectivamente  articula*» 
das,  estando  reducidas  las  del  demandado  á  la  compulsa  del  eacrilp 
en  que  se  formalizó  el  concurso  voluntario  de  acreedores ,  así  C9W 
de  los  estados  de  bienes  y  deudas  en  que  figura  el  Banco  de  Zaragpf 
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la  por  los  31.S00  duros  del  pagaré  de  que  se  trata ,  y  de  la  memoria, 
en  qae  se  expresan  los  motivos  qae  hacían  imprescindible  la  forma^ 
*cioo  del  concarso  voluntario  de  espera  para  que  todos  los  acreedores 
aguardasen  los  resultados  de  una  liquidación  verificada  con  interven* 
<;ion  de  los  mismos  y  con  los  menores  gastos  posibles,  para  qiH  con 
la  propia  intervención  se  verifícase  el  reconocimiento  de  ios  respec- 
tivos créditos  y  se  fuese  haciendo  su  pago  en  el  modo  que  procediera 
á  medida  que  se  realizasen  fondos: 

Resultando  que  después  de  alegar  las  partes  de  su  derecho  repro- 
duciendo sus  pretensiones  anteriores,  dicté  sentencia  el  Juez  de  pri- 
mera instancia  en  10  de  Diciembre  de  1868,  condenando  á  D.  Barto- 
lomé Vidal  á  que,  dentro  del  término  de  diez  dias,  pagase  al  Banco 
de  Zaragoza  la  cantidad  de  63.000  escudos  é  intereses  de  la  misma  á 
razón  del  6  por  100  desde  81  de  Diciembre  de  1867,  con  reserva  á 
Yidal  del  derecho  que  le  competía  para  resarcirse  de  dicha  cantidad 
de  los  bienes  que  integraban  la  herencia  de  D.  José  Rufino  Vidal,  pu- 
diendo  a!  efecto  usar  de  tai  derecho  en  el  concurso  de  acreedores  de 
^te  si  viere  convenirle: 

Resultando  que  admitida  la  apelación  que  interpuso  el  dr.mandado» 
y  remitidos  los  autos  á  la  AiUdiencia  después  de  alegar  de  agravios  el 
apelante  y  de  contestar  el  apelado,  adhiriéndose  i  la  apelación  en 
x^uanto  á  ciertos  intereses  y  costas,  ai  evacuar  el  D.  Bartolomé  Vidal 
el  traslado  que  le  fué  conferido  de  la  adhesión,  pidió  por  un  otrosí 
<]ue  se  recibiese  el  pleito  á  prueba  para  justificar  hechos  nu'^vos  que 
hablan  ocurrido,  exponiendo  al  efecto  que  se  habla  verificado  el  re- 
conocimiento y  graduación  de  créditos  en  el  concurso  de  acreedores 
de  D.  José  Rufino  Vidal,  y  comprendido  en  uno  y  otro  al  Banco  de 
Zaragoza  por  el  pagaré  de  que  en  estos  autos  se  trata:  que  en  primera 
instancia  se  hizo  constar  la  formación  áel  concurso  y  la  memoria  y 
estados  presentados  por  Doña  Consuelo  de  Moragas,  así  como  la  Junta 
celebrada  sobre  la  espera  que  la  misma  solicitó  le  fué  denegada;  y 
que  ahora  faltaba  que  constasen  aquellos  hechos  posteriores  que  con- 
tribuían poderosamente  á  repeler  la  demanda  dirigida  contra  el  Don 
Bartolomé  Vidal,  con  tanto  mayor  motivo,  en  cuanto  constarla  tam- 
bién que  en  méritos  del  mismo  concurso  habían  sido  asignados  ali- 
mentos á  dicha  Dofia  Consuelo  de  Moragas  para  su  hija  Doña  Consuelo 
Tidal  y  Moragas,  nada  menos  que  en  cantidad  de  4  escudos  diarios» 
<M>nsiderando  que  los  bienes  excedían  del  importe  de  las  deudas,  y 
<fue  por  consiguiente  el  Banco  de  Zaragoza  tenia  la  seguridad  de  co- 
brar como  los  demás  acreedores: 

Resaltando  que  el  Banco  de  Zaragoza  se  opuso  á  dicha  pretensión» 
•apoyado  en  que  los  hechos  que  se  trataban  de  justificar  no  reunían 
la  conducencia  expresamente  exigida  por  la  ley  para  el  recibimiento 
é  prueba  en  segunda  instancia,  toda  vez  que  el  crédito  que  reclamaba 
«n  este  Juicio  se  hubiese  incluido  en  el  reconocimiento  y  graduacioaii 
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de  los  autos  del  concurso  no  era  an  hecho  nuevo,  sino  una  oonsa- 
eoencia  lógica  y  natural  de  hallarse  ya  comprendido  en  el  estado  de* 
deudas  presentado  por  la  madre  y  tutora  de  la  impúber  Doña  Con* 
suelo  Vidal,  y  testimoniado  en  autos;  y  sobre  todo  semejante  hecho, 
admitido  por  base  de  discusión  en  el  litigio ,  sobre  no  poder  alterar 
la  situación  del  negocio  que  se  ventila,  si  á  alguna  de  las  partes  po- 
día favorecer  era  al  Banco  de  Zaragoza,  pues  ponia  el  sello  de  la  ver- 
dad al  hecho  temerariamente  negado  por  Vidal  de  ser  obligación  de 
la  herencia  de  D.  José  Rufino  Vidal  el  pagaré  objeto  de  este  litigio,  y 
no  de  Doña  Ck)Dsuelo  de  Moragas;  y  que  sobre  que  en  méritos  del  In- 
dicado concurso  se  hubiere  concedido  á  la  concursada  Doña  Consuelo 
Tidal  una  asignación  alimenticia ,  teniendo  en  cuenta  la  cuantía  del 
patrimonio,  tampoco  era  conducente  en  este  liiigio,  pues  el  ser  el  va- 
lor del  mismo  mayor  ó  menor  no  podia  cambiar  la  obligación  legal 
del  adversante,  reclamada  en  el  presente  pleito,  porque  sí  el  pagará- 
objeto  del  mismo  era  obligación  del  concurso  y  no  particular  de  Doña 
Clonsuelo  Moragas,  madre  y  tutora  de  la  concursada,  lo  cual  habia 
sido  ya  materia  de  amplia  discusión  y  prueba  en  este  litigio  por  las 
especiales  circunstancias  que  concurrían  en  el  presente  caso,  lo  cual 
era  un  punto  de  mero  derecho  también  ampliamente  discutido,  no 
competía  ni  podia  competir  al  adversante  en  calidad  de  fiador  el  be- 
neficio de  excusión  para  oponerse  al  pago  de  la  deuda,  poco  impor- 
taba que  fuese  tal  ó  cual  la  cuantía  de  bienes  concursados;  pues  aun- 
que superase  al  importe  de  las  deudas,  no  podría  eximir  á  D.  Barto- 
lomé Vidal  del  cumplimiento  de  su  obligación  de  fiador: 

Resultando  que  por  providencia  de  28  de  Octubre  do  1869,  consi- 
derando que  la  prueba  que  proponía  D.  Bartolomé  Vidal  no  se  halla- 
ba comprendida  en  ninguno  de  los  casos  del  art.  869  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  se  declaró  no  haber  lugar  á  recibir  el  pleito  á 
prueba,  y  que  se  llevasen  ios  autos  á  la  vista,  citadas  las  partes  para 
sentencia : 

Resultando  que  de  esta  providencia  interpuso  súplica  el  D.  Barto- 
lomé Vidal,  y  al  mejorarla  presentó  por  medio  de  un  otrosí  la  escri- 
tura de  inventario,  descriptiva  de  una  finca  de  la  propiedad  de  D.  José 
Rufino  Vidal,  tomado  por  D.  Juan  Sierra,  como  apoderado  de  Dofia 
Consuelo  de  Moragas ,  en  9  de  Víayo  de  1866  en  virtud  de  poder  que 
ésta,  así  en  calidad  de  tutora  de  su  hija  como  en  su  nombre  propio» 
le  habia  confierido  en  3  del  mismo  mes  y  año ;  y  pidió  que  admitida, 
dicha  escritura  con  el  juramento  de  nueva  noticia  se  mandase  unirá 
los  autos ,  y  se  hiciera  extensivo  á  la  práctica  de  un  coteja  coa  eita^- 
cion  contraria,  el  recibimiento  á  prueba  solicitado  en  lo  principáis 

Resultando  que  se  opuso  también  el  Banco  de  Zaragoza  á  esta  pre- 
tensión, porque  dicho  documento  era  enteramente  ajeno  á  la  cuesiioii 
de  autos,  y  además,  según  el  art.  867  de  la  Ley  de  Enjuiciamlentaclt: 
yñit  no  podia  traerse  documento  alguno  después  de  haberse. n^Utoadft 
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proTideocia  en  que  se  llamaban  los  aatos  á  la  vista,  lo  cual  habia  te* 
nido  lugar,  sin  que  pudiera  aproTecbar  &  la  parte  contraria  el  recurso 
de  S)fiplica  interpuesto;  pues  si,  como  era  de  creer»  se  desestimaba  la 
providencia  suplicada,  debia  surtir  desde  su  fecha  todos  los  efectos 
legales,  uno  de  los  cuales  era  el  impedir  la  presentación  de  todo  nue- 
vo documento: 

Resultando  que  en  10  de  Enero  de  1870  se  dictó  auto,  por  el  que, 
considerando  que  existían  las  mismas  razones  que  tuvo  presente  la 
Sala  al  dictar  la  providencia  de  98  de  Octubre,  se  eonñrmó  esta  man- 
dando que  siguiese  unido  á  los  autos  el  documento  presentado  por  Don 
Bartolomé  Vidal  á  los  efectos  que  hubiere  lugar: 

Resultando  que  vistos  después  los  aatos  sobre  lo  principal,  se  pro- 
nunció sentencia  en  9  de  Febrero  de  1870  por  la  referida  Sala  de  la 
Audiencia,  confirmando  la  apelada: 

Resultando  que  contra  este  fallo  interpuso  el  demandado  Vidal  re- 
curso de  casación,  porque  en  su  concepto  se  hablan  infringido  en  cuan- 
to al  fondo  las  diferentes  leyes  que  citó;  y  porque  además  concnrrian 
las  causas  I.*  y  6/  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuidiamiento  civi^ 
perlas  cuales  interponía  también  el  recurso,  en  razón  á  no  haberse  re- 
cibido el  pleito  á  prueba  en  segunda  instancia,  y  á  no  haberse  dene* 
l^do  el  cotejo  de  la  escritura  de  1866  que  presentó  con  el  juramento 
de  nueva  noticia ,  dándose  asi  ocasión  á  que  la  parte  contraria  en  el 
acto  de  la  vista  opusiere  la  ineficacia  de  dicha  escritura ,  fundada  en 
la  regla  1/  del  art.  S81  de  la  misma  ley: 

Resultando  que  admitido  el  recurso  bajo  ambos  conceptos,  y  hecho 
el  depósito  de  100  escudos,  se  remitieron  los  autos  á  este  Supremo 
Tribunal : 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Posada  Herrera. 
Ck)nsiderando  que  para  que  en  segunda  instancia  sea  admisible  la 
prueba,  es  indispensable  que,  no  sólo  sean  hechos  nuevos  los  que  se 
intente  probar  y  posteriores  al  último  día  del  término  de  la  de  prime- 
ra instancia,  sino  que  también  sean  conducentes  á  la  acción  ó  excep- 
ción propuestas,  que  han  sido  objeto  del  pleito;  y  que  así  en  cuanto  i 
nuevos  bechos  como  á  la  presentación  de  documentos,  es  necesario 
qoe  se  propongan  y  presenten  antes  de  haberse  notificado  la  providen  - 
Cía  en  que  se  mande  traer  los  autos  á  la  vista ,  según  se  establece  en 
tos  articules  866,  867  y  869  de  la  Ley  de. Enjuiciamiento  civil : 

Considerando  que,  según  la  apreciación  de  los  bechos  propuestos 
por  -€1  demandadov  no  son  estos  conducentes  á  la  cuestión  que  ha  sido 
objeto  del  pleito;  y  en  cuanto  al  cotejo  de  la  escritura  presentada,  ha- 
bfóndose  verificado  después  del  auto  de  denegación  de  prueba ,  en  el 
que  se  mandó  también  traer  los  autos  áfja  vista,  no  procedía  su  ad- 
misión; pues  aunque  de  dicho  auto  se  interpuso  súpHca,  si  bien  se  ad- 
nftió  esta,  fué  confirmado  el  auto  suplicado,  resuiundo  por  consi- 
grienlé  no  babeñe  pedidp  en  tiempo  el  cotejo  de  la  escritura : 
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Considerando,  por  lo  tanto,  qae  ni  procedía  el  recibimiento  á  pnie- 
l»  con  arreglo  á  derecho,  ni  habo  denegación  de  diligencia  admiaible 
con  arreglo  á  las  leyes,  y  en  consecuencia  no  existen  en  el  presente 
caso  las  causas  citadas  por  e!  recurrente,  ó  sean  la  4/  y  6.*  del  artículo 
1.013  de  la  Lpy  de  Enjuiciamiento  civil : 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  que,  fundado  en  las  causas  4.*  y  6/  del  art.  1.013  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  interpuso  D.  Bartolomé  Vidal,  á  quien 
condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  2.O0O  rs.,  que  se  deducirán 
de  los  4.000  que  depositó,  y  se  distribuirán  en  la  forma  ordinaria;  y 
respecto  al  recurso  interpuesto  en  cuanto  al  fondo,  mandamos  que  com- 
pletándose previamente  el  depósito  necesario,  lo  cual  acreditará  el  re- 
currente en  el  término  de  diez  dias,  se  proceda  á  su  sustaaciacion  con 
arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  C^aU  i$ 
Madrid  é  insertará  en  la  CoUccUm  Ugiúatioa^  pasándose  al  efecto  las 
coplas  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  Ma- 
ría Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.s=:Francisco  María  de  Castilla.;s 
Joaquín  Jaumar.=José  Fermín  de  Muro.=Benito  de  Posada  Herrenuss 
Francisco  Puget. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Seffor 
D.  Benito  de  Posada  Herrera,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma  en  el  diada 
boy ,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  5  de  Diciembre  de  1870.=BogeIio  González  Montes. 


NÓM.  94. 


CASACIÓN 


Defensa  por  pobre. — Sentencia  de  5  de  Diciembre,  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Dofia  Va- 
ria de  la  Concepción  Rodríguez  Coronado  de  Plano  contra  It 
Iue  en  18  de  Diciembre  de  1869  dictó  la  Sala  primera  de  la 
udiencia  de  esta  capital ,  en  pleito  con  D.  Carlos  Bailly-Baf- 
Hiere  y  el  Ministerio  fiscal. 

En  sus  GoysiDERANDOs  se  establece: 

Que  no  habiéndose  fallado  á  las  reglas  de  la  sana  crüiea,  -ai 
tenido  el  criterio  judicial  otro  fundamento  que  lo  alegado  f  jMvlílr! 
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do  y  no  puede  decir ie  que  han  sido  infringidas  la  ley  5S ,  Mt.  16» 
Partida  3/,  ni  la  doctrina  legal  de  que  los  fallos  deben  dictarse 
secundum  allégala  et  probata. 

Ea  la  villa  de  Madrid,  á  5  de  Diciembre  de  1870,  ea  el  pleito  se- 
guido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  Palacio  de 
esta  capital  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  misma,  por 
Doña  Concepción  Rodríguez  Coronado  de  Plano  con  D.  Carlos  Baiíly- 
Baylliere  y  el  Ministerio  fiscal  sobre  defensa  por  pobre;  pleito  pen- 
diente ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por 
Dofía  Concepción  contra  la  sentencia  que  en  18  de  Diciembre  de  1869 
dictó  la  referida  Sala : 

Resultando  que  entablada  demanda  por  D.  Carlos  Bailly-Bayiliere 
contra  su  madre  política  Doña  GoncepciQn  Rodríguez,  sobre  pago  de 
escudos,  solicitó  ésta  al  personarse  que  se  la  concediera  el  beneficio 
de  litigar  como  pobre,  porque  carecía  de  recursos  para  sostener  ei 
pleito;  y  que  formada  pieza  separada,  D.  Cirios  Bailly  impugnó  aque- 
lla pretensión  negando  los  hechos  en  que  la  fundaba,  pues  vivia  con 
decoro  y  aún  con  lujo : 

Resultando  que  oído  el  Promotor  fiscal  y  recibido  el  incidente  á 
prueba,  Doña  Concepción  Rodríguez  la  suministró  de  testigos  para 
justificar  que  no  tenia  bienes  ni  medios  superiores  al  doble  jornal  de 
nn  bracero;  y  que  á  instancia  de  D.  Carlos  Bailly  se  puso  testimonio 
con  referencia  á  la  partición  de  bienes  de  D.  Fernando  Plano»  prac- 
ticada en  22  de  Febrero  de  1865,  del  que  aparece  que  á  su  viuda  Doña 
Concepción  Rodríguez  se  la  adjudicaron  en  metálico  y  efectos  públi- 
cos 78.717  rs.  y  3  cents.;  habiendo  presentado  una  relación  firmada 
por  Doña  Concepción  en  19  de  Agosto  de  1868,  y  que  ésta  ha  recono- 
cido ,  de  las  ropas  y  objetos  que  eran  de  su  pertenencia  y  los  nú- 
meros de  76  subvenciones  del  Estado  por  ferro  carriles: 

Resultando  que  declarando  Doña  Concepción  Rodríguez ,  según  se 
mandó  para  mejor  proveer,  dijo  que  25  de  dichas  subvenciones  per- 
tenecían á  su  hijo  político  D.  Basilio  4iexandreeo,  que  le  cedia  sus 
productos,  y  las  demás  las  había  vendido  en  Enero  de  1869,  desti- 
nando su  importe  á  pagar  deudas  y  á  .sus  necesidades  y  las  de  sa 
hija  y  nietos: 

Resultando  que  desestimada  con  las  costas  la  pretensión  de  po- 
breza por  la  sentencia  del  Juez  de  primera  instancia  que  con  igual 
condenación  confirmó  en  18  de  Diciembre  de  1869  la  Sala  primera 
de  la  Audiencia  de  esta  capital,  interpuso  Doña  Concepción  Rodríguez 
recurso  de  casación,  citando  como  infringidas: 

1/  La  doctrina  legal  establecida  por  este  Tribunfii  en  ia  sentencia, 
entre  otras,  de  3  de  Octubre  de  1867,  según  ia  cual ,  los  fallos  de- 
ben dictarse  yu5^a  alUgata  et  probata. 

8/    La  doctrina  legal  que  constituye  jurisprudencia  de  que  las  le- 
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yfft  de  Partida ,  referentes  á  prueba  testifical ,  pueden  citarse  útil- 
mente en  nn  recurso  de  casación  si  se  demuestra  que  la  ejecutoria 
se  ha  dictado  faltando  á  las  reglas  de  la  sana  crítica,  la  cual  exige  el 
cumplimiento  de  la  ley  32,  tít.  16,  Partida  3.%  que  no  estaba  destrui- 
da en  sus  efectos  por  otra  prueba  en  contrario ,  ni  el  auto  para  me- 
jor proveer  habia  desvirtuado,  sino  que  antes  bien ,  habia  confirmado 
el  valor  legal  de  la  testifical. 

T  3.*  La  doctrina  legal  de  que  la  apreciación  ó  calificación  de  la 
prueba  testifical  debe  hacerse  sin  infracción  de  ley  ó  doctrina,  habién- 
dolo sido  en  este  caso  la  disposición  citada  de  la  32,  tít.  16,  Partida  3/ 

Visto ,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Posada  Herrera. 

Considerando  que  han  sido  apreciados  ios  dichos  de  los  testigos» 
según  las  reglas  de  la  crítica  racional,  comparándolos  con  otras 
pruebas  aducidas,  entre  las  cuáles  se  encuentra  la  confesión  hecha 
por  la  parte  que  promovió  este  incidente;  pues  aunque  intentd 
desvirtuarla  manifestando  que  la  mayor  parte  de  las  cantidades, 
sccioues  y  otros  efectos  que  le  habian  sido  adjudicados  los  cediera  6 
liabia  destinado  á  pagar  deudas,  no  adujo  prueba  alguna  que  Justi- 
ficase estas  excepciones,  ni  que  disminuyese  en  lo  m;)s  mínimo  el 
valor  del  testimonio  de  partición  presentado  á  instancia  de  D.  Garios 
lailly-Baylliere,  resultando  de  todas  estas  pruebas  que  Doña  Concepción 
Rodríguez  posee  un  capital  cuyas  rentas  y  productos  equivalen  á  más 
del  doble  jornal  de  un  bracero  en  la  localidad  que  reside : 

Considerando,  por  lo  tanto,  que  no  habiéndose  faltado  á  las  reglas 
de  la  sana  crítica,  ni  tenido  el  criterio  judicial  otro  fundamento  qae 
lo  alegado  y  probado,  no  han  sido  infringidas  la  doctrina  ni  la  ley 
citada  por  el  recurrente ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña  María  de  la  Concepción 
fiodrigez  Coronado,  á  la  que  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida 
de  la  cantidad  por  que  prestó  caución,  que  se  distribuirá  con  arreglo 
á  la  ley;  y  mandamos  que  se  devuelvan  los  autos  á  la  Audiencia  de 
esta  capital  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeía  é 
fosertai^  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne» 
cesarías,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firma mos.=7José  M.  Cáea^ 
res.=Laureano  de  Arrieta.=Prancisco  María  de  Castilla.=Joaquin  iao- 
iDar.=José  Fermín  de  Muro.sBenito  de  Posada  Herrera.^=Franciso» 
Foget. 

Publicación. 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Doi 
Benito  de  Posada  Herrera,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estándose 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,  el  dteds 
lu>y,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara.  >  I 

Madrid  5  de  Diciembre  de  1870.3=Gregorio  Camilo  García. 


I  f. 
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NÚM.  96. 
COMPETENCIA. 


Pago  de  cierta  cantidad. — Auto  de  5  fie  Diciembre^  decidiendo 
á  favor  del  Juez  municipal  de  Belmez  la  competencia  suscitada 
entre  éste  y  el  de  i^ual  clase  de  Competa,  sobre  conocimiento 
del  acto  de  conciliación  intentado  por  D.Pedro  Motero  con  José 
Avila  y  su  mujer  María  Vela,  para  el  pago  de  350  pesetas. 

■ 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece: 

1.®  Que  según  el  art.  300  de  la  Ley  provisional  para  laorgá- 
mzacion  del  poder  judicial,  que  sólo  ha  modificado  el  2Q I  de  la  de 
Enjuiciamiento  civil  en  la  preferencia  que  éste  deba  á  la  preven-- 
don,  los  Jueces  municipales  del  domicilio,  y  en  su  defecto  los  de  la 
residencia  del  demandado,  son  los  únicas  competentes  para  autorizar 
los  actos  de  conciliación  que  entre  ellos  se  promuevan. 

2/  Que,  esto  supuesto ,  en  tanto  podrá  conocer  el  de  la  resi- 
dencia en  cuanto  se  ignore  ó  falte  el  de  la  vecindad. 

En  la  competencia  suscitada  por  el  Juez  municipal  de  Competa  al 
de  Belmez,  sobre  el  conocimiento  del  juicio  de  conciliación  intentadío 
por  Pedro  Motero  con  José  Avila  y  su  mujer  María  Vela  para  el  pago 
de  350  pesetas ,  la  Sala  primera  de  este  Tribunal  Supremo  se  ba  ser- 
vido acordar  el  auto  siguiente : 

Resultando  que  por  documento  fechado  en  Peñarroya,  á  6  de  Mayo 
último,  José  Avila  Pérez  y  su  mujer  María  Vela  declararon  adeudará 
Juan  Pedro  Molero  la  cantidad  de  1.400  rs.  que  le^  habia  dado  en  efec- 
tivo y  comestibles,  la  cual  se  obligaron  á  pagar  en  dicba  villa: 

Resultando  que  Juan  P'^dro  Molero  en  4  de.  Octubre  solicitó  ante 
el  Juez  municipal  de  B'^lmez  celebrar  acto  de  conciliación  con  José 
Avila  y  M^ría  Vela  ,  residentes  en  la  villa  de  Competa,  para  que  le 
abonasen  S50  pes^^^ras  que  le  adeudan,  según  recibo,  y  que  se  obliga- 
ron á  pagarle  en  Belmez  : 

Resultando  que  señalado  dia  para  la  celebración  del  acto  y  librado 
oficio  al  Juez  municipal  de  Conap^ta  para  la  citación  de  los  demaa- 
dados,  estos  al  practicarse  la  diligencia  manifestaron  que  no  sedaban 
por  citados,  por  no  ser  competente  para  celebrar  el  acto  el  Juez  que 
lo  babia  acordado,  y  que  suplicaban  al  de  su  domicilio  entablase  ia 
oportuna  competencia  de  inbibicion,  con  arreglo  á  las.  leyes.: 

Eesultando  que  en  su  virtud  el  Juez  municipal  de  Competa ,  vistos 
los  artículos  S04  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  y  300  de  ia  pro^- 
sional  sobre  organización  del  poder  judicial,  que  declaran  únicos  coaír- 
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pétenles  para  autorizar  actos  de  conciliación  los  Jueces  manicipates 
del  domicilio ,  y  en  su  defecto  los  de  la  residencia  del  demandado ;  y 
considerando  que  en  este  caso  se  encontraba  el  proveyente,  se  declaró 
competente  para  conocer  del  acto  de  que  se  trata,  y  mandó  oficiar  al 
Juez  de  Belmez  para  que  se  inhíbese  de  su  conocimiento  : 

Resultando  que  recibido  por  el  Juez  de  Belmez  el  oficio  de  Inhibi- 
ción, después  de  haber  instruido  de  él  al  demandante  y  de  conformi- 
dad con  lo  expuesto  por  el  mismo  ,  se  ne^i^ó  á  inhibirse  del  conocí 
miento  del  asunto,  porque  la  acción  entablada  por  Juan  Pedro  Molero 
es  personal,  y  no  resultando  sumisión  expresa  ó  tácita,  es  Jaez  com- 
petente para  conocer  de  ella  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la 
obligación,  según  el  art.  5.*,  párrafo  3.*  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
.  civil,  y  art.  308,  párrafo  1.*  de  la  Ley  provisional  sobre  reforma  del 
poder  Judicial ;  y  que  según  el  documento  exhibido  por  el  deman- 
dante, la  obligación  de  pago  debió  cumplirse  en  la  villa  de  B  Imez: 

R'^saltando  que  por  haber  insistido  el  Juez  municipal  de  Competí 
en  la  inhibición  requerida,  ambos  contfindientes  remitieron  á  este  Tri- 
bunal Supremo  sus  respectivas  actuaciones,  acompañándose  á  las  da 
la  villa  de  Belmez  una  certificación  expedida  por  el  Secretarlo  del 
Ayuntamiento  de  la  misma  en  31  de  Octubre,  de  la  que  aparece  que 
en  el  padrón  de  vecinos  de  los  años  de  1868  y  1870  consta  inscrito 
como  tal  en  la  aldea  de  Pefíarroya,  demarcación  municipal  de  aquella 
Tilla,  José  Avila,  casado  con  María  Josefa  Vela: 

Considerando  que  según  el  art.  300  de  la  Ley  provisional  para  la 
organización  del  poder  judicial,  que  sólo  ha  modificado  el  204  déla 
de  Enjuiciamiento  civil  en  la  preferencia  que  este  daba  á  la  prevencloa, 
los  Jueces  municipales  del  domicilio  y  en  su  defecto  los  de  la  resldefl- 
cla  del  demandado  son  los  únicos  competentes  para  autorizar  los  actos 
de  conciliación  que  ante  ellos  se  promuevan  : 

Considerando  que,  esto  supuesto,  en  tanto  podrá  conocer  el  de  la  resi- 
dencia en  cuanto  se  ignore  ó  falte  el  de  la  vecindad;  y  en  el  caso  de 
que  se  trata  consta  que  los  demandados  son  vecinos  de  Peñarroya, 
comprendida  en  el  distrito  municipal  de  Belmez; 

Se  declara  que  el  conocimiento  del  acto  de  conciliación  intentado 
por  Pedro  Molero  contra  José  Avila  y  su  mujer  María  Vela,  corres- 
ponde al  Juez  municipal  de  B:*lmez,  al  que  se  remitan  las  diligencias 
para  lo  que  proceda  en  derecho. 

Publíquese  este  auto  en  la  Caceta  de  esta  capital ,  dentro  del  tá^ 
mino  de  diez  días,  y  á  su  tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándolo 
al  efecto  las  oportunas  copias. 

Madrid  5  de  Diciembre  de  1870.=Mauricio  García .=José  Marta  01- 
ceres.=Liureano  de  Arrieta.ssFrancisco  María  de  Castilla.: 
J.iumar.sLfcenclado  Mariano  Fernandez  García.  Fui  presente.^ 
isio  Antonio  de  Fuga. 


■■« ' 
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NéH.  96. 
RECURSO  DE  NULIDAD. 


INCORPORACIÓN  AL  ESTADO  DE  UN  SeSORÍO  T  ABOLICIÓN  DE  PRESTACIO- 

i^Es. — SenteDcia  de  9  de  Diciembre,  declarando  babor  lugar  al 
recurso  de  nulidad  interpuesto  por  el  Marqués  de  Monistrol, 
'  Conde  de  Sástago,  contra  la  sentencia  de  revista  de  la  Sala  se- 
gunda de  la  Audiencia  de  Zaragoza,  en  pleito  con  el  Estado  y 
con  el  Ayuntamiento  de  Alcubíerre. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  cstablecc : 

Que  declarada  una  prestación  no  comprendidas  en  la  aboli- 
das por  las  leyes  de  Señoríos  *  en  pleito  sostenido  entre  el  que  la 
cobraba  y  el  pueblo  que  la  paga ,  no  es  posible  después  estimar  su 
abolición  sin  destruir  lo  ejecutoriado,  é  infringir  la  ley  13,  tit,  22, 
Partida  3.*  que  hace  nulo  el  segundo  juicio  dado  contra  el  primero. 

En  la  Tilla  de  Madrid,  á  9  de  Diciembre  de  1870,  en  el  pleito  seguido 
en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Sariñena  y  en  la  Audieacia  de 
Zaragoza  por  el  Ministerio  fiscal,  en  representación  del  Estado,  y  por 
el  Ayuntamiento  de  Alcubíerre  con  D.  José  Escriba  de  Romaní,  Mar- 
qués de  Monistrol  y  Conde  de  S^stago,  como  marido  de  Doña  Aato- 
nia  Fernandez  de  Górdova,  Marquesa  y  Condesa  de  dicbos  títulos,  so- 
bre incorparacion  al  Estado  del  señorío  territorial  de  dicbo  pueblo  y 
abolición  de  prestaciones;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  re- 
curso de  nulidad  interpuesto  por  el  demandado  contra  la  sentencia 
de  reyista  que  en  14  de  Octubre  de  1869  dictó  la  Sala  segunda  de  la 
referida  Audiencia: 

Re^suitando  que  el  Rey  D.  Jume  de  Aragón  por  privilegio  expedido 
en  Zaragoza  en  las  nonas  de  Mayo  del  año  1265  dio  y  concedió  á 
todos  los  hombres  de  Alcubíerre  presentes  y  futuros ,  perpetuamente 
por  vedado  en  su  término  el  terreno  contenido  dentro  de  los  linderos 
qne  en  dicbo  privilegio  se  expresan  para  que  ninguno  sin  su  consen- 
timiento y  bajo  la  pena  de  500  sueldos  Jaqueses,  pudiera  cazar,  hacer 
earben,  cortar  árboles  ni  entrar  á  pacer  ganados;  y  que  el  Rey  Don 
Pedro  confirmó  en  11  de  las  calendas  de  Setiembre  de  12S4  dicho  pri- 
vilegio qut3  su  padre  D.  Jaime  había  concedido  ft  todos  los  hombres 
de  Alcubíerre,  diciendo:  Super  eo  quod  dttis  nobis  $t  nobis  et  nostris 
cnimatim  tres  mille  solidos  jaccenses  in  duobus  termiais,  et  non  aliud  pro 
péitio  sine  questis  et  cabaUtris  ac  redentionibus  exercitu  usus  et  eenis  pro  ut 
ttt  dieta  primlegio  continentur;  siendo  de  advertir  que  estos  privilegios 
Obran  en  los  autos  por  testimonio  puesto  con  referencia  á  otro  que 
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se  baila  en  un  expediente  qae  existe  en  el  archivo  de  la  indiencfa  da 
Zaragoza,  promovido  en  el  affo  de  1766  por  el  Conde  de  Slstago  coa- 
ira  el  Ayuntamiento  de  Alcabierre,  sobre  pago  de  derechos  domloiea- 
les,  y  en  el  cual  se  presentó  librado  en  16  de  Abril  de  1761  por  exbi- 
bioion  que  de  los  originales  hizo  el  citado  Ayuntamiento: 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  el  dia  anterior  á  los  idos  de 
Juüo  de  la  era  1331,  el  Rey  D.  J^ime  de  Aragón  y  el  noble  D.  Ar« 
taldo  de  Alagon,  transigieron  amistosamente  sus  diferencias,  convi- 
niendo principalmente  y  en  primer  lugar  que  D.  Artaldo  daría  al  ley 
los  castillos  y  villas  de  Arcaine,  Asís  y  Olieto  con  todos  sas  términoSt 
derechos  y  pertenencias,  y  que  el  Rey  le  daria  en  cambio  ó  perauíta 
las  villas  de  Pina  y  Alcobierre:  que  en  el  mismo  dia  otorgaron  la 
escritura  de  permuta  convenida,  por  la  que  el  Rey  entregó  á  D.  Ar- 
taldo las  referidas  villas,  expresando  en  cuanto  á  la  de  Alcabierre 
que  lo  hacia  con  lo$  hombres,  mujeres ,  tierras  y  posesiones  caltas  é 
incultas,  prados,  pastos,  selvas,  árboles,  censos  y  demás  derechos  qae 
tuviera,  y  con  todo  el  pleno  dominio  y  jurisdicción;  y  qae  D.  Migoei 
Pedro  de  Lerga  declaró  en  on  documento  que  otorgó  en  Zaragoia  el 
dia  14  de  las  calendas  de  Agosto  de  la  era  1331  que ,  como  Procara- 
dor del  noble  D.  Artaldo  de  Alagon  y  en  virtud  de  la  anterior  per- 
muta, habia  tomado  posesión  de  las  referidas  villas  de  Pina  y  Alca- 
bierre, y  de  todas  sus  pertenencias  y  derechos: 

Resultando  que  estos  tres  decumentos  obran  en  autos  por  compolst 
de  los  que  exhibió  el  Conde  de  S^stago  en  3  de  Octubre  de  1837»  y 
eran  trasuntos  sacados  del  Archivo  de  la  Corona  de  Aragón,  existenl» 
en  Bdrceíona  en  5  de  Agosto  de  1740;  y  que  habiendo  solicitado  m 
la  tercera  instancia  de  este  pleito  su  cotejo  con  ios  originales  qae 
obraban  en  dicho  Archivo,  tuvo  lugar  con  la  escritura  de  permuta  y 
la  toma  de  posesión,  pero  no  con  la  de  concordia  qutí  no  se  encontró» 
expresándose  que  se  bailaba  justificada  la  existencia  de  aquel  conve- 
nio por  ios  estractos  del  mismo  que  se  hailanan  en  el  índice  de  iaa 
enajenaciones  del  Real  Patrimonio  de  Ardgon  por  ios  años  de  1W9  y 
siguiente,  y  en  tres  índices  distintos: 

Resultando  que  en  22  de  Enero  de  1642  otorgaron  una  escriturado 
concordia  del  arrendamiento  de  ios  frutos,  derechos,  rentas  y  emo- 
lumentos de  la  casa  y  Estado  de  Sástago  el  apoderado  del  Conde  do 
dicho  título  y  los  conservadores  de  la  concordia  de  acreedores  ei9Br 
sualistas  de  dicho  Estado  con  Gregorio  Luzan ,  domiciliado  en  Piaa» 
en  la  cual  se  comprende,  entre  otras  cosas  lo  siguiente:  «ítem  el  lagar 
de  Alcubierre  325  libras  que  paga  de  sabido  en  cada  un  año  diolio 
lugar:  item  el  mesón,  con  la  facultad  de  arrendarlo:  ítem  la  priqMdi 
que  pagan  todos  los  vecinos  de  dicho  lugar  de  panes ,  vino  y  eoivMh 
ros  y  de  todo  lo  demás,  como  se  ha  acostumbrado;»  y  que  OQSI:di| 
Abril  de  1759  otorgaron  el  Ayuntamiento  y  Concejo  de  Alcubiama  j 
sus  acreedores  censualistas  una  escritura  de  concordia,  por  Uqoíe.fl 
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veferido  lugar  les  cedió  el  producto  de  las  yerbas  de  todos  los  cam- 
pos, montes  y  aguas,  conviniendo  en  que  con  él  se  habian  de  pagar 
al  señor  temporal  por  su  derecho  dominical  300  liDras  Jaquesas  ea 
cada  un  año  en  dos  plazos  iguales  : 

Resuitaifdo  que  en  el  año  de  1765  solicitó  el  Conde  de  Slstago 
snte  el  Intendente  de  Zaragoza,  que  la  Junta  de  Propios  del  lugar  de 
Alcubierre  continuase  pagándole  310  libras  que  debía  satisfacerle  como 
«eñor  temporal  por  razón  de  pecho  y  dominicatura ;  estando  dicho 
lugar  en  posesión  y  disfrute  de  las  yerbas  y  demás  propios  sujetos  á 
dicho  cargo,  como  lo  tenia  reconocido:  que  el  lugar  de  Alcubierre 
pretendió  que  sólo  debia  pagar  en  cada  un  año  3.000  sueldos  jaque- 
les, que  componían  150  libras:  y  que  la  Audiencia  de  Zaragoza  por 
auto  de  11  de  Noviembre  de  1766  mandó  que  el  citado  lugar  pagase 
-al  Conde  las  620  libras  jaquesas  que  pedia  por  el  sabido,  carga  ordi- 
naria y  pecha  devengados  en  Mayo  de  1765  y  en  igual  mes  de  aquel' 
4iño,  continuando  dicha  satisfacción  en  lo  sucesivo  durante  el  pleito 
y  hasta  su  terminación  definitiva: 

llesuitando  que  promovido  de  nuevo  por  el  Conde,,  el  expediente 
f)ara  el  pago  de  atrasos  hasta  el  año  de  lS2i  de  la  pensión  de  319 
libras  que  el  pueblo  de  Alcubierre  debia  satisfacer  anualmente  de  sus 
'Propíos  por  la  cesión  que  habia  hecho  á  ios  mismos  de  las  yerbas  de 
todos  los  acampos  y  montes  blanco:),  pensión  que  pretendía  el  pueblo 
no  debia  pagar  por  suponer  procedía  de  jurisdicción,  y  que  en  todo 
caso  no  deberla  ser  más  que  de  3.000  sueldos;  condenado  á  su  pago» 
otorgaron  escritura  de  convenio  en  6  de  Noviembre  de  1828,  por. la 
<fue  quedó  reducida  la  pensión  que  anualmente  percibía  el  Conde  de 
ios  Propios  de  Alcubierre  á  230  libras: 

Resultando  que  en  el  año  de  1840  entabló  demanda  el  Conde  deSls- 
4ago  para  el  pago  de  las  anualidades  vencidas  y  no  satisfechas  después 
Ake  la  citada  escritura:  que  el  Ayuntamiento  de  Alcubierre  la  impugnó 
sosteniendo  que  dicha  pensión  procedía  de  señorío  jurisdiccional  y 
estaba  por  tanto  abolida ;  y  que  el  Conde  presentó  testimonio  de  las 
^escrituras  de  concordia  de  1642  y  1759,  con  las  cuales  dijo  se  probaba 
la  legitimidad  de  la  prestación  y  la  arbitrariedad  en  calificarla  de  ju- 
risdiccional, y  una  información  para  acreditar  la  ruina  y  extravío  de 
muchos  papeles  de  su  archivo  en  Zaragoza  con  motivo  de  los  sitios 
de  1808  y  1809: 

Resultando  que  por  sentencia  de  revista  de  la  Sala  segunda  de  la 
Audiencia  de  Zaragoza  se  condenó  al  pueblo  de  Alcubierre  al  pago 
de  la  cantidad  demandada ,  sin  perjuicio  del  resultado  que  tuviese  el 
pleito  de  incorporación  á  la  Corona  del  señorío  de  Alcubierre;  y  que 
interpuesto  por  el  Ayuntamiento  recurso  de  nulidad  por  infracción» 
«ntre  otras,  de  las  leyes  de  señorío,  se  declaró  por  sentencia  de  este 
Supremo  Tribunal  de  13  de  Enero  de  1854  no  haber  lugar  á  dicho 
«recurso:. 

I.  27 
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Resaltando  qae  el  Conde  de  Sástago  presentó  en  el  Juzgado  de  pii-- 
mera  instancia  de  Huesca  en  23  de  Octubre  de  1837,  en  camplimienUK 
de  la  ley  de  26  de  Agosto  del  mismo  afio,  las  escrituras  antes  men- 
donadas  otorgadas  entre  el  Rey  D.  J.líme  y  D.  Artaldo  de  Alagon,  f 
la  de  posesión  de  este  último,  con  las  cuales  dijo  se  acreditaban  los 
derechos  que^  tenia  en  el  pueblo  de  Alcubierre,  el  cual  pidió  conti- 
uñase  pagándole  como  hasta  entonces  las  prestaciones,  rentas  y  pen- 
siones que  de  él  percibía ;  y  que  el  Promotor  fiscal  en  escrito  de  2X 
de  Abril  de  1838  manifestó  .que  el  Conde  había  cumplido  en  su  con- 
cepto con  la  presentación  de  títulos,  de  tal  suerte,  que  mientras  el 
carso  de  la  demanda  de  incorporación  á  la  Corona,  debía  sostenérsela 
en  los  términos  que  prevenía  la  ley,  en  ios  derechos  de  su  sefiorío;. 
'  pero  que  ios  mismos  títulos  daban  motivo  para  solicitar  aquella  rever- 
sión por  no  poder  dudarse  que  el  señorío  había  salido  de  la  Corona* 
si  bien  por  una  causa  onerosa,  cual  era  la  permuta,  y  de  que  en  su  caso- 
debería  ser  reintegrado  si  los  pueblos  que  había  dado  en  permuta  na 
padeciesen  del  mismo  vicio:  que  el  mismo  título  contenia  cláusulas, 
que  denotaban  jurisdicción,  y  que    prevalido  de  ella  era  sin  duda 
como  el  Conde  había  exigido  á  los  vecinos  de  Alcubierre  las  presta- 
ciones con  que  le  contribuían;  suplicando  por  tanto  que  se  diera  iras- 
lado  de  aquella  demanda  al  Ayuntamiento  por  si  quería  apoyarla,  j 
oyendo  ai  Conde  de  Sástagó ,  se  declarase  á  su  tiempo  el  señorío  de 
Alcubierre  incorporado  á  la  Nación,  con  lo  demás  consiguiente: 

Resultando  qne  sustanciado  el  expediente  en  el  Juzgado  de  Sari-^ 
fiena  por  haber  sido  agregado  á  él  el  pueblo  de  Alcubierre,  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Zdragoza,  por  sentencia  de  12  de  Julio  de^ 
1H43,  declaró  que  ei  Conde  había  cumplido  con  la  ley  con  la  exhibí-^ 
cion  que  había  hecho  de  los  títulos  de  Alcubierre ,  poniéndosele  en 
posesión  de  los  derechos  que  por  la  misma  le  correspondían;  y  mandó* 
que  se  devolviera  el  expediente  al  inferior  para  que  contestara  á  la. 
demanda  de  incorporación: 

Resultando  que  paralizados  en  tal  estado  los  autos  y  promovidos, 
por  el  Ayuntamiento  en  1854,  sostuvo  que  procedía  la  incorporación, 
porque  lo  permutado  no  había  síio  más  que  la  Jurisdicción  y  los  dere-- 
chos  anejos  á  ella;  y  que  procedía  también  declarar  que  el  pueblo  debía 
cesar  de  contribuir  con  la  prestación  de  las  325  libras  ó  con  cualquierit 
otra  mayor  ó  menor  que  por  servicios  personales  contribuyera  pri- 
mero á  ios  Reyes  D.  Pedro  y  D.  J.Ume,  y  después  á  D.  Artal  de  A.agon:. 

Resultando  que  el  Conde  de  Sástago  impugnó  la  demanda  de  incof  r 
poracion  con  imposición  de  costas  á  quien  correspondiera;  alegando 
qne  el  privilegio  del  Rey  D.  Jaime,  que  se  decía  confirmado  por-sib 
hijo  D.  Pedro,  además  de  no  ser  autéatico,  no  producía  méritos-  pait 
calificar  la  pretensión  del  pueblo:  que  el  primero  en  nada  se  oponía, 
ai  que  treinta  y  ocho  años  más  tarde  había  otorgado  el  Rey  DoUt 
Jaime  11,  dando  á  D.  Artal  de  Alagon  las  villas  de  Pina  y  Alcubierre 
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eon  todos  sus  hombres,  mujeres,  montes,  pastos  y  demás,  demos- 
trándose claramente  el  origen  de  la  prestación  con  los  otros  docu- 
mentos de  que  hizo  mérito;  y  que  además,  sobre  este  particular  podia 
oponer  la  excepción  de  cosa  juzgada  ,  puesto  que  en  la  sentencia  de 
revista  d6l  pleito  anterior  se  habia  acordado  la  condenación  al  pago, 
y  la  excepción  única  alegada  por  el  pueblo  habia  sido  la  calidad  ]u- 
Adiccional  del  derecho: 

Eesultando  qae  suministrada  prueba  por  el  Conde,  dictó  sentencia 
el  Juez  de  primera  instancia,  que  revocó  la  Sala  primera  de  la  Au- 
diencia de  Zaragoza,  desestimando  la  demanda;  y  que  suplicada  por  el 
Ayuntamiento  de  Alcubierre  y  el  Ministerio  fiscal,  la  Sala  segunda  por 
sentencia  de  revista  de  U  de  Octubre  de  1869,  supliendo  y  enmen- 
dando la  de  vista,  declaró  incorporado  á  la  Nación  el  señorío  territo- 
rial del  pueblo  de  Alcubierre,  con  todos  ios  bienes  y  derechos  que 
como  emanantes  de  él  poseyera  y  gozara  el  Conde  de  Sástago  antes  de 
la  publicación  de  las  leyes  de  sefiorio:  y  declaró  asimismo  abolida  la 
prestación  de  325  libras  jaquesas,  reducida  últimamente  á  230  que  el 
Conde  percibía,  y  en  su  consecuencia  libre  el  pueblo  de  Alcubierre 
del  pago  de  la  tal  prestación,  por  ser  de  las  que  debian  cesar  desde 
la  publicación  de  la  ley  de  2t{  de  Agosto  de  1837: 

Resultando  que  el  Conde  de  S^stago  interpuso  recurso  de  nulidad, 
citando  como  infringidas: 

!.•    Las  leyes  8/,  9/  y  11,  tít,  8/,  libro  7/  de  la  Novísima  Recopi- 
lación, porque  los  títulos  presentados  demostraban  que  no  habia  ha- 
bido una  cesión  gratuita,  sino  una  permuta,  resultado  de  las  paces 
ajustadas  entre  el  Rey  D.  Jaime  y  D.  Artal  de  Alagon,  no  pudiendo  por 
ello  fundarse  la  demanda  de  incorporación  en  ninguno  de  los  moti- 
vos que  como  suficientes  reconocían  las  citadas  leyes. 

2.*  La  ley  4/,  tít.  6.%  Partida  5/,  porque  si  se  acordaba  la  incorpo- 
ración debia  establecerse  la  oportuna  reserva  para  su  indemnización, 
puesto  que  se  le  privaba  de  lo  que  habia  recibido  y  no  se  le  devol- 
vía lo  que  habia  dado  en  permuta. 

3*  La  ley  16,  tít.  22,  Partida  3.',  en  el  caso  de  que  la  incorporación 
hubiera  sido  decretada  por  la  circunstancia  de  no  considerarse  origi- 
nales los  títulos  exhibidos,  pues  que  el  Ministerio  fiscal  habia  reco- 
nocido que  se  habia  cumplido  con  la  ley,  fundando  únicamente  su  so- 
licitud en  la  circunstancia  de  haber  salido  de  la  Corona  el  pueblo  de 
Alcubierre,  que  habia  pertenecido  al  señorío  de  la  casa  de  Sástago,  y 
la  citada  ley  obligaba  á  los  Tribunales  á  que  se  ajusten  á  la  demanda 
y  á  la  manera  como  lo  hacen  las  partes,  de  suerte  que  no  pueden  dar 
á  estas  lo  que  reclaman  por  concepto  distinto  del  que  manifiestan; 
concepto  confirmado  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  admi- 
tida y  declarada  por  este  Supremo  en  las  sentencias  de  2  de  Marzo 
de  185a,  10  de  Octubre  de  1857,  11  y  28  de  Mayo  de  1858,  5  de  Junio 
y  S2  de  Diciembre  de  1860  y  otras  muchas. 
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4.*  Las  leyes  13  y  19,  tít.  22  de  la  Partida  3.\  y  la  regla  32,  tfta- 
lo  34  de  la  Partida  7/,  si  se  fandaba  la  sentencia  en  supuestos  de- 
fectos de  ios  títulos  presentados,  porque  debia  tenerse  presente  que 
eran  testimonios,  librados  por  el  Secretario  de  la  Audiencia  de  Bar- 
celona en  virtud  de  providencia  de  la  misma,  de  ios  documentos 
obrantes  en  el  Archivo  de  la  Corona,  á  cargo  entonces  de  aquel  Tri- 
bunal, habiendo  sido  expedidos  en  el  siglo  pasado,  y  que  estos  tra^ 
lados  eran  y  habían  sido  siempre  tenidos  por  originales  en  sentido 
legal,  y  por  ellos  resolvían  todos  los  días  ios  Tribunales  las  cuestio- 
nes que  las  partes  les  sometían;  y  que  si  la  sentencia  de  12  de  Julio 
de  1843  habla  declarado  al  Conde  por  cumplido  con  la  ley  de  "26  de 
Agosto  de  1827  sobre  presentación  de  títulos,  con  la  exhibición  hecha 
de  los  de  Pina  y  Alcublerre  había  venido  ft  declarar  también  que  sus 
títulos  testimoniados  eran  originales,  constituyendo  un  Juzgado  rap^ 
tahle  que  otra  sentencia  posterior  no  habla  podido  destruir. 

5.*  Si  la  incorporación  se  fundaba  en  los  llamados  privilegioB  que 
el  Ayuntamiento  habla  presentado,  la  ley  114  de  la  Partida  3/  (no  ex- 
presa el  título),  atribuyendo  valor  legal  á  documentos  que  no  lo  te- 
nían, pues  el  Conde  habla  negado  que  fuesen  auténticos,  y  esta  ne- 
gativa obligaba  á  la  parte  que  les  habla  producido  ft  pedir  su  cotejo 
con  citación  del  Conde,  ya  que  se  los  habla  testimoniado  sin  llenar 
este  requisito. 

6/  Con  relación  al  extremo  de  la  sentencia  en  que  declaraba  abo- 
lida la  que  se  llamaba  prestación  de  230  libras,  que  habiasido  mayor 
en  un  principio,  la  regia  32  del  derecho,  que  dice  se  debe  reputar  por 
verdad  la  sentencia  contra  la  cual  no  cabe  recurso;  y  la  citada  ley  13, 
titulo  22,  Partida  3/,  que  declara  no  vale  el  segundo  Juicio  dado 
contra  el  primero,  no  siendo  aún  posibles  las  enmiendas  por  el  mis- 
mo Juez  que  lo  dictara,  toda  vez  que  el  pago  de  aquella  misma  pen- 
sión habla  sido  objeto  de  un  juicio  y  se  había  declarado  por  la  Au- 
diencia y  confirmado  por  éste  Tribunal  obligado  al  pueblo  á  verifi- 
carlo, y  como  consecuencia  de  ello  que  la  pensión  no  era  Jurisdicional 
ni  feudal,  dí  denotaba  señorío  ni  vasallaje. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de  lluro. 
Considerando  que  declarado  por  la  Audiencia  de  Zaragoza  en  saa- 
tencia  firme  que  el  Conde  de  Sástago  había  cumplido  con  lo  dispuesto 
en  la  ley  de  señoríos  acerca  de  la  presentación  de  títulos  sobro  el  do 
Alcubierre,  y  posteriormente  en  diverso  juicio  que  la  pensión  de  231 
libras  Jaquesas  que  al  mismo  Conde  venia  satisfaciendo  el  expresado 
pueblo  no  procedía  de  señorío  Jurisdiccional,  el  objeto  del  actoal 
pleito  está  limitado  á  la  demanda  de  incorporación  que  con  ocaiíoi 
del  reconocimiento  de  títulos  estableció  el  Promotor  fiscal  de  Hueiea 
en  27de  Abril  de  1838: 

Considerando  que  interpuesta  por  el  Ministerio  fiscal  la  deimiiub 
de  incorporación,  le  incumbía  como  actor  probar  las  oao3a«  q9$  jt 
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bidesen  procedente;  y  que  do  habiéndolo  ejecutado  de  ninguna  de 
las  que  expresan  las  leyes  8.'  9.'  y  11  del  título  8.*,  libro  7/  de  la  No- 
Yísima  Recopilación,  porque  los  ascendientes  del  Conde  de  Sástago  no 
recibieron  graciosamente  el  señoría  de  Alcubierre,  ni  nredió  lesión  en 
la  permuta  que  ejecutaron  el  Rey  D.  Jaime  II  de  Aragón  y  el  noble 
Don  Artaldo  de  Alagon,  ni  estipularon  condiciones  que  no  se  hayan 
cumplido,  DO  podia  estimarse  la  expresada  demanda  según  la  letra  y 
espíritu  de  las  mencionadas  leyes: 

€!onsiderando  que  el  defecto  que  la  Sala  sentenciadora  opone  en  su 
Informe  ft  los  títulos  exibidos  no  ha  podido  tomarse  en  consideración» 
yá  porque  el  Ministerio  fiscal  no  les  opuso  el  menor  reparo  en  el 
Juicio  instructivo,  ya  porque  la  demanda  de  incorporación  parte  del 
supuesto  de  la  legitimidad  de  los  expresados  títulos,  reconocida  ade- 
más por  la  parte  fiscal  y  por  el  Ayuntamiento  de  Alcubierre  en  los 
diversos  pleitos  de  que  se  han  traido  antecedentes  al  actual: 

Considerando,  respecto  á  la  prestación  de  las  230  libras,  que  de- 
clarada no  comprendida  en  las  abolidas  por  las  leyes  de  señoríos  en 
el  litigio  entre  el  Ayuntamiento  y  el  Conde,  no  es  posible  hoy  estimar 
su  abolición  sin  destruir  lo  ejecutoriado  é  infringir  la  ley  13,  tít.  22, 
Partida  3/,  que  hace  nulo  el  segundo  juicio  dado  contra  el  primero; 
y  que  tampoco  ha  podido  apoyarse  el  Ayuntamiento  de  Alcubierre 
para  pedir  de  nuevo  la  abolición  en  la  cláusula  de  sin  perjuicio  del 
resultado  del  pleito  de  revisión  que  contiene  la  sentencia  sobre  pre- 
sentación de  títulos,  y  la  que  recayó  sobre  la  naturaleza  de  la  men- 
cionada prestación,  porque  aquel  sin  perjuicio  se  limitó  á  la  incorpo- 
ración al  Estado,  sin  extenderse  en  manera  alguna  á  la  supresión  de 
la  mencionada  prestación,  cuya  legitimidad  quedó  sancionada  irrevo- 
cablemente por  el  fallo  de  éste  Tribunal  Supremo  en  el  expresado 
pleito: 

Y  considerando,  en  consecuencia  de  todo,  que  al  suplir  y  enmen* 
dar  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Zaragoza  la  sentencia  de  viiSta, 
y  declarar  incorporado  á  la  Nación  el  señorío  territorial  del  pueblo 
de  Alcubierre,  con  todos  los  bienes  y  derechos  que  había  gozado  el 
Conde  de  Sástago,  y  abolida  la  prestación  de  las  230  libras  que  el 
mismo  pueblo  viene  pagando  al  Conde,  ha  infringido  las  expresadas 
leyes  8.%  9.'  y  11  del  tít.  8.*,  libro  7/  de  la  Novísima  Recopilación, 
y  la  13,  tít.  22,  Partida  3.*  citadas  por  el  recurrente; 

Fallamos,  que  há  lugar  al  refciirso  de  nulidad  interpuesto  por  el 
expresado  Marqués  de  Monistról,  Conde  de  Sástago,  contra  la  men- 
icionada  sentencia  de  revista  de  la  Safa  segunda  de  la  Audiencia  de 
Zaragoza,  y  en  su  consecuencia  la  debemos  declarar  y  declaramos 
BQlá,  de  ningún  valor  y  efecto  iegal;  y  mandamos  que  se  remitan  los 
autos  á  la  propia  Audiencia  para  los  efectos  expresados  en  el  art«  18 
del  Real  decreto  de  4  de  Noviembre  de  1838,  devolviéndose  ai  recur* 
rente  la  cantidad  depositada;  y  én  el  caso  de  no  haber  en^la  Attdten^ 
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cía  número  suficiente  de  Ministros  hábiles  para  fallar  en  el  fondo  de 
la  cuestión,  ios  pasará  á  la  de  Pamplona  como  más  inmediata. 

Así,  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  ai  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=-José  M.  Cáceres.^ 
Laureano  de  Arrieta.=Francisco  María  de  Gastilla.=José  Haría  Haro.» 
Joaquín  Jaumar.ssJosé  Fermín  de  Muro.=Benito  de  Posada  Herrera. 

Publicación. 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  Fermin  de  Maro,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo, estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma,  ei  dia  de 
boy,  de  que  certiñco  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  9  de  Diciembre  de  1870.=Gregorio  Camilo  García. 

NáM.  97. 
CASACIÓN. 


Pach)  de  cantidad. — Sentencia  de  10  de  Diciembre,  declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  que,  fundado  en  las  can- 
sas i.*  y  6.*  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
interpuso  D.  Alejandro  de  Bengoechea  contra  la  pronunciada 

£or  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  esta  Corte,  en  pleito  con 
.  Raimundo  Canencia. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  ostabloce: 

Que  según  el  art.  869  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  dtilj  el  re- 
cibimiento á  prueba  en  la  segunda  instancia  sólo  puede  otorgarse  en 
loi  tres  casos  que  el  mismo  articulo  expresa. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  10  de  Diciembre  de  1870,  en  los  autos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hespido 
de  esta  capital  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  misma  por 
D.  Raimundo  Canencia  con  D.  Alejandro  de  Bengoechea,  sobre  pago 
de  cantidad ;  autos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  el  demandado  contra  la  sentencia  de  la  refe- 
rida Sala  de  6  de  Diciembre  de  1869: 

Resultando  que  en  escritura  pública  de  88  de  Marzo  de  1867  Don 
Enrique  de  Bengoechea  declaró  deber  á  D.  Raimundo  Canencia,  por 
valor  de  una  letra  de  cambio  protestada,  sus  intereses  y  costas,  la 
suma  de  iSi.600  rs.  que  se  obligó  á  pagar  el  dia  80  de  Junio  de  aquel 
afio,  con  el  interés  del  8  por  100  mensual  desde  el  80  de  Febrero  an- 
terior, pignorando  en  garantía  las  cantidades  que  debía  percibir  de  (a 
Gompafila  del  ferro-carril  de  Ciudad-Real  á  Badajoz,  para  lo  cual  se 
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requiriera  por  el  Notario  autorizante  á  su  Director  á  fin  de  que  las 
recibiese  en  Caja,  comprometiéndose  el  apoderado  de  Ganencia  á  no 
proseguir  durante  el  plazo  estipulado  la  reclamación  judicial  que  por 
dicha  suma  tenia  incoada  en  el  Tribunal  de  Comercio  de  esta  capital; 
y  requerido  el  Director  en  17  de  Junio,  contestó  que  hallándose  pea- 
<iiente  la  liquidación  de  D.  Enrique,  y  retenidas  sumas  que  á  su  Juicio 
t^xcedian  con  mucho  á  la  que  debia  percibir  de  la  Compañía,  no  podía 
hacerle  retención  alguna: 

Resultando  que  á  continuación  de  la  precedente  escritura  se  fírm6 
tin  documento  privado  de  convenio  en  15  de  Octubre  de  1867  por  Don 
Aurelio  de  Bengoechea  y  D.  Raimundo  Ganencia,  por  el  que  D.  Aure- 
lio, como  apoderado  de  su  padre  D.  Alejando,  dueño  de  los  expe- 
dientes contra  la  Caja  de  imposiciones  y  descuentos  que  radicaban  en 
la  Via  de  apremio  ante  el  Tribunal  de  Comercio  de  esta  capital »  se. 
obligó  á  pagar  el  expresado  crédito  contra  D.  Enrique  de  Bengoechea 
en  obligaciones  del  Canal  del  Principe  Alfonso,  embargadas  en  dichos 
expedientes  para  pagar  los  créditos  que  en  los  mismos  figuraban,  al 
tipo  que  las  tomase  ó  se  le  adjudicasen  al  D.  Alejandro ,  quedando 
éste  libre  de  toda  otra  responsabilidad  en  el  caso  de  que  por  cual- 
quiera circunstancia  no  se  hicieran  efectivos  los  referidos  créditos 
<;ontra  la  Caja  de  imposiciones: 

Resultando  que  en  4  de  Marzo  de  1868  D.  Raimundo  Ganencia  pro- 
puso en  el  Juzgado  del  Hospicio  demanda  ordinaria  contra  D.  Ale- 
jandro de  Bengoechea,  añadiendo  á  los  hechos  que  resultan  de  los 
relacionados  documentos,  que  acompañó  con  el  certificado  de  conci- 
liación ,  que  la  obligación  de  D.  Aurelio  habla  dimanado  de  que  los 
precitados  expedientes  pertenecían  á  su  hermano  D.  Enrique,  y  sin 
duda  para  ponerse  á  salvo  de  sus  muchos  acreedores  los  traspasó  á  sn 
padre  D.  Alejandro:  que  sin  esperar  éste  á  la  terminación  de  los  ex- 
pedientes y  sin  llegar  á  saber  el  tipo  ó  precio  de  las  obligaciones 
embargadas,  había  cedido  extrajudicialmente  300  de  ellas  á  D.  Anto- 
nio Vázquez,  vecino  de  Ciudad  Real,  en  virtud  de  carta-órden  contra 
el  Director  del  Canal  del  Principe  Alfonso  D.  Isidoro  López,  en  quien 
se  hallaban  depositadas,  si  bien  obligándose  Vázquez  á  devolver  la 
mitad  para  pagar  á  Ganencia:  que  recibidas  por  Bengoechea ,  según 
tenia  entendido,  las  150  obligaciones,  se  habla  negado  después  ft  sa- 
tisfacer su  crédito:  que  por  lo  tanto  hablan  llegado  las  condiciones 
que  se  desprendían  del  convenio  desde  el  momento  en  que  el  deman- 
dado dispuso  de  las  obligaciones  é  hizo  efectivos  los  créditos  mencio- 
nados en  el  documento  firmado  por  D.  Aurelio  en  nombre  de  su  padre; 
y  ejercitando  la  acción  personal,  pidió  que  se  condenase  á  D.  Ale- 
jandro Bengoechea  á  pagar  al  demandante  la  cantidad  de  24.600  rea- 
les é  intereses  del  S  por  100  mensual  desde  el  90  de  Febrero  de  1867 
en  obligaciones  hipotecarias  del  Canal  del  Príncipe  Alfonso  al  tipo  que 
entonces  tenían  en  la  plaza,  con  las  costas: 
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Resultando  que  conferido  traslado  al  D.  Alejandro,  y  emplazado» 
por  cédulas  aunque  desde  luego  no  le  evacuó,  formulándose  ea  su  re- 
beldía el  escrito  de  réplica,  se  personó,  sin  embargo,  antes  del  trá- 
mite de  prueba  haciendo  diferentes  manifestaciones  que  reprodujo, 
cuando,  comunicados  que  le  fueron  los  autos  en  conformidad  al  ar- 
tículo 1.180,  debe  ser  1.187,  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  pre- 
sentó  el  escrito  de  duplica  solicitando  la  absolución  de  la  demanda; 
y  al  efecto  expuso  qué  al  celebrarse  el  convenio  entre  su  hijo  y  apo* 
derado  D.  Aurelio  y  el  demandante  ezistia  ya  otro  para  entregará  los^ 
Señores  Vázquez  Alonso  y  co-acreedores  de  Ciudad-Real  cierto  número 
de  obligaciones  del  Canal,  de  las  embargadas  en  pago  de  un  crédito 
preferente  al  de  Canencia,  como  á  la  esposa  de  éste  se  le  habla  ma- 
nlf<»stado  cuando  D.  Aurelio  firmó  el  convenio:  que  resultando  Infruc- 
tuosos los  mandatos  del  Tribunal  de  Comercio,  referentes  á  que  l>oík 
Isidoro  López  presentase  las  oblígicfones,  se  dio  por  D.  Aurelio  una 
carta  á  favor  de  D.  Antonio  Vázquez  para  que  López  le  entregase  30(^ 
obligaciones,  con  cuya  cantidad  habia  para  pagar  á  los  acreedores  de 
Ciudad-Real,  algunas  costas  y  lo  que  correspondiese  á  Canencia:  que 
el  Licenciado  D.  Juan  Mediero,  apoderado  de  aquellos,  sólo  pudo  r^e- 
coger  172,  de  las  cuales  entregó  50  á  Bengoechea  en  vez  de  la  mitad 
que  hablan  convenido,  y  con  ellas  se  proporcionó  dinero  para  conti- 
nuar el  expediente,  en  el  que  se  hablan  refundido  los  tres  que  seguía 
en  el  Tribunal  de  Comercio,  pagando  una  cuenta  al  Procuraior  Don 
Luis  Lumbreras:  que  dicho  expediente  spguia  su  curso,  y  D.  Isidora 
López  en  el  deber  de  presentar  al  Tribunal  un  crecido  número  de 
obligaciones,  puesto  que  consistiendo  el  depósito  en  un  millón  de  tea- 
Íes  nominales,  importándolas  entregadas  á  Vázquez  172,  quedaban  351» 
de  las  que  se  darían  á  Canencia  los  suficientes  para  cubrir  su  crédito 
tan  pronto  como  se  terminara  el  expediente: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba  á  instancia  de  ambas 
partes,  por  término  de  veinte  dias,  prorogados  sucesivamente  basta  ios 
sesenta  de  la  ley,  se  practicaron  varias  pruebas;  y  á  instancia  del 
demandante,  se  puso  testimonio  del  poder  conferido  por  D.  Alejandra 
de  Bengoechea  á  su  hijo  D.  Aurelio,  facultándole  para  fiar,  liquidar 
cuentas,  otorgar  toda  clase  de  documentos  y  demás  que  especifica;  f 
presentó  interrogatorio,  á  cuyo  tenor  declaró  D.  Aurelio  como  testigo 
especial  previo  el  juramento  que  prestó: 

Resultando  que  á  solicitud  del  demandado  se  dirigió  oficio  al  Trt» 
bunal  de  Comercio  de  esta  capital  para  que  manifestase  si  eran  dep» 
los  los  particulares  que  comprendía ,  contestando  en  94  de  Octubre 
de  1848  que  efectivamente,  en  cumplimiento  de  una  providencia  de  tt* 
de  Abril  próximo  anterior,  se  habia  emplazado  por  anuncios  ^  edktof 
á  D.  Isidoro  López,  Director  que  se  decía  del  Canal  del  Prftfdpé  Jd* 
fonso,  para  que  pusiera  á  disposición  del  Tribunal  las  obllgacíonei  d» 
la  misma  empresa  que  debía  entregar  á  la  de  la  Caja  de  ImposiotODCi 
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5  Bescaentos  én  equivalencia  de  nn  millón  de  reales,  embargados  en 
iDs  autos  seguidos  en  nombre  de  D.  Enrique  Bengoechea  contra  la 
tntima  sociedad  sobre  pago  de  1^2.120  rs.  14  cents.:  que  á  pesar  de 
his  diligencias  practicadas,  no  constaba  que  D.  Isidoro  López  hubiera 
cumplido  con  lo  mandado,  si  bien  en  su  escrito  presentado  en  7  de 
Agosto  expuso  que  habla  entregado  S79  obligaciones  á  las  personas  que 
Be  expresan,  y  223  á  los  Sres.  D.  Juan  Hediero  y  D.  Saturnino  Alonso 
en  Yirtud  de  carta  de  D.  Aurelio  de  Bengoechea ,  como  representante 
de  su  padre  D.  Alejandro,  todas  las  cuales  eran  las  que  habia  con- 
traído el  deber  de  entregar:  que  comunicado  este  escrito  ai  Bengoe- 
Ctaea,  solicitó  y  así  se  acordó  que  López  presentara  los  mandatos  y 
resguardos  de  las  entregas  indicadas;  pero  que  no  se  le  habia  podido 
liacer  el  requerimiento  porque  en  21  de  Setiembre  contestaron  en  su 
babitacion  que  se  hallaba  en  San  Sebastian,  ignorando  cuándo  re- 
gresaría: 

Resultando  que  también  hizo  uso  el  demandado  de  la  prueba  tes-^ 
tffical ,  declarando  el  Licenciado  D.  Juan  de  la  Cruz  Mediero  y  Don 
Tictoriano  García  de  la  Torre,  tenedor  de  libros  de  D.  Enrique  do 
Bengoechea,  al  tenor  de  los  interrogatorios  que  presentó  y  al  de  re- 
preguntas del  demandante;  empero  no  declaró  el  otro  testigo  D.  Sa* 
turnino  Alonso,  porque  al  ser  oportunamente  citado,  resultó  no  habi* 
tar  donde  se  habia  dicho: 

Resultando  que  seguida  la  sustanciacion ,  recayó  sentencia  en  29 
de  Harzo  de  1869,  por  la  que  el  Juez  de  prímera  instancia  del  Hos- 
picio condenó  á  D.  Alejandro  de  Bengoechea  á  pagar  de  sus  propios 
bienes  á  D.  Raimundo  Ganencia  el  crédito  de  21.600  reales,  intereses 
del  2  por  100  mensual  desde  el  20  de  Febrero  de  1867,  y  las  costas: 

Resultando  que'  admitida  la  apelación  que  interpuso  el  demanda- 
do, se  remitieron  los  autos  á  la  Audiencia ;  y  al  expresar  agravios, 
Don  Alejandro  de  Bengoechea  solicitó  que  se  revocase  la  sentencia 
proferida  por  el  Juez  del  Hospicio,  alegando,  entre  otras  considera- 
ciones, que  no  b^ia  dispuesto  arbitrariamente  de  cierto  número  de 
obligaciones  del  Canal  del  Príncipe  Alfonso,  sino  que  se  prívó  de  ellas 
cumpliendo  otro  compromiso  igualmente  sagrado  que  el  de  Ganencia, 
como  resultaba  de  autos  y  se  comprobarla  más  Justificadamente  en 
la  segunda  instancia;  y  en  el  primer  otrosí  dijo  que  necesitaba  prac- 
ticar algunas  diligencias  de  prueba,  Jurando  habian  llegado  á  su  no- 
ticia después  de  concluido  el  término;  y  como  por  otra  parte  le  erft 
Indispensable  que  algunos  testigos  que  no  pudieron  comparecer  en 
aquella  época,  por  ignorarse  su  residencia,  prestasen  su  declaración, 
pldld  que  se  mandasen  recibir  los  autos  á  prueba,  entregándoselos 
pÉra  proponerla: 

'  Resultando  que  conferído  traslado  á  D.  Raimundo  Ganeticfa,  ex- 
tensivo ¿  la  solicitud  del  citado  otrosí,  le  evacuó  con  la  pretensión  de 
4od  M  confirmase  con  costas  la  sentencia  apelada;  y  por  otroMtna- 
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nifestó  qae  Bengoechea  no  daba  i  conocer  ios  hechos  qae  larabt  te- 
bian  llegado  á  so  noticia,  privando  así  al  Tribunal  de  los  dalos  ne- 
cesarios para  apreciar  si  reunían  6  no  las  circunstancias  prevenidas 
por  el  párrafo  tercero  del  art.  869  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  dvil, 
á  no  ser  que  se  refiriese  á  la  prueba  impertinente  de  si  ios  acreedoras 
de  Ciudad  Real  tenian  ó  no  preferencia,  practicada  ya  en  primera 
instancia,  con  sólo  ia  incomparecencia  de  un  testigo  que ,  aun  caando 
bubiera  declarado  como  el  demandado  se  proponía,  no  hubiera  al- 
terado los  términos  de  la  demanda;  y  pidió  que  se  denegase  el  reci- 
bimiento de  los  autos  á  prueba: 

Resultando  que  por  auto  de  29  de  Octubre  de  1869^  en  considen- 
cion  á  que  la  pretensión  de  prueba  en  ia  forma  que  se  hacia  no  se 
hallaba  comprendida  en  ninguno  de  los  tres  casos  del  art.  869  de  la 
ley,  se  denegó  el  recibimiento  ft  prueba  solicitado  por  Bengoechea: 

Resultando  que  la  referida  Sala  tercera  en  6  de  Diciembre  sigaien- 
te  confirmó  con  las  costas  ia  sentencia  apelada,  y  D.  Alejandro  de 
Bengoechea  interpuso  recurso  de  casación  contra  la  precedente  sentMi- 
cia  de  vista,  fundándole  en  las  causas  4.*  y  6/  del  art.  l.OU  de  la 
citada  Ley  de  Enjuiciamiento,  porque  habiéndose  desestimado  sa  so- 
licitud de  prueba  en  la  segunda  instancia,  se  le  habla  perjudicado  en 
SQ  derecho  y  sido  quizá  el  motivo  de  que  se  le  condenase: 

Resultando  que  denegada  por  la  misma  Sala  en  18  de  Enero  úl- 
timo la  admisión  del  recurso  de  casación,  apeló  Bengoechea;  y  este 
Tribunal  Supremo,  por  sentencia  de  1/  de  Junio,  revocó  el  auto  ape- 
lado y  admitió  el  recurso  interpuesto  por  el  mismo. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  María  de  Castilla. 

Considerando  que  el  presente  recurso  de  casación  se  ha  fundado 
en  las  causas  i.'  y  6/  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil, que  consisten  en  la  falta  de  recibimiento  á  prueba  en  cualquiera 
de  las  instancias  cuando  proceda  con  arreglo  á  derecho,  y  en  la  de- 
negación de  una  diligencia  de  prueba  admisible  según  las  leyes ,  y 
cuya  falta  haya  producido  indefensión: 

Considerando  que,  según  el  art.  869  de  dicha  ley,  el  recibimiento 
á  prueba  en  la  segunda  instancia  sólo  puede  otorgarse  en  los  tres 
casos  que  el  mismo  artículo  expresa: 

Y  considerando  que  en  ninguno  de  ellos  está  comprendido  el  re- 
cibimiento á  prueba  que  el  demandado  solicitó,  puesto  que  en  la  pri- 
mera instancia  se  había  practicado  prueba;  y  si  un  testigo  dej6  4b 
ser  examinado,  fué  por  causa  imputable  al  dicho  demandado  qae  tfí- 
bió  presentarlo,  y  porque  no  determina  hechos  nuevos  conducentes  áj( 
pleito  y  ocurridos  con  posterioridad  al  último  dia .  del  término  fÜ 
prueba,  ni  tampoco  hechos  cuyo  conocimiento  hubiese  adquiridor  if^ 
norándolos  antes,  y  sobre  los  cuales  no  hubieran  girado  las  alwi^' 
oones  ni  las  pruebas;  ...^ 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  locar  fl 
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recurso  de  casación  que,  fqndado  en  las  causas  4.'  y  6/  del  art.  I.OIS 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  interpuso  D.  Alejandro  de  Bengoe- 
chea ,  á  quien  condenamos  en  las  costas  y  i  la  pérdida  de  los  SM 
escudos  depositados,  que  se  distribuirán  en  la  forma  prevenida  por 
la  ley;  y  devuélvanse  estos  autos  á  la  Audiencia  de  donde  proceden 
con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaoeta  de  Ma- 
drid  é  insertará  en  la  Colección  legislatim ,  pasándose  al  efecto  las  co- 
pias necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos^sssJiiaa 
González  Acevedo.=José  María  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=sl 
cisco  !tfaría  de  Gastill8.=;Joaquin  Jaumar.=José  Permin  de  Bfuro.: 
Dito  de  Posada  Herrera. 

Publicación  : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Eicmo.  Sr:  Don 
Francisco  María  de  Castilla,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de 
hoy,  úe  que  certifico  cómo  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  10  de  Diciembre  de  1870.=Rogeiio  González  Montes. 

NÓM.  98. 
CASACIÓN. 


Pago  de  cantidades. — Sentencia  de  13  de  Diciembre,  declarando 
DO  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  JaUao 
Ferrer  y  Fuentes,  contra  la  que  en  17  de  Diciembre  de  1869 
dictó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Canarias,  en  pleito  coa 
Don  Domingo  Gil  y  Arvelo. 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  establcce : 

1.^  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  seníenciap 
leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso  de  autos* 

2/  Que  los  artículos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civiL  en  que 
se  trata  de  la  tasación  de  costas,  no  pueden  sermr  de  fúndamete 
para  un  recurso  de  casación  en  el  fondo^  por  referirse  al  orden  dd 
procedimiento. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  13  de  Diciembre  de  fl870,  en  los  aotos 
seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  Puerto  de  Arrecife  y 
Sala  segunda  dé  la  Audiencia  de  Canarias  por  D.  Domingo  Gil  y  Ar- 
'\eio  con  D.  Julián  Ferrer  y  Fuentes,  sobre  pago  de  cantidades;  ios 
tmales  penden  ante  Nos^  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpaeslo 
por  el  demandado,  contra  la  sentencia  dictada  por  dicha  Sala  ea  17 
dé  Diciembre  de  1869  : 
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BesQltando  que  propuesta  por  Doña  Petra  Brito  demanda  de  díTor- 
ck)  coDira  su  marido  D.  Juliao  Perrer  y  Puentes,  se  promovieron  va- 
rios incidentes,  entablándose  despaes  por  éste  querella  de  adulterio 
eoDtra  dicha  su  mujer  y  D.  Domingo  Gil  Arvelo ,  en  la  que  éstos  se 
defendieron  l>a]o  una  sola  representación :  que  hecha  tasación  de 
costas  en  todos  estos  asuntos,  importaron  las  de  la  defensa  de  DoíSa 
Peira  en  el  mencionado  pleito  de  divorcio  15.700  rs.  30  mrs. ;  las  del 
expediente  de  depósito  3.585  rs.  86  cents.;  las  del  de  alimentos  y  litis 
espensas  1.945  rs.  72  cents.;  las  del  secuestro  de  bienes  de  Perrer  715 
reales  50  cents,  y  el  total  de  la  causa  de  adulterio  27.480: 

Besoltando  que  en  6  de  Setiembre  de  1862  se  otorgó  escritura  pú- 
blica entre  el  expresado  D.  Julián  Perrer  y  D.  Antonio  Julián  Cabrera, 
como  legítimo  administrador  de  la  persona  y  bienes  de  su  hija  me- 
nor Doña  Nicolasa  Avelina,  heredera  por  testamento  de  su  difunta  tia 
Dolía  Petra  Brito,  por  la  que  transigiendo  las  diferencias  suscitadas 
entre  ambos  en  la  testamentaría  de  Doña  Petra  y  de  las  demandas  de 
divorcio  y  adulterio,  de  que  queda  hecho  mérito,  se  convinieron  en 
distribuir  los  bienes  bajo  ciertas  bases  y  condiciones ,  estableciendo 
en  la  cuarta  que  quedaban  de  cuenta  del  D.  Julián  todos  los  créditos 
pasivos,  cargas  y  responsabilidades  de  todas  clases,  así  de  la  men- 
cionada testamentaría  como  de  la  sociedad  conyuga!,  sin  que  en  sn 
Tirtud  quedase  la  heredera  responsable  á.  pago  ni  entrega  de  ninguna 
clase ;  y  en  la  quinta  que  en  su  consecuencia  serian  asimismo  de 
cuenta  del  consorte  viudo,  y  no  podría  reclamar  de  la  heredera  las 
cantidades  que  todavía  se  adeuclaban  por  razón  de  las  costas  en  qoe 
filó  condenada  la  testadora  en  las  causas  de  divorcio  y  adulterio, 
Jaido  de  aumentos  y  litis  espensas,  quedando  obligado  por  último,  á 
Don  Antonio  Julián  á  obtener  la  aprobación  judicial  de  esta  escritura, 
en  cumplimiento  de  lo  prevenido  en  el  art.  1011  y  siguientes  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  mediante  se  trataba  de  derechos  de 
menores : 

Eesaltando  que  en  23  de  Marzo  de  1865  acudieron  al  Juzgado  dd 
Fuerto  de  Arrecife  el  D.Antonio  Julián  Cabrera  y  su  hija  Dofía  Nicolasi 
Avelina  y  exponiendo  que  aun  cuando  en  la  época  en  que  se  otorgóla 
referida  escritura,  aquella  era  menor  de  edad,  había  cumplido  vela- 
tidnco  afioa  en  6  de  Diciembre  último,  por  lo  que  no  era  ya  neceiar 
ria  la  aprobación  judicial  de  la  misma ,  toda  vez  que,  comparecM 
ante  el  mismo,  se  ratiñcase  en  su  contenido,  obligándose  á  su  cntt- 
plfmiento  á  presencia  de  su  padre,  pidiendo  se  procediese  iisn  Mi- 
ficacion;  así  acordado  en  31  de  dicho  mes ,  se  ratificó  la  Dolim  lUeiH 
lasa  Avelina  Cabrera,  manifestando  se  hallaba  conforme  con  la  i** 
tacionada  escritura,  quedando  obligada  á  cumplir  coa  todo .  la  •  en  dk 
eiUipalado;  y  en  su  virtud ,  en  5  de  Octubre  de  1866  se  proveyó 
por  dicho  Juzgado,  declarando  válida,  firme  y  eficaz  la  ex| 
escritura  de  transacción ,  mandando  se  devolviese  al  D.  AnUniU  I»* 
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lian  Cabrera,  con  expresión  de  sa  escrito,  ndanifestacion  de  sa  hija  y 
este  proveído ,  dejando  en  las  diligencias  las  notas  conducentes: 

Resultando  que  con  presentación  de  cinco  certificiAsiones  expresi- 
Tas  del  importe  de  las  costas  originadas  en  el  pleito  de  divorcio  y 
cansa  de  adulterio ,  y  sus  incidencias,  de  que  se  ha  becho  mérito  al 
final  de  las  que,  excepto  en  lo  referente  á  la  cansa  de  adulterio,  se 
halla  una  nota  firmada  ^por  el  Procurador  que  representó  á  D.  Do* 
mingo  Gil,  manifestando  haberle  satisfecho  éste  su  importe;  el  Don 
Domingo  en  28  de  Marzo  de  1868  dedujo  demanda  ordinaria,  en  vir- 
tud de  acción  personal  contra  D.  Julián  Ferrer  y  Fuentes,  en  la  q:ae 
expresó,  que  además  de  haber  prestado  á  la  esposa  de  éste  Doña  Fe- 
tra  Brito ,  por  conducto  de  su  criada  Carmen  Armas  4.800  rs.  para 
sus  necesidades  personales ,   habia  satisfecho  por  razón  de  costas  ea 
la  causa  formada  al  demandante,  y  ia  Doña  P*Hra,  por  adulterio,  ia 
cantidad  de  36.017  rs.  99  cents.,  con  más  177  rs.  á  que  ascendieron 
las  posteriores,  de  cuya  suma  correspondía  pagar  á  aquella  la  mitad 
por  haberse  acordado  por  el  Juez  se  defendiesen  juntos;  que  asímte- 
mo  habia  satisfecho  15.712  rs.  que  importaron  las  causadas  en  ia  de- 
fensa de  la  referida  Doña  Petra  en  la  demanda  de  divorcio  contra  sa 
marido:  que  del  propio  modo  habia  pagado  1.973  rs.  por  las  deven- 
gadas por  la  misma  en  el  expediente  sobre  alimentos,  725  por  las 
del  pleito  de  secuestro  de  bienes,  y  finalmente,  8.605  en  el  de  depó- 
sito y  litis  espensas,  cuyo  total  era  el  de  45.004  rs.,  según  resaltaba 
de  las  indicadas  certificaciones:  que  habiendo  fallecido  la  Doña  Petra 
Briio  sin  solventar  dicha  deuda ,   comprometiéndose  su  m>iridOy  en 
virtud  de  la  cuarta  base  de  la  escritura  de  transacción  de  6  de  S3- 
tiembre  de  1862,  á  pagar  todos  los  créditos  pasivos  y  responsabüida- 
de^s  á  que  estuviese  afecta  su  testamentaría,  aquel  era  la  única  per- 
sona contra  quien  podía  dirigir  su  acción  el  demandante ,  y  pidió  se 
condenase  al  expresado  D.  Julián  Ferrer  y  Fuentes  al  pago  de  dichos 
45.001  rs.  19  cents.,  con  ios  intereses  legales  desde  ia  lUis-eontesta- 
don ,  y  en  las  costas : 

Resultando  que  conferido  traslado  á  D.  Julián  Ferrer,  después  de 
resuelto  cierto  incidente,  le  evacuó  en  18  de  Setiembre  de  1866,  pi- 
diendo se  le  absolviera  de  la  demanda,  y  al  efecto  exeepcionó  que  en 
vano  se  pretendía  apoyar  la  demanda  en  la  cuarta  base  de  la  referida 
escritura  de  transacción ,  por  cuanto  al  expresarse  en  ella  que  seriaa 
de  su  cuenta  los  créditos  pasivos,  cargas  y  responsabilidades  de  la  so- 
ciedad conyugal,  era  evidente  que  quedaban  circunscriptas  á  las  con- 
traidas mientras  aquella  se  conservó  regida  de  un  modo  regular  y  le- 
l^al,  dirigiendo  el  demandado  por  sí  mismo  los  negocios  del  matri- 
monio ;  pero  de  ningún  modo  á  las  que  particularmente  hubiese  heclio 
su  esposa,  por  ser  nulas ,  mediante  no  haber  intervenido  en  los  con- 
tratos que  dicha  su  mujer  celebrara,  ni  prestado  su  consentimiento: 
que  tampoco  podía  servir  de  apoyo  lo  establecido  en  la  quinta,  por- 
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que  en  ella  se  esplica  cod  bastante  claridad ,  no  que  se  obligara  á  pa- 
ysu  las  costas  causadas  en  la  defensa  de  su  esposa,  sino  d  perdonar 
ó  ooDdonaria  las  que  ei  mismo  Ferrer  babia  becbo  y  se  le  adeudaban 
eo  Yirtud  de  la  sentencia  ejecutoria  que  babia  recaído,  condenando  á 
los  adúlteros;  y  que  aun  cuando  el  demandante  bubiera  suministrado 
á  su  cómplice  ios  i.800  rs.  y  becbo  ios  suplementos  en  ios  diversos 
pleitos  é  incidencias  que  se  promovieron ,  y  el  demandado  fuera  res- 
ponsable por  dicba  escritura  en  todos  ios  créditos  que  aparecieran 
contra  su  mujer,  la  demanda  era  extemporánea  é  improcedente,  una 
ires  que  la  escritura  de  transacción  aludida  no  tenia  eficacia  por  no 
Judiarse  Judicialmente  aprobada,  mediante  el  desacuerdo  de  los  Letra- 
dos que  fueron  consultados ,  con  arreglo  á  lo  preyenido  en  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil: 

Resultando  que  en  ios  escritos  de  réplica  y  duplica  reprodujeron 
las  pi^rtes  sus  respectivas  pretensiones,  babiéndose  traido  k  los  autos 
á  instancia  del  demandante  testimonio  dei  expediente  instruido  para 
la  aprobación  de  la  escritura  de  transacción  de  6  de  Setiembre  de 
1862;  y  recibido  el  pleito  á  prueba,  en  parte  de  la  propuesta  por 
aquel,  se  puso  certificación,  de  la  que  resulta  que  en  ia  causa  por 
ndulterio  seguida  contra  Doña  Petra  Brito  y  D.  Domingo  Gil,  se  mandó 
que  ambos  se  defendieran  bajo  una  sola  representación;  y  el  Procu- 
ndor  D.  Julián  Felipe  Toron,  que  lo  babia  sido  de  Gii,  reconoció 
por  suyas  las  firmas  que  aparecen  en  las  notas  puestas  al  final  de  las 
«certificaciones  de  costas,  manifestando  además,  que  como  tenia  car- 
gaao  en  las  cuentas  con  Gii  las  cantidades  á  que  las  mismas  se  refie- 
ren, no  tuvo  reparo  en  darse  por  recibido  de  su  importe: 

Aesultando  que  ei  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  con- 
denando á  D.  Julián  Ferrer  y  Fuentes  á  pagar  á  D.  Domingo  Gil  y 
Arveio  las  cantidades  reclamadas  por  éste  en  su  demanda  por  los  ade- 
lantos que  babia  becbo  á  su  mujer  Doña  P^tra  Brito  en  la  causa  de 
aúuiterio,  pleito  de  divorcio  é  incidentes  de  alimentos,  litis  e$pen$ai 
y  secuestro  de  bienes,  importantes  40.187  rs.  49  cents.,  ó  sean  4.019 
escudos  200  milésimas,  absolviéndole  respecto  de  ia  que  señaló  como 
entregada  á  la  misma  por  su  criada  Carmen  Armas ,  consistente  en 
4.M)0  rs.,  sin  bacer  espt:cial  condenación  de  costas;  é  interpuesta  ape- 
lacion  por  Ambas  partes ,  la  Sala  segunda  de  ia  Audiencia,  por  sen- 
lencia  de  17  de  Diciembre  de  1869 ,  confirmó  ia  dei  inferior ,  enten- 
diéndose ser  de  4«010  escudos  145  milésimas  la  suma  que  ba  de  satis- 
facerse á  D:  Domingo  Gil  y  Arveio  por  D.  Julián  Ferrer  y  Fuentes,  A 
q<iien  asimismo  condenó  ai  pago  de  los  intereses  de  dicba  cantidad 
a  razón  dei  6  por  100  desde  la  lilis  contestación,  y  al  de  las  costas  da 
la  segunda  instancia; 

T  resultando  que  contra  este  folio  interpuso  recurso  de  casación 
D.  Julián  Ferrer  y  Fuentes,  citanlo  entonces  y  posteriormente  ante 
este  Tribunal  Supremo,  como  Infringidas: 
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1/  Las  leyes  1.',  tít.  1.*,  libro  10  de  U  Novísima  Recopilación»  IS 
y  85,  tít.' 11,  y  43,  tít.  14  de  la  Partida  5/,  y  la  jurisprudeDcia  con- 
signada en  decisión  de  este  Tríbanal  Supremo  de  5  de  Octubre  de  1866, 
segnn  la  que  al  establecer  las  leyes  citadas  el  principio  de  que  las  obii^ 
gaciones  son  eficaces  en  la  manera  que  aparezcan  haber  sido  estipu- 
ladas, suponen  necesariamente  la  existencia  de  la  promesa  ó  pacto 
que  produzca  legalmente  el  efecto  civil  de  obligar;  la  jurisprudencia 
qne  también  se  consigna  en  sentencia  de  este  Tribunal  Supremo  de  8 
de  Febrero  de  1847,  relativa  á  que  no  puede  exigirse  el  cumplimiento 
de  ana  obligación  ni  tiene  responsabilidad  aquel  que  no  la  contrajo; 
la  que  igualmente  se  establece  en  decisión  de  14  de  Enero  de  1858, 
terminante  á  que  cuando  no  se  ha  contraído  obligación  alguna  per- 
sonal, no  puede  por  falta  de  cumplimiento  infringirse  la  ley  1.%  tít.  1.% 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  la  consignada  en  el  propio 
sentido,  entre  otros  varios  failos,  en  los  de  1.*  de  Marzo  de  1859,  20 
de  Febrero,  18  de  Setiembre  y  5  de  Diciembre  de  1860,  30  de  Enero 
de  1861,  13  de  Diciembre  de  1862  y  8  del  propio  mes  de  1863,  22  de 
Enero,  21  y  30  de  Junio  de  1864,  20  de  Octubre  y  22  de  Diciembre 
de  1865  y  29  de  Noviembre  de  1866,  porque  D.  Domingo  Gil  no  ha 
probado  ni  intentado  probar  siquiera  que  entre  él  y  Dofía  Petra  Brito 
hubiese  mediado  contrato  ó  convenio  alguno  de  préstamo  ni  de  nin- 
guna clase  para  que  el  primero  anticipara  ó  supliera  los  gastos  y  cos- 
tas de  los  diversos  litigios  que  la  segunda  sostuvo  con  su  máfrido;  ha- 
biéndose limitado  á  querer  acreditar  con  las  certiñcaciones  producidas 
de  las  tasaciones  de  costas  el  hecho  de  las  que  se  gastaron  por  parte 
de  dicha  Doña  Petra  en  los  diversos  litigios  que  siguió  con  su  marido, 
y  la  declaración  del  Procurador  D.  Julián  Felipe  Toron,  único  testigo, 
de  lo  que  no  se  deduce  que  Doña  Petra  le  diera  orden  de  cargar  su 
importe  en  las  cuentas  de  Gil,  sino  á  lo  sumo  que  éste  así  lo  dispuso 
ó  lo  consintió  de  su  propia  voluntad,  con  el  deseo  de  favorecer  á  la 
Doña  Petra  ó  por  otro  motivo,  sin  que  ésta  hubiese  prestado  el  suyo. 

%.*  Los  artículos  79  y  81  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  me- 
diante á  que  las  tasaciones  de  costas  de  que  se  trata,  no  se  formaron 
ni  aprobaron  con  citación  y  audiencia  de  D.  Julián  Ferrer  y  Fuentes 
ni  de  Doña  Nicoiasa  Avelina  Cabrera,  heredera  de  la  Doña  Petra,  sino 
que  con  mucha  posterioridad  á  haber  ésta  fallecido  fueron  levanta- 
das sin  intervención  alguna  de  las  personas  á  quienes  podría  perju- 
dicar. 

8.*  La  jurisprudencia  consignada  por  este  Tribunal  Supremo  en  de- 
dones de  25  de  Octubre  de  1852,  según  la  que  los  Tribunales  no  son 
arbitros  de  calificar  de  plena  prueba  la  que  no  reconocen  las  leyes 
Domo  tal ,  ni  deben  formar  su  criterio  judicial  fuera  de  las  reglas  es- 
tablecidas por  derecho  ni  hacer  uso  de  conjeturas,  y  el  art.  317  de  la 
Lvj  de  Enjuiciamiento  civil,  porque  en  la  expresada  sentencia,  al  darse 
por  supuesto  el  indicado  pacto  ó  convenio  entre  Gil  y  Doña  Petra,  se 
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ha  partido  de  simples  coojetaras,  con  infracción  de  doctrint  legal  y  de 
las  regias  de  ia  sana  crítica. 

4.*  La  ley  58  de  Toro,  6  sea  la  14,  tít.  1.*,  libro  10  de  la  Novísima 
Becopilacion,  y  la  Jurisprudencia  emanada  de  la  misma  en  las  ded- 
ciones  de  este  Tribunal  Supremo  de  7  de  Marzo  de  1864  y  13  de  Enero 
de  1868,  porque  en  la  negada  hipótesis  de  que  hubiese  mediado  el  in- 
dicado pacto  ó  convenio ,  seria  nulo  é  iuefícaz  según  las  prescripcio- 
nes de  aquella ;  y  al  litigar  con  su  marido  Doña  Petra ,  tan  sólo  tenia 
derecho  de  reclamar  de  aquel  judicialmente  lo  necesario  para  Mtt- 
expensas ,  debiendo  estarse  á  la  decisión  judicial  sobre  ello;  pero  no 
tenia  el  de  contratar  por  si  sola  arbitraria  y  extrajudicialmente  con 
terceras  personas  préstamos  y  suplementos  para  tai  objeto. 

5.*  £1  principio  de  derecho  de  que  el  heredero  sucede  en  las  car- 
gas y  obligaciones  de  su  causante,  y  la  jurisprudencia  consignada  en 
decisión  de  este  Tribunal  Supremo  de  24  de  Setiembre  de  1866;  por- 
que en  la  negada  hipótesis  de  la  existencia  del  referido  convenio,  y 
que  Gil  Arveio  fuera  acreedor  de  la  firllo  por  el  indicado  concepto  ó 
cualquier  otro,  ia  responsabilidad  del  pago  seria  siempre  de  cuenta  de 
su  heredera  universal  Doña  Nicolasa,  y  no  del  marido  de  aquella,  con- 
tra quien  se  dedujo  la  demanda  en  concepto  de  una  deuda  exclusiva 
de  su  mujer. 

6.*  Los  artículos  1.411,  1.412  y  1.413  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  y  la  jurisprudencia  consignada  por  este  Tribunal  Supremo  en  el 
fallo  de  30  de  Junio  de  1866,  según  la  que,  cuando  no  existe  una  ver- 
dadera transacción,  no  está  prohibido  el  derecho  de  ejercitar  la  acu- 
cien correspondiente,  y  el  precepto  de  la  ley  58,  tít.  5.*,  Partida  5.\ 
porque  la  escritura  pública  de  6  de  Abril  de  1862,  do  p'dsó  de  ser  un 
proyecto  que  nunca  llegó  á  realizarse  con  sujeción  á  ios  citados  ar- 
tículos, habiendo  además  sido  condición  expresa  la  de  que  se  llena- 
ran las  formalidades  de  la  ley  aprobándose  la  transacción  por  el  ioez» 
lo  cual  no  llegó  á  cumplirse. 

7.*  Las  leyes  citadas  en  el  núm.  1.*,  y  que  reproducía  en  el  con- 
cepto de  que  no  habiendo  mediado  ningún  contrato  entre  Gil  Arrelo 
y  Ferrer,  níuguu  derecho  asiste  al  primero  para  la  demanda  que  ha- 
bla deducido  contra  el  segundo  por  acción  personal. 

8.*  El  art.  396  de  la  Ley  hipotecaria  y  el  333  del  reglamento  part 
su  ejecución,  porque  á  pesar  de  que  la  enunciada  escritura  de  pro- 
yecto de  transacción  no  pasó  de  proyecto ,  ni  se  presentó  é  inscribid 
en  el  Registro  de  la  Propiedad,  ni  pudo  inscribirse  ni  por  consigñieilite 
ha  podido  correr  unida  á  los  autos,  ni  hacer  mérito  de  ellos,  ni  00* 
nos  fundar  en  ia  misma  el  demandante  derecho  alguno. 

9.*  La  ley  33,  tít.  14,  Partida  5.*,  según  la  cual,  lo  que  iiomo  it 
en  casamiento  ó  en  otra  obra  de  piedad,  non  lo  puede  despaoi  4$r 
mandar,  cuya  disposición  es  aplicable  á  este  caso,  con  arreglo  ti pár^ 
rafo  final  de  la  misma  ley; 
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T  10.  Las  leyes  46,  47  y  53  del  mismo  título  y  Partida,  segaa  ln» 
^oe  DO  tienen  valor  ni  eficacia  legal ,  ni  pueden  por  lo  tanto  dar  no- 
ción en  Juicio,  las  obligaciones  nacidas  de  causa  torpe,  en  cuyo.casp 
se  halla  la  voluntaria  y  espontánea  gestión  de  D.  Domingo  Gil  en  su- 
fragar los  gastos  de  la  defensa  de  su  cómplice  Doña  Petra. Brito,  ea  It 
-c&xksñ  criminal  en  que  ambos  fueron  condenados  por  su  común  de- 
lito de  adulterio ,  y  en  sus  incidencias. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  María  de  CastilU» 

Considerando  que  según  la  escritura  de  transacción  de  6  de  Setiem.- 
bre  de  1862,  el  demandado  se  convino  en  que  fueran  de  su  cuenta  las 
responsabilidades,  de  toda  clase,  así  de  la  testamentaría  de  su  mujer 
•como  de  la  sociedad  conyugal,  quedando  en  su  virtud  libre  de  aque- 
llas la  heredera  de  dicha  su  mujer : 

Considerando  que  el  demandante  ha  acreditado  á  Juicio  de  la  Sala 
sentenciadora  haber  satisfecho  por  la  mujer  del  demandado,  y  por  io^ 
conceptos  que  expresa ,  las  cantidades  reclamadas,  á  excepción  de  la 
del  préstamo  de  4.800  rs.,  sin  que  contra  esta  apreciación  se  haya  ci- 
tado como  infringida  ley  ni  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de 
los  Tribunales:  a 

Considerando,  por  tanto»  que  la  sentencia,  al  condenar  al  deman- 
dado al  pago  de  las  cantidades  justificadas,  no  ha  infringido  las  leyes 
y  doctrinas  que  se  refieren  en  los  motivos  de  casación  1.*,  3.*  y  7.\ 
puesto  que  se  citan  bajo  el  concepto  de  que  el  actor  no  ha  probadp 
ni  intentado  probar  que  entre  él  y  Doña  Petra  Brito  ni  entre  el  de- 
mandante y  el  demandado  hubiese  mediado  pacto  acerca  del  anticipo 
<le  dichas  cantidades ;  ni  el  principio  y  jurisprudencia  citados  en  ei 
fnotivo  5.*,  sobre  que  el  heredero  sucede  en  las  cargas  y  obligacionias 
^e  su  causante : 

Considerando  que  tampoco  se  han  infringido  ios  artículos  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  citados  en  el  motivo  6.*,  que  tratan  de  los 
requisitos  necesarios  para  conceder  autorización,  á  fin  de  transigir  so- 
bre derechos  de  menores ,  ni  la  jurisprudencia  y  ley  de  Partida  á  la 
'vez  citadas,  porque  si  bien  en  la  escritura  de  transacción  intervino  el 
padre  de  la  heredera ,  siendo  ésta  menor  de  edad ,  cuando  ya  habla 
•cumplido  veinticinco  años  se  ratificó  en  su  contenido,  á  presencia  de 
sn  padre  y  ante  la  Autoridad  judicial,  que  declaró  válida»  firme  y.  efi- 
-caz  dicha  escritura : 

Considerando  que  no  son  aplicables  al  caso  presente  la  ley  reco- 
pilada y  jurisprudencia  que  se  invocan  en  el  4.*  motivo  acerca  de  que 
el  marido  puede  ratificar  lo  hecho  por  la  mujer  sin  su  licencia,  por- 
•que  en  los  pleitos  que  la  mujer  seguia  con  su  marido  tenia  aquella 
<¡ne  satisfacer  los  gastos  que  ocasionaba : 

Considerando  que  los  artículos  de  la  Ley  hipotecaria  y  del  regla- 
mento para  su  ejecución  citados  en  el  motivo  8.*,  sobre  la  prohibición 
de  admitir  en  los  Tribunales  documentos  no  registrados,  no  son  apli- 
I.  28  ' 
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Hablen  á  la  escritara  de  transacción ,  poes  por  ésta  no  se  constituyen^ 
trasmiten,  reconocen,  modifican  ó  extinguen  derechos  sujetos  á  ins- 
eripcion ,  según  la  dicha  ley : 

Ck)nsSderando  que  asimismo  son  inaplicables  las  leyes  de  Partida 
que  invocan  en  los  motivos  9.*  y  10»  relativamente  á  que  no  se  puede 
demandar  lo  que  se  da  sin  expresar  la  razón  ó  en  obra  de  piedad;  y 
también  cuando  media  causa  torpe,  por  cuanto  la  reclamación  del 
tctor  se  funda  exclusivamente  en  la  mencionada  escritura  de  transac- 
eion ,  que  no  ha  sido  impugnada  ni  es  ilícita  ni  torpe : 

T  considerando  que  los  artículos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
dtados  en  el  motivo  8.* ,  en  que  se  trata  de  la  tasación  de  costas,  no- 
pueden  servir  de  fundamento  para  un  recurso  de  casación  en  el  fondo- 
por  referirse  al  orden  del  procedimiento ; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  Interpuesto  por  D.  Julián  Ferrer  y  Fuentes,  á  quien 
condenamos  en  las  costas ;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de^ 
Canarias  con  la  correspondiente  certificación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeetú  ée^ 
Müdrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las 
topias  necesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos.  =  Juan 
€lonzalez  Acevedo.=sJosé  M.  Gáceres  =Laureano  de  Arrie ta.=Francisco^ 
María  de  Gastilla.==ioaquin  Jaumar.=José  Fermin  de  Muro.s=Benito  de 
Posada  Herrera. 

Publicación  : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Don. 
Francisco  María  de  Castilla,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estando 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo ,  el  día  de 
boy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Suprema 
Tribunal. 

Madrid  13  de  Diciembre  de  1870.==Dionisio  Antonio  de  Puga. 

NüM.  99. 
CASACIÓN. 

Hedida  y  deslinde  de  ün  bato  con  ün  fundo. — Sentencia  de  13  da^ 
Diciembre ,  declarando  haber  lugar  al  recurso  de  casadoi 
interpuesto  por  D.  José  María  Gómez  de  Molina  y  compartes» 
contra  la  que  en  27  de  Julio  de  1868  pronunció  la  Sala  prímeii 
de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  pleito  con  D.  Gabriel  Melletf 
D.  Jaime  Partagas,  y  por  defunción  de  éste,  sus  hijos  y  sucesores.^ 

Eo  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  cuando  los  demandantes  solicitan  el  deslinde  y  amojoMr 
menta,  el  fallo  de  semejante  pretensión  debe  limitarse  á  los  ^enim 
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jmrUkeos  ^ue  le  están  eeñalados  ñor  las  leyes,  sin  estenderse  á  resol- 
ver cuestión  ninguna  de  propieaad,  que  solamente  p odia  promoverse 
é  virtud  de  la  eorrespomie^Ue  demanda  reivindicatoria  alegando  y 
jutíificando  el  dominio  del  terreno  ó  terrenos  á  que  se  refiera. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  18  de  Diciembre  de  1870,  en  los  autos 
8egui4os  en  la  Alcaldía  mayor  del  distrito  de  Colon  y  en  la  Sala  pri- 
mera de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  D.  Gabriel  Millet  y  D.  Jaime 
Fartagas,  y  por  defunción  de  éste,  sus  hijos  y  herederos,  con  D.  6a- 
bino  y  D.  José  María  Gómez  Molina  y  los  sucesores  de  D.  Miguel  y 
D.  ioaqnin  Gómez  Molina,  sobre  medida  y  deslinde  del  hato  titulado 
La  Cruz  con  el  fundo  nombrado  San  José;  autos  que  penden  ante  Nos 
en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  María  Gó- 
mez y  Molina,  con  arreglo  al  art.  191  de  la  Real  cédula  de  30  de 
Enero  de  1855,  contra  la  sentencia  que  en  87  de  Julio  de  1868  pro- 
nunció la  referida  Sala: 

Resultando  que  en  el  cabildo  celebrado  por  el  Ayuntamiento  de  la 
ciudad  de  la  Habana  en  31  de  Octubre  de  1572  Jerónimo  Rojas  y 
Cristóbal  Sánchez  pidieron  se  les  hiciera  merced  de  una  sabana  que 
estaba  adelante  de  los  Órganos,  que  no  habla  sido  poblada,  para  po- 
blar de  vacas  y  puercos;  y  el  Ayuntamiento  les  hizo  la  dicha  merced, 
sin  perjuicio  de  tercero  y  con  que  la  poblasen  dentro  de  un  año,  y 
tan  en  tanto  que  no  lo  poblasen  que  no  estorbase  las  monterías: 

Resultando  de  documentos  traídos  á  los  autos  por  los  demandados 
durante  la  segunda  instancia  que  en  cabildo  celebrado  por  el  Ayunta- 
miento de  la  Habana  en  5  de  Octubre  de  16i6  se  hizo  merced  á  Juana 
Martin,  viuda  de  Juan  Rodríguez  Gardoso,  como  tutora  y  curadora  de 
sus  menores  hijos,  de  un  sitio  nombrado  El  Ojo  de  Agua  dentro  del 
hato  titulado  Las  Cruces  para  que  lo  poblase  de  ganado  menor:  que  en 
la  escritura  de  división  y  adjudicación  de  los  bienes  quedados  por  fa- 
llecimiento de  D.  Juan  González  Vázquez  y  Doña  Ciara  de  Silva,  su 
mujer,  otorgada  por  sus  hijos  y  herederos  en  12  de  Enero  de  1691,  se 
tdjudicó  en  pago  de  sus  respectivos  haberes  á  D.  Renito  Lorenzo  de 
Bastos,  marido  de  Doña  Antonia  González,  y  á  D.  Hilario  González,  el 
hato  de  ganado  mayor  nombrado  La  Cruz  y  ios  corrales  Guama  y  San 
José:  que  en  el  cabildo  celebrado  en  15  de  Junio  de  1703  por  dicho 
Ayuntamiento  de  la  Habana  Renito  Lorenzo  é  Hilario  González,  expo- 
niendo ser  dueños  de  las  haciendas  nombradas  el  hato  de  La  Cruz, 
San  José  y  el  Guama,  y  que  el  San  José  se  hallaba  dentro  de  los  tér- 
minos del  bato,  y  por  tanto  imposibilitado  de  poblarse  de  ganado 
menor,  pidieron  licencia  para  poblarlo  de  ganado  mayor:  que  en  el 
cabildo  celebrado  en  7  de  Agosto  de  1705  se  concedió  á  Hilario  Gon- 
salez,  dueño  del  hato  Las  Cruces  y  de  los  corrales  San  José  y  Guama, 
la  merced  que  habla  solicitado  para  criar  el  ganado  mayor  que  pu- 
diese en  los  términos  de  dicho  hato  y  corrales:  que  en  el  testamento 
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Otorgado  en  82  de  Enero  de  1713  por  D.  Benito  Lorenzo  Bastos  ná- 
judicó  á  su  hija  Doña  María  Bastos  para  igualarla  con  sus  hermanos 
S.003  pesos  en  el  valor  líquido  del  hato  nombrado  La  Cruz,  que  lin* 
daba  con  el  titulado  San  José,  el  PioallUo  y  la  Sagua:  que  en  M  de 
Abril  de  1738  Hilario  González,  hijo  de  Juan  González  Vázquez  y  de 
Clara  González  de  Silva,  otorgó  testamento,  declarando  por  sus  bienes, 
entre  otros,  dos  haciendas  de  campo,  llamadas  San  José  y  el  Gaami: 
que  por  escritura  de  6  de  Marzo  de  1767  D.  Miguel  Cabrera  vendió  con 
pacto  de  retro  á  D.  José  Pérez  dos  haciendas,  tituladas  San  José  y  el 
Guama,  lindando  con  el  hato  de  La  Cruz,  Pinar  del  Rio,  Viflales,  las 
Obas  y  el  Cangré,  en  precio  de  8.000  pesos,  con  las  fábricas,  tierras 
y  demás  que  le  pertenecían,  reservando  para  sí  y  sus  sucesores  el  de- 
recho de  retro-comprar  las  ñucas:  que  por  otra  escritura,  otorgada 
en  12  de  Enero  de  1815,  Doña  Josefa  García  y  Doña  Antonia  Pereí, 
viuda  é  hija  respectivamente  de  D.  José  Pérez,  vendieron  á  D.  Blatte 
Pérez  Diaz,  con  pacto  de  retro  y  en  precio  de  8.000  pesos  líquidos,  las 
dos  haciendas  tituladas  San  José  y  el  Guama ,  lindando  con  el  halo 
de  La  Cruz,  Pinar  del  Rio,  las  Obas  y  el  Cangré,  con  sus  fábricas, 
tierras  y  demás  que  les  pertenecían;  y  que  por  otra  escritura  de  88  de 
Febrero  de  1831  D.  Matías  Pérez  Diaz  dijo  que  D.  Joaquín  Molina,  ma- 
rido de  Doña  Teresa  Cabrera,  hija  y  heredera  de  D.  Miguel  Cabrera, 
le  habia  entregado  hacia  trece  ó  catorce  años  los  8.000  pesos  que  el 
otorgante  dio  á  sus  inmediatos  causantes  por  la  compra  á  retro  por 
la  hacienda  San  José  y  el  Guama,  otorgando,  según  hacia  memoria, 
la  escritura  de  retroventa;  pero  como  no  se  hubiera  encontrado  en  los 
archivos  dicha  escritura,  y  la  parte  interesada  necesitase  del  áocut- 
mentó,  declaraba  que  efectivamente  estaba  satisfecho  de  los  8.0M 
pesos  que  entregó  por  las  referidas  haciendas,  y  que  por  lo  mismo 
desde  aquella  fecha  se  separaba  y  estaba  separado  del  dominio  útU 
que  habia  adquirido  en  razón  de  la  venta  con  pacto,  el  cual  quedtf 
desde  entonces  en  el  dueño  de  ellas,  en  que  residía  el  dominio  directo, 
sobre  el  cual  nada  le  quedaba  que  repetir;  y  presente  D.  Miguel  M(^ 
lina,  hijo  y  heredero  de  D.  Joaquín  Molina  y  Doña  Teresa  Cabrera, 
aceptó  á  favor  de  sus  representados  esta  declaratoria,  para  el  confé- 
niente  uso  de  sus  derechos: 

Resultando  que  en  8  de  Diciembre  de  1847  Doña  Josefa  Doarloy 
D.  Antonio  Murguía,  madre  é  hijo,  otorgaron  testamento,  por  el  (|M 
después  de  declarar  corresponderles  la  mitad  del  hato  de  La  GmSt  f 
saber:  una  tercera  parte  de  dicha  mitad  á  la  Doña  Josefa,  otra  «erMi 
al  D.  Antonio  y  la  otra  á  Doña  Rita  Murguía,  esposa  de  D.  BaaMi 
Zaldívar,  y  que  la  otra  mitad  pertenecía  á  la  sucesión  de  Oofia 
Murguía,  instituyeron  por  herederos  la  Doña  Josefa  á  sos  hijoil 
Antonio  y  Doña  Rita  Murguía,  y  el  D.  Antonio  á  los  suyos  Dofla  Mátfe 
del  Rosario,  D.  Antonio  de  la  Merced,  D.  Mariano,  Doña  Bita,  Mk 
María  Regla  y  D.  Santiago  Murguía  y  O'Rutiner:  «'"«i^ 
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Besultando  que  por  escritura  otorgada  en  «8  de  Abril  de  1859,  Don 
Santiago,  D.  Mariano  y  Dofíá  María  de  Regla  Murguía,  ésta  en  unión 
de  sn  marido  D.  Felipe  Fernandez  Megica,  vendieron  á  D.  Jaime  Par- 
tagas  la  parte  del  hato  de  la  Cruz  que  les  pertenecia  como  herederos 
de  D.  Antonio  Murguía  y  Doña  Josefa  Duarte,  en  la  que  se  incluía 
también  la  de  su  hermana  Doña  Rosario  Murguía,  por  haberla  adqui- 
rido los  otorgantes,  según  escritura,  con  toda  la  superficie  y  demás 
terreno  que  al  hato  correspondía  por  virtud  de  la  merced  ó  mercedes 
y  escrituras  otorgadas,  incluso  el  Cayo  de  Toro;  trasfiriéndole  todos 
ios  derechos  y  acciones  que  les  correspondieran  y  pudieran  competer 
como  condueños  del  bato,  para  que  impugnase  si  lo  juzgaba  oportuno 
la  medida  que  se  habia  practicado  por  algunos  colindantes  del  hato 
de  la  Cruz,  pues  todas  eran  nulas  y  de  ningún  valor;  y  por  otra  es- 
eritura  de  3  de  Setiembre  de  1859,  D.  José  María  Rivero,  como  apo- 
derado de  Doña  Rita  Murguía  y  O'Rutiner ,  vendió  al  D.  Jaime  Parta- 
gas  la  parte  que  como  heredera  de  D.  Antonio  Murguía  y  Doña  Josefa 
Duarte,  y  como  cesionario  de  una  quinta  parte  de  lo  que  correspon- 
dió á  su  hermana  Doña  María  del  Rosario,  le  pertenecía  del  hato  de 
la  Cruz  y  sitio  anejo  titulado  Cayo  del  Toro,  que  lindaba  con  las  ha- 
ciendas Rio-hondo,  Pinalillo»  La  Ceja,  San  José  y  la  Sagua,  con  toda 
la  superficie  que  le  correspondía,  tanto  á  él  como  al  sitio  anejo,  con 
coantos  derechos  le  correspondían  y  pertenecieran  por  virtud  de  su 
merced  y  escrituras  posteriores ;  advirtiendo  que  aunque  por  algunos 
de  ios  dueños  de  las  haciendas  colindantes  del  hato  de  la  Cruz  se' 
hablan  practicado  medidas  en  verdadero  perjuicio  de  los  terrenos 
de  este  último,  aquellos  no  podían  perjudicar  en  manera  alguna  su 
superficie,  pues  á  todos  los  demás  prefería  por  la  antigüedad  de  sa 
merced;  por  cuya  razón  las  que  se  hablan  practicado  con  detrimento 
de  los  terrenos  de  la  Cruz  eran  nulos,  de  ningún  valor  ni  efecto,  por 
descansar  en  datos  falsos  y  conceptos  erróneos,  y  haberse  practicado 
sin  su  consentimiento  ni  intervención : 

Resultando  que  por  otra  escritura  de  7  de  Mayo  de  dicho  año  de 
18S9  D.  Manuel  y  D.  Antonio  Zaldívar,  hijos  y  herederos  de  Doña  Rita 
Murguía  y  Duarte,  vendieron  á  D.  Gabriel  Míllet  la  parte  que  les  cor- 
respondía en  el  hato  de  la  Cruz,  lindando  con  las  haciendas  Pinalillo, 
la  Ceja ,  Vinales  y  otras ,  cuya  parte  formaba  las  dos  dozavas  de  la 
letalidad,  correspondiendo  una  dozava  á  la  hermana  Doña  Teresa 
Zaldívar,  tres  dozavas  á  los  herederos  de  D.  Antonio  Murguía  y  Duar- 
te y  las  otras  seis  él  los  dueños  del  Mamey,  á  cuya  posesión  pertene- 
eia  la  mitad  del  hato  La  Cruz,  y  se  las  vendían  con  toda  la  superfi- 
tíe  que  correspondiera  á  dicbo  hato  por  virtud  de  merced  y  escrita- 
las  posteriores,  inclusa  la  posesión  titulada  Cayo  del  Toro;  advirtiendo 
fue  aun  cuando  por  alguno  de  los  dueños  de  las  haciendas  colindan- 
ves  se  hablan  practicado  medidas  en  perjuicio  de  los  terrenos  del  hato 
de  la  Cruz,  bo  podían  perjudicar  en  manera  alguna  su  superficie,  pues 
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á  todas  las  demás  las  prefería  por  la  antigüedad  de  merced,  por  coya 
razón  las  practicadas  eran  nulas  porque  descansaban  eir  datos  fálsot 
y  conceptos  erróneos ,  y'  se  hablan  hecho  sin  conocimiento  ni  ínter» 
vención  de  ios  vendedores;  y  por  ello  cedían  al  comprador  los  dere- 
chos y  acciones  que  les  correspondiesen  para  impugnarlas  ó  argüir  su 
nulidad  si  lo  juzga  oportuno  : 

Resultando  que  por  escritura  de  16  de  Julio  de  1859,  D.  Antonia 
Murguia,  diciendo  hallarse  convencido  de  que  las  cuestiones  que  se 
suscitaban  entre  los  coherederos  de  D.  Antonio  Murguia  y  Doña  JoseCi 
Duarte,  de  los  que  formaba  parte  el  otorgante,  juntamente  con  los 
otros  pleitos  promovidos  y  que  promovían  los  colindantes  del  hato  de 
la  Cruz,  que  hablan  usurpado  y  trataban  de  usurpar  sus  mejores  terre* 
nos,  pleitos  que  se  fomentarían  con  mayor  fuerza  el  día  que  se  pro- 
moviese la  medición  general  del  hato  de  la  Cruz;  pues  aunque  por  los 
dueños  de  las  haciendas  colindantes  se  hablan  practicado  deslindes 
parciales  con  perjuicio  de  la  verdadera  área  del  hato,  dichas  medidas 
eran  nulas,  de  ningún  valor  ni  efecto  por  descansar  en  falsas  bases  6 
erróneos  conceptos ,  vendió  á  D.  Jaime  Partagas  la  parte  que  le  cor- 
respondía en  el  hato  de  la  Cruz,  como  heredero  de  D.  Antonio  Mmr^ 
guía  y  Doña  Josefa  Duarte,  con  cuanto  tenia  y  le  pertenecía  de  hecho 
y  por  derecho  con  arreglo  á  sos  mercedes  y  escrituras : 

Resultando  que  por  otra  escritura  de  24  de  Abril  de  1861  D.  Diego 
de  Salazar  y  Hernández,  como  apoderado  general  de  D.  Rafael  áñ 
Toca,  que  lo  era  de  la  Sociedad  de  los  herederos,  sobrinos  de  Don 
Joaquín  Gómez  y  compañía,  vendió  á  D.  Jaime  Partagas,  por  sí  y  como 
apoderado  de  D.  Gabriel  Millet,  los  terrenos  de  la  hacienda  Mamey» 
mitad  del  hato  titulado  de  la  Cruz,  que  la  Sociedad  vendedora  hubo 
de  Doña  Dolores  Duarte  y  Murguia  por  escritura  de  28  de  Junio  de 
1856,  y  asimismo  las  porciones  de  tierra  de  la  hacienda  nombrada  el 
Pinaljllo,  inclusa  la  veguita  de  la  hacienda  de  Ceña,  conocida  por  it 
de  Rosario  de  Galvez : 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  1.*  de  Octubre  de  1861 
Doña  Teresa,  asistida  de  su  curador  y  con  intervención  de  sa  esposo 
D.  Luis  María  de  Salazar,  previa  la  formación  del  oportuno  expedien- 
te para  justificar  la  utilidad  y  necesidad ,  vendió  á  D.  Gabriel  Millet 
dos  duodécimas  partes  de  la  hacienda  titulada  el  hato  de  la  Cruz,  liiH 
dando  con  las  haciendas  el  Pinalillo,  la  Ceja,  Ana  de  Luna,  Yiñales» 
San  José  y  otros  anejos  cuyos  nombres  no  recordaba,  y  que  habofisr 
herencia  de  su  madre  Doña  Rita  Murguia,  con  todas  sus  entradas,  sir 
lidas,  costumbres,  derechos  y  servidumbres,  cuantas  teniaq  y  le  ooff-^ 
respondían  de  hecho  y  de  derecho :  '•) 

Resultando  que  en  1/  de  Julio  de  1862  D.  Gabriel  Millet  y  D.  Jáis» 
Partagas  dedujeron  demanda  contra  D.  Gabino  y  D.  José  María  MoWlf 
y  la  sucesión  de  D.  Miguel  y  D.  Joaquín,  del  mismo  apellido,  doeüsp 
de  la  hacienda  San  José,  para  que  se  les  previniese  que  dentro  dÉ 
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tercero  día  Jastificasen  con  sus  títulos  de  dominio  el  ¿rea  de  terreni^ 
<[ne  correspondía  á  la  mencionada  hacienda  en  virtud  de  sus  escrita- 
ras,  declarando  por  su  falta  de  cumplimiento  &  dicha  prevención  ó 
por  no  tener  superficie  determinada  en  las  escrituras  que  de  la  repe- 
tida hacienda  se  hubiesen  otorgado,  que  no  le  correspondía  más  exten- 
sión, como  hija  ó  posesión  aneja  del  hato  de  la  Cruz,  que  la  da 
una  legua  corralera  de  la  tierra  perteneciente  al  círculo  de  su  matriz» 
y  se  dispusiera  que  el  Agrimensor  que  al  efecto  nombrasen  las  partes 
para  efectuar  el  deslinde,  practicase  el  entero  de  San  José ,  dando  i 
€sta  hacienda  tan  sólo  una  legua  corralera  de  superficie,  que  era  lo 
^ue  le  correspondía;  y  para  ello  alegaron  que  los  demandantes  eran 
dueños  de  la  hacienda  denominada  hato  de  la  Cruz,  sita  en  la  jurisdic- 
ción de  la  Nueva  Filipinas;  lindando  con  las  nombradas  Rio-hondo» 
Pinalillo,  la  Ceja,  Vinales,  el  Guama  y  San  José,  con  todas  las  que  se 
hablan  practicado  deslindes,  excepto  con  la  de  San  José:  que  siendo 
una  hija  ó  porción  del  hato  de  la  Graz ,  fundada  por  lo  mismo  dentro 
de  ios  términos  de  ésta,  siempre  habla  subsistido  en  comunidad:  que 
San  José,  como  posesión  aneja  al  hato  de  la  Cruz,  nunca  tuvo  dominio 
en  los  terrenos  que  por  virtud  de  la  merced  primitiva  pertenecían  to- 
dos á  la  hacienda  matriz,  y  sí  únicamente  el  derecho  de  criar  y  apro- 
vechar en  común  con  el  hato  de  la  Cruz  los  pastos  y  abrevaderos  para 
ia  crianza:  que  suprimida  ésta  y  demolidas  las  haciendas  San  José» 
perdió  todo  su  derecho  á  la  superficie  que  en  su  totalidad  reasumió  el 
hato  la  Cruz ,  puesto  que  en  ninguna  de  las  enajenaciones  que  desde 
antiguo  se  habían  hecho  de  San  José  se  le  designaba  superficie  deter- 
minada: que  para  dividir  á  San  José  de  su  matriz  el  hato  de  la  Cruz» 
tenia  que  fijarse  y  acordarse  de  antemano  la  superficie  que  habla  de 
darse  á  la  primera  de  las  dos  haciendas;  como  los  dueños  no  aceptabao 
la  que  los  demandantes  le  consignaban,  habrían  de  someterse  á  la  de-» 
claratoria  que  en  justicia  pronunciara  el  Juzgado: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  los  demandados ,  después  de 
resueltos  varios  artículos  y  nombrado  D.  Gablno  Gómez  de  Molina 
defensor  común  de  aquellos,  contestó  ia  demanda  pretendiendo  se  ab- 
solviera de  ella  á  los  dueños  de  la  hacienda  San  José,  con  imposicioo 
de  perpetuo  silencio  y  costas  á  los  actores;  al  efecto  excepcíonó  que 
nunca  habla  sido  lícito  en  derecho  poner  á  uno  pleito  para  que  Jus- 
tifícase con  sus  títulos  de  dominio  la  extensión  del  área  que  le  per- 
tenecía, pues  que  la  principal  ventaja  de  la  posesión  consiste  en  ser 
reputado  como  dueños  mientra  no  se  pruebe  lo  contrario:  que  pocos 
poseedores  podrían  invocar  aquel  princioio  con  tanto  fandamento. 
<;omo  los  actuales  dueños  del  corral  San  José,  siendo  como  era  pu- 
blico y  notorio  que  hacia  más  de  un  siglo  que  pertenecía  á  la  fami- 
lia con  sus  actuales,  ó  mejor  dicho,  con  mayores  límites^  por  haberse 
verificado  algunas  intrusiones:  que  aun  cuando  la  hacienda  San  José 
hubiera  estado  poseída  en  común  con  el  hato  de  la  Cruz  hace  ú<m¡t 
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sqi^ios,  porque  ambas  pertenecieron  al  mismo  dueño,  como  posterior- 
mente tuvieron  una  y  otra  multitud  de  poseedores,  era  indudable 
cpie  desde  que  se  separó  el  dominio  en  distintas  personas  hubieron 
de  seílalarse  á  cada  fundo  sus  límites,  bien  por  un  Juicio  formal  de 
deslinde  y  por  convenio  privado  entre  los  dueños,  y  con  ellos  habia 
Tenido  trasmitiéndose  de  uno  en  otro  propietario  hasta  el  día:  que  su- 
poniendo  que  no  hubiese  existido  convenio  expreso,  ó  que  celebrado,, 
careciesen  hoy  los  dueños  de  San  José  de  documento  para  Justificar- 
lo cómo  habian  poseído  los  mismos  terrenos  que  actualmente  por  más. 
de  treinta  años  á  vista,  ciencia  y  paciencia  de  los  dueños  de  su  colindan- 
te el  hato  de  la  Cruz,  perdieron  estos  toda  acción  á  reivindicar  la  más 
mínima  porción  del  área  que  habian  adquirido  por  prescripción  los 
dueños  cte  San  José,  aun  cuando  carecieran  en  su  origen  de  título: 
que  si  fuera  hoy  posible  suscitar  cuestión  de  deslinde  entre  dos  fun- 
dos que  están  separados  y  deslindados  hace  más  de  un  siglo,  y  que 
tal  Juicio  empezara  por  una  declaración  previa  respecto  á  la  exten- 
sión que  ha  de  darse  al  corral  San  José,  entonces  correspondería  á 
este  último  toda  la  extensión  comprendida  más  acá  de  la  perpendi- 
cular que  se  levantara  en  la  tercera  parte  de  la  recta  que  trazarla  en- 
tre los  centros  de  San  José  y  del  hato  de  la  Cruz,  como  así  estaba 
establecido  por  punto  general,  y  lo  habian  practicado  los  dueños  del 
bato  de  la  Cruz  en  cuestiones  sobre  deslinde  con  varios,  corrales  co- 
lindantes: 

Resultando  que  corridos  los  traslados  de  réplica  y  duplica ,  se  re- 
cibió el  pleito  á  prueba ;  y  en  parte  de  la  propuesta  por  los  deman- 
dantes la  Junta  de  revisión  de  Agrimensura  informó ,  con  relación  á 
la  cuestión  concreta  del  pleito,  que  era  indispensable  la  presentación 
de  los  títulos  de  las  haciendas  madre  é  hija  para  el  deslinde  y  entero 
de  ellas:  que  en  el  caso  de  no  poderse  presentar  los  títulos,  era  irre- 
soluble la  cuestión  en  términos  generales;  pero  como  en  el  presente 
caso  la  hacienda  San  José  estaba  reconocida  y  considerada  por  los 
demandantes  como  hija  del  hato  de  la  Cruz,  y  esta  sola  circunstan- 
cia le  acredita  un  territorio  propio  y  proindiviso  para  determinar  la 
cantidad  del  terreno  que  debia  dársele,  era  necesario  ocurrir  á  la 
equidad  supletoria;  que  la  Junta  consideraba  equitativa  y  aceptable 
la  legua  corralera  que  los  actores  ofrecían  á  la  posesión  San  José  á 
falta  de  títulos  que  declarasen  su  superficie,  y  que  era  indispensable 
deslindar  primero  el  hato  de  la  Cruz  con  el  San  Mateo  en  la  Corma 
que  se  índica,  concluyendo  la  Junta  por  informar  con  presencia  t|e 
l66  planos  unidos  que  la  superficie  del  hato  de  la  Cruz  estaba  redu- 
cida á  siete  leguas  79  centesimos: 

Resultando  que  después  de  haber  alegado  las  partes,  pretendieikte 
la  demandante  se  accediera  á  su  demanda  y  se  ordenase  que  elitH- 
tero  de  la  posesión  San  José  se  practicara  en  la  forma  propuesta  ptr. 
la  lunta  de  revisión  de  Agrimensura,  el  Alcalde  mayor  dictó  $&Mc^ 
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cte,  por  la  que,  vistas  las  leyes  1/,  %.\  3.%  4.'  y  5.\  til.  8.*,  libro  10 
del  Fuero  Juzgo;  10,  tit.  15,  Partida  6/;  80.  tit.  14.  Partida  7/;  17, 
tfmlo  17,  libro  1.*;  98,  tit.  11;  16;  tit.  21,  y  17,  tit.  94,  libro  7.*  de  ia 
Rovísinia  Recopilación,  declaró  con  lugar  en  derecho  la  demanda  pro- 
¡mesta  por  D.  Gabriel  Millet  y  D.  Jaime  Partagas  como  actuales  dueños 
del  hato  de  la  Cruz,  y  condenó  á  los  demandados  D.  Gabino  y  D.  José 
Maria  Ciomez  de  Molina  y  sucesiones  de  D.  Miguel  y  D.  Joaquín ,  del 
mismo  apellido,  á  que  dentro  de  tercero  dia,  contado  desde  la  noti- 
ficación á  su  representante,  justifiquen  con  sus  titules  primordiales 
de  dominio  el  ¿rea  de  terreno  que  corresponda  á  la  posesión  San 
José;  debiendo,  por  la  falta  de  presentación  de  los  enunciados  títulos 
de  propiedad  ó  por  no  expresarse  en  ellos  la  extensión  de  dicho  cor- 
ral, servir  de  regla  para  el  deslinde  de  ambos  fundos  la  merced  que 
el  Ayuntamiento  concedió  á  Jerónimo  de  Rojas  en  81  de  Diciembre 
de  1579,  asignándose  á  San  José,  como  hija  ó  posesión  aneja,  la  ex- 
tensión de  la  legua  corralera  que  los  demandantes  le  consignan,  y 
que  según  el  informe  pericial  de  la  Junta  de  Agrimensura  es  de  tener- 
se en  judicial  consideración,  en  cuyo  concepto  se  practicará  la  medi- 
da en  el  orden  que  se  expresa  en  dicho  informe,  sin  especial  conde- 
nación de  costas: 

Resultando  que  interpuesta  apelación  por  los  demandantes,  y  sus- 
tanciada la  instancia  con  las  pretensiones  consiguientes  >  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  pronunció  sentencia  en  97  de  Julio  de  1868 
confirmando  la  apelada  por  sus  mismos  fundamentos: 

T  resultando  que  por  parte  de  los  demandados  se  interpuso  recur- 
so de  casación  por  conceptuar  infringidas: 

1.*  Las  leyes  18  y  91.  tit.  99;  Partida  8.%  porque  se  habia  desesti- 
mado la  prescripción  que  se  opuso  al  contestar  la  demanda,  decla- 
rando ésta  con  lugar,  á  pesar  de  que  los  demandados  posesian  con 
Imena  fé  y  justo  titulo  desde  tiempo  inmemorial  los  terrenos  que  ha- 
blan pretendido  reivindicar  de  un  modo  indirecto  y  á  pretexto  de  des- 
linde los  dueños  actuales  del  hato  de  la  Cruz. 

9.*  El  axioma  juridico  fundado  en  la  ley  l.\  tit.  14  de  la  propia 
Partida,  que  exime  á  todo  demandado  de  probar  lo  que  niega,  y  se- 
gnn  el  cual  debe  ser  absuelto  si  el  actor  no  justifica  su  acción,  pues 
la  sentencia  condenaba  á  los  demandados  á  perder  toda  la  extensión 
de  terrenos  que  no  estaba  expresada  en  sus  titulos  de -dominio,  redu- 
clmido  el  área  del  corral  San  José  á  una  legua  corralera,  ó  lo  que 
es  lo  mismo ,  adjudicando  á  los  demandantes  una  gran  porción  de 
tierra  que  no  podían  reivindicar  por  oponerse  á  ello  la  prescripción 
con  que  se  defienden  los  demandados;  naciendo  el  error  de  que  se 
.  84iponia  que  no  era  admisible  la  prescripción  porque  no  se  dá  entre 
conduefios  respecto  á  la  cosa  poseída  en  común,  coando,  lejos  de  su- 
ceder asi  en  el  caso  de  autos,  consta  que  los  dos  fundos  han  venido 
perteneciendo  ¿  diferentes  dueños  bace  más  de  siglo  y  medio»  ó  sea 
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desde  1713,  ■  y  los  mismos  demandantes  habían  razonado  siempre  M 
el  concepto  de  reconocer  el  dominio  de  la  posesión  qae  tenian  ios  de- 
mandados en  el  corral  San  José,  y  así  lo  repetían  en  el  escrito  da 
contestación  de  agravios. 

3/  Que  por  último,  la  sentencia  invocaba  multitud  de  leyes  ex* 
trafias  á  la  cuestión,  pues  debia  advertirse  que  ésta  se  había  confim- 
dido,  haciendo  pasar  como  juicio  de  apeo  y  deslinde  una  demanda  de 
reivindicación  de  terrenos  que  no  había  debido  prosperar  de  ningan 
modo;  pues  aparte  de  la  prescripción,  convenía  advertir  que  el  hato 
de  la  Cruz  dejó  de  existir  con  sus  derechos  de  tal,  respecto  ft  ios  cor- 
rales constituidos  en  su  área,  desde  que  se  dividió  entre  los  eondue- 
fios  á  principios  del  siglo  pasado,  y  por  lo  mismo  hoy  no  cabla  in- 
vocar la  cualidad  de  hato  que  le  dio  su  merced  primitiva,  sino  los 
términos  de  los  contratos  perfeccionados  entre  los  que  fueron  sus 
condueños  y  respetados  por  sus  diversos  causa-habientes  desde  tienH 
po  inmemorial  hasta  el  día: 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de  Muro. 

Considerando  que  incoada  por  D.  Gabriel  Millet  y  D.  Jaime  Parla- 
gas  una  verdadera  demanda  de  deslinde  y  amojonamiento,  dirigida  i 
determinar  los  límites  entre  la  hacienda  San  José  y  la  del  hato  de  la 
Cruz,  á  cuyo  fin  pretendían  que  los  dueños  de  la  primera  justificasen 
con  sus  títulos  de  dominio  el  ¿rea  de  terreno  que  la  correspondía,  el 
fallo  de  semejante  pretensión  debió  limitarse  á  los  efectos  jurídicos 
que  la  están  señalados  por  las  leyes,  sin  extenderse  á  resolver  cues- 
tión ninguna  de  propiedad,  que  solamente  podía  promoverse  ¿  virtud 
de  la  correspondiente  demanda  reivindicatoría,  alegando  y  justifican- 
do el  dominio  del  terreno  ó  terrenos  á  que  se  refiera: 

Considerando  que  los  indicados  demandantes  no  han  ejercitado  ae- 
cion  alguna  reivindicatoría  ni  pretendido  tener  el  dominio  de  parte 
ninguna  de  la  hacienda  de  San  José;  antes  bien  han  reconocido  como 
dueños  de  toda  ella  á  D.  Gabino  y  D.  José  Molina,  y  á  los  sucesores 
de  D.  Miguel  y  D.  José  Molina,  por  más  que  manifestasen  desconocer 
la  verdadera  extensión  de  aquella  finca: 

Considerando,  en  su  virtud,  que  la  Sala  sentenciadora  al  compeler 
á  los  referidos  demandados  á  que  en  el  término  de  tercero  día  justi- 
fiquen con  sus  títulos  primordiales  de  dominio  el  área  de  terreno  cor* 
respondiente  á  dicha  hacienda  de  San  José,  debiendo  en  caso  con* 
trario  asignarse  á  ésta  únicamente  la  extensión  de  una  legua  corra*' 
lera  y  aplicarse  el  resto  de  dicha  finca  á  los  demandantes,  sin  qna 
estos  hayan  justificado  de  modo  alguno  su  dominio  á  esta  parte  é» 
terreno,  ha  infringido,  según  se  alega  en  el  presente  recurso,  el  pra* 
cepto  de  la  ley  1.*,  tít.  14,  Partida  3.'  de  que  sea  absuelto  el  dena»»- 
dado  cuando  el  demandante  no  prueba  su  demanda;  '  ■' 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  recartMP 
de  casación  interpuesto  por  D.  José  María  Gómez  de  Molina  y  comparM^ 
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y  en  SU  consecuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  dictada  por  ia 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  Habana  en  87  de  Julio  de  186S;  y 
mandamos  que,  conforme  al  art.  214  de  la  Real  cédula  de  30  de  Enero 
de  1855,  se  traigan  nuevamente  los  autos  á  la  vista ,  citadas  las  par- 
tes, para  fallar  sobre  el  fondo  de  la  cuestión  lo  que  proceda  con  arre- 
glo á  derecho;  y  devuélvase  á  los  recurrentes  el  depósito  constituido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ie 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  => Juan 
(jonzalez  Acevedo.=José  M.  Gáceres.=Laureano  de  Arrieta.=?Franci8- 
co  María  de  Gastilla.=Joaquin  Jaumar.=José  Fermín  de  Muro.=sB&- 
nito  de  Posada  Herrera. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  Fermín  de  Muro,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estando 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,  el  dia  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Supremo 
Tribunal. 

Madrid  13  de  Diciembre  de  1870.=DioDisio  Antonio  de  Pnga. 

Nt5M.  100. 
CASACIÓN. 


Pago  de  cantidades. — Sentencia  de  13  de  Diciembre,  declarando 
no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Julián 
Garcia  Rivas  contra  la  que  en  10  de  Octubre  de  1866  dictó  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  en  pleito  con  D.  José 
Madiedo. 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece: 

1.®  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia 
leyes  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso  de  autos, 

2.®  Que  la  falta  de  intervención  del  apelado  en  la  segunda  ins- 
tancia, á  pesar  de  haber  sido  citado  y  emplazado  en  debida  forma 
^u  Procurador ,  y  el  no  habérsele  hecho  posteriormente  las  notifi- 
caciones en  estrados,  cual  correspondia,  no  puede  servir  de  funda- 
mentó  para  un  recurso  de  casación  en  el  fondo. 

En  la  Villa  de  Madrid,  á  13  de  Diciembre  de  1870,  en  los  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Oviedo  y  en  la  Sala  pH* 
mera  de  la  Audiencia  del  mismo  territorio  por  D.  José  Madiedo  ooa 
D.  Julián  García  Rivas,  sobre  pago  de  cantidades;  autos  pendientes 
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ante  Nos,  en  virttid  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  García  Ri- 
vas  contra  la  sentencia  qae  en  10  de  Octubre  de  1866  dictó  la  reb- 
rida Sala: 

Resultando  que  en  6  de  Enero  de  1860  D.  Julián  García  Rlvas  con- 
firió poder  á  D.  Gerardo  Sienra,  para  que  le  representara  en  las  oficinas 
del  Gobierno  y  donde  fuere  necesario  hasta  conseguir  la  terminación 
de  los  expedientes  que  tenia  incoados  á  virtud  del  registro  de  minas 
que  había  hecho  en  la  provincia  de  Oviedo,  y  de  los  que  se  incoasen 
por  los  nuevos  registros  que  hiciera ,  facultándole  para  sustituir  el 
poder:  que  en  12  del  mismo  mes  D.  Gerardo  Sienra  sustituyó  el  poder 
en  su  hermano  D.  Manuel ;  y  que  éste  en  5  del  siguiente  Febrero  lo 
hizo  en  D.  José  Madiedo,  el  cual  gestionó  en  efecto  como  tai  repre- 
sentante de  García  Rivas: 

Resultando  que  éste,  en  carta  de  5  de  Marzo  del  mismo  año  de  1860, 
dijo  á  Madiedo  que  su  amigo  (está  borrado  el  nombre)  tenia  todas  sos 
instrucciones,  y  por  consiguiente  cuanto  previniera  y  acordase  lo  daba 
por  tan  autorizado  como  si  él  mismo  lo  dijera  directamente :  que  en 
f7  de  Junio  del  propio  año,  D.  Eugenio  García  Rniz  dirigió  una  carta 
á  Madiedo,  dlciéndole  que  estaban  en  su  poder  las  diez  lAminas  del 
Infiesto,  quedando  enterado  de  que  se  bailaban  pendientes  de  demar- 
cación ;  y  que  le  rogaba  que  fuese  manifestándole  á  Rivas ,  ó  avisán- 
dole á  él  directamente,  y  no  dejara  que  concluyera  cualquier  término 
de  la  tramitación  de  los  expedientes  que  pudiera  traer  algún  perjuicio; 
y  que  en  otra  carta  de  10  de  Febrero  de  1861,  García  Rivas  manifestó 
á  Madiedo  que  aprobaba  cuanto  había  hecho  y  le  anunciaba  en  la  suya 
dei  7,  y  que  se  entendiera  con  D.  Manuel  Camino,  su  encargado  en 
Infiesto: 

Resultando  que  en  2  de  Diciembre  de  dicho  año  de  1861 ,  D.  José 
Madiedo  puso  á  D.  Julián  García  Rivas  la  cuenta  comprensiva  desde 
IS  de  Febrero  de  1860,  en  que  le  habla  sido  sustituido  el  poder,  as- 
cendiendo el  debe  á  8.492  rs.  y  20  mrs.  de  papel  de  reintegro  y  títu- 
los de  varias  minas,  derecho  de  superficie,  escritos  presentados  en  los 
expedientes,  gastos  de  correo  y  suscriclon  al  Boletín  oficial;  el  haber 
á  2.000  rs.  de  una  letra  mandada  por  el  D.  Julián ,  y  el  alcance  con- 
tra éste  á  6.492  rs.  20  mrs.,  sin  perjuicio  de  los  derechos  de  repre- 
sentación desde  la  época  que  comprendía  la  cuenta  : 

Resultando  que  en  carta  de  18  de  Enero  de  1862,  D.  Eugenio  Gar- 
cía Ruiz  dijo  á  D.  José  Madiedo,  que  dueño  él  lo  mismo  que  D.  Julián 
García  Rivas  hasta  aquel  día  de  las  minas  del  Infiesto,  le  participaba 
que  desde  aquella  fecha  se  entendiese  directamente  con  él  para  satih 
facer  los  gastos  devengados  y  que  sucesivamente  se  devengasen  •  no 
contando  para  nada  respecto  ai  asunto  con  García  Rivas;  pues  dapda 
aquel  dia  en  adelante  serian  á  soportar  los  gastos  los  socios  gao  H, 
liabian  reunido,  y  que  le  manifestara  ios  derechos  devengadas  p^nrMÍ 
ninas  t  y  el  sueldo  diario  que  le  hablan  de  abonar  desde  1.'  deffofl 
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mes  por  la  representación,  si  es  qae  estaba  conforme  en  seguir  con 
ella;  á  cuya  carta  contestó  Madiedo,  segnn  expresa  el  mismo,  qae 
García  Ruiz  le  adeudaba  por  razón  de  adelantos  hechos  1.872  rs.  n 
maravedís,  que  con  6.880  por  agencia  y  representación  desde  la  acep- 
tación del  poder  hasta  fin  de  Diciembre  de  1861 ,  á  razón  de  10  rea- 
les diarios,  hacian  8.752  rs.  20  mrs. ;  y  que  aceptaría  gustoso  la  re- 
presentación llevando  por  la  agencia  los  10  rs.  diarios  : 

Resultando  que  en  otra  carta  de  12  de  Febrero  del  mismo  año  de 
1862,  García  Ruiz  dijo  á  Madiedo  que  le  remitía  letra  de  los  1.872  rea- 
les, importe  del  saldo  que  resultaba  á  su  favor:  que  estaba  conforme 
en  abonarle  los  10  rs.  diarios  por  su  representación;  y  que  en  cuanto 
á  lo  vencido  por  sus  derechos,  le  rogaba  rebajase  algo,  teniendo  en 
cuenta  que  la  Sociedad  marchaba  con  pocos  fondos,  y  que  se  confor- 
formase  en  irlo  recibiendo  poco  ¿  poco: 

Resultando  de  una  certificación  expedida  por  el  Oficial  primero  In- 
terventor de  la  Administración  principal  de  Hacienda  pública  de  Oviedo 
que  D.  José  Madiedo,  como  representante  de  D.  Julián  García  Rivas» 
satisfizo  1.512  rs.  98  cents,  por  derechos  devengados  por  las  minas  que 
habia  registrado  el  D.  Julián  desde  29  de  Abril  á  30  de  Junio  de  1861; 
en  31  de  Octubre  2.012  rs.  40  cents,  por  el  tercer  trimestre  del  mismo 
año,  y  en  4  de  Marzo  de  1862  la  cantidad  de  8.217  rs.  7  cents,  por  lo 
que  habia  quedado  pendiente  de  pago  del  éño  de  1861 : 

Resultando  que  en  16  de  Febrero  de  1866,  D.  José  Madiedo  de- 
dujo demanda  para  que  se  condenase  á  D.  Julián  García  Rivasy  Don 
Eugenio  García  Ruiz  al  pago  mancomunado  de  11.360  rs.  20  mrs.  que 
le  adeudaban,  á  saber:  10.840  rs.  de  su  sueldo  ó  representación  desde 
13  de  Febrero  de  1860  á  fin  de  Enero  de  1863,  por  la  agencia  en  los 
expedientes  de  minas  que  aquellos  le  encargaron ;  480  rs.  suplidos  por 
papel  de  reintegro  y  40  por  gastos  de  correo,  con  lo  demás  que  fuese 
supliendo  en  dicbos  autos ;  y  después  de  hacer  mérito  del  poder  y 
cartas  de  5  de  Marzo  y  27  de  Junio  de  1860,  18  y  21  de  Enero  de  18^ 
alegó  que  tanto  Rivas  como  García  Ruiz,  por  el  mandato  y  promesa 
que  resultaba  de  dichos  documentos  y  como  condueños  y  consocios  en 
las  minas,  estaban  obligados  al  pago  de  la  expresada  suma,  debiendo 
entenderse  dicha  obligación  mancomunada : 

Resultando  que  conferido  traslado  á  D.  Julián  García  Rivas  y  Don 
Eugenio  García  Ruiz ,  y  acusada  á  éste  la  rebeldía  y  declarada  por 
contestada  la  demanda  por  ei  mismo,  el  García  Rivas  pidió  se  le  ab> 
solviese  de  ella  y  se  condenara  aJ  actor  á  entregarle  las  cartas  de  pago 
y  recibos  que  acreditasen  estar  satisfechos  ios  derechos  de  superficie 
correspondientes  al  segando,  tercero  y  cuarto  trimestres  de  1861,  cuyo 
importe  tenia  abonado  en  cuentas,  y  la  cantidad  de  338  rs.  que  le 
tiabia  entregado  de  más,  impociéndoie  perpetuo  silencio  y  costas;  y  al 
efecto  excepcionó  que  sustituido  por  D.  Manuel  Sienra  el  poder,  sin 
contar  con  el  demandado  en  D.  José  Madiedo,  que  aceptó  y  en¿r6  & 
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desempefiar  la  comisión  que  comprendía  el  poder,  el  demandado  no 
rehusó  por  su  parte  la  persona  de  Madiedo,  el  cual  de  un  gestor  vo- 
luntario de  negocios  vino  á  convertirse  por  esta  conformidad  en  man- 
datario :  que  en  Diciembre  de  1861  renunció  el  poder  y  remitió  una 
cuenta,  cuyo  alcance  redujo  después  á  1.872  rs.  80  mrs.,  incluyendo 
en  ella  los  gastos  y  adelantos  que  dijo  haber  becho ,  los  escritos  que 
supuso  baber  presentado  y  cuantos  servicios  dijo  haber  prestado  y  la 
suscricion  al  Boletín  oficial:  que  no  le  debía  los  10  rs.  diarios  del  sueldo» 
tanto  porque  el  mandato  es  gratuito  si  no  se  ofrece  remuneración,  y 
él  no  la  babia  ofrecido,  como  porque  ios  servicios  que  prestó  ios  puso 
en  la  cuenta  y  estaban  abonados,  sin  que  el  demandado  fuera  respon^ 
sable  de  las  promesas  que  le  hubiese  becho  García  Ruiz,  ni  existiera 
entre  ambos  la  mancomunidad  que  suponía  Madiedo:  que  después  de 
renunciar  éste  su  poder  había  tomado  3.218  rs.  para  pagar  la  contri- 
bución del  cuarto  trimestre  de  1861;  y  como  sólo  importó  8.400  rs.,  le 
quedaron  818 ,  de  ios  que  abonándole  los  480  del  papel  de  reintegro 
que  babia  suplido,  restaban  338  que  debía  abonar,  así  como  entregar 
los  documentos  comprobantes  de  las  cantidades  que  figuraban  en  las 
cuentas  como  satisfechas,  sobre  lo  cual  le  reconvenía: 

Resultando  que  evacuados  los  traslados  de  réplica  y  duplica,  y  prac- 
ticadas las  pruebas  que  las  partes  propusieron,  dictó  sentencia  el  Juez, 
de  la  que  interpuso  apelación  D.  Eugenio  García  Ruiz,  el  cual  al  ex- 
presar agravios  pidió ,  qpe  revocándose  dicha  sentencia  se  ie  ai)sol- 
viera  de  la  demanda ;  y  en  el  caso  de  no  haber  lugar  á  esto ,  se  le 
condenase  tan  sólo  al  pago  de  la  mitad  de  la  suma  que  se  reclamaba, 
de  la  cual  deberían  rebajarse  860  rs.  que  se  pedían  indebidamente: 

Resultando  que  remitidos  ios  autos  á  la  Audiencia,  y  adherido  á  la 
apelación  D.  José  Madiedo  respecto  á  cierto  particular  de  la  senten- 
cia, sin  que  compareciera  D.  Julián  García  Rivas,  ni  con  él  se  en* 
tendiera  diligencia  alguna,  se  recibió  el  pleito  á  prueba,  negando  Ri- 
vas y  Madiedo  que  fuera  García  Ruiz  el  amigo  á  que  se  referia  Rivas 
en  su  carta  de  5  de  Marzo  de  1860 : 

Resultando  que  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  en  10  de  Octubre 
de  1866  dictó  sentencia ,  por  la  que ,  con  revocación  de  la  apelada, 
se  declaró  que  D.  Julián  García  Rivas  y  D.  Eugenio  García  Ruiz  eran 
únicamente  res^ponsables  por  mitad,  pero  mancomunadamente,  como 
mandantes  del  pago,  al  mandatario  D.  José  Madiedo,  de  la  cantidad  de 
6.500  rs.  que  deberán  satisfacer  en  el  término  de  diez  días ;  absol* 
viéndoles  de  todo  lo  demás  que  comprendía  la  demanda,  y  á  D.  José 
Madiedo  de  la  reconvención  propuesta  contra  él  por  García  Rivas,  4n 
hacer  especial  condenación  de  costas : 

T  resultando  que  D.  Julián  García  Rivas  interpuso  recurso  de  ca- 
sación, porque  en  su  concepto  el  fallo  infringe,  en  cuanto  á  él  se. le- 
fiere,  la  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribuna^ 
reconocida  por  sentencia  de  este  Supremo  de  3  de  Abril  de  18M^  íp$ 
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«las  obligaciones  sólo  naeeir  de  la  ley  ó  de  un  contrata  6  cuasi  con- 
trato;» la  de  que  «ninguno  qujgda  obligado  á  pagar  lo  prometido  por 
nn  tercero  cuando  el  promitente  no  está  autorizado  para  ello;»  las  le 
yes  11,  til.  11,  y  «1,  tít.  1«,  Partida  5.';  el  principio  de  derecho  con- 
signado en  la  ley  19,  tít.  82.  Partida  3/,  aplicado  en  sentencia  de  este 
Tribunal  de  U  de  Febrero  de  1866,  de  que  «toda  sentencia  pasada  en 
autoridad  de  cosa  juzgada  adquiere  fuerza  irrevocable  entre  Jos  liti- 
gantes,» y  el  art.  68  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Jaumar  de  la  Carrera. 

Ck)nsiderando  que  la  Sala  sentenciadora ,  al  declarar  que  los  de- 
mandados son  responsables  por  mitad,  pero  mancomunadamente .  al 
pago  de  los  6.500  rs.  de  que  se  trata,  no  ha  infringido  ley  ni  doctrina 
alguna  de  las  que  invoca  el  recurrente,  relativas  á  que  las  obligacio- 
nes sólo  nacen  de  la  ley  ó  de  contrato ;  á  que  ninguno  queda  obli- 
gado á  pagar  lo  prometido  por  un  tercero,  sin  autorización  para  ello; 
y  á  la  naturaleza  del  mandato  en  general ,  porque  tanto  Rivas  como 
Ruiz  autorizaron  al  demandante  para  hacer  los  desembolsos  y  las  ges- 
tiones, cuyo  pago  reclama,  según  consta  por  el  poder  que  D.  Manuel 
Sienra,  como  representante  de  Rivas.  le  otorgó  en  5  de  Febrero  de  1860, 
por  la  carta  que  Ruiz  le  dirigió  en  18  de  Enero  de  1868  y  por  las  de- 
mas  de  uno  y  otro  demandado  que  obran  en  los  autos : 

Considerando  que  tampoco  ha  infringido  la  ley  19,  tit.  88,  Partida 
8.*,  ni  el  art.  68  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  ni  la  doctrina  consig- 
nada por  este  Tribunal  Supremo  en  la  sentencia  de  84  de  Febrero  de 
1866,  acerca  de  que  los  fallos  pasados  en  autoridad  de  cosa  juzgada, 
adquieren  fuerza  irrevocable;  porque  habiendo  apelado  el  demandado 
Ruiz,  de  la  sentencia  de  primera  instancia  y  adherídose  á  la  apelación 
Madiedo ,  es  incuestionable  que  no  obtuvo  autoridad  de  cosa  Juzgada 
en  ninguno  de  sus  extremos,  y  que  la  Audiencia  pudo  revocarla  en 
todo  ó  en  parte  de  la  manera  que  le  pareciera  más  justa ;  debiendo 
precisamente  afectar  á  ambos  demandados  la  resolución  que  recayera 
sobre  si  su  responsabilidad  para  con  el  demandante  debia  ser  ó  no 
solidaria  : 

T  considerando,  por  último,  que  la  falta  de  intervención  de  García 
Rivas  en  la  segunda  instancia,  á  pesar  dp  haber  sido  citado  y  empla- 
zado en  debida  forma  su  Procurador,  y  el  no  habérsele  hecho  poste- 
riormente las  notificaciones  en  estrados  cual  correspondía ,  no  puede 
servir  de  fundamento  para  un  recurso  de  casación  en  el  fondo  como 
lo  es  el  presente; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber-  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Julián  García  Rivas,  á  quien 
condenamos  en  las  costas ;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de 
donde  proceden  con  la  correspondiente  certificación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de  Ma- 
éríd  é  insertará  en  la  Colección  legislativa »  pasándose  al  efecto  las  co- 
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pias  necesarias,  lo  pronanciamos,  mandamos  y  firmamos.&sjiuui  Gon- 
zález Aoevedo.ssJosé  Bl.  Cáoeres.aiLaureano  de  Anieta.-essFraiieiseo 
María  de  Gastilia.=ssioaquin  Jaamar.=José  Fermín  de  llaro.sssBdnito  de 
Posada  Herrera. 

Publicación : 

Leida  y  pablicada  faé  la  sentencia  anterior  por  el  Bxcmo.  Sr.  non 
Joaqain  Jaumar  de  la  Carrera,  Magistrado  del  Tribanal  Supremo,  es- 
tándose celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,  el 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Su- 
premo Tribunal. 

Madrid  13  de  Diciembre  de  1870.=Dionisio  Antonio  de  Fuga. 

NÓM.   101. 
COMPETENCIA. 


Pago  de  maravedís. — Sentencia  de  13  de  Diciembre^  decidiendo 
á  favor  del  Jnzgado  de  primera  instancia  de  Alcázar  de  San 
Juan  la  competencia  suscitada  entre  éste  y  el  del  Puerto  de 
Santa  María,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  entablada 
por  D.  Vicente  Pueblas  contra  D.  Antonio  Soto,  sobre  pago  de 
maravedís. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  estubloco : 

Que  el  pago  del  alquiler  de  las  habitaciones  y  cercados  que 
ocupó  el  demandado,  debe  verificarse  en  el  pueblo  donde  existm 
las  fincas  y  se  haya  verificado  el  contrato. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  13  de  Diciembre  de  1870,  en  la  compe- 
tencia promovida  por  el  Juez  de  primera  instancia  del  Puerto  de  Santa 
María  al  de  igual  clase  de  Alcázar  de  San  Jaan,  sobre  conodmiflDto 
de  la  demanda  entablada  por  D.  Vicente  Pueblas  contra  D.  Antonio 
Soto,  sobre  pago  de  maravedís: 

Resultando  que  D.  Vicente  Pueblas,  vecino  del  Tomelloso,  entabla 
demanda  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Alcázar  de  San  Jaai 
en  3  de  Agosto  de  1870,  n  clamando  de  D.  Antonio  Soto  el  importe,  qta 
seria  regulado  por  peritos,  del  arrendamiento  de  un  local  cercadot» 
varias  babítaciones,  que  le  pertenecía  en  dicha  villa  y  que  habla 
do  ocupado  el  demandado  con  una  fábrica  de  aguardiente»  deidaSo- 
tiembre  de  1868  en  que  habla  pasado  á  residir  en  ella: 

Resultando  que  emplazado  Soto  por  medio  de  exhorto  dlrif^to  al 
Juez  del  Puerto  de  Santa  María,  expuso  que  era  vecino  de  dicha 
dad,  como  se  justifícaba  por  la  certificación  que  presentó  del 
tario  del  Ayuntamiento  de  la  misma,  en  la  cual  se  expresa  que  ae. 
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^aba  inscrito  como  tai  Yeciao  en  los  padrones  délos  años  1869  yi8!7l» 
y  pidió  que  se  requiriese  de  inhibición  al  Jaez  de  Alcázar»  poe«lo 
'ifae  siendo  personal  la  acción  deducida,  debia  proponerse  en  el  luz- 
^do  del  domicilio  del  demandado: 

Resultando  que  requerido  en  efecto  de  intiibicion  el  Juqz  d^  ücáf- 
«zar  por  el  del  Puerto  de  Santa  María,  fundado  en  dicha  razón,  ej  de- 
mandante, á  quien  se  comunicó  el  oficio  y  testimonio  remitidos  para 
ello,  presentó  una  certificación  del  Alcalde  de  la  villa  del  Tomeitoso» 
-en  la  que  se  expresa  que  D.  Antonio  Soto  aparecía  inscrito  como  ve<- 
«ciño  sin  que  constase  que  se  hubiese  despedido:  y  sostuvo  la  competen- 
cia el  Juez  de  Alcázar,  alegando  que  el  demandado  no  era  vecino  del 
Puerto  de  Santa  María,  porque  no  habia  podido  admitirsele  sin  la 
'despedida  del  Tomelioso  y  baber  cumplido  con  ios  demás  requisitos 
necesarios  para  que  dejase  de  ser  considerado  como  tal:  qiie  aunque 
{fuera  vecino  del  Puerto,  podia  demandarle  en  el  lugar  donde  se  bis- 
ílaba sita  la  cosa,  por  ser  mixta  por  su  naturaleza  é  índole  la  acci(m 
<ieducida,  puesto  que  se  habia  constituido  la  obligación  por  el  derecho 
real  que  tenia  en  la  finca  y  por  el  personal  que  le  daba  el  contrato; 
y  que  de  todos  modos  el  Tomelioso  como  el  lugar  donde  debía  cum- 
plirse la  obligación,  tenia  fuero  preferente: 

Resultando  que  el  Juez  de  Alcázar  se  negó  á  la  inhibición,  fundado 
en  que  el  contrato  se  babia  celebrado  en  el  Tomelioso  y  en  él  debia 
ejecutarse,  puesto  que  eran  vecinos  del  mismo  los  contrayentes;  y 
•que  la  circunstancia  de  haberse  ausentado  D.  Antonio  Soto  no  jera 
-bastante  para  pelrder  la  cualidad  de  vecino,  sin  que  así  lo  hubij^r^  he- 
^ho  presente  á  la  Municipalidad,  conforme  á  lo  dispuesto  .en  el  arl.  11 
•de  la  Ley. municipal  de  21  dé  Octubre  de  1868: 

Resultando  que  el  Juez  del  Puerto  insistió  en  la  inhibitoria»  y.  que 
uno  y  otro  Juez  han  remitido  sus  actuaciones  á  este  tribunal  Su- 
premo. .  •    .'* 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado   D.  Joaquín  Jfaumarvde  la 
'Carrera.  f»    . 

Gonsididrando  que  la  demanda  de  D.  Vicente  PuebUas.  tiene  por.  ob- 
jeto que  IK  Antonio  Soto  le  pague  el  alquiler  de  las  habitacictn^  y 
x^ercado  q«e  ocupó  en  el  pueblo  del  Tomelioso «  de  la  .propie4^d^  4e 
aquel,  cuyos  hechos  no  ha  negado  el  demandado ;  y  que  dicho  pago 
tnrecisamente  debfá  verificarse  en  el  mismo  pueblb,  por  ber  el  ddl  lu- 
-^ar  del  contrato  y  el  en  que  está  la  finca  alquilada;  :  ^    ^; 

Considerando,  en  su  consecuencia,  que  con  arreglo  a)  párrafo  1^- 

"^ero  áél  art.  5.*  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,'  elxonocimienitOíde 

^•«licha  demanda  compete  al  Juzgado  de  primera  instancia,  de  Aletear 

:^e'San  Juan,  á  que  pertenece  el  referido  pueblo,  piles  siUieni  ^  de- 

'iñándado  dice  que  es  vecino  del  Puerto  de  Santa  María^  «par«eev.jtt- 

•4^ito  en  él  padrón  del  Tomelioso,  sin  qne  haya  dado  avlM)  dehatler 

trasladado  su  domicilio  á  aquella  ciudad  ni  obtenido  la  conreapon- 

I-  29 
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áiénte  cédula  de  despedida,  con  arreglo  á  lo  prescrito  en  la  ley  mnnl- 
^pal  de  81  de  Octubre  del  citado  año; 

Declaramos  que  el  conocimiento  de  este  pleito  corresponde  al  Jua- 
gado de  Alcázar  de  San  Juan,  al  que  se  remitan  todas  las  actnacionci. 
para  que  proceda  con  arreglo  á  derecho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  dentro  de  loa. 
«fuco  dias  siguientes  al  de  su  fechaen  la  Gaceta  é  insertará  en  la  (¡0- 
Ucehn  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesarias,  lo  pronun- 
ciamos, mandamos  y  flrmamos.=sJos6  M.  Cáceres.sLaureano  de  Ar- 
rieta.3BPrancisco  María  de  Ca8tllla.3sJoaquin  Jaumar.=ioaé  Fermín^ 
ée  Muro. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  filé  la  anterior  sentencia  por  el  Exorno.  Sr.  fXa^ 
loaquin  Janmar  de  la  Carrera,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo^  es- 
«aádose  celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo,  el 
día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  13  de  Diciembre  de  1870.=Gregorio  Camilo  García. 

NÚM.  102. 
APELACIÓN. 


uso  DE  PAPEL  BE  POBHE. — Sentencia  de  15  de  Diciembre,  confir- 
mando el  auto  que  en  13  de  Mayo  de  1870  dictó  la  Sala  pri- 
mera de  la  Audiencia  de  esta  capital ,  denegando  el  recurso  de- 
casación  interpuesto  por  Dofia  Alejandra  Monedero  y  Martines, 
en  pleito  con  su  marido  D.  José  María  Torres. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  el  auto  declarando  que  uno  de  los  litigantes  debió  y  deHa- 
usar,  mientras  no  obtuviese  la  declaración  de  pobre,  el  papel  sellado 
como  rico,  aunque  asistiéndole  sin  exigirsele  derechos,  no  pone  tér- 
mno  al  fuido  ni  hace  imposible  su  continuación ,  ni  fesuehe  si-' 
•quiera  si  aquel  tiene  derecho  á  la  defensa  por  pobre  ioUeitaéa¿ 

'      .i  •  . 

En  la  Tilla  de  Madrid,  á  15  de  Diciembre  de  1870,  en  los  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  \is,  Lalinay 
en  la  8al«  primera  de  la  Audiencia  de  esta  capital  por  Dofia  Aleja»- 
dni  Monedero  y  Martínez  con  su  marido  D.  Jasé  María  Torrea  Cueaca 
^spbre  depósito  de  la  primera,  hoy  incidente  sobre  evacuación  dew 
traslado  ínterin  Torres  no  pruebe  ser  pobre ;  los  cuales  ■penden^MUd' 
Has  en  virtud  de  apelación  interpuesta  por  Dofia  Alejandra  del  iil^ 
lie  13  de  Mayo  último,  denegatorio  de  la  admisión  del  recurso  de  it- 
eecjoi : 


SBNTBI^OIAS  DB   1870.  451 

Resaltando  qae  constituida  en  depósito  provisional  la  menor  Doña 
Alejandra  Monedero  al  efecto  de  proponer  demanda  de  divorcio ,  y 
acordadas  otras  providencias  por  el  Juez  de  ia  Latina,  presentó  Don 
losé  María  Torres,  después  de  otros  escritos»  el  de  11  de  Noviembre 
de  1809,  pidiendo  en  lo  principal  el  levantamiento  del  depósito  de  su 
mujer,  y  exponiendo  por  otrosí  que  en  el  Jugado  del  distrito  de  la 
Audiencia  de  esta  capital  instaba  autos  sobre  declaración  de  pobreza 
pira  litigar  con  su  esposa  y  la  madre  y  depositarla  de  ésta  Doña  Eo* 
mualda  Martínez,  y  que  sin  perjuicio  de  lo  que  se  decidiese  acerca 
del  particular,  se  le  admitiera  este  escrito  en  papel  del  sello  de  pobres: 

Resultando  que  por  auto  del  17  se  mandó  á  Torres  acreditar  baber 
presentado  la  demanda  de  pobreza,  admitiéndosele  entre  tanto  los  es- 
critos en  dicbo  papel  y  sin  exigírsele  derecbos : 

Resultando  que  notificado  á  las  partes  el  siguiente  dia,  acompañó 
testimonio  de  bailarse  gestionando  acerca  de  su  pobreza;  y  presentado 
por  Doña  Alejandra  Monedero  el  de  baberse  admitido  la  demanda  de 
divorcio,  el  Juez  de  la  Latina,  en  30  del  citado  Noviembre,  tuvo  por 
presentados  los  referidos  testimonios,  ratificó  é  hizo  efectivo  el  depó- 
silo  provisional  de  Doña  Alejandra ,  y  mandó  bacérseio  saber  á  ésta, 
i  la  depositaría  y  á  su  marido : 

Resultando  que  D.  José  María  Torres  acudió  en  i  de  Diciembre  de 
1869  con  la  pretensión  de  que  se  le  tuviere  por  conforme  en  que  Doña 
Romualda  Martínez  continuase  siendo  la  depositarla  legal  de  su  bija 
Doña  Alejandra,  y  en  su  consecuencia  que  se  acordase  la  traslación 
de  ésta  al  domicilio  de  su  madre  con  las  prevenciones  del  caso,  y  que 
86  nniesen  ;&  los  antos  si  se  estimaba  necesario  para  mejor  proveer  el 
informe  y  documento  que  señaló,  dirigidos  á  justificar  el  domicilio  de 
la  depositaría : 

Resultando  que  por  anto  de  7  de  Diciembre  se  dio  vista  de  la  an- 
terior pretensión  á  la  parte  de  Doña  Alejandra  y  &  la  depositaría  Doña 
Romualda  Martínez,  por  su  orden  y  término  de  segundo  dia,  y  el  cu* 
rador  ad  liíem  de  Doña  Alejandra  devolvió  los  autos  solicitando  se 
acordase  que  no  estaba  obligada  á  evacuar  el  traslado  por  entóuces  y 
hasta  tanto  que  D.  José  María  Torres  no  reintegrara  el  papel  usado 
en  su  escrito  del  4,  y  abonase  los  derecbos  ocasionados  con  él  ó  con- 
siguiese declaración  de  pobreza ,  y  se  acordase  también  que  miéniras 
ao  cumpliera  con  cualquiera  de  los  dos  extremos,  no  se  le  admitie- 
ran más  escritos  en  papel  de  pobres,  reformando  al  efecto,  si  necasa»* 
lio  fuere,  la  providencia  del  7  de  Diciembre;  sobre  todo  lo  cual  ínter*- 
paso  artículo  de  previo  y  especial  pronundamiento,  reclamando  se 
diese  audiencia  al  representante  de  la  Hacienda  y  al  Promotor  fiscal: 
-:  Resultando  que  oído  este  Ministerio,  recayó  auto  en  01  de  Diciem^ 
lite,  por  el  qne  no  se  dio  lugar  al  artículo  de  previo  pronunciamiento 
ni  á  la  reforma  de  la  providencia  del  7  de  Diciembre  y  demás  pre- 
tendido en  el  anterior  escrito,  mandándose  entregar  loa  aatos  al  cu- 
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rador  de  Dofia  Alejandra  para  que  evaGuara  la  yista  qae  se  le  habla 
conferido : 

ftesultando  que  en  vez  de  hacerlo  pidió  que  se  repusiera  el  aula 
de  31  de  Diciembre,  dejándoíe  sin  efecto  y  accediendo  á  cnanto  tenia 
solicitado;  y  como  en  el  mismo  se  decia  no  baber  lugar  á  la  reforma 
de  la  proYidencia  del  7,  apeló  de  él  en  esta  parte  para  que  en  ningim 
caso  pudiera  sufrir  perjuicio  el  derecbo  de  la  menor;  y  el  Juez  sin 
otro  profeido  dictó  el  de  11  de  Enero  último,  admitiendo  en  ambos 
efectos  la  apelación  interpuesta  contra  el  auto  de  31  de  Diciembre  en 
la  parte  en  que  denegaba  la  reforma  de  la  providencia  de  7  del  mis- 
mo mes: 

Resuitando  que  sustanciada  la  apelación ,  pronunció  sentencia  en 
28  de  Abril  último  la  Sala  primera  de  la  referida  Audiencia»  conlr- 
mando  el  auto  apelado  de  31  de  Diciembre»  entendiéndose  que  D.  José 
María  Torres  babia  debido  y  debía  usar»  mientras  no  obtuviere  la  de- 
claración de  pobre,  el  papel  sellado  como  rico,  aunque  asistiéndole 
sin  exigírsele  derecbos,  y  mandando  al  Juez  de  la  Latina  que  dispu^- 
siera  se  verificase  el  reintegro  correspondiente : 

Resultando  que  el  curador  ad  litem  de  Doña  Alejandra  Monedero 
interpuso  recurso  de  casación  contra  la  anterior  sentencia»  fundándole 
en  la  infracción  de  los  artículos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que 
citó,  añadiendo  que  procedía  su  admisión  en  conformidad 'á  la  regia 
li  del  art.  1.208,  y  á  que  la  indicada  sentencia  era  definitiva,  ponía 
término  á  la  cuestión  de  si  habia  ó  no  derecho  para  que  Torres  dit- 
firutase  del  beneficio  de  pobreza  y  hacia  imposible  su  coñtinnadon, 
porque  en  vano  se  intentaría  cualquiera  clase  de  medios  para  hacer 
cesar  aquel  beneficio  : 

Resultando  que  la  misma  Sala,  en  providencia  de  13  de  Mayo»  en 
consideración  á  que  la  sentencia  no  decidla  el  incidente  de  pobreza, 
no  terminaba  esta  cuestión  ni  hacia  imposible  continuarla  en  otra 
forma,  denegó  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpnesto;  y  aá^ 
mitiendo  después  el  de  apelación  que  se  entabló,  se  elevaron  los  antoa 
á  este  Supremo  Tribunal. 

Yistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Jaumar  de  tat 
Carrers. 

Considerando  que  el  auto  de  S8  de  Abril  último  no  pone  térnrfiio 
al  juicio,  ni  hace  imposible  su  continuación,  ni  resuelve  siquiera it 
D.  José  María  Torres  tiene  derecho  á  la  defensa  por  pobre  que  lia  ae^' 
licitado:  .  ■ . .    .i\\ 

T  considerando,  en  su  consecuencia,  que  no  puede  tener  Ingarél  * 
recurso  de  casación  que  de  dicho  auto  ha  interpuesto  el  curador^aV 
litem  de  Doña  Alejandra  Monedero,  por  no  concurrir  la  primer»  MfeM 
tres  circunstancias  que  para  la  admisión  de  tales  recursos  ecdge^tf 
artículo  l.#S5  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  .  ¡ri  a  fff 

Faiiamost  que  debemos  confirmar  y  coúfirmamos  con  costas  el 
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q^iado;  y  devaél^nse  las  actaaciones  á  la  Audiencia  de  donde  pro- 
eeden  con  la  certificación  correspondiente. 

.Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  €éeeta  ie 
Mjáérid  dentro  de  los  cinco  dias  siguientes  á  su  fecha ,  é  insertará  á 
sil  tiempo  en  la  Colección  legidatita,  pasándose  al  efecto  las  copias 
Mcesárias»  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=!llaur¡cio  Gar- 
cla.=José  María  Gáceres.=Laureano  de  Arrieta.=Joaquin  Janmar.=s 
Benito  de  Posada  Herrera. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Sefior 
]>.  Joaquín  Jaumar,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal  Su- 
premo» celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  15  de  Diciembre  de  1870.=RogeIio  González  Montes. 

NÚM.  105. 
CASACIÓN. 


Bbiyindigagion  de  fincas. — Sentencia  de  15  de  Diciembre  decla- 
rando no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
los  síndicos  del  concurso  de  acreedores  de  D.  Jacinto  Potella 
contra  la  que  en  3  de  Diciembre  de  1869  pronunció  la  Sala  ter- 
cera de  la  Audiencia  de  Barcelona,  en  pleito  con  Dofia  Teresa 
Falcó  y  los  consortes  D.  Luis  Francés  y  Dofia  Sofia  Cristina 
Potella. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  cstablcce: 

Que  no  puede  decirse  que  se  han  infringido  por  una  sentencia 
Uges  que  no  tienen  aplicación  al  caso  de  autois. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  15  de  Diciembre  de  1870»  en  los  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Pedro 
de  la  ciudad  de  Barcelona  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  del 
«lifHBo  territorio  por  D.  Joaquín  Pascual  y  D.  Mariano  C¡odoñet,  sín- 
dicos del  concurso  de  acreedores  de  D.  Jacinto  Potella,  con  Doffa  Te- 
feaa  Falcó  y  los  consortes  D.  Luis  Francés  y  Dofia  Sofía  Cristina  Po- 
tella, sobre  reivindicación  de  fincas;  autos  que  penden  ante  Nos  en 
virtud  d^  recurso  de  casación  interpuesto  por  dichos  síndicos  contra 
|a  .sentencia  que  en  3  de  Diciembre  de  1869  dictó  la  referida  Sala: 
,  Resultando  que  los  interesados  están  conformes  en  que  D.  José 
Tamé  y  Valentón  por  su  testamento  publicado  en  10  de  Marzo  de  1789 
Qfáeaó  una  vinculación  real  y  perpetua  de  todos  sus  bienes  á  favor 
de  90.  única  bi]a  Lacia  Tamé,  mujer  de  Jacinto  Calsapeu,  y  de  los 
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descendientes  legítimos  y  natnrales  de  la  misma ,  que  sacederian  úb 
grado  en  grado  con  preferencia  de  los  Tarones  ft  las  hembras,  estable- 
ciendo que  ana  tez  diferida  la  sucesión  i  faYor  de  uno  de  ellos«  no 
entrasen  los  demás  llamados  hasta  que  hubiese  quedado  extfimaida 
su  descendencia,  conviniendo  igualmente  las  partes  en  que  la  Lnofii 
Tomé  dejó  por  hijos  á  Juan  y  Josefa  Galsapeu,  y  que  falleció  el  prt» 
mero  sin  descendencia: 

Resultando  que  por  el  Juzgado  de  la  Capitanía  general  de  Gatalail 
se  formaron  diligencias  fi  consecuencia  de  la  fuga  de  D.  Jacinto  ?o- 
tella,  sastre  que  fué  del  regimiento  infantería  de  Zaragoza,  en  Ti^ud 
de  las  que  se  le  declaró  en  concurso;  y  por  auto  de  M  dé  NoYíembre 
de  1850  se  nombraron  síndicos  á  D.  Joaquín  Pascual  y  D.  Mariano  Go^ 
doñet: 

Resultando  que  en  89  de  Diciembre  de  1859  falleció  Don  Juan  Cal- 
sapeu,  bajo  el  testamento  que  tenia  otorgado  en  8  de  Agosto  de  18Í8 
por  ^1  cual  nombró  á  su  esposa  Doña  Teresa  Falcó  heredera  universal 
de  todos  sus  bienes,  tanto  libres  como  vinculados,  sobre  los  que  de- 
claró que  quería  usar  y  usaba  del  deredho  que  le  concedía  la  ley  de 
desvinculacion  de  poder  disponer  de  la  mitad  de  ellos: 

Resultando  que  por  escritura  de  20  de  Febrero  de  1860  Doffa  Teresa 
Fiílcó,  como  heredera  de  su  difunto  marido  y  duefia  en  tal  oonceplé 
de  la  mitad  de  los  bienes  dé  que  aquel  habla  dUpuésto  ¿  su  favor,  y 
Dofla  Sofía  Cristina  Potella,  con  asentimiento  de  su  marido  y  ambos 
en  concepto  de  apoderados  de  su  padre  D.  Jacinto  Potella,  domiciliado 
á  la  sazoü  en  Yalence,  en  Francia,  procedieron  á  la  Mquidacton  y 
partición  de  los  bienes  vinculados  por  José  Tomé  y  Yaleriton,  que  po- 
seyó y  dejó  su  nieto  D.  Juan  Galsapeu,  esposo  de  Dofía  Teresa,  coya 
mitad  reserva  ble  correspondía  ¿  su  sobrino  D.  Francisco  Potella,  ascen- 
diendo su  importe  á  148.638  rs.  68  cents.;  y  la  Dofia  Sofía  Gristina 
Potella,  en  el  concepto  dicho  de  apoderada  de  su  padre  D.  Jacinto, 
cedió  y  trasfirió  á  Dofia  Teresa  Falcó  los  bienes  que  le  perteneeiañ 
por  dicha  mitad  reservable  por  los  expresados  118.638  rs.  58  céntimos 
de  su  tasación,  que  la  Doña  Teresa  ofreció  satisfacerle:  i  por  dtra 
escritura  de  9  de  Marzo  del  mismo  año  de  1860  Doffa  Sofía  Cristina 
Potella^  como  apoderada  de  su  padre,  firmó  carta  de  pago  á  favor  de 
Dofia  Teresa  Falcó  por  la  expresada  cantidad  y  conceptos  dichón,  f 
Ddti  Jacinto  Potella  en  82  de  Abril  del  mismo  año  otorgó  en  la  ciadai 
de. Genova  carta  de  pago  de  la  referida  suma  á  favor  de  su  hlJálMH 
Sofía: 

Resultando  que  en  1.*  de  Mayo  de  1865  D.  Joaquín  Pascual  y  fot 
Mariano  Godofiet,  síndicos  del  concurso  de  D.  Joaquín  Potella,  tnrávié 
acto  conciliatorio  sin  efecto,  dedujeron  la  actual  demanda  dlcMido 
ejeiicitar  contra  Doffa  Teresa  Falcó  la  eonditio  ex  lege  y  la  aédDtt  1f«í^ 
vindicativa  para  que  se  declarase  la  nulidad  del  convenio  eeiéiMnM 
en  SO  de  Febrero  de  1860  entre  dichas  Doffa  Teresa  y  Doña  Sofía*  Crltf» 
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^na  Pofella,  como  apoderada  da  sa  padre  D.  Jacinto»i  y  se:  oandenase 

á  aquella  á  dimitirá  favor  del  concurro  de  acreedoi^es  del  úUima  ia 

mitad  de  Ioe(  bienes  qne  poseia  la  Doña  Teresa,  procedentes  de  la  ^iun 

dilación  ordenada  por  D.  José  Tamé,  Janto  con  los  frutos  percibidoa  v 

podidos  percibir  desde  el  fallecimiento  de  D.  Juan  Galsapeu  y  Taoifi» 

y  ai  efecto  alegaron  qne  como  el  citado  D.  Jacinto  Poteila  ocnitó  frapr 

dulentamente  á  sus  acreedores  lo  mismo  la  adquisición  que  habla. be» 

^fio  de  la  última  mitad  de  los  bienes  vinculados  por  D.  José  Tamé  que 

-el  traspaso  que  de  ella  veriflcó  á  Doña  Teresa  Falcó,  no  ii^ervinieroa 

€n  el  convenio  de  20  de  Febrero  de  1860  los  representantes  d#  su 

-toncurso  de  acreedores,  sin  embargo  de  que  habiéndole  estos  sucftn 

dido  en  todos  sus  derechos  y  acciones,  no  podia  el  D.  Jacinto  válida* 

mente  contratar  y  obligarse  sin  su  autorización  y  consentimlentoa 

-qne  Doña  Teresa  Falcó,  al  celebrar  con  Doña  Sofía  Cristina  Poteila» 

-en  representación  de  su  padre  D.  Jacinto,  el  referido  convenio  no  i§^^ 

Doraba  la  existencia  del  concurso  ni  la  incapacidad  legal  que  en  m 

virtud  privaba  á  aquel  de  celebrarlo  válidamente:  que  las  enajenadonaa 

tiechas  en  fraude  de  legítimos  acreedores  son  rescindibles;  y  que  4I 

poseedor  de  la  cosa  que  sea  condenado  á  su  restitución  debe  serl^ 

además  de  la  de  los  frutos  percibidos  y  debidos  percibir  desde  al  día 

<le  la  contestación  de  la  demanda,  ya  posea  con  buena  ó  con  mala  íéi 

Resultando  qne  Doña  Teresa  Falcó  contestó  la  demanda  oponiendo 
las  excepciones  de  falta  de  acción  y  subsidiariamente  de  pefjuicioay 
cualquiera  otra  que  pudiera  favorecerle,  y  pidió  se  le  absolviera  coa 
imposición  de  perpetuo  silencio  y  pago  de  las  costas  á  los  actores;  y 
excepcionó  que  D.  Juan  Galsapeu,  como  poseedor  de  los  bienes  vinoii^ 
lados  en  SO  de  Agosto  de  1836,  pudo  disponer  libremente  de  la  mítat 
-de  los  mismos,  y  Don  Jacinto  Poteila»  como  sucesor  inmediato»  dispo* 
Tier  de  la  otra  mitad:  que  el  concursado  voluntario  ó  forzoso  oon94r9a 
la  capacidad  para  contratar  y  obligarse,  y  los  acreedores  no.  adqajof 
ren  el  derecho  de  dominio  sobre  sus  bienes:  que  para  «onsid^iyirse 
rescindibles  las  enajenaciones  que  se  suponen  h^eehas  eq  fra^d^  dei^a 
«creedores,  es  necesario,  si  se  han  verificado  á  titulo  onerpsp  ,•  q\ip  el 
adquisidor  haya  tenido  conocimiente  del  fraude:  que  la  acción  p^ci 
t)edir  que  quede  sin  efecto  la  enajenación  hecha  en  fraude  de^M 
^acreedores,  es  rescisoria  y  personal,  y  no  se  da  contra  elcompradof 
de  buena  fé:  que  la  demandada  no  supo  que  Potella.  hubiese  hechi^.)^ 
«najenacion  maliciosamente  ó  con  engaño  y  había  trascurrido  con  ^¡^ 
^e&o  el' año  de  tiempo  que  para  utilizar  la  acción  rescisoria- sefiala.'.te 
ley:  que  no  estando  registrada  en  Hipoteoas  la  declaración  <  del  coflr 
«urso  ó  la  cesión  de  bienes  de  D.  Jacinto  Poteila^  no  podia  ejercjiarae 
•iilnguna  acción  real  contra  el  poseedor  de  la  mitad  de  los  i)ienea.que 
fueron  del  vínculo  fundado  por  D.  José  Tamé:  ,     :     ¡  v. 

Resultando  que.  citado  de  evicoion  D.  Jacinto  Poteila*  ppit  su,.fall4tT 
cimiento  se  mostró  parte  9u  bija  Doña  Sofía  Cristina ,  ei|  unioa  da  tan 
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marido  D.  Luí»  Francés»  y  contestando  la  demanda  de  los  síndicos^ 
excepcionaron  falta  de  derecho  en  los  actores,  y  pidieron  se  declarase 
improcedente  ;  alegando  entre  otras  consideraciones ,  despaes  de  ad- 
tterirse  á  las  expuestas  por  Dofia  Teresa  Falcó  •  que  D.  Jacinto  habla 
llillecido  en  Francia  sin  qae  se  supiera  que  otorgase  testamento,  y  so 
hija  no  había  practicado  acto  alguno  como  hederera  del  mismo  ni* 
aeeptado  su  herencia,  sino  que  la  habla  renunciado ,  con  reserva  de 
sus  derechos  propios  sobre  actos  de  sus  padres  y  bienes  que  hablan» 
de  poseer : 

Besultando  que  los  síndicos  al  replicar  añadieron  á  las  considera- 
denes  que  tenían  expuestas,  que  si  bien  la  acción  que  la  ley  concede, 
para  rescindir  los  contratos  hechos  en  fraude  de  legítimos  acreedores,, 
tan  sólo  dura  un  año  útil,  éste  no  comienza  á  contarse  sino  desde  el 
dte  en  que  celebrados  dichos  contratos  pudieron  los  acreedores  per- 
Jadicados  ejercitar  la  acción  referida :  que  pueden  ejercitarla  aun  des- 
paes del  año  contra  el  que  ha  lucrado  á  consecuencia  del  contrato 
eelebrado  en  su  fraude :  que  los  síndicos  ó  curadores  de  los  bienes 
de  nn  deodor  concursado  pueden  ejercitar  las  acciones  que  A  éste  com- 
pelen ;  y  diciendo  que  ejercitaban  la  reinvindicatlva  y  paulíana  y  la 
tanditio  ex  tege  contra  Doña  Teresa  Falcó,  insistieron  en  lo  solicitado 
en  su  escrito  de  demanda  : 

Besultando  que  después  de  haber  duplicado  Doña  Teresa  Falcó  y 
Dofia  Sofía  Cristina  Potella,  se  recibió  el  pleito  á  prueba;  practicándose 
las  que  las  partes  propusieron,  dictó  sentencia  el  Juez,  déla  que  ape- 
laron la  Falcó  y  Potella,  y  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  por  lajsuya 
de  3  de  Diciembre  de  1869,  revocando  la  apelada  ,  absolvió  á  Dofia 
teresa  Falcó  de  la  demanda  de  los  síndicos  del  concurso  de  acreedo- 
res de  D.  Jacinto  Potella ,  y  en  su  consecuencia  á  Doña  Sofía  Potella 
de  la  eviccion  reclamada  por  la  expresada  Doña  Teresa  Falcó  ,  sin 
hacer  especial  condena  de  costas : 

T  resultando  que  los  síndicos  interpusieron  recurso  de  casación  por 
eonceptnar  Infringida : 

La  ley  S.%  párrafo  primero,  tít.  7/,  libro  48  Dfgesto,  Decuratort 
toiiw,  dando  ai  tenor  de  la  cual,  repuestos  los  síndicos  de  un  concurso 
en  el  lugar  y  derecho  del  deudor  concursado  todas  las  acciones,  asi 
directas  como  contrarias  que  ai  mismo  competen,  se  trasfieren  á  aque- 
llos; porque  la  Sala,  según  resultaba  de  los  considerandos  del  fallo, 
Hin  sólo  habla  dado  lugar  á  la  absolución  de  la  demanda  en  el  so- 
imesto  de  que  no  procedía  la  rescisión  del  contrato  en  cuestión  por 
iM>  concurrir  en  él  todas  las  circunstancias  que  la  ley  exige  para  qae 
inieda  rescindirse  como  verificado  en  fraude  de  legítimos  acreedores; 
7  consignaba  inexactamente  que  los  síndicos  en  el  escrito  de  réplica 
cambiaron  las  acciones  que  hablan  ejercitado  en  el  de  demanda» 
iiendo'  así  que  eu  el  mencionado  escrito  de  réplica  ejercitaron  la  misma 
^mMtiú  ex  le§e  y  la  acción  reivindicativa  ejercitadas  en  el  escrito  dft 


demanda,  no  encontrándose  entre  ambos  escritos  otra  diferencia  que 
la  dé  baberse  afiadido  en  el  de  réplica  la  acción  pauliana,  s!  bien  pre 
tendiendo  que  la  sentencia  se  ^^0firtesé  en  los  mismos  términos  pro- 
pacatos  en  el  escrito  de  demanda»  en  la  que  no  se  reclamó  la  resci- 
sión» sino  la  nulidad  del  Qopvienjo  y 'la; dimisión  de  los  bienes  que 
eran  objeto  de  reivindicación.       ...  * 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Posada  Herrera. 
. .  GpnsideratuJk)  que  la  ley  del  pigesto  que.  por  el.  ^recurrente  se  su- 
pone jnfiriQgida  fiólo,  daclara.q^e  los  ciiradoresp  ipufin^o  han  sido  nom- 
livtd4]¡s- por  da- mayor;  parte  de  los  acreedores,  pueden  ejercer  los  mis- 
BMs  derechos  y  acciones  qu^'áestqs  pertenecen:      ,     r    . 

Considerando  que  por  la  Sata  sentenciadora  no  se  ha  negado  á  los 
síndicos  del  concurso  el  ejercicio  de  las  acciones  qué  tuvieron  por 
conveniente  proponer,  por  lo  que  no  tiene  aplicación  la  citada  ley,  ni 
p<^  consiguiente  bit  sido  infringida ; 

Fallamos»  qne  debemos  declarar  y  declamamos. no  hal)er  lugar  al 
recurso  de.  casación  ipterpuesto  pof  los  síndico»  del  concurso  de 
téreedores  de  D.  Jacinto  Poteilft^  á  quien:ciondenamos  en  las  costas;  y 
mandamos  se  devuelvan  l^os  autos  &  la  Aidiencia'- de  donde  proceden 
con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  semencia  •  que  se  publicará  en  Ma  Gaeeía  ie 
Maárid  y  se  insertará  en  la  Colección  Ugislatwa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.asJuan 
González  ÍLcevedo.as4osé  If .  Gáceres.ss^nreanodeArrieta.=:Francisco 
María  de  €¡astilla.BBJoaquin  Jaumar.=5José  Fermín  de  Muro.=Benito 
de  Posada  Berrera. 

FnMicacion. 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
BéBito  de  Posada  Herrera,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo  ,  estando 
celebrando  audiencia  publícala  Sala  primera  del  mismo,,  el  dia  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Supremo  Tri- 
iNmal.  - 

Madrid  15  de  Diciembre  de  1870.»Dionisio  Antonio  de  Poga. 
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Nús.  lOi. 


APELACIÓN. 


Ejecución  be  sentencia. — Sentencia  de  16  de  Diciembre,  confir- 
mando el  auto  que  en  83  dé  Mayo  de  1870  dictó  la  Sala  ter- 
cera de  la  Audiencia  de  esta  capital,  denegando  el  recnrso  de 
casación  interpuesto  por  el  Marqués  de  Salamanca,  en  pleito 
con  D.  Cayo  Rubio  y  Dimas. 

En  sus  considebandos  se  establece : 

Que  las.  providencias  dictadas  para  el  cumplimiento  de  una  qe* 
culoria  no  tienen  el  carácter  de  definitivas,  á  no  suseUarse  tm  nmvo 
hecho  acerca  de  la  extensión  de  lo  que  se  ha  declarado  en  la  mh 
lencia  según  docbrina  establecida  por  el  Tribunal  Supremo  m  h 
que  pronunció  en  %  de  Julio  de  1868. 

En  Is  villa  de  Madrid ,  á  16  de  Diciembre  de  1870 ,  en  los  autos 
seguidos  en  e!  Juzgado  de  primera  instoricia  del  distrito  de  la  IiielaSi 
de  esta  cspHal  y  en  la  Sala  tercera  de  la  Audiencisi  áñ  su  territorio 
por  D.  José  de  Salamanca,  Marqués  del  mismo  titulo,  contra  D.  Gayo 
Rubio  y  Dimas,  sobre 'ejecución  de  sentencia;  atitos  pendientes  ante 
Nos  en  virtud  de  apelación  interpuesta  por  el  primero  cototra  la  sea- 
tencia  de  23  de  Mayo  último,  denegatoria  de  la  admisión  del  reearso 
de  casación  interpuesto  por  el  mismo : 

Resultando  que  por  escritura  pública  de  M  de  Noviembre  de  1861» 
inscrita  en  el  Registro  de  la  propiedad ,  D.  Cayo  Rubio  vendió  á  Dos 
José  de  Salamanca ,  una  tierra  que  babia  adquirido  del  Estado ,  si* 
tuada  en  las  afueras  de  la  puerta  de  Alcalá  de  esta  capital,  teniendo 
de  área  t02.135  pies,  y  los  linderos  que  se  expresaban;  fijándoae  A 
precio  de  10  rs.  por  cada  pié,  y  declarando  además  D.  Gayo  que  en 
ella  se  hallaba  enclavada  otra  tierra  perteneciente  á  D.  Francisco  Mar- 
tin de  Erice;  y  en  la  condición  8.*  se  pactó  que  mediante  á  que  el 
terreno  estaba  deslindado  con  intervención  y  conformidad  de  loa  co* 
lindantes,  á  excepción  de  la  Junta  de  Reneficencia ,  con  quien  oonfl- 
naba  por  Poniente,  el  comprador  retenia  en  su  poder  del  precio  da  la 
venta  la  suma  que  babia  convenido  de  560.000  rs.  para  responder  al 
resultado  de  dicha  operación ;  y  practicada  ésta  sin  disminuir  la  ca- 
bida superficial  de  la  ñoca  que  babia  servido  de  base  para  el  coa- 
trato,  le  sería  devuelta  aquella  suma ;  pero  si  hubiere  disminnchNiw 
sólo  recibiría  la  parte  de  precio  correspondiente  á  la  snperficie  qae 
arrojase,  quedando  entretanto »  según  la  condición  4.'»  hipotecada  d 
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lerrenó  Tendido  á  la  seguridad  de  los  5M.000  r&  qae  el  eomprador 
coaservaba  para  responder  del  deslinde  que  había  de  tener  lugar  coa 
la  Junta  de  Beneficencia: 

Resultando  que  realizado  éste  Judicialmente  en  Agosto  de  1867  •  se 
encontró  que  la  linea  de  Poniente,  colindante  con  las  caballerizas  y 
eamecerias  de  la  Plaza  de  Toros,  único  objeto  de  la  operación ,  esta- 
ba perfectamente  presentada  en  el  plano  topográfico  que  se  tenia  i 
Ja  vista,  sin  que  hubiera  podido  causar  el  menor  perjuicio  á  los  in* 
tereses  de  la  Beneficencia,  en  atención  á  que  la  línea  divisoria  de  los 
dos  predios  la  constituían  la  pared  de  los  mencionados  edificios : 

Resultando  que  en  22  de  Abril  de  1868  D.  José  de  Salamanca  pro- 
poso ante  el  Juzgado  de  la  Inclusa  demanda  ordinaria  contra  Doo 
Cayo  Rubio,  añadiendo  á  los  anteriores  hechos,  que  el  deslinde  con 
la  Junta  de  Beneficencia,  no  sólo  no  habla  declarado  nada  de  lo  que 
era  la  verdadera  dificultad  que  lo  motivara,  sino  que  los  términos  en 
que  estaba  concebido  evidenciaban  que  se  habla  hecho  supuesto  da 
la.  dificultad,  toda  vez  que  para  una  cuestión  tan  clara  y  tan  sencilla 
no  se  necesitaba  ese  deslinde,  ni  se  hubiera  consignado  en  la  escri- 
tura la  cláusula  2.',  ni  reservado  una  suma  de  560.000  rs.;  pero  fuera 
de  esto  lo  que  quisiere,  el  hecho  cierto  era  que  al  Marqués  de  Sala  - 
manca  sólo  se  le  había  puesto  en  posesión  de  146.376  pies  y  li  cén- 
timos;  y  ejercitando  la  acción  ex  extipulatu,  pidió  que  D.  Cayo  Rubio 
prestase  su  consentimiento  á  la  cancelación  de  la  hipoteca,  y  en  sa 
consecuencia  que  se  liquidase  el  contrato  celebrado  en  la  escritura  de 
86  de  Noviembre  de  1864 ,  abonando  ó  recibiendo  la  diferencia  que 
resultare  según  la  superficie  que  en  la  actualidad  tuviere  el  terreno. 

Resultando  que  conferido  traslado  de  la  demanda  á  D.  Cayo  Rubio,, 
opuso  á  ella  diferentes  consideraciones,  y  que  ia  posesión  del  terreno 
vendido  se  hallaba  conferida  á  D.  José  de  Salamanca  desde  el  otoir- 
gamiento  de  ia  citada  escritura,  se  reservó  además  fijar  definitivamen- 
te loa  puntos  de  hecho  y  de  derecho  objeto  del  debate ;  é  invocando 
la. ley  del  contrato,  supücó  se  le  absolviese  de  la  demanda,  y  que, 
declarando  deslindado  el  terreno  conforme  á  lo  estipulado  en  la  cláu- 
sula 2.*  de  la  escritura  de  venta,  se  mandase  medir  y  liquidar  á  razón 
«le  10  rs.  por  cada  pié  que  arrojase,  entregando  D.  José  de  Salamanca 
la  cantidad  que  faltaba  hasta  su  completo  pago,  y  alzando  después 
la  Jbhipoteca  que  á  la  seguridad  del  mismo  estaba  constituida: 

.  Resultando  que  trascurrido  el  término  que  al  demandante  se  con- 
cedió para  replicar,  devolvió  los  autos  aceptando  la  súplica  del  de- 
qiandado,  y  pidiendo  que  se  declarase  terminado  el  pleito,  por  hecho 
^.deslinde  con  la  Beneficencia,  y  por  conformes  á  las  partes  con  el 
objeto  de  la  demanda;  y  en  su  consecuencia,  qué  s/^  seffa^a^en  los  tér- 
ffJnos  0n  que,  con  arreglo  á  lo  convenido,  dehia  precederse  á  la  medi- 
ción del  terreno  en  cuestión  con  arreglo  á  lo  declarado  por  D.  Cayo 
Rabio  •  mandando  después  liquidar  el  contrato  y  alzar  la  hipoteca: 
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Eesaltando  qae  dada  vista  á  D.  Gayo  Rubio,  maDlfestd  qae  la  pre- 
cedente solicitad,  tan  capciosa  como  la  demanda ,  tenia  por  ol^te 
evitar  ios  efectos  de  la  terminación  de  este  pleito ,  dejando  en  pié  la 
verdadera  cansa  qne  le  motivaba:  que  no  existia  la  anunciada  con- 
Ibrmidad  entre  las  partes,  entre  otras  razones  porque  D.  José  de  Sa- 
lamanca se  negaba  á  cumplir  el  contrato  bajo  !a  base  de  la  medición 
previa  de  todo  el  terreno  vendido ,  y  por  el  contrario ,  pretendía  ex- 
dair  la  tierra  que  dentro  de  sus  linderos  suponía  tener  D.  Francisco 
Martin  de  Erice  y  que  éste  mismo  temerariamente  demandaba ,  ejer- 
citando la  acción  reivindicatoría  contra  D.  Cayo  Rubio,  después  de 
haber  sido  Judicialmente  lanzado  de  su  posesión  ,  en  la  que  por  dos 
Teces  se  habla  Intrusado:  que  también  se  babia  puesto  capciosamente 
en  boca  de  D.  Cayo  la  declaración  consignada  en  la  escritura  de  26  de 
noviembre  de  1864,  de  que  dentro  de  los  linderos  del  terreno  vendido 
se  hallaba  enclavada  una  tierra  de  la  propiedad  de  D.  Francisco  Martin 
de  Erice;  y  después  de  relacionar  largamente  los  antecedentes  del  ter- 
reno enajenado ,  adicionó  al  escrito  de  contestación  los  hechos  si- 
guientes: 

Primero.  Que  D.  Cayo  Rubio  vendió  á  D.  José  de  Salamanca  el  te^ 
reno  á  que  se  referia  la  escritura  de  26  de  Noviembre  de  1864 ,  tal  y 
como  en  calidad,  linderos  y  demás  condiciones  acusaba  la  escritura 
que  á  favor  de  Rubio  otorgó  la  Hacienda,  conforme  con  los  títulos  de 
adquisición  por  los  Hospitales,  cuyos  títulos  se  entregaron  á  D.  José  de 
Salamanca  con  el  croquis  del  terreno,  formado  por  su  encargo  y  por 
un  dependiente  suyo  después  de  reconocido  y  medido  el  terreno  en 
cuestión. 

Segundo.  Que  la  declaración  de  una  tierra  de  la  pertenencia  de 
D.  Francisco  Martin  de  Erice  dentro  de  la  vendida,  era  contraria  á  los 
títulos  y  antecedentes  que  expresa,  y  por  lo  tanto  nula. 

Tercero.  Que  los  deslindes  hechos  y  aceptados  por  el  Marqués  de 
Salamanca,  con  la  cláusula  2/  de  la  escritura,  confirmaban  el  hecbo 
de  que  tenia  evidencia  de  comprar  una  sola  tierra  de  802.18B  pies. 

Cuarto.  Que  el  deslinde  con  la  Reneficencia  no  tenia  otro  objete 
que  aclarar  y  excluir  las  protestas  de  esta  corporación  sobre  servi- 
dumbre, y  deducir  en  su  caso  de  la  venta  los  pies  de  terreno  qae 
ellas  exigieren. 

T  quinto.  Que  la  liquidación  debia  hacerse  previa  medición  de  tode 
el  terreno  dentro  del  perímetro  que  de  conformidad  señalaban  tiNlOf 
los  títulos  y  sin  excepción  de  parte  alguna,  á  no  exceder  de  los  piel 
vendidos  ó  rebajando  los  que  para  su  cabida  ílaltasen;  y  terminó  fi* 
diendo  que  se  declarase  á  D.  José  de  Salamanca  decaído  de  so  de- 
recho para  evacuar  el  traslado  para  réplica,  y  no  haber  logar  i  Ja 
terminación  de  estos  autos ,  recibiéndolos  á  prueba  y  deeidlendO'IR 
sn  día  según  en  la  contestación  á  la  demanda  tenia  solicitado : 
lesultando  que  acordado  así  en  lo  que  por  entonces  erm  da  pit* 
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veer  como  parte  de  la  prueba  del  demandante,  se  testimonid  io  que 
tayo  por  conveniente  sefialar  de  un  expediente  jiididaU  incoado  en  IS 
de  Noviembre  de  1864 ,  del  que  resulta  que  D.  Cayo  Rublo  solicitó  el 
deslinde  del  terreno  que  después  vendió  á  D.  José  de  Salamanca,  ex- 
presando lindaba  también  al  Norte  con  D.  Francisco  Martin  de  Erice: 
que  éste  fué  citado  y  concurrió  al  acto,  y  que  el  deslinde  no  se  llevA 
á  cabo  á  causa  de  los  obstáculos  opuestos  por  los  representantes  de 
ia  Beneficencia ;  y  presentó  además  el  Marqués  de  Salamanca  dos  in- 
terrogatorios, afirmando  en  la  pregunta  cuarta  que  el  terreno  de  Don 
Francisco  Martin  de  Erice  estaba  enclavado  en  el  de  D.  Gayo  Rabio 
según  manifestación  de  éste: 

Resaltando  que  el  demandado  por  su  parte  practicó  extensa  prue- 
ba ¿obre  los  hechos  expuestos  en  el  escrito  de  duplica ;  y  anidas  las 
pruebas  á  los  autos,  siguió  el  Juicio  por  sus  trámites,  recayendo  sen- 
tencia en  i  de  Setiembre  de  1869,  por  la  que,  fundándose  en  qae  con 
arreglo  al  contrato  se  estaba  en  el.  caso ,  puesto  que  el  deslinde  se 
habla  practicado ,  de  proceder  á  la  medición ,  liquidación  y  pago  j 
cancelación,  de  hipoteca  consiguientes,  ó  sea  á  la  liquidación  del  con- 
trato, que  era  lo  sostenido  por  la  parte  demandada,  con  lo  que  en  ip 
principal  habla  venido  á  conformarse  la  demandante,  modificando  los 
términos  en  que  planteó  su  pretensión;  y  en  que  el  pleito  sólo  versa- 
ba sobre  liquidación  del  contrato,  sobre  que  se  midiera  el  terreno 
vendido,  se  liquidara  la  cuenta  á  razón  de  10  rs.  pié  de  los  que  con- 
tuviera, entregase  el  comprador  lo  que  faltaba  sobre  lo  ya  pagado,  del 
precio  correspondiente  ó  que  resultara,  y  se  alzara  la  hipoteca  oonstt- 
tnida  sobre  la  finca,  en  lo  cual  demandante  y  demandado  resaltaban 
estar  conformes;  se  absolvió  á  D.  Gayo  Rubio  de  la  demanda  promo- 
vida por  D.  José  de  Salamanca,  y  se  mandó  que  en  el  término  de 
quinto  dia  se  liquidase  entre  ambos  el  contrato  de  compra-venta  á 
que  se  referían  estos  autos,  midiendo  la  tierra  vendida  y  abonando  el 
comprador  ó  recibiendo  la  diferencia  que  resultare  del  precio  total  de' 
la  venta  y  el  entregado,  alzando  después  la  hipoteca  de  la  finca,  todo 
según  se  estipuló  y  constaba  de  la  escritura  de  26  de  Noviembre 
de  186i: 

Resultando  que  consentida  la  sentencia  é  intentada  su  ejecncion 
privadamente,  á  solicitud  de  D.  Gayo  Rubio  se  mandó  á  D.  José  de 
Salamanca  presentar  la  liquidación  del  contrato ,  y  asi  lo  verificó  ea 
escrito  de  1$  de  Octubre  de  1S69 ,  acompañando  el  plano  del  terreno 
y  una  certificación  pericial,  de  donde  dijo  se  deducía:  primero,  qae  Ift 
superficie  total  del  terreno  comprendido  dentro  de  los  límites  de  le 
escritura  de  26  de  Noviembre  de  1864  era.de  189.225  pies  cuadrados 
y  68  céntimos:  segundo,  que  el  terreno  de  D.  Francisqo  M^Eirtin  de  Bri- 
ce, enclavado  en  el  centro  de  dicha  tierra,  según  la  escritura  tenia  ana 
extensión  de  42.317  pies,  69  céntimos:  tercero,  que  descontada  esta 
dfradela  anterior^  resultaba  que  D.  Gayo, Rubio. solamente  bable 
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pniYto  en  posesión  al  M>irq;iés  de  SaíRraanca  de  116.917  pies,  99  cén- 
timos, en  vez  de  los  902.135  qae  se  estipularon  en  la  escritura;  y  con- 
tinuando bajo  las  precedentes  ba^es  la  operación ,  terminó  pidiendo 
que  se  tuviera  por  hecha  la  liquidación  del  contrato,  y  por  cumplida 
en  la  parte  que  á  Salamanca  correspondía,  la  sentencia  que  terminas 
este  pleito:  mandando  en  so  día  con  arreglo  á  ella  que  D.  Gayo  ftnbio 
percibiese  la  cantidad  de  7.899  rs.  que  resultaba  á  su  favor,  y  que  se 
alzase  la  hipoteca: 

Efsultando  que  conferido  traslado  A  D.  Cayo  Rnblo,  se  opuso  á  la 
mencionada  liquidación;  acompañó  otro  plano  y  certificación  pericial; 
formó  con  arreglo  á  ellos  su  liquidación ,  y  solicitó  que  se  nei^se  la 
aprobación  á  la  liquidación  presentada  por  D.  José  de  Salamanca,  y  se 
mandase  que  entregara  á  D.  Gayo  156.069  rs.,  como  resto  de  la  can- 
tidad que  le  tenia  retenida ;  ó  en  otro  caso  que ,  sin  deducción  de  la 
tierra  que  se  suponía  enclavada  en  el  terreno  vendido,  se  midiese  este 
j  liquidase  Jndicíaimpnte  con  arreglo  á  los  deslindes  practicados;  y 
descontado  el  valor  de  los  pies  que  resultasen  menos  de  los  999.135, 
devolviese  el  Marqués  de  Salamanca  lo  que  restaba  de  ios  560.000 
reales,  que  retenía  del  precio  de  la  venta : 

Eesultando  que  convocadas  las  partes  A  un  Juicio  verbal ,  amplia- 
das en  él  por  una  y  otra  las  pruebas  practicadas  en  el  pleito,  y  cele- 
brada vista  pública,  dictó  s'^ntencia  el  Juez  del  distrito  de  la  Incluisa 
en  98  de  Enero  último,  por  la  que,  consignando,  entre  otras  conside- 
raciones, que  la  sentencia  de  cuya  ejecución  se  trataba  no  prejuzgó 
las  cuestiones  sobre  propiedad  de  terrenos  por  ser  ajenas  á  la  índole 
de  la  demanda ,  siendo  preciso  para  resolverlas  un  juicio  sobre  pro- 
l^edad  con  audiencia  de  D.  Francisco  Martin  de  Erice :  que  la  parte 
actora,  sin  embargo,  presentaba  su  liquidación  apoyada  en  las  propias 
Tazones  expuestas  durante  el  pleito,  de  que  una  tercera  persona  tenia 
la  propiedad  de  una  porción  del  terreno  vendido,  con  lo  cual  ni  babii 
estado  ni  estaba  conforme  el  demandado;  que  la  cuestión  actual  esta* 
ba  reducida  á  saber  si  en  el  contrato  y  en  lo  referente  á  la  reserva 
de  parte  del  precio  se  hizo  esta  extensiva  al  valor  de  la  porción  del 
terreno  que  se  intentaba  ahora  excluir  bajo  el  supuesto  de  pertenece 
á  D.  Francisco  Martin  de  Erice;  y  por  fin,  que  del  espíritu  y  letra  del 
contrato  de  96  de  Noviembre  de  1864,  se  desprendía  que  la  parte  do 
precio  reservada  únicamente  quedó  afecta  al  deslinde  con  la  Beaei* 
cencía,  sin  que  la  apreciación  de  las  pruebas  practicadas  fuese  sol'* 
dente  á  destruir  la  eficacia  del  repetido  contrato;  se  falló  en  términos 
conformes  á  los  de  la  sentencia  que  más  tarde  recayó  en  segunda  fas* 
tancia,  aunque  affadiéndose  en  la  última  parte  de  ésta  la  aclaracioay 
reserva  de  que  se  hará  mención: 

Besnltando  que  remitidos  los  autos  á  la  Audiencia  por  baber  a|io- 
lado  D.  José  de  Salamanca,  se  personaron  las  partes;  y  contfnoaáaii 
SQStanciacion  por  sus  trámites,  la  Sala  tercera  dictó  sentencia  en  7  di 
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Majo  del  eortíente  afio^  fin  U  qup  «C€t(>li6.l^  iundamentos  del  infe- 
rior, y  desestimando  la  liquidación  pr-eaeota^la  por  D.  José  de  Sala- 
mantt;  deeLaró  qne  no  era  procedente  Ai.ad|niftil>le  excluir  para  l9  li- 
quidación la  parte  da  terreno  que  se  suponía  ser  propia  de  D.  Fran- 
eisoo  Martifi  de  Erice;  y  mandó  que  por  periioft  nombrados  por  las 
partes,  6  tercero  elegido  por  la  suerte,  en  caso  de  discordia,  se  pro- 
cediere á'la  nneva  medición  del  terreno  Tendido  al  demandante,  sin 
bacer  declaración  alguna  de  su  perímetro,  ^contenido  bajo  los  linderos 
exteriores  marcados  en  la  escritura  de  venta;  verificándose  en  seguida 
y  con  arreglo  al  n&mero  de  pies  que  resultare,  la  liquidación  del  con- 
trato, abonando  ó  recibiendo  el  comprador  I9.  diferencia  que  hubiese 
entre  ei  precio  total  de  la  enajenación  y  el  entregado,  con  alzamiento 
después  de  la  hipoteca  de  la  finca,  sin  qf  e  por  esto  se  entendiere  pre- 
juzgada cuestión  alguna  á  favor  de  un  tercero  que  no  hubiese  sido 
parte  en  ei  presente  litigio ;  y  con  reserva  al  Marqués  de  Salamanca 
del  derecho  de  que  se  creyese  asistido  con  relación  al  terreno  que  en 
la  escritura  de  venta  se  decía  ser  de  la  propiedad  de  D.  Francisco 
Martin  de  Erice,  para  que  lo  ejerci|(ase .  en  la  via  y  forma  correspon- 
diente contra  quien  hubiere  lugar ,/  ed  cuyos  términos  se  confirmó  la 
sentencia  apelada: 

Resultando  que  D>  José  de  Saljamanca  interpuso  recurso  de  casa- 
ron cpntra  la  anterior  sentencia  de  7  de  Hayo,  fundándole  en  la  in- 
fracción de  las  le|Fe6  que  citó  y-  de  la  ejecutoria  que  se  trataba  de 
cnmpUr,  exponiendo^  en  cuanto  á  su  admisión,  que  la  sentencia  ponia 
término  y  hacia  imposible  continuar  la  cuestión  sobre  que  era  lo  que 
se  habla  vendido  por  D.  Cayo  Rubio  á  D.  José  de  Salamanca: 

Resultando  que  la  misma  Sala  tercera,  en  providencia  de  23  de 
Jlayo,  denegó  la  admisión  del  recurso  de- casación  interpuesto,  en  con- 
sideración á  que  00  se  trataba  de  uña  cuestión  completamente  nuQva 
y  iko  resuelta  por  la  sentiencia  de  cuja  ^jéciiqion  se  venia  cono- 
ciendo: 

Eesultaddo  que  admitida  la  apelación  que  interpuso  D.  /osé  de  Sa- 
lamanca, se  elevatpn  los.^utos  á  este  Supremo  Tribunal: 

Yistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Posada  Herrera. 

Gonsiderahdo  que  las  providencias  dictadas  para  el  cumplimiento 
de  ana  ejecutoria  no  tienen  el  carácter  de  definitivas,  á  no  suscitarse 
nn  npevp  hecho  acerca  de  la  .extensión  de  lo  que  se  ha  declarado  en 
It  8eQ:tencia,  según  doctrina  establecida,  por  este  Supremo  Tribunal 
i^  la  que  pronunció  en  8  de  Julio  de  1868: 

Considerando  que,  según  la  apreciación  de  la  Sala  sentenciadora, 
no  es  hecho  nuevo  el  alegado  por  D.  José  de  Salamanca  en  la  apela- 
.cton  interpuesta  de  la  providenpia  dictada  por. el  Juez  de  primera  ins- 
Impcia  en  If  ejecución  de  la  sentencia  ejecutoria  de  i  de  Setiembre  de 
19C9.  ep  estoa  aotosp 
.  fallaiQas,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  costas  el 
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auto  apelado;  y  devnébranse  las  actoaciones  á  la  Ándfenoia  de  qae  pro- 
ceden con  la  certificación  correipondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  qoe  se  pnbllcarft  en  la  CoMte  i» 
Madrid  dentro  de  los  cinco  días  siguientes  á  su  fecba,  é  insertará  á  as 
tiempo  en  la  Colección  Ugi$laHva ,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias ,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamo8.=sMauricio  Garda.» 
José  María  Cáceres.=FrancÍ5C0  María  de  CastÜla.ssJosé  Fermín  de 
Muro.=Benito  de  Posada  Heri*era. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Ezcmo.  Sefior 
Don  Benito  de  Posada  Herrera,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Trir 
bunal  Supremo,  celebrando  andiencla  pública  la  misma  en  el  día  de 
hoy,  de  que  certifico  cómo  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  16  ^e  Diciembre  de  1870.3sRogello  González  Montes. 

NÚM.  105. 
CASACIÓN. 


Nulidad  de  un  legado. — ^Sentenciade  i  6  de  Diciembre,  declarando 
no  haber  lagar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ignado 
Bassols  contra  la  que  en  7  de  Mayo  de  1870  dictó  la  Sala  ter- 
cera de  la  Audiencia  de  Barcelona ,  en  pleito  con  D.  Lorenzo 
Bernardi. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  por  la  ley  de  í.^  de  Mayo  se  modificó  esenciahnenU  la  d$ 
11  de  Octubre  de  1820»  y  lejos  de  sostener  (a  incapacidad  de  adqm- 
rir  bienes  raices  por  las  corporaciones  llamadas  manos  muertas  fUS 
ordenaba  esta  última,  se  les  facultó  por  el  art.  26  de  aquella  para 
aceptar  legados  y  donaciones  sin  otra  restricción  que  la  de  venderse 
tan  luego  como  se  declarasen  propios  de  la  corporación. 

Eq  la  villa  de  Madrid,  á  16  de  Diciembre  de  1870,  en  el  pleito  se- 
guido eo  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Gerona  y  en  la  Sala  ter- 
cera de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  D.  Ignacio  Bassols  con  D.  Tomli 
Planas  y  D.  Lorenzo  Bernardi ,  sobre  nulidad  de  un  legado ;  pkíio 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  Interpueató  por 
el  demandante  contra  la  sentencia  que  en  7  de  Mayo  último  dfett  la 
referida  Sala :  .  ./ 

Resultando  que  el  Presbítero  D.  José  Blanch  otorgó  testameni^tt 
3  de  Marzo  de  1841,  confiriendo  á  los  Presbíteros  D.  Juan  Planas  y  Mi 
Lorenzo  Bernardi  pleno  y  libre  poder  para  ejecutar  y  camplif  lé'fée 
en  él  disponía,  é  instruyendo  á  los  mismos  y  á  D.  Pabló  Mariri  Im* 
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<ieros  de  confianza,  d  todos  Juntos  y  á  la  mayor  parte  de  ellos  á  solas, 
encargándoles  adeudas  el  cumplimiento  de  todo  lo  que  de  palabra  6 
por  escrito  les  tenia  comunicado,  ó  en  adelante  les  comunicase»  sin 
Iwer  que  dar  cuenta  ni  razón  de  la  inversión  que  diesen  á  sus  bienes: 

Besultando  'que  fallecido  P.  José  Blancb  en  2  de  Agosto  de  dicho 
afiOt  sus  herederos  de  confianza  D.  F^blo  Murtrá  y  D.  Lorenzo  Ber- 
nardi  declararon  en  un  documento  extendido  en  papel  del  sello  4/ 
qae  firmaron  en  10  de  Noviembre  de  185S  que  el  testador  poseía  el 
Manso  Palomero ,  una  casa  situada  en  Olot,  el  Manso  F.ibrega  y  la 
^sa  llamada  Petita  de  las  Deus  de  la  parroquia  de  las  Fonts:  Que  les 
habla  comunicado  que  declarasen,  como  ya  lo  habian  hecho,  que  le- 
gaba á  su  primo  D.  Francisco  Bassols  el  Manso  Palomero  y  la  casa  de 
Olot ,  con  lo  cual  le  apartaba  de  cuantos  derechos  pudiera  alegar  & 
eos  bienes,  como  asi  se  babia  pactado  en  la  capitulación  que  se  había 
estipulado  con  dicho  D.  Francisco  Bassols  en  14  de  Agosto  de  1841: 
<}ne  era  la  voluntad  del  mismo  testador  que  el  Manso  Fábregas  y  la 
casa  Petita  fuesen  administradas  por  el  Canónigo  D.  Pablo  Murtrá  para 
dar  la  mitad  á  Francisca  Ferrer,  y  la  otra  para  los  objetos  que  mis 
bien  le  pareciesen,  con  tal  que  fuese  en  beneficio  del  hospital  de  Santa 
Catalina  de  Gerona;  y  que. renunciando  este  encargo  el  mencionada 
Canónigo,  ó  después  de  fallecido  se  incorporase  de  los  bienes  la  Junta 
de  dicho  hospital,  entregando  cada  año  la  mitad  de  los  productos  á 
Francisca  Ferrer,  y  á  la  muerte  de  ésta  al  Prior  del  convento  de  Carme- 
litas de  Olot,  y  si  no  existiese,  á  la  cofradía  de  la  Purísima  Sangre  de 
nuestro  Señor  Jesucristo  de  la  ciudad  de  Gerona,  ó  en  su  lugar  en 
capital  de  5.500  libras;  siendo  de  advertir  que  este  documento  con- 
tiene una  certificación  de  dos  Notarios  de  Gt'.rona,  fecha  30  de  Noviem- 
bre 4e  1843,. ea  que  expresa  que  las  fincas  de  D.  Pablo  Murtrá  y  Don 
Lorenzo  Bernardi,  que  le  autorizaban ,  eran  respectivamente  de  tales 
personas : 

Besultando  que  D.  Pablo  Murtrá  falleció  el  día  7  de  Diciembre  de 
1858^  y  que  D.  Ignacio  Bassols  ,  como  cesiotiario  (te  D.  Francisco  de 
Asís  Bassols,  á  quien  cómo  pariente  más  próximo  de  D.  José  Blanch 
-correspondía  la  herencia  y  bienes  del  mismo,  entabló  demanda  en  10 
^e  Setiembre  de  1864  contra  D.  Juan  Planas  y  D.  Lorenzo  B  rnardi 
para  que  se  declarase  nulo  y  de  ningún  valor  ni  efecto  el  legado  dei 
Hansp  Fábregas  y  de  la  casa  llamada  Petita ,  ordenado  por  D.  José 
Blanch  t  en  la  parte  que  se  referia  al  hospital  de  Santa  Catalina  y  al 
convento  de  Carmelitas,  ó  en  su  defecto  la  cofradía  ya  expresada,  de-> 
elarando  heredero  abintestato  de  D.  José  Bianch  á  D.  Francisco  de 
ksto'  Bassols,  y  entregando  la  herencia  al  demandante  como  su  cesío* 
iifirío,  con  ios  frutos  percibidos  ó  podidos  percibir  ;  pretensión  que 
fundó  en  que  con  arreglo  á  las  leyes  de  desvinculacion  las  manoa 
«Mierta^  no  podían  adquirir  por  ningún  título,  bienes  raíces  é  inmue- 
Úeiif  y  que  la  ley  ilams^ba  ¿  la  sucesión  abintes(ato  á  io^  má^  próxi- 
I.  30 
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mos  parientes  del  difaoto,  con  relación  á  la  época  de  su  maerlet  pa« 
diendo  ser  cedidos  estos  derechos  por  quien  tuviera  la  libre  admi- 
nistración de  sns  bienes : 

Besultando  qae  D.  Juan  Planas  y  D.  Lorenzo  Bernardi  impugnaron 
la  demanda,  exponiendo  que  la  escritura  de  cesión  de  la  herencia-  no 
se  hallaba  inscrita  en  el  Registft)  de  la  Propiedad  :  Que  el  testador 
habia  instituido  tres  herederos  de  confianza  iguales  en  ficultades ;  j 
que  los  Notarios  que  legalizaban  el  documento  que  se  suponía  otorgado- 
por  D.  Pablo  Murtrá  y  D.  Lorenzo  Bernardi,  no  hablan  visto  poner  laa 
firmas  que  lo  autorizaban,  testificando  sólo  de  su  autenticidad  por  la 
semejanza  que  creía  encontrar  en  ellas :  Que  D.  Pablo  Murtrá  habia 
tenido  diferentes  accesos  de  enajenación  mental  antes  de  la  fecha  del 
expresado  documento ,  el  cual  no  consignaba  el  verdadero  encaigo 
confidencial  del  testador,  habiéndole  firmado  Bernardi  sin  fijarse  en 
su  contenido,  por  habérselo  exigido  violentamente  D.  Pablo  Munrá 
en  uno  de  sus  arrebatos :  que  el  testador  no  sólo  habia  comunicado' 
instrucciones  á  los  herederos  de  confianza  en  general,  sino  en  par- 
ticular á  Piañas  y  Bernardi:  que  el  espíritu  de  la  ley  de  1820  no  impe* 
dia  á  los  Hospitales  ni  á  otras  casas  de  asilo ,  la  percepción  de  la& 
donaciones  y  legados  de  bienes  inmuebles,  que  podían  cumplirse  en- 
tregando la  renta  ó  capital  de  ellos :  que  nadie  podia  morir  parle 
testado  y  parte  intestado ;  y  que  cuando  un  legado  hecho  por  una 
persona  que  habia  dejado  testamento  válido  y  herederos  fiduclarioa 
y  fideicomisarios,  no  podia  tener  efecto,  la  cosa  legada  no  debia  pasar 
á  los  herederos  abíntestato : 

Resultando  que  el  demandante  replicó  negando  que  D.  Pablo  Mur^ 
trá  hubiese  padecido  enajenación  mental ,  el  cual ,  por  el  contrario, 
habia  desempeñado  cargos  de  importancia  y  celebrado  los  oficioa  de 
su  sagrado  ministerio,  siendo  el  único  que  habia  administrado  los. 
bienes  de  D.  José  Bianch,  sin  que  los  demandados  hubieran  interve- 
nido más  que  en  la  entrega  del  manso  Palomero  á  D.  Francisco  Bassóls: 
que  los  títulos  que  tenían  por  objeto  la  simple  cesión  de  derechos  6 
accionas  no  estaban  sujetos  á  registro :  que  los  herederos  de  conflanzá 
no  eran  más  que  meros  ejecutores,  depositarios  y  testigos  de  la  vo^ 
luntád  del  testador,  debiendo  considerarse  como  verdaderas  institu- 
ciones ó  legados  á  favor  de  las  personas  designadas  los  encargos  ba-^ 
chos  á  aquellos;  y  que  según  la  resolución  publicada  en  el  Gonsc]» 
de  6  de  Noviembre  de  1830,  las  instituciones  de  herederos  hechas'iÉ 
Cataluña  con  el  gravamen  y  vinculación  ó  fideicomiso  perpetuo  M* 
arreglarse  á  lo  dispuesto  en  la  fteal  cédula  de  14  de  Mayo  da  VM 
eran  nulas,  y  podían  por  tanto  reclamar  la  herencia  los  parientat  ttii 
inmediatos  y  suceder  libremente  sin  perjuicio  de  que  se  cumpliaiiiaf 
demás  que  hubiera  dispuesto  el  testador:  •-'•'■i-' 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  y^fHf 
la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Barcelona  la  revocó  en  7  de  MV^ 
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Último,  absolviendo  á  D.  Juaa  Planas  y  D.  Lorenzo  .Bernardi  de  la 
deipanda,  y  mandando  que,  con.  ^ujeccion  á  l,o  dispuesto  en  el  nr- 
ticulo  26  de  la  ley  de  i.*  de  Mayo  de  1855,  y  para  los  efectos  corres- 
pondientes, según  la  instrucción  y  disposiciones  vigentes  se  diese  co- 
nocimiento de  esta  sentencia  al  Gobernador  de  la  provincia  de  Geror 
na,  y  se  notificase  al  Ministerio  fiscal :  . 

Resultando  que  D.  Ignacio  Bassols  interpusoí  recurso  de  casación,' 
y  alegando  que  al  fallecimiento  del  Canónigo  Murtrá.no  regia  todavía 
la  ley  de  1.*  de  Mayo  de  185p,  que  según  la  sentencia  daba  &  las 
manos  muertas  capacidad  para  adquirir  bienes,  sino  la  de  11  de  Oc-^ 
tabre  de  1820,  que  se  la  negaba;  y  que  para  que  el  heredero  y  el  le- 
gatario pudieran  adquirir,  debían  tener  capacidad  ai  otorgarse  el  tes- 
tamento, á  la  muerte  del  testador  y  al  tiempo  de  la  aceptación «  oitó 
como  infringidos,  el  principio  legal  deque  las  leyes  no  tieneo  fuerza 
i^roactiva:  las  leyes  l.\  Digesto;  De  regulo  Catoniana;  29,  Digesto,  De 
regtdis  juri$;  49,  párrafo  1.*,  Dijgesto,  De  heredibus  in$tituendi  y  la  1.%, 
título  9.*  de  la  Partida  6.*;  los  artículos  14  y  15  del  Eeal  decreto  de- 11 
de  Octubre  de  1820 .  restablecido  en  30  de  Agosto  de  1836 ;  las  leyes 
22,  tít.  3.*,  1/  tít.  9/  y  1/  tít.  13  de  la  Partida  6.*;  las  Instituciones, 
párrafo  primero.  De  hereditatibue  qum  abinteetato  deferentur;  la  ley  8^ 
Dígestu;  De  adquirenda;  la  Novela  118  y  el  texto  de  la  sentencia  de. 
este  Tribunal  de  7  de  Octubre  de  1852  y  la  jurisprudencia  que  en 
ella  se  establece. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de  Muro. 

Considerando  que  la  nulidad  del  legado  á  que  termina  la  demanda 
de  13  de  Setiembre  de  1864  se  funda  en  que  á  la  muerte  del  Canónigo 
Don  Pablo  Murtrá,  uno  de  )os  herederos  de  confianza  del  presbítero 
Don  José  Blancb,  ocurrida  en  7  de  Diciembre  de  1852,  pasaron  ios 
bienes  legados  ai  Hospital  de  Santa  Catalina  de  Gerona,  con  infrac-, 
cion  de  los  artículos  Í4  y  15  de  la  ley  de  11  de  Octubre  de  1820,  en 
que  se  prohibió  tdda  ciasQ  de  vinculación,  y  que  las  Corporaciones 
llamadas  Manos  muertai  pudiesen  adquirir  bienes  raíces  bajo  ningún 
coücepto : 

Considerando  que,  ¡según  la  voluntad  del  testador,  declarada  por 
dos  de  sus  tres  herederos  de  confianza ,  mientras  viviese  Francisca 
Ferrer,  criada  que  fué  del  mismo,  babia  de  percibir  la  mitad  de  los 
productos  de  los  bienes  legados,  sin  que  pior  lo  tiento  pudiese  el 
Hospital  adquirir  el  dominio  pleno  de  los  mismos,  hasta  el  falleci- 
miento de  la  usufructuarla,  que  se  verificó  con  mucha  posterioridad' 
á  la  expresada  demanda: 

Considerando  que  por  la  ley  de  1/  dé  Mayo  de  1855,  vigente  al 
fiülecimiento  de  la  Francisca  Ferrer,  se  modificó  esenCiaímente  la  dé 
11  de  Octubre  de  1^20,  y  lejos  de  sostener  la  incapaqidad  d^.adq¡ui- 
rir  bleneis  raíces  por  las  Corporaciones  limadas,  nfa.nq^  ti^uerta^^  que 
ordenaba  esta  última,  se  les  facultó  por  el  art.  2^' de  aquella  pata 
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aceptar  legados  y  donaciones  sin  otra  restricción  que  la  de  venderse 
los  bienes  tan  luego  como  ^e  declarasen  propios  de  la  Corporación: 

Considerando  por  lo  tanto  que  al  absolver  la  Audiencia  de  Barce- 
lona de  la  detaanda,  y  ordenar  se  dé  conocimiento  de  su  fallo  al  Go- 
bernador de  la  provinda  y  al  aiini.steno  fiscal  no  ha  infringido  la 
expresada  ley  de  It  de  Octubre  d^  1820,  ni  las  romanas  y  de  Partida 
que  se  citan  por  el  recurrente,  ni  ha  contrariado  doctrina  que  se 
halle  est'tbíeeida  por  esto  Tribunal  Supremo; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Ignacio  Brissols ,  á  quien 
condenamos  en  las  costas;  y  mandamos  que  se  devuelvan  los  autos 
á  la  Audiencia  de  Barcelona  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  ii 
Madrid  y  se  insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  tírmamos.=Jnan 
González  Acevedo.s=José  M.  Cáceres.=Laureano  de  Arrleta.=Fmicls- 
co  María  de  Gastilia.=Joaquin  Jaumar.=Iosé  Fermín  de  M uro.=Benito 
de  Posada  Ht^rrera. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Señor 
Don  José  Fermín  de  Muro,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tri- 
bunal Supremo,  estándose  celebrando  audiencia  pública  en  la  misma 
el  día  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  h^tbilitado. 

MaJrid  16  de  Diciembre  de  1870.=Lino  Carrion  Hinojal. 

N¿M.  106. 
CASACIÓN. 

Defensa  por  pobre. — Sentencia  de  17  de  Diciembre,  decIaraDdo 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Hoña  Ana 
Marlinez  y  Mateos,  contra  la  que  en  17  de  febrero  de  1869 
dictó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito 
con  D.  Emilio  Herrero. 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  establece  : 

1.®  Que  si  bien  la  Sala  sentenciadora  puede  apreciar  los  di- 
chos  de  los  testigos  presentados  por  la  recurrente,  no  puede  apUear 
igual  criterio  á  la  prueba  de  los  documentos  que  obren  en  autos, 

2.*  Que  es  un  error  demostrado  el  suponer  que  un  individuo 
es  vecino  de  un  pueblo  cuando  resulta  de  escritura  pública  que  ¡o 
^s  de  otro  diferente. 

En  ia  villa  de  Madrid,  á  17  de  Diciembre  de  1870,  en  ei  incidéntft 
seguido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Montero  y  en  It  Sila 
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primera  de  la  Audiencia  4e  SevUla  ¡por  Dofia  Apa  M f^rtinez*  coDSort^ 
de  Di  Emilio  Herrero,  sobre  que  se  le  defienda  oomo  pobre  par^.UU^ 
gar  con  Doña  Vicenta  Groquert  pendiente  enle  ^q^  en  virtud  de  re- 
corso  de  casación  iaterpuesto  por  Doña  Ana  epntrar  la  sentencia  /¡ue 
en  15  de  Febrero  último  dict61a  referida  Sala: 

Resultando  qne  Doña  Vicenta  Groquer  promovió  en:  el  referido 
Juzgado  el  juicio  voluntario  de  testamentaría  de  su  marido.  D.  José 
de  Pedro  Bueno;  y  que  personada  Doña  Ana  Martínez  en  concepto  4e 
beredera  del  mismo,  solicitó  que  se  la  defendiera  en  concepto  de 
pobre,  porque  tanto  ella  como  su  marido.  D.  Emilio.  Herrero  careciaii 
de  bienes:  -  /■   . 

Resultando  que  formada  pieza  separada,  DoM  Vicenta  Groquer 
impugnó  la  declaración  de  pobreza  solicitada»  porque  en  el  poder 
presentado  aparecía  que  Herrero  era  co9iisipni|ta  y  <}ue  vivia  acci- 
dentalmente con  su  mujer  en  Madrid  en  el  sitio  más  céntrico,  y  por 
consiguiente  más  caro  de  la  capital ;  y  que  oido  el  Promotor  fiscal,  se 
recibió  el  incidente  á  prueba: 

Resultando  que  Doña  Ana  Martínez  la  suministró  de  testigos,  que 
fueron  examinados  en  esta  capital,  para  acreditar  que  aun  cuando 
Herrero  era  comisionista,  obtjenia  muy  pocos  productos  por. la  penu- 
ria de  los  tiempos,  y  que  aquella  vivia  en  la  calle,  del  Gármen  á  ex- 
pensas de  una  br:rmana,  y  que  no  tenia  bienes  de.  ninguna  clase: 

Resultando  que  la  Administración  económica  de  esta  capital  mani- 
festó que  D.  Emilio  Herrero  no  aparecía  matriculado  en  ninguna  clase 
de  contribución,  y  que  á  instancia  de  Doña  Vicenta. Groquer  se  puso 
testimonio  de  un  poder  otorgado  en  Madrid  á  16  de /Julio  de  1868  por 
Doña  Ana  Martínez,  casada  con  D.  Emilio  Herrero,  en  el  que  s^  ex- 
presa que  éste  era  comisionista  y  aquella  vecina  de  Rarcelona  y  resi^r 
dente  en  Madrid,  en  la  calle  del  Gármen,  números  9  y  11,  cuarto  ter- 
cero; poder  en  el  cual  se  inserta  la  licencia  que  D.  Emilio  la  concedió 
al  efecto  en  1.*  de  dicho  mes  en  Madrid,  de  donde  era  vecino:     . 

Resultando  que  desestimada  la  pretensión  de  pobreza  por  la  sen- 
tencia confirmatoria  que  en  15  de  Febrero  ¡último  djLctó  la  Sala  prime- 
ra de  la  Audiencia  de  Sevilla,  con  imposición  de  las  costas  de  ambas 
instancias,  interpuso  Doña  Ana  Martínez  recurso  de  casación^  citando 
entonces  y  después  ^i^  tiempo  opo^rtuno,  en  j^e  Supremo  Tribunal 
como  infringidos:  ...  ;  .;.'      .  ..  ..j 

1.*   Los  artículos  179  y  siguientes,,  títv  5.*  4^  .^  primera  parte  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civiL  . .  -^  .  f,r-.¡  o^iiii  - 

8/    El  art.  317  de  la  misma  por  beJI>er|e'Álú<^e^^ 
de  la  prueba  á  las  reglas  de  la  sana  crítica  de  la  legislación,  no  de- 
rogada por  dicho  artículo,  y  de  la  jurisprudencia  establecida  por  las 
sentencias  de  este  Supremo  Tribunal  en  materia  de  pruebas. 

Y  3/    Las  leyes  1/  y  2/,  tít.  14,  Partida  3/,  y  el  principio  general 
de  que  la  prueba  incumbe  al  que  afirma,  á  lo  cual  se  agregaba  que  la 
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sentencia  suponia,  contra'  el  resultado  de  los  autos,  que  el  domicilio 
del  marido  de  la'fe¿tiA*éhte  erK  Barcelona  y  no  Madrid,  en  lo  cnal  se 
faltaba  d  la  exactitud  de  los  hechos  y  á  lo  prescrito  en  la  regla  2.*  del 
artículo  333  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento. 

Yisto,  siendo  Ponente  el  Maftistrado  D.  José  María  Cáceres. 

Considerando  que  si'bieh  la  Sala  sentenciadora  ha  podido  apreciar 
como  lo  ha  hecho  los  dichos  de  los  testigos  presentados  por  la  recur- 
rente, no  ha  podido  aplicar  igual  criterio  á  la  prueba  de  los  docu- 
mentos que  obran  en  los  autos: 

Considerando  que  es  un  error  demostrado  suponer  que  D.  Emilio 
Herrero  sea  vecino  de  Barcelona,  cuando  resulta  de  la  escritura  pú- 
blica, folio  U  del  rollo  de  la  Sala,  que  es  vecino  de  Madrid  y  habita 
en  la  calle  de  los  Estudios: 

Considerando  que  por  Ip  mismo  no  puede  prescindirse  del  mérito 
del  certificado  de  la  Administración  pública  de  Madrid,  en  que  se  ex- 
presa que  el  D.  Emilio  no  paga  contribución  alguna  por  más  que  se 
titula  comisionista : 

Considerando  que  del  conjunto  de  las  pruebas  resulta  que  Dofia 
Ana  Martinpz  y  su  maridó  no  poseen  bienes  ni  rentas,  ni  el  segundo 
paga  contribución  por  industria,  á  lo  que  se  agrega  que  Dofia  Vicenta 
Croquer  y  el  Ministerio  público  no  han  intentado  probar  que  la  Dofia 
Ana  posea  cosa  alguna  determinada,  y  por  tanto  que  la  sentencia,  al 
denegar  el  despacho  por  pobre,  que  pretendía  la  recurrente,  ha  infrin- 
gido los  artículos  179  y  182  en  su  núm.  4.*  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  citados  en  el  recurso; 

Faltamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  inter- 
puesto por  Doña  Ana  Mtrtinez  y  Mateos,  y  en  su  consecuencia  casa- 
mos y  anulamos  la  sentencia  que  en  15  de  Febrero  último  dictó  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Sevilla. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  Colección  'legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=José  María  Cá- 
ceres.=Laureano  de  Arriata.  =  Francisco  M^ría  de  Castilla.=Joaqnin 
Jaumar.=Manuel  María  de  Basualdo.=José  Fermín  de  Muro.=  Benito 
de  Posada  Herrera. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  María  Cáceres,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estándose  ce- 
lebrando audiencia!  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo  el  dia  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado. 
'  Madrid  17  de  Diciembre  de  1870.=Lino  Cerrión  Hinojal. 
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NÚM.  107. 
CASACIÓN. 


Rendición  de  cuentas  r  pago  de  cantidades.— Sentencia  de  17  de 
Picíembre  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  D.  José  Rodríguez  Tocha,  contra  la  que  en  26  de 
Mayo  de  1869  dictó  la  Sala  prímcra  de  la  Audiencia  de  Cá- 
ceres  en  pleito  con  D.  Manuel  Pérez  Aloe  y  consortes. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  establccc: 

Que  en  los  contratos  de  mandato,  cuando  los  mandantes  no  se 
-obligaron  á  no  revocar  las  falcultades  otorgadas,  es  muy  claro  que 
dependía  de  su  voluntad  retirárselas  al  mandatario,  del  mismo  modo 
i/ue  se  las  concedieron. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  17  de  Diciembre  de  1870,  en  el  pleito  Be- 
llido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Logrosan  y  en  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Cáceres  por  D,  Manuel  Pérez  Aloe,  Don 
Jacinto  de  Orellana,  Marqués  de  la  Conquista,  como  marido  de  Doña 
María  Pérez  Aloe,  y  Doña  Luisa  Elias  y  Serrano,  como  tutoray  cara- 
dora desús  bfjos  menores  D.  Luis  y  Doña  Inocencia  Pérez  Aloe,  here- 
deros todos  de  D.  Antonio  Peréz  Aloe,  con  D.  José  Rodríguez  Tocha 
sobre  rendición  de  cuentas  y  pago  de  cantidades;  pleito  pendiente  ante 
Nos  en  yírtud  de  recurso  de  óasacion  interpuesto  por  el  demandado 
contra  la  sentencia  que  en  86  de  Mayo  de  1869  dictó  la  rpferida  Sala: 

Resultando  que  D.  José  Rodríguez  Tocba,  D.  Julián  de  Luna  y  Don. 
Antonio  Pérez  Aloe  otorgaron  escritura  en  8  de  Diciembre  de  18i5,  por 
la  que  convinieron  en  unir  é  identificar  los  derechos  que  respectiva- 
mente tenian  en  varias  canteras  de  cal  fosfatada  en  las  inmediaciones 
de  Logrosan,  asociándose  además  para  ello  con  D.  José  Gartancha,  y 
declarando  que  á  Rodríguez  Tocba  correspondían  dos  quintas  partes 
de  la  propiedad  ó  de  los  productos  y  gastos  que  ocasionasen  dtcbas 
minas;  que  una  quinta  parte  correspondía  en  iguales  términos  ft  Don 
Julián  de  Luna,  otra  á  D.  Antonio  Pérez  Aloe  y  la  restante  á  D.  José 
Gairtancha: 

Resultando  que  por  fallecimiento  de  D.  Julián  de  Luna  y  D.  Anto- 
nio Pérez  Aloe  se  disolvió  la  expresada  sociedad,  y  que  sus  respecii; 
TOS  herederos  convinieron  por  escritura  de  8  de  Octubre  de  18^  con 
el  socio  superviviente  D.  José  Rodríguez  Tocha  proceder  á  su  liquida- 
don  con  los  pactos  siguientes:  primero  y  segundo»  que  Rodrigues 
Tocha  continuaria  siendo  Administrador  gerente,  por  ser  quien  había 
dirigido  principalmente  los  negocios^  sociales  y  hecho  los  gastos  para 
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ello  necesarios,  cualidad  qae  le  autorizaba  para  representar  á  los  inte* 
resados  en  la  sociedad,  tanto  Judicial  como  exfrajudlcialmente:  ter- 
cero, que  quedaba  autorizado  con  los  más  ilimitados  poderes  par» 
vender  dichas  caí  teras,  arrendarlas,  cederlas,  traspasarlas  y  hacer 
respecto  de  ellas  cualquier  contrato  que  le  pareciera  conveniente  á  los 
intereses  comunas,  procediendo  en  todo  corno  en  cosí  propia:  cuarto, 
qne  dicho  Administrador  quedaba  obligado  A  dar  cuenta  de  la  liqui- 
dación uu  mes  después  del  contrato  que  celebrare,  en  el  caso  de  que 
este  fuera  para  trasferir  definitivamente  el  do  ninfo  de  las  canteras,  y 
todos  los  años  si  el  contrato  que  celebrare  fuera  de  tracto  sucesivo;  y 
quinto,  que  cualquiera  que  fuera  el  contrato  qup  Roirignes  Tocha 
realizase,  los  otros  interesados  en  las  canteras  se  obligaban  á  no  in- 
quietar en  manera  alguna  á  los  adquirentes  en  la  posesión  de  los  ter- 
renos: 

Resultando  qne  los  heredaros  de  D.  Julián  de  Luna  y  los  de  D.  An- 
tonio Pérez  Aloe,  dos  de  estos  últimos  menores  de  edad,  entablaron 
demanda  en  20  de  Marzo  de  1S65  para  que  se  condenase  á  D.  José  Ro- 
dríguez Tocha  á  rendir  cuantas,  segun  estaba  obligado  por  la  ciánsul» 
cuarta  del  contrato,  y  al  pago  en  su  dia  de  lo  que  adeudase  á  la  so- 
ledad por  resoltas  d^  sn  administración,  en  cuyo  cargo  habla  de  ce- 
sar desde  luego,  para  lo  cual  le  revocaban  los  podares  que  le  tenian 
conferidos,  condenándole  además  al  pago  é  indemnización  de  perjui* 
Gios  y  al  de  las  costas;  alegando  en  su  apoyo  que,  además  de  que  la 
cláusula  de  la  escritura  de  convenio  en  que  se  había  autorizado  al 
demandado  para  administrar,  arrendar  y  vender  era  írrita,  puesto  que 
los  tutores  y  curadores  no  podían  autorizar  por  sí  las  ventas  de  bie- 
nes raíces  sin  ciertas  formalidades,  según  la  cláusula  I.'  de  dicha  es- 
critura el  socio  Gerente  quedaba  obligado  á  rendir  cuentas  á  la  so- 
ciedad del  contr.-'to  que  celebrara;  y  que  abusando  el  Gerente  de  la 
confianza  que  se  le  había  dispensado,  y  sustrayéndose  ^  aquella  obli- 
gación, no  había  dado  cuenta  de  ningún  género  ni  informado  á  lo» 
socios  del  estado  de  las  operaciones,  habiendo  sabido  que  la  explo- 
tación de  las  canteras  se  hacía  por  una  sociedad  inglesa: 

Resultando  que  separados  de  la  df^manda  los  herederos  de  Luna. 
]r  impugnó  Rodríguez  Tocha,  alegando  que  las  escrituras  menciona- 
das contenían  contratos  bilaterales  de  recíprocas  obligaciones:  que 
aunque  no  había  llegado  el  caso  de  liquidar  con  nadie,  había  dadd 
cuentas  al  reprpsentante  de  los  derechos  de  López  Aloe,  de  las  catlet 
habían  prescindido  los  demandantes,  negándose  bajo  frivolos  pire- 
textos  á  satisfacer  los  gastos  á  qne  estaban  obligados;  y  que  hahiendi» 
cumplido  el  demandado  por  su  parte  el  contrato,  y  faltando  por  el 
contrarío  á  él  los  demandantes,  no  tenían  derecho  á  reclamar  intef^ 
vención  en  una  cosa  á  que  no  habían  contribuido:  qne  no  existiesAl 
la  liquidación  á  qne  aludía  la  estipulación  I.',  no  había  derecho  peíA 
exigirle  nada,  aun  cuando  ios  demandantes  hubieran  satisfecho  l09 
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inistos  que  1<^  corre^pondiflii;  y  guie  era  contrario  al  Arden  nataraí  que 
taaMendo  gastado  Rodrignez  Tocha  grandes  cantidades  de  su  propie- 
dad, y  negándose  los  demandantes  á  contribuir  con  la  parte  correa^ 
pondiente  á  que  estaban  obifgados,  pidieran  después  cuentas  de  su  ín^ 
Térsion,  siendo  ademas  contra  derecho  que  aquel  que  primero  habla 
faltado  á  una  obligación  tan  esencial,  qne  sin  ella  perdía  el  derecho 
de  participación,  quisiera  intervenir  en  el  dinero  ajeno: 

Resultando  que  los  demandantes  replicaron  adicionando  que  no  po- 
dían admitir  las  cuentas  que^el  demandado  había  presentado  en  1861 
porque  no  se  hallaban  Justificadas  ni  ajustadas  á  los  compromisos  cón- 
iraidos.  y  porque  no  se  hablan  rendido  anualmente:  que  tampoco  ha- 
bla rendido  las  correspondientes  á  los  años  que  abarcaba  el  período 
de  su  gestión,  y  principalmente  á  los  últimos  en  que  habla  trasferido 
el  derecho  de  explotar  'as  cant<»ras*por  noventa  y  nu^ví»  afíos;  y  que  los 
dpm?)ndantes  hablan  satisfecho  en  diferentes  ocasiones  las  cantidades 
qne  les  pedia  D.  Mario  Luna,  representante  de  Tocha  en  Logrosan: 

Resultando  que  recibido  el  pleito  á  prueba,  presentaron  los  de- 
mandantes una  escritura  otorgada  en  Lisboa,  á  16  de  A.hril  de  186S, 
por  la  que  Rodrigues  Tocha  dio  en  arrendamiento  á  D.  Francisco  Ku- 
per  Dumas,  de  Londres,  por  término  dé  noventa  y  nueve  años  las  mi- 
nas de  fosfato  de  cal  por  la  cantidad  de  30.000  libras  esterlinas;  y  otra 
de  3  de  Diciembre  de  1861,  por  la  que  Kuper  Dumas  cedió  á  Bichan 
Stnart  y  otros  el  contrato  antes  expresado: 

Resultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  dictó  sentencia,  con- 
denindo  á  Rodríguez  Tocha  á  dar  cuentas  del  tiempo  que  había  ad- 
ministrado las  canteras  de  fosforita,  ó  fuera  desde  el  año  de  1858  al 
de  1868  en  que  habla  enajenado  el  derecho  de  explotar  dichas  cante- 
ras por  noventa  y  nueve  años,  y  al  pago  en  su  día  de  lo  que  adeudase 
á  la  sociedad,  y  revocados  los  poderes  que  los  demandantes  le  tenian 
concedidos  por  la  escritura  de  8  de  Octubre  de  1858: 

Resultando  que  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Ciceres  confir- 
mó en  26  de  Mayo  de  1869  \^  sentencia  apelada,  entendiéndose  que  la 
rendición  de  cuentas  solicitada  por  los  demandantes  habla  de  ser  hasta 
que  aquel  fallo  causase  ejecutoria,  con  imposición  de  las  costas  á  Ro- 
dríguez Tocha: 

Resultando  que  el  demandado  interpuso  récursa  de  casación,  citando 
eoibo  infringidas  la  ley  1.*,  tít.  1.%  libro  1^  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, y  la  escritura  de  8  de  Octubre  dé  1858,  puesto  que,  fijándose  tan 
Sólo  en  la  cláusula  4.*  del  contrato,  y  prescindiendo  de  las  que  le  pre- 
cedían y  subseguían,  se  le  obligaba  á  rendir  cuentas,  que  sin  embargo 
de  no  poder  ser  compelido  á  darlas,  habla  ya  rendido;  se  le  revocaban 
los  poderes  que  le  correspondían,  privándole  de  la  representación  que 
deW9  tener;  y  haciendo,  por  tanto,  que  fuera  itieflcaz  el  contrato  de 
arrendamiento  que  en  usó  dé  sus  facultades  habla'  hecho  por  el  ter- 
mine! de  noventa  y  nueveaffos  con  Kuper  Dumás. 
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Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Gftceres. 

Considerando  qae  estípnlada  expresamente  en  la  escritura  de  8  de 
Octubre  de  1858  la  obligación  del  D.  José  Rodrignez  Tocha  de  dar 
cuentas  á  los  demás  socios,  obligación  comnn  á  todo  el  qae  adminis- 
tra una  sociedad;  y  habiendo  cumplido  de  hecho  el  mismo  recurrente 
fsta  obligación  en  1860  y  1861  del  modo  que  resulta,  la  sentencia  no 
infringe  la  ley  del  contrato,  y  mucbo  menos  la  1.%  tit.  l.\  libro  10  de 
la  Novísima  Recopilación,  inoportunamente  citada: 

Y  considerando  acerca  de  las  facultades  concedidas  al  recurrente 
para  arrendar  y  ¿un  vender  las  minas  y  que  constituyen  un  verdadero 
mandato,  como  quiera  que  los  consocios  ó  mandantes  no  se  obliga- 
ron á  no  revocarlas,  es  muy  claro  que  dependía  de  su  voluntad  reti- 
rárselas al  mandatario  del  mismo  modo  que  se  las  concedieron,  por 
lo  cual  tampoco  infringe  la  sentencia  aquel  pacto; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Rodríguez  Tocha,  á  qoies 
condenamos  en  las  costas;  y  mandamos  que  se  remitan  los  autos  á  la 
Audiencia  de  Gáceres  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Goefía  y  se  in- 
sertará en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  necesa- 
rias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=:Jnan  González  Aceve- 
do.=José  M.  C^ceres.3=Laureano  de  Arrieta.=Francisco  María  de  Casti- 
lla .=Joaquin  Jaumar.=José  Fermín  deMuro.=Benito  de  Posada  Herrera. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  María  Cáceres,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estándose  cele- 
brando audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo,  el  diade  hoy« 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  17  de  Diciembre  de  1870.=Lino  Carrlon  Hinojal. 

NÓM.  108. 
COMPETENCIA. 

ACUMULAGIOPÍ  i  UN   CONCURSO  DE  ACREEDORES  DE  CIERTOS  ÁIJT08  WOr 

cuTivos. — Sentencia  de  17  de  Diciembre,  decidiendo  á  £aivor  del 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Cuéllar  la  competencia  gpi: 
citada  entre  éste  y  el  del  distrito  de  la  Audiencia  de  Yallida- 
lid  sobre  acumulación  al  concurso  de  acreedores  de  D.  Eugevi 
Sainz  y  Sainz  de  los  autos  ejecutivos  proniovidos  contra  éflb 
por  D.  Felipe  Nieto  Alvarez,  sobre  pago  de  cantidad. 

En  sus  CONSIDERANDOS  86  cstablcce : 

Que  para  que  tenga  lugar  lo  dispuesto  en  hi  ar/ictjbf  SlJK^f 
523  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  dvil  sobre  acumulación  '  *  '^^^ 


SENTENCIAS   DB    1870.  475 

ejecutivos  á  un  concursos  sea  voluntario  ó  necesario,  es  indispen- 
^ble  que  en  ellos  no  haya  recaído  sentencia  de  remate  éónsentify 
por  el  deudor,  ó  contra  la  cual  no  hubiera  éste  promovido  recurso 
alguno j  cuya  doctrina  es  conforme  á  la  establecida  por  el  Tribunal 
Supremo  en  repetidas  sentencias. 

En  la  vüla  de  Madrid,  á  17  de  Dlciermbre  de  1870,  en  los  autos  de 
competencia  civil,  promovida  entre  el  Juagado  de  primera  itístancia 
del  distrito  de  ia  Audiencia  de  Yaüadolid  y  el  de  igoai  clase  de  Cae- 
llar,  sobre  acumulación  al  concurso  de  acreedores  de  D.  Eugenio  Saine 
y  Sainz  de  los  autos  ejecutivos  promovidos  contra  éste  por  D.  Felipe 
Nieto  Alvarfz,  sobre  paj^o  de  cantidad: 

Resultando  que  en  3  de  Julio  de  1869 ,  A  solicitud  de  D.  Felipe 
Nieto  Alvarez,  se  mandó  despachar  por  el  Jnz^a^o  de  primera  instan- 
cia del  distrito  de  la  Audiencia  de  Yalladolid  mandamiento  de  ejecu- 
ción contra  D.  Eugenio  Sainz  y  Sainz  por  la  cantidad  de  1.000  escu- 
dos, con  más  los  intereses  de  esta  suma,  á  razón  de  un  8  por  100,  y 
las  costas  hasta  su  efpctivo  reintegro: 

Resultando  que  requerido  de  pafro  el  deudor ,  y  no  habiendo  sa- 
tisfecho la  pxpresada  cantidad,  se  le  embargaron  bienes,  citándole  de 
remate  en  el  20  del  propio  mes: 

Resultando  que  en  22  de  Setiembre  del  mismo  aüo,  D.  Eugenio 
Sainz  y  Sainz  se  presentó  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  de 
Cuéllar  en  concurso  de  acreedores,  entre  cuyo  número  comprendió 
á  D.  Felipe  Nieto,  solicitando  quita  y  espera,  pidiendo  al  propio  tiempo 
la  suspensión  de  las  ejecuciones  pendientes ,  siendo  una  de  las  que 
designó  la  promovida  contra  él  por  el  referido  D.  Felipe,  teniéndole 
en  otro  caso  por  presentado  en  concurso  voluntario: 

Resultando  que  en  25  de  dicho  mes  y  afio  acordó  el  Jaez  convo- 
car ¿  junta  de  acreedores,  citándoles  al  efecto  y  señalando  el  29  de 
Octubre  siguiente,  mandando  se  publicase  por  edicto  y  en  e\  Boletim 
■oficial  de  la  provincia,  como  así  se  verificó: 

Resultando  que  librado  el  correspondiente  exhorto  al  Juzgado  de 
primera  instancia  de  Yalladolid  para  la  citación  de  D.  Felipe  Nieto,  no 
pudo  tener  lugar  á  causa  de  que,  según  diligencia  del  Escribano»  cons-. 
(ituido  éste  en  su  habitación  el  18  del  expresado  mes  de  Octubre^  se 
ié  contestó,  sin  expresar  por  quién,  se  hallaba  aquel  &k  esta  capital 
hacia  bastante  tiempo,  y  que  tardarla  en  regresar: 

Resultando  que  no  habiéndose  opuesto  el  deudor  á  la  ejecudon 
despachada  á  instancia  de  D.  Felipe  Nieto',  y  acusada  la  correspoo^ 
dféñte  rebeldía,  llamados  los  autos  en  20  déí  repetido  mes  de  Oeto- 
bre,  dictó  el  Juez  sentencia  de  remate: 

ResuHando'que  llegado  el  diá  designado  para  la  oelebracioo  de  la 
jttútá,'  á  la  que  no  concurrió  D.  Felipe^  Nieto,  fUé  desechada  jx>r  «ta-^ 
yoría  de  votos  la  proposición  de  quita  y  espera,  y  en  el  mismo  diolé 
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anto  el  Jaez  dando  por  concluido  el  Juicio,  quedando  en  libertad  los 
acreedores  para  hacer  uso  de  los  derechos  que  pudieran  correspon- 
4erles: 

Resultando  que  en  30  del  expresado  mes  de  Octubre  pidió  D.  Eu- 
genio Sainz  la  formación  del  concurso  voluntario ,  insistiendo  en  la 
%camalacion  de  los  autos  ejecutivos,  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  el 
mrticaio  523  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  lo  cual  se  estimó  en 
providencia  de  2  de  Noviembre  siguiente ,  acordándose  igualmente  lo 
prevenido  en  el  art.  524  de  dicha  ley,  se  hubo  por  hecha  la  cesión  de 
bienes  y  mandó  proceder  á  la  formación  del  concurso: 

Resultando  que  en  12  del  expresado  Noviembre  se  notificó  á  Don 
Eagenio  Sainz  la  sentencia  de  remate,  en  cuyo  acto  contestó  que  nada 
podía  decir,  porque  habiéndose  presentado  en  concurso  voluntario 
habla  hecho  cesión  de  todos  sus  bienes: 

Resultando  que  librado  exhorto  en  16  del  referido  mes  de  Noviem- 
bre ai  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Audiencia  de 
Yalladolíd  para  la  acumulación  al  concurso  del  Juicio  ejecutivo  pro- 
movido por  D.  Felipe  Nieto  contra  el  concursado,  acordó  el  Juez  dar 
▼ista  al  ejecutante: 

Resultando  que  éste  se  opuso  á  la  acumulación,  y  en  30  de  Abril 
último,  el  Juez  declaró  no  haber  lugar  á  desprenderse  del  conoci- 
miento de  los  autos  á  los  efectos  de  la  acumulación  pretendida,  fun- 
dándose sustancialmente  en  que  no  se  consignaba  en  el  referido  ex- 
horto si  el  Juicio  de  concurso  era  en  solicitud  de  quita  y  espera ,  lo 
cual  no  alterarla  los  derechos  de  las  partes  mientras  no  tuviera  lugar 
el  convenio  favorable  al  deudor;  en  que  no  se  expresaba  la  fecha  de 
la  incoaccion,  y  en  que  para  que  la  acumulación  tuviera  lugar,  era 
preciso  que  el  juicio  de  concurso  fuera  necesario ,  según  se  despren- 
día de  los  artículos  519  y  523  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil;  sien- 
do además  condición  indispensable  que  el  Juicio  que  se  trataba  de 
acumular  existiera  ó  fuera  un  verdadero  Juicio,  según  hacia  compren- 
der la  regla  4.*  del  art.  157  de  la  citada  ley,  y  que  este  Juicio  ya  pro- 
piamente no  existia,  ó  estaba  terminado  desde  que  causó  ejecutoria 
la  sentencia  de  remate  en  él  pronunciada ,  en  cuyo  caso  no  procede 
la  acumulación,  según  está  declarado  por  las  decisiones  de  este  So* 
premo  Tribunal  de  11  de  Setiembre  de  1861  y  25  del  mismo  mei 
de  1869: 

Resultando  que  recibido  por  el  Juez  de  primera  instancia  de  Caé- 
liar  el  oportuno  oficio  y  testimonio ,  en  24  de  Mayo  siguiente  dídtf 
auto,  por  el  que  insistió  en  su  competencia,  no  teniendo  por  bastan- 
V'S  los  fundamentos  en  que  se  apoyaba  la  negativa  del  de  Yalladolíd; 
y  considerando  que  cuando  se  decretó  el  concurso  de  2  de  Noviem- 
bre de  1869  estaba  pendiente  la  ejecución,  toda  vez  que,  según  ínítv- 
latba  el  indicado  testimonio,  la  sentencia  de  remate  no  fué  notíBcadi 
hasta  el  12  del  propio  mes,  no  pndiendo  por  lo  tanto  cansar  ejeen- 
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loria  hasta  el  18,  esto  es,  cinco  días  despaes  de  la  precitada  notifica- 
cíod;  y  que  según  la  sentencia  de  este  Supremo  Tribunal  de  25  de 
Octubre  de  1868,  procedía  la  acúfnukition  siempre  que»  como  en  el 
presente  caso,  al  acordarse  el  concurso  estuviesen  pendientes  las  eje- 
cuciones por  no  haber  causado  estado  la  sentencia  de  remate: 

Resultando  que  en  su  virtud  ambos  Jueces  elevaron  sus  respectivas 
actuaciones  á  este  Tribunal  Supremo  para  la  decisión  del  conflicto. 

,  Vi^itos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benjtq  de  Posada  Herrera. 

Considerando  que  para  que  tenga  lugar  lo  dispuesto  en  ios  artícu- 
los 519  y  523  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  sobre  acumulación  de 
Juicios  ejecutivos  á  un  concursó,  sea  necesaHo  6  voluntario,  es  indis- 
pensable que  en  ellos  no  haya  recaído' sentencia  de  remate  consentida 
por  el  deudor,  ó  contra  la  cual  no  hubiere  éste  promovido  recurso 
alguno,  cuya  doctrina  es  conforme  á  la  establecida  por  este  Supremo 
Tribunal  en  repetidas  sentenciias : 

Considerando  que  en  el  presente  caso,  si  bien  fué  pronunciada 
sentencia  de  remate  por  el  Juez  de  Yalladoiid  en  f6  -de  Octubre,  na 
fué  notificada  al  deudor  hasta  el  12  de  Noviembre,  tiempo  posterior 
al  concurso;  pues  habia  sido  éste  declarado  en  2  del  mismo  mes ,  y 
aquel  manifestó  en  el  acto  de  la  notificación  que  el  concurso  se  lia- 
Uaba  pendiente  en  el  Juzgado  de  Guéllar  desde  la  indicada  fecha; 

fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  cooocimíenta 
de  estos  autos  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  Guéllar* 
al  que  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  proceda  coa 
arreglo  á  derecho.  ' 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gae$iñ  ilt 
Madrid  dentro  de  los  tres  dias  siguientes  á  su  fecha ,  é  insertará  á 
su  tiempo  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  ai  efecto  las  copias  no» 
ceisarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. ^Mauricio  Garcia.aB 
José  María  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.=:Joaquitt  Jaumar.s=Beiiiio 
de  Posada  Herrera. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  B&cmo.  Sr.  Dea 
Benito  de  Posada  Herrera,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribal 
úal  Supremo ,  celebrando  audiencia  pública  la  misma ,  en  ei  dia  de 
fapy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  17  de  Diciembre  de  1870.s=Rogelio  González  Montes. 
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Mu.  109. 
COMPETENCIA. 


Pago  ds  ciebta  cantidad.— Sentencia  de  i 9  de  Diciembre,  deci- 
diendo á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Alicante  la 
competencia  suscitada  entre  éste  y  el  del  distrito  de  Buena- 
vista  de  esta  capital,  acerca  del  conocimiento  di*  la  demanda 
ordinaria  interpuesla  por  D.  Isidoro  iMartinez  y  Valero  contra 
Don  Arcadio  Herrera  y  D.  Juan  Horca,  sobre  pago  de  cantidad. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  ostablcce : 

Que  según  el  arl.  2.*  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civü,  et 
Juez  compéleme^  para  conocer  de  los  pleitos  a  que  dé  origen  el  ejer* 
cicio  de  las  acciones  de  toda  clase,  aquel  á  quien  los  litigantes  se 
hubiesen  sometido  expresa  ó  tácitamente. 

En  la  villa  de  Madrid  á  19  de  Diciembre  de  1870,  en  los  autos  de 
compeiencia  promovidos  entre  ei  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  Buenavista  de  esta  capital  y  el  de  Alicante,  acerca  del  cono- 
cimiento de  la  demanda  ordinaria  interpuesta  por  D.  Isidoro  Martínez 
y  Valero  contra  D.  Arcadio  Herrera  y  D.  Juan  Llorca,  sobre  pago  de 
cantidad: 

Resultando  que  D.  Arcadio  Herrera  otorgó  tres  escrituras  de  poder, 
la  primera  en  Montiila  á  S  de  Junio  de  1863,  expresando  en  ella  ser 
vecino  de  esta  villa,  á  la  calle  de  Relatores,  núm.  26,  y  residente  en 
aquella  ciudad,  i  la  calle  Enfermería,  casa  núm.  16.~así  el  original,— 
facultando  á  D.  Juan  Llorca,  vecino  y  del  comercio  de  Alicante,  para 
que  en  nombre  del  Herrera,  como  contratista  del  segundo  trozo  de  la 
carretera  de  Alicante  A  Silla,  se  presentase  en  todas  las  oficinas  del 
Estado  y  pudiera  cobrar  el  Importe  de  los  libramientos  por  las  obras 
ejecutadas  y  que  se  ejecutasen  en  el  indicado  segundo  trozo  de  carre- 
tera; la  segunda  en  la  misma  ciudad  y  año,  con  fecha  11  de  Octabr8i 
con  la  misma  expresión,  sobre  vecindad  y  residencia,  dejando  subsis- 
tente ei  poder  anterior  y  confiriendo  idénticas  facultades  á  D.  Isidoro 
Martínez  y  Valero,  durante  la  ausencia  y  hasta  que  regresara  á  Ali- 
cante D.  Juan  Llorca,  y  la  tercera  en  esta  última  ciudad  á  38  de  Ju- 
nio de  1859,  consignando  también  ser  vecino  de  Madrid,  con  domidlio 
en  la  expresada  calle,  revocando  los  poderes  Á  Llorca  y  Martines,  y 
subrogando  en  su  lugar  al  Procurador  D.  Ramón  Lobes  para  que  co- 
brase el  importe  del  libramiento  de  que  se  hará  mención,  y  le  repre- 
sentase en  cuanto  se  referia  á  la  contrata  de  la  carretera  de  Alicante! 
Silla: 
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Sesaltando  que  en  S  de  Enero  último  el  Alcalde  de  barrio  del  dis* 
Hitó  del  Progreso  de  esta  caplul  expidió  cédala  de  vecindad  á  favor 
d^D.  Arcadio  Herrera,  empadronado  en  Ja  calle  de  Relatores,  número 
i6;  y  en  8  del  mismo  mes  el  del  distrito  de  la  Estrella  extendió  tam- 
bién cédala  de  vecindad  á  D.  Juan  Llorca ,  con  expresión  de  ser  para 
personas  de  ambos  sexos,  que  no  siendo  cabezas  de  familia  tienea 
proiTesion  conocida  ó  pagan  contribución  territorial  ó  industrial,  y 
dando  á  Llorca  la  cualidad  de  comerciantes 

-Resultando  que  el  Ordenador  general  de  Pae;os  del  Ministerio  de 
Fomento  en  7  de  Abril  de  1869  expidió  un  libramiento,  á  car^o  de  la 
Tesorería  de  la  provincia  de  Alicante  y  ft  favor  de  D.  Arcadio  Herrera» 
eontratista  de  las  obras  del  segundo  trozo  de  la  carretera  de  Alicante 
á  Silla,  por  la  cantidad  de  9.333  escudos  471  milésimas,  saldo  que  re- 
soltaba en  su  beneficio,  sfgun  liquidación  final;  y  por  escritura  pública 
de. 22  de  Mayo  D.  Juan  Llorca,  como  vecino  y  del  comercio  de  Ali- 
cante, y  D.  Isidoro  Martínez  y  Yalero,  en  concepto  de  apoderados  de 
Herrera,  convinieron  en  que  el  Martínez  y  Valero  retirase  y  recibiera 
el  Importe  del  indicado  libramiento  á  condición  deque  activase  las  re- 
clamaciones que  habia  pendientes  en  las  oficinas  de  Fomento  de  aque- 
lla provincia,  en  los  términos  más  ventajosos  posibles  al  contratista 
Don  Arcadio  Herrera,  designando  ambos  contrayentes  la  ciudad  de  Ali- 
cante como  domicilio  común  para  ios  efectos  de  este  convenio: 

Resultando  que  en  25  de  Octubre  del  citado  año  1869  D.  Isidoro 
Martínez  y  Yalero  entabló  demanda  ordinaria  en  el  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Alicante  contra  D.  Arcadio  Herrera  y  D.  Juan  Llor- 
ca, exponiendo  que  habiendo  Llorca  subastado  el  trozo  segundo  de  la 
carretera  de  Alicante  á  Silla,  y  constituida  la  oportuna  fianza,  empe- 
zando las  obras,  fué  declarado  en  quiebra  en  1861  por  el  Tribunal  de 
Comercio  de  dicha  ciudad:  que  á  fin  de  salvar  el  importe  de  dicha 
fianza,  cedió  la  contrata  á  D.  Arcadio  Herrera,  hermano  de  Doña  En- 
carnación, íntima  amiga  del  Llorca,  continuando,  sin  embargo,  éste 
ejecutando  las  obras  basta  1865:  que  en  esta  época  gestionó  Llorca  con 
el  demandante  á  fin  de  qu3  se  encargase  de  la  ejecución  de  las  obras» 
y  para  realizar  el  convenio,  hizo  que  el  supuesto  contratista  ó  cesiona-, 
rio  D.  Arcadio  Herrera  le  otorgase  el  mencionado  poñar  de  6  de  Junio 
de  1865,  celebrándose  en  su  virtud  el  convenio  de  29  de  Agosto,  mas 
como  en  él  obrase  Llorca  por  sí  y  no  como  apoderado  de  Herrera» 
liabo  necesidad  de  que  éste  otorgase  á  favor  del  demandante  el  podar 
3ra  relacionado  de  11  de  Octubre  de  1865:  que  en  adelante  Martínez  y 
Yatero  ejecutó  las  obras,  devengando  los  honorarios  é  invirtiendo  las. 
Cantidaded  que  expresa;  y  percibiendo  el  importe  de  los  libramientos 
qñe  designa,  resultando  de  la  liquidación  la  cantidad  que  demandaba: 
qné  ejecutadas  todas  las  obras,  se  practicó  la  liquidación  final ,  arro- 
jando un  saldo  á  favor  del  contratista  de  9.333  escudos  471  milésimas, 
y  pura  su  pago  el  Ordenador  general  de  los  del  Ministerio  de  Fomento 
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expidió  d  mencionado  libramiento  en  7  de  Abril  de  1869:  que  ea  este 
estddo  se  presentó  en  las  oficinas  de  Fomento  de  la  provincia  de  Ali- 
cante D.  Juan  Llorca,  en  concepto  de  apoderado  de  D.  Arcadio  Herrera, 
reclaniando  el  libramiento  para  gestionar  su  pago  en  la  Tesorería;  j 
habiendo  también  acudido  el  demandante  con  igual  carácter  y  el  de 
acreedor  por  las  obras  ajustadas,  convinieron  ambos  en  los  términos 
expuestos  ai  hacer  mención  de  la  escritura  de  22  de  Mayo  de  1869»  y 
en  su  consecuencia  la  Sección  de  Fomento  entregó  el  libramiento  i 
Martínez  Valero;  pero  ya  fuera  porque  Llorca  mudase  de  parecer»  A 
por  otra  causa,  revocó  D.  Arcadio  Herrera  los  poderes  que  ft  uno  y 
otro  le  tenia  conferidos,  y  facultó  á  0.  Eamon  L  jbes  en  28  de  Janlo 
de  1869  para  que  cobrase  el  libramiento  é  hi^jíesü  las  demás  gestiones 
qne  se  hablan  de  practicar  en  las  oficinas  del  Estado,  todo  lo  cuai 
solicitó  Lobez  como  apoderado  de  Herrera,  mas  ei  Gobernador  civil 
de  la  provincia,  por  decreto  de  21  de  Agosto,  reserváiido!e  su  derecho 
para  acudir  donde  tuviera  por  conveniente,  suspendió  el  pago  del  li- 
bramicuio  basta  que  quedase  iegalmeute  resuelto  á  quién  correspondia 
cobrarle;  y  deduciendo  de  los  anteriores  puntos  de  hecho  ei  de  derecho» 
entre  otros,  de  qne  la  acción  que  correspondia  ejercitar  á  Martines  y 
Valero  era  mixta  de  real  y  personal  contra  los  contratistas,  sobre  el 
importe  del  repetido  libramiento  y  sobre  la  lianza  hasta  cobrar  los 
15.760  escudos  5li  milésimas  que  se  le  adeudaban  por  saldo  de  ios 
gastos  hechos  eu  las  obras,  y  por  importe  de  los  honorarios  que  te- 
nia devengados  durante  el  tiempo  que  la  ejecución  de  aquellas  habia 
estado  á  su  cargo,  pidió  que  se  condenase  á  0.  Arcadio  Herrera,  ve* 
ciño  de  Madrid,  y  á  0.  Juan  Liorca,  habitante  en  la  misma  villa,  ai 
pago  de  15.760  escudos  512  milésimas,  haciéndose  efectivo  en  primer 
término  con  el  importe  del  libramiento  que  acompañó,  y  hasta  el 
completo  pago  con  el  de  la  fianza  que  tenia  prestada  ei  contratista  de 
las  obras  de  que  procedía  esta  demanda,  condenándoles  también  en 
el  Interés  legal  y  en  las  costas: 

Et^sultando  que  conferido  el  traslado  con  emplazamiento  ft  los  de- 
mandados por  medio  de  exhorto  dirigido  al  Juez  decano  de  los  de 
primera  instancia  de  esta  capital,  se  presentó  con  escrito  del  deman- 
dante una  orden  expedida  por  el  Ministerio  de  Fomento  en  8  de  No- 
viembre de  1869,  cc^nfírmando  otra  dirii;ida  en  14  de  Setiembre  ai  Go- 
bernador civil  de  la  provincia  de  Alicante,  mandanido  que  &  pesar  da 
las  reclamaciones  de  D.  Isidoro  Martínez  se  satisficiese  á  Don  Arcadia 
Herrera  el  libramiento  mencionado  si  por  los  Tribunales  de  justicia 
no  se  interponía  alguna  súplica  en  contra;  previniendo  á  Martines  fae 
le  devolviese  á  la  Sección  de  fomento,  á  cuya  orden  el  Juez  de  Al^ 
cante  acordó  se  contestase  que  el  libramiento  obraba  en  los  presenta 
autos;  y  más  adelante,  con  ocasión  de  otro  oficio  de  la  Dirección  gfh. 
neral  de  Obras  públicas»  que  no  habia  lugar  á  la  entrega  dei  iliictf, 
miento: 


SENTENCIAS  DE  1870.  481 

Resaltando  que  presentado  el  exhorto  de  emplatamiento  en  el 
Juzgado  de  la  Latina  de  esta  capital,  se  dictó  en  3  de  Enero  último  ei 
aato  de  cumplimiento  sin  perjuicio;  y  el  8,  constitnido  el  actuario  «a 
la  cali6  de  Relatores,  núm.26,  se  contestó  por  Doña  Encarnación  Her» 
rara  gne  D.  Juan  Llorca  habia  permanecido  unos  dias  en  sa  casa,  pero 
<iae  en  ella  no  estaba  empadronado,  ni  habitaba  sino  como  transeante»' 
habiéndose  ausentado  hacia  algunos  dias,  sin  saber  &  dónde  se  habia 
dirigido  ni  cuál  fuese  el  punto  de  su  vecindad,  y  que  D.  Arcadio  Her- 
rera no  habitaba  en  aquella  casa,  ni  sabia  de  donde  fuese  vecino» 
creyendo  que  á  la  sazón  se  hallaba  en  Sevilla. 

Resaltando  que  dada  vista  de  la  precedente  contestación  al  porta- 
dor del  exhorto ,  solicitó  que  fueran  emplazados  por  cédala ;  y  dene- 
gados, se  reportó  el  exhorto,  efectuándose  el  emplazamiento  por 
edictos  que  se  insertaron  en  la  Gaceta  de  Madrid  y  en  el  BoUiin  ú/íaU 
<te  aquella  provincia :  < 

Resultando  que  en  10  y  12  de  Enero  se  personaron  respectiva* 
mente,  en  el  referido  Juzgado  de  Buenavista,  el  Procurador  D.  Ma^ 
auel  Ordoñez,  á  nombre  de  D.  Juan  Llorca  en  virtud  de  poder  qae 
€Qmo  vecino  y  del  comercio  de  esta  capital  le  conflrió  en  18  de  Se- 
tiembre de  1865,  y  el  Procurador  D.  Esteban  de  Oro,  en  representa- 
x^ion  de  D.  Arcadio  Herrera  en  virtud  del  que  otorgó  como  vecino  de 
la  ciudad  de  Montiila  en  6  de  Enero  último;  y  acompañando  con  los 
poderes  las  respectivas  cédulas  de  vecindad  y  el  Boletín  donde  se  in- 
^sertó  el  edicto  de  emplazamiento,  expusieron  que  la  dñemanda  incoada 
por  D.  Isidoro  Martinez  y  Valero  tenia  por  objeto  reclamar  el  pago 
de  una  cantidad,  y  por  consiguiente  se  trataba  de  una  acción  mera-< 
mente  personal  que  debia  ejercitarse  en  esta  capital ,  porque  en  la 
misma  tenían  su  vecindad  los  demandados;  é  impetrando  D.  Joaa 
Llorca  la  defensa  por  pobre ,  pidieron  que  se  declarase  el  Jazgado 
competente  para  conocer  de  dicba  demanda,  y  que  en  su  C(H)secuen*^ 
cia  o&ciase  al  de  Alicante  para  que  se  Innibiese  del  conocimienta  de 
la  misma  y  remitiese  lo  actuado : 

Resultando  que  el  Juez  de  Buenavista  dictó  providencia  en  99  del 
<^tado  Eiiero,  por  la  que,  en  consideración  á  que  aun  cuando  la  ao^ 
clon  deducida  fuera  mixta,  se  encontraba  la  cosa  litigiosa,  ó  fuese  la 
fianza,  en  la  Caja  general  de  Depósitos,  y  el  domicilio  de  los  deman- 
dados era  esta  capital ,  ordenó  requerir  de  inhibición  al  Juez  de  pri- 
mera instancia  de  Alicante  para  que  le  remitiese  las  diligencias  pro- 
movidas por  Martínez  y  Talero  contra  D.  Arcadio  Herrera  y  D.  tJuaa 
Llorca,  mandando  al  efecto  librar  el  oportuno  testimonio  y  oficio: 

Resultando  que  recibidos  en  el  Juzgado  de  Alicante^  Martinez  y 
Yalero  se  opuso  á  la  inhibitoria,  alegando  que  entre  las  afirmaciones 
üeóhas  por  Doña  Encarnación  Herrera  en  la  diligencia  intentando  el 
emplazamiento  y  las  cédulas  de  la  supuesta  vectndiad  de  los  deman- 
dados existia  una  patente  contradicción:  que  D.  Jua^n  Llorca  éft  ei  he- 
1.  31 
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cbo  de  solicitar  la  defensa  por  pobre  confesaba  que  noejerda  industria^ 
y  sin.  embargo  habla  tratado  de  acreditar  su  vecindad  en  Madrid* 
atribuyéndose  la  cualidad  de  comerciante:  qae  ai  no  figurar  en  su 
cédula  como  cabeza  de  familia  se  habla  olridado  de  sus  hijos  y  de 
loa  bienes  de  ios  mismos,  que  se  hallaban  en  Alicante :  que  como 
UjHifpuctuario  de  tales  bienes,  especialmente  de  ios  buques  mercantes, 
qna  á  sus  hijos  pertenecían ,  tenia  la  consideración  legal  de  armador» 
y  además  se  hallaba  inscrito  en  la  matrícula  de  comerciantes  de  la 
mencionada  ciudad  de  Alicante ;  por  lo  cual  en  esta  ciudad  •  y  no  en 
Madrid,  tenia  su  vecindad;  y  como  se  ignoraba  la  del  otro  demandado* 
spfUB  manifestación  de  su  hermana  Doña  Encarnación  Herrera,  era 
visto  que  la  demanda  se  había  interpuesto  ante  Juez  competente,  aun 
cuaiido  la  acción  deducida  fuera  meramente  personal ,  como  preten*. 
<ftaii/ loa  demandados: 

Besultando  que  el  Juez  de  primera  instancia  de  Alicante  en  ti  d^ 
fetrato  se  negó  á  la  inhibición  propuesta  y  se  declaró  competente 
para  cobocer  del  asunto,  fundándose  en  que  de  las  palabras  vertidas 
por  Dofia  Bncarnacion  H6rr«>ra,  cuando  el  actuario  para  cumplimentar 
ei  Mborto  de  este  Juzgado  le  preguntó  en  su  casa  por  los  demau- 
d«dos«  se  desprende  que  estos  ni  eran  ni  habían  sido  vecinos  de  Ma- 
drid; en  que  la  acción  ejercitada  por  el  demandante  es  mixta  dé  real 
y  personal,  dirigida  especialmente  contra  la  cantidad  contenida  en  el 
libramiento  que  acomp»ñó«  y  por  lo  que  este  no  cubre  la  suma  que 
reclama  á  los  demandados  contra  la  fianza  prestada  por  Llorca  por 
la  subasta  del  segundo  trozo  de  la  carretera  de  Silla  á  Alicante,  cuya 
ocuMitruGCion  remató  el  demandado  Llorca;  y  no  llegando  á  cubrirlSf 
contra  los  demandados;  y  finalmente,  en  que  la  acción  iba  dirigida 
priacipatmente  contra  la  cantidad  que  aparece  en  el  libramiento,  y 
ésle  debía  satisfacerse  en  la  Tesorería  de  aquella  provincia  por  obras 
realizadas  en  la  misma  : 

.  Resultando  que  esta  resolución  se  comunicó  ai  Juez  requirente,. 
acompañando  testimonio  de  los  siguientes  documentos,  coya  admisión 
pidió  el  demandante:  la  escritura  de  convenio  de  22  de  Mayo  de  186f 
que.  al  principio  queda  relacionada:  certificación  del  Jefe  de  Interrea- 
cíon  de  la  Administración  económica  de  Alicante,  expedida  en  M  de 
Ee^rero  de  este  año,  haciendo  constar  que  en  el  repartimiento  de  la 
coiBtribiioion.de  inmuebles,  cultivo  y  ganadería  de  aquella  capital  f 
corriente  ado,  aparecía  D.  Juan  Llorca  con  la  de  79  escudos  899  flriléi^ 
sliuas,  .no  constando  inscritos  en  la  misma  sus  cuatro  hijos;  y  qui-iL 
O.  Jum  tampoco  lo  estaba  en  la  matrícula  de  subsidio  y  eomepdos 
oira  cerlificaqion  del  Ayuntamiento  de  Alicante,  expresando  qaaiia- 
fiinte  Jos  nueve  meses  anteriores  al  22  del  dftimo  Febrero  no  hiHfc 
soliiSltado  D^  Juan  Llorca  trasladar  á  Madrid  su  vecindad;  y  pdiiliW 
ti^io.  cuatro  (ees  de  bautismo  referentes  á  los  hijos  del  D.  Juan^  !9*^ 
ckl#  el  payor  en  28  de  Setiembre  de  1851:  .  .  ';.:£b 
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Resaltando  que  reefbfdo  el  testimonio  y  reclamados  otros  antece^ 
den  tes  por  el  Inez  de  fiuenavista,  dictó  providiencia  en  5  de  Jaiio,  por 
la  qiie,  fundándose  en  que  la  acción  deducida  por  Martinez  contra  • 
LlOFta  y  Herrera  era  paramente  personal,  puesto  que  trataba  de  bacef 
efectiva  una  cantidad  que  suponía  le  adendaban  ios  demandados  por 
trabajos  bechos  en  un  trozo  de  carretera,  y  teniendo  además  pre- 
sente los  fundamentos  del  auto  de  29  de  Enero ,  insistió  en  la  inhibi- 
toria propuesta  : 

Resultando  que  ambos  Jueces  elevaron  sus  respectivas  actuaciones 
ft  este  Supremo  Tribunal;  y  bailándose  ya  en  él ,  remitió  el  de  Ali- 
cante una  orden  del  Ministerio  de  Fomento,  declarando  nulo  el  libra- 
miento unido  á  los  autos,  y  autorizando  al  Ordenador  general  de  pa- 
gos del  Ministerio  para  expedir  otro  nuevo ,  correspondiente  al  cor- 
riente año  económico. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermin  de  Muro. 

Considerando  que,  según  el  art.  2.*  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  es  Juez  competente  para  conocer  de  los  pleitos  á  que  dé  origen 
el  ejercicio  de  las  acciones  de  toda  clase,  aquel  á  quien  los  litigantes 
86  hubieran  sometido  expresa  ó  tácitamente: 

Considerando  que  por  escritura  de  22  de  Mayo  de  1869 ,  D.  Juan 
Llorca  y  D.  Liidoro  Martinez,  contratando  en  Alicante  y  llamándose 
Librea  vecino  y  del  comercio  de  dicha  ciudad,  convinieron  en  lo  que 
babia  de  hacerse  con  el  libramiento  de  9.333  escudos  á  cargo  de  la 
Tesorería  de  la  provincia,  y  sobre  el  pago  de  las  obras  ejecutadas  en 
la  carretera  desde  la  propia  ciudad  dt^  Alicante  á  Silla,  concluyendo 
por  reconocer  como  domicilio  común  para  todos  los  efectos  del  .con- 
traía la  mencionada  ciudad  : 

Considerando  que  dirigiéndose  la  demanda  interpuesta  en  Alicante 
por  D.  Isidoro  Martínez  sobre  el  expresado  libramiento  y  sobre  el 
pago  de  las  obras  por  él  mismo  ejecutadas  en  la  carretera  de  aquellai. 
cmdad  á  Silla,  sobre  cuyos  particulares  celebraron  el  expresado  con- i 
veoio  de  22  de  Mayo  de  1869,  el  Juez  competente  para  conocéis, 
seria  el  de  Alicante,  aunque  los  interesados  no  se  hubiesen  some- 
tido &  él  : 

T  considerando  que,  bajo  estos  supuestos,  es  inútil  resolver  acerca 
d^  verdadero  domicilio  de  D.  árcadio  Herrera ,  sobre  que  hay  datos, 
contradictorios  en  los  autos;  puesto  que  ejercitada  por  el  demandante 
acdOQ  mixta  de  real  y  personal,  la  competencia  es  del  Juzgado  de^ 
Meante»  en  cuyo  territorio  se  han  ejecutado  y  existen  las  obras  y  se 
ha*  de  verificar  el  pago  del  libramiento  sobre  que  se  litiga ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conoci- 
miento de  estos  autos  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de 
Mkante,  al  que  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  que  pro- 
oéda  con  arreglo  á  dei^cho. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  deMa-i 
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árid  dentro  de  los  tres  días  sigaientes  á  su  fecha ,  é  insertará  á  so 
tiempo  en  la  Colección  l^lativa ,  pagándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos-esManrido  Crar- 
cia.=:José  María  Gáceres.ssFrancisco  María  de  Castilla.ssJosó  Fermin 
de  Muro.>=Benito  de  Posada  Herrera. 

Publicación: 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Bxcmo.  Sr.  Don 
José  Fermin  de  Muro,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribanal  Sa- 
premo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de  boy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  19  de  Diciembre  de  1870.=Rogelio  González  Montes. 

NÓM.  110. 
CASACIÓN. 


Alzamiento  del  depósito  de  una  mujer  casada. — ^Sentencia  de  20 
de  Diciembre ,  declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción, que  fundándolo  en  la  causa  4.*  del  art.  1.013  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  interpuso  Doña  María  Isabel  Lidon  y 
Galvez,  contra  la  que  en  26  de  Abril  de  1870  dictó  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  de  esta  capital ,  en  pleito  con  D.  Luis 
Agustin  La  Vergue. 

En  sus  considerandos  se  establece: 

Que  según  la  disposición  4.*  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil,  puede  fundarse  el  recurso  de  casación  en  la  falta 
de  recibimiento  á  prueba,  en  cualquiera  de  las  instancias^  cuando 
proceda  con  arreglo  á  derecho;  y  que  conforme  á  lo  prevenido  em 
el  art.  8b9  de  la  misma  Ley,  tan  sólo  puede  otorgarse  el  recübi" 
miento  á  prueba  en  segunda  instancia  cuando  ocurra  alguno  do  bi 
tres  casos  que  taxativamente  señala. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  20  de  Diciembre  de  1870,  en  los  autos  m- 
guidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Inclim 
de  esta  capital,  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  su  terrítorto 
por  D.  Luis  Agustín  La  Vergue  con  su  esposa  Doña  María  Isabel  LUéft 
y  Galvez,  sobre  alzamiento  del  depósito  en  que  se  halla  constitoM)^ 
autos  pendientes  ante  Nos  en  virtud  del  recurso  de  casación  Intét*. 
puesto  por  la  Doña  María  Isabel  contra  la  sentencia  que  en  ,M'!(te 
Abril  de  este  año  dictó  la  referida  Sala. 

Resultando  que  en  8  de  Abril  de  1868,  acudió  la  referida  DoQlt  Vilte 
Isabel  ante  el  Juzgado  de  primera  instancia  d%la  Inclusa,  pMtmiÉl 
que  se  la  depositase  por  tener  necesidad  de  entablar  demanda  dft  Jh 
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Torció  contra  su  esposo  D.  Luis  Agustín  La  Vergue,  en  cuya  compa- 
fifti  viYia,  y  en  el  mismo  día  se  acordó  y  llevó  á  efecto  el  depósito  de 
su  persona  en  casa  de  D.  Bernardo  Soto,  haciendo  á  ambos  esposos 
las  intimaciones  prevenidas  en  el  art.  1.288  de  la  Ley  de  Enjuiciamien- 
to civil : 

Resultando  que  en  7  de  Mayo  siguiente  Doña  María  Isabel  Lidon 
por  medio  de  Procurador,  presentó  escrito  ante  el  propio  Juzgado, 
acompañando  un  testimonio  librado  en  la  misma  fecha  por  uno  de 
los  Notarios  mayores  de  esta  Audiencia  Arzobispal  y  su  partido,  ex- 
presivo de  que  en  aquel  Tribunal  y  por  su  oficio  se  habia  intentado 
demanda  de  divorcio  por  Doña  Isabel  Lidon  y  Gal  vez»  representada 
legítimamente  por  Procurador,  contra  su  esposo  D.  Luis  Agustín  La 
Vergue,  acreditando  haberse  intentado  también  el  juicio  de  conciliación 
sin  avenencia,  y  pidiendo  se  la  ayudase  y  defendiese  'como  pobre;  de 
cuya  petición  estaba  acordado  conferir  traslado  á  la  parte  contraria 
por  el  término  legal;  lo  que  hacia  constar  á  instancia  de  la  parte  ac- 
tora  á  los  efectos  prevenidos  en  el  art.  1.288  de  la  citada  Ley  de  En- 
juiciamiento civil  y  en  virtud  de  providencia  judicial;  y  solicitó  que 
habiéndose  por  presentado  el  referido  testimonio  y  con  arreglo  á  lo 
dispuesto  en  el  art.  1.296  de  dicha  ley,  se  dispusiese  la  ratificación 
del  depósito  provisional  acordado  en  8  de  Abril  anterior: 

Resultando  que  en  8  del  propio  mes  de  Mayo  el  Juez  lo  hubo  por 
presentado  con  el  testimonio  que  acreditaba  haberse  admitido  á  Doña 
Isabel  Lidon  la  demanda  de  divorcio,  y  en  su  consecuencia  hubo  tam- 
bién por  ratificado  el  depósito  provisional  en  que  la  misma  se  halla- 
ba constituida,  mandando  hacerlo  saber  á  su  marido  y  depositario 
para  que  les  constara : 

Resultando  que  á  instancia  de  la  Doña  Isabel  y  celebrado  juicio 
verbal  con  asistencia  de  los  interesados,  en  20  de  Febrero  del  referido 
año  de  1849,  dictó  el  Juez  sentencia,  acordando  la  variación  de  de- 
pósito de  Doña  Isabel  Lidon,  mandando  se  constituyese  de  nuevo  en 
la  misma  forma  que  existia,  en  la  persona  de  Doña  Teresa  Gobeilla, 
previa  su  aceptación;  y  notificada  esta  providencia  ai  Procurador  de 
Doña  Isabel,  al  depositario  Soto  y  á  D.  Luis  Agustín  La  Vergue,  en  8 
de  Marzo  se  mandó  cumplir,  y  cumplió  al  dia  siguiente,  constituyen* 
doise  el  nuevo  depósito  de  Doña  Isabel,  en  la  persona  de  Doña  Teresa 
Cobeilla,  cuyo  cargo  fué  aceptado  por  ésta : 

Resultando  que  en  22  de  Octubre  del  expresado  año  de  1869,  el 
mencionado  Notario  del  Tribunal  eclesiástico  libró  otro  testimonio  ft 
virtud  de  mandato  judicial ,  por  el  que  hacia  constar  que  en  4  de 
Mayo  de  1868  acudió  á  dicho  Tribunal,  y  por  su  oficio  Doña  Isabel 
Lidon  y  Galvez,  representada  legalmente  por  Procurador ,  intentando 
demanda  de  divorcio  contra  su  esposo  D.  Luis  Agustín  La  Vergue, 
acreditando  haber  intentado  también  previamente  el  juicio  de  conci^ 
Uaden  sin  obtenerla;  pidiendo  por*  un  primer  otrosí  se  la  ayudase  y 
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defendiese  por  pobre;  y  por  el  segando,  que  se  ia  diese  testimonfo  de 
ttaber  presentado  y  admltidose  la  demanda;  y  qae  en  6  del  mismo  mes 
se  dictó  providencia  admitiendo  Los  documentos  presentados  y  á  re- 
serva de  proveer  oportunamente  ft  lo  solicitado  en  lo  principal;  y  ter- 
cer otrosí  se  confirió  traslado  por  término  de  seis  días,  de  lo  pedido 
en  el  primero  ft  D.  Lnis  Agustín  La  Vergue,  que  se  le  notificó  en  8  del 
mismo  mes  de  Mayo,  y  respecto  á  lo  solicitado  en  el  segundo»  que  se 
la  diere  testimonio  á  los  efectos  prevenidos  en  el  art.  1.288  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  cuyo  testimonio  se  expidió  y  entregó  á  la 
actora  en  7  del  mismo  mes ,  sin  que  por  ninguna  de  las  partea  litt- 
biese  vnelto  á  hacerse  gestión  alguna,  y  mucho  menos  por  consl- 
gníente  si  estuviese  admitida  Ja  demanda : 

Resultando  que  con  producción  de  este  testimonio  acudió  D.  Luis 
Agustin  La  Yergue,  ante  el  referido  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  de  la  inclusa,  exponiendo  que  habian  trascurrido  diez  y  ocho 
meses  y  medio  desde  que  su  esposa  Doña  María  Lidon  pidió  y  obtovo 
el  depósito,  cuyo  término  de  uno  pudo  prorogarse  si  la  demandante 
hubiese  acreditado  que,  por  causa  no  imputable  á  su  voluntad  le  hu- 
biere sido  imposible  intentar  la  demanda  ú  obtener  su  admisión,  poro 
que  desentendiéndose  de  lo  principal ,  tan  sólo  se  había  caidado  de 
ios  alimentos;  que  su  objeto  era  estar  separada  de  su  marido  é  hijos 
molestando  al  primero  y  privando  de  su  educación  á  los  segundos, 
por  lo  que,  y  no  haber  acreditado  haber  intentado  y  admitfdosele  la 
demanda  de  divorcio,  sgun  resultaba  del  indicado  testimonio,  con- 
cluyó solicitando  se  levantase  desde  luego  el  depósito  de  su  esposa» 
mandando  se  la  restituyese  á  su  casa: 

Resultando  que  en  29  del  propio  mes  y  año,  el  Juez  hubo  por  pre- 
sentado el  escrito  con  la  certificación  acompañada,  y  mandó  que  con 
arreglo  á  lo  dispuesto  expresamente  en  el  art.  1.295  de  la  Ley  de  Kn- 
tuiciamiento  civil,  se  levantase  el  depósito  en  que  aquella  se  hallaba 
constituida,  restituyéndosela  á  las  casas  de  su  marido,  señalándose  al 
efecto  dia  y  hora  con  asistencia  del  Juzgado  : 

Resultando  que,  notificado  este  auto  en  el  dia  siguiente  á  D.  Luis 
JLa  Yergue  y  al  Procurador  de  Doña  Isabel,  y  llegado  el  señalado  para 
el  levantamiento  del  depósito ,  no  pudo  tener  efecto  por  hallarse  en 
cama  la  Doña  Isabel  y  haber  manifestado  le  era  imposible  levantan»» 
aunque  no  la  habla  visitado  facultativo  alguno : 

Resultando  que  en  el  mismo  dia  presentó  escrito  el  Procurador  de 
Doña  Isabel  Udon,  manifestando  que  dicho  auto  de  29  de  Octubre^  li 
habia  dictado  sin  su  audiencia ,  siendo  asi  que  según  lo  dispuette  rii 
el  art.  1.294  de  ia  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  á  excepción  de  lai^:fi^ 
licitudes  que  se  refieren  á  alimentos  provisionales,  las  protensieüi 
que  puedan  formularse  por  la  mujer,  por  el  marido  ó  por  el  depoÉ» 
tario  sobre  variación  de  depósito  ó  cualesquiera  otros  incidentes  á  «pe 
éste  puede  dar  lugar,  deben  sustanciarse  con  un  escrito  por  cada:|pM# 
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y  oi^s  ea  juicio  verbal ,  dictarse  sentencia;  .  que  aseria  apefaiMft*«i 
^mlM>s  efectos;  que  acreditado  oportanameme  iiaber  sido  adinüida*  At 
demanda  de  divorcio,  y  ratificado  en  su  virtud  el'  depdslto  prevfeio- 
tmi»  consintiendo  La  Vergue  ia  providencia  en  que  así  ée  deéiai4w 
imbia  ganado  autoridad  de  cosa  juzgada,  y  por  ccmsigulente  ni  el  tfet- 
pdsito  podia  ser  levantado,  ni  la  Doña  Isabel  restituida  á  las  cásasete 
•su  marido;  por  lo  que  concluyó  pidiendo  se  repusiere  el  expN^sado 
auto,  declarándose  improcedente  la  pretensión  de  D.  Luis  Agustín  La 
Yergue,  y  bien  constituido  el  depósito  de  su  esposa;  y  por  un  otrosí 
apeló  subsidiariamente : 

Resultando  que  llamados  los  autos,  en  10  de  Noviembre  dict^aol» 
el  Juez,  por  el  que  considerando  que  D.  Luis  Agustín  La  Vergueb»bia 
acreditado  con  certificación  del  Tribunal  eclesiástico  que  hasta  la  en^ 
presada  fecha  no  babia  sido  admitida  la  demanda  de  divorcio  inten- 
tada por  Doña  Isabel,  dejando  trascurrir  con  exceso  extraordinario  el 
plazo  que  para  hacerlo  señalaba  el  art.  1.288  de  la  Ley  de  Eojoitía^ 
miento  civil,  siendo  por  lo  tanto  llegado  el  caso  previsto  en  el  1^S95^ 
-cuya  aplicación  no  exige  ni  permite  trámite  alguno  de  comouicamoiw 
vista  ni  traslado;  y  que  aunque  ratificado  el  depósito  de  I>ofia  Isabeá 
Lidon  por  providencia  de  8  de  Mayo  de  1868  ,  á  pesar  de  no  haberse 
acreditado  el  requisito  que  establece  el  1296 ,  dicha  providencia  al- 
quiera  se  halle  consentida,  no  es  de  las  que  pueden  causar  ejecutoria» 
y  es  variable  ó  modificable  por  virtud  de  lo  que  se  dispone  en  la  re^ 
l^la  9/  del  1.208;  declaró  no  haber  lugar  á  la  reforma  pretendida  en  el 
anterior  escrito,  admitiendo  en  ambos  efectos  la  apelación  subsidiaria 
en  el  mismo  interpuesta  : 

Resultando  que  remitidos  ios  autos  á  la  Audiencia  y  personadas  li^ 
partes»  por  la  de  Doña  Isabel  Lidon,  en  escrito  de  24  de  Febrero  Al- 
timo,  se  pidió  se  recibiese  el  pleito  á  prueba,  porque  tratándose. de  hl 
apelación  del  auto  de  29  de  Octubre  dictado  por  el  Juez  sin  darla  de 
él  notificación,  traslado  ni  otro  conocimiento  alguno,  le  fué  material'* 
mente  imposible,  sin  causa  imputable  á  ella,  hacer,  proponer  niinii 
pedir  dicha  prueba  para  combatir  las  alegaciones  de  su  marido»  apo^ 
yéndose  en  un  testimonio  no  bastante  claro  que  presentó,  ú.  pcasior 
nado  cuando  menos  á  equivocadas  interpretaciones  : 

Resultando  que  dada  vista  de  esta  pretensión  á  D.  Luis  Agustín  f^n 
Vergue,  se  opuso  á  ella,  y  en  31  de  Marzo  siguiente  dictó  auto  la  ^ 
presada  Sala  segunda,  por  el  que  declaró  no  haber  lugar  á  lo  solifah- 
lado  por  Doña  Isabel  Lidon  en  su  citado  escrito  de  24  de  Febrera» 
mandando  volviesen  los  autos  al  Relator  para  vista  con  las  debidas 
citaciones : 

Resultando  que  suplicó  de  esta  providencia  Dpña  Isabel  Lidon  acom- 
pañando un  testimonio  comprensivo  según  manifestó ,  de  las  provir' 
<lfiincias  del  Tribunal  eclesiástico,  y  jurando  de  nueva  noticia  por  ae» 
4e  fe^ba  de  22  de  Febrero  último  y  el  auto  apelado  4e  29  de  Oi^obm 
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uterior,  solicitó  en  SU  virtod  qué  revocándola  por  contrario  imperio 
A  en  lia  forma  más  procedente,  se  abriese  el  espediente  á  prueba : 
'  Kesnltando  qne  la  Sala  por  auto  dictado  en  8  de  AbriU  considerando 
^e  la  petición  sobre  recibimiento  á  prueba,  dedacida  por  Doña  Isal>el 
Mdon,  no  está  comprendida  en  ninguno  de  los  casos  que  se  determi* 
nan  en  el  art.  869  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  y  que  el  testi- 
monio qne  acompañaba  á  su  precedente  escrito  no  contenia  hechos 
nnevos  qne  no  fuesen  conocidos  en  la  primera  instancia  ,  declaró  no 
haber  lugar  á  suplir  y  enmendar  la  providencia  de  31  de  Marzo  últi- 
mo, mandando  se  estuviese  á  lo  acordado  en  ella,  devolviéndose  á  la 
parte  qne  lo  habla  presentado  el  relacionado  testimonio  : 

Besnltando  que  visto  el  asunto  en  lo  principal  en  26  de  Abril  de 
este  año,  dictó  la  Sala  sentencia,  por  la  que  relacionando  los  hechos» 
y  considerando  que,  si  bien  Doña  Isabel  Lidon  Justificó  haber  inten- 
tado la  demanda  de  divorcio  contra  su  marido ,  no  asi  el  que  le  hn- 
Mese  sido  admitida,  ni  el  que  esto  hubiese  dejado  de  tener  lugar  por 
cansas  independientes  de  su  voluntad,  para  cuyo  caso  se  establece  en 
el  art.  1.893  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  la  próroga  de  la  dura- 
ción del  depósito  que  tampoco  constaba  hubiera  solicitado  la  Doña 
Isabel,  y  que  por  el  contrarío,  según  se  deducía  del  testimonio  expe- 
dido por  el  Notario  eclesiástico ,  Doña  Isabel  Lidon  no  habla  hecho 
gestión  alguna  para  la  admisión  de  la  demanda  de  divorcio,  quedando 
^ta,  por  lo  tanto  abandonada  y  paralizada,  y  siendo  con  exceso  tras- 
currido el  término  de  los  treinta  dias  para  acreditar  su  admisión  cnyo 
requisito  exige  terminantemente  el  art.  1.295  de  la  repetida  ley,  deMa 
tener  aplicación  el  levantamiento  del  depósito  y  la  restitución  de  la 
mnjer  á  casa  del  marido ,  según  se  mandaba  también  en  dicho  ar- 
líenlo,  confirmó  con  las  costas  de  la  segunda  instancia  el  auto  apelado 
dé  f  9  de  Octubre  último : 

Besnltando  que  contra  esta  sentencia  interpuso  recurso  de  casación 
Doña  Isabel  Lidon  en  la  forma  y  en  el  fondo ,  fundada  en  cuánto  al 
primer  concepto  en  la  causa  4.^  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  por  no  haberse  recibido  el  pleito  á  prueba  como  solicitó 
en  segunda  instancia,  una  vez  que  oponiendo  D.  Agustín  en  apoyo  de 
su  pretensión  una  certificación  á  otra ,  libradas  ambas  por  el  mismo 
Notario  y  de  las  que  se  deducían  por  el  Juez  conclusiones  entera- 
mente opuestas,  como  eran ,  ora  que  la  demanda  de  divorcio  estaba 
admitida  en  el  Tribunal  eclesiástico,  ora  que  no  lo  estaba ,  la  intere^ 
aaba  justificar  la  verdad  de  los  hechos ,  desvanecer  con  pruebas  fot 
errores  á  que  había  dado  logar  la  presentada  últimamente ,  Justiñcir 
los  literales  términos  en  que  habia  sido  dictado  el  auto  que  á  la  áé^ 
manda  recayó,  para  que  no  pudiera  decirse,  como  se  dijo  en  eüa  y 
más  tarde  en  la  sentencia,  que  se  habían  admitido  por  el  Juez  edé» 
sttstico  los  documentos  acompañados,  pero  no  la  demanda,  siendó^iÉi 
que  sobre  una  y  otros  hablaba  aquel  iguales  palabras;  y  probiar'péi^ 
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te  cpM  It  demanda  estaba  admitida,  oaai  era  el'  verdadero  estado  de 
hMft  autos  y  la  cansa  de  su  paralizacSon:  que  esta  prueba  nó  la  pudo 
intentar  en  primera  instancia  por  baber  resuelto  de  piano  el  Juez  la 
indicada  pretensión  de  D.  Agustin,  sobre  alzamiento  del  depósito,  por 
Bo  haber  tenido  conocimiento  de  ella,  ni  del  documento  presentado  en 
88  apoyo  hasta  que  se  le  notificó  la  providencia  apelada ,  y  por  con- 
■Igalente  procedía  hacerla  ante  la  Sala  con  arreglo  á  lo  dispuesto  en 
los  artículos  868  y  869  de  la  citada  Ley  de  Enjuiciamiento  civil :  y 
como  que,  esto  no  obstante,  no  se  habia  accedido  á  su  pretensión ,  y 
suplicando  de  la  providencia  en  que  se  negó  el  recibimiento  á  prueba, 
reclamó  la  subsanacion  de  la  falta  en  la  instancia  en  que  se  habia 
cometido,  según  requiere  el  art.  1.020  de  la  expresada  ley,  era  proce- 
dente el  recurso  con  arreglo  al  art.  1.013,  párrafo  cuarto  de  la  misma: 

Resultando  que  admitido  el  recurso  y  prestada  por  la  recurrente  la 
oportuna  caución,  se  han  elevado  los  autos  á  este  Supremo  Tribunal. 

Yisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arriata. 

€!onsiderando  que  según  la  disposición  cuarta  del  art.  1.013  de  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  puede  fundarse  el  recurso  de  casación  en 
ia  Mta  de  recibimiento  á  prueba  en  cualquiera  de  las  instancias, 
cuando  proceda  con  arreglo  á  derecho ;  y  que  conforme  á  lo  prevenido 
en  el  art.  869  de  la  misma  ley,  tan  sólo  puede  otorgarse  el  recibimiento 
á  prueba  en  segunda  instancia  cuando  ocurra  alguno  de  los  tres  casos 
que  taxativamente  señala : 

Considerando  que  Doña  Isabel  Lldon  no  puede  invocar  ninguno  de 
eücs  tres  casos  para  justificar  su  petición  de  prueba  en  segunda  ins- 
tancia ,  porque  &  nadie  más  que  á  si  misma  puede  imputar  el  no  ha- 
berla practicado  en  la  primera  durante  el  espacio  dé  diez  y  ocho  me- 
seápara  acreditar  que  su  demanda  de  divorcio  habia  sido  admitida, 
ai  es  que  tal  demostración  era  posible  ante  el  testimonio  auténtico, 
expedido  á  virtud  de  mandato  judicial  y  no  redargüido  de  falso,  del 
Sotarlo  del  Tribunal  eclesiástico  de  esta  diócesis  de  22  de  Octubre  de 
1869,  acorde  con  el  de  7  de  Mayo  anterior,  apareciendo  por  otra  parte 
que  ninguno  de  los  hechos  alegados  como  objeto  de  la  indicada  prueba 
era  nuevo  ni  desconocido  para  la  misma  interesi^da ; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  que,  fundándole  en  la  causa  4/  del  art.  1.013  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  interpuso  Doña  Isabel  Lidon,  á  quien 
condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdida  de  2.000  rs.  porque  prestó 
caución ,  que  pagará  cuando  mejore  de  fortuna ,  distribuyéndose  en- 
tonces en  la  forma  prevenida  por  la  ley;  y  respecto  al  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  en  cuanto  al  fondo ,  mandamos  que  se  proceda  á 
80  sostanciacion  con  arreglo  á  derecho. 

Asi  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeeta  de  Ma- 
érü  éinsimará  en  la  Coleceion  legislatita^  pasándose  al  'efecto  las  co- 
fHs  Becesarias,  lo  pronunéiamos »  mandamos  y  firman!  08.«=:Juan 


490  .TEIBtJNAL  8ÜPBEM0. 

González  AceTedo.cíe:Lfiureano  de  Arrieta^saVaientlD  Garrelda'.: 

cisco  María  de  Ga8tilla.nJoaqnin  Jaomar.s=sJo8é  Fermin  de  MarojBEBo- 

Dito  de  Posada  Herrera. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Sefior 
Don  Laureano  de  Arrieta,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de  bi^* 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  20  de  Diciembre  de  1870.=Rogelio  González  Montes. 

NÓM.  111. 

CASACIÓN. 


Cumplimiento  m  üpí  contrato. — Sentencia  de  20  de  Diciembre» 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  que  fondado 
en  el  caso  7.*  del  art.  196  de  la  Real  cédula  de  50  de  Bnera 
de  1855  interpuso  D.  Joan  Pascual  y  Vives  contra  la  que  es 
30  de  Julio  de  1868  dictó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de 
la  Habana  en  pleito  con  el  Marqués  de  la  Cañada  Tirry. 

En  los  coNsí DEBANDOS  se  establece  : 

1.^  Que  según  el  art,  39  de  las  ordenanzas  de  la  Audiencia 
de  la  Habana,  las  discordias  deben  dirimirse  por  dos  Magi^aén 
si  hubiese  sido  impar  el  número  de  discordantes,  y  por  tres  m  d 
caso  de  haber  sido  par. 

2.^  Que  no  habiéndose  infringido  por  la  Audiencia  de  la  ffa^ 
baña  el  art.  39  de  sus  ordenanzas  acerca  del  número  de  Magis'^ 
Irados  que  han  intervenido  á  consecuencia  de  la  segunda  discorüa 
no  ha  ocurrido  el  caso  7.^  del  art.  I9ñ  de  la  Real  cédula  de  30  A 
Enero  de  1855. 

En  la  Tilla  de  Madrid,  á  SO  de  Diciembre  de  1870,  en  los  tmot 
seguidos  en  la  Alcaldía  mayor  de!  distrito  de  Belén  de  la  ciudad  de 
la  Habana  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  su  territorio  por 
Don  Juan  Pascual  y  Vives  contra  el  Marqués  de  la  Gafiada  Tirry  y 
otros,  sobre  cumplimiento  de  un  contrato;  autos  pendientes  amaKn 
en  virtud  de  recurso  de  casación  entablado  por  Vives  contra  U^mtr 
tencia  que  en  BO  de  Julio  de  1868  dictó  la  referida  Sala:  f' . 

Resultando  que  previas  varias  diligencias  preparatorias»  raHWi 
demanda  ordinaria  D.  Juan  Pascual  y  Vives  en  82  de  Octubre  da  IW 
ante  el  referido  Juzgado  contra  el  Marqués  de  la  Cañada  Tiq^^  d 
Marqués  de  Vilialva,  D.  Agustín  Saavedra,  D.  Francisco  MartarlHM 
Don  Frantísco  Illas ,  D.  Juan  Orozco  y  D.  José  Domingo 
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ídtez,  por  si  y  como  índiTídao  de  la  comisioo  provisional  4írectivm:  4i^ 
la  empresa  del  ferro  carril  de  Sierra  Morena  ó  de  Guerrero;  6  SagiMi; 
y  exponiendo  qae  en  Enero  de  1858  la  Junta  directiva  provisional  re- 
ferida ie  habla  comprado  un  ferro-carril  que  tenia  en  el  Mallorqnin, 
unos  almacenes  en  el  propio  punto  y  en  las  Pozas  un  potrero,  cono- 
cido por  de  San  Enrique,  20  caballerías  de  tierra  en  Sierra  iloreM 
y  los  negros,  chinos,  lanchas  y  todo  lo  demás  accesorio,  en  precM> 
de  800.000  pesos  á  pagar  en  varios  plazos,  pidió  se  condenase  &  los 
demandados  ar  cumplimiento  del  contrato  de  compra^^yenta  indicado» 
obligándoles  á  que  le  abonasen  desde  luego  los  plazos  vencidos  oon 
los  intereses,  así  como  los  sucesivos  según  fueran  venciendo,  impo- 
niéndoles además  el  pago  de  los  dafios  y  perjuicios  causados  y  que 
se  causasen  por  falta  de  dicho  cumplimiento,  con  las  costas: 

Resultando  que  dado  traslado  de  esta  demanda  y  ventilados  algu- 
nos incidentes,  la  contestaron  los  demandados  oponiéndose  á  ella;  f 
-seguido  el  pleito  por  sus  trámites ,  se  dictó  sentencia  por  el  Alcalde 
mayor  del  distrito  ya  expresado  en  4  de  Julio  de  1866,  declarando  sin 
lugar  la  demanda,  con  las  costas  al  demandante: 

Resultando  que  D.  Juan  Pascual  Vives  apeló  de  esta  sentendéa;  j 
elevados  los  autos  á  la  Audiencia,  se  sustanció  la  segunda  instancii 
y  se  señaló  día  para  la  vista  del  asunto,  que  tuvo  lugar  en  los  días  S 
-y  6  de  Marzo  de  1868  ante  el  Presidente  y  dos  Magistrados  de  la  re- 
ferida Sala,  asistiendo  los  Abogados  defensores  de  las  partes: 

Resultando  que  en  17  del  mismo  mes  recayó  el  auto:  «A  más  se- 
ñores;» y  notificado  en  el  mismo  dia,  entraron  á  dirimir  la  discordia 
el  Regente  de  la  Audiencia  y  el  Oidor  D.  Leandro  Alvarez  Torrijos;  y 
señalado  para  la  vista  el  dia  5  de  Junio,  tuvo  lugar  informando  ea 
ella  ios  Abogados  de  las  partes: 

Resultando  que  en  26  de  Junio  se  dictó  auto  por  el  Regente  y  U» 
Magistrados  Torrijos  y  Romea ,  por  el  que  consignando  no  baberse 
-podido  dictar  sentencia  dentro  del  término  legal,  vencido  en  el  día 
anterior,  se  mandó  citar  nuevamente  á  las  partes;  se  notificó  á  estas 
en  el  mismo  dia,  y  en  9  de  Julio  los  tres  Magistrados  referidos  dic- 
taron nueva  providencia  de  «Vistos,  á  más  señores:» 

Resultando  que  para  dirimir  esta  nueva  discordia  señaló  el  Regente 
á  los  Magistrado^  D.  José  Nicolás  de  Salas  y  D.  Néstor  Santalls^  y  por 
abstención  de  éste,  en  virtud  de  recusación  formulada  por  la  repre- 
sentación del  Marqués  de  la  Cañada  y  consortes,  se  designó  á  D.  José 
María  Gareli: 

Resultando  que  notificado  á  las  partes  y  señalado  dia  para  la  vis- 
ta¿  tuvo  lugar  en  24  y  27  de  Julio  ante  los  dos  Oidores  nombrados» 
asittiendo  los  Letrados  y  Procuradores  de  las  partes: 

Resultando  que  en  30  de  Julio  se  pronunció  .sentencia*  :<me  firma- 
ron el  Regente  y  seis  Magistrados,  haciéndoip  el  primero  por  sí  y;  por 
k)S  Magistrados  Vera  y  Anitúa,  expresándose  fue  aquel  votó  por 
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crilo,  y  éste  eli  Sala  y  do  pudo  firmar  por  haber  fallecido;  y  por  ella 
ie  «baolyi6  á  toa  demandados,  imponiendo  al  demandante  perpetuo 
Ülentío,  sin  expresa  condenación  de  costas  en  la  segunda  instancia: 

iesultando  que  desestimada  la  súplica  que  de  esta  sentencia  in- 
terpuso D.  Juan  Pascual  Vives,  entabló  el  mismo  recurso  de  casación, 
ftiiidándole  en  la  infracción  de  leyes  y  doctrinas  que  citó  é  invocando 
y  trascribiendo  la  disposición  del  caso  7/  del  art.  196  de  la  Real  cé- 
dula de  30  de  Enero  de  1855  y  el  89  de  las  ordenanzas  de  aquella 
Audiencia,  dijo  cala  de  lleno  el  negocio  en  el  caso  7.*  de  nulidad  ó 
casación  expresado,  porque  habiendo  visto  este  pleito  tres  Magistra- 
dos que  discordaron,  se  nombraron  dos  para  dirimirla:  que  entre 
einco  Jueces  no  era  posible  la  suposición  de  que  tres  votaran  en  un 
sentido  y  dos  en  otro,  porque  entonces  los  tres  hubieran  formado 
sentencia:  que  lo  más  que  podia  admitirse  era  que  dos  votarati  en  un 
sentido,  dos  en  otro  y  el  quinto  en  otro  diferente:  que  este  era  el 
€880  de  la  ley  en  que  por  ser  par  el  número  de  los  discordantes  de- 
bieron nombrarse  tres  Jueces  y  no  simplemente  dos,  como  se  veri- 
ficó en  la  segunda  discordia:  que  se  habla  infringido  el  citado  articulo 
de  las  ordenanzas,  y  por  consiguiente  se  hallaba  en  el  caso  de  nuli- 
dad referido: 

Besultando  que  admitido  el  recurso  de  casación  y  elevado  el  opor- 
tuno testimonio,  se  ha  procedido  á  su  sustanciacion,  después  de  ha- 
ber desistido  el  Marquéis  de  la  CaSada  y  consortes  de  la  apelación 
que  por  su  admisión  habían  entablado : 

Tistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermin  de  Muro. 

Considerando  que ,  según  el  art.  39  de  las  ordenanzas  de  la  Au- 
diencia de  la  Habana,  las  discordias  deben  dirimirse  por  dos  Magis- 
trados si  hubiese  sido  impar  el  número  de  discordantes,  y  por  tres 
'  en  el  caso  de  haber  sido  par: 

Considerando  que  este  precepto  ha  tenido  exacto  cumplimiento, 
puesto  que  habiéndose  visto  el  pleito  por  tres  Magistrados  que  dis- 
cordaron fueron  nombrados  dos  para  dirimir  la  discordia ;  y  no  ha- 
biendo resultado  sentencia,  se  designaron  otros  dos  por  ser  impar  d 
número  de  los  que  habían  tomado  conocimiento  del  negocio: 

Considerando,  por  otra  parte ,  que  el  recurrente  nada  opuso  i  la 
providencia  en  que  se  nombraron  los  dos  últimos  Magistrados,  ni  por 
escrito,  ni  de  palabra,  ni  aun  en  el  acto  de  la  vista,  al  que  asisti^oi 
su  Abogado  y  Procurador: 

T  considerando,  por  tanto,  que  no  habiéndose  infringido  por  la 
Audiencia  de  la  Habana  el  art.  39  de  sus  ordenanzas,  acerca  del  nú- 
mero de  Magistrados  que  han  intervenido  á  consecuencia  de-  It  mk 
gañán,  discordia ,  no  ha  ocurrido  el  caso  7.*  del  art.  196  de  It  liMl 
cédula  de  3d  de  Enero  de  1855,  en  que  se  funda  el  recurrente; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar^4 
rétárioáe  casación  que,  fundado  en  el  caso  7.*  del  art.  lMd»M 
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Real  cédala  de  S9  de  Enero  de  1885,  interpuso  O.  loan  Pascual'  y  TÍ7> 
ves,  á  quien  condenamos  en  las  costas ;  y  respecto  al  recorsa  de  dt-i" ' 
aadon  en  cuanto  se  funda  en  infracción  de  leyes  y  doctrinas  legales, 
mandamos  que  se  proceda  á  su  sustandacion  con  arreglo  á  derecbe^ 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  que  se  publicará  en  Iñ  Gae$ta  del- 
Crobiemo  é  insertará  en  la  Cnieeeion  legidaiwa,  pasándose  a|  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos. saluaBL: 
González  Acevedo.aJosé  María  Gáceres.=s5Laur6ano  de  Arrieta.=sFraD*n 
cisco  María  de  Castilla.  =Pascual  Bayarri.s  Joaquín  Jaumar.B3los4 
Fermín  de  Muro.=Benito  de  Posada  Herrera.saManaei  Almonaoi  y 
Mora. 

Publicación  : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Seffor 
Don  José  Fermín  de  Muro,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  TribamU', 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  día  de  hoy^. 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  20  de  Diciembre  de  1870.=Aogelio  Gtonzalez  Montes. 

NiÍM.  112. 
CASACIÓN. 


Reposición  de  L4  i)eglab4Gion  de  (Quiebra  de  una  GoiiPÁÑfA.-*-Seii- 
tencia  de  20  de  Diciembre,  declarando  haber  lugar  al  recurso 
de  casación  interpuesto  por  los  Siodicos  de  la  quiebra  de  la  So-- 
ciedad  Ferrocarril  de  Barcelona  á  Sarria,  contra  la  que  en  18 
de  Diciembre  de  1869  dictó  la  Sala  primera  de  la  Audieucia  dat 
Barcelona,  en  pleito  con  el  Presidente  de  la  misma  Sociedad. 

En  sus  gonsidekandos  se  establece : 

Que  en  elart.  1.029  del  Código  de  Comercio  se  dispone  aue 
para  que  recaiga  la  reposición  del  auto  de  declaración  de  quiebra 
aa  de  probar  el  quebrado  la  falsedad  é  insuficiencia  legal  de  los 
hechos  que  se  dieron  por  fundamento  de  ella^  y  que  se  halla  cor-- 
rienté  en  sus  pagos. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  20  de  Diciembre  de  Í870,  en  el  pleito 
seguido  en  ei  Juzgado  de  primen^  instancia  del  distrito  del  Mno  de 
Barcelona  y  ^  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  la  misma  ciudad 
poi^  el  Presidente  de  la  Junta  de  gobierno  de  la  Sociedad  del  ferro- 
carril de  Barcelona  á  Sarria  con  los  Síndicos  de  la  <cuiebn(  de  ift, 
misma  Sociedad,  sobre  que  se  deje  sin  efecto  esta  de^ifiracion;  pleita 
pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casaciQn  jm^pu^^por 


4lMc  TRIBUNAL  SUPREMO. 

las  Síndicos  edbtrtí  la  sentencia  que  en  IS  de  Diciembre  de  1969  dictó 
Urrefbrlda  Sata: 

BeÉoftando  qne  por  Reai  decreto  de  7  de  Julio  de  1859  fué  autori- 
adá  la  Sociedad  anónima  titulada  Ferro- carril  de  Barcelona  á  Sarria, 
estableciéndose  en  sus  estatutos  que  s^ria  administrada  por  una  Junta 
de  gobierno,  compuesta  de  siete  accionistas,  elegidos  por  ia  general,  y 
qae  deberla  disolverse  en  caso  de  pérdida  de  ia  mitad  del  capital, 
proeediéndose  á  su  liquidación  y  á  la  venta  en  pública  subasta  de 
¿Mías  sus  pertenencias  y  derechos,  y  después  de  cubiertos  ios  créditos 
pasfvos,  se  distribuirla  el  remanente,  incluso  el  fondo  de  reserva,  entre 
los  accionistas: 

Resultando  que  por  haber  suspendido  ia  Sociedad  en  I.*  de  Julio 
de  1866  el  pago  de  los  intereses  ó  cupones  de  ios  obligacionistas,  se 
bicleron  por  estos  diversas  reclamaciones;  y  que  en  15  de  Mayo  de 
1M7  se  otorgó  escritora  por  ei  Presidente  de  ia  Junta  de  gobierno  de 
la  Sociedad,  autorizado  al  efecto  por  la  general,  y  por  dos  represen* 
tantea  de'  aquellos,  nombrados  en  ia  Junta  general  que  los  mismos 
babian  celebrado  en  28  de  Abril  anterior,  por  la  que  convinieron, 
¡mra  común  utilidad,  que  una  comisión  de  cinco  obligacionistas  in- 
tervendría en  ia  gestión  administrativa  de  la  gerencia  de  la  Gompafiia 
en  la  forma  que  establecieron:  que  desde  luego  se  abrirla  el  pago  del 
copón  de  Julio  del  año  anterior,  destinándose  para  ello  y  para  la  amor- 
tización de  obligaciones  ia  existencia  que  bubiese  en  Caja  y  los  ren- 
dimientos líquidos  de  la  vía  en  sus  cuatro  quintas  partes :  que  si  al- 
guna de  los  obligacionistas  dejase  de  adherirse  á  este  convenio  y 
gestionase  Judicialmente,  ia  comisión,  de  acuerdo  con  ia  Juntada 
gobierno  y  en  defensa  de  ios  intereses  generales  de  la  Sociedad,  ges- 
tlenaria  tamMen  á  su  vez  si  era  indispensable,  deduciendo  la  acción 
de  tercería  ó  ia  que  se  considerase  más  procedente;  y  que  este  conve- 
nio dejarla  de  tener  efecto  tan  luego  como  la  Compafiía  hubiera  reoo* 
brado  su  estado  normal;  pudiendo  ia  Junta  de  gobierno  y  la  comisión 
Interventora,  trascurrido  un  afio,  hacer  aquellas  modificaciones  que 
li  experiencia  hubiera  enseñado  ser  ju^stas  y  convenientes: 

Besaltando  que  D.  Hipólito  Worms  demandó  ejecutivamente  á  la* 
Sodedad  del  ferro- carril  en  29  de  Mayo  de  1867  para  el  pago  del  in^ 
porte  de  una  letra:  que  requerido  ei  Presidente,  manifestó  que  no  podii^' 
Teríficarlo  por  no  poder  disponer  libremente  de  los  productos  é^t^ 
linea ;  y  que  embargados  y  continuado  ei  Juicio ,  presentó  escrito  el 
Secutante  en  27  de  Abril  de  1868,  que  ratificó  ante  el  Cónsul  genml 
éa  España  en  París  en  11  de  Junio  siguiente,  manifestando  que  lüWfe 
cobrado  so  crédito,  lo  cual  ponía  en  conocimiento  del  Tribunal  iwi 
que  quedaran  sin  efecto  las  diferentes  reclamaciones  que  habla  ded^q 
eidó  para  evitar  que  fuesen  adjudicadas  á  algunos  poseedoües  de#Mi& 
gaieiones  las  cantidades  que  respectivamente  habían  pedido  y  .ááB 
óéupttdW  eft  Juicios  Yerbales  ante  los  Jueces  de  paz:  ''"h; 
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leraltundo  que  á  instancia  de  D.'  JoM  VétitdB  «e  (iespachó  ejeou*' 
eion  ^or  el  Tríbanal  de  Gomertíoea  30  de  KoTíeatlM'e  de  1887  couira 
hk  referida  Sociedad  para  ei  pago  del  importe  de  los  cupones  vencidos . 
de 'obligaciones  contra  la  misma;  y  que  en  7  de  Diciembre  siguiente^ 
Audado  en  que  la  Sociedad  se  babia  negado  generalmente  á  pagar  sus-, 
oiitígaciones  vencidas,  pidió  se  la  declarase  en  quiebra,  retrotrayendo 
sas  efectos  ai  dia  1/  de  Julio  de  aquel  año  en  que  babia  dejado  dei 
ptgane  el  cupón  vencido  é  intereses: 

Resultando  que  recibida  información  con  ocbo  testigos  que  asegu- 
gnraron  que  como  poseedores  de  obligaciones  de  la  mencionada  So- 
ciedad no  babian  podido  cobrar  los  cupones  vencidos  de  la  misma 
dtasde  la  citada  fecba,  el  Tribunal  de  Comercio ,  por  auto  de  22  de 
Abril  de  1868;  declaró  á  aquella  en  estado  de  quiebra  •  sin  perjuicia 
4te  ia  continuación  del  servicio  pdbiico  de  la  vía»  retrotrayendo  sus 
efisetos  al  dia  1/  de  Julio  de  1866: 

Aeaultando  que  la  Junta  de  gobierno  de  la  Saciedad  solicitó  la 
reposición  de  la  declaración  de  quiebra,  teniéndola  por  no  becba  y 
fiin  efecto,  con  reserva  á  la  Compañía  de  las  indemnizaciones  á.  que 
twiere  derecho,  exponiendo  para  ello  que  tqdos  los  créditos  de  na- 
tavaleaa. común  se  bailaban  satisfechos:  que  el  descubierto  por  los 
capones  vencidos  de  obligaciones  hasta  la  declaración  en  quiebra  era 
deuda  de  un  solo  origen  hipotecario  que  formaba  su  naturaleza  légala 
ao.fíudtando  producir  para  los  efectos  legales  la  cesación  ó  retardo 
ea^el  pago  de  los  cupones,  el  sobreseimiento,  cesación  ó  denegacipi^ 
general  de  la  Compañía  á  satisfacer  sus  obligaciones  vencidas:  que  en 
este  caso  habla  mediado  un  convenio  con  los  poseedores  de  obligar 
cioñes  hipotecarías»  formalizando  una  ventura  pública  que  había  ívor 
porlaido  novación  en  el  modo  de  cobrarlos,  intereses  de  las  mismas^ 
ei  eaal,  si  bien  babia  cesado  de  hecho,  no  podia  decirse  que  se  haiia|[)a 
legaimente  rescindido,  ya  que  en  todo  contrato  bilateral  se  necesitaba 
para  su  rescisión  el  consentimiento  de  las  dos. partes  contratantes;  y 
que  eran  inaplicables  las  disposiciones  del  Código  de  Comercio  á  \^s 
quiebras  de  las  Sociedades  de  ferro  carriles,  como  se  hallaba  consig- 
nado  >eñ  ei  proyecto  de  ley  presentado  á  ios  Cuerpos  Coiegisladores. 
en  S2  de  Eaero  de  1868: 

lUaahando  que  Yentós  impugnó  la  pretensión  de  reposición  sostOr 
niendo  que  no  por  ser  la  cesación  del  pago  de  una  sola  deuda  dejaba 
SK  bitM  de  Importar  ei  sobreseimiento  general  de  las  obligaciones  so^ 
cíales:  que  el  convenio  que  se  decía  había  producido  una  novación 
eatréi  la  Compañía  y  ios  tenedores  de  sus  obligaciones,  ni  existia  eQ- 
ottiDante,:ni  habíia  producido  innovación  alguna,  ni  podido  ser  ob)í^ 
gaUñrio  para  los  que  habían  dejado  de  aitforizarie,  ni  en  ningún  casof 
podría tlegitímar  ia  reposición  solicitada:  que  la.  misma  Sociedad  re- 
€H»eia  que í no  existia  el  convenio,  consignando  que  de  hecho  habii^ 
etntíó  en  sus  efectos  á  ñnes  de  O^^tubre  de  1863».  si  biea  ocaUaba 
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qae  sa  rescisión  habia  sido  hija  del  proceder  de  la  misma  ComiNtflíi 
faltando  al  camplimlento  de  las  estipolaclones  del  convenio:  que  con 
él  no  habla  habido  intención  de  novar,  habiendo  sido  únicamente 
nna  deferencia  por  parte  de  los  obligacionistas,  sin  volnerar  sos  de- 
rechos; así  era  qae  se  habla  consignado  que  no  era  obligatorio  pus 
todos,  y  que  nunca  podía  obstar  á  la  declaración  de  la  quiebra,  poesto 
que  de  la  misma  manera  que  la  Sociedad  habla  sobreseído  mi  al 
pago  de  los  cupones,  habría  sobreseído  en  todo  caso  en  al  de  las 
obligaciones  del  convenio ,  supuesto  que  había  dejado  de  cnmplhrlo: 
Resultando  que  el  Tribunal  de  Comercio  dictó  sentencia  negando 
la  reposición  solicitada;  y  que  interpuesta  apelación  por  la  Sociedad, 
sustanciada  la  segunda  instancia  con  los  síndicos  de  la  quiebra,  la 
Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona  la  revocó  en  18  de  Diciea* 
bre  de  1869  dejando  sin  efecto  el  auto  de  declaración  de  quiebra,  con 
reserva  á  los  que  la  hablan  promovido  de  las  demás  acciones  qae 
les  compitieran  para  que  las  utilizaran  en  la  forma  oorrespondieate: 
Resultando  que  los  síndicos  de  la  quiebra  interpusieron  recarao  de 
casación,  citando  como  infringidos: 

1.'  El  art.  1.001  del  Código  de  Comercio,  que  considera  en  estado 
de  quiebra  á  todo  comerciante  que  sobresee  en  el  pago  eorrieata  és 
sus  obligaciones,  y  la  Sociedad  del  ferro-carril  había  sobreseído  m 
éi  desde  1.*  de  Julio  de  1866. 

tS.*  El  art.  1.025  del  mismo  Código,  en  que  se  establece  qae  para 
la  declaración  de  quiebra  á  instancia  de  acreedor  legítimo  sin  qae  pre* 
ceda  manifestación  espontánea  del  quebrado,  es  necesario  qae  conste 
previamente  en  debida  forma  la  cesación  de  pagos  del  deactor  por 
haberse  negado  generalmente  á  satisfacer  sus  obligaciones  vencidas, 
toda  vez  que  se  habia  negado  la  instancia  de  un  acreedor  legílime 
como  D.  José  Ventos,  que  habla  reclamado  aquella  declaración  des- 
pués de  haber  hecho  constar  en  debida  forma  la  cesación  de  pagos 
de  la  Sociedad  deudora. 

9/  El  art.  1.029  del  citado  Código  de  Comercio,  segan  el  eoal, 
para  que  recaiga  la  reposición  del  auto  de  la  declaración  de  qoiebra 
ha  de  probar  el  quebrado  la  falsedad  ó  insuflciencia  legal  de  los  ke- 
chos  que  se  hablan  dado  por  fundamento  de  ella  y  que  se  hallaba  cor- 
riente en  sus  pagos ;  requisitos  que  no  concurrían  en  el  caso  aetaal, 
fundándose  exclusivamente  la  reposición  en  un  llamado  convenio  qoi^ 
aunque  hubiera  podido  tener  algún  valor,  no  podía  ser  invocado  totm 
fundamento  de  la  reposición. 

4.*  El  art.  324  del  repetido  Código  de  Comercio;  las  leyes,  ftltfaa»' 
Código,  De  auetoritate  prestanda;  1.*,  tít.  11,  Partida  6.*,  y  1.%  .ttri» 
1.*,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  y  la  Jurisprudencia  niftiblsui 
cida  por  este  Supremo  Tribunal  en  repetidas  sentencias,  entcei 
las  de  17  de  Noviembre  de  1859,  28  de  Junio  de  1860,  18  de 
de  1862  y  24  de  Marzo  de  1865,  preceptivas  de  que  lo  qae  afecta  iii 
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cbo8  en  particular ,  exi^^e  el  asenso  de  cada  uno  de  por  sí,  sin  que 
pueda  existir  contrato  válido  sin  el  consentimiento  de  las  personas  á 
quienes  se  pretenda  que  obligue;  y  que  los  contratos  ordinarios  mer- 
cantiles están  sujetos  á  todas  las  reglas  generales  del  derecho  común 
sobre  la  capacidad  de  los  contrayentes,  requisitos,  excepciones  y  mo- 
tivos de  rescisión,  toda  vez  que  se  extendían  los  efectos  de  un  con- 
venio á  un  sinnúmero  de  personas  que  no  habían  intervenido  en  él; 
pues  sf  bien  en  el  caso  de  quiebra,  la  voluntad  de  la  mayoría  de  los 
acreedores  prevalecía  á  la  de  la  minoría  si  esta  excepción  hubiese  sido 
invocada  en  la  sentencia ,  toda  vez  que  entonces  se  tratarla  de  dar  á 
dicho  convenio  anterior  á  la  declaración  de  quiebra  los  efectos  de 
un  convenio  otorgado  después  de  ella,  resultarían  infringidos  los  ar- 
tículos 1.147,  1.1Í9,  1.153,  1.1S5Í  1.156  y  1.157  del  Código  de  Comer- 
cio ,  que  citaban  en  aquella  hipótesis  como  otras  tantas  disposiciones 
legales  quebrantadas. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  María  de  Castilla. 

Considerando  que  en  el  art.  1.029  del  Código  de  Comercio  se  esta- 
blece que  para  que  recaiga  la  reposición  del  auto  de  declaración  de 
quiebra,  ha  de  probar  el  quebrado  la  falsedad  ó  insufícencia  legal  de 
los  hechos  que  se  dieron  por  fundamento  de  ella  y  que  se  halla  cor- 
riente  en  sus  pagos : 

Considerando  que  la  Sociedad  del  ferro-carril  de  Barcelona  á  Sarria 
suspendió  el  pago  de  los  intereses  ó  cupones  de  las  obligaciones  des- 
de 1.*  de  Julio  de  1866,  como  lo  tiene  manifestado;  y  que  si  bien 
antes  de  la  declaración  de  quiebra  de  dicha  Sociedad  se  celebró  un 
convenio  entre  representantes  de  ésta  y  de  obligacionistas,  pactándose 
entre  otros  particulares,  abrir  desde  luego  el  pago  de  aquellos  inte- 
reses ,  destinando  para  ello  y  la  amortización  de  las  obligaciones  la 
existencia  que  hubiese  en  Caja  y  parte  de  los  rendimientos  líquidos 
de  la  vía,  es  lo  cierto  que  este  convenio  habia  cesado  de  hecho  en 
sus  efectos,  según  lo  ha  reconocido  el  representante  de  la  misma  So- 
ciedad, y  queademás  por  su  índole  y  naturaleza  sólo  podría  obligar  á 
los  obligacionistas  que  lo  autorizaron : 

T  considerando  que,  esto  supuesto ,  la  Sociedad  no  ha  justificado 
hallarse  corriente  en  el  pago  de  sus  obligaciones,  por  lo  que  la  sen- 
tencia, al  reponer  el  auto  de  la  declaración  de  quiebra,  ha  infringido 
el  citado  art.  1.029  del  Código  de  Comercio; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  los  Síndicos  de  la  quiebra  de  la  So- 
ciedad Ferro  carril  de  Barcelona  á  Sarria;  y  en  su  consecuencia  casa- 
mos y  anulamos  la  sentencia  que  en  18  de  Diciembre  de  1869  dictó 
la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta,  y 
se  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Manricio  Gar- 
I,  32 
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cia.=sJosé  Haría  Cácere8.=Laureano  de  Arrieta.=Francisco  María  de 
Ca8tiiia.sJoaquin  Jaamar.==J08é  Fermín  de  Haro.=-Benito  de  Posada 
Herrera. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Francisco  María  de  Castilla,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  están- 
dose celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo ,  el 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado. 

Madrid  20  de  Diciembre  de  1870.=Lino  Carrion  Hinojal. 

NÓM.    113. 
CASACIÓN. 


Servidumbre. — Sentencia  de  22  de  Diciembre,  declarando  do  ha- 
ber lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Pé- 
rez Caslafieda,  como  curador  a¿¿ona  del  menor  D.  Jacinto  Ce- 
sáreo Hernández  contra  la  que  en  7  de  Julio  de  1868  dictó  la 
Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  la  Habana,  en  pleito  con  Don 
Juan  González  Cecilia. 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  establece : 

1.®  Que  no  es  posible  que  haya  falta  de  congruencia  entre  las 
pretensiones  de  las  parles  y  la  sentencia  que  absuelve  de  la  demanda 
al  demandado,  según  lo  tiene  repetidas  veces  declarado  el  Tribunal 
Supremo. 

2."  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia, 
leyes  que  no  tienen  aplicación  al  caso  de  autos. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  22  de  Diciembre  de  1870,  en  el  pleito 
seguido  en  la  Alcaldía  mayor  de  Pinar  del  Rio ,  y  en  la  Sala  tercera 
de  la  Audiencia  de  la  Habana  por  D.  José  Pérez  Castafieda ,  curador 
adbona  del  menor  D.  Jacinto  Cesáreo  Hernández,  con  D.  Juan  Gon- 
zález Cecilia  sobre  servidumbre;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtod 
de  recurso  de  casación  interpuesto  por  el  demandante  contra  la  se- 
ténela que  en  7  de  Julio  de  1868  dictó  ia  referida  Sala  : 

Resultando  que  la  Marquesa  viuda  de  San  Felipe  y  Santiago,  duela 
de  la  hacienda  las  Taironas,  de  la  que  se  habia  formado  un  plano  fB" 
neral  para  hacer  su  reparto  y  otorgar  á  los  colonos  sus  corres|NMl'- 
dientes  escrituras,  vendió  en  8  de  Mayo  de  185i  á  D.  Juan  €k>BZitai 
Cecilia  el  lote  núm.  21  de  dicha  hacienda,  con  los  linderos  qw»W* 
presó,  y  entre  ellos  al  Este  con  D.  Vicente  Hernández,  en  preeiOide 
4996  p^sos  5  r.s.  á  censo  reservativo  redimible  al  respecto  de  lat'i 
por  100,  con  sus  entradas  y  salidas,  usos  y  servidumbres  qae  taüi-y 
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le  correspondía,  libre  de  todo  gravamen ;  siendo  obligación  del  com- 
prador conservar  ios  puntos  y  linderos  demarcados,  cuidando  de  que 
no  se  alterasen  ni  mudasen,  y  la  de  cerrar  de  firme  y  mantener  las 
cercas  en  el  mejor  estado,  á  fin  de  evitar  los  daños  que  pudieran  re* 
ciprocamente  causar  los  animales  que  criaban  : 

Resultando  que  por  escritura  del  siguiente  dia  9  vendió  la  misma 
Marquesa,  á  censo,  á  D.  Vicente  Hernández  el  lote  núm.  9i  de  dicha 
hacienda  las  Taironas,  lindante  al  Sur  con  D.  Juan  (xonzalez ,  en  pre- 
cio de  6.951  pesos  y  6  rs.  : 

Resultando  que  el  curador  de  D.  Jacinto  Cesáreo  Hernández,  hijo 
y  heredero  de  D.  Vicente  Hernández ,  entabló  demanda  en  6  de  Fe- 
brero de  1867,  exponiendo  que  en  la  finca  de  D.  Juan  González,  de 
la  expresada  hacienda,  estaba  constituida  hacia  ya  muchos  años  la 
serventía  que  servia  á  la  del  demandante,  atravesando  la  finca  del 
demandado  y  saliendo  al  camino  real:  que  González  habia  cerrado 
por  sí  hacia  ya  algún  tiempo  la  citada  serventía  sin  fórmula  ni  título 
que  lo  justificase;  y  que  requerido  para  que  la  repusiera,  se  habia  ne- 
gado á  ello;  y  deduciendo  como  fundamentos  legales  que  constituida 
la  servidumbre  en  la  finca  del  demandado  no  tenia  deretcho  &  inter- 
rumpirla por  falta  de  título  hábil  para  ello,  no  favoreciéndoler  tam- 
poco el  derecho  de  prescripción,  suplicó  se  declarase  mal  cerrada  la 
serventía  por  parte  de  González  Cecilia,  y  se  le  condenase  á  ponerla 
expedita  en  el  término  de  tercero  dia»  y  al  resarcimiento  de  los  daños 
y  perjuicios,  y  en  las  costas  : 

Resultando  que  D.  Juan  González  Cecilia  impugnó  la  demanda  ne- 
gando los  hechos  que  la  servían  de  fundamento,  y  alegando  á  su 
vez  que  jamás  habia  existido  la  servidumbre  que  se  reclamaba ,  sino 
una  serventía  de  montear  convertida  por  el  aumento  de  población  en 
público  tránsito,  que  principiaba  por  el  terreno  del  demandado  pa- 
sando por  la  finca  de  Hernández  á  todas  las  demás  de  aquel  pago  de 
vegas:  que  el  repartimiento  de  las  haciendas  las  Taironas  y  la  Lla- 
nada habia  extinguido  todas  las  vías  anteriores  y  regulares ,  sustitu- 
yéndolas por  las  señaladas  en  sus  respectivos  planos,  de  que  se  habia 
dado  cuenta  al  Gobierno  superior,  en  observancia  de  sus  disposicio- 
nes: que  el  mismo  D.  Vicente  Hernández  habia  promovido  expediente 
para  que,  se  cerrase  el  antiguo  camino,  porque  además  de  perjudi- 
carle, habia  dejado  de  ser  necesario,  puesto  que  todas  las  fincas  tenían 
sus  salidas  á  las  vías  generales  marcadas  en  los  planos ,  habiéndose 
decretado  la  clausura  por  la  Autoridad  correspondiente;  y  que  además 
la  demanda  seria  nula  porque  el  conocimiento  del  asunto  correspon- 
día á  la  Autoridad  administrativa : 

Resultando  que  el  demandante  sostuvo  al  replicar  que  la  jurisdic*- 
eion  ordinaria  era  la  competente,  por  ventilarse  un  derecho  pertur- 
bado á  perjuicio  del  demandante,  que  quería  y  debía  restituir  debi- 
damente en  su  beneficio:  que  el  demandado  reconocía  la  constitucioa 
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de  la  servídambre  al  asegurar  que  se  había  convertido  en  tránsito 
pdblico,  sin  que  pudiera  oponerse  la  circunstancia  del  reparto  de  las 
haciendas,  porque  tenia  por  único  objeto  el  deslinde  de  los  términos 
comunes,  pero  nunca  la  extinción  de  la  servidumbre;  no  siendo  cierto 
que  el  padre  del  menor  hubiera  promovido  expediente  para  extin- 
guir dicha  servidumbre,  ni  que  hubiera  cerrado  sus  linderos  con 
firmes  cercas : 

Resultando  que  suministrada  prueba  por  las  partes  sobre  los  he- 
chos alegados,  y  como  uno  de  ellos,  la  formación  del  expediente  gu- 
bernativo para  la  clausura  de  la  serventía  ,  que  no  fué  hallado,  dictó 
sentencia  el  Alcalde  mayor;  y  que  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de 
la  Habana  la  revocó  en  7  de  Julio  de  1868,  absolviendo  á  Gronzalez  Ce- 
cilia de  ia  demanda,  y  condenando  al  demandante  en  las  costas  can- 
sadas en  la  primera  instancia : 

Resultando  que  el  curador  del  menor  interpuso  recurso  de  casación 
citando  como  infringidas : 

1/  La  ley  2/,  tit.  16,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  por  ha- 
berse prescindido  de  la  prueba  de  que  no  había  existido  la  petición 
que  suponía  el  demandado  para  cefrar  la  via. 

2.* '  La  misma  ley  citada,  toda  vez  que  en  el  segundo  considerando 
se  decia  que  no  se  habia  tenido  en  cuenta  la  existencia  inmemorial  de 
la  servidumbre,  que  era  uno  de  los  medios  de  constituirse;  apare- 
ciendo también  violada  la  ley  15 ,  tít.  31 ,  Partida  3/ ,  según  la  cual 
las  servidumbres  discontinuas  se  adquieren  por  el  uso  ínmemoriaL 

S.*  Con  relación  al  tercer  considerando ,  en  que  se  establecía  que 
el  trascurso  de  trece  años ,  desde  1834  á  1867 ,  era  insuficiente  para 
adquirir  por  prescripción  la  servidumbre  de  via,  pues  el  demandante 
no  habia  fundado  su  derecho  en  ia  prescripción ,  ni  dicho  que  la  vía 
se  abriera  en  1854;  sosteniendo,  por  el  contrario,  que  databa  de  tiempo 
inmemorial ,  la  ley  16 ,  tit.  22,  Partida  3/ ;  y  si  lo  que  habia  querido 
expresarse  era  que  el  demandado  prescribió  la  servidumbre,  la  ley  16, 
título  30  de  la  misma  Partida. 

4/  La  escritura  expresiva  de  los  pactos  con  que  se  habia  trasmi- 
tido á  Hernández  el  dominio  de  su  predio ,  entre  los  cuales  figuraba 
la  vía  á  que  estaba  obligado  el  predio  sirviente,  pues  la  voluntad  de 
los  contrayentes  cuando  recaia  sobre  hechos  lícitos,  era  la  ley  que  re- 
gia los  contratos ,  principio  consignado  en  la  61 ,  tít.  5.*  de  la  Par- 
tida 5.*,  de  cuya  observancia  se  habia  prescindido. 

Y  5.'  Las  leyes  l.\  tít.  14  y  8.%  tít.  22  de  la  Partida  3.%  que  penül 
con  las  costas  al  litigante  temerario,  no  pudiendo  serlo  el  recufmite 
porque  habia  obtenido  fallo  favorable  en  primera  instancia;  y  la  seih 
tencia  se  fundaba,  para  declararle  tal,  en  que  la  prueba  incnmbfei  ai 
actor,  y  que  en  su  defecto  debía  ser  absuelto  el  reo  y  condenado  nqjM 
en  las  costas,  no  en  que  fuese  insuficiente  la  aducida,  siendo  la  srilM 
oía  sentencia  la  que  habia  estimado  procedente  prescindir  de 
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Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquin  Jaumar  de  la  Carrera. 

Considerando  que  no  han  sido  infringidas  la  ley  2/,  tít.  16 ,  libro 
11  de  la  Novísima  Recopilación,  ni  la  15,  tít.  31,  Partida  3.',  porque 
la  Sala  sentenciadora  no  ha  fallado  contra  la  verdad  sabida  ni  ha  su- 
puesto que  las  servidumbres  no  se  adquieren  por  prescripción,  sino 
que  apreciando,  en  uso  de  sus  atribuciones,  el  resultado  de  la  prueba 
testifical  y  pericial  suministrada  por  las  partes ,  ha  estimado  que  la 
actora  no  ha  justificado  que  el  predio  de  la  demandada  esté  sujeto  á 
la  prestación  de  la  servidumbre  particular  que  pretende : 

Considerando  que  tampoco  ha  infringido  la  ley  16,  tít. 22,  Partida  3.', 
porque  no  es  posible  que  haya  falta  de  congruencia  entre  las  pretensio- 
nes de  las  partes  y  la  sentencia  que  absuelve  de  la  demanda  al  deman- 
dado, según  lo  tiene  repetidas  veces  declarado  este  Supremo  Tribunal: 

Considerando  que  es  notoriamente  inaplicable  al  presente  caso  la 
ley  16,  tít.  30  de  la  Partida  3.',  que  trata  de  cómo  los  aferrados  que 
tornan  en  servidumbre  pierden  la  tenencia  de  las  cosas  que  hahien,  y  que 
se  ha  citado  con  evidente  inoportunidad : 

Considerando  que  la  sentencia  no  ha  infringido  la  ley  61 ,  tít.  5.*, 
Partida  5.*,  ni  los  contratos  de  compra-venta  de  8  y  9  de  Mayo  de  1854, 
por  cuanto  la  cláusula  general  que  estos  contienen  de  entradas^  sali- 
das, usos,  costumbres  y  servidumbres,  á  juicio  de  la  Sala,  no  es  sufi- 
ciente para  probar  la  existencia  de  una  servidumbre  particular,  que  no 
se  menciona  expresamente : 

T  considerando,  por  último,  que  tampoco  han  sido  infringidas  las 
leyes  1.*,  tít.  14,  y  8.',  tít.  22,  Partida  3.',  referentes  á  que  no  pro- 
bando el  actor  debe  ser  absuelto  el  demandado,  y  á  que  el  juzgador 
puede  condenar  en  su  juicio  al  vencido  en  las  costas  que  fizo  su  conten- 
dor ,  porque  precisamente  la  Sala  se  ha  fundado  en  estas  mismas  le- 
yes para  imponer  al  demandante  las  costas  de  la  primera  instancia 
por  estimar  que  ha  obrado  maliciosamente  en  el  seguimiento  del  pleito; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  José  Pérez  Castafieda,  como  cu- 
rador ad  bona  del  menor  D.  Jacinto  Cesáreo  Hernández,  á  quien  con- 
denamos en  las  costas;  y  líbrese  la, certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  se 
insertará  en  la  Colección  legislativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  nece- 
sarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.:=Juan  González  Ace- 
vedo.=José  M.  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.= Valentín  Garralda.= 
Francisco  María  de  Castilla.=Joaquin  Jaumar.=José  Fermín  de  Muro. 
Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  anferior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Joaquin  Jaumar  de  la  Carrera ,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo ,  es- 
tándose celebrando  audiencia  pública  en  la  Sala  primera  del  mismo,  el 
dia  de  hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  habilitado. 
Madrid  22  de  Diciembre  de  1870.3=Lino  Carrion  Hinojal. 
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CASACIÓN. 


Pago  de  ciertos  derechos  devengados  en  ün  pleito. — Sentencia 
de  25  de  Diciembre,  declarando  haber  lagar  al  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Juan  Antonio  Asensio  contra  la  que 
en  8  de  Enero  de  1868  dictó  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia 
de  este  territorio,  en  pleito  con  D.  Gregorio  Fernandez,  Algua- 
cil del  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospicio 
de  esta  capital. 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  establcco: 

1.^  Que  es  un  principio  jurídico  universal  el  de  que  nadie 
puede  ser  condenado  á  entregar  ó  hacer  cosa  alguna  sin  ser  antes 
Oído  ó  vencido  en  juicio. 

2.®  Que  las  costas  del  juicio  ejecutivo,  una  ves  dictada  y  pasa- 
da en  autoridad  de  cosa  juzgada  la  sentencia  de  remate*  son  de 
cargo  exclusivo  del  ejecutado,  y  deben  satisfacerse,  asi  como  la 
deuda  principal,  del  producto  de  los  bienes  embargados ,  no  pu- 
diendo  aplicarse  las  sumas  realizadas  á  objeto  ninguno  antes  de  que 
sea  reintegrado  completamente  el  ejecutante ,  á  no  ser  que  aquH 
haya  sido  declarado  preferente  por  ejecutoria. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  23  de  Diciembre  de  1870,  en  ios  autos  se^ 
guidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospicio  de 
esta  capital  y  en  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  del  territorio,  pOr 
D.  Gregorio  Fernandez,  Alguacil  de  aquel  Juzgado,  con  D.  Juan  Anto- 
nio Asensio,  sobre  pago  de  2.432  rs.,  procedentes  de  derechos  deven* 
gados  por  el  primero  en  un  pleito  ejecutivo,  seguido  por  Asensio  eon- 
tra  D.  José  6:^ reía  Damián;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Asensio  contra  la  providencia  <|ne 
en  8  de  Enero  de  1868  dictó  la  referida  Sala  : 
.  Resultando  que  en  autos  ejecutivos  promovidos  por  D.  Juan  Anto- 
nio  Asensio  contra  D.  José  García,  sobre  pago  de  1.500  rs.,  se  proeo- 
did  al  embargo  de  ciertos  bienes  muebles,  de  los  que  se  coDslItajf 
guardia  de  vista  el  Alguacil  D.  Gregorio  Fernandez  en  15  de  Octakre 
de  1866;  y  dictada  sentencia  de  remate  en  27  del  mismo  mes  de  Oc- 
tubre, después  de  requerido  diferentes  veces  García  Damián  part  qi# 
i^mbrase  depositario  de  ios  bienes  embargados,  se  hizo  cargo  de  elW* 
el  que  designó  en  12  de  Diciembre  siguiente :  :  'i^ 

Resultando  que  hecha  tasación  de  costas  á  instancia  de  AseilliOf 
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ascendente  á  3.574  rs.,  comprendiéndose  en  ella  una  partida  dtB  2.360 
reales  al  Algaacil  D.  Gregorio  Fernandez  por  cincuenta  y  nueve  días 
de  guardia  de  vista,  á  razón  de  40  rs.  diarios;  y  comunicada  la  tasa- 
ción á  las  partes,  sin  que  por  ninguna  de  ellas  se  expusiera  cosa  al- 
guna, por  auto  de  8  de  Enero  de  1867,  notificado  en  el  dia  siguiente  á 
Asensio,  se  aprobó  la  tasación  con  la  calidad  de  sin  perjuicio: 

Resultando  que  en  89  de  Mayo  del  referido  año  de  1867,  el  Algua- 
cil D.  Gregorio  Fernandez  acudió  al  Juzgado,  acompañando  una  cuenta 
jurada  importante  2.432  rs.  por  derechos  devengados  por  el  mismo  en 
el  relacionado  pleito  ejecutivo,  seguido  por  Asensio  contra  García  Da- 
mián, y  solicitó  se  mandase  requerir  al  Procurador  D.  Juan  Antonio 
Asensio  para  que  en  el  acto  ó  dentro  del  brevísimo  término  que  el 
Juzgado  le  señalase  al  efecto,  pagara  á  Fernandez  la  cantidad  importe 
de  dicha  cuenta;  y  que  pasado  dicho  término  sin  pagar,  se  hiciera 
efectiva  su  reclamación  por  la  via  de  apremio,  embargando  bienes  de 
su  propiedad  bastantes  á  cubrir  aquella  suma,  y  las  costas  causadas 
y  que  se  causasen  : 

Resultando  que  por  auto  de  31  de  dicho  mes  de  Mayo  se  mandó 
requerir  á  D.  Juan  Antonio  Asensio  para  que  en  el  término  de  tercero 
dia  pagase  al  Alguacil  Fernandez  los  2.432  reales  que  le  reclamaba  por 
la  minuta  presentada;  apercibido  que  de  no  hacerlo  se  procedería  á  su 
exacción  por  la  vía  de  apremio :  que  requerido  Asensio  en  los  térmi- 
nos acordados,  presentó  escrito  pretendiendo  se  reformase  el  auto  de 
31  de  Mayo  y  se  le  comunicase  la  solicitud  del  Alguacil  Gregorio  Fer- 
nandez para  en  su  vista  pedir  lo  que  conviniera  y  procediera  en  jus- 
ticia; y  expresó  que,  si  como  suponía,  los  derechos  que  reclamaba  Fer- 
nandez, procedían  de  la  supuesta  guardia  de  vista  en  que  decia  se 
constituyó  de  los  efectos  embargados  á  D.  José  García  Damián,  no  es- 
tal»  dispuesto  á  consentir  un  abuso  escandaloso  que  se  patentizaba  á 
la  sola  consideración  de  que  la  cantidad  que  se  ventilaba  en  aquel 
pleito  ascendía  &  1.500  reales;  pero  supuesto  que,  como  dejaba  indica- 
do, no  conocía  la  base  de  la  reclamación,  no  podía  hacer  otra  clase  áh 
consideraciones,  y  se  limitaba  á  pedir  que  se  le  diese  comunicación  de 
la  pretensión  del  Alguacil  Fernandez  por  término  de  seis  dias ,  como 
lo  aconsejaban  la  justicia,  la  equidad  y  el  principio  de  derecho  de  que 
nadie  puede  ser  condenado  sin  ser  oído : 

Resultando  que  denegada  la  reforma  de  la  providencia  del  31  de 
Hayo,  y  admitida  la  apelación  que  de  la  misma  interpuso  D.  Juan 
Antonio  Asensio,  se  remitieron  losamos  á  la  Superioridad;  y  después 
de  instruidas  las  partes  y  de  haberse  denegado  el  recibimiento  á 
prueba  pretendido  por  la  de  Asensio,  celebrada  vista  pública,  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia  dictó  auto  en  8  de  Enero  de  1868,  confirman- 
do con  las  costas  el  apelado  de  31  de  Hayo  de  1867 : 

T  resultando  que  D.  Juan  Antonio  Asensio  interpuso  recurso  de 
casación  por  conceptuar  infringidas : 
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1/  La  ley  16,  til.  30,  libro  4.*  de  la  Novísima  EecopilaciOD,  qae 
dispone  que  los  Alguaciles,  para  cobrar  derechos  en  alguna  comisión 
civil  ó  criminal,  hayan  de  ser  nombrados  para  su  desempeño,  porque 
para  la  comisión  de  guardia  de  vista  no  fué  nombrado  Fernandez,  sino 
que  se  nombró  á  sí  mismo,  y  no  podían  calificársele  derechos  que  no 
estaba  autorizado  para  percibir : 

2.*  La  misma  Jey,  en  cuanto  dispone  que  aun  legítimamente  nom- 
brados, si  se  detuviesen  más  tiempo  que  el  señalado  en  las  comisio- 
nes, vuelvan  á  la  parte  lo  que  hubiesen  así  percibido;  añadiendo  que 
esto  se  entienda  aunque  lleven  muchas  comisiones  ó  ejecuciones,  que 
por  todas  no  han  de  llevar  más  salario  que  uno,  repartiéndolo  á  pro- 
rata entre  las  dependencias,  é  imponiéndoles,  caso  de  infracción,  va- 
rias penas;  puesto  que  Ferpandez,  á  pesar  de  la  guardia,  estuvo  de- 
sempeñando sus  demás  funciones  en  el  Juzgado  y  percibiendo  dere- 
chos, y  la  sentencia  autorizaba  la  percepción  de  los  de  guardia  de 
vista,  y  no  acordó  la  prorata,  no  tomando  en  cuenta  que  la  guardia 
de  vista  duró  según  pretende  Fernandez,  cerca  de  dos  meses. 

3/  La  ley  1/,  tít.  33,  libro  5.'  de  la  Novísima  Recopilación,  sobre 
que  los  Alguaciles  no  lleven  más  derechos  que  los  que  son  tasados, 
es  decir,  los  que  marcan  los  Aranceles;  y  el  art.  632  de  los  Aranceles 
judiciales,  en  el  cual  se  previene  que  en  los  negocios  de  menor  cuan- 
tía los  curiales  y  cuantos  tienen  opción  á  cobrar  derechos  no  puedan 
percibir  más  que  la  mitad  de  los  designados  para  cada  actuación  ó 
diligencia  en  dichos  Aranceles,  puesto  que  al  Alguacil  Fernandez  se 
le  computaban  á  razón  de  40  rs.  diarios  de  dietas  en  un  pleito  Bn  que 
se  reclamaban  1.500  reales. 

4.*  La  ley  1.*,  tít.  30,  libro  11  de  la  Novísima  Recopilación,  que 
previene  que  cuando  los  Alguaciles  hiciesen  ejecución  en  cualesquiera 
bienes  muebles ,  no  los  dejen  en  poder  del  deudor ,  sino  que  ios  sa- 
quen de  él  y  los  coloquen  en  poder  de  persona  lega,  llana  y  abona* 
da,  lo  cual  se  halla  confirmado  por  los  artículos  937  y  948  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil. 

5.*  El  principio  de  derecho  de  que  el  litigante  haya  de  satisfacer 
los  gastos  causados  á  su  instancia,  lo  cual  tiene  lugar  asimismo  coa 
los  Procuradores  que  representan  las  partes,  según  lo  determinado  ea 
el  núm.  2.*  del  art.  14  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento;  porque  habiéii- 
dose  causado  los  derechos  que  reclama  el  Alguacil  Fernandez  á  con- 
secuencia  de  un  hecho  voluntario  suyo  que  no  fué  instado  por  el  lir 
tigante,  no  tenia  derecho  á  la  percepción  de  derechos  provenientes  #• 
su  capricho  y  de  su  ilegal  modo  de  proceder ,  no  cumpliendo  eoo  A 
depósito  de  los  bienes  según  se  halla  mandado  en  la  ley. 

6.*  La  regla  de  derecho  de  que  el  litigante  no  pague  lo  qm^ 
cede  en  su  beneficio,  puesto  que  en  el  caso  actual  se  establece ;óoM 
doctrina  la  de  que  Asensio  ha  de  satisfacer  las  dietas  ocasiontdáffjW 
procurar  al  ejecutado  la  comodidad  de  usar  de  los  muebles  que  éh 
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bieron  con  arreglo  á  la  ley  llevarse  al  depósito  general  del  Juzgado  si 
no  se  presentaba  depositario. 

7.V  El  principio  de  derecho  de  confandir  en  la  condenación  de  cosr 
tas  y  gastos  del  juicio  al  ejecutante  con  el  ejecutado;  pues  que  se  obli- 
gaba y  condenaba  á  Asensio  á  pagar  costas  que  eran  peculiares  del 
ejecutado  y  que  deben  satisfacerse  de  sus  bienes. 

8.*  El  principio  de  derecho  y  la  doctrina  legal  establecida  en  el 
artículo  993  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil»  que  determina  que  no 
podrán  aplicarse  las  sumas  realizadas  á  ningún  otro  objeto,  á  no  me* 
diar  ejecutoria  que  así  lo  disponga,  sin  estar  reintegrado  completa- 
mente el  ejecutante,  sucediendo  en  el  caso  actual  que  é&te  no  ha  reci- 
bido nada. 

9.*  El  principio  general  de  derecho  de  que  nadie  puede  ser  conde- 
nado sin  ser  oído,  por  haberse  extendido  indebidamente  lo  dispuesto 
en  el  art.  220  de  las  Ordenanzas  de  las  Audiencias ,  otorgando  á  un 
Alguacil  la  vía  de  apremio  que  únicamente  se  concede  á  los  Procura- 
dores contra  sus  litigantes  morosos. 

10.  Que  no  correspondiendo  la  vía  de  apremio  al  Alguacil  por  no 
existir  ley  alguna  que  asi  lo  determine ,  la  acción  incoada  es  ilegal, 
pues  para  incoarla  hubiera  sido  preciso  el  acto  conciliatorio  y  la  de- 
manda correspondiente  en  la  forma  y  modo  prescrito  por  las  leyes. 

11.  La  doctrina  admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales 
de  que  no  se  considera  como  legítima  una  deuda  que  tenga  un  origen 
vicioso  y  en  que  no  haya  causa  legítima  de  deber,  como  sucede  en 
el  caso  de  autos,  por  cuanto  se  consideraba  como  una  conoscencia  6 
reconocimiento  del  débito  el  no  haber  expuesto  cosa  alguna  en  contra 
de  la  tasación  verificada. 

12.  La  ley  y  la  jurisprudencia  establecida  por  este  Tribunal  Supre- 
mo imponiendo  las  costas  á  un  litigante  que  no  era  temerario,  como 
no  lo  es  Asensio. 

T  13.  El  principio  general  de  derecho  deducido  de  las  leyes  28,  37, 
40  y  46,  tít.  14.  Partida  5.%  según  las  que  el  error  de  hecho  no  per- 
judica á  nadie;  lo  cual  invalidaba  la  fuerza  que  se  habia  pretendido 
atribuir  á  no  haber  recurrido  contra  la  tasación ,  pues  el  ejecutante 
Asensio  debió  presumir  que  sólo  se  hablan  tasado  derechos  legítimos 
y  que  tenian  legítima  causa  de  deber;  y  si  aun  pagando  cabe  la  recla- 
mación de  una  cosa  indebida,  con  mayoría  de  razón  procedía  que  no 
se  condenase  á  pagar  cuando  no  se  verificó  el  pago  y  se  reclama. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrieta. 

Considerando  que  es  un  principio  jurídico  universal  el  de  que  nadie 
puede  ser  condenado  á  entregar  ó  hacer  cosa  alguna  sin  ser  antes  oido 
6  vencido  en  juicio : 

Considerando  que  las  costas  del  juicio  ejecutivo,  una  vez  dictada  y 
pasada  en  autoridad  de  cosa  juzgada  la  sentencia  de  remate,  son  de 
cargo  exclusivo  del  ejecutado,  y  deben  satisfacerse,  así  como  la  deuda 
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principal,  del  producto  de  los  bienes  embargados;  no  podiendo  apli- 
carse las  sumas  realizadas  á  objeto  ninguno  antes  de  qne  sea  reinte- 
grado completamente  el  ejecutante,  á  no  ser  que  aquel  haya  sido  decla- 
rado preferente  por  ejecutoria: 

Considerando  que  la  Sala  sentenciadora,  ai  confirmar  con  las'costas 
el  auto  del  Juez  de  primera  instancia  de  81  de  Mayo  de  1867,  por  el 
que  de  plano  y  sin  audiencia  del  ejecutante  D.  Juan  Antonio  Asenilo 
mandó  requerir  á  éste  para  que  en  el  término  de  tercero  día  pagase 
al  Alguacil  D.  Gregorio  Fernandez  los  2.132  reales  que  le  reclamaba  por 
custodia  de  los  efectos  embargados;  apercibido  que  de  no  hacerlo  se 
procedería  á  su  exacción  por  la  vía  de  apremio,  ha  infringido  el  enun- 
ciado principio,  sin  que  baste  á  justificar  su  violación  la  previa  tasa- 
ción de  las  costas  del  juicio  ejecutivo,  que  fué  aprobada  con  la  calidad 
de  sin  perjuicio. 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Juan  Antonio  Asensio ,  y  en  sa 
virtud  casamos  y  anulamos  la  sentencia  pronunciada  en  8  de  Enero 
de  1868  por  la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  esta  capital;  y  devdÜ- 
vase  al  recurrente  el  depósito  constituido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gñceté  ü 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legiMlattm,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.s=Jnan 
González  AcevedossJosé  M.  Gáceres.sLaureano  de  Arrieta.=Fran€Í8eo 
María  de  Gastilla.=sJoaquin  Jaumar.=José  Fermín  de  Muro.ssienilo 
de  Posada  Herrera. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Laureno  de  Arrieta ,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo ,  estando  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo  el  dia  de  boy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Supremo  Tri- 
bunal. 

Madrid  23  de  Diciembre  de  1870. «Dionisio  Antonio  de  Puga. 
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CASACIÓN. 


Posesión  de  las  gasas  rectorales  de  una  parroquia.  —  Senteírcia 
de  Si  de  Diciembre,  declarando  haber  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación que,  fundado  en  el  art.  1.013  déla  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  interpusieron  D.  Cirilo  García  Toro  y  Dofia  Rosalía  Ri- 
vero  Bethencourt  contra  el  auto  dictado  en  24  de  Febrero 
de  1868  por  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Canarias,  en 
pleito  con  D.  Emiliano  Martínez. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  ni  el  Reglamento  provisional  para  la  administración  de 
msíicia  ni  otra  ley  alguna  le  atribuye  jurisdicción  para  conocer  del 
llamado  recurso  de  queja  y  protección,  ni  este  r£curso  tiene  seña- 
lada  tramitación  en  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  única  Ley  de 
orocedimientos  que  rige  en  la  actualidad. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  24  de  Diciembre  de  1870,  en  los  autos  ge- 
midos en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Ganarías  en  virtud  de 
recurso  de  queja  y  protección,  elevado  á  la  misma  por  el  Provisor 
H^lesiástico  de  aquella  diócesis  contra  el  Juez  de  primera  instancia  de 
Las  Palmas,  sobre  posesión  de  las  casas  rectorales  de  la  parroquia  de 
lan  Agastin  de  Las  Pa{mas;  autos  pendientes  ante  Nos  por  recurso  de 
msacion  interpuesto  por  D.  Cirilo  García  Toro ,  como  albacea  testa- 
nentario  del  Presbítero  D.  Salvador  Rivero  Betbencourt,  Gura  párroco 
¡ue  fué  de  la  mencionada  iglesia,  y  Doña  Rosalía  Bethencourt: 

Resultando  que  en  11  de  Setiembre  de  1864  D.  Salvador  Rivero 
letbencourt,  Beneficiado  de  la  parroquia  anteriormente  expresada» 
itorgó  testamento  por  ante  Notario  público ,  en  el  que  nombra  por 
ilbaceas  á  D.  Alejandro  González  y  D.  Gí^ilo  García  Toro,  á  cada  uno 
n  solidwn,  é  instituyó  por  su  única  y  universal  heredera  á  su  her- 
nana  Doña  Rosalía: 

Resultando  que  en  7  de  Noviembre  del  mismo  año  el  Presbítero 
).  Emiliano  Martínez  otorgó  un  documento  privado,  por  el  que  con- 
esó  haberle  facilitado  D.  Cirilo  García  Toro,  albacea  testamentado 
lei  Presbítero  Bethencourt,  las  llaves  de  las  habitaciones  contiguas  de  > 
a  referida  parroquia,  fabricadas  por  dicho  D.  Salvador,  obligándose 
i  satisfacerle  ó  á  sus  herederos  el  alquiler  correspondiente  al  capital 
[ue  se  reconociere,  por  la  liquidación  de  las  cuentas  de  la  fábrica,  se- 
ta la  pertenencia  de  ios  indicados  herederos  por  suplementos  que  hi- 
llera  aquel  en  su  peculio,  debiendo  entenderse  que  la  parte  de  aiqui- 
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1er  mencionado  se  estipularía  por  las  bases  sigaientefr:  prímera,  el 
total  alquiler  de  la  casa  seria  8  pesos  mensuales:  segunda,  el  valor 
total  de  la  casa  en  venta»  el  que  se  fijara  por  peritos  nombrados  por 
parte  del  albacea  y  de  la  Autorídad  eclesiástica;  y  tercera,  que  el  al- 
quiler que  se  babia  obligado  á satisfacer  seria  el  que  correspondiese  á  la 
parte  del  capital  que  se  reconociese  de  la  pertenencia  de  los  herederos: 

Resultando  que  con  producción  de  este  documento  en  7  de  Noviem- 
bre de  1867  D.  Cirilo  García  Toro,  como  tal  albacea  testamentario  de 
D.  Salvador  Rivero  Bethencourt,  acudió  ante  el  Juzgado  de  primera 
instancia  de  Las  Palmas  de  la  Gran  Canaria  proponiendo  demanda  de 
desahucio  por  folta  de  pago  contra  el  Presbítero  D.  Emiliano  Mar- 
tínez, Cura  ecónomo  que  fué  de  la  repetida  parroquia»  de  las  suso- 
dichas habitaciones: 

Resultando  que  convocadas  las  partes  á  juicio  verbal,  si  bienal 
demandado  reconoció  en  el  acto,  bajo  juramento,  como  suya  la  firma 
del  expresado  contrato,  negó  que  este  tuviese  el  carácter  de  un  verda- 
dero arrendamiento,  añadiendo  que  aunque  después  de  extendido  y 
firmado  se  le  entregaron  las  llaves  de  la  casa,  esta  correspondía  á  la 
iglesia;  y  presente  al  acto  como  Párroco  D.  Fernando  Castro,  solidtó 
que  en  virtud  de  un  oficio  que  exhibió  y  le  habla  dirigido  el  Reve- 
rendo Obispo  con  fecha  9  del  indicado  mes,  como  Administrador  eco- 
nómico de  aquella  diócesis,  se  mandase  que  el  Presbítero  Martínez  le 
hiciese  entrega  de  las  llaves  por  haberse  fabricado  la  casa  sobre  pa* 
redes  pertenecientes  á  la  antigua  iglesia  de  San  Agustín  y  con  mate- 
riales de  la  misma,  razón  porqué  habia  sido  excluida  de  la  desamor- 
tización eclesiástica: 

Resultando  que  el  15  del  expresado  mes  di^tó  el  Juez  sentencia, 
por  la  que  relacionando  los  hechos  y  considerando  que  el  contrato 
que  comprendía  el  papel  extendido  por  el  Presbítero  Martínez  era  un 
verdadero  contrato  de  arrendamiento  de  casas,  porque  en  él  se  obligó 
una  de  las  partes  á  dar  á  la  otra,  mediante  cierto  precio,  el  uso  ó 
disfrute  de  las  habitaciones ;  que  en  el  contrato  de  arrendamiento  de 
que  se  trataba  sólo  intervinieron  el  albacea  del  Presbítero  Rivero  y  et 
Presbítero  Martínez,  y  que  estos  eran  los  únicos  que  por  lo  mismo  te- 
nían personalidad  para  comparecer  en  aquel  juicio,  declaró  haber  la- 
gar al  desahucio  solicitado  por  D.  Cirilo,  mandando  al  Presbítero  Doai 
Emiliano  que  en  el  improrogable  término  de  ocho  días  desalojase  tas 
expresadas  habitaciones,  y  entregase  las  llaves  de  las  mismas  al  ex** 
presado  García  con  todas  las  demás  consecuencias;  declarando  vt'i 
mismo  que  el  Administrador  económico  de  aquella  diócesis  no  tttdft' 
personalidad  para  ser  parteen  aquel  juicio,  reservándole  su  deridMi 
para  que  usara  como  viere  convenirle  del  que  se  considerase  arisüdil;. 
sin  hacer  expresa  condenación  de  costas: 

Resultando  que  en  SO  del  referido  mes  de  Noviembre,  en  virtud  íiA) 
escrito  presentado  por  el  demandante,  se  mandó  por  el  segimito'ii^' 
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píente  del  Juzgado  de  paz ,  que  conocía  de  estas  diligencias  por  im- 
pedimento del  Jaez  de  primera  instancia,  qae  constituyéndose  en  las 
expresadas  habitaciones  un  Alguacil  con  el  Escribano  actuario,  y 
permaneciendo  allí  de  guardia,  se  intimase  al  Presbítero  Martínez  que 
hiciese  entrega  de  las  llaves,  desalojando  las  indicadas  habitaciones, 
ó  incomunicándolas  con  las  demás  pertenecientes  á  la  parroquia,  como 
así  se  verificó  á  las  cuatro  de  la  tarde  del  propio  dia: 

Resultando  que  nombrado  D.  Santiago  Jiménez  Cura  ecónomo  de  la 
relacionada  parroquia,  y  acordado  por  el  Provisor  eclesiástico  en  83 
del  expresado  mes  de  Noviembre  de  1867  se  les  diese  posesión  con 
entrega  de  las  llaves  de  la  casa  rectoral ,  al  practicar  esta  diligencia 
se  consignó  por  otra  que  al  querer  abrir  la  puerta  de  la  -sacristía,  por 
donde  se  entraba  en  dicha  casa,  se  notó  que  no  cedia ,  en  cuyo  acto 
manifestó  el  sacristán  haberlas  cerrado  de  firme  un  carpintero  por 
dentro,  clavándolas  un  barrote;  exponiendo  asimismo  la  inseguridad 
de  la  sacristía  é  iglesia,  por  cuanto  la  referida  puerta  tenia  unos  pa- 
sadores por  dentro,  que  abiertos,  se  abria  también  la  indicada  puerta, 
sucediendo  lo  mismo  con  otras  tres,  sin  quedar  otra  comunicación 
para  la  iglesia  que  la  puerta  principal  de  ésta: 

Resultando  que  en  25  de  dicho  mes  y  año  ofició  el  Provisor  ecle- 
siástico al  referido  Jaez  de  primera  instancia,  con  inserción  del  resul- 
tado de  la  anterior  diligencia,  pidiéndole  testimonio  literal  de  las  que 
hubiesen  motivado  el  estado  actual  de  la  casa  rectoral  de  la  expre- 
sada parroquia;  y  dada  vista  á  D.  Cirilo  García,  se  opuso  á  semejante 
pretensión;  y  en  9  dé  Diciembre  siguiente,  considerando  el  Juez  que 
en  nada  podia  perjudicar  á  la  testamentaría  del  Presbítero  D.  Sal- 
vador RIvero  Rethencourt,  acordó  se  remitiese  al  citado  Provisor  el 
indicado  testimonio,  mandando  asimismo  que  pasando  el  actuario  á 
la  casa  objeto  del  desahucio,  certificará  si  se  estaban  tapiando  las 
puertas  de  comunicación;  y  habiendo  tenido  efecto,  certificó  en  el  si- 
guiente día  hallarse  tapiadas  con  pared  de  piedra  y  cal: 

Resultando  que  en  22  de  Enero  de  1868  el  mencionado  Provisor 
acudió  en  queja  contra  el  Juez  ante  la  Audiencia,  reclamando  su  pro- 
tección y  solicitando  se  declarase  la  nulidad  de  todo  lo  actuado  en 
el  juicio  de  desahucio,  dejando  expedita  su  jurisdicción: 

Resutando  que  la  Sala  acordó  que  informase  el  Juez  con  justifica- 
ción; y  habiéndolo  hecho  así,  remitiendo  testimonio  de  todas  las  dili- 
gencias, oido  el  Ministerio  fiscal,  se  trajeron  á  los  autos  los  antece- 
dentes relativos  á  las  cuentas  de  fábrica  presentadas  por  D.  Cirilo 
García,  como  albacea  del  Presbítero  D.  Salvador  Rivero,  que  fueron 
aprobadas  por  el  Reverendo  Obispo  en  7  de  Enero  de  1867;  y  en  cuya 
data,  si  bien  figura  una  partida  de  29.102  rs.  99  cents,  como  inver- 
tidos en  las  obras  de  reparación  de  la  casa  rectoral,  fué  separada, 
quedando  reducido  el  alcance  á  favor  de  dicho  Presbítero  ft  la  canti- 
dad de  120  rs.  42  cents. 
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Resultando  que  en  Si  de  Febrero  del  expresado  afilo  de  1868  d¡ct6 
auto  la  referida  Sala  ,  por  el  que  haciendo  relación  de  los  hechos  y 
consignando  varios  razonamientos ,  declaró  Justo  y  procedente  el  re- 
curso de  queja  y  protección  del  Provisor  de  la  diócesis,  mandando  que 
con  certificación  de  esta  providencia  se  librara  carta-órden  ai  Juez  de 
primera  instancia  de  aquella  ciudad  para  que  prestara  todo  el  auxilio 
necesario  al  citado  Provisor  Juez  eclesiástico,  á  fin  de  que  se  ejecutara 
en  todas  sus  partes  el  auto  que  dictó  en  23  de  Noviembre  de  1867, 
por  el  que  mandó  dar  posesión  del  economato  de  San  Agustín  y  de  la 
casa  rectoral,  como  aneja  ai  beneficio  curado,  ai  Ecónomo  nuevamente 
nombrado ,  removiendo  el  Juez  cuantos  obstáculos  se  opusieran  al 
cumplimiento  de  dicho  auto  y  de  esta  providencia :  que  se  librase  otra 
certificación  con  inserción  de  este  particular  y  se  remitiese  con  oficio 
ai  Provisor  para  los  efectos  oportunos ;  y  se  apercibió  ai  Juez  de  pri- 
mera instancia  para  que  en  lo  sucesivo  al  fallar  los  Juicios  y  ejecutar 
las  sentencias  no  lastimara  derechos  de  tercero  ni  pusiera  obstáculos 
á  la  Jurisdicción  eclesiástica :  que  se  remitiese  al  Juzgado  de  primen 
instancia  testimonio  literal  con  los  insertos  necesarios  para  que, 
uniendo  á  él  el  documento  de  7  de  Noviembre  de  1861,  base  de  la  de- 
manda de  desahucio,  procediese  inmediatamente  á  instruir  las  corres- 
pondientes diligencias  sumarias  á  fin  de  acreditar  el  delito  ó  delitos 
que  en  el  citado  documento  hubiesen  cometido  sus  autores,  cómplicesy 
encubridores,  y  por  su  resultado  sustanciase  y  determinase  con  arreglo 
á  derecho ;  y  por  último,  dejó  para  su  tiempo  proveer  sobre  la  remi- 
sión de  un  informe  razonado  al  Minist  rio  de  Gracia  y  Justicia  : 

Resultando  que  en  3  del  siguiente  mes  de  Marzo  presentó  escrito 
ante  la  Sala  el  Procurador  D.  Ventura  Ramírez  de  la  Vega,  á  nombre 
de  D.  Cirilo  García  Toro,  dándose  por  enterado  del  auto  anterior  como 
de  público  y  fundado  en  que  con  él  se  habia  venido  á  dejar  sin  efecto 
la  ejecutoria  obtenida  en  el  Juicio  de  desahucio :  concluyendo  solici- 
tando se  librase  certificación  ai  inferior  para  que  suspendiese  su  cum- 
plimiento, teniéndosele  por  parte ,  y  se  le  notifícase  dicho  fallo  para 
utilizar  contra  él  en  tiempo  y  forma  los  recursos  legales : 

Resultando  que  la  Sala,  oído  el  Ministerio  fiscal,  dictó  providencia, 
en  la  que,  sentando  varios  fundamentos  y  que  en  estas  actuaciones  se 
habia  tratado  de  puntos  que  entonces  debian  ser  desconocidos  de  Dea 
Cirilo,  declaró,  entre  otros  particulares,  no  haber  lugar  á  lo  solicilado 
por  éste  en  3  del  mismo  mes,  mandando  se  notifícase  á  su  Procarador 
este  proveído  solamente  en  este  extremo  : 

Resultando  que  habiendo  suplicado  D,  Cirilo ,  se  mandó  que  acra- 
ditase  su  cualidad  de  albacea  testamentario  de  D.  Salvador  Rivero;  qv 
el  referido  Procurador  presentó  nuevo  escrito  con  copia  autortañb 
del  testamento  del  expresado  D.  Salvador  y  del  poder  otorgado  i  u 
favor,  y  al  de  D.  Cirilo  por  Doña  Rosalía  Rivero,  é  insistió  en  so  •«- 
terior  pretensión,  pidiendo  también  se  le  hubiese  por  parte  á  nooli^ 


«u 


SENTENCIAS  DE  1870.  511 

de  Doña  Rosalía;  y  la  Sala,  en  28  de  Marzo,  denegó  aquella  solicitud, 
y  mandó  que  el  Procurador  pidiera  por  separado  á  nomJbre  de  la 
última : 

Resultando  que  en  1$  de  Abril  siguiente  el  repetido  Procurador,  en 
nombre  de  D.  Cirilo  García  Toro  y  Doña  Rosalía  Rivero  Bethencoi]^rt, 
interpuso  recurso  de  casación  contra  el  auto  dictado  por  la  Sala  en  Si 
de  Febrero  del  expresado  año  de  1868,  fundado  en  que  no  habiéndo- 
seles notificado,  creían  hallarse  en  término  para  su  interposición,  tanto 
en  la  forma  como  en  el  fondo,  asi  por  alguna  de  las  causas  especia- 
les del  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  como  por  la  ge- 
neral del  1.612 ,  figurando  entre  las  primeras  la  falta  de  citación  y 
emplazamiepto  para  dictarse  el  referido  auto,  la  falta  de  citación  para 
sentencia  y  la  incompetencia  de  Jurisdicción ,  puesto  que  entraCíando 
una  cuestión  de  competencia  la  promovida  por  el  Juez  eclesiástico  ñ^tfi 
la  Sala,  sólo  al  Tribunal  Supremo  correspondía  su  decisión,  aparte  de 
que  debió  acudir  aquel  primero  ^u^q  el  inferior  en  demande^  ^^  su 
ay9da ,  y  sólo  en  el  caso  de  negarla  ocurrir  después  á  la  Audiencia 
en  alz^a  ó  queja,  sin  que  tampoco  le  l^ubiese  requerido  de  inhibición: 
que  semejante  vicio,  falta  ó  infracción  de  los  artículos  119  y  1.108  de 
la  citada  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  son  fundamento  para  el  recurso, 
si  no  en  la  forma  por  no  estar  expresamente  detallada  esa  causa  en 
el  art.  1.013,  al  menos  en  el  fondo,  porque  contraría  abiertamente 
aquellos  otros,  y  que  asimismo  se  hablan  infringido  otras  leyes  y  doc- 
trinas que  citó : 

.Resultando  que  la  Sala  en  auto  de  21  del  mismo  Abril  acordó  que 
cumpliendo  el  Procurador  coa  lo  pi^evenído  en  28  de  Marzo  se  pro- 
veería ;  y  negada  la  apelaciotí  que  D.  Cirilo  y  Doña  Rosalía  interpu- 
sieron para  ante  este  Tribunal  Supremo,  D.  Cirilo  acudió  al  mismo  en 
queja;  y  sustanciada  ésta,  oido  el  Ministerio  fiscal  y  de  conformidad 
con  su  dictamen ,  se  mandó  que  la  Sala  primera  de  la  mencionada 
Audiencia  admitiese  ó  denegase  el  recurso  de  casación  interpuesto : 

Resultando  que  en  su  virtud  dicha  Sala  admitió  el  expresado  re- 
curso, y  previo  el  depósito  de  200  escudos,  elevó  de  nuevo  los  autos. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Marí^  Cáceres. 

Considerando  que  al  declarar  la  Audiencia  la  nulidad  del  auto,  con- 
sentido y  firme  por  Ministerio  de  la  ley,  en  que  se  declaró  haber 
lugar  al  desahucio  de  las  habitaciones  de  la  casa  próxima  á  la  par- 
roquia de  San  Agustín  sin  emplazamiento  y  sin  haber  oído  las  defen- 
sas de  los  interesados,  y  además  sin  que  precediera  la  citación  para 
sentencia,  ha  incurrido  en  las  faltas  previstas  en  las  causas  1.*  y  3.', 
articulo  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil : 

T  considerando,  en  orden  á  la  competencia  de  aquer  Tribunal  su- 
perior, que  ni  el  reglamento  provisional  para  la  administración  de 
Justicia,  ni  otra  ley  alguna,  le  atribuye  jurisdicción  para  conocer  del 
llamado  recurso  de  queja  y  protección  que  entabló  el  Provisar  d^ 
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aquella  diócesis,  ni  este  pretendido  recurso  tiene  seffalada  tramitación 
en  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  única  ley  de  procedimientos  que 
rige  en  la  actualidad ;  por  todo  lo  cual  la  Audiencia  ha  conocido  de 
este  incidente  con  notoria  incompetencia  de  Jurisdicción ,  y  cometido 
por  consecuencia  la  nulidad  de  qae  liabla  la  causa  7.'  del  art.  1.013  de 
dicba  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  que,  fundado  en  las  expresadas  causas  del  art.  1.013 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  interpusieron  D.  Cirilo  Garda  Toro 
y  Dofia  Rosalía  Rivero  Bethenconrt ;  en  su  consecuencia  casamos  y 
analamos  el  referido  auto  de  84  de  Febrero  de  1868,  y  mandamos  qae 
se  devuelvan  las  actuaciones  á  la  Audiencia  de  donde  proceden  pura 
los  efectos  que  correspondan ;  y  entregúese  á  la  parte  recurrente  los 
SOO  escudos  que  depositó  para  las  resultas  del  recurso. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaeeia  ié 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legiilatm,  pasándose  ai  efecto  las  co- 
pias necesarias ,  lo  pronunciamos ,  mandamos  y  firmamos.=sMauricio 
6arcía.=José  María  Gáceres.=Laureano  de  Arrieta.B=3yalentin  Garral- 
da.=:Francisco  María  de  Castilla .=Joaquin  Jaumar.s=Benito  de  Posada 
Herrera. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Sefior 
D.  José  María  Cáceres ,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de  hoy,  de 
que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  24  de  Diciembre  de  1870.=Rogelio  González  Montes. 

NÍM.  116. 
CASACIÓN. 


Nulidad  de  ün  contrato. — Sentencia  de  27  de  Diciembre,  decla- 
rando que  no  ha  debido  admitirse  el  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Simón  María  Renard  y  consortes  contra  la  que 
en  25  de  Agosto  de  1870  dictó  la  Sala  de  vacaciones  de  la 
Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  la  Compafiia  titulada  Cent' 
tructora  de  muelles  de  hierro,  y  en  su  consecuencia  que  no  hi 
lugar  á  decidirle. 

En  los  considerandos  se  establece : 

i  .^    Que  contra  las  decisiones  de  las  Audiencias  en  cuesHéus 

de  competencia  no  se  da  otro  recurso  que  el  de  casación  en  su  úéM 

y  lugar,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  111  de  la  Legi^ 

Enjuiciamiento  civil.  ' 
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2/  Que  íegun  la  constante  jurisprudencia  del  Tribunal  Supre-^ 
mo,  el  caso  y  lugar  á  que  la  precedente  disposición  se  refiere  no 
se  realizan,  sino  cuando  ha  sido  dictada  sentencia  definitiva  en  se* 
gunda  instancia  en  el  pleito  principal  en  que  haya  sido  alegada  la 
excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  27  de  Diciembre  de  1870,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Antonio 
de  Cádiz  y  en  la  Sección  seganda  de  la  Sala  extraordinaria  en  vaca* 
clones  de  la  Audiencia  de  Sevilla  por  D.  Bicardo  Lacassaigne,  como 
Director  gerente  de  la  GompaQía  titulada  Consíructora  de  muelles  ie 
hierro^  con  Don  Simón  María  Renard,  D.  Víctor  y  D.  Juan  Claudio  De- 
ville,  D.  Hipólito  Jacquet,  D.  Gustavo  Clergué  y  D.  Víctor  Dephienx^ 
sobre  nulidad  de  un  contrato;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Renard  contra  la  sentencia  que 
en  85  de  Agosto  úitimoi  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  que  por  Reales  órdenes  de  22  de  Julio  y  14  de  Setiem-i 
bre  de  1865  y  27  de  Agosto  de  1866,  se  concedió  á  D.  Ricardo  Lacas- 
saigne  el  privilegio  de  construir  en  los  puertos  marítimos  del  flein<^ 
desembarcaderos  por  medio  de  pilas  tubulares ;  el  derecho  de  cons- 
truir un  desembarcadero  en  la  bahía  de  Cádiz  en  el  sitio  nombrado 
de  la  punta  de  la  Vaca,  y  una  extensión  de  terreno  de  30  hectáreas 
á  conquistar  sobre  el  mar,  en  la  misma  bahía  y  sitio  llamado  de  los 
Corrales:  que  por  escritura  de  18  de  Agosto  de  1866  cedió  Lacassaigne 
á  D.  Manuel  María  Hazañas  la  mitad  de  los  terrenos  designados,  y  que 
por  otra  de  28  de  Marzo  del  mismo  año  formaron  con  D.  Manuel  Ro- 
dríguez de  Llano  y  D.  Juan  B.  Peironet,  sociedad  civil,  que  se  denomi- 
naría Constructora  de  muelles  de  hierro,  fijando  su  domicilio  en  Madrid, 
y  siendo  Director  gerente  del  muelle  de  Cádiz  D.  Ricardo  Lacassaigne: 

Resultando  que  D.  Manuel  María  Hazañas,  por  sí  y  en  representa- 
ción de  D.  Manuel  Rodríguez  de  Llano  y  de  D.  Juan  B.  Peironet  y  Don 
Ricardo  Lacassaigne,  celebraron  un  contrato  en  León  á  20  de  Octubre 
de' 1866,  por  el  que  cedieron  á  D.  Simón  María  Renard  y  D.  Víctor 
Deviüe,  avecindados  en  Francia,  el  privilegio  concedido  á  Lacassaigne 
de  construir  embarcaderos  marítimos  por  el  indicado  sistema ,  pero 
sólo  en  cuanto  era  aplicable  al  de  Cádiz ,  y  la  concesión  de  Iqs  ter- 
renos otorgados  á  aquel,  teniendo  derecljo  Riinard  y  Deviüe  de  apor- 
tar dichos  privilegios  y  concesiones  á  una  sociedad  civil  que  tenían 
proyectada,  oblíg.'lndose  estos  por  su  parte  á  construir  un  desembar- 
cadero en  dicha  bahía  en  el  plazo  de  dos  años,  y  á  ejecutar  otras 
obras  en  precio  de  8.500.000  francos,  que  Hazañas  y  consocios  les 
pagarían  en  determinados  plazos  y  con  ciertas  ganancias,  reserván- 
dose el  derecho  de  retrotraer  ó  volver  á  entrar  en  la  propiedad  y 
posesión  de  dichas  concesiones  y  de  ios  trabajos  ejecutados  después 
del  reembolso  íntegro  de  la  citada  suma  y  de  todo  el  demás  precio 
L  33 
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qae  pudiera  resaltar  del  aumento  de  trabajos  y  material;  y  que  des- 
pués de  otros  pactos  y  condiciones ,  se  estableció  en  el  art.  SI  que 
todas  las  dificultades ,  de  cualquier  naturaleza  que  fueran  y  pudieran 
suscitarse  con  ocasión  de  este  contrato  y  de  su  ejecución,  serian  juz- 
gados por  el  Tribunal  de  Comercio  del  Sena ,  en  el  cual  las  partes 
bacian  elección  atributiva  de  jurisdicción,  renunciando  Hazañas  y 
consortes  desde  entonces  y  expresamente  á  la  Jurisdicción  espafiola: 

Resultando  que  D.  Manuel  María  Hazañas»  por  sí  y  en  la  represen- 
tación indicada,  y  D.  Ricardo  Lacassaigne  aprobaron  y  ratificaron  por 
escritura  que  otorgaron  en  esta  capital  á  80  de  Diciembre  de  18M  el 
contrato  celebrado  con  Renard  y  Devílle,  obligándose  á  su  puntual 
observancia  y  cumplimiento ,  designando  y  señalando  la  dudad  dé 
Cádiz  para  oir  las  notificaciones  y  practicar  las  demás  diligencias  á 
que  pudiera  dar  lugar  aquella  escritura: 

Resultando  que  D.  Simón  María  Renard ,  D.  Claudio  Jacquet ,  Don 
Juan  Claudio  y  D.  Pedro  Víctor  Devilie,  D.  Víctor  Depbienx  y  D.  Gus- 
tavo Clergué,  individuos  todos  de  la  Sociedad  civil  del  puerto  y  des. 
embarcadero  marítimo  de  Cádiz,  formada  por  escritura  de  80  de  Oc 
tubre  de  1866,  cedieron  por  la  que  otorgaron  en  Lion  á  30  de  Julio 
de  1869  en  favor  de  D.  Carlos  Lonault,  que  se  proponía  á  su  vez  fun- 
dar compañía,  todas  las  ventajas ,  derechos  y  beneficios  del  ajuste 
hecbo  en  SO  de  Octubre  de  1866  entre  Renard  y  Deviile,  de  una 
parte,  y  Hazañas,  Lacassaigne  y  consortes,  de  otra,  y  de  todas  las 
obras  ejecutadas  y  qae  debian  ejecutarse  con  arreglo  al  mencio- 
nado ajuste;  estando  subordinada  esta  promesa  de  venta  al  pago 
íntegro  del  capital  é  intereses  del  precio  estipulado,  teniendo  sólo 
efecto  cuando  Lonault  ó  su  sociedad  hubieran  de  antemano  pagado; 
siendo  esta  exoneración  precisamente  necesaria  para  conferirle  el  de* 
recho  de  propiedad;  no  desistiendo  la  Sociedad  civil  de  Cádiz  de  nin- 
guno de  sus  derechos  sobre  todo  lo  que  era  objeto  del  contrato,  mien- 
tras que  no  hubiera  recibido  el  precio;  debiendo  ser  Juzgadas  cuantas 
dificultades  se  originasen  con  relación  á  aquel  contrato  por  él  Tribu- 
nal civil  del  Sena,  á  cuya  jurisdicción  se  sometían ;  y  que  presentes 
Hazañas  y  Lacassaigne,  tanto  en  sus  nombres  propios  como  en  los  de 
sus  cointeresados,  cuyos  derechos  representaban,  como  ofrecieron  Jus- 
tificar, aprobaron  el  convenio,  consintiendo  en  su  ejecución  en  lo  que 
les  concernia: 

Resttltando  que  D.  Ricardo  Lacassaigne,  Director  gerente  de  la  Com- 
pañía titulada  Constructora  de  muelles  de  hierro ,  entabló  demanda  ea 
el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  San  Antonio  de  Cádis, 
en  20  de  Enero  último,  para  que  se  declarase  nulo  el  contrato  oeto- 
brado  en  Lion  en  20  de  Octubre  de  1866,  y  se  condenase  en  so  eoB* 
secuencia  á  D.  Simón  María  Renard  y  D.  Víctor  Devilie,  y  á  ia  Soeto* 
dad  civil  francesa  que  hablan  formado  después,  á  que  dejasen  |  is 
demandante  en  libertad  de  usar  de  sus  privilegios  y  concesiones,  ü^ 
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(regándola  cuanto  hubieran  construido  y  considerasen  de  sa  f>erienm- 
cia,  previa  tasación  pericial  y  abono  de  su  importe;  pretensión  qae 
fundaron  en  que  el  mencionado  contrato  no  era  una  cesión  ó  venta 
con  pacto  de  retro,  porque  no  podia  darse  venta  sin  precio,  y  sin  venta 
tampoco  se  concebía  retroventa :  que  no  pasaba  de  ser  un  anticipo  ó 
préstamo  con  el  reprobado  pacto  comisario ;  y  que  Renard  y  Devllie 
y  su  Sociedad  tenian  derecho  á  recibir  el  valor  de  sus  construcciones 
á  justa  tasación  por  el  axioma  de  derecho  que  no  permite  enriquecerse 
con  daño  de  otro :  que  teniendo  en  cuenta  el  derecho  internacional 
privado,  debía  aplicarse  la  legislación  del  país  en  que  radicaban  las 
cosas,  siendo  imposible  la  sumisión  ai  Tribunal  de  Comercio  del  Sena 
que  contenia  la  cláusula  St  del  convenio  de  Lion,  el  cual  se  babia 
novado  al  ser  ratificado,  designando  la  ciudad  de  Cádiz  para  oír  no- 
tificaciones y  practicar  las  demás  diligencias,  novación  que  babia  acep- 
tado Renard  y  sus  socios  en  el  hecho  de  haber  callado: 

Resultando  que  conferido  traslado  á  D.  Simón  María  Renard,  Don 
Juan  Claudio  y  D.  Pedro  Víctor  Deville,  D.  Hipólito  Jacquet,  D.  Gus- 
tavo Clerguó  y  D.  Víctor  Dephiens,  se  libraron  para  su  emplazamiento 
los  oportunos  exhortes  á  las  Justicias  francesas,  personándose  en  iCNs 
autos  Renard,  en  virtud  de  poder  conferido  por  todos  los  demás,; A 
excepción  de  Dephienx,  en  el  cual  se  expresa  que  los  cinco  hablan 
formado  Sociedad,  constituyendo  el  Consejo  de  administración,  cuyas 
atribuciones  durarían  tanto  como  aquella,  siendo  necesaria  la  presen- 
cia de  tres  de  sus  miembros  para  constituir  acuerdo: 

Resultando  que  evacuando  la  comunicación,  pretendió  se  declarase 
que  el  conocimiento  de  los  autos  correspondía  al  Tribunal  de  Comer- 
cio del  Sena,  al  cual  debía  el  demandante  acudir  á  usar  de  su  dere- 
cho, y  en  otro  caso  que  no  estaba  obligado  á  contestar  á  la  demanda 
por  carecer  aquel  de  personalidad;  alegando  en  apoyo  de  la  primera 
excepción  lo  pactado  en  el  art.  31  del  contrato,  que  no  había  podido 
ser  destruido  por  la  escritura  de  ratificación,  por  ser  un  acto  privativo 
de  los  que  la  habían  otorgado;  además  de  que,  aun  cuando  nada  se 
hubiera  determinado  sobre  el  particular,  la  jurisdicción  compotente 
seria  la  de  los  Tribunales  franceses,  por  haberse  otorgado  el  contrato 
en  Francia  y  ser  naturales  de  aquel  país  los  que  figuraban  como  de- 
mandados; y  todavía  si  hubiera  de  decidirse  el  caso,  según  las  reglan 
del  estatuto ,  seria  aplicable  el  personal  y  no  el  real ,  porque  la  obli- 
gación contraída  tenia  el  primer  concepto ,  siendo  accidental  ó  acce- 
sorio lo  que  en  ella  se  expresaba  respecto  á  cosas  raíces,  y  decldirs¡e 
por  lo  tanto  por  las  leyes  del  país  de  los  demandados;  y  que  en  cuanto 
á  la  falta  de  personalidad ,  habiendo  trasmitido  los  demandados  á  Don 
Carlos  Lonault,  ó  más  bien  á  la  Compañía  creada  por  éste,  los  dere- 
chos adquiridos  de  la  Sociedad  Constructora  de  muelles  de  hierro ,  con 
aprobación  de  ésta ,  ninguna  acción  podría  ya  ejecutar  contra  Renard 
y  sus  consocios,  debiendo  dirigir  sus  reclamaciones  contra  la  última 
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mente  creada  por  haber  quedado  aquella  exenta  de  toda  respon- 
sabilidad : 

Eesuitando  que  el  demandante  impugnó  ambas  excepciones,  soli- 
citando que  Renard  presentase  poder  de  D.  Víctor  Dephienx  y  que  con- 
testase á  la  demanda:  que  en  cuanto  á  la  primera  de  aquellas,  repro- 
dujo lo  manifestado  en  la  demanda  respecto  á  la  aplicación  del  esta- 
tuto Real,  alegando  además  que  la  novación  introducida  al  ratificar  ei 
convenio  de  Lion  designando  la  ciudad  de  Cádiz  para  oir  notificacio- 
nes ,  novación  que  habían  aceptado  con  su  silencio  Renard  y  sus  so- 
cios ,  no  habla  sido  una  sumisión  espontánea ,  sino  acatar  la  ley,  que 
no  podía  renunciarse,  por  lo  cual  era  esencialmente  nula  la  cláusula 
81  de  dicho  convenio :  que  la  intervención  de  Hazañas  y  Lacassaigne 
en  la  promesa  de  venta  hecha  por  la  Sociedad  que  presidía  Renard  á 
Lonault  no  significaba  más  que  su  aquiescencia  á  entenderse  en  su  dia 
con  el  uno  en  vez  de  con  los  otros;  lo  cual  se  corroboraba  por  la 
aportación  que  más  tarde  habían  hecho  les  mismos  Hazafias  y  Lacas- 
saigne como  socios  á  la  fundada  por  Lonault ,  con  quien  además  ha- 
bían celebrado  un  contrato  que  dejaba  subsistente  ia  Compañía  espa- 
ñola para  proponer  esta  y  otras  reclamaciones,  aceptado  todo  ello  por 
D.  Víctor  Deviiie,  socio  al  propio  tiempo  de  la  presidida  por  Renard 
y  de  la  fundada  por  Lonault ;  y  que  el  poder  presentado  por  Renard 
era  insuficiente  por  su  forma  y  por  la  falta  de  concurrencia  de  Don 
Víctor  Dephienx,  uno  de  los  individuos  del  Consejo  de  administradon, 
cuyo  consentimiento  no  podía  presumirse  por  hallarse  en  litigio  con 
sus  coasociados : 

Resultando  que  las  partes  estuvieron  conformes  en  que  se  recibiera 
á  prueba  el  artículo,  y  que  el  Juez  por  auto  de  13  de  Junio  último, 
declaró  no  haber  lugar  á  la  contienda  Jurisdiccional  promovida,  y  re- 
cibió el  pleito  á  prueba  respecto  á  la  otra  excepción  dilatoria  pro- 
puesta ,  sin  perjuicio  de  lo  cual  se  intimaba  á  D.  Simón  María  Renard 
que  presentase  poder  de  D.  Víctor  Dephienx  ú  otro  del  Consejo  de  ad- 
ministración de  su  Compañía  concurriendo  éste : 

T  resultando  que  confirmado  este  auto  con  las  costas  por  la  sen- 
tencia que  en  26  de  Agosto  último  dictó  la  Sección  segunda  de  la  Sala 
extraordinaria  en  vacaciones  de  ia  Audiencia  de  Sevilla,  interpuso  Don 
Simón  María  Renard  recurso  de  casación  por  quebrantamiento  de  for- 
ma, que  le  fué  admitido ,  fundado  en  las  causas  2.'  y  6/  del  art.  V 
de  la  ley  de  24  de  Mayo  último,  por  la  falta  de  personalidad  é  incom- 
petencia de  jarisdiccion. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Benito  de  Posada  Hemgft. 

Considerando  que  contra  las  decisiones  de  las  Audiencias  en  cues- 
tiones de  competencia ,  no  se  da  otro  recurso  que  el  de  casación  en  M 
caso  y  lugar,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  ei  art.  111  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil : 

Considerando  que,  según  la  constante  Jurisprudencia  do  estefii- 
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premo  Tribunal ,  el  caso  y  lij^ar  á  que  li^  precedente  disposición  se 
reOere,  no  se  realizan  sino  (üviando  ha  sido  dictada  sentencia,  definitiva 
en  segunda  instancia  en  el  pleito  principal  en  que  haya  sido  alegada 
la  indicada  excepción  de  incompetencia  de  jurisdicción: 

Considerando,  en  cuanto  á  la  excepción  de  falta  de  personalidad, 
igualmente  propuesta  por  los  recurrentes,  que  hallándose  todavía  pen- 
diente de  prueba  en  primera  instancia ,  sin  que  por  consiguiente  haya 
sido  objeto  del  conocimiento  y  resolución  de  la  Audiencia,  no  ha  po- 
dido ser  útilmente  invocada  en  el  presente  recurso; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  no  ha  debido 
admitirse  el  interpuesto  ft  nombre  de  D.  Simón  María  Renard  y  con- 
sortes, y  en  su  consecuencia  que  no  há  lugar  á  decidirle;  y  manda* 
mos  que  se  devuelva  el  depósito  y  los  autos  á  la  Audiencia  de  Sevilla 
con  la  certificación  correspondiente. 

.  Así  por  esta  nuestra  sentencia ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y 
se  insertará  en  la  Colección  legislatim,  pasándose  al  efecto  las  copias 
necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.ssJuan  González 
AcevedcsaLaureano  de  Arrieta.=:Yalentin  Garralda.ssFrancisco  María 
de  Gastilla.=Joaquin  Jaumar.=José  Fermín  de  Muro. = Benito  de  Po* 
sada  Herrera. 

Publicación  : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Juan  González  Acevedo,  Presidente  de  Sala  del  Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  primera,  en  el  día  de  hoy,  de  que 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  27  de  Diciembre  de  1870.=Licenciado  Desiderio  Martínez. 


NÚM.  117. 


CASACIÓN. 


Defensa  por  pobre. — Auto  de  27  de  Diciembre,  declarando  no 
haber  Ingar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Pedro  Luis  Brú  contra  la  sentencia  que  en  11  de  Oc- 
tubre de  1869  dictó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Valen- 
cia, en  pleito  con  D.  Antonio  Cola. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 
Que  procediendo  el  recurso  ordinario  de  súplica ,  no  puede  te- 
ner lugar  el  de  casación ,  que  sólo  procederia  después  de  pronun- 
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ciada  sentencia  definitiva  en  aquel  incidente,  según  el  art.  2.®  de  la 
Ley  provisional  sobre  reforma  de  la  casación,  civil. 

En  el  recurso  de  casación  en  el  fondo ,  interpuesto  por  D.  Pedro 
Luis  Brú ,  se  ha  dictado  por  la  Sala  primera  de  este  Tribunal  Supre- 
mo» el  auto  que  dice  así: 

Resultando  que  empezado  pleito  entre  D.  Antonio  Gola  y  D.  Pedro 
Luis  Brú,  pasó  el  conocimiento  por  apelación  ¿  la  Audiencia  de  Va- 
lencia; y  que  en  la  segunda  instancia  promovió  D.  Pedro  Luis  Brú  in- 
cidente para  que  se  le  ayudase  como  pobre: 

Resultando  que  después  de  recibido  el  incidente  á  prueba  y  prac- 
ticadas las  qué  se  articularon ,  pronunció  sentencia  en  11  de  Octubre 
último  la  Sala  tercera  de  aquel  Tribunal,  declarando  no  haber  Inpr 
á  conceder  dicho  beneficio  á  D.  Pedro  Brú : 

Resultando  que  notificada  esta  sentencia,  pidió  dicho  interesado  tes- 
timonio para  interponer  recurso  de  casación,  que  ha  formalizado: 

T  considerando  que  promovido  aquel  incidente  en  la  segunda  ins* 
tancia ,  la  sentencia  contra  la  que  se  recurre  en  casación  es  susoep- 
tibie  de  súplica,  conforme  al  art.  890  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  ci- 
vil ;  y  que  por  tanto ,  procediendo  aquel  recurso  ordinario,  no  puede 
tener  lugar  el  de  casación,  que  sólo  procedía  despurs  de  pronunciar 
sentencia  definitiva  en  aquel  incidente,  según  el  art.  S.*  de  la  Ley  pro- 
visional sobre  reforma  de  la  casación  civil : 

Se  declara  no  haber  lugar  á  la  admisión  del  recurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Pedro  Luís  Brú  contra  la  sentencia  que  en  11  de 
Octubre  del  afío  último  dictó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Ta- 
lencia ,  y  ejecutoriado  que  sea  este  auto ,  comuniqúese  á  la  misma  y 
publíquese  en  la  forma  debida. 

Madrid  27  de  Diciembre  de  1870.=sMauricio  García .=José  M.  Gáce- 
re8.=Laureano  de  Arrieta.=!  Valentín  Garralda.  =3 Francisco  María  de 
Gastilla.e=Licenciado  Desiderio  Martínez. 

NáM.  118. 
CASACIÓN. 

• 

RgsTiTOcroN  DEL  DOMINIO  ¿TIL. — Sootencia  de  28  de  Diciembre* 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpvesto 
por  Joaquina  é  Isabel  Fernandez  contra  la  que  en  14  de  Mariii 
de  1870  dictó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Oviedo,  tt 
pleito  con  Silverío  González. 

En  sus  CONSIDERANDOS  se  establece: 

Que  habiendo  apreciado  la  Sala  sentenciadora,  según  las  pfUi- 
bas  presentadas  por  las  partes,  que  el  demandado  posee  le^  ¡biéU" 
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de  qu$  ie  trata  más  tiempo  de  treinta  años,  sin  que  se  haya  inter- 
rumpido legalmente  esta  posesión,  la  sentencia  no  infringe  las  leyes 
81,  tu.  29,  Partida  3/  y  28,  tU.  8.^  Partida  5.*.  nt  la  l.\  ti- 
íulo  lli  Partida  3/,  puesto  que  se  han  practicado  pruebas  por  el 
demandiado. 

En  la  villa  de  Madrid ,  á  28  de  Diciembre  de  1870 ,  en  el  pleito  se- 
gaido  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Beimonte  y  en  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Oviedo  por  Joaquina  é  Isabel  Fernandez 
con  Silverio  González,  sobre  restitución  del  dominio  útil  de  unos  bie- 
nes ;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  los  demandantes  contra  la  sentencia  que  en  14  de  Marzo 
último  dictó  la  referida  Sala : 

Resultando  que  D.  Lope  Antonio  Aivarez  Longoria  dio  en  foro  per- 
petuo por  escritura  de  4  de  Agosto  de  1739  á  los  consortes  Domingo 
y  Francisca  Fernandez  para  ellos ,  sus  bijos  y  herederos ,  una  casa  y 
otros  bienes  en  el  lugar  de  San  Martin ,  concejo  de  Miranda ,  en  As- 
turias ,  con  las  condiciones ,  entre  otras ,  de  pagar  anualmente  una 
fanega  de  pan  de  escanda  de  renta :  que  hablan  de  llevar  dichos  bie- 
nes con  esta  carga  los  citados  consortes,  y  después  sus  hijos,  confor- 
me á  las  leyes  y  pragmáticas ,  no  pudiendo  ser  vendidos  ni  cambia- 
dos ,  sino  estando  siempre  en  un  sólo  poseedor  como  vinculo  de  ma- 
yorazgo; y  en  caso  de  que  fuesen  vendidos,  habia  de  ser  á  persona 
llana  y  abonada  y  natural  del  concejo,  debiendo  ante  todo  ser  reque* 
ridos  D.  Lope  Antonio  Aivarez  y  los  suyos  por  si  los  querían  por  el 
tanto ;  y  no  queriéndolos,  deberían  pagar  el  laudemio  que  les  corres* 
pendiese  por  el  dominio  directo,  siendo  nulo  si  lo  contrario  se  hiciese, 
y  cayendo  en  pena  de  comiso:  que  cualquier  sucesor  en  dichos  bienes 
por  cualquier  título,  habia  de  estar  obligado  á  hacer  nuevo  recono- 
cimiento  á  favor  del  dueño  que  cobrase  el  canon;  y  que  si  los  aforan- 
tes y  sus  herederos  dejasen  dos  años  seguidos  de  pagar  la  renta,  cae- 
rían los  bienes  en  comiso : 

Resultando  que  Joaquina  é  Isabel  Fernandez  entablaron  demanda 
en  1/  de  Abril  de  1868,  para  que  se  condenase  á  Silverio  González, 
como  marido  de  Genara  Aivarez ,  á  que  restituyese  y  entregase  á  las 
demandantes  la  casa  y  demás  bienes  comprendidos  en  la  anterior  es- 
critura, con  los  frutos  y  rentas;  alegando  que  en  aquella  se  habia  fun- 
dado una  vinculación,  en  la  cual  debían  suceder  los  primogénitos,  de 
cuya  linea  sin  interrupción  procedían  las  demandantes;  y  que  ya  fuera 
por  la  calidad  vincular ,  ya  quisiera  darse  á  los  bienes  el  carácter  de 
libres,  les  pertenecían,  como  herederas  de  su  padre,  que  los  habia 
poseído,  cabiéndoles  la  acción  restituloria,  puesto  que  el  que  los  de- 
tentaba carecía  de  titulo  y  no  tenia  de  posesión  los  treinta  años  ne- 
cesarios para  la  prescripción  : 

Resultando  que  Silverio  González  impugnó  la  demanda,  sosteniendo 
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que  la  escritara  citada  era  simplemente  de  foro  á  favor  de  Domingo 
Fernandez  y  sa  mujer,  como  lo  demostraban  sus  condiciones,  sin  qae 
la  cláusula  vincular  tuviera  valor  alguno,  puesto  que  los  bienes  podían 
venderse,  aunque  con  las  limitaciones  comunes  á  todo  foro:  que  las 
demandantes  tenían  tres  hermanos  y  no  podian  reclamar  más  que  lo 
que  las  pudiera  corresponder;  teniendo  igual  derecho  Genara  Alvarez, 
mujer  del  demandado,  como  hija  de  una  hermana  de  Aniceto,  padre 
de  las  demandantes,  y  ambos  herederos  de  los  otorgantes  de  la  es- 
critura de  1739 :  que  Aniceto  Fernandez  habia  quedado  sin  las  fincas 
en  1836  á  consecuencia  de  litigio  con  el  señor  directo,  y  no  tenia  por 
consiguiente  derecho  á  reclamar  por  ser  cosa  juzgada ;  y  que  aunque 
no  hubiera  existido  litigio^  haciendo  más  de  treinta  años  que  el  de- 
mandado ó  su  mujer  poseían  los  bienes  que  se  reclamaban,  los  habrían 
adqnirido  por  prescripción  : 

Resultando  qne  suministrada  prueba  por  las  partes  para  acreditar 
su  filiación  y  la  posesión  de  los  bienes,  declaró  para  mejor  proveer 
D.  Ramón  Alvarez  Quiñones,  mayor  de  cincuenta  años,  y  señor  del 
dominio  directo,  que  el  foro  corria  á  cargo  de  Silverio  González  desde 
que  el  declarante  estaba  al  frente  de  la  casa  y  desde  que  tenia  memo- 
ria aun  en  vida  de  su  padre ;  y  que  no  sabia  si  habia  ó  no  existido 
comiso,  aunque  se  inclinaba  á  creer  que  sí,  toda  vez  que  su  padre 
habia  tenido  pleito  con  Aniceto  Fernandez  hacia  más  de  treinta  años: 

Resultando  que  desestimada  la  demanda  por  la  sentencia  confir- 
matoria, con  las  costas,  que  en  14  de  Marzo  último  dictó  la  Sala  pri- 
mera de  la  Audiencia  de  Oviedo ,  interpusieron  las  demandantes  re- 
curso de  casación,  citando  al  interponerle  y  después  en  tiempo  opor- 
tuno  en  este  Tribunal  como  infringidas  :  «> 

1/  Las  leyes  21,  tít.  29,  Partida  3.',  y  28,  tít.  8.*,  Partida  5.\  por- 
que  la  sentencia  estimaba  que  González  habia  ganado  la  posesión  por 
prescripción  de  treinta  años ,  siendo  así  que  el  causa-habiente  de  las 
demandantes  era  dueño  útil  de  las  fincas  cuando  menos  en  Setiembre 
de  1838,  desde  cuya  fecha  hasta  la  intcrposlon  de  la  demanda  no  habia 
trascurrido  aquel  período. 

2/  La  ley  <lel  contrato,  puesto  que  estableciéndose  en  la  escritura 
de  4  de  Agosto  de  1739  el  orden  de  sucesión  en  la  finca  dada  en  en- 
fitéusis  á  Domingo  Fernandez  y  su  mujer,  para  ellos,  sus  hijos  y  he*^ 
rederos,  conforme  á  leyes  y  pragmáticas,  estando  en  un  sólo  poseedor 
como  vínculo  de  mayorazgo,  se  faltaba  á  estos  principios,  adjudicando 
esos  bienes  á  parientes  más  lejanos  y  que  no  tenían  la  representados 
preferente  de  las  demandantes. 

3.*  La  ley  2/,  tít.  14,  Partida  3.',  en  el  sentido  de  que  excepcto* 
nando  el  demandado  afirmaba  qne  poseía  por  justo  título ,  viéndoM 
por  tanto  obligado  á  probarlo,  y  no  lo  habia  hecho. 

T  4.*  El  art.  281  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  puesto  qa«  tir 
tándose  para  acreditar  que  las  fincas  que  disfrutaba  el  causa-habieaia 
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de  las  demandantes  habían  caído  en  comiso  una  sentencia  recaída  en 
nn  pleito  seguido  sobre  este  particular  entre  el  dueño  directo  y  el  útil, 
no  se  habia  traído  á  los  autos,  y  no  podia  por  tanto  producir  fuerza 
alguna  legal. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  María  Gáceres. 

Considerando  que  el  contrato  de  foro  celebrado  en  1739  comprende, 
entre  otras ,  la  condición  ordinaria  de  que  pudiesen  ser  vendidas  las 
fincas  aforadas ,  con  tal  que  pasasen  á  un  sólo  poseedor;  lo  cnal'  ex-f 
eluye  basta  la  idea  de  que  pudieran  ser  vinculadas  eñ  los  primitivos 
llevadores ,  y  por  consiguiente  la  sentencia  no  ha  iafringido  en  ^te 
concepto  la  que  se  llama  ley  del  contrato,  ni  faltado  á  los  piiaicipios 
que  inoportunamente  se  inVocan : 

Considerando  que  habiendo  apreciado  la  Sala  sentenciadora-,  -según 
las  pruebas  presentadas  por  las  partes ,  que  el  demandado  posee  las 
fincas  de  que  se  trata  más  tiempo  de  treinta  años,  sin  que  se  haya  in- 
terrumpido totalmente  esta  posesión,  la  sentencia  no  ha  infringido 'las 
leyes  91,  tít.  29,  ?artida  3/,  y  28,  tít.  8/,  Partida  5/;  ni  la  t.%  titulo 
14,  Partida  3.',  puesto  que  se  han  practicado  pruebas  por  el  deman-^ 
dado;  y  tampoco  el  art.  281  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  porque 
la  Sala  no  ha  apreciado  ni  podido  apreciar  la  pretendida  sentencia  del 
pleito  sobre  eí  comiso  de  las  fincas  que  no  se  han  presentado  en  loi 
autos; 

Pallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  Joaquina  é  Isabela  Fernandez,  á 
quienes  condenamos  á  la  pérdida  de  la  cantidad  por  que  prestaron  cau- 
ción, que  pagarán  si  vinieren  á  mejor  fortuna,  distribuyéndose' enton- 
ces con  arreglo  á  la  ley,  y  en  las  costas;  y  mandamos  que  se  devuel? 
van  los  autos  á  la  Audiencia  de  Oviedo  con  la  certificación  corres*- 
pondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y  s« 
insertará  en  la  Cokceian  legUhtwaf  pasándose  al  efecto  las.  copias 'ne* 
cesarías,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos^ 9 Juan  González 
Acevedo.=José  M.  Cáceres.=Valentin  6arralda:ss  Francisco  María =ée 
Castilla.  =  Joaquín  Jaumar.  =  José  Fermín  de  MurcsFranciscof^Ar- 
mesto. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
José  María  Cáceres,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  celebrando  au^ 
diencia  pública  la  Sala  primera,  en  el  día  de  hoy,  de  que  certifico 
como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  28  de  Diciembre  de  ISlO.ssLicenciado  Desiderio  Martínez. 
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NÚM.  119. 


CASACIÓN. 


PsEFERENGiÁ  DE  CRÉDITOS. — SeDteocía  de  29  de  Diciembre,  decla- 
rando DO  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña 
María  de  las  Mercedes  Domenech  contra  la  que  en  21  de  Di- 
dembre  de  i869  pronunció  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
Barcelona,  en  pleito  con  los  síndicos  de  la  quiebra  de  la  socie- 
dad Gordils  y  Dalmau. 

En  los  CONSIDERANDOS  80  ostablcce : 

1.*  Que  en  caso  de  quiebra  de  una  sociedad,  los  acreedores 
particulares  de  ios  socios  no  entran  en  la  masa  de  los  de  la  com- 
pañía,  sino  aue  satisfechos  que  estos  sean,  pueden  usar  de  su  dere* 
cho  contra  el  residuo  que  corresponda  al  socio  deudor. 

2.^  Que  la  Constitución  única  del  titulo  9•^  libro  8.*,  volumen 
1.*  de  las  de  Cataluña,  declara  nulas  en  su  totalidad  las  donaeio' 
nes  no  insinuadas  de  la  mayor  parte  del  patrimonio,  ó  superiores 
á  500  florines,  que  perjudiquen  ó  puedan  perjudicar  á  acreedores 
aunque  sean  posteriora. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  29  de  Diciembre  de  1870,  en  los  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Mataró  y  en  la  Sala  * 
primera  de  la  Audiencia  de  Barcelona  por  Doña  María  de  las  Merce- 
des Domenech,  mujer  de  D.  José  Aloy,  con  los  síndicos  de  la  quiebra 
de  la  Sociedad  Gordils  y  Dalmau,  sobre  preferencia  de  créditos;  los 
cuales  penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto 
por  la  demandante  contra  la  sentencia  que  en  21  de  Diciembre  dji 
ISea  pronunció  la  referida  Sala. 

Resultando  que  por  escritura  otorgada  en  10  de  Diciembre  de  18Mt 
D.  Juan  Gordils,  por  el  buen  afecto  y  voluntad  que  tenia  y  profesa* 
ba  á  su  sobrino  D.  Salvador  Gordils,  y  en  remuneración  del  interés 
que  babia  tomado ,  tomaba  y  esperaba  tomaría  en  adelante  en  el 
cuidado  y  curso  de  la  fábrica  que  en  sociedad  tenia  estabiedda  el 
otorgante,  no  obstante  de  que  se  le  habla  satisfecho  y  satisfaeit  w^ 
manalmente  la  cantidad  convenida  por  los  trabajos  que  en  la  propia 
fábrica  empleaba,  dio  y  concedió  al  D.  Salvador  Gordils,  presente  y 
aceptante,  y  á  quien  él  quisiera,  la  cantidad  de  2.000  duros,  pagade- 
ros siempre  y  cuando  dicho  su  sobrino  ó  sucesor  quisiera,  y  por  ella 
fuera  verbal  ó  en  otra  manera  requerido;  á  cuyo  cumplimiento  obtt* 
gó,  y  especialmente  hipotecó  una  casa  que  poseía  en  la  villa  de 
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« 

grat,  calle  del  Mar,  sin  perjuicio  de  la  hipoteca  de  tddossas  restan- 
tes bienes  muebles  é  inmuebles  habidos  y  por  haber : 

Resultando  que  en  26  de  Marzo  de  1851 ,  D.  Salvador  Gordils  y 
Dofia  María  de  las  Mercedes  Domenech ,  con  motivo  del  matrimonio 
que  hablan  celebrado,  otorgaron  capitulaciones,  estableciendo  por  uno 
de  sus  pactos,  que  desde  entonces,  para  después  de  la  muerte  de  unO' 
de  los  dos,  se  heredaban  mutuamente;  es  decir,  que  todos  los  túeúes 
y  derechos  muebles  y  sitios,  presentes  y  futuros  del  que  premuriera, 
pasasen  al  sobreviviente^  quien  podría  disponer  de  ellos  á  su  vo- 
luntad : 

Resultando  que  D.  Salvador  Gordils  falleció  en  6  de  Setiembre  de 
1854;  y  declarada  en  estado  de  quiebra  la  sociedad  Gordils  y  Dalmau, 
de  la  que  formaba  parte  D.  Juan  Gordils,  en  el  estado  de  créditos 
formado  por  el  síndico  se  comprendió  un  extracto  de  cuenta  corriente 
presentado  por  Doña  Mercedes  Domenech,  cuyo  alcance  á  favor  de  los 
herederos  de  D.  Salvador  Gordils,  asciende  á  1.401  duros,  16. reales» 
6  mrs.,  que  fué  reconocido  en  la  junta  general  de  acreedores  cele- 
brada en  4  de  Noviembre  de  1867,  al  objeto  de  proceder  al  examen  y 
reconocimiento  de  créditos  á  favor  de  Dofia  Mercedes  Domenech : 

Resultando  que  en  4  de  Diciembre  de  1867,  Doña  María  de  las 
Mercedes  Domenech ,  casada  en  segundas  nupcias  con  D.  José  Alóy, 
dedujo  demanda  contra  los  síndicos  de  la  sociedad  Gordils  y  Daimau 
para  que  se  declarase  preferente  el  crédito  de  la  demandante  de  los 
2.600  duros  donados  por  D.  Juan  Gordils  á  su  sobrino  D.  Salvador 
Gordils  del  de  todos  los  demás  acreedores  que  lo  fueran  comunes  6 
simplemente  quirografarios;  y  alegó  que  en  virtud  de  la  donación  re- 
muneratoria hecha  por  D.  Juan  Gordils  á  su  sobrino  D.  Salvador,  pri- 
mer esposo  de  la  demandante ,  adquirió  éste  el  jdominio  de  las  cosas 
donadas,  y  estas  constituyeron  y  formaron  parte  de  su  herencia  en  ei 
día  de  su  fillecimiento:  que  poc  efecto  del  heredamiento  hecho  por  el 
D.  Salvador  á  la  demandante,  pasó  ésta  al  derecho  de  reclamar  la  do- 
nación luego  de  ocurrido  el  fallecimiento  de  aquel:  que  hecha  la  do- 
nación en  escritura  pública,  teniendo  á  su  favor  constituida,  no  sólo 
la  hipoteca  general  de  bienes,  sí  que  una  especial,  constituía  un  cré- 
dito preferente  á  todos  los  de  la  masa  que  se  titulasen  acreedores 
comunes  simplemente:  que  en  la  hipótesis  de  que  la  donación  exce- 
diera de  500  florines,  la  falta  de  insinuación  la  anularía,  no  en  el  to* 
tal  de  la  cantidad  donada,  sino  en  cuanto  al  excedente,  con  arreglo 
á  lo  dispuesto  en  la  ley  34,  Cod.  De  donat.;  y  la  9/,  tít.  4.*,  Partida 
3.*:  que  según  ésta,  también  están  exceptuadas  del  requisito  de  la  in- 
sinuación las  donaciones  que  ie  facen  por  dote  ó  por  rasson  de  casa- 
miento, como  ló  fué  la  de  que  se  trata;  que  como  la  misma  escritura 
indica  y  se  justificaría  más  ampliamente,  fué  remuneratoria  la  dona- 
clon,  y  estas  vienen  exceptuadas  asimismo  de  tal  requisito,  según  lo ' 
declarado  por  este  Tribunal  Supremo:  que  tanto  la  Gonstitucioii  deCa- 
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talufia,  ley  lA  tic  9/,  lib.  8.%  toL  1.*,  como  las  sentencias  de  83  de 
Diciembre  de  1857  y  81  de  Enero  de  1861  •  ai  establecer  el  requisito 
de  la  insinuación  en  las  donaciones,  previenen  que  la  falta  de  citas 
las  anulará  cuando  resultasen  haberlo  sido  en  perjuicio  de  tercero* 
circunstancia  que  no  medió  en  la  donación  hecha  al  marido  de  la 
demandante : 

Resultando  que  los  síndicos  de  la  quiebra  de  la  sociedad  Gordils 
y  Dalmau,  pretendieron  se  desestimara  la  demanda,  condenando  á  la 
actora  á  silencio  y  en  las  costas,  y  para  ello  excepcionaron  que  la 
donación  entre  vivos  es  un  acto  de  espontánea  liberalidad,  por  el  cual 
se  trasfiere  al  donatario  la  cosa  donada:  que  en  ningún  caso  podria 
considerarse  remuneratoria  la  de  que  se  trata,  ya  que  los  servicios  que 
el  donatario  prestara  á  la  fábrica  Jos  tenia  remunerados  con  el  sala- 
rio que  la  misma  le  señalaba;  y  de  haberse  querido  remunerar  otros 
á  la  fábrica  ó  á  la  sociedad  que  habia  recibido  el  beneficio  y  no  al 
D.  Juan,  hubiera  correspondido  la  remuneración:  que  suponiendo  que 
la  donación  no  requiriese  la  insinuación,  6  que  la  falta  de  ésta  no  la 
anulase  en  lo  excedente  de  los  500  florines,  sériaf  de  ningún  valor  ni 
efecto 'para  conseguir  el  resultado  que  la  demanda  se  proponía,  porque 
no  habiendo  quedado  perfecta  por  no  haberse  entregado  la  cosa  do- 
nada, quedó  el  donador  dueño  de  la  misma  y  pudo  obligarla,  y  obli- 
gada quedó,  á  los  contratos  celebrados  posteriormente  por  el  dona- 
dor, ya  se  le  considerase  como  particular,  ya  como  un  socio,  y  res- 
ponsable en  primer  término  de  los  contratos  de  que  nacía  el  derecho 
de  los  demás  acreedores : 

Resultando  que  después  de  haber  replicado  y  duplicado  las  partes 
reproduciendo  sus  respectivas  pretensiones,  se  recibió  el  pleito  á  prue- 
ba ;  y  unidas  las  practicadas ,  al  alegar  los  síndicos  ampliando  las 
consideraciones  que  tenian  expuestas,  dijeron  que  la  donación  se  oto^ 
gó  á  favor  de  D.  Salvador  Gordils,  no  por  la  sociedad  quebrada,  sino 
únicamente  por  D.  Salvador  Gordils  y  en  su  solo  nombre,  hipotecando  á 
su  seguridad  una  casa  de  su  propiedad  que  no  se  comprendió  en  la 
relación  de  bienes  que  la  sociedad  cedió  á  sus  acreedores  al  decla- 
rarse en  concurso,  y  que  por  tanto  de  la  donación  sólo  pudo  nacer 
un  derecho  real  por  lo  que  respecta  á  la  hipoteca  especial  constitm-' 
da,  y  tan  sólo  personal  fuera  de  ésta,  pero  ambos  únicamente  contra 
el  particular  p.  Juan  Gordils  y  su  sucesora,  y  no  contra  la  sociedad- 

Resultando  que  dictada  sentencia  por  el  Juez  de  primera  instancia* 
de  la  que  apelaron  los  síndicos,  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  por 
ja  suya  de  il  de  Diciembre  de  1869,  revocando  la  apelada,  dedaiú 
que  Doña  María  de  las  Mercedes  Domenech,  consorte  en  segmidas 
nupcias  de  D.  José  Aloy,  no  tiene  derecho  á  ser  preferida  á  los  acM- 
dores  quirografarios  de  la  sociedad  Gordils  y  Dalmau ;  y  en  su  caPr 
secuencia  absolvió  á  los  síndicos  de  la  quiebra  de  la  misnoA  sodeiM 
de.  la  demanda  entablada  por  Doña  María  de  las  Mercedes  Domeaeok. 
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Resultando  qae  por  parte  de  esta  interpuso  reénrsd'  de  casaeíoñ, 
citando  entonces  y  después  en  este  Tribunal  Supremo  como  infrin- 
gidos: •  ' 

1.*  Los  artículos  254  y  256  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  que 
disponen  y  señalan  el  término  dentro  del  cual  pueden,  ser  interpues- 
tas las  excepciones  en  ios  Juicios,  y  la  Jurisprudencia  sentada  por 
este  Tribunal  Supremo  en  tal  concepto  ea  sentencias,  entre  otras, 
de  25  de  Junio  de  1851,  12  de  Mayo  de  1860,  25  de  Febrero,  19  y  27  de 
Junio  de  1863,  80  de  Junio  de  1864,  11  de  Marzo  y  22  de  Setiembre 
de  1865,  y  3  de  Marzo  de  1866;  por  cuanto  en  la  sentencia  se  admi- 
tía una  excepción  propuesta  después  de  practicada  la  prueba  en  pri- 
mera instancia,  esto  es,  la  referente  á  que  no  debió  dirigirse  la  re- 
clamación contra  los  síndicos  de  la  quiebra,  sino  contra  la  persona 
de  D.  Juan  Gordils  ó  su  derecho-habiente  como  principal  obligado.    ' 

2/  La  ley  9.*,  tít.  4.*,  Partida  5.»,  porque  disponiendo  que  se  ha- 
llan exentas  de  insinuación  las  donacionei$  que  se  hacen  por  dote  6 
por  razón  de  casamiento,  la  Sa'a  al  aceptar  los  fundamentos  del  Jue¿ 
inferior  aceptó  el  que  hubiese  sido  hecha  por  razón  de  casamiento  la 
donación  objeto  de  la  demanda,  y  sin  embargo  dejó  de  declararla 
preferente  por  faltarle  el  indicado  requisito. 

S.*  La  Constitución  única,  tít.  9.%  libro  8.%  vol.  1.*  dé  las  de  Cata- 
luña, la  ley  34  pr.  y  párrafo  segundo  Código  Be  donat.,  y  las  senten- 
cias de  este  Tribunal  Supremo  de  21  de  Noviembre  de  1846  y  2  de 
■  Diciembre  de  1862  y  otras,  pues  no  hubo  perjuicio  de  acreedores  ni 
lo  resultó  en  la  donación;  fué  ésta  además  remuneratoria,  y  en  todo 
caso,  siendo  la  indicada  Constitución  de  Cataluña  la  única  aplicable 
al  caso,  según  decía  la  Sala  sentenciadora,  la  falta  de  insinuación  se- 
ria única  y  exclusivamente  en  cuanto  al  excedente  de  500  Üorines, 
única  cantidad  que  resultaba  hallarse  permitida  donar  sin  el  requi- 
sito de  la  insinuación,  hecho  reconocido  por  la  misma  sindicatura  en 
el  escrito  de  contestación  á  la  demanda. 

4.*  La  ley  6.%  tít.  4.*,  Partida  5.',  y  decisiones  de  este  Tribunal  Su- 
premo de  26  de  Noviembre  de  1846,  2  de  Diciembre  de  1962  y  otraá, 
qué  establecen  la  validez  sin  necesidad  de  insinuación  de  las  dona- 
ciones remuneratorias  hechas  sub  modo  ó  á  cierta  postura,  en  cuyo 
caso  se  encuentra  la  verificada  á  favor  de  D.  Salvador  Gordils  en  re- 
muneración del  interés  que  se  había  tomado  y  expresaba  se  tomaría 
en  adelante  en  el  cuidado  y  curso  de  la  fábrica ;  razón  por  la  cual 
podia  afirmarse  también  que  la  ley  de  esta  obligación  ha  ^ido  igual- 
mente violada. 

T  5.*  El  principio  legal  consignado  en  sentencia  de  este  Tribunal 
Supremo  de  31  de  Enero  de  1861,  según  el  cual  la  Constitución  1.', 
titulo  9.*,  libro  8.*,  vol.  1.*  de  las  vigentes  en  el  antiguo  Principado, 
solamente  las  donaciones  que  carecen  de  los  requisitos  en  ella  ex- 
presados cuando  se  hacen  en  perjuicio  de  ios  acreedores  ,  en  cuyo 
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concepto  ha  debido  respetarse  la  donación  de  ios  presentes  antos  qne 
hecha  diez  y  ocho  años  antes  de  la  quiebra  de  la  sociedad  Oordils  y 
Dalmau,  no  tuvo  ni  pudo  tener  por  objeto  defraudar  los  intereses  de 
ningún  tercero. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Laureano  de  Arrieta. 

Considerando  qne  en  caso  de  quiebra  de  una  sociedad,  los  acree- 
dores particulares  de  los  socios  no  entran  en  la  masa  de  los  de  la 
compañía,  sino  qne,  satisfechos  que  estos  sean ,  pueden  usar  de  sd 
derecho  contra  el  residuo  que  corresponda  al  socio  deudor: 

Considerando  que  la  donación  objeto  de  estos  antos  fué  hecha  ex- 
clnsivamente  por  D.  Juan  GorJils  bajo  su  personalidad  privada,  y 
no  por  la  sociedad  de  Gordils  y  Daimau,  y  que  por  consecaencia  la 
demandante  debió  en  su  caso  dirigir  previamente  su  reclamación  con- 
tra ios  bienes  particulares  de  aquel,  con  tanta  mayor  razón,  cuanto 
que  la  casa  especialmente  hipotecada  á  la  seguridad  de  dicha  dona- 
ción no  fué  comprendida  en  la  relación  de  bienes  cedidos  por  aquella 
sociedad  á  sus  acreedores: 

Considerando,  además,  que  la  Constitución  única  del  tít.  9.*,  li- 
bro 8.%  volumen  1.*  de  las  de  Cataluña  declara  nulas  en  sn  totalidad 
las  donaciones  no  insinuadas  de  la  mayor  parte  del  patrimonio  ó  sd- 
periores  á  SK)0  florines,  que  perjudiquen  6  puedan  perjudicar  á  acree- 
dores aunque  sean  posteriores: 

Considerando,  en  su  virtud,  que  la  Sala  sentenciadora  al  absolver 
á  los  síndicos  de  la  quiebra  de  dicha  sociedad  de  la  demanda  de  Doña 
María  de  las  Mercedes  Domenech  no  ha  infringido  la  indicada  Cons- 
titución catalana,  ni  otra  alguna  de  las  disposiciones  legales  que  por 
la  misma  interesada  se  invocan; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  logar  al 
recurso  de  casación  interpueeto  por  Doña  María  de  las  Mercedes  Do- 
menech, á  quien  condenamos  en  las  costas;  y  devuélvanse  los  antos 
á  la  Audiencia  de  Barcelona  con  la  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  GuteeU  áá 
Gobierno  é  insertará  en  la  Colección  tegislativa ,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.  =s Joan 
González  Acevedo.=José  M.  Cáceres.s=Laureano  de  Arrieta.» Vaientio 
Garralda.=:Joaquin  Jaumar.=sJosé  Fermín  de  Muro.s=fienito  de  Po- 
sada Herrera. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Ezcmo.  SefiQf 
Don  Laureano  de  Arrieta,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estallido 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,  el  dia  de 
hoy,  de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Sopreao 
TribunaL 

Madrid  29  de  Diciembre  de  1870.=:Dionisio  Antonio  de  Puga. 
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Rbiyindigagion  de  giebtos  bienes. — Sentencia  de  29  de  Diciembre, 
declarando  no  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto 
por  D.  Sebastian  Cabré  y  consortes,  contra  ia  que  en  26  de 
Enero  de  1870  dictó  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Barce- 
lona, en  pleito  con  D.  Francisco  Grau  Mariné., 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  estabieco: 

Que  la  Real  provisión  de  19  de  Noviembre  de  1736^  si  bien 
previene  que  los  testamentos  otorgados  por  los  curas  párrocos  se 
extiendan  en  el  papel  sellado  correspondiente,  no  determinan  que 
sean  nulos  por  falta  de  este  requisito. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  29  de  Diciembre  de  1870,  en  los  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  Beus  y  en  ia  Sala  tercera 
de  la  Audiencia  de  Barcelona,  por  D.  Francisco  Grau  Mariné  con  los 
consortes  María  Pamies  y  Sebastian  Cabré,  y  por  fallecimiento  de  la 
primera  su  bijo  D,  José  Cabré,  y  con  Eusebia  Guardiola,  sobre  reivin- 
dicación de  ciertos  bienes;  autos  que  penden  ante  Nos  en  virtud  de 
recurso  de  casación  interpuesto  por  los  demandados  contraía  senten- 
cia que  en  26  de  Enero  último  dictó  la  referida  Sala: 

Resultando  de  un  borrador  ó  proyecto  de  .capitulaciones  bailado 
en  un  legajo  de  aprietas,  correspondiente  á  la  Escribanía  de  D.  Gre- 
gorio Alonso  Valdés,  conteniéndose  dentro  de  dicho  borrador  un 
pliego  de  papel  del  sello  4.*  con  las  firmas  de  D.  Pablo  Grau,  D.  Fran- 
cisco Grau,  D.  Jaime  Mariné  y  D.  José  Baduel,  éste  como  testigo, 
puestas  al  final  de  la  cuarta  página,  que  en  10  de  Febrero  de  tSll 
Don  Pablo  Grau  y  Ferrate,  de  mancomún  con  su  mujer  Vicenta  Jevellí. 
con  motivo  del  matrimonio  de  s^u  hijo  Francisco  Grau  con  Doña  Fran- 
cisca Mariné,  otorgó  á  favor  de  dicho  su  hijo  donación  y  heredamiento 
universal  de  todos  sus  bienes,  reservándose  únicamente  el  usufructo 
de  ios  mismos  mientras  viviese,  y  la  cantidad  de  2.000  libras  para 
acomodar  á  los  demás  hijos  y  hacer  y  disponer  de  ellos  libremente  á 
sus  voluntades: 

Resultando  que  D.  Pablo  Grau  en  su  testamento  de  9  de  Abril  de 
1813,  que  se  halla  escrito  en  papel  común  en  el  archivo  de  la  parro- 
quia de  Aleixar,  y  que  fué  entregado  cerrado  al  Presbítero  y  Rector 
de  la  misma  D.  Sebastian  Cabré  en  el  propio  diá,  en  cuya  carpeta  se 
halla  una  nota  sin  firma  que  dice:  «Anulat  por  otro  hecho  también 
cerrado  en  poder  de  esta  comuna;»  y  que  fué  abierto  por  el  Ecónomo 
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Don  Francisco  Barenis  á  presencia  de  testigos  y  del  heredero  Fran-- 
cisco  Grau  y  Jevelií  en  11  de  Abrti  de  1839,  declaró,  entre  otros  par- 
ticulares, qne  dejaba  á  sa  consorte  Vicenta  Jevelií  y  á  so  hijo  Fran- 
cisco Grau  y  Jcvelii,  á  los  dos  Junlfos  por  usufructuarios:  que  dejaba 
y  señalaba  por  dote  y  por  todos  los  demás  derechos  que  les  pudieran 
tocar  de  sus  bienes  ó  patrimonio  á  cada  uno  de  sus  hijos  Salvador, 
liaría»  Vicenta  y  Josefa  Grau  y  Jevelií,  la  cantidad  de  l.€0O  libras  á 
cada'  uno:  que  dado  el  caso  que  los  bienes  ó  patrimonio  de  Jaime  Ha. 
Hné,-  padre  de  su  nuera  Francisca  Grau  y  Mariné,  después  de  muertos 
los  dos,  lo  pasase  á  heredar  algnn  hijo  ó  hija  de  dicha  Francisca  y 
del  Francisco  su  hijo,  al  que  fuese  le  legaba  con  plena  donación  toda 
aquella  pieza  de  tierra  nombrada  de  l8  Viñasa,  sita  en  aquel  término  de 
Aleixar,  y  la  casa  principal  de  su  común  habilitación  en  la  calle  lla- 
mada de  Fora,  no  teniendo  lugar  el  legado  hasta  su  muerte  y  la  del 
dicho  su  hijo  Francisco;  y  que  de  todos  los  otros  sus  bienes,  derechos 
y  acciones  hacia  heredero  &  su  hijo  Francisco  Gran  y  Jevelií»  como  ya 
le  tenia  hecho  en  capítulos,  que  por  algunas  dificultades  que  se  pro- 
movieron al  acto  que  se  hicieron  entre  las  partes,  no  se  acabaron  de 
extender  en  limpio: 

Resultando  qne  en  18  de  Diciembre  de  1860  el  Rector  de  la  parro- 
quia de  Aleixar  D.  Ramón  Ferrando  expidió  testimonio  en  papel  co- 
mún de  un  testamento  que  se  encontraba  entre  los  depositados  en  el 
archivo  de  la  misma,  pero  que  después  ha  desaparecido,  otorgado  por 
Pablo  Grao  y  Ferrate  en  el  mes  de  Abril  de  1813,  sin  que  se  exprese 
el  dia,  y  en  el  cual  el  Pablo  Grau  instituyó  también  por  heredero  á  sa 
hijo  Francisco  Grau  y  Jevelií,  y  de  él  á  sus  hijos  y  al  primer  hijo  va- 
ron  qne  llegase  á  la  edad  de  poder  testar,  y  en  su  defecto  á  las  hijas; 
y  que  si  dicho  Francisco  moria  sin  hijos  ó  hijas  antes  deque  llegasen 
á  la  edad  de  poder  testar,  se  guardase  el  orden  de  primogenitara, 
prefiriendo  los  hijos  á  las  bijas: 

Resultando  que  el  citado  Pablo  Grau  y  Ferrate  en  otro  testamento 
de  12  de  Abril  de  1823,  que  en  la  misma  fecha  entregó  cerrado  al  Ecó- 
nomo de  dicha  parroquia  de  Aleixar  D.  Juan  Jener,  y  que  fué  Abierto 
después  en  21  de  Abril  de  1839  ante  el  también  Ecónomo  de  dicha 
parroquia  D.  Francisco  Reranis  y  dos  testigos,  declaró  y  dispuso  qoft 
dt'jaba  ñ  su  mujer  Vicenta  Grau  y  Jevelií  y  su  hijo  Francisco  á  los 
adjuntos  señores  y  usufructuarios,  y  que  ni  el  uno  ni  el  otro  no  pn* 
dieran  vender  nada  de  sus  bienes  ó  patrimonio;  y  seguida  la  muerte 
de  los  dos,  pasasen  to.dos  los  bienes,  ó  bien  dicho  su  patrimonio  ft  sa 
nieto  Francisco  Grau  y  Mariné:  que  señalaba  á  sus  hijas  María,  Vicenta 
y  Josefa  la  cantidad  de  1.200  libras  á  cada  una  para  cnando  tomltfeit 
estado;  y  que  quería  que  este  testamento  prevaleciese  á  cuaiquien  otro 
que  bnbiese  hecho,  pues  al  efecto  lo  dejaba  sin  ningún  valor: 

Resultando  que  el  mismo  D.  Pablo  Grao  y  Ferrate  otorgó  dos  oMi* 
diios  qné  entregó  también  al  Ecónomo  de  la  parroquia  de  Aleiur,  i¡ 
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uqo  en  20  da  Febrero  de  18S8  y  el  otro  eo  93  de  Julio  de  1838,  haciendo 
referencia  al  citado  testamento  de  12  de  Abril  de  1823,  y  disponiendo 
en  el  último  que  los  demás  de  sus  bienes  ó  patrimonios  queria  y 
mandaba  que  se  cumpliera  como  mandaba  el  dicho  testamento,  que* 
dando  declarado  por  su  heredero  su  nieto  Francisco  Gran  y  Mariné 
de  todos  sus  bienes,  quedando  sujeto  á  pagar  todo  cuanto  dejaba  dis- 
puesto en  dicho  testamento  y  primer  codicilo,  sin  que  nadie  pudiera 
pretender  nada  más  ni  aumentar  ninguna  cantidad  que  la  que  por  él 
estaba  dispuesta: 

Resultando  que  el  D.  Pablo  Grau  y  Ferrate  en  otro  testamento  que 
firmó  en  8  de  Febrero  de  1839,  y  bajo  el  que  falleció  en  2  de  Abril 
del  mismo  año,  entregado  también  cerrado  al  Ecónomo  de  la  parro- 
quia de  Aleixar  D.  Francisco  Basenis,  y  que  fué  abierto  ante  el  Juez 
de  primera  instancia  de  Reus  sin  despegar  las  obleas  con  que  estaba 
cerrada  su  carpeta,  por  haberse  observado  que  era  sumamente  fácil 
extraerlo  por  el  modo  con  que  estaba  doblado  el  papel  que  formaba 
la  carpeta,  sin  que  en  esta  apareciese  detrimento,  dispuso  y  declaró, 
entre  otros  particulares,  que  dejaba  sólo  usufructuario  de  sus  bienes 
á  su  hijo  Francisco  Grau  y  Jevelií,  quedando  privado  de  vender  nada 
de  ellos,  y  que  instituía  heredero  suyo  universal  á  su  primer  hijo 
varón,  llamado  Francisco  de  Paula  Grau  y  Mariné,  nieto  y  ahijado  del 
otorgante,  como  ya  lo  tenia  hecho  en  otro  testamento  y  segundo  co- 
dicilo, y  entrarla  en  posesión  de  todos  los  sobredichos  sus  bienes  ó 
patrimonio  el  dia  de  la  muerte  de  su  padre;  y  si  estaba  muerto  antes 
de  verificarse  este  caso,  entraría  el  otro  nieto  siguiente  de  la  misma 
familia,  guardando  el  orden  de  primogenitura  y  prefiriendo  los  hijos 
varones;  y  revocó  por  este  testamento  todos  cuantos  otros  y  codicilos 
hubiese  otorgado  con  anterioridad: 

Resultando  que  en  12  de  Enero  de  1838  falleció  Dofia  Francisca  Ma- 
riné, mujer  de  Francisco  Grau  y  Jevelií,  bajo  el  testamento  que  tenifi 
otorgado  en  30  de  Enero  del  mismo  año,  dejando  á  su  marido  por 
usufructuario  de  todos  sus  bienes,  y  por  heredero  de  los  mismos  y 
demás  derechos  y  acciones  á  su  hijo  Francisco  de  Paula  Grau  y  Mari- 
né; y  Jaime,  Mariné,  padre  de  la  Francisca,  en  su  testamento  de  12  de 
Octubre  de  1842,  instituyó  por  heredero  de  todos  sus  bienes  á  su  nieto 
el  Francisco  de  Paula  Grau,  dado  el  caso  que  su  hija  Francisca  le 
nombrase  heredero  en  su  testamento: 

:  '  Resultando  que  Francisco  Grau  y  Jevelií,  por  escritura  de  6  de  Mayo 
de  1850  vendió  á  Esteban  Pamies,  entre  otras  fincas,  cuatro  jornales 
y  medio  de  la  pieza  de  tierra  de  mayor  cabida,  situada  en  el  término 
de  Aleixar  y  partida  de  la  Vinosa,  y  el  derecho  de  redimir  el  resto 
de  la  misma  tierra  vendida  á  Pablo  Llauradó  con  el  pacto  de  retro» 
expresando  que  dicha  tierra  le  pertenecía  como  heredero  y  sucesor 
de  su  padre  Pablo  Grau  y  Ferrate,  nombrado  é  instituido  en  los  ca- 
pítulos matrimoniales,  que  en  10  de  Febrero  de  1810  autorizó  D.  Gre- 
I-  34 
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gorio  Alonso  Valdés,  y  también  en  el  testamento  qae  taabia  otorgado 
en  cierto  dia,  mes  y  affo  en  poder  de  la  comnna  de  Aleixar;  y  por 
otra  escritora  de  %1  de  Marzo  de  1858  dio  á  sa  hermana  Dofia  Josefa 
Gran  y  JeTeilí,  consorte  de  D.  Bamon  Guardioia,  la  parte  de  casa  qae 
refiere,  situada  en  dicha  villa  de  Aleixar  y  sa  calle  de  Fora ,  en  pago 
de  696  libras  10  sueldos  por  el  legado  y  sus  réditos  que  en  aumento 
de  su  dote  le  hizo  el  Padre  común  pablo  Gran  y  Ferrate  en  su  codi- 
ello  de  f  1  de  Setiembre  de  1888: 

Resultando  que  en  15  de  Enero  de  1859  falleció  D.  Francisco  Gran 
y  levellí,  bajo  el  testamento  que  tenia  otorgado  en  80  de  Diciembre 
de  1886 ,  dejando  asimismo  por  heredero  de  todos  sus  bienes  al  citado 
su  hijo  D.  Francisco  Grau  y  Mariné : 

Resultando  que  éste ,  apoyado  en  lo  dispuestd  por  su  abuelo  Don 
Pablo  Grau  y  Ferrate  en  su  testamento  de  1%  de  Abril  de  1828  y  co- 
dicilo  de  28  de  Julio  de  1838,  así  como  también  en  el  testamento  de 
8  de  Febrero  de  1839,  propuso  demanda  en  24  de  Diciembre  de  1860, 
para  que  los  consortes  Sebastian  Cabré  y  María  Pamíes,  Dofia  Joseüi 
Grau  y  Jevellí,  viuda  de  D.  Ramón  Guardioia,  y  otros  varios  que  men- 
ciona, dejasen  vacuos  y  expeditos  á  su  favor  los  bienes  que  respecti- 
vamente poseian  y  adquirieron  de  Francisco  Grau  y  Jevellí,  por  estar 
éste  imposibilitado  de  efectuar  ninguna  enajenación  de  la  herencia  de 
Pablo  Grau,  de  quien  era  legítimo  sucesor  el  demandante ,  condenán- 
doles á  ello  con  la  restitución  de  los  frutos  percibidos  y  podidos  per- 
cibir con  posterioridad  á  la  muerte  del  Francisco  Grau  y  Jevellí:  que 
opuestos  á  dicha  demanda  los  consortes  Sebastian  Cabré  y  María  Pa- 
mies  y  otro  de  los  demandantes,  fundados  en  la  donación  que  de  todos 
sus  bienes  hizo  el  Pablo  Grau  á  su  hijo  Francisco  en  las  capitulacio- 
nes matrimoniales  de  10  de  Febrero  de  1811 ,  y  en  que  no  reconocían 
en  el  demandante  la  cualidad  de  heredero  de  su  abuelo  Pablo  Grau  y 
Ferrate,  recayó  ejecutoria  por  sentencia  de  la  Audiencia  en  30  de  Ju- 
nio de  1864,  absolviendo  á  los  demandados  de  la  demanda: 

Resultando  que  el  D.  Francisco  de  Paula  Grau  dedujo  nueva  de- 
manda en  15  de  Mayo  de  1866 ,  pretendiendo  se  condenase  á  los  con- 
sortes Sebastian  Cabré  y  María  Pamies  y  á  Ensebio  Guardioia ,  como 
sucesor  de  su  madre  Josefa  Grau  y  Jevellí,  á  que  dimitieran  con  sus 
accesiones  y  frutos  percibidos  y  podidos  percibir  desde  la  muerte  de 
Francisco  Grau  y  Jevellí,  los  consortes  Cabré  la  pieza  de  tierra  deno- 
minada la  Yiñasa  y  el  Guardioia  la  casa  sita  en  la  calle  llamada  de 
Fora ;  y  para  ello ,  haciendo  mérito  del  testamento  de  9  de  Abril  de 
1813,  y  de  que  con  la  muerte  de  Francisco  Grau  y  Jevellí  se  habto 
cumplido  la  condición ,  en  virtud  de  la  cual  debia  entrar  en  la  pose- 
Mon  de  las  dos  fincas  que  en  dicho  testamento  le  habla  legado  sa 
¿huelo  Pablo  Grau  y  Ferrate,  y  las  cuales  detentaban  los  demandados 
por  consecuencia  de  la  cesión  hecha  por  Francisco  Grau  y  Jevellf  flfi 
las  escrituras  de  1850  y  1858,  alegó  que  eran  válidos  los  tratameÍMlf 
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Ó  últimas  Yolantades  recibidas  por  ios  Curas,  Rectores  ó  sus  Tenien- 
tes en  su  distrito ,  territorio  ó  feligresía ,  no  habieado  en  ella  Escri- 
bano real  6  Qumerario :  que  ios  legados  podían  dejarse  puramente  ó 
bajo  condición  i  siendo  aplicables  á  los  legados  que  fuesen  condicio- 
nales las  mismas  reglas  de  la  institución  condicional  de  heredero:  que 
cuando  se  legaba  una  cosa  determinada ,  cuya  propiedad  fuese  del  tes- 
tador, el  dominio  de  la  misma  pasaba  inmediatamente  en  ios  legados 
puros  ó  luego  de  cumplida  la  condición  en  los  condicionales  al  lega- 
tario, pudiendo  éste  pedir  la  cosa  legada  aunque  se  encontrase  en 
poder  de  un  tercero  por  medio  de  la  acción  reivindicativa ;  y  que  el 
obligado  á  dimitir  la  especie  legada  debia  entregarla  con  las  acciones 
y  los  frutos  percibidos  y  podidos  percibir : 

Resultando  que  ai  contestar  la  demanda  D.  Sebastian  Cabré  y  su  hijo 
D.  José  Cabré  y  Pamies,  por  defunción  de  su  madre  María  Pamies,  y 
D.  £usebio  Guardiola,  como  heredero  de  su  madre  Doña  Josefa  Grau, 
pretendieron  que  se  les  absolviese  de  dicha  demanda,  y  excepcionaron 
como  hechos  y  fundamentos  de  derecho  adicionados  después  de  ia  du- 
plica que  el  testamento  de  9  de  Abril  de  1813,  que  el  actor  presentaba 
como  fundamento  de  su  demanda,  tenia  el  defecto  de  no  haber  sido  ex- 
tendido  en  el  papel  sellado  correspondiente,  y  además  habia  motivos 
poderosos  para  creerlo  falso ,  y  en  tal  caso  lo  redargüian  civilmente; 
que  en  virtud  de  las  capitulaciones  matrimoniales  de  Francisco  Grau 
y  Jovelli,  en  las  que  su  padre  Pablo  Grau  le  nombró  heredero  de  todos 
sus  bienes ,  pudo  el  Francisco  Grau  vender  algunas  de  las  fincas  que 
heredé  de  su  padre:  que  en  el  presente  pleito  se  trataba  de  una  cosa, 
y  por  parte  de  unas  mismas  personas  trataba  en  otro  pleito  fenecido 
ya ,  ejercitándose  la  misma  acción  reivindicativa:  que  los  Curas,  Rec- 
tores ó  sus  Tenientes  no  podrían  otorgar  testamento  sino  en  el  caso 
de  que  faltase  en  el  pueblo  Escribano  Real  ó  numerario,  y  siendo  en 
el  papel  sellada  correspondiente:  que  un  documento  falso,  que  áe  tal 
redargüían  civilmente  ai  testamento  en  que  se  fundaba  la  demanda  y 
que  tampoco  estaba  inscrito  ni  registrado  en  el  oficio  de  hipotecas,  no 
podia  producir  ningún  efecto: 

Resultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites ,  el  Juez  dicté 
sentencia,  que  confirmé  sustanciaimente  la  Sala  tercera  de  la  Audien- 
cia en  26  de  Enero  último ,  y  fallé  que  debia  de  condenar  y  conde- 
naba á  Sabastian  Cabré  y  José  Cabré  y  Pamies,  padre  é  hijo,  á  dimi- 
tir, dejar  libre  y  desembarazado  á  disposición  de  Francisco  de  Paula 
Grau  y  Mariné ,  toda  la  pieza  de  tierra  que  poseen  como  propietario 
uno  y  usufructuario  otro,  llamada  la  Yiñasa,  situada  en  el  término  de 
la  villa  de  Aleixar  y  partida  de  los  Pajeros ,  con  sus  accesiones,  fru- 
tos producidos  y  debidos  producir  desde  la  contestación  de  la  demanda, 
y  á  .D.  Ensebio  Guardiola  á  que  dimita,  deje  libre  y  desembarazada  á 
disposición  del  actor  Grau  y  Mariné  la  casa  que  posee ,  sita  en  dicha 
villa  de  Aleixar  y  calle  llamada  de  Fora ,  con  las  rentas  producidas 
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y  debidas  producir  también  desde  el  dia  de  la  contestación  de  la  de- 
manda ,  sin  hacer  expresa  condenación  de  costas : 

T  resaltando  que  los  demandados  interpusieron  recurso  de  casa- 
ción, citando  entonces  y  después  en  este  Tribunal  Supremo  como  in- 
fringidas : 

1.'  La  costumbre ,  que  era  ley  de  aquel  Principado  antes  de  la  pu- 
blicación de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  por  la  cual  los  testamentos 
cerrados  para  prevalecer  en  juicio  debian  ser  abiertos,  publicados  y 
protocolizados  por  Escribano  Real  y  numerario  en  presencia  de  dos 
testigos ,  circunstancia  que  no  concurría  en  el  testamento  que  apare- 
cía otorgado  y  entregado  cerrado  al  Cura  párroco  del  pueblo  de  Aiei- 
xar  por  D.  Pablo  Grau  y  Ferrate  en  9  de  Abril  de  1818,  el  cual  cons- 
tituia  el  fundamento  de  la  demanda  prohijado  en  la  sentencia. 

2/  La  Real  provisión  de  19  de  Noviembre  de  1736,  en  cuanto  para 
la  validez  de  los  testamentos  otorgados  ante  los  Guras  párrocos  exige 
como  requisito  indispensable  el  que  lo  sean  en  papel  sellado  corres- 
pondiente ,  requisito  que  tampoco  concurría  en  el  mencionado  testa- 
mento de  9  de  Abril  de  1813. 

3/  La  ley  20,  tít.  1.',  Partida  6.*,  que  establece  la  doctrina  um- 
versalmente reconocida  y  admitida  como  un  axioma  de  derecho,  en 
cuya  virtud  cuando  existen  dos  ó  más  testamentos  otorgados  por  una 
misma  persona ,  debe  prevalecer  el  último  mientras  no  sea  declarado 
nulo  por  sentencia  ejecutoria ,  toda  vez  que  existían  otros  dos  testa- 
mentos otorgados  por  D.  Pablo  Grau  y  Ferrate  con  posterioridad  al  de 
9  de  Abril  de  1813 ,  ó  sea  en  12  de  Abril  de  1823  el  uno  y  en  8  de 
Febrero  de  1839  el  otro ,  que  no  habían  sido  anulados ,  y  en  los  cua- 
les el  testador  revocaba  expresamente  los  anteriormente  otorgados,  y 
por  consiguiente  el  de  9  de  Abril  de  1813,  que  era  el  título  de  la  de- 
manda y  al  que  daba  valor  la  sentencia. 

4.'  Ú  principio ,  Rcx  judicata  pro  verUate  tenetur ,  universalmente 
reconocido  y  confirmado  por  la  ley  19,  tít.  22,  Partida  3.',  en  aten- 
ción á  que  declarado  por  sentencia  ejecutoria  y  pasado  en  autoridad 
de  cosa  juzgada  que  no  procedía  la  reivindicación  de  los  bienes  objeto 
del  presente  litigio ,  sin  embargo  de  los  documentos  ostentados  por 
los  demandantes ,  entre  los  cuales  figura  el  testamento  revocatorio  del 
que  sirve  de  fundamento  á  la  sentencia  recurrida. 

T  5/   La  voluntad  del  testador,  que  es  la  verdadera  ley,  en  cuanto 
reconoce  fuerza  y  eficacia  al  testamento  cerrado  de  9  de  Abril  de  1811, 
sin  embargo  de  contener  en  la  carpeta  la  palabra  anulat,  anulado: 
Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  María  de  Castilla. 

Considerando,  en  cuanto  al  primer  motivo  de  casación,  que  les 
demandados  no  han  excepcíonado  oportunamente  la  nulidad  del  tes* 
tamento  de  9  de  Abril  de  1813,  en  que  se  funda  la  demanda.  b^Jo  el 
concepto  de  que  según  la  costumbre  que  se  dice  era  ley  en  Gatalola 
Antes  de  la  de  Enjuiciamiento  civil,  los  testamentos  cerrados  pariíMi 
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validez  debían  ser  abiertos,  publicados  y  protocolizados  por  Escribano 
Real  y  numerario  en  presencia  de  dos  testigos,  por  lo  que,  aun  supo- 
niendo que  fuera  cierta  aquella  costumbre,  no  puede  tomarse  en 
cuenta  para  la  casación: 

Considerando  que  tampoco  los  demandados  excepcionaron  á  su  de- 
bido tiempo  que  dicho  testamento  está  revocado  por  los  posteriores 
de  1823  y  1839,  los  que  en  la  ejecutoria  recaída  en  el  pleito  anterior 
se  tuvieron  por  defectuosos,  ni  la  circunstancia  de  que  en  la  carpeta 
del  referido  testamento  de  9  de  Abril  de  1813  se  contiene  la  palabra 
anulat  sin  firma  alguna,  por  cuya  razón  no  puede  reputarse  infrin- 
gida la  doctrina  relativa  á  que  existiendo  varios  testamentos  otorgados 
por  una  persona,  debe  prevalecer  el  último,  ni  la  voluntad  del  testa- 
dor, que  se  invocan  en  los  motivos  3.*  y  5.',  siendo  inaplicable  á  ia 
cuestión  de  autos  la  ley  de  Partida  citada  también  en  el  3.*,  porque 
trata  de  cómo  se  desata  el  testamento  por  fijo  que  naciere  después,  6 
por  otro  á  quien  el  testador  porfijase: 

Considerando  que  no  se  ha  infringido  la  Real  provisión  que  se  cita 
el  segundo  motivo,  porque  si  bien  previene  que  ios  testamentos  otor- 
gados por  los  Curas  párrocos  se  extiendan  en  el  papel  sellado  corres* 
pendiente,  no  determina  que  sean  nulos  por  la  falta  de  este  requisito: 

T  considerando,  respecto  al  principio  y  ley  de  Partida  citados  en 
el  motivo  4.'  con  relación  al  valor  de  la  cosa  juzgada,  que  no  se  han 
infringido,  puesto  que  en  el  anterior  litigio  el  actor  pidió  como  here- 
dero de  su  abuelo,  fundándose  en  los  testamentos  de  12  de  Abril 
de  1823  y  8  de  Febrero  de  1839,  y  en  el  codicilo  de  23  de  Julio  1838, 
siendo  así  que  en  el  actual  lo  hace  en  concepto  de  legatario  y  apo- 
yado en  el  testamento  de  9  de  Abril  de  1813,  por  cuyas  diferencias 
falta  la  identidad  necesaria  para  que  pueda  tener  lugar  la  excepción 
de  cosa  juzgada; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  ai 
recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Sebastian  Cabré  y  consortes,  & 
quienes  condenamos  %n  las  costas ;  y  devuélvanse  los  autos  á  la  Au- 
diencia de  Barcelona  con  ia  certificación  correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  de 
Madrid  é  insertará  en  la  Colecmn  legislativa,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos .=Juan  Gon- 
zález Acevedo.^José  María  Cáceres.=Laureano  de  Arrieta.saValentin 
Garralda.=Francisco  María  de  Castilla.=Joaquin  Jaumar.=José  Fer- 
mín de  Muro. 

Publicación: 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Francisco  María  de  Castilla,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo ,  estando 
celebrando  audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo,  el  dia  de  hoy « 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Supremo  Tribunal. 

Madrid  29  de  Diciembre  de  1870.=sDionisio  Antonio  de  Puga. 
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NÉM.  121. 


CASACIÓN. 


DnnsiON  del  jardín  t  corral  de  unas  cisas. — Sentencia  de  30  de 
Diciembre ,  declarando  haber  lagar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  I).  Ciríaco  López  contra  la  qae  en  4  de  Mano 
de  1870  dictó  la  Safa  segunda  de  la  Audiencia  de  Albacete,  en 
pleito  con  D.  Lorenzo  Conde  y  consortes. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  establcce: 

Que  fii jadas  con  precisión  las  pretensiones  de  las  partes,  debe 
resolver  sobre  ellas  el  Tribunal  sentenciador,  admitiéndolas  ó  de* 
negándolas  de  una  manera  clara  y  precisa,  y  que  cuando  no  lo 
ejecute  infringe  el  art.  61  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  dvil,  y 
las  leyes  5.»  y  16  tit.  22  de  la  Partida  3.' 

En  la  villa  de  Madrid,  á  30  de  Diciembre  de  1870,  en  los  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  primera  instancia  de  la  ciudad  de  Cuenca  y 
en  le  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  Albacete  por  D.  Lorenzo  Conde, 
Don  Ramón  Cobo  y  los  herederos  de  D.  José  Cobo  con  D.  Ciríaco  Ló- 
pez sobre  división  de  un  jardín  y  corral  de  unas  casas;  autos  que 
penden  antes  Nos  en  virtud  de>  recurso  de  casación  interpuesto  por 
López  contra  la  sentencia  que  en  4  de  Marzo  último  dictó  la  referida 
Sala:  ' 

Resultando  que  en  21  de  Julio  de  1837,  D.  Alejo  Molina  y  Vera, 
Yizcobde  de  Huerta,  y  D.  Alejo  Molina  y  Saurín,  su  hijo  primogénito, 
poseedor  el  primero  é  inmediato  sucesor  el  segundo  de  la  vincula- 
ción fundada  por  Doña  Inés  Mufíoz  Carrillo,  Marquesa  del  Tillar, 
otorgaron  poder  á  D.  Lorenzo  Martínez  para  que,  previas  las  diligen- 
cias necesarias,  procediese  á  dar  á  censo  redimible  al  3  por  100  dos 
casas  de  morada,  con  unas  cocheras  pertenecientes  á  dicha  vineula- 
cion,  sitas  en  la  ciudad  de  Cuenca ,  calle  del  Juego  de  pelota  viejo, 
por  donde  tenían  sus  entradas  y  fachadas  principales  al  lado  del  Le- 
vante, lindando  por  Mediodía  con  el  edificio  medio  arruinado  de  ii 
casa  grande.  Poniente  el  jardín  y  corralón  de  dicha  casa  grande,  i 
donde  tenían  vistas  y  vertientes,  y  por  el  Norte  el  callejón  que  desde 
la  calle  referida  del  Juego  de  pelota  salia  á  la  calle  y  camino  qué  de 
la  Carretería  subia  al  Hospital  de  Santiago ,  y  se  hallaban  marcados 
con  los  números  2  y  3  de  la  manzana  39  del  barrio  de  Abajo,  deUea- 
do  apreciarse  en  caso  de  que  se  tomaran  luces  y  vertientes  de  aguas 
claras  y  turbias  á  la  parte  del  jardín  y  corral  de  ia  casa  lurincfpal, 
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porqae  en  este  supuesto  tenia  que  ocupar  algún  terreno  de  la  misma 
y  sin  perjuicio  de  dicho  edificio: 

Eesuitando  que  en  virtud  de  dicho  poder  D.  Lorenzo  Martínez 
promovió  la  formación  del  oportano  expediente ;  y  nombrados  los 
peritos  para  la  tasación  de  las  fincas,  dijeron  que  hablan  reconocido 
con  toda  detención  las  dos  casas  y  cocheras  accesorias  á  la  que  lla- 
maban grande,  las  cuales  comprendían  en  su  recinto  13.881  pies 
cuadrados  de  superficie;  pero  que  para  su  buen  uso  de  vertientes, 
luces  y  que  pudiera  darse  desagüe  á  sus  lluvias,  se  hacia  indispensa* 
ble  que  del  jardín  y  corral  se  le  agregasen  otros  6.678  pies  en  la  for- 
ma que  determinan,  dando  de  valor  al  todo  16.250  reales;  y  concedi- 
da por  el  Alcalde  constitucional  autorización  á  D.  Alejo  Molina  y  Vera 
ó  su  apoderado  para  las  ventas  de  las  dos  casas  y  cochera,  y  la  parte 
de  la  llamada  grande,  designada  por  los  Arquitectos,  el  D.  Lorenzo 
Martínez  por  escritura  de  30  de  Setiembre  de  1837,  en  uso  del  poder 
conferido,  vendió  á  censo  redimible  á  D.  Isidoro  Moxica  las  expre- 
sadas dos  casas  cocheras  y  parte  de  jardín  y  corral  de  la  contigua 
casa  llamada  grande,  con  toda  la  fáhrica,  sitio,  centro,  vuelo  alto, 
bajo,  entradas,  salidas,  usos,  costumbres,  regalías  y  servidumbres 
que  habla  tenido,  tenian  y  debían  pertenecer,  por  precio  de  16.250 
reales  en  que  habla  sido  tasado  todo,  y  rédito  anual  de  487  reales 
17  maravedises: 

Resultando  que  por  escritura  de  82  de  Setiembre  de  1838  D.  Isi- 
doro Moxica  vendió  dichas  dos  casas  y  parte  del  jardín  y  corral, 
bajo  las  mismas  condiciones  con  que  las  había  adquirido,  á  D.  Lo- 
renzo Martínez,  el  que  en  24  de  Noviembre  de  1841  redimió  el  censo 
de  los  16.250  reales ,  otorgándose  á  su  favor  la  correspondiente  es- 
critura por  D.  Alejo  Molina  y  Vera,  Vizconde  de  Huerta: 

Resultando  que  por  otra  escritura  de  29  de  Diciembre  de  1851  el 
referido  D.  Lorenzo  Martínez  vendió  á  D.  Ciríaco  López  en  precio 
de  80.000  reales  tres  casas  de  morada,  un  horno  y  una  cochera  que 
le  pertenecían  y  fueron  en  lo  antiguo  del  vínculo  fundado  por  Doña 
Inés  Muñoz  Carrillo,  Marquesa  del  Villar,  sita  en  la  ciudad  de 
•Cuenca,  calle  del  Juego  de  pelotsí  viejo,  por  donde  tenian  sus  entra- 
das y  fachadas  principales,  lindantes  al  Mediodía  con  el  edificio  casi 
arruinado  en  su  totalidad  llamado  la  casa  grande.  Poniente  el  que 
Antes  fué  jardín  y  corralón  de  la  misma,  á  donde  tenia  vistas  y  ver- 
tientes ,  cuyos  edificios  juntos  hacían  la  manzana  del  número  39  en 
el  barrio  de  Abajo,  y  comprendían  en  su  recinto  13.881  pies  cuadra- 
dos de  superficie,  con  más  para  el  buen  uso  de  vertientes,  luces  y 
desagüe  á  las  lluvias  el  agregado  de  la  parte  de  jardín  y  corral  otros 
6.678  pies,  principiando  en  el  ángulo  que  formaban  en  el  que  fué 
jardín  las  paredes  dé  la  casa  grande  y  las  accesorias  en  la  dirección 
diagonal: 

Resultando  que  por  escritura  de  27  de  Noviembre  de  1851  0.  Vic* 
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toríano  Camarón,  apoderado  de  D.  Alejo  Molina  y  Vera,  Vizconde  de 
Huerta,  y  de  su  hijo  primogénito  D.  Alejo  Molina  y  Saurín,  vendió  en 
nombre  del  primero  y  con  licencia  del  segando  á  Dofia  María  Tomasa 
Cardefia  de  Briones,  en  precio  de  18.000,  reales  una  casa  que  les  per- 
tenecía en  la  ciudad  de  Caenca,  titulada  la  Grande,  sita  en  la  Car-. 
retería  y  calle  del  Juego  de  pelota,  cuyos  linderos  eran  notorios:  y 
por  otra  escritura  de  10  de  Junio  de  1861  D.  Ramón  Briones  y  Car- 
defia, por  sí  y  como  representante  de  sus  hermanos  D.  Francisco, 
Don  Manuel  y  D.  Tomás,  todos  hijos  y  herederos  de  Dofia  María  To- 
masa de  Cardefia ,  vendió  á  D.  Ramón  y  D.  José  Cobo  y  D.  Lorenzo 
Conde  la  expresada  casa  Grande,  sita  en  la  Carretería  de  Cuenca, 
calle  del  Juego  de  pelota,  con  ios  corrales  contiguos,  tal  como  la  ad- 
quirió su  madre,  por  precio  de  36.000  reales: 

Resultando  que  en  83  de  Junio  de  1866  el  Arquitecto  D.  Joan  José 
Trigueros,  expidió  por  duplicado  una  certificación;  folios  6  y  93,  ex- 
presando que  en  Tirtud  de  la  autorización  que  le  había  sido  confe- 
rida por  D.  Ciríaco  López  y  D.  Ramón  Cobo  y  compafieros  para  prac- 
ticar el  deslinde  de  los  corrales  que  poseían  en  la  parte  posterior  de 
las  casas  que  á  los  mismos  pertenecían  en  la  ciudad  de  Cuenca  y 
calle  del  Juego  de  pelota  viejo ,  cuyos  corrales  lindaban  ai  Este  con 
las  casas  del  D.  Ciriaco,  había  procedido,  en  vista  de  los  antecedentes 
ministrados  por  los  interesados ,  á  practicar  el  referido  deslinde  de 
ambas  propiedades  en  los  términos  que  detalla  y  explica  el  plano 
formado ;  con  cuya  operación  quedaba  fijado  de  una  manera  termi- 
nante y  clara  el  deslinde  de  la  línea  que  dividía  ambas  propiedades, 
y  que  en  la  escritura  de  venta  se  marcaba: 

Resultando  que  en  la  misma  fecha  expidió  el  expresado  Arquitecto 
Trigueros  otra  certificación ,  folios  90  y  94,  en  la  que  dice  que,  en 
virtud  del  nombramiento  que  le  había  sido  conferido  por  D.  Ciriaco 
López  para  verificar  la  medición  de  la  extensión  superficial  que  com- 
prendían las  cuatro  casas  que  el  mismo  poseía  en  la  ciudad  de  Cuen- 
ca, situadas  en  la  calle  del  Juego  de  pelota  viejo ,  y  seíialadas  con 
los  números  101  nuevo,  103  y  105,  así  como  también  la  correspon- 
diente al  horno  de  pan  cocer  colindante  con  ellos,  la  ocupada  por  el* 
corral  de  abajo,  que  anteriormente  fué  jardín,  é  igualmente  la  super- 
ficie del  corral  de  arriba,  situados  estos  últimos  en  la  parte  posterior 
de  dichas  casas;  que  había  procedido  á  verificar  la  medición  de  las 
referidas  superficies  parciales  con  la  separación  que  quedaba  indi- 
cada, sumando  las  diferentes  áreas  encontradas  un  total  de  1431 
metros  cuadrados  16  decímetros,  ó  lo  que  es  igual  13.276  pies  y  un 
tercio  de  extensión  superficial  ocupada  por  las  cuatro  casas,  bomo  i 
ellas  contiguo,  corral  de  arriba  y  corral  de  abajo: 

Resultando  que  en  18  de  Octuhre  del  propio  afio  de  1866  D.  Ramat 
y  D.  José  Cobo  y  D.  Lorenzo  Conde,  dedujeron  demanda  paní  qoem 
declarase  que  D.  Ciriaco  López  estaba  obligado  á  reconocer 
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verdaderos  limites  de  los  corrales  de  sns  casas  y  de  las  de  los  deman* 
dantes,  sitas  en  el  Jaego  de  pelota  viejo,  los  señalados  por  el  Anpii- 
tectó  D.  Joan  José  Trigaeros,  nombrado  perito  de  conformidad,  y  se 
le  Condenase  á  gne  en  nnion  de  los  actores  edificase  la  pared  diviso- 
ria de  dichos  corrales  hasta  la  conveniente  altara  para  la  debida  se- 
guridad de  los  habitantes  de  dichos  edificios,  contribuyendo  á  su 
coste  por  mitad;  condenándole  además  á  que  les  indemnizase  de  loe 
perjuicios  que  á  juicio  de  peritos  les  habia  ocasionado  desde  el  38  de 
Junio  con  tener  ocupada  gran  parte  de  sus  corrales;  y  en  el  escrito  de 
réplica  pidieron  se  proveyese  como  lo  hablan  solicitado  en  la  demanda, 
declarando  que  los  verdaderos  límites  divisorios  de  las  respectivas  per^ 
tenencias  del  jardín  y  corral  de  la  casa  grande  de  los  demandantes  y 
del  demandado  eran  los  puntos  que  se  señalaban  en  la  escritura  ó  censo 
de  80  de  Setiembre  de  1837:  que  ellos  eran  los  que  debian  servir  dé 
base  para  deslindar  dichas  pertenencias,  y  que  habiendo  dichos  pan- 
tos divisorios  servido  de  base  al  deslinde  hecho  por  el  Arquitecto  Tri^ 
güeros,  nombrado  al  efecto  de  conformidad,  procedía  aprobarlo  y  que 
se  estuviese  á  dicha  operación  en  los  términos  que  aparecían  del  cer- 
tificado y  plano,  aunque  no  hubiese  mediado  el  pacto  formal  y  solemne 
de  pdsar  por  ello,  el  cual  pacto  lo  estaba  demostrando  el  certificado 
citado;  y  como  consecuencia  de  lo  pedido,  que  los  demandantes  no 
estaban  obligados  á  que  de  su  parte  de  jardín  y  corral  se  diesen  al 
demandante  7.000  y  más  pies  de  superficie  que  decía  le  faltaban,  ya 
porque  con  él  no  habían  celebrado  ningún  contrato  y  no  estaban  obli- 
gados á  perder  de  lo  suyo,  ya  porque  en  el  jardín  y  corral  tenia  los 
pies  que  declaraban  los  peritos,  y  aun  más  en  la  escritura  primordial 
de  80  de  Setiembre  de  1837,  ya  porque  además  de  la  pérdida  de  lo 
que  les  pertenecía  se  seguiría  gravísimo  perjuicio  á  su  edificio:  que 
conferido  traslado  á  D.  Gíriaco  López,  pretendió  se  le  absolviera  de  la 
demanda,  condenándose  á  los  actores  á  estar  y  pasar  por  el  resultado 
de  las  escrituras  de  80  de  Setiembre  de  1837,  S2  de  Setiembre  de  1838, 
24  de  Noviembre  de  1841  y  89  de  Diciembre  de  1859;  y  seguido  el 
pleito  por  sus  trámites,  dictó  sentencia  la  Sala  segunda  de  la  Audien- 
cia de  Albacete  en  27  de  Febrero  de  1868,  por  la  que,  revocando  la 
del  Juez  de  primera  instancia,  absolvió  á  D.  Ciríaco  López  de  la  de 
manda  en  la  forma  en  que  había  sido  propuesta: 

Resultando  que  en  su  consecuencia  los  referidos  D.  Ramón  y  Don 
José  Cobo  y  D.  Lorenzo  Conde  interpusieron  la  actual  demanda  en  22 
de  Junio  de  1868  para  que  se  declarase  que  les  pertenecía  como  due- 
ños de  la  casa  grande  sus  adyacentes  de  jardín  y  corral,  menos  lía 
parte  de  éstos  en  la  proporción  de  6.678  pies  que  se  segregaron  para 
vertientes  y  luces  de  las  dos  casas  y  cochera,  ó^sea  la  casa  vieja  ena- 
jenada á  censo  redimible  &  D.  Isidoro  Moxíca,  causa-habiente  de  Don 
Ciríaco  López,  por  escritura  otorgada  en  30  de  Setiembre  de  1837, 
cuyos  límites  divisorios  se  marcan  en  la  misma;  y  en  su  consecuencia. 
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que  estando  conforme  á  ellos  el  trazado  del  Arquitecto  D.  Joan  José 
Trigueros  en  sa  certificación  y  plano  del  pleito  anterior,  folios  6  y  93, 
como  ajustado  al  derecho  de  ios  interesados  que  desempefió  á  tirtad 
de  la  autorización  que  recibiera  por  convenio  de  los  mismos,  y  á  la 
vista  de  documentos,  se  condenará  ai  demandado  D.  Ciríaco  López  á 
que  reconociera  aquella  pertenencia  y  á  que  pasase  por  la  referida  di- 
visión, levantando  á  costa  de  ambas  partes  la  pared  mediera  corres- 
pondiente, ft  la  indemnización  de  perjuicios  á  regulación  de  peritos 
y  en  todas  las  costas  y  gastos  del  Juicio;  y  al  efecto  alegaron  que  el 
Don  Ciríaco  López»  al  comprar  las  dos  casas  y  cochera  y  parte  del 
Jardin  y  corral  de  la  casa  contigua  que  llamaban  grande,  perteneciente 
á  la  misma  vinculación,  compró  cosa  determinada,  sin  más  parte  en 
el  Jardin  y  corral  que  6.678  pies:  que  el  fin  primordial  de  la  venta  de 
las  dos  casas  y  cochera  á  censo  redimible  por  el  Vizconde  de  Huerta, 
concediendo  á  las  mismas  únicamente  para  luces  y  vertientes  de  aguas 
claras  y  sucias  6.678  pies  de  la  parte  del  Jardin  y  corral,  fué  el  de 
que  no  se  causara  perjuicio  alguno  al  edificio  de  la  casa  grande,  como 
más  importante  y  notable:  que  los  demandantes,  como  legítimos  dne- 
fios  y  propietarios  de  la  casa  grande ,  con  sus  adyacentes  de  Jardin  y 
corral,  de  los  que  segregó  el  Vizconde  de  Huerta  los  6.678  pies  ya  in- 
dicados, tenían  derecho  á  usar  y  disfrutar  libremente  de  lo  que  les 
pertenecía,  y  á  que  se  levantase  la  pared  mediera  en  el  Jardin  y  cor- 
rales: que  habiendo  mediado  entre  D.  Ciríaco  López  y  los  demandan- 
tes el  pacto  deque  respecto  de  las  pertenencias  que  á  cada  cual  cor- 
respondían en  el  Jardin  y  corral  de  sus  respectivas  casas  se  estarla  i 
lo  que  con  vista  de  las  escrituras  de  compra  fijase  el  Arquitecto  Don  ^ 
Juan  José  Trigueros ,  ese  pacto  compromiéo  ó  convenio,  debia  cum-  * 
plirse  como  obligatorio,  según  la  ley  1.%  tít.  1.*,  libro  10  de  la  Noví- 
sima Recopilación,  que  como  consecuencia  del  dominio  y  del  pacto,  el 
D.  Ciríaco  López  estaba  obligado  á  hacer,  en  unión  de  los  demandan- 
tesy  por  mitad  de  su  coste,  la  pared  medianil  para  dividir  los  corrales: 
Resultando  que  acordado  que  el  anterior  pleito  corriese  unido  i 
éste,  y  conferido  traslado  á  D.  Ciríaco  López,  pidió  se  le  absolviera 
de  la  demanda  y  se  declarase  que  como  duefio  y  propietario  de  Iif 
casas  y  cocheras  con  su  agregado  de  jardin  y  corral,  le  pertenecía  oa 
área  de  80.559  pies  cuadrados  de  terreno,  correspondiendo  solamants 
á  los  actores  en  dicho  Jardin  y  corral  lo  que  quedase  después  de  de- 
ducir aquellos  80.559  pies,  los  cuales  empezarían  á  contarse  desde  la 
fachada  principal  de  las  casas  del  demandado,  ya  reedificadas,  tilas 
en  la  calle  del  Juego  de  pelota  viejo  de  la  ciudad  de  Cuenca,  contfgw 
á  la  casa  Grande,  y  por  consecuencia  se  condenara  á  los  demtndaoltf 
á  estar  y  pasar  por  la  medición  y  deslinde  consignados  en  la  oertit- 
cadon  y  plano,  folios  90  y  94  de  los  autos  anteriores,  rectificando  eris 
plano  en  la  forma  que  expresa;  y  excepcionó  que  por  la  escritora  A 
80  de  Setiembre  de  1837  D.  Isidoro  Hoxica  compró  un  área  lot|l  da 
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80.559  pies  cuadrados,  qae  la  componían  los  j6.678  del  agregado  del 
jardín  y  corral  de  la  casa  Grande,  y  los  1S.881  que  ocupaban  las 
casas  y  cocheras  que  en  la  escritura  de  29  de  Diciembre  de  1831»  por 
la  que  D.  Lorenzo  Martínez  vendió  aquellas  fincas  al  demandado  en 
precio  de  80.000  rs.,  se  consignó  también  que  la  superficie  de  las  ca- 
sas y  cocheras  eran  13.881  pies  cuadrados  y  6.678  del  jardin  y  corral: 
que  no  era  cierto  que  los  demandantes  fuesen  dueños  de  todo  el 
jardin  y  corral  menos  de  6.678  pies  cuadrados»  pues  lo  único  que  se 
expresaba  en  ia  escritura  otorgada  á  su  favor,  respecto  á  este  extre- 
m0|  era  que  Briones  les  vendió  la  casa  Grande  con  los  corrales  conti- 
guos, tal  como  la  adquirió  su  madre:  que  para  lel  deslinde  del  Jardin 
y  corral  comisionaron  D.  Ramón  Cobo  y  D.  Ciríaco  López  al  Arqui- 
tecto D.  Juan  José  Trigueros,  pero  sin  que  ninguna  de  las  partes  se 
comprometiese  á  estar  por  la  división  que  aquel  hiciera:  que  en  los 
contratos,  la  voluntad  de  los  contrayentes  es  ley,  y  por  lo  tanto,  ha- 
biéndose vendido  á  D.  Ciríaco  un  área  de  20.559  pies  cuadrados,  se 
violaría  aquel  principio  si  no  se  le  diera  este  número  de  pies:  que 
nadie  debe  lucrarse  con  perjuicio  de  otro,  á  cuya  regla  de^  derecho  se 
faltarla  haciendo  la  división  como  pretendían  los  actores,  pues  que 
llevarían  7.272  pies  cuadrados  de  terreno  pertenecientes  á  D.  Ciríaco; 
y  que  estando  proindiviso  el  Jardin  y  corrales,  y  aprovechándose  am- 
bas partes  de  ellos,  era  improcedente  á  todas  luces  la  indemnización 
de  peijuicios  que  solicitaban  los  demandantes: 

Besultando  que  seguido  el  juicio  por  sus  trámites,  practicándose 
las  pruebas  que  las  partes  propusieran,  el  Juez  da  primera  instancia 
dictó  sentencia,  por  la  que  declaró  que  á  D.  Ramón  Cobo,  Don  Lorenzo 
Conde  y  á  los  herederos  de  D..  José  Cobo  les  pertenece,  «como  dueños, 
la  casa  Grande,  que  fué  del  vínculo  fundado  por  Doña  Inés  Muñoz  Car- 
rillo, Marquesa  del  Yülar,  sita  en  la  calle  del  Juego  de  pelota  viejo, 
de  Cuenca,  con  sus  adyacentes  de  Jardin  y  corral,  excluyendo  de  es- 
tos 6.678  pies  cuadrados  que  se  agregaron  para  luces  y  vertientes  de 
aguas  de  las  dos  casas  y  cocheras  enajenadas  á  D.  Isidoro  Monica, 
-practicándose  el  deslinde  de  ambas  propiedades  de  actores  y  deman- 
dado, por  peritos  de  reciproco  nombramiento  y  un  tercero  en  caso  de 
discordia,  con  vista  de  las  primitivas  escrituras  de  enajenación,  otor- 
gadas por  los  apoderados  del  Vizconde  de  Huerta  y  su  hijo  primogé- 
nito, fijándose  los  límites  por  medio  de  una  pared  ó  muro  costeada 
por  ambos  interesados: 

Resultando  que  negadas  las  aclaraciones  que  ambas  partes  solici- 
taron, y  admitida  la  apelación  que  interpuso  el  demandado,  á  la  que 
se  adbiríeron  los  actores;  sustanciada  la  instancia  en  forma^  la  Sala 
segunda  de  la  Audiencia,  después  de  causada  una  discordia,  pronunció 
sentencia  en  4  de  Marzo  último,  confirmando  con  las  costas  la  apelada: 

T  resultando  que  D.  Ciríaco  López  interpuso  recurso  de  casación 
por  conceptuar  infringidas: 
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1.*  La  doctrina  de  que  la  sentencia  debe  ser  conforme  con  la  de- 
manda y  contestación,  debe  resolver  definitivamente  los  pontos  con- 
trovertidos y  no  paede  deferirse  sa  resolacion  á  nn  tercero;  la  ley  t.% 
tít.  28,  Partida  3.*,  segan  la  qae  el  Juicio  ó  sentencia  ú  acalMn  las 
contiendas  que  los  homes  han  entre  sí  delante  de  los  juzgadores;  la 
ley  del  mismo  títaio  y  Partida,  según  la  que  debe  ser  dictado  el  Juicio 
por  buenas  palabras  é  apuestas,  la  que  puedan  bien  entender  sin  duda 
ninguna ;  é  señaladamente  debe  ser  escrito  como  quita  ó  condena  al 
demandado  en  toda  la  demanda  ó  en  cierta  parte  de  ella,  según  lo  averi- 
guado ó  razonado  ante  él,  ó  poner  otras  palabras  que  entendiere  qoe 
conviene  á  la  demanda;  la  ley  16  del  propio  título  y  Partida,  que  pre- 
viene cómo  no  debe  valer  juicio  que  da  el  Juzgador  sobre  cosa  qae 
no  fué  demandada  ante  él;  y  los  artículos  61  y  333  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil,  porque  habiéndose  controvertido  sobre  la  línea  di- 
visoria de  las  casas  respectivas, 'pidiendo  expresamente  cada  una  de 
las  partes  que  se  determine  por  dónde  debe  fijarse,  pretendiendo  cada 
una  de  ellas  que  sea  por  los  puntos  marcados  en  su  plano  respectivo, 
no  se  resuelve  la  cuestión  remitiéndola  al  Juicio  de  peritos;  no  se  pone 
fin  al  litigio;  se  manda  una  cosa  que  no  ha  sido  demandada  por  nin- 
guna de  las  partes,  y  se  hace  en  términos  que  las  mismas  no  han  po- 
dido entender,  como  lo  prueba  el  hecho  de  haber  pedido  ambas  aclara- 
ciones de  la  sentencia  delJuez  que  la  Sala  confirmó  en  todas  sus  partes: 

2.*  La  ley  del  contrato,  que  consta  en  las  respectivas  escrituras  de 
compra  de  las  partes ,  en  cuanto  la  sentencia  no  declara  que  al  de- 
mandado corresponden  los  20.559  pies  cuadrados  que  compró;  pues 
habiéndose  vendido  á  D.  Isidoro  Moxica  de  30  de  Setiembre  de  1817 
20.559  pies  y  en  27  dé  Noviembre  de  1851  á  Doña  María  Tomasa  Cár- 
dena lo  que  no  se  hubiese  vendido  con  anterioridad,  es  visto  que  al 
no  declarar  al  demandado  duefio  de  dichos  20.559  pies  se  infringe  la 
ley  del  pleito,  que  son  los  dos  expresados  contratos. 

T  3.'  Respecto  á  la  condena  de  costas  de  la  segunda  instancia,  la 
jurisprudencia  de  los  Tribunales,  que  enseña  que  cuando  hay  discor- 
dia en  lo  principal  del  litigio,  no  debe  ser  condenado  en  costas  nin- 
guno de  los  litigantes:  la  que  dice  que  cuando  ambos  apelan  ó  se 
agravian  de  la  sentencia,  adhiriéndose  á  la  apelación,  tampoco  es  pro- 
cedente dicha  condena,  y  la  ley  16,  tít.  22,  Partida  3/,  según  lacul 
no  debe  valer  la  sentencia  sobre  cosa  que  no  ha  sido  demandada, 
puesto  que  se  condenaba  al  recurrente  en  las  costas  de  la  segonda 
instancia,  cuando  ni  aun  la  parte  contraria  pidió  esa  condena. 

Yistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  José  Fermín  de  Muro. 
Considerando  que  en  la  demanda  se  ha  pedido  que  se  declare  i  kv 
demandantes  dueños  de  la  casa  grande  y  del  corral  y  jardín,  méaof 
de  6.678  pies  y  que  se  condene  al  demandado  á  estar  y  pasar  por  il 
certificación  del  folio  6  y  plano  del  98  del  pleito  anterior  sobre  el  le^ 
reno  litigioso. 
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Considerando  que  el  demandado  solicitó  que  se  le  absolviese  de  la 
demanda  y  se  declarase  que  le  correspondian  20.559  pies,  condenando 
á  los  demandantes  á  pesar  por  la  operación  pericial  del  folio  9  y 
plano  del  94  del  pleito  referido: 

Considerando  que  fijadas  así  las  pretensiones  de  las  partes»  ha  de- 
bido resolver  sobre  ellas  el  Tribunal  sentenciador,  admitiéndolas  ó  de- 
negándolas de  una  manera  clara  y  precisa,  y  que  por  no  haberlo  eje- 
catado  infringe  el  art.  61  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  y  las 
leyes  5.*  y  16,  tit.  82  de  la  Partida  3/  que  se  citan  en  el  primer  moti- 
vo de  casación: 

Considerando,  por  otra  parte,  que  en  el  expediente  que  precedió  á 
la  escritura  de  censo  de  SO  de  Julio  de  1837,  declararon  dos  peritos 
de  conformidad  que  las  casas  y  cochera  que  vendía  el  Vizconde  de 
Huerta  comprendían  en  su  recinto  13.384  pies  y  que  agregada  ft  esta 
sama  la  de  los  otros  6.678  señalados  para  luces  y  vertientes,  forman 
los  20.559  que  corresponden  ai  demandado,  cuyo  dominio  es  anterior 
á  la  escritura  de  venta  de  la  casa  grande,  fetpha  27  de  Noviembre 
de  181^1,  de  la  que  derivan  su  derecho  los  demandados,  sin  que  obste 
la  nueva  edificación,  toda  vez  qué  no  aumenta  ni  disminuye  ia  super- 
ficie referida: 

Considerando ,  en  consecuencia ,  que  al  no  estimar  la  pretensión 
del  demandado  para  que  se  le  reconozcan  los  expresados  20.559  pies 
superficiales,  se  ha  infringido  la  ley  del  contrato,  ó  sea  la  menciona-^ 
da  escritura  de  censo  de  20  de  Julio  de  1837,  en  que  se  trasfifió  el 
dominio  de  ellos: 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Ciríaco  López,  y  en  su  cosse- 
cuencia  casamos  y  anulamos  la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  se- 
gunda de  la  Audiencia  de  Albacete  en  4  de  Marzo  último,  y  devu^vase 
al  recurrente  el  depósito  constituido. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia  ,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  if 
Madrid  y  se  insertará  en  la  Colecdan  legi$latiwit  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.s=Juan 
González  Acevedo.=:José  M.  Cáceres.=:Laureano  de  Arrieta.=yalentia 
6arralda.c=Francisco  María  de  Castilla.=:Joaquín  Jaumar.=:José  Fer- 
mín de  Muro. 

Publicación. 

Leída  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Excmo.  Sefior 
Don  José  Fermín  de  Muro,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  estando 
celebrando  audiencia  pública  ia  Sala  primera  del  mismo,  el  día  de  hoy, 
de  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara  de  dicho  Supremo  Tri- 
bunal. 

Madrid  30  de  Diciembre  de  1870.=aDionisio  Antonio  de  Paga. 
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ROM.  122. 


COMPETENCIA. 


Pago  de  maravbdís  t  defensa  por  pobre. — Sentencia  de  31  de 
Diciembre,  decidiendo  á  favor  del  Juzgado  de  primera  instan- 
cia de  Loja,  la  competencia  suscitada  entre  éste  y  el  del  dis- 
trito de  la  Catedral  de  Murcia ,  sobre  conocimiento  de  la  de- 
manda entablada  por  el  curador  ad  litem  del  menor  Antonio 
Pefia  Carrillo  contra  D.  Pedro  Diaz  Sánchez,  sobre  pago  de 
maravedís  y  defensa  por  pobre. 

En  los  considerandos  se  establece: 

^e  es  Juez  competente  cuando  se  ejercitan  acciones  persona- 
les el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y  á  falta  de 
éste,  el  del  domicilio  del  demandado»  á  elección  del  demandante. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  31  de  Diciembre  de  1870,  en  la  competen- 
cia pendiente  ante  Nos ,  promovida  por  el  Juez  de  primera  instancia 
del  distrito  de  la  Catedral  de  Murcia  al  del  partido  de  Leja,  sobre  co- 
nocimiento de  la  demanda  entablada  por  el  curador  ad  litem  del  me- 
nor Antonio  Peña  Carrillo  contra  D.  Pedro  Diaz  Sánchez,  sobre  pago 
de  maravedís  y  defensa  por  pobre. 

Resultando  que  Antonio  Peña  Carrillo,  vecino  de  Loja,  entabló  de- 
manda en  aquel  Juzgado  de  primera  instancia,  reclamando  de  D.  Pe- 
dro Diaz  Sánchez,  vecino  y  residente  en  Murcia,  202  escudos,  600  mi- 
lésimas que  le  adeudaba,  procedentes  del  acopio  de  toda  la  piedra 
empleada  para  el  relleno  del  firme  y  hormigón  invertido  en  la  cons- 
trucción del  puente  de  Riofrio,  sito  en  aquella  jurisdicción,  de  que 
era  contratista  D.  Pedro  Diaz;  acopio  que  habia  ejecutado  en  vtrtad 
de  convenio  verbal  que  con  él  habia  celebrado ,  y  que  por  un  otrosí 
pretendió  que  se  le  admitiera  información  de  pobreza : 

Resultando  que  conferido  traslado  á  Diaz  de  este  incidente,  y  li- 
brado para  ello  exhorto  al  Juez  de  Murcia,  pretendió  que  se  requiriera 
de  inhibición  al  de  Loja ,  así  respecto  á  la  cuestión  de  pobreza  como 
al  negocio  principal,  fundado  en  que  la  acción  entablada  era  conoci- 
damente personal  para  las  de  esta  clase ,  el  fuero  competente  en  d 
del  domicilio  del  demandado,  ó  el  del  lugar  del  contrato  si  ballándott 
en  él,  aunque  fuera  accidentalmente,  pudiera  ser  emplazado»  salvo 
que  aquel  se  hubiera  obligado  á  cumplirle  fuera  de  su  domicílki,  lo 
cual  no  constaba  en  este  caso ,  aunque  fuera  cierta  la  deuda  que  lo 
negaba,  siendo  indudable  que  su  domicilio  era  el  de  Murcia: 
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Resaltando  que  el  Juez  del  distrito  de  la  Catedral  de  dicha  ciudad, 
atendidas  estas  razones ,  requirió  de  inhibición  al  de  Loja :  que  éste, 
oido  el  demandante,  se  negó  á  ella,  declarándose  competente  para  el 
conocimiento  de  la  demanda,  porque  debatiéndose  en  ella  una  acción 
personal,  la  competencia  en  primer  término  es  la  del  lugar  en  que 
debia  cumplirse  la  obligación;  y  que  en  su  virtud,  é  insistiendo  el  de 
Múrela  en  la  inhibición ,  uno  y  otro  iuez  han  remitido  las  actuación 
nes  para  la  decisión  de  este  Supremo  Tribunal. 

yisto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  yaientin  Garralda. 

Gonsiderando  que  es  Juez  competente,  cuando  se  ejercitan  acciones 
personales,  el  del  lugar  en  que  deba  cumplirse  la  obligación,  y  ft 
falta  de  éste  el  del  domicilio  del  demandado,  á  elección  del  deman- 
dante : 

Considerando  que  el  convenio  celebrado  entre  Antonio  Pefia  Carri- 
llo y  D.  Pedro  Diaz  Sánchez,  debió  cumplirse  en  Loja,  y  que  en  efecto 
se  cumplió  por  parte  del  primero  y  comenzó  ft  cumplirse  de  parle  del 
segundo ,  quedando  sólo  por  pagar  alguna  cantidad,  según  asegura  el 
demandante,  que  es  la  que  ahora  le  demanda. 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  el  conocimiento 
de  estos  autos  corresponde  al  Juez  de  primera  instancia  de  Loja ,  al 
que  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  que  proceda  con  arre- 
glo á  derecho;  y  condenamos  en  las  costas  al  demandado  D.  Pedro 
Diaz  Sánchez. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaesta  iy  se 
insertará  en  la  Cdeedan  kgiáativa,  pasándose  al  efecto  las  copias  ne- 
cesarias, lo  pronunciamos,  mandamos  y  fírmamos.=sJosé  M.  Cáceres.ssí 
Laureano  de  Arrieta.^Valentin  Oarralda.^^Francisco  María  de  Gastl-^ 
lla.=:Joaquin  Jaumar. 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  el  Excmo.  Sr.  Don 
Juan  González  Acevedo,  Presidente  de  Sala  del  Tribunal  Supremo,  ce- 
lebrando audiencia  pública  la  Sala  primera  en  el  dia  de  boy,  de  que 
certifico  como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  31  de  Diciembre  de  1870.=sLicenciado  Desiderio  Martínez. 
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Him.  125. 
APELACIÓN. 


Pago  de  cierta  cantidad. — Sentencia  de  31  de  Diciembre  conflr- 
mando  el  auto  que  la  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  Barce- 
lona dictó  en  26  de  Abril  de  1870,  denegando  la  admisión  del 
recurso  de  casación  interpuesto  por  la  razón  social  Gaspar, 

viuda  d$  Rouré  i  hijo,  en  pleito  con  D.  Pedro  Padró. 

« 

En  los  CONSIDERANDOS  SO  cstablecc  : 

1/  Que  según  los  artículos  1.010  y  i. Olí  de  la  Ley  de  En- 
juiaamienío  civil,  el  recurso  de  casación  sólo  procede  contra  sen- 
tencias definitivas  ó  contra  las  que,  recayendo  sobre  un  articulo, 
pongan  término  al  juicio  u  hagan  imposible  su  eoníinuacion. 

2.^  Que  según  el  l.Oli  de  la  misma  ley,  en  los  juicios  eje' 
cutivos  no  se  da  el  recurso  de  casación  en  el  fondo. 

3/  Y  que  la  jurisprudencia  de  este  Tribund  tiene  estnAlecido 
que  la  simple  condena  de  costas  no  da  lugar  tampoco  á  dicho  re- 
curso de  casación. 

En  la  Tilla  de  Madrid»  ft  31  de  Diciembre  de  1870 ,  en  los  anU» 
ejecutivos,  seguidos  en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de 
San  Beltran  de  Barcelona  y  en  ia  Sala  tercera  de  la  Audiencia  de  sa 
territorio  por  D.  Pedro  Padró  y  otros  contra  la  razón  social  Gajtpsr. 
viuda  de  Rouré  é  hijo,  sobre  pago  de  cantidad;  los  cuales  penden  ante 
Nos  en  virtud  de  apelación  interpuesta  por  la  última  del  auto  dictado 
por  dicha  Sala  en  26  de  Abril  del  corriente  año,  denegándola  la  ad- 
misión del  recurso  de  casación: 

Resultando  que  previas  diligencias  preparatorias,  en  7  de  Abril  de 
1869  entabló  demanda  ejecutiva  en  el  referido  Juzgado  la  representa* 
cion  de  Padró  y  litis  socios  contra  ia  expresada  razón  social  por  la 
cantidad  de  77.856  rs.  30  cents.,  intereses  y  costas: 

Resultando  que  ordenado  el  requerimiento  de  pago,  despachado  el 
mandamiento  de  ejecución  y  practicadas  las  oportunas  diligencias, 
compareció  el  demandado,  oponiéndose  á  la  ejecución  •  alegando  las 
excepciones  que  tuvo  por  conveniente;  y  por  medio  de  un  otrosí  pro- 
puso, como  medio  de  prueba  para  justificarlas,  la  compulsa  delcii 
libros  de  contabilidad  de  los  ejecutantes  en  los  asientos  referentes  i 
los  contratos  y  negocios  celebrados  con  la  razón  social  demandada» 
ofreciendo  además  prueba  testifical  á  tenor  del  interrogatorio  qai 
aludia: 

llesultando  que  la  parte  demandante  evacuó  el  traslado  del  esoM 
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<ie  oposición,  impugoando  las  alegacioaeB  del  deudor,  y  entre  otraa 
pruebas»  que  propuso  presentó  pUego  <de  posiciones  para  que  á  su  ter 
nor  declarase  el  demandado: 

Resultando  que  verificado  así,  en  26  de  Junio  de  18(9  presentó. esrf 
<;rito  el  ejecutante,  expresando  por  medio  de  un  otrosí  que  la  razoa 
^n  que  se  pretendió  íundar  la  parte  advei^a  para  pedir  la  compulsa, 
y  presentación  de  libros  quedaba  destruida  con  las  respuestas  dadas 
A  las  posiciones  formuladas;  y  por  ello,  como  porque  tampoco  se  ba* 
^ia  pedido  en  tiempo  bábil,  suplicó  que  no  se  diera  lugar  á  la  pr&* 
'Sentacion  de  libros  solicitada  por  el  ejecutado: 

Besultando  que  éste  insistió  en  su  pretensión,  y  en  23  de  Agosto  Sja 
dictó  auto  recibiendo  el  pleito  á  prueba,  denegando  por  imp^rtinenie 
4a  compulsa  solicitada  y  admitiendo  otras  de  las  pruebas  pror 
^puestas: 

Resultando  que  apeló  de  esta  providencia  el  ejecutado,  por  la  quo 
^e  negaba  la  referida  compulsa;  y  en  31  de  Agosto  se  denegó  la  ad^ 
misión  de  la  apelación  por  no  baber  pedido  reposición  de  la  citada 
|)rovidencia: 

Resultando  que  la  razón  social  ejecutada  pidió  reposición  de  este 
proveído  y  que  se  declarase  baber  lugar  á  la  admisión  en  ambos 
«fectos  de  la  apelación  interpuesta,  con  arreglo-  al  art.  265  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil;  y  por  otrosí  pidió  la  suspensión  del  término 
4[>robatorio  basta  la  resolución  ejecutoria  del  incidente  suscitado: 

Resultando  que  por  providencia  de  2  de  Setiembre  se  dió|  traslado 
é  la  otra  parte,  y  se  declaró  en  suspenso  el  término  de  prueba  desd^ 
el  dia  siguiente  á  la  noiitícacion  del  auto  de  prueba: 

Resultando  que  Padró  y  litis  socios  impugnaron  U  referida  preten- 
sión en  6  de  Setiembre  y  pidieron  reposición  de  la  providencia  del  2, 
^ue  suspendía  el  término  de  prueba: 

Resultando  que  en  4  de  Octubre  de  1869  se  dictó  auto,  por  el  que 
fundá^ndose  en  que  el  art.  257  (debe  ser  275,)  no  tenia  aplicación  a:i 
caso  de  autos,  porque  se  babia  desechado  sólo  una  de  las  pruebs^^ 
ofrecidas;  en  que  dicho  artículo  no  deroga  el  65  de  la  misma  ley,  y 
en  que  una  providencia  de  recibimiento  á  prueba  es  auto  interíocur 
4orío,  se  declaró  no  baber  lugar. á  la  reposición  de  la  providencia 
de  31  de  Agosto,  y  proveyendo  al  escrito  de  Padró,  de  6  de  Setiembre 
se  denegó  también  la  reposición  solicitada  por  el  mismo: 

Resultando  que  apeló  de  esta  providencia  la  Sociedad  ejecutada; 
y  admitida  la  apelación,  se  elevaron  los  autos  á  la  Audiencia,  se  si- 
»^ió  la  segunda  instancia,  se  adhirió  Padró  á  la  apelación  en  cuanto 
el  auto  apelado,  negó  la  reposición  de  la  provideucia  de  2  de  Setíemr 
bre,  y  pronunció  sentencia  la  referida  Sala  en  29  de  Marzo  último, 
|)or  la  que  declaró  baber  lugar  á  la  compulsa  de  los  libros  de|  con^ 
habilidad  de  Padró  y  litis-sócios  por  conformidad  de  las  {partas,  Ap- 

^imáo^  practicarle. dentro  del  término  depr^jiebs^.^uQ^restal^i^jf  s& 
I.  ^5    ' 
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revocó  el  aato  de  f  de  Setiembre  en  cnanto  por  él  se  suspendió  ek 
expresado  término,  condenando  en  las  costase  la  parte  ejecutada: 

Resultando  que  contra  esta  sentencia  en  el  extremo  que  condena- 
ba en  las  costas  á  la  parte  ejecutada,  á  pesar  de  haberse  revocado  el 
auto  del  inferior  apelado  por  la  misma,  interpuso  ésta  recurso  de  ca^ 
saclon  en  el  fondo,  citando  las  leyes  y  doctrinas  que  consideraba  in- 
fringidas; añadiendo  que  dicba  sentencia  debía  reputarse  definitiva 
respecto  á  los  varios  puntos  que  abrazaba,  y  en  pariicular  a  la  con- 
dena de  costas,  contra  la  cual  no  cabía  remedio  ni  recurso  alguno  or- 
dinario ante  la  Sala:  que  si  bien  no  se  daba  el  de  casación  en  el  fon- 
do, en  ios  pleitos  ejecutivos  debía  entenderse  tocante  á  las  sentencias^ 
definitivas  de  los  mismos,  por  cuanto  á  ellas  sólo  era  aplicable  el  mo- 
tivo que  daba  el  art.  1.014  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento,  ó  sea  porque 
después  puede  seguirse  otro  juicio  sobre  lo  mismo  que  ha  sido  objeto^ 
de  ellos:  que  no  pudiendo  ser  notificada  ni  enmendada  la  condena  de 
costas  impuesta,  la  sentencia  era  definitiva  respecto  á  este  extremo^ 
pues  no  sólo  ponía  término  al  juicio ,  sino  que  ni  siquiera  permitía 
abrirlo  ó  incoarlo;  y  por  tanto,  que  cualquiera  que  fuese  la  natura- 
lezH  del  juicio  en  que  se  hubiera  dado  y  la  calificación  que  pudieran 
mfrecer  ios  otros  punros  resueltos,  cabía  el  recurso  de  casación: 

Resultaado  que  la  Sala  por  auto  de  26  de  Abril,  fundándose  en  qae 
la  sentencia  de  vista  de  29  de  Marzo  último  había  recaído  sobre  pro- 
videncia que  no  tenia  el  carácter  de  definitiva,  puesto  que  no  ponía 
término -ai  juicio  ni  hacia  imposible  su  continuación,  y  en  que  por 
otra  parte,  limitado  el  recurso  al  punto  de  costas,  tampoco  procede- 
ría su  admisión,  denegó  la  del  recurso  de  casación  interpuesto: 

Eesuitando  que  habiendo  apelado  la  parte  recurrente,  se  admitió 
la  apelación  y  vinieron  los  autos  á  este  Supremo  Tribunal. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Valentín  Garralda. 

Considerando  que,  según  los  artículos  1.010  y  1.011  de  la  Ley  de- 
Enjuiciamiento  civil,  el  recurso  de  casación  sólo  procede  contra  sen- 
tencias definitivas  ó  contra  las  que,  recayendo  sobre  un  artículo^ 
pongan  término  al  juicio  y  hagan  imposible  su  continuación;  que  segaa 
el  art.  l.Olá  de  la  misma  ley,  en  los  juicios  ejecutivos  no  se  da  al 
recurso  de  casación  en  el  fondo,  y  que  la  jurisprudencia  de  este  Tri* 
bunal  tiene  establecido  que  la  simple  condena  de  costas  no  da  logar 
tampoco  á  dicho  recurso: 

T  considerando  que  el  interpuesto  en  estos  autos  io  ba  sido  tn  A 
fondo  contra  sentencia  que  no  tiene  el  carácter  de  definitiva,  dictada 
en  jnicio  ejecutivo,  y  sólo  en  el  punto  relativo  á  la  condena  # 
costas; 

Fallamos ,  que  debemos  confirmar  y  confirmamos  con  las  eoataf*4l .  - 
anto  apelado;  y  ffevnélvanse  las  actuaciones  á  la  Audiencia  de  doa#^ 
proceden  con  la  certificación  correspondiente.  ,f;tí 

Así  por  cuta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  ia  Ca^iCil^ 
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Madrid  dentro  de  los  cinco  días  siguientes  á  sa  fecha  éinsertará  ea 
iñ  CoUecion  legiskttwa ,  pasándose  ai  efecto  las  Qopias  necesarias,  lo 
proniinciamos,  mandamos  y  firmamos.aiuan  González  Ácevedo.=a 
José  María  Caceres.sB Laureano  de  4rrieta.&=:yaientin  Garralda.» 
Francisco  María  de  Gaslilla. 

Publicación : 

Leída  y  publicada  fué  la  precedente  sentencia  por  el  Excmo.  Señor 
Don  Valentín  Garraida,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribunal 
Supremo,  celebrando  audiencia  pública  la  misma,  en  el  dia  de  boy, 
áe  que  certifico  como  Escribano  de  Cámara. 

Madrid  $1  de  Diciembre  de  1870.s=Rogelio  González  Montes. 

NÚM.    124. 
COMPETENCIA. 


Pago  de  una  cantidad. — Sentencia  de  31  de  Diciembre,  deci- 
diendo á  favor  del  Juzgado  de  Ciudad-Real  la  competencia 
suscitada  eAtre  el  mismo  y  f^l  del  distrito  del  Congreso  de  está 
eapital  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  incoada  por  Doo 
Manuel  Moreno  Trujillo  contra  D.  Vicente  Gamero  y  Gil,  sobre 
pago  de  escudos. 

En  sus  CONSIDERANDOS  sc  establccc : 

Que  segnn  el  párrafo  3.'  del  art.  5/  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  es  Jue%  competente  para  conocer  de  los  pleitos  en  que 
se  ejerciten  acciones  personales  el  del  lugar  en  oue  deba  cumplirse 
la  ^obligación ,  y  á  ¡alta  de  esto ,  á  elección  del  demandante ,  el  del 
damietíio  del  demandado »  ó  el  del  lugar  del  contrato,  si  hallándose 
en  élf  aunque  accidentalmente^  puede  ser  emplazado. 

En  la  Tilla  de  Madrid-,  á  31  de  Diciembre  de  1870,  en  los  autos 
de  competencia  promovida  entre  el  Juzgado  de  primera  instancia  del 
distrito  del  Congreso  de  esta  capital  y  el  de  Ciudad-fteal,  acerca  del 
conocimiento  de  la  demanda  incoada  por  D.  Manuel  Moreno  Trujillo 
contra  D.  Vicente  Gamero  y  Gil,  sobre  pago  de  escudos  : 

Resultando  que  én  3  de  Diciembre  de  1869 ,  y  previo  acto  de  con- 
ciliación intentado  el  dia  anterior  en  Giudad-fteal,  propuso  D.  Manuel 
Moreno  ante  et  Juez  de  primera  instancia  de  la  misma  ciudad,  de- 
manda ordinaria,  manifestando  que  en  t\  de  Setiembre  de  1868  te 
encargó  D.  Vicente  Gamero  la  medición,  tasación  y  otras  operaciones 
en  la  dehesa  Solana  de  tas  Cebras,  comprometiéndose  á  satisfacerle 
por  los  trabajos  la  suiua  de  500  escudos,  los  mismos  que  ebtrégaria 
étt  Ciudad  Real,  (¡ué  era  el  domicilio  del  D.  Manuel,  y  el  lujaren 
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donde  se  celebró  yerhalmente  ei  coutnit(\  á  presencia  dé  snftcient» 
QAmero  de  testigos:  que  reconociendo  D.  Vicente  Gamero  su  obliga- 
ción, satisfizo  á  cuenta  la  cantidad  de  109  escudos ;  mas.  como  demio- 
rase  verificarlo  de  Ja  restante «  había  practicado  el  actor  las  oporUi* 
ñas  reclamaciones  por  medio  de  D.  José  Solé  y  Ortet,  cufiado  del  de- 
mandado y  vecino  de  Madrid,  quien  ofreció  responder  del  crédito  en 
ei  caso  de  ser  legítimo;  y  que  D.  Yicente  era  vecino  de  Tébenes, 
partido  Judicial  de  Navahermosa ,  pero  que  á  la  sazón  resídia  aocir 
dentalmente  en  Ciudad  Real;  por  todo  lo  cual,  ejercitando  la  accfiOD 
personal  conveniente ,  pidió  que,  declar4ndose  eficaz  el  mencionado 
contrato,  se  condenase  á  D.  Vicente  Gamero  á  pagar  al  demandante  ia 
cantidad  de  400  escudos,  con  las  costas,  y  que  el  emplazamiento  para 
contestar  á  la  demanda  se  efectuase  en  dicha  ciudad  : 

Resultando  que  conferido  traslado  á  D.  Vicente  Gamero,  y  citado  y 
emplazado  en  Ciudad-Real,  acudió  al  referido  Juzgado  del  Congreso 
alegando  que  era  ei  único  competente  para  conocer  de  la  presente 
demanda,  porque  una  de  las  condiciones  del  contrato  que  celebró 
con  D.  Manuel  Moreno  habia  sido  que  el  pago  d^  lo^  trabajps  que 
hiciese  se  verificarla  en  esta  capital,  domicilio  del  exppnente.  aegon 
acreditaban  las  certificaciones  que  acompañó:  que  como  comprobante 
4e  la  insinuada  condición  no  podía  presentar  docuniento  alguno 
porque  el  contrato  en  cuestión  fué  verbai,  y  ioft  fn  él  interesados  no 
creyeron  necesario  consignarlo  por  escrito:  que  ademas, la  obligación 
habia  sido  garantizada  condicionalmente  por  D.  José  Solé  y  Ortet, 
comerciante  de  esta  capital,  y  era  bien  sabido  que  ningún  comer- 
ciante se  sometía  á  un  Juzgado  que  no  fuese  el  de  su  domicilio 
porque  se  le  ocasionarian  mayores  gastos  al  ser  demandados;  y  soli- 
citó que,  declarándose  competente  ei  Juzgado  para  conocer  de  ia  de- 
manda propuesta  por  D.  Manuel  Moreno,  se  requiriera  al  de  Ciudad- 
Real  á  fin  de. que  remitiese  los  autos  originales,  ó  en  otro  caso  la- 
viera  por  anunciada  ia  competencia; 

Resultando  que  así  lo  acordó  el  Juez  de  primera  instancia  del 
distrito  del  Congreso  en  28  de  Diciembre  de  1869,:  mandando  librtr  el 
oficio  de  inhibitorio  en  consideración  á  que  no  constando  legalmenla 
el  lugar  en  dond.e  se  habia  celebrado  el  contrato  ni  el  en  que  deUa 
cumplirse  ia  obligación,  debia  seguirse  el  fuero,  del  demandado: 

Resultando  que  recibido,  ei  oficio  con  el  oportuno  testimonio  en 
el  Juzgado  requerido,  se  dio  vista  al  damanflante,  quien  lo.tjf^pitf 
reiterandq  que  D.  Vicente  Gamero  se  comprometió  ft  entnegiurla;^  en 
Ciudad  Real  el  importe  de  los  honorarios  devengados  en  las  indkiadaí 
operaciones,  según  lo  Justificarla  con  suficiente  numero  de  ^leitigof?  i 
que  ya  babia  cuippiido  en  parte  la  obligación,  aatlsfkcieQ^o.  ^;^GM^ 
la  cantidad  de  100  escudos  por  cpnducto  de  so..apodarado.OQ  jj^i^r 
Real  D.  V4cente  Dorado:  que  por  otra  parte  sq  baU^^lmi  crajCpiriqpp  |fiii 
interesii4(Mf..en  que  el  contrato,  se  celebró  en,  dicha.. .iá^il^^'|§|^^ 
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que  habiéndose  asi  e!iprésft menté  consignado  en  la-dema'ndai  tHo'ló 
había  contradicho  D.  Yicentis  Gaméfo;-  y  cíómo'adeaids  cóncurrfa  Ik 
circunstancia' dé  haber  sido  emplazado  en  Ciadad> Real,  era  evidente 
en  todo  caso  la  competencia  del  Juzgado  requerido : 

Resultando  que  con  ei  precedente  escrito  acompañó  una  carta 
suscrita  por  D.  Vicente  Dorado,  contestando  á  otra  del  demandante, 
que  no  podia  remitirle  el  reofli^  ile  ^os  Í.OOO  rs.  que  ie  habia  entre- 
gado, á  nombre  de  D.  Vicente  Gamero,  á  cuenta  de  los  5.000  deven- 
gados en  la  mensura  y  tasación  de  la  finca  Solana  de  las  Cebras  por- 
que tenia  que  servirle  de  resgatardo  en  las  cuentas  éon  su  principal; 
pero  que  afirmaba  y  aseguraba  que  én  Cfudad-Real  entregó  (os  l.tOO 
reales  ai  D.  Mabüel  Moreno,  y  éste  io  hizo  del  recibo':   ^  ^  ' 

Resultando  qué  en  31  de  Marzo  úllimé,  considerando 'él  iuez  'de 
Ciodad  Real  que  én  la  misma  se  celebró  el  contrato  y  ya  en  pane  se 
habia  cumplido  la  obligación,  no  dio  lugar  á  la  inhibicionf  propuesta 
por  el  Juez  da  primera  instancia  del  distrito  del  Congreso,  á  quien 
dirigió  oficio  con  testimonio  de  esta  sentencia  y  del  escrito  precedente 
para  que  déjase  expedita  su  Jurisdicción : 

Resultando  que  habiendo  insistido  en  su  competencia  ambos  Jueces 
elevaron  sus  résf^ctivas  actuaiónes  á  este  Supremo  Tribunal. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Francisco  María  de  Castilla. 

Considerando  que,  se^gun  el  párrafo  tercero  del  art.  5/  de  la,JLey 
de  Enjuiciamiento  civil,  es  Juez  competente  para  conocer  de  los  plei- 
tos en  que  se  ejerciten  acciones  personales  el  del  lugar  en  que  deba 
cumplirse  la  obligación,  y  á  falta  de  esto,  á  elección  del  demandante 
el  del  domicrilo  del  demandado,  ó  el  del  lugar  del  cotati^áto  si  ba- 
ñándose en  él,  aunque  accidentalmente,  puede  ser  emplazado: 

T  considerando  qiie  en  el  presente  caso  la  acción  es  personal ;  que 
el  contrato  se  celebró  en  Ciudad- Real,  segutí  lo  afirmó  el  actor  en  su 
demanda,  y  no  ha  sido  contradicho  por  el  demandado,  que  en  aqtíella 
ciudad  einpezó  á 'cumplirse  la  obligación  y  en  la  misma  fué  emplaza- 
do el  refetido  demandado; 

Fallamos ,  que  debemos  declarar  y  declaramos  que  él  cotióci- 
lúiéfito  de  estos  autos  corresponde  ai  Juez  de  primera  instancia  de 
Ciudad-Real,  al  qué  se  remitan  unas  y  otras  actuaciones  para  lo  (}ue 
proceda  con  arrégfo  á:  ¿erecho. 

\sí  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  Gaeetii  de-Ma^ 
ifú  dentj*b  de  íós  tres'dias  siguientes  á  su  fecha,  é  insertará  en  la 
Céiecéiim  tegiskíHm,  frásáhdósé  al  efecto  las  copias  necesarias, -lo 
pronunciamos,'  mandamos  y  firmatnos.;s=3Juan  González  Acevédo.=5Joiíé 
ifárfiíí  Cáéeres.sssLamrea'no  de  Arrieta.s±}Válentin  Garralda.=±Frahoisco 
ílaría  dé  Castilla. 
~    FuBlítóitíióh:  f  -  .       , 

Léfda  y  publicada  fué  la  preéedente  Sentencia  por  el  Ercmo.  Sr.  Oon 
'rráhcfscó  María  de  CMstiila,  Magistrado  de  la  Sala  primera  del  Tribu- 
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Qil  Supremo»  celebrando  audiencia  pública  la  misma»  el  dit  de  hoy» 
de  que  certifico  como  Bscribanp  de  Cáipnara.     . 

Madrid  31  de  Diciembre  de  Í870.&aRogelio  González  Montes. 

Mu.  125. 
CASACIÓN. 


Pago  de  cantidades. — Sentencia  de  31  de  Diciembre,  declarando 

00  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  la  So- 
ciedad titulada  Amistad  y  Liceo  artístico  y  Hlerario  de  Córdoba, 
contra  la  que  en  2S  de  Febrero  de  1870  pronunció  la  Sala 
primera  de  la  Audiencia  de  Sevilla,  en  pleito  con  D.  Joan  Bau- 
tista Calvi. 

En  los  CONSIDERANDOS  se  establece  : 

1  ^  Que  por  regla  general  el  peligro  y  el  cómodo  de  la  cosa 
corresponde  al  comprador. 

2.^  Que  no  pueden  considerarse  infringidas  leyes  que  no  lienta 
aplicación  al  caso  de  autos. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  31  de  Diciembre  de  1870,  en  los  autos  se- 
guidos en  el  Juzgado  de  primera  instancia  del  distrito  de  la  Derecha 
de  la  ciudad  de  Córdoba,  y  en  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de  Se* 
villa  por  D.  Juan  Bautista  Galví,  con  la  Sociedad  Circulo  de  la  Amis- 
tad^ Liceo  artistico  y  literario,  sobre  pago  de  cantidades;  autos  que 
penden  ante  Nos  en  virtud  de  recurso  de  casación  interpuesto  por  la 
Sociedad  demandada  contra  la  sentencia  que  en  25  de  Febrero  último 
pronunció  la  referida  Sala. 

Resultando,  s^gun  f^ictura  fecha  17  de  Mayo  de  1864,  que  D.  Joan 
Bantista  Calví,  vendió  á  la  Sociedad  Circulo  de  la  Amistad  de  la  ciudad 
de  Córdoba  cuatro  espejos  con  marcos  dorados  en  la  cantidad  de  18.119 
reales,  que  deberían  ser  pagados  en  doce  mensualidades  y  plazos  de 
1.509  reales,  91  céntimos  cada  uno,  empezando  en  dicho  mes  de  Majo» 
como  así  lo  ofreció  á  Galví  p.n  carta  de  13  de  Junio  del  mismo  alio  de 
1804  el  Presidente  de  la  Sociedad  D.  José  Miguel  Henares; 

Resultando  que  en  19  de  Julio  del  repptldo  año  de  1864,  D.  Joié. 
Miguel  Hf^nares,  Presidente  del  Circulo  de  la  Amistad,  Liceo  artistieafl 
literario  de  Córdoba,  demandó  en  acto  de  conciliación  á  D.  Juan  B^ji- 
tísta  Galví,  para  que  inmediatamente  vecogiera  los  cuatro  ei^pejoft  ina 
se  hallaban  en  dicho  Círculo  de  Córdoba ,  y  que  oon(»(rny6  con  j|t 
obligación  de  ponerles  corrientes  en  el  mismo,  rescindiendo  el  aaór. 
trato  ó  poniendo  otros  en  su  lugar  en  un  breve  plazo,  de  las  miMnai 
proporciones  y  con  las  condiciones  debidas ,  en  atención  él  ha\¥fs^ 
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Toto  Í88  lanas  y  df'tf^riorado  por  vicios  ó  faltas  ooaltaa  da  4K>nstriiO'» 
^on;  y  habiendo  Calví  coniestido  no  estar  conforoie  con  la  ^emanda^ 
se  dio  el  aeto  por  terminado. 

Resultando  que  en  11  de  Agosto  del  propio  año,  D.  Juan  Bautista 
-Calví,  dirigió  una  earta  4  D.  José  Miguel  Henares,  en  la  que  conte^«- 
tando  á  la  suya  del  5  le  dice  que  en  su  establecimiento  no  se  admiten 
nunca  ios  efectos  que  se  venden  y  recibe  el  comprador  á  plena  sa- 
tisfacción, como  lo  fueron  de  todos  los  socios  del  Círculo  al  entregar 
los  espejos: 

Resultando  que  previo  acto  de  conciliación,  celebrado  en  9  de  No^ 
"Vtembre  de  186i,  y  después  de  practica  las  varias  diligencias  prepa- 
ratorias á  instancia  de  D.  Juan  Bautista  Galví,  y  de  haber  sido  dene-> 
^úo  el  despacho  de  ejecución  que  pretendió,  dedujo  demanda  ordi- 
naria en  1.*  de  Marzo  de  1865 ,  para  que  se  condenase  á  la  Sociedad 
Circulo  de  la  Amulad,  Liceo  arlislico  y  lilerario  de  Córdoba^  A  que  den* 
tro  de  tercero  dia  le  abonase  el  importe  de  siete  mensualidades  ó  pía* 
«os  que  de  los  ocho  vencidos  adeudaba  por  la  venta  de  los  espejos,  6 
sea  la  cantidad  de  10.569  rs.,  37  cents.,  y  en  su  dia  los  que  fueran 
"venciendo,  con  más  los  intereses  al  6  por  100  al  aSo  de  cada  una  de 
las  mensualidades,  desde  que  respecto  á  ellas  se  constituyó  en  mora, 
y  las  costas  del  juicio;  y  para  ello  expuso  que  la  Sociedad  deman 
dada,  que  compró  al  actor  los  objetos  que  constan  de  la  factura  de 
18  de  Marzo  de  1861,  sólo  satisfizo  el  primer  plazo  de  los  doce  en  que 
debia  abonarse  su  importe,  resistiéndose  á  pagar  ios  demás  Á  pretesto 
de  que  los  ohjetos  enajenados  carecían  de  las  condiciones  ne^^esarias 
para  poderse  hacer  cargo  de  ellos;  y  alegó  que  el  contrato  de  compra- 
irenta  queda  perfecto  en  él  inmediatamente  que  han  convenido  los 
contrayentes  acerca  de  la  cosa  y  del  precio,  y  por  consiguiente  desde 
entonces  tiene  el  vendedor  el  derecho  de  reclamar  dicho  precio:  que 
la  pérdida  y  el  daño,  menoscabo  ó  deterioro  de  la  cosa  vendida  y  en- 
tregada es  siempre  del  comprador;  y  que  la  rescisión  de  la  venta  por 
iricio  que  á  sabiendas  ocultó  el  vendedor,  no  puede  intentarse  después 
<le  pasados  seis  meses  desde  la  celebración  del  contrato: 

Resultando  que  al  contestar  la  demanda  el  Presidente  de  la  Socre- 
-dad  Circulo  de  la  Amislad,  pidió  se  absolviera  de  ella  á  la  Saciedad,  y 
por  mutua  reconvención  que  se  condenara  á  Calví  á  que  recogiera  los 
cuatro  espejos  rotos  por  efexto  de  su  mala  construcción,  devolviendo 
la  parte  de  precio  que  habia  recluido,  y  ademas  todos  los  perjuicios 
inferidos  al  comprador;  y  expuso  que  colocados  los  espejos  pxí  cu^s- 
tion  el  13  de  Mayo  de  1864  en  el  local  de  la  Sociedad,  se  pagó  la  pri- 
mera mensualidad  de  su  importe,  y  en  2i  de  Junio  se  adiwgiirt  pw 
las  lonas  se  hablan  roto,  unas  vertical  y  otras  trasversal  mente;  y  avi- 
-sado  Galví,  después  de  varias  contestaciones,  sólo  se  allanó  á  cobrar 
-el  precio  de.  los  espejos:  que  en  tal  estado  el  Presiiente  de  la  Socie- 
<iad  encargó  á  tres  peritos  que  reconociesen  los  óvalos,  y  por  su  iu- 
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fbrme  pf lidal  se  probó  plenamente  que  la  rotnra  procedía  de  nn  de- 
facto oculto  de  mala  construcción ;  y  en  su  consecuencia  demandó  é 
Galví  en  acto  de  conciliación  en  19  de  Julio  para  la  rescisión  del  con* 
trato,  á  lo  que  se  ne^ó  aquel ,  deduciendo  después  por  su  parte  la 
demanda  actual:  que  cuando  la  cosa  vendida  tiene  alguna  tacha  oculta 
al  ojo  imperito,  deln^  manifestarlo  el  vendedor  explícitamente;  y  si  na 
lo  hace,  pupde  el  comprador  rescindir  la  venta  y  recobra**  el  precio, 
obteniendo  la  indemnización  de  perjuicios  por  medio  de  la  accioo^ 
redhibitoría,  durante  el  término  de  seis  meses  desde  que  se  descubrid 
el  vicio;  que  ademfts  incumbe  al  romprador  á  quien  no  se  revela  el 
vicio  de  lo  que  se  le  vende,  la  acción  euanti  minoris  ó  estimatoria  para 
que  el  vendedor  le  p^t^ue  cuanto  valiera  de  menos  la  cosa  á  virtud  de 
la  tacha,  la  cual  podia  deducirse  durante  un  aflo:  que  en  el  caso  actual 
imbas  acciones  eran  Iguales  en  sus  resultados,  toda  vez  que  la  mala 
construcción  de  los  marcos,  que  era  lo  que  habla  quedado,  incapaci- 
taba á  estos  para  el  objeto  que  se  proponía  la  Sociedad:  que  no  habla 
prescripción  respecto  A  la  última  acción,  porque  no  habia  trascurrido 
el  afio  legal,  ni  tampoco  en  cuanto  á  la  primera  por  haber  sido  in- 
terrumpida con  vjirias  reclamaciones,  y  sobre  todo  por  haber  mediad» 
en  el  término  de  los  seis  meses,  demandas  y  contestaciones  sobre  el 
asunto: 

Resultando  que  con  el  anterior  escrito  presentó  la  Sociedad  deman* 
dada  una  certificación  expedida  en  I  de  Julio  de  18B4  por  un  ebanista^ 
un  cramblador  y  un  carpintero,  en  la  que  dicen  haber  reconocido  por 
encargo  del  Presidente  tres  marcos  con  lunas  de  los  que  adornan  el 
local  de  la  Sociedad  Circuh  de  la  Amistad,  conviniendo  por  las  razones^ 
que  exponen,  que  la  rotnra  de  las  tres  lunas  es  efecto  de  no  haber 
precavido  en  la  construcción  de  los  marcos  el  vicio  que  estos  pudie- 
ran hacer  y  que  efectlvnmente  habían  adquirido: 

Resultando  que  al  replicar  Calví  pretendió  se  proveyese  como  tenia 
solicitado  en  su  demanda,  y  se  le  absolviera  de  la  que  por  reconven- 
don  introducía  la  contraria;  y  alegó,  respecto  á  este  extremo,  que  Ios- 
marcos  de  los  espejos  eran  délas  maderas  que  se  emplean  para  todos 
los  de  su  clase,  y  la  colocación  de  las  lunas  se  hizo  por  el  sistema 
que  usan  todos  los  constructores:  que  no  fué  el  Circulo  de  la  Amistéét 
el  único  á  quien  se  le  rompieron  algunos  espejos  en  el  verano  de  18M 
por  efecto  del  calor  ó  de  otra  causa  ignorada:  que  aun  dado  por  su- 
puesto el  derecho  de  la  Sociedad  para  deducir  la  acción  redhibitoria, 
era  ya  improcedente  y  por  lo  mismo  ineficaz,  porque  debía  deducirse 
dentro  de  seis  meses  contados  desde  la  oelebraclon  del  contrato»  y 

^prW]%ySé  que  el  vicio  de  la  cosa  vendida  fué  anterior  á  dicha  celebra- 
ción, así  como  también  que  el  vendedor  obró  dolosamente;  y  que  no 
pueden  ejercerse  á  la  vez  las  ajcciones  redhibitoritt  y  estimatorié,  y  Id 
mAs  que  serla  dado  proponer  es  la  segunda  para  el  caso  de  oo  ser 

-  atendida  lá  primera: 
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-  VesjuitafUdo  <[Qe  la  Sociedad  demandada  en  la  duplica  reprodujo  las 
•OQSideratnones  qne  babia  expuesto  en  la  eoalestacionv  añadiendo  que 
la  aceiott  ettimatoria  6  euanti  minorii  la  dedujo  sutaidiariaoiente  y  por 
ilsstraolon  del  derecho  déla  Sociedad : 

Resaltando  que  recitado  el  pleito  á  prueba,  se  practicaron  las  que 
laa  partes  propusieron  por  medio  de  testigos  y  peritos  en  justificación 
de  los  hechos  que  respectivamente  hablan  alegado  en  cuanto  &  la 
construcción  de  los  espejos  de  que  se  trata;  y  dictada  sentencia 'por 
el  Juez  de  primera  instancia,  de  la  que  apeló  D.  Juan  Bautista  Cáiví, 
y  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  por  la  que  pronunció  en  S5  de  Fe- 
brero último  revocando  la  apelada,  condenó  á  D.  José  Miguel  Henares^ 
como  Presidente  de  la'  Sociedad  Circulo  de  la  Amistad,  Liceo  artielico  y 
literario,  al  paga  á  D.  Juan  Bautista  Galví  de  la  cantidad  de  16:609 
reales  9  céntimos  á  que  se  reducen  las  de  doce  mensualidades  del  im;- 
porte  total  de  los  espejos,  deducida  la  abonada:  absolviendo  al  mfemo 
Galví  de  la  reconvención  propuesta  por  dicha  Sociedad  en  su  escrito 
de  contestación: 

T  resultando  que  la  Sociedad  demandada  interpuso  recurso  de  ca- 
aacion  por  conceptuar  infringidas: 

1/  La  ley  65,  tít.  5.*,  Partida  S.*  que  establece  á  favor  del  compra- 
dor la  acción  redhibitorfa,  propuesta  aquí  como  excepción,  en  cuanto 
indlrecramente  al  menos  se  indica  en  la  sentencia  que  no  tiene  apü- 
eacionai  caso,  al  consignarse  en  uno  de  ios  considerandos  la  idea  de 
ffue  todos  los  defectos  de  que  hablan  los  peritos  están  á  la  vista  y  son 
Iierceptibles;  porque  aceptando  aquel  raciocinio  de  la  Sala  sentencia- 
dora, todos  tendrían  que  ser  inteligentes  y  peritos  en  toda  clase  de 
construcciones  y  en  cualquier  objeto  de  arte,  lo  cual  es  imposible;  y 
te  razón  de  la  Sala  estarla  en  su  lugar  si  los  espejos  en  cuestión,  al 
entregarse  á  la  Sociedad  recurrente,  hubieran  presentado  á  la  vista  las 
rolaras,  ó  se  hubiese  dicho  á  la  misma  los  defectos  de  construcción 
de  que  adolecían  y  que  los  exponían  á  romperse  en  el  momento  que 
te  madera  sintiera  los  efectos  de  la  atmósfera  por  el  influjo  del  calor 
6  de  la  humedad;  no  pudiendo  tampoco  indicarse,  como  en  la  sen- 
tencia se  hacia,  que  la  rotura  de  los  espejos  se  debe  á  un  accidente 
atmosférico,  ó  sea  á  uñ  calórico  excesivo,  porque  éste  no  es  el  acci- 
dente imprevisto  que  obliga  al  comprador  á  recibir  sobre  si  las  even- 
tsalidades  de  la  cosa  vendida. 

8.*  Todas  las  reglas  establecidas  para  apreciar  el  valor  de  la  prueba 
pericial,  de  la  que  no  es  lícito  prescindir  á  los  Tribunales,  sino  cuando 
se  justifique  el  fraude  ó  el  soborno,  ó  aparezca  notoriamente  justifi- 
cada la  mala  fé;  porque  mientras  la  Sala  habia  apreciado  como  creyó 
conveniente  la  prueba  testifical,  olvidaba  la  única  que  existia  apre- 
cliible  y  atendible,  cual  era  el  juicio  pericial,  del  que  se  deducía  que 
los  marcos  de  los  espejos  no  se  construyeron  ni  con  las  maderas  ni 
en  la  forma  qne  debieron  serlo  para  evitar  el  siniestro. 
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Y  3.*  La  l^y  16,  tft.  8.*,  Partida  5.',  aplicable  por  analogía  al  easo» 
porque  si  las  obras  ejecutadas  codlciosaoiente  y  que  se  destrayen  por 
imprevisión  del  constructor,  dan  derecho  al  dnefio  para  eiifnrqae  se 
le  devuelva  el  precio  de  las  mismas,  con  los  dados  y  menoscabos,  por 
una  razón  de  analogía  es  de  incuestionable  aplicación  al  easo  de  autos, 
daba  también  derecho  á  la  Sociedad  recurrente  para  reclamar  la  de- 
volución de  los  espejos  á  Caiví  y  al  reembolso  por  éste  á  la  misma  de 
la  mensualidad  satisfecha. 

Vistos,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Valentín  Garralda. 

Considerando  que  por  regla  general  el  peligro  y  el  cómodo  de  la 
cosa  corresponde  al  comprador: 

Considerando  que  la  ley  65,  tft.  5.*  de  la  Partida  5.%  que  se  cita 
como  lüfringida,  no  es  aplicable  al  caso  de  autos,  porque  eo  ella  le 
trata  de  la  venta  de  caballo  ó  mulo  ú  otra  bestia,  y  no  de  muebles: 

Considerando  que  la  prueba  pericial  que  se  supone  desatendida  no 
lo  ha  sido,  porque  la  Sala  la  ha  apreciado  en  conjunto  con  ai  testifical, 
en  uso  de  sus  atribuciones,  sin  que  se  haya  citado  ley  ni  /toctrina 
como  infringidas  por  esta  apreciación: 

Considerando  que  tampoco  es  aplicable  la  ley  16,  tit.  8/  de  la  Par- 
tida 5/,  porque  en  ella  se  trata  sólo  de  las  obras  que  los  maestros 
toman  á  destajo; 

Pallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al  re- 
cnrüo  de  casación  interpuesto  por  la  Sociedad  titulada  Amiitaá  y  Uee§ 
artistico  y  literario  de  Córdoba  ^  á  laque  condenamos  en  las  costas;  y 
devuélvanse  los  autos  á  la  Audiencia  de  Sevilla  con  la  correspondiente 
certificación. 

Así  por  esta  nuestra  sentencia,  que  se  publicará  en  la  GaeHm  i$ 
Madrid  é  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las 
copias  necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.=Jnan 
González  Acevedo.=José  M.  Cácere$.=Valentin  Garralda.=Frmci8eD 
María  de  Castilla.=Joaquin  Jaumar.=José  Fermin  de  Muro.=Praii- 
cisco  Armesto.  ' 

Publicación : 

Leida  y  publicada  fué  la  sentencia  anterior  por  el  Bxcmo.  Sr.  Hon 
Valentín  Garralda,  Magistrado  del  Tribuna!  Supremo,  estando  cele- 
brando audiencia  pública  la  Sala  primera  del  mismo*  el  dia  de  Im9» 
de  qne  certifíco  como  Escribano  deCámara  de  dicho  Supremo  Triban¿. 

Madrid  3t  de  Diciembre  de  1870.=sDionisio  Antonio  de  Puga. 
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NÓM.  116/ 
CASACIÓN. 


Reclamación  üb  bienes. — Sentencia  de  31  de  Diciembre,  deeis* 
rando  haber  lugar  al  recurso  de  casación  interpuesto  por  los  albcn 
ceas  testaméntarins  de  Doña  Narclsa  Oois  contra  la  ane  en  15 
de  Febrero  de  1870  dictó  la  Sala  primera  de  la  Audiencia  de 
esta  capital,  en  pleito  con  D.  Federico  y  Dofia  Clementioa 
Onis. 

En  sus  CONSIDERANDOS  SO  establcce : 

1  .^  Ou^  fn  la  cláusula  testamentaria  tn  que  se  'dispone  que  res-^ 
ppcto  del  moviliario ,  alhajas  y  dinero  que  sobrase  después  de  eum^ 
pUdos  los  legados,  se  procediese  á  su  equitativa  distribudon  enir^ 
tos  herederos  y  los  legatarios ,  no  ex  posible  comprender  en  dicha 
4istribucion  las  inscripdcnes  en  el  Gran  Libro  de  la  Deuda  púWca 
francesa  del  3  por  100,  ni  los  tifnfos  de  la  Deuda  consolidada  de 
España,  ya  porque  no  son  moviliario ,  alhajas  ni  dinero  sobranie 
de  las  cantidades  legados,  y  si  derechos  que  pertenecían  á  la  te$^ 
tadora,  ya  porque  los  legados  especiales  no  pueden  hacerse  exten* 
^ims  á  otras  cosas  que  las  expresamente  mencionadas  en  los  mismos. 

2.**  Que  versando  el  pleito  sobre  inteligencia  de  cláusulas  testa- 
mentarías,  no  podría  tener  luynr  el  recurso  de  casaeion  sino  cuan^ 
do  la  sentencia  estuviera  manifiestamente  en  contradicción  con  h 
dismesto  por  la  testadora. 

ó,^  0^^  ^0  pueden  considerarse  infringidas  por  una  sentencia 
4ei/es  ni  doctrinas  que  no  tienen  aplicación  al  caso  de  autos. 

En  la  villa  de  Madrid,  á  31  de  Diciembre  de  1870,  en  el  pleito  se- 
guido en  el  Jazgado  de  primera  instancia  del  distrito  del  Hospital  de 
^sta  capital,  y  en. la  Sala  segunda  de  la  Audiencia  de  la  misma,  por 
Don  Federico  y  Doña  Clementina  de  Onís  con  D.  Narciso  Heredia  y  Don 
Manuel  Martín  Melgar,  all)aceas  testamentarios,  contadores,  partidores, 
y  el  primero  además,  legatario  de  Doña  Narcisa  de  Ooís,  y  con  los 
lernas  legatarios  de  la  misma  que  no  han  comparecido  en  Jos  autos, 
sobre  reclamación  de  bienes;  pleito  pendiente  ante  Nos  en  virtud  d^ 
recurso  de  casación  interpuesto  por  los  albaceas  contra  la  sentencia 
<iue  en  15  de  Febrero  último  dictó  la  referida  Sala. 

Resultando  que  Doña  Narcisa  de  Onís,  viuda  (te  D.  José  Heredia, 
utorgó  testamento  en  Madrid  á  S6  de  Marzo  de  1966.  en  el  que  biza 
diferentes  legados  en  metálico  á  sus  sobrinos,  y  otras  personas  que 
tleslgnó,  legando  también  varias  partes  ó  porciones  en  diferentes  fin- 
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cas  á  parientes  que  tenian  ya  otra  parte  ó  porción  en  Iss  mismas,  j 
entre  ^-ilos  á  su  sobrino  D.  Narcüso  deHeredia:  que  del  remanente  de 
sus  bienes,  después  de  cumplido  su  testamento  y  los  legados  en  él 
contenidos,  instituyó  por  sus  herederos  por  partes  iguales  á  sus  so- 
brinos D.  Federico,  Doña  Giementina  y  D.  Luis  Garlos  de  Onís,  de  las 
demás  fincas  no  legadas  y  derechos  que  pudieran  correspondería; 
BombCró  ;albáoeas  testamebiariós,  contadores,  partidores.  Jueces,  arbi- 
tros 7  amigables  componedores  á  D.  Narciso  Heredia  y  D.  Manael 
Martin  Melgar,  Juntos  ó  in  Bolidum,  para  que  ocurrido  el  fallecimiento 
de  la  testadora,  se  apoderasen  de  todos  sus  bienes,  cumplieran  y  pa- 
garan lo  dispuesto  en  aquel  testamento;  y  en  prueba  de  la  confianza 
ilimitada  que  la  merecían  y  á  lo  que  confidencialmente  les  tenia  co- 
municado, disponía  que  todo  se  hiciera  extrajudicialmente,  y  que  los 
herederos  y  legatarios  se  conformasen  con  lo  por  ellos  practicado;  y 
si,  \o  que  no  era  de  esperar,  alguno  moviese  querella,  perdiera  la 
parte  qiie  en  aquel  testamento  por  herencia  ó  legado  le  dejase,  reflu- 
yendo en  los  que,  sumisos  á  su  última  voluntad,  se  conformasen  coa 
esta  determinación;  y  que  por  último,  dispuso  que  respecto  al  movi- 
üario ,  alhajas  y  dinero  que  sobrase  después  de  cumplidos  los  lega- 
dos, procedieran  á  la  equitativa  distribución  entre  los  herederos  y  le- 
gatarios, segan  las  instrucciones  que  tonia  dadas,  recomeniando  á  sus 
diados  antiguos,  que  nombró,  para  que  se  les  diera,  además  de  ciertas 
ropas,  las'  cantidades  de  que  hizo  mérito : 

Besultando  que  Doña  Narcisa  de  Oaís,  falleció  el  dia  27  de  Marzo 
de  1866,  y  que  en  4  de' Abril  siguiente,  se  extendió  una  acta  notarial, 
en  la  que  se  consignó  que,  reunidos  los  atbaceas,  los  herederos  y 
▼arios  de  los  legatarios,  y  leido  el  testamento,  el  albacea  D.  Manuel 
Martin  Melgar  hizo  presente  que  al  dia  siguiente  se  darla  principio  á 
la  testamentaría,  y  que  sin  renunciar  á  las  facultades  que  se  cobce- 
dlan  en  aquel  á  los  albaceas,  invitaba  á  todos  por  si  alguno  quería 
concurrir  á  la  formación  del  inventario,  valoración  y  demás:  que  á 
nombre  de  dos  legatarias  se  manifestó  que,  respetando  la  voluntad  de 
la  testadora,  deferían  en  un  todo  á  lo  que  los  albaceas  practicasen;  y 
que  los  demás  concurrentes  se  conformaron  del  mismo  modo,  respe- 
tando lo  dispuesto  en  dicho  testamento: 

Resultando  que  en  29  de  Diciembre  de  1866,  firmaron  los  testa- 
mentarios el  inventario,  cuenta  y  partición,  consignando  en  el  sapnei- 
to  5.*  que,  cumpliendo  el  encargo  confidencial  que  les  había  hecho  la 
testadora,  hablan  entregado  á  su  hermana  política  Dofia  Garolinaíde 
Onfe,  un  tocador  y  el  juego  de  piezas  de  plata  sobredorada  pertene- 
cientes al  mismo,  que  habla  heredado  de  Dofia  Pilar  Onís,  tta  eomoa 
de  ambas;  que  en  el  supuesto  6/  declararon  que  la  voluntad  dala 
testadora  habla  sido,  y  asf  habia  entendido  consignarío  en  su  fsila- 
teento,  que  todos  participasen  de  la  renta  francesa,  lo  mismo. iqwf da 
H^s  demás  bienes  muebles,  alhajas  y  dinero,  que  hablan  de -Uñir 
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tina  masa  coman,  objeta  de  la  distr! tooion  «q«itátiva  de  (|ae  deapae» 
se  Ivaiblaria;  qne  en  el  7.*  dijerbn  qu^  el  competa  babero iayeiUapiaM 
ascendía  á  3.fi34,773  reales»  de  los  cmles  2.1d7,8S(^ . reales  «ioíonauh» 
baír  los.  bienes  ifi muebles  adjadieados  enti^berederós  ylegatariosy  y 
qne  los  restantes  1.067,842  rs.,  lo  constituían  ios  bienes  muebles»  di* 
tiero,  alhajas,  renta  francesa  y  espafiola»  rentas  y  iratoft,  de  todo  lo 
caal  se  foro^aba  un  acervo  común  para  distriliair  ^ntre  beréderos  y 
legatarios,  al  tenor  de  la  última  cláusula  del  testamento  ó  instrneciii^ 
nes  de  la  testadora ,  cantidad  que  quedaba  reduxsida  á  840.000.  reales^ 
rebajados  los  legados  en  dinero,  parte  piadosa  y  gastos  comunes;  que 
en  los  supuestos  9/  y  10  consignaron  que  por  no  haber  estado  eo»^ 
formes  en  la  proporción  que  aquella  suma  debiera  distribuirsev  eli-> 
gieron  por  suerte^  para  que  les  diera  su  parecer,  él  .Letrado  D.  Fran^ 
cisco  de  Paula  Lobo,  el  cual  había  opinado  que  debia  darse  &  oadá 
heredero  el  duplo  de  lo  que  se  diera  al  legatario  que  tomase  mayor 
porción;  y  que  habiéndolo  acordado  así,  bicieron  la  distriluicion  del 
acervo  parttble,  comprendiendo  en  el  haber  muebles ,  dinero  y  aliui* 
Jas;  490.960  reales,  importe  de  una  inscripción  en  el  Gran  Libro  de  lA 
renta  francesa,  y  78.780  rs.  por  239:000  rs.  nominales  del  3  por  lii 
consolidado  español : 

Resultando  que  D.  Federico  y  Doña  Glementina  Onls,  ésta  antorl- 
zada  por  su  marido  D.  Tomás  de  Heredia,  entablaron  en  8  de  Mayo 
de  1868  la  demanda  objeto  de  este  pleito,  para  que  se  declarase "<fue 
pertenecían  exclusivamente  á  los  herederos  de  Doña  Narcisa  de  Oiiis, 
los  títulos  de  la  Deuda  pública  de  España  y  de  inscripción  en  eliGran 
libro  de  la  Deuda  francesa  antes  referidos,  y  las  rentas  producidas  por 
dichos  efectos  públicos  desde  el  fallecimiento  de  la  testadora,  y  ensa 
consecuencia  se  condenase  al  Marqués  de:  Heredia  y  á  D.. Manuel  Mar- 
tin Mel^r,  en  su  carácter  de  testamentarios,  á  que  entregasen  &  los 
demandantes  las  dos  terceras  partes  que  les  oorrespondiui  de  las  ex- 
presados efectos  públicos,  rectificándose  en;  este  puntoy  bajo  esta  baso 
la  citada  división^  acomodándose  á  lo  verdaderamente  dispuesto  y  or- 
denado por  la  testadora,  y  á  los  legatarios  á'  que  consintieran  en  dir- 
Cha  entrega  y  rectificación  consiguiente  de  la  citada  división;  preten- 
sión que  fundaron  en  que  las  palabras  del  testador  debían  entenderse 
llflínamente  como  suenan,  debietído  en  caso  de  duda  resolverse  en 
favor  de  los  herederos  y  no  délos  legatarios:  que  los  demandados  eran 
simples  testamentarios  y  nunca  les  habla  llamado  la  testadora  bero- 
denos  fideicomisarios,  señalando  quiénes  habían  de  heredarla  y  qoié- 
nesrecibir' legados:  que  las  cláusulas-  de;  institución  do.  heredado  y 
non^bramiento  de  albaceas  debían  cumplirse  con  sujeción  á' dichos 
principios  legales,  y  estando  los  demandantes  instituidos  herederos 
en  el  reroanentede  bienes  que  quedara  después  de  satisfechos  los  le- 
gados contenidos  en  el  testamento,  que  ellos  estaban  en'ei  deber  de 
gaardar  y  ejecutar,  no  les  era  permitido  suponer  que  esto  quedaba 
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derogado  por  la  indicación  relativa  á  que  los  herederos  y  iegatario& 
tattbítíran  de  conformarse  con  lo  por  ellos  dispuesto:  que  en  este  punto 
se  referia  la  testadora  á  ia  forma  de  bacer  la  división  de  la  herencia 
que  había  querido  fuera  eitra judicial,  y  al  que  contra  este  procedi- 
miento moviere  querella,  le  imponía  la  pena  de  perder  la  parte  de  bie- 
ses  que  le  dejaba;  pero  si  los  testamentarios  se  abrogaban  la  facultad 
de  dar  á  uno  lo  que  ia  testadora  habla  querido  que  fuera  para  otro, 
elloa  eran  quien  movían  querella  y  no  el  interesado  que  se  acogiera  ai 
amparo  de  los  Tribunales  para  impedir  que  á  la  sombra  de  instrnc- 
ciones  verbales  se  le  privara  de  lo  que  era  suyo:  que  no  era  posible 
decir  que  las  rentas  de  la  Deuda  española  y  francesa  debían  ser  con- 
sideradas como  moviliario,  como  alhajas  ó  como  dinero,  y  que  no  for- 
jaban por  consiguieute  parte  de  ios  bienes  de  los  herederos,  y  sí  del 
legado  hecho  en  ia  última  cláusula  del  testamento;  y  que  los  testa- 
mentarios no  se  habían  atrevido  á  invocar  ninguna  instrucción  clara 
5  concreta  en  apoyo  de  lo  que  hhCian;  así  que,  por  una  parte  :querian 
encontrarle  en  una  conformidad  anticipada  que  contra  la  exactitud  de 
los  hechos  atribuían  á  los  herederos,  y  por  otra  buscaban  en  historias 
antiguas,  que  se  esforzaban  en  convinar  con  las  Instrucciones  verbales 
de  que  se  decían  depositarios,  las  cuáles,  aun  cuando  existieran,  lo 
euai  se  negaba;  sólo  habrían  sido  valederas  en  cuanto  se  hubiesen  ajus- 
tada á  lo  dispuesto  en  el  art.  496  de  la  Ley  de  Enjolciamiento: 

Resultando  que  los  albaceas  de  Doña  Narcisa  Onis  impugnaron  la 
demando,  invocando  en  primer  lugar  como  excepción  perentoria  ia  vo- 
luntad de  la  testadora  que  les  haoia  dado  instrucciones  sobre  el  ex- 
tremo objeto  de  ia  cuestión,  relevándoles  de  toda  prueba  sobre  el  par- 
lícniar,  lo  cual  había  obligado  á  todos  los  partícipes  en  la  herencia  á 
acomodarse  y  pasar  por  lo  que  los  testamentarios  resolvieron,  por  lo 
eual  oponían  en  segundo  lugar  la  excepción  que  nacía  del  convenio  y 
aeeptacion  de  los  demandantes,  consignado  en  el  acta  notarial  que 
eoDstituia  un  pacto  lícito:  que  asimismo  se  fundaban  para  oponerse  á 
la  demanda  en  las  palabras  del  testamento,  en  las  cuales  constaba  que 
la  institución  no   había  sido  universal,  siuo  en  cosa  determinada,  ó 
sea  en  las  fincas  no  legadas  y  derechos  que  pudieran  corresponder  á 
la  tt^tadora,  por  lo  cual  por  el  título  de  heredero  no  podían  reclamar 
los  demandantes  los  títulos  de  la  Deuda  y  rentas  referidas,    en  ios 
cuáles  sólo  les  pertenecía  uua  parte  por  la  cláusula  en  que  ordenaba 
aqu»>lla  que  el  moviiiario,  alhajas  y  dinero  se  repartiera  equitativa- 
ra«  nte:  que  la  rt:tjta  francesa  erd  equivalente  de  dinero,  y  como  tal  le 
consideraba,  pues  er¿  un  dinero  que  tenia  el  dueño  prestado  á  inte- 
rés; pero  que  si  no  se  considerase  como  tal,  estaría  comprendido  COt 
mo  niovilíario,  en  el  cual  se  comprendía  todo  lo  que  no  era  inmuebles 
significación  que  atM>naba  el  uso  vulgar  y  que  hacía  necesario  el  odih 
texto  del  lestaDieLto,  porque  el  titulo  de  herederos  sólo  les  daba  de^* 
ttetoo  6.  iaa  fincas  no  legadas  y  á  ios  derechos  que  pudieran  coma* 
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[Kínderla,  y  no  á  los  que  la  correspondían  y  eran  conocidos.  Y  que 
por  ello  suplicaron  se  declarase  que  los  herederos  y  legatarios  debían 
acomodarse  á  la  partición  hecha ,  y  se  condenase  á  los  demandantes 
á  prrder  todo  lo  que  de  otra  suerte  hubieran  tenido  que  recib^ir» 
acreciendo  su  parte  en  igual  proporción  y  que  ios  demás  bienes  á' 
l<m  legflt^rios  y  coherederos,  sobre  lo  cual  dedujeron  la  oportuna  re- 
convención que  fundaron  en  las  disposiciones  de  la  testadora  y  en  la 
existencia  de  la  querella  que  justificaba  la  presentación  de  la  de* 
manda: 

Resultando  que  declarada  contestada  respecto  á  los  legatarios  é 
impugnada  por  los  demandantes  la  reconvención;  dictó  sentencia  el 
Jup^  de  primera  instancia,  que  confirmó  la  Sala  segunda  de  la  Au« 
diencia  de  esta  capital  en  IS  de  Febrero  último ,- estimando  en  todas 
sus  partes  la  demanda  absolviendo  á  los  demandantes  de  la  recon-' 
vención: 

Resultando  que  los  albaceas  de  Doña  Narcisa  Onís  interpusieron 
recurso  de  casación,  citando  como  infringidas: 

1/  La  ley  5.N  tít.  S3.  Partida  7/,  porque  la  testadora  había  dis* 
puesto  con  palabras  claras  y  terminantes  que  los  herederos  nombra- 
dos lo  fuesen  en  las  fincas  legadas  y  derechos  que  pudieran  corr^spon^ 
derla;  porque  había  dispuesto  que  los  albaceas  fuesen  Jueces  arbitros 
y  amigables  componedores  con  facultades  extraordinarias,  lo  cual  no 
se  habia  tenido  en  cuenta  en  la  sentencia,  y  porque  no  se  había  en- 
tendido liaBamentQ  la  obligación  que  tenían  ios  herederos  de  estar  y 
pasar  por  lo  que  dispiisieran  los  albaceas  bajo  la  pena  de  la  pérdida 
de  cuanto  en  el  testamento  se  les  dejara. 

8.*  Las  cláusulas  del  testamento,  que  era  la  ley  de  este  negocio  por 
las  razones  antes  indicadas,  y  porque  de  su  contexto  se  desprendía 
que  no  correspondían  íntegros  á  ios  herederos  ios  fondos  públicos  de- 
jados por  la  testadora. 

3.*  La  doctrina  legal,  fundada  en  la  jurisprudencia  de  los  Tribonar 
les,  según  la  cuil  el  testador  que.  no  tiene  herederos  forzosos  es  libre 
de  poner  toda  suerte  de  condiciones  y  preoeptos  en  el  testamentó, 
con  tal  que  sean  posibles,  lícitos  y  honestos,  estando  los  herederojí 
obligados  á  respetarlos  y  cumplirlos,  por  cuanto  en  la  sentencia  se 
declaraba  corresponderles  la  herencia  á  pesar  de  haber  faltado  á  la 
ebligacion  impuesta  por  la  testadora  de  estar  y  pasar  por  lo  que  prao^ 
ticaaen  los  Jueces  arbitros,  etc. 

4/  La  doctrina  fundada  en  la  ley  y  jurisprudencia  de  los  Tribuna- 
les, que  exige  que  la  interpretación  de  los  testamentos  se  haga  s^ua 
todo  el  contexto  de  los  mismos. 

S.*  La  doctrina  fundada  en  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales^: 
según  la  cual  en  £spaOia  el  heredero  instituido  en  co«a  determinada 
no  lo  «"s  en  los  demás  bienes  en  que  no  ha  sido  instituido^  y  no  puede 
considerarse  heredero  universal. 


&6Q  TmBUNlX  SUPREMO. 

€•*  .  La  doctrina  liegil  y  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales,  que 
seña  que  las  instrucciones  confidenciales  de  un  testador  que  carece 
de  herederos  forzosos,  comunicadas  á  sus  albaceas  y  partidores,  cons- 
t.ando  estas  en  el  testamento,  no  necesita  acreditarse  cuántas  y  coi* 
les  son. 

.  7.*  La  doctrina  fundada  en  la  jurisprudencia  de  los  Tribanalas,  de 
que  ei  te&tador  puede  nombrar  para  ei  cumplimiento  de  su  última  va- 
luntad  Jueces  arbitros  y  amigables  componedores  sin  necesidad  de 
más  solemnidades  que  la  cláusula  del  testamento,  y  sin  que  sean  pre- 
cisos ios  requisitos  que  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  ba  señalado 
para  el  nombramiento  de  arbitros  y  amigables  componedores  por  los 
particulares  en  ios  negocios. 

8/  La  ley  1.',  tit.  1.%  libro  10  de  la  Novísima  Aecojpílacion,  y  el 
contrato  de  4  de  Abril  de  1866.  como  ley  .especial  del  negocio,  porqoe 
en  la  sentencia  se  babia  prescindido  del  pacto  solemne  y  formal  ol^ir 
gaoon  que  babian  contraído  los  demandantes  de  deferir  á  lo  qoe 
practicaran  los  albaceas,  según  constaba  del  convenio  elevado  á  int* 
trumenio  público  por  el  acta  notarial  de  4  de  Abril  de  186C. 

T  9.*  El  principio  de  derecbo  de  que  ei  que  quiere  lo  antecédante 
no  debe  dejar  de  querer  lo  consiguiente,  por  cuanto  los  demandantes 
babian  reconocido  la  facultad  de  la  testadora  de  dar  instraccioaes  con* 
tidenciales,  y  la  etícacia  y  suficiencia  de  estos  al  aceptar  y  admitir  el 
legado  de  un  locador  de  plata,  hecbo  sólo  por  la  instrucción  confi- 
dencial á  la  madre  de  los  demandantes,  tocador  que  babia  pasado  á 
su  propiedad  como  herederos  de  su  madre,  y  legado  que  no  baJulan 
combatido,  á  pesar  de  no  tener  otro  fundamento  que  las  instruccionei 
confidenciales  que  para  otras  materias  rechazaban. 

Visto,  siendo  Ponente  el  Magistrado  D.  Joaquín  Jaumar  de  la  Garren. 

Considerando  que  Doña  Narcisa  de  Onís  instituyó  por  herederas  á 
los  demaudantes  del  remanente  de  $u$  bienes  después  de  cumpHi»  w 
Ustamenlo  y  los  legados  en  él  contenidos:  añadiendo,  délas  demos  fimos 
legadas  y  derechos  que  pudiesen  cor  responderles;  cuyas  palabras,  eoten* 
didas  llanamente  y  como  suenan,  eicluyeu  toda  idea  de  que  les  instita^ 
yera  herederos  únicamente  en  cosas  determinadas,  y  que  por  consi- 
guiente lo  son  de  todos  los  derechos  que  tuviera  la  testadora: 

Considerando  que  si  bien  ordeno  en  otra  cláusula  que  respecto  ád 
moioüiariOf  alhajas  y  dinero  que  sobrase  después  de  cumplidos  los  legoáoa 
se  procediese  á  su  equitativa  distribución  entre  los  herederos  y  los  l^fMk'i 
rios,  no  es  posible  comprender  en  dicha  distrinucion  las  inscripcioaes 
en  ei  Gran  Libro  de  Ja  i>euda  pública  francesa  del  8  por  100 ,  ni  los 
títulos  de  la  Deuda  consolidada  de  España,  ya  porque  no  son  mwMm 
rio,  alhajas  ni  dinero  sobrante  de  las  cantidades  legadas  en  las  ciáiisa* 
las  anteriores,  y  sí  derecnos  que  pertenecfao  á  la  testadora,  ya  por^ 
que  ios  legados  especíales  no  pueden  hacerse  extensivos  á  otras  OMiO 
que  las  expresamente  mencionadas  en  los  mismos:  •■■■'•' 
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Gonsidlerqndp  qua^  por  amplias  que  sean  las.  facultades,  que  DoQa 
^arcisa  de  Oni'S -concediera  i  sus  altxaceas.  para  japtoderárse  desús 
bienes  y  cumplir  lo  dispuesto  y  ordenado  en  su  testamepto,  es  incues- 
tionable que  no  les  autorizó  para  separarse  de  sus  terminantes  d.lspo' 
siciones: 

Ck)nsiderando ,  en  su  consecuencia,  que  la  Sala  sentenciadora,  al 
condenar  á  los  demandados  á  entregar  á  los  de'uandautQs  los  valores 
y  rentas  deque  se  trata  en  este  pleito,  no  ha  infringido  la  ley  5.%  tí- 
tulo 33,  Partida  7/,  ni  las  doctrinas  que  invocan  ios.  recurrentes,  ni 
el  testamento  de  la.  referida  Doña  Narcisa,  porque  ha  entendido  sus 
palabras  llanamente  y  como  ellas  suenan^  sin  que  parezca  ciertamente  que 
fué  otra  su  voluntad: 

Considerando  que.  aun  en  la  hipótesis  de  qne  el  texto  de  las  ci- 
tadas disposiciones  de  Doña  Nircisa  de  Onís  ofreciera  alguna  duda, 
no  podría  tener  lugar  el  recurso  de  casación,  versando  el  pleito  sobre 
la  irteligencia  de  cláusulas  testamentarias,  sino  ruando  la  sentencia 
estuviera  manifiestamente  en  contradicción  con  lo  dispuesto  por  la  testa- 
dora, lo  que  no  sucede  en  el  pres^^nte  caso: 

Considerando  que  no  es  aplicable  la  by  1/,  lít.  1.%  libro  10  de  la 
Novísima  Recopilación,  referente  al  cumplimiento  de  los  contratos, 
ni  ha  sido  infringida  el  acta  notarial  de  4  de  Abnl  de  1866,  porque 
en  ella  no  se  contrajo  ob'i^^cion  a'guna  por  parle  de  los  herederos, 
sino  que  únicamente  manifestaron  su  conformidad  en  que  los  albaceas 
cumplieran  el  encargo  que  les  hiciera  la  difunta,  con  arreglo  á  lo  or- 
denado en  su  testamento,  y  no  renunciaron  derecho  alguno  de  los 
que,  en  virtud  del  mismo  testamento,  les  correspondiesen: 

Considerando  que  tampoco  es  ap'icabie  el  prineipio  de  derecho  in- 
vocado en  el  recurso  de  que  quien  quiere  lo  antecedente  no  debe  dejar 
-de  querer  lo  consiguiente,  por  cuanto  no  ha  si  io  objeto  de  cuestión  el 
Cfue  los  albiceas  tuvieran  faf^ultades  p^ra  distribuir  equitativamente 
y  con  arreglo  ^  las  instrucciones  que  les  hubiese  comuni^^ado  la  tes- 
tadora el  moviliario  y  alhajas,  en  cuya  acepción  se  comprendía  indu- 
dablemente el  locador  de  plata  que  dichos  albaceas  entregíron  á  los 
herederos;  y  que  por  lo  tanto  la  aceptación  de  dicho  tocador  por  lus 
xlemandantes  no  puede  servirles  de  obstíiculo  p^ra  reclamar  el  cum- 
plimiento de  lo  demás  que  les  corresponda  en  virtud  del  referido 
testamento; 

Fallamos,  que  debemos  declarar  y  declaramos  no  haber  lugar  al 
recurso  de  casación  interpuesto  por  los  albaceas  testamentarios  de 
Doña  Narcisa  Onís,  á  quienes  condenamos  en  las  costas  y  á  la  pérdi- 
da del  depósito,  que  se  distribuirá  con  arreglo  á  la  ley;  y  mandamos 
que  se  devuelvan  los  autos  á  la  Audiencia  de  esta  capital  con  la  cer- 
tificación correspondiente. 

Así  por  esta  nuestra  sentendia,  que  se  publicará  en  la  Gaceta  y 
se  insertará  en  la  Colección  legislativa ,  pasándose  al  efecto  las  copias 
I.  36 
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necesarias,  lo  pronunciamos,  mandamos  y  firmamos.sJaan  González 
Acevedo.=sJosé  M.  Cáceres.sLaureaDO  de  Arrieta.s Valentín  Garral- 
da.:=Frdnci8Co  María  de  Gastilia.=JoaqaiQ  Jaumar.sUosé  Fermín  de 
Moro. 

Pablicacion : 

Leída  y  publicada  fué  la  anterior  sentencia  por  ei  Bxcmo.  Señor 
Don  Joaquín  Jaumar,  Magistrado  del  Tribunal  Supremo,  celebrando 
tndiencía  pública  la  Sala  primera  en  el  dia  de  hoy,  de  que  certifica 
como  Relator  Secretario  de  la  misma. 

Madrid  31  de  Diciembre  de  1870.=Licenciado  Desiderio  Martínez. 
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*jjuAiu-y  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  píimera, 

fn  4  de  Diciembre  de  1868,  y  dene^tando  la 

sgunda  la  admisión  del  recurso  de  casa- 
ción deiucido  por  el  ra  smo  Novelle  contra 
las  provi  lenei  «s  de  14  v  22  del  propio  mes 
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31  Diciembre.  Pago  de  cierta  cantidad.—Conñrmñxi' 
00  el  auto  qu*"  "h  5>alH  ti  rcera,  dictó  en  26 
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curador  del  ra»^nor  D.  Miguel  Sireri.  (Sen- 

Cacebes..<  ^^^^  ^^^'  55) 21B 
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tivo.— ConHrmaudü  el  auto  que  la  Saia  pri- 
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interpue&to  por  D.  Augusto  Brun  y' Pucos, 
en  pleito  ron  D.  Manuel  Arenzana.  Renten- 
cía  NúM.  72.) 302 

S  Octubre.    Pago  de  can¿t(ía(f.  — Confirmando  el 
auto  de  2  de  Diciembre  de  1869,  dictado  por 
CobttI^a     }  **  ^'^^^  primera,  denegando  la  admisión  del 

ujMA.....\  recurso  de  casación  interpuesto  por  Nico- 

lasa  de  la  Vega,  en  pleito  con  D.  José  Igle- 
sias Acuna.  (Semt.  müm.  ÍO.) 81 
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24  NoTiEMBRE.  Df/tffiM  por  po6r«.— -Confirmando  el 
auto  üpflaoo  que  dictó  la  Sala  tercera,  en  S5 
de  Octubre  de  186Í.  por  el  cuhI  se  declaró 
vo  HABER  LOGAR  d  la  adoQísíon  del  rt'curso  de 
casación  inierouesto  por  D.  Jo.^^é  Rivas ,  en 
pleito  con  D.  Vicente  Manuel  Puga.  (Senten- 
cia NüM.  78.) 830 

^  Octubre.  Competencia  para  conocer  de  un  re- 
moíe.— Co lili püían do  «I  auto  que  la  Snia  se- 
gunda dictó  en  26  de  Agosto  de  1K70,  de- 
n^^gando  la  aduiision  del  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Juan  Santiago  Agairre, 
en  pleito  con  D.  Felipe  Pérez.  (Semt.  nüm.  23%)       86 

28  Octubre.  Paga  de  un  siniestro. — Revocando  el 
auto  dictritio  por  la  Sdla  segunda ,  que  de- 
negó ia  admisión  del  recur^^o  de  injusticia 
notoria  interpuesto  por  f»l  síipü^'O  dp  la 
quiebra  de  la  Sociedad  Juan  Manuel  Pardo 
y  compañia,  en  pleito  con  la  Gomunñla  oe 
sí'gnros  Sun  Fire  Office  y  otros,   (^emtencu 

NUMERO    48.) 186 

fli  Octubre.  Pago  de  can^tdacl.-— Confirmando  el 
auto  dictaíio  por  la  Sala  tercera,  denegando 
fi  recurso  de  casación  int»*rpufsto  p.  r  Don 
Tomás  Velasco ,  en  pleito  con  D.  Marcos 
Cuéliar.  (Sent.  nüm.  29.) 114 

18  Noviembre.  Pago  de  cierta  cantidad. — Confir^- 
mando  el  auto  qu«  la  Sila  ter«;era  dictó  ea 
9  de  Mayo  de  1870,  denegando  la  admisión 
d'M  recurso  de  casación  interpuesto  por  Don 
José  de  Salamanca,  en  pip'ta  con  D  ña  «Ma- 
nuela Arri'za,  hoy  sus  herederos.  (SENtEi- 
cu  NCM.  70.) 298 

^26  Noviembre.  Pago  de  una  cantidad  en  cumplimiento 
de  lo  convenido  en  acto  de  concüícion.  —  Rt^vo- 
canao  el  auto  apelado,  y  admitiendo  e'  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D.  Dio- 
nisio Acevf»do  contra  el  auto  diotado  en  19 
de  Abril  anterior  por  la  Sala  tercera.  (Sen- 
tencia NÜM.  83.) 

15  Diciembre.    Uso  de  papel  de  pobre, —Cf^r\  firmando 
el  auto  qn^  en  13  de  Miyo  de  1870  dictó  la 
1  Sala  primera,  denegando  el  recurso  de  ca- 

sación interpuesto  por  Doñi  Alf'jandra  Mo- 
nedero y  Martin^'Z,  en  pleito  con  su  marido 
Don  José  Mdría  Turres.  (Sent.  nüm.  102.)...      iN 
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16  Diciembre.    Ejeetuíion  de  sentencia, -^Coxíñrmñííáo 
el  auto  que  en  23  de  Mayo  de  1870  dictó  la 
Madbit)      }           ^^**  tercera,  dene^an<io  el   recurso  de  ca- 
^"^           sacion  interpuesto  por  el  Marqués  de  Sala- 
manca,  f^n   pleito    con  D.   Cayo   Rubio  y 
Diíoas.  (Sent.  nCm.  101.) •      458 

24  Setiembre.    Declaración    de  pobreza.  —  Confir- 
mando el   auto  que  la  Snia    primera  dictó 
MaIiIiOHca^  ^"  ^  ^®  Octubre  de  1869,  denegan^lola  ad- 

^  misión  del  recurso  de  caKac'on  por  infrac- 

ción de  le^,  interpuesto  por  Francisca  Riera. 

(SENTENaA  NÚM.   5.) •'.  ..  16 

26  Noviembre.    Designación   de  alimentos   provisio- 
nales,'^Cx)\íúviUHn(\o  el  auto  apelado  que  la 
Sala  extraordinaria  en  vacaciones  dictó  en  9 
VaIiSNCIA  {  de  Ago>to  de  1869.  entendiéndose  rienej^nda 

la  admisión  del  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  0.  Andrí^s  Moral,  en  pleito  con 
D.  Vicente  Soria.  (Sent.  niJm.  82.) 317 

'  84  Setiembre.    Segunda  retasa  y  subasta  de  los  bienes 
embargados  enjuicio  ejecutivo, — Contírmanlo 
VaIiIiAdo-  \  el  auto  apelado  que  en  9  Ue  Abril  anterior 

LID {  dictó  la  Sala  primera,  deneg^ando  la  aimi- 

sion  del  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  y  doctrina  legal,  interpuesto  por  Don 
Ramón  García  Soiís.  (Sent.  núm.  3.) 12 

'24  Noviembre.     Terminación  de  una  fianza  y  pago  de 
cierta  cantidad,  —  Confirman. lo  el  auto  ape- 
lado que  dictó  ia  Sala  segunda,  denegando 
la  admisión  del  recurso  de  casación  inter- 
Zabaqoza{  puesto  por  la  Junta  de  gobierno  del  Santo 

Monte  de  Piedad  de  aquella  ciudad,  en  pleito 
con  Doña  María  y  Doña  Juana  Pardma,  como 
hiJHS  y  herederas  de  D.  Lorenzo  Pardina. 
(Sentencia  NüM.  80.) • 338 

CASACIÓN. 


!.•  Octubre.  Pertenencia  libre  de  servidumbre  de 
una  fuente,  —  Declarando  no  habkr  logar  al 
rfCur.so  de  casación  interpuisto  por  el  Ai>un- 
AT"OAr.«mxi  /  tamlento dc  Corral-Rubio  contra  ia  sentencia 
ALBACHTH.^  que  en  28  de  Julio  de  18fi9  dictó  la  Sala  pri- 
mera, en  pleito  con  D.  J  »sé  N  fíez  Robres, 
y  por  fallecimiento  de  éste,  su  viuda  é  hi- 
jos. (S£NT.  NÜM.  16.) 62 
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12  OcTrBBE.  Pago  de  maravf(í{«. --- Declarando  no 
HABER  LUGAR  «I  rf>curKo  de  casación •  int^r- 
pusto  por  Doña  SolPdad  López  Sahajosa  5  su 
hijo  D.  Touiíis  Aíjui^ra,  rontra  la  $entí*n- 
cia  propunciada  fn  6  de  Diciembre  de  1869 

Bor  la  S»la  primpra,  en  pleito  con  D.  Joan 
Ibnuel  Fernandez  Aguado  y  consorte.  (Sen- 


tencia nCm.  S4.)< 
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30  OcTiRRE.  División  del  jardin  y  corral  de  unas 
casas  — Deciaranno  haber  lugar  al  recurso  de 
casación  iiterpupsto  por  Ü.  Ciríaco  lon^z 
contra  la  sentencia  que  en  i  de  Marzo  de  1870 
dutó  la  Sala  sejíunda,  en  pbito  con  D.  Lo- 
renzo Conde  y  consortes.  (Sem.  nüm.  121.).  • 

/26  Setiembre.  Devolución  de  una  cantidad, — Decla- 
rando no  haber  LUGAR  ai  recurso  de  riiSiCion 
interpupsio  por  os  hermanos  D.  Lorenzo, 
Doña  CArm^n  y  Doña  Jiiütn  Yalls  contra  la 
sentencia  que  en  4  de  Junio  de  1868  dictó 
la  Sala  primera,  en  pleito  con  D.José  ftosés. 
(Sentencia  nüm.  8) C 

30  Setiembre.  Reclamación  de  bienes. — Declarando 
habfr  lugar  ai  rHciir>o  de  casación  inter- 
P'.esio  (>or  Jí^sé  P-an^s  contra  la  sentencia 
que  en  6  de  Noviembre  de  1871  pronunció 
la  Sala  se(;u(ida,  en  pleito  con  D.  Manuel 
Mon^r,  como  curador  de  los  hf^rmanos  Ma- 
ría, Francisco  y  Juan  Planas.  (Sent.  nüm.  12.) 

10  Setiembre.  Defensa  por  pobre. — Decía ran(lo  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casacon  inter- 
puesto por  D.  P''dro  Cañáis  contra  la  sen- 
tencia pronunciada  ev  23  de  Enepo  de  1869 
en  pleito  con  D.  José  fia  lies,  D.Juan  Mala- 
gnrrigay  el  Ministerio  tiscal.  (Sent.  núm.  13.) 

|l9  Octubre.  Alimentos, — Declarando  no  haber  lu- 
gar al  rcurAO  d*í  casación  interpuesto  por 
Duna  Marimanta  Lacambra  contra  la  senten- 
cia pronunciada  en  30  dn  Octubre  de  1869 
por  la  Sala  tercera,  en  pleito  con  D.  Fer- 
nando La  cambra  y  sus  hermanos.  (Sentencu 
numero  33.) • 

19  Octubre.  Pago  de  ¿f'^iftma.— Declarando  no  ha- 
ber LUGAR  ar  rccufso  (te  casación  interpuesto 
por  D<'úa  Dolores  Gayola  y  Ochoa  contra  la 
senteníia  que  en  23  de  Diciembre  de  1869 
dictó  la  Sala  prímpra,  en  pleito  con  Doña 
Dolores  Pujol.  (Sent  nüm.  34.) 
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/90  Octubre.  Nulidad  de  la  venía  de  unas  fincas.^ 
Dec<arAnclo  haber  lugar  t^n  parte  al  r^'Curso 
de  casación  inttírpue>to  por  D.  Salvador  Bi- 
iaguer  y  D.  Manuel  Portaneiia  cont'a  la 
sentHTicia  que  eu  14  de  Julio  de  1869  pro- 
nunció ta  Sata  primera,  en  pleito  con  el 
Minisíerio  fiscal  en  representación  del  Esta- 
do. (Sent.  nom.  36.)'«.-% 


136 


20  Octubre.  Pago  de  maravedís, — Declaraudo  no 
HABER  LUGAR  al  r«^cur.so  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Francisco  Aimá  contra  la 
sentencia  que  en  17  de  Mayo  de  1869  dictó 
la  Sala  segunda,  en  pleito  con  D.  Lorenzo 
Boig.  (Sent.  núh.  38.) 
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26  Octubre.  DííoAwcío.  — Declarando  desierto  el 
rcí.urso  de  casación  interpuesto  por  Doña 
Tecla  Solé  contra  la  sentencia  que  en  23 
de  Junio  de  1^69,  dictó  la  Sala  tercera. 
(Semtenqa  núm.  47.).  ...• 184 


12  Noviembre.  Reclamación  de  bienes. — Declarando 
no  haber  lugar  ai  recurso  de  casación  que, 
funüauo  en  la  causa  7.*  del  art.  1.013  de  la 
Ley  de  Er»juiciamienlo  civil,  interpuso  Don 
Eusebio  Olcina  contra  las  providencias  de 
15  de  Noviembre  de  1869  en  la  parte  que 
expresó  y  de  22  del  njismo  mes,  dictadas 
por  la  Sala  segunda,  en  pleito  con  Ips  here- 
deros del  Conde  L  ar.  (Sent.  nüm.  64.) 274 


16  Noviembre.  Defensa  por  po6r^.— Declarando  no 
haber  lugar  ai  recurso  de  casación  inter- 
pneMo  por  D.  Juan  B 'nfseit  contra  la  sen- 
tencia qup  en  10  de  Abril  de  1869  dictó  la 
Sala  tercera,  en  pleito  con  D.  J  lime  Codina 
y  el  Ministerio  fiscal.  (Sent.  núm.  68.) 
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18  Novn:MBRE.  Fago  del  importe  de  un  legado^ — De- 
clarando NO  HABER  LUGAR  Hi  recuTso  de  casd- 
cion  interpuesto  por  D.  Agnstiu  Rivas  contra 
la  sentencia  dictada  por  la  Sala  primera,  en 
pleito  con  D.  Ramón  de  Bruzada  y  Doña 
Magdalena  Rafols.  (Sent.  nüm.  71.) 
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\i  Noviembre.  Exclusión  de  varias  fincoi  de  cierto 
inventario  de  bienes.  —  D-^i'-larando  no  haber 
LUGAR  al  recurso  de  casicíon  que,  faiMado 
f-D  la  causa  6/  <lel  art  1.013  de  la  Ley  de 
Enjuiciamiento  civil,  iut  rpuso  D.  Joaquín 
(iifré  coDtrt  la  sentencia  que  en  22  de  M'^rzo 
de  1869  pronunció  la  S^la  s'^s^unda,  en  pleito 
con  l08  consortea  D.  Jos*^  Quet  y  Doña  Do- 
iorei  Viola.  (Sent.  núm.  79.) 


•  •  • 


BaBCBIiO-  J 
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24  NüTiEMBBE.  Cumplimiento  de  un  laudo  arbiiral. — 
Declarando  NO  haber  logar  ai  r-*curso  de  Qa- 
K«oion  inl  rpuesto  por  los  h^rnoaoos  Doña 
Cit  rtrudis.  Doña  Brígida  y  D.  José  liaría  Bor- 
ras, contra  la  providencia  que  en  lá  de  No- 
viembre de  1869  dictó  ia  Sí'a  primera,  en 
pleito  con  D.  Joaquín  Borras.  (Sent.  núx.  81.)« 

5  Diciembre.  Rpscision  de  un  contrato  y  suplemento 
de  legitima. — Declaranlo  no  haber  logar  al 
recuiso  de  casación  interpuf-hto  por  Fran- 
cisco Padró  contra  la  sent»  ncia  que  en  25  de 
Junio  de  1869  pronunció  la  Sala  segunda, 
en  pleito  con  D.  Mariano  Cslsina  v  Doña 
María  Padró,  su  esposa.  (Sent.  nüm.  90.).... 


5  Diciembre.  Pago  de  cierta  cantidnd,  intereses  jf 
costas. — Declarando  NO  haber  logar  al  recurso 
de  casación  que.  futidado  en  las  causas  4.' 
y  6.*  del  art.  I  013  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  interpuso  D.  B^rtoloiné  Vidal 
contra  la  sentencia  dictada  por  la  S^la  se- 
gunda, en  pleito  con  el  Banco  de  Zaragoza. 
(Semencia  núm.  93.) 

15  Dic^mbre.  Reivindicación  de  fincas. — Declarando 
NO  haber  lugar  ai  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  io^  síndicos  d'^l  concurso  de 
acreedores  de  D.  Jacinto  Potella  contra  la 
sentencia  que  en  3  de  Diciembre  de  1869 
pronunció  la  Sala  tercera ,  en  pleito  con 
Doña  Teresa  Paleó  y  los  consortes  p.  Luis 
Francés  y  Dofi^  Sofía  Cristina  Potellt.  (Sen- 
tencia NÜM.  103.) 

16  Diciembre.  Nulidad  de  un  legado. — Declarando 
NO  HABER  logar  ai  Tecurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Ignacio  Bissols  contra  ia  sen- 
tencia que  en  7  de  Muyo  dictó  la  Sala  ter- 
cera, en  pleito  con  i).  Lorenzo  Bernardi. 
(Sentencia  nüm.  105.) • • 
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,20  Diciembre.  Reposición  de  la  declaración  de  quie- 
bra de  una  Compañía,  —  Declarando  haber 
LOGAR  al  recur&o  de  casación  int*^rpuesto 
por  los  síndicos  de  la  quiebra  de  la  Sociedad 
Ferro  CHrrii  de  Biroelona  á  Sarria  contra  la 
ser»tf*ncia  que  en  18  de  Diciembre  de  1869 
dictó  1»  Siia  primera, en  pleito  con  el  Presi- 
dente de  la  misma  Sociedad.  (Sent.  núm.  US.)     49S 

1 29  DicreMBRE.  Preferencia  de  créditos — Declarando 
NO  HABER  LUGAR  al  recurso  de  casacíoQ  inter- 
puesto por  Doña  María  de  las  Mercedes  Do- 
menecb  contra  la  sentencia  que  en  21  de 
Diciembre  de  1869  pronunció  la  Sdla  pri- 
Hiera,  en  pleito  con  los  síndicos  de  la  quie- 
bra de  la  Sociedad  Gordíls  y  Dalmau.  (Sen- 
tencia NúM.  119.) 582 

29  Diciembre.  Reivindicación  de  ciertos  bienes.  — 
Dt:<  l.irando  no  haber  lugar  al  recurso  de  ca- 
sación interpuesto  por  D.  Sebastis^n  Cabré  y 
consortes  contra  la  sentencia  que  en  26  de 
Enero  de  1870  dictó  la  Sala  tercera,  en  pleito 
con  D.  Francisco  Grau  Mariné.  (Sent.  nú- 
mero 120.) 527 

26  Setiembre.  Declaración  del  juicio  necesario  de  una 
testamentaria  é  intervención  de  los  bienes  per- 
tenecientes á  la  misma, — Declarando  que  no 
nebió  anmitirsf»  el  recurvso  de  casación  ínter- 
puesto  por  D.  J<  sé  Diaz  Calderón  y  Cistre- 
sana,  como  marido  de  Doña  Margarita  Ruiz 
y  P-'rez,  y  que  no  hA  lugar  á  su  decisión  por 
el  Tribunal  Supremo.  (Sent.  núm.  6.) IS 

[16  Noviembre.  Desahucio.  —  Declarando  no  habbr 
LUGAR  al  recurso  de  casación  interpuesto  por 
D.  Ignacio  Loppz  de  la  Caite  y  consortes 
contra  la  sentencia  que  en  16  de  Diciembre 
de  1X69  dictó  la  Sala  tercera,  en  piefto  con 
D.  Lui'io  Porcel  y  Valdivias.  Marqués  de  Vi- 
Lalegre  y  San  Milian.  (Sent.  núm.  65) 276 

[21  Noviembre.  Validez  de  un  codicilo  y  agravios  á 
la  cuenta  y  partición  de  ciertos  bienes. — Decla- 
rando NO  HABER  LUGAR  al  rocurso  de  casación 
interpuesto  por  D.  Estanislao  Torre  contra 
la  sentencia  que  en  3  de  Julio  de  1869  dictó 
la  Sala  segunda,  en  pleito  con  D.  Sebastian 
de  la  Mora,  como  padre  y  legítimo  adminis- 
trador de  Doña  Concepción  y  D.  José  Manuel 
de  la  Mora,  como  curador  ad  bona  de  su  her- 
mano D.  Aecio.  (Sent.  nüm .  75.) 31S 
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1.*  Octubre.  Petición  de  Aar^ncia.— Declarando  no 
HABER  LUGAR  al  recupso  de  casación  inter- 
puesto por  el  curador  ad  litem  de  lo8  bijos 
mf^norfs  de  Antonio  GordiUo,  contra  la  seu- 
tencía  que  en  2  de  Diciembre  de  ]8fí9  dictó 
la  Sala  segunda,  en  pleito  con  D.  Elias 
González  Carpintero,  como  marido  de  Doña 
Cacsbbs..*^  ^^'""^^^  ^^^  Mi*;uel.  (Sent.  nüm.  14.).. 

17  Diciembre.  Rendición  de  cuentas  y  paffo  de  can- 
tidades,— Declardiido  no  haber  lugar  al  re- 
curro de  casación  intrrpuHíjio  por  D.  José 
Rodrí^ez  Tocba,  contra  la  sentencia  que 
en  26  de  Mayo  da  1869  dictó  la  SUa  primera 
en  pleito  con  D.  Manuel  Pérez  Aloe  y  con- 
sortes. (Sent.  núm.  107.) 


56 


\ 


471 


Castabjas. 


12  Octubre.  Rescisión  ó  nulidad  de  una  compañía 
mercaníi/.— Declarando  habkr  lugar  hí  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  D  Juan 
P«  d^o  St  hwirtz  contra  !a  sent»nd«  pn.nun- 
ciada  en  10  de  Noviembre  de  1869  por  la 
Sala  Rf'gunda.  en  pleito  con  Aquilino  García 
Barba,  como  marido  de  Dona  Ana  Juana 
Scbwartz.  (Sent.  núm.  25.) 

20  Octubre.  Nulidad  de  una  sentencia  arhilral. — 
Dr'Ciarando  no  haber  lugar  ái  recurso  de  ca- 
sación intf*rpuesto  por  D.  Ramón  y  Doña 
Dolores  Paez  v  D.  Fernando,  D.  Teonio  y 
De  ña  Dolores  Final  y  Pa»z  contra  la  senten- 
cia que  en  5  de  0<  lubre  ác  1869  dictó  la 
Sala  sfgundH,  en  pleito  con  D.  José  Acedo, 
como  iiarido  de  D  ña  María  del  Pino  y 
otros.  (Sent.  núm.  37.) 

113  Diciembre.  Pago  de  cantidades, — Declarando  no 
HABER  LUGAR  al  Tccurso  tío  casacioH  Inter- 
puesto por  D.  Julián  Ferrer  y  Fuentes,  con- 
tra la  sentencia  que  en  17  de  Diciembre  de 
1869  dictó  la  Sala  segunda,  en  pHto  ron 
Don  Domingo  Gil  y  Arvelo.  (Sent.  núm.  98.) 

24  Diciembre.  Posesión  de  las  castis  rectorales  de  una 
parroquia, — Df^clarando  haber  lugar  b\  re- 
curso ce  casación  que,  fundado  eu  el  ar- 
tículo 1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil,  interpusieron  D.  Cirilo  García  Toro  y 
Doña  Rosalía  Rivero  Bi  thencourt  contra  el 
auto  dictado  en  24  de  Febrero  de  1868  por 
la  Sala  primera,  en  pleito  con  D.  Emiliano 
Martínez.  (Sent.  ni)m.  115.) 
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Páglra. 


|13  Octubre.  Entrega  de  Acrencta.— Declarando  no 
HABER  LUGAR  al  Fecurso  de  Casación  qn^,  fon- 
dado en  la  f^ausa  segunda  del  art.  1  013  de 
la  Ley  de  Etijuiciamiento  civil,  hailnter- 
pufislo  D.  Jíísé  García  Garrí  lo  contraía  sen- 
tencia dictada  por  la  Sala  $  gnnd^,  eji  pleito 
con  D.  Vicente  Taboada  Ht^rbella.  Renten- 
cía  küu.  28.) 


111 


14  Octubre.  Defensa  por  ji)o6re.  — Decláraiido  no 
HABER  LUGAR  al.  rcjcurso  de  casacionl  inter- 
pue^lo  por  Alonso  de  Mao,  contraía  sen- 
tencia que  en  26  de  Octubre  de  18a9  pro- 
nunció la  Sila  tercera,  en  pleito  con  José 
Silgado  y  oíros  y  el  Miütóterio  fiscal.  (Sen- 
tencia NÚM.  82.) * 


121 


UOBUiÍA....* 


3  Noviembre.  Cumplimiento  de  un  contrato. — De- 
clarando NO  HABER  LUGAR  rI  pecurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Domingo  Antonio 
Martiníz  Phso  contra  la  sentí*ncia  qué  en  22 
de  Dici<  tnbre  de  1869  dictó  la  S^la  segunda 
en  pU'ito  con  D.  Manuel  Orge  Piñeiró.  (Sen- 
tencia NÜM.  51.) 4 195 

■  i 

■  i 

.16  NoviEíiBRE.  Rescisión  de  un  eontrato.-^ü^clñ- 
ranao  no  haber  lugar  al  recurso  A  casa- 
ciuíí  intírpuetto  por  Jo»é  Suva  Ortcipo  con- 
iTH  la  sentenciíí  ane  en  9  de  Dicieáihre  de 
1869  dictó  la  S  la  tercera ,  en  pleito  con 
Andrea  y  Manuela  Silva.  (Sént.  nüm.  66.)*..      284 


17  Noviembre.  Confirmación  en  la  tenencia  de  un 
oficio  de  Procurador  é  indemnización  de  per- 
juicios. — Declarando  haber  lugar  en  barie  al 
recur^o  de  casación  iutpri>ut:sto  oor  Don 
Ramón  del  Rio  B^^ade,  contra  la  slnteucia 
que  dictó  la  Sala  primera,' en  pl|ito  con 
Don  FaDian  Vicente  Vázquez.  (Sent.  ^m.  69.)      293 


19  Noviembre.  Defensa  por  po6r«.— Declarando  no 
HABER  LUGAR  al  i*e'curso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Francisco  Javier  Ordoñez  con- 
tra la  sentencia  que  en  22  úe  Diciembre  de 
186)  di($t6  la  Saia  tercera,  en  pleito  con  Don 
Ignacio  Gon35aie¿  yel  Ministerio  fiscal.  (Sen- 

TfiNCIA  NÜV.   74.)- .«.....'..... 
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23  Noviembre.  Tercería  de  (fommo.— Declarando  no 
HABER  LUGAR  al  reouTSo  de  casacioD  Ínter- 
pue^to  por  Doña  Teresa  Paradeld  contra  la 
sentencia  que  en  6  de  Nuvieoabre  de  1869 
dictó  la  S  la  tercera,  en  pleito  con  D.  Fran 
cisco  Parrfo,  como  curador  ad  litem  de  los 
menores  D.  Alberto,  Doña  Luisa  y  Doña  Mer- 
cedes Pardo  y  Paradeia.  (Sent.  kúm.  76.)...      320 

COBXTlfA.... 

3  DicuiHBRE.  Pago  de  cierta  can¿t(ia(f.— Declarando 
que  no  ha  debido  bdiniiirüe  y  en  sa  conse- 
cuencia NO  HÁ  LUGAR  á  decldír  el  recurso  de 
casación  mierpuehto  por  Doña  Mercedes  Fer- 
nandez contra  la  sentencia  que,  decidiendo  la 
competencia  suscitada,  dictó  en  1.*  de  Di 
cíembre  de  1869  la  Sala  secunda,  en  pleito 
con  O.  Manuel  Fernandez.  (Sent.  núk.  89.)..      385 

4  Octubre.  Pago  de  cierta  canítdad.— Declarando 
NO  HABCB  lugar  bí  rccuf  SO  úQ  CHSncion  iuter- 
pue^to  por  D.  Rafael  Ramírez  León  contra 
la  sentencia  pronunciada  por  la  Sala  segun- 
da, en  pleito  con  D  Tomás  Martínez  La- 
fuente.  (Sent.  nUii.  17.) 69 

5  Octubre.  Tercería  de  dominio,  —  Declarando  no 
HABER  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto p^r  D.  Manuel  G^ojez  Morales  ton- 
ira  la  Sentencia  que  en  12  de  Julio  de  1869 
dictó  la  Snla  tercera,  en  pieito  con  D.  An- 
tonio García  Balao,  el  Mini&teiio  fiscal  y  Don 
Juan  de  Dios  Pérez.  (Sent.  núv.  18.) 74 

Gbanada. 

i29  Octubre.  Desahucio.  —  Declarando  haber  lugar 
ai  recurso  de  casación  interpuesto  por  D.  Joa- 
quín Duran  y  L'^rchundi  contra  1h  sentencia 
que  en  SO  de  Novi^  mbre  de  1869  diaó  la 
Sala  tercera,  en  pleito  c<>n  D.  Juan  Fernando 
Garbayo.  (Semt.  nüm.  50.) 19S 

23  Noviembre.  Devolución  de  una  /Inca.— Declarando 
HABER  LUGAR  al  recuH^o  06  casacíou  inter- 

f>uesto  por  D.  Juan  José  de  la  Torre  contra 
a  sentencia  dictada  por  la  Saia  primera  en 
82  de  Febrero  anterior,  en  pleito  con  Don 
Manuel  Gómez  Gaidfron,  como  nrt^rido  de 
Doña  María  Felisa  Sgura  Mazon.  (Sent.  nú- 
mero 77.) f 
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28  SETieMBRE.  Tercería  de  dominio,  —  l><»cIarando 
NO  HABER  LUGAR  al  recupso  de  casación  intf^r- 
pue^to  por  B  rnardo  Bravo  contra  la  sentpn- 
cia  que  en  23  de  Julio  de  1868  dictó  la  Sala 
segunda,  en  pleito  con  D.  BtírnarJo  López 
y  D.  José  Mederos.  (Sbnt.  núm.  9.) 


30 


2  Diciembre.  Entrega  de  una  ca^a.— Declarando  no 
HABER  LDOAR,  cn  parte,  al  recurso  de  casa- 
ción interpuesto  por  D.  Josf^  Luis  de  Meire- 
ies  contra  la  sentencia  que  en  25  de  Aj^O'^to 
de  18fi6  dictó  la  Sala  primera.  (Sent.  nú- 
mero 87.) 


372 
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13  Diciembre.  Medida  y  deslinde  de  un  hato  con  un 
fundo,  — Dechiráiido  haber  ldgar  mi  recurso 
de  casación  interpuesto  por  D.  José  María 
Gómez  de  Molina  y  compartas  contra  la  sen- 
tencia que  en  27  de  Julio  de  1868  oronunció 
la  Sila  primera,  en  pleito  con  D.  Gabriel 
Millet  y  D.  Jaime  Partagis,  y  por  defunción 
de  ést^.  sus  hijos  y  sucesores.  (Sent.  nú- 
mero 99.) 

iO  Diciembre.  Cumplimiento  de  un  con¿ra¿o.— Decla- 
rando NO  haber  lugar  al  recurso  de  casa- 
ción, que  fundado  en  el  caso  7.*  del  art.  196 
de  la  Real  cédula  de  30  de  Enero  de  1855, 
interpuso  D.  Juan  Pascual  y  Vives  contra  la 
sePt^ncia  que  en  30  de  Julio  de  1868  dictó 
la  Sala  segunda,  en  pleito  con  el  Marqués 
de  la  Cañada  Tirry.  (Sent.  núm.  111.) 


134 


•  * 


490 


22  Dicifmbre.  Servidumbre, — Declarando  no  haber 
LUGAR  al  recurso  decasaii.a  ir<terpuesto  por 
Don  JuSf*  Pérez  Castañeda,  como  cur  dor 
ad  bona  del  menor  D.  Jacinto  Cesáreo  H-r- 
nandez  ronfa  la  seniennia  que  en  7  de  Ju- 
lio de  1868  dirtó  la  Sa'a  tercera  en  pleito 
con  D.  Judn  González  Cecili''.  (Sent.  nú- 
mero 113.) 


Madbid.  .. 


'28  Setiembre.  Terceria  de  rfomínto.—DeclarRndo  no 
haber  LUGAR  al  recurso  de  casa  ion  inter- 
puesto por  los  menores  I).  Alejandro,  D  ña 
Dolores  y  D.  Ignacio  Amirola  contra  la  sen- 
tencra  que  en  11  de  Fnbrero  de  1870  dictó  la 
S  la  prim  ^ra,  en  pleito  con  D.  Luis  y  D.  An- 
tonio Monedero.  (Sent.  núm.  10.) 
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/13  Octubre.  Pertenencia  del  quinto  de  unos  bienei. — 
D-tf'iarando  uabkr  logar,  en  pane,  ai  re- 
cuiso  de  ci^sdcioD  inierpuesto  por  los  sín- 
dicos de  ta  te.'^ta  uenuria  conrursada  de 
Don  Amonio  Salvago  y  Escalera,  Marqués 
de  Caropojiuivo,  contn  la  sentencia  di«'tada 
por  laSnia  j»rim^*ra  en  28  i^Oaubre  dpU69, 
en  pleito  c  n  D.  José  y  Doña  Cármea  Milla  y 
Escalera.  (Sent.  kúm.  26.) 


101 


25  OcTüRRE.  Prestación  de  una  fianza. — Declarando 
no  HABER  LUGAR  hI  recufbO  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Francisco  d»*  B-  rja  Tcllez  Gi- 
rón, Duque  áf-  Es -alona,  co»  Ira  la  s^ntt^ncia 
que  ev  16  de  Diciembre  de  1868  dictó  iá  Sala 
segunda.  (Sent.  núv.  44.) 


169 


Madbid 
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7  Noviembre.  Pago  de  cierta  cantidad. — Decla- 
rando no  haf»ftp  lugar  »l  reiu  so  oe  casadon 
interpuesto  por  D.  Manuel  Liauder  contra 
la  sent'^Ticia  diotada  en 20  de  En^ro  anterior 
por  la  Sdla  terc^-ra  en  pleito  con  la  Com- 
pHfíía  de  ferro  carriles  del  Norte  de  España. 
(Sentencia  núm.  52.) 

9  Noviembre.  NuU'dad  de  vna  escritura. — Decla- 
rando NO  HABER  debido  íidmitirse  el  recurso 
d*»  casación  interpuesto  por  D.  Manuel  y  Don 
Tom.ls  de  Velasco  contra  la  sentencia  que 
en  18  d:í  Febrero  antHnor  di.  tó  la  Sala  ter- 
cera, en  pleito  con  el  Duiue  de  Veragu»,  y 
por  lo  tanto  que  no  iiA  lugar  á  resolverlo. 
(Sentencia  nüm.  59.) 


S38 


11  Novifmbre.  Pago  de  cierta  cantidad. — Declarando 
no  HABER  LÜG4R  al  r^cupsu  de  casf«ciOn  inter- 
puesto por  D^fía  Rita  Sastre  con'ra  U  sen- 
tencia qn  '  en  ¿O  de  Noviemore  d*  1869  dictó 
la  Sala  í^^gunda,  én  pleito  con  D«'raingo  de 
Frutos  Marugan  y  otros.  (Sent.  núm.  60.)... 


11  Noviembre.  Otorgamiento  de  una  escritura  de 
venta. — Declaran'JO  no  haber  lug\r  al  recurso 
de 'Casación  int^^rpuesto  por  D.  /erónímo 
Antón  Hiinirr-z  colara  la  sentencia  nronnor 
ciada  en.23  de  Novit^mbiv  de  lS(j8  por  It 
-  Sala  primera,  en  pif^ito  coa  D.  Pedfo  López 
Grado.  (Sent.  küm.  62.)...... 
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[19  NoYiEiiBRE'  Pngóáe  maraw(il<.-^tfeelaraDdo  no 
HABER  LUGAR  al  recurso  de  casíicion  ínter- 
puesto  por  la  Compañía  del  ferro-barril  de 
Sevii  a  á  Jerez  y  Cádiz  coritra  la  sentencia 
qué  dictó  la  Sala  tercera,  en  pleito  con  ia 
razón  social  domiciliada  en  Paris,  Parent 
Schaken,  Guillet  y  compañía.  (Sent.  múm.  73.)     307 

« 

28  Noviembre.  Propiedad  de  parte  de  laphnta  baja 
de  una  oa$a  y  servidumbres. —  béCiárSLuao 
NO  HABER  LUGAR  al  FccuThO  de  casdcton  ínter- 
pu«sio  por  D.  Mariano  Casas  contra  'a  sen- 
tencia que  en  19  de  Novieiubre  d6i  1869  dic- 
tó l9  Sala  prim'^ra,  en  plfiro  con  1).  José 
María  Pdredes  y  Valle  y  consortes.  (Sent.  nú- 
mero 84.) 354 


Madbid... 


29  Noviembre.  Pqgb  de  capital  ¿  íní^rMe*.— Decla- 
rando NO  HABER  LUGAR  ai  recuFso  dc  casacíon 
'  interpu^-sto  por  D.  Isidro  Palacios  contra  la 
sentencia  de  la  Sal»  primera  en  pleito  con 
Don  Antonio  del  Cañizo  YiUasante.  (Senten- 
cia NÚM.  86.) 

3  Diciembre.  Entrega  de  seis  acciones  de  carreteras 
é  indemnización  de  perjuicios,  —  Declarando 
NO  haber  lugar  al  recurso  üq  casación  intcr- 
pueMo  por  D.  Juan  Buiz  Gonzajlez  contra 
ia  setiteucia  pronuncíala  por  la  Sala  ter- 
cera de  ia  Audiencia.  (Sbnt.  núm.  88 ) 

5  Diciembre.  Adjudicación  de  los  bienes  de  una  ca  - 
pdlania, — Declarando  no  haber  l^gar  al  re- 
curso dí^  casRCioh  inlerpuesií»  por 'Don  i  An- 
toMna  Mariin  y  el  Curador  de  los  hijos  me- 
nons  de  ésta  contra  la  seniencfe  que  en 
20  de  Diciei^bre.de  1869  pronunció  la  Sala 
seííunfia,  en  pleito  con.  pSñ'á  Teresa  Sanz. 
(Sentencia  núm.  9t.)  ^«..l.'. .. ...  .¿ 


367 


I. 


5  Dicieíibre.  Guarda  y  criaAta'  de  una  h^'a  legitima 
de  tos  liti gantes, -^Úecl&TáTíúo  no  haber  lugar 
ai  recurso  de 'casación  que,  fundado  en  la 
causa  4.*  del  art.  1.013  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil ,  interpuso  D.  Ignacio  Gon- 
zalo z  Cienfueíjos,  Cóuie  de"  Marcel  de  Pe- 
ñalva  ,  coptra  Ja  sipntPíicia  dictada  por  la 
Saia  tí-rcpra  en  22  de  Ociui^re  de.  I^ÍJ,  €(n 
.  .gleitocon  Doña  Antonia  Ifernandcz  Caizada, 
Condolía  del  mismo  título.  (Sent.  núm.  92  ).. 

37 


379 


391 
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397 


578 
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Pigtea. 


5  DiaEMBRB.  Defensa  por  po6r0.--- Declarando  no 
HABBR  LUGAR  al  re^^ui'So  de  casación  interpuesto 
por  Doña  María  de  la  Concepción  R'tdriguez 
Coronado  de  Plano  contra  la  sentencia  qae 
en  18  de  Diciembre  de  1869  dictó  la  Sala 

f trímera,  en  pleito  con  D.  C^^rlos  Baüly-Biv- 
liere  y  el  Ministerio  liscal.  (Sent.  NtM.  94.). 


410 


[10  Diciembre.  Pago  de  cantidad. — Declarando  no  ha- 
ber LUGAR  ai  recurso  opca«>acinn  que.  fun- 
dado en  las  causas  4.*  y  6/  del  art.  1.013  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  int^Tpuso  D  n 
Alejandro  de  Bengoecbea  contra  la  sentencia 
pronunciada  por  la  Sala  tercera,  en  piPito 
con  D.  Raimundo  Canencia.  (Sent.  kOm.  97). 


in 


pO  Diciembre.  Alzamiento  del  depósito  de  una  mujer 
cacada.— D'^claranao  no  haber  lugar  al  recurso 
de  cahací(»n  que,  funddudoio  en  la  causa  4.* 
del  art,  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil ,  interpuso  Doña  Haría  IsabPl  Lidon  y 
Galvez  contra  la  s^-ntencia  que  en  26  de  Abril 
de  1870  dicto  la  S^ia  segunda,  en  pleito  con 
D.  Luis  Agustín  La  Vtrgue.  (Sent.  núm.  110.). 


48i 


p3  Diciembre.  Pago  de  ciertos  derechos  devengados 
en  un  pleito, — Declarando  haber  lugar  al  re- 
curro de  casación  interpu^^to  per  D.  Juan 
Antonio  AsensiO  contra  la  sentencia  que  en 
8  ne  Enero  de  1^68  dictó  la  Sala  sf^gunda, 
en  pleito  con  D.  Gre^corío  Ferrandfz.  Algua- 
cil del  Juzgado  de  primera  instancia  del  dis- 
trito del  Hospicio  de  esta  capital.  (Sentencia 
NtíMERO  114.) • 


50i 


31  Diciembre.    Reclamación  de  frt>ne«.— Declarando 
HABER  LUGAR  al  TecuTSO  dc  CHsacíon  ínter- 

guesto  por  los  albaceas  testamentarios  de 
oña  Narcisa  Onís  contra  la  sentencia  que 
en  15  de  Febrero  de  1870  dictó  la  Sata  pri- 
mera, en  pleito  con  D.  Federico  y  Doña 
Clementina  Onís.  (Sent.  núm.  126.) 


•• •«••  •« 


'26  Octubre.    Entrega  de  la  mitad  de  unos  bienes  que 
fueron  t;tncie/acío<.— Declarando  no  haber  logar 
j^  .  ai  recurso  de  casación  interpuesto  por  Doña 

oviBDO...  .^  Isabel  Zafortrza  y  D.  Francisco  Rosiñol  con- 

tra la  sentencia  que  en  19  de  Julio  de  1869 
pronunció  la  Sala  segunda.  (Sent.  ni)m.  4€.). 


V» 
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^88  Octubre.  Reitmdicacion  di  una  finca.  —  Decla- 
rando NO  HABER  LOGAR  Rl  pecurso  de  casación 
interpuesto  por  Doña  Josefd  Folgueras  contra 
la  sentencia  que  en  11  de  Octubre  de  1869 

Bn  nuncio  la  Sala  primera ,  en   pleito  con 
oña  Teresa  Gima.  (Sent.  nDm.  49.) 189 

13  DiciPMBRE.  Pf^go  de  can<i(fa(íe«.~D  clarando  no 
HABER  LUGAR  Ri  recuri^o  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Julián  García  Rivas  contra  la 
sentencia  que  en  10  de  Octubre  de  1866 
dictó  la  Sala  primera,  en  pleito  con  D.  José 
Madiedo.  (Sent.  ni)m.  1 00.). i43 

28  DiciEiiBRE.  Restitución  del  dominio  ií¿t^— Decla- 
rando NO  HABER  LUGAR  Rl  r^curso  de  casación 
interpuesto  por  Joaquina  é  Isrdi  1  Fernandez 
contra  la  sentencia  que  en  14  de  l^arzo  de 
1870  dictó  la  Sala  primera ,  en  pUeito  con 
Siiverio  González.  (Sent.  n^m.  118.)r4 518 

13  Octubre.  Desahucio  de  una  mtna.— Déiplarando 
HABER  LUGAR  Rl  recurso  de  casación  en  la 
íoima  interpuesto  por  D.  Emilio  de  Sola 
contra  los  autos  dictados  por  la  ;Sdla  pri- 
mera en  17  y  89  de  Abril  de  1868,  en  pleito 
con  D.  José  León  y  IMlora  y  D.  Domingo 
Villatoro.  (Sent.  NüM.  27.) 109 

[28  Noviembre.  Nulidad  de  un  contrato.—  Declarando 
HABKR  LUGAR  Rl  recur^o  úe  casación  inter- 
puesto por  D.  Jorge  Cisneros  conti>$  la  sen- 
tencia que  en  12  de  Noviembre  de  fe868  dictó 
la  Sala  segunda,  en  pleito  seguidcKcon  Don 
Manuel  de  la  Cámara.  (Sent.  ndm.  |5.) 368 

SbvzIiIiA  ...x  17  Diciembre.    Defensa  por  po^re.— Declaraildo  haber 

LUGAR  al  recur^o  de  casación  Interpiltíbto  por 
Doña  Ana  Martínez  y  i'Vateos  contra  la  sen- 
tencia que  en  17  de  Febrero  de  1869  dictó 
la  Sala  primera,,  en  pleito  con  D.  Emilio 
Herrero.  (Sent.  nUm.  106.) 468 

27  Diciembre.  Nulidad  de  un  contrato. --Declarando 
que  no  ba  debido  admitirse  el  recurso  de 
casación  interpuesto  por  D.  Simón  María 
Renard  y  consortes,  contra  la  sentencia  que 
en  25  de  Agosto  de  1870  dictó  la  Sala  de 
vacaciones,  en  pleito  con  la  Tompafiía  titu  • 
lada  Constructora  de  mueUes  de  hierro^  y  ea  ^'v 
80  consecuencia  que  no  bá  lugar  a  decidirle.' 
(Sentencia  nüm.  116.) 512 
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3t  DicieHiiBE.  Pago  de  eantidadét.^D^tirsináo  no 
HABER  LUGAk  81  rot^urso  de  casación  inter- 
puesto por  la  Soci^^ad  titulada  Amistad  y 
Liceo  artístico  y  literario  de  Córdoba  contra 
la  sentencia  qu»?  en  25  de  Febrero  de  1870 
pronunció  la  S¿iia  primara,  en  pleito  con 
D.  Juan  Bautista  Caiví.  (Sent.  núh.  125.).... 


550 


19  Octubre.  Tercería  de  dominio.  —  Declarando  no 
Haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  D.  Luis  Tortosa  contra  Iíé  senten- 
cia que  in  23  de  Noviembre  de  1869^ dictó  la 
Sala  priintíra,  e  u  pleito  con  D.  José  Mira. 
(Semiencií  Nújf .  35.) 


132 


22  Octubre.  Pago  de  cantidades. — Declarando  no 
haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
pue.*)to  por  D.  José  María  St^na  contra  la 
sent^  ncia  pronunciada  en  8  de  Enero  de  1867 
por  la  Sdia  primera.  (Sent.  num.  43.) 


165 


▼albncia 


8  Noviembre.  Rmindicacion  de  bienes. — Declarando 
NO.  haber  lugar  al  re^curso  de  casación  inter- 
put'siiü  por  D.  Jacobo  Galleemos  y  Fajardo 
contra  la  S'^ntí^ncia  que  en  8  de  ín^ro  an- 
terior dict'^  la  Sala  tercera,  en  pleito  con  Don 
Riman  Bofilli,  como  marUo  de  Doña  Pau- 
lina Regidor.  (Sent.  nük.  57.) • 


220 


\ 


16  Noviembre.  Cumplimiento  de  un  contrato.^ De- 
ciariU'lo  NO  haber  luóar  ai  recurso  de  casa- 
ción irtterpurtsto  j)Oc  D.  Tom^^s  Picólo  y  Don 
Juan  Rautisa  Conchillo,  cjntia  ia.:sentencia 
que  di'  tó  la  Saia  tercera,  eopleitooon  D.  An- 
tonio Siiarí^z,  Director  gíreme  d**  la  Sociedad 
Caja  Banco-  de  Previsión,  (Sent.  núh,;  67.). .  • . 


sn 


26  SETit):ifBRE.    Pago  de  cantidades.  —  Declarando  no 
VaUjADO^  \    .       haber  LUGAR  ái  r^cursó  de  casación  inter- 

UU) >...<  pufhío  por  Doña  Ignacia  Ya^üe  y  consortes, 

contra  la  sentencia  que  en  10  de  Dici^ímbre 
de  1869  dictó  la  Sala  tercera.  (Sent.  núm.  7.). 
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^30  Setiembre.  Pago  de  Herta  cantidad.  —  Decía- 
ranao  haber  lugar  al  recurso  de  casación  in- 
terpuesto por  ei  Marqués  de  Cnstelar  y  el 
Conde  de  Viilariezo,  contra  la  sen'encia  pro- 
nunciada en  26  de  Octubre  de  1869  por  la 
Sala  primera,  en  pleito  con  D.  Tomás  Ri- 
sueño. (Sent.  NÜM.  11.) 39 

VAIiIiADO- 

liiD ^11  Noviembre.    Tercería  de  mejor  derecho  al  cobro 

de  cierta  canlt(2a/f. --Declarando  haber  lugar 
al  recurso  de  casación  interpuesto  p(  r  Don 
Benito  González  Di^z,  contra  la  sentencia 
que  en  6  de  Di  iembre  de  1869  dictó  la  Sala 
segunda,  en  pleito  con  D.  Settastian  Garrido 
de  Toro  y  por  su  fallecimiento  sus  hijos  y 
herederos  D.  AJauuel,  D.  Ángel  y  D.  Aurelio 
Garrido  de  la  Mata.  (Sent.  núm.  63.) 265 

7  Noviembre.  Pago  de  marave<f<s.— Declarando 
Ko  haber  lugar  al  recurso  de  casación  inter- 
puesto por  Uofía  Ana  Higueras  y  su  hijo 
Don  Temas  Montes,  contra  la  sentencia  que 
en  21  de  Febrero  anterior  dictó  la  Sala  se- 
gunda, en  pleito  con  D.  Lúeas  Montts.  (Sem^ 

TEKCIA  NÚM.   53.) 203 

Zabagoza  ; 

11  Noviembre.  Aprovechamientos  y  servUumbree  en 
un  mon^^'.— Declarando  no  haber  lugar  al  re- 
curso de  casación  interpuesto  por  ei  Ayun- 
tamiento de  Torrrs  de  Berrellen  contra  la 
sentencia  que  en  5  de  Noviembre  de  1869 
dictó  la  Sdla  segunda,  en  pleito  con  el  Du- 
\  que  de  Viliahermosa.  (Sent.  núm.  61.) 247 


RECURSOS  BE  NUUDAJ). 


9  Diciembre.    Incorporación  al  Estado  de  un  seño- 
río y  abolición  de  prestaciones, — Declarando 
HABER  lugar  rI  fccurso  06  cdsacion  Inter- 
KA-RAAnvA  /  puesto  por  el  Marqués  de  Mónistroi,  Conde 

sABAoozA^  de  SAsfago,  contra  la  sentencia  de  «*evi6ta 

de  la  Sala  segunda,  en  pleito  con  el  Estado, 
y  con  el  Ayuntamiento  de  Alcubierre.  (Sen- 

TENGU  NÚM.   96') ,tl^ 
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2i  Setiembre.  I^ulidad  de  dos  disposiciones  testamentarias, — Deci- 
diendo á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Izna- 
lioz  la  comfH'tencia  sascUada  entre  éste  y  el  del  distrito 
del  Hospicio  de  esta  capital,  acerca  del  conocimiento  y 
acumulación  al  juicio  voluntario  de  testamentaría  de  Don 
Antonio  Ssncbez  Ramirez  Puerta,  de  la  demanda  propuesta 
por  D.  Domirgo  y  D.  Antonio  Sánchez  Tago  contra  Don 
Rafael  González  Pérez,  sobre  nulidad  de  dos  disposicio- 
nes testamentarias  del  expresado  Sánchez  Ramirez.  (Sen- 
tencia PiÚM.  1.) 8 

• 

21  Setiembre.  Pago  de  cierta  caiKtiad.— Decidiendo  á  favor  del 
Juzgado  de  primera  instancia  del  Hospital  de  esta  villa  la 
competencia  suscitada  entre  éste  y  el  del  distrito  de  San 
Vicente  de  Valencia,  acerca  del  conocimiento  de  la  de- 
manda propuesta  por  Doña  Vicenta  Pascual  contra  D.  José 
Elias  y  D.  José  Icart,  sobre  pago  de  cierta  cantidad.  (Sen- 
tencia NtfM.  2.) 9 

1.*  Octubre.  Jactancia.— Decidiendo  á  favor  del  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Monóvar  la  competencia  suscitada  entre 
éste  y  el  de  Mahon,  acerca  d^l  conocimiento  de  la  de- 
manda incoada  por  D.  Pedro  Jaime  Prats  y  Ruiz  contra 
Doña  Práxedes  Pons  y  Hernández,  esposa  de  D.  Francisco 
Oleína,  sobre  jactancia.  (Sent.  núm.  15 • B9 

21  Octubre.  Pago  de  caníírfad.— Decidiendo  á  favor  del  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Tudela  la  competencia  suscitada 
entre  éste  y  el  de  Sos,  acerca  del  conocimiento  de  la  de- 
manda de  meiior  cuantía,  propueista  por  D.  Julián'  Zoco 
contra  D.  Dionisio  Ladredo,  sobre  pago  de  cantidad.  (Sen-  '*  - 
tencia  Mu.  39.) • 18B 

21  Octubre.  Reclamación  de  cierta  catiíulad.— Decidiendo  á  favor 
del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Ríoseco  la  competen- 
cia suscitada  entre  éste  y  el  del  distrito  de  Palacio  de 
esta  capital ,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  en- 
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tablada  ame  este  último  por  D.  Francisco  Cobo  contra 
Don  JfiaÁ  Pedro  del  Pino,  sobre  redamación  de  cierta  can- 
tidad. (Sent.  rüm.  40.) 157 

26  OcTUBAB.  Pago  de  cierta  cantiáad,^l>ec\d\exíáo  á  favor  del 
Juzgsdo  de  primera  instancia  de  Almadén  la  competencia 
suscitada  entre  éste  y  el  del  distrito  de  la  Derecha  de  la 
ciudad  de  Córdoba,  acerca  del  conocimiento  de  la  de- 
manda de  menor  cuantía ,  propuesta  por  la  razón  social 
Jaime  Aparicio  é  hijo  contra  D.  Juan  Buiz  Pifi^ro^  comer- 
ciante, sobre  pago  de  cantidad.  (Sbnt.  mlv.  45.) 17S 

5  DiciEifBRB.  Pago  de  cierta  caii¿t(la<l.— Decidiendo  ft  favor  del 
Jtiez  municipal  de  Betmez  la  competencia  suscitada  entre 
é!»te  y  el  de  igual  clase  de  Competa,  sobre  conocimiento 
del  acto  de  conciliación  intentado  por  D.  Pedro  Molero 
con  Jo.^é  Avila  y  su  mujer  María  Vela,  para  el  pago  de 
350  pesetas.  (Sent.  müm.  95.) 41S 

13  Diciembre.  Pago  de  marat^di^.-^Decidiendo  á  favor  del  Juz- 
gado de  primera  instancia  de  Alcázar  de  San  Juan  la 
competencia  suscitada  entre  éste  y  el  del  Puerto  de  Santa 
María,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  entablada 
por  D.  Vicente  Pueblas  contra  D.  Antonio  Soto,  sobre  pago 
de  maravedís.  (Sent.  nüm.  101.) 44S 

17  Diciembre.  Acumulación  á  un  concurso  de  acreedores  de  ciertos 
autos  é;/ecKltvo«.~Üecidiendo  á  favor  del  Juzgado  de  pri- 
mera instancia  de  Cuéllar  la  competencia  suscitada  entre 
éste  y  el  del  distrito  de  la  Audiencia  de  Valladolid  sobre 
acumulación  al  concurso  de  acreedores  de  D.  Eugenio 
Sainz  y  Sainz  de  los  autos  ejecutivos  promovidos  contra 
éste  por  D.  Felipe  Nieto  Alvarez,  sobre  pago  de  cantidad. 
(Sentencia  núm.  108.) 47i 

i9  ¿Diciembre.  Pogo  de  cierta  cantidad, ^Deciáienáo  á  favor  del 
Juzgado  de  primera  instancia  de  Alicante  la  competencia 
suscitada  entre  éste  y  el  del  distrito  de  Buena- vista  de 
esta  capital,  acerca  del  conocimiento  de  la  demanda  or- 
dinaria interpuesta  por  D.  Isidoro  Martínez  y  Valero» 
Don  Arcadio  Herrera  y  D.  Juan  Llorca ,  sobre  pago  de 
cantidad.  (Sent.  núm.  109.) 478 
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Fecha 

ée  la  PigiDt. 

sentencia. 


81  DiciEMBBB.  Pago  de  maraf>e4is  y  defensa  por  po6re.--Decidiendo 
á  favor  del  Juzgado  de  primera  instancia  de  Loja,  la 
competencia  suscitada  entre  éste  y  el  del  distrito  de  la 
Catedral  de  Murcia ,  sobre  conocimiento  de  la  demanda 
entablada  por  el  curador  ad  Utem  del  menor  Antonio 
Peña  Carrillo  contra  D.  Pedro  Diaz  Sancnez ,  sobre  pago 
de  maravedís  y  defensa  por  pobre.  (Sbnt.  núm.  121) 512 

81  DiciEMBBB.  Pago  de  mcucIo«.— Decidiendo  á  favor  del  Juzgado 
de  primera  instancia  de  Ciudad- Real  la  competencia  sus- 
citada entre  éste  y  el  de  igual  clase  del  distrito  del  Con- 
gfpso  de  esta  capital,  acerca  del  conocimiento  de  la  de- 
manda incoada  por  D.  Manuel  Moreno  Trugillo  contra 
Don  Vicente  Gamero  Gil ,  sobre  pago  de  escudos.  (Sen* 
TB^G1A  Ki}ii.  124.) 547 
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MATERIAS  CONTENIDAS  EN  ESTE  TOMO. 


Piginas. 

Abono  me  mbjoeas.— Procede  qae  se  abonen  al  que  ba  poseido  una 
cosa  con  bu^na  fé ,  ó  lo  que  es  lo  mismo,  al  que  no  ba  te- 
nido mala  fé,  no  sólo  ias  mejoras  necesarias  y  útiles  que 
haya  becbo  en  la  finca,  sino  también  las  mejoras  volunta- 
rías,  en  la  forma  que  determina  la  ley  44,  tít.  28,  Parti- 
da S/  (Oí*,  núm.  87) 372 

Absoluciosi  DE  LA  DEMANDA.-— Es  procedeute  la  absolución  de  la  de- 
.  manda  cuando  el  demandante  no  prueba  ésta,  ó  cuando  el 
demandado  opone  alguna  excepción  perentoria  admisible, 
con  arreglo  á  las  leyes.  {Cas,  núm.  57.) 220 

Acciones  mpoTECAKiAs.— No  tratándose  en  el  pleito  del  ejercicio 
de  acciones  bipotecarias,  es  improcedente  la  cita  de  la  ley 
3.*«  tít.  16,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación,  del  ar- 
tícnio  ñH  de  la  Ley  hipotecaria  y  sentencia  de  27  de  Octu- 
bre de  1860.  {Cas.  núm.  16.) 62 

Aclaración  de  las  SENTENaAS.— La  ley  3.',  tít.  33,  Partida  7.%  dis- 
:.  pone  xfue  si  la  sentencia  «há  algunas  palabras  dudosas  et  os- 
cmmenté  puestas ,  que  sí  tal  sentencia  fuere  idada  por  el 
jusgador  ordinario,  que  el  mismo  cuando  quiere,  puede  03^ 
paladinar  et  declarar  aquellas  palabras  dubdosas.»  ( Casa- 
eimnúm.  ii.) ..^ 169 

uÜHisioE  DE  .LA  PRUEBA. — Vésse  PrueÍHi. 


586  ÍNDICE 

Admisio!!  del  RECQfRló  oís  CA8ACÍ0II.— Es  condición  OMtici&l  pare  la 
admisión  del  rectirso  de  casación,  ya  se  funde  éste  en  al- 
guno de  los  vicios  de  procedimiento  que  se  expresan  en  el 
artículo  1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  ya  en  la 
infracción  de  ley  ó  de  doctrina  á  que  se  refiere  el  1.012,  la 
de  que  se  interponga  contra  sentencia  definitiva,  eiitendién- 
dose  por  tal  la  que  aun  cuando  haya  recaído  sobre  on  ar- 
tículo, ponga  t(!rnjino  ai  Juicio  y  haga  imposible  so  conti- 
nuación. {Apel.  núm.  70.) 

Según  el  &rt.  1.095  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  uno 

de  los  requisitos  indispensables  para  que  puedan  admitirse 
los  recursos  de  casación ,  es  el  de  que  se  cite  la  ley  ó  doc- 
trina legal  quebrantada  por  la  sentencia.  {Apel,  núm.  78.)*      336 

Si  ofrecida  prueba  por  el  demandado  sobre  los  hechos  ob- 
jeto del  pleito,  le  fué  denegada  su  admisión  y  también  la 
súplica  que  interpuso  de  esta  denegación,  habiendo  pedido 
oportunamente  la  suhsanacion  de  la  falta  de  recibimiento 
de  dicha  prueba,  con  arreglo  ai  art.  1.019  de  la  Ley  de  Eq- 
juiciamiento  civil,  sin  haberla  conseguido,  debe  admitirse  el 
recurso  fundado  en  la  causa  4/  del  art.  1.013  de  la  refe- 
rida ley.  {Apel.  núm.  83.) ••      353 

Contra  las  decisiones  de  las  Audiencias  en  cuestiones  de 

competencia  no  se  da  otro  recurso  que  el  de  casación  en  sa 
caso  y  lugar,  con  arreglo  á  lo  prevenido  en  el  art.  111  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Según  la  constante  Jurisprudencia  del  Tribunal  Supremo, 
el  caso  y  lugar  á  que  la  precedente  disposición  se  refiere  no 
se  realizan,  sino  cuando  ha  sido  dictada  sentencia  definitiva 
en  segunda  instancia  en  el  pleito  principal  en  que  haya  sido 
alegada  la  excef  cien  de  incompetencia  de  jurisdicción.  (Ga- 
sacion  núm.  116.) • Slt 

Véase  Procedencia  del  recurso. 

ÁDQUlSICrON  DE  BlEIfES  POR  MANOS  MUERTAS.  —  POr    la    ley    dO    1.*    dO 

Mayo  se  modificó  esencialmente  la  de  11  de  Octubre  de  1320» 
y  lejos  de  sostener  la  incapacidad  de  adquirir  bienes  raíces 
por  las  corporaciones  llamadas  manos  muertas  que  orde- 
naba esta  última,  se  les  facultó  por  el  art.  26  de  aquella 
para  aceptar  iega<ios  y  donaciones  sin  otra  restricción  <|iie 
la  de  venderse  tan  luego  como  se  declarasen  propios  de  la  -  ;i. 
córpioracion.  {Cas.  núm.  105.). w..*     lif 

Alimentos.— Si  bien  los  padres  ó  sus  herederos  deben  alimeslac  o 
á  los  hijos  naturales  mientras  estos  tengan  necesidad,  eaMt  i 

^  obHgacióil  cesa  cuando  es  hija  la;  que  ios  reclamé  y  haüi 
contraído  matrimonio,  porque  el  marido  tiene  la  bbligadOBM 
de  mantener  á  su  mujer.  {Cas.  núm*  33.) ^•.•••.••••é^i't:¿llt 


ALFABÉTICO.  Síff' 

« 

Aplicación  de  un  principio  niRíDico.—Para  que  pueda  tener  aplica- 
ción el  prircipio  general  de  que  nadie  debe  enriquecerse 
con  dafio  de  otro,  es  necesario  que  se  verifique  torticera- 
mente. [Cas.  núm,  31.) 127 

Apreciación  de  la  prueba  .—La  declaración  de  haber  ó  no  proba- 
do el  demandante  la  identidad  de  las  fincas  de  que  se  trate, 
es  una  cuestión  de  mero  becho  y  de  la  competencia  exclu- 
siva de  la  Sala ,  y  contra  ella  no  puede  alegarse  la  ínfrRC; 
cion  del  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuici/^miento  civil.  1/  Porque 
para  hacerla  tenia  que  apreciar  la  Sala  la  fuerza  probatoria 
de  las  declaraciones  de  los  testigos,  con  arreglo  á  su  racio- 
nal criterio,  que  es  lo  que  dicho  artículo  la  prescribe.  2/ 
Porque  las  reglas  de  la  sana  crítica,  aplicables  á  este  obje- 
to, según  el  mismo  artículo,  no  pueden  invocarse  vagamente 
en  impugnación  del  convencimiento  adquirido  por  la  Sila, 
y  menos  formularse  como  leyes  determinadas  y  preexisten- 
tes, cuales  debieran  ser  para  que  su  infracción  pudiera  ale- 
garse como  legítimo  motivo  de  casación,  puesto  que  por  sa 
propia  naturaleza  son  indeterminables  a  priori  y  necesaria- 
mente concretas,  y  brotan  en  cada  caso  particular  de  la 
razón  y  de  la  conciencia  del  Juez,  por  su  estudio  acerca  de 
la  credibilidad  de  cada  una  de  las  declaraciones  testificales 
combinada  con  los  demás  datos  del  proceso;  y  3.'  Porque 
el  Tribunal  Supremo,  i^illando  en  casación,  no  tiene  compe- 
tencia para  resolver  cuestiones  de  mero  hecho,  únicas  que 
pueden  ser  objeto  de  la  prueba  de  testigos ,  ni  autoridad 
para  suprimir  respecto  de  ellos  el  criterio  y  la  convicción 
déla  Sala  sentenciadora,  reemplazándolos' con  los  suyos 
propios,  puesto  que  su  misión  se  limita  á  la  recta  inteligen- 
cia y  aplicación  del  derecho.  {Cas,  núm.  57.) »•••«••     220 

Véase  Prueba. 

Aprovechamientos  t  servidumbres  de  montes. — Guando  la  Sala  sen-  ' 
tenciadora  ha  apreciado  todos  los  documentos  presentados 
por  las  partes,  y  no  ha  desconocido  su  valor  tratándose  dé 
aprovechamientos  y  servidumbres  de  montes,  no  puede  de- 
cirse que  se  han  infringido  las  observancias  16  De  fíde  ins- 
trumentorum;  la  3."  Da  pascuis  gre^ibus  et  capanuis  y  la 
7.'  y^.*  De  praecriptionibus;  los  fueros  6  y  8  del  mismo  tí- 
tulo y  las  leyes  20  y  íl,  tít.  29  y  la  14  y  15,  tít.  ai,  Par- " 
tida  3.*  {Cas.  ntlm.  61.) 147 
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BiDiEs  DE  coMDifiDADES  RELIGIOSAS. — Los  bíeoes  y  dercchos  de  todas 
las  comunidades  religiosas  estaban  aplicados  á  la  Caja  de 
Amortización  desde  ia  publicación  de  la  ley  de  28  de  Jaiio 
de  1837. 

Sfgun  lo  convenido  en  el  Concordato  de  1851,  los  bie- 
nes de  las  monjas  de  la  enseñanza,  sólo  pudo  enajenarlos 
el  Diocesano  con  l»s  formalidades  prevenidas  en  el  art.  35 
del  mismo  Concordato,  sin  que  la  comunidad  pudiese  ha- 
cerlo por  sí,  ni  el  Obispo  conceder  lo  que  se  quiere  llamar 
su  licencia.  {Cas.  núm.  36.) 136 

BmES  vuicoLADOs.— Restituidos  desde  el  30  de  A(i;osto  de  1836  á 
la  clase  de  absolutamente  libres  los  bienes  que  habían  sido 
vinculados,  se  hicieron  necesariamente  prescriptibles  desde 
el  mismo  dia,  porque  esta  calidad  es  elemento  necesario  de 
aquella  condición  absoluta»  sin  que  la  falta  de  división  de 
bienes  entre  el  poseedor  actual  y  el  inmediato,  de  cuya  ex- 
clusiva voluntad  dependía,  pudiera  alterarla  ni  suspenderla, 
ni  menos  prolongar  en  ios  bienes  que  á  uno  ú  otro  pudie- 
ran corresponder  la  condición  vincular  que  radicalmente 
habia  desaparecido  de  todos  el'os,  pues  por  más  que  dicha 
falta  de  división  produjera  diflcultades,  que  el  decreto  de 
las  Cortes  de  19  de  Junio  de  1821  disminuyó  notablemente, 
no  procedian  ya  del  carácter  Jurídico  de  los  bienes  mismos» 
ni  aípctaban  por  consiguiente  á  su  prescriptibiiidad.  {Casa- 
ción núm.  57.) 220 

Cuando  el  demandado  prueba  que  durante  treinta  afios  á 

contar  desde  el  1836  en  que  los  bienes  vinculados  pasaron 
á  la  ciase  de  absolutamente  libres  y  sujetos  á  las  disposi- 
ciones del  derecho  común,  ha  poseído  los  bienes  de  esta 
naturaleza  que  son  objeto  d^I  litigio,  ha  prescrito  toda 
acción  para  reivindicarlos  según  lo  dispuesto  en  la  ley  21, 
título  29,  Partida  3/  {Cas,  núm.  77.) , 323 

Cuando  el  demandado  ba  poseído  por  treinta  años,  á  con- 
tar desde  el  de  1836,  con  buena  té  y  Justo  título,  bienes  que 
fueron  vinculados,  es  procedente  á  todas  luce«  la  acción  de 
prescripción.  {Cas.  núm.  84.) 384 


ALF  ABÉ  tico.  '  5!Bte 


CAPiTctAciONES  MATRitfONiALEs.-4Los  pac^os  establecidos  en  capitu- 
laciones matrimoniales  equivalen,  fegun  la  antigua  juris- 
prudencia de  Cataluña,  á  una  8ustitucion  hereditaria  irre- 
vocable, si  tos  otorgantes  no  se  reservaron  el  derecho  de 
variarlos.  (Cas.  nám.  12.)... ¿.  ..;;...* * 49 

Cauciow.— La  ley  10,  til.  83,  Partida  7.»,  dice  que  «caución  esse- 
guramiento  que  el  debdor  ha  de  facer  al  señor  del  deb  Jo, 
dando  fiadores  valiosos  ó  p^^ños.»  (Co«.  tiiim.  44.)...* 169 

Cláusula  testahentaria. — Véase  Testamente. 

CoMPEtENCiAS.— AfctonM  períonoíM.— Tratándose  de  acciones  per- 
sonales, es  competente  al  Juzgado,  cuando  á  él  pertenece  la 
villa  en  que  se  contrajo  la  obligación,  es  el  deudor  vecino 
de  la  misma,  y  además  éste  se  ha  sometido  tácitamente  á  la 
jurisdicción  de  aquel.  {Comp^.  núm,  2.) 9 

-^—  Según  el  párrafo  3.'- del- art.  8.*  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil,  es  Juez  competíante  para  conocer  de  los  plei- 
tos en  que  se  ejercitan  acciones  personales,  el  del  lugar  en 
que  deba  cumplirse  la  obligación,  y  á  taita  de  éste,  á  elec- 
ción del  demandante  el  del  domicilio  del  demandado,  ó  ei 
del  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él,  aunque  sea 
accidentalmente,  puede  ser  emplazado.  {Comp,  núm,  19)...        59 

Es  Juez  competenire  para  conocer  de  Ids  pleitos  en  que 

se  ejercitan  acciones  personales  el  del  logar  en  que  deba 
cumplirse  la  obligación .•  (Comp.  nt^m.  89.).. * 155 

No  constando  cuál  habia  de  ser  el  liigí»r  del  cumpli- 
miento del  contrato,  y  ejercitándoise  una  acción  personal,  el 
Juez  competente  es  el  de!  domicilio  del  demandado,  según 
lo  dispuesto  en  el  párrafo  tercero,  art.  5.*  de  la  Ley  de  En- 
juiciamiento civil.  (Comp.  iitim.  45.).... .-. 173 

'-  Es  Juez  competente  cuando  se  ejercitan  acciones  per- 
sonales el  del  lugar  en  que  dí^ba  cumptitse  la  obligación,  y 
á  falta  de  éste,  el  del  domicitto  del  demandadOiá  elección 
del  demandante.  {Cemp,  núm,  Ifi.) ; ,      542 

S^gun  el  párrafo  tercero  del  art.  5;'  de  la  Ley  déEojui"- 

ciatúiento  civil,  es  Jaez  competeínte  para  conocer  de  los  piel- 
tos  en  que  se  ejerciten  acciones  pérsornalés  el' del  logar  en 
que  deba  cuniplirse  ^a^obligadioni  y  á  faka  de  ésto,  átlec^ 
cion  del  demandátite  ,^^l  del'  dbtñíoilí(y  del  demandírdo,  6  el 
del  lugar  del  contrato,  si  hallándose  en  él,  annq^e  acciden- 
talmente, puede  áfr  ehfpfíái^^k).  (Cówp.  «ntlm;  124.) .  .¿ «     -to 

Attos  íe  óonctliddoir.'^Segtm  élatt.  ^0  de  la  Ley  provisional 
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para  la  organización  del  poder  judicial,  que  sólo  ha  modifi- 
cado el  204  de  la  de  Enjuiciamiento  civil  en  la  preferencia 
que  éste  deba  á  Ja  prevención,  los  Jueces  municipales  del 
domicilio,  y  en  su  defecto  los  de  la  residencia  del  deman- 
dado, son  los  únicos  competentes  para  autorizar  los  actos 
de  conciliación  que  entre  ellos  se  promuevan. 

Esto  supuesto,  en  tanto  podrá  conocer  el  de  la  residencia 
en  cuanto  se  ignore  ó  falte  el  de  la  vecindad.  (C<mpeieneia 
número  95.) • 413 

Acumulación  de  aiito«.— Si  puede  decretarse  la  acumulación 

de  otro  juicio  al  de  testamentaria,  ha  de  ser  conforme  á  la 
causa  4.'  del  art.  157  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil, 
cuando  en  él  se  haya  deducido  ó  se  deduzca  alguna  acción 
contra  el  caudal,  y  que  sea  esta -acción  de  naturaleza  acu- 
mulable. 

Para  la  acumulación  de  acciones  diversas  bajo  un  sólo  or- 
den de  procedimiento,  es  indispensable,  entre  otros  requi- 
sitos, la  unidad  é  identidad  de  la  cosa  litigiosa.  {Campeten- 
eia  núm.  I.).... • 5 

Acumulación  de  autos  á  un  conctcr^o.— Para  que  tenga  lugar  lo 

dispuesto  en  los  artículos  519  y  5^  de  la  Ley  de  Eujuicia- 
miento  civil  sobre  acumulación  de  juicios  ejecutivos  á  un 
concurso,  sea  voluntario  ó  necesario,  es  indispensable  que 
en  ellos  no  ha^ia  recaído  sentencia  de  remate  consentida  por 
el  deudor,  ó  contra  la  cual  no  hubiera  éste  promovido  re- 
curso alj^uno,  cuya  doctrina  es  conforme  á  la  establecida 
por  el  Tribunal  Supremo  en  repetidas  sentencias.  {Competen- 
cia núm.  108.) 474 

Concurso  de  acreedores.-^Ei  juicio  de  concurso  es  universal 

y  á  él  deben  concurrir  todos  los  acreedores  del  concursado 
estando  debidamente  citados.  (Comp.  núm.  40.) 157 

Pago  de  alquileres.— -Ei  pago  del  alquiler  de  las  habitaciones 

y  cercauos  que  ocupó  el  demandado,  debe  verificarse  en  el 
pueblo  donde  existan  las  fincas  y  se  haya  verificado  el  con- 
trato. {Comp.  núm.  101.) • •      448 

Sumisión  expresa  ó  tácita.S^gnn  el  art.  2.*  de  la  Ley  de 

Eüjuiciamieuto  civil,  es  Juez  competente,  para  conocer  de 
los  pleitos  á  que  dé  origen  el  ejercicio  de  las  acciones  de 
toda  clase,  aquel  á  quien  los  litigantes  se  hubiesen  some- 
tido expresa  ó  tácitamente.  (Comp.  núm.  109.) 471 

0>HPRA-vEifTA.^Por  regia  general  el  peligro  y  el  cómodo  de  la 
cosa  corresponde  al  comprador.  {Cas.  núm.  liS.) BN 

CótiDuiAcioif  DB  (.osTAS.— Véase  Costas. 

;  .COHGhOBKaA  EXTBB   LO  PBU»0   T   LO    mBSUELTO. — NO    OS    pOSÍblO    q¡W 

haya  falta  de  congruencia  «itre  las  pretensiones  de  las  par  . 
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tes  y.  la  senteDcia  qoe  absuelve  de  la  demanda  al  deman- 
dado, afgon  lo  tiene  repetidas  veces  declarado  el  Tribunal 
Supremo.  {Cas.  núm.  113)... • 498 

CoNSTrriicioN  del  depósito.— Interpuesto  y  admitido  recurso  de  ca- 
sación contra  sentencia  definitiva  pronunciada  por  una  Au- 
diencia, ésta  sólo  tiene  ya  jurisdicción  para  exigir  el  de- 
pósito prevenido  por  la  ley,  y  no  puede  conocer  de  ningún 
otro  incidente,  según  lo  mandado  expresamente  en  el  pár- 
rafo final  del  art.  1.0S5  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 
fio  cumpliendo  el  recurrente  con  la  constitución  del  de- 
)>ó8ito»  y  acusada  oportunamente  la  rebeldía,  procede,  según 
la  misma  ley,  la  deserción  del  recurso.  (Apel.  núm,  54.)...      809 

ConrmATo  be  Sociedad.— El  art.  867  del  Código  de  Comercio  fija 
las  obligaciones  de  los  socios  entre  sí;  en  el  347  se  previe- 
ne que  ningún  socio  pueda  exigir  la  entrega  de  lo  que  le 
corresponda  basta  que  se  haya  satisfecho  todos  los  créditos 
de  la  Compañía;  y  los  artículos  1.038,  1.039  y  1.041  del 
mismo  Código  se  refieren  á  los  efectos  y  retroacción  de  la 
declaración  de  quiebra.  (Cot.  núm,  38.) •..      15S 

Contratos.— La  apreciación  de  si  un  contrato  se  ha  celebrado 
en  fiaude  de  los  acreedores,  le  corresponde  exclusivamente 
á  la  Sala  sentenciadora,  que  la  estima  en  vista  de  las  prue- 
bas aducidas  por  las  partes.  (Coi,  núm,  35.) 138 

Segnn  doctrina  establecida  por  el  Tribunal  Supremo,  lo 

convenido  entre  partes  es  ley  del  contrato,  á  no  ser  que 
sea  opuesto  á  otras  disposiciones  legales ,  y  en  tanto  obli- 
gan los  contratos  á  los  herederos,  en  cuanto  son  válidos 
y  lícitos.  {Cas.  núm.  69.) 893 

Costas.— Las  leyes  87,  tít.  83,  Partida  3.',  y  8.*,  tít.  19,  libro  11 
de  la  Novísima  Recopilación,  se  refieren  á  las  costas  de  se- 
gunda instancia,  y  según  aquella,  cuando  se  revoca  la  sen- 
tencia del  inferior  ninguna  de  las  partes  debe  dar  costas  á 

la  otra.  {Cas.  núm.  9.) 80 

Ni  la  ley  8.\  tít.  88,  Partida  8.'  ni  el  buen  sentido  per- 
miten que  se  condene  en  costas  al  demandado  cuando  se 

1^  absuelve  de  la  demaqda.  (Cas.  núm.  88.) 879 

Los  artículos  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  en  que  se 
trata  de  la  tasación  de  costas,  no  pueden  servir  de  funda- 
mento para  un  recurso  de  casación  en  el  fondo,  por  refe- 
rirse al  orden  del  procedimiento.  {Cas.  núm.  98.) 487 

Las  costas  del  juicio  ejecutivo ,  una  vez  dictada  y  pasada 
en  autoridad  de  cosa  juzgada  la  sentencia  de  remate ,  son 
de  cargo  exclusivo  del  ejecutado,  y  deben  satisfacerse ,  así 
como  la  deuda  principal,  del  producto  de  los  bienes  em- 
bargados» no  pudiendo  aplicarse  las  sumas  realizadas  á  ob- 
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jeto  nia¡;uno  antes  de  que  sea  reintegrado  coitipletamente 
el  ejecutante ,  á  no  ser  que  aquel  haya  sido  declarado  pre- 
ferente por  ejecutoria.  (Cos.  núm.  lli.) , BOt 

Cuestiones  de  competencia.— Según  el  art.  111  de  la  Ley  de  En* 
juiciamiento  civil,  contra  las  decisiones  de  las  Audiencias 
sobre  cuestiones  de  competencia  no  se  da  otro  recurso  qoe 
el  de  casación  en  su  caso  y  lugar,  lo  que  hace  referencia 
á  la  caus»  7.*  de  las  expresadas  en  el  art.  1.018  de  la  mis- 
ma ley,  que  son  las  en  que  puede  fundarse  el  recurso  de 
casncion  en  la  forma.  {Apel,  núm.  93.) 86 

CuMPLiHiEMTo  DE  UNA  EJEcoTORiA.— Al  determinar  la  Sala  senten- 
ciadora el  modo  de  cumplirse  una  ejecjitoria  del  Tríbonal 
Supremo,  no  puede  resolver  cuestiones  de  derecho  diversas 
de  las  que  aquella  resolvía,  sino  que  deben  ser  objeto  de 
Juicio  separado.  {Cas,  núm.  85.) • 368 

.  Yéase  Sentencias  definitivas. 


Declaración  de  pobre  para  litigar  en  tal  concepto. — Yéase  De- 
fensa por  pobre. 

Defensa  por  pobre.— Si  bien  el  art.  188  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil  ordena  que  se  declare  el  beneficio  de  pobreza 
á  los  que  vivan  de  un  salarlo  eventual  permanente ,  que  no 
exceda  del  doble  jornal  de  un  bracero  en  cada  localidad, 
el  referido  artículo  se  subordina  á  lo  dispuesto  rn  el  184, 
por  el  cual  se  deniega  la  defensa  por  pobre  ¿  todos  los  Com- 
prendidos en  alguno  de  los  casos  del  182  cuando  se  infiera 
á  juicio  del  Juez,  por  cualesquiera  signos  exteriores,  qae 
tienen  mf  dios  stiperiores  al  doble  jornal  de  un  bracero  en 
cada  localidaJ.  {Cas.  núm,  13.) ....••       53 

— '-  Según  lo  prevenido  en  el  art.  195  de  la  L«y  de  Enjaicía- 
miento  civil ,  la  sustanciacion  de  la  pretensión  de  pobreza 
se  acomodará  á  los  trámites  establecidos  páralos  íncid^nles 
en  los  juicios  ordinarios ,  y  con  arreglo  ft  lo  dispuesto  por 
los  artículos  889  y  890  se  sustanciará  por  ios  mismos  Iráml-  - 
tes  cualquier  incidente  que  ocurriere  en  segunda  instancis, 
siendo  supücabie  ante  la  misma  Sala  \ú  procidencia qoe  en 
él  recayere.  • 

Promovido  un  incidente  de  pobreza  en  una  Audiencia.- 
es  suplicable  ante  la  misma  h  providencia  que  sobre  él  re- 
caiga, no  ejercitándose  este  recurso  ordinario-,  esinadmi- 
Bible  él  extraordinario  de  capación,  según  reiierádameme^lo 
taá  acordado  el  Triblinai  Supremo.  (Apaí.  núm,  30^}.w.«4<iiu.     IH 
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Defensa  por  i^oiitÍB.'*-El  art.  184  de  la  Loy  de  Enjuiciamiento  tívii 
dispone  terminaTitpmente  qae  no  se  otorgará  la  defensa  por 
pobre  á  los  comprendidos  en  ios  casos  expresados  en  el 
art«  182,  x^uando  á  }uicio  de  los  Jae<^s  se  infiera  de  cuales- 
quiera signos  exteriores  que  el  litigante  tiene  medios  supe- 
riores ai  jornal  doble  de  un  bracero  en  cada  localidad. 

Cuando  la  Sala  usi  de  la  facultad  ilimitada  que  le  con* 
cede  el  art.  184,  son  inaplicables  todas  las  demás  disposi- 
ciones legales  referentes  á  la  apreciación  de  las  pruebas. 
( Casación  núm.Sl.) 121 

S'gun  el  art.  192  de  la  misma  ley,  si  bien  puede  solici- 
tarse el  beneficio  de  pobreza  después  de  la  segunda  instancia» 
esto  ha  de  hacerse  en  la  Audiencia  para  interponer  el  re- 
curso, ó  en  el  Tribunal  Supremo  para  seguirlo,  ó  lo  que  es 
lo  mismo,  ante  la  Autoridod  judicial  que  conserve  la  juris- 
dicción necesaria  para  continuar  el  procedimiento.  {Apelan 
cion  núm.  54.) 809 

El  no  hallarse  el  que  solicita  la  defensa   por   pobre  para 

litigar,  en  ninguno  de  los  casos  expresados  en  el  art.  182, 
no  es  bastante  para  que  no  se  le  declare  pobre,  puesto  que 
es  además  indispensable  que  no  aparezca,  al  juicio  del  Juez, 
que  por  otros  cualesquiera  signos  ^sleriores  no  reúne  medios 
superiores  al  jornal  de  dos  braceros  en  cada  localidad,  en- 
tendiéndose por  ésta  la  cabeza  d^^  partido  judicial  del  que 
solicita  la  defensa  por  pobre.  {Cas,  núm,  68.) 291 

Las  disposiciones  del  art.  182  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 

civil,  ac("rca  de  las  circunstancias  para  ser  declarado  pobre, 
se  subordinan  á  las  de!  184  de  la  misma  ley,  por  el  cual  se 
designa  d  beneficio  á  los  comprendidos  en  cualquiera  de 
los  casos  del  expresado  art.  182  cuando  se  infiere,  á  juicio 
del  Jupz,  fiel  nárnero  de  criados  ,  del  alquiler  de  la  casa,  ó 
de  otros  cualesquiera  signos  exteriores  ,  que  tienen  medios 
superiores  al  doble  jornal  de  un  bracero  en  cada  localidad. 
{Casación  núm,  7i.) 313 

El  auto  declarando  que  uno  de  los  litigantes  debió  y  debía 

usar,  mientras  no  obtuviese  la  decl'iracion  de  pobre,  el 
papel  sellado  como  rico,  aunque  asistiéndole  sin  exigírsele 
derechos ,  no  pone  término  al  juicio  ni  hace  imposible  su 
continuación ,  ni  resuelve  siquiera  si  aquel  tiene  derecho  á 
la  dí>fpnsa  por  pobre  solicitada.  {Apel  núm.  102  ) 4S0 

Denegación  de  diligencias  de  prueba. — Véase  Fundamento  del  recurso. 

Depósito  para  la  admisíon  del  recurso. — Véase  Procedimiento. 

Desahucio.— Según  el  párraf  >  se^'undo  del  art.  6.*  de  la  ley  de  83 
de  Junio  de  1857,  que  reformó  la  de  Enjuiciamiento  civil 
respecto  al  juicio  de  desahucio,  admitiendo  el  recurso  de 
I.  38 
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casación  y  cualquiera  que  sea  su  estado,  se  considerará  de- 
sierto si  durante  su  sustanciacion  dejaren  de  pagarse  las 
rentas  vencidas  ó  de  satisfacerse  las  que  corresponda  ade- 
lantar. {Cas.  núm.  47.) 184 

Desahucio.— Cuando  se  ejercita  la  acción  personal  de  desahucio  el 
demandado  tiene  la  obligación  de  dejar  expedita  la  finca 
sin  que  le  exima  de  ella  el  suponer  nuevos  contratos  ver- 
bales de  arriendo  con  el  apoderado  del  demandante.  (Sen- 
tencia núm.  50.) 19i 

— »  En  el  caso  de  que  por  llevar  unas  tierras  se  han  estado 
pagando  anualmente  ciertas  cantidades  de  frutos,  queda  de- 
mostrado que  los  pagadores  los  llevan  en  concepto  de  arren- 
datarios, y  por  lo  mismo  pueden  ser  desahuciados  mientras 
no  se  pruebe  lo  contrario,  según  lo  tiene  declarado  el  Tri- 
bunal Supremo  en  sentencia  de  14  de  Febrero  de  1862.  {Ca- 
sación núm.  65  ) 27& 

Deslinde  t  amojonamiento. — Cuando  los  demandantea  solicitan  el 
deslinde  y  amojonamiento,  el  fallo  de  semejante  pretensión 
debe  limitarse  á  los  efectos  jurídicos  que  le  est^n  señalados 
por  las  leyes,  sin  extenderse  á  resolver  cuestión  ninguna  de 
propiedad,  que  solamente  podía  promoverse  á  virtud  de  la 
correspondiente  demanda  reivindicaloria,  alegando  y  justifi- 
cando el  dominio  de  terreno  ó  terrenos  á  que  se  refiera.  {Ca- 

sacian  núm.  99.) 434 

Diligencias  db  apkemio. — Contra  una  sentencia  dictada  en  unas 
diligencias  de  apremio,  sobr^  el  complemento  de  un  juicio 
ejecutivo,  no  procede  el  recurso  de  casación  por  infracción 
de  ley  y  doctrina  lej^al,  con  arreglo  á  los  artículos  I.OIO  y 
1.014  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  {Apel.  núm.  3.)....  12 
DocuMETTOs  PÚBLICOS. — El  art.  281  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento 
civil  se  re fí«'re  á  documentos  públicos  otorgados  en  España. 

{Casación  núm  S  ) « 26 

Donación.— La  ley  2.',  tít.  7.',  libro  10  de  la  Noví<<ima  RAcopiia- 

cien  prohibe  la  donación  de  todos  los  bienes.  {Cas.  núm.  66.)      284 

La  Constitución  única  del  tít.  9.*,  libro  8.',  volumen  1.' de 

las  de  Cataluña,  declara  nulas  en  su  totalidad  las  donacio- 
nes no  InsinuadHs  de  la  mayor  parte  del  patrimonio,  ó  su- 
periores 4  500  florines,  que  perjudiquen  ó  puedan  periudicar 
á  acreedores  aunque  sean  posteriores.  {Cas.  núm.  119.).  •••      58t 
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Enriquecerse  con  perjuicio  de  otro.— -La  doctrina  de  qae  nadie 
puede  hacerse  rico  con  la  hacienda  »gena,  no  tiene  aplica- 
ción al  caso  en  qne  el  reclamante  no  prestó  ai  demandado 
servicio  alguno,  del  qae  resultase  á  éste  provecho  ó  utilidad. 
{Casación  núm.  52.) 200 

Escritura  pürlica.— La  ley  117,  tit.  18  de  la  Partida  3.*  admite 
la  impugnación  de  una  escritura  pública  en  que  se  consigne 
una  deuda,  si  el  reconvenido  á  virtud  de  ella  para  su  pago 
probase,  por  medio  de  otra  escritura  pública  ó  de  cuatro 
testigos  hábiles  y  leales,  que  durante  todo  el  dia  en  que  se 
supone  otorgada  se  había  hallado  á  tanta  distancia  del  lu- 
gar de  su  otorgamiento,  que  le  fuese  físicamente  imposible 
encontrarse  en  él. 

Para  rechazar  como  falsa  una  escritura  pública,  con  ar- 
reglo á  la  mencionada  ley,  es  indispensable  que  se  suminis- 
tre la  prueba  en  ia  misma  prevenida.  {Cas,  númi  14.) 56 


Facultad  de  comparecer  en  juicio.— Li  facultad  de  comparecer  en 
Juicio  ps  inherente  al  pleno  ejercicio  de  los  derechos  civiles 
y  por  tanto,  el  mavor  de  veinticinco  años ,  aunque  sea  hi]o 
de  fftmilia,  se  halla  revestido  de  esa  capacidad  respecto  á 
los  bienes  indicados  en  que  tiene  el  dominio ,  usufructo  y 
administración.  (Cas.  núm,  13.).. 165 

Fiador.— La  ley  3.\  tít.  18.  libro  3.*  dei  Fuero  Real,  exige  exen- 
ción en  los  bienes  del  principal  obligado  antes  de  dirigirse 
contra  el  fiador.  {Cas,  núm,  53.) 203 

Fianzas.— La  prohii^icion  de  afianzar  por  otras  personáis,  que  con- 
t¡pn<*  la  ley  7.\  til.  11,  libro  10  de  la  Novísima  Recopilación 
se  refiere  exclusivamente  á  los  simples  labradores  según  lo 
d^mnpsrra  su  mi'^mo  t^^xto.  {Cas,  núm.  11.) ■      39 

Fraude  A  acreedores. — Véase  Contratos, 

Fuerza  de  obligar  de  los  documentos. — Si  el  documento  en  que 
uno  se  confiesa  deudor  puede  ser  obligatorio  contra  él,  no 
sucede  lo  mismo  resp^'cto  á  otro  acreedor  mlstintiguo,  es- 
pecialmente si  el  deudor  al  otorgarlo  aparecía  insolvente. 
(ranacion  núm.  6?í.)  265 

Fundamento  de  la  demanda.— Coando  los  demandados  no  oponen 
razón  alguna  contra  los  hechos  de  la  demanda  conviniendo 
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en  ellos,  y  oponiendo  la  excepción  de  la  entrega  de  cierta 
cantidad ,  no  paeden  alegar  qae  no  está  probada  la  de- 
manda. (Cas,  núm,  2i.) '/. S9 

Fundamentos  del  recorso. — La  no  admisión  de  una  denuncia  cri- 
minal ,  no  puede  servir  de  fundamento  ni  tomarse  en  con- 
sideración para  recursos  de  casación  civil.  {Cas.  núm.  13.)..       5S 

Contra  los  considerandos  de  la  sentencia  no  procede  el  re- 
curso de  casación,  como  lo  tiene  declarado  el  Tribunal  Su- 
premo. {Cas.  núm.  2t>.) • 101 

Cuando  la  falta  de  personalidad  se  presenta  no  como  ex- 
cepción dilatoria,  sino  como  perentoria,  y  bajo  este  carácter 
se  discute  en  tolos  los  períodos  del  pleito  y  resuelve  en  la 
sentencia  definitiva,  no  puede  servir  de  motivo  de  casación 
par^  un  recurso  sobre  forma  del  procedimiento.  {Cas.  nú- 
mero 28) 112 

Contra  los  considerandos  de  la  sentencia  no  se  da  recurso 

de  casación,  como  lo  tiene  declarado  repetidamente  el  Tri- 
bunal Supremo.  {Cas.  núm.  46.) 176 

Con  arreglo  á  la  causa  6  *  de  las  seña/adas  en  el  art.  1.013 

de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  puede  fundarse  el  recurso 
de  casación  en  la  denegicioa  de  cualquiera  diligencia  de 
pru-ba  admisible  según  las  leyes,  cuya  falta  baya  podido 
producir  indefensión.  {Cas.  núm.  79.) 338 

Contra   las  sentencias  de  los  Tribunales  superiores,  que 

recaen  sobre  cuestiones  de  competencia,  no  se  da  recurso 
de  casación  fundado  en  el  art.  1.012  de  la  Ley  de  Enjuicia* 
miento  civil ,  según  repetidamente  tiene  declarado  el  Tri- 
bunal Supremo.  {Cas.  núm.  89.) .' 385 

Li  falta  de  recibimiento  á  prueba,  de  que  habla  la  causa 

,  cuarta  del  art.  .1.013  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  sólo 
puede  estimarse  como  motivo  para  un  recurso  de  casación 
en  la  forma,  cuando  la  prueba  que  se  ha  denegado  proceda 
con  ?irreglo  á  derecho.  (Caí.  núm.  92  ) 397 

La  falta  de  intervención  d-l  apelado  en  la  segunda  instan- 
cia, á  pf sar  de  haber  sido  citado  y  emplazado  en  debida 
forpaa  su  Procurador,  y  el  no  habérsele  hecho  posterior- 
mente las  notitícaciones  en  estrados,  cual  correspondía,  no 
puede  servir  de  fundamento  para  un  recurso  de  casación  en 
el  fondo.  (Ca«   nt^m.  100.).. Ujl 

y édse  Admisión  del  recurso. 

H 

/ 

Hered^ao  i^NivfssAL  KN  CATALcÑÁ.*-fin  CataluQa,  el  hijo  ins^titnido 
hesedeiFp .  por,  el  padre,  e»  suce&or  univeisai,  en  el  que  r#T . 
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caen  todos  sus  bienes,  derechos  v  obligaciones,  entre  estas 
la  de  satisfacer  á  sus  hermanos  lo  que  les  corresponda  por 
legitima  ó  impedimento  de  la  misma»  según  los  bienes  que, 
dado  el  fallecimiento  del  padre,  y  el  vaíór  qné  ént'<5nces  te-'  * 
nian  por  ser  la  época  en  que  se  causaron  dichas  obligació-  ''' 
nes,  si  bien  con  la  elección  de  hacerlos  en  bieldes  heredita- 
rios ó  en  dinero,  atendido  aquel  valor.  (Ca«.  ntíin.  31.)...:     127 

I 

Impugnación  de  una  EscnrruRA. — Véase  Escritura  púUica. 

Imcwentes  posesorios*—- Contra  los  incidentes  posesorios  no  se  da 
recurso  de  casación,  fundado  en  ser  la  sentencia  contraria 
á  ley  y  doctrina,  conforme  al  art.  1.014  de  laLey  de  En- 
juiciamiento civil.  (Apel.  núm.  i^.) 162 

Inteligencia  de  ün  contrato. — Según  doctrina  establecida  por  el 
Tribunal  Supremo,  cuando  se  suscite  duda  sobre  la  inte- 
ligencia de  las  palabras  y  cláusulas  dé  ún  cbntrato,  éí  juz- 
gador, combinando  estas  entre  sí  y  con  las  pruebas  adu- 
cidas durante  el  Juicio,  debe  fijar  su  verdadera  inteüi^encia, 
ateniéndose  para  ello  más  especialmente  ai  objeto  ú  fin  que 
se  propusieron  los  contratantes  al  celebrar  el  contrato.  {Ca- 
sación núm,  67.) •• 287 

Ihterposicion  del  recurso  de  casación.  — -  El  recurso  de  casación, 
como  remedio  extraordinario,  no  puede  emplearse  útilndénte 
contra  aquellos  procedimientos,  sin  haber  utilizado  ánt^s 
los  recursos  ordinarios  de  que  puede  valerse  el  recurrente. 
{Apelación  núm.  55.)*  * 218 


Juicio  de  concurso. — Véase  Concurso  de  acreedores. 

Juicio  ejecutivo.— Dirigiéndose  la  acción  ejecutiva  contra  los  bie- 
nes de  una  persona  como  heredero  del  deudor,  no  puede 
éste  legalmente  presentarse  con  el  carácter  de  tercer  oposl* 
tor  en  el  mismo  juicio,  porque  seria  á  la  vez  demandante  y 
demandado,  y  en  su  consecuénbia  la  Saitt  Sentenciadora  al'    i 
repeler  la  demanda,  declarando  que  los  ejecutantes  iió  de- 
ben contestaría,  no  infringe  el  art.  237  de  ia  Ley  dé  Enrjui- 
ciami^Dto  civil,  que  precísamete  comprende ^ntre  las  ex- 
cepcionts  dilatorias  la  de  defecto  legaVenel'modó'de'prt)-^    ' ' 
poner  la  demanda.  (Caí.  ntlmi  10.).. •'••^- .¿¿..I.........      '3i 

— ^  y éSise  Sentencias  definitivas.  '.-o  .    ..  v 
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Laudo  de  amigables  componedores. — Es  indispensable  recurrir  con- 
tra el  laudo  de  ios  amigables  componedores  para  detener 
sns  efectos  dentro  de  los  diez  dias  que  señalan  las  leyes  23 
y  35  del  tít.  4/,  Partida  3.';  porque  pasados,  el  fallo  queda 
firme  y  debe  llevarse  á  ojpcucion  sin  que  sea  posible  re- 
curso alguno  contra  él.  (Cas.  núm,  37.) lU 

Legados.— Cuando  un  testador  deja  cierto  legado,  con  la  condi- 
ción de  que  se  pagaría  la  cantidad  en  que  consistía,  á  la 
mnerte  de  su  esposo  ó  á  la  de  su  sobrina,  si  ésta  era  lla- 
mada á  sucederle  en  sus  bienes,  no  ba  llegado  el  día  de 
pagarse  el  mencionado  legado  si  aun  á  pesar  de  haber  con- 
traído segnndas  nupcias  la  esposa  del  testador,  y  haber  pa- 
sado los  bienes  á  la  sobrina  del  mismo,  vive  ésta.  {Casación 
número  71.) 300 

Legítima.~No  corresponde  tratar,  en  un  juicio  sobre  legítima, 
acerca  de  la  existencia  de  un  vínculo,  cuáles  eran  los  bie- 
nes de  su  dotación  y  las  vicisitudes  que  han  podido  tener 
con  motivo  de  la  supresión  de  las  vinculaciones.  {Casación 
número  34.) 127 

Letes  debogadas.— La  ley  21 ,  tít.  89 ,  Partida  3.',  no  está  dero- 
gada por  la  5.%  tít.  8.*,  libro  11  de  la  Novísima  Recopila- 
ción, porque  ambas  se  refieren  á  diferentes  objetos.  {Casa- 
ción núm.  7.) 22 

La  Ley  de  Enjuiciamiento  ha  derogado  en  su  artículo  final 

la  5.',  tít.  22,  Partida  3.*,  como  todas  las  que  se  refieren  á 
los  trámites  y  sustanciacion  de  los  negocios  civiles.  {Casa- 
ción núm.  62  ) Wl 

Las  leyes  28  y  32  di  1  tít.  16,  Partida  3.',  sobre  la  fuerza 

probatoria  de  los  dichos  de  los  testigos,  han  sido  modifica- 
das esencialmente  por  el  art.  317  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil,  sin  que,  por  lo  mismo,  pueda  fundarse  recurso 
sobre  su  infracción,  (üij.  nilm.  71.) SIS 

Letes  infrihgidas.— No  expresándose  en  el  recurso  el  fundamento 
en  que  se  apoya  la  supuesta  infracción  de  ley ,  doctrina  ó 
jurisprudencia,  no  puede  decirse  que  han  sido  infringidas 

.     por  la  ejecutQría.  (Ca#.  núm,  24.)..... 8S 

—  No  habiéndose  faltado  á  ias  reglas  de  la  sana  crítica,  ni 
tenido  el  criterio  judicial  otro  fundamento  que  lo  alegado 
y  probado,  no  puede  decirse  que  han  siio  infríngidas  la 
ley  38,  tít.:  16,  Partida  3/,  ni  la  doctrina  1  gal  de  que  los 
,  •  fallos  deben  dictarse  secundum  allégala  et  probata.  {Casaeion 
número  94.) '. ttJl. 
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Leyes  infringidas.— No  pueden  considerarse  infringidas  por  ana 
sentencia,  le>es  ni  doctrinas,  que  no  tienen  aplicación  ai 

caso  de  autos.  {Cas.  núm,  10.)... 34 

I¿ual  declaración.  {Cas.  núm.  18.) 74 

I lem.  (Caí.  ntim.  24  ) •.•.  fH 

ídem.  {Cas.  núm.  60.) Sá3 

. ídem.  {Cas.  núm.  86.) 3K7 

ídem.  {Cas.  núm.  98.) 127 

ídem.  {Cas.  núm.  100.) 413 

ídem.  {Cas.  núm.  103.) 153 

ídem.. (Caí.  núm.  113  )./. 498 

ídem.  {Cas.  núm.  125.) 559 

Mem.  {Cas.  núm.  126.) 555 

Leyes  reformadas.— La  ley  2.*,  tít.  1.%  iibro  6.*  de  la  Novísima 

Recopilación,  la  Real  provisión  del  Consejo  de  20  de  Diciem- 
bre de  1768,  y  la  Real  Cédula  de  6  de  Diciembre  de  1785^ 
fueron  reformadas  por  la  ley  de  8  de  Junio  de  1813,  resta- 
blecida eu  6  de  Setiembre  de  1836,  en  virtud  de  la  cual  los 
propietarios  pueden  disponer  libremente  de  las  fincas  como 
mejor  les  convenga.  {Cas.  núm.  65.) 276 

M 

MiNDAS.-rLa  ley  34,  tít.  9.',  .Partida  6.*,  dispone  que  la  manda 
hecha  bajo  condición,  muriendo  el  legatario  í^ntes  de  cum- 
plirse la  condición,  no  vale  ni  puede  pedir  su  liererlero,  sino 
que  debe  haberla  el  heredero  del  testador.  (Cas.  núm.  26.).      101 

MA^DATO.— En  los  contratos  de  mandato ,  cuando  los  mandantes 
no  se  obligaron  á  no  revocar  las  facultades  otorgadas,  es 
muy  claro  que  dependía  de  su  voluntad  retirárselas  al  m'^n- 
datario,  del  mismo  modo  que  se  las  concedieron.  {Cas.  nú- 
mero  107.) 471: 

Manos  muertas. — Véase  Adquisición  de  bienes  por  manos  muertas. 

Modo  de  obligarse.— La  ley  1.*,  tít.  1.*,  libro  10  de  la  Novísima 
Recopilación  consigna  el  principio  general  de  que,  de  cual- 
quier modo  que  aparezca  que  una  persona  quiso  obligarse 
á  otra,  queda  obligada.  (Caí.  núm.M.) 195 

Morosidad  en  el  complimieeto  de  obligaciones  mercantiles. — Véase 
Obligaciones  mercantiles. 

Motivo  de  casación. — Véase  Fundamentos  del  recurso. 
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N       . 

Nulidad  jms  las  sejntencias.— Si  bien  es  cierto  que  la  ley  1.%  tít.  18» 
libro  10  de  la  Novísima  Recopilación  cobcede  el  término  de 
sesenta  dias  para  pedir  la  nulidad  de  las  sentencias,  se  re- 
fiere á  las  que  se  pronunciaren  por  ios  Jueces  ordinarios,  y 
de  ningún  modo  á  las  de  los  amigables  componedores,  que 
tienen  por  báselos  convenios  y  obligaciones  que  seban  im- 
puesto los  iotere&ados.  {Cas,  núm.  37.) 140 

Nulidad  de  om  contrato.— La  suspensión  de  las  obras  durante  el 
juicio  de  nulidad  del  contrato  no  priva  á  los  demandados, 
ni  temporal  ni  perpetuamente,  de  ninguno  de  ios  derechos 
adquiridos  por  virtud  de  las  estipulaciones  consignadas  en 
el  mismo,  por  cuanto  dicha  suspensión  se  umita  á  un  hecho 
cuyas  consecuencias  pueden  ser  objeto  del  Juicio  principal. 
(Admisión  núm,  56.) • 219 

Nulidad  ó  rescisioh  de  un  contrato.— Guando  el  interesado  como 
marido  de  la  que  siendo  i^oltera  tomó  parte  en  una  sociedad, 
recibió  del  gerente  por  espacio  de  seis  años  ios  estados 
mensuales  del  movimiento  de  los  fondos  de  la  sociedad  y 
manifiesta  en  una  carta  la  parte  que  en  ia  misma  tenia ,  no 
puede  iUi pugnar  como  nulo  ó  rescindido  el  mencionado  con- 
trato. (Cas.  núm.  25.) 94 


Objeto  del  recurso.— No  siendo  un  punto  del  pleito  del  interés 
de  la  parte  recurrente,  no  tiene  derecho  para  comprenderle 
en  su  recurso.  {ApeL  núm.  4.) 13 

Obligaciones  mercantiles.^Eí  art.  261  del  Código  de  Comercio  dis- 
pone que  la  morosidad  en  el  cumplimiento  de  las  obligacio- 
nes mercantiles  no  comienza  sino  desde  que  el  acreedor  In-* 
terpela  judicialmente  ai  deudor.  {Cai.  núm,  73.) 307 


Pastos.— La  ejecutoría  que  manda  cumplir  los  pactos  convAni-^ 
dos  por  los  interesados  no  quebranta  la  ley  4.*,  tít.  10,  Par- 
tida 5.'  (Cas.  núm,  17.) C9 

PiGuuo.-^\un  con  anterioridad  á  la  publicación  de  la  Ley  pro- 
visional de  Matrimonio  civil,  cuyo  art.  64  declara  emanci- 
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pado  de  derecho  al  hijo  le^timo  desde  g»e  hubiese  entrado 
60  la  mayor  edad ,  tenia  esté)  el  pleno  dominio  y  adminis- 
tración de  los  bienes  que  consticóyeran  su  peculio  cástrense 
ó  cuasi  castrense ,  la  propiedad  de  los  que  forman  su  pe- 
culio adventicio,  ó  sea  de  los  que  adquiriera  por  cualquier 
título  lucrativo  ó  por  su  trabajo  é  industria  y  aun  la  admi- 
nistración y  usufructo  de  estos  ú' timos  cuando  se  emanci- 
paran ó  cuando  su  padre  se  los  cediera.  (Cas.  nim.  iZ.).,.      165 

Perito  tercero.— La  causa  7.*  del  art.  1.0Í3  de  la  Ley  de  £n- 
Juieiamif  nto  civil,  que  consiste  en  la  incompetencia  de  Ju- 
risdicción, no  es  aplicable  á  la  infracción  que  se  supone 
cometida  de  lo  dispuesto  en  la  regla  8/  del  art.  303  de  la 
misma  ley  al  hacerse  la  elección  del  perito  tercero,  por 
'  cuanto  ^ste  no  ejerce  ninguna  especie  de  jurísdíceion  Casa- 
ción núm.)  75.) 316 

Personalidad.— Véase  Fundamentos  del  recurso. 

Prelacion  de  acreedores. — Entre  dos  6  más  acreedores  persona- 
les debe  ser  pagado  primeramente  el  que  hubiese  deman- 
dado en  juicio,  y  á  favor  de  quien  se  hubiera  dado  sen- 
tencia, aunque  su  crédito  sea  el  postrimero,  según  dispo- 
sición de  la  ley  11,  lít.  U,  Partida  3.*  {Cas.  núm.  63.)....      265 

Prescripción  —Si  el  demandado  poseyó  la  finca  litigiosa  quieta  y 
pacíficamente,  gana  el  dominio  de  ella  por  la  tenencia  de 
mds  de  treinta  años,  conforme  á  la  ley  21,  tít.  29  de  la  Par- 
tida 3.'  (Cas.  núm.  49.) 189 

El  dueño  ó  señor  que  mencionan  las  leyes  relativas  á  la 
prescripción,  no  es  ni  puede  ser  el  dueño  absoluto  de  hecho 
y  de  dencho,  definido  en  la  If'y  1.',  tít.  28,  Partida  3.',  sino 
que  es  necesariamente  y  por  la  suposición  misma  de  aque- 
llas leyes  el  dueño  meramente  de  hecho,  según  en  las  mis- 
mas se  expresa,  privado  de  la  disposición  de  la  cosa,  como 
que  se  halla  privado  de  su  posesión,  que  está  en  él  pres- 
cribente;  6  en  otros  términos  es  la  persona  que,  teniendo 
derecho  á  la  posesiod  de  uina  cosa ,  consiente  en  que  otro 
la  posea. 

La  buena  fé  se  presume  mientras  no  se  pruebe  lo  con^ 
trario,  y  según  jurisprudencia  constante  del  Tribunal  Su- 
premo, la  apreciación  de  ese  hecho,  aunque  moral  é  inter- 
no, corresponde  á  la  Sala  sentenciadora.  (Cas.  núm.  57.)...  220 
-  El  que  ha  adquirido  una  cosa  de  quien  no  tenia  derecho 
para  enajenarla,  sólo  puede  aprovecharse  de  la  prescrip- 
ción por  treinta  años.  (Cas.  núm.Hl.) 372 

Habiendo  apreciado  la  Sala  sentenciadora,  según  las  prue- 
bas presentadas  por  las  partes,  que  el  demandado  posee  las 
fincas  de  que  se  trata  más  tiempo  de  treinta  años,  sin  que 
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se  baya  interrumpido  legalment^"  esta  posesión,  la  senten- 
cia no  infríngelas  leyes  21.  tit.  29,  Partida  3.' y  28,  til.  8.% 
Partida  5.',  ni  la  1.',  tít.  14,  Partida  3.*,  puerto  que  se  han 
praciicado  pruebas  por  el  demandado.  {Cas.  núm.  118.).  •     SIS 

Pbestaciones.— Declarada  una  prestación  no  comprendida  en  las 
abolidas  por  las  leyes  de  S.  ñoríos ,  en  pleito  sostenido  en* 
tre  et  que  la  cobraba  y  el  pueblo  que  la  paga ,  no  es  posi- 
ble después  pstimar  su  ab(»licion  sin  destruir  lo  ejecutoria- 
do, é  infringir  la  ley  13,  tit.  22,  Partida  3.%  que  hace  nulo 
el  segundo  juicio  dado  contra  el  primero.  {Ree.  de  nulidad 
número  96) 41S 

Procedencu  del  recdrso  de  GASAaoH. — El  recurso  de  casación  en 
los  negocios  civiles  únicamente  procede  contra  sentencias 
definitivas  que  terminen  el  juicio,  ó  que  aun  cuando  bayan 
recaído  sobre  un  articulo,  pongan  término  al  pleito,  haciendo 
imposible  su  continuación,  conforme  lo  dispuesto  en  los  ar- 
tículos 2.*  y  3.*  de  la  ley  sobre  reforma  de  la  casación  civiL 
Conforme  el  art.  385  de  la  Ley  provisional  sobre  organi- 
zación del  poder  judicial,  contra  los  autos  de  las  Audien- 
cias en  que  d^-ciden  cuestiones  de  competencia  sólo  se  da  el 
recurso  de  casación  en  su  caso,  que  ba  de  ser  cuando  s^ 
ba\a  dictado  sentencia  definitiva  y  en  los  términos  del  ar- 
ticulo 5.*  de  la  expresada  ley.  {Adm.  núm.  58.) 236 

Únicamente  procede  el  recurso  de  capación  contra  sen- 
tencias dofínitivas,  ó  que  aun  cuando  bayan  recaído  sobre 
un  artículo,  pongan  término  al  juicio  y  bagan  imposible  su 
continuación,  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  l.OM 
y  1.011  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

En  las  cuestiones  de  competencia  no  tiene  lugar  el  re- 
curso de  casación  si  se  refiere  al  art.  1.012  de  la  expresada 
Ley  de  Enjuiciamiento,  según  lo  ha  consi;<nado  repetida- 
mente el  Tribunal  Supremo.  (Cas.  núm.  59.) 83S 

— -  El  recurso  de  casación  únicamente  procede  contra  las  sen- 
tencias definitivas,  ó  que  aun  cuando  hayan  recaído  sobre 
un  artien'o,  pongan  término  al  juicio  y  hagan  imposible  sn 
continuación,  conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  1.010 
y  l.OM  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  {Apel.  núm.  72.).. . 

Conforme  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  I.OIO  y  1.011  de 

la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil ,  los  recursos  de  casi^^ion 
sólo  se  dan  contra  las  sentencias  definitivas  de  las  Audien- 
cías,  y  contra  las  que  aun  cuando  hayan  recaído  sobre  nn 
artículo,  pongan  término  al  juicio  y  hagan  imposible  so, 
continuación.  {Apel.  núm.  H(^.) .. 

Según  los  artículos  l.OlO  y  1.011  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil  f  los  recursos  de  casación  sólo  se  dan  contra. . 
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las  sentencias  definitivas. de  las  Audiencias  y  contra  las  qae 
aun  cuando  hayan  recaído  sobre  un  artículo,  pongan  tér- 
mino ai  juicio,  y  bagan  imposible  su  continaacion,  siendo 
además  necesario  con  arreglo  al  art.  1.018  de  la  misma  ley, 
para  el  recurso  de  casación  en  el  fondo,  citar  la  ley  ó  doc- 
trina admitida  por  ia  jurisprudencia  de  los  Tribunales  que 
la  sf^ntencia  haya  infringido. 

Los  artículos  65 y  67  déla  referida  L^'y  de  Enjuiciamiento 
civil  no  pueden  servir  de  fundamento  para  un  recurso  de 
casación  en  el  fondo  por  referirse  al  orden  del  procedi- 
miento. (Cas,  núm.   81.) 342 

Procedencia  del  recurso  de  casación. — No  procede  la  casación  de 
la  sentencia ,  cuando  la  lesión  enormísima  alegada  por  el 
recurrente  en  la  demanda,  se  resuelva  en  una  cuestión  de 
becbo  que  ha  determinado  la  Sala  sentenciadora,  sin  que 
03nira  esta  apreciación  se  alegue  la  infracción  de  ley  ó  doc- 
trina admitida  por  la  jurisprudencia  de  los  Tribunales.  {Ca- 
sación núm,  90.) 387 

Según  los  artículos  1.010  y  1.011.  de  la  Ley  de  Enjuicia- 
miento civil ,  el  recurso  de  casación  sólo  procede  contra 
sentencias  definitivas  ó  contra  las  que,  recayendo  sobre  un 
artículo,  pongan  término  al  juicio  y  bagan  imposible  su 
continuación. 

Según  el  art.  1.014  de  la  misma  ley,  en  los  juicios  eje- 
cutivos no  se  da  el  recurso  de  casación  en  el  fondo. 

La  jurisprudencia  de  este  Tribunal  tiene  establecido  que 
la  simple  condena  de  costas  no  da  lugar  tampoco  á  dicho 
recurso  de  casación.  {Apel.  núm.  123.) 544 

Vé^se  Admisión  del  recurso. 


Procedimiento.— Una  vez  declarado  ejecutoriamente  por  la  Sala 
segunda  del  Tribunal  Supremo  que  procedía  la  admisión  del. 
recurso  de  casación,  por  estimar  qiie  el  auto  recurrido 
tenia  el  carácter  de  sentencia  definitiva,  es  consiguiente 
que  para  dictarla  debió  s<^f1alarse  dia  para  la  vista  y  citar 
al  recurrente.  {Cas.  núm.  37.) ^. 109 

Según  el  art,  1.027  de  la  Ley  de  Enjuiciamienta  civil,  cuan- 
do se  admita  un  recurso  de  casación  en  el  fondo,  ha  de 
preceder  á  la  remesa  de  los  autos  el  depósito  que  señala  ia 
mencionada  ley. 

E»te  requisito  debe  cumplirlo  la  Audiencia  ante  quien  se 
interpone  el  recurso.  {Cas.  núm.  64.) 274 

En  el  art.  62  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil  se  ordena 

que. cuando  hayan  sido. varios  los  puntos  litigiosos,  se  haga 
con  la  debida  separación  el  pronunciamiento  correspon-    , 
diente  á  cada  uno  de  ellos... (Cas.  núm.  76.) ^ 
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Procedimiesto.-^b  arreglo  á  lo  prevenido  en  ios  artfcalos  224, 
254  y  2S6  de  la  L^y  de  Eojuícíamiento  civil,  el  demandante 
debe  fijar  con  precisión  en  8U  demanda  lo  qae  pida,  expo- 
niendo ^ucitam^  nte  los  hechos  y  los  fundamentos  de  derecho, 
y  el  demandado  debe  en  sa  conte^tacion  bacer  uso  de  las  ex- 
cepciones perentorias  que  tuviere;  siendo  obligación  de  ám- 
Ji)os  fijar  OD  sus  escritos  de  réplica  y  dúpüca  los  pnntos  de  be- 
cho  y  de  derecho  objeto  del  debate. 

Es  if(ualmente  un  deber  de  los  Tribunales  ol  resolver  la 
cuestión  litigiosa,  tal  cual  ha  sido  planteada  y  fijada  por  las 
partes  litigantes  en  el  indicado  perioao  del  juicio,  sin  que 
sea  lícito  al  Tribunal  Supremo,  fallando  en  casación,  al* 
terarla  ni  variarla.  {Cas.  núm.  91.) 391 

Spguii  el  art.  39  de  las  ordenanzas  de  la  Audiencia  de  la 

Habana,  las  discordias  deben  dirimirse  por  dos  Magi-strados 
si  bubiese  sido  impar  el  número  de  discordantes,  y  por  tres 
en  el  caso  de  haber  sido  par. 

No  habiéndose  infringido  por  la  Audiencia -de  la  Hal^ana 
el  art.  39  de  sus  ordenanzas,  acerca  del  núm^^ro  de  Magis- 
trados que  han  intervenido  á  consecuencia  de  la.  segnnda 
discordia,  no  ha  ocurrido  el  caso  7/  del  art.  196  de  la  Beal 
cédula  de  30  de  Enero  de  1853.  {Cas.  núm.  111.) 490 

Es  un  ppii  cipío  jurídico  universal  el  de  que  nadie  puede  ser 

condenado  A  entregar  ó  hacer  cosa  alguna  sin  ser  antes  oído 

ó  vencido  en  juicio.  {Cas.  núm.  114  ) 502 

Fijadas  con  precisión  las  pretensiones  de  las  partes,  debe 

resolver  sobre  ellas  el  Tribunal  st^nteuciador,  admitiéndolas 
ó  denegándolas  de  una  manera  clara  y  precisa,  y  cuando 
no  lo  ejecute  infringe  el  art.  61  de  la  Ley  dp  Enjuiciamiento 
civil,  y  las  leyes  5.*  y  16,  tít.  22  de  la  Partida  3.*  {Casa- 
eion  núm.  121. ) 534 

Frohibicion  de  donar  todos  los  bienes. —  Véase  Donación. 

Prueba.— Para  que  en  segunda  instancia  sea  admisible  la  prueba, 
es  indispensable  que,  no  sólo  sean  hechos  nuevos  los  que 
se  intente  probar  y  posteriores  ai  último  dia  del  término  de 
la  de  primera  instancia,  sino  que  también  sean  conducen- 
tes á  la  acción  ó  excepción  propuestas  que  hayan  sido  ob- 
jeto del  pleito;  y  así  en  cuanto  á  nuevos  hf chos  como  á  la 
presentación  de  documentos,  es  necesario  que  se  propon- 
gan y  presenten  antes  de  haberse  notificado  la  providencia 
en  que  se  mande  traer  los  autos  á  la  vista ,  según  se  esta- 
blece en  los  artículos  866,  867  y  869  de  la  Ley  de  Enjui- 
ciamiento civil.  {Cas.  núm.  93.)  

—-^  Según  el  art.  869  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  el  ra- 
'  cibinriento  á  prueba  en  la  segunda  instancia  sólo  puede  otor- 
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garse  en  los  tres  casos  que  el  mitsmo  artículo  expresa.  (Co- 
sacim  núm.  97.) ; 122 

Prueba..-*-Sí  bien  laSa4a  sentenciadora  puede  apreciar  ios  dichos 
de  ios  testigos  presentados  por  la  recurrente,  no  puede  aplicar 
ignal  criterio  á  )a  prueba  de  los  documentos  que  obren  en  ' 
autos.  (Cas.  núm.  106.) ^.      468 

Según  la  disposición  I.*  del  art.  1.013  de  la  L*»y  de  Enjui- 
ciamiento civil,  puede  fundarse  el  recurso  de  casación  en  la 
falta  de  recibimiento  á  prueba ,  en  cualquiera  de  las  ins- 
tancias, cuando  proceda  con  arreglo  á  derecho;  y  conforme 
á  lo  prevenido  en  el  art.  869  de  la  misma  Ley,  tan  sólo 
puede  otorgarse  el  recibimiento  á  prueba  en  segunda  ins- 
tancia cuando  ocurra  alguno  de  los  tres  casos  que  taxativa- 
mente señala.  {Cas.  núm.  110.) Ut 

Q 

Quiebra.— En  el  art.  1.02Í)  d*^!  Código  de  Comercio  se  dispone  que 
para  que  recaiga  la  reposición  del  auto  de  declaración  de 
quiebra,  ha  de  probar  el  quebrado  la  falsedad  é  insufií'ien- 
cia  legal  de  los  hechos  que  «e  dieron  por  fundamento  de 
ella,  y  que  se  halla  corriente  en  sus  pago«.  {Cas.  núm.  112.)      493 

En  caso  de  quiebra  de  una  sociedad ,  los  acreedores  par- 
ticulares de  los  socios  no  entran  en  la  masa  de  los  de  la 
compaí^la,  sino  qu«  satisfechos  que  pstos  sean,  pued^^n  usar 
de  su  derpcho  conira  el  residuo  que  corresponda  al  socio 
deudor.  {Cas.  núm.  119  ) 522 

R 

REciBmiENTO  A  PRUEBA. — Vóaso  Prueba. 

Reconocimiento  de  la  firma.— La  lev  119,  tít.  18',  P.irliJa  3.\  úni- 
camente para  el  caso  de  que  el  deu  lor  negare  ser  suya  la 
firma  del  documento,  exisje  qu^  8*^  pruebe  por  dos  testigos 
bonos  et  sin  sospecha  que  el  otro  fizo  la  carta  ó  la  mandó  escri* 
bir.  (Cas.  núm.  ^i ) « 203 

Iecurso  DE  iNjusTicu  NOTORIA.— S^^un  cl  art.  1.217  del  Código  de 
Comercio,  contra  la  sentencia  de  vista,  confirmatoria  de  Iji 
de  primera  instancia,  procede  el  recurso  de  injusticia  no- 
toria cuando  dicha  s^'ntencia  es  definitiva  y  el  Interé:^  de  la 
causa  excede  de  50.000  rs.,  y  con  arreglo  á  los  artículos  435 
y  436  de  la  Ley  de  E  Juicjamiento  mercantil,  debe  interpo- 
nerse dentro  de  treinta  diM  después  de  notiGcada  la  ejecu* 
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cutoria,  y  presentando  el  Procarador  poder  especial  de  la 
parte.  {Apel.  núm.  48.) ••^•^ 186 

Rbgorso  de  qusu  t  protbccioii.— ^Ni  el  reglamento  proYísional  para 
la  administración  de  Jasticia  ni  otra  ley  alguna  le  airib  lye 
Jnrisdiccion  para  conocer  del  llamado  recurso  de  queja  y 
protección,  ni  este  recurso  tiene  señalada  tramitación  en  la 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil»  única  ley  de  procedimientos 
que  rige  en  la  actualidad.  (Cas.  núm.  115.) 507 

Becorso  de  sdplica.— Procediendo  el  recurso  ordinario  de  súplica, 
no  puede  tener  lugar  el  de  casación ,  que  sólo  prok;^dena 
después  de  pronunciada  sentencia  definitiva  en  aquel  inci- 
dente, según  el  art.  2.*  de  la  ley  pruvisionai  sobre  reforma 
de  la  casación  civil.  (Cas.  núm,  117.) 517 

Bkvocacion  de  una  venta.— La  venta  de  los  bienes,  aunque  sea 
hecba  por  medio  de  escritura  pública,  otorgada  coa  los  re- 
quisitos legales,  si  la  enajenación  ba  sido  maliciosamente  ó 
con  engaño,  puede  revocarse  á  instancia  de  los  acreedores 
del  veudedor,  desde  el  día  en  que  tuvieron  noticia  de  ella 
basta  un  año.  {Cas.  núm,  9.) 10 


Seto'encia  definitiva.— Según  los  artículos  1.010  y  1.011  de  la  Ley 
de  Enjuiciamiento  civil,  sólo  se  da  el  recurso  de  casación 
contra  sentencias  que  recaigan  sobre  definitiva,  y  bagan  im- 
posible bU  continuación.  (Apel.  núm.  4.) ^•.•«        13 

Según  lo  dispuesto  en  los  artículos  1.010  y  1.011  de  la  Ley 

de  Eijuiciamiento  civil,  se  da  el  recurso  de  casación  exclu- 
sivamente contra  las  sentencias  de  los  Tribunales  superiores 
que  recaigan  sobre  definitiva,  entendiéndose,  por  tai  la  que 
¿un  cuando  haya  recaído  sobre  un  artículo ,  ponga  término 
al  Juicio  y  baga  imposible  su  continuación ;  y  con  arre- 
glo á  lo  establecido  en  el  art.  1.014,  tampoco  puede  darse 
dlcbo  recurso  fundado  en  ser  las  sentencias  contrarias  ú  la 
ley  ó  doctrina  legal  en  los  pleitos  posesorios,  en  los  ejeca- 
tivos,  ni  en  ningún  otro  después  del  cnal  pueda  seguirse 
otro  Juicio  sobre  lo  mismo  que  baya  sido  objeto  de  él.  (C^* 
saeionnúm,  6.) ^ 18 

No  se  da  el  recurso  de  casación  sino  contra  las  sentencias 

definitivas,  según  lo  dispuesto  en  los  artículos  1.010  y  IMÍ 
de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  y  nc  son  de  esta  clase 
las  que  no  ponen  término  al  Juicio  ni  hacen  imposible  sa 

continuación.  {Apel.  núm.  16.) w..       (1 

Según  los  artículos  1.010  y  1.011  de  la  Ley  de  Enjuicit* 
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miento  civil,  sólo  se  da  el  r^corso  de  casación  contra  las 
sentencias  definitivas,  ó  las  que  recayendo  sobre  un  artículo, 
ponen  término  al  Juicio  y  bacen  imposible  su  continuación. 

{Apelación  núm.  19.) 79 

SuTEiicu  DEFiMTiYA.— Procede  el  recurso  de  casación  contra  todas 
las  sentencia»  de  los  Tí  íDunales  superiores  que  recaigan  sobre 
definitiva,  ó  que  aun  cuando  bayin  recaído  sobre  un  artícu- 
lo, pongan  término  al  Juicio  y  bagan  imposible  su  continua- 
ción, según  se  determina  por  los  artículos  1.010  y  1.011  de 
la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil. 

Tiene  el  Cdrácter  de  definitiva  la  sentencia  en  la  que  se 
declare  sobreseído  un  juicio  de  testamentaría,  y  se  mande 
alzar  secnesdro  de  sus  bienes,  porque  al  ordenar  el  sobresei- 
miento se  pone  término  al  expresado  juicio  y  se  bace  impo- 
sible SQ  continuación.  {Apel.  núm.  21.) 83 

La  sentencia  que  deniega  la  acumulación  de  dos  ó  m^s 
juicios,  no  es  definitiva  para  los  efectos  prevenidos  en  el 
articulo  2/  de  la  ley  provisional  sobre  reforma  de  casación 
civil,  y  lejos  de  ponerles  término,  ordena,  aunque  separa- 
damente, su  continuación.  (Adm.  núm,  22.) 85 

Los  recursos  de  casación  sólo  se  dan  contra  las  senten- 
cias qae  bayan  recaiio  sobre  definitiva  ó  sobre  artículo  po- 
niendo término  al  juicio  y  haciendo  imposible  su  continua- 
ción, con  arreglo  á  lo  dispuesto  en  los  artículos  1.010  y 
1.011  de  la  referida  ley.  (Adm,  núm.  23.) 86 

-  La  providencia  en  que  se  declara  no  baber  lugar  á  hacer 
la  adjudicación  en  la  forma  que  solicitaba  fl  acreedor  de 
los  bienes  embargados  en  juicio  ejecutivo,  no  es  definitiva 
ni  pone  término  al  juicio,  puesto  que  tratándose  de  un  jui- 
cio ejecutivo,  sea  cualquiera  su  estado,  puede  v-^ntilarse 
después  en  otro  pleito  lo  que  ba  sido  objeto  del  mismo, 
según  el  art.  1.014  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  (Ape- 
lación núm.  29.) 114 

-  Mo  tiene  el  carácter  de  sentencia  definitiva;  según  el  ar- 
tículo 1.011  de  la  Ley  de  Enjuiciamiento  civil,  un  auto  que 
al  bien  recaído  en  un  incidente  de  incompetencia  no  pone 
término  al  juido  ni  hace  imposible  su  continuación,  y  por 
consiguiente  no  procede  la  admisión  de  dicho  recurso,  por 
faltarle  el  primero  de  los  requisitos  oreseritos  en  el  ar- 
ticulo 1.025  de  la  citada  ley.  {Apel.  n^m.  41.) 160 

Únicamente  procede  el  recurso  de  casación  contra  las  sen* 
tenciíts  definitivas,  ó  que  hayan  recaldo  sobre  un  artículo» 
pongan  término  al  Juicio  y  hagan  imposible  su  continua- 
ción, según  lo  dispuesto  en  los  artícu'os  1.010  y  1.011  déla 
Ley  de  Enjuiciamiento  civil.  {Apel  núm.  42.) 162 
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Se2(tengu  DEFcnTivA.-— Segvii  lo  e6tabl6Cido  en  los  artícolos  8/  y 
6.*  de  la  ley  provisional  sobre  rte forma  de  la  casación,  es 
iadispensabie,  p;ira  qaeel  reonrso  faera  admisible,  qne  re- 
caiga sobre  un  artículo  que  ponga  término]  ai  juicio  ó  im- 
posibilite su  terminación.  {Adm.  núm.  56.) Slt 

La  sentencia  que  previene  que  ciertos  efectos  embargados 

queden  retenidos  en  poder  del  depositario  administrador  de 
los  bienes  del  concurso  para  las  resultas  del  mismo,  no  es 
definitiva,  porque  no  termina  el  juicio  de  concurso,  ni  re- 
suelve sobre  el  dominio  de  los  bienes  embargados  hasta 
que  seguido  o\  pleito  se  corozca  por  fallo  ejecutorío  quién 
es  el  verdadero  dueño.  (Apel.  núm.  72.) 308 

Solamente  es  admisible  el  recurso  de  casación  contra  las 

sentencias  definitivas  pronunciadas  por  las  Audiencias,  en- 
tendiéndose por  tales  las  que  iun  cuando  hayan  recaído 
sobre  un  artículo,  pongan  término  al  pleito,  haciendo  im- 
posible sa  continuación.  {Apel.  núm.  82.) 317 

Las  providencias  dictadas  para  el  cumplimiento  de  una 

ejecutoria  no  tienen  el  carácter  de  definitivas,  á  no  susci- 
tarse un  nuevo  hecho  acerca  de  la  extensión  de  lo  que  se 
ha  declarado  en  la  sentencia,  según  doctrina  establecida  por 
el  Tribunal  Supremo  en  la  que  pronunció  en  8  de  Julio 
de  1868.  {Apel.  núm.  101.) 158 

Véase  Admisión  del  recurso. 


Separación  debida  del  pronunciamiento  de  los  diferentes  puntos  u " 
Ticiosos.— Véase  Procedimiento. 

Sociedades. — Véase  Contrato  de  sociedades.  ' 

Subsanaoon  de  la  falta  alegada. — Según  el  art.  1.019  de  la  Ley 
de  Enjui'  iamiento  civil,  para  que  los  recursos  fundados  en 
las  causas  expresadas  en  el  art.  1,013  put^dan  ser  admiti- 
dos, es  indispensable  que  se  baya  reclamado  la  subsana^ 
cien  de  ia  falta  en  la  instancia  en  que  se  haya  cometido,  y 
en  la  si^'uiente  si  ha  sido,  en  Ja  primera.  {Apel.  núm.  20  )..       81 

Sucesión  intestada.— Para  la  sucesión  intestada,  que  tiene  lugar 
por  no  baberse  cumplido  la  condición  impuesta  en  testa- 
mento, se  ba  de  estar  al  tiempo  en  que  ya  no  podia  com- 
plirse  la  condición,  porque  entonces  se  causaron  los  dere- 
chos y  no  antes,  por  estar  penüente  dicha  condición,  asf 
como  hasta  el  cumplirbiento  de  ésta  no  se  adquieren  Itís  ' 
derechos  sujetos  á  la  mjsma. 

Las  doctrinas  sobre  que  la  muerte  es  el  único  y  excloBitd'  -    - 

regulador  de  los  derechos  de  sucesión,  y  que  d^sde  el  ñt*'^' 

mentó  en  que  ocurre  la  muerte,  el  que  es  h  Tedero  por  i^i^i 

niiiterio  de  la  ley  adquire  el  derecho  á  la  propiedad  de  JMj 

:  bt^n^$  que.  fueron  del  difunto,  el.  cual  puede  trasn|itilr  liiiiJ 
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herederos,  no  tiene  aplicación  al  caso  en  que  haya  una  con- 
dición. {Cas.  núm,  86.) 101 


.4 

* 


Tasación  de  costas. —  Véase  Costas, 

Té  ruino  para  interponer  el  recurso— El  término  para  interponer 
los  recursos  de  casación  es  el  de  di^z  días,  según  lo  ter- 
minantemente dispuesto  en  el  art.  1.022  de  la  Ley  de  En- 
julciamiento  civil,  que  éste  es  improrogable,  y  debe  correr 
desde  la  notificación  de  la  sentencia.  (Apd,  núm,  31.) 119 

Testamentos.— La  Real  provisión  de  19  de  Noviembre  de  1736, 

'  si  bien  previene  que  ios  testamentos  otorgados  por  los  curas 

párrocos  se  extiendan  en  el  papel  sellado  correspondiente, 

no  determinan  que  sean  nulos  por  falta  de  este  requisito. 

{Casación  núm,  120.) 527 

En  la  cláusula  testamentaria  en  que  se  dispone  que  res- 
pecto del  moviliario,  alhajas  y  dinero  que  sobrase  después 
de  cumplidos  los  legados,  se  procediese  á  su  equitativa  dis- 
tribución entre  los  herederos  y  los  legatarios ,  no  es  posi- 
ble comprender/cn  dicha  distribución  las  inscripciones  en 
el  Gran  Libro  de  la  Deuda  pública  francesa  del  3  por  100, 
ni  los  títulos  de  la  Deuda  consolidada  de  España,  ya  porque 
no  son  moviliario,  alhajas  ni  dinero  sobrante  de  las  can- 
tidades legadas,  y  sí  derechos  que  pertenecían  á  la  testa- 
dora, ya  porque  los  legados  especiales  no  pueden  hacerse 
extensivos  á  otras  cosas  que  las  expresamente  mencionadas 
en  los  mismos. 

Versando  el  pleito  sobre  inteligencia  de  cláusulas  testa- 
mentarias, no  podría  tener  lugar  el  recurso  de  casación,  sino 
cuando  la  sentencia  estuviera  manifiestamente  en  contra- 
dicción con  lo  dispuesto  por  la  testadora.  [Cas,  núm,  126.)      555 

Traspaso  de  ribnes  en  fraude  de  acreedores.— En  la  ley  5.*,  títu- 
lo 6.%  libro  10  del  citado  Código  se  encarga  á  los  Intenden- 
tes que  no  permitan  traspasos  de  bienes  en  fraude  de  las 
contribuciones  reales.  (Cas.  núm,  66.) 281 


I.  39 
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Yecinos.— Es  un  error  demostrado  el  suponer  que  un  individuo 
es  vecino  de  un  pueblo  cuando  resalta  de  escritura  pública 
que  lo  es  de  otro  diferente.  [Cas.  núm.  106.) 468 

YmcuLAGiQifEs.-- Foera  de  las  disposiciones  especiales  estableci- 
das en  la  fundación,  y  cuando  en  ésta  nada  se  previene  ter- 
minantemente  para  el  caso  de  morir  el  poseedor  de  los  bie- 
nes sin  hijos  ni  bijas,  ó  nietos  de  ellas ,  en  dicho  caso,  y 
^  siempre  que  por  falta  de  claridad  en  la  fundación  se  dude 
acerca  del  verdadero  carácter  del  vínculo,  d^be  estimarse 
éste  regular.  {Cas.  núm.  46.) 176 


FIN   DE  LOS  ÍNDICES. 


'■{,: 


A 


ESPLICACION 


DE   LAS 


ABBEVIATUIIAS  DEL  ÍNDICE  ALFABÉTICO. 


Co«.— Quiere  decir  Recurso  de  casación;  esto  es,  que  la  declaración 
que  le  precede,  ha  sido  hecha  en  sentencia  dictada  en  un  recurso 
de  dicha  clase. 

i4j3éfí.— Apelación  por  no  haber  sido  admitido  el  recurso. 

Comp.— Competencia. 

Jn/.  noí.— Recurso  de  injusticia  notoria  en  asunto  de  comercio. 

iVul.— Recurso  de  nulidad. 

El  número  que  sigue  á  cada  una  de  dichas  abreviaturas,  es  el  que  tiene 
en  este  tomo  la  sentencia  á  que  se  refiere,  según  el  orden  crono- 
lógico. 

' Esta  raya  significa  que  rige  la  primera  palabra  ó  epígrafe  del  caso 

ó  declaración  anterior. 

' Que  rigen  las  dos  ó  mas  palabras  del  epígrafe  que  precede* 
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